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DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 

ARTÍCULO 12 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA 

Honorable Asamblea: 

La Comisión de Seguridad Pública de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del 
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, 
numerales 6, incisos e) y f), y 7, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, y 80, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción I, y 158, 
numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás relativos de dicho 
ordenamiento, presentan el siguiente: 

Dictamen 

I. Antecedentes 

1. Con fecha 29 de abril de 2013, el diputado Fernando Bribiesca Sahagún, integrante del 
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, presentó iniciativa con proyecto de decreto por el que 
se reforma el artículo 12 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

2. Con misma fecha la Mesa Directiva turnó a esta comisión dicha iniciativa para su estudio y 
dictamen. 

II. Contenido de la iniciativa 

La iniciativa en estudio tiene como finalidad reformar la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública para incorporar a tres representantes de la sociedad civil a la integración del 
Consejo Nacional de Seguridad Pública. 

Por lo anterior, propone reformar el artículo 12 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. 
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III Consideraciones 

Primera . De manera mayoritaria, tratadistas y especialistas en la materia reconocen que, en un 
entorno democrático, se requiere el fortalecimiento de la sociedad civil respecto a las 
instituciones; y sobre todo, frente a aquéllas que históricamente se alejaron más de un esquema 
colaborativo con la sociedad, como lo fueron hasta hace poco tiempo las encargadas de la 
seguridad pública. 

Segunda. El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos eleva al 
rango constitucional la importancia de la participación de la comunidad en las tareas 
relacionadas con la seguridad pública, previendo la posibilidad de que la misma coadyuve en 
diversos procesos en dicho particular. 

Tercera. La Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública adopta en su artículo 6 el 
principio constitucional, exigiendo de las instituciones de seguridad pública el fomento a la 
participación ciudadana y la rendición de cuentas; así como también reconoce en su numeral 16 
la existencia de una Comisión Permanente del Consejo Nacional, avocada a la Prevención del 
Delito y Participación Ciudadana. 
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Asimismo, dentro del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
órgano operativo del Sistema, se prevé la existencia de un Centro Nacional de Prevención del 
Delito y Participación Ciudadana. 

Cuarta . El Consejo Nacional de Seguridad Pública es la instancia superior de coordinación y 
definición de políticas públicas sobre la materia, y dentro de sus atribuciones cuenta con la de 
establecer los instrumentos y políticas públicas integrales, sistemáticas, continuas y evaluables, 
tendientes a cumplir los objetivos y fines de la Seguridad Pública; y el promover el 
establecimiento de unidades de consulta y participación de la comunidad en las Instituciones de 
Seguridad Pública. 

Quinta . Por ello, el propósito de la iniciativa que nos ocupa es altamente encomiable, ya que 
la incorporación de la sociedad civil organizada al órgano máximo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública representa un cambio de paradigma desde el más alto nivel en esta esfera. 

Sexta . El Consejo Nacional de Seguridad Pública, en su XXXIII Sesión, celebrada el 31 de 
agosto de 2012, en su Acuerdo 10/XXX11l/12, resolvió la invitación a cinco representantes de 
la sociedad civil, por medio de una comisión mixta integrada por los Gobernadores de los 
estados de Chihuahua, Oaxaca y Sonora, así como el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública, y a partir de las propuestas realizadas por rectores universitarios; 
comprendiendo una más amplia participación de la sociedad civil que la prevista por la 
iniciativa. 

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Seguridad Pública sometemos a 
consideración de esta Asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 12 de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública 

Único. Se reforma el tercer párrafo, y se adiciona un cuarto y quinto párrafos al artículo 12 de 
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como sigue: 

Artículo 12. El Consejo Nacional estará integrado por: 

I. al IX. ... 

... 

El Consejo Nacional contará con cinco invitados permanentes, representantes de la 
sociedad civil. El nombramiento se hará a propuesta de rectores de universidades, 
misma que tomará en cuenta una comisión transitoria del Consejo Nacional para tales 
efectos, integrada por el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública y tres gobernadores de los Estados, procurando la pluralidad de los mismos. 

El nombramiento de los representantes de la Sociedad Civil durará dos años, 
renovándose de manera escalonada anualmente. 
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El Presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos será también invitado 
permanente de este Consejo. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. El Consejo Nacional, una vez entrada en vigor la presente reforma, emitirá la 
convocatoria a las instituciones universitarias, de suerte tal que el nombramiento de los cinco 
invitados permanentes representantes de la sociedad civil se celebre dentro de los 180 días 
naturales siguientes. 

Tercero. Para dar cumplimiento a la periodicidad en la renovación de los cinco invitados 
permanentes representantes de la sociedad civil, la comisión que prevé el artículo 12 
determinará en la primer convocatoria emitida que dos de las cinco organizaciones de la 
sociedad civil electas contarán con un período de solamente un año, quedando todas las 
posteriores con el período normal de dos años. 

La Comisión de Seguridad Pública 

Diputados: José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica), presidente; José Alejandro Montano Guzmán (rúbrica), 
Ana Isabel Allende Cano (rúbrica), Sergio Armando Chávez Dávalos (rúbrica), José Alberto Rodríguez 
Calderón (rúbrica), Consuelo Argüelles Loya (rúbrica), Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbrica), José Ángel 
Ávila Pérez (rúbrica), María Guadalupe Moctezuma Oviedo (rúbrica), Felipe Arturo Camarena García 
(rúbrica), secretarios; María Elena Cano Ayala (rúbrica), Carlos Octavio Castellanos Mijares (rúbrica), José 
Francisco Coronato Rodríguez, Enrique Cárdenas del Avellano, Pedro Ignacio Domínguez Zepeda (rúbrica), 
Francisco González Vargas (rúbrica), Raúl Macías Sandoval (rúbrica), José Valentín Maldonado Salgado, 
Rafael Alejandro Micalco Méndez (rúbrica), Trinidad Secundino Morales Vargas (rúbrica), Joaquina 
Navarrete Contreras (rúbrica), Rocío Esmeralda Reza Gallegos (rúbrica), Sonia Rincón Chanona, Francisco 
Tomás Rodríguez Montero (rúbrica), Víctor Serralde Martínez (rúbrica), María Guadalupe Sánchez Santiago, 
Regina Vázquez Saut (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez Robles (rúbrica). 
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DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS MIGRATORIOS, CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA LA 

FRACCIÓN VI AL ARTÍCULO 48 DE LA LEY DE MIGRACIÓN 

Honorable Asamblea: 

La Comisión de Asuntos Migratorios, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45 
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos; 80; 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV y 167, numeral 4 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados presenta a la honorable asamblea, el siguiente 
dictamen. 

Antecedentes 

A la comisión que suscribe, de Asuntos Migratorios, le fue turnado para su estudio y dictamen, 
el expediente número 3749, que contiene iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un 
artículo 48 Bis, a la Ley de Migración, presentada por la diputada Lucila del Carmen Gallegos 
Camarena, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, el 27 de marzo de 2012, al 
pleno de la Cámara de Diputados, en sesión ordinaria correspondiente al segundo periodo del 
tercer año de ejercicio legislativo de la LXI Legislatura. 

Para los efectos legales y reglamentarios correspondientes, la iniciativa fue publicada en la 
Gaceta Parlamentaria número 3479-VI, martes 27 de marzo de 2012. 

En ese mismo acto la Mesa Directiva le dictó turno a para estudio y dictamen a la Comisión de 
Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, quedando en reserva para ser dictaminada en la 
LXII Legislatura. 

El 20 de noviembre de 2012, con oficio número D.G.P.L. 62-Ii-2-131, la Mesa Directiva de la 
Cámara de los Diputados de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, remitió el 
expediente relativo para su estudio y dictamen, a la Comisión de Asuntos Migratorios. 

En la parte expositiva de las razones que motivan la iniciativa y el proyecto de decreto, la 
diputada proponente destaca que el objetivo de la misma es impedir que los nacionales que se 
encuentren en mora en el pago de alimentos salgan del país hasta en tanto no cubran el total de 
su adeudo. 

Sustenta su propuesta en el hecho de que la libertad de tránsito no es un derecho absoluto, sino 
que está limitado por la aplicación de un mandato judicial o aplicación de leyes en cada país, en 
los términos del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 
en el hecho de que todas las personas tienen el derecho de emigrar o visitar otro país cuando no 
haya causa razonable para impedirlo, como estar siendo procesados, en cuyo caso la medida 
habrá de ser decidida por la autoridad competente. 

Recuerda que el artículo 11 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
reconoce el derecho de toda persona para entrar en el país, salir de él, viajar por su territorio y 
mudar de residencia, subordinado a las facultades de la autoridad judicial, en los casos de 
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responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que toca a las 
limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, inmigración y salubridad general de la 
república, o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país. 

De la misma manera recuerda que el artículo 4o. constitucional establece la obligación del 
estado de velar y cumplir el principio del interés superior de la niñez; el derecho de niños y 
niñas a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 
esparcimiento y la obligación de los ascendientes, tutores y custodios de preservar estos 
derechos y la del estado de proveer lo necesario para propiciar el respeto de la dignidad de la 
niñez y adolescencia, y el ejercicio pleno de sus derechos. 

Al respecto, señala la proponente con razón, que como derecho proporcional al de tránsito, el 
de los niños y adolescentes a la protección y el cuidado necesarios para su bienestar, y 
prioritario éste en función del principiodel interés superior de la infancia establecido en el 
artículo 3 de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, firmado y ratificado por 
México, como garantía de la vigencia de los demás derechos que consagra e identifica el interés 
superior con la satisfacción de ellos. 

Indica a continuación la proponente que, a pesar de todo, alrededor de 67 por ciento de los 
deudores alimentarios no cumplen sus obligaciones y 67.5 de madres solteras no recibe pensión 
alimenticia, lo cual estaría indicando que las medidas legislativas, judiciales y administrativas 
para evitar este problema han sido insuficientes, en virtud de lo cual considera que la 
restricción a la libertad de tránsito de los deudores alimentarios nacionales en mora, para salir 
del país hasta en tanto no cubran el total de su adeudo, lo cual la proponente sustenta en la idea 
de que “...quien se encuentra económicamente imposibilitado para proporcionar el pago de 
alimentos también debe estarlo para viajar, por el costo que esto último representa, sobre todo 
tratándose de un viaje internacional... (que) quienes tienen la necesidad de viajar por motivos 
de negocios o de trabajo... implica que tienen un ingreso con el cual pueden pagar 
alimentos...”’. 

Indica también que este derecho a la alimentación se define como la facultad jurídica que tiene 
el acreedor alimentista para exigir al deudor alimentario lo necesario para vivir como 
consecuencia del parentesco consanguíneo, del matrimonio, del divorcio y del concubinato; que 
el artículo 303 del Código Civil federal establece la obligación de los padres de dar alimentos a 
los hijos; el 165 que este derecho es preferente sobre los ingresos y bienes de quien tenga a su 
cargo el sostenimiento económico de la familia y podrán demandar el aseguramiento de los 
bienes para hacer efectivos estos derechos; que en los términos del 308, “alimentos” comprende 
la habitación, la comida, el vestido, la asistencia médica en caso de enfermedad y, además, 
respecto de los infantes y adolescentes, también comprenden los gastos de educación para 
proporcionarles un oficio o profesión honestos conforme a sus circunstancias personales, 
destacando que la obligación alimentaria es un deber de interés social y orden público, por lo 
que esa obligación jurídica, de no cumplirse, tendrá una sanción, en los términos de la tesis 
jurisprudencial de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente a la sexta época, la cual se encuentra publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, tomo LX, cuarta parte, página 20. 

En razón de lo anterior, propone un proyecto para agregar un artículo, que sería 48 Bis, a la Ley 
de Migración, como sigue: 
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Consideraciones 

Esta comisión dictaminadora coincide ampliamente con las razones y preocupaciones expuestas 
como motivos de la misma, así como con el fondo del contenido del proyecto. 

Luego de un estudio de la Ley de Migración referido al artículo 48 y de los elementos 
procedimentales de carácter civil que están íntimamente relacionados con el tema con el fin de 
dilucidar la pertinencia de la iniciativa, así como la contraposición evidente entre dos derechos 
sustantivos: la libertad de tránsito y a recibir alimentos por parte de descendientes y/o 
cónyuges; ambos consagrados en nuestra Carta Magna y en tratados internacionales de los 
cuales nuestro país es signatario, esta comisión dictaminadora considera, con la proponente, 
que “Esta medida funcionaría como un instrumento de apoyo en los procedimientos jurídicos 
por alimentos, además de ser un mecanismo de presión social y civil para responsabilizar a los 
padres que incumplen sus obligaciones y violentan los derechos de niños y de adolescentes... 
cumple el requisito de proporcionalidad y el de ser adecuada de acuerdo con su función 
protectora, señalados por el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas... cumple lo 
dispuesto en el numeral 3 del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, toda vez que protege derechos de terceros, y es absolutamente compatible con otros 
derechos... se sujeta a lo establecido en el artículo 11 constitucional.. (y) ha sido adoptada con 
éxito en otros países de la región, como Costa Rica y Argentina”. 

Con relación a la suspensión del derecho al libre tránsito que recaería sobre un deudor 
alimentario, se expresó que para llegar a tal situación tendrían que cumplirse varios supuestos: 
que quien pretende viajar es deudor alimentario; que ha sido moroso por más de 60 días; que ha 
sido denunciado por el acreedor alimentario; que un juez ha conocido su caso; que ha sido 
vencido en juicio; que a pesar de ello, continúa incumpliendo y desea ausentarse del país. 
Dándose todos y cada uno de los supuestos anteriores, de manera indiscutible el que debe 
prevalecer es el derecho a recibir alimentos, en los términos que lo expresan las leyes, y que ya 
ha sido comentado supra. 
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La comisión considera que, por técnica legislativa y con el fin de hacer más clara la disposición 
en el cuerpo de la ley que se modifica, antes que agregar un artículo bis, convine agregar la 
disposición como fracción VI del artículo 48, y resulta conveniente modificar algunos 
elementos sintácticos de la propuesta y agregar algunos conceptos pertinentes para cumplir 
adecuadamente lo que demanda una norma legal y un mejor uso del lenguaje, como sigue: 
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Por las consideraciones anteriormente expuestas, la comisión somete a la esta honorable 
asamblea, el siguiente: 
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Proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción VI al artículo 48 de la Ley de 
Migración 

Artículo Único. Se adiciona una fracción VI al artículo 48 de la Ley de Migración, para quedar 
como sigue: 

Artículo 48. ... 

I. a III. ... 

IV. Por razones de seguridad nacional, de conformidad con las disposiciones jurídicas 
aplicables; 

V. Tratándose de niñas, niños y adolescentes sujetos a un procedimiento de restitución 
internacional, de conformidad con lo establecido en los tratados y convenios internacionales 
de los cuales sea parte el Estado mexicano, y 

VI. Las personas que, en su carácter de deudoras alimentarias, dejen de cumplir con 
las obligaciones que impone la legislación civil en materia de alimentos por un periodo 
mayor de sesenta días, previa solicitud de la autoridad judicial competente, sin 
perjuicio de las excepciones previstas por la legislación civil aplicable, así como de 
aquellas conductas consideradas como delitos por las leyes penales correspondientes. 
Para efectos de esta fracción y tratándose de extranjeros, el Instituto definirá su 
situación migratoria y resolverá con base en lo que se establezca en otros 
ordenamientos y en el reglamento de esta ley. 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la Comisión de Asuntos Migratorios, Palacio Legislativo de San Lázaro, a 
13 de febrero de 2013. 

La Comisión de Asuntos Migratorios 

Diputados: Amalia Dolores García Medina, presidenta; Raúl Gómez Ramírez, Martha Berenice Álvarez 
Tovar, José Everardo Nava Gómez, Javier Filiberto Guevara González, Petra Barrera Barrera, Lorenia Iveth 
Valles Sampedro, Pedro Gómez Gómez, secretarios; Néstor Octavio Gordillo Castillo, Luis Alberto Villarreal 
García, Antonio de Jesús Díaz Athié, Julio César Flemate Ramírez, Noé Barrueta Barón, Salvador Ortiz 
García, Érika Yolanda Funes Velázquez, Loretta Ortiz Ahlf, María del Socorro Ceseñas Chapa, Marino 
Miranda Salgado, Lorena Méndez Denis (rúbricas). 
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DICTAMEN DE LACOMISIÓN DE PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA, CON
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE
PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados de la LXII
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, le fue turnada la Iniciativa con proyecto
de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría.

Esta comisión legislativa, con fundamento en lo dispuestopor los artículos 39, numerales 1,
2 fracción XXXVIII y 3; y 45, numerales l y 6 inciso e) y f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 80, numeral
1, firacción II; 81, numeral 2; 82, numeral 1; 84, numeral 1; 85; 157, numeral 1, fracción I;
158, numeral 1, fracción IV, y 182, numerales 1 y 5, y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, se abocó al análisis, discusión y valoración del proyecto de
iniciativa que se menciona.

Asimismo, conforme a las consideraciones de orden general y específico, como a la
votación que del sentido del proyecto de iniciativa de referencia realizaron los integrantes
de esta Comisión legislativa, se somete a la consideración de esta Honorable Asamblea el
siguiente dictamen:

L Antecedentes

1. El día 8 de septiembre de 2013, en cumplimiento al mandato constitucional
establecido en el artículo 74, fracción IV, de la Constitución, el Ejecutivo Federal, en
ejercicio de su facultad conferida en el artículo 71, fracción I, de la misma, presentó
al Pleno de esta Soberanía el paquete económico para el ejercicio fiscal 2014, así
como un paquete de iniciativas que conforman la denominada Reforma Hacendaría,
entre las que se encuentra la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría.

2, Debido a la relevancia de la Reforma Hacendaría presentada por el Ejecutivo Federal,
de la cual forma parte la presente propuesta, la Mesa Directiva de esta Cámara de



Diputados turnó, en esa misma fecha, ia iniciativa que se analiza en el presente
documento, a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su estudio y
dictamen.

11.Descripción de la iniciativa

La iniciativa objeto del presente dictamen tiene como finalidad principal el fortalecimiento
del marco legal relativo al manejo y planeación de la política fiscal, elevandoa una política
de Estado el manejo de finanzas públicas sanas.

Para lograr tal objetivo, en la iniciativa se proponen las reformas siguientes:

• Fortalecer la regla actual de balance para transitar hacia una regla de balance
estructural implícita, otorgando con ello mayor solidez a la conducción
macroeconómica.

• Establecimiento de un ancla fiscal de mediano plazo con base en los
Requerimientos Financieros del Sector Público.

• Simplificar el régimen de ingresos excedentes y fondos de estabilización para
distinguir entre el manejo de flujo de efectivo y el ahorro de largo plazo.

• Adecuar diversas disposiciones del marco legal para mejorar la operatividad de las
finanzas públicas.

1. Regla de Balance Estructural

Actualmente, el artículo 17 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaría, admite como excepción a la regla de equilibrio presupuestario el supuesto de
que, tomando en consideración las condiciones sociales y económicas que imperen en el
país, de manera excepcional se pueda establecer un déficit presupuestario en la Ley de
Ingresos y en el Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal correspondiente. Dicha válvula
de escape institucional ha permitido al Estado mexicano hacer fi-ente a situaciones como la
crisis económica mundial de 2009, mediante el despliegue de políticas públicas
contracíclicas.



Ahora bien, el propio artículo 17 de esta Ley establece que, en caso de que se verifique
déficit presupuestario por razón de las circunstancias, se deberá regresar al equilibrio
presupuestario en un número de años que debe especificarse. Sin embargo, la regla actual
no contempla un mecanismo que fomente una mejoría de la posición fiscal cuando el
Producto Interno Bruto (PIB) crezca por encima de su tendencia, situación que de preverse
en el marco legal aplicable, contribuiría a un manejo más prudente de las finanzas públicas
en el tiempo.

En este sentido, la propuesta del Ejecutivo Federal plantea incorporar una regla de balance
estructural mediante el establecimiento de un tope máximo al crecimiento del gasto
corriente, de tal suerte que en épocas en que el comportamiento macroeconómico del país
observe una tendencia positiva, se puedan generar ahorros y garantizar una mayor calidad
del gasto público. Por consiguiente, la iniciativa pretende incluir dentro del artículo 2 de la
Ley, los conceptos "Gasto corriente estructural" y "Límite máximo del gasto corriente
estructural", definiéndolos como se señala a continuación:

"Gasto corriente estructural: el monto correspondiente al gasto neto total, excluyendo los
gastos por concepto de costo financiero, participaciones a las entidades federativas y
múnicipios, adeudos de ejercicios fiscales anteriores, combatibles utilizados para la
generación de electricidad, pago de pensiones y jubilaciones del sector público, y la
inversiónfísica yfinanciera directa de la Administración Pública Federal "

"Limite máximo del gasto corriente estructural: es el gasto corriente estructural del último
ejerciciofiscal, con la información observada al momentode enviar la iniciativa de Ley de
Ingresos y el proyecto de Presupuesto de Egresos, más un incremento, determinado en
términos del Reglamento, que contribuya a mejorar el balance presupuestario cuando el
Producto Interno Bruto se encuentre por arriba de su nivel de tendencia "

El límite máximo de gasto corriente estructural deberá respetarse anualmente, tanto en la
elaboración del presupuesto, como en el ejercicio de gasto. Lo anterior define una
trayectoria de crecimiento del gasto corriente estructural que implica que si en algún
ejercicio fiscal se estiman u obtienen mayores ingresos, el gobierno no podrá aumentar su
gasto corriente por encima de dicha trayectoria.

En adición a lo anterior, la propuesta prevé que tanto el Límite máximo del gasto corriente
estructural, como las proyecciones a 5 años de este último, sean publicados anualmente en
los Criterios Generales de Política Económica, En este contexto, cabe señalar que el Límite
máximo del gasto corriente estructural deberá contemplarse durante el proceso de
presupuestación del gasto público (artículos 16 y 17 de la propuesta).



2. "Ancla Fiscal" de Mediano Plazo

La iniciativa objeto del presente dictamen pretende modificar el artículo 17 de la Ley, a
efecto de incorporar un ancla fiscal de mediano plazo basada en los requerimientos
financieros del sector público (RFSP). En la iniciativa se señala que esta enmienda
configura una medida complementaria al equilibrio presupuestario ya previsto por el
artículo 17, párrafo primero, de esta Ley, la cual servirá para dotar de mayor certeza y
transparencia a nuestros indicadores macroeconómicos, así como un monitoreo más
adecuado de la salud financiera del Estado mexicano.

Dado el propósito de convertir a los requerimientos financieros del sector público en un
objetivo fiscal de mediano plazo, la iniciativa prevé también reformar el artículo 16 de la
Ley para que el Ejecutivo Federal contemple una meta relativa a estos requerimientos que,
por un lado, sea coherente con un manejo prudente de las finanzas públicas de la Nación y,
por otro, que resulte viable a las necesidades de financiamiento de la Administración
Pública Federal.

3. Simplifícación del régimen de ingresos excedentes y fondos de estabilización

En este apartado se proponen adecuaciones en tomo a tres elementos:

a) Eliminación de los fondos previstos actualmente en la Ley que ya han cumplido
su objetivo o que en el marco de la Reforma Hacendarla resultarán
redundantes

En primer término, se contempla la eliminación del Fondo de Estabilización para la
Inversión en Infraestructura de Petróleos Mexicanos (FEIIPEMEX) y del Fondo de Apoyo
para la Reestructuración de Pensiones (FARP). Estas modificaciones obedecen al hecho de
que con la reforma a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de noviembre de 2008, se excluyó de
la meta de balance presupuestario el gasto de inversión de Petróleos Mexicanos, situación
que hace innecesaria la continuaciónde dicho fondo, pues los ajustes derivados de posibles
restricciones presupuestarias ya no afectan esa inversión.

En cuanto al Fondo de Apoyo para la Reestructuración de Pensiones (FARP), se considera
que el mismo podría conducir a una duplicidadpresupuestaria, derivado de la creación del
Sistema de Seguridad Social Universal, cuya iniciativa fue presentada junto con la
propuesta de mérito, en el marco de la Reforma Hacendaría y Social. Lo anterior, en virtud



que dicho Sistema prevé el establecimiento de una Pensión Universal, accesible a toda la
población.

Con la desaparición de estos fondos, los recursos que actualmente le son destinados al
Fondo de Estabilización para la Inversión en Infraestructura de Petróleos Mexicanos
(FEIIPEMEX) se redireccionarían hacia el Fondo de Estabilización de Ingresos Petroleros
(FEIP) para que el porcentaje de ingresos excedentes que se le destinan llegue a 65 por
ciento, mientras que se mantienen los porcentajes que se destinan al Fondo de
Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF) y a programas y
proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento de lasentidades federativas, en25
y 10 por ciento, respectivamente.

Lo anterior implica que la distribución de recursos entre el gobierno federal y lasentidades
federativas se mantiene sin cambios con respecto al esquema actual.

b) Redefínición de los límites máximos de los fondos de estabilización

Se realizan adecuaciones a las fracciones IV y V del artículo 19 de la Ley, a fín de señalar
límites para el Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas
(FEIEF) y el Fondo de Estabilización de Ingresos Petroleros (FEIP) con base en los
impuestos y derechos a loshidrocarburos, manteniéndose el porcentaje de los excedentes a
dichos límites que se destinan a programas y proyectos de infraestructura de las entidades
federativas (25 por ciento), y señalándose que el 75 por ciento restante se destinará a un
Fondo de Ahorro Soberano.

c) Creación de un Fondo de Ahorro Soberano (FAS)

Los recursos que excedan los límites de los fondos de estabilización se destinarán a generar
ahorro en un nuevo Fondo de Ahorro Soberano (FAS). De conformidad con la reforma, los
recursos del FAS ''"'deberán destinarse a generar ahorro de largo plazo capaz de enfrentar
contingencias estructurales de lasfinanzaspúblicas, así como a amortizar anticipadamente
deuda pública". En términos generales, la iniciativa señala que se busca generar
estabilizadores económicos que permitan imprimir mayor solidez en el manejo de las
finanzas públicas.

Asimismo, con la creación del FAS se busca incrementar la capacidad de ahorro de
ingresos excedentes y crear un mecanismo para enfrentar choques adversos prolongados,
que puedan impactar a nuestra economía, así como a las finanzas públicas durante más de
un ejercicio fiscal. Por tanto, este fondo de ahorro complementa la frinción de los fondos



de estabilización y fortalece el marco legal en beneficio de una mayor estabilidad
económica y una mejor administración de riesgos macroeconómicos.

4. Mejoramiento en la operatividad de las finanzas

En adición a los puntos señalados con anterioridad, la propuesta prevé una serie de
adecuaciones para el fortalecimiento de la operatividad de las finanzas públicas, entre las
cualesse encuentrael acotamiento de la exposición de los riesgos para las finanzas públicas
en los Criterios Generales de Política Económica a aquéllos que resulten más relevantes y
en el corto plazo; esto para ser congruentes con el principio de anualidad del presupuesto,
lo que permite que en el transcurso del ejercicio fiscal los ejecutores de gasto emprendan
acciones que permitan cumplir con el paquete económico aprobado por el H. Congreso de
la Unión.

Otra de las adecuaciones consiste en permitir la ampliacióndel presupuesto de la Comisión
Federal de Electricidad, cuando no sea posible repercutir en la correspondiente tarifa
eléctrica aspectos que-se presenten durante el ejercicio fiscal, tales como el incremento en
los costos de los combustibles o cambios en el volumen de energía. Las ampliaciones que
sean necesarias en este contexto, procederán automáticamente con cargo a los ingresos
excedentes a que se reüere la fi*acción I del artículo 19 de la Ley.

En el caso del artículo 31 la modificación busca atender las limitaciones que existen en
cuanto a tiempos y precios de referencia para el cálculodel precio del petróleo.

Para guardar congruencia con los momentos contables que señala la Ley General de
Contabilidad Gubernamental, la iniciativa propone reformar el artículo 52 para establecer
que los ejecutores de gasto realizarán los cargos al Presupuesto de Egresos, a través de los
gastos efectivamente devengados en el ejercicio fiscal y no cuando se emite la cuenta por
liquidar certificada, pueséstaúnicamente seráel instrumento a través del cual se solicite el
pago de esos gastos. Adicionalmente, se deroga el párrafo cuarto del artículo 54 que limita
a 80 por ciento del monto de endeudamiento autorizado como diferimiento de pago en la
Ley de Ingresos los adeudos de ejercicios fiscales anteriores.

Por otra parte, en el artículo 108 de la propuesta, se propone reformar la disposición actual
que prevé la participación del Banco de México en la expedición de los lincamientos del
sistema integral de informaciónde los ingresos y gasto público, por considerarque éstos no
se encuentran dentro de los propósitos para los cuales se confiere al Banco Central la
facultad de expedir disposiciones,prevista en el artículo 24 de su Ley.



En cu£into al sistema señalado en el párrafo que precede por parte de las comisiones de
Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados
se contempla la emisión de lineamientos que regulen el acceso de éstas con el objeto de
fortalecer la seguridadde la información contenidaen el mismo.

Seprevé la entrega a la Cámara de Diputados de la información relativa a la metodología y
criterios utilizados para la estimación de ingresos, lo cual deberá incluirse también en la
publicación enel Diario Oficial de laFederación relativa al calendario mensual de ingresos,
derivado de la Ley de Ingresos.

Se establece la obligación parala Secretaría y las entidades de proporcionar a la Secretaría
de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la Federación, en términos de las
disposiciones aplicables, la información que éstas le requieran en materia de recaudación y
endeudamiento público del Gobierno Federal.

Por último, se prevé la inclusión en los informes trimestrales de diversos indicadores que
tienen por objeto la evaluación del desempeño en materia de eficiencia recaudatoria,
además de un reporte de grandes contribuyentes agrupado en diversos rubros; y la
estadística dejuicios ganados y perdidos por el Servicio de Administración Tributaria.

III. Consideraciones

1. El Congreso de la Unión, en términos de lo que disponen los artículos 73, fracción
XXX; 74 fracción IV, y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, está facultado para legislar en materia de programación,
presupuestación, aprobación, ejercicio, control y evaluación de los ingresos y
egresos públicos federales.

2. La propuesta de reformas, adiciones y derogaciones de diversas disposiciones de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría que se contiene en la
Iniciativa, se considera pertinente, destacando el establecimiento del límite de gasto
corriente estructural paracadaejercicio fiscal, y la disposición deque losmontos de
ingreso previstos en la Ley de Ingresos y las estimaciones de gasto contenidos en el
presupuesto de egresos, deberán contribuir a alcanzar la meta anual de los
requerimientos financieros del sector público, lascuales son medidas que fortalecen
el marco de responsabilidad en el manejo de las finanzas públicas y coadyuvan a
mantener la estabilidad macroeconómica del país.



3. De igual forma, destaca que el Límite máximo del gasto corriente estructural define
una trayectoria de crecimiento moderada para dicho gasto. Lo anterior implica que
si en algún ejercicio fiscal se estiman u obtienen mayores ingresos, el gobierno no
podrá aumentar su gasto corriente por encima de dicha trayectoria.

Así, la regla contribuirá a mejorar el balance presupuestario cuando el Producto
Interno Bruto se encuentre por arriba de su nivel de tendencia y permitirá generar un
mayor ahorro a lo largo del ciclo económico. A su vez, se plantea la flexibilidad de
esta regla (de forma similar como acontece con la regla vigente del déficit
presupuestario) para que en casos excepcionales se pueda rebasar dicho límite, en
razón de condiciones económicas y sociales que imperen en el país, en el entendido
de que el Ejecutivo Federal deberá dar cuenta de las razones excepcionales que lo
justifican.

Para fortalecer esta regla la Dictaminadora propone adecuar la propuesta del
Ejecutivo Federal, al clarificar que los Poderes Legislativo y Judicial, así como los
entes autónomos deberán someterse al Límite máximo de gasto corriente
estructural. Lo anterior en el entendido que este límite no interferirá con el
desarrollo de sus actividades, ya que de requerir recursos adicionales, la Ley
contempla una cláusula de excepción que les permite solicitar o ejercer un gasto
corriente mayor, siempre y cuando se acompañe de la debida justificación.

4. En consistencia con los puntos anteriores, se estima pertinente que en los Criterios
Generales de Política Económica se incluya la meta anual de los requerimientos
financieros del sector público, así como el Límite máximo del gasto corriente
estructural para el ejercicio fiscal, y las proyecciones de este límite para un período
de 5 años adicionales, con lo cual se pretende brindar claridad y certidumbre sobre
tales indicadores económicos en el proceso de discusión y aprobación de la Ley de
Ingresos de la Federación y del Presupuesto de Egresos de la Federación.

En este contexto, se estima necesario ajustar la definición de los requerimientos
financieros del sector público de tal modo que dicha medida abarque un ámbito más
amplio, ajustando por la adquisición neta de pasivos y activos financieros.

5. Se coincide con el propósito de actualizar los objetivos y destinos de los fondos de
estabilizáción previstos en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendarla. De esta forma, se aumenta el porcentaje de ingresos excedentes para ser
destinados al Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros (FEIP), el cual,
cabe recordar, atiende la disminución de los ingresos totales del Gobierno Federal

g



asociada a una menor recaudación de ingresos tributarios no petroleros, a
disminuciones del precio o producción de hidrocarburos o variaciones del tipo de
cambio; asimismo, desaparece el Fondo de Estabilización para la Inversión en
Infraestructura de Petróleos Mexicanos (FEIIPEMEX), en razón de que el objetivo
para el cual fue creado quedó superado con la reforma de 2008 a esta Ley y sus
objetivos se atienden por otros mecanismos de índole presupuestario, con
independencia de que, además, se está planteando en diversa iniciativa, la
modificación del régimen tributario y presupuestario de PEMEX.

Asimismo, destaca la creación del Fondo de Ahorro Soberano (FAS) que tiene
como propósito fundamental generar ahorro de largo plazo. Con el FAS se
complementa el esquema de los fondos de estabilización, pues éstos han servido
principalmente para enfrentar contingencias de corto plazo, mientras que el nuevo
fondo permitirá generar un mayor ahorro de largo plazo. Así, se fortalecerá el
manejo de las finanzas públicas en el mediano y largo plazo. En congruencia con lo
anterior, se elimina el Fondo de Apoyo para la Reestructuración de Pensiones
(FARP), así como el destino específico de excedentes hacia programas y proyectos
de inversión en infi-aestructura.

En cualquier caso, esta Comisión Dictaminadora destaca que los recursos del Fondo
de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas (FEIEF) y aquéllos
destinados a programas y proyectos de inversión en infi*aestructura y equipamiento
de las mismas, previstos en el artículo 19 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaría, se mantienen sin cambios, en virtud de que implican
un importante apoyo para enfrentar contingencias en sus finanzas públicas y
mantener sus niveles de inversión pública.

6. Esta Comisión considera adecuadas las propuestas para fortalecer la operatividad de
las finanzas públicas como son: acotar la exposición a los riesgos en los Criterios
Generales de Política Económica a los que resulten más relevantes y en el corto
plazo, porque efectivamente ello permite que en el transcurso del ejercicio fiscal los
ejecutores de gasto efectúen acciones para cumplir con el paquete económico
aprobado por el Congreso de la Unión, así como ampliar el presupuesto de la
Comisión Federal de Electricidad en caso de cambios en el volumen, además de
cambios del precio del combustible como actualmente lo establece el artículo 19.

7. Se coincide con la adecuación al artículo 31, consistente en fortalecer algunos
elementos de la fórmula de cálculo del precio del petróleo, en vista de que existen
tiempos y precios de referencia que limitan un cálculo acorde con las realidades del
mercado del crudo dada la volatilidad de los precios y a que existen otras mezclas



que en ocasiones se acercan al comportamiento de la mezcla mexicana, para lo cual
se prevé que el reglamento establezca los casos y procedimientos en los que podrán
utilizarse dichos precios, siempre y cuando dichas mezclas coticen en los mercados
de futuros.

8. Se contempla adecuar el artículo 52 para que los cargos al Presupuesto de Egresos
se realicen cuando efectivamente se devengan y no cuando se emite la cuentapor
liquidar certificada, lo que esta Comisión considera correcto ya que la finalidad es
ajustar la medición del gasto a los momentos de registro a que se refiere la Ley
General de Contabilidad Gubernamental. Asimismo, se considera correcta la
propuesta de modificar el artículo 54 referente a la eliminación de la restricción al
monto de diferimiento de pago autorizado al año anterior.

9. Por otra parte, en relación con el artículo 108, la Dictaminadora considera que es
conveniente que el Banco Central continúe participando en el establecimiento de los
lincamientos relativos al funcionamiento, organización y requerimientos del sistema
integral de información de los ingresos y gasto público, en razón de su vinculación
con las fiinciones que corresponden a dicho ente autónomo.

10. También se considera adecuado que en los artículos 23, 106, 107, 110 y 111 se
precisen conceptos acordes con las mejores prácticas en materia de información
fiscal y presupuestaria; se alineen los periodos de entrega de reportes con los
informes trimestrales de finanzas públicas, y que en materia de vigilancia y
fiscalización de los recursos públicos se especifique que en la recaudación y el
endeudamiento público del Gobierno Federal, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y las entidades paraestatales deberán proporcionar la información que les
requieran la Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría de la Función
Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias y en los términos de las
disposiciones aplicables.

Asimismo, para consolidar la transparencia y rendición de cuentas en materia de
ingresos, de la Ley de Ingresos de la Federaciónse retoma la obligaciónde informar
los ingresos percibidos por la Federación en relación con los estimados, así como
los indicadores de evaluación del desempeño en materia de eficiencia recaudatoria,
tales como avance en el padrón de contribuyentes, estadística de avances contra la
evasión y elusión fiscales, simplificación fiscal y administrativa, recaudación neta,
entre otros. Para tales efectos, esta información se incluirá en los informes
trimestrales a que se refiere el artículo 107 de la Ley.
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Adicionalmente, en dichos informes se reportará el ejercicio de las facultades en
materia de deuda pública con la especificación de las operaciones realizadas; la
evolución de los proyectos realizados mediante asociaciones público privadas, y la
mención específica de los ingresos obtenidos por cada uno de los proyectos de
inversión financiada directa y condicionada, entre otros.

Para fortalecer el marco normativo del presupuesto en términos de transparencia,
esta Dictaminadora propone trasladar de la Ley de Ingresos de la Federación a la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla la obligación de
transparentar los pasivos públicos, así como las distintas medidas de balance fiscal,
incluidos los requerimientos financieros del sector público. En específico, se agrega
un último párrafo al artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaríapara incluir el contenido del artículo 26 de la Iniciativa
de Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2014.

Por último, en relación con las atribuciones de evaluación y verificación a que se
refieren los artículos llOyllldela Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaría, y los informes respectivos, se plantea que se realicen con base
trimestral, a fin de dotarlos de uniformidad.

11. Para fortalecer la estrategia de déficits temporales y decrecientes prevista en los
Criterios Generales de Política Económica que acompañaron la Iniciativa de Ley de
Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio
fiscal 2014, se considera necesario aplicar acciones concretas y específicas que
contribuyan de manera efectiva a retomar al equilibrio presupuestario.

Se propone establecer un límite numérico para el gasto corriente estructural con el
fin de garantizar que, en los próximos años, éste no crezca más de 2.5% anual en
términos reales. Para asegurar que el gasto corriente estructural no supere dicho
límite, el Gobierno Federal procurará que las tasas de crecimiento de todos los
rubros de gasto corriente sean congruentes con dicho objetivo y, por lo tanto, se
garantice que el crecimiento del gasto corriente estructural sea armónico.

Asimismo, se adiciona a la propuesta del Ejecutivo Federal un mecanismo para
asegurar que el déficit se disminuya en caso de existir ingresos excedentes en la
llamada "bolsa general" correspondiente al Gobierno Federal, que se deriva de los
ingresos excedentes a los que se refiere el artículo 19, fracción IV, inciso c), de esta
Ley. Lo anterior, garantizando que los ingresos excedentes destinados a las
entidades federativas no se verán afectados con dicha medida.
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En específico, la propuesta consiste en:

i) Definir el método de cálculo del límite máximo del gasto corriente
estructural de tal modo que el gasto corriente estructural que se ejerza en
2015 no sea mayor al ejercido en el ejercicio fiscal 2014, más un incremento
de 2.5% en términos reales, y similarmente, el gasto corriente estructural que
se ejerza en 2016 no sea mayor al ejercido en el ejercicio fiscal 2015, más un
incremento anual de 2.5% en términos reales;

ii) Agregar que los límites señalados en el numeral anterior también apliqíien a
los Poderes Legislativo, Judicial y los entes autónomos; y

iii) Establecer que los ingresos excedentes que se generen conforme al artículo
19, fracción IV, inciso c), se utilicen para reducir el déficit presupuestario
que, en su caso, se apruebe hasta por un monto equivalentea 33.3% de dicho
déficit para los ejercicios fiscales 2014 a 2016.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los miembros de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de la Cámara de Diputados de la LXII Legislatura del Honorable Congreso
de la Unión que suscriben, se permiten someter a la consideración de esta Honorable
Asamblea, la aprobación del siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 2, fi-acción XLVII, 16, fracciones III y
IV y el último párrafo; 17; 19, fracción I en sus párrafos primero y segundo, fi-acción IV en
su inciso c) y los párrafos segundo y quinto, así como la fi-acción V, inciso a); 23, párrafo
sexto; 52, párrafo primero; 107, fracción I en su párrafo segundo y en los incisos b),
subinciso ii), y d), así como la fracción II; 108 párrafo primero; 110, párrafo segundo y 111,
párrafos primero y segundo; se adicionan los artículos 2, con las fracciones XXIV bis,
XXXI bis y XXXII bis; 16, con las fracciones V y VI; 19, fracción V, con un último
párrafo; 31, con un párrafo segundo, pasando el actual a ser párrafo tercero; 106, con los
párrafos cuarto y quinto; 107, firacción I, con los párrafos segundo y tercero en el subinciso
ii), un párrafo segundo en el subinciso iii), los párrafos cuarto y séptimo al inciso c),
recorriendo en consecuencia los párrafos actuales de los subincisos e inciso citados, y un
último párrafo; y se derogan los artículos 19, fi-acción IV, inciso b) y fi*acción V, incisos c)
y d); 21, fracción II, párrafo segundo; 54, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaría, para quedar como sigue:
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"Artículo 2.-...

La XXIV....

XXIV bis. Gasto comente estructural: el monto correspondiente al gasto neto total,
excluyendo los gastos por concepto de costo financiero, participaciones a las entidades
federativas, a los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, adeudos de
ejercicios fiscales anteriores, combustibles utilizados para la generación de electricidad,
pago de pensiones y jubilaciones del sector público, y la inversión física y financiera
directa de la Administración Pública Federal;

XXV. a XXXI....

XXXI bis. Inversión física y financiera directa: las erogaciones que tienen como
contraprestación la constitución de un activo;

xxxn....

XXXII bis. Límite máximo del gasto corriente estructural: es el gasto corriente estructural
de la última Cuenta Pública disponible al momento de presentar a la Cámara de Diputados
la iniciativa de Ley de Ingresos y el proyecto de Presupuesto de Egresos, más un
incremento real por cada año, que deberá ser menor a la tasa anual de crecimiento potencial
del Producto Interno Bruto y que será determinado en términos del Reglamento;

XXXHLaXLVI....

XLVn. Requerimientos financieros del sector público: las necesidades de financiamiento
del Gobierno Federal y las entidades del sector público federal, que cubre la diferencia
entre los ingresos y los gastos distintos de la adquisición neta de pasivos y activos
financieros, incluyendo las actividades del sector privado y social cuando actúan por cuenta
del Gobierno Federal o las entidades;

XLVIII.aLVn. ...

Artículo 16.- ...

i.yn....
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III. Las proyecciones de las finanzas públicas, incluyendo los requerimientos financieros
del sector público, con las premisas empleadas para las estimaciones. Las proyecciones
abarcarán un periodo de 5 años en adición al ejercicio fiscal en cuestión, las que se
revisarán anualmente en los ejercicios subsecuentes;

IV. Los resultados de las finanzas públicas, incluyendo los requerimientos financieros del
sector público, que abarquen un periodo de los 5 últimos años y el ejercicio fiscal en
cuestión;

V. La meta anual de los requerimientos financieros del sector público, la cual estará
determinadapor la capacidadde financiamiento del sector público federal, y

VI. El límite máximo del gasto corriente estructural para el ejercicio fiscal, así como
proyecciones de este límite para un periodo de 5 años adicionales.

En los criterios a que se refiere el párrafo anterior se expondrán también los riesgos más
relevantes que enfrentan las finanzas públicas en el corto plazo, acompañados de
propuestas de acción para enfrentarlos.

Artículo 17.- Los montos de ingreso previstos en la iniciativa y en la Ley dé Ingresos, así
como de gasto contenidos en el proyecto y en el Presupuesto de Egresos, y los que se
ejerzan en el año fiscal por los ejecutores del gasto, deberán contribuir a alcanzar la meta
anual de los requerimientos financieros del sector público.

En caso de que, al cierre del ejercicio fiscal, se observe una desviación respecto a la meta
de los requerimientos financieros del sector público mayor al equivalente a un 2 por ciento
del gasto neto total aprobado, la Secretaría deberá presentar una justificación de tal
desviación en el último informe trimestral del ejercicio.

Asimismo, el gasto neto total propuesto por el Ejecutivo Federal en el proyecto de
Presupuesto de Egresos, aquél que apruebe la Cámarade Diputados y el que se ejerzaen el
año fiscal, deberá contribuir al equilibrio presupuestario. Para efectos de este párrafo, se
considerará que el gasto neto contribuye a dicho equilibrio durante el ejercicio, cuando el
balance presupuestario permita cumplir con el techo de endeudamiento aprobado en la Ley
de Ingresos.
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Circunstancialmente, y debido a las condiciones económicas y sociales que priven en el
país, las iniciativas de Ley de Ingresos y de Presupuesto de Egresos podrán prever un
déficit presupuestario. En estos casos, el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría,
al comparecer ante el Congreso de la Unión con motivo de la presentación de dichas
iniciativas, deberá dar cuentade los siguientesaspectos:

I. El monto específico de financiamiento necesario para cubrirel déficitpresupuestario;

n. Las razones excepcionales que justifican el déficitpresupuestario, y

III. El número de ejercicios fiscales y las acciones requeridas para que dicho déficit sea
eliminado y se restablezca el equilibrio presupuestario.

El déficitpresupuestario deberáeliminarse duranteel plazo que se establezcaconforme a lo
señalado en la fracción III de este artículo.

El Ejecutivo Federal reportará en los informes trimestrales y la Cuenta Pública, el avance
de las acciones, hasta en tanto no se recupere el equilibrio presupuestario.

En caso de que el Congreso de la Unión modifique el déficit presupuestario en la Ley de
Ingresos, deberá motivar su decisión sujetándose a las fracciones I y II de este artículo. A
partir de la aprobación del déficit a que se refiere este párrafo el Ejecutivo Federal deberá
dar cumplimiento a los demás requisitos previstos en este artículo.

El gasto en inversión de Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios no se
contabilizará para efectos del equilibrio presupuestario previsto en este artículo. Lo
anterior, sin perjuicio de que los requerimientos financieros del sector público deberán
contribuir a mantener la salud financiera de la Administración Pública Federal y a una
evoluciónordenadadel saldo histórico de los requerimientos financieros del sectorpúblico.

El gasto corriente estructural propuesto por el Ejecutivo Federal en el proyecto de
Presupuesto de Egresos, aquél que apruebe la Cámara de Diputados y el que se ejerza en el
ejercicio fiscal, no podrá ser mayor al límite máximodel gasto corrienteestructural.

Excepcionalmente, y debido a condiciones económicas y sociales que priven en el país, se
podrá rebasar el límite máximo del gasto corriente estructural. En estos casos, el Ejecutivo
Federal, por conducto de la Secretaría, al comparecer ante el Congreso de la Unión con
motivo de la presentación de las iniciativas de Ley de Ingresos y de Presupuesto de
Egresos, para efectos de su aprobación, deberá dar cuenta de las razones excepcionales que
lo justifican.
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Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos, en la programación y
presupuestación de sus respectivos proyectos, así como en la ejecución de sus presupuestos
aprobados deberán cumplir con el límite máximo del gasto corriente estructural.

Artículo 19.-...

I. Los excedentes de ingresos que resulten de la Ley de Ingresos, distintos a los previstos en
las fracciones II y III de éste y el artículo siguiente, deberán destinarse en primer término a
compensar el incremento en el gasto no programable respecto del presupuestado, por
concepto de participaciones; costo financiero, derivado de modificaciones en la tasa de
interés o del tipo de cambio; adeudos de ejercicios fiscales anteriores para cubrir, en su
caso, la diferencia con el monto estimado en la Ley de Ingresos correspondiente; así como a
la atención de desastres naturales cuando el Fondo de Desastres a que se refiere el artículo
37 de esta Ley resulte insuficiente.

En el caso de la Comisión Federal de Electricidad, las erogaciones adicionales necesarias
para cubrir los incrementos en los costos de combustibles con respecto a las estimaciones
aprobadas en la Ley de Ingresos y su propio presupuesto, procederán como ampliaciones
automáticas con cargo a los ingresos excedentes a que se refiere esta fracción. Dichas
ampliaciones únicamente aplicarán para compensar aquel incremento en costos que no sea
posible repercutir en la correspondiente tarifa eléctrica.

n....

ni....

IV....

a)...

b) (Se deroga)

c) En un 65% al Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros.

d)...
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Los ingresos excedentes se destinarán a los Fondos a que se refiere esta fracción hasta
alcanzar una reserva adecuada para afrontar una caída de la Recaudación Federal
Participable o de los ingresos petroleros del Gobierno Federal. El monto de dichas reservas,
en pesos, será igual al producto de la suma de las cantidades estimadas en el artículo 1 de la
Ley de Ingresos en los conceptos correspondientes a impuestos totales y a los derechos a
los hidrocarburos, por un factor de 0.025 para el caso del inciso a), y de 0.05 para el caso
del inciso c).

La aplicación de los recursos de los Fondos se sujetará a lo dispuesto en la fracción II del
artículo 21 de esta Ley, en los términos de las respectivas reglas de operación; asimismo
dichos Fondos podrán recibir recursos de ofras fuentes de ingresos "establecidas por las
disposiciones generales, sujetándose a los límites máximos para cada reserva a que se
refiere el presente artículo. En este último caso, una vez que las reservas alcancen su límite
máximo, las contribuciones que por disposición general distinta a esta Ley tengan como
destino los Fondos a que se refieren los incisos a) y c) de esta fracción, cambiarán su
destino para aplicarse a lo previsto en la siguiente fracción de este artículo.

V....

a) En un 75% al Fondo de Ahorro Soberano.

b)...

c) (Se deroga)

d) (Se deroga)

Los recursos del fondo a que se refiere el inciso a) de esta fracción deberán destinarse a
generar ahorro de largo plazo capaz de enfrentar contingencias estructurales de las finanzas
públicas, así como a amortizar anticipadamente deuda pública. Asimismo, el Fondo se
sujetará a reglas de operación que deberán ser publicadas en el Diario Oficial de la
Federación.

17



Artículo 21.

L...

11....

(Se deroga)

ra....

• • •>

Artículo 23.

'También se publicará en el Diario Oficial de la Federación el calendario mensual de
ingresos derivado de la Ley de Ingresos de la Federación, 15 días hábiles después de la
publicación de dicha Ley. La Secretaría deberá entregar a la Cámara de Diputados, la
metodología y criterios que hubiese utilizado para la estimación de los ingresos, misma que
deberá ser incluidaen la citada publicación.

Artículo 31
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L...

IL...

El Reglamento establecerá los casos y procedimientos en los que podrán utilizarse los
precios de otras mezclas de crudo, en lugar de las previstas en las fracciones I, inciso b) y
II) inciso a) de este artículo, tomando en consideración la opinión deexpertos en lamateria,
siempre y cuando dichas mezclas coticen en los mercados de futuros que sean reconocidos
en términos de la Ley del Mercado de Valores.

Artículo52.Losejecutores de gasto, conforme a lasdisposiciones aplicables, realizarán los
cargos al Presupuesto de Egresos, a través de los gastos efectivamente devengados en el
ejercicio fiscal y registrados en los sistemas contables correspondientes. Los ejecutores de
gasto solicitarán el pago de los gastos efectivamente devengados, a través de cuentas por
liquidar certificadas, en los términos del Reglamento.

Artículo 54....

(Se deroga)

Artículo 106.-...

En la recaudácíóm^iel endeudamiento público del Gobierno Federal, la Secretaría y las
entidades estarán obligadas a proporcionar a la Función Pública y a la Auditoría Superior
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de la Federación, en el ámbito de sus respectivas competencias y en los términos de las
disposiciones aplicables, lainformación que éstas requieran legalmente.

El incumplimiento a lo dispuesto en este artículo será sancionado en los términos de laLey
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y las demás

-vj^f^siciones aplicables.

Artículo 107.-...

L...

Los informes trimestrales incluirán información sobre los ingresos obtenidos y la ejecución
del Presupuesto de Egresos, así como sobre lasituación económica y las finanzas públicas
del ejercicio, conforme a loprevisto en esta Ley y el Reglamento. Asimismo, incluirán los
principales indicadores sobre los resultados y avances de los programas y proyectos en el
cumplimiento de los objetivos y metas y de su impacto social, con el objeto de facilitar su
evaluación en los términos aque serefieren los artículos 110 y 111 de esta Ley.

a)...

b)...

i)...

ii) La evolución de los ingresos tributarios y no tributarios, especificando el desarrollo de
los ingresos petroleros y los no petroleros; la situación respecto a las estimaciones de
recaudación y una explicación detallada de la misma, así como el comportamiento de las
participaciones federales para las entidadesfederativas.

Adicionalmente, se presentará la información sobre los ingresos percibidos por la
Federación enrelación con las estimaciones que seseñalan en laLey deIngresos.

Con el objeto de evaluar el desempeño en materia de eficiencia recaudatoria, se deberá
incluir la información correspondiente a los indicadores que a continuación se señalan:

1. Avance en el padrón de contribuyentes.
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2. Información estadística de avances contra la evasión y elusión fiscales.

3. Avances contra el contrabando.

4. Reducción de rezagos y cuantificación de resultados en los litigios fiscales.

5. Plan de recaudación.

6. Información sobre las devoluciones fiscales.

7. Los montos recaudados en cada periodo por concepto de los derechos de los
hidrocarburos, estableciendo los ingresos obtenidos específicamente, en rubros separados,
por la extracción de petróleo crudo y de gas natural.

8. Los elementos cuantitativos que sirvieron de base para el cálculo del impuesto especial
sobre producción y servicios.

9. Avances en materia de simplificación fiscal y administrativa.

La Secretaría deberá incluir en el informe de recaudación neta, un reporte de grandes
contribuyentes agrupados por cantidades en los siguientes rubros: empresas con ingresos
acumulables en el monto que señalan las leyes, sector financiero, sector gobierno, empresas
residentes en el extranjero y otros. Las empresas del sector privado, además, deberán estar
identificadas por el sector industrial, primario y/o de servicios al que pertenezcan.

Asimismo, deberán reportarse los juicios ganados y perdidos por el Servicio de
Administración Tributaria, el Instituto Mexicano del Seguro Social y el Instituto del Fondo
Nacional de la Viviendapara los Trabajadores, en materia fiscal y de recaudación; así como
el monto que su resultado representa de los ingresos y el costo operativo que implica para
las respectivas instituciones y en particular para el Servicio de Administración Tributaria.
Este reporte deberá incluir una explicación de las disposiciones fiscales que causan
inseguridad jurídica para el Gobiemo Federal. Los tribunales competentes estarán
obligados a facilitar a las instituciones citadas la información que requieran para elaborar
dichos reportes;

üi) La evolución del gasto público, incluyendo el gasto programable y no programable; su
ejecución conforme a las clasificaciones a que se refiere el artículo 28 de esta Ley, los
principales resultados de los programas y proyectos. Asimismo, se incorporará la
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información relativa a las disponibilidades de los ejecutores de gasto, así cómo de los
fondos y fideicomisos sin estructura orgánica;

iv)...

c)...

Se informará adicionalmente sobre las modificaciones que, en su caso, hayan sido
realizadas al monto autorizado por intermediaciónfinanciera en la Ley de Ingresos.

Este informe incluirá un apartado sobre los pasivos contingentes que se hubieran asumido
con la garantía del Gobierno Federal, incluyendo los avales distintos de los proyectos de
inversión productiva de largo plazo otorgados.

De igual forma, incluirá un informe sobre el uso de recursos financieros de la banca de
desarrollo y fondos de fomento para financiar al sector privado y social, detallando el
balance de operación y el otorgamiento de créditos, así como sus fuentes de financiamiento,
así como se reportará sobre las comisiones de compromiso pagadas por los créditos
internos y extemos contratados;

Se reportará el ejercicio de las facultades en materia de deuda pública, especificando las
características de las operaciones realizadas.

d) La evolución de los proyectos de infraestructura productiva de largo plazo y otras
asociaciones público privadas, que incluyan:

i) a iií)...

e) af)...

g) La información relativa a los ingresos obtenidos por cada uno de los proyectos de
inversión financiada directa y condicionada establecidos en el Tomo correspondiente del
Presupuesto de Egresos; así como la información relativa al balance de las entidades de
control directo a que se refiere el catálogo de la estimación de ingresos, contenido en la Ley
de Ingresos.
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II. Informes mensuales sobre la evolución de las finanzas públicas, incluyendo los
requerimientos financieros del sector público y su saldo histórico, los montos de
endeudamiento interno neto, el canje o refinanciamiento de obligaciones del Erario Federal,
en los términos de la Ley General de Deuda Pública, y el costo total de las emisiones de
deuda interna y extema. La información sobre el costo total de las emisiones de deuda
interna y extema deberá identificar por separado el pago de las comisiones y gastos
inherentes a la emisión, de los del pago a efectuar por intereses. Estos deberán diferenciarse
de la tasa de interés que se pagará por los empréstitos y bonos colocados. Dichos informes
deberán presentarse a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público del Congreso de la
Unión, 30 días después del mes de que se trate.

Con el propósito de transparentar el monto y la composición de los pasivos financieros del
Gobierno Federal, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá publicar en su página
de Internet y hacer llegar a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto
y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, a más tardar el 30 de abril de cada año, un
documento que explique cómo se computan los balances fiscales y los requerimientos
financieros del sector público,junto con la metodologíarespectiva,en el que se incluyande
manera integral todas las obligaciones financieras del Gobierno Federal, así como los
pasivospúblicos, pasivos contingentes y pasivos laborales.

Artículo 108. La Secretaría, la Función Pública y el Banco de México, en el ámbito de sus
respectivas competencias, establecerán los lineamientos relativos al funcionamiento,
organización y requerimientos del sistema integral de información de los ingresos y gasto
público. Las Comisiones de Hacienday CréditoPúblico y de Presupuesto y CuentaPública
de la Cámara de Diputados tendrán acceso a este sistema con las limitaciones que
establecen las leyes y en términos de lo que establezcan los lineamientos del sistema.

Artículo 110.-...
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Para efectos del párrafo anterior, el Ejecutivo Federal enviará trimestralmente a la Cámara
de Diputados la información necesaria.

Artículo 111.- La Secretaría y la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas
competencias, verificarán periódicamente, al menos cada trimestre, los resultados de
recaudación y de ejecución de los programas y presupuestos de las dependencias y
entidades, con base en el sistema de evaluación del desempeño, entre otros, para identificar
la eficiencia, economía, eficacia, y la calidad en la Administración Pública Federal y el
impacto social del ejercicio del gasto público, así como aplicar las medidas conducentes.
Igual obligación y para los mismos fines, tendrán las dependencias, respecto de sus
entidades coordinadas.

El sistema de evaluación del desempeño a que se refiere el párrafo anterior del presente
artículo será obligatorio para los ejecutores de gasto. Dicho sistema incorporará indicadores
para evaluar los resultados presentados en los informes trimestrales, enfatizando en la
calidad de los bienes y servicios públicos, la satisfacción del ciudadano y el cumplimiento
de los criterios establecidos en el párrafo segundo del artículo 1 de esta Ley. La Secretaría y
la Función Pública emitirán las disposiciones para la aplicación y evaluación de los
referidos indicadores en las dependencias y entidades; los Poderes Legislativo y Judicial y
los entes autónomos emitirán sus respectivas disposiciones por conducto de sus unidades de
administración.

TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Ejecutivo Federal deberá realizar las reformas necesarias al Reglamento de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría de conformidad con lo previsto
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en este Decreto, dentro de los 90 días naturales posteriores a la entrada en vigor del
presente Decreto.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá expedir las Reglas de
Operación del Fondo de Ahorro Soberano, así como las adecuaciones que correspondan a
las Reglas de Operación del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades
Federativas y del Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros, dentro de los 180 días
naturales posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto.

Cuarto. Et límite máximo del gasto corriente estructural a que se refiere el artículo 2,
fracción XXXII bis, de esta Ley, se aplicará a partir del ejercicio fiscal 2015. Para los
ejercicios fiscales 2015 y 2016, se determinarácon base en lo siguiente:

I. Para el ejercicio fiscal 2015, el gasto corriente estructural propuesto por el Ejecutivo
Federal en el proyecto de Presupuesto de Egresos y aquél que apruebe la Cámara de
Diputados no podrá ser mayor en 2.5% en términos reales, respecto al gasto corriente
estructural aprobado en el Presupuesto de Egresos de 2014, Asimismo, el gasto corriente
estructural que se ejerza en el ejercicio fiscal 2015 no podrá ser superior al gasto corriente
estructural contenido en la Cuenta Pública del ejercicio fiscal 2014, más un incremento de
2.5% en términos reales;

II. Para el ejercicio fiscal 2016, el gasto corriente estructural propuesto por el Ejecutivo
Federal en el proyecto de Presupuesto de Egresos y aquél que apruebe la Cámara de
Diputados no podrá ser mayor en 2.5% en términos reales, respecto al gasto corriente
estructural aprobado en el Presupuesto de Egresos de 2015. Asimismo, el gasto corriente
estructural que se ejerza en el ejercicio fiscal 2016 no podrá ser superior al gasto corriente
estructural contenido en la Cuenta Pública del ejercicio fiscal 2015, más un incremento de
2.5% en términos reales, y

ni. Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos, en la programación y
presupuestación de sus respectivos proyectos, así como en la ejecución de sus presupuestos
aprobados deberán cumplir con el límite máximo de gasto estructural determinado en
términos de las fracciones I y II anteriores.

Quinto. Para los ejercicios fiscales de 2014 a 2016, el destino de los ingresos excedentes a
que se refiere el artículo 19, fracción FV, inciso c), de esta Ley que, en su caso, se generen
será en primer término para reducir el déficit presupuestario aprobado para el ejercicio
fiscal correspondiente, hasta por un monto equivalente al 33.3% de dicho déficit. Una vez
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I alcanzado dicho monto, los excedentes que resten se destinarán a lo que establece la
fracción mencionadla.

I

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, a los 17
días del mes de octubre de 2013.
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Dictamen de la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, presentada por el Lic. Enrique Peña Nieto,
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.
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Dip. Marco Antonio
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A Favor

Presidente

Secretarios

Dip. José Rangel
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Dip. Pedro Pablo Tfevi^
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Dip. Néstor Octavio
Gordillo Castillo
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Dictamen de la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Haceiidaria, presentada por el Lic. Enrique Peña Nieto,
Presidente de los'íístados Unidos Mexicanos.

Dip. Martín Alonso
Heredia Lizárraga

Dip. Diego Sinhué
Rodríguez Vall<

Dip. Damián Zepeda
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Dip. Carol Antonio
Altamirano

Dip. María del Socorro
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A Favor

V

Dip. Alberto Anajra
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Dictamen de la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaría, presentada por el Lic. Enrique Peña Nieto,
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.

A Favor

Integrantes

Dip. Antonio Francisco
Astiazarán Gutiérrez

Dip. Kamel Athie Flores

Dip. Manuel Añorve
Baños

Dip. Juan Isidro Del
Bosque Márquez

Dip. José Rubén
Escajeda Jiménez

; Dip. José Luis Cruz
Fíbres Gómez
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la Rosa

Dip. Salvador Romero
Valencia

Dip. Mauricio Sahui / j
Rivero ^
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COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA

DICTAMEN A LA MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS DÉCIMO
TERCERO Y DÉCIMO CUARTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE
SE EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD

PÚBLICA.

Honorable Asamblea:

La Comisión de Seguridad Pública de la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por el
Artículo 39, numeral 2, y 45 numerales 6, incisos e) y f), 7 y demás relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y artículo
80. numeral 1, fracción I, 84, 85, 86, 157, numeral 1, fracción I, 158, numeral 1,

fracción IV y 167, numeral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás
relativos de dicho ordenamiento, presenta el siguiente

DICTAMEN

I.- Antecedentes

1.- Con fecha 11 de octubre de 2013 los senadores Omar Fayad Meneses, Teófilo
Torres Corzo e Ivonne Liliana Álvarez García, del grupo Parlamentario de! Partido
Revolucionario Institucional; Fernando Yunes Márquez y María del Pilar Ortega
Martínez del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y la senadora Iris
Vianey Mendoza del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución

Democrática, presentaron ante la Mesa Directiva del Senado de la República, la
Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el Artículo Tercero
Transitorio y se adicionan los artículos Décimo Tercero y Décimo Cuarto
Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública.

2.- La citada Iniciativa fue turnada para su dictamen a las Comisiones Unidas de
Seguridad Pública y de Estudios Legislativos, Primera, de la Cámara de
Senadores.
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3." Las Comisiones Unidas señaladas, presentaron en la sesión de Pleno del

Senado de la República, del día 17 de octubre del presente año el Dictamen de las
Comisiones Unidas de Seguridad Pública, y de Estudios Legislativos, Primera en
sentido positivo, por el que se aprueba la Iniciativa con proyecto de Decreto que
reforma el Artículo Tercero Transitorio y adiciona los Artículos Décimo Tercero y
Décimo Cuarto Transitorios del Decreto por el que se expide la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva del Senado de la

República instruyó se turnará el proyecto a la Cámara de Diputados para los
efectos del inciso a) del artículo 72 constitucional.

4.- El 18 de octubre de 2013, mediante oficio número DGPL 62-11-8-2465, la

Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó la Minuta
objeto del presente dictamen, a la Comisión de Seguridad Pública, para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente.

II.- Contenido de la Minuta

La Minuta remitida por la Cámara de Senadores que es materia de este Dictamen,
tiene como objeto la reforma del artículo Tercero transitorio, y la adición de los
transitorios Décimo Tercero y Décimo Cuarto al Decreto que expide la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como sigue:

"TERCERO TRANSITORIO.- Los integrantes de las Instituciones de Seguridad
Pública, en un plazo de doce meses, contados a partir de la entrada en vigor del
presente Decreto, deberán obtener la certificación por parte de los centros de
evaluación y control de confianza, de lo contrario serán separados del Servicio. Para
los efectos de lo señalado en el artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se
expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el día 02 de enero de 2009, la separación del servicio
se actualizará una vez que haya vencido el plazo a que se refiere el presente
articulo. El Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública deberá
presentarse ante el Senado de la República para rendir un informe del avance del
Programa a ios seis meses de la entrada en vigor del presente Decreto.
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DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO.- El Gobierno Federal deberá hacer las

previsiones presupuéstales necesarias para el cumplimiento del Artículo Tercero
Transitorio de la presente Ley, y establecer una partida presupuestal específica en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el siguiente ejercicio fiscal a su
entrada en vigor.

DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO.- Los Gobiernos Estatales deberán hacer las
prevenciones presupuéstales necesarias para el cumplimiento del Artículo Tercero
Transitorio de la presente Ley. y establecer una partida presupuestal específica en
sus respectivos Presupuestos de Egresos para el siguiente ejercicio fiscal a su
entrada en vigor.

Transitorios

Artículo Único.- El presente Decreto entrara en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación."

III.- Consideraciones

1." En el Dictamen aprobado por la Cámara de Senadores, se esgrimieron, entre
otras, esencialmente las siguientes consideraciones sobre el fondo:

a. "Que el Programa de Evaluación y Certificación de los Integrantes de las
Instituciones de Seguridad Pública, es un programa prioritario de los tres órdenes
de gobierno, a fin de asegurar la idoneidad y valores de los elementos de los
cuerpos policiales, y prevenir la inclusión de personas no aptas...".

b. Que el Proceso de evaluación y certificación de los integrantes de las
Instituciones de Seguridad Pública "...no podrá ser cumplido en el término fijado
en las reformas del 29 de diciembre de 2012 al artículo Tercero Transitorio del
Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública".

c. Que la falta de viabilidad para culminar dicho proceso consiste en la
"insuficiencia del personal encargado de realizarla prueba poligráfica, y la rotación
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de mandos y personal derivadas de los cambios de gobierno", y que dada la
dificultad de prever cuantitativamente tales factores, no alcanzar los objetivos
fijados a la fecha planteada por la reforma citada en el párrafo anterior, de acuerdo
a la colegisladora justifica ampliar dicho período.

d. Que se atiende a los principios alcanzar del beneficio mayor para evitar el daño
mayor, y la consecución del interés público como fin primordial del estado, ya que
se considera que "no existe un beneficio real al dejar el artículo Tercero Transitorio
en los términos vigentes" ya que por "causas ajenas" a los integrantes de las
Instituciones de Seguridad Pública, se violentaría su derecho al trabajo y se
dejaría en situación de riesgo a la sociedad al no proveer a los elementos de un
medio de sustento, pudiendo quedar su entrenamiento y formación inclusive a la
mano de la delincuencia común u organizada.

e. Que se valoró "la imperiosa necesidad de la evaluación y certificación de los
integrantes", como una parte Integral, y requisito indispensable, en el ingreso,
permanencia y promoción de los elementos de las Instituciones de Seguridad
Pública, para que se componga de "personal calificado y que demuestre que
cumple a cabalidad con los principios de honestidad, profesionalización,
experiencia y conocimientos que les permitan desempeñarse eficientemente".

f. Que la adición de los artículos Décimo Tercero y Décimo Cuarto transitorios,
para que se provea lo necesario en los Presupuestos de Egresos para la
depuración de ios cuerpos policiales, "facilita el cumplimiento del programa".

g. En un juicio de valor, la Minuta remitida menciona que el Programa de
Evaluación y Certificación de los integrantes de las Instituciones de Seguridad
Pública "no debiera estar ceñido al cumplimiento de fechas", aunque sí "deben
contemplarse límites".

2.- Esta Comisión dictaminadora coincide en lo general con lo señalado por la
Cámara de origen, pero a su vez considera adecuado hacer las siguientes
precisiones:

a. Que es preocupante que, a pesar de haber existido previamente una prórroga al
plazo para cumplir con la evaluación y certificación de los integrantes de las
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Instituciones de Seguridad Pública, a casi 5 años de la entrada en vigor de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, las entidades federativas no
han cumplido con el 100% de las mismas en sus elementos; y que, al mes de
agosto de 2013, se alcanzaba apenas un 64% de tales evaluaciones, de acuerdo
a cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

b. Que se coincide en que en la práctica, existen dificultades para el cumplimiento
cabal del artículo Tercero Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública; sin embargo, a esta Comisión
le resulta digno de un extrañamiento el hecho de que exista un subejercicio
constante por parte de las entidades federativas en el recurso destinado para la
evaluación y control de confianza, que de acuerdo a cifras del Primer Informe de
Gobierno, alcanzó el 33% el año anterior, pero que en el presente año se encontró
al mes de junio en un 88%.

c. En virtud de que esta Cámara de Diputados se encuentra actualmente en el
análisis y posterior aprobación de la Iniciativa de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el ejercicio fiscal 2014, esta Comisión de Seguridad pública
considera imperioso revisar y verificar las partidas presupuéstales relativas a los
fondos y subsidios en materia de seguridad pública. Es necesario que los
Gobiernos estatales y municipales puedan contar con recursos suficientes no sólo
para los procesos de reclutamiento, formación, selección y evaluación de los
integrantes de las instituciones de seguridad pública, sino también para la
depuración de los recursos humanos que no acrediten los procesos de evaluación
y certificación establecidos en la legislación vigente y proceder al pago de las
obligaciones del orden laboral correspondientes.

d. Desde la instalación de la Comisión de Seguridad Pública, sus integrantes
hemos sido consecuentes con la importancia que reviste la certificación y
acreditación en control de confianza, por ello a la fecha este órgano colegiado ha
dictaminado diversas iniciativas en la materia, procurando siempre el respeto a los
derechos humanos y la prevalencia de los criterios científicos y multidiscipünarios
como eje de estas evaluaciones.

e. Que se reconoce el apoyo del Gobierno Federal a las entidades federativas
para el cumplimiento de la meta, en cuestiones como la formación de técnicos en
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poligrafía y en el apoyo para la certificación de la totalidad de los Centros de
Control de Confianza en cada estado; pero a pesar de ello resultaría deseable que

se demostrara mayor liderazgo en el tema, ya que a la fecha no se ha nombrado a
un titular del Centro Nacional de Certificación y Acreditación, que ejerza dicho
cargo para la orientación doctrinal y operativa del Proceso de Evaluación y
Certificación: ya que dicho órgano le corresponde verificar que los centros de
evaluación y control de confianza de la Federación, Estados y Distrito Federal,
realicen sus funciones de conformidad con las normas técnicas y estándares
mínimos en materia de evaluación y control de confianza de los servidores
públicos de las Instituciones de Seguridad Pública.

f. Así mismo, los integrantes de esta Comisión de Seguridad Pública de la LXll
legislatura de la Cámara de Diputados, consideramos inaplazable trabajar en
construir una solución de fondo e integral a la problemática, que derive en la

formulación de un Modelo de control de confianza, como política pública dotada de
viabilidad que permita su cumplimiento eficaz del cumplimiento de los términos de
plazo establecidos como meta de evaluaciones de control de confianza dispuesto

en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública e incluya y retome
las inquietudes y problemáticas de los tres órdenes de Gobiemo, para lo cual
consideramos indispensable constituir una Mesa de Trabajo de todos los actores
involucrados en la materia.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión de Seguridad Pública,
resolvió en su sesión realizada el 22 de octubre de 2013, aprobar en sus términos
la minuta de mérito remitida por el Senado de la república y para los efectos de la
fracción A del artículo 72 constitucional, por lo que se somete a consideración de
esta soberanía el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

POR EL QUE SE REFORMA EL ARTICULO TERCERO TRANSITORIO Y SE

ADICIONAN LOS ARTÍCULOS DÉCIMO TERCERO Y DÉCIMO CUARTO
TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL

DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA.
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ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma el Artículo Tercero Transitorio y se adicionan
los Artículos Décimo Tercero y Décimo Cuarto Transitorios del Decreto por el que
se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar
como sigue:

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

TRANSITORIOS

PRIMERO.-...

SEGUNDO.-...

"TERCERO.- Los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública, en
un plazo de doce meses, contados a partir de la entrada en vigor del
presente Decreto, deberán obtener la certificación por parte de los centros
de evaluación y control de confianza, de lo contrario serán separados del
Servicio. Para los efectos de lo señalado en el artículo Cuarto Transitorio del

Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 02
de enero de 2009, la separación del servicio se actualizará una vez que haya
vencido el plazo a que se refiere el presente artículo. El Secretario Ejecutivo
del Sistema Nacional de Segundad Pública deberá presentarse ante el
Senado de la República para rendir un informe del avance del Programa a los
seis meses de la entrada en vigor del presente Decreto.

CUARTO a DÉCIMO SEGUNDO.- ...

DÉCIMO TERCERO.- El Gobierno Federal deberá hacer las previsiones
presupuéstales necesarias para el cumplimiento del Artículo Tercero
Transitorio de la presente Ley, y establecer una partida presupuestal
específica en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el siguiente
ejercicio fiscal a su entrada en vigor.

HOJA NÚMERO 7 DE8 DEL DICTAMEN A LA MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA ELARTICULO TERCERO
TRANSITORIO Y ADICIONALOS ARTICULOS DÉCIMO TERCERO Y DÉCIMO CUARTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE

SE EXPIDE LALEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA.



LXll Legislatura

CÁMARA DE DIPUTADOS

COMISION DE SEGURIDAD PÚBLICA

DÉCIMO CUARTO.- Los Gobiernos Estatales deberán hacer las prevenciones
presupuéstales necesarias para el cumplimiento del Artículo Tercero
Transitorio de la presente Ley, y establecer una partida presupuestal
específica en sus respectivos Presupuestos de Egresos para el siguiente
ejercicio fiscal a su entrada en vigor.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrara en vigor al día siguiente de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de octubre del 2013.
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I MOVIMIENTO

VOTO PARTICULAR SOBRE EL DICTAMEN A LA MINUTA CON

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO TERCERO

TRANSITORIO Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS DÉCIMO TERCERO Y

DÉCIMO CUARTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE

SEGURIDAD PÚBLICA.

JOSÉ FRANCISCO CORONATO RODRÍGUEZ, Diputado de la LXII

Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en

ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 90 y 91 del

Reglamento de la Cámara de Diputados, presento VOTO

PARTICULAR, con relación al DICTAMEN A LA MINUTA CON

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO TERCERO

TRANSITORIO Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS DÉCIMO TERCERO Y

DÉCIMO CUARTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR EL QUE SE

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE

SEGURIDAD PÚBLICA.

ANTECEDENTES
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MOVIMIENTO

1." El día 18 de octubre de 2013, se recibió por parte de la Mesa

Directiva de la Cámara de Diputados la minuta con proyecto de

decreto que reforma el artículo Tercero Transitorio y adiciona los

artículos Décimo Tercero y Décimo Cuarto Transitorios del decreto

por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad

Pública.

2. Ese mismo día la minuta en comento fue turnada para su análisis

discusión y dictaminación a la Comisión de Seguridad Pública de esta

H. Cámara de Diputados.

3." El día 22 de octubre de 2013 la Comisión de Seguridad Pública

emitió el dictamen correspondiente en sentido positivo, sin variar el

sentido de la minuta.

EXPOSICION DE MOTIVOS

El tema de la Seguridad Pública en nuestro país, sin duda constituye

el tópico más urgente y trascendental de la agenda política. Sin
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embargo, ha sido soslayado de manera sistemática por parte del

gobierno.

Y precisamente el trámite que se le ha dado a la minuta que fue

objeto de dictaminación, por parte de la Comisión de Seguridad

Pública, refleja fielmente esta situación.

En vez de preocuparse por llevar a cabo una reforma integral que

abone al fortalecimiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública, o

cuando menos por lo que ve a las condiciones de contratación,

permanencia y evaluación de los elementos que integran los cuerpos

de seguridad pública, se decide apostar por el gatopardismo, o en

términos institucionalistas, por una medida de las llamadas "bote de

basura".

México no puede seguir tolerando gobiernos mediocres que

posterguen la resolución de los asuntos prioritarios. El dictamen que

hoy se discute representa un escollo más para atacar los problemas

de fondo que presenta nuestro Sistema Nacional de Seguridad

Pública.
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Por otro lado, del contenido del dictamen en estudio se desprenden

flagrantes violaciones a los derechos humanos fundamentales de los

elementos que integran los cuerpos de seguridad pública. Con total

desdén de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 constitucionales, y de

lo contemplado en los artículos 8, 15 y 25 de la Convención

Americana Sobre Derechos Humanos.

No es posible que se pretenda enmendar una de las fallas

estructurales del Sistema Nacional de Seguridad Pública, borrando de

un plumazo el historial laboral de los elementos que integran los

cuerpos de seguridad , desechándolos como meros insumos de un

sistema faUido.

Ciertamente la Seguridad Pública exige una reestructuración rigurosa

desde todos sus ámbitos, por ello, se debe cuidar en todo momento la

honestidad, honorabilidad, capacidad y competencia, no solo de los

elementos que conforman el último eslabón del sistema, sino más que

nada, de los altos mandos, de los directivos, de los altos funcionarios

que siguen perpetrando la ominosa práctica de exhibir tan solo a los

del último nivel, como chivos expiatorios, ante los múltiples fracasos

de la institución.
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Por otro lado, a raíz de la reforma a nuestro artículo primero

constitucional, todas las autoridades gubernamentales que

conforman el Estado mexicano están estrictamente obligadas a

respetar, promover y garantizar el cumplimiento efectivo de los

derechos humanos, incluso de los contemplados en el derecho

internacional de los derechos humanos.

En este sentido ¿Por qué esperar a que el Poder Judicial nos

enmiende la plana? El contenido del dictamen que hoy se discute,

presenta inconsistencias que contrarían lo contemplado en el artículo

primero de nuestra Carta Magna.

PROCEDIMIENTO

La normatividad que rige estrictamente el funcionamiento de la

actividad legislativa, así como lo relacionado con los procedimientos

internos, concede 45 días naturales para que las comisiones

ordinarias correspondientes integren de manera adecuada el

dictamen concerniente, con la opinión de los agentes involucrados,

de los expertos, o de los posibles afectados.
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Desde esta perspectiva, puede decirse que el periodo en el que se

abordó la minuta de mérito ha sido insuficiente, pues no se agotaron

plenamente las facultades de los legisladores que tenían algo que

decir, como lo es hacerse llegar de análisis, investigaciones, opiniones

de expertos y estudios en la materia de que se trate.

Asimismo, no se concedió el término prudente marcado por la norma

correspondiente, para hacer la declaratoria de publicidad, y hacer del

conocimiento de todos los integrantes del Pleno el contenido del

dictamen que hoy se pone a discusión.

FONDO

Las inconsistencias mencionadas en los párrafos anteriores, obligan a

darle una nueva redacción a los artículos que fueron objeto de

anáhsis en el dictamen. Por ello, las modificaciones planteadas

corresponden a la necesidad de que exista una absoluta concordancia

del contenido del dictamen con lo dispuesto en el artículo 14 de la

Constitución.

Dispositivo legal que impone el derecho fundamental al debido

proceso y que conlleva la garantía de legalidad. Lo que implica que la
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MOVIMIENTO

privación de los bienes y derechos de los gobernados tenga

forzosamente que darse sí y solo sí se cuenta previamente con un

procedimiento seguido en forma de juicio, entendiendo que los casos

en que esto no ocurra se constituye una violación a las norma

fundamental.

Cabe recordar, que las normas legales están sujetas al control de la

constitucionalidad, siendo que tai control corresponde a dos etapas,

la primera de ellas en el recinto legislativo, obligando a los

legisladores a que las leyes, reformas, adiciones o en su caso

derogaciones, sean discutidas y aprobadas, mediante el análisis

sesudo de la norma y su concordancia constitucional.

En ese sentido, el dictamen propuesto a discusión contiene una clara

violación a la norma fundamental, lo que provocaría que este recinto

falle a su obligación de control respecto a su constitucionalidad.

Derivado de lo anterior, someto a consideración de la Asamblea el

siguiente VOTO PARTICULAR SOBRE EL DICTAMEN A LA MINUTA

CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO

TERCERO TRANSITORIO Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS DÉCIMO
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TERCERO Y DECIMO CUARTO TRANSITORIOS DEL DECRETO POR

EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE

SEGURIDAD PÚBLICA.

ÚNICO." Se reforma el artículo Tercero, el artículo Décimo Tercero y

el Décimo Cuarto Transitorios de la minuta con proyecto de decreto

que reforma el artículo Tercero Transitorio y adiciona los artículos

Décimo Tercero y Décimo Cuarto Transitorios del decreto por el que

se expide la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.,

para quedar como sigue:

TEXTO DICTAMEN

Tercero. Los integrantes de las
instituciones de seguridad pública,
en un plazo de doce meses,
contados a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, deberán
obtener la certificación por parte
de los centros de evaluación y
control de confianza, de lo
contrario serán separados del
servicio. Para los efectos de lo

señalado en el artículo cuarto

transitorio del decreto por el que se
expide la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública,
publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 2 de enero de 2009,

TEXTO PROPUESTO

Tercero. Los integrantes de las
instituciones de seguridad pública,
en un plazo de doce meses,
contados a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, deberán
quedar a disposición de las
autoridades para someterse a los
trámites para la obtención la
certificación por parte de los
centros de evaluación y control de
confianza, do lo contrario serán
separados dol 5cr\úcie. Para los
efectos de lo señalado en el artículo

cuarto transitorio del decreto por
el que se expide la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad



la separación del servicio se
actualizará una vez que haya
vencido el plazo a que se refiere el
presente artículo. El secretario
ejecutivo del Sistema Nacional de
Seguridad Pública deberá
presentarse ante el Senado de la
República para rendir un informe
del avance del programa a los seis
meses de la entrada en vigor del
presente decreto.

Cuarto a Decimosegundo....

Decimotercero. El gobierno
federal deberá hacer las

previsiones presupuestaos
necesarias para el cumplimiento
del artículo tercero transitorio de la

presente ley, y establecer una
partida presupuestal específica en
el Presupuesto de Egresos de la
Federación para el siguiente
ejercicio fiscal a su entrada en
vigor.

Decimocuarto. Los gobiernos
estatales y del Distrito Federal
deberán hacer las previsiones
presupuestaos necesarias para el
cumplimiento del artículo tercero
transitorio de la presente ley, y

M. O V f M I E N T O

Pública, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 2 de

enero de 2009, la separación del
servicio se actualizará una vez que
haya vencido el plazo a que se
refiere el presente artículo. El
secretario ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública
deberá presentarse ante el Senado
de la República para rendir un
informe del avance del programa a
los seis meses de la entrada en

vigor del presente decreto.

Cuarto a Decimosegundo.

Decimotercero. El gobierno
federal deberá hacer las

previsiones presupuéstales
necesarias para el cumplimiento
del artículo tercero transitorio de la

presente ley, y establecer una
partida presupuestal específica en
el Presupuesto de Egresos de la
Federación para el siguiente
ejercicio fiscal a su entrada en
vigor.

Decimocuarto. Los gobiernos
estatales y del Distrito Federal
deberán hacer las previsiones
presupuéstales necesarias para el
cumplimiento del artículo tercero
transitorio de la presente ley, y
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establecer una partida establecer una partida
presupuestal específica en sus presupuesta! específica en sus
respectivos presupuestos de respectivos presupuestos de
egresos para el siguiente ejercicio egresos para el siguiente ejercicio
fiscal a su entrada en vigor. fiscal a su entrada en vigor.

ATENT

DIP. JOSE FRA :0 CORONATO RODRIGUEZ.

Dado en el Palacio Legislatiw de San Lázaro, a los 22 días del mes de octubre de

2013.
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I 

COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA 

 

 

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados de la LXII 

Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, le fueron turnadas las Iniciativas 

de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 

la Ley de Coordinación Fiscal y de Decreto por el que se reforman y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental, en materia de financiamiento educativo, remitidas 

por el Ejecutivo Federal a esta H. Cámara de Diputados, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

 

Esta Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44, 

45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 80, 

81, 82, 84, 85, 157, 158, 173, 174, 182, y demás aplicables del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, se abocó al análisis, discusión y valoración de las Iniciativas 

citadas anteriormente. 

 

Asimismo, conforme a las consideraciones de orden general y específico, como a la 

votación que del sentido de las Iniciativas de referencia realizaron los integrantes 

de esta Comisión Legislativa, se somete a la consideración de esta Honorable 

Asamblea, el siguiente: 
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DICTAMEN 

 

 

ANTECEDENTES 

 

1. El 8 de septiembre de 2013, el titular del Poder Ejecutivo Federal presentó al 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Iniciativa de Decreto por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de 

Coordinación Fiscal. 

 

2. El 8 de septiembre de 2013, el titular del Poder Ejecutivo Federal presentó al 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Iniciativa de Decreto por el que 

se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Coordinación 

Fiscal y de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, en materia de 

financiamiento educativo. 

 

3. El 10 de septiembre de 2013, con fundamento en los artículos 19, numeral 1 

y 23, numeral 1, inciso f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos, la Mesa Directiva de esta H. Cámara de Diputados 

remitió, mediante los oficios DGPL62-II-7-839 y DGPL 62-II-6-0784, las 

iniciativas antes señaladas, a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para 

su estudio y dictamen. 
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4. Los CC. Diputados integrantes de esta Comisión Legislativa se reunieron los 

días 25 y 26 de septiembre de 2013, y 1 y 2 de octubre de 2013, para llevar 

a cabo cuatro foros de audiencias públicas, en atención y siguiendo los 

acuerdos alcanzados por la Junta Directiva de esta Comisión Legislativa, en la 

reunión celebrada el día 18 de septiembre de 2013, con la intención de 

analizar a detalle los distintos decretos enviados por el Ejecutivo Federal en el 

llamado Paquete de Reforma Hacendaria para el Ejercicio Fiscal 2014, 

contando con la presencia del Subsecretario de Ingresos, del Jefe de la 

oficina de Coordinación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y del 

Jefe del Servicio de Administración Tributaria, para la presentación y análisis 

inicial de la Iniciativa sujeta a dictamen.  

 

Asimismo, se contó con la participación de 105 representantes de empresas, 

asociaciones, organizaciones no gubernamentales, diversos profesionistas y 

académicos, a fin de conocer su opinión sobre las propuestas contenidas en 

las iniciativas citadas. 

 

 

5. De igual forma, los CC. Diputados integrantes de esta Comisión de Hacienda 

y Crédito Público, realizaron diversos trabajos, a efecto de que contaran con 

mayores elementos que les permitieran analizar y valorar el contenido de las 

citadas Iniciativas, expresar sus consideraciones de orden general y 

específico a la misma, e integrar el presente dictamen. 
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6. El 18 de septiembre de 2013, los integrantes de la Comisión de 

Fortalecimiento al Federalismo, de esta H. Cámara de Diputados de la LXII 

Legislatura, presentaron al pleno de la Cámara de Diputados para su debido 

análisis, discusión y dictaminación, la iniciativa que propone modificar 

diversos artículos de la Ley de Coordinación Fiscal referente al Ramo 28 y la 

fórmula del FAIS contenida en el Ramo 33, artículos 34 y 35 de la Ley de 

Coordinación Fiscal, con los siguientes objetivos y lineamientos: 

 

A.  Que los recursos se asignen conforme a los principios que fueron 

creados, resarcitorios y compensatorios. 

B.  Proponer fórmulas que estimulen y fomenten el desarrollo y 

autonomía de los Gobiernos Locales. 

C.  Modificar las etiquetas que limitan las decisiones de los Gobiernos 

Locales. 

D.  Reconocer la eficiencia en recaudación y desempeño. 

 

Así mismo, se recibió opinión favorable de la Comisión de Fortalecimiento al 

Federalismo, con respecto a la iniciativa de Decreto por el que se reforman, 

adicionan, y derogan diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, 

remitida por el Ejecutivo a esta H. Cámara de Diputados, toda vez que hay 

una gran coincidencia en los criterios y principios para la realización de las 

modificaciones de la Ley de Coordinación Fiscal que propone el Ejecutivo. 

 

Así mismo es de destacarse que existió un trabajo conjunto de ambas 

Comisiones, donde han sido incorporadas las propuestas formuladas por la 

Comisión de Fortalecimiento al Federalismo al texto del presente dictamen. 
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7. Asimismo, dentro de los trabajos del presente dictamen se tomaron en 

consideración en el análisis para llevar a cabo el dictamen de la Iniciativa en 

estudio, las siguientes Iniciativas turnadas a la Comisión de Hacienda y 

Crédito Público por la Mesa Directiva en materia de la Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios, mismas que se describen a 

continuación: 

 

• Proyecto de decreto que adiciona un artículo 9 Bis a la Ley de 

Coordinación Fiscal, de la Diputada Nelly del Carmen Vargas de 

Movimiento Ciudadano, de fecha 29 de abril de 2013. 

 

Para que la información relativa a la contratación de deuda por los estados y 

municipios sea pública y se pueda disponer de ella a través de medios 

electrónicos, misma que se deberá reportar por parte del gobierno 

correspondiente a la Auditoría Superior de la Federación al término de cada 

ejercicio fiscal. 

 

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 3o. y 9o. de la Ley de 

Coordinación Fiscal, del Diputado José Martín López Cisneros del PAN, 

de fecha 29 de abril de 2013. 

 

Establecer la obligación de la SHCP de informar a la Cámara de Diputados el 

estado de la recaudación de ingresos propios de las entidades federativas y 

municipios de manera mensual y limitar el acceso al financiamiento vía deuda 

pública a cargo de sus participaciones federales, hasta por el 25% de la meta 

anual de ingresos propios de los estados. 
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• Proyecto de decreto por el que se reforman, derogan y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, del Dip. Marcos 

Aguilar Verga del PAN, de fecha 31 de julio de 2013. 

 

Incrementar del 20% actual al 25% el porcentaje de distribución de los 

recursos que recibirán los municipios del Fondo General de Participaciones 

que corresponda a cada entidad. Asimismo, se incrementa de 1% a 3% el 

rendimiento de la Recaudación Federal Participable a los municipios y se 

incorpora a éstos en la distribución de los recursos provenientes del Impuesto 

Especial sobre Productos y Servicios. 

 

• Proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 2 y 6 de la Ley 

de Coordinación Fiscal, del Dip. Silvano Blanco Deaquino del PRD, de 

fecha 31 de julio de 2013. 

 

Incrementar el porcentaje de la recaudación federal participable que 

corresponde al Fondo General de Participaciones pasando del 20% al 25%, 

así como la cuota mínima de participación que corresponda a los municipios 

del Impuesto Sobre Automóviles Nuevos, al pasar del 20% al 35%. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones a los 

artículos 25 y 33 de la Ley de Coordinación Fiscal, del Dip. Mario Rafael 

Méndez Martínez del PRD, de fecha 7 de agosto de 2013. 

 

Considerar a las “Agencias Municipales” y “Tenencias Municipales” o su 

equivalente, como instancias susceptibles de recibir aportaciones federales. 
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Establecer que los Fondos comprendidos en la Ley, en calidad de recursos 

que la Federación transfiere a las haciendas públicas de los Estados, Distrito 

Federal y municipios, contemplen también, en su caso, a las Agencias 

Municipales, Tenencias Municipales o su equivalente. 

 

• Proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas 

disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, del Diputado José Arturo 

Salinas Garza del PAN, de fecha 18 de septiembre de 2013. 

 

Prever la obligación de las entidades federativas a publicar en el Diario o 

Periódico Oficial del estado el calendario de entrega, porcentaje, fórmulas, 

variables utilizadas, y montos, estimados, que recibirá cada municipio o 

demarcación territorial, en cada ejercicio fiscal a más tardar el 15 de febrero 

del ejercicio de que se trate. Facultar a las legislaturas locales para establecer 

la distribución de las participaciones federales entre los municipios de cada 

entidad. Crear el Fondo de Aportaciones para la Atención de la Pobreza. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley de Coordinación Fiscal, de la Dip. Lilia Aguilar Gil del PT, de fecha 

18 de septiembre de 2013. 

 

Incrementar de 20% a 25% los recursos asignados a los municipios de las 

entidades adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 45 de la Ley de 

Coordinación Fiscal, de la Dip. Esther Quintana Salinas del PAN, de 

fecha 2 de octubre de 2013. 
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Establecer que las entidades federativas y municipios informen al Consejo 

Nacional de Seguridad Pública de los recursos que no han sido aplicados a los 

fines señalados en la ley. 

 

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 6, 25, 35 y 36 de la Ley 

de Coordinación Fiscal, del Dip. Mario Alejandro Cuevas Mena del PRD, 

de fecha 10 de octubre de 2013. 

 

Establecer la obligación explícita para que los gobiernos de los estados 

divulguen al público en general la información sobre las asignaciones de 

recursos provenientes de Participaciones y Aportaciones que reciben, así 

como el calendario de enteros, a través de sus respectivas páginas 

electrónicas de internet. 

 

 

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA 

 

I. REFORMAS A LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL 

 

La Iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal señala que México requiere avanzar 

hacia un federalismo fiscal que coadyuve a establecer con claridad los ámbitos de 

competencia y responsabilidades de cada nivel de gobierno, a fin de preservar el 

equilibrio de las finanzas públicas y optimizar el ejercicio y control del gasto público 

en los tres ámbitos de gobierno, que redunde en mejores condiciones de vida para 

los mexicanos. 
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Asimismo, la propuesta del Ejecutivo Federal manifiesta que el fortalecimiento del 

federalismo fiscal constituye uno de los ejes de la reforma hacendaria, tal como se 

proyecta en el Compromiso 70 del Pacto por México “Fortalecimiento del 

Federalismo Fiscal”.  

 

En ese sentido, la Iniciativa en estudio señala que ésta recoge los principales 

planteamientos formulados por los funcionarios fiscales en el marco del Sistema 

Nacional de Coordinación Fiscal; de aquéllos derivados del diálogo entre el 

Gobierno Federal, las entidades federativas y los municipios; de la Conferencia 

Nacional de Gobernadores, y los de las diferentes dependencias federales 

encargadas de administrar y fiscalizar los Fondos de Aportaciones Federales, a fin 

de adecuar el federalismo hacendario a la realidad nacional. 

 

La Iniciativa propuesta por el Ejecutivo Federal se basa principalmente en tres 

objetivos: 

 

1. Fortalecer la capacidad financiera de los tres órdenes de gobierno, a través 

de robustecer los incentivos recaudatorios de las entidades federativas y 

municipios que se otorgan mediante los Fondos de Participaciones 

Federales. 

 

2. Mejorar la distribución, el destino y el ejercicio de los recursos de los Fondos 

de Aportaciones Federales, a fin de reforzar los objetivos para los que 

fueron creados; y así asegurar un mejor uso de los recursos, una mayor 

transparencia en la distribución a las entidades federativas y municipios y, 

una mayor predictibilidad en los mismos, lo cual facilita la planeación. 
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3. Apoyar a los municipios del país para alcanzar y mantener finanzas públicas 

sanas, mediante la implementación de un sistema de estímulos y esquemas 

dirigidos a garantizar los pagos en materia de aguas nacionales y el 

fortalecimiento de la recaudación del impuesto predial.  

 

Al respecto, destaca el proponente que las mejoras propuestas para la distribución 

de los recursos no reducirán el valor nominal de las transferencias actuales 

globales para ninguna entidad federativa.  

 

 

Participaciones Federales 

 

De igual forma, el Ejecutivo Federal señala que México es uno de los países de la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) con menor 

nivel de recaudación subnacional; ya que ésta representa únicamente el 0.7% del 

Producto Interno Bruto (PIB) considerando los ingresos tributarios locales de las 

entidades federativas y los municipios. El promedio de la recaudación de los 

gobiernos locales en los demás países que forman parte de dicha Organización es 

de 8.9% del PIB. Aún si se considera sólo la región de América Latina, el nivel 

observado en nuestro país es bajo, ya que los ingresos propios de los gobiernos de 

las entidades federativas y municipios en la región ascienden a 2.3% del PIB1, 

poco más de 3 veces lo observado en México. 

 

No obstante lo anterior, en la Iniciativa se menciona que dados los bajos niveles 

de recaudación local, resulta necesario reforzar este incentivo, el cual debe de ir 
                                            
1 Promedio de países seleccionados en América Latina por la OCDE. 
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acompañado de una medición más precisa de los ingresos locales que permita 

cuantificar de manera puntual los recursos efectivamente cobrados por parte de 

las entidades federativas y municipios. Asimismo, propone ajustar la estructura de 

la distribución de forma consistente con los cambios tributarios contenidos en la 

presente propuesta, así como en las iniciativas que conforman la Reforma Social y 

Hacendaria.  

 

La Iniciativa plantea fortalecer los incentivos recaudatorios que deben tener las 

Participaciones Federales, tanto a nivel estatal como municipal, mediante las 

propuestas que se mencionan a continuación: 

 

1. Se sustituye el “Fondo de Fiscalización” por el “Fondo de Fiscalización y 

Recaudación”. Los recursos de dicho Fondo seguirán siendo equivalentes al 

1.25% de la Recaudación Federal Participable (RFP) de cada ejercicio y su 

fórmula de distribución considerará algunas variables de la fórmula actual 

del Fondo de Fiscalización, a saber: i) las cifras virtuales de la entidad de 

que se trate, que dé a conocer el Servicio de Administración Tributaria; ii) el 

valor de la mercancía embargada o asegurada por cada entidad que dé a 

conocer el Servicio de Administración Tributaria, y iii) la última información 

oficial de población que dé a conocer el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía (INEGI) para cada entidad. Adicionalmente, se incorporan las 

variables de “ingresos de libre disposición” y “recaudación de impuestos y 

derechos locales” para incentivar la recaudación de estos últimos y 

fortalecer las haciendas públicas locales. La incorporación de estas variables 

obedece adicionalmente a la propuesta de derogación de los regímenes de 

Pequeños Contribuyentes e Intermedios que se incluye en la iniciativa de 
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Decreto por el que se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta que 

integra, junto con la presente iniciativa, la Reforma Social y Hacendaria. 

 

2. La distribución del Fondo General de Participaciones hacia los municipios 

deberá atender criterios similares a los que usa la Federación para distribuir 

las Participaciones Federales a las entidades federativas; es decir, criterios 

que fomenten la actividad económica y estimulen la recaudación. Lo 

anterior, permitirá lograr una sinergia recaudatoria nacional que coadyuvará 

al fortalecimiento de las haciendas públicas locales y a una actividad 

económica más dinámica.  

 

3. Para mejorar la distribución de los recursos del Fondo General de 

Participaciones, es necesario garantizar la uniformidad de la información 

que se usa para tal efecto. En ese sentido, sólo se considerará el flujo de 

efectivo de los importes recaudados de los impuestos y derechos locales, 

incluido el impuesto predial y los derechos por suministro de agua, mismos 

que se informarán en los formatos que emita la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público. Para ello, se excluyen los ingresos vinculados con el 

otorgamiento de beneficios, programas, subvenciones o subsidios dirigidos 

a determinado sector de la población o de la economía. Adicionalmente, 

sólo se considerará como recaudación de derechos aquellas contribuciones 

por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público de las 

entidades, así como por los servicios que presten en sus funciones de 

derecho público, lo cual está en línea con lo establecido en el Código Fiscal 

de la Federación, excepto cuando se presten por organismos 

descentralizados u órganos desconcentrados. No obstante, se considerarán 
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los derechos a cargo de los organismos públicos descentralizados que 

presten servicios exclusivos del Estado. 

 

Por otra parte, el Ejecutivo Federal señala que para el cálculo de la RFP, se 

propone establecer que no se incluirá el impuesto sobre la renta (ISR) causado por 

los trabajadores de la Federación, de las entidades federativas y de los municipios. 

Lo anterior, en virtud de que las entidades recibirán en su totalidad el mencionado 

impuesto causado por sus empleados, siempre y cuando el salario sea 

efectivamente pagado por los entes mencionados. Dicha propuesta atiende a la 

petición de las entidades federativas, formulada a través de la Comisión 

Permanente de Funcionarios Fiscales, en el sentido de que dicho gravamen sea 

cien por ciento participable a las propias entidades federativas, en los montos que 

correspondan a los servidores públicos estatales y municipales.  

 

Adicionalmente, el Ejecutivo Federal propone que la aplicación de este criterio, se 

llevará a cabo de forma simultánea con la implementación de un nuevo esquema 

de financiamiento educativo, es por ello que se plantea prever mediante una 

disposición transitoria que la entrada en vigor de esta propuesta será un año 

después de la entrada en vigor de las reformas que mediante esta iniciativa se 

someten a consideración de ese Congreso de la Unión. 

 

Así también, el Ejecutivo Federal menciona respecto del impuesto predial, que 

México es el país de la OCDE con el menor nivel de recaudación ya que ésta 

representa sólo el 0.2% del PIB nacional, mientras que el promedio de la 

recaudación en los países que integran dicha Organización es de 1.1% del PIB. La 

recaudación es superior incluso en otros países con un nivel de desarrollo similar al 

nuestro. Por ejemplo, en Chile la recaudación de dicha contribución alcanza 0.6% 
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de su PIB. Por lo anterior, es necesario buscar alternativas para cambiar la 

situación descrita, contribuyendo al fortalecimiento de los ingresos de los 

municipios, por lo que en la presente Iniciativa se propone aprovechar las ventajas 

comparativas y las economías de escala de las entidades federativas, a través de 

su estructura administrativa y recaudatoria, a fin de que se establezcan medidas 

que permitan potenciar el cobro del impuesto predial.  

 

En ese sentido, el Ejecutivo Federal plantea modificar la fórmula del Fondo de 

Fomento Municipal con el objeto de incentivar a que los estados puedan asumir, 

mediante la firma de convenios, la operación del cobro del impuesto predial de sus 

municipios, con la finalidad de incrementar la eficacia en el mismo. Cabe destacar 

que un impuesto predial diseñado adecuadamente tiende a ser altamente 

progresivo, ya que es proporcionalmente mayor para propiedades de mayor valor.  

 

La fórmula propuesta por el Ejecutivo Federal garantiza que las entidades recibirán 

el mismo monto que recibieron de dicho Fondo en 2013, mientras que el 

excedente se distribuirá en un 70% conforme a los criterios actuales y el 30% 

restante, con base en el porcentaje que represente el incremento en la 

recaudación del impuesto predial, respecto de la misma en el total de las entidades 

que tengan la responsabilidad del cobro del tributo en mención.  

 

Con esta nueva fórmula, el Ejecutivo Federal advierte los siguientes beneficios 

para los municipios que cedan la administración de dicho impuesto al gobierno 

estatal: i) mayores ingresos propios por el incremento esperado en la recaudación; 

ii) más ingresos derivados del Fondo de Fomento Municipal; iii) una participación 

más elevada de los recursos del Fondo General de Participaciones, como 

consecuencia del incremento en la recaudación, y iv) menores costos de 
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administración del impuesto, mismos que se absorberán por las entidades 

federativas aprovechando las economías de escala y sinergias presentes en ese 

orden de gobierno.  

 

Por último, el Ejecutivo Federal considera conveniente proponer el establecimiento 

de un Fondo de Estabilización de los recursos que corresponden a las entidades 

federativas por concepto del Fondo de Extracción de Hidrocarburos (FEXHI). En 

términos generales, los fondos de estabilización constituyen una forma de 

acumular recursos que permite a los gobiernos compensar las posibles caídas en 

los ingresos públicos y evitar la afectación consecuente sobre el gasto público. En 

tal virtud, el Ejecutivo Federal menciona que dicho Fondo de Estabilización se 

alimentará con un porcentaje determinado de los ingresos excedentes del FEXHI, 

respecto de lo estimado y calendarizado anualmente. Dicho Fondo de 

Estabilización tendrá por finalidad compensar la disminución en la ministración de 

los recursos obtenidos por el FEXHI respecto de la estimación y calendarización 

referida. Las entidades federativas que reciben recursos del FEXHI podrán 

participar en el mismo de manera voluntaria. 

 

 

Actualización de la Ley de Coordinación Fiscal 

 

El Ejecutivo Federal, a través de la presente iniciativa, propone derogar la 

disposición que prevé un destino específico para los recursos que reciben las 

entidades federativas derivadas de las cuotas aplicadas a la venta final de gasolina 

y diésel, así como aquellas disposiciones relacionadas. Lo anterior deviene de la 

Acción de Inconstitucionalidad 29/2008 resuelta por el Pleno de la Suprema Corte 
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de Justicia de la Nación, declarando la invalidez respecto de señalar un destino 

específico a los recursos referidos. 

 

Asimismo, el Ejecutivo Federal plantea reformar el artículo 4o-A de la Ley de 

Coordinación Fiscal, acorde con la propuesta presentada para modificar la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, por el que Petróleos Mexicanos se 

convierte en sujeto pasivo del impuesto aplicable a las gasolinas y al diésel. En ese 

sentido, los recursos que corresponden a las entidades federativas (9/11), se 

entregarán con base en la información que Petróleos Mexicanos proporcione a la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

 

De igual manera, el Ejecutivo Federal en la iniciativa que se dictamina, propone 

eliminar la referencia que señala que las entidades federativas reintegrarán a la 

Federación los 2/11 de los recursos referidos para conformar el Fondo de 

Compensación, toda vez que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público recibirá el 

pago de dichas contribuciones directamente de Petróleos Mexicanos para 

conformar el Fondo mencionado, el cual distribuirá a las entidades federativas 

dentro del mes siguiente al entero de dichas cantidades por parte de Petróleos 

Mexicanos. Es relevante destacar que las modificaciones propuestas no llevarán a 

un incremento en el precio de los combustibles para el consumidor final con 

respecto de los niveles observados en la actualidad.  

 

 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

 

En el Capítulo IV de la Ley de Coordinación Fiscal vigente se relacionan los 

organismos a través de los cuales la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y las 
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entidades federativas participarán en el desarrollo, vigilancia y perfeccionamiento 

de dicho Sistema: 

 

1. La Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales. 

2. La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales. 

3. El Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas. 

4. La Junta de Coordinación Fiscal. 

 

Además, en el documento sujeto a dictamen, el Ejecutivo Federal destaca que 

existen grupos técnicos y de trabajo que fueron creados en el seno de la Comisión 

Permanente de Funcionarios Fiscales, para llevar a cabo el análisis, estudios y 

formulación de propuestas en el marco del federalismo fiscal, así como para dar 

seguimiento a los temas correspondientes y vigilar el correcto funcionamiento del 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Los trabajos que llevan a cabo dichos 

grupos son de gran importancia, ya que a partir de los acuerdos que ahí se 

alcanzan, se toman decisiones trascendentales para las políticas públicas de las 

entidades federativas. En ese sentido, con el objetivo de incrementar la 

transparencia y el orden de esos trabajos, se propone facultar a la Reunión 

Nacional de Funcionarios Fiscales para aprobar las reglas, reglamentos o 

lineamientos que estos grupos deberán observar, en su funcionamiento, operación 

y compromisos para el desarrollo de las funciones que en materia de coordinación 

fiscal ejercen.  

 

Derivado de los constantes cambios en nuestro país, el Ejecutivo Federal indica 

que es necesario que los grupos mediante los cuales se otorga representación a 

las entidades federativas en el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal compartan 

intereses, problemáticas y objetivos comunes. Por lo anterior, se plantea 
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incorporar la posibilidad de que la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales 

pueda proponer una reclasificación de los ocho grupos a través de los cuales son 

representadas todas las entidades federativas del país. Dicha reclasificación podrá 

realizarse cada 10 años, con base en un análisis de las características 

sociodemográficas y geográficas de las entidades. 

 

De igual manera, para contribuir al fortalecimiento de los municipios de México, el 

Ejecutivo Federal contempla la incorporación de la visión municipal en las 

actividades que se realicen en los trabajos de la Comisión Permanente de 

Funcionarios Fiscales. Para tal efecto, propone incluir al Presidente de la 

Conferencia Nacional de Municipios de México (CONAMM) como invitado 

permanente a las reuniones de los Funcionarios Fiscales de la referida Comisión. 

 

 

Fondos de Aportaciones Federales 

 

La propuesta del Ejecutivo Federal indica que las aportaciones federales surgieron 

como un mecanismo redistributivo de recursos con un destino específico de gasto, 

que al interactuar con las participaciones federales permite que aquellas entidades 

con rezago económico se vean beneficiadas en mayor medida con recursos 

federales, sin desincentivar el crecimiento y esfuerzo recaudatorio. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone modificar la forma de distribución del Fondo 

de Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS), toda vez que como lo 

manifiesta el Ejecutivo Federal, actualmente el FAIS se distribuye en función de la 

pobreza extrema a nivel nacional, mediante la fórmula del Índice Global de 

Pobreza, el cual se compone por cinco brechas de las necesidades básicas: ingreso 
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por persona, nivel educativo promedio por hogar, disponibilidad de espacio en la 

vivienda, disponibilidad de drenaje y disponibilidad de electricidad combustible 

para cocinar.  

 

Asimismo, en la Iniciativa que se dictamina se manifiesta que la fuente de 

información utilizada para la distribución del Fondo es la base de datos de la 

Muestra Censal (cuestionario ampliado) de los Censos de Población y Vivienda que 

realiza el INEGI, los cuales se actualizan cada diez años. Si bien, el uso de 

información censal conduce a una mayor precisión en la medición, esto origina un 

rezago en el reconocimiento de los cambios en las variables consideradas, además 

de generar variaciones abruptas en los recursos que reciben los estados cuando 

tiene lugar la actualización, como ocurrió en 2012. Igualmente, la distribución del 

Fondo se basa en criterios altamente correlacionados con pobreza y rezago, pero 

que no están vinculados de forma unívoca con estos conceptos.  

 

Para atender la problemática del FAIS, el Ejecutivo Federal plantea una 

actualización de la fórmula a partir del incremento en recursos esperado para 

2014, la cual esté basada en fuentes de información más oportunas; que se 

distribuya con base en indicadores directos de pobreza extrema y rezago social, y 

que tenga un componente que premie la reducción de la pobreza. La actualización 

de la fórmula permitirá canalizar los recursos atendiendo plenamente el objetivo 

del Fondo. La medición más oportuna obedecerá al uso de estadísticas de 

carencias de la población en pobreza extrema publicadas por el Consejo Nacional 

de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, información que se deriva del 

Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la Encuesta Nacional de Ingreso y 

Gasto de los Hogares que realiza el INEGI bianualmente (cada 5 años en el caso 



XX 
  

de los municipios) y, por otro lado, permitirá suavizar la transición de los estados 

que cumplan con el abatimiento eficiente de las carencias en la población. 

 

El Ejecutivo Federal propone mejorar la fórmula de distribución de los recursos 

atendiendo a tres componentes: 

 

1. El número promedio de carencias de la población en pobreza extrema, que 

por su composición permitirá medir con mayor precisión la intensidad de la 

pobreza, otorgando mayores recursos a las entidades federativas con 

pobreza y rezago social.  

 

2. Eficacia en la reducción de la pobreza extrema. Dicho componente busca 

premiar a las entidades federativas que focalizan los recursos del Fondo 

adecuadamente, lo cual se refleja en la disminución de la cantidad de 

personas en pobreza extrema y la superación de la situación de rezago 

social de la población. 

 

3. Con la finalidad de evitar una afectación a los objetivos de reducción de la 

pobreza en las entidades federativas por la nueva fórmula que se propone, 

se garantiza un monto fijo equivalente al importe que cada entidad recibió 

en 2013.  

 

La premisa fundamental al realizar las modificaciones planteadas por el Ejecutivo 

Federal es que ninguna entidad federativa pierda recursos, lo anterior en virtud de 

que se pretende que todas las entidades federativas reciban cuando menos el 

valor nominal de las transferencias del año 2013, y la nueva fórmula de 
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distribución del Fondo sólo se aplicará a las cantidades que excedan el valor 

nominal de dicho ejercicio fiscal. 

 

 

Fortalecimiento de la transparencia en la distribución, destino y ejercicio 

de los Fondos de Aportaciones 

 

Para coadyuvar al fortalecimiento de la transparencia en los mecanismos de 

distribución de las Aportaciones Federales, así como de su destino y ejercicio, el 

Ejecutivo Federal propone que todas las dependencias federales responsables de 

los Fondos de Aportaciones den a conocer en el Diario Oficial de la Federación las 

fórmulas y variables de distribución de los recursos. 

 

Por otro lado, la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal para contribuir al 

fortalecimiento de las haciendas municipales, propone otorgar la posibilidad de 

destinar los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los 

Municipios y Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal a la modernización de 

los sistemas de recaudación locales, adicionalmente a los fines ya establecidos.  

 

La iniciativa del Ejecutivo Federal sujeta a dictamen, con el objetivo de hacer más 

eficiente el ejercicio de los recursos, propone que los gobiernos de las entidades 

federativas deberán transferir a los ejecutores del gasto, los recursos que reciban 

de la Federación por concepto de los Fondos de Aportaciones Federales, en un 

plazo máximo de cinco días naturales.  

 

En materia de seguridad pública, el Ejecutivo Federal precisa y actualiza los 

términos del destino de los recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad 



XXII 
 

Pública de los Estados y del Distrito Federal. Para fortalecer y contar con un mejor 

y oportuno ejercicio del gasto, asimismo propone establecer un margen de 

modificación al programa de gasto de los recursos del Fondo previa justificación y 

aprobación del Consejo Estatal de Seguridad Pública correspondiente, o la opinión 

favorable del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 

con la finalidad de lograr una efectiva y eficiente planeación, programación y 

presupuestación de las estrategias y acciones a realizar en materia de seguridad 

pública, ya que en la actualidad las entidades federativas realizan modificaciones 

significativas a su programa original, lo que genera elevados subejercicios en el 

manejo de este fondo. 

 

En relación con al FAIS, el Ejecutivo Federal plantea establecer la obligación para 

las entidades federativas y municipios de presentar informes relacionados con el 

uso de los recursos a las Delegaciones Estatales de la Secretaría de Desarrollo 

Social y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

 

Destino de los recursos 

 

El Ejecutivo Federal reitera que la reducción de la pobreza es uno de los 

principales objetivos de su Gobierno, y que es de suma importancia que los 

recursos federales que se destinan a este rubro se orienten a acciones para 

fortalecer la atención a la población en dicha situación, así como a obras de alto 

impacto social que beneficien a los segmentos más pobres de la sociedad.  

 

En tal virtud, con el objetivo de que los receptores de los recursos del FAIS, cuyo 

objetivo es beneficiar a la población en pobreza extrema, ejerzan los recursos de 
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forma más eficiente para atender las carencias de la población y con la posibilidad 

de potenciar su incidencia en el abatimiento de las mismas, en la presente 

iniciativa el Ejecutivo Federal propone establecer como obligación de la Secretaría 

de Desarrollo Social publicar un Informe anual sobre la situación de pobreza y 

rezago social de los estados y sus respectivos municipios, con base en lo que 

establece la Ley General de Desarrollo Social para la medición de la pobreza.  

 

Así también, en la iniciativa sujeta a dictamen, el Ejecutivo Federal plantea en este 

sentido, que el Informe mencionado en el párrafo que antecede servirá como una 

guía indicativa para que los estados y municipios puedan determinar las obras y 

acciones prioritarias a realizar con los recursos del citado Fondo. 

 

Adicionalmente, a fin de establecer con claridad el destino de los recursos del 

Fondo, el Ejecutivo Federal enlista los mismos en grandes rubros, y se detallarán 

en el catálogo de acciones de los Lineamientos que para tal efecto emita la 

Secretaría de Desarrollo Social.  

 

Asimismo, el Ejecutivo Federal propone establecer que dicha dependencia deberá 

proporcionar capacitación, a los estados y sus respectivos municipios, sobre el 

funcionamiento del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal, 

el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Estatal y el Programa de 

Desarrollo Institucional Municipal, con la finalidad de obtener mejores resultados 

en la aplicación de los recursos. 

 

Las carencias de infraestructura, así como las diferencias que existen entre las 

entidades federativas en su nivel de desarrollo obligan a realizar esfuerzos para 

consolidar instrumentos de financiamiento para proyectos de infraestructura que 
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contribuyan a su desarrollo. En este sentido, el Ejecutivo Federal tiene como 

objetivo de política pública promover la participación de las entidades federativas 

para realizar acciones de mejoramiento y la ampliación de infraestructura física en 

los mismos, las cuales presentan rezagos y desigualdades significativas. El Fondo 

de Aportaciones Múltiples y Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 

los Estados y del Distrito Federal tienen entre sus destinos de gasto, la realización 

de infraestructura educativa y de seguridad, respectivamente: 

 

• Los recursos del Fondo de Aportaciones Múltiples pueden emplearse 

para la construcción, equipamiento y rehabilitación de infraestructura 

física de los niveles de educación básica, media superior y superior en su 

modalidad universitaria.  

 

• Los recursos del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los 

Estados y del Distrito Federal, pueden emplearse para la construcción, 

mejoramiento o ampliación de las instalaciones para la procuración e 

impartición de justicia, de los centros de readaptación social, así como 

de las instalaciones de los cuerpos de seguridad pública y de sus centros 

de capacitación.  

 

La iniciativa que se dictamina indica que actualmente, los recursos de los Fondos 

referidos que se destinan a infraestructura física se pulverizan en varios proyectos 

que en su conjunto tienen un menor impacto social al que podría alcanzarse con 

un programa integral de inversiones, vinculado con la política nacional en materia 

de infraestructura educativa y de seguridad pública.  
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Así, con la finalidad de enfocar el gasto en obras en infraestructura educativa y de 

seguridad pública con un alto impacto social, el Ejecutivo Federal plantea 

contemplar dentro de la Ley de Coordinación Fiscal la posibilidad de que los 

Fondos señalados que correspondan a las entidades federativas, puedan afectarse 

para garantizar obligaciones en caso de incumplimiento, o servir como fuente de 

pago de obligaciones que se contraigan en términos de los convenios que celebren 

con la Federación, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el 

objetivo de potenciar la inversión en infraestructura en los campos referentes a 

dichos Fondos. 

 

 

Regularización del cobro de agua a los municipios  

 

El Ejecutivo Federal indica que en el artículo 51 del ordenamiento que nos ocupa 

se establece que los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal 

(FORTAMUN) pueden afectarse para cubrir los adeudos de los municipios por 

concepto de derechos y aprovechamientos de agua, cuando así lo dispongan las 

leyes locales. Durante 2007 se otorgó un esquema de incentivos para disminuir los 

adeudos en materia de agua de los Organismos Municipales y Estatales a la 

Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), a cambio de una regularización en el 

pago futuro a través del otorgamiento de la garantía de pago del FORTAMUN. Esto 

trajo consigo que 267 municipios se adhirieran al esquema y la CONAGUA 

incrementara su recaudación y, con ello, sus inversiones. 

 

En el documento sujeto a dictamen se indica que a la fecha, los adeudos de 

organismos de agua municipales y estatales siguen siendo significativos: un total 
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de 105 mmp, de los cuales, 80 mmp son municipales (alrededor del 66% de las 

participaciones anuales que le corresponden a los municipios). En tal virtud se 

expresa que es importante reconocer la inviabilidad existente para cubrir dicho 

monto y lo importante que es generar una dinámica de cobro y pago hacia 

adelante. 

 

Para todos aquellos municipios integrantes de las entidades en cuya legislación se 

haya establecido dicha opción, el Ejecutivo Federal propone abrir la posibilidad de 

regularizar sus pagos y disminuir sus adeudos, ya sea a través de las retenciones 

que efectúe la entidad federativa a los recursos que les correspondan del Fondo de 

Aportaciones en comento o por pagos espontáneos que realicen. De tal forma, la 

CONAGUA podrá mejorar su recaudación y con ello realizar inversión en 

infraestructura que permita abatir el rezago en este sector. 

 

Para no afectar el destino programado de los recursos del FORTAMUN que los 

municipios tienen previsto recibir durante su administración, la posible afectación 

de dichos recursos se realizará con incrementos graduales anuales, es por ello que 

en la iniciativa se propone iniciar con un límite de afectación de al menos el 50% 

del Fondo.    

 

Actualmente, no se especifica en el destino de los recursos del citado Fondo el 

concepto de “descargas de aguas residuales”. En ese sentido, el Ejecutivo Federal 

propone su adición al artículo 37 y 51 de la Ley que nos ocupa, para expresarlo de 

manera precisa y que los municipios también puedan regularizar los pagos por este 

concepto, ya que actualmente los adeudos en este rubro representan alrededor del 

90% del adeudo total con la CONAGUA. 
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Financiamiento bursátil 

 

Asimismo, el Ejecutivo Federal señala en la iniciativa que se dictamina que 

actualmente, sólo 14% del total de la deuda de entidades federativas y municipios 

es colocada en el mercado bursátil, del cual la mitad tiene como fuente de pago 

participaciones. Una limitante para que el mercado bursátil sea una opción para el 

financiamiento que contratan las entidades con fuente de pago de participaciones, 

es el no poder instrumentar el vehículo de pago con la fuente de participaciones 

direccionada al mismo antes de la realización de la emisión. 

 

Para incentivar que se emplee de forma más dinámica el mercado bursátil en el 

financiamiento subnacional y con ello, las entidades tengan una opción adicional 

para obtener recursos en las mejores condiciones posibles, la iniciativa presentada 

por el Ejecutivo Federal propone incluir la disposición de permitir afectar 

participaciones e inscribir en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de 

entidades federativas y municipios a un vehículo cuya obligación bursátil no se 

haya formalizado jurídica ni financieramente. De igual manera en el iniciativa 

sujeta a dictamen se destaca que hay otros beneficios al realizar operaciones a 

través del mercado bursátil, como la posibilidad de realizar licitaciones, una mayor 

transparencia y una mayor información sobre las condiciones de financiamiento 

reflejadas en el precio de los activos en el mercado secundario. 

 

En la iniciativa objeto de dictamen, para evitar distorsiones en las afectaciones, se 

plantea otorgar un plazo preventivo para realizar la operación de financiamiento de 

diez días hábiles, en el entendido que de no hacerse la oferta en el plazo señalado, 

se procederá a la cancelación de la inscripción en dicho Registro y la afectación 



XXVIII 
 

respectiva. Tratándose de emisiones al amparo de fideicomisos o cualquier otro 

vehículo, cuya garantía o fuente de pago sean las participaciones, para acreditar la 

existencia de una obligación, bastará con que se presente evidencia de que el 

objeto de oferta pública e intermediación en el mercado de valores se encuentran 

inscritos en el Registro Nacional de Valores a cargo de la Comisión Nacional 

Bancaria y de Valores.  

 

El Ejecutivo Federal en la iniciativa que se dictamina, especifica que las 

participaciones que correspondan a las entidades y municipios que pueden 

afectarse para el pago de obligaciones son las que corresponden al Fondo General 

de Participaciones y al Fondo de Fomento Municipal. Esta precisión hace más 

eficiente la instrumentación de la afectación de participaciones y, adicionalmente, 

dichos fondos son los de mayor peso en el total de las participaciones, 

representando casi el 90% del total de las mismas y, por lo tanto, son suficientes 

para cubrir el pago de obligaciones. Adicionalmente, el acotamiento del uso es 

correcto ya que no todas las participaciones son susceptibles de ser afectadas. 

 

En el documento que se dictamina, se propone que el juicio que emita la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público respecto del registro de las obligaciones 

de los municipios cuando no cuenten con la garantía solidaria de la entidad 

correspondiente, se realice con base en lo establecido en el Reglamento del 

Artículo 9o. de la Ley de Coordinación Fiscal en Materia de Registro de 

Obligaciones y Empréstitos de Entidades Federativas y Municipios.  

 

Asimismo, para contribuir con la transparencia en la materia, el Ejecutivo Federal 

establece la necesidad de que el Registro de Obligaciones y Empréstitos de 

Entidades y Municipios que lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público sea 
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público y permita la identificación del porcentaje total de participaciones federales 

afectadas por cada entidad y municipio, así como el destino definido en el propio 

documento que formaliza la obligación de la entidad. 

 

 

Actualización de la Terminología 

 

Por último el Ejecutivo Federal plantea que con la finalidad de que las entidades 

federativas y los municipios puedan ejercer el gasto adecuadamente y la 

fiscalización de los recursos sea más eficiente, es necesario clarificar algunos 

conceptos ambiguos que dificultan su correcto entendimiento y conllevan a una 

mala focalización de los recursos; asimismo, se actualizan algunos conceptos por 

modificaciones de naturaleza diversa. 

 

Adicionalmente, en la iniciativa que se dictamina, se manifiesta que la imprecisión 

del concepto “asistencia social” del Fondo de Aportaciones Múltiples genera 

heterogeneidad en la aplicación de los recursos de dicho Fondo entre las entidades 

federativas, lo cual es susceptible de observaciones en la fiscalización de los 

recursos. Por lo tanto, se señala que dicho concepto se entenderá conforme a la 

Ley de Asistencia Social la cual se refiere, entre otros aspectos, a los sujetos 

susceptibles de recibir apoyo y a las acciones de asistencia social, respectivamente.  

 

El Ejecutivo Federal indica que en relación con el Fondo de Aportaciones para la 

Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal, se actualiza la referencia 

terminológica en virtud de la desaparición de la Secretaría de Seguridad Pública.  
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En la iniciativa que se dictamina el Ejecutivo Federal expresa que actualmente, los 

estados y municipios presentan dificultades para focalizar adecuadamente los 

recursos del FAIS debido a la poca claridad de los conceptos “sectores de pobreza 

extrema y de rezago social”. Asimismo, genera complejidad para comprobar que 

los recursos se están destinando a dichos “sectores”. En ese sentido, se propone 

sustituir tales términos, para especificar que los recursos se destinarán a la 

“población en pobreza extrema, localidades con alto o muy alto nivel de rezago 

social conforme a lo previsto en la Ley General de Desarrollo Social, y en las zonas 

de atención prioritaria”.  

 

Lo mismo ocurre con el término "intermunicipal" en el caso de los recursos del 

Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Estatal. Al respecto, en la 

iniciativa se propone modificar la redacción para que se especifique que dichos 

recursos deberán beneficiar a “población de los municipios y localidades que 

presenten mayores niveles de rezago social y pobreza extrema en el Estado”.  

 

A efecto de evitar que los recursos que reciban las entidades y municipios por 

concepto de Aportaciones Federales sean considerados como ingresos propios, el 

Ejecutivo Federal elimina dicha posibilidad del artículo 49 de la Ley, por lo que sólo 

deberán registrarlos en sus respectivas leyes de ingresos y destinarlos a los fines 

establecidos. 

 

En la iniciativa que se dictamina se pretende establecer que los coeficientes C2 y 

C3 de la fórmula de distribución del Fondo General de Participaciones sean 

incentivos recaudatorios, para futuras referencias en la propia Ley. 
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En consecuencia a la modificación propuesta por el Ejecutivo Federal de la fórmula 

de distribución de los recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 

Social, plantea eliminar la fórmula alternativa establecida en el artículo 35 de la 

Ley en cuestión, pues la misma no considera la profundidad de la pobreza 

extrema. Cabe señalar que la Secretaría de Desarrollo Social establece convenios 

con las entidades respecto de la distribución del Fondo a nivel municipal, por lo 

que las entidades cuentan con el respaldo de dicha Secretaría para la aplicación 

correcta de la fórmula. 

 

 

II.  INICIATIVA DE REFORMAS A LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL Y 

DE LA LEY GENERAL DE CONTABILIDAD GUBERNAMENTAL, EN 

MATERIA DE FINANCIAMIENTO EDUCATIVO 

 

La Iniciativa de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 

de la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental, en materia de financiamiento educativo, presentada por el 

Ejecutivo Federal tiene como principio que la educación es un derecho humano 

consagrado en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el cual establece que el Estado impartirá, de manera gratuita educación 

preescolar, primaria, secundaria y media superior de calidad. Asimismo, la 

Constitución mandata en el mismo artículo el financiamiento conjunto de la 

educación entre la Federación, los Estados y los Municipios, en los términos que 

determine el Congreso de la Unión. 

 

Asimismo, en la propuesta del Ejecutivo Federal se indica que en 1998 entró en 

vigor la reforma a la Ley de Coordinación Fiscal que creó los fondos de 
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aportaciones federales para las entidades federativas y municipios. Entre otros, se 

creó el Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (FAEB), el cual 

contempla los recursos federales que son transferidos anualmente a los Estados 

para apoyarlos a cubrir parte de los gastos de las actividades que en exclusiva les 

corresponden en términos de la Ley General de Educación.  

 

El Ejecutivo Federal señala que en dicha reforma se estableció la fórmula con base 

en la cual se calcula el monto de recursos federales a transferir anualmente para 

cubrir la nómina correspondiente a las plazas transferidas a los Estados, en el 

marco del Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de mayo de 1992 y los 

convenios que de conformidad con el mismo fueron formalizados con los Estados 

(en adelante, personal descentralizado o plazas descentralizadas). Dicha fórmula 

fue modificada en diciembre del año 2007. 

 

La iniciativa propuesta por el Ejecutivo Federal indica que el FAEB se presupuesta 

cada año y se distribuye de acuerdo a lo establecido en el artículo 27 de la Ley de 

Coordinación Fiscal, el cual considera las variables y ponderadores siguientes: 

 

• 50 por ciento según la matrícula pública en educación básica; 

 

• 10 por ciento de acuerdo con un índice de calidad educativa; no obstante, 

debido a que no existe en la actualidad un indicador por escuela y por entidad 

federativa, el porcentaje correspondiente se adiciona al ponderador de 

matrícula; 

 

• 20 por ciento en función al rezago en gasto federal por alumno, y 
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• 20 por ciento según el gasto estatal en educación. 

 

Asimismo, el Ejecutivo Federal manifiesta que esta fórmula busca reducir la brecha 

de gasto por alumno entre los estados y reconocer el esfuerzo de aquéllos que 

tuvieran un mayor gasto a nivel local en el sector educativo. A pesar de que el 

planteamiento de la fórmula es consistente con el objetivo de equilibrar los 

recursos que se otorgan a los estados, en la realidad no se han dado las 

condiciones necesarias para lograr una plantilla docente óptima que esté acorde 

con el equilibrio de recursos aportados al sector educativo a nivel estatal. Lo 

anterior, ha contribuido a un deterioro en la situación fiscal de algunos Estados.  

 

De manera particular, el Ejecutivo Federal menciona las siguientes áreas de 

oportunidad en la aplicación de la fórmula del FAEB:  

 

• El monto total presupuestado del Fondo se realiza conforme a la plantilla de 

personal descentralizado que opera en cada entidad federativa. Sin embargo, la 

distribución de los recursos se lleva a cabo preponderantemente conforme al 

coeficiente de matrícula estatal, lo cual generó distorsiones en algunos estados.  

 

• El efecto progresivo del FAEB a través de aportaciones por alumno similares 

para todos los estados, se ha visto limitado por algunas de las disparidades 

existentes entre ellos. Entre las disparidades se encuentran: el costo de proveer 

educación en zonas con altos índices de concentración o en aquéllas con baja 

concentración poblacional, y las desigualdades en el costo de vida que hacen 

frente los maestros o alumnos que viven en zonas urbanas o en zonas rurales. 
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Adicionalmente a los problemas que presenta la aplicación de este fondo, el 

Ejecutivo Federal destaca la siguiente problemática en el financiamiento del sector 

educativo: 

 

• La doble negociación salarial en los estados. Si bien hay una negociación a 

nivel federal, cada estado contempla condiciones generales de trabajo 

diferentes. De esta manera, la negociación a nivel federal pasa a ser una base 

de incremento mínimo para una segunda negociación, lo cual ha acentuado la 

presión de gasto inercial derivada de nómina educativa. 

 

• En algunos casos, la creación de plazas ha tenido desviaciones con respecto al 

objetivo de cerrar las diferencias existentes en el número de alumnos por 

maestro, llevando a un exceso de personal en algunas entidades. En un 

extremo, el número de alumnos por maestros públicos (descentralizados y 

estatales) es de 29, mientras en otro alcanza un número de 19. Por otra parte, 

la composición de la plantilla de maestros estatales en relación con la 

descentralizada no se ha ajustado: en 1992, algunas entidades contaban con 

una plantilla educativa federal del 45%; en otras, era de hasta el 98%. Esta 

disparidad persiste a la fecha.  

 

En virtud de lo anterior, el Ejecutivo Federal señala que a pesar de la creación y las 

reglas de distribución del FAEB, se ha mantenido una disparidad significativa en el 

gasto en educación considerando criterios de equidad y eficiencia. Las finanzas 

públicas de los estados requerían un ajuste más gradual del que se ha venido 

presentando desde la aplicación de la fórmula de distribución de este fondo.  
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Adicional a lo anterior el Ejecutivo Federal señala que ante la falta de recursos 

para cubrir las necesidades del sector educativo la Conferencia Nacional de 

Gobernadores (CONAGO), en su Cuadragésima Quinta Reunión Ordinaria, 

presentó, entre otros puntos, los siguientes acuerdos:  

 

• Revisar el esquema de financiamiento de la educación básica, así como el 

incremento del monto del FAEB. 

 

• Incrementar el FAEB de tal forma que se garantice con carácter de 

regularizable el 100% del incremento salarial y las prestaciones negociadas. 

 

• Aumentar el Fondo de Apoyos Complementarios para el FAEB que cada año se 

aprueba en el Presupuesto de Egresos de la Federación. 

 

• Evitar la doble negociación en coordinación con las secretarías de Educación 

Pública y la de Hacienda y Crédito Público, así como implementar un Catálogo 

Nacional de Conceptos, a efecto de hacer una homologación gradual de los 

conceptos de pagos salariales, y 

 

• Crear un fondo educativo para distribuirse entre todos los estados pero que se 

enfoque o atienda las necesidades de las zonas con mucha pobreza.  

 

En este sentido, conforme a lo previsto en las recientes reformas constitucionales y 

legales en materia educativa, el Ejecutivo Federal consideró necesario modificar los 

términos y condiciones bajo los cuales, en el marco del financiamiento conjunto 

entre los órdenes de gobierno que mandata la propia Constitución, se transfieren 
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recursos federales a las entidades federativas y municipios para apoyarlos a cubrir 

las atribuciones que les corresponden en materia educativa.  

 

En virtud de cuanto antecede, considerando el diagnóstico expuesto en el presente 

documento y las propuestas realizadas por la CONAGO, el Ejecutivo Federal 

propone la creación del Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto 

Operativo (FONE), el cual generará un adecuado control administrativo de la 

nómina de los maestros transferidos a los estados en el marco del Acuerdo 

Nacional para la Modernización de la Educación Básica, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 19 de mayo de 1992, así como por los convenios que de 

conformidad con el mismo fueron formalizados con los estados por parte de la 

Federación.  

 

El Ejecutivo Federal indica que el FONE incluirá los recursos para cubrir los gastos 

en servicios personales correspondientes al personal que ocupa las plazas 

transferidas a los Estados en el marco del Acuerdo a que se refiere el párrafo 

anterior, las cuales serán registradas por la Secretaría de Educación Pública, previa 

validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, dentro del Sistema de 

Información y Gestión Educativa, recientemente aprobado en la reforma a la Ley 

General de Educación.  

 

Para lo anterior, el Ejecutivo Federal propone que la Secretaría de Educación 

Pública se encargue de establecer un sistema de administración de nómina a 

través del cual se realizarán los pagos de servicios personales y donde las 

autoridades educativas de las entidades federativas registrarán la información 

correspondiente de la nómina educativa. A través de este sistema, dicha Secretaría 

solicitará a la Tesorería de la Federación realizar el pago correspondiente 
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directamente a los maestros, por cuenta y orden de las entidades federativas. 

Dicho sistema deberá identificar claramente al menos el nivel, tipo y modalidad 

educativa a la que correspondan la plaza. Tanto la Secretaría de Educación Pública 

como la Secretaría Hacienda y Crédito Público, emitirán las disposiciones y los 

plazos que deberán observar las entidades federativas para registrar la nómina en 

dicho sistema. 

 

El Ejecutivo Federal señala que el monto total del FONE será determinado de 

acuerdo con las plazas registradas en el recientemente aprobado Sistema de 

Información y Gestión Educativa, incluyendo las erogaciones por concepto de 

remuneraciones, es decir, sueldos y prestaciones autorizadas, impuestos federales 

y aportaciones de seguridad social, así como las ampliaciones autorizadas el año 

inmediato anterior.   

 

En la iniciativa sujeta a dictamen, el Ejecutivo Federal manifiesta que con el 

mecanismo propuesto se hará más eficiente y transparente el pago de la nómina, 

al lograr que los pagos correspondan exclusivamente al personal que ocupe plazas 

registradas en el Sistema de Información y Gestión Educativa, fortaleciendo con 

ello los objetivos de la reciente reforma educativa. Asimismo, se elimina la 

distorsión generada por el mecanismo de distribución del FAEB, el cual 

primordialmente asumía la plantilla magisterial como la variable para el cálculo del 

monto total del fondo, pero se distribuía conforme a matrícula, lo que ha generado 

presiones en las finanzas públicas de algunos Estados. 

 

Adicionalmente el Ejecutivo Federal agrega que dicho Fondo incluirá recursos para 

apoyar a las entidades federativas a cubrir gastos de operación, distintos de los 

servicios personales y de mantenimiento, el cual se actualizará cada ejercicio fiscal 
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conforme se apruebe en el Presupuesto de Egresos de la Federación. La 

distribución de estos recursos operativos obedecerá a una fórmula que contará con 

criterios de matrícula y de densidad poblacional para niños de 5 a 14 años que 

estén en edad de cursar la educación básica dentro del territorio nacional. 

 

Por otro lado, el Ejecutivo Federal indica que el criterio de creación de plazas con 

cargo al FONE estará alineado con los propósitos de la reforma educativa, 

particularmente en las modificaciones aprobadas en la Ley General de Educación, 

así como con el objetivo de la recientemente aprobada Ley General del Servicio 

Profesional Docente.  

 

El Ejecutivo Federal prevé establecer una negociación única salarial para los 

maestros que ocupen las plazas que fueron descentralizadas a los Estados, la cual 

en todo momento deberá ser consistente con los objetivos de la reforma educativa 

aprobada este año en la Constitución y en las leyes educativas correspondientes. 

Esta negociación implica la participación de los patrones (las autoridades 

educativas estatales), los trabajadores (el Sindicato) y la Federación (Secretaría de 

Educación Pública). El Ejecutivo Federal señala que la Secretaría de Educación 

Pública participaría en esta negociación, derivado de la obligación constitucional 

que tiene la Federación de financiar, conjuntamente con las entidades federativas, 

los servicios públicos de educación y, por ende, debe participar en la definición de 

los gastos inherentes a la misma, así como en su calidad de órgano rector en la 

materia educativa, para coadyuvar a que la negociación sea congruente con los 

objetivos de la reforma a la Ley General de Educación y de la nueva Ley General 

del Servicio Profesional Docente, recientemente aprobadas por el Congreso de la 

Unión.  
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El Ejecutivo Federal menciona que durante la citada negociación se determinarán 

los incrementos salariales que serán acordados con base en: 

 

• La disponibilidad de recursos públicos federales aprobados por la Cámara de 

Diputados para las plazas que fueron descentralizadas a los Estados. 

 

• Las metas y objetivos contenidos en la Ley General del Servicio Profesional 

Docente, así como los resultados alcanzados. 

 

El Ejecutivo Federal indica que para dar plena certeza jurídica y transparencia al 

resultado de dicha negociación, el incremento en remuneraciones que, en su caso, 

se acuerde, aplicable al personal que ocupe plazas que fueron objeto de la 

descentralización educativa, deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación 

para que produzca sus efectos, así como en los medios oficiales de difusión de las 

entidades federativas. 

 

Por otro lado, en el documento sujeto a dictamen, el Ejecutivo Federal propone 

establecer reglas de transparencia y de control y fiscalización de los pagos que se 

realicen por concepto de nómina. 

 

El Ejecutivo Federal menciona que de manera paralela a la presentación de esta 

iniciativa, propone ante la Cámara de Diputados, un nuevo programa en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación para apoyar la enseñanza en los estados 

con mayor atraso educativo, llamado Programa de Escuelas de Excelencia para 

Abatir el Rezago Educativo. Adicionalmente, se reforzarán los programas federales 

ya existentes (Escuelas Dignas, Escuelas de Tiempo Completo y el Programa de 

Inclusión y Alfabetización Digital), cuyo objetivo en general es apoyar la operación 
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y equipamiento de escuelas. Asimismo se menciona que lo anterior se logrará a 

través de la modificación de sus reglas de operación o lineamientos, según sea el 

caso, las cuales contemplarán indicadores de pobreza y dispersión para la 

distribución de dichos recursos y, adicionalmente, atenderán objetivos de eficiencia 

para su ejercicio. 

 

Finalmente, el Ejecutivo Federal somete a consideración de esta Cámara de 

Diputados reformar el artículo 73 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental 

con el fin de dar consistencia a las modificaciones propuestas a la Ley de 

Coordinación Fiscal anteriormente expuestas. 

 

En la iniciativa sujeta a dictamen, el Ejecutivo Federal propone especificar que las 

entidades federativas deben presentar información, conciliación del número y tipo 

de plazas docentes, así como la publicación en la página de internet de la 

Secretaría de Educación Pública, sobre ésta y otra información referente al sector 

educativo. Toda vez que dicha Secretaría contará directamente con la información 

aludida conforme al nuevo Sistema de Información y Gestión Educativa y el 

sistema de administración de nómina, se propone eliminar en el artículo 73 de la 

Ley General de Contabilidad Gubernamental la obligación específica para el FAEB, 

el cual como ya se expuso, se propone que sea sustituido por el FONE. Lo anterior, 

sin perjuicio de que en el artículo 26-A, fracción IX, de la Ley de Coordinación 

Fiscal, se mantiene la obligación a cargo de la Secretaría de Educación Pública de 

proporcionar directamente la información citada.  

 

El Ejecutivo Federal señala que de forma consistente, en la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental se hace referencia específica a la obligatoriedad antes 
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señalada para el Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de 

Adultos. 

 

Por último, en la iniciativa sujeta a dictamen, se propone otorgar un plazo de un 

año, contado a partir de la entrada en vigor del decreto que se dictamina, para 

que la Secretaría de Educación Pública concilie con las autoridades educativas de 

los Estados, los registros de las plazas que les fueron transferidas en el marco del 

Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica, y los convenios 

que de conformidad con el mismo fueron formalizados con los Estados, así como 

las plazas correspondientes a años posteriores que sean reconocidas, previa 

validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; registrar las plazas en el 

Sistema de Información y Gestión Educativa, e integrar la nómina del personal 

educativo que ocupe dichas plazas. 

 

 

III. CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN 

 

En primer lugar esta Comisión ha decidido dictaminar las dos iniciativas de mérito 

de manera conjunta, toda vez que se trata de reformas a la Ley de Coordinación 

Fiscal que buscan mejorar diversos aspectos en materia de federalismo 

hacendario, así como la reforma a un solo artículo de la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental que complementa la reforma en materia de nómina 

educativa. Con base en lo anterior se emiten las siguientes consideraciones: 

 

PRIMERA. Existe plena coincidencia en que la Iniciativa propuesta pretende 

fortalecer la capacidad financiera de los tres órdenes de gobierno, a través de 

robustecer los incentivos recaudatorios de las entidades federativas y municipios 
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que se otorgan mediante los Fondos de Participaciones Federales; así como 

mejorar la distribución, el destino y el ejercicio de los recursos de los Fondos de 

Aportaciones Federales, a fin de reforzar los objetivos para los que fueron creados; 

y así asegurar un mejor uso de los recursos, una mayor transparencia en la 

distribución a las entidades federativas y municipios y, una mayor predictibilidad 

en los mismos para facilitar la planeación, y apoyar a los municipios del país para 

alcanzar y mantener finanzas públicas sanas, mediante la implementación de un 

sistema de estímulos y esquemas dirigidos a garantizar los pagos en materia de 

aguas nacionales y el fortalecimiento de la recaudación del impuesto predial 

 

Asimismo esta dictaminadora considera que la presente Iniciativa recoge los 

principales planteamientos formulados por los funcionarios fiscales en el marco del 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal; de aquéllos derivados del diálogo entre el 

Gobierno Federal, las entidades federativas y los municipios; de la Conferencia 

Nacional de Gobernadores, y los de las diferentes dependencias federales 

encargadas de administrar y fiscalizar los Fondos de Aportaciones Federales, a fin 

de adecuar el federalismo hacendario a la realidad nacional. 

 

SEGUNDA. Se coincide con la propuesta de ajustar la estructura de la distribución 

del Fondo General de Participaciones de forma consistente con los cambios 

tributarios contenidos en la presente propuesta, así como en las iniciativas que 

conforman la Reforma Social y Hacendaria presentada por el Ejecutivo Federal.  

 

La que dictamina está de acuerdo en fortalecer los incentivos recaudatorios que 

deben tener las Participaciones Federales, tanto a nivel estatal como municipal, por 

lo que se coincide en sustituir el “Fondo de Fiscalización” por el “Fondo de 

Fiscalización y Recaudación”, considerando adecuado que los recursos de dicho 
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Fondo sigan siendo equivalentes al 1.25% de la RFP de cada ejercicio y su fórmula 

de distribución considere algunas variables de la fórmula actual del Fondo de 

Fiscalización, a saber: i) las cifras virtuales de la entidad de que se trate, que dé a 

conocer el Servicio de Administración Tributaria; ii) el valor de la mercancía 

embargada o asegurada por cada entidad que dé a conocer el Servicio de 

Administración Tributaria, y iii) la última información oficial de población que dé a 

conocer el INEGI para cada entidad. Adicionalmente, se incorporan las variables de 

“ingresos de libre disposición” y “recaudación de impuestos y derechos locales” 

para incentivar la recaudación de estos últimos y fortalecer las haciendas públicas 

locales. La propuesta de incorporación de estas variables obedece adicionalmente 

a la propuesta de derogación de los regímenes de Pequeños Contribuyentes e 

Intermedios que se incluye en la iniciativa de Decreto por el que se expide la Ley 

del Impuesto sobre la Renta que integra, junto con la presente iniciativa, la 

Reforma Social y Hacendaria. 

 

Esta dictaminadora considera pertinente que la distribución del Fondo General de 

Participaciones hacia los municipios atienda criterios similares a los que usa la 

Federación para distribuir las Participaciones Federales a las entidades federativas; 

es decir, criterios que fomenten la actividad económica y estimulen la recaudación. 

Lo anterior, permitirá lograr una sinergia recaudatoria nacional que coadyuvará al 

fortalecimiento de las haciendas públicas locales y a una actividad económica más 

dinámica. Para mejorar la distribución de los recursos del Fondo General de 

Participaciones es necesario garantizar la uniformidad de la información que se usa 

para tal efecto. En ese sentido, sólo se considerará el flujo de efectivo de los 

importes recaudados de los impuestos y derechos locales, incluido el impuesto 

predial y los derechos por suministro de agua, mismos que se informarán en los 

formatos que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Asimismo, se 
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estima adecuado excluir los ingresos vinculados con el otorgamiento de beneficios, 

programas, subvenciones o subsidios dirigidos a determinado sector de la 

población o de la economía. Adicionalmente, se coincide en considerar como 

recaudación de derechos aquellas contribuciones por el uso o aprovechamiento de 

los bienes del dominio público de las entidades, así como por los servicios que 

presten en sus funciones de derecho público, lo cual está en línea con lo 

establecido en el Código Fiscal de la Federación, excepto cuando se presten por 

organismos descentralizados u órganos desconcentrados. No obstante, se 

considerarán los derechos a cargo de los organismos públicos descentralizados que 

presten servicios exclusivos del Estado. 

 

Adicionalmente, se coincide con el planteamiento relativo a no tomar en 

consideración para el cálculo de la RFP el ISR causado por los trabajadores de la 

federación, de las entidades federativas y de sus municipios, toda vez que las 

entidades recibirán en su totalidad el mencionado impuesto causado por los 

empleados de los gobiernos subnacionales, siempre y cuando el salario sea 

efectivamente pagado por los entes mencionados. 

 

En relación con lo anterior, esta dictaminadora está de acuerdo en que la 

aplicación de este criterio entre en vigor un año después a la entrada en vigor del 

Decreto. 

 

En adición a lo anterior, esta Comisión considera conveniente especificar en el 

texto legal lo que se deberá considerar como recaudación que se obtenga del 

impuesto sobre la renta que efectivamente se entere a la Federación 

correspondiente a las remuneraciones al personal que preste o desempeñe un 

servicio personal subordinado en las dependencias de la entidad federativa, del 
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municipio o demarcación territorial del Distrito Federal, así como en sus 

organismos autónomos y entidades paraestatales y paramunicipales, en las que se 

encuentran comprendidas los organismos descentralizados, de que se trate, toda 

vez que las entidades participarán el 100% de la recaudación mencionada, es por 

ello que se realizan diversas modificaciones al artículo 3-B de la Iniciativa que se 

dictamina con el objeto de prever los parámetros que las entidades deberán seguir 

para obtener dicho beneficio, lo anterior para quedar como sigue: 

 

Artículo 3-B.- Las entidades adheridas al Sistema Nacional de 

Coordinación Fiscal participarán al 100% de la recaudación que 

se obtenga del impuesto sobre la renta que efectivamente se 

entere a la Federación, correspondiente al salario del personal 

que preste o desempeñe un servicio personal subordinado en 

las dependencias de la entidad federativa, del municipio o 

demarcación territorial del Distrito Federal, así como en sus 

respectivos organismos autónomos y entidades paraestatales y 

paramunicipales, siempre que el salario sea efectivamente 

pagado por los entes mencionados con cargo a sus 

participaciones u otros ingresos locales. 

 

Para efectos del párrafo anterior, se considerará la recaudación 

que se obtenga por el impuesto sobre la renta, una vez 

descontadas las devoluciones por dicho concepto. 

 

Asimismo, para que resulte aplicable lo dispuesto en el primer 

párrafo de este artículo, las entidades deberán enterar a la 

Federación el 100% de la retención que deben efectuar del 
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impuesto sobre la renta correspondiente a los ingresos por 

salarios que las entidades paguen con cargo a recursos 

federales. 

 

Las entidades deberán participar a sus municipios o 

demarcaciones territoriales, el 100% de la recaudación del 

impuesto al que se refiere el párrafo primero de este artículo, 

correspondiente al personal que preste o desempeñe un 

servicio personal subordinado en el municipio o demarcación 

territorial de que se trate. 

 

TERCERA. Ahora bien, esta dictaminadora estima pertinente modificar la fórmula 

del Fondo de Fomento Municipal con el objeto de incentivar a que las entidades 

federativas puedan asumir, mediante la firma de convenios, la operación del cobro 

del impuesto predial de sus municipios, con la finalidad de incrementar la eficacia 

en el mismo, y potenciar su cobro. 

 

De igual forma se coincide con la fórmula propuesta en la iniciativa sujeta a 

dictamen, en virtud de que pretende garantizar que las entidades recibirán el 

mismo monto que recibieron de dicho Fondo en 2013, mientras que el excedente 

se distribuirá en un 70% conforme a los criterios actuales y el 30% restante, con 

base en el porcentaje que represente el incremento en la recaudación del 

impuesto predial, respecto de la misma en el total de las entidades que tengan la 

responsabilidad del cobro del tributo en mención. 

 

En virtud de lo anterior, la que dictamina considera acertado prever los siguientes 

beneficios para los municipios: i) mayores ingresos propios por el incremento 
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esperado en la recaudación; ii) más ingresos derivados del Fondo de Fomento 

Municipal; iii) una participación más elevada de los recursos del Fondo General de 

Participaciones, como consecuencia del incremento en la recaudación, y iv) 

menores costos de administración del impuesto, mismos que se absorberán por las 

entidades federativas aprovechando las economías de escala y sinergias presentes 

en ese orden de gobierno. 

 

Sin embargo, esta dictaminadora considera necesario ajustar el texto de la 

Iniciativa, con la finalidad de suprimir la referencia a la descripción de la variable 

Ri,t que se propone en la fórmula del segundo párrafo, del artículo 2-A, debido a 

que la misma se encuentra duplicada dentro del mismo, de igual manera se hace 

una precisión en el Octavo Transitorio con el objeto de incluir al Distrito Federal en 

el cálculo del coeficiente CPi,t, para quedar como sigue: 

 

“Artículo 2-A.- …………………………………………………………………………… 

 

I.- En la proporción de la recaudación federal participable en la forma 

siguiente: 

 

……………...…………………………………………………………………………………… 

 

El Fondo de Fomento Municipal se distribuirá entre las entidades 

conforme a la fórmula siguiente: 

 

𝐹!,! = 𝐹!,!" + ∆𝐹𝐹𝑀!",! 0.7𝐶!,! + 0.3𝐶𝑃!,!  
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𝐶!,! =

!!,!!!
!!,!!!

𝑛!
!!,!!!
!!,!!!! 𝑛!

 

 

 

𝐶𝑃!,! =
𝐼!,!𝑛𝑐!
𝐼!,!! 𝑛𝑐!

 

 

𝐼!,! = 𝑚𝑖𝑛
𝑅𝐶!,!!!
𝑅𝐶!,!!!

, 2  

 

Donde: 

 

𝐶!,!  es el coeficiente de distribución del 70% del excedente del Fondo de 

Fomento Municipal con respecto a 2013 de la entidad i en el año t en que 

se efectúa el cálculo.  

 

𝐶𝑃!,! es el coeficiente de distribución del 30% del excedente del Fondo de 

Fomento Municipal con respecto a 2013 de la entidad i en el año t en que 

se efectúa el cálculo, siempre y cuando el gobierno de dicha entidad sea el 

responsable de la administración del impuesto predial por cuenta y 

orden del municipio.  

 

Para que un estado compruebe la existencia de la coordinación fiscal en el 

impuesto predial, se deberá haber celebrado un convenio con el municipio 

correspondiente y publicado en el medio de difusión oficial estatal, en el 

entendido de que la inexistencia o extinción de dicho convenio hará que se 

deje de ser elegible para la distribución de esta porción del Fondo. 
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𝐹!,!  es la participación del fondo al que se refiere este artículo de la entidad 

i en el año t. 

 

𝐹!,!" es la participación del fondo al que se refiere este artículo que la 

entidad i recibió en el año 2013. 

 

∆𝐹𝐹𝑀!",! es el crecimiento en el Fondo de Fomento Municipal entre el año 

2013 y el periodo t. 

 

𝑅!,! es la recaudación local de predial y de los derechos de agua, que 

registren un flujo de efectivo, de la entidad i en el año t, reportada en los 

formatos que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

𝐼!,! es el valor mínimo entre el resultado del cociente !"!,!!!
!"!,!!!

 y el número 2. 

 

𝑅𝐶!,!es la suma de la recaudación de predial en los municipios que hayan 

convenido la coordinación del cobro de dicho impuesto con la entidad i en 

el año t y que registren un flujo de efectivo, o de las demarcaciones 

territoriales del Distrito Federal en su caso, reportada en los formatos que 

emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

𝑛! es la última información oficial de población que hubiere dado a conocer 

el Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i.  

 

𝑛𝑐! es la última información oficial de población que hubiere dado a 

conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geografía de los municipios 

que hayan convenido la coordinación del cobro de predial para la entidad i. 
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……………………………………………………………………………………………………… 

 

La fórmula del Fondo de Fomento Municipal no será aplicable en el 

evento de que en el año que se calcula, el monto de dicho Fondo sea 

inferior al obtenido en el año 2013. En dicho supuesto, la distribución 

se realizará en relación con la cantidad efectivamente generada en el 

año que se calcula y de acuerdo al coeficiente efectivo que cada 

entidad haya recibido del Fondo de Fomento Municipal en el 2013.” 

 

Octavo.- El coeficiente CPi,t a que se refiere la fórmula establecida en 

el artículo 2-A de esta Ley de Coordinación Fiscal será aplicable a partir 

del ejercicio fiscal de 2015. La información considerada para el cálculo 

del mismo será aquélla que las entidades federativas proporcionen a la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a más tardar el 15 de agosto 

de 2014. 

 

El Distrito Federal queda considerado para efectos del cálculo 

del coeficiente CPi,t. 

 

En el ejercicio fiscal 2014, la totalidad del excedente a que se refiere 

dicha fórmula se distribuirá conforme al Coeficiente Ci,t. 

 

 

CUARTA. Esta dictaminadora está de acuerdo con la propuesta de posibilitar el 

establecimiento, previo acuerdo por las entidades federativas beneficiadas, de un 

Fondo de Estabilización de los recursos que corresponden a las entidades 

federativas por concepto del FEXHI, asimismo se coincide con la propuesta de 
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alimentar el citado Fondo de Estabilización con un porcentaje determinado de los 

ingresos excedentes del FEXHI con respecto a lo programado, en caso de que este 

sea constituido, con el fin de compensar la disminución en la ministración de los 

recursos obtenidos por el FEXHI respecto de lo estimado y calendarizado 

anualmente.  

 

QUINTA. Esta Comisión dictaminadora considera procedente derogar la 

disposición que prevé un destino específico para los recursos que reciben las 

entidades federativas derivadas de las cuotas aplicadas a la venta final de gasolina 

y diésel, así como aquellas disposiciones relacionadas, toda vez que lo anterior 

deviene de la Acción de Inconstitucionalidad 29/2008 resuelta por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, declarando la invalidez respecto de señalar 

un destino específico a los recursos referidos. 

 

SEXTA. Esta dictaminadora estima conveniente reformar el artículo 4o-A de la Ley 

de Coordinación Fiscal con el fin de hacerlo acorde con la propuesta presentada 

por el Ejecutivo Federal para modificar la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios, lo anterior en virtud de que Petróleos Mexicanos se 

convierte en sujeto pasivo del impuesto aplicable a las gasolinas y al diesel, por 

ello es pertinente que los recursos que corresponden a las entidades federativas 

(9/11), se entregarán con base en la información que Petróleos Mexicanos 

proporcione a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

De igual manera, esta Comisión Legislativa considera acertado eliminar la 

referencia que señala que las entidades federativas reintegrarán a la Federación 

los 2/11 de los recursos referidos para conformar el Fondo de Compensación, toda 

vez que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público recibirá el pago de dichas 



LII 
 

contribuciones directamente de Petróleos Mexicanos para conformar el Fondo 

mencionado, el cual distribuirá a las entidades federativas dentro del mes siguiente 

al entero de dichas cantidades por parte de Petróleos Mexicanos. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, esta Comisión dictaminadora considera adecuado 

modificar la fracción I, con la finalidad de hacer más eficiente la entrega de los 

9/11 que corresponden a las entidades federativas de la recaudación derivada de 

las cuotas previstas en la fracción II de la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios, es decir para que la información proporcionada por 

Petróleos Mexicanos sea complementada con la información del Servicio de 

Administración Tributaria, para quedar en los siguientes términos: 

 

Artículo 4o-A.-………………………………………………………..……………….... 

 

I.  Del total recaudado 9/11 corresponderá a las entidades 

federativas en función del consumo efectuado en su territorio, 

de acuerdo con la información que Petróleos Mexicanos 

proporcione a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

complementada, en su caso, con la información del 

Servicio de Administración Tributaria, siempre y cuando se 

encuentren adheridas al Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal.   

 

Los recursos que obtengan las entidades federativas, 

municipios y demarcaciones territoriales, de acuerdo a lo 

previsto en esta fracción, podrán afectarse en términos del 

artículo 9o. de esta Ley, siempre que la afectación 
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correspondiente en ningún caso exceda del 25% de los 

recursos que les correspondan. 

 

Tratándose de obligaciones pagaderas en dos o más ejercicios 

fiscales, para cada año podrá destinarse al servicio de las 

mismas lo que resulte mayor entre aplicar el porcentaje a que 

se refiere el párrafo anterior a los recursos correspondientes al 

año de que se trate o a los recursos correspondientes al año en 

que las obligaciones hayan sido contratadas. 

 

II. Del total recaudado con motivo de la aplicación de las cuotas, 

2/11 se destinarán a un Fondo de Compensación, el cual se 

distribuirá entre las 10 entidades federativas que, de acuerdo 

con la última información oficial del Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía, tengan los menores niveles de 

Producto Interno Bruto per cápita no minero y no petrolero. 

Éste se obtendrá de la diferencia entre el Producto Interno 

Bruto Estatal total y el Producto Interno Bruto Estatal Minero, 

incluyendo todos los rubros contenidos en el mismo. 

 

El Fondo de Compensación se distribuirá conforme a la fórmula 

siguiente: 

 

t

i ti

ti
ti FC

PIBpc

PIBpc
T

∑
−

−=

1,

1,
, 1

1
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Donde: 

 

Ti,t es la transferencia de la entidad i en el año t. 

 

PIBpci,t-1 es el último Producto Interno Bruto per cápita no 

minero y no petrolero de la entidad i construido con los últimos 

datos oficiales del Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

 

FCt es el Fondo de Compensación en el año t. 

 

es la sumatoria de la variable que le sigue. 

 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público enterará a las 

entidades las cantidades a que se refiere este artículo, dentro 

del mes siguiente al entero de dichas cantidades por parte de 

Petróleos Mexicanos. 

 

La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, en conjunto 

con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, deberá 

presentar al Congreso de la Unión una evaluación sobre los 

resultados y desempeño del Fondo a que se refiere esta 

fracción, así como sobre la conveniencia de conservar o 

modificar las reglas de su distribución. Dicha evaluación deberá 

presentarse en el mes de enero del año 2018 y posteriormente 

cada 5 años en caso de no modificarse las reglas de 

distribución. 

∑
i
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………………………………………………………………………………………………..…… 

 

Las entidades deberán incluir en las publicaciones a que se refiere el 

artículo 6o., último párrafo de esta Ley, los recursos que en términos de 

este artículo correspondan a sus municipios, y en el caso del Distrito 

Federal, a sus demarcaciones territoriales, así como acreditar su 

cumplimiento a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

SÉPTIMA. La que dictamina coincide, en que con el objetivo de incrementar la 

transparencia y el orden de las funciones de los grupos técnicos y de trabajo que 

fueron creados en el seno de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales 

relacionadas con el análisis, estudios y formulación de propuestas en el marco del 

federalismo fiscal, así como para dar seguimiento a los temas correspondientes y 

vigilar el correcto funcionamiento del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, es 

necesario facultar a la Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales para aprobar las 

reglas, reglamentos o lineamientos que estos grupos deberán observar, en su 

funcionamiento, operación y compromisos para el desarrollo de las funciones que 

en materia de coordinación fiscal ejercen, toda vez que los trabajos que dichos 

grupos llevan a cabo son de gran importancia, así como los acuerdos y decisiones 

tomadas por ser trascendentales para las políticas públicas de las entidades 

federativas. 

 

En adición a lo anterior se considera adecuado incorporar la posibilidad de que la 

Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales pueda proponer una reclasificación 

de manera unánime de los ocho grupos a través de los cuales son representadas 

todas las entidades federativas del país, con el fin de que dicha reclasificación se 
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realice cada 10 años, con base en un análisis de las características 

sociodemográficas y geográficas de las entidades, lo anterior en virtud de que es 

necesario que los grupos mediante los cuales se otorga representación a las 

entidades federativas en el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal compartan 

intereses, problemáticas y objetivos comunes. 

 

De igual manera, esta dictaminadora considera conveniente incluir al Presidente de 

la CONAMM como invitado permanente a las reuniones de la Comisión Permanente 

de Funcionarios Fiscales con el fin de contribuir al fortalecimiento de los municipios 

de México e incorporar la visión municipal en las actividades que se realizan en 

dicha Comisión. 

 

OCTAVA. La que dictamina considera acertado modificar la forma de distribución 

del FAIS, así como realizar una actualización de la fórmula a partir del incremento 

en recursos esperado para 2014, la cual esté basada en fuentes de información 

más oportunas, que se distribuya con base en indicadores directos de pobreza 

extrema y rezago social, y que tenga un componente que premie la reducción de 

la pobreza, así mismo se destaca que dicha actualización de la fórmula permitirá 

canalizar los recursos atendiendo plenamente el objetivo del Fondo. 

 

Asimismo, se coincide con el planteamiento de que la medición más oportuna 

obedecerá al uso de estadísticas de carencias de la población en pobreza extrema 

publicadas por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 

Social, información que se deriva del Módulo de Condiciones Socioeconómicas de 

la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares que realiza el INEGI 

bianualmente (cada 5 años en el caso de los municipios) y, por otro lado, permitirá 
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suavizar la transición de los estados que cumplan con el abatimiento eficiente de 

las carencias en la población. 

 

En adición a lo anterior se coincide en que la modificación de la mencionada 

fórmula de distribución de los recursos atiende a los siguientes elementos: 

 

1. El número promedio de carencias de la población en pobreza extrema, que 

por su composición permitirá medir con mayor precisión la intensidad de la 

pobreza, otorgando mayores recursos a las entidades federativas con 

pobreza y rezago social.  

2. Eficacia en la reducción de la pobreza extrema. Dicho componente busca 

premiar a las entidades federativas que focalizan los recursos del Fondo 

adecuadamente, lo cual se refleja en la disminución de la cantidad de 

personas en pobreza extrema y la superación de la situación de rezago 

social de la población. 

3. Con la finalidad de evitar una afectación a los objetivos de reducción de la 

pobreza en las entidades federativas por la nueva fórmula que se propone, 

se garantiza un monto fijo equivalente al importe que cada entidad recibió 

en 2013.  

 

Por último, esta dictaminadora estima acertadas las modificaciones toda vez que 

se pretende que todas las entidades federativas reciban cuando menos el valor 

nominal de las transferencias del año 2013 y la nueva fórmula de distribución del 

Fondo sólo se aplicará a las cantidades que excedan el valor nominal de dicho 

ejercicio fiscal. 
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NOVENA. Esta Comisión considera acertado coadyuvar al fortalecimiento de la 

transparencia en los mecanismos de distribución de las Aportaciones Federales, así 

como de su destino y ejercicio, por lo anterior se coincide con la propuesta 

referente a que todas las dependencias federales responsables de los Fondos de 

Aportaciones den a conocer en el Diario Oficial de la Federación las fórmulas y 

variables de distribución de los recursos. 

 

DÉCIMA. La Comisión que dictamina coincide en que para contribuir al 

fortalecimiento de las haciendas municipales, se otorgue la posibilidad de destinar 

los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal a la modernización de los sistemas 

de recaudación locales. 

 

Asimismo esta dictaminadora considera pertinente que los gobiernos de las 

entidades federativas, con el objetivo de hacer más eficiente el ejercicio de los 

recursos, deberán transferir a los ejecutores del gasto, los recursos que reciban de 

la Federación por concepto de los Fondos de Aportaciones Federales, en un plazo 

máximo de cinco días naturales. 

 

DÉCIMA PRIMERA. Esta Comisión que dictamina, estima conveniente establecer 

un margen de modificación al programa de gasto de los recursos del Fondo de 

Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal, previa 

justificación y aprobación del Consejo Estatal de Seguridad Pública 

correspondiente, o la opinión favorable del Secretariado Ejecutivo del Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, con la finalidad de lograr una efectiva y eficiente 

planeación, programación y presupuestación de las estrategias y acciones a 

realizar en materia de seguridad pública, ya que en la actualidad las entidades 
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federativas realizan modificaciones significativas a su programa original, lo que 

genera elevados subejercicios en el manejo de este Fondo. 

 

En tal virtud esta dictaminadora estima preciso destacar que toda vez que 

actualmente el sexto párrafo del artículo 44 de la Ley de Coordinación Fiscal, 

permite realizar modificaciones a los convenios de colaboración y sus anexos 

técnicos, signados entre las entidades federativas y el Gobierno Federal, lo que 

implica modificaciones significativas a los programas de gasto de las entidades, 

generando elevados subejercicios en el manejo de este Fondo, y en virtud de que 

no existe un plazo para que el Gobierno Federal fije una postura respecto de 

dichas modificaciones, se estima conveniente la reforma planteada a fin de definir 

con precisión que las modificaciones o adecuaciones a los convenios referidos sólo 

serán respecto de las asignaciones previamente establecidas así como de los 

anexos técnicos, y no de todo el convenio de colaboración. Asimismo, se coincide 

con la propuesta de establecer que el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 

de Seguridad Pública dará respuesta a las propuestas de modificación presentadas 

por los Estados en un plazo no mayor a 30 días hábiles.  

 

En relación con el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, esta que 

dictamina coincide en la necesidad de establecer la obligación para las entidades 

federativas y municipios de presentar informes relacionados con el uso de los 

recursos a las Delegaciones Estatales de la Secretaría de Desarrollo Social y a la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

DÉCIMA SEGUNDA. Igualmente, esta dictaminadora considera adecuado que 

con el objetivo de que los receptores de los recursos del FAIS, cuyo objetivo es 

beneficiar a la población en pobreza extrema, ejerzan los recursos de forma más 
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eficiente para atender las carencias de la población y con la posibilidad de 

potenciar su incidencia en el abatimiento de las mismas, es conveniente establecer 

como obligación de la Secretaría de Desarrollo Social publicar un Informe anual 

sobre la situación de pobreza y rezago social de los estados y sus respectivos 

municipios, con base en lo que establece la Ley General de Desarrollo Social para 

la medición de la pobreza, lo anterior con el fin de que el Informe mencionado 

sirva como una guía indicativa para que los estados y los municipios puedan 

determinar las obras y acciones prioritarias a realizar con los recursos del citado 

Fondo. 

 

Adicionalmente se considera adecuado establecer con claridad el destino de los 

recursos del Fondo, así como enlistar los mismos en grandes rubros, y detallar en 

el catálogo de acciones de los Lineamientos que para tal efecto emita la Secretaría 

de Desarrollo Social. 

 

En virtud de lo anterior, esta dictaminadora estima pertinente establecer que dicha 

dependencia deberá proporcionar capacitación, a los estados y sus respectivos 

municipios, sobre el funcionamiento del Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social Municipal, el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 

Social Estatal y el Programa de Desarrollo Institucional Municipal, con la finalidad 

de obtener mejores resultados en la aplicación de los recursos. 

 

En adición a lo manifestado, esta dictaminadora estima necesario mencionar que 

históricamente el Distrito Federal no ha recibido recursos federales para combatir 

la pobreza; no obstante, se ha beneficiado de programas sociales como el abasto 

de leche LICONSA. En cambio, los estados y los municipios han percibido recursos 

como los del Ramo Presupuestal 26, denominado “Solidaridad y Desarrollo 
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Regional” de 1990 a 1995 y “Superación de la Pobreza” de 1996 a 1998, recursos 

que se canalizaron, a partir de 1998, a través del FAIS. No existe una razón sólida 

para excluir al Distrito Federal de la distribución del FAIS, por lo que esta Comisión 

considera oportuno incluir a esta entidad en la distribución de los recursos del 

referido Fondo, sin que ello implique la disminución de recursos para el resto de 

las entidades federativas.  

 

En ese sentido, se propone incrementar el porcentaje de referencia de los recursos 

del FAIS respecto de la RFP, de 2.5% a 2.5294% de la misma: 0.3066% se 

destinará al Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social de las Entidades 

y 2.2228% al Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de las 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal. 

 

De igual manera, es necesario redefinir en la Ley que nos ocupa los nombres de 

los subfondos que lo integran. Así, el Fondo para la Infraestructura Social Estatal, 

se denominará Fondo para la Infraestructura Social de las Entidades (FISE), y el 

Fondo para Infraestructura Social Municipal, se denominará Fondo para 

Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito 

Federal (FISM-DF). Lo anterior, obliga la actualización de la terminología de los 

artículos 32, 33, 34 y 35 de la Ley de Coordinación Fiscal, así como el Sexto 

Transitorio de la Iniciativa que se dictamina, en todo lo concerniente a dichos 

subfondos, así como, de los términos “Estados” y “Municipios”, en los términos 

siguientes: 

 

Artículo 32.- El Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

se determinará anualmente en el Presupuesto de Egresos de la 

Federación con recursos federales por un monto equivalente, sólo para 
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efectos de referencia, al 2.5294% de la recaudación federal 

participable a que se refiere el artículo 2o. de esta Ley, según 

estimación que de la misma se realice en el propio presupuesto, con 

base en lo que al efecto establezca la Ley de Ingresos de la Federación 

para ese ejercicio. Del total de la recaudación federal participable el 

0.3066% corresponderá al Fondo para la Infraestructura Social de las 

Entidades y el 2.2228% al Fondo para la Infraestructura Social 

Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito 

Federal. 

 

Este fondo se enterará mensualmente en los primeros diez meses del 

año por partes iguales a las entidades por conducto de la Federación 

y, a los municipios y demarcaciones territoriales a través de las 

entidades, de manera ágil y directa, sin más limitaciones ni 

restricciones, incluyendo las de carácter administrativo, que las 

correspondientes a los fines que se establecen en el artículo 33 de esta 

Ley. 

 

Artículo 33.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de 

Aportaciones para la Infraestructura Social reciban las entidades, los 

municipios y las demarcaciones territoriales, se destinarán 

exclusivamente al financiamiento de obras, acciones sociales básicas y 

a inversiones que beneficien directamente a población en pobreza 

extrema, localidades con alto o muy alto nivel de rezago social 

conforme a lo previsto en la Ley General de Desarrollo Social, y en las 

zonas de atención prioritaria. 
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A. Los recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 

Social, se destinarán a los siguientes rubros: 

 

I.  Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal 

y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito 

Federal: agua potable, alcantarillado, drenaje y letrinas, 

urbanización, electrificación rural y de colonias pobres, 

infraestructura básica del sector salud y educativo, 

mejoramiento de vivienda, así como mantenimiento de 

infraestructura, conforme a lo señalado en el catálogo de 

acciones establecido en los Lineamientos del Fondo que emita 

la Secretaría de Desarrollo Social. 

 

II.  Fondo de Infraestructura Social para las Entidades: obras y 

acciones que beneficien preferentemente a la población de los 

municipios, demarcaciones territoriales y localidades que 

presenten mayores niveles de rezago social y pobreza extrema 

en la entidad. 

 

Asimismo, las obras y acciones que se realicen con los recursos del 

fondo a que se refiere este artículo, se deberán orientar 

preferentemente conforme al Informe anual de la situación de pobreza 

y rezago social de las entidades y sus respectivos municipios o 

demarcaciones territoriales que realice la Secretaría de Desarrollo 

Social, mismo que se deberá publicar en el Diario Oficial de la 

Federación a más tardar el último día hábil de enero. 
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En el caso de los municipios y de las demarcaciones territoriales, 

éstos podrán disponer de hasta un 2% del total de recursos del Fondo 

para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal que les correspondan para la 

realización de un Programa de Desarrollo Institucional Municipal y de 

las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal. Este 

programa será convenido entre el Ejecutivo Federal a través de la 

Secretaría de Desarrollo Social, el Gobierno de la entidad 

correspondiente y el municipio o demarcación territorial de que se 

trate. Los recursos de este programa podrán utilizarse para la 

elaboración de proyectos con la finalidad de fortalecer las capacidades 

de gestión del municipio o demarcación territorial, de acuerdo con 

lo señalado en el catálogo de acciones establecido en los Lineamientos 

del Fondo que emita la Secretaría de Desarrollo Social. 

 

Adicionalmente, las entidades, los municipios o demarcaciones 

territoriales podrán destinar hasta el 3% de los recursos que les 

correspondan de este Fondo para ser aplicados como gastos indirectos 

para la verificación y seguimiento de las obras y acciones que se 

realicen, así como para la realización de estudios y la evaluación de 

proyectos que cumplan con los fines específicos a que se refiere este 

artículo. 

 

B. La Secretaría de Desarrollo Social, las entidades y los municipios o 

demarcaciones territoriales tendrán las siguientes obligaciones: 

 

I.  De la Secretaría de Desarrollo Social: 
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a) Publicar el Informe anual sobre la situación de pobreza y 

rezago social de las entidades y sus respectivos municipios o 

demarcaciones territoriales, con base en lo que establece la 

Ley General de Desarrollo Social, para la medición de la 

pobreza, y 

 

b) Proporcionar capacitación a las entidades y a sus respectivos 

municipios o demarcaciones territoriales, sobre el 

funcionamiento del Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal, del Fondo de 

Aportaciones para la Infraestructura Social de las Entidades y 

del Programa de Desarrollo Institucional Municipal y de las 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, en 

términos de lo establecido en los Lineamientos del Fondo que 

emita la Secretaría de Desarrollo Social, y 

 

II.  De las entidades, municipios y demarcaciones 

territoriales: 

 

a) Hacer del conocimiento de sus habitantes, los montos que 

reciban, las obras y acciones a realizar, el costo de cada una, su 

ubicación, metas y beneficiarios; 

 

b) Promover la participación de las comunidades beneficiarias en 

su destino, aplicación y vigilancia, así como en la programación, 
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ejecución, control, seguimiento y evaluación de las obras y 

acciones que se vayan a realizar; 

 

c) Informar a sus habitantes, al término de cada ejercicio, sobre 

los resultados alcanzados; 

 

d) Proporcionar a la Secretaría de Desarrollo Social, la información 

que sobre la utilización del Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social le sea requerida. En el caso de los 

municipios y de las demarcaciones territoriales, lo harán 

por conducto de las entidades; 

 

e) Procurar que las obras que realicen con los recursos de los 

Fondos sean compatibles con la preservación y protección del 

medio ambiente y que impulsen el desarrollo sostenible, y 

 

f) Reportar trimestralmente a la Secretaría de Desarrollo Social, a 

través de sus Delegaciones Estatales o instancia equivalente 

en el Distrito Federal, así como a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, el seguimiento sobre el uso de los recursos del 

Fondo, en los términos que establecen los artículos 48 y 49 de 

esta Ley, así como con base en el Informe anual sobre la 

situación de pobreza y rezago social de las entidades y sus 

respectivos municipios o demarcaciones territoriales. 

Asimismo, las entidades, los municipios y las 

demarcaciones territoriales, deberán proporcionar la 
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información adicional que solicite dicha Secretaría para la 

supervisión y seguimiento de los recursos. 

 

Artículo 34.- El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de 

Desarrollo Social, distribuirá el Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social entre las entidades, conforme a la siguiente 

fórmula: 

 

Fi,t=Fi,2013+∆F2013,t (0.8zi,t+0.2ei,t) 

 

Donde: 

 

z!,! =
𝑥!,!
𝑥!,!!

 

 

𝑥!,! = 𝐶𝑃𝑃𝐸!
𝑃𝑃𝐸!,!
𝑃𝑃𝐸!,!!

 

 

e!,! =

!!"!,!!!
!!"!,!
!!"!,!!!
!!"!,!!

 

 

Y las variables de cálculo se definen de la siguiente manera: 

 

Fi,t= Monto del FAIS de la entidad i en el año t. 

 

Fi,2013= Monto del FAIS de la entidad i en 2013, en el caso del Distrito 

Federal dicho monto será equivalente a 686,880,919.32 pesos. 
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∆F2013,t= FAISt-ΣFi,2013, donde FAISt corresponde a los recursos del 

Fondo en el año de cálculo t. 

 

zi,t= La participación de la entidad i en el promedio nacional de las carencias 

de la población en pobreza extrema más reciente publicada por el Consejo 

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social al año t.  

 

𝐶𝑃𝑃𝐸!= Número de carencias promedio de la población en pobreza extrema 

en la entidad i más reciente publicada por el Consejo Nacional de Evaluación 

de la Política de Desarrollo Social al año t.  

 

𝑃𝑃𝐸!,!= Población en Pobreza Extrema de la entidad i, de acuerdo con la 

información más reciente provista por el Consejo Nacional de Evaluación de la 

Política de Desarrollo Social; y 

 

𝑃𝑃𝐸!,!!!= Población en Pobreza Extrema de la entidad i, de acuerdo con la 

información inmediata anterior a la más reciente provista por el Consejo 

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social; 

 

La fórmula del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social no 

será aplicable en el evento de que en el año de cálculo dicho Fondo sea 

inferior a la participación que la totalidad de los Estados hayan recibido 

en el 2013 por concepto del mismo Fondo. En dicho supuesto, la 

distribución se realizará en función de la cantidad efectivamente 

generada en el año de cálculo y de acuerdo con el coeficiente efectivo 

que cada Estado haya recibido por concepto del Fondo de Aportaciones 

para la Infraestructura Social en el año 2013. De cumplirse dicho 
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supuesto el Distrito Federal recibirá la proporción que 

representen los 686,880,919.32 pesos que recibirá de Fi,2013. 

 

Para efectos de la formulación anual del Proyecto de Presupuesto de 

Egresos de la Federación, el Ejecutivo Federal, por conducto de la 

Secretaría de Desarrollo Social, publicará, a más tardar el 15 de agosto 

de cada año, en el Diario Oficial de la Federación las variables y fuentes 

de información para el cálculo de esta fórmula y dará a conocer los 

porcentajes de participación que se asignará a cada entidad. 

 

Artículo 35.- Las entidades distribuirán entre los municipios y las 

demarcaciones territoriales los recursos del Fondo para la 

Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal, con una fórmula igual a la 

señalada en el artículo anterior, que enfatice el carácter redistributivo 

de estas aportaciones hacia aquellos municipios y demarcaciones 

territoriales con mayor magnitud y profundidad de pobreza extrema. 

Para ello, utilizarán la información de pobreza extrema más reciente a 

nivel municipal y de las demarcaciones territoriales, a que se 

refiere el artículo anterior, publicada por el Consejo Nacional de 

Evaluación de la Política de Desarrollo Social. 

 

Con objeto de apoyar a las entidades en la aplicación de sus 

fórmulas, la Secretaría de Desarrollo Social publicará en el Diario Oficial 

de la Federación, a más tardar en los primeros diez días del ejercicio 

fiscal de que se trate, las variables y fuentes de información disponibles 
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a nivel municipal y de las demarcaciones territoriales para cada 

entidad. 

 

Las entidades, con base en lo previsto en los párrafos anteriores y 

previo convenio con la Secretaría de Desarrollo Social, calcularán las 

distribuciones del Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de la 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal correspondientes 

a sus municipios y demarcaciones territoriales, debiendo publicarlas 

en sus respectivos órganos oficiales de difusión, a más tardar el 31 de 

enero del ejercicio fiscal aplicable, así como la fórmula y su respectiva 

metodología, justificando cada elemento. 

 

A más tardar el 25 de enero del ejercicio fiscal de que se trate, los 

convenios referidos en el párrafo anterior deberán remitirse a la 

Secretaría de Desarrollo Social, a través de sus Delegaciones Estatales 

o instancia equivalente en el Distrito Federal, una vez que hayan 

sido suscritos por éstas y por el gobierno de la entidad 

correspondiente, con el fin de que dicha Secretaría publique las 

distribuciones convenidas en su página oficial de Internet a más tardar 

el 31 de enero de dicho ejercicio fiscal. 

 

En caso de que así lo requieran las entidades, la Secretaría de 

Desarrollo Social podrá coadyuvar en el cálculo de la distribución del 

Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de la Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal correspondientes a sus municipios 

y demarcaciones territoriales. 
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Las entidades deberán entregar a sus respectivos municipios y 

demarcaciones territoriales, los recursos que les corresponden 

conforme al calendario de enteros en que la Federación lo haga a las 

entidades, en los términos del último párrafo del artículo 32 de la 

presente Ley. Dicho calendario deberá comunicarse a los gobiernos 

municipales y de las demarcaciones territoriales por parte de los 

gobiernos de las entidades y publicarse por estos últimos a más 

tardar el día 31 de enero de cada ejercicio fiscal, en su respectivo 

órgano de difusión oficial. 

 

 

Sexto.- A más tardar a los 45 días naturales siguientes a la entrada en 

vigor del presente Decreto, la Secretaría de Desarrollo Social, previa 

opinión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, deberá publicar 

en el Diario Oficial de la Federación los Lineamientos del Fondo de 

Aportaciones para la Infraestructura Social, a que hace referencia el 

artículo 33 del presente Decreto. 

 

 

DÉCIMA TERCERA. Esta Comisión Legislativa considera acertado contemplar 

dentro de la Ley de Coordinación Fiscal la posibilidad de que el Fondo de 

Aportaciones Múltiples y Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los 

Estados y del Distrito Federal, que correspondan a las entidades federativas , 

puedan afectarse para garantizar obligaciones en caso de incumplimiento, o servir 

como fuente de pago de obligaciones que se contraigan en términos de los 

convenios que celebren con la Federación, a través de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, con el objetivo de potenciar la inversión en infraestructura en los 
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campos referentes a dichos Fondos, lo anterior a fin de evitar que los recursos de 

los Fondos referidos que se destinan a infraestructura física se pulvericen en varios 

proyectos que en su conjunto tengan un menor impacto social al que podría 

alcanzarse con un programa integral de inversiones, vinculado con la política 

nacional en materia de infraestructura educativa y de seguridad pública. 

 

 

DÉCIMA CUARTA. Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público coincide en que a 

la fecha, los adeudos de organismos de agua municipales y estatales siguen siendo 

significativos: un total de 105 mmp, de los cuales, 80 mmp son municipales 

(alrededor del 66% de las participaciones anuales que le corresponden a los 

municipios), por lo que se reconoce la inviabilidad existente para cubrir dicho 

monto y lo importante que es generar una dinámica de cobro y pago hacia 

adelante. 

 

En relación con lo que antecede, y toda vez que en el artículo 51 del ordenamiento 

que nos ocupa se establece que los recursos del FORTAMUN pueden afectarse 

para cubrir los adeudos de los municipios por concepto de derechos y 

aprovechamientos de agua, cuando así lo dispongan las leyes locales, se coincide 

con la propuesta de abrir la posibilidad de regularizar pagos y disminuir adeudos 

de aquellos municipios integrantes de las entidades en cuya legislación se haya 

establecido dicha opción a través de las retenciones que efectúe la entidad 

federativa a los recursos que les correspondan del Fondo de Aportaciones en 

comento o por pagos espontáneos que realicen, de tal forma, la CONAGUA podrá 

mejorar su recaudación y con ello realizar inversión en infraestructura que permita 

abatir el rezago en este sector. 
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En tal sentido, se estima adecuado que para no afectar el destino programado de 

los recursos del FORTAMUN que los municipios tienen previsto recibir durante su 

administración, la posible afectación de dichos recursos se realizará con 

incrementos graduales anuales, es por ello que en la iniciativa se propone iniciar 

con un límite de afectación de al menos el 50% del Fondo. 

 

Por otra parte, se coincide con la propuesta de adicionar al artículo 37 y 51 de la 

Ley que nos ocupa, el concepto de “descargas de aguas residuales” dentro del 

destino de los recursos del citado Fondo 

 

No obstante lo anterior, esta Comisión dictaminadora estima necesario precisar la 

remisión efectuada en el artículo 37 a los supuestos del artículo 33, derivado de la 

modificación propuesta a este último, para quedar como sigue: 

 

“Artículo 37.- Las aportaciones federales que, con cargo al Fondo de 

Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, reciban los municipios 

a través de las entidades y las Demarcaciones Territoriales por 

conducto del Distrito Federal, se destinarán a la satisfacción de sus 

requerimientos, dando prioridad al cumplimiento de sus obligaciones 

financieras, al pago de derechos y aprovechamientos por concepto de 

agua, descargas de aguas residuales, a la modernización de los 

sistemas de recaudación locales, mantenimiento de 

infraestructura, y a la atención de las necesidades directamente 

vinculadas con la seguridad pública de sus habitantes. Respecto de las 

aportaciones que reciban con cargo al Fondo a que se refiere este 

artículo, los municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito 
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Federal tendrán las mismas obligaciones a que se refiere el artículo 33, 

apartado B, fracción II, incisos a) y c), de esta Ley.” 

 

DÉCIMA QUINTA. La que dictamina coincide en que para incentivar se emplee 

de forma más dinámica el mercado bursátil en el financiamiento subnacional y con 

ello, las entidades tengan una opción adicional para obtener recursos en las 

mejores condiciones posibles, es conveniente permitir afectar participaciones e 

inscribir en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades Federativas y 

Municipios a un vehículo cuya obligación bursátil no se haya formalizado jurídica ni 

financieramente. Cabe destacar que hay otros beneficios al realizar operaciones a 

través del mercado bursátil, como la posibilidad de realizar licitaciones, una mayor 

transparencia y una mayor información sobre las condiciones de financiamiento 

reflejadas en el precio de los activos en el mercado secundario. 

 

En relación con lo anterior, se estima conveniente especificar que las 

participaciones que correspondan a las entidades y municipios que pueden 

afectarse para el pago de obligaciones son las que corresponden al Fondo General 

de Participaciones y al Fondo de Fomento Municipal. 

 

Adicionalmente, se coincide con la propuesta en relación con que el juicio que 

emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público respecto del registro de las 

obligaciones de los municipios cuando no cuenten con la garantía solidaria de la 

entidad correspondiente, se debe realizar con base en lo establecido en el 

Reglamento del Artículo 9o. de la Ley de Coordinación Fiscal en Materia de 

Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades Federativas y Municipios. 

 



LXXV 
 

Asimismo esta dictaminadora considera adecuado establecer que el Registro de 

Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios que lleva la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público sea público y permita la identificación del porcentaje 

total de participaciones federales afectadas por cada entidad y municipio, así como 

el destino definido en el propio documento que formaliza la obligación de la 

entidad.  

 

DÉCIMA SEXTA. Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público estima que con la 

finalidad de que las entidades federativas y los municipios puedan ejercer el gasto 

adecuadamente y la fiscalización de los recursos sea más eficiente, es necesario 

clarificar algunos conceptos ambiguos que dificultan su correcto entendimiento y 

conllevan a una mala focalización de los recursos; asimismo, se actualizan algunos 

conceptos por modificaciones de naturaleza diversa, por lo que se considera 

conveniente realizar las siguientes modificaciones: 

 

1. Debido a que el concepto “asistencia social” del Fondo de Aportaciones 

Múltiples genera heterogeneidad en la aplicación de los recursos de dicho 

Fondo entre las entidades federativas, lo cual es susceptible de 

observaciones en la fiscalización de los recursos, es preciso señalar que 

dicho concepto se entenderá conforme a la Ley de Asistencia Social la cual 

se refiere, entre otros aspectos, a los sujetos susceptibles de recibir apoyo y 

a las acciones de asistencia social. 

 

2. En relación con el Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los 

Estados y del Distrito Federal, se actualiza la referencia terminológica en 

virtud de la desaparición de la Secretaría de Seguridad Pública. 
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3. Toda vez que los estados y municipios presentan dificultades para focalizar 

adecuadamente los recursos del Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social debido a la poca claridad de los conceptos “sectores 

de pobreza extrema y de rezago social”, en virtud de que genera 

complejidad para comprobar que los recursos se están destinando a dichos 

“sectores”, se considera adecuado sustituir tales términos, para especificar 

que los recursos se destinarán a la “población en pobreza extrema, 

localidades con alto o muy alto nivel de rezago social conforme a lo previsto 

en la Ley General de Desarrollo Social, y en las zonas de atención 

prioritaria”. 

 

4. En relación con el término "intermunicipal" en el caso de los recursos del 

Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Estatal, en tal virtud se 

propone modificar la redacción para que se especifique que dichos recursos 

deberán beneficiar a “población de los municipios y localidades que 

presenten mayores niveles de rezago social y pobreza extrema en el 

Estado”. 

 

5. A efecto de evitar que los recursos que reciban las entidades y municipios 

por concepto de Aportaciones Federales sean considerados como ingresos 

propios, se coincide en eliminar dicha posibilidad del artículo 49 de la Ley, 

por lo que sólo deberán registrarlos en sus respectivas leyes de ingresos y 

destinarlos a los fines establecidos. 

 

6. Por otra parte se considera adecuado establecer que los coeficientes C2 y 

C3 de la fórmula de distribución del Fondo General de Participaciones sean 

incentivos recaudatorios, para futuras referencias en la propia Ley. 
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7. Como consecuencia a la modificación propuesta de la fórmula de 

distribución de los recursos del Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social, es adecuado eliminar la fórmula alternativa 

establecida en el artículo 35 de la Ley en cuestión, pues la misma no 

considera la profundidad de la pobreza extrema. 

 

DÉCIMA SÉPTIMA. Esta Comisión considera conveniente incluir en el texto del 

primer párrafo del artículo 6º la obligación para que las legislaturas locales al 

momento de establecer la distribución de las participaciones federales entre sus 

municipios atiendan a principios resarcitorios. Adicionalmente, se considera 

oportuno reformar el cuarto párrafo y adicionar un quinto párrafo al citado 

precepto, con la finalidad de incorporar la obligación para que los gobiernos de las 

entidades publiquen en internet el calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y 

variables utilizadas respecto de las participaciones que las entidades reciban y que 

tengan obligación de participar a sus municipios o Demarcaciones Territoriales, en 

los términos siguientes: 

 

Artículo 6o.- Las participaciones federales que recibirán los municipios 

del total del Fondo General de Participaciones incluyendo sus 

incrementos, nunca serán inferiores al 20% de las cantidades que 

correspondan al Estado, el cual habrá de cubrírselas. Las legislaturas 

locales establecerán su distribución entre los municipios mediante 

disposiciones de carácter general, atendiendo principalmente a los 

incentivos recaudatorios y principios resarcitorios, en la parte municipal, 

considerados en el artículo 2o. del presente ordenamiento. 
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……………………………………………………………………………………………………… 

 

Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra, sin 

condicionamiento alguno y no podrán ser objeto de deducciones, sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de 

las entidades, a más tardar el 15 de febrero, deberán publicar en 

su Periódico Oficial, así como en su página oficial de internet el 

calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas, así 

como los montos estimados, de las participaciones que las 

entidades reciban y de las que tengan obligación de participar 

a sus municipios o demarcaciones territoriales. También deberán 

publicar trimestralmente en el Periódico Oficial, así como en la página 

oficial de internet del gobierno de la entidad, el importe de las 

participaciones entregadas y, en su caso, el ajuste realizado al término 

de cada ejercicio fiscal. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

publicará en el Diario Oficial de la Federación la lista de las entidades 

que incumplan con esta disposición. 

 

El incumplimiento a las obligaciones de información previstas 

en este artículo será sancionado en los términos de la 

legislación en materia de responsabilidades administrativas de 

los servidores públicos. 

 

DÉCIMA OCTAVA. Adicional a lo anterior, esta Comisión dictaminadora considera 

oportuno realizar algunas precisiones en la redacción con el fin de que el texto de 

la Ley de Coordinación Fiscal sea congruente de manera integral en toda la 

Iniciativa, por lo que se propone las modificaciones en los artículos 1o., 2o., 4o., 
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4o-B y 9o., 48, y en los transitorios de la Iniciativa en estudio para quedar como 

sigue: 

 

Artículo 1o.- Esta Ley tiene por objeto coordinar el sistema fiscal de la 

Federación con las entidades federativas, así como con los municipios y 

demarcaciones territoriales, para establecer la participación que 

corresponda a sus haciendas públicas en los ingresos federales; 

distribuir entre ellos dichas participaciones; fijar reglas de colaboración 

administrativa entre las diversas autoridades fiscales; constituir los 

organismos en materia de coordinación fiscal y dar las bases de su 

organización y funcionamiento. 

 

Cuando en esta Ley se utilicen los términos entidades federativas o 

entidades, éstos se referirán a los Estados y al Distrito Federal. 

 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público celebrará convenio con las 

entidades que soliciten adherirse al Sistema Nacional de Coordinación 

Fiscal que establece esta Ley. Dichas entidades participarán en el total 

de los impuestos federales y en los otros ingresos que señale esta Ley 

mediante la distribución de los fondos que en la misma se establecen. 

 

Artículo 2o.- …………………………………………………………………………….... 

 

La recaudación federal participable será la que obtenga la Federación 

por todos sus impuestos, así como por los derechos sobre la extracción 

de petróleo y de minería, disminuidos con el total de las devoluciones 
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por dichas contribuciones y excluyendo los conceptos que a 

continuación se relacionan: 

 

I. Los derechos adicionales o extraordinarios, sobre la extracción 

de petróleo; 

 

II. El impuesto sobre la renta por concepto de salarios y, en 

general, por la prestación de un servicio personal subordinado causado 

por los servidores públicos de la Federación, de las entidades 

federativas, de los municipios y las demarcaciones territoriales del 

Distrito Federal, así como de sus organismos autónomos y 

entidades paraestatales y paramunicipales; 

 

III. La recaudación total que se obtenga de los derechos a que se 

refieren los artículos 268, 269 y 270 de la Ley Federal de Derechos; 

 

IV. Los incentivos que se establezcan en los convenios de 

colaboración administrativa en materia fiscal federal;  

 

V. El impuesto sobre automóviles nuevos;  

 

VI. La parte de la recaudación correspondiente al impuesto especial 

sobre producción y servicios en que participen las entidades en los 

términos del artículo 3o.-A de esta Ley;  
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VII. La recaudación obtenida en términos de lo previsto en los 

artículos 2o., fracción II, inciso B) y 2o.-A, fracción II, de la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios; 

 

VIII. Las cantidades que se distribuyan a las entidades federativas de 

acuerdo con lo previsto en los artículos 4o.-A y 4o.-B de esta Ley, y 

 

IX. El excedente de los ingresos que obtenga la Federación por 

aplicar una tasa superior al 1% a los ingresos por la obtención de 

premios a que se refieren los artículos 133 y 163 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 

 

Tercer Párrafo (Se deroga) 

 

Cuarto Párrafo (Se deroga) 

 

El Fondo General de Participaciones se distribuirá conforme a la fórmula 

siguiente: 
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Donde: 

 

C1i,t, C2i,t, y C3i,t son los coeficientes de distribución del Fondo 

General de Participaciones de la entidad i en el año t en que se 

efectúa el cálculo. 

 

Considerando los coeficientes C2 y C3 como incentivos 

recaudatorios. 

 

Pi,t es la participación del fondo a que se refiere este artículo, de la 

entidad i en el año t. 

 

Pi,07 es la participación del fondo a que se refiere este artículo que 

la entidad i recibió en el año 2007. 

 

ΔFGP07,t es el crecimiento en el Fondo General de Participaciones 

entre el año 2007 y el año t. 

 

PIBi,t-1 es la información oficial del Producto Interno Bruto del 

último año que hubiere dado a conocer el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía para la entidad i. 

 

PIBi,t-2 es la información oficial del Producto Interno Bruto del año 

anterior al definido en la variable anterior que hubiere dado a 

∑ −

−=

i
iti

iti
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nIE
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conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la 

entidad i. 

 

IEi,t es la información relativa a la recaudación de impuestos y 

derechos locales de la entidad i en el año t contenida en la última 

cuenta pública oficial y reportados en los formatos que emita la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

 

Para tal efecto, se considerarán impuestos y derechos locales todos 

aquéllos que se recauden a nivel estatal, así como el impuesto 

predial y los derechos por suministro de agua que registren un flujo 

de efectivo.  

 

Las cifras reportadas en la cuenta pública oficial de los citados 

ingresos, que estén relacionadas con el otorgamiento de beneficios, 

programas, subvenciones, o subsidios, aun cuando tengan una 

denominación distinta en la legislación local correspondiente, y que 

estén dirigidos a determinado sector de la población o de la 

economía, no se considerarán ingresos para efectos de la 

determinación de coeficientes de participaciones. 

 

En lo que corresponde a los derechos, se considerarán aquellas 

contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de 

los bienes del dominio público de la entidad, así como por los 

servicios que presten las entidades en sus funciones de derecho 

público, excepto cuando se presten por organismos 

descentralizados u órganos desconcentrados. No obstante, se 
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considerarán los derechos a cargo de los organismos públicos 

descentralizados que presten servicios exclusivos de las entidades. 

 

La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales podrá aprobar 

otros impuestos y derechos respecto de los cuales exista 

información certera y verificable, atendiendo a criterios de equidad 

entre las entidades federativas. 

 

ΔIEi,t es un promedio móvil de tres años de las tasas de 

crecimiento en la recaudación de los impuestos y derechos locales 

de la entidad i, referidos en la variable anterior. 

 

ni es la última información oficial de población que hubiere dado a 

conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la 

entidad i. 

 

∑
i

 es la suma sobre todas las entidades de la variable que le 

sigue. 

 

Las entidades deberán informar de la totalidad de la recaudación que 

efectúen de cada uno de sus impuestos y derechos locales, en los 

formatos que para ello emita la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público. La fórmula anterior no será aplicable en el evento de que en el 

año de cálculo la recaudación federal participable sea inferior a la 

observada en el año 2007. En dicho supuesto, la distribución se 

realizará en función de la cantidad efectivamente generada en el año 
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de cálculo y de acuerdo al coeficiente efectivo que cada entidad haya 

recibido de dicho Fondo en el año 2007. La Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público podrá solicitar a las entidades la información que estime 

necesaria para verificar las cifras recaudatorias locales presentadas por 

las entidades. 

 

……………………………………………………………………………………….…………… 

 

Artículo 4o.- El Fondo de Fiscalización y Recaudación estará 

conformado por un monto equivalente al 1.25% de la recaudación 

federal participable de cada ejercicio. 

 

Las entidades que se ajusten a lo establecido en el artículo 10-A de esta 

Ley, recibirán mensualmente un anticipo por concepto del Fondo a que 

se refiere este artículo, que ascenderá a la cantidad mensual promedio 

que corresponda a lo que la entidad recibió en el ejercicio de 2013 por 

concepto del Fondo de Fiscalización. 

 

Adicionalmente, de forma trimestral, se distribuirán los recursos de este 

Fondo, disminuyendo las cantidades entregadas mediante los anticipos 

señalados en el párrafo anterior, de acuerdo con la siguiente 

fórmula: 

 

𝑇!,! = 𝑇!,!" + ∆𝐹𝑂𝐹𝐼𝑅!",!  (0.3𝐶1!,! + 0.1𝐶2!,! + 0.3𝐶3!,! + 0.3𝐶4!,!) 
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Donde: 

 

Ti,t es la participación de la entidad i en el año t. 

 

Ti,13 es la participación que la entidad i recibió en el año 2013, por 

concepto del Fondo de Fiscalización. 

 

ΔFOFIR13,t es la diferencia entre el Fondo de Fiscalización y 

Recaudación del año t y el Fondo de Fiscalización del año 2013. 

 

CVi,t son las cifras virtuales de la entidad i en el año t que dé a 

conocer el Servicio de Administración Tributaria. 
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PIBi,t-1 es la información oficial del Producto Interno Bruto del 

último año que dé a conocer el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía para la entidad i. 

 

VMi,t es el valor de la mercancía embargada o asegurada por la 

entidad i en el año t que dé a conocer el Servicio de Administración 

Tributaria. 

 

Ri,t es la recaudación de impuestos y derechos locales de la entidad i 

en el año t contenida en la última cuenta pública oficial y reportada 

en los formatos que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

ILDi,t corresponde a la recaudación de impuestos y derechos que se 

recauden en la entidad i en el año t, contenida en la última cuenta 

pública oficial más las Participaciones Federales que se hayan 

percibido en dicho ejercicio, incluyendo los incentivos derivados de la 

aplicación del Convenio de Colaboración Administrativa en Materia 

Fiscal Federal.  

 

ni es la última información oficial de población que dé a conocer el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i. 

 

∑
i es la suma sobre todas las entidades de la variable que le sigue. 
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Para los efectos de la fórmula a que se refiere este artículo, se 

considerarán impuestos y derechos locales todos aquéllos que se 

recauden a nivel estatal, así como el impuesto predial y los derechos 

por suministro de agua que registren un flujo de efectivo. 

 

Las cifras reportadas en la cuenta pública oficial de los citados ingresos, 

que estén relacionadas con el otorgamiento de beneficios, programas, 

subvenciones, o subsidios, aun cuando tengan una denominación 

distinta en la legislación local correspondiente, y que estén dirigidos a 

determinado sector de la población o de la economía, no se 

considerarán ingresos para efectos de la determinación de coeficientes 

de participaciones. 

 

En lo que corresponde a los derechos, se considerarán aquellas 

contribuciones establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los 

bienes del dominio público de la entidad; así como por los servicios que 

presten las entidades en sus funciones de derecho público, excepto 

cuando se presten por organismos descentralizados u órganos 

desconcentrados. No obstante, se considerarán los derechos a cargo de 

los organismos públicos descentralizados que presten servicios 

exclusivos de las entidades. 

 

La fórmula del Fondo de Fiscalización y Recaudación no será aplicable 

en el evento de que en el año de cálculo dicho Fondo sea inferior a la 

participación que la totalidad de las entidades hayan recibido en el 2013 

por concepto del Fondo de Fiscalización. En dicho supuesto, la 

distribución se realizará en función de la cantidad efectivamente 
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generada en el año de cálculo y de acuerdo con el coeficiente efectivo 

que cada entidad haya recibido por concepto del Fondo de Fiscalización 

en el año 2013. 

 

Los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal 

recibirán como mínimo el 20% de la recaudación que del Fondo de 

Fiscalización y Recaudación corresponda a las entidades.  

 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá verificar el 

cumplimiento de las labores de fiscalización efectuadas por las 

entidades federativas en los términos de este artículo. 

 

Artículo 4o-B. …..………………………………………………………………………… 

 

El Fondo a que se refiere este artículo será distribuido entre aquellas 

entidades que formen parte de la clasificación de extracción de petróleo 

y gas definida en el último censo económico realizado por el Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía, de acuerdo a la fórmula siguiente: 

 

 

 

Donde FEXHIt se refiere al Fondo de Extracción de Hidrocarburos 

en el año a repartir. 
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es el coeficiente relativo a la extracción de petróleo y gas. 

 

 

 

es el coeficiente relativo a la producción de gas asociado y no 

asociado. 

 

EXPi,t-1 es el valor de extracción bruta de los hidrocarburos de la 

entidad federativa i conforme a la clasificación de extracción de 

petróleo y gas definida en el último censo económico realizado por 

el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

 

EXGi,t-1 es el volumen de producción de gas natural asociado y no 

asociado de la entidad i, en el año anterior para el cual se realiza el 

cálculo, según el Sistema de Información Energética. 

 

∑
i es la sumatoria de la variable que le sigue, sobre las entidades 

que formen parte de la clasificación de extracción de petróleo y gas 

definida en el último censo económico realizado por el Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía. 
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……………………………………………………………………………………………………. 

 

Los municipios recibirán cuando menos el 20% de los recursos 

percibidos por las entidades federativas, incluyendo las cantidades que 

se perciban en tal caso por concepto de compensación. 

 

Las entidades adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal que 

reciban ingresos por concepto del Fondo a que hace referencia el 

presente artículo, podrán celebrar con la Federación un convenio a fin 

de que los ingresos excedentes respecto a lo estimado y calendarizado 

en las disposiciones aplicables, se destinen en un porcentaje 

establecido en el citado convenio al Fondo de Estabilización de 

Extracción de Hidrocarburos. 

 

El Fondo de Estabilización de Extracción de Hidrocarburos tendrá por 

finalidad compensar la disminución en la ministración de los recursos 

obtenidos por el Fondo de Extracción de Hidrocarburos, respecto a 

lo estimado y calendarizado para el ejercicio fiscal en cuestión. 

 

El Fondo de Estabilización de Extracción de Hidrocarburos se sujetará a 

las reglas de operación que al efecto emita la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, previa opinión de las entidades que reciban ingresos 

por concepto del Fondo de Extracción de Hidrocarburos. 

 

Artículo 9o.- Las participaciones que correspondan a las entidades y 

municipios son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, 
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ni estar sujetas a retención, salvo aquéllas correspondientes al 

Fondo General de Participaciones, al Fondo de Fomento Municipal y a 

los recursos a que se refiere el Artículo 4-A, fracción I de la 

presente Ley, que podrán ser afectadas para el pago de obligaciones 

contraídas por las entidades o municipios, con autorización de las 

legislaturas locales e inscritas a petición de dichas entidades ante la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el Registro de Obligaciones 

y Empréstitos de Entidades y Municipios, a favor de la Federación, de 

las Instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así como 

de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana. 

 

Las obligaciones de los municipios se registrarán cuando cuenten con la 

garantía solidaria del Estado, salvo cuando a juicio de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público tengan suficientes participaciones para 

responder a sus compromisos, de acuerdo con lo establecido en el 

Reglamento del presente artículo. 

 

Tratándose de obligaciones que se originen de la emisión de valores, 

para efectos de su inscripción en el Registro de Obligaciones y 

Empréstitos de Entidades y Municipios, bastará con que se presente 

evidencia de dichos valores de acuerdo al procedimiento establecido en 

el Reglamento, en el entendido que dentro de los diez días hábiles 

siguientes a la inscripción de los mismos, deberá notificarse a la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, su circulación o colocación; de 

lo contrario, se procederá a la cancelación de la inscripción. 
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El Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios a 

cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público será público y 

deberá permitir la identificación del porcentaje total de participaciones 

federales afectadas por cada entidad y municipio, así como el destino 

definido en los instrumentos que formalizan la obligación, en los 

términos que establezca el Reglamento del presente artículo. 

 

Las entidades y municipios efectuarán los pagos de las obligaciones 

contraídas en términos de este artículo, a través de fideicomisos o 

vehículos de fuente de pago o garantía, sin perjuicio de los 

instrumentos y sistemas de registro establecidos en sus leyes estatales 

de deuda. En todo caso, las entidades federativas deberán contar con 

un registro único de obligaciones y empréstitos, y deberán publicar en 

forma periódica su información y la de sus municipios con respecto de 

las obligaciones garantizadas o aquéllas cuya fuente de pago son las 

participaciones. 

 

…………………………………………………………………………………………………….. 

 

Artículo 48. …………………………….……………………………………………….... 

 

Las entidades federativas enterarán al ente ejecutor local del gasto 

el presupuesto que le corresponda en un máximo de cinco días 

hábiles, una vez recibida la ministración correspondiente de cada uno 

de los Fondos contemplados en el Capítulo V del presente 

ordenamiento. 
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Noveno.- Lo previsto en la fracción II del artículo 2 de la Ley de 

Coordinación Fiscal, respecto a la no inclusión en la recaudación federal 

participable del Impuesto sobre la Renta por concepto de salarios y, en 

general, por la prestación de un servicio personal subordinado causado 

por los servidores públicos; así como lo dispuesto en el artículo 3- B de 

dicha Ley, entrarán en vigor el 1º de enero de 2015. 

 

Décimo Primero.- En tanto el Consejo Nacional de Evaluación de la 

Política de Desarrollo Social emita una medición adicional del número 

de carencias promedio de la población en pobreza extrema por 

municipio y demarcación territorial, las entidades transferirán a los 

municipios y demarcaciones territoriales los recursos por concepto de 

Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, de acuerdo con lo 

dispuesto en el primer párrafo del artículo 35 de esta Ley, utilizando la 

siguiente fórmula para la distribución de los mismos: 

 

Fi,t=Fi,2013+∆F2013,t zi,t 

 

En donde las variables se definen conforme a lo establecido en el 

artículo 34 de esta Ley.  

 

 

Adicionalmente, esta Comisión considera necesario especificar en el artículo 20 de 

la Ley de Coordinación Fiscal quién deberá aprobar la reclasificación de los ocho 

grupos referidos en la fracción III del precepto citado, en los siguientes términos: 

 

Artículo 20.- ………………………………………………………………………………. 
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III.  ………………………………………………………………..………………………. 

 

Con base en un análisis de las características socio-económicas y 

geográficas que tengan las entidades federativas, cada 10 años, la 

Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales podrá proponer a la 

Reunión Nacional de Funcionarios Fiscales una reclasificación de 

los ocho grupos señalados en esta fracción, que deberá ser 

aprobada mediante votación unánime de esta última. 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

VI. Será invitado permanente a las reuniones de la Comisión 

Permanente de Funcionarios Fiscales, el Presidente de Conferencia 

Nacional de Municipios de México, siempre que las reuniones no 

correspondan a sesiones de trabajo con la participación exclusiva de los 

funcionarios a que se refiere la fracción II de este artículo. 

 

DÉCIMA NOVENA. Por otra parte, esta Comisión considera oportuno destacar 

que en 2007 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la modificación del 

artículo 37 y la adición del artículo 51 de la Ley de Coordinación Fiscal, para 

establecer que los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de 

los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, pueden 

afectarse para cubrir los adeudos de los municipios por concepto de derechos y 

aprovechamientos de agua, cuando así lo dispongan las leyes locales. 
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En ese sentido, en las disposiciones transitorias de la mencionada reforma, se 

estableció que la CONAGUA podría aplicar los pagos corrientes que recibiera de los 

municipios por los conceptos referidos, a la disminución de adeudos históricos de 

los mismos, al mes de diciembre de 2007 (16,000 millones de pesos de acuerdo 

con dicha Comisión), en tal virtud es pertinente mencionar que de 2008 a la fecha, 

la aplicación del esquema de regularización ha permitido la disminución de 

adeudos por 14,000 mdp, de los 16,000 mdp reconocidos. 

 

Sin perjuicio del esquema propuesto para regularizar los adeudos de los municipios 

en materia de agua y garantizar su cumplimiento futuro, esta Comisión 

dictaminadora estima conveniente mantener el esquema vigente para que los 

municipios que actualmente se benefician de dicho esquema (disminuyendo su 

adeudo histórico y cumpliendo con el pago de su consumo corriente) continúen 

ininterrumpidamente participando del mismo. 

 

En ese sentido, se propone modificar el Décimo Cuarto Transitorio de la iniciativa 

sujeta a dictamen, a efecto de no dejar sin efectos la fracción II del Decreto por el 

que se reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas disposiciones de la Ley de 

Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos y 

de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, publicado el 21 de 

diciembre de 2007, en el Diario Oficial de la Federación, que señala dos cosas: i) la 

retención aplicable a los adeudos generados a partir del 1 de enero de 2008 y ii) la 

disminución de adeudos históricos registrados al cierre de 2007. 

 

En el mismo sentido, esta Comisión considera necesario adicionar un artículo 

transitorio al documento sujeto a dictamen para señalar expresamente que la 



XCVII 
 

CONAGUA continuará solicitando la retención del esquema actual en términos del 

artículo 51 de la presente Ley. 

 

Por otro lado, la medición de los volúmenes usados, explotados y aprovechados, 

así como los volúmenes descargados contribuirá a reducir la asimetría de la 

información entre la autoridad administradora del recurso y quienes prestan los 

servicios de agua, lo que redundará en una mejor administración del recurso 

hídrico; asimismo, la medición es un elemento indispensable para avanzar en la 

eficiencia física y comercial de los sistemas de agua potable, drenaje y 

saneamiento. 

 

Por lo anterior, se propone adicionar un párrafo al artículo Décimo Tercero 

transitorio de la iniciativa con el fin de incentivar la medición, a través de un 

beneficio de disminución mayor a aquellos municipios u organismos operadores 

que demuestren contar con los dispositivos necesarios para medir los volúmenes 

que usan, explotan o aprovechan aguas nacionales y los volúmenes que descargan 

en los cuerpos receptores propiedad de la Nación. 

 

La eventual modificación de las condiciones de la prestación de los servicios de 

agua potable y alcantarillado, así como la mayor cobertura en el tratamiento de las 

descargas de aguas residuales, origina que algunos municipios u organismos 

operadores que fueron sujetos obligados al pago de derechos por agua o 

descargas de aguas residuales o aprovechamientos, actualmente o en fechas 

subsecuentes se encuentren exentos y al no haber obligación de pago de 2014 

hacia adelante no puedan disminuir lo causado de 2013 hacia atrás y por ende no 

poder aplicar peso a peso la disminución. 
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Por tanto, en el último párrafo del artículo Décimo Tercero Transitorio de la 

Iniciativa se establece que quienes estando adheridos a los beneficios de 

disminución dejen de estar obligados al pago de derechos y aprovechamientos de 

agua y derechos por descargas, en términos de Ley, la CONAGUA podrá disminuir 

la totalidad de los adeudos a cargo. 

 

Por cuanto antecede, esta dictaminadora propone adicionar un artículo Décimo 

Segundo Transitorio de la iniciativa que se dictamina, recorriendo los 

subsecuentes, así como modificar y adicionar dos párrafos al Décimo Tercero 

Transitorio en los términos siguientes: 

 

Décimo Segundo.- Los municipios que, en los términos del artículo 51 

de la Ley de Coordinación Fiscal vigente hasta antes de la entrada en 

vigor de este Decreto, hayan afectado como garantía del cumplimiento 

de sus obligaciones de pago de derechos y aprovechamientos por 

concepto de agua, los recursos que les corresponden del Fondo de 

Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, continuarán 

sujetándose a las respectivas disposiciones emitidas con anterioridad a 

la entrada en vigor de este Decreto. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de que dichos municipios podrán optar por lo 

dispuesto en el artículo 51 de dicha Ley, que se reforma conforme al 

presente Decreto, siempre y cuando cumplan lo previsto en dicho 

artículo. 
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Décimo Tercero.- De conformidad con las reglas que al efecto emita la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional del Agua 

podrá aplicar los pagos corrientes que reciba de los municipios o 

demarcaciones territoriales por concepto de derechos y 

aprovechamientos de agua, así como descargas de aguas residuales, a 

la disminución de adeudos históricos que registren tales conceptos al 

cierre del mes de diciembre de 2013. Lo anterior, siempre y cuando las 

entidades a las que pertenezcan los municipios o demarcaciones 

territoriales contemplen en su legislación local el destino y afectación de 

los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los 

Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, para 

el pago de dichos derechos o aprovechamientos, en términos de lo 

previsto en el artículo 51 de la Ley de Coordinación Fiscal. En el caso de 

incumplimiento de los pagos correspondientes, la Comisión Nacional del 

Agua podrá solicitar las retenciones a las que hace referencia el artículo 

51 de la Ley de Coordinación Fiscal, a partir del 1 de enero de 2014. 

 

Los municipios o demarcaciones territoriales que se acojan a lo 

dispuesto en este artículo y cumplan con las citadas reglas, gozarán de 

los siguientes estímulos fiscales: 

 

 

I. Una cantidad equivalente al total de los accesorios y actualización 

correspondientes al adeudo histórico generado hasta el 31 de 

diciembre de 2013 por concepto del derecho por la explotación, uso 

o aprovechamiento de aguas nacionales y del derecho por descargas 

de aguas residuales, a que se refieren los artículos 223 y 276 de la 
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Ley Federal de Derechos y el aprovechamiento derivado del servicio 

de suministro de agua en bloque que proporciona la Federación, que 

se causen a partir del 1 de enero de 2014 y hasta la fecha en que se 

lleve a cabo el primer pago corriente que se realice después de 

haberse acogido a lo dispuesto por esta fracción. El estímulo que 

resulte se acreditará contra el monto de los accesorios y 

actualización causados durante dicho periodo por el citado adeudo 

histórico. 

 

II. Una cantidad equivalente al total de los accesorios y actualización 

correspondientes al adeudo histórico generado hasta el 31 de 

diciembre de 2013 por concepto de los derechos y aprovechamiento 

a que se refiere la fracción anterior, que se causen entre la fecha en 

que se lleve a cabo un pago corriente y la fecha de realización de 

cada pago corriente subsecuente. El estímulo se acreditará contra el 

monto de los accesorios y actualización del remanente del citado 

adeudo histórico, causados durante el mismo periodo a que 

corresponda el estímulo. 

 

III. A los municipios a los que se haya autorizado solicitud de adhesión 

a lo dispuesto por la fracción II del artículo Segundo del “Decreto 

por el que se reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas 

disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, de la Ley del 

Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos y de la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios”, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 2007 así como 

las Reglas para la aplicación del artículo segundo, fracción II, de 
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las disposiciones transitorias de la Ley de Coordinación Fiscal 

contenidas en dicho Decreto, publicadas en el Diario Oficial de la 

Federación el 28 de marzo de 2008, y modificadas mediante 

acuerdo publicado en dicho órgano de difusión oficial el 12 de 

diciembre del mismo año, y que aún cuenten con remanente del 

adeudo histórico pendiente de disminuir, por concepto de derechos 

y aprovechamientos de agua generado hasta el 2007, se les 

disminuirá en su totalidad dicho remanente, siempre y cuando se 

cumpla con los requisitos, condiciones y plazos que se establezcan 

en las reglas que al efecto emita la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público. 

 

Los municipios o demarcaciones territoriales y, en su caso, las 

entidades en coordinación con sus municipios o demarcaciones 

territoriales, que acrediten ante la Comisión Nacional del Agua 

la instalación y funcionamiento de los dispositivos de medición 

de cada uno de sus aprovechamientos de agua y puntos de 

descarga, obtendrán la disminución de su adeudo histórico en 

una proporción mayor, tal como se establezca en las reglas que 

al efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

Para el caso de los municipios o demarcaciones territoriales y, 

en su caso, las entidades en coordinación con sus municipios o 

demarcaciones territoriales, que estando adheridos a estos 

beneficios dejen de estar obligados al pago de derechos y 

aprovechamientos por agua y derechos por descargas por así 
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disponerlo la ley respectiva, la Comisión Nacional del Agua 

podrá disminuir la totalidad de los adeudos a cargo de dichos 

contribuyentes de conformidad con las reglas que al efecto 

emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

Décimo Cuarto.- A partir de la entrada en vigor del presente Decreto 

queda sin efectos el Artículo Segundo, fracción III, tercer párrafo del 

Decreto por el que se reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas 

disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto 

sobre Tenencia o Uso de Vehículos y de la Ley del Impuesto Especial 

sobre Producción y Servicios, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 21 de Diciembre de 2007. 

 

VIGÉSIMA. Por lo que respecta al artículo Séptimo Transitorio, a fin de que su 

contenido sea congruente con el correspondiente al artículo 51 de la Ley de 

Coordinación Fiscal, se precisa que la disposición es aplicable para los municipios y 

las demarcaciones territoriales. 

 

VIGÉSIMA PRIMERA. Por lo que respecta a las aportaciones federales en 

materia educativa, esta Comisión Legislativa considera necesaria la creación del 

Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo (FONE), con el 

fin de generar un adecuado control administrativo de la nómina de los maestros 

transferidos a los estados en el marco del Acuerdo Nacional para la Modernización 

de la Educación Básica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de 

mayo de 1992, así como por los convenios que de conformidad con el mismo 

fueron formalizados con los estados por parte de la Federación.  
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De igual manera, se considera adecuado que el FONE cubra en su totalidad los 

recursos para cubrir los gastos en servicios personales correspondientes al 

personal que ocupa las plazas transferidas a los estados en el marco del Acuerdo a 

que se refiere el párrafo anterior, las cuales serán registradas por la Secretaría de 

Educación Pública, previa validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

dentro del Sistema de Información y Gestión Educativa, recientemente aprobado 

en la reforma a la Ley General de Educación. 

 

VIGÉSIMA SEGUNDA. La que dictamina considera acertado que la Secretaría de 

Educación Pública se encargue de establecer un sistema de administración de 

nómina, donde las autoridades educativas de las entidades federativas registrarán 

la información correspondiente de la nómina educativa. A través de este sistema, 

dicha Secretaría solicitará a la Tesorería de la Federación realizar el pago 

correspondiente directamente a los maestros, por cuenta y orden de las 

autoridades educativas de las entidades federativas las cuales en todo momento 

mantienen el carácter de patrón en la relación laboral que tienen con el personal 

educativo. Tanto la Secretaría de Educación Pública como la Secretaría Hacienda y 

Crédito Público, deberán emitir las disposiciones y los plazos que deberán observar 

las entidades federativas para registrar la nómina en dicho sistema. 

 

Asimismo se coincide en que el monto total del FONE sea determinado de acuerdo 

con las plazas registradas en el recientemente aprobado Sistema de Información y 

Gestión Educativa, incluyendo las erogaciones por concepto de remuneraciones, es 

decir, sueldos y prestaciones autorizadas, impuestos federales y aportaciones de 

seguridad social, así como las ampliaciones autorizadas el año inmediato anterior. 
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VIGÉSIMA TERCERA. La que dictamina estima que con el mecanismo propuesto 

se hará más eficiente y transparente el pago de la nómina, al lograr que los pagos 

correspondan exclusivamente al personal que ocupe plazas registradas en el 

Sistema de Información y Gestión Educativa, fortaleciendo con ello los objetivos de 

la reciente reforma educativa. Asimismo, se coincide en que se eliminará la 

distorsión generada por el mecanismo de distribución del FAEB, el cual se 

calculaba conforme a las plantilla en cada uno de los estados y se distribuía a 

través de una que primordialmente preponderaba la matrícula como la variable con 

mayor peso para obtener recursos, generando así presiones en las finanzas 

públicas de algunos Estados para cubrir su respectiva nómina. 

 

Por otra parte, esta dictaminadora estima conveniente que el FONE incluya 

recursos para apoyar a las entidades federativas a cubrir gastos de operación, 

distintos de los servicios personales y de mantenimiento, el cual se actualizará 

cada ejercicio fiscal conforme se apruebe en el Presupuesto de Egresos de la 

Federación. Asimismo, se coincide en que este fondo podrá ser utilizado de igual 

forma para el pago de servicios personales cuando así se requiera con el objetivo 

de que no exista falta de recursos para cubrir este importante rubro de las 

finanzas públicas a nivel local. La distribución de los recursos operativos obedecerá 

a una fórmula que contará con criterios de matrícula y de densidad poblacional 

para niños de 5 a 14 años que estén en edad de cursar la educación básica dentro 

del territorio nacional. Esta fórmula asegura la distribución de los recursos para 

gasto operativo que se venía otorgando a las entidades federativas hasta 2013, 

pero los recursos adicionales obedecerán a un criterio de matrícula potencial en 

cada uno de los Estados con respecto a la matrícula nacional en distintas 

localidades. 
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Esta Comisión coincide en que el criterio de creación de plazas con cargo al FONE 

estará alineado con los propósitos de la reforma educativa, particularmente en las 

modificaciones aprobadas en la Ley General de Educación, así como con el objetivo 

de la recientemente aprobada Ley General del Servicio Profesional Docente, así 

como con los recursos que específicamente se apruebe, por la Cámara de 

Diputados, en el Presupuesto de Egresos de la Federación de cada ejercicio fiscal. 

 

VIGÉSIMA CUARTA. Esta Comisión Legislativa considera necesaria la 

negociación única salarial para los maestros que ocupen las plazas que fueron 

descentralizadas a los estados, la cual en todo momento deberá ser consistente 

con los objetivos de la reforma educativa aprobada este año en la Constitución y 

en las leyes educativas correspondientes.  

 

Esta negociación implica la participación de los patrones (las autoridades 

educativas estatales), los trabajadores (el Sindicato) y la Federación (Secretaría de 

Educación Pública). En este sentido, la Secretaría de Educación Pública participará 

en esta negociación, derivado de la obligación constitucional que tiene la 

Federación de financiar, conjuntamente con las entidades federativas, los servicios 

públicos de educación y, por ende, debe participar en la definición de los gastos 

inherentes a la misma, así como en su calidad de órgano rector en la materia 

educativa, para coadyuvar a que la negociación sea congruente con los objetivos 

de la reforma a la Ley General de Educación y de la nueva Ley General del Servicio 

Profesional Docente, recientemente aprobadas por este Congreso de la Unión.  

 

Adicionalmente, se coincide en que los incrementos salariales se deberán 

determinar con base en la disponibilidad de recursos públicos federales aprobados 

por la Cámara de Diputados para las plazas que fueron descentralizadas a los 
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estados, así como en las metas y objetivos contenidos en la Ley General del 

Servicio Profesional Docente, y los resultados alcanzados.  

 

VIGÉSIMA QUINTA. La que dictamina está de acuerdo en que para dar plena 

certeza jurídica y transparencia al resultado de dicha negociación, el incremento en 

remuneraciones que, en su caso, se acuerde, aplicable al personal que ocupe 

plazas que fueron objeto de la descentralización educativa, deberá publicarse en el 

Diario Oficial de la Federación para que produzca sus efectos, así como en los 

medios oficiales de difusión de las entidades federativas. 

 

VIGÉSIMA SEXTA. Esta dictaminadora considera adecuado establecer reglas de 

transparencia y de control y fiscalización de los pagos que se realicen por concepto 

de nómina. 

 

VIGÉSIMA SÉPTIMA. Se considera acertado reformar el artículo 73 de la Ley 

General de Contabilidad Gubernamental con el fin de dar consistencia a las 

modificaciones propuestas a la Ley de Coordinación Fiscal anteriormente 

mencionadas. 

 

Esta Comisión dictaminadora considera adecuado que las entidades federativas 

deban presentar información, conciliación del número y tipo de plazas docentes, 

así como la publicación en la página de internet de la Secretaría de Educación 

Pública, sobre ésta y otra información referente al sector educativo. Toda vez que 

dicha Secretaría contará directamente con la información aludida conforme al 

nuevo Sistema de Información y Gestión Educativa y el sistema de administración 

de nómina, se propone eliminar en el artículo 73 de la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental la obligación específica para el FAEB, el cual como ya se expuso, 
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se propone que sea sustituido por el FONE. Lo anterior, sin perjuicio de que en el 

artículo 26-A, fracción IX, de la Ley de Coordinación Fiscal, se mantiene la 

obligación a cargo de la Secretaría de Educación Pública de proporcionar 

directamente la información citada.  

 

VIGÉSIMA OCTAVA. Adicionalmente, la que dictamina considera prudente 

realizar diversos cambios en los artículos 26 y el 26-A. para especificar de mejor 

manera los objetivos planteados en las modificaciones a la Ley de Coordinación 

Fiscal en materia de financiamiento educativo, debido a que el FONE tiene como 

principal objetivo el pago de la plantilla correspondiente a las plazas que fueron 

descentralizadas a las entidades federativas, en tal virtud es necesario especificar 

que son plazas para las cuales se ejercerán recursos exclusivamente en materia de 

educación básica y normal para cubrir servicios personales que conformen cada 

una de las nóminas del magisterio que fue descentralizado a las entidades 

federativas. Asimismo, con el objeto de dar mayor claridad y transparencia en el 

pago de los conceptos de servicios personales, se plantea modificar el artículo 26-A 

en su fracción I para incluir en el sistema de administración de nómina al menos el 

nivel, tipo y modalidad educativa a la que corresponda el pago de la plaza.  

 

Por otra parte, esta Comisión considera adecuado modificar el artículo 26, último 

párrafo, para que el fondo de gasto de operación resulte más flexible en su 

aplicación. Para ello también resulta importante modificar el tercer párrafo del 

artículo 26-A, a fin de guardar coherencia en el destino del gasto operativo.  

 

Asimismo, la que dictamina estima conveniente especificar en el artículo 26-A, 

fracción III, párrafo segundo, que son las autoridades educativas de las entidades 
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federativas las responsables de validar la información de las plazas que se 

registren en el sistema de administración de nómina.  

 

Por otra parte, esta Comisión dictaminadora, buscando salvaguardar en todo 

momento los derechos laborales de los trabajadores docentes, considera necesario 

incluir una disposición que incorpore un procedimiento para garantizar al 

trabajador el pago de sus servicios, en aquéllos casos en que por causas no 

imputable al trabajador no sea realizado el mismo. Así, se establece que el pago 

deberá llevarse a cabo a solicitud del interesado en un plazo no mayor a 30 días.  

 

Asimismo, buscando en todo momento proteger los derechos del personal 

educativo, y salvaguardar su seguridad jurídica, esta Comisión dictaminadora 

considera necesario incorporar una disposición que ordene a las autoridades 

educativas, entregar a cada uno de sus trabajadores el recibo de nómina 

respectivo, desglosando los conceptos de pago y descuentos correspondientes. 

 

Por cuanto antecede, las modificaciones propuestas por esta Comisión a los 

artículos 26 y 26-A de la iniciativa sujeta a dictamen quedan en los siguientes 

términos:  

 

Artículo 26.- Con cargo a las aportaciones del Fondo de Aportaciones 

para la Nómina Educativa y Gasto Operativo que les correspondan, los 

Estados y el Distrito Federal serán apoyados con recursos económicos 

complementarios para ejercer las atribuciones, en materia de educación 

básica y normal, que de manera exclusiva se les asignan, 

respectivamente, en los artículos 13 y 16 de la Ley General de 

Educación. 
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La Federación apoyará a los Estados con los recursos necesarios para 

cubrir el pago de servicios personales correspondiente al personal que 

ocupa las plazas transferidas a los Estados, en el marco del Acuerdo 

Nacional para la Modernización de la Educación Básica, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 19 de mayo de 1992 y los convenios 

que de conformidad con el mismo fueron formalizados con los Estados, 

que se encuentren registradas por la Secretaría de Educación Pública, 

previa validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el 

Sistema de Información y Gestión Educativa a que se refiere el artículo 

12, fracción X, de la Ley General de Educación. Asimismo, el registro en 

el Sistema podrá incluir plazas del personal docente que no es de 

jornada, de acuerdo a la asignación de horas correspondiente. 

 

En el caso del Distrito Federal, el Fondo de Aportaciones para la 

Nómina Educativa y Gasto Operativo incluirá los recursos 

correspondientes a las plazas federales que sean transferidas a éste, 

mediante el convenio de descentralización correspondiente y 

registradas en el Sistema a que se refiere el párrafo anterior. 

 

Asimismo, el Fondo incluirá recursos para apoyar a las entidades 

federativas a cubrir gastos de operación relacionados exclusivamente 

con las atribuciones a que se refiere el párrafo primero de este artículo. 

 

Artículo 26-A.- El ejercicio de los recursos en materia de servicios 

personales a que se refiere el artículo anterior, se sujetará a lo 

siguiente: 
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I.  La Secretaría de Educación Pública establecerá un sistema de 

administración de nómina, a través del cual se realizarán los pagos 

de servicios personales a que se refiere el artículo anterior. Para 

tal efecto, las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de 

Educación Pública, emitirán las disposiciones que deberán 

observar las entidades federativas para registrar cada nómina. El 

sistema de administración de nómina deberá identificar al menos 

el nivel, tipo y modalidad educativa a la que corresponda la plaza.   

 

Las autoridades educativas de las entidades federativas deberán 

proporcionar a la Secretaría de Educación Pública toda la 

información que ésta les requiera en términos de este artículo; 

 

II. Las autoridades educativas de las entidades federativas deberán, 

en los plazos y condiciones establecidos en las disposiciones a que 

se refiere la fracción anterior, registrar en el sistema de 

administración de nómina la información relativa a los 

movimientos del personal que modifiquen cada nómina. 

 

La información que las autoridades educativas de las entidades 

federativas registren en el sistema de administración de nómina, 

deberá corresponder a aquélla registrada en el Sistema de 

Información y Gestión Educativa a que se refiere el artículo 12, 

fracción X, de la Ley General de Educación; 
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III.  Con base en la información registrada en el sistema de 

administración de nómina, la Secretaría de Educación Pública 

verificará que ésta corresponda con la contenida en el Sistema de 

Información y Gestión Educativa y solicitará a las autoridades 

educativas de las entidades federativas, la validación de la nómina 

correspondiente a cada una de ellas. 

 

Una vez validada la información por las autoridades educativas de 

las entidades federativas, la Secretaría de Educación Pública 

solicitará a la Tesorería de la Federación, realizar el pago 

correspondiente, con cargo a los recursos que correspondan del 

Fondo a cada entidad federativa; 

 

IV.  Los recursos correspondientes a la nómina a que se refiere el 

artículo anterior serán pagados, por cuenta y orden de las 

entidades federativas en su calidad de patrones, directamente a 

sus empleados del servicio educativo, a través de transferencias 

electrónicas a sus respectivas cuentas bancarias, salvo que los 

mismos se encuentren en localidades en donde no haya 

disponibilidad de servicios bancarios; en este último caso la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público determinará la forma y 

los medios a través de los cuales se entregarán los recursos 

correspondientes. 

 

La Secretaría de Educación Pública se coordinará con las entidades 

federativas para que los pagos de nómina se realicen solamente al 
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personal que cuente con Registro Federal de Contribuyentes con 

Homoclave, de acuerdo con las disposiciones aplicables; 

 

V.  Los pagos deberán hacerse por las cantidades líquidas que 

correspondan a cada empleado, considerando las cantidades 

devengadas en el periodo de pago correspondiente. 

 

En todo caso, sólo procederán pagos retroactivos hasta por 

cuarenta y cinco días naturales, siempre y cuando se acredite la 

asistencia del personal durante dicho periodo en la plaza 

respectiva, debiendo precisar la autoridad educativa de la entidad 

federativa el tipo de plaza y el periodo que comprende. 

 

En los casos en que por causa no imputable al personal no se 

realice el pago, a solicitud del interesado y conforme al 

procedimiento establecido en su caso, los pagos no realizados 

deberán efectuarse en un plazo no mayor a 30 días; 

 

VI.  La Secretaría de Educación Pública retendrá y enterará las 

cantidades que por ley deban pagarse por concepto de impuestos 

y seguridad social, de conformidad con la normatividad aplicable, 

así como otras cantidades que, en su caso, deban retenerse con 

base en la instrucción correspondiente de la autoridad educativa 

de la entidad federativa; 

 

VII.  Para efectos de la comprobación de las erogaciones, los registros 

en medios electrónicos correspondientes a los abonos en las 
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cuentas del personal, fungirán como comprobantes de la entrega 

de los recursos. Tratándose de los pagos que, por no existir 

servicios bancarios en la localidad correspondiente, se realicen a 

través de otros mecanismos, la comprobación de las erogaciones 

se realizará en términos de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria y demás disposiciones aplicables; 

 

 Sin perjuicio de lo anterior, las autoridades educativas de las 

entidades federativas entregarán a cada uno de sus trabajadores 

el recibo de nómina respectivo, desglosando los conceptos de 

pago y descuentos correspondientes. 

 

VIII.  Las entidades federativas realizarán los registros e informarán 

sobre las aportaciones federales a que se refiere este artículo, en 

los términos de los artículos 48 y 49 de esta Ley, y  

 

IX.  La Secretaría de Educación Pública presentará la información a 

que se refiere el artículo 73 de la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental.  

 

Los recursos a que se refieren las fracciones anteriores sólo podrán 

erogarse en el ejercicio fiscal en que fueron presupuestados, 

exclusivamente para el pago de los conceptos relativos a servicios 

personales del personal a que se refiere el artículo anterior, incluyendo 

el incremento en remuneraciones que, en su caso, se acuerde en los 

términos del artículo 27-A de esta Ley. 
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Tratándose del gasto de operación a que se refiere el último párrafo del 

artículo 26 de esta Ley, los recursos podrán utilizarse en los fines a que 

se refiere el párrafo anterior 

 

 

VIGÉSIMA NOVENA. En virtud de las modificaciones al artículo 26, planteadas 

por esta Comisión en la consideración anterior, se estima necesario realizar una 

adecuación en los artículos 27, fracción I, y 27-A, fracción III en su encabezado, 

con la finalidad de hacer la referencia al artículo 26 de la Ley de Coordinación 

Fiscal, completo, y no solamente a su párrafo segundo. 

 

Asimismo, la Comisión que dictamina estima pertinente modificar el artículo 27-A, 

fracción III, inciso c), para especificar que la negociación del incremento en 

remuneraciones se llevará a cabo por parte de los patrones que son las 

autoridades específicas de las entidades federativas, una representación de los 

trabajadores a través de su sindicato en términos de la legislación laboral, y un 

representante de la Secretaría de Educación Pública. Por lo anterior se modifican 

los artículos 27, fracción I, y 27-A, fracción III en su encabezado e inciso c) para 

quedar como sigue: 

 

Artículo 27.- El monto del Fondo de Aportaciones para la Nómina 

Educativa y Gasto Operativo se determinará cada año en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación correspondiente, 

exclusivamente a partir de los siguientes elementos:  

 

I.  Las plazas registradas en términos de los artículos 26 y 26-A de 

esta Ley, con las erogaciones que correspondan por concepto 
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de remuneraciones, incluyendo sueldos y prestaciones 

autorizados, impuestos federales y aportaciones de seguridad 

social; 

 

II. a IV. ... 

 

 

Artículo 27-A.- El Ejecutivo Federal y los gobiernos de las entidades 

federativas, conforme a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley General 

de Educación, concurrirán en el financiamiento del gasto en servicios 

personales para la educación pública, conforme a lo siguiente: 

 

I. a II. ... 

 

III.  Los incrementos en las remuneraciones del personal que ocupa 

las plazas a que se refiere el artículo 26 de esta Ley, serán 

acordados con base en:  

 

  a) a b) ... 

 

 c)  La negociación del incremento en remuneraciones, la 

cual se llevará a cabo, por parte de los patrones, por una 

representación de las autoridades educativas de las entidades 

federativas que sean las titulares de la relación laboral; por 

parte de los trabajadores, una representación de su sindicato, 

en términos de la legislación laboral; así como con la 

participación de la Secretaría de Educación Pública para efectos 
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del financiamiento que corresponde a la Federación en los 

términos del artículo 26 de esta Ley y para vigilar su 

consistencia con los objetivos del Servicio Profesional Docente. 

 

  ... 

 

IV. ... 

 

 

TRIGÉSIMA. De igual manera, cabe destacar que el párrafo segundo del 

mencionado artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal se pretende reformar 

tanto en la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, como en la Iniciativa de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de 

Coordinación Fiscal y de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, en 

materia de financiamiento educativo, presentadas de forma paralela por el 

Ejecutivo Federal en tal virtud el artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal 

queda de la forma siguiente: 

 

Artículo 49.- Las aportaciones y sus accesorios que con cargo a los 

Fondos a que se refiere este Capítulo reciban las entidades y, en su 

caso, los municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito 

Federal, no serán embargables, ni los gobiernos correspondientes 

podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlas ni afectarlas en garantía 

o destinarse a mecanismos de fuente de pago, salvo por lo dispuesto 

en los artículos 50, 51 y 52 de esta Ley. Dichas aportaciones y sus 

accesorios, en ningún caso podrán destinarse a fines distintos a los 
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expresamente previstos en los artículos 26, 29, 33, 37, 40, 42, 45 y 47 

de esta Ley. 

 

Las aportaciones federales serán administradas y ejercidas por los 

gobiernos de las entidades federativas y, en su caso, de los municipios 

y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal que las reciban, 

conforme a sus propias leyes, salvo en el caso de los recursos para el 

pago de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para 

la Nómina Educativa y Gasto Operativo, en el cual se observará lo 

dispuesto en el artículo 26 de esta Ley. En todos los casos deberán 

registrarlas como ingresos propios que deberán destinarse 

específicamente a los fines establecidos en los artículos citados en el 

párrafo anterior.  

 

Para efectos del entero de los Fondos de Aportaciones a que se refiere 

el artículo 25 de esta Ley, salvo por lo dispuesto en el artículo 52 de 

este capítulo, no procederán los anticipos a que se refiere el segundo 

párrafo del artículo 7o. de la misma. 

 

… 

 

I. a V. … 

 

En el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto 

en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto 

Operativo, las autoridades de control interno de los gobiernos federal y 

de las entidades federativas supervisarán, en el ámbito de sus 
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respectivas competencias, el proceso de integración y pago de la 

nómina del personal educativo. Asimismo, la Auditoría Superior de la 

Federación fiscalizará la aplicación de dichos recursos. 

 

Cuando las autoridades de las entidades federativas, de los municipios 

o de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que en el 

ejercicio de sus atribuciones de control y supervisión conozcan que los 

recursos de los Fondos no han sido aplicados a los fines que por cada 

Fondo se señale en la Ley, deberán hacerlo del conocimiento de la 

Auditoría Superior de la Federación y de la Secretaría de la 

Función Pública en forma inmediata. 

 

Por su parte, cuando la entidad de fiscalización del Poder Legislativo 

local, detecte que los recursos de los Fondos no se han destinado a los 

fines establecidos en esta Ley, deberá hacerlo del conocimiento 

inmediato de la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión. 

 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran 

los servidores públicos federales o locales por el manejo o aplicación 

indebidos de los recursos de los Fondos a que se refiere este Capítulo, 

serán determinadas y sancionadas por las autoridades federales o 

locales competentes, en los términos de las leyes aplicables. 

 

 

TRIGÉSIMA PRIMERA. Se considera adecuado otorgar un plazo de un año, 

contado a partir de la entrada en vigor del Decreto que se dictamina, para que la 
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Secretaría de Educación Pública concilie con las autoridades educativas de los 

Estados, los registros de las plazas que les fueron transferidas en el marco del 

Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Básica, y los convenios 

que de conformidad con el mismo fueron formalizados con los Estados, así como 

las plazas correspondientes a años posteriores que sean reconocidas, previa 

validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; registrar las plazas en el 

Sistema de Información y Gestión Educativa, e integrar la nómina del personal 

educativo que ocupe dichas plazas. 

 

Por otro lado, la que dictamina considera prudente realizar los siguientes cambios 

en el Segundo Transitorio del proyecto que se dictamina, a fin de especificar que 

las obligaciones que tendrá que implementar la Secretaría de Educación Pública en 

un plazo no mayor a un año, contado a partir de la entrada en vigor del Decreto 

en análisis, serán las relacionadas en el artículo 26-A de la Ley de Coordinación 

Fiscal en adición a las previstas en el artículo 26 como lo prevé la iniciativa sujeta a 

dictamen. Asimismo, se debe especificar que el registro de las plazas conciliadas 

que se haya llevado a cabo, deberá incluir los conceptos y montos de las 

remuneraciones correspondientes, así como al momento de integrar la nómina del 

personal educativo se debe especificar que deban ser conciliadas previamente, y 

que deba incluir la información de sueldos y prestaciones que correspondan a cada 

entidad federativa. Lo anterior, con el objeto de propiciar la transparencia y 

ordenamiento de la información de esta materia. Por otro lado, es conveniente 

especificar de igual forma en la fracción II, dado que las plazas que se deberán 

registrar en el sistema de administración de nómina deben contar con un módulo 

específico en materia de servicios personales en el Sistema de Información y 

Gestión Educativa, por todo lo anterior expuesto, esta Comisión propone la 

redacción siguiente: 
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Segundo.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y 26-A de 

la Ley de Coordinación Fiscal, la Secretaría de Educación Pública, en un 

plazo no mayor a un año, contado a partir de la entrada en vigor de 

este Decreto, deberá: 

 

I. Conciliar con las autoridades educativas de los Estados, los registros 

de las plazas que les fueron transferidas en el marco del Acuerdo 

Nacional para la Modernización de la Educación Básica, publicado en el 

Diario Oficial el 19 de mayo de 1992 y los convenios que de 

conformidad con el mismo fueron formalizados con los Estados, así 

como las plazas correspondientes a años posteriores que sean 

reconocidas, previa validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público. Dicho registro incluirá los conceptos y montos de las 

remuneraciones correspondientes, y podrá incluir al personal docente 

que no es de jornada, de acuerdo a la asignación de horas 

correspondiente.  

 

Para lo anterior, la información que servirá de base para la conciliación 

a que se refiere esta fracción, será aquélla que corresponda al inicio del 

ciclo escolar 2013-2014. Asimismo, la Secretaría de Educación Pública y 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, darán a conocer a las 

autoridades educativas de los Estados el procedimiento y los plazos 

para llevar a cabo el proceso de conciliación de los registros; 

 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de Educación 

Pública y las autoridades educativas de las entidades federativas 
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establecerán mecanismos de transparencia para que el trabajador 

pueda verificar la información correspondiente a su nómina; 

 

II. Registrar las plazas a que se refiere la fracción anterior en el 

módulo correspondiente a los servicios personales del Sistema de 

Información y Gestión Educativa a que se refiere el artículo 12, fracción 

X, de la Ley General de Educación, y 

 

III. Integrar la nómina del personal educativo que ocupe las plazas 

previamente conciliadas a que se refiere este artículo, incluyendo los 

sueldos y prestaciones que correspondan en cada Estado, con el objeto 

de realizar los pagos correspondientes en términos del artículo 26-A de 

la Ley de Coordinación Fiscal. 

 

 

TRIGÉSIMA SEGUNDA. Para la que dictamina resulta importante incluir dos 

disposiciones transitorias adicionales en las cuales se establece que el Fondo de 

Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo iniciará su vigencia a 

partir de 2015, así como se solicita al Gobierno Federal que establezca un Fondo 

de Compensación destinado a aquellos Estados en donde los recursos del FAEB 

transferidos con anterioridad a la conciliación, resulten mayores al valor 

determinado del FONE. Estos recursos asimismo, deberán ser destinados para 

cubrir exclusivamente obligaciones por conceptos a los que se refieren los artículos 

13 y 16 de la Ley General de Educación. Para cumplir con lo anterior, se propone 

lo siguiente: 

 



CXXII 
 

Tercero.- El Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa entrará 

en vigor en el ejercicio fiscal 2015. 

 

En tanto entra en vigor el Fondo de Aportaciones para la Nómina 

Educativa a que se refiere este artículo, seguirán aplicándose las 

disposiciones correspondientes a la distribución del Fondo de 

Aportaciones para la Educación Básica y Normal vigentes hasta antes 

de la entrada en vigor de este Decreto, con base en el presupuesto 

aprobado para el ejercicio fiscal 2014. 

 

Cuarto.- Una vez concluida la conciliación a que se refiere el artículo 

anterior, aquellos estados en donde los recursos por concepto del 

Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal, transferidos 

con anterioridad a la conciliación, resulten mayores al valor 

determinado del Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y 

Gasto Operativo, serán compensados por dicha diferencia a través del 

Fondo de Compensación, cuyos recursos serán destinados 

exclusivamente para cumplir con las atribuciones a las que se refieren 

los artículos 13 y 16 de la Ley General de Educación. 

 

El Fondo de Compensación será constituido en el ejercicio fiscal 2015 y 

se actualizará de manera anual, conforme a la inflación reportada por el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía mediante el Índice 

Nacional de Precios al Consumidor. 
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Finalmente, con el objetivo de asegurar los derechos de los trabajadores del 

magisterio de este país, la que dictamina propone incluir un transitorio con la 

siguiente redacción: 

 

Quinto.- Las autoridades competentes respetarán los derechos de los 

trabajadores de la educación en términos de las disposiciones jurídicas 

aplicables y las relaciones laborales correspondientes se mantendrán en 

los términos vigentes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

 

Por lo anteriormente expuesto y funda89do, los miembros de la Comisión de 

Hacienda y Crédito Público que suscriben, se permiten someter a la consideración 

de esta Honorable Asamblea, la aprobación del siguiente proyecto de: 

 



 

1 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 
Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental 
 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos 1o.; 2o., segundo, quinto y 
sexto párrafos; 2-A, primer párrafo, fracción I en su encabezado, segundo y quinto 
párrafos; 3-B; 4o.; 4o-A, fracciones I, II, y tercer párrafo del artículo; 4o-B, 
segundo y cuarto párrafos; 5o.; 6o. primer y cuarto párrafos; 9o., primer, segundo 
y actual tercer párrafos; 10-D, fracción II; 15, segundo párrafo; 19, fracción I; 25, 
fracción I; 26; 27; 31, segundo párrafo; 32; 33; 34; 35; 37; 39; 40; 43, fracción 
III; 44; 45; 49, primero, segundo, y los actuales cuarto, quinto y sexto párrafos; 
50, primer párrafo; 51 primer y segundo párrafos; se ADICIONAN los artículos 
4o-B, quinto, sexto y séptimo párrafos; 6o., quinto párrafo; 9o., tercer y cuarto 
párrafos, pasando los actuales tercer a sexto párrafos a ser quinto a octavo 
párrafos; 20, fracciones III, con un segundo párrafo, y VI; 25, con un último 
párrafo; 26-A; 27-A; 41, segundo párrafo; 43, segundo párrafo; 48, quinto 
párrafo; 49, con los párrafos tercero y quinto, recorriéndose el actual párrafo 
tercero, el cual pasa a ser cuarto, así como recorriéndose los actuales párrafos 
cuarto a sexto, los cuales pasan a ser los párrafos sexto a octavo; 52, y se 
DEROGAN los artículos 2o., tercer y cuarto párrafos; 10-C, fracción VIII; 10-D, 
segundo párrafo; 36, tercer párrafo, de la Ley de Coordinación Fiscal para quedar 
como sigue: 
 
 
Artículo 1o.- Esta Ley tiene por objeto coordinar el sistema fiscal de la 
Federación con las entidades federativas, así como con los municipios y 
demarcaciones territoriales, para establecer la participación que corresponda a sus 
haciendas públicas en los ingresos federales; distribuir entre ellos dichas 
participaciones; fijar reglas de colaboración administrativa entre las diversas 
autoridades fiscales; constituir los organismos en materia de coordinación fiscal y 
dar las bases de su organización y funcionamiento. 
 
Cuando en esta Ley se utilicen los términos entidades federativas o entidades, 
éstos se referirán a los Estados y al Distrito Federal. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público celebrará convenio con las entidades 
que soliciten adherirse al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal que establece 
esta Ley. Dichas entidades participarán en el total de los impuestos federales y en 
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los otros ingresos que señale esta Ley mediante la distribución de los fondos que 
en la misma se establecen. 
 
Artículo 2o.- … 
 
La recaudación federal participable será la que obtenga la Federación por todos 
sus impuestos, así como por los derechos sobre la extracción de petróleo y de 
minería, disminuidos con el total de las devoluciones por dichas contribuciones y 
excluyendo los conceptos que a continuación se relacionan: 
 
I.  Los derechos adicionales o extraordinarios, sobre la extracción de petróleo; 
 
II.  El impuesto sobre la renta por concepto de salarios y, en general, por la 

prestación de un servicio personal subordinado causado por los servidores 
públicos de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios y 
las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, así como de sus 
organismos autónomos y entidades paraestatales y paramunicipales; 

 
III.  La recaudación total que se obtenga de los derechos a que se refieren los 

artículos 268, 269 y 270 de la Ley Federal de Derechos; 
 
IV.  Los incentivos que se establezcan en los convenios de colaboración 

administrativa en materia fiscal federal;  
 
V.  El impuesto sobre automóviles nuevos;  
 
VI.  La parte de la recaudación correspondiente al impuesto especial sobre 

producción y servicios en que participen las entidades en los términos del 
artículo 3o.-A de esta Ley;  

 
VII.  La recaudación obtenida en términos de lo previsto en los artículos 2o., 

fracción II, inciso B) y 2o.-A, fracción II, de la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios; 

 
VIII. Las cantidades que se distribuyan a las entidades federativas de acuerdo 

con lo previsto en los artículos 4o.-A y 4o.-B de esta Ley, y 
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IX.  El excedente de los ingresos que obtenga la Federación por aplicar una tasa 
superior al 1% a los ingresos por la obtención de premios a que se refieren 
los artículos 133 y 163 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
Tercer Párrafo (Se deroga) 
 
Cuarto Párrafo (Se deroga) 
 
El Fondo General de Participaciones se distribuirá conforme a la fórmula siguiente: 
 

( )tititititi CCCFGPPP ,,,,0707,, 31.02 3.016.0 ++Δ+=
 

 

 
 

con    
 

 
 
Donde: 
 
C1i,t, C2i,t, y C3i,t son los coeficientes de distribución del Fondo General de 
Participaciones de la entidad i en el año t en que se efectúa el cálculo. 
 
Considerando los coeficientes C2 y C3 como incentivos recaudatorios. 
 
Pi,t es la participación del fondo a que se refiere este artículo, de la entidad i en el 
año t. 
 
Pi,07 es la participación del fondo a que se refiere este artículo que la entidad i 
recibió en el año 2007. 
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ΔFGP07,t es el crecimiento en el Fondo General de Participaciones entre el año 
2007 y el año t. 
 
PIBi,t-1 es la información oficial del Producto Interno Bruto del último año que 
hubiere dado a conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la 
entidad i. 
 
PIBi,t-2 es la información oficial del Producto Interno Bruto del año anterior al 
definido en la variable anterior que hubiere dado a conocer el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía para la entidad i. 
 
IEi,t es la información relativa a la recaudación de impuestos y derechos locales de 
la entidad i en el año t contenida en la última cuenta pública oficial y reportados en 
los formatos que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  
 
Para tal efecto, se considerarán impuestos y derechos locales todos aquéllos que 
se recauden a nivel estatal, así como el impuesto predial y los derechos por 
suministro de agua que registren un flujo de efectivo.  
 
Las cifras reportadas en la cuenta pública oficial de los citados ingresos, que estén 
relacionadas con el otorgamiento de beneficios, programas, subvenciones, o 
subsidios, aun cuando tengan una denominación distinta en la legislación local 
correspondiente, y que estén dirigidos a determinado sector de la población o de la 
economía, no se considerarán ingresos para efectos de la determinación de 
coeficientes de participaciones. 
 
En lo que corresponde a los derechos, se considerarán aquellas contribuciones 
establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio 
público de la entidad, así como por los servicios que presten las entidades en sus 
funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos 
descentralizados u órganos desconcentrados. No obstante, se considerarán los 
derechos a cargo de los organismos públicos descentralizados que presten 
servicios exclusivos de las entidades. 
 
La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales podrá aprobar otros impuestos y 
derechos respecto de los cuales exista información certera y verificable, 
atendiendo a criterios de equidad entre las entidades federativas. 
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ΔIEi,t es un promedio móvil de tres años de las tasas de crecimiento en la 
recaudación de los impuestos y derechos locales de la entidad i, referidos en la 
variable anterior. 
 
ni es la última información oficial de población que hubiere dado a conocer el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i. 
 
∑

i
 es la suma sobre todas las entidades de la variable que le sigue. 

 
Las entidades deberán informar de la totalidad de la recaudación que efectúen de 
cada uno de sus impuestos y derechos locales, en los formatos que para ello emita 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. La fórmula anterior no será aplicable 
en el evento de que en el año de cálculo la recaudación federal participable sea 
inferior a la observada en el año 2007. En dicho supuesto, la distribución se 
realizará en función de la cantidad efectivamente generada en el año de cálculo y 
de acuerdo al coeficiente efectivo que cada entidad haya recibido de dicho Fondo 
en el año 2007. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá solicitar a las 
entidades la información que estime necesaria para verificar las cifras 
recaudatorias locales presentadas por las entidades. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 2-A.-… 
 
I.- En la proporción de la recaudación federal participable en la forma siguiente: 
 
… 
 
… 
 
II. … 
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III. … 
 
a) … 
 
b) … 
 
El Fondo de Fomento Municipal se distribuirá entre las entidades conforme a la 
fórmula siguiente: 
 

𝑭𝒊,𝒕 = 𝑭𝒊,𝟏𝟑 + ∆𝑭𝑭𝑴𝟏𝟑,𝒕 𝟎.𝟕𝑪𝒊,𝒕 + 𝟎.𝟑𝑪𝑷𝒊,𝒕  

 

𝑪𝒊,𝒕 =

𝑹𝒊,𝒕!𝟏
𝑹𝒊,𝒕!𝟐

𝒏𝒊
𝑹𝒊,𝒕!𝟏
𝑹𝒊,𝒕!𝟐𝒊 𝒏𝒊

 

 

𝑪𝑷𝒊,𝒕 =
𝑰𝒊,𝒕𝒏𝒄𝒊
𝑰𝒊,𝒕𝒊 𝒏𝒄𝒊

 

 

𝑰𝒊,𝒕 =𝒎𝒊𝒏
𝑹𝑪𝒊,𝒕!𝟏
𝑹𝑪𝒊,𝒕!𝟐

,𝟐  

 

Donde: 

𝑪𝒊,𝒕  es el coeficiente de distribución del 70% del excedente del Fondo de Fomento 
Municipal con respecto a 2013 de la entidad i en el año t en que se efectúa el 
cálculo.  

𝑪𝑷𝒊,𝒕 es el coeficiente de distribución del 30% del excedente del Fondo de 
Fomento Municipal con respecto a 2013 de la entidad i en el año t en que se 
efectúa el cálculo, siempre y cuando el gobierno de dicha entidad sea el 
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responsable de la administración del impuesto predial por cuenta y orden del 
municipio.  

 
Para que un estado compruebe la existencia de la coordinación fiscal en el 
impuesto predial, se deberá haber celebrado un convenio con el municipio 
correspondiente y publicado en el medio de difusión oficial estatal, en el entendido 
de que la inexistencia o extinción de dicho convenio hará que se deje de ser 
elegible para la distribución de esta porción del Fondo. 
 
Fi,t es la participación del fondo al que se refiere este artículo de la entidad i en el 
año t. 

𝑭𝒊,𝟏𝟑 es la participación del fondo al que se refiere este artículo que la entidad i 
recibió en el año 2013. 

∆𝑭𝑭𝑴𝟏𝟑,𝒕 es el crecimiento en el Fondo de Fomento Municipal entre el año 2013 y 
el periodo t. 

𝑹𝒊,𝒕 es la recaudación local de predial y de los derechos de agua, que registren un 
flujo de efectivo, de la entidad i en el año t, reportada en los formatos que emita 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

𝑰𝒊,𝒕 es el valor mínimo entre el resultado del cociente 𝑹𝑪𝒊,𝒕!𝟏
𝑹𝑪𝒊,𝒕!𝟐

 y el número 2. 

𝑹𝑪𝒊,𝒕es la suma de la recaudación de predial en los municipios que hayan 
convenido la coordinación del cobro de dicho impuesto con la entidad i en el año t 
y que registren un flujo de efectivo, o de las demarcaciones territoriales del Distrito 
Federal en su caso, reportada en los formatos que emita la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público. 

𝒏𝒊 es la última información oficial de población que hubiere dado a conocer el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i.  

𝒏𝒄𝒊 es la última información oficial de población que hubiere dado a conocer el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía de los municipios que hayan 
convenido la coordinación del cobro de predial para la entidad i. 

… 
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… 

 

La fórmula del Fondo de Fomento Municipal no será aplicable en el evento de que 
en el año que se calcula, el monto de dicho Fondo sea inferior al obtenido en el 
año 2013. En dicho supuesto, la distribución se realizará en relación con la 
cantidad efectivamente generada en el año que se calcula y de acuerdo al 
coeficiente efectivo que cada entidad haya recibido del Fondo de Fomento 
Municipal en el 2013. 

 
Artículo 3-B.- Las entidades adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 
participarán al 100% de la recaudación que se obtenga del impuesto sobre la renta 
que efectivamente se entere a la Federación, correspondiente al salario del 
personal que preste o desempeñe un servicio personal subordinado en las 
dependencias de la entidad federativa, del municipio o demarcación territorial del 
Distrito Federal, así como en sus respectivos organismos autónomos y entidades 
paraestatales y paramunicipales, siempre que el salario sea efectivamente pagado 
por los entes mencionados con cargo a sus participaciones u otros ingresos locales. 
 
Para efectos del párrafo anterior, se considerará la recaudación que se obtenga 
por el Impuesto sobre la Renta, una vez descontadas las devoluciones por dicho 
concepto. 
 
Asimismo, para que resulte aplicable lo dispuesto en el primer párrafo de este 
artículo, las entidades deberán enterar a la Federación el 100% de la retención 
que deben efectuar del Impuesto sobre la Renta correspondiente a los ingresos 
por salarios que las entidades paguen con cargo a recursos federales. 
 
Las entidades deberán participar a sus municipios o demarcaciones territoriales, el 
100% de la recaudación del impuesto al que se refiere el párrafo primero de este 
artículo, correspondiente al personal que preste o desempeñe un servicio personal 
subordinado en el municipio o demarcación territorial de que se trate.  
 
Artículo 4o.- El Fondo de Fiscalización y Recaudación estará conformado por un 
monto equivalente al 1.25% de la recaudación federal participable de cada 
ejercicio. 
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Las entidades que se ajusten a lo establecido en el artículo 10-A de esta Ley, 
recibirán mensualmente un anticipo por concepto del Fondo a que se refiere este 
artículo, que ascenderá a la cantidad mensual promedio que corresponda a lo que 
la entidad recibió en el ejercicio de 2013 por concepto del Fondo de Fiscalización. 
 
Adicionalmente, de forma trimestral, se distribuirán los recursos de este Fondo, 
disminuyendo las cantidades entregadas mediante los anticipos señalados en el 
párrafo anterior, de acuerdo con la siguiente fórmula: 
 

𝑻𝒊,𝒕 = 𝑻𝒊,𝟏𝟑 + ∆𝑭𝑶𝑭𝑰𝑹𝟏𝟑,𝒕  (𝟎.𝟑𝑪𝟏𝒊,𝒕 + 𝟎.𝟏𝑪𝟐𝒊,𝒕 + 𝟎. 3𝐶3!,! + 0.3𝐶4!,!) 

 

 

 

 

𝐶3!,! =

!!,!!!
!!,!!!

𝑛!
!!,!!!
!!,!!!

𝑛!!
 

𝐶4!,! =

!!,!!!
!"#!,!!!

𝑛!
!!,!!!
!"#!,!!!

𝑛!!
 

Donde: 

Ti,t es la participación de la entidad i en el año t. 

Ti,13 es la participación que la entidad i recibió en el año 2013, por concepto del 
Fondo de Fiscalización. 

∑
−

−

−

−

=

i
i

ti

ti

i
ti

ti

ti

n
PIB
CV

n
PIB
CV

C

1,

1,

1,

1,

,1

∑ −

−=

i
iti

iti
ti nVM

nVM
C

1,

1,
,2
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ΔFOFIR13,t es la diferencia entre el Fondo de Fiscalización y Recaudación del año t 
y el Fondo de Fiscalización del año 2013. 

CVi,t son las cifras virtuales de la entidad i en el año t que dé a conocer el Servicio 
de Administración Tributaria. 

PIBi,t-1 es la información oficial del Producto Interno Bruto del último año que dé 
a conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i. 

VMi,t es el valor de la mercancía embargada o asegurada por la entidad i en el año 
t que dé a conocer el Servicio de Administración Tributaria. 

Ri,t es la recaudación de impuestos y derechos locales de la entidad i en el año t 
contenida en la última cuenta pública oficial y reportada en los formatos que emita 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

ILDi,t corresponde a la recaudación de impuestos y derechos que se recauden en 
la entidad i en el año t, contenida en la última cuenta pública oficial más las 
Participaciones Federales que se hayan percibido en dicho ejercicio, incluyendo los 
incentivos derivados de la aplicación del Convenio de Colaboración Administrativa 
en Materia Fiscal Federal.  

ni es la última información oficial de población que dé a conocer el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i. 

∑
i es la suma sobre todas las entidades de la variable que le sigue. 

Para los efectos de la fórmula a que se refiere este artículo, se considerarán 
impuestos y derechos locales todos aquéllos que se recauden a nivel estatal, así 
como el impuesto predial y los derechos por suministro de agua que registren un 
flujo de efectivo.  

Las cifras reportadas en la cuenta pública oficial de los citados ingresos, que estén 
relacionadas con el otorgamiento de beneficios, programas, subvenciones, o 
subsidios, aun cuando tengan una denominación distinta en la legislación local 
correspondiente, y que estén dirigidos a determinado sector de la población o de la 
economía, no se considerarán ingresos para efectos de la determinación de 
coeficientes de participaciones. 
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En lo que corresponde a los derechos, se considerarán aquellas contribuciones 
establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio 
público de la entidad; así como por los servicios que presten las entidades en sus 
funciones de derecho público, excepto cuando se presten por organismos 
descentralizados u órganos desconcentrados. No obstante, se considerarán los 
derechos a cargo de los organismos públicos descentralizados que presten 
servicios exclusivos de las entidades. 
 
La fórmula del Fondo de Fiscalización y Recaudación no será aplicable en el evento 
de que en el año de cálculo dicho Fondo sea inferior a la participación que la 
totalidad de las entidades hayan recibido en el 2013 por concepto del Fondo de 
Fiscalización. En dicho supuesto, la distribución se realizará en función de la 
cantidad efectivamente generada en el año de cálculo y de acuerdo con el 
coeficiente efectivo que cada entidad haya recibido por concepto del Fondo de 
Fiscalización en el año 2013. 
 
Los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal recibirán como 
mínimo el 20% de la recaudación que del Fondo de Fiscalización y Recaudación 
corresponda a las entidades.  
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá verificar el cumplimiento de las 
labores de fiscalización efectuadas por las entidades federativas en los términos de 
este artículo. 
 
Artículo 4o-A.- … 
 
I.  Del total recaudado 9/11 corresponderá a las entidades federativas en 

función del consumo efectuado en su territorio, de acuerdo con la 
información que Petróleos Mexicanos proporcione a la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, complementada, en su caso, con la información del Servicio 
de Administración Tributaria, siempre y cuando se encuentren adheridas al 
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. 

 
 Los recursos que obtengan las entidades federativas, municipios y 

demarcaciones territoriales, de acuerdo a lo previsto en esta fracción, podrán 
afectarse en términos del artículo 9o. de esta Ley, siempre que la afectación 
correspondiente en ningún caso exceda del 25% de los recursos que les 
correspondan. 
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 Tratándose de obligaciones pagaderas en dos o más ejercicios fiscales, para 

cada año podrá destinarse al servicio de las mismas lo que resulte mayor 
entre aplicar el porcentaje a que se refiere el párrafo anterior a los recursos 
correspondientes al año de que se trate o a los recursos correspondientes al 
año en que las obligaciones hayan sido contratadas. 

 
II.  Del total recaudado con motivo de la aplicación de las cuotas, 2/11 se 

destinarán a un Fondo de Compensación, el cual se distribuirá entre las 10 
entidades federativas que, de acuerdo con la última información oficial del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, tengan los menores niveles de 
Producto Interno Bruto per cápita no minero y no petrolero. Éste se obtendrá 
de la diferencia entre el Producto Interno Bruto Estatal total y el Producto 
Interno Bruto Estatal Minero, incluyendo todos los rubros contenidos en el 
mismo. 

 
El Fondo de Compensación se distribuirá conforme a la fórmula siguiente: 
 

t

i ti

ti
ti FC

PIBpc

PIBpc
T

∑
−

−=

1,

1,
, 1

1
 

 
Donde: 
 
Ti,t es la transferencia de la entidad i en el año t. 
 
PIBpci,t-1 es el último Producto Interno Bruto per cápita no minero y no petrolero 
de la entidad i construido con los últimos datos oficiales del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía. 
 
FCt es el Fondo de Compensación en el año t. 
 

es la sumatoria de la variable que le sigue. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público enterará a las entidades las cantidades 
a que se refiere este artículo, dentro del mes siguiente al entero de dichas 
cantidades por parte de Petróleos Mexicanos. 

∑
i
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La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, en conjunto con la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, deberá presentar al Congreso de la Unión una 
evaluación sobre los resultados y desempeño del Fondo a que se refiere esta 
fracción, así como sobre la conveniencia de conservar o modificar las reglas de su 
distribución. Dicha evaluación deberá presentarse en el mes de enero del año 2018 
y posteriormente cada 5 años en caso de no modificarse las reglas de distribución. 
 
… 
 
Las entidades deberán incluir en las publicaciones a que se refiere el artículo 6o., 
último párrafo de esta Ley, los recursos que en términos de este artículo 
correspondan a sus municipios, y en el caso del Distrito Federal, a sus 
demarcaciones territoriales, así como acreditar su cumplimiento a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 
 
Artículo 4o-B. … 
 
El Fondo a que se refiere este artículo será distribuido entre aquellas entidades 
que formen parte de la clasificación de extracción de petróleo y gas definida en el 
último censo económico realizado por el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía, de acuerdo a la fórmula siguiente: 
 

 
 

Donde FEXHIt se refiere al Fondo de Extracción de Hidrocarburos en el año a 
repartir. 
 

 
 

es el coeficiente relativo a la extracción de petróleo y gas. 
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es el coeficiente relativo a la producción de gas asociado y no asociado. 
 
EXPi,t-1 es el valor de extracción bruta de los hidrocarburos de la entidad 
federativa i conforme a la clasificación de extracción de petróleo y gas definida en 
el último censo económico realizado por el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía. 
 
EXGi,t-1 es el volumen de producción de gas natural asociado y no asociado de la 
entidad i, en el año anterior para el cual se realiza el cálculo, según el Sistema de 
Información Energética. 
 

es la sumatoria de la variable que le sigue, sobre las entidades que formen 
parte de la clasificación de extracción de petróleo y gas definida en el último censo 
económico realizado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 
 
… 
 
Los municipios recibirán cuando menos el 20% de los recursos percibidos por las 
entidades federativas, incluyendo las cantidades que se perciban en tal caso por 
concepto de compensación. 
 
Las entidades adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal que reciban 
ingresos por concepto del Fondo a que hace referencia el presente artículo, podrán 
celebrar con la Federación un convenio a fin de que los ingresos excedentes 
respecto a lo estimado y calendarizado en las disposiciones aplicables, se destinen 
en un porcentaje establecido en el citado convenio al Fondo de Estabilización de 
Extracción de Hidrocarburos. 
 
El Fondo de Estabilización de Extracción de Hidrocarburos tendrá por finalidad 
compensar la disminución en la ministración de los recursos obtenidos por el 
Fondo de Extracción de Hidrocarburos, respecto a lo estimado y calendarizado 
para el ejercicio fiscal en cuestión. 

∑
i



15 
 

 
El Fondo de Estabilización de Extracción de Hidrocarburos se sujetará a las reglas 
de operación que al efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
previa opinión de las entidades que reciban ingresos por concepto del Fondo de 
Extracción de Hidrocarburos. 
 
Artículo 5o.- Los cálculos de participaciones a que se refieren los artículos 2o. y 
2o.-A de esta Ley se harán para todas las entidades, aunque algunas o varias de 
ellas no se encuentren adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Las 
participaciones que correspondan a las entidades que dejen de estar adheridas al 
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal serán deducidas del Fondo General de 
Participaciones, del Fondo de Fomento Municipal y del Fondo de Fiscalización y 
Recaudación. 
 
Artículo 6o.- Las participaciones federales que recibirán los Municipios del total 
del Fondo General de Participaciones incluyendo sus incrementos, nunca serán 
inferiores al 20% de las cantidades que correspondan al Estado, el cual habrá de 
cubrírselas. Las legislaturas locales establecerán su distribución entre los 
Municipios mediante disposiciones de carácter general, atendiendo principalmente 
a los incentivos recaudatorios y principios resarcitorios, en la parte municipal, 
considerados en el artículo 2o. del presente ordenamiento.  
 
… 
 
… 
 
Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra, sin condicionamiento 
alguno y no podrán ser objeto de deducciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de las entidades, a más tardar el 15 de 
febrero, deberán publicar en su Periódico Oficial, así como en su página oficial de 
internet el calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas, así 
como los montos estimados, de las participaciones que las entidades reciban y de 
las que tengan obligación de participar a sus municipios o demarcaciones 
territoriales. También deberán publicar trimestralmente en el Periódico Oficial, así 
como en la página oficial de internet del gobierno de la entidad, el importe de las 
participaciones entregadas y, en su caso, el ajuste realizado al término de cada 
ejercicio fiscal. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario 
Oficial de la Federación la lista de las entidades que incumplan con esta 
disposición. 
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El incumplimiento a las obligaciones de información previstas en este artículo será 
sancionado en los términos de la legislación en materia de responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos. 
 
Artículo 9o.- Las participaciones que correspondan a las Entidades y Municipios 
son inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a 
retención, salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al 
Fondo de Fomento Municipal y a los recursos a que se refiere el Artículo 4-A, 
fracción I, de la presente Ley, que podrán ser afectadas para el pago de 
obligaciones contraídas por las Entidades o Municipios, con autorización de las 
legislaturas locales e inscritas a petición de dichas Entidades ante la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de 
Entidades y Municipios, a favor de la Federación, de las Instituciones de Crédito 
que operen en territorio nacional, así como de las personas físicas o morales de 
nacionalidad mexicana. 
 
Las obligaciones de los Municipios se registrarán cuando cuenten con la garantía 
solidaria del Estado, salvo cuando a juicio de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público tengan suficientes participaciones para responder a sus compromisos, de 
acuerdo con lo establecido en el Reglamento del presente artículo. 
 
Tratándose de obligaciones que se originen de la emisión de valores, para efectos 
de su inscripción en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y 
Municipios, bastará con que se presente evidencia de dichos valores de acuerdo al 
procedimiento establecido en el Reglamento, en el entendido que dentro de los 
diez días hábiles siguientes a la inscripción de los mismos, deberá notificarse a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, su circulación o colocación; de lo 
contrario, se procederá a la cancelación de la inscripción. 
 
El Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios a cargo de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público será público y deberá permitir la 
identificación del porcentaje total de participaciones federales afectadas por cada 
Entidad y Municipio, así como el destino definido en los instrumentos que 
formalizan la obligación, en los términos que establezca el Reglamento del 
presente artículo. 
 
Las Entidades y Municipios efectuarán los pagos de las obligaciones contraídas en 
términos de este artículo, a través de fideicomisos o vehículos de fuente de pago o 
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garantía, sin perjuicio de los instrumentos y sistemas de registro establecidos en 
sus leyes estatales de deuda. En todo caso, las Entidades Federativas deberán 
contar con un registro único de obligaciones y empréstitos, y deberán publicar en 
forma periódica su información y la de sus Municipios con respecto de las 
obligaciones garantizadas o aquéllas cuya fuente de pago son las participaciones. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 10-C.- … 
 
I. a VII. … 
 
VIII. (Se deroga). 
 
… 
 
… 
 
Artículo 10-D.- … 
 
I.  … 
 
II.  Se considerará que la venta o consumo final de los bienes se efectúa en el 

territorio de una entidad cuando en el mismo se realice la entrega de los 
mismos por parte del productor, envasador, distribuidor o importador, según 
sea el caso, para su posterior venta al público en general o consumo. 

 
Segundo párrafo (Se deroga). 
 
Artículo 15.- … 
 
Cuando la entidad recaude ingresos federales, los concentrará directamente a 
dicha Secretaría y rendirá cuenta pormenorizada de recaudación. La Secretaría, 
también directamente, hará el pago a las entidades de las cantidades que les 
correspondan en el Fondo establecido en el artículo 2o. y 2-A, fracción III y pondrá 
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a su disposición la información correspondiente. Se podrá establecer, si existe 
acuerdo entre las partes interesadas, un procedimiento de compensación 
permanente. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 19.- … 
 
I.  Aprobar los reglamentos de funcionamiento de la propia Reunión Nacional, de 

la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales y de sus grupos de trabajo, 
del Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas y de la 
Junta de Coordinación Fiscal. 

 
II. a IV. … 
 
Artículo 20.- … 
 
I. y II. … 
 
III.- … 
 
 Con base en un análisis de las características socio-económicas y geográficas 

que tengan las entidades federativas, cada 10 años, la Comisión Permanente 
de Funcionarios Fiscales podrá proponer a la Reunión Nacional de 
Funcionarios Fiscales una reclasificación de los ocho grupos señalados en esta 
fracción, que deberá ser aprobada mediante votación unánime de esta 
última.   

 
IV. y V. … 
 
VI. Será invitado permanente a las reuniones de la Comisión Permanente de 

Funcionarios Fiscales, el Presidente de Conferencia Nacional de Municipios de 
México, siempre que las reuniones no correspondan a sesiones de trabajo 
con la participación exclusiva de los funcionarios a que se refiere la fracción 
II de este artículo. 



19 
 

 
Artículo 25.- … 
 
I.  Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo; 
 
II. a VIII. … 
 
… 
 
El Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo será 
administrado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y la transferencia de 
los recursos de dicho Fondo se realizará en los términos previstos en el artículo 26-
A de esta Ley. 
 
Artículo 26.- Con cargo a las aportaciones del Fondo de Aportaciones para la 
Nómina Educativa y Gasto Operativo que les correspondan, los Estados y el Distrito 
Federal serán apoyados con recursos económicos complementarios para ejercer las 
atribuciones, en materia de educación básica y normal, que de manera exclusiva 
se les asignan, respectivamente, en los artículos 13 y 16 de la Ley General de 
Educación. 
 
La Federación apoyará a los Estados con los recursos necesarios para cubrir el 
pago de servicios personales correspondiente al personal que ocupa las plazas 
transferidas a los Estados, en el marco del Acuerdo Nacional para la Modernización 
de la Educación Básica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de 
mayo de 1992 y los convenios que de conformidad con el mismo fueron 
formalizados con los Estados, que se encuentren registradas por la Secretaría de 
Educación Pública, previa validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
en el Sistema de Información y Gestión Educativa a que se refiere el artículo 12, 
fracción X, de la Ley General de Educación. Asimismo, el registro en el Sistema 
podrá incluir plazas del personal docente que no es de jornada, de acuerdo a la 
asignación de horas correspondiente. 
 
En el caso del Distrito Federal, el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa 
y Gasto Operativo incluirá los recursos correspondientes a las plazas federales que 
sean transferidas a éste, mediante el convenio de descentralización 
correspondiente y registradas en el Sistema a que se refiere el párrafo anterior. 
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Asimismo, el Fondo incluirá recursos para apoyar a las entidades federativas a 
cubrir gastos de operación relacionados exclusivamente con las atribuciones a que 
se refiere el párrafo primero de este artículo. 
 
Artículo 26-A.- El ejercicio de los recursos en materia de servicios personales a 
que se refiere el artículo anterior, se sujetará a lo siguiente: 
 
I.  La Secretaría de Educación Pública establecerá un sistema de administración 

de nómina, a través del cual se realizarán los pagos de servicios personales a 
que se refiere el artículo anterior. Para tal efecto, las secretarías de Hacienda 
y Crédito Público y de Educación Pública, emitirán las disposiciones que 
deberán observar las entidades federativas para registrar cada nómina. El 
sistema de administración de nómina deberá identificar al menos el nivel, tipo 
y modalidad educativa a la que corresponda la plaza.  

 
 Las autoridades educativas de las entidades federativas deberán proporcionar 

a la Secretaría de Educación Pública toda la información que ésta les requiera 
en términos de este artículo; 

 
II.  Las autoridades educativas de las entidades federativas deberán, en los 

plazos y condiciones establecidos en las disposiciones a que se refiere la 
fracción anterior, registrar en el sistema de administración de nómina la 
información relativa a los movimientos del personal que modifiquen cada 
nómina. 

 
 La información que las autoridades educativas de las entidades federativas 

registren en el sistema de administración de nómina, deberá corresponder a 
aquélla registrada en el Sistema de Información y Gestión Educativa a que se 
refiere el artículo 12, fracción X, de la Ley General de Educación; 

 
III.  Con base en la información registrada en el sistema de administración de 

nómina, la Secretaría de Educación Pública verificará que ésta corresponda 
con la contenida en el Sistema de Información y Gestión Educativa y solicitará 
a las autoridades educativas de las entidades federativas, la validación de la 
nómina correspondiente a cada una de ellas. 

 
 Una vez validada la información por las autoridades educativas de las 

entidades federativas, la Secretaría de Educación Pública solicitará a la 
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Tesorería de la Federación, realizar el pago correspondiente, con cargo a los 
recursos que correspondan del Fondo a cada entidad federativa; 

 
IV.  Los recursos correspondientes a la nómina a que se refiere el artículo anterior 

serán pagados, por cuenta y orden de las entidades federativas en su calidad 
de patrones, a sus empleados del servicio educativo, a través de 
transferencias electrónicas a respectivas cuentas bancarias, salvo que los 
mismos se encuentren en localidades en donde no haya disponibilidad de 
servicios bancarios; en este último caso la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público determinará la forma y los medios a través de los cuales se 
entregarán los recursos correspondientes. 

 
 La Secretaría de Educación Pública se coordinará con las entidades 

federativas para que los pagos de nómina se realicen solamente al personal 
que cuente con Registro Federal de Contribuyentes con Homoclave, de 
acuerdo con las disposiciones aplicables; 

 
V.  Los pagos deberán hacerse por las cantidades líquidas que correspondan a 

cada empleado, considerando las cantidades devengadas en el periodo de 
pago correspondiente. 

 
 En todo caso, sólo procederán pagos retroactivos hasta por cuarenta y cinco 

días naturales, siempre y cuando se acredite la asistencia del personal 
durante dicho periodo en la plaza respectiva, debiendo precisar la autoridad 
educativa de la entidad federativa el tipo de plaza y el periodo que 
comprende. 

 
 En los casos en que por causa no imputable al personal no se realice el pago, 

a solicitud del interesado y conforme al procedimiento establecido en su caso, 
los pagos no realizados deberán efectuarse en un plazo no mayor a 30 días; 

 
VI. La Secretaría de Educación Pública retendrá y enterará las cantidades que por 

ley deban pagarse por concepto de impuestos y seguridad social, de 
conformidad con la normatividad aplicable; así como, otras cantidades que, 
en su caso, deban retenerse con base en la instrucción correspondiente de la 
autoridad educativa de la entidad federativa; 

 
VII. Para efectos de la comprobación de las erogaciones, los registros en medios 

electrónicos correspondientes a los abonos en las cuentas del personal, 
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fungirán como comprobantes de la entrega de los recursos. Tratándose de 
los pagos que, por no existir servicios bancarios en la localidad 
correspondiente, se realicen a través de otros mecanismos, la comprobación 
de las erogaciones se realizará en términos de la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria y demás disposiciones aplicables. 

 
 Sin perjuicio de lo anterior, las autoridades educativas de las entidades 

federativas entregarán a cada uno de sus trabajadores el recibo de nómina 
respectivo, desglosando los conceptos de pago y descuentos 
correspondientes; 

 
VIII. Las entidades federativas realizarán los registros e informarán sobre las 

aportaciones federales a que se refiere este artículo, en los términos de los 
artículos 48 y 49 de esta Ley, y  

 
IX.  La Secretaría de Educación Pública presentará la información a que se refiere 

el artículo 73 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental.  
 
Los recursos a que se refieren las fracciones anteriores sólo podrán erogarse en el 
ejercicio fiscal en que fueron presupuestados, exclusivamente para el pago de los 
conceptos relativos a servicios personales del personal a que se refiere el artículo 
anterior, incluyendo el incremento en remuneraciones que, en su caso, se acuerde 
en los términos del artículo 27-A de esta Ley. 
 
Tratándose del gasto de operación a que se refiere el último párrafo del artículo 26 
de esta Ley, los recursos podrán utilizarse en los fines a que se refiere el párrafo 
anterior. 
 
Artículo 27.- El monto del Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y 
Gasto Operativo se determinará cada año en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación correspondiente, exclusivamente a partir de los siguientes elementos:  
 
I.  Las plazas registradas en términos de los artículos 26 y 26-A de esta Ley, con 

las erogaciones que correspondan por concepto de remuneraciones, 
incluyendo sueldos y prestaciones autorizados, impuestos federales y 
aportaciones de seguridad social; 

 
II.  Las ampliaciones presupuestarias que se hubieren autorizado al Fondo 

durante el ejercicio fiscal inmediato anterior a aquél que se presupueste, 
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como resultado del incremento salarial que, en su caso, se pacte en términos 
del artículo 27-A de esta Ley; 

 
III.  La creación de plazas, que en su caso, se autorice. 
 
 No podrán crearse plazas con cargo a este Fondo, salvo que estén 

plenamente justificadas en términos de la Ley General del Servicio Profesional 
Docente y las demás disposiciones aplicables, así como los recursos 
necesarios para su creación estén expresamente aprobados en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal correspondiente, 
y 

 
IV.  Los gastos de operación y la actualización que se determine para el ejercicio 

que se presupueste. La distribución de estos recursos se realizará cada año a 
nivel nacional entre las entidades federativas, de acuerdo con la siguiente 
fórmula: 

 
GOi = GOi,2013 + ((GOt – GO2013) MPi) 

 
Donde: 
 

𝑀𝑃𝑖=𝐻𝑛𝑖/𝐻𝑁 
 

GOt es el monto total del recurso destinado a gasto operativo del FONE. 
 
GOi es el monto del recurso destinado a gasto operativo del FONE para la entidad 
federativa i. 𝑀𝑃𝑖=𝐻𝑛𝑖/𝐻𝑁 
 
GOi,2013 es el Gasto de Operación presupuestado para la entidad federativa i en el PEF 
2013. 
 
GO2013 es el Gasto de Operación presupuestado en el PEF 2013. 
 
MPi es la participación de la entidad federativa i en la matrícula potencial nacional en el 
año anterior para el cual se efectúa el cálculo. Por matrícula potencial se entiende el 
número de niños en edad de cursar educación básica. 
 
Hni es el número de habitantes entre 5 y 14 años en la entidad federativa i. 
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HN es el número de habitantes entre 5 y 14 años del país. 
 
Artículo 27-A.- El Ejecutivo Federal y los gobiernos de las entidades federativas, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley General de Educación, 
concurrirán en el financiamiento del gasto en servicios personales para la 
educación pública, conforme a lo siguiente: 
 
I.  El Ejecutivo Federal proveerá los recursos necesarios para cubrir los pagos de 

servicios personales a que se refieren los artículos 26, 26-A y 43 de esta Ley; 
 
II.  Los gobiernos de las entidades federativas cubrirán, con cargo a sus propios 

ingresos, las erogaciones en materia de servicios personales de las plazas 
distintas a las señaladas en la fracción anterior, incluyendo el incremento 
salarial y de prestaciones correspondiente a dichas plazas;  

 
III.  Los incrementos en las remuneraciones del personal que ocupa las plazas a 

que se refieren los artículos 26 y 26-A de esta Ley, serán acordados con base 
en:  

 
a)  La disponibilidad de recursos públicos aprobada en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación; 
 
b)  Los objetivos, metas y resultados alcanzados del Servicio Profesional 

Docente, y 
 
c)  La negociación del incremento en remuneraciones, la cual se llevará a 

cabo por parte de los patrones, por una representación de las 
autoridades educativas de las entidades federativas; por parte de los 
trabajadores, una representación de su sindicato, en términos de la 
legislación laboral; así como con la participación de la Secretaría de 
Educación Pública para efectos del financiamiento que corresponde a la 
Federación en los términos de los artículos 26 y 26-A de esta Ley y para 
vigilar su consistencia con los objetivos del Servicio Profesional Docente. 

 
 El incremento en remuneraciones que, en su caso, se acuerde, aplicable al 

personal a que se refiere esta fracción, deberá publicarse en el Diario Oficial 
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de la Federación para que produzca sus efectos, así como en los medios 
oficiales de difusión de las entidades federativas, y  

 
IV.  La Secretaría de Educación Pública y las autoridades educativas de las 

entidades federativas darán acceso al sistema establecido para el registro del 
personal educativo, para efectos de consulta, a las instancias locales y 
federales de control, evaluación y fiscalización que así lo soliciten. 

 
Artículo 31.- … 
 
La Secretaría de Salud dará a conocer anualmente, en el seno del Consejo 
Nacional de Salud y, a más tardar el 31 de enero, en el Diario Oficial de la 
Federación, las cifras que corresponden a las variables integrantes de la fórmula 
anterior resultantes de los sistemas oficiales de información. 
 
Artículo 32.- El Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social se 
determinará anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación con 
recursos federales por un monto equivalente, sólo para efectos de referencia, al 
2.5294% de la recaudación federal participable a que se refiere el artículo 2o. de 
esta Ley, según estimación que de la misma se realice en el propio presupuesto, 
con base en lo que al efecto establezca la Ley de Ingresos de la Federación para 
ese ejercicio. Del total de la recaudación federal participable el 0.3066% 
corresponderá al Fondo para la Infraestructura Social de las Entidades y el 
2.2228% al Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 
Territoriales del Distrito Federal.  
 
Este fondo se enterará mensualmente en los primeros diez meses del año por 
partes iguales a las entidades por conducto de la Federación y, a los municipios y 
demarcaciones territoriales a través de las entidades, de manera ágil y directa, sin 
más limitaciones ni restricciones, incluyendo las de carácter administrativo, que las 
correspondientes a los fines que se establecen en el artículo 33 de esta Ley. 
 
Artículo 33.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Aportaciones 
para la Infraestructura Social reciban las entidades, los municipios y las 
demarcaciones territoriales, se destinarán exclusivamente al financiamiento de 
obras, acciones sociales básicas y a inversiones que beneficien directamente a 
población en pobreza extrema, localidades con alto o muy alto nivel de rezago 
social conforme a lo previsto en la Ley General de Desarrollo Social, y en las zonas 
de atención prioritaria. 
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A.  Los recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, se 

destinarán a los siguientes rubros: 
 

I.  Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las 
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal: agua potable, alcantarillado, 
drenaje y letrinas, urbanización, electrificación rural y de colonias pobres, 
infraestructura básica del sector salud y educativo, mejoramiento de vivienda, 
así como mantenimiento de infraestructura, conforme a lo señalado en el 
catálogo de acciones establecido en los Lineamientos del Fondo que emita la 
Secretaría de Desarrollo Social. 
 
II.  Fondo de Infraestructura Social para las Entidades: obras y acciones 
que beneficien preferentemente a la población de los municipios, 
demarcaciones territoriales y localidades que presenten mayores niveles de 
rezago social y pobreza extrema en la entidad. 

 
Asimismo, las obras y acciones que se realicen con los recursos del fondo a 
que se refiere este artículo, se deberán orientar preferentemente conforme al 
Informe anual de la situación de pobreza y rezago social de las entidades y 
sus respectivos municipios o demarcaciones territoriales que realice la 
Secretaría de Desarrollo Social, mismo que se deberá publicar en el Diario 
Oficial de la Federación a más tardar el último día hábil de enero. 
 
En el caso de los municipios y de las demarcaciones territoriales, éstos 
podrán disponer de hasta un 2% del total de recursos del Fondo para la 
Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del 
Distrito Federal que les correspondan para la realización de un Programa de 
Desarrollo Institucional Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del 
Distrito Federal. Este programa será convenido entre el Ejecutivo Federal a 
través de la Secretaría de Desarrollo Social, el Gobierno de la entidad 
correspondiente y el municipio o demarcación territorial de que se trate. Los 
recursos de este programa podrán utilizarse para la elaboración de proyectos 
con la finalidad de fortalecer las capacidades de gestión del municipio o 
demarcación territorial, de acuerdo con lo señalado en el catálogo de 
acciones establecido en los Lineamientos del Fondo que emita la Secretaría 
de Desarrollo Social. 
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Adicionalmente, las entidades, los municipios o demarcaciones territoriales 
podrán destinar hasta el 3% de los recursos que les correspondan de este 
Fondo para ser aplicados como gastos indirectos para la verificación y 
seguimiento de las obras y acciones que se realicen, así como para la 
realización de estudios y la evaluación de proyectos que cumplan con los 
fines específicos a que se refiere este artículo. 

 
B. La Secretaría de Desarrollo Social, las entidades y los municipios o 
demarcaciones territoriales tendrán las siguientes obligaciones: 
 
I.  De la Secretaría de Desarrollo Social: 
 

a)  Publicar el Informe anual sobre la situación de pobreza y rezago social 
de las entidades y sus respectivos municipios o demarcaciones 
territoriales, con base en lo que establece la Ley General de Desarrollo 
Social, para la medición de la pobreza, y 

 
b)  Proporcionar capacitación a las entidades y a sus respectivos municipios 

o demarcaciones territoriales, sobre el funcionamiento del Fondo de 
Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las 
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, del Fondo de 
Aportaciones para la Infraestructura Social de las Entidades y del 
Programa de Desarrollo Institucional Municipal y de las Demarcaciones 
Territoriales del Distrito Federal, en términos de lo establecido en los 
Lineamientos del Fondo que emita la Secretaría de Desarrollo Social, y 
 

II.  De las entidades, municipios y demarcaciones territoriales: 
 

a)  Hacer del conocimiento de sus habitantes, los montos que reciban, las 
obras y acciones a realizar, el costo de cada una, su ubicación, metas y 
beneficiarios; 

 
b)  Promover la participación de las comunidades beneficiarias en su 

destino, aplicación y vigilancia, así como en la programación, ejecución, 
control, seguimiento y evaluación de las obras y acciones que se vayan 
a realizar; 

 
c)  Informar a sus habitantes, al término de cada ejercicio, sobre los 

resultados alcanzados; 



28 
 

 
d)  Proporcionar a la Secretaría de Desarrollo Social, la información que 

sobre la utilización del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura 
Social le sea requerida. En el caso de los municipios y de las 
demarcaciones territoriales, lo harán por conducto de las entidades; 

 
e)  Procurar que las obras que realicen con los recursos de los Fondos sean 

compatibles con la preservación y protección del medio ambiente y que 
impulsen el desarrollo sostenible, y 

 
f)  Reportar trimestralmente a la Secretaría de Desarrollo Social, a través 

de sus Delegaciones Estatales o instancia equivalente en el Distrito 
Federal, así como a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el 
seguimiento sobre el uso de los recursos del Fondo, en los términos que 
establecen los artículos 48 y 49 de esta Ley, así como con base en el 
Informe anual sobre la situación de pobreza y rezago social de las 
entidades y sus respectivos municipios o demarcaciones territoriales. 
Asimismo, las entidades, los municipios y las demarcaciones 
territoriales, deberán proporcionar la información adicional que solicite 
dicha Secretaría para la supervisión y seguimiento de los recursos.  

 
Artículo 34.- El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Desarrollo Social, 
distribuirá el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social entre las 
entidades, conforme a la siguiente fórmula: 
 

Fi,t=Fi,2013+∆F2013,t (0.8zi,t+0.2ei,t) 

Donde: 

z!,! =
𝑥!,!
𝑥!,!!

 

𝑥!,! = 𝐶𝑃𝑃𝐸!
𝑃𝑃𝐸!,!
𝑃𝑃𝐸!,!!

 

e!,! =

!!"!,!!!
!!"!,!
!!"!,!!!
!!"!,!!
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Y las variables de cálculo se definen de la siguiente manera: 

Fi,t= Monto del FAIS de la entidad i en el año t. 

Fi,2013= Monto del FAIS de la entidad i en 2013, en el caso del Distrito Federal 
dicho monto será equivalente a 686,880,919.32 pesos. 

∆F2013,t= FAISt-ΣFi,2013, donde FAISt corresponde a los recursos del Fondo en el año 
de cálculo t. 

zi,t= La participación de la entidad i en el promedio nacional de las carencias de la 
población en pobreza extrema más reciente publicada por el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social al año t.  

𝐶𝑃𝑃𝐸!= Número de carencias promedio de la población en pobreza extrema en la 
entidad i más reciente publicada por el Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social al año t.  

𝑃𝑃𝐸!,!= Población en Pobreza Extrema de la entidad i, de acuerdo con la 
información más reciente provista por el Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social; y 

𝑃𝑃𝐸!,!!!= Población en Pobreza Extrema de la entidad i, de acuerdo con la 
información inmediata anterior a la más reciente provista por el Consejo Nacional 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social. 

La fórmula del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social no será 
aplicable en el evento de que en el año de cálculo dicho Fondo sea inferior a la 
participación que la totalidad de los Estados hayan recibido en el 2013 por 
concepto del mismo Fondo. En dicho supuesto, la distribución se realizará en 
función de la cantidad efectivamente generada en el año de cálculo y de acuerdo 
con el coeficiente efectivo que cada Estado haya recibido por concepto del Fondo 
de Aportaciones para la Infraestructura Social en el año 2013. De cumplirse dicho 
supuesto el Distrito Federal recibirá la proporción que representen los 
686,880,919.32 pesos que recibirá de Fi,2013. 

 
Para efectos de la formulación anual del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación, el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Desarrollo 
Social, publicará, a más tardar el 15 de agosto de cada año, en el Diario Oficial de 
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la Federación las variables y fuentes de información para el cálculo de esta fórmula 
y dará a conocer los porcentajes de participación que se asignará a cada entidad. 
 
Artículo 35.- Las entidades distribuirán entre los municipios y las demarcaciones 
territoriales los recursos del Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de las 
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, con una fórmula igual a la 
señalada en el artículo anterior, que enfatice el carácter redistributivo de estas 
aportaciones hacia aquellos municipios y demarcaciones territoriales con mayor 
magnitud y profundidad de pobreza extrema. Para ello, utilizarán la información de 
pobreza extrema más reciente a nivel municipal y de las demarcaciones 
territoriales, a que se refiere el artículo anterior, publicada por el Consejo Nacional 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social. 
 
Con objeto de apoyar a las entidades en la aplicación de sus fórmulas, la 
Secretaría de Desarrollo Social publicará en el Diario Oficial de la Federación, a 
más tardar en los primeros diez días del ejercicio fiscal de que se trate, las 
variables y fuentes de información disponibles a nivel municipal y de las 
demarcaciones territoriales para cada entidad. 
 
Las entidades, con base en lo previsto en los párrafos anteriores y previo convenio 
con la Secretaría de Desarrollo Social, calcularán las distribuciones del Fondo para 
la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito 
Federal correspondientes a sus municipios y demarcaciones territoriales, debiendo 
publicarlas en sus respectivos órganos oficiales de difusión, a más tardar el 31 de 
enero del ejercicio fiscal aplicable, así como la fórmula y su respectiva 
metodología, justificando cada elemento. 
 
A más tardar el 25 de enero del ejercicio fiscal de que se trate, los convenios 
referidos en el párrafo anterior deberán remitirse a la Secretaría de Desarrollo 
Social, a través de sus Delegaciones Estatales o instancia equivalente en el Distrito 
Federal, una vez que hayan sido suscritos por éstas y por el gobierno de la entidad 
correspondiente, con el fin de que dicha Secretaría publique las distribuciones 
convenidas en su página oficial de Internet a más tardar el 31 de enero de dicho 
ejercicio fiscal. 
 
En caso de que así lo requieran las entidades, la Secretaría de Desarrollo Social 
podrá coadyuvar en el cálculo de la distribución del Fondo para la Infraestructura 
Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal 
correspondientes a sus municipios y demarcaciones territoriales.  
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Las entidades deberán entregar a sus respectivos municipios y demarcaciones 
territoriales, los recursos que les corresponden conforme al calendario de enteros 
en que la Federación lo haga a las entidades, en los términos del último párrafo 
del artículo 32 de la presente Ley. Dicho calendario deberá comunicarse a los 
gobiernos municipales y de las demarcaciones territoriales por parte de los 
gobiernos de las entidades y publicarse por estos últimos a más tardar el día 31 de 
enero de cada ejercicio fiscal, en su respectivo órgano de difusión oficial. 
 
Artículo 36.- … 
 
a) y b) … 
 
… 
 
Tercer párrafo. (Se deroga). 
 
Artículo 37.- Las aportaciones federales que, con cargo al Fondo de Aportaciones 
para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del 
Distrito Federal, reciban los municipios a través de las entidades y las 
demarcaciones territoriales por conducto del Distrito Federal, se destinarán a la 
satisfacción de sus requerimientos, dando prioridad al cumplimiento de sus 
obligaciones financieras, al pago de derechos y aprovechamientos por concepto de 
agua, descargas de aguas residuales, a la modernización de los sistemas de 
recaudación locales, mantenimiento de infraestructura, y a la atención de las 
necesidades directamente vinculadas con la seguridad pública de sus habitantes. 
Respecto de las aportaciones que reciban con cargo al Fondo a que se refiere este 
artículo, los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal 
tendrán las mismas obligaciones a que se refiere el artículo 33, apartado B, 
fracción II, incisos a) y c), de esta Ley. 
 
Artículo 39.- El Fondo de Aportaciones Múltiples se determinará anualmente en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación por un monto equivalente, sólo para 
efectos de referencia, al 0.814% de la recaudación federal participable a que se 
refiere el artículo 2o. de esta Ley, según estimación que de la misma se realice en 
el propio presupuesto, con base a lo que al efecto establezca la Ley de Ingresos de 
la Federación para ese ejercicio. 
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Artículo 40.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Aportaciones 
Múltiples reciban los Estados de la Federación y el Distrito Federal se destinarán en 
un 46% al otorgamiento de desayunos escolares; apoyos alimentarios; y de 
asistencia social a través de instituciones públicas, con base en lo señalado en la 
Ley de Asistencia Social. Asimismo, se destinará el 54% restante a la construcción, 
equipamiento y rehabilitación de infraestructura física de los niveles de educación 
básica, media superior y superior en su modalidad universitaria según las 
necesidades de cada nivel. 
 
Las entidades tendrán la obligación de hacer del conocimiento de sus habitantes, 
los montos que reciban, las obras y acciones realizadas, el costo de cada una, su 
ubicación y beneficiarios. Asimismo, deberán informar a sus habitantes, al término 
de cada ejercicio, sobre los resultados alcanzados. 
 
Artículo 41.- … 
 
La Secretaría de Salud y la Secretaría de Educación Pública darán a conocer, a más 
tardar el 31 de enero del ejercicio de que se trate en el Diario Oficial de la 
Federación, el monto correspondiente a cada entidad por cada uno de los 
componentes del Fondo y la fórmula utilizada para la distribución de los recursos, 
así como las variables utilizadas y la fuente de la información de las mismas, para 
cada uno de los componentes del Fondo. 
 
Artículo 43.- … 
 
I. y II. … 
 
III.- Adicionalmente, en el caso de los servicios de educación para adultos, la 

determinación de los recursos del Fondo de Aportaciones para la Educación 
Tecnológica y de Adultos y su consiguiente distribución, responderán a 
fórmulas que consideren las prioridades específicas y estrategias 
compensatorias para el abatimiento del rezago en materia de alfabetización, 
educación básica y formación para el trabajo. Las fórmulas, así como las 
variables consideradas y la fuente de información correspondiente, a que se 
refiere esta fracción deberán publicarse por la Secretaría de Educación 
Pública, a más tardar el 31 de enero de cada año en el Diario Oficial de la 
Federación. 
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La información que presenten las entidades y la Secretaría de Educación Pública, 
por este Fondo, deberá sujetarse al artículo 73 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 
 
Artículo 44.- El Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y 
del Distrito Federal se constituirá con cargo a recursos federales, mismos que 
serán determinados anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación. La 
Secretaría de Gobernación formulará a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
una propuesta para la integración de dicho Fondo. 
 
En el Presupuesto de Egresos de la Federación de cada ejercicio fiscal se hará la 
distribución de los recursos federales que integran este Fondo entre los distintos 
rubros de gasto del Sistema Nacional de Seguridad Pública aprobados por el 
Consejo Nacional de Seguridad Pública. 
 
El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
entregará a las entidades el Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de 
los Estados y del Distrito Federal, con base en los criterios que el Consejo Nacional 
de Seguridad Pública determine, a propuesta de la Secretaría de Gobernación, por 
medio del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
utilizando para la distribución de los recursos, criterios que incorporen el número 
de habitantes de los Estados y del Distrito Federal; el índice de ocupación 
penitenciaria; la implementación de programas de prevención del delito; los 
recursos destinados a apoyar las acciones que en materia de seguridad pública 
desarrollen los municipios, y el avance en la aplicación del Programa Nacional de 
Seguridad Pública en materia de profesionalización, equipamiento, modernización 
tecnológica e infraestructura. La información relacionada con las fórmulas y 
variables utilizadas en el cálculo para la distribución y el resultado de su aplicación 
que corresponderá a la asignación por cada Estado y el Distrito Federal, deberá 
publicarse en el Diario Oficial de la Federación a más tardar a los 30 días naturales 
siguientes a la publicación en dicho Diario del Presupuesto de Egresos de la 
Federación del ejercicio fiscal de que se trate.  
 
Los convenios y anexos técnicos celebrados entre el Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública y las entidades, deberán firmarse en un 
término no mayor a sesenta días, contados a partir de la publicación del resultado 
de la aplicación de las fórmulas y variables mencionadas con anterioridad. 
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Este Fondo se enterará mensualmente por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público durante los primeros diez meses del año a los Estados y al Distrito Federal, 
de manera ágil y directa sin más limitaciones ni restricciones, incluyendo aquéllas 
de carácter administrativo, salvo que no se cumpla lo dispuesto en este artículo. 
 
Los Estados y el Distrito Federal reportarán trimestralmente a la Secretaría de 
Gobernación, a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, el ejercicio de los recursos del Fondo y el avance en el 
cumplimiento de las metas, así como las modificaciones o adecuaciones realizadas 
a las asignaciones previamente establecidas en los convenios de coordinación y 
sus anexos técnicos en la materia; en este último caso deberán incluirse la 
justificación y la aprobación del Consejo Estatal de Seguridad Pública 
correspondiente, o la opinión favorable del Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública dará respuesta en un plazo no mayor a 30 días hábiles.  
 
Artículo 45.- Las aportaciones federales que, con cargo al Fondo de Aportaciones 
para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal, reciban dichas 
entidades se destinarán exclusivamente a: 
 
I.  La profesionalización de los recursos humanos de las instituciones de 

seguridad pública vinculada al reclutamiento, ingreso, formación, selección, 
permanencia, evaluación, reconocimiento, certificación y depuración; 

 
II.  Al otorgamiento de percepciones extraordinarias para los agentes del 

Ministerio Público, los peritos, los policías ministeriales o sus equivalentes de 
las Procuradurías de Justicia de los Estados y del Distrito Federal, los policías 
de vigilancia y custodia de los centros penitenciarios; así como, de los centros 
de reinserción social de internamiento para adolescentes; 

 
III.  Al equipamiento de los elementos de las instituciones de seguridad pública 

correspondientes a las policías ministeriales o de sus equivalentes, peritos, 
ministerios públicos y policías de vigilancia y custodia de los centros 
penitenciarios, así como, de los centros de reinserción social de internamiento 
para adolescentes; 

 
IV.  Al establecimiento y operación de las bases de datos criminalísticos y de 

personal, la compatibilidad de los servicios de telecomunicaciones de las 
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redes locales, el servicio telefónico nacional de emergencia y el servicio de 
denuncia anónima; 

 
V.  A la construcción, mejoramiento, ampliación o adquisición de las instalaciones 

para la procuración e impartición de justicia, de los centros penitenciarios, de 
los centros de reinserción social de internamiento para adolescentes que 
realizaron una conducta tipificada como delito, así como de las instalaciones 
de los cuerpos de seguridad pública de las academias o institutos encargados 
de aplicar los programas rectores de profesionalización y de los Centros de 
Evaluación y Control de Confianza, y 

 
VI.  Al seguimiento y evaluación de los programas relacionados con las fracciones 

anteriores.   
 
Los recursos para el otorgamiento de percepciones extraordinarias para los 
agentes del Ministerio Público, los policías ministeriales o sus equivalentes, los 
policías de vigilancia y custodia y los peritos de las procuradurías de justicia de los 
Estados y del Distrito Federal, tendrán el carácter de no regularizables para los 
presupuestos de egresos de la Federación de los ejercicios subsecuentes y las 
responsabilidades laborales que deriven de tales recursos estarán a cargo de los 
gobiernos de los Estados y del Distrito Federal. 
 
Dichos recursos deberán aplicarse conforme a la Ley General del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública y los acuerdos aprobados por el Consejo Nacional de 
Seguridad Pública. 
 
Los Estados y el Distrito Federal proporcionarán al Ejecutivo Federal, por conducto 
del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la 
información financiera, operativa y estadística que les sea requerida. 
 
Artículo 48. … 
 
… 
 
… 
 
… 
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Las entidades federativas enterarán al ente ejecutor local del gasto, el presupuesto 
que le corresponda en un máximo de cinco días hábiles, una vez recibida la 
ministración correspondiente de cada uno de los Fondos contemplados en el 
Capítulo V del presente ordenamiento.  
 
Artículo 49. Las aportaciones y sus accesorios que con cargo a los Fondos a que 
se refiere este Capítulo reciban las entidades y, en su caso, los municipios y las 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, no serán embargables, ni los 
gobiernos correspondientes podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlas ni 
afectarlas en garantía o destinarse a mecanismos de fuente de pago, salvo por lo 
dispuesto en los artículos 50, 51 y 52 de esta Ley. Dichas aportaciones y sus 
accesorios, en ningún caso podrán destinarse a fines distintos a los expresamente 
previstos en los artículos 26, 29, 33, 37, 40, 42, 45 y 47 de esta Ley. 
 
Las aportaciones federales serán administradas y ejercidas por los gobiernos de las 
entidades federativas y, en su caso, de los municipios y las demarcaciones 
territoriales del Distrito Federal que las reciban, conforme a sus propias leyes, 
salvo en el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto en el 
Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, en el cual se 
observará lo dispuesto en el artículo 26 de esta Ley. En todos los casos deberán 
registrarlas como ingresos propios que deberán destinarse específicamente a los 
fines establecidos en los artículos citados en el párrafo anterior.  
 
Para efectos del entero de los Fondos de Aportaciones a que se refiere el artículo 
25 de esta Ley, salvo por lo dispuesto en el artículo 52 de este capítulo, no 
procederán los anticipos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 7o. de la 
misma. 
 
… 
 
I. a V. … 
 
En el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto en el 
Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, las 
autoridades de control interno de los gobiernos federal y de las entidades 
federativas supervisarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, el proceso 
de integración y pago de la nómina del personal educativo. Asimismo, la Auditoría 
Superior de la Federación fiscalizará la aplicación de dichos recursos. 
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Cuando las autoridades de las entidades federativas, de los municipios o de las 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que en el ejercicio de sus 
atribuciones de control y supervisión conozcan que los recursos de los Fondos no 
han sido aplicados a los fines que por cada Fondo se señale en la Ley, deberán 
hacerlo del conocimiento de la Auditoría Superior de la Federación y de la 
Secretaría de la Función Pública en forma inmediata. 
 
Por su parte, cuando la entidad de fiscalización del Poder Legislativo local, detecte 
que los recursos de los Fondos no se han destinado a los fines establecidos en esta 
Ley, deberá hacerlo del conocimiento inmediato de la Auditoría Superior de la 
Federación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 
 
Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los 
servidores públicos federales o locales por el manejo o aplicación indebidos de los 
recursos de los Fondos a que se refiere este Capítulo, serán determinadas y 
sancionadas por las autoridades federales o locales competentes, en los términos 
de las leyes aplicables. 
 
Artículo 50. Las aportaciones que con cargo a los Fondos a que se refiere el 
artículo 25, en sus fracciones III y VIII, de esta Ley correspondan a las Entidades 
Federativas o Municipios, podrán afectarse para garantizar obligaciones en caso de 
incumplimiento, o servir como fuente de pago de dichas obligaciones que 
contraigan con la Federación, las instituciones de crédito que operen en territorio 
nacional o con personas físicas o morales de nacionalidad mexicana, siempre que 
cuenten con autorización de las legislaturas locales y se inscriban a petición de las 
Entidades Federativas o los Municipios, según corresponda, ante la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de 
Entidades y Municipios, así como en el registro único de obligaciones y empréstitos 
a que se refiere el quinto párrafo del artículo 9o. del presente ordenamiento. 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
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Artículo 51.- Las aportaciones que con cargo al Fondo a que se refiere el artículo 
25, fracción IV de esta Ley correspondan a los municipios y a las demarcaciones 
territoriales del Distrito Federal podrán afectarse como garantía del cumplimiento 
de sus obligaciones de pago de derechos y aprovechamientos por concepto de 
agua y descargas de aguas residuales, cuando así lo dispongan las leyes locales y 
de conformidad con lo dispuesto en este artículo. 
 
En caso de incumplimiento por parte de los municipios o de las demarcaciones 
territoriales del Distrito Federal a sus obligaciones de pago de derechos y 
aprovechamientos por concepto de agua y descargas de aguas residuales, la 
Comisión Nacional del Agua podrá solicitar al gobierno local correspondiente, 
previa acreditación del incumplimiento, la retención y pago del adeudo con cargo a 
los recursos del Fondo mencionado en el párrafo anterior que correspondan al 
municipio o Demarcación Territorial de que se trate, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 36 de esta Ley. La Comisión Nacional del Agua sólo podrá solicitar la 
retención y pago señalados cuando el adeudo tenga una antigüedad mayor de 90 
días naturales.  
 
… 
 
… 
 
Artículo 52.- Las aportaciones que con cargo a los Fondos de Aportaciones 
Múltiples y para la Seguridad Pública de los Estados y el Distrito Federal, a que se 
refiere el artículo 25 de esta Ley, fracciones V y VII, respectivamente, que 
correspondan a las entidades, podrán afectarse para garantizar obligaciones en 
caso de incumplimiento, o servir como fuente de pago de obligaciones que se 
contraigan en términos de los convenios que celebren las Entidades Federativas 
con la Federación, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
mediante los cuales se establezcan mecanismos de potenciación, financiamiento o 
esquemas similares respecto de dichos Fondos.  
 
Las entidades convendrán con la Federación los términos y condiciones de dichos 
esquemas, incluyendo el reconocimiento de la recepción anticipada de recursos 
correspondientes a dichos Fondos como resultado de los mecanismos referidos, así 
como su compensación a través del tiempo. 
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Los recursos netos que se obtengan de los mecanismos antes referidos, 
únicamente podrán destinarse a infraestructura directamente relacionada con los 
fines establecidos en los artículos 40 y 45 de esta Ley, en términos de los 
convenios respectivos. 
 
Para las obligaciones al amparo de este artículo, no podrán destinarse más del 
25% de los recursos que anualmente correspondan por concepto de los fondos a 
que se refiere el párrafo anterior, para servir dichas obligaciones, excepto por lo 
establecido en el párrafo siguiente. 
 
Tratándose de obligaciones pagaderas en dos o más ejercicios fiscales, para cada 
año podrá destinarse al servicio de las mismas lo que resulte mayor entre aplicar el 
porcentaje a que se refiere el párrafo anterior a los recursos correspondientes al 
año de que se trate o a los recursos correspondientes al año en que las 
obligaciones hayan sido contratadas. 
 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma el artículo 73, párrafo primero y fracción II, 
incisos b), d) en su primer párrafo y numeral 1, f) y g), de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, para quedar como sigue: 
 
Artículo 73.- Sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley y en otros ordenamientos, 
las entidades federativas deberán presentar información relativa al Fondo de 
Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos, conforme a lo siguiente: 
 
I.  … 
 
II.  … 
 
a)  … 
 
b)  Conciliar el número, tipo de plazas docentes, administrativas y directivas, y 
número de horas, de educación tecnológica y de adultos, por escuela, con las 
entidades federativas, determinando aquéllas que cuentan con registro en la 
Secretaría de Educación Pública del Gobierno Federal y las que sólo lo tienen en las 
entidades federativas y, en su caso, aquéllas que lo tienen en ambas; 
 
c)  … 
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d)  Incluir de conformidad con la normatividad aplicable, en su página de 
Internet la información a que se refiere el inciso anterior, particularmente respecto 
a: 
 
1.  Número y tipo de las plazas docentes, administrativas y directivas existentes, 
el nombre y la Clave Única de Registro de Población y el Registro Federal de 
Contribuyentes con Homoclave de quienes las ocupan, así como número de horas 
de educación tecnológica y de adultos, por centros de trabajo, y el pago que 
reciben por concepto de servicios personales; 
 
2. a 7. …  
 
e)  … 
 
f)  Enviar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a la Secretaría de 
Hacienda y a la Secretaría de la Función Pública, durante el primer semestre del 
año, el listado de nombres, plazas y de entidades federativas en las que identifique 
doble asignación salarial que no sea compatible geográficamente, cuando la 
ocupación sea igual o superior a dos plazas en municipios no colindantes, y 
reportar durante el tercer trimestre del año, sobre la corrección de las 
irregularidades detectadas, y 
 
g)  Vigilar el monto de las remuneraciones, informando a la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión los casos en que superen los ingresos 
promedio de un docente en la categoría más alta del tabulador salarial 
correspondiente a cada entidad. 
 
……………………………………………………………………………………………..” 
 
 

TRANSITORIOS 
 

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2014. 
 
Segundo.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y 26-A de la Ley de 
Coordinación Fiscal, la Secretaría de Educación Pública, en un plazo no mayor a un 
año, contado a partir de la entrada en vigor de este Decreto, deberá: 
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I.  Conciliar con las autoridades educativas de los Estados, los registros de las 
plazas que les fueron transferidas en el marco del Acuerdo Nacional para la 
Modernización de la Educación Básica, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 19 de mayo de 1992 y los convenios que de conformidad con el 
mismo fueron formalizados con los Estados, así como las plazas 
correspondientes a años posteriores que sean reconocidas, previa validación 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Dicho registro incluirá los 
conceptos y montos de las remuneraciones correspondientes, y podrá incluir 
al personal docente que no es de jornada, de acuerdo a la asignación de 
horas correspondiente. 

 
Para lo anterior, la información que servirá de base para la conciliación a que 
se refiere esta fracción, será aquélla que corresponda al inicio del ciclo 
escolar 2013-2014. Asimismo, la Secretaría de Educación Pública y la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, darán a conocer a las autoridades 
educativas de los Estados el procedimiento y los plazos para llevar a cabo el 
proceso de conciliación de los registros. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de Educación 
Pública y las autoridades educativas de las entidades federativas establecerán 
mecanismos de transparencia para que el trabajador pueda verificar la 
información correspondiente a su nómina; 

 
II.  Registrar las plazas a que se refiere la fracción anterior en el módulo 

correspondiente a los servicios personales del Sistema de Información y 
Gestión Educativa a que se refiere el artículo 12, fracción X, de la Ley General 
de Educación, y 

 
III.  Integrar la nómina del personal educativo que ocupe las plazas previamente 

conciliadas a que se refiere este artículo, incluyendo los sueldos y 
prestaciones que correspondan en cada Estado, con el objeto de realizar los 
pagos correspondientes en términos del artículo 26-A de la Ley de 
Coordinación Fiscal. 

 
Tercero.- El Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa entrará en vigor en 
el ejercicio fiscal 2015. 

 
En tanto entra en vigor el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa a que 
se refiere este artículo, seguirán aplicándose las disposiciones correspondientes a 
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la distribución del Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal 
vigentes hasta antes de la entrada en vigor de este Decreto, con base en el 
presupuesto aprobado para el ejercicio fiscal 2014. 
 
Cuarto.- Una vez concluida la conciliación a que se refiere el artículo anterior, 
aquellos estados en donde los recursos por concepto del Fondo de Aportaciones 
para la Educación Básica y Normal, transferidos con anterioridad a la conciliación, 
resulten mayores al valor determinado del Fondo de Aportaciones para la Nómina 
Educativa y Gasto Operativo, serán compensados por dicha diferencia a través del 
Fondo de Compensación, cuyos recursos serán destinados exclusivamente para 
cumplir con las atribuciones a las que se refieren los artículos 13 y 16 de la Ley 
General de Educación. 
 
El Fondo de Compensación será constituido en el ejercicio fiscal 2015 y se 
actualizará de manera anual, conforme a la inflación reportada por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía mediante el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor. 
 
Quinto.- Las autoridades competentes respetarán los derechos de los 
trabajadores de la educación en términos de las disposiciones jurídicas aplicables y 
las relaciones laborales correspondientes se mantendrán en los términos vigentes 
a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Sexto.- A más tardar a los 45 días naturales siguientes a la entrada en vigor del 
presente Decreto, la Secretaría de Desarrollo Social, previa opinión de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación 
los Lineamientos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, a que 
hace referencia el artículo 33 del presente Decreto. 
 
Séptimo.- Las retenciones y pagos que se realicen con cargo a los recursos del 
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y Demarcaciones 
Territoriales del Distrito Federal por adeudos que correspondan al municipio, 
demarcación territorial, sus organismos operadores de agua y, en su caso, sus 
organismos auxiliares, a que se refiere el artículo 51 de la Ley de Coordinación 
Fiscal, relativos a los derechos y aprovechamientos por concepto de agua y 
descargas de aguas residuales, podrán efectuarse de manera gradual, con base 
en, al menos, los siguientes porcentajes aplicables sobre el total de los recursos 
que correspondan a cada municipio o demarcación territorial por concepto del 
citado Fondo, considerando el 100% de la facturación de los conceptos referidos: 
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Ejercicio Fiscal Porcentaje de 

Retención 
2014 50% 
2015 60% 
2016 75% 
2017 85% 
2018 100% 

 
Lo anterior podrá ser aplicable sin perjuicio de lo establecido en las legislaciones 
locales en la materia, vigentes en la fecha de publicación de esta Ley. 
 
Octavo.- El coeficiente CPi,t a que se refiere la fórmula establecida en el artículo 
2-A de lata Ley de Coordinación Fiscal será aplicable a partir del ejercicio fiscal de 
2015. La información considerada para el cálculo del mismo será aquélla que las 
entidades federativas proporcionen a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a 
más tardar el 15 de agosto de 2014. 
 
El Distrito Federal queda considerado para efectos del cálculo del coeficiente CPi,t. 
En el ejercicio fiscal 2014, la totalidad del excedente a que se refiere dicha fórmula 
se distribuirá conforme al Coeficiente Ci,t. 
 
Noveno.- Lo previsto en la fracción II del artículo 2o. de la Ley de Coordinación 
Fiscal, respecto a la no inclusión en la recaudación federal participable del 
Impuesto sobre la Renta por concepto de salarios y, en general, por la prestación 
de un servicio personal subordinado causado por los servidores públicos; así como 
lo dispuesto en el artículo 3- B de dicha Ley, entrarán en vigor el 1º de enero de 
2015. 
 
Décimo.- Lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 9o. de la Ley de 
Coordinación Fiscal, respecto a la obligación de permitir la identificación del 
porcentaje total de participaciones federales afectadas por cada Entidad y 
Municipio, así como su destino en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de 
Entidades y Municipios entrará en vigor a los 90 días posteriores a la entrada en 
vigor del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Décimo Primero.- En tanto el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social emita una medición adicional del número de carencias promedio 
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de la población en pobreza extrema por municipio y demarcación territorial, las 
entidades transferirán a los municipios y demarcaciones territoriales los recursos 
por concepto de Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, de acuerdo 
con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 35 de esta Ley, utilizando la 
siguiente fórmula para la distribución de los mismos: 
 

Fi,t=Fi,2013+∆F2013,t zi,t 

 

En donde las variables se definen conforme a lo establecido en el artículo 34 de 
esta Ley.  
 
Décimo Segundo.- Los municipios que, en los términos del artículo 51 de la Ley 
de Coordinación Fiscal vigente hasta antes de la entrada en vigor de este Decreto, 
hayan afectado como garantía del cumplimiento de sus obligaciones de pago de 
derechos y aprovechamientos por concepto de agua, los recursos que les 
corresponden del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios 
y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, continuarán sujetándose 
a las respectivas disposiciones emitidas con anterioridad a la entrada en vigor de 
este Decreto. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de que dichos municipios podrán optar por lo dispuesto 
en el artículo 51 de dicha Ley, que se reforma conforme al presente Decreto, 
siempre y cuando cumplan lo previsto en dicho artículo. 
 
Décimo Tercero.- De conformidad con las reglas que al efecto emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional del Agua podrá 
aplicar los pagos corrientes que reciba de los municipios o demarcaciones 
territoriales por concepto de derechos y aprovechamientos de agua, así como 
descargas de aguas residuales, a la disminución de adeudos históricos que 
registren tales conceptos al cierre del mes de diciembre de 2013. Lo anterior, 
siempre y cuando las entidades a las que pertenezcan los municipios o 
demarcaciones territoriales contemplen en su legislación local el destino y 
afectación de los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los 
Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, para el pago 
de dichos derechos o aprovechamientos, en términos de lo previsto en el artículo 
51 de la Ley de Coordinación Fiscal. En el caso de incumplimiento de los pagos 
correspondientes, la Comisión Nacional del Agua podrá solicitar las retenciones a 
las que hace referencia el artículo 51 de la Ley de Coordinación Fiscal, a partir del 
1 de enero de 2014. 
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Los municipios o demarcaciones territoriales que se acojan a lo dispuesto en este 
artículo y cumplan con las citadas reglas, gozarán de los siguientes estímulos 
fiscales: 
 
I.  Una cantidad equivalente al total de los accesorios y actualización 

correspondientes al adeudo histórico generado hasta el 31 de diciembre de 
2013 por concepto del derecho por la explotación, uso o aprovechamiento de 
aguas nacionales y del derecho por descargas de aguas residuales, a que se 
refieren los artículos 223 y 276 de la Ley Federal de Derechos y el 
aprovechamiento derivado del servicio de suministro de agua en bloque que 
proporciona la Federación, que se causen a partir del 1 de enero de 2014 y 
hasta la fecha en que se lleve a cabo el primer pago corriente que se realice 
después de haberse acogido a lo dispuesto por esta fracción. El estímulo que 
resulte se acreditará contra el monto de los accesorios y actualización 
causados durante dicho periodo por el citado adeudo histórico. 

 
II.  Una cantidad equivalente al total de los accesorios y actualización 

correspondientes al adeudo histórico generado hasta el 31 de diciembre de 
2013 por concepto de los derechos y aprovechamiento a que se refiere la 
fracción anterior, que se causen entre la fecha en que se lleve a cabo un 
pago corriente y la fecha de realización de cada pago corriente subsecuente. 
El estímulo se acreditará contra el monto de los accesorios y actualización del 
remanente del citado adeudo histórico, causados durante el mismo periodo a 
que corresponda el estímulo. 

 
III.  A los municipios a los que se haya autorizado solicitud de adhesión a lo 

dispuesto por la fracción II del artículo Segundo del “Decreto por el que se 
reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas disposiciones de la Ley de 
Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de 
Vehículos y de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios”, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 2007, así 
como las Reglas para la aplicación del artículo segundo, fracción II, de las 
disposiciones transitorias de la Ley de Coordinación Fiscal contenidas en 
dicho Decreto, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 28 de marzo 
de 2008, y modificadas mediante acuerdo publicado en dicho órgano de 
difusión oficial el 12 de diciembre del mismo año, y que aún cuenten con 
remanente del adeudo histórico pendiente de disminuir, por concepto de 
derechos y aprovechamientos de agua generado hasta el 2007, se les 
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disminuirá en su totalidad dicho remanente, siempre y cuando se cumpla con 
los requisitos, condiciones y plazos que se establezcan en las reglas que al 
efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 
Los municipios o demarcaciones territoriales, y en su caso, las entidades en 
coordinación con sus municipios o demarcaciones territoriales, que acrediten 
ante la Comisión Nacional del Agua la instalación y funcionamiento de los 
dispositivos de medición de cada uno de sus aprovechamientos de agua y 
puntos de descarga, obtendrán la disminución de su adeudo histórico en una 
proporción mayor tal como se establezca en las reglas que al efecto emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 
Para el caso de los municipios o demarcaciones territoriales, y en su caso, las 
entidades en coordinación con sus municipios o demarcaciones territoriales, 
que estando adheridos a estos beneficios dejen de estar obligados al pago de 
derechos y aprovechamientos por agua y derechos por descargas por así 
disponerlo la ley respectiva, la Comisión Nacional del Agua podrá disminuir la 
totalidad de los adeudos a cargo de dichos contribuyentes de conformidad 
con las reglas que al efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 
Décimo Cuarto.- A partir de la entrada en vigor del presente Decreto queda sin 
efectos el Artículo Segundo, fracción III, tercer párrafo del Decreto por el que se 
reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas disposiciones de la Ley de 
Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos y 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 21 de Diciembre de 2007. 
 
 
Dado en la Sala de Comisiones de la Honorable Cámara de Diputados, en México, 
Distrito Federal, a los dieciseis días del mes de octubre de dos mil trece. 
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COORDINACIÓN HSCAL Y DE LA LEY GENERAL DE

CONTABILIDAD GUBERNAMENTAL.
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PROYECTO DE DECRETO

POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA
LEY DE COORDINACIÓN FISCAL Y DE LA LEY GENERAL DE CONTABILIDAD
GUBERNAMENTAL.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMAN los artículos 1o.; 2o., segundo, quinto y
sexto párrafos; 2-A, primer párrafo, fracción I en su encabezado, segundo y quinto

párrafos; 3-B; 4o.; 4o-A, fracciones I, II, y tercer párrafo del artículo; 4o-B, segundo y

cuarto párrafos; 5o.; 6o. primer y cuarto párrafos; 9o., primer, segundo y actual tercer

párrafos; 10-D, fracción II; 15, segundo párrafo; 19, fracción I; 25, fracción I; 26; 27;

31, segundo párrafo; 32; 33; 34; 35; 37; 39; 40; 43, fracción III; 44; 45; 49, primero,

segundo, y los actuales cuarto, quinto y sexto párrafos; 50, primer párrafo; 51 primer

y segundo párrafos; se ADICIONAN ios artículos 4o-B, quinto, sexto y séptimo

párrafos; 6o., quinto párrafo; 9o., tercer y cuarto párrafos, pasando los actuales tercer

a sexto párrafos a ser quinto a octavo párrafos; 20, fracciones MI, con un segundo

párrafo, y VI; 25, con un último párrafo; 26-A; 27-A; 41, segundo pán-afo; 43, segundo

párrafo; 48, quinto párrafo; 49, con los párrafos tercero y quinto, recorriéndose el

actual párrafo tercero, el cual pasa a ser cuarto, así como recorriéndose los actuales

párrafos cuarto a sexto, los cuales pasan a ser los párrafos sexto a octavo; 52, y se

DEROGAN los artículos 2o., tercer y cuarto párrafos; 10-C, fracción VIII; 10-D,

segundo párrafo; 36, tercer pán-afo, de la Ley de Coordinación Fiscal para quedar

como sigue:

Artículo lo.- Esta Ley tiene por objeto coordinar el sistema fiscal de la Federación

:r/..;0>^on las entidades federativas, así como con los municipios y demarcaciones
para establecer la participación que corresponda a sus haciendas

í; i:i¿i?V>públicas en los ingresos federales; distribuir entre ellos dichas participaciones; fijar
reglas de colaboración administrativa entre las diversas autoridades fiscales;

constituir los organismos en materia de coordinación fiscal y dar las bases de su

organización y funcionamiento.

1



Cuando en esta Ley se utilicen los ténninos entidades federativas o entidades, éstos

se referirán a los Estados y al Distrito Federal.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público celebrará convenio con las entidades

que soliciten adherirse al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal que establece

esta Ley. Dichas entidades participarán en el total de los impuestos federales y en

los otros ingresos que señale esta Ley mediante la distribución de los fondos que en

la misma se establecen.

La infomiación financiera que generen las entidades federativas y los municipios

relativa a la coordinación fiscal, se deberá regir por los principios de transparencia y

de contabilidad gubernamental, en los términos de la Ley General de Contabilidad
Gubernamental.

Artículo 2o.-...

La recaudación federal participable será la que obtenga la Federación portodos sus

impuestos, así como por los derechos sobre la. extracción de petróleo y de minería,
disminuidos con el total de las devoluciones por dichas contribuciones y excluyendo

los conceptos que a continuación se relacionan:

L Los derechos adicionales o extraordinarios, sobre la extracción de petróleo;

n. El impuesto sobre la renta por concepto de salarios y, en general, por la
prestación de un servicio personal subordinado causado por los servidores

públicos de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios y las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, así como de sus organismos

autónomos y entidades paraestatales y paramunicipales;
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III. La recaudación total que se obtenga de los derechos a que se refieren los

artículos 268, 269 y 270 de la Ley Federal de Derechos;

IV. Los incentivos que se establezcan en los convenios de colaboración

administrativa en materia fiscal federal;

V. El impuesto sobre automóviles nuevos;

VI. La parte de la recaudación correspondiente al impuesto especial sobre

producción y servicios en que participen las entidades en los témriinos de!

artículo 3o.-A de esta Ley;

VII. La recaudación obtenida en términos de lo previsto en los artículos 2o., fracción

II, inciso B) y 2o.-A, fracción II, de la Ley del Impuesto Especial sobre

Producción y Servicios;

VIH. Las cantidades que se distribuyan a las entidades federativas de acuerdo con ío
previsto en los artículos 4o.-A y 4o.-B de esta Ley, y

IX. El excedente de los ingresos que obtenga la Federación por aplicar una tasa

superior al 1% a los ingresos por la obtención de premios a que se refieren los

artículos 138 y 169 de ia Leydel Impuesto sobre la Renta,

¡'i i ; • • i

' •é^/Ttercer Párrafo (Se deroga)

Cuarto Párrafo (Se deroga)



Fondo General de Participaciones se distribuirá conforme a la fórmula siguiente:

P,, +AFGP„,{o.6a,^ +0.3 C2,., +0.1C3,,,)

a...=
PIB,

n>

'ijl-2

PTR

C2,, =

/ con ^

lEi

Donde:

C1¡t, C2it, y C3it son los coeficientes de distribución del Fondo General de
Participaciones de la entidad ien el año t en que se efectúa el cálculo.

Considerando los coeficientes C2 y C3 como incentivos recaudatorios.

p es la participación del fondo a que se refiere este artículo, de la entidad ien el año

- •• :*•

<5/l.
ÍVvi. P-oy es la participación del fondo a que se refiere este artículo que la entidad i recibiói,07

en el año 2007.



AFGPo7t es el crecimiento en el Fondo General de Participaciones entre el año 2007

y el año t.

PIB, - es la información oficial del Producto Intemo Bruto del último año que hubiere

dado a conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i.

PIBh.2 es la información oficial del Producto Interno Bruto del año anterior al definido
en la variable anterior que hubiere dado a conocer el Instituto Nacional de Estadística

y Geografía para la entidad i.

lE , es la información relativa a la recaudación de impuestos y derechos locales de la

entidad i en el año t contenida en la última cuenta pública oficial y reportados en los

fomiatos que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Para tal efecto, se considerarán impuestos y derechos locales todos aquéllos que se

recauden a nivel estatal, así como el impuesto predial y los derechos por suministro

de agua que registren un flujo de efectivo.

Las cifras reportadas en la cuenta pública oficial de los citados ingresos, que estén
relacionadas con el otorgamiento de beneficios, programas, subvenciones, o

subsidios, aun cuando tengan una denominación distinta en la legislación local
correspondiente, y que estén dirigidos a detenninado sector de la población o de la

economía, no se considerarán ingresos para efectos de la determinación de
" Coeficientes de part^^^

En lo que corresponde a los derechos, se considerarán aquellas contnbuciones
establecidas en Ley porel uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público

de la entidad, así como por los servicios que presten las entidades en sus funciones

de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u



órganos desconcentrados. No obstante, se considerarán los derechos a cargo de los
organismos públicos descentralizados que presten servicios exclusivos de las
entidades.

La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales podrá aprobar otros impuestos y

derechos respecto de los cuales exista información certera yverificable, atendiendo a
criterios de equidad entre las entidades federativas.

AlEjj es un promedio móvil de tres años de las tasas de crecimiento en la

recaudación de los impuestos y derechos locales de la entidad i, referidos en la

variable anterior.

n¡ es la última información oficial de población que hubiere dado a conocer el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i.

^ es la suma sobre todas las entidades de la variable que le sigue.
i

Las entidades deberán informar de la totalidad de la recaudación que efectúen de

cada uno de sus impuestos yderechos locales, en los formatos que para ello emita la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. La fórmula anterior no será aplicable en el
evento de que en el año de cálculo la recaudación federal participable sea inferior a
la observada en el año 2007. En dicho supuesto, la distribución se realizará en

; función de la cantidad efectivamente generada en el año de cálculo y de acuerdo al

'̂ Wficiente efectivo que cada entidad haya recibido de dicho Fondo en el año 2007.
Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá solicitar a las entidades la

información que estime necesaria para verificar las cifras recaudatorias locales
presentadas por las entidades.
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Artículo 2-A.-...

I.- En la proporción de la recaudación federal participable en la forma siguiente:

II. ...

III....

a)...

b)...

El Fondo de Fomento Municipal se distribuirá entre las entidades conforme a la

fórmula siguiente:

•• ' 1 • --"'ó O
- í. •; •'.« \\
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Fi,t = + AFFMi3.t(0.7Q.t + 0.3CPi.t)
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Donde:

Ci,t es el coeficiente de distribución del 70% del excedente del Fondo de Fomento

Municipal con respecto a 2013 de la entidad ien el añot en que se efectúa el cálculo.

CPi^t es el coeficiente de distribución del 30% del excedente del Fondo de Fomento
Municipal con respecto a 2013 de laentidad ien el año t en que se efectúa el cálculo,

siempre y cuando el gobiemo de dicha entidad sea el responsable de la
administración del impuesto predial por cuenta y orden del municipio.

Para que un estado compruebe la existencia de la coordinación fiscal en el impuesto

predial, se deberá haber celebrado un convenio con el municipio correspondiente y
publicado en el medio de difusión oficial estatal, en el entendido de que la

c//inexistencia o extinción de dicho convenio hará que se d^e de ser elegible para la

distribución de esta porción del Fondo.
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F^es la participación del fondo al que se refiere este artículo de la entidad ien el año

t.

Fj 13 es la participación delfondo al que se refiere este artículo que laentidad i recibió

en el año 2013.

AFFMi3,t es el crecimiento en el Fondo de Fomento Municipal entre el año 2013 y el

periodo t.

Ri t es la recaudación local de predial y de los derechos de agua, que registren un

flujo de efectivo, de la entidad i en el año t, reportada en los formatos que emita la

Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Lt es el valor mínimo entre el resultado del cociente 77^ y el número 2.

RCi^t la suma de la recaudación de predial en los municipios que hayan convenido
la coordinación del cobro de dicho impuesto con la entidad i en el año t y que

registren un flujo de efectivo, o de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal

en su caso, reportada en losfonnatos que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito

Público.

rij es la última información oficial de población que hubiere dado a conocer el

Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i.

nci es la última información oficial de población que hubiere dado a conocer el

Vv Instituto Nacional de Estadística y Geografía de los municipios que hayan convenido

ci) 'a coordinación del cobro de predial para la entidad i.
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La fórmula del Fondo de Fomento Municipal no será aplicable en el evento de que en

el año que se calcula, el monto de dicho Fondo sea inferior al obtenido en el año

2013. En dicho supuesto, la distribución se realizará en relación con la cantidad

efectivamente generada en el año que se calcula y de acuerdo al coeficiente efectivo

que cada entidad haya recibido del Fondo de Fomento Municipal en el 2013.

Artículo 3-B.- Las entidades adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal

participarán al 100% de la recaudación que se obtenga del impuesto sobre la renta

que efectivamente se entere a la Federación, correspondiente al salario del personal

que preste o desempeñe un servicio personal subordinado en las dependencias de la

entidad federativa, del municipio o demarcación territorial del Distrito Federal, así

como en sus respectivos organismos autónomos y entidades paraestatales y

paramunicipales, siempre que el salario sea efectivamente pagado por los entes

mencionados con cargo a sus participaciones u otros ingresos locales.

Para efectos del párrafo anterior, se considerará la recaudación que se obtenga por

el Impuesto sobre la Renta, una vez descontadas las devoluciones por dicho

concepto.

Asimismo, para que resulte aplicable lo dispuesto en el primer párrafo de este

artículo, las entidades deberán enterar a la Federación el 100% de la retención que

deben efectuar del Impuesto sobre la Renta correspondiente a los ingresos por

salarios que las entidades paguen con cargo a recursos federales.

i 0^ entidades deberán participar asus municipios odemarcaciones territoriales, el
100% de la recaudación del impuesto al que se refiere el párrafo primero de este

artículo, correspondiente al personal que preste o desempeñe un servicio personal

subordinado en el municipio o demarcación territorial de que se trate.
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Artículo 4o.- El Fondo de Fiscalización y Recaudación estará conformado por un

monto equivalente al 1.25% de la recaudación federal participable de cada ejercicio.

Las entidades que se ajusten a lo establecido en el artículo 10-A de esta Ley,

recibirán mensualmente un anticipo por concepto del Fondo a que se refiere este

artículo, que ascenderá a la cantidad mensual promedio que corresponda a lo que la

entidad recibió en el ejercicio de 2013 por concepto del Fondo de Fiscalización.

Adicionalmente, de fomria trimestral, se distribuirán los recursos de este Fondo,

disminuyendo las cantidades entregadas mediante los anticipos señalados en el

párrafo anterior, de acuerdo con la siguiente fórmula:

Ti,t = 7^1,13 + AFOFIRis,t (0-3Clí.t + 0.1í:2í,t + 03C3i^t + 0.3C4^)

Cl = (->y

S 'J^n.
tPiK-x '

/

^t.t-1 ••

un.-•.»= C4- =_íí5í¿zl
y „
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Donde;

- - Tj fes la participación de la entidad ien el año t.

7/,13 es la participación que la entidad i recibió en el año 2013, por concepto del

Fondo de Fiscalización.

AFOFIR^^fBS la diferencia entre el Fondo de Fiscalización y Recaudación del año t y

el Fondo de Fiscalización del año 2013.

CVjf son las cifras virtuales de la entidad i en el año t que de a conocer el Servicio

de Administración Tributaria.

es la infonnación oficial del Producto Interno Bruto del último año que dé a

conocer el Instituto Nacional de Estadística y Geografía para la entidad i.

VMjf es el valor de la mercancía embargada o asegurada por la entidad ien el año t

que dé a conocer el Servicio de Administración Tributaria.

Rjf es la recaudación de impuestos y derechos locales de la entidad i en el año t

contenida en la última cuenta pública oficial y reportada en los formatos que emita la

Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

corresponde a la recaudación de impuestos y derechos que se recauden en la

i en el año t, contenida en la última cuenta pública oficial más las

V' 5^/Participaciones Federales que se hayan percibido en dicho ejercicio, incluyendo los
incentivos derivados de la aplicación del Convenio de Colaboración Administrativa en

-•••'ÍVV3 '

Materia Fiscal Federal.
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Hj es la última infomiación oficial de población que dé a conocer el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía para la entidad i.

y
' es la suma sobre todas las entidades de la variable que le sigue.

Para los efectos de la fómiula a que se refiere este artículo, se considerarán

impuestos y derechos locales todos aquéllos que se recauden a nivel estatal, así
como el impuesto predial y los derechos por suministro de agua que registren un flujo
de efectivo.

Las cifras reportadas en la cuenta pública oficial de los citados ingresos, que estén
relacionadas con el otorgamiento de beneficios, programas, subvenciones, o

subsidios, aun cuando tengan una denominación distinta en la legislación local

correspondiente, y que estén dirigidos a determinado sector de la población o de la
economía, no se considerarán ingresos para efectos de la detenninación de

coeficientes de participaciones.

En lo que corresponde a los derechos, se considerarán aquellas contribuciones
establecidas en Ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público
de la entidad; así como por los servicios que presten las entidades en sus funciones

de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u
órganos desconcentrados. No obstante, se considerarán los derechos a cargo de los

V^organismos públicos descentralizados que presten servicios exclusivos de las
entidades.

La fórmula del Fondo de Fiscalización y Recaudación no será aplicable en el evento

de que en el año de cálculo dicho Fondo sea inferior a la participación que la
totalidad de las entidades hayan recibido en el 2013 por concepto del Fondo de

Fiscalización. En dicho supuesto, la distribución se realizará en función de la

13
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'cantidad efectivamente generada en el año de cálculo y de acuerdo con el

coeficiente efectivo que cada entidad haya recibido por concepto del Fondo de
Fiscalización en el año 2013.

Los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal recibirán como

mínimo el 20% de la recaudación que del Fondo de Fiscalización y Recaudación

corresponda a las entidades.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá verificar el cumplimiento de las

labores de fiscalización efectuadas por las entidades federativas en los términos de

este artículo.

Artículo 4o-A.-...

L Del total recaudado 9/11 corresponderá a las entidades federativas en función

del consumo efectuado en su territorio, de acuerdo con la información que

Petróleos Mexicanos proporcione a laSecretaría de Hacienda y Crédito Público,

complementada, en su caso, con la información del Servicio de Administración
Tributaria, siempre y cuando se encuentren adheridas al Sistema Nacional de
Coordinación Fiscal.

S vi \\

Los recursos que obtengan las entidades federativas, municipios y
demarcaciones territoriales, de acuerdo a lo previsto en esta fracción, podrán

afectarse en términos del artículo 9o. de esta Ley, siempre que la afectación

correspondiente en ningún caso exceda del 25% de los recursos que les
con-espondan.

K"

(f
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Tratándose de obligaciones pagaderas en dos o más ejercicios fiscales, para

cada año podrá destinarse al servicio de las mismas lo que resulte mayor entre
aplicar el porcentaje a que se refiere el párrafo anterior a los recursos
correspondientes al año de que se trate o a los recursos correspondientes al
año en que las obligaciones hayan sido contratadas.

II. Del total recaudado con motivo de la aplicación de las cuotas, 2/11 se

destinarán a un Fondo de Compensación, el cual se distribuirá entre las 10

entidades federativas que, de acuerdo con la última infonnación oficial del

Instituto Nacional de Estadística y Geografía, tengan los menores niveles de

Producto Interno Bruto per cápita no minero y no petrolero. Éste se obtendrá de
la diferencia entre el Producto Interno Bruto Estatal total y el Producto Interno

Bruto Estatal Minero, incluyendo todos los rubros contenidos en el mismo.

El Fondo de Compensación se distribuirá conforme a lafómnula siguiente:

r PIBpc,,_,

Donde:

Tj. es la transferencia de laentidad ien el año t.

ící' 'fll 3) PIBpc»^ es el último Producto Interno Bruto per cápita no minero yno petrolero de la
entidad i construido con los últimos datos oficiales del Instituto Nacional de

Estadística y Geografía.

FC^ es el Fondo de Compensación en el añot.
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fejfíco^2

• . x

? es ia sumatoria de la variable que le sigue.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público enterará a las entidades las cantidades

a quese refiere este artículo, dentro del mes siguiente al entero de dichas cantidades

por parte de Petróleos Mexicanos.

La Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, en conjunto con la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público, deberá presentar al Congreso de la Unión una

evaluación sobre los resultados y desempeño del Fondo a que se refiere esta

fracción, así como sobre la conveniencia de conservar o modificar las reglas de su

distribución. Dicha evaluación deberá presentarse en el mes de enero del año 2018 y

posterionnente cada 5 años en caso de no modificarse las reglas de distribución.

Las entidades deberán incluir en las publicaciones a que se refiere el artículo 6o.,

último párrafo de esta Ley, los recursos que en términos de este artículo
correspondan a sus municipios, y en el caso del Distrito Federal, a sus

demarcaciones territoriales, así como acreditar su cumplimiento a la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público.

Artículo 4o-B

El Fondo a que se refiere este artículo será distribuido entre aquellas entidades que

Vü formen parte de la clasificación de extracción de petróleo y gas definida en el último
UV' censo económico realizado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, de

y

acuerdo a la fórmula siguiente;
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=(0.5Cly +0.5C2¡_, )FEXHIt

Donde REXHIj se refiere al Fondo de Extracción de Hidrocarburos en el año a

repartir.

Ch ^

i

es el coeficiente relativo a la extracción de petróleo y gas.

C2i, =——^
i

es el coeficiente relativo a la producción de gas asociado y no asociado.

EXPj^,^ es el valor de extracción bruta de los hidrocarburos de la entidad federativa i
conforme a la clasificación de extracción de petróleo y gas definida en el último

censo económico realizado por el Instituto Nacional de Estadísticay Geografía.

EXGjt,^ es el volumen de producción de gas natural asociado y no asociado de la
entidad i, en el año anterior para el cual se realiza el cálculo, según el Sistema de

Información Energética.

> ? es la sumatoria de la variable que le sigue, sobre las entidades que formen parte
clasificación de extracción de petróleo y gas definida en el último censo

económico realizado porel Instituto Nacional de Estadística y Geografía.

17



Participaciones, del Fondo de Fomento Municipal y del Fondo de Fiscalización y

Í?555oc0^5

Los municipios recibirán cuando menos el 20% de los recursos percibidos por las

entidades federativas, incluyendo las cantidades que se perciban en tal caso por

concepto de compensación.

Las entidades adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal que reciban

ingresos por concepto del Fondo a que hace referencia el presente artículo, podrán

celebrar con la Federación un convenio a fin de que los ingresos excedentes

respecto a lo estimado y calendarizado en las disposiciones aplicables, se destinen

en un porcentaje establecido en el citado convenio al Fondo de Estabilización de
Extracción de Hidrocarburos.

El Fondo de Estabilización de Extracción de Hidrocarburos tendrá por finalidad

compensar la disminución en la ministración de los recursos obtenidos por el Fondo

de Extracción de Hidrocarburos, respecto a lo estimado y calendarizado para el

ejercicio fiscal en cuestión.

El Fondo de Estabilización de Extracción de Hidrocarburos se sujetará a las reglas

de operación que al efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, previa

opinión de las entidades que reciban ingresos por concepto del Fondo de Extracción

de Hidrocarburos.

Artículo 5o.- Los cálculos de participaciones a que se refieren los artículos 2o. y 2o.-

A de esta Ley se harán para todas las entidades, aunque algunas o varias de ellas

no se encuentren adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Las

; ^ participaciones que correspondan a las entidades que dejen de estar adheridas al
Sistema Nacional de Coordinación Fiscal serán deducidas del Fondo General de

- D ^ -ARecaudación.
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Artículo 6o.- Las participaciones federales que recibirán los Municipios del total del
Fondo General de Participaciones incluyendo sus incrementos, nunca serán

inferiores al 20% de las cantidades que correspondan al Estado, el cual habrá de

cubrírselas. Las legislaturas locales establecerán su distribución entre los Municipios
mediante disposiciones de carácter general, atendiendo principalmente a los
incentivos recaudatorios y principios resarcitorios, en la parte municipal,
considerados en el artículo 2o. del presente ordenamiento.

Las participaciones serán cubiertas en efectivo, no en obra, sin condicionamiento
alguno y no podrán ser objeto de deducciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 9 de esta Ley. Los Gobiernos de lasentidades, a mástardar el 15 de febrero,
deberán publicar en su Periódico Oficial, así como en su página oficial de Internet el
calendario de entrega, porcentaje, fórmulas y variables utilizadas, así como los

montos estimados, de las participaciones que las entidades reciban y de las que

tengan obligación de participar a sus municipios o demarcaciones territoriales.
También deberán publicar trimestralmente en el Periódico Oficial, así como en la
página oficial de Internet del gobierno de la entidad, el importe de las participaciones
entregadas y, en su caso, el ajuste realizado al término de cada ejercicio fiscal. La
Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario Oficial de la
Federación la lista de las entidades que incumplan con esta disposición. Las

publicaciones anteriores se deberán realizar conforme a los lineamientos que al

' li efécto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

A', /
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El incumplimiento a las obligaciones de información previstas en este artículo será
sancionado en los ténninos de la legislación en materia de responsabilidades

administrativas de los servidores públicos.

Artículo 9o.- Las participaciones que correspondan a las Entidades y Municipios son
inembargables; no pueden afectarse a fines específicos, ni estar sujetas a retención,
salvo aquéllas correspondientes al Fondo General de Participaciones, al Fondo de
Fomento Municipal y a los recursos a que se refiere el Artículo 4-A, fracción I, de la
presente Ley, que podrán ser afectadas para el pago de obligaciones contraídas por
las Entidades o Municipios, con autorización de las legislaturas locales e inscritas a
petición de dichas Entidades ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el
Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios, a favor de la
Federación, de las Instituciones de Crédito que operen en territorio nacional, así
como de las personas físicas o morales de nacionalidad mexicana.

Las obligaciones de los Municipios se registrarán cuando cuenten con la garantía
solidaria del Estado, salvo cuando a juicio de la Secretaría de Hacienda y Crédito

Público tengan suficientes participaciones para responder a sus compromisos, de
acuerdo con lo establecido en el Reglamento del presente artículo.

Tratándose de obligaciones que se originen de la emisión de valores, para efectos de
su inscripción en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y
Municipios, bastará con que se presente evidencia de dichos valores de acuerdo al
procedimiento establecido en el Reglamento, en el entendido que dentro de los diez
días hábiles siguientes a la inscripción de los mismos, deberá notificarse a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, su circulación o colocación; de lo contrario,
se procederá a la cancelación de la inscripción.r I
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El Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios a cargo de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público será público a través de la página oficial de
Internet de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y deberá permitir la

identificación del porcentaje total de participaciones federales afectadas por cada
Entidad y Municipio, así como el destino definido en los instrumentos que formalizan
la obligación, en los ténninos que establezca el Reglamento del presente artículo.

Las Entidades y Municipios efectuarán los pagos de las obligaciones contraídas en
ténninos de este artículo, a través de fideicomisos o vehículos de fuente de pago o

garantía, sin perjuicio de los instrumentos ysistemas de registro establecidos en sus
leyes estatales de deuda. En todo caso, las Entidades Federativas deberán contar
con un registro único de obligaciones y empréstitos, y deberán publicar en forma
periódica su información y la de sus Municipios con respecto de las obligaciones
garantizadas o aquéllas cuya fuente de pago son las participaciones, al menos en la
página oficial de Internet del gobierno de la entidad.

Las publicaciones anteriores se deberán realizar conforme a los lineamientos de
homologación de información pública que establezca la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

r// Artículo 10-C.-...

l.aVIl....
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VIII. (Se deroga).

Artículo 10-D.-...

I.

II. Se considerará que la venta o consumo final de los bienes se efectúa en el
territorio de una entidad cuando en el mismo se realice la entrega de los

mismos por parte del productor, envasador, distribuidor o importador, según sea
el caso, para su posterior venta al público en general o consumo.

Segundo párrafo (Se deroga).

Artículo 15.-...

Cuando la entidad recaude ingresos federales, los concentrará directamente a dicha
Secretaría y rendirá cuenta pormenorizada de recaudación. La Secretaría, también
directamente, hará el pago a las entidades de las cantidades que les correspondan
en el Fondo establecido en el artículo 2o. y 2-A, fracción III y pondrá a su disposición

la información correspondiente. Se podrá establecer, si existe acuerdo entre las
' 'i' \\

i 11 partes interesadas, un procedimiento de compensación permanente.
tsSSS®! r//
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Artículo 19.-...

I. Aprobar los reglamentos de funcionamiento de la propia Reunión Nacional, de
la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales y de sus grupos de trabajo,

del Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas y de la Junta
de Coordinación Fiscal.

II. a IV....

Artículo 20.-...

I.yll....

III.- ...

Con base en un análisis de las características socio-económicas y geográficas que

tengan las entidades federativas, cada 10 años, la Comisión Pemnanente de
Funcionarios Fiscales podrá proponer a la Reunión Nacional de Funcionarios
Fiscales una reclasificación de los ocho grupos señalados en esta fracción, que

deberáser aprobada mediante votación unánime de esta última.

IV. y V.

23



VI. Será invitado permanente a las reuniones de la Comisión Permanente de

Funcionarios Fiscales, el Presidente de la Conferencia Nacional de Municipios

de México, siempre que las reuniones no correspondan a sesiones de trabajo

con la participación exclusiva de los funcionarios a que se refiere la fracción II

de este artículo.

Artículo 25.-...

I. Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo;

II. a VIII....

El Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo será

administrado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y la transferencia de

los recursos de dicho Fondo se realizará en los términos previstos en el artículo 26-A

de esta Ley.

Artículo 26.- Con cargo a las aportaciones del Fondo de Aportaciones para la

Nómina Educativa y Gasto Operativo que les correspondan, los Estados y el Distrito

Federal serán apoyados con recursos económicos complementarios para ejercer las

atribuciones, en materia de educación básica y normal, que de manera exclusiva se

les asignan, respectivamente, en los artículos 13 y 16 de la Ley General de

Educación.

La Federación apoyará a los Estados con los recursos necesarios para cubrir el pago

de servicios personales correspondiente al personal que ocupa las plazas

transferidas a los Estados, en el marco del Acuerdo Nacional para la Modernización
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de la Educación Básica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de mayo

de 1992 y los convenios que de conformidad con el mismo fueron formalizados con

los Estados, que se encuentren registradas por la Secretaría de Educación Pública,

previa validación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el Sistema de
Información y Gestión Educativa a que se refiere el artículo 12, fracción X, de la Ley

General de Educación. Asimismo, el registro en el Sistema podrá incluir plazas del

personal docente que no es de jornada, de acuerdo a la asignación de horas
correspondiente.

En el caso del Distrito Federal, el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y

Gasto Operativo incluirá los recursos correspondientes a las plazas federales que

sean transferidas a éste, mediante el convenio de descentralización correspondiente

y registradas en el Sistema a que se refiere el párrafo anterior.

Asimismo, el Fondo incluirá recursos para apoyar a las entidades federativas a cubrir

gastos de operación relacionados exclusivamente con las atribuciones a que se

refiere el párrafo primero de este artículo.

Artículo 26-A.- El ejercicio de los recursos en materia de servicios personales a que

se refiere el artículo anterior, se sujetará a lo siguiente;

I. La Secretaría de Educación Pública establecerá un sistema de administración

de nómina, a través de! cual se realizarán los pagos de servicios personales a

que se refiere el artículo anterior. Para tal efecto, las secretarías de Hacienda y
Crédito Público y de Educación Pública, emitirán las disposiciones que deberán

y observar las entidades federativas para registrar cada nómina. El sistema de

^ ;í: administración de nómina deberá identificar al menos el nivel, tipo, modalidad

J ' educativa y la clave del centro de trabajo a la que corresponda la plaza.
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Las autoridades educativas de las entidades federativas deberán proporcionar a

la Secretaría de Educación Pública toda la información que ésta les requiera en

témriinos de este artículo;

II. Las autoridades educativas de las entidades federativas deberán, en los plazos

y condiciones establecidos en las disposiciones a que se refiere la fracción

anterior, registrar en el sistema de administración de nómina la información

relativa a los movimientos del personal que modifiquen cada nómina.

La infomnación que las autoridades educativas de las entidades federativas

registren en el sistema de administración de nómina, deberá corresponder a

aquélla registrada en el Sistema de Información y Gestión Educativa a que se

refiere el artículo 12, fracción X, de la Ley General de Educación;

III. Con base en la información registrada en el sistema de administración de

nómina, la Secretaría de Educación Pública verificará que ésta corresponda con

la contenida en el Sistema de Información y Gestión Educativa y solicitará a las

autoridades educativas de las entidades federativas, lá validación de la nómina

correspondiente a cada una de ellas.

Una vez validada la información por las autoridades educativas de las entidades

federativas, la Secretaría de Educación Pública solicitará a la Tesorería de la

Federación, realizar el pago correspondiente, con cargo a los recursos que

correspondan del Fondo a cada entidad federativa;

IV. Los recursos correspondientes a la nómina a que se refiere el artículo anterior

serán pagados, por cuenta y orden de las entidades federativas en su calidad

de patrones, a sus empleados del servicio educativo, a través de transferencias
electrónicas a respectivas cuentas bancarias, salvo que los mismos se
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encuentren en localidades en donde no haya disponibilidad de servicios

bancarios; en este último caso la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

determinará la fonna y los medios a través de los cuales se entregarán los

recursos correspondientes.

La Secretaría de Educación Pública se coordinará con las entidades federativas

para que los pagos de nómina se realicen solamente al personal que cuente

con Registro Federal de Contribuyentes con Homoclave, de acuerdo con las

disposiciones aplicables;

V. Los pagos deberán hacerse por las cantidades líquidas que con*espondan a

cada empleado, considerando las cantidades devengadas en el período de

pago correspondiente.

En todo caso, sólo procederán pagos retroactivos hasta por cuarenta y cinco

días naturales, siempre y cuando se acredite la asistencia del personal durante

dicho periodo en la plaza respectiva, debiendo precisar la autoridad educativa

de la entidad federativa el tipo de plaza y el periódo que comprende.

En los casos en que por causa no imputable al personal no se realice el pago, a

solicitud del interesado y conforme al procedimiento establecido én su caso, los

pagos no realizados deberán efectuarse en un plazo no mayor a 30 días;

VI. La Secretaría de Educación Pública retendrá y enterará las cantidades que por

ley deban pagarse por concepto de impuestos y seguridad social, de

conformidad con la normatividad aplicable; así como, otras cantidades que, en

su caso, deban retenerse con base en la instrucción correspondiente de la

autoridad educativa de la entidad federativa;
yyo
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vil. Para efectos de la comprobación de las erogaciones, los registros en medios

electrónicos correspondientes a los abonos en las cuentas del personal,

fungirán como comprobantes de la entrega de los recursos. Tratándose de los

pagos que, por no existir servicios bancarios en la localidad correspondiente, se

realicen a través de otros mecanismos, la comprobación de las erogaciones se

realizará en términos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendaría y demás disposiciones aplicables.

Sin perjuicio de lo anterior, las autoridades educativas de las entidades

federativas entregarán a cada uno de sus trabajadores el recibo de nómina

respectivo, desglosando los conceptos de pago y descuentos correspondientes;

VIII. Las entidades federativas realizarán los registros e informarán sobre las

aportaciones federales a que se refiere este artículo, en los ténninos de los

artículos 48 y 49 de esta Ley, y

IX. La Secretaría de Educación Pública presentará, a través de Internet, la

infonnación a que se refiere el artículo 73 de la Ley General de Contabilidad

Gubernamental, respecto al Fondo a que se refiére esté artículo.

Los recursos a que se refieren las fracciones anteriores sólo podrán erogarse en el

ejercfcio fiscal en que fueron presupuestados, exclusivamente para el pago de los

conceptos relativos a servicios personales del personal a que se refiere el artículo

anterior, incluyendo el incremento en remuneraciones que, en su caso, se acuerde

en los términos del artículo 27-A de esta Ley.

Tratándose del gasto de operación a que se refiere el último párrafo del artículo 26

de esta Ley, los recursos podrán utilizarse en los fines a que se refiere el párrafo

anterior. Para tal efecto, las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de

Educación Pública emitirán los lineamientos para especificar el destino de estos

recursos.
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Artículo 27.- El monto del Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto

Operativo se determinará cada año en el Presupuesto de Egresos de la Federación
correspondiente, exclusivamente a partir de los siguientes elementos:

I. Las plazas registradas en términos de los artículos 26 y 26-A de esta Ley, con
las erogaciones que correspondan por concepto de remuneraciones, incluyendo
sueldos y prestaciones autorizados, impuestos federales y aportaciones de
seguridad social;

II. Las ampliaciones presupuestarias que se hubieren autorizado al Fondo durante
el ejercicio fiscal inmediato anterior a aquél que se presupueste, como resultado
del incremento salarial que, en su caso, se pacte en términos del artículo 27-A
de esta Ley;

III. La creación de plazas, que en su caso, se autorice.

No podrán crearse plazas con cargo a este Fondo, salvo que estén plenamente
justificadas en términos de la Ley General del Servicio Profesional Docente y
las demás disposiciones aplicables, así como los recursos necesarios para su
creación estén expresamente aprobados en el Presupuesto de Egresos de la
Federación del ejercicio fiscal correspondiente, y

IV. Los gastos de operación y la actualización que se determine para el ejercicio
que se presupueste. La distribución de estos recursos se realizará cada año a
nivel nacional entre las entidades federativas, de acuerdo con la siguiente

fórmula:
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GO/=GO/,20f3 + ((GOf-GO2013) MPú

Donde:

MPrHriilHN

GOt es el monto total del recurso destinado a gasto operativo del FONE.

GOi es el monto del recurso destinado a gasto operativo del FONE para la entidad
federativa i. MP^HnJHN

GOi,2013 es el Gasto de Operación presupuestado para la entidad federativa i en el
PEF2013.

MP¡ es la participación de la entidad federativa ien la matrícula potencial nacional en
el año anterior para el cual se efectúa el cálculo. Por matrícula potencial se entiende
el número de niños en edad de cursar educación básica.

Hui es el número de habitantes entre5 y 14años en la entidad federativa i.

HN es el número de habitantes entre 5 y 14 años del país.

c!\ Artículo 27-A.- El Ejecutivo Federal y los gobiernos de las entidades federativas,

¡iconforme a lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley General de Educación,
%5v /' concurrirán en el financiamiento del gasto en servicios personales para la educación

pública, conforme a lo siguiente:
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l El Ejecutivo Federal proveerá los recursos necesarios para cubrir los pagos de
servicios personales a que se refieren los artículos 26, 26-A y43 de esta Ley;

II. Los gobiernos de las entidades federativas cubrirán, con cargo a sus propios
ingresos, las erogaciones en materia de servicios personales de las plazas
distintas a las señaladas en la fracción anterior, incluyendo el incremento

salarial y de prestaciones correspondiente a dichas plazas;

III. Los incrementos en las remuneraciones del personal que ocupa las plazas a

que se refieren los artículos 26 y 26-A de esta Ley, serán acordados con base
en:

• s /
.o

a) La disponibilidad de recursos públicos aprobada en el Presupuesto de
Egresos de la Federación;

b) Los objetivos, metas y resultados alcanzados del Servicio Profesional
Docente, y

c) La negociación del incremento en remuneraciones, la cual se llevará a
cabo por parte de los patrones, por una representación de las autoridades
educativas de las entidades federativas; por parte de los trabajadores, una

representación de su sindicato, en términos de la legislación laboral; así
como con la participación de la Secretaría de Educación Pública para
efectos del financiamiento que corresponde a la Federación en los

términos de los artículos 26 y 26-A de esta Ley y para vigilar su

consistencia con los objetivos del Servicio Profesional Docente.
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El incremento en remuneraciones que, en su caso, se acuerde, aplicable al

personal a que se refiere esta fracción, deberá publicarse en el Diario Oficial de

la Federación para que produzca sus efectos, así como en los medios oficiales

de difusión de las entidades federativas, y

IV. La Secretaría de Educación Pública y las autoridades educativas de las

entidades federativas darán acceso al sistema establecido para el registro del

personal educativo, para efectos de consulta, a las instancias locales y

federales de control, evaluación y fiscalización que así lo soliciten. La

información se hará pública en términos de las disposiciones aplicables en

materia de transparencia y rendición de cuentas.

Artículo 31.-...

La Secretaría de Salud dará a conocer anualmente, en el seno del Consejo Nacional

de Salud y, a más tardar el 31 de enero, en el Diario Oficial de la Federación, las
cifras que corresponden a las variables integrantes de la fórmula anterior resultantes
de los sistemas oficiales de infonnación.

Artículo 32.- El Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social se detemriinará

anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación con recursos federales

por un monto equivalente, sólo para efectos de referencia, al 2.5294% de la
recaudación federal participable a que se refiere el artículo 2o. de esta Ley, según

estimación que de la misma se realice en el propio presupuesto, con base en lo que

al efecto establezca la Ley de Ingresos de la Federación para ese ejercicio. Del total
de la recaudación federal participable el 0.3066% corresponderá al Fondo para la

•A Infraestructura Social de las Entidades y el 2.2228% al Fondo para la Infraestructura
i j

// Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal.
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Este fondo se enterará mensualmente en los primeros diez meses del año por partes

iguales a las entidades por conducto de la Federación y, a los municipios y
demarcaciones territoriales a través de las entidades, de manera ágil y directa, sin

más limitaciones ni restricciones, incluyendo las de carácter administrativo, que las

correspondientes a los fines que se establecen en el artículo 33de esta Ley.

Artículo 33.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Aportaciones

para la Infraestructura Social reciban las entidades, los municipios y las
demarcaciones territoriales, se destinarán exclusivamente al financiamiento de obras,

acciones sociales básicas y a inversiones que beneficien directamente a población

en pobreza extrema, localidades con alto o muy alto nivel de rezago social conforme
a lo previsto en la Ley General de Desarrollo Social, y en las zonas de atención
prioritaria.

A. Los recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, se

destinarán a los siguientes rubros:

\. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal: agua potable, alcantarillado,

drenaje y letrinas, urbanización, electrificación rural y de colonias pobres,
infraestructura básica del sector salud y educativo, mejoramiento de vivienda,

así como mantenimiento de infraestructura, confonne a lo señalado en el

catálogo de acciones establecido en los Lincamientos del Fondo que emita la
Secretaria de Desarrollo Social.

II. Fondo de Infraestructura Social para las Entidades: obras y acciones que

beneficien preferentemente a la población de los municipios, demarcaciones
territoriales y localidades que presenten mayores niveles de rezago social y
pobreza extrema en la entidad.
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Asimismo, las obras y acciones que se realicen con los recursos del fondo a que se

refiere este artículo, se deberán orientar preferentemente conforme al Informe anual

de la situación de pobreza y rezago social de las entidades y sus respectivos

municipios o demarcaciones territoriales que realice la Secretaría de Desarrollo
Social, mismo que se deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación a más

tardar el último día hábil de enero.

En el caso de los municipios y de las demarcaciones territoriales, éstos podrán

disponer de hasta un 2% del total de recursos del Fondo para la Infraestructura

Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal que \es
correspondan para la realización de un Programa de Desarrollo Institucional
Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal. Este programa

será convenido entre el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Desarrollo

Social, el Gobierno de la entidad correspondiente y el municipio o demarcación

territorial de que se trate. Los recursos de este programa podrán utilizarse para la

elaboración de proyectos con la finalidad de fortalecer las capacidades degestión del
municipio o demarcación territorial, de acuerdó con lo señalado en el catálogo de
acciones establecido en los Lineamientos del Fondo que emita la Secretaría de

Desarrollo Social.

Adicionalmente, las entidades, los municipios o demarcaciones territoriales podrán

destinar hasta el 3% de los recursos que les correspondan de este Fondo para ser

aplicados como gastos indirectos para la verificación y seguimiento de las obras y
acciones que se realicen, así como para la realización de estudios y la evaluación de
proyectos que cumplan con los fines específicos a que se refiere este artículo.

.. /

..O- -
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"bT La Secretaría de Desarrollo Social, las entidades y los municipios o
demarcaciones territoriales y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tendrán las
siguientes obligaciones:

I. De la Secretaría de Desarrollo Social:

a) Publicar el Informe anual sobre la situación de pobreza y rezago social de
las entidades y sus respectivos municipios o demarcaciones territoriales,
con base en lo que establece la Ley General de Desarrollo Social, para la
medición de la pobreza, y

b) Proporcionar capacitación a las entidades ya sus respectivos municipios o
demarcaciones territoriales, sobre el funcionamiento del Fondo de

Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, del Fondo de

Aportaciones para la Infraestructura Social de las Entidades y del
Programa de Desarrollo Institucional Municipal y de las Demarcaciones
Territoriales del Distrito Federal, en términos dé lo establecido en los

Lineamientos del Fondo que emita la Secretaría de Desarrollo Social;

II. De las entidades, municipios y demarcaciones territoriales:

a) Hacer del conocimiento de sus habitantes, al menos a través de la página
oficial de Internet de la entidad federativa, confomie a los lineamientos de

información pública financiera en línea del Consejo de Armonización
Contable, los montos que reciban, las obras y acciones a realizar, el costo

í\ de cada una, su ubicación, metas y beneficiarios;

••"'vvr "
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b) Promover ia participación de las comunidades beneficiarias en su destino,
aplicación y vigilancia, así como en la programación, ejecución, control,
seguimiento yevaluación de las obras yacciones que se vayan a realizar;

o) Informar a sus habitantes los avances del ejercicio de los recursos,
trimestralmente y al término de cada ejercicio, sobre los resultados
alcanzados, al menos a través de la página oficial de Internet de la entidad
federativa, confonne a los lineamientos de infonnación pública del Consejo
Nacional de Armonización Contable, en los términos de la Ley General de

Contabilidad Gubernamental;

d) Proporcionar a ia Secretaría de Desarrollo Social, la información que sobre
la utilización del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social le

sea requerida. En el caso de los municipios y de las demarcaciones
territoriales, lo harán por conducto de las entidades;

e) Procurar que las obras que realicen con los recursos de los Fondos sean
compatibles con la preservación y protección del medio ambiente y que
impulsen el desarrollo sostenible;

f) Reportar trimestralmente a ia Secretaría de Desarrollo Social, a través de
sus Delegaciones Estatales o instancia equivalente en el Distrito Federal,
así como a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el seguimiento

sobreel uso de los recursos del Fondo, en los términos queestablecen los
artículos 48 y 49 de esta Ley, así como con base en el Informe anual
sobre la situación de pobreza y rezago social de las entidades y sus

respectivos municipios o demarcaciones territoriales. Asimismo, las
entidades, los municipios y las demarcaciones territoriales, deberán
proporcionar la información adicional que solicite dicha Secretaría para la
supervisión y seguimiento de los recursos, y
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Publicar en su página oficial de Internet las obras financiadas con los

recursos de este Fondo. Dichas publicaciones deberán contener, entre

otros datos, la información del contrato bajo el cual se celebra, informes

trimestrales de los avances y, en su caso, evidencias de conclusión.

Los municipios que no cuenten con página oficial de Internet, convendrán

con el gobierno de la entidad federativa correspondiente, para que éste

publique la información correspondiente al municipio, y

III. De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, generar un sistema geo

referenciado para difundir, a través de su página oficial de Internet, las obras

en cada municipio o demarcación territorial financiadas con los recursos

provenientes de este Fondo. Dicho sistema deberá contener la infomiación del
contrato bajo el cual se celebra, informes trimestrales de los avances y, en su

caso, evidencias de conclusión.

Artículo 34.- El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Desarrollo Social,
distribuirá el Fündo de Aportaciones para la Infraestructura Social entre las

entidades, conforme a la siguiente fórmula:

Fi.ñFi,2oi3'*'̂ F2oi3.t (O- 8z/,í+0.2e/,t)

Donde;

_ Xi.t

Tti ^i.
Zi.t =

i.t

PPEít

PPEjj-i
PPEij

^ PPEij.^
PPBí,t
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Y las variables de cálculo se definen de la siguiente manera:

Fi,t= Monto del FAIS de laentidad ien el año t.

Fí,2013= Monto del FAIS de la entidad i en 2013, en el caso del Distrito Federal dicho
monto será equivalente a 686,880,919.32 pesos.

AF2oí3.í= FAISrlPi,2oi3, donde FAISt corresponde a los recursos del Fondo en el año
de cálculo t.

z/,f= La participación de la entidad i en el promedio nacional de las carencias de la
población en pobreza extrema más reciente publicada por el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social al año t

CPPEi= Número de carencias promedio de la población en pobreza extrema en la
entidad imás reciente publicada por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política

de Desarrollo Social al año t.

PPEij= Población en Pobreza Extrema de la entidad i, de acuerdo con la información
más reciente provista por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social; y

PPEít-i= Población en Pobreza Extrema de la entidad i, de acuerdo con la
información inmediata anterior a la más reciente provista por el Consejo Nacional de

Evaluación de la Política de Desarrollo Social.

La fórmula del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social no será aplicable
en el evento de que en el año de cálculo dicho Fondo sea inferior a la participación
que la totalidad de los Estados hayan recibido en el 2013 por concepto del mismo

i; Fondo. En dicho supuesto, la distribución se realizará en función de la cantidad
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efectivamente generada en el año decálculo yde acuerdo con el coeficrente efectivo
que cada Estado haya recibido por concepto del Fondo de Aportaciones para la
Infraestructura Social en el año 2013. Decumplirse dicho supuesto el Distrito Federal

recibirá la proporción que representen los 686,880,919.32 pesos que recibirá de

Fí,2013.

Para efectos de la fonnulación anual del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la

Federación, el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Desarrollo Social,
publicará, a más tardar el 15 de agosto de cada año, en el Diario Oficial de la
Federación las variables y fuentes de infomiación para el cálculo de esta fórmula y

daráa conocer los porcentajes de participación que se asignará a cadaentidad.

Artículo 35.- Las entidades distribuirán entre los municipios y las demarcaciones

territoriales los recursos del Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de las

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, con una fórmula igual a la señalada

en el artículo anterior, que enfatice el carácter redistributivo de estas aportaciones

hacia aquellos municipios y demarcaciones territoriales con mayor magnitud y
profundidad de pobreza extrema. Para ello, utilizarán la información de pobreza
extrema más reciente a nivel municipal y de las demarcaciones territoriales, a que se

refiere el artículo anterior, publicada por el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social.

Con objeto de apoyar a las entidades en la aplicación de susfónnulas, la Secretaría
de Desarrollo Social publicará en el Diario Oficial de la Federación, a más tardar en
los primeros diez días del ejercicio fiscal de que se trate, las variables yfuentes de
información disponibles a nivel municipal y de las demarcaciones territoriales para
cada entidad.

'
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.as entidades, con base en lo previsto en los párrafos anteriores y previo convenio

con la Secretaría de Desarrollo Social, calcularán las distribuciones del Fondo para la

Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito

Federal correspondientes a sus municipios y demarcaciones territoriales, debiendo
publicarlas en sus respectivos órganos oficiales de difusión, a más tardar el 31 de
enero del ejercicio fiscal aplicable, así como la fórmula y su respectiva metodología,
justificando cada elemento.

A más tardar el 25 de enero del ejercicio fiscal de que se trate, los convenios

referidos en el párrafo anterior deberán remitirse a la Secretaría de Desarrollo Social,
a través de sus Delegaciones Estatales o instancia equivalente en el Distrito Federal,
una vez que hayan sido suscritos por éstas y por el gobierno de la entidad
correspondiente, con el fin de que dicha Secretaría publique las distribuciones
convenidas en su página oficial de Internet a más tardar el 31 de enero de dicho

ejercicio fiscal.

En caso de que así lo requieran las entidades, la Secretaría de Desarrollo Social
podrá coadyuvar en el cálculo de la distribución dél Fondo para la Infraestructura
Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal
correspondientes a sus municipios y demarcaciones territoriales.

Las entidades deberán entregar a sus respectivos municipios y demarcaciones

territoriales, los recursos que les corresponden conforme al calendario de enteros en

que la Federación lo haga a las entidades, en los términos del último párrafo del
artículo 32de la presente Ley. Dicho calendario deberá comunicarse a los gobiernos
municipales y de las demarcaciones territoriales por parte de los gobiernos de las
entidades y publicarse por estos últimos a más tardar el día 31 de enero de cada

i ejercicio fiscal, en su respectivo órgano de difusión oficial.
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rtículo 36.-

a)yb)...

Tercer párrafo. (Se deroga).

Artículo 37.- Las aportaciones federales que, con cargo al Fondo de Aportaciones

para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del
Distrito Federal, reciban los municipios a través de las entidades y las demarcaciones

territoriales por conducto del Distrito Federal, se destinarán a la satisfacción de sus
requerimientos, dando prioridad al cumplimiento de sus obligaciones financieras, al
pago de derechos y aprovechamientos por concepto de agua, descargas de aguas
residuales, a la modernización de los sistemas de recaudación locales,

mantenimiento de infraestructura, y a la atención de las necesidades directamente

vinculadas con la seguridad pública de sus habitantes. Respecto de las aportaciones

que reciban con cargo al Fondo a que se refiere este artículo, los municipios y las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal tendrán las mismas obligaciones a

que se refiere el artículo 33, apartado B, fracción II, incisos a) yc), de esta Ley.

Artículo 39.- El Fondo de Aportaciones Múltiples se determinará anualmente en el

Presupuesto de Egresos de la Federación por un monto equivalente, sólo para
efectos de referencia, al 0.814% de la recaudación federal participable a que se

refiere el artículo 2o. de esta Ley, según estimación que de la misma se realice en el

propio presupuesto, con base a lo que al efecto establezca la Ley de Ingresos de la
Federación para ese ejercicio.

- ^ ,f
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Artículo 40.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Aportaciones

Múltiples reciban los Estados de la Federación y el Distrito Federal se destinarán en
un 46% al otorgamiento de desayunos escolares; apoyos alimentarios; y de

asistencia social a través de instituciones públicas, con base en lo señalado en la Ley

de Asistencia Social. Asimismo, se destinará el 54% restante a la construcción,

equipamiento y rehabilitación de infraestructura física de los niveles de educación
básica, media superior y superior en su modalidad universitaria según las
necesidades de cada nivel.

Las entidades tendrán la obligación de hacerdel conocimiento de sus habitantes, los

montos que reciban, las obras y acciones realizadas, el costo de cada una, su

ubicación y beneficiarios. Asimismo, deberán informar a sus habitantes, al término de
cada ejercicio, sobre los resultados alcanzados.

Artículo 41.-...

La Secretaría de Salud y la Secretaría de Educación Pública darán a conocer, a más
tardar el 31 de enero del ejercicio de que se trate en el Diario Oficial de la

Federación, el monto correspondiente a cada entidad por cada uno de los

componentes del Fondo y la fórmula utilizada para la distribución de los recursos, así
como las variables utilizadas y la fuente de la información de las mismas, para cada

uno de los componentes del Fondo.

Artículo 43.-...

l.ylL ...
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Adiclonalmente, en el caso de los servicios de educación para adultos, la

determinación de los recursos del Fondo de Aportaciones para la Educación

Tecnológica yde Adultos y su consiguiente distribución, responderán a fórmulas

que consideren las prioridades específicas yestrategias compensatorias para el
abatimiento del rezago en materia de alfabetización, educación básica y

formación para el trabajo. Las fórmulas, así como las variables consideradas y

la fuente de información correspondiente, a que se refiere esta fracción deberán

publicarse por la Secretaria de Educación Pública, a más tardar el 31 de enero

de cada año en el Diario Oficial de la Federación.

La información que presenten las entidades y la Secretaría de Educación Pública,

por este Fondo, deberá sujetarse al artículo 73 de la Ley General de Contabilidad
Gubernamental.

Artículo 44.- El Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y

del Distrito Federal se constituirá con cargo a recursos federales, mismos que serán

determinados anualmente en el Presupuesto de Egresos de la Federación. La

Secretaria de Gobernación formulará a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

una propuesta para la integración de dicho Fondo.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación de cada ejercicio fiscal se hará la
distribución de los recursos federales que integran este Fondo entre los distintos

rubros de gasto del Sistema Nacional de Seguridad Pública aprobados por el
Consejo Nacional de Seguridad Pública.

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público,
entregará a las entidades el Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los
Estados y del Distrito Federal, con base en los criterios que el Consejo Nacional de
Seguridad Pública determine, a propuesta de la Secretaría de Gobernación, por
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medio del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública,

utilizando para la distribución de los recursos, criterios que incorporen el número de

habitantes de los Estados y del Distrito Federal; el índice de ocupación penitenciaria;

la implementación de programas de prevención del delito; los recursos destinados a

apoyar las acciones que en materia de seguridad pública desarrollen los municipios,

y el avance en la aplicación del Programa Nacional de Seguridad Pública en materia

de profesionalización, equipamiento, modernización tecnológica e infraestructura. La

información relacionada con las fórmulas y variables utilizadas en el cálculo para la

distribución y el resultado de su aplicación que corresponderá a la asignación por

cada Estado y el Distrito Federal, deberá publicarse en el Diario Oficial de la

Federación a más tardar a los 30 días naturales siguientes a la publicación en dicho

Diario del Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal de que se

trate.

Los convenios y anexos técnicos celebrados entre el Secretariado Ejecutivo del

Sistema Nacional de Seguridad Pública y las entidades, deberán firmarse en un

término no mayor a sesenta días, contados a partir de la publicación del resultado de

la aplicación de las fórmulas y variables mencionadas con anterioridad.

Este Fondo se enterará mensualmente por la Secretaria de Hacienda y Crédito

Público durante los primeros diez meses del año a los Estados y al Distrito Federal,

de manera ágil y directa sin más limitaciones ni restricciones, incluyendo aquéllas de
carácter administrativo, salvo que no se cumpla lo dispuesto en este artículo.

Los Estados y el Distrito Federal reportarán trimestralmente a la Secretaria de
Gobernación, a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad

Pública, el ejercicio de los recursos del Fondo y el avance en el cumplimiento de las
metas, así como las modificaciones o adecuaciones realizadas a las asignaciones

previamente establecidas en los convenios de coordinación y sus anexos técnicos en
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la materia; en este último caso deberán incluirse la justificación y la aprobación del

Consejo Estatal de Seguridad Pública correspondiente, o la opinión favorable del

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. El Secretariado

Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública dará respuesta en un plazo no

mayor a 30 días hábiles.

Las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales deberán informar

a sus habitantes trimestralmente y al término de cada ejercicio, entre otros medios, a

través de la página oficial de Internet de la entidad correspondiente, los montos que

reciban, el ejercicio, destino y resultados obtenidos respecto de este Fondo. Lo

anterior, en términos de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y conforme a

los formatos aprobados por el Consejo Nacional de Armonización Contable.

Artículo 45.- Las aportaciones federales que, con cargo al Fondo de Aportaciones

para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal, reciban dichas

entidades se destinarán exclusivamente a:

I. La profesionalización de los recursos humanos de las instituciones de seguridad

pública vinculada al reclutamiento, ingreso, formación, selección, permanencia,

evaluación, reconocimiento, certificación y depuración;

II. Al otorgamiento de percepciones extraordinarias para los agentes del Ministerio

Público, los peritos, los policías ministeriales o sus equivalentes de las

Procuradurías de Justicia de los Estados y del Distrito Federal, los policías de

vigilancia y custodia de los centros penitenciarios; así como, de los centros de

reinserción social de internamiento para adolescentes;

•' ra ^
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Al equipamiento de los elementos de las instituciones de seguridad pública

correspondientes a las policías ministeriales o de sus equivalentes, peritos,

ministerios públicos y policías de vigilancia y custodia de ios centros

penitenciarios, así como, de los centros de reinserción social de internamiento

para adolescentes;

IV. Al establecimiento y operación de las bases de datos criminalísticos y de

personal, la compatibilidad de los servicios de telecomunicaciones de las redes

locales, el servicio telefónico nacional de emergencia y el servicio de denuncia

anónima;

V. A la construcción, mejoramiento, ampliación o adquisición de las instalaciones

para la procuración e impartición de justicia, de los centros penitenciarios, de

los centros de reinserción social de internamiento para adolescentes que

realizaron una conducta tipificada como delito, así como de las instalaciones de

los cuerpos de seguridad pública de las academias o institutos encargados de

aplicar los programas rectores de profesionalización y de los Centros de

Evaluación y Control de Confianza, y

VI. Al seguimiento y evaluación de los programas relacionados con las fracciones

anteriores.

Los recursos para el otorgamiento de percepciones extraordinarias para los agentes

del Ministerio Público, los policías ministeriales o sus equivalentes, los policías de

vigilancia y custodia y los peritos de las procuradurías de justicia de los Estados y del

Distrito Federal, tendrán el carácter de no regularizables para los presupuestos de

egresos de la Federación de los ejercicios subsecuentes y las responsabilidades

i) laborales que deriven de tales recursos estarán a cargo de los gobiernos de los

W Estados y del Distrito Federal.
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Dichos recursos deberán aplicarse conforme a ia Ley General del Sistema Nacional

de Seguridad Pública y los acuerdos aprobados por el Consejo Nacional de

Seguridad Pública.

Los Estados y el Distrito Federal proporcionarán al Ejecutivo Federal, por conducto

del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la información

financiera, operativa y estadística que le sea requerida.

Artículo 48....

^ r
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Las entidades federativas enterarán al ente ejecutor local del gasto, el presupuesto

que le corresponda en un máximo de cinco días hábiles, una vez recibida la

ministración correspondiente de cada uno de los Fondos contemplados en el

Capítulo V del presente ordenamiento.

Artículo 49. Las aportaciones y sus accesorios que con cargo a los Fondos a que se

refiere este Capítulo reciban las entidades y, en su caso, los municipios y las

demarcaciones territoriales del Distrito Federal, no serán embargables, ni los

gobiernos correspondientes podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarias ni

afectarias en garantía o destinarse a mecanismos de fuente de pago, salvo por lo

dispuesto en los artículos 50, 51 y 52 de esta Ley. Dichas aportaciones y sus

accesorios, en ningún caso podrán destinarse a fines distintos a los expresamente

previstos en los artículos 26, 29, 33, 37,40, 42, 45 y 47 de esta Ley.
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-as aportaciones federales serán administradas y ejercidas por los gobiernos de las
entidades federativas y, en su caso, de los municipios y las demarcaciones
territoriales del Distrito Federal que las reciban, conforme a sus propias leyes, salvo

en el caso de los recursos parael pago de servicios personales previsto en el Fondo

de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, en el cual se
observará lo dispuesto en el artículo 26 de esta Ley. En todos los casos deberán
registrarlas como ingresos propios que deberán destinarse específicamente a los
fines establecidos en los artículos citados en el párrafo anterior.

Para efectos del entero de los Fondos de Aportaciones a que se refiere el artículo 25

de esta Ley, salvo por lo dispuesto en el artículo 52 de este capítulo, no procederán
los anticipos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 7o. de la misma.

l.aV....

En el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto en el Fondo
de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, las autoridades de
control interno de los gobiernos federal y de las entidades federativas supervisarán,
en el ámbito de sus respectivas competencias, el proceso de integración ypago de la
nómina del personal educativo. Asimismo, la Auditoría Superior de la Federación
fiscalizará la aplicación de dichos recursos.

Cuando las autoridades de las entidades federativas, de los municipios o de las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que en el ejercicio de sus

atribuciones de control y supervisión conozcan que los recursos de los Fondos no
han sido aplicados a los fines que por cada Fondo se señale en la Ley, deberán
hacerlo del conocimiento de la Auditoría Superior de la Federación y de la Secretaría

de la Función Pública en forma inmediata.
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Por su parte, cuando la entidad de fiscalización del Poder Legislativo local, detecte

que los recursos de los Fondos no se han destinado a los fines establecidos en esta

Ley, deberá hacerlo del conocimiento inmediato de la Auditoría Superior de la

Federación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los

servidores públicos federales o locales por el manejo o aplicación indebidos de los

recursos de los Fondos a que se refiere este Capítulo, serán determinadas y

sancionadas por las autoridades federales o locales competentes, en los términos de

las leyes aplicables.

Artículo 50. Las aportaciones que con cargo a los Fondos a que se refiere el artículo

25, en sus fracciones III y VIII, de esta Ley correspondan a las Entidades Federativas

o Municipios, podrán afectarse para garantizar obligaciones en caso de

incumplimiento, o servir como fuente de pago de dichas obligaciones que contraigan

con la Federación, las instituciones de crédito que operen en territorio nacional o con

personas físicas o morales de nacionalidad mexicana, siempre que cuenten con

autorización de las legislaturas locales y se inscriban a petición de las Entidades

Federativas o los Municipios, según corresponda, ante la Secretaría de Hacienda y

Crédito Público, en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y

Municipios, así como en el registro único de obligaciones y empréstitos a que se

refiere el quinto párrafo del artículo 9o. del presente ordenamiento.

f
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Artículo 51.- Las aportaciones que con cargo al Fondo a que se refiere el artículo 25,

fracción IV de esta Ley correspondan a los municipios y a las demarcaciones

temtoriales del Distrito Federal podrán afectarse como garantía del cumplimiento de

sus obligaciones de pago de derechos y aprovechamientos por concepto de agua y

descargas de aguas residuales, cuando así lo dispongan las leyes locales y de

confonnidad con lo dispuesto en este artículo.

En caso de incumplimiento por parte de los municipios o de las demarcaciones

territoriales del Distrito Federal a sus obligaciones de pago de derechos y

aprovechamientos por concepto de agua y descargas de aguas residuales, la

Comisión Nacional del Agua podrá solicitar al gobierno local correspondiente, previa

acreditación del incumplimiento, la retención y pago del adeudo con cargo a los

recursos del Fondo mencionado en el párrafo anterior que correspondan al municipio

o Demarcación Territorial de que se trate, conforme a lo dispuesto por el artículo 36

de esta Ley. La Comisión Nacional del Agua sólo podrá solicitar la retención y pago

señalados cuando el adeudo tenga una antigüedad mayor de 90 días naturales.

Artículo 52.- Las aportaciones que con cargo a los Fondos de Aportaciones

; Múltiples y para la Seguridad Pública de los Estados y el Distrito Federal, a que se

refiere el artículo 25 de esta Ley, fracciones V y VII, respectivamente, que
c a

correspondan a las entidades, podrán afectarse para garantizar obligaciones en caso
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de incumplimiento, o servir como fuente de pago de obligaciones que se contraigan

en términos de los convenios que celebren las Entidades Federativas con la

Federación, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante los

cuales se establezcan mecanismos de potenciación, financiamiento o esquemas

similares respecto de dichos Fondos.

Las entidades convendrán con la Federación los términos y condiciones de dichos

esquemas, incluyendo el reconocimiento de la recepción anticipada de recursos

correspondientes a dichos Fondos como resultado de los mecanismos referidos, así

como su compensación a través del tiempo.

Los recursos netos que se obtengan de los mecanismos antes referidos, únicamente

podrán destinarse a infraestructura directamente relacionada con los fines

establecidos en los artículos 40 y 45 de esta Ley, en términos de los convenios

respectivos.

Para las obligaciones al amparo de este artículo, no podrán destinarse más del 25%

de los recursos que anualmente correspondan por concepto de los fondos a que se

refiere el párrafo anterior, para servir dichas obligaciones, excepto por lo establecido

en el párrafo siguiente.

Tratándose de obligaciones pagaderas en dos o más ejercicios fiscales, para cada

año podrá destinarse al servicio de las mismas lo que resulte mayor entre aplicar el

porcentaje a que se refiere el párrafo anterior a los recursos correspondientes al año

de que se trate o a los recursos correspondientes al año en que las obligaciones

hayan sido contratadas.

...
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ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforma el artículo 73, párrafo primero y fracción II,

incisos b), d) en su primer párrafo y numeral 1, f) y g), de la Ley General de

Contabilidad Gubernamental, para quedar como sigue:

Artículo 73.- Sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley y en otros ordenamientos, las

entidades federativas deberán presentar información relativa al Fondo de

Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos, conforme a lo siguiente:

I. ...

II. ...

a)

b) Conciliar el número, tipo de plazas docentes, administrativas y directivas, y

número de horas, de educación tecnológica y de adultos, por escuela, con las

entidades federativas, determinando aquéllas que cuentan con registro en la

Secretaría de Educación Pública del Gobierno Federal y las que sólo lo tienen en las

entidades federativas y, en su caso, aquéllas que lo tienen en ambas;

o) ...

d) Incluir de conformidad con la normatividad aplicable, en su página de Internet la

información a que se refiere el inciso anterior, particularmente respecto a:

1. Número y tipo de las plazas docentes, administrativas y directivas existentes, el

nombre y la Clave Única de Registro de Población y el Registro Federal de

Contribuyentes con Homoclave de quienes las ocupan, así como número de horas

de educación tecnológica y de adultos, por centros de trabajo, y el pago que reciben

por concepto de servicios personales;
.r> /:
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e)

f) Enviar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a la Secretaría de

Hacienda y a la Secretaría de la Función Pública, durante el primer semestre del año,

el listado de nombres, plazas y de entidades federativas en las que identifique doble

asignación salarial que no sea compatible geográficamente, cuándo la ocupación sea

igual o superior a dos plazas en municipios no colindantes, y reportar durante el

tercer trimestre del año, sobre la corrección de las irregularidades detectadas, y

g) Vigilar el monto de las remuneraciones, infomiando a la Cámara de Diputados

del Congreso de la Unión los casos en que superen los ingresos promedio de un

docente en la categoría más alta del tabulador salarial correspondiente a cada

entidad.

TRANSITORIOS

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2014.

Segundo.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y 26-A de la Ley de

Coordinación Fiscal, la Secretaría de Educación Pública, en un plazo no mayor a un

año, contado a partir de la entrada en vigor de este Decreto, deberá:

I. Conciliar con las autoridades educativas de los Estados, los registros de las

plazas que les fueron transferidas en el marco del Acuerdo Nacional para la

Modernización de la Educación Básica, publicado en el Diario Oficial de la

Federación el 19 de mayo de 1992 y los convenios que de conformidad con el

53



mismo fueron formalizados con los Estados, así como las plazas

correspondientes a años posteriores que sean reconocidas, previa validación de

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Dicho registro incluirá los

conceptos y montos de las remuneraciones correspondientes, y podrá incluir al

personal docente que no es de jornada, de acuerdo a la asignación de horas

correspondiente.

Para lo anterior, la información que servirá de base para la conciliación a que se

refiere esta fracción, será aquélla que corresponda al inicio del ciclo escolar

2013-2014. Asimismo, la Secretaría de Educación Pública y la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público, darán a conocer a las autoridades educativas de

los Estados el procedimiento y los plazos para llevar a cabo el proceso de

conciliación de los registros.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de Educación

Pública y las autoridades educativas de las entidades federativas establecerán

mecanismos de transparencia para que el trabajador pueda verificar la

infomnación correspondiente a su nómina;

II. Registrar las plazas a que se refiere la fracción anterior en el módulo

correspondiente a los servicios personales del Sistema de Información y

Gestión Educativa a que se refiere el artículo 12, fracción X, de la Ley General

de Educación, y

III. Integrar la nómina del personal educativo que ocupe las plazas previamente

concilladas a que se refiere este artículo, incluyendo los sueldos y prestaciones

que correspondan en cada Estado, con el objeto de realizar los pagos

correspondientes en términos del artículo 26-A de la Ley de Coordinación

Fiscal.
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Tercero.- El Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa entrará en vigor en el

ejercicio fiscal 2015.

En tanto entra en vigor el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa a que se

refiere este artículo, seguirán aplicándose las disposiciones correspondientes a la

distribución del Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Nonnal vigentes

hasta antes de la entrada en vigor de este Decreto, con base en el presupuesto

aprobado para el ejercicio fiscal 2014.

Cuarto.- Una vez concluida la conciliación a que se refiere el artículo anterior,

aquellos estados en donde los recursos por concepto del Fondo de Aportaciones

para la Educación Básica y Normal, transferidos con anterioridad a la conciliación,

resulten mayores al valor determinado del Fondo de Aportaciones para la Nómina

Educativa y Gasto Operativo, serán compensados por dicha diferencia a través del

Fondo de Compensación, cuyos recursos serán destinados exclusivamente para

cumplir con las atribuciones a las que se refieren los artículos 13 y 16 de la Ley

General de Educación.

El Fondo de Compensación será constituido en el ejercicio fiscal 2015 y se

actualizará de manera anual, conforme a la inflación reportada por el Instituto

Nacional de Estadística y Geografía mediante el Indice Nacional de Precios al

Consumidor.

Quinto.- Las autoridades competentes respetarán los derechos de los trabajadores

de la educación en términos de las disposiciones jurídicas aplicables y las relaciones

laborales correspondientes se mantendrán en los términos vigentes hasta la entrada

en vigor del presente Decreto.
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Sexto.- A más tardar a los 45 días naturales siguientes a la entrada en vigor del

presente Decreto, la Secretaría de Desarrollo Social, previa opinión de la Secretaría

de Hacienda y Crédito Público, deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación

los Lineamientos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, a que

hace referencia el artículo 33 del presente Decreto.

I

Séptimo.- Las retenciones y pagos que se realicen con cargo a los recursos del

Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y Demarcaciones

Territoriales del Distrito Federal por adeudos que correspondan al municipio,

demarcación territorial, sus organismos operadores de agua y, en su caso, sus

organismos auxiliares, a que se refiere el artículo 51 de la Ley de Coordinación

Fiscal, relativos a los derechos y aprovechamientos por concepto de agua y

descargas de aguas residuales, podrán efectuarse de manera gradual, con base en,

al menos, los siguientes porcentajes aplicables sobre el total de los recursos que

correspondan a cada municipio o demarcación territorial por concepto del citado

Fondo, considerando el 100% de la facturación de los conceptos referidos:

Ejercicio Fiscal Porcentaje dé

Retención

2014 50%

2015 60%

2016 75%

2017 85%

2018 .100%

Lo anterior podrá ser aplicable sin perjuicio de lo establecido en las legislaciones

locales en la materia, vigentes en la fecha de publicación de ésta Ley.
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Octavo.- El coeficiente CPi.t a que se refiere la fórmula establecida en el artículo 2-A

de esta Ley de Coordinación Fiscal será aplicable a partir del ejercicio fiscal de 2015.

La información considerada para el cálculo del mismo será aquélla que las entidades

federativas proporcionen a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a más tardar

el 15 de agosto de 2014.

El Distrito Federal queda considerado para efectos del cálculo del coeficiente CPi.t.

En el ejercicio fiscal 2014, la totalidad del excedente a que se refiere dicha fórmula

se distribuirá conforme al Coeficiente Ci,t.

Noveno.- Lo previsto en la fracción II del artículo 2o. de la Ley de Coordinación

Fiscal, respecto a la no inclusión en la recaudación federal participable del Impuesto

sobre la Renta por concepto de salarios y, en general, por la prestación de un

servicio personal subordinado causado por los servidores públicos; así como lo

dispuesto en el artículo 3- B de dicha Ley, entrarán en vigorel 1° de enero de 2015.

Décimo.- Lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 9o. de la Ley de Coordinación

Fiscal, respecto a la obligación de permitir la identificación del porcentaje total de

participaciones federales afectadas por cada Entidad y Municipio, así como su

destino en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades y Municipios

entrará en vigor a los 90 días posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto

en el Diario Oficial de la Federación.

Décimo Primero.- En tanto el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de

Desarrollo Social emita una medición adicional del número de carencias promedio de

la población en pobreza extrema por municipio y demarcación territorial, las

entidades transferirán a los municipios y demarcaciones territoriales los recursos por

concepto de Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, de acuerdo con lo

dispuesto en el primer párrafo del artículo 35 de esta Ley, utilizando la siguiente

fórmula para la distribución de los mismos:
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En donde las variables se definen conforme a lo establecido en el artículo 34 de esta

Ley.

Décimo Segundo.- Los municipios que, en los términos del artículo 51 de la Ley de

Coordinación Fiscal vigente hasta antes de la entrada en vigor de este Decreto, hayan

afectado como garantía del cumplimiento de sus obligaciones de pago de derechos y

aprovechamientos por concepto de agua, los recursos que les corresponden del Fondo

de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones

Territoriales del Distrito Federal, continuarán sujetándose a las respectivas disposiciones

emitidas con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto.

Lo anterior, sin perjuicio de que dichos municipios podrán optar por lo dispuesto en el

artículo 51 de dicha Ley, que se reforma conforme al presente Decreto, siempre y

cuando cumplan lo previsto en dicho artículo.

Décimo Tercero.- De confonnidad con las reglas que al efecto emita la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público, la Comisión Nacional del Agua podrá aplicar los pagos

corrientes que reciba de los municipios o demarcaciones territoriales por concepto de

derechos y aprovechamientos de agua, así como descargas de aguas residuales, a la

disminución de adeudos históricos que registren tales conceptos al cierre del mes de

diciembre de 2013. Lo anterior, siempre y cuando las entidades a las que pertenezcan

los municipios o demarcaciones territoriales contemplen en su legislación local el destino

y afectación de los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los

Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, para el pago de

dichos derechos o aprovechamientos, en términos de lo previsto en el artículo 51 de la

Ley de Coordinación Fiscal. En el caso de incumplimiento de los pagos

correspondientes, la Comisión Nacional del Agua podrá solicitar las retenciones a las

que hace referencia el artículo 51 de la Ley de Coordinación Fiscal, a partir del 1 de

enero de 2014.
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Los municipios o demarcaciones territoriales que se acojan a lo dispuesto en este

artículo y cumplan con las citadas reglas, gozarán de los siguientes estímulos

fiscales:

I. Una cantidad equivalente al total de los accesorios y actualización

correspondientes al adeudo histórico generado hasta el 31 de diciembre de

2013 por concepto del derecho por la explotación, uso o aprovechamiento de

aguas nacionales y del derecho por descargas de aguas residuales, a que se

refieren los artículos 223 y 276 de la Ley Federal de Derechos y el

aprovechamiento derivado del servicio de suministro de agua en bloque que

proporciona la Federación, que se causen a partir del 1 de enero de 2014 y

hasta la fecha en que se lleve a cabo el primer pago corriente que se realice

después de haberse acogido a lo dispuesto por esta fracción. El estímulo que

resulte se acreditará contra el monto de los accesorios y actualización causados

durante dicho periodo por el citado adeudo histórico.

II. Una cantidad equivalente al total de los accesorios y actualización

. correspondientes al adeudo histórico generado hasta el 31 de diciembre de

2013 por concepto de los derechos y. aprovechamiento a que se refiere la

fracción anterior, que se causen entre la fecha en que se lleve a cabo un pago

corriente y la fecha de realización de cada pago corriente subsecuente. El

estímulo se acreditará contra el monto de los accesorios y actualización del

remanente del citado adeudo histórico, causados durante el mismo periodo a

que corresponda el estímulo.

IIL A los municipios a los que se haya autorizado solicitud de adhesión a lo

dispuesto por la fracción II del artículo Segundo del "Decreto por el que se

reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas disposiciones de la Ley de

Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos

y de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios", publicado en
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el Diarlo Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 2007, así como las

Reglas para la aplicación del artículo segundo, fracción II, de las disposiciones

transitorias de la Ley de Coordinación Fiscal contenidas en dicho Decreto,

publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 28 de marzo de 2008, y

modificadas mediante acuerdo publicado en dicho órgano de difusión oficial el

12 de diciembre del mismo año, y que aún cuenten con remanente del adeudo

histórico pendiente de disminuir, por concepto de derechos y aprovechamientos

de agua generado hasta el 2007, se les disminuirá en su totalidad dicho

remanente, siempre y cuando se cumpla con los requisitos, condiciones y

plazos que se establezcan en las reglas que al efecto emita la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público.

Los municipios o demarcaciones territoriales, y en su caso, las entidades en

coordinación con sus municipios o demarcaciones territoriales, que acrediten

ante la Comisión Nacional del Agua la instalación y funcionamiento de los

dispositivos de medición de cada uno de sus aprovechamientos de agua y

puntos de descarga, obtendrán la disminución de su adeudo histórico en una

proporción mayor tal como se establezca en las reglas que al efecto emita la

Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Para el caso de los municipios o demarcaciones territoriales, y en su caso, las

entidades en coordinación con sus municipios o demarcaciones territoriales,

que estando adheridos a estos beneficios dejen de estar obligados al pago de

derechos y aprovechamientos por agua y derechos por descargas por así

disponerio la ley respectiva, la Comisión Nacional del Agua podrá disminuir la

totalidad de los adeudos a cargo de dichos contribuyentes de conformidad con

las reglas que al efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
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\ í-
"Vr.

Décimo Cuarto.- A partir de la entrada en vigor del presente Decreto queda sin

efectos el Artículo Segundo, fracción III, tercer párrafo del Decreto por el que se

reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas disposiciones de la Ley de

Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos y de

la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, publicado en el Diario

Oficial de la Federación el 21 de Diciembre de 2007.

Décimo Quinto.- El artículo 33, Apartado B, fracción III de la Ley, entrará en vigor a

partir del primero de enero de 2016.

SALÓN DE SESIONES DE LA HONORABLE CÁMARA DE SENADORES.- México,

D.F., a 28 de octubre de 2013.

SEN. ANA'LILIA HE^RA ANZALDO
Sfesidenta

senTRosa ad^na Díaz lizama
Secretaria

Se devuelve a la Honorable Cámara de
Diputados para los efectos de lo dispuesto en la
fracción e) del artícpkj 72^-iXinstitudonal.-
México, D. F., a28 deyd^br

DR. ARTURO GARITA
Secretario General de Servicios Parlamentarios
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DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA 

EL ARTÍCULO 32 BIS DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL 

A la Comisión de Gobernación fue turnada, para su estudio y dictamen correspondiente, la 
minuta con proyecto de decreto que reforma la fracción XL y se adiciona una nueva fracción 
XLI, recorriendo la actual, al artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal. 

Esta comisión, con fundamento en los artículos 71, 72, inciso a), y 73, fracción XXX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los artículos 39 y 45, numeral 6, 
incisos e) y f), y numeral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos; y en los artículos 80, 81, numeral 1, 82, 84, 85, 86, 87, 157, numeral 1, fracción I, 
158, numeral 1, fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados, y 
habiendo analizado el contenido de la minuta de referencia, somete a consideración de esta 
honorable asamblea el presente dictamen, basándose en los siguientes Antecedentes 

1. En sesión ordinaria celebrada el veinte de diciembre de dos mil doce, la senadora Silvia 
Guadalupe Garza Galván, integrante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, 
presentó ante el Pleno de la Cámara de Senadores, la iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se adiciona una fracción XLII y se reforma la fracción XLI del artículo 32 Bis de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal con el objeto de armonizar las 
funciones con la Ley General de Cambio Climático de promulgación reciente. 

2. En esa misma fecha, veinte de diciembre de dos mil doce, la Mesa Directiva de la Cámara de 
Senadores dispuso que la iniciativa referida fuera turnada a la Comisión de Gobernación y de 
Estudios Legislativos, Primera, para su estudio y dictamen correspondiente. 

3. En sesión del veinticuatro de abril de dos mil trece, el Pleno de la Cámara de Senadores 
aprobó el dictamen correspondiente, instruyéndose la remisión de la minuta a la Cámara de 
Diputados para los efectos del artículo 72, inciso A) de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

4. En sesión del veintinueve de abril de dos mil trece, el Pleno de la Cámara de Diputados dio 
cuenta de la minuta de la Cámara de Senadores, instruyéndose el turno correspondiente a la 
Comisión de Gobernación para su análisis y dictamen. 

5. El doce de septiembre de dos mil trece, los integrantes de la Comisión de Gobernación 
aprobaron el presente dictamen. 

Contenido de la minuta 

La minuta proyecto de decreto tiene como antecedente la iniciativa de la senadora Silvia 
Guadalupe Garza Galván, integrante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, por 
el que reforma la fracción XL y se adiciona una nueva fracción XLI, recorriendo la actual, al 
artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
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De acuerdo con la iniciadora, los estudios de distintos especialistas han informado de la alta 
vulnerabilidad de nuestro país por los efectos derivados del cambio climático. Afirma que la 
Estrategia Nacional del Cambio Climático prevé estos impactos como factores que hacen 
retroceder el desarrollo socioeconómico en las regiones afectadas, además de la degradación de 
los suelos y el incremento de la severidad de las sequías por lo que hay efectos ya sensibles 
sobre distintas poblaciones de nuestro país imperando la incertidumbre sobre la frecuencia, 
intensidad y distribución del impacto de los efectos del cambio climático. 

Debido a estos efectos nacionales y mundiales, la proponente señala que en nuestro país se 
dieron los pasos para la creación de un marco normativo para regular las acciones tendientes a 
la mitigación de los efectos del cambio climático. Señala que en 2009 se iniciaron los trabajos 
para la expedición de la Ley General de Cambio Climático; no obstante, quedaron pendientes 
las acciones que hagan posible la congruencia de un “buen número de leyes federales” para 
hacer cumplir los preceptos de este nuevo ordenamiento. 

En este sentido, propone la reforma ya mencionada al artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal a fin de elaborar y aplicar en coordinación con las 
Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; de Salud; 
de Comunicaciones y Transportes; de Economía; de Turismo; de Desarrollo Social; de 
Gobernación; de Marina; de Energía; de Educación Pública; de Hacienda y Crédito 
Público; y de Relaciones Exteriores, las políticas encaminadas al cumplimiento de las 
acciones de mitigación y adaptación que señala la Ley General de Cambio Climático. 

Expuestos los antecedentes y el contenido de la minuta, los legisladores integrantes de la 
Comisión de Gobernación fundan el presente dictamen a tenor de las siguientes 

Consideraciones 

a) En lo general 

1. Esta comisión coincide con los argumentos esgrimidos por la colegisladora al afirmar que la 
iniciativa que dio origen al dictamen reconoció “la necesidad de dar congruencia y 
sistematización entre la Ley General de Cambio Climático con otros ordenamientos a fin de 
otorgar, en este caso, facultades explícitas para la participación de diversas dependencias en las 
acciones directas y de coordinación entre las mismas. 

Con la aprobación de esta reforma se garantiza el principio de legalidad previsto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se cumplimenta el objeto de la ley 
mencionada. 

Se coincide con la proponente en la necesidad de dar congruencia y sistematización al orden 
jurídico nacional tanto en este tema como en otros en los que son necesarias las reformas y 
adecuaciones a los distintos ordenamientos relacionados con la mitigación de los efectos del 
cambio climático. 

Por último estas codictaminadoras en uso de sus facultades adecuaron la propuesta de la 
iniciante a fin de adecuarla a la redacción del segundo párrafo del artículo 45 de la Ley General 
de Cambio Climático”. 
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2. En este sentido, la Cámara revisora señala otras consideraciones que sirven para la 
fundamentación y motivación necesarias en el proceso legislativo a fin de conocer la 
problemática derivada del fenómeno del cambio climático y cómo, en nuestro país, se siguen 
trazando las políticas derivadas con el fin de dar cumplimiento a la legislación nacional y a los 
compromisos adquiridos en diversos tratados internacionales de los que México es parte. 

b) En lo particular 

Los efectos del cambio climático han despertado la preocupación de Estados nacionales y los 
organismos internacionales durante los últimos años. La investigación científica ha llegado a la 
conclusión de que las actividades humanas han ido aumentando sustancialmente las 
concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera; tal aumento incrementó el 
efecto invernadero natural de nuestro planeta dando como resultado un calentamiento adicional 
de la superficie y de la atmósfera que afecten, de manera adversa, a los ecosistemas naturales y 
a la humanidad entera. 

Efectivamente, de acuerdo con la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático, éste es definido como un cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la 
actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la 
variabilidad natural del clima observada durante períodos comparables. 

El aumento de los gases de efecto invernadero han provocado la aparición de nuevas epidemias, 
de enfermedades infecciosas, inundaciones en zonas costeras, deshielo de los casquetes polares, 
extinción de especies animales y vegetales, aumento de las sequías, la formación de súper 
huracanes con efectos sumamente destructivos para la población y el incremento de la 
temperatura de la Tierra, de entre 3 a 5 grados. 

La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático estima que los países 
más vulnerables ante el fenómeno son aquéllos de baja altitud y otras naciones insulares 
pequeñas, los que tienes zonas costeras bajas, áridas y semiáridas; los países expuestos a 
inundaciones, sequía y desertificación y los países en desarrollo con ecosistemas montañosos 
frágiles. 

Si bien los especialistas estiman que los efectos del cambio climático son irreversibles, se 
mantiene la esperanza de que cada nación de la Tierra adopte medidas urgentes que sean un 
paliativo antes estos eventos que podrían resultar catastróficos para el futuro de la humanidad. 

Las evidencias sobre los efectos del cambio climático han hecho que nuestro país haya tomado 
medidas urgentes para contrarrestar los efectos del fenómeno en el territorio nacional. En este 
sentido, dado que México firmó y ratificó la Convención Marco de las Naciones Unidas y el 
Protocolo de Kyoto, publicados el 7 de mayo de 1993 y el 24 de noviembre de 2000 en el 
Diario Oficial de la Federación, se conformó la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático 
cuyo decreto de creación se publicó el 25 de abril de 2005 en el Diario Oficial de la Federación. 

Efectivamente, la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático, de carácter permanente, tiene 
por objeto coordinar, en el ámbito de sus respectivas competencias, las acciones de las 
dependencias y entidades de la administración pública federal, relativas a la formulación e 
instrumentación de las políticas nacionales para la prevención y mitigación de emisiones de 
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gases de efecto invernadero, la adaptación a los efectos del cambio climático y, en general, para 
promover el desarrollo de programas y estrategias de acción climática relativos al 
cumplimiento de los compromisos suscritos por México en la Convención Marco en la materia 
y demás instrumentos derivados de la misma. La Comisión Intersecretarial se integró por los 
titulares de las Secretarías de Relaciones Exteriores; Desarrollo Social; Medio Ambiente y 
Recursos Naturales; Energía, Economía; Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación y Comunicaciones y Transportes. 

8. Por otro lado, y con el fin de que México cumpla con las obligaciones contraídas por la firma 
de los Tratados y Convenios Internacionales en la materia, se ha advertido sobre la degradación 
del medio ambiente, estableciendo la política específica para prevenir y combatir los efectos del 
cambio climático y la depredación de los recursos naturales, como lo establece el Plan Nacional 
del Desarrollo 2013-2018: 

Durante la última década, los efectos del cambio climático y la degradación ambiental se han 
intensificado. Las sequías, inundaciones y ciclones entre 2000 y 2010 han ocasionado alrededor 
de 5,000 muertes, 13 millones de afectados y pérdidas económicas por 250,000 millones de 
pesos. 

El mundo comienza a reducir la dependencia que tiene de los combustibles fósiles con el 
impulso del uso de fuentes de energía alternativas, lo que ha fomentado la innovación y el 
mercado de tecnologías, tanto en el campo de la energía como en el aprovechamiento 
sustentable de los recursos naturales. Hoy, existe un reconocimiento por parte de la sociedad 
acerca de que la conservación del capital natural y sus bienes y servicios ambientales, son un 
elemento clave para el desarrollo de los países y el nivel de bienestar de la población. 

En este sentido, México ha demostrado un gran compromiso con la agenda internacional de 
medio ambiente y desarrollo sustentable, y participa en más de 90 acuerdos y protocolos 
vigentes, siendo líder en temas como cambio climático y biodiversidad. No obstante, el 
crecimiento económico del país sigue estrechamente vinculado a la emisión de compuestos de 
efecto invernadero, generación excesiva de residuos sólidos, contaminantes a la atmósfera, 
aguas residuales no tratadas y pérdida de bosques y selvas. El costo económico del agotamiento 
y la degradación ambiental en México en 2011 representó 6.9 por ciento del PIB, según el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi). 

Ello implica retos importantes para propiciar el crecimiento y el desarrollo económicos, a la vez 
asegurar que los recursos naturales continúen proporcionando los servicios ambientales de los 
cuales depende nuestro bienestar: i) el 12 por ciento de la superficie nacional está designada 
como área protegida, sin embargo 62 por ciento de estas áreas no cuentan con programas de 
administración; ii) cerca de 60 millones de personas viven en localidades que se abastecen en 
alguno de los 101 acuíferos sobreexplotados del país; iii) se debe incrementar el tratamiento del 
agua residual colectada en México más allá del 47.5 por ciento actual; iv) la producción forestal 
maderable del país es menor al 1 por ciento del PIB; v) para proteger los ecosistemas marinos 
se debe promover el desarrollo turístico y la pesca de manera sustentable; y vi) se debe 
incentivar la separación de residuos para facilitar su aprovechamiento (Plan Nacional de 
Desarrollo 2013-2018 IV. México Próspero, IV.1 Diagnóstico: existe la oportunidad de 
que seamos productivos, Desarrollo Sustentable, p. 77) 
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8. Por otro lado, nuestro sistema jurídico cuenta con las disposiciones legales específicas para 
el cuidado del medio ambiente en la República, como la Ley General de Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente, publicada el 28 de enero de 1988 en el Diario Oficial de la 
Federación, la cual es reglamentaria de las disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico, así como a la protección al ambiente, en el territorio nacional y las zonas sobre las 
que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción. 

9. A mayor abundamiento, el artículo 1o. de la Ley en comento determina los objetivos de la 
misma con el fin de garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente 
adecuado para su desarrollo, salud y bienestar, la preservación, la restauración y el 
mejoramiento del ambiente y la prevención y el control de las acciones que propicien la 
degradación de los ecosistemas del país, como señala a continuación: 

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria de las disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la preservación y restauración del 
equilibrio ecológico, así como a la protección al ambiente, en el territorio nacional y las 
zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción. Sus disposiciones son de 
orden público e interés social y tienen por objeto propiciar el desarrollo sustentable y 
establecer las bases para: 

I. Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente adecuado para su 
desarrollo, salud y bienestar; 

II. ... 

III. La preservación, la restauración y el mejoramiento del ambiente; 

IV. La preservación y protección de la biodiversidad, así como el establecimiento y 
administración de las áreas naturales protegidas; 

V. a VI. ... 

VII. a X. ... 

10. El artículo 2o del mismo ordenamiento considera como utilidad pública el establecimiento, 
protección y preservación de áreas naturales mismas que, de acuerdo al artículo 44 de la Ley 
General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente son aquéllas consideradas como: 

Artículo 44. Las zonas del territorio nacional y aquéllas sobre las que la Nación ejerce 
soberanía y jurisdicción, en las que los ambientes originales no han sido significativamente 
alterados por la actividad del ser humano, o que requieren ser preservadas y restauradas, 
quedarán sujetas al régimen previsto en esta Ley y los demás ordenamientos aplicables. 

9. El 6 de junio de 2012 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, la Ley General de 
Cambio Climático siendo de observancia en todo el territorio, distribuyendo las competencias a 
la federación, los estados, los municipios y el Distrito Federal distintas acciones para la 
mitigación y adaptación al cambio climático con el fin de que los habitantes de la República le 
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sean garantizados sus derechos a un medio ambiente sano y establecer la concurrencia de 
facultades de la federación, las entidades federativas y los municipios en la elaboración y 
aplicación de políticas públicas para la adaptación al cambio climático y la mitigación de 
emisiones de gases y compuestos de efecto invernadero. 

10. Esta misma legislación, además, creó al Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático 
(INECC) como un organismo público descentralizado de la administración pública federal, con 
personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía de gestión, sectorizado en la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, de conformidad con las disposiciones de la Ley Federal 
de las Entidades Paraestatales. Como tal, el INECC coordina y realiza los estudios y proyectos 
de investigación científica o tecnológica con instituciones académicas, de investigación, 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras en materia de cambio climático, protección al 
ambiente y preservación y restauración del equilibrio ecológico, además realizar análisis de 
prospectiva sectorial, y colaborar en la elaboración de estrategias, planes, programas, 
instrumentos y acciones relacionadas con el desarrollo sustentable, el medio ambiente y el 
cambio climático, incluyendo la estimación de los costos futuros asociados al cambio climático, 
y los beneficios derivados de las acciones para enfrentarlo, entre otras competencias. 

11. De igual forma, el artículo 45 de este ordenamiento establece a la Comisión Intersecretarial 
de Cambio Climático como el órgano de carácter permanente integrado por las Secretarías de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales; de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación; de Salud; de Comunicaciones y Transportes; de Economía; de Turismo; de 
Desarrollo Social; de Gobernación; de Marina; de Energía; de Educación Pública; de Hacienda 
y Crédito Público, y de Relaciones Exteriores; los titulares de dichos organismos de la 
Administración Pública Federal, de acuerdo con el segundo párrafo del mencionado precepto, 
deberá designar a una de sus unidades administrativas, por lo menos a nivel de dirección 
general, como la encargada de coordinar y dar seguimiento permanente a los trabajos de la 
Comisión, lo que es coincidente con los propósitos del proyecto de decreto remitido a esta 
Colegisladora, por lo que es viable aprobar la adición de una fracción XLII al artículo 32 Bis de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

Por lo anterior expuesto, y para los efectos del artículo 72, fracción A de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a consideración de esta honorable 
asamblea, el siguiente Decreto que adiciona una fracción XLI al artículo 32 Bis de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal 

Artículo Único. Se adiciona una fracción XLI, recorriendo la actual en su orden al artículo 32 
Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 32 Bis. ... 

I. a XXXIX. ... 

XL. Diseñar y operar, con la participación que corresponda a otras dependencias y entidades, 
la adopción de instrumentos económicos para la protección, restauración y conservación del 
medio ambiente; 
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XLI. Elaborar y aplicar en coordinación con las Secretarías de Agricultura, Ganadería, 
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; de Salud; de Comunicaciones y Transportes; 
de Economía; de Turismo; de Desarrollo Social; de Gobernación; de Marina; de 
Energía; de Educación Pública; de Hacienda y Crédito Público; y de Relaciones 
Exteriores, las políticas públicas encaminadas al cumplimiento de las acciones de 
mitigación y adaptación que señala la Ley General de Cambio Climático; y 

XLII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y reglamentos. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a doce de septiembre de dos mil 
trece. 

La Comisión de Gobernación 

Diputados: Rafael Alejandro Moreno Cárdenas (rúbrica), presidente; Esther Quintana Salinas (rúbrica), José 
Alfredo Botello Montes (rúbrica), Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica), Lizbeth Eugenia Rosas Montero 
(rúbrica), Fernando Belaunzarán Méndez (rúbrica), Mónica García de la Fuente (rúbrica), Francisco Alfonso 
Durazo Montaño (rúbrica en abstención), Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara (rúbrica en abstención), 
Williams Oswaldo Ochoa Gallegos (rúbrica), Abel Octavio Salgado Peña (rúbrica), Adán David Ruiz 
Gutiérrez (rúbrica), Jaime Chris López Alvarado (rúbrica), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rúbrica), 
Consuelo Argüelles Loya, Luis Manuel Arias Pallares (rúbrica), José Ángel Ávila Pérez (rúbrica), Faustino 
Félix Chávez (rúbrica), Heriberto Manuel Galindo Quiñones, Rodrigo González Barrios, Luis Antonio 
González Roldán (rúbrica), Francisco González Vargas (rúbrica), Fernando González de las Fuentes 
Hernández (rúbrica), Julio César Moreno Rivera (rúbrica), Arnoldo Ochoa González (rúbrica), Alfredo 
Rivadeneyra Hernández (rúbrica), Simón Valanci Buzali (rúbrica), José Arturo Salinas Garza, Víctor Hugo 
Velasco Orozco (rúbrica), Ruth Zavaleta Salgado (rúbrica). 
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De la Comisión de Cambio Climático, con proyecto de decreto que reforma la fracción XI 
del artículo 7o. de la Ley General de Cambio Climático  

Dictamen que presenta la Comisión de Cambio Climático de la honorable Cámara de 
Diputados perteneciente a la LXII Legislatura respecto a la iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma la Ley General de Cambio Climático con fundamento en artículo 45, 
numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el artículo 80 del Reglamento de la Cámara de Diputados, al tenor de los 
siguientes 

Antecedentes  

– Qué en fecha 3 de julio de 2013, se presentó a la Mesa Directiva de la Comisión 
Permanente del Congreso de la Unión, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma la 
Ley General de Cambio Climático. 

– Qué en la misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión Permanente del Congreso de la 
Unión dictó el siguiente trámite: Túrnese a la Comisión de Cambio Climático de la Cámara 
de Diputados para su dictamen.  

Contenido de la Iniciativa   

La diputada Rosa Elba Pérez Hernández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 
Verde Ecologista de México, propone modificar la Ley General de Cambio Climático en el 
artículo 7o., para concientizar a la población sobre las causas que originan el cambio 
climático. 

La presente iniciativa hacer referencia a la Agenda 21 de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, en el artículo 3o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 32 Bis de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, en la fracción XI del artículo 7o. de la Ley General de 
Educación y en los propósitos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
Ambiental.  

Argumenta que la Educación Ambiental es fundamental para sensibilizar a la población no 
sólo sobre los efectos del cambio climático sino también por las causas que lo originan y 
que son ocasionadas por la actividad humana. Es por ello que propone la modificación del 
artículo 7o., en la fracción XI, de la Ley General de Cambio Climático (LGCC).  

Consideraciones de la comisión  



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3878-II, martes 8 de octubre de 2013 

 

Honorable asamblea, esta Comisión de Cambio Climático coincide que debe de 
implementarse un enfoque preventivo para encarara las causas que dan origen a la 
alteración de la naturaleza por parte del hombre y que sirva de complemento a las 
disposiciones legales existentes así como a los esfuerzos de la población civil en la materia. 

México es un actor con alto sentido de responsabilidad en temas de cambio climático, así lo 
demuestran sus compromisos adquiridos en el plano internacional con la firma de: 

• Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono (1985)  

• Protocolo de Montreal para la Protección de la Capa de Ozono (1988)  

• Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático (1992)  

• Protocolo de Kioto de la Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio 
Climático (1997) 

Actualmente la sociedad demanda un mayor compromiso en la defensa de los recursos 
naturales así como contundentes acciones de los gobiernos para encarar las consecuencias 
negativas del cambio climático. Resulta imperativo no solo conocer los fenómenos actuales 
y las secuelas de la alteración ambiental provocada por la humanidad, además se deben de 
entender las razones que dan origen a tan funesta situación. 

Para afrontar con efectividad al cambio climático, es necesario entender las razones que le 
dan origen y enfocarnos en medidas preventiva que involucren una colaboración conjunta 
entre sociedad y el gobierno, como lo son el desarrollo sustentable, hábitos de consumo 
responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente.  

El tema del cambio climático es tópico central dentro de la cultura ambiental, el cual debe 
de ser inculcado a la niñez y juventud durante su instrucción académica. Es sembrar en los 
más jóvenes de la casa la semilla de la conciencia y el enfoque preventivo para que, al pasar 
de los años, sean ellos los encargados de liderar los esfuerzos de la defensa del 
medioambiente, valiéndose de las herramientas que en la escuela aprendieron y en el hogar 
aplicaron. 

La introducción de la educación ambiental (EA) en la educación básica responde en lo 
establecido en el artículo 7o. de la Ley General de Educación (LGE) que determina: 

XI. Inculcar los conceptos y principios fundamentales de la ciencia ambiental, el desarrollo 
sustentable, la prevención del cambio climático, así como de la valoración de la protección 
y conservación del medio ambiente como elementos esenciales para el desenvolvimiento 
armónico e integral del individuo y la sociedad. También se proporcionarán los elementos 
básicos de protección civil, mitigación y adaptación ante los efectos que representa el 
cambio climático y otros fenómenos naturales;  
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La ea debe de ser fomentada en la enseñanza básica, en especial en nivel primaria y 
secundaria, para que los más jóvenes del hogar trasmitan sus conocimientos académicos a 
los integrantes de su familia. Asignaturas como Ciencias Naturales y Biología resultan 
idóneas para insertar en los planes de estudio las consecuencias y, especialmente, las causas 
que generan el cambio climático asegurándose así de cumplir con el mandato de la LGE. 

La Ley General de Cambio Climático LGCC, confirma el esfuerzo y compromiso del 
Estado mexicano para encarar las negativas consecuencias del cambio climático. Dicho 
ordenamiento jurídico es motivo orgullo para todos los mexicanos y como toda 
normatividad, debe de ser objeto de constante análisis para adecuarla al contexto histórico-
social donde se sitúe.  

Al modificar el artículo 7o. de la LGCC, dicho ordenamientos se armonizará y otorgará 
apropiado respaldo jurídico a las disposiciones que de la Estrategia Nacional de Cambio 
Climático ENCC emanen. Es actuar en conjunto con los diferentes órdenes de gobierno 
junto con la sociedad civil en aras encausar los diversos esfuerzos para obtener resultados 
contundentes.  

La presente iniciativa está en concordancia con la ENCC, presentada por el Ejecutivo 
federal, que establece como uno de de los criterios de adaptación:  

• La medida fomenta la adaptación planeada a partir de un enfoque preventivo y apuesta 
por la prevención más que por la reacción. 

Es fundamental establecer un frente unido para encarar las consecuencias del cambio 
climático donde todos los esfuerzos actúen coordinadamente, no menos importante son las 
medidas preventivas . Conocer los efectos es vital para entender la realidad, pero realizar 
acciones para atacar las causas resulta más enriquecedor y certero. 

Concebir las consecuencias del cambio climático es fácil, pues solo empeorará las 
condiciones de vida en el planeta, sin embargo diseñar estrategias viables en contra de 
dicha realidad es un arduo quehacer que exige conocer sus orígenes. Con este 
conocimiento, los esfuerzos en la materia rendirán mejores frutos.  

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de esta comisión dictaminadora de cambio 
climático, sometemos a consideración de la asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma la fracción XI del artículo 7o. de la Ley General de Cambio Climático  

Artículo Único. Se reforma la fracción XI del artículo 7o., de la Ley General de Cambio 
Climático, para quedar como sigue: 

Artículo 7o. Son atribuciones de la federación las siguientes: 

I. a X. ... 
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XI. Promover la educación y difusión de la cultura en materia de cambio climático en todos 
los niveles educativos, así como realizar campañas de educación e información para 
sensibilizar a la población sobre las causas y los efectos de la variación del clima; 

XII. a XXVIII. ... 

Transitorio 

Único . El presente decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 11 días del mes de septiembre del año 
2013. 

La Comisión de Cambio Climático  

Diputados: Ramón Antonio Sampayo Ortiz (rúbrica), presidente; Rocío Adriana Abreu 
Artiñano (rúbrica), Blanca Estela Gómez Carmona, Román Alfredo Padilla Fierro (rúbrica), 
Hugo Mauricio Pérez Anzueto (rúbrica), Sergio Augusto Chan Lugo (rúbrica), Yesenia 
Nolasco Ramírez (rúbrica), secretaria; Verónica Carreón Cervantes, Rosa Elba Pérez 
Hernández (rúbrica), Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), Javier Orihuela García, 
Graciela Saldaña Fraire (rúbrica), Jorge Federico de la Vega Membrillo (rúbrica), Rodrigo 
Chávez Contreras (rúbrica). 
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COMISIÓN DE JUSTICIA

DICTAMEN A LA MINUTA CON PROYECTO DE
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL

- . ARTÍCULO 97BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL

HONORABLE ASAMBLEA;

Ala Comisión de Justicia de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, le fue turnada para su estudio ydictamen, la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se adiciona
elArtículo 97Bis al Código Penal Federal.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 39, numeral 2y3; 45, numeral 6, incisos e) yf) ydemás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción I; 81, numeral 1; 84; 85; 157,
numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV ydemás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta elsiguiente

dictamen

1. ANTECEDENTES:

1. Con fecha 18 de septiembre de 2013, el Pleno de la Cámara de Senadores dio cuenta de la Iniciativa
con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley de Amnistía en favor de las personas en contra de
quienes se haya ejercitado acción penal con motivo de los hechos suscitados en los municipios Simojovel y
El Bosque del estado de Chiapas el dia doce de junio de dos mil, presentada por los Senadores Angélica
de la Peña Gómez yZoé Robledo Aburto, ambos del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, integrantes de la LXIl Legislatura del H. Congreso de la Unión.
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2. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, turnó la Iniciativa

referida a las Comisiones Unidas de Justicia y Estudios Legislativos, Segunda, para su estudio ydictamen.

3. Con fecha 01 de octubre de 2013, el Pleno del Senado de la República dio cuenta de la Iniciativa con

Proyecto deDecreto por el que se adiciona un articulo 97 Bis al Código Pena! Federal, presentada por los

senadores Roberto Gil Zuarth, Javier Corral Jurado, del Gmpo Parlamentario del Partido Acción Nacional;

Armando Ríos Piter, Manuel Camacho Solis yAngélica de la Peña Gómez, del Grupo Parlamentario de la

Revolución Democrática y Arely Gómez González, del Gmpo Pariamentario del Partido Revolucionario

Institucional, integrantes de la LXll Legislatura del H. Congreso de la Unión.

4. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de laCámara de Senadores, turnó la Iniciativa

a lasComisiones Unidas de Justicia y Estudios Legislativos, Segunda, para su estudio y dictamen.

5. Con fecha 23 de octubre de 2013, el Pleno de la Cámara de Senadores aprobó el dictamen con

Proyecto de Decreto por el que se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal, mismo que

contempla las iniciativas antes referidas.

6. Con fecha 24 de octubre de 2013, el Pleno de la Cámara de Diputados dio cuenta de la Minuta con

Proyecto de Decreto por el que se adiciona un artículo 97 Bis al Código Penal Federal, tumándola a la

Comisión de Justicia, parasu estudio y dictamen.

il. CONTENIDO DE LA MINUTA:

La Minuta remitida por la Cámara de Senadores materia del presente dictamen, tiene como objeto

establecer una facultad excepcional al Ejecutivo Federal, para que por sí o a petición del Pleno de alguna

de las Cámaras del Congreso de la Unión, pueda conceder el indulto, por cualquier delito del orden federal
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Ocomún en ei Distrito Federal, y previo dictamen del órgano ejecutor de la sanción en el que se demuestre

que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad yseguridad públicas.

Al respecto, se considera pertinente transcribir íntegramente el proyecto de decreto aprobado por la

Colegisladora y que a la letradice:

"Artículo 97 Bis. Demanera excepcional, porsí o a petición delpleno de alguna de las Cámaras

del Congreso de la Unión, el titular del Poder Ejecutivo federal podrá conceder el indulto, por

cualquier delito del orden federal o común en el Distrito Federal, y previo dictamen del órgano

ejecutor de la sanción en el que se demuestre que la persona sentenciada no representa un

peligro para la tranquilidad y seguridad públicas, expresando sus razones y fundamentos,

cuando existan indicios consistentes de violaciones graves a los derechos humanos de la

persona sentenciada.

El Ejecutivo federal deberá cerabrarse de que la persona sentenciada haya agotado

previamente todos losrecursos legales nacionales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día. siguiente al de su publicación en el Diario

Oficial de la Federación."

11!. CONSIDERACIONES:

En ta Minuta materia de este dictamen, ia colegisladora refiere que si bien "no es claro el origen del indulto

como figura jurídica, parece existir un consenso en la doctrina que indica que su nacimiento atiende a la
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facultad de los reyes, soberanos de la tierra y de las leyes divinas, en quienes se depositaba lasoberanía y

elpoderpara hacery derogar las leyes, así como paracastigar losdelitos y también para perdonarlos.

Lo cierto es que el indulto ha estadopresente en la legislación nacional moderna desde la Constitución de

1857, la cualestablecía en su artículo 85, fracción XV, que el Presidente tenía la facultad de "conceder,

confonve a ¡as leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos de la competencia de los tribunales

federales."

Asimismo, se señala que "por ser una facultad discrecional del Titular del Poder Ejecutivo Federal, el

indulto no cuenta con una regulación secundaria exhaustiva, limitándose a lo establecido en algunos

artículos del Código PenalFederaly del Código Federalde Procedimientos Penales."

Actualmente, podemos ubicar el indulto en el Titulo Quinto {Extinción de la Responsabilidad Penal),

Capítulo IV (Reconoc/m/enfo de inocencia e indulto) en los artículos 94, 95, 97 y 98 del Código Penal

Federa!, así como en el Código Federal de Procedimientos Penales en sus artículos 558 y 559, en el que

podemos advertir las siguientes características:

1. Solo puede concederse porel Ejecutiva Federal en uso de facultadesdiscrecionales;

2. Solo puede concederse a aquellos que cuenten con sentencia irrevocable;

3. No extingue la obligación de reparar el daño, pues solamente se perdona la pena y no el delito;

4. No implica rehabilitación de derechos;

5. Para otorgarlo, el Ejecutivo debe basarse en el dictamen dei órgano ejecutorde la sentencia;
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6. No puede otorgarse a sentenciado por traición a la Patria, espionaje, ten"orismo, sabotaje,

genocidio, delitos contra la salud, violación, delito intencional contra la vida y secuestro, ni de

reincidente pordelito intencional:

7. Solo puede otorgarse cuando el sentenciado presente un alto grado de reinserción social o no

represente peligro para ia tranquilidad yseguridad públicas, y

8. Solo puede concederse por delitos políticos o que hubieren tenido una motivación política o para

cualquier otro delito siempre y cuando ei sentenciado así lo solicite y acredite que ha realizado

importantes servicios a la Nación.

La Comisión Dictaminadora destaca que el proyecto que se presenta está motivado por situaciones en los

que personasque no tienen garantizado su derecho a una defensa adecuada, le son violados los principios

fundamentales del debido proceso y son sentenciadas con penas privativas de la libertad de manera

arbitraria, trayendo consigo consecuencias negativas en el sistema federal de justicia penal.

De esta manera, encontramos cabal justificación de lo que se pretende regular con la adición de un artículo

97 Bis al Código Penal Federal, en ¡os múltiples casos que se han presentado a lo largo de la historia de

nuestro país; ejemplos hay muchos, sin embargo el más reciente y que ha cobrado mayor relevancia en los

últimos meses, es el caso del profesor chiapaneco Alberto Patishtán, acusado por los delitos de lesiones,

homicidio calificado, robo calificado, daños y portación de armas de fuego de uso exclusivo del ejército,

annada y fuerza aérea, y que actualmente lleva encarcelado 13 años de unacondenade 60 años, tal como

se puede corroboraren diversos medios de comunicación y por el activismo de organizaciones sociales

tanto a nivel nacional como intemacional.

Ta! ha sido la relevancia de!caso Patishtán,que el Congresode la Unión se ha pronunciado sobre el tema,

con la presentación de diversas proposiciones con Punto de Acuerdo para exhortar a las autoridades
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competentes a resolver el caso en estricto apego a derecho y respeto a los derechos humanos y sus

garantías.

Entre las propuestas de nuestros compañeros legisladores, encontramos las siguientes:

1. Proposición con Punto de Acuerdo por el que se exhorta a la Procuraduría General de la República, a la

Secretaría de Seguridad Pública y a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a emprender

acciones a favor de los integrantes de las comunidades zapatistas en Chiapas, presentada et 16 de octubre

de 2012 por e! Senador David Monreal Ávila, del Grupo Pariamentario del Partido del Trabajo, el cual

solicitaba:

SEGUNDO.- E¡ Senado de la República, exhorta a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia,

para que atraigan el caso de Alberto Patishtán Gómez y Francisco Sántiz López, presos políticos

de Chiapas, encarcelados injustamente, a fin de esclarecer los hechos que den inmediata libertad

a hs ya mencionados.

TERCERO.- ElSenado de la República, exhorta a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, a

que en la medida de sus facultades, intervenga de manera inmediata en los casos de Alberto

Patishtán Gómez y Francisco Sántiz López, con el fín de vigilar y proteger sus derechos,

verificando que ei proceso se llevea cabo de manera legal."

2. Proposición con Punto de Acuerdo por la que exhorta al Ejecutivo Federal a conceder ei indulto al

ciudadano Alberto Patishtán Gómez, presentada el 03 de abril de 2013 por el Senador Adolfo Romero

Lainas, del Grupo Pariamentario del Partido de la Revolución Democrática, el cualsolicitaba:

"ÚNICO.- El Senado de la República, con absoluto respeto a la división de poderes, exhorta al

titular del Ejecutivo Federalen base a las atribuciones que le confiere la Constitución Política de
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los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 89, en su fracción XIV, le conceda el indulto al

ciudadano Alberto Patishtén Gómez."

3. Acuerdo de la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados por el que expresa, con

pleno respeto a la independencia del Poder Judicial, su deseo de que la resolución definitiva, el Primer

Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito resuelva confomie a derecho y garantice plenamente el debido

proceso a Alberto Patishtán Gómez de acuerdo con los derechos humanos reconocidos en la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos y tratados intemacíonales de los que México es parte, aprobado

porel Pleno el 05 de septiembre de 2013, el cual solicitaba;

"ÚNICO: El pleno de la Cámara deDiputados, expresa, con pleno respeto a la independencia del

Poder Judicial, su deseo de que en la resolución definitiva, el Primer Tribunal Colegiado del

Vigésimo Circuito resuelva corifonve a derecho y garantice plenamente el debido proceso al

ciudadano Alberto Patishtán Gómez, de acuerdo con los derechos humanos reconocidos en la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados Intemacíonales de los que

México es parte."

Cabe señalar, que el caso de Alberto Pathistán si bien ha tomado relevancia, no es único, entre ellos se

pueden citar el de las mujeres otomíes Jacinta Francisco, Alberta Alcántara y Teresa González, en el

estado de Querétaro; y el de Francisco Sántiz, en el estado de Chiapas: sin embargo, hay muchos más

que por desgracia no han cobrado ia relevancia que merecen, razón por la cual este cuerpo colegiado

estima conveniente el establecimiento de mecanismos que intercedan en acciones como las antes

referidas paraqueestas no sigan siendo parte de lavida cotidiana.

Esta dictaminadora destaca quediversas organizaciones sociales yorganismos internacionales protectores

de derechos humanos, han manifestado su preocupación de que por razones de condición social y

pobreza, se han presentado casos en que las personas son condenadas por el sistema judicial federal o

local, por no contar con una adecuada defensa yla violación del debido proceso.
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En este sentido, se considera que una forma de revertir tal situación, es abrir la posibilidad de que, a través

de un indulto, el Ejecutivo Federal pueda otorgar la libertad y justicia a todas esas personas que

injustamente fueron condenadas por no contar con los medios legales para su defensa.

De esta manera, se estarían creando ias condiciones necesarias para las personas que se encuentren en

supuestos similares como los ya mencionados, a efecto de que éstas puedan alcanzar su libertad, cuando

existan indicios consistentes de violaciones graves a los derecíios humanos, siempre y cuando se hayan

agotado previamente todos los recursos legales nacionales.

Por otra parte, esta colegisladorá considera que el efecto que debe tener el indulto es el de excarcelar

inmediatamente al indultado. En efecto, el indulto, tal y como se desprende del Título Quinto del Código

Penal Federal, es una de las fomias a través de las cuales se extingue la responsabilidad penal, salvo por

lo que hace a la obligación de reparar el daño.

Ahora bien, debemos considerar que si el ejercicio de la facultad constitucional de perdón de! Ejecutivo

Federal tiene por efecto el extinguir la responsabilidad pena! en casi toda su extensión, esto significa que

dicha atribución conlleva forzosamente la atribución necesaria para evitar que se sigan vulnerando los

derechos humanos el indultado al pennitir que siga recluido cuando ya no debeestarlo.

De estimar lo contrario, no sólo se incumría en una violación innecesaria a los derechos del ya indultado,

sino que además se retardaría de forma innecesaria su liberación ya que se dejaría su salida a

determinaciones administrativas o judiciales menores que nada tienen tjue ver con su responsabilidad

penal.

Es por lo anterior que resulta necesario considerar que el indulto presidencial siempre tendrá como efecto

el mandatar el órgano administrativo con^espondiente la excarcelación inmediata de la persona que haya



COMISION DE JUSTICIA

DICTA^^EN A LA MINUTA CON PROYECTO DE

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL

ARTÍCULO 97 BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL

sido indultada. Lo anterior en la inteligencia de que también será necesaria notificar a las autoridades

judiciales correspondientes para losefectos que procedan.

La refomia que se plantea permitirá dar cabal cumplimiento de los derechos fiumanos contenidos en

diversos instrumentos internacionales suscritos por el estado mexicano, así como lo establecido en el

artículo 1" de nuestra Carta Magna.

Finalmente, la Comisión Dictaminadora considera que en ningún momento se vulnera el principio de

división de poderes, toda vez que la propuesta que se presenta no interfiere con las atribuciones que tiene

el Poder Judicial de la Federación, ya que deberán cumplirse los requisitos preestablecidos, para que el

Ejecutivo Federal puedaejercerla facultad de concederel indulto de manera excepcional.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión de Justicia, resolvió aprobar en sus términos la

minuta remitida por el Senado de ia República, para los efectos de 1a fracción A del artículo 72

constitucional, por lo que se somete a consideración de esta soberaníael siguiente

PROYECTO DE DECRETO

POREL QUE SEADICIONA UN ARTÍCULO 97 BIS AL CÓDIGO PENAL FEDERAL

Artículo Único. Se adiciona el artículo 97 Bis al Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 97 Bis. De manera excepcional, por sí o a petición del pleno de alguna de las Cámaras del

Congreso de ta Unión, e! titular del Poder Ejecutivo Federal podrá concederel indulto, por cualquier delito

del orden federal o común en el Distrito Federal, y previo dictamen del órgano ejecutor de la sanción en el

que se demuestre que la persona sentenciada no representa un peligro para la tranquilidad y seguridad

públicas, expresando sus razones y fundamentos, cuando existan indicios consistentes de violaciones

graves a los derechos humanosde la persona sentenciada.
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El Ejecutivo Federa! deberá cerciorarse de que la persona sentenciada liaya agotado previamente todos

los recursos legales nacionales.

TRANSITORIO

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la

Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2012.
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COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA 

 

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados de la LXII 

Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, le fue turnada la Iniciativa de Ley 

de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014, remitida por el 

Ejecutivo Federal a esta H. Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto 

en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y en cumplimiento de los artículos 74, fracción IV de 

dicho ordenamiento, 7o. de la Ley de Planeación y 40 de la Ley Federal de 

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

 

Esta Comisión Legislativa que suscribe, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 39, 44, 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, 69, 80, 81, 82, 84, 85, 157, 158, 182 y demás aplicables del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, se abocó al análisis, discusión y 

valoración del Proyecto de Iniciativa que se menciona. 

 

Asimismo, conforme a las consideraciones de orden general y específico, como a la 

votación que del sentido del Proyecto de Iniciativa de referencia realizaron los 

integrantes de esta Comisión Legislativa, se somete a la consideración de esta 

Honorable Asamblea, el siguiente: 

 

 

  



 

 

 

II 

DICTAMEN 

 

 

ANTECEDENTES 

 

1. En fecha 8 de septiembre de 2013, el titular del Poder Ejecutivo Federal 

presentó al Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 

cumplimiento de los artículos 74, fracción IV de dicho ordenamiento, 7o. de 

la Ley de Planeación y 40 de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el 

que se expide la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 

2014. 

 

 

2. El 10 de septiembre de 2013, con fundamento en el artículo 23, numeral 1, 

inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, la Mesa Directiva de esta H. Cámara de Diputados turnó, 

mediante oficio DGPL 62-II-1-1088, la Iniciativa antes señalada, a la 

Comisión de Hacienda y Crédito Público, para su estudio y dictamen, y a la 

Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para opinión. 

 

 

3. Los CC. Diputados integrantes de esta Comisión Legislativa se reunieron los 

días 25 y 26 de septiembre y 1 y 2 de octubre de 2013, para llevar a cabo 

cuatro foros de audiencias públicas, en atención y siguiendo los acuerdos 



 

 

 

III 

alcanzados por la Junta Directiva de esta Comisión Legislativa, en la reunión 

celebrada el día 18 de septiembre de 2013, con la intención de analizar a 

detalle los distintos decretos enviados por el Ejecutivo Federal en el llamado 

Paquete de Reforma Hacendaria para el Ejercicio Fiscal 2014, contando con 

la presencia del Subsecretario de Ingresos, el Jefe de la Oficina de 

Coordinación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y del Jefe del 

Servicio de Administración Tributaria, para la presentación y análisis de la 

Iniciativa en comento, así como de los Criterios Generales de Política 

Económica para 2014. 

 

Asimismo, se contó con la participación de 105 representantes de empresas, 

asociaciones, organizaciones no gubernamentales, diversos profesionistas y 

académicos, a fin de conocer su opinión sobre las propuestas contenidas en 

las iniciativas citadas. 

 

 

4. De igual forma, los CC. Diputados integrantes de esta Comisión de Hacienda 

y Crédito Público, realizaron diversos trabajos, a efecto de que contaran con 

mayores elementos que les permitieran analizar y valorar el contenido de la 

citada Iniciativa, expresar sus consideraciones de orden general y específico 

a la misma, e integrar el presente dictamen. 

 

 

5. Asimismo, dentro de los trabajos del presente dictamen se tomaron en 

consideración en el análisis para llevar a cabo el dictamen de la Iniciativa en 

estudio, las siguientes Iniciativas turnadas a la Comisión de Hacienda y 
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Crédito Público por la Mesa Directiva, mismas que se describen a 

continuación: 

 

 

 Proyecto de decreto que reforma el artículo 9o. de la Ley de Ingresos de 

la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, del Dip. Ricardo Monreal 

Ávila de Movimiento Ciudadano, de fecha 2 de octubre de 2013. 

 

Se elimina el programa de condonación fiscal en materia del ISR a favor de 

las entidades federativas y municipios. 

 

 Proyecto de decreto que reforma el artículo 1o. de la Ley de Ingresos de 

la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, del Dip. Ricardo Astudillo 

Suárez del PVEM, de fecha 10 de octubre de 2013. 

 

Establecer que el Ejecutivo Federal fije los precios del gas licuado de petróleo 

para el usuario final, los cuales tendrán carácter de precio único, para evitar 

discriminación de precios. 

 

 

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA. 

 

La Iniciativa de Ley de Ingresos presentada por el Ejecutivo Federal no contempla 

nuevas medidas de carácter fiscal, toda vez que éstas corresponden a los tópicos 

abordados por la propia reforma hacendaria en las distintas iniciativas que 

conforman la misma.  
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La propuesta de Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014 

del Ejecutivo Federal, estima un crecimiento económico de 3.9 por ciento para 

2014; un déficit público de 1.5 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB); un tipo 

de cambio del peso respecto al dólar de los Estados Unidos de América de 12.6 

pesos por dólar, y la plataforma de producción de petróleo crudo, en 2.52 millones 

de barriles diarios. 

 

Con base en lo anterior, el Ejecutivo Federal estima obtener un total de 4 billones 

479 mil 954.2 millones de pesos (mdp) por concepto de ingresos presupuestarios, 

de los cuales 2 billones 741 mil 874.5 mdp corresponden a ingresos del Gobierno 

Federal; 1 billón 87 mil 601.7 mdp a ingresos de organismos y empresas, y 650 mil 

478 mdp a ingresos derivados de financiamientos. Asimismo, en la Iniciativa 

propuesta se estima una recaudación federal participable por 2 billones 336 mil 

329.7 mdp. 

 

Por otra parte, en la Iniciativa sujeta a dictamen se propone mantener la facultad 

del Ejecutivo Federal para fijar los precios máximos al usuario final y de venta de 

primera mano del gas licuado de petróleo, por razones de interés público a fin de 

evitar aumentos desproporcionados en el precio al usuario final del mencionado 

energético.  

 

Asimismo, la Iniciativa que se dictamina plantea conservar la disposición que 

establece que el Ejecutivo Federal debe remitir un informe detallado del 

mecanismo para fijar los precios de las gasolinas, gas y energía eléctrica, a las 

comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública de la 

Cámara de Diputados. 

 



 

 

 

VI 

De igual modo, el Ejecutivo Federal propone mantener en el artículo 1o. de la Ley 

cuya emisión se plantea, la posibilidad de asignar, previo a su aplicación al destino 

que para el mismo se tiene previsto en el artículo 254 Bis de la Ley Federal de 

Derechos (LFD), 3 mil mdp de los recursos que genere el derecho para la 

investigación científica y tecnológica en materia de energía, para financiar el 

presupuesto del Ramo 38 Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

 

Adicionalmente, en la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal se contempla 

que, en primer término, 10 mil mdp de la recaudación obtenida por el derecho 

sobre hidrocarburos para el fondo de estabilización a que se refiere el artículo 256 

de la LFD, se destinarán a lo que establecen las leyes federales de Derechos y de 

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y, posteriormente, 85 mil 650.8 mdp se 

destinarán para el financiamiento de programas y proyectos de inversión 

aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 

2014.  

 

En ese mismo sentido, se propone mantener la facultad de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público (SHCP) para aplicar la recaudación por el derecho a que 

se refiere el párrafo anterior que se obtenga en exceso del monto antes señalado, 

a fin de compensar los ingresos del Gobierno Federal durante el ejercicio fiscal de 

2014 y cubrir el costo de los combustibles que se requieran para la generación de 

energía eléctrica, siempre y cuando haya una disminución de los ingresos totales 

recaudados respecto a los montos estimados, o derivado de la disminución de los 

ingresos por concepto del derecho ordinario sobre hidrocarburos con motivo de 

una disminución de la plataforma de extracción o del precio de petróleo crudo.  
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En otro orden de ideas, la Iniciativa del Ejecutivo Federal reitera en el artículo 1o. 

de la Ley cuya emisión se plantea, que la SHCP, por conducto del área responsable 

de la banca y ahorro, continuará con la instrumentación, fortalecimiento y 

supervisión de las acciones o esquemas que correspondan para coadyuvar o 

intervenir en el resarcimiento de los ahorradores afectados por la operación 

irregular de las cajas populares de ahorro y préstamo; ello, a fin de continuar con 

la labor reconocida en el artículo segundo transitorio del “Decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley que crea el Fideicomiso que 

administrará el fondo para el fortalecimiento de sociedades y cooperativas de 

ahorro y préstamo y de apoyo a sus ahorradores”, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el 28 de enero de 2004. 

 

De igual forma, la Iniciativa que se dictamina plantea que el producto de la 

enajenación de los derechos y bienes decomisados o abandonados que se vinculen 

a los procesos judiciales y administrativos a que se refiere el artículo segundo 

transitorio del Decreto citado en el párrafo que antecede, se utilizará para restituir 

al Gobierno Federal los recursos públicos destinados al resarcimiento de los 

ahorradores afectados y, previo a su reintegro, a cubrir los gastos de 

administración que eroguen los entes públicos federales que lleven a cabo las 

acciones relativas a la transmisión, administración o enajenación de dichos bienes 

y derechos, para atender la problemática social de los ahorradores mencionados. 

 

Asimismo, en la Iniciativa sujeta a dictamen, el Ejecutivo Federal plantea mantener 

la disposición que señala que hasta un 25 por ciento de las aportaciones que 

corresponda recibir a las entidades federativas, municipios y demarcaciones 

territoriales del Distrito Federal, con cargo a los fondos de Aportaciones para el 

Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito 
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Federal, y para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas, puedan servir 

como fuente de pago o compensación de las obligaciones que dichas entidades 

contraigan con el Gobierno Federal, siempre y cuando exista acuerdo entre las 

partes y sin que sea necesario obtener la autorización de la legislatura local ni la 

inscripción ante la SHCP en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades 

Federativas y Municipios.  

 

Por otra parte, la Iniciativa de referencia propone autorizar al Ejecutivo Federal un 

monto de endeudamiento neto interno hasta por 550 mil mdp, así como un monto 

de endeudamiento neto externo de 10 mil millones de dólares de los Estados 

Unidos de América, el cual incluye el monto de endeudamiento que se ejercería 

para la contratación de financiamientos con organismos financieros 

internacionales. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone mantener la flexibilidad para el manejo de 

la deuda pública, al permitirle al Ejecutivo Federal contratar obligaciones 

constitutivas de deuda pública externa con organismos financieros internacionales, 

con otras instituciones financieras y con los mercados de valores, o una 

combinación de ellos; o internas, por encima de los techos autorizados para cada 

tipo, pero manteniendo el endeudamiento global. 

 

Por otro lado, se propone conservar en el artículo 2o. de la Ley cuya emisión se 

plantea, la autorización que ya existe de manera permanente en la Ley General de 

Deuda Pública para que el Ejecutivo Federal, por conducto de la SHCP, emita 

valores y contrate empréstitos con el objeto de canjear o refinanciar obligaciones 

del erario federal.  
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Por otra parte, la Iniciativa de mérito propone autorizar un monto conjunto de 

déficit por intermediación financiera de 62 mil 510 mdp a la banca de desarrollo, la 

Financiera Rural, los fondos de fomento y el Instituto del Fondo Nacional para el 

Consumo de los Trabajadores. 

 

Adicionalmente, la Iniciativa que se somete a dictamen plantea autorizar al 

Gobierno del Distrito Federal para la contratación y ejercicio de créditos, 

empréstitos y otras formas de crédito público para un endeudamiento neto de 4.5 

mil mdp para el financiamiento de obras contempladas en el Presupuesto de 

Egresos del Distrito Federal para el Ejercicio Fiscal 2014. Asimismo, se autoriza la 

contratación y ejercicio de créditos, empréstitos y otras formas de crédito público 

para realizar operaciones de canje o refinanciamiento de la deuda pública del 

Distrito Federal. 

 

Así también, el Ejecutivo Federal propone en la Iniciativa que se dictamina, como 

en años anteriores, establecer en los artículos 4o. y 5o. de la Ley cuya aprobación 

se somete al Congreso de la Unión, el monto de los ingresos por proyectos de 

infraestructura productiva de largo plazo de inversión financiada directa y 

condicionada de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) por un total de 274 mil 

8.8 mdp, así como el monto que se autoriza a contratar por proyectos de inversión 

financiada de la CFE por la cantidad de 23 mil 160.2 mdp, respectivamente. 

 

Por otra parte, la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal propone mantener 

en lo esencial el esquema aplicable a Petróleos Mexicanos (PEMEX) y sus 

organismos subsidiarios, pero con la actualización de los montos correspondientes 

a los anticipos diarios y semanales a cuenta del derecho ordinario sobre 

hidrocarburos que PEMEX-Exploración y Producción deberá realizar, así como la 
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actualización de los montos correspondientes a los anticipos diarios y semanales a 

cuenta del impuesto a los rendimientos petroleros que PEMEX y sus organismos 

subsidiarios deberán realizar, en función del precio del barril de petróleo estimado 

para el ejercicio fiscal de 2014 de 81 dólares de los Estados Unidos de América y 

de la plataforma de extracción y de exportación de petróleo crudo durante 2014 

para los que se señala una estimación máxima de 2.65 y 1.31 millones de barriles 

diarios en promedio, respectivamente. 

 

Asimismo, el Ejecutivo Federal propone conservar el registro como inversión de los 

gastos de mantenimiento y operación de los proyectos integrales de infraestructura 

de PEMEX, antes considerados proyectos de infraestructura productiva de largo 

plazo, manteniendo con ello la solidez de las finanzas públicas. 

 

Por otro lado, la Iniciativa sujeta a dictamen propone continuar con la tasa de 

recargos aplicable a los casos de prórroga para el pago de créditos fiscales; de 

esta manera, las tasas serán de 1 por ciento mensual tratándose de pagos a plazos 

en parcialidades hasta de 12 meses; de 1.25 por ciento mensual tratándose de 

pagos a plazos en parcialidades de más de 12 meses y hasta de 24 meses, y de 

1.5 por ciento mensual tratándose del pago a plazos en parcialidades superiores a 

24 meses, así como de pagos a plazo diferido. 

 

En la Iniciativa objeto de dictamen, el Ejecutivo Federal plantea prever de nueva 

cuenta que se ratifiquen los convenios que se hayan celebrado o se celebren entre 

la Federación y las entidades federativas, en los que se señalen los incentivos que 

perciben las propias entidades federativas y, en su caso los municipios, por las 

mercancías o vehículos de procedencia extranjera que hayan sido embargados 

precautoriamente, que pasen a propiedad del Fisco Federal, precisando que dichos 
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bienes no se transferirán al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes 

(SAE) de acuerdo a lo señalado por la Ley Federal para la Administración y 

Enajenación de Bienes del Sector Público.  

 

Igualmente, en la mencionada Iniciativa se plantea conservar la disposición por la 

que se ratifican los convenios que se hayan celebrado entre la Federación por una 

parte y las entidades federativas, sus organismos autónomos y los municipios, 

incluyendo también a los organismos descentralizados de las propias entidades 

federativas, por la otra, en los cuales se finiquiten adeudos entre ellos. 

 

Al igual que en ejercicios fiscales anteriores, la Iniciativa en estudio incluye la 

disposición que faculta a la SHCP para fijar o modificar los aprovechamientos y 

productos que cobre la Administración Pública Centralizada, así como su esquema 

de actualización y, en su caso, autorizar el destino específico de los mismos. En 

ese sentido, la Iniciativa del Ejecutivo Federal propone el uso de medios de 

identificación electrónica en las solicitudes que realicen las dependencias que 

sometan a aprobación de la SHCP los montos de los aprovechamientos y 

productos, así como la autorización que para tales efectos emita la SHCP, por 

medio de la emisión de documentos con la firma autógrafa del servidor público 

facultado o por medio de certificados digitales, equipos o sistemas automatizados; 

para lo cual, en sustitución de la firma autógrafa, se emplearán medios de 

identificación electrónica, en términos de las disposiciones aplicables.  

 

Adicionalmente, el Ejecutivo Federal propone mantener la disposición referente a 

que los recursos obtenidos por el cobro de aprovechamientos establecidos con 

motivo de la garantía soberana del Gobierno Federal o por recuperaciones de 

capital de las instituciones de banca de desarrollo, podrán destinarse a la 
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capitalización de dicha banca o al fomento de acciones que permitan cumplir con 

su mandato. 

 

En otro orden de ideas, en materia de destino de ingresos, la propuesta que 

presenta el Ejecutivo Federal plantea mantener que los ingresos excedentes 

provenientes de los aprovechamientos por concepto de participaciones a cargo de 

los concesionarios de vías generales de comunicación y de empresas de 

abastecimiento de energía, de desincorporaciones distintas de entidades 

paraestatales y de otros aprovechamientos se puedan destinar a gasto de 

inversión en infraestructura. 

 

De igual modo, la Iniciativa de mérito propone establecer que los 

aprovechamientos que se regulen en la Ley Federal para la Administración y 

Enajenación de Bienes del Sector Público, en la Ley Federal de Competencia 

Económica y en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión no 

requieren de la autorización de la SHCP para su cobro. 

 

Adicionalmente, en la Iniciativa que se dictamina, el Ejecutivo Federal propone 

conservar la especificación de que el prestador del servicio o el otorgante del uso, 

goce, aprovechamiento o explotación de bienes de dominio público de la 

Federación, deberá aplicar lo dispuesto en el artículo 3o. de la LFD, en los casos en 

los que se incumpla con la obligación de presentar los comprobantes de pago de 

los aprovechamientos en los plazos que para esos efectos se fijen. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone prever en el artículo 11 que, dentro del 

mecanismo que el SAE realiza al producto de los bienes propiedad del Gobierno 

Federal que hayan sido transferidos por la Tesorería de la Federación (TESOFE), se 
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podrá aplicar a los ingresos provenientes de las enajenaciones de bienes de 

comercio exterior que transfieran las autoridades aduaneras, incluso para los 

pagos que haya realizado el SAE por los resarcimientos de bienes procedentes de 

comercio exterior ordenados por las autoridades administrativas o jurisdiccionales 

correspondientes, con el fin de que dicho Organismo pueda compensar totalmente 

los gastos en los que incurre en el ejercicio de sus funciones; lo anterior, con 

independencia de que el bien haya sido transferido al SAE por la entidad 

transferente. 

 

Así también, la Iniciativa sujeta a dictamen prevé, en el mismo artículo 11, la 

posibilidad de destinar, hasta en un 100 por ciento, los ingresos netos 

provenientes de enajenaciones realizadas por el SAE a financiar otras 

transferencias o mandatos de la misma entidad transferente y que dichos ingresos 

también se podrán utilizar para el pago de los créditos que hayan sido otorgados 

por la banca de desarrollo para cubrir los gastos de operación de los bienes 

transferidos, siempre que en el acta de entrega recepción de los bienes 

transferidos o en el convenio que al efecto se celebre se especifique dicha 

circunstancia, con la salvedad de los ingresos que provengan de las enajenaciones 

de bienes decomisados, los cuales ya tienen destino. 

 

Con la finalidad de dar viabilidad al destino previsto en la Ley Federal de Extinción 

de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, el artículo 11 de la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal 

propone continuar con el destino de los ingresos por la enajenación de los bienes y 

de sus frutos, cuya extinción de dominio haya sido declarada conforme a la Ley de 

la materia.  
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El Ejecutivo Federal, en la Iniciativa que se dictamina, propone que los derechos y 

aprovechamientos, por el uso, goce, aprovechamiento o explotación del espectro 

radioeléctrico y los servicios vinculados a éste, así como los aprovechamientos por 

infracciones a la Ley Federal de Competencia Económica, se concentren en la 

Tesorería de la Federación en la forma y términos que la Ley cuya emisión se 

plantea señala para los demás ingresos contemplados en la misma. 

 

De igual modo, se propone incluir de nueva cuenta la posibilidad de sancionar la 

concentración extemporánea de los ingresos que recauden las dependencias o sus 

órganos administrativos desconcentrados, con una carga financiera por concepto 

de indemnización al Fisco Federal, la cual resultará de aplicar al importe no 

concentrado una tasa equivalente a 1.5 veces la que resulte de promediar la Tasa 

Ponderada de Fondeo Bancario que dé a conocer diariamente el Banco de México 

durante el periodo que dure la falta de concentración. 

 

En otro orden de ideas, la Iniciativa materia de dictamen propone mantener la 

obligación de las dependencias de la Administración Pública Federal de concentrar 

los ingresos que recauden en la TESOFE, así como la obligación de las entidades 

sujetas a control directo, los poderes Legislativo y Judicial, y los órganos a los que 

la Constitución Federal otorga el carácter de autónomos, de efectuar el registro de 

los ingresos que obtengan, y de conservar la documentación comprobatoria de 

dichos registros a disposición de los órganos revisores de la Cuenta de la Hacienda 

Pública Federal, así como la obligación de las entidades de control indirecto de 

informar a la SHCP sobre sus ingresos, a efecto de incluirlos en los informes 

trimestrales que establece la propia Ley que se propone y reflejarlos en la Cuenta 

de la Hacienda Pública Federal. 
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Por otro lado, se plantea conservar en el artículo 13 de la Iniciativa sujeta a 

dictamen la mecánica de descuento de gastos tratándose de la enajenación de 

bienes, incluyendo acciones, cesión de derechos, negociaciones y desincorporación 

de entidades; así como la disposición que precisa que tratándose de operaciones 

que le sean encomendadas al SAE, en los términos de la Ley Federal para la 

Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, se podrá descontar un 

porcentaje por concepto de gastos indirectos de operación, que se destinarán a 

financiar, junto con los recursos fiscales y patrimoniales del organismo, las 

operaciones de éste. Cabe señalar que la Iniciativa de mérito propone incrementar 

dicho porcentaje del 5 al 7 por ciento. 

 

Asimismo, para dar continuidad a la terminación de los procesos de 

desincorporación de las entidades paraestatales y a efecto de agilizar los mismos, 

se propone permitir al liquidador, fiduciario o responsable del proceso utilizar los 

recursos remanentes de los procesos de desincorporación de entidades concluidos, 

directamente o por conducto del Fondo de Desincorporación de Entidades, para el 

pago de los gastos y pasivos de los procesos que, al momento de la referida 

conclusión, sean deficitarios, para lo cual los recursos correspondientes deberán 

identificarse por el liquidador, fiduciario o responsable del proceso en una 

subcuenta específica, sin que sea necesario concentrar dichos recursos en la 

TESOFE. 

 

Bajo ese contexto, la Iniciativa sujeta a dictamen propone mantener el 

señalamiento respecto de que los recursos remanentes de los procesos de 

desincorporación de entidades que integren el Fondo de Desincorporación de 

Entidades, permanezcan afectos a éste para hacer frente a los gastos y pasivos de 

los procesos de desincorporación deficitarios, previa opinión favorable de la 
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Comisión Intersecretarial de Gasto Público, Financiamiento y Desincorporación. En 

ese mismo sentido, también se propone mantener la disposición relativa a que los 

recursos remanentes de los procesos de desincorporación de entidades 

constituidas o en los que participen entidades paraestatales no apoyadas u otras 

entidades con recursos propios, ingresarán a sus respectivas tesorerías para hacer 

frente a sus gastos. 

 

Del mismo modo, a efecto de agilizar los procesos de desincorporación de 

entidades, la Iniciativa que se dictamina propone que en aquellos casos en que sea 

necesario transmitir bienes o derechos residuales al Fondo de Desincorporación de 

Entidades, la misma no se considere enajenación. 

 

Por otra parte, con el objeto de que el producto de la enajenación de los bienes 

asegurados que se hayan dado en administración al SAE no se destine o afecte a 

ningún fin distinto ni se afecte el balance contable de dicho Organismo, la 

Iniciativa sujeta a dictamen propone establecer que el SAE continúe registrando el 

importe de los montos recibidos por las enajenaciones referidas en cuentas de 

orden hasta en tanto el estatus jurídico de los bienes de que se trate se resuelva 

en definitiva. 

 

Así también, la Iniciativa que se dictamina propone que los ingresos provenientes 

de la enajenación de bienes decomisados y de sus frutos, a que se refiere la 

fracción I del artículo 1o. de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de 

Bienes del Sector Público, se destinen a la compensación a que se refieren los 

artículos 66, 67 y 69 de la Ley General de Víctimas y una vez que sea cubierta la 

misma, ésta no proceda o no sea instruida, los recursos restantes o su totalidad se 

entregarán en partes iguales, al Poder Judicial de la Federación, a la Procuraduría 
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General de la República y a la Secretaría de Salud, con excepción de lo dispuesto 

en el párrafo décimo sexto del artículo 1o. de la Ley cuya emisión se plantea. 

Asimismo, se propone que los ingresos que la Federación obtenga en términos del 

artículo 71 de la Ley General de Víctimas, serán integrados al patrimonio del Fondo 

de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral previsto en la citada Ley. 

 

Bajo otro orden de ideas, en la Iniciativa que se dictamina, el Ejecutivo Federal 

propone conservar la disposición que faculta a las autoridades fiscales para la no 

determinación de sanciones por infracciones a las disposiciones aduaneras en los 

casos a que se refiere el artículo 152 de la Ley Aduanera si, por las circunstancias 

del infractor o de la comisión de la infracción, el crédito fiscal que fuera aplicable 

no excediera de 3,500 unidades de inversión o su equivalente en moneda nacional 

al 1 de enero de 2014. 

 

Por otro lado, con el objeto de fomentar que los contribuyentes apliquen la 

autocorrección fiscal, la Iniciativa sujeta a dictamen propone de nueva cuenta 

incorporar una disposición que contemple la disminución de multas por 

infracciones derivadas del incumplimiento de obligaciones fiscales federales 

distintas a las obligaciones de pago, en función del momento en el que el 

contribuyente efectúe la autocorrección de las mismas, a excepción de las 

impuestas por declarar pérdidas fiscales en exceso y las contempladas en el 

artículo 85, fracción I del Código Fiscal de la Federación. 

 

Asimismo, en la Iniciativa del Ejecutivo Federal, se reiteran los estímulos fiscales 

propuestos en años anteriores, dentro de los cuales se encuentran los siguientes:  
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 El acreditamiento del impuesto especial sobre producción y servicios 

causado por la enajenación del propio diesel para los diversos sectores de 

contribuyentes que adquieran diesel para su consumo final, entre los que 

destacan los sectores agrícola, ganadero y pesquero, así como el de 

transporte público y privado de personas o de carga. 

 

 El acreditamiento contra el impuesto sobre la renta de hasta el 50 por 

ciento de los gastos realizados en el pago de los servicios por el uso de la 

infraestructura carretera de cuota de los contribuyentes que se dediquen 

exclusivamente al transporte público y privado, de personas o de carga, que 

utilizan la Red Nacional de Autopistas de Cuota. 

 

De igual modo, en la Iniciativa que se dictamina, el Ejecutivo Federal también 

plantea dar continuidad a las exenciones siguientes: 

 

 Del impuesto sobre automóviles nuevos que hubieren causado las personas 

físicas o morales que enajenen al público en general o que importen 

definitivamente automóviles eléctricos o híbridos. 

 

 Del derecho de trámite aduanero a las personas que importen gas natural. 

 

Por otra parte, el artículo 19 de la Iniciativa sujeta a dictamen reitera la 

clasificación y el tratamiento de los ingresos excedentes que generan las 

dependencias, entidades, órganos constitucionales autónomos y poderes de la 

Unión a efecto de posibilitar su destino a la unidad generadora de los mismos. 

Cabe señalar que en el citado artículo se refiere de manera genérica a los órganos 

constitucionales autónomos a fin de considerar a la Comisión Federal de 
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Competencia Económica y al Instituto Federal de Telecomunicaciones, con el 

objeto de guardar congruencia con la reforma constitucional que les otorga ese 

carácter. 

 

Por otra parte, el Ejecutivo Federal, en el artículo 21 de la Iniciativa que se 

dictamina, propone que durante el ejercicio fiscal de 2014 la tasa de retención 

anual a que se refieren los artículos 54 y 135 de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta sea del 0.60 por ciento. 

 

La Iniciativa que se somete a dictamen no conserva algunas disposiciones relativas 

a la presentación de informes trimestrales y mensuales, pues con motivo de las 

reformas propuestas a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria, las previsiones contenidas en años anteriores en el Capítulo IV de la 

Ley cuya emisión se propone, se contemplarán en dicho ordenamiento a efecto de 

reagrupar en un sólo instrumento jurídico dichas obligaciones. 

 

No obstante lo anterior, en la Iniciativa sujeta a dictamen, el Ejecutivo Federal 

plantea conservar las obligaciones en materia de informes y presentación de 

estudios, así como la obligación del Ejecutivo Federal para que, por conducto de la 

SHCP, entregue a más tardar el 30 de junio de 2014, el Presupuesto de Gastos 

Fiscales, a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta 

Pública de la Cámara de Diputados, así como al Centro de Estudios de las Finanzas 

Públicas de dicho órgano legislativo y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público 

de la Cámara de Senadores, el cual deberá contener los montos estimados que 

deja de recaudar el erario federal por diversos conceptos para el ejercicio fiscal de 

2015.  
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Finalmente, el Ejecutivo Federal propone que el Decreto por el que se expide la 

Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014 incluya un 

Artículo Segundo, a fin de modificar el límite de endeudamiento neto interno 

autorizado al Ejecutivo Federal para 2013 en el artículo 2o. de la Ley de Ingresos 

de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, incrementándolo de 415 mil mdp 

a 485 mil mdp. 

 

 

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN 

 

Primera. Esta Comisión estima conveniente la aprobación de la Iniciativa enviada 

por el Ejecutivo Federal, efectuando algunas adecuaciones a la misma, tomando 

en consideración el marco macroeconómico presentado en los Criterios Generales 

de Política Económica, así como el análisis de las estimaciones de ingresos 

previstos en el paquete económico 2014, se estima necesario revisar algunas 

variables que reflejen la información económica que se ha generado a partir de 

que el Ejecutivo Federal presentó la Iniciativa de Ley de Ingresos y efectuar 

ajustes a las estimaciones previstas en la carátula de ingresos, así como en los 

párrafos sexto, referente al monto de la Recaudación Federal Participable, y 

noveno relativo al monto de los recursos que se generen del derecho sobre 

hidrocarburos para el fondo de estabilización que habrá de destinarse a financiar 

programas y proyectos de inversión aprobados en el Presupuesto de Egresos de la 

Federación, por las siguientes consideraciones: 

 

• Por lo que se refiere al promedio ponderado del precio del barril de petróleo 

crudo de exportación, se considera conveniente realizar un ajuste al alza del 

precio estimado como resultado de la actualización de las variables que 
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intervienen en la determinación del precio de referencia de acuerdo con la 

fórmula establecida en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria, para incorporar el efecto del comportamiento más reciente del 

precio internacional de los hidrocarburos respecto del existente al momento 

en que se efectuó la estimación contenida en la iniciativa presentada por el 

Ejecutivo federal. En este contexto, el precio ponderado acumulado del barril 

de petróleo crudo de exportación se ajusta de 81.0 a 85.0 dólares de Estados 

Unidos de América por barril. 

 

• Por lo que se refiere al tipo de cambio del peso, la volatilidad observada en 

los mercados financieros internacionales durante las últimas semanas ha 

causado un ajuste de la paridad cambiaria, aun cuando los principales 

analistas económicos del sector privado anticipan una apreciación del peso 

respecto a los niveles registrados recientemente. Por lo tanto, esta Comisión 

estima conveniente modificar la estimación de tipo de cambio del peso 

respecto al dólar de los Estados Unidos de América, incrementando el 

promedio anual esperado para el próximo año de 12.6 a 12.9 pesos por 

dólar. 

 

• El efecto de las adecuaciones aprobadas por esta Legislatura a las iniciativas 

de reforma de los ordenamientos fiscales planteadas por el Ejecutivo Federal, 

representa, en conjunto, una reducción de los ingresos presupuestarios de 

alrededor de 55.7 miles de millones de pesos. Las estimaciones de ingresos 

contenidas en esta ley recogen dicho efecto. 

 

• Por otra parte, la que dictamina considera conveniente aumentar el monto de 

los ingresos no recurrentes. Para estos efectos, se propone incrementar en 5 
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mil millones de pesos la estimación presentada en el artículo 1o., inciso 

6.22.04, de la Iniciativa. 

 

Como resultado de lo anterior, se efectúan modificaciones a las estimaciones 

de ingresos presentadas por el Ejecutivo Federal en la iniciativa de la Ley de 

Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014, proyectando 

obtener ingresos totales por 4 billones 470 mil 249.8 mdp, de los cuales, 2 

billones 712 mil 985.1 mdp corresponden a los ingresos del Gobierno Federal 

;1 billón, 106 mil 786.7 mdp a los ingresos de organismos y empresas, y 650 

mil 478 mdp a los ingresos derivados de financiamientos. 

 

Asimismo, la recaudación federal participable cambia a 2 billones 292 mil 615 mdp. 

 

Finalmente, esta Comisión considera necesario adecuar la carátula del artículo 1o. 

en el numeral 1.3.02.07, ya que tiene como concepto bebidas azucaradas y 

conforme a la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, el concepto 

correcto es bebidas saborizadas: 

 

Como consecuencia de todo lo anterior, la carátula de ingresos, así como los 

párrafos sexto y noveno del artículo 1o. de la Ley cuya emisión se plantea 

quedarían en los siguientes términos: 

 

Artículo 1o. ………………………………………………………………………………………………… 
 
 CONCEPTO Millones de pesos 

 
 TOTAL 4,470,249.8 

4,479,954.2 
 INGRESOS DEL GOBIERNO FEDERAL 2,712,985.1 
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(1+3+4+5+6) 2,741,874.5 
 1. Impuestos 1,773,187.0 

1,855,858.0 
  1. Impuestos sobre los ingresos: 1,011,500.9 

1,039,025.6 
   01. Impuesto sobre la renta. 1,011,500.9 

1,039,025.6 
  2. Impuestos sobre el patrimonio.  
  3. Impuestos sobre la producción, el consumo y 

las transacciones: 
748,437.4 

803,583.7 
   01. Impuesto al valor agregado. 609,392.5 

632,368.5 
   02. Impuesto especial sobre producción y 

servicios: 
132,341.6 164,511.9 

    01. Gasolinas, diesel para combustión 
automotriz: 

16,483.0 46,168.6  

     01. Artículo 2o-A, fracción I. -4,283.0 25,402.6 
     02. Artículo 2o-A, fracción II. 20,766.0 
    02. Bebidas con contenido alcohólico y 

cerveza: 
36,752.0 

     01. Bebidas alcohólicas. 11,714.2 
     02. Cervezas y bebidas 

refrescantes. 
25,037.8 

    03. Tabacos labrados. 37,208.4 
    04. Juegos con apuestas y sorteos. 3,012.2 
    05. Redes públicas de 

telecomunicaciones. 
8,081.0 

    06. Bebidas energetizantes. 23.6 
    07. Bebidas saborizadas. 12,455.0 
    08. Comida chatarra 3,500.0 
    09 Plaguicidas. 369.4184.7 
    10 Carbono. 14,641.720,441.7 
   03. Impuesto sobre automóviles nuevos. 6,703.3 
  4. Impuestos al comercio exterior: 26,758.6 
   01. Impuestos al comercio exterior: 26,758.6 
    01. A la importación. 26,758.6 
    02. A la exportación. 0.0 
  5. Impuestos sobre Nóminas y Asimilables.  
  6. Impuestos Ecológicos.  
  7. Accesorios: 20,562.2 
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   01. Accesorios. 20,562.2 
  8. Otros impuestos: 1,501.2 
   01. Impuesto a los rendimientos petroleros. 1,501.2 
   02. Impuesto sobre servicios expresamente 

declarados de interés público por ley, en 
los que intervengan empresas 
concesionarias de bienes del dominio 
directo de la Nación. 

0.0 

  9. Impuestos no comprendidos en las fracciones 
de la Ley de Ingresos causados en ejercicios 
fiscales anteriores pendientes de liquidación o 
pago. 

-35,573.3 

 
 INGRESOS DE ORGANISMOS Y EMPRESAS (2+7) 1,106,786.7 

1,087,601.7 
 2. Cuotas y aportaciones de seguridad social 228,188.0 
  1. Aportaciones para Fondos de Vivienda. 0.0 
   Aportaciones y abonos retenidos a 

trabajadores por patrones para el Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 

0.0 

  2. Cuotas para el Seguro Social. 228,188.0 
   01. Cuotas para el Seguro Social a cargo 

de patrones y trabajadores. 
228,188.0 

  3. Cuotas de Ahorro para el Retiro. 0.0 
   01. Cuotas del Sistema de Ahorro para el 

Retiro a cargo de los patrones. 
0.0 

  4. Otras Cuotas y Aportaciones para la seguridad 
social: 

0.0 

   01. Cuotas para el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado a cargo de 
los citados trabajadores. 

0.0 

   02. Cuotas para el Instituto de 
Seguridad Social para las Fuerzas 
Armadas Mexicanas a cargo de los 
militares. 

0.0 

  5. Accesorios.  
 3. Contribuciones de mejoras 27.8 
  1. Contribución de mejoras por obras públicas: 27.8 
   01. Contribución de mejoras por obras 27.8 



 

 

 

XXV 

públicas de infraestructura hidráulica. 
  2. Contribuciones de Mejoras no comprendidas 

en las fracciones de la Ley de Ingresos 
causados en ejercicios fiscales anteriores 
pendientes de liquidación o pago. 

0.0 

 4. Derechos 773,241.7. 
822,023.4 

  1. Derechos por el uso, goce, aprovechamiento 
o explotación de bienes de dominio público: 

34,684.2 
31,974.2 

   01. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 0.2 
   02. Secretaría de la Función Pública. 0.0 
   03. Secretaría de Economía. 3,552.0 

6,262.0 
   04. Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes. 
11,268.1 

   05. Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales. 

17,093.4 

   06. Secretaría de Agricultura, Ganadería, 
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 

60.5 

   07. Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 0.0 
  2. Derechos a los hidrocarburos: 785,383.3 

733,891.6 
   01. Derecho ordinario sobre hidrocarburos. 659,341.7 

614,792.4 
   02. Derecho sobre hidrocarburos para el 

fondo de estabilización. 
100,825.2 

   03. Derecho extraordinario sobre 
exportación de petróleo crudo. 

3,003.8 

   04. Derecho para la investigación científica y 
tecnológica en materia de energía. 

7,610.97,249.7 

   05. Derecho para la fiscalización petrolera. 35.1 
   06. Derecho sobre extracción de 

hidrocarburos. 
4,539.14,269.7 

   07. Derecho especial sobre hidrocarburos. 6,745.96,291.4 
   08. Derecho adicional sobre hidrocarburos. 2,936.52,275.6 
   09. Derecho para regular y supervisar la 

exploración y explotación de 
hidrocarburos. 

345.1324.7 

  3. Derechos por prestación de servicios: 4,665.9 
   01. Servicios que presta el Estado en 4,665.9 
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funciones de derecho público: 
    01. Secretaría de Gobernación. 104.4 
    02. Secretaría de Relaciones 

Exteriores. 
2,411.1 

    03. Secretaría de la Defensa Nacional. 0.0 
    04. Secretaría de Marina. 0.0 
    05. Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público. 
204.8 

    06. Secretaría de la Función Pública. 8.2 
    07. Secretaría de Energía.  204.3 
    08. Secretaría de Economía. 36.4 
    09. Secretaría de Agricultura, 

Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca 
y Alimentación. 

41.5 

    10. Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes. 

1,000.7 

    11.  Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales. 

59.7 

    12. Secretaría de Educación Pública. 502.3 
    13. Secretaría de Salud. 17.3 
    14. Secretaría del Trabajo y Previsión 

Social. 
3.1 

    15. Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano. 

71.6 

    16. Secretaría de Turismo. 0.3 
    17. Procuraduría General de la 

República. 
0.2 

  4. Otros Derechos. 0.0 
  5. Accesorios. 0.0 
  6. Derechos no comprendidos en las fracciones 

de la Ley de Ingresos causados en ejercicios 
fiscales anteriores pendientes de liquidación o 
pago. 

0.0 

 5. Productos 5,665.7 
  1. Productos de tipo corriente: 6.2 
   01. Por los servicios que no correspondan a 

funciones de derecho público. 
6.2 

  2. Productos de capital: 5,659.5 
   01. Derivados del uso, aprovechamiento o 

enajenación de bienes no sujetos al 
5,659.5 
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régimen de dominio público: 
    01. Explotación de tierras y aguas. 0.0 
    02. Arrendamiento de tierras, locales y 

construcciones. 
0.3 

    03. Enajenación de bienes: 1,285.6 
     01. Muebles. 1,205.3 
     02. Inmuebles. 80.3 
    04. Intereses de valores, créditos y 

bonos. 
3,940.5 

    05. Utilidades: 433.0 
     01. De organismos 

descentralizados y empresas 
de participación estatal. 

0.0 

     02. De la Lotería Nacional para 
la Asistencia Pública. 

0.0 

     03. De Pronósticos para la 
Asistencia Pública. 

432.5 

     04. Otras. 0.5 
    06. Otros. 0.1 
  3. Productos no comprendidos en las fracciones 

de la Ley de Ingresos causados en ejercicios 
fiscales anteriores pendientes de liquidación o 
pago. 

0.0 

 6. Aprovechamientos 112,081.2107,081.3 
  1. Aprovechamientos de tipo corriente: 112,056.8107,056.9 
   01. Multas. 1,514.3 
   02. Indemnizaciones. 1,750.2 
   03. Reintegros: 115.1 
    01. Sostenimiento de las escuelas 

artículo 123. 
0.0 

    02. Servicio de vigilancia forestal. 0.1 
    03. Otros. 115.0 
   04. Provenientes de obras públicas de 

infraestructura hidráulica. 
334.3 

   05. Participaciones en los ingresos derivados 
de la aplicación de leyes locales sobre 
herencias y legados expedidas de 
acuerdo con la Federación. 

0.0 

   06. Participaciones en los ingresos derivados 
de la aplicación de leyes locales sobre 

0.0 
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donaciones expedidas de acuerdo con la 
Federación. 

   07. Aportaciones de los Estados, Municipios 
y particulares para el servicio del 
Sistema Escolar Federalizado. 

0.0 

   08. Cooperación del Distrito Federal por 
servicios públicos locales prestados por 
la Federación. 

0.0 

   09. Cooperación de los Gobiernos de Estados 
y Municipios y de particulares para 
alcantarillado, electrificación, caminos y 
líneas telegráficas, telefónicas y para 
otras obras públicas. 

0.0 

   10. 5% de días de cama a cargo de 
establecimientos particulares para 
internamiento de enfermos y otros 
destinados a la Secretaría de Salud. 

0.0 

   11. Participaciones a cargo de los 
concesionarios de vías generales de 
comunicación y de empresas de 
abastecimiento de energía eléctrica. 

671.3 

   12. Participaciones señaladas por la Ley 
Federal de Juegos y Sorteos. 

877.1 

   13. Regalías provenientes de fondos y 
explotaciones mineras. 

0.0 

   14. Aportaciones de contratistas de obras 
públicas. 

5.1 

   15. Destinados al Fondo para el Desarrollo 
Forestal: 

0.5 

    01. Aportaciones que efectúen los 
Gobiernos del Distrito Federal, 
Estatales y Municipales, los 
organismos y entidades públicas, 
sociales y los particulares. 

0.0 

    02. De las reservas nacionales 
forestales. 

0.0 

    03.  Aportaciones al Instituto Nacional 
de Investigaciones Forestales y 
Agropecuarias. 

0.0 

    04. Otros conceptos. 0.5 
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   16. Cuotas Compensatorias. 98.5 
   17. Hospitales Militares. 0.0 
   18. Participaciones por la explotación de 

obras del dominio público señaladas por 
la Ley Federal del Derecho de Autor. 

0.0 

   19. Provenientes de decomiso y de bienes 
que pasan a propiedad del Fisco Federal.  

0.0 

   20. Provenientes del programa de 
mejoramiento de los medios de 
informática y de control de las 
autoridades aduaneras. 

0.0 

   21. No comprendidos en los incisos 
anteriores provenientes del cumplimiento 
de convenios celebrados en otros 
ejercicios. 

0.0 

   22. Otros: 106,690.4101,690.5 
    01. Remanente de operación del 

Banco de México. 
0.0 

    02. Utilidades por Recompra de 
Deuda. 

0.0 

    03. Rendimiento mínimo garantizado. 0.0 
    04. Otros. 106,690.4101,690.5 
  2. Aprovechamientos de capital.  24.4 
   01. Recuperaciones de capital: 24.4 
    01. Fondos entregados en fideicomiso, 

a favor de Entidades Federativas y 
empresas públicas. 

19.1 

    02. Fondos entregados en fideicomiso, 
a favor de empresas privadas y a 
particulares. 

5.3 

    03. Inversiones en obras de agua 
potable y alcantarillado. 

0.0 

    04. Desincorporaciones. 0.0 
    05. Otros. 0.0 
  3. Accesorios. 0.0 
  4. Aprovechamientos no comprendidos en las 

fracciones de la Ley de Ingresos causados en 
ejercicios fiscales anteriores pendientes de 
liquidación o pago. 

0.0 

 7. Ingresos por ventas de bienes y servicios. 878,598.7859,413.7 
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  1. Ingresos por ventas de bienes y servicios de 
organismos descentralizados: 

72,835.8 

   01. Instituto Mexicano del Seguro Social. 29,932.2 
   02. Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales para los Trabajadores del 
Estado. 

42,903.6 

  2. Ingresos de operación de entidades 
paraestatales empresariales:  

805,762.9786,577.9 

   01. Petróleos Mexicanos. 462,357.5443,172.5 
   02. Comisión Federal de Electricidad. 343,405.4 
   03. Otros ingresos de empresas de 

participación estatal. 
0.0 

  3. Ingresos por ventas de bienes y servicios 
producidos en establecimientos del Gobierno 
Central. 

 

 8. Participaciones y aportaciones.  
  1. Participaciones.  
  2. Aportaciones.   
  3. Convenios.  
 9. Transferencias, asignaciones, subsidios y 

otras ayudas. 
 

  1. Transferencias internas y asignaciones al 
sector público. 

 

  2. Transferencias al resto del sector público.  
  3. Subsidios y subvenciones.  
  4. Ayudas sociales.  
  5. Pensiones y jubilaciones.  
  6. Transferencias a fideicomisos, mandatos y 

análogos. 
 

 10. Ingresos derivados de financiamientos 650,478.0 
  1. Endeudamiento interno: 610,820.1591,635.1 
   01. Endeudamiento interno del Gobierno 

Federal. 
580,757.3561,572.3 

   02. Otros financiamientos: 30,062.8 
    01. Diferimiento de pagos. 30,062.8 
    02. Otros. 0.0 
  2. Endeudamiento externo: 0.0 
   01. Endeudamiento externo del Gobierno 

Federal. 
0.0 

  3. Déficit de organismos y empresas de control 39,657.958,842.9 
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directo. 
 Informativo: Endeudamiento neto del Gobierno Federal 

(10.01.01+10.02.01) 
580,757.3561,572.3 

 
 

Segunda. La que dictamina estima pertinente conservar la facultad otorgada al 

Ejecutivo Federal para fijar los precios máximos al usuario final y de venta de 

primera mano del gas licuado de petróleo, por razones de interés público y cuando 

se considere necesario evitar aumentos desproporcionados en el precio al usuario 

final del mencionado energético, al igual que la obligación a cargo del Ejecutivo 

Federal de presentar a las comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de 

Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, un informe detallado del 

mecanismo para fijar los precios de las gasolinas, gas y energía eléctrica. 

 

Tercero. Esta Comisión Dictaminadora concuerda con el Ejecutivo Federal en la 

necesidad de mantener en el artículo 1o. de la Ley cuya emisión se plantea, la 

posibilidad de asignar 3 mil mdp del derecho para la investigación científica y 

tecnológica en materia de energía, para financiar el presupuesto del Ramo 38 

Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología previo a su aplicación al destino que 

para el mismo se tiene previsto en el artículo 254 Bis de la LFD. 

 

Cuarta. Esta Comisión está de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo Federal en 

cuanto a precisar que se destinen, en primer término, 10 mil mdp de la 

recaudación obtenida por el derecho sobre hidrocarburos para el fondo de 

estabilización previsto en el artículo 256 de la LFD, a los fines establecidos en las 

leyes federales de Derechos y de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y, 

posteriormente, 90 mil 825.2 mdp se destinarán para financiar programas y 

proyectos de inversión aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación 

para el Ejercicio Fiscal 2014. 
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Quinta. De igual modo, existe plena coincidencia respecto de la propuesta de 

facultar a la SHCP para destinar la recaudación por el derecho señalado en el 

párrafo anterior que se obtenga en exceso del monto antes citado para compensar 

los ingresos del Gobierno Federal durante el ejercicio fiscal de 2014, así como 

cubrir el costo de los combustibles que se requieran para la generación de energía 

eléctrica. Lo anterior, siempre y cuando haya una disminución de los ingresos 

totales recaudados respecto a los montos estimados, o derivado de la disminución 

de los ingresos por concepto del derecho ordinario sobre hidrocarburos con motivo 

de una disminución de la plataforma de extracción o del precio de petróleo crudo. 

 

Sexta. Esta Dictaminadora coincide con el planteamiento del Ejecutivo Federal 

respecto de establecer que a fin de continuar con la labor reconocida en el artículo 

segundo transitorio del “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley que crea el Fideicomiso que administrará el fondo para el 

fortalecimiento de sociedades y cooperativas de ahorro y préstamo y de apoyo a 

sus ahorradores”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de 

2004, la SHCP, por conducto del área responsable de la banca y ahorro, continúe 

con la instrumentación, fortalecimiento y supervisión de las acciones o esquemas 

que correspondan para coadyuvar o intervenir en el resarcimiento de los 

ahorradores afectados por la operación irregular de cajas de ahorro. 

 

Por otra parte, la que dictamina concuerda en que el producto de la enajenación 

de los bienes y derechos decomisados o abandonados relacionados con los 

procesos judiciales y administrativos a que se refiere el artículo segundo transitorio 

del Decreto citado en el párrafo anterior, pueda utilizarse, en principio, para cubrir 

los gastos de administración erogados por los entes públicos federales que lleven a 
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cabo la transmisión, administración o enajenación de los bienes y derechos del 

fideicomiso referido en el párrafo anterior y, en segundo término, se destinarán a 

restituir al Gobierno Federal los recursos públicos aportados para el resarcimiento 

de los ahorradores afectados a que se refiere dicho precepto. 

 

Séptima. La que dictamina considera acertado conservar la precisión relativa a 

que hasta un 25 por ciento de las aportaciones que corresponda recibir con cargo 

a los fondos de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las 

Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, y para el Fortalecimiento de las 

Entidades Federativas, a las entidades federativas, municipios y demarcaciones 

territoriales del Distrito Federal, puedan servir como fuente de pago o 

compensación de las obligaciones que dichas entidades contraigan con el Gobierno 

Federal, siempre y cuando exista acuerdo entre las partes y sin que se requiera 

obtener la autorización de la legislatura local ni la inscripción ante la SHCP en el 

Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades Federativas y Municipios. 

 

Octava. Esta Comisión considera acertado conveniente ajustar el monto de 

endeudamiento neto interno hasta por 570 mil mdp, así como un monto de 

endeudamiento neto externo de 10 mil millones de dólares de los Estados Unidos 

de América. Dicho monto incluye el monto de endeudamiento que se ejercería 

para la contratación de financiamientos con organismos financieros 

internacionales, manteniendo la flexibilidad con que cuenta el Ejecutivo Federal en 

el manejo de la deuda pública, al permitirle contratar obligaciones externas con 

organismos financieros internacionales, con otras instituciones financieras y con los 

mercados de valores, o una combinación de ellos; o internas, por encima de los 

techos autorizados para el endeudamiento interno y externo, pero manteniendo el 

endeudamiento global. 
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Asimismo, se coincide en conservar las facultades otorgadas por la Ley General de 

Deuda Pública al Ejecutivo Federal para que por conducto de la SHCP emita 

valores y contrate empréstitos con el objeto de canjear o refinanciar obligaciones 

del erario federal.  

 

Así también, se está de acuerdo en autorizar un monto conjunto de 62 mil 510 

mdp de déficit por intermediación financiera de la banca de desarrollo, la 

Financiera Rural, los fondos de fomento y el Instituto del Fondo Nacional para el 

Consumo de los Trabajadores. No obstante lo anterior, resulta necesario precisar la 

remisión efectuada al Tomo VI del Presupuesto de Egresos de la Federación para 

el Ejercicio Fiscal de 2014, ya que la referencia correcta es al Tomo VII, por lo cual 

el párrafo décimo segundo del artículo 2o. del proyecto quedaría como sigue: 

 

“Artículo 2.- ………………………………………………………………………………….. 

 

Se autoriza a la banca de desarrollo, a la Financiera Rural, a los fondos 

de fomento y al Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los 

Trabajadores, un monto conjunto de déficit por intermediación 

financiera, definida como el crédito neto otorgado al sector privado y 

social más el déficit de operación de las instituciones de fomento, de 62 

mil 510 millones de pesos, de acuerdo con lo previsto en los Criterios 

Generales de Política Económica para la Iniciativa de Ley de Ingresos y el 

Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación correspondientes 

al ejercicio fiscal de 2014 y a los programas establecidos en el Tomo 

VIVII del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 

Fiscal 2014. 
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……………………………………………………………………………………………………” 

 

Novena. Esta Dictaminadora considera conveniente mantener sin cambios los 

términos y condiciones en la contratación de deuda pública para el Distrito Federal, 

así como el ajuste al monto de endeudamiento neto de dicha entidad a 4.5 mil 

mdp, para el financiamiento de obras contempladas en el Presupuesto de Egresos 

del Distrito Federal para el Ejercicio Fiscal 2014. 

 

Décima. La que dictamina estima procedente establecer el monto de los ingresos 

por proyectos de infraestructura productiva de largo plazo de inversión financiada 

directa y condicionada de la CFE por un total de 274 mil 008.8 mdp, así como el 

monto que se autoriza a contratar por proyectos de inversión financiada de la CFE 

por 23 mil 160.2 mdp, respectivamente, en los artículos 4o. y 5o. de la Iniciativa 

de Ley presentada por el Ejecutivo Federal. 

 

Décima Primera. Esta Comisión Dictaminadora estima pertinente conservar en lo 

esencial el esquema aplicable a PEMEX y sus organismos subsidiaros, mismo que 

comprende la actualización de los montos correspondientes a los pagos diarios y 

semanales a cuenta del derecho ordinario sobre hidrocarburos y del impuesto a los 

rendimientos petroleros, así como las cantidades propuestas por el Ejecutivo 

Federal, referentes a la plataforma de extracción y de exportación de petróleo 

crudo.  

 

La que dictamina concuerda con la propuesta del Ejecutivo Federal de incluir de 

nueva cuenta en la Ley cuya emisión se plantea, una disposición donde se 

establezca el registro como inversión de los gastos de mantenimiento y operación 

de los proyectos integrales de infraestructura de PEMEX, antes considerados 
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proyectos de infraestructura productiva de largo plazo, manteniendo con ello la 

solidez de las finanzas públicas. 

 

Décima Segunda. Respecto de los créditos fiscales, esta Comisión Dictaminadora 

considera procedente que permanezca en los términos planteados en la Iniciativa 

del Ejecutivo Federal la tasa de recargos aplicable a los casos de prórroga para el 

pago de créditos fiscales. 

 

Décima Tercera. Esta Comisión Legislativa considera conveniente prever 

nuevamente que se ratifiquen los convenios que se hayan celebrado o se celebren 

entre la Federación y las entidades federativas, en los que se señalen los 

incentivos que perciben las propias entidades federativas y, en su caso los 

municipios, por las mercancías o vehículos de procedencia extranjera, embargados 

precautoriamente por las entidades federativas, que pasen a propiedad del Fisco 

Federal no se transfieran al SAE en términos de la Ley Federal para la 

Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público. Del mismo modo, se 

coincide con la propuesta de prever de nueva cuenta una disposición en la que se 

ratifican los convenios que se hayan celebrado entre la Federación por una parte y 

las entidades federativas, sus organismos autónomos y los municipios, incluyendo 

también a los organismos descentralizados de las propias entidades federativas, 

por la otra, en los cuales se finiquiten adeudos entre ellos. 

 

Décima Cuarta. Esta Comisión Legislativa considera acertado que se conserve en 

sus términos la facultad otorgada a la SHCP para fijar o modificar los 

aprovechamientos y productos que se cobrarán en el ejercicio fiscal de 2014, así 

como su esquema de actualización y, en su caso, para autorizar el destino 

específico de los mismos. Asimismo, considera pertinente contemplar el uso de 



 

 

 

XXXVII 

medios de identificación electrónica en las solicitudes que realicen las 

dependencias que sometan a aprobación de la SHCP los montos de los 

aprovechamientos y productos, así como la autorización que para tales efectos 

emita la SHCP, por medio de la emisión de documentos con la firma autógrafa del 

servidor público facultado o certificados digitales, equipos o sistemas 

automatizados; para lo cual, en sustitución de la firma autógrafa, se emplearán 

medios de identificación electrónica, en términos de las disposiciones aplicables.  

 

De la misma manera, se estima conveniente precisar que los recursos obtenidos 

por el cobro de aprovechamientos establecidos con motivo de la garantía soberana 

del Gobierno Federal o por recuperaciones de capital de las instituciones de banca 

de desarrollo, podrán destinarse a la capitalización de dicha banca o al fomento de 

acciones que permitan cumplir con su mandato. 

 

En otro orden de ideas, esta Comisión Dictaminadora considera adecuada la 

propuesta que presenta el Ejecutivo Federal en materia de destino de ingresos, la 

cual prevé destinar a gasto de inversión en infraestructura a los ingresos 

excedentes provenientes de los aprovechamientos por concepto de participaciones 

a cargo de los concesionarios de vías generales de comunicación y de empresas de 

abastecimiento de energía, de desincorporaciones distintas de entidades 

paraestatales y de otros aprovechamientos. 

 

Asimismo, esta Dictaminadora concuerda con la propuesta del Ejecutivo Federal en 

el sentido de establecer que los aprovechamientos que se contemplen en la Ley 

Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, en la 

Ley Federal de Competencia Económica y en la Ley Federal de Telecomunicaciones 

y Radiodifusión no requieren de la autorización de la SHCP para su cobro. 
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Por otro lado, la Dictaminadora considera conveniente conservar la especificación 

de que lo dispuesto en el artículo 3o. de LFD deberá ser aplicado por el prestador 

del servicio o el otorgante del uso, goce, aprovechamiento o explotación de bienes 

de dominio público de la Federación, en los casos en los que se incumpla con la 

obligación de presentar los comprobantes de pago de los aprovechamientos en los 

plazos que para esos efectos se fijen. 

 

Asimismo, la que dictamina coincide con la propuesta de que dentro del 

mecanismo que el SAE realiza al producto de los bienes propiedad del Gobierno 

Federal que hayan sido transferidos por la TESOFE, se podrá aplicar a los ingresos 

provenientes de las enajenaciones de bienes de comercio exterior que transfieran 

las autoridades aduaneras, incluso para los pagos que haya realizado el SAE por 

los resarcimientos de bienes procedentes de comercio exterior ordenados por las 

autoridades administrativas o jurisdiccionales correspondientes, con el fin de que 

dicho Organismo pueda compensar totalmente los gastos en los que incurre en el 

ejercicio de sus funciones; lo anterior, con independencia de que el bien haya sido 

transferido al SAE por la entidad transferente. 

 

Sobre el particular esta Comisión considera oportuno que el Congreso de la Unión, 

conozca los efectos derivados de la aplicación de la medida señalada en el párrafo 

anterior, por lo que estima conveniente que el SAE dé a conocer a esta Cámara de 

Diputados, de manera semestral la información relativa al uso de la facultad 

señalada en el párrafo anterior, por lo que propone la adición de un párrafo 

noveno al artículo 11 de la Iniciativa, para quedar como sigue: 

 

“Artículo 11,…………………………………………………………………………………………..….. 
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Para los efectos del párrafo anterior, el Servicio de Administración y Enajenación 

de Bienes remitirá de manera semestral a la Cámara de Diputados, un informe que 

contenga el desglose de las operaciones efectuadas por motivo de las 

transferencias de bienes del Gobierno Federal de las autoridades mencionadas en 

el párrafo citado.  

…………………………………………………………………………………………………………………….” 

 

La Comisión que dictamina coincide con la propuesta del Ejecutivo Federal de 

destinar, hasta en un 100 por ciento, los ingresos netos provenientes de 

enajenaciones realizadas por el SAE a financiar otras transferencias o mandatos de 

la misma entidad transferente, que dichos ingresos también se podrán utilizar para 

el pago de los créditos que hayan sido otorgados por la banca de desarrollo para 

cubrir los gastos de operación de los bienes transferidos, siempre que en el acta 

de entrega recepción de los bienes transferidos o en el convenio que al efecto se 

celebre se especifique dicha circunstancia, con la salvedad de los ingresos que 

provengan de las enajenaciones de bienes decomisados, los cuales ya tienen 

destino. 

 

En otro orden de ideas, para dar viabilidad al destino previsto en la Ley Federal de 

Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, la que dictamina está de acuerdo en continuar con 

el destino de los ingresos por la enajenación de los bienes y de sus frutos, cuya 

extinción de dominio haya sido declarada conforme a la Ley de la materia. 

 

Décima Quinta. Esta Comisión Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal 

en la propuesta de que los derechos y aprovechamientos, por el uso, goce, 
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aprovechamiento o explotación del espectro radioeléctrico y los servicios 

vinculados a éste, así como los aprovechamientos por infracciones a la Ley Federal 

de Competencia Económica, se concentren en la Tesorería de la Federación en la 

forma y términos que la Ley cuya emisión se plantea señala para los demás 

ingresos contemplados en la misma.  

 

Así también, se coincide en conservar la disposición que prevé sancionar la 

concentración extemporánea de los ingresos que recauden las dependencias o sus 

órganos administrativos desconcentrados, consistente en una carga financiera por 

concepto de indemnización al Fisco Federal, la cual resultará de aplicar al importe 

no concentrado una tasa equivalente a 1.5 veces la que resulte de promediar la 

Tasa Ponderada de Fondeo Bancario que dé a conocer diariamente el Banco de 

México durante el periodo que dure la falta de concentración. 

 

Asimismo, la que dictamina estima adecuado mantener la obligación de las 

dependencias de la Administración Pública Federal de concentrar los ingresos que 

recauden en la TESOFE, así como la obligación de las entidades sujetas a control 

directo, los poderes Legislativo y Judicial, y los órganos a los que la Constitución 

Federal otorga el carácter de autónomos, de registrar los ingresos que obtengan y 

conservar la documentación comprobatoria de dichos registros a disposición de los 

órganos revisores de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal; al igual que la 

obligación de las entidades de control indirecto de informar a la SHCP sobre sus 

ingresos, a efecto de estar en posibilidad de incluirlos en los informes que 

establece la Iniciativa que se dictamina y reflejarlos en la Cuenta de la Hacienda 

Pública Federal. 
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Igualmente, esta Comisión considera conveniente que los recursos remanentes a la 

extinción de la vigencia de un fideicomiso, mandato o contrato deban ser 

concentrados a la Tesorería de la Federación, sin embargo, estima necesario, a 

efecto de transparentar el concepto de registro aplicable conforme a la naturaleza 

que tiene el ingreso al momento de la concentración, especificar que se deberán 

concentrar bajo la naturaleza de productos o aprovechamientos, según se trate, 

por lo que se propone que el último párrafo del artículo 12 de la Iniciativa quede 

como sigue:  

 

“Artículo 12.-……………………………………………………………………………………. 

Los recursos públicos remanentes a la extinción o terminación de la 

vigencia de un fideicomiso, mandato o contrato análogo deberán ser 

concentrados en la Tesorería de la Federación bajo la naturaleza de 

productos o aprovechamientos, según su origen, y se podrán 

destinar a la dependencia que aportó los recursos o a la dependencia o 

entidad que concuerden con los fines u objeto para los cuales se creó el 

fideicomiso, mandato o contrato análogo, salvo aquéllos para los que 

esté previsto un destino distinto en el instrumento correspondiente. 

Asimismo, los ingresos excedentes provenientes de los aprovechamientos 

a que se refiere el numeral 6.2.01, con excepción del numeral 6.2.01.04 

del artículo 1o. de esta Ley, por concepto de recuperaciones de capital, 

se podrán destinar, en los términos de la Ley Federal de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria, a gasto de inversión en infraestructura. 

 

 

Décima Sexta. Esta Comisión Legislativa concuerda con que la Ley cuya emisión 

se plantea señale la mecánica de descuento de gastos tratándose de la 
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enajenación de bienes, incluyendo acciones, cesión de derechos, negociaciones y 

desincorporación de entidades. Asimismo, coincide con la disposición que precisa 

que tratándose de operaciones que le sean encomendadas al SAE en los términos 

de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector 

Público, se incremente el porcentaje que pueda descontarse de un 5 a un 7 por 

ciento adicional por concepto de gastos indirectos de operación, que se destinarán 

a financiar, junto con los recursos fiscales y patrimoniales del organismo, las 

operaciones de éste. 

 

Por otra parte, esta Comisión considera conveniente que dentro del artículo 13 de 

la Iniciativa sujeta a dictamen, para dar continuidad a la terminación de los 

procesos de desincorporación de las entidades paraestatales y a efecto de agilizar 

los mismos, se permita al liquidador, fiduciario o responsable del proceso utilizar 

los recursos remanentes de los procesos de desincorporación de entidades 

concluidos, por sí o por conducto del Fondo de Desincorporación de Entidades, 

para el pago de los gastos y pasivos de los procesos que, al momento de la 

referida conclusión sean deficitarios, para lo cual los recursos correspondientes 

deberán identificarse por el liquidador, fiduciario o responsable del proceso en una 

subcuenta específica, sin que sea necesario concentrar dichos recursos en la 

TESOFE. 

 

De igual modo, la que dictamina está de acuerdo con mantener la disposición que 

establece que los recursos remanentes de los procesos de desincorporación que se 

encuentren en el Fondo de Desincorporación de Entidades, permanezcan afectos a 

éste para hacer frente a los gastos y pasivos de los procesos de desincorporación 

deficitarios, previa opinión favorable de la Comisión Intersecretarial de Gasto 

Público, Financiamiento y Desincorporación. Adicionalmente, concuerda en 
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mantener la precisión relativa a que los remanentes de los procesos de 

desincorporación de entidades constituidas o en las que participen entidades 

paraestatales no apoyadas u otras entidades con recursos propios, ingresarán a 

sus respectivas tesorerías para hacer frente a sus gastos. 

 

De la misma manera, la que dictamina coincide en que cuando sea necesario 

transmitir bienes o derechos residuales al Fondo de Desincorporación de 

Entidades, la misma no se considere enajenación, lo anterior con el fin de agilizar 

los procesos de desincorporación.  

 

Por otra parte, esta Comisión estima acertado continuar con la disposición relativa 

a que el SAE registre el importe de los montos recibidos por las enajenaciones de 

bienes asegurados en cuentas de orden hasta en tanto el estatus jurídico de los 

mismos se resuelva en definitiva. 

 

Asimismo, esta Dictaminadora considera procedente que los ingresos provenientes 

de la enajenación de bienes decomisados en procedimientos penales federales se 

destinen a la compensación a que se refieren los artículos 66, 67 y 69 de la Ley 

General de Víctimas y una vez que sea cubierta la misma, ésta no proceda o no sea 

instruida, los recursos restantes o su totalidad se entregarán en partes iguales, al 

Poder Judicial de la Federación, a la Procuraduría General de la República y a la 

Secretaría de Salud, con excepción de lo dispuesto en el párrafo décimo sexto del 

artículo 1o. de la Ley cuya emisión se plantea. En ese sentido, esta Comisión 

Dictaminadora, estima adecuado que los ingresos que la Federación obtenga en 

términos del artículo 71 de la Ley General de Víctimas, se integren al patrimonio 

del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral previsto en esa Ley. 
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Décima Séptima. Esta Comisión considera adecuada la propuesta de mantener la 

disposición que faculta a las autoridades fiscales para la no determinación de 

sanciones por infracciones a las disposiciones aduaneras en los casos a que se 

refiere el artículo 152 de la Ley Aduanera si, por las circunstancias del infractor o 

de la comisión de la infracción, el crédito fiscal que fuera aplicable no excediera de 

3,500 unidades de inversión o su equivalente en moneda nacional al 1 de enero de 

2014. 

 

Décima Octava. Esta Comisión Dictaminadora considera necesario dar 

continuidad a los incentivos de autocorrección fiscal de los contribuyentes, así 

como a los estímulos y exenciones planteados por el Ejecutivo Federal; en ese 

sentido, se estima necesario otorgar un estímulo al impuesto especial sobre 

producción y servicios (IEPS) a la enajenación e importación de combustibles 

fósiles, de acuerdo con su contenido de carbono. Ello, en atención a que si bien 

durante la combustión o quema de combustibles fósiles se libera a la atmósfera 

bióxido de carbono, que es uno de los principales gases de efecto invernadero, 

esta Comisión Dictaminadora advierte que existen procesos productivos en los que 

los combustibles fósiles no se someten a un proceso de combustión y, por lo tanto, 

no generan emisiones a la atmósfera. En estos casos, los combustibles son 

utilizados como materia prima para la elaboración de otros bienes que en algunos 

casos tampoco se someten a un proceso de combustión, por lo que no se generan 

emisiones de bióxido de carbono al ambiente. 

 

En ese sentido, debido a la complejidad propia de cada proceso industrial, y 

tomando en cuenta que los combustibles fósiles se pueden utilizar para producir 

otro tipo de bienes, la que dictamina estima conveniente establecer un estímulo 

fiscal equivalente a la carga fiscal que le fue trasladada al adquirente en la 
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adquisición de los combustibles fósiles cuando los combustibles se utilicen en 

procesos productivos diversos a la combustión. 

 

Finalmente, esta Comisión considera oportuno otorgar un estímulo fiscal a los 

contribuyentes titulares de concesiones y asignaciones mineras cuyos ingresos 

brutos totales anuales por venta o enajenación de minerales y sustancias a que se 

refiere la Ley Minera, sean menores a 50 millones de pesos, consistente en 

permitir el acreditamiento del derecho especial sobre minería a que se refiere el 

artículo 268 de la Ley Federal de Derechos que hayan pagado en el ejercicio de 

que se trate, contra el impuesto sobre la renta de dicho ejercicio. 

 

En efecto, esta Dictaminadora considera necesario apoyar a los concesionarios que 

obtengan ingresos menores a los señalados en el párrafo anterior, ya que se 

considera que este sector es el más sensible ante las variaciones de los precios de 

los minerales, por lo cual podrán utilizar este estímulo para realizar las inversiones 

necesarias a fin de maximizar su producción. 

 

Artículo 16. …………………………………………………………………………………………….. 

 

A. ……………………………………………………………………………………………….……... 

 

VI. Se otorga un estímulo fiscal a los adquirentes que utilicen los 
combustibles fósiles a que se refiere el artículo 2o., fracción I, inciso H) 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, en sus 
procesos productivos para la elaboración de otros bienes y que en su 
proceso productivo no se destinen a la combustión. 

 
 El estímulo fiscal señalado en esta fracción será igual al monto que 

resulte de multiplicar la cuota del impuesto especial sobre producción y 
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servicios que corresponda, por la cantidad del combustible consumido 
en un mes, que no se haya sometido a un proceso de combustión.  

 
 El monto que resulte conforme a lo señalado en el párrafo anterior 

únicamente podrá ser acreditado contra el impuesto sobre la renta que 
tenga el contribuyente a su cargo en el entendido de que quien no lo 
acredite contra los pagos provisionales o en la declaración del ejercicio 
que corresponda, perderá el derecho de realizarlo con posterioridad a 
dicho ejercicio. Para el caso de Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios, el monto señalado sólo podrá ser acreditable contra el 
impuesto a los rendimientos petroleros a su cargo. 

 
Se faculta al Servicio de Administración Tributaria para emitir reglas de 
carácter general que determinen los porcentajes máximos de utilización 
del combustible no sujeto a un proceso de combustión por tipos de 
industria, así como las demás disposiciones que considere necesarias 
para la correcta aplicación de este estímulo fiscal. 

 
VII. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes titulares de concesiones 

y asignaciones mineras cuyos ingresos brutos totales anuales por venta 
o enajenación de minerales y sustancias a que se refiere la Ley Minera, 
sean menores a 50 millones de pesos, consistente en permitir el 
acreditamiento del derecho especial sobre minería a que se refiere el 
artículo 268 de la Ley Federal de Derechos que hayan pagado en el 
ejercicio de que se trate. 

 
El acreditamiento a que se refiere esta fracción, únicamente podrá 
efectuarse contra el impuesto sobre la renta que tengan los 
concesionarios o asignatarios mineros a su cargo, correspondiente al 
mismo ejercicio en que se haya determinado el estímulo. 

 
El Servicio de Administración Tributaria podrá expedir las disposiciones 
de carácter general necesarias para la correcta y debida aplicación de 
esta fracción. 

 
Los beneficiarios de los estímulos fiscales previstos en las fracciones I, IV, y V, VI 
y VII de este apartado quedarán obligados a proporcionar la información que les 
requieran las autoridades fiscales dentro del plazo que para tal efecto señalen. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
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Décima Novena. Esta Comisión Legislativa coincide con la propuesta del 

Ejecutivo Federal, de reiterar la clasificación y tratamiento de los ingresos 

excedentes que generan las dependencias, entidades, órganos constitucionales 

autónomos y poderes de la Unión a efecto de posibilitar su destino a la unidad 

generadora de los mismos. Del mismo modo, se está de acuerdo en considerar 

dentro de los órganos constitucionales autónomos a la Comisión Federal de 

Competencia Económica y al Instituto Federal de Telecomunicaciones, acorde con 

la reforma constitucional que les otorga ese carácter. 

 

Vigésima. Asimismo, la que dictamina concuerda con el Ejecutivo Federal, en 

mantener la disposición que establece que durante el ejercicio fiscal de 2014 la 

tasa de retención anual a que se refieren los artículos 54 y 135 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta sea del 0.60 por ciento. 

 

Vigésima Primera. La que dictamina coincide con la pertinencia de remitir 

algunas de las disposiciones en materia de transparencia e información a la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en virtud de que en este 

ordenamiento se regulan diversos informes en la materia, con lo cual se logra 

concentrar en un sólo instrumento su regulación.  

 

Por su parte, se considera apropiado conservar la obligación del Ejecutivo Federal 

de entregar el Presupuesto de Gastos Fiscales por conducto de la SHCP, en el que 

se deberán contener los montos estimados que deja de recaudar el erario federal 

para el ejercicio fiscal de 2015, a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de 

Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, así como al Centro de 
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Estudios de las Finanzas Públicas de dicho órgano legislativo y a la Comisión de 

Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Senadores. 

 

Vigésima Segunda. Por otro lado, la que dictamina considera conveniente 

transparentar la política de ajustes mensuales a los combustibles, que se aplicará 

en el futuro. De forma congruente con la meta de eliminar gradualmente los 

apoyos a los consumidores de gasolinas y de diesel, el cual es regresivo al ser 

absorbido en mayor medida por los hogares de altos ingresos, la política de ajustes 

mensuales de sus precios para 2015 que determine la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, deberá ajustarse de acuerdo con la inflación esperada de la 

economía siempre y cuando la tendencia de sus precios internacionales 

permanezca estable o disminuya. Ante un escenario de precios internacionales de 

los combustibles automotrices con una tendencia al alza, los precios de las 

gasolinas y del diesel deberán ajustarse con el fin de no impactar negativamente 

las finanzas públicas. En este sentido resulta necesario modificar el artículo cuarto 

transitorio de la Iniciativa para quedar como sigue: 

 

“Cuarto. A partir de 2015, los precios al público que determine 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para las gasolinas 

Magna y Premium y el diesel deberán ajustarse mensualmente 

de forma congruente con la inflación esperada de la economía. 

La política de precios establecida en este Transitorio se 

mantendrá siempre que los precios internacionales 

permanezcan estables o disminuyan, en caso contrario, la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público revisará al alza los 

incrementos de los precios públicos, de manera consistente con 



 

 

 

XLIX 

el crecimiento en el precio de los combustibles en el mercado 

internacional.” 

 

Vigésima Tercera. Derivado de la eliminación del Régimen de Pequeños 

Contribuyentes (Repecos) y del Régimen Intermedio, con la finalidad de evitar la 

consecuente disminución de recursos de las entidades federativas, esta 

dictaminadora propone la creación del Fondo de Compensación de Repecos e 

Intermedios. Este Fondo estará destinado a aquellas entidades que, mediante 

convenio con el Gobierno Federal, colaboren en la administración del Régimen de 

Incorporación Fiscal en su territorio.  

 

Dicho fondo pretende también incentivar la recaudación de ingresos. Por ello, la 

compensación dependerá de la recaudación de cada entidad del Régimen de 

Incorporación Fiscal hasta un monto equivalente a los recursos que efectivamente 

recibieron por la recaudación del Régimen de Pequeños Contribuyentes e 

Intermedios durante 2013.   

 

Los recursos de dicho Fondo serán distribuidos entre las entidades federativas 

aplicando la fórmula que se propone en el artículo transitorio, a través del Ramo 

28 Participaciones a Entidades Federativas y Municipios del Presupuesto de 

Egresos de la Federación. 

 

Por lo anterior, se propone la creación de un quinto transitorio, como sigue: 

 

“Quinto.- Se crea el Fondo de Compensación del Régimen de 

Pequeños Contribuyentes y del Régimen de Intermedios, el cual 

será destinado a aquellas entidades federativas que, mediante 
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convenio con el Gobierno Federal en términos del artículo 13 de 

la Ley de Coordinación Fiscal, colaboren en su territorio en la 

administración del Régimen de Incorporación Fiscal, a que se 

refiere el Título IV, Capítulo II, Sección II, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta. 

 

El Fondo de Compensación del Régimen de Pequeños 

Contribuyentes y del Régimen de Intermedios se integrará 

considerando la recaudación correspondiente a los regímenes 

de Pequeños Contribuyentes e Intermedios que, en el ejercicio 

fiscal 2013, las entidades federativas hayan obtenido y 

reportado en la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos 

Coordinados y de acuerdo con la siguiente fórmula: 

 

 

 

Donde: 

 

𝐹𝐶𝑅𝐼𝑡   es el monto del Fondo de Compensación del Régimen de 

Pequeños Contribuyentes y del Régimen de Intermedios del año 

t. 

 

 son los recursos derivados de la recaudación del Régimen 

de Intermedios de las entidades que convengan con la 

Federación, colaborar en la administración del Régimen de 

Incorporación Fiscal y que hayan reportado en la Cuenta 

𝑅𝑅𝐼13,𝑡  
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Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados correspondiente 

al ejercicio 2013, actualizados por la inflación observada entre 

el ejercicio 2013 y el año inmediato anterior al año t. 

 corresponde al valor por año establecido en el siguiente 

cuadro: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 es la recaudación del Régimen de Pequeños 

Contribuyentes por concepto de Impuesto Sobre la Renta, de las 

entidades que convengan con la Federación colaborar en la 

administración del Régimen de Incorporación Fiscal y que hayan 

reportado en la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos 

Coordinados del ejercicio 2013, actualizados por la inflación 

observada entre el ejercicio 2013 y el año inmediato anterior al 

año t. 

 

𝐶𝐼𝑆𝑅𝑡  

𝑅𝐼𝑆𝑅13,𝑡  

t CISRt 

2014 100% 

2015 90% 

2016 70% 

2017 50% 

2018 30% 

2019 10% 

2020 en 

adelante 

0% 
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La distribución del Fondo de Compensación del Régimen de 

Pequeños Contribuyentes y del Régimen de Intermedios hacia 

las entidades federativas se realizará tomando como base la 

información de la recaudación reportada por las entidades 

federativas en la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos 

Coordinados, y conforme a lo siguiente: 

 

 

 

 

 

Donde: 

 

 es el monto por concepto de Fondo de Compensación 

del Régimen de Pequeños Contribuyentes y del Régimen de 

Intermedios de la entidad i en el año t. 

corresponde al valor mínimo entre las variables 

 y  . 

 son los recursos derivados de la recaudación del Régimen 

de Intermedios, que la entidad i haya reportado en la Cuenta 

Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados correspondiente 

al ejercicio 2013, siempre y cuando la entidad haya convenido 

con la Federación colaborar en la administración del Régimen de 

Incorporación Fiscal. En caso contrario, tendrá un valor de cero 

para fines de cálculo. 

𝐹𝐶𝑅𝐼𝑖,𝑡  

𝐶𝑜𝑚𝑝𝑒𝑛𝑠𝑎𝑐𝑖ó𝑛𝑖,𝑡  

𝑅𝐼𝑆𝑅𝑖
13,𝑡  𝑅𝐼𝑖 𝑡  

𝑅𝑅𝐼𝑖13  
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 es la recaudación del Régimen de Pequeños 

Contribuyentes por concepto de Impuesto Sobre la Renta, que 

la entidad i haya reportado en la Cuenta Mensual Comprobada 

de Ingresos Coordinados correspondiente al ejercicio 2013, 

actualizados por la inflación observada entre el ejercicio 2013 y 

el año inmediato anterior al año t. Lo anterior, siempre y cuando 

la entidad haya convenido con la Federación, colaborar en la 

administración del Régimen de Incorporación Fiscal. En caso 

contrario, el valor asignado a esta variable será de cero, para 

fines de cálculo. 

 

𝑅𝐼𝑖 𝑡   es la recaudación del Régimen de Incorporación Fiscal que 

la entidad i haya reportado en la Cuenta Mensual Comprobada 

de Ingresos Coordinados correspondiente al ejercicio t, sin 

exenciones acreditadas. 

 

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público, distribuirá los recursos del Fondo a que se 

refiere este artículo durante los primeros 25 días de cada mes 

de forma provisional. Dicha Secretaría realizará los ajustes que 

correspondan en términos de lo establecido en el artículo 7 de la 

Ley de Coordinación Fiscal. 

 

Vigésima Cuarta.-Por otra parte, esta dictaminadora considera apropiado 

resaltar que la mayoría de los pequeños productores agropecuarios, que son 

𝑅𝐼𝑆𝑅𝑖
13,𝑡  



 

 

 

LIV 

también aquellos que tienen la mayor necesidad de obtener apoyos 

gubernamentales, radican en comunidades apartadas de centros urbanos. 

  

No obstante, la autoridad les exige para acceder a subsidios que demuestren, 

mediante una constancia, que se está al corriente de las obligaciones fiscales. 

Trámite comúnmente conocido entre los productores como el “32-D” en 

alusión al artículo del Código Fiscal que impone dicha obligación. En la 

práctica, este trámite se ha convertido en una limitante en detrimento de los 

productores más desfavorecidos, pues carecen de los recursos para acudir a 

lejanos centros urbanos para obtener la referida constancia. 

 

Esta Comisión observa con beneplácito los avances tecnológicos que se 

impulsan a través de las reformas al marco tributario y, en ese contexto, 

considera indispensable exhortar a las autoridades fiscales para extender este 

esfuerzo de modernización en beneficio de los productores agropecuarios 

mediante la eliminación del referido trámite. 

 

Para ello, las autoridades fiscales deberán poner a disposición de las 

dependencias y entidades encargadas del otorgamiento de subsidios y 

estímulos, herramientas tecnológicas que permitan que la consulta sobre el 

cumplimiento de obligaciones fiscales se haga directamente entre las 

autoridades, y eliminar así la necesidad de que los productores realicen el 

trámite. 

 

Esta Comisión Dictaminadora considera conveniente la modificación del límite de 

endeudamiento neto interno autorizado al Ejecutivo Federal en el artículo 2o. de la 

Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, de 415 mil mdp 
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a 485 mil mdp, de conformidad con el Artículo Segundo del Decreto por el que se 

expide la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los miembros de la Comisión de 

Hacienda y Crédito Público que suscriben, se permiten someter a la consideración 

de esta Honorable Asamblea, la aprobación del siguiente proyecto de: 
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Decreto por el que se expide la Ley de Ingresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal de 2014 

 
 

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la Ley de Ingresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal de 2014: 
 
 

LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2014. 

 
Capítulo I 

De los Ingresos y el Endeudamiento Público 
 
 

Artículo 1o. En el ejercicio fiscal de 2014, la Federación percibirá los ingresos 
provenientes de los conceptos y en las cantidades estimadas que a continuación se 
enumeran: 
 
 CONCEPTO Millones de 

pesos 
 

 TOTAL 4,470,249.8 
 

 INGRESOS DEL GOBIERNO FEDERAL (1+3+4+5+6) 2,712,985.1 
 

 1. Impuestos 1,773,187.0 
 

  1. Impuestos sobre los ingresos: 1,011,500.9 
 

   01. Impuesto sobre la renta. 1,011,500.9 
 

  2. Impuestos sobre el patrimonio.  
  3. Impuestos sobre la producción, el consumo y las 

transacciones: 
748,437.4 

 
   01. Impuesto al valor agregado. 609,392.5 

 
   02. Impuesto especial sobre producción y servicios: 132,341.6  
    01. Gasolinas, diesel para combustión 

automotriz: 
16,483.0   
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     01. Artículo 2o-A, fracción I. -4,283.0  
     02. Artículo 2o-A, fracción II. 20,766.0 
    02. Bebidas con contenido alcohólico y 

cerveza: 
36,752.0 

     01. Bebidas alcohólicas. 11,714.2 
     02. Cervezas y bebidas refrescantes. 25,037.8 
    03. Tabacos labrados. 37,208.4 
    04. Juegos con apuestas y sorteos. 3,012.2 
    05. Redes públicas de telecomunicaciones. 8,081.0 
    06. Bebidas energetizantes. 23.6 
    07. Bebidas saborizadas. 12,455.0 
    08. Comida chatarra 3,500.0 
    09 Plaguicidas. 184.7 
    10 Carbono. 14,641.7 
   03. Impuesto sobre automóviles nuevos. 6,703.3 
  4. Impuestos al comercio exterior: 26,758.6 
   01. Impuestos al comercio exterior: 26,758.6 
    01. A la importación. 26,758.6 
    02. A la exportación. 0.0 
  5. Impuestos sobre Nóminas y Asimilables.  
  6. Impuestos Ecológicos.  
  7. Accesorios: 20,562.2 
   01. Accesorios. 20,562.2 
  8. Otros impuestos: 1,501.2 
   01. Impuesto a los rendimientos petroleros. 1,501.2 
   02. Impuesto sobre servicios expresamente 

declarados de interés público por ley, en los que 
intervengan empresas concesionarias de bienes 
del dominio directo de la Nación. 

0.0 

  9. Impuestos no comprendidos en las fracciones de la 
Ley de Ingresos causados en ejercicios fiscales 
anteriores pendientes de liquidación o pago. 

-35,573.3 

 
 INGRESOS DE ORGANISMOS Y EMPRESAS (2+7) 1,106,786.7 

 
 2. Cuotas y aportaciones de seguridad social 228,188.0 
  1. Aportaciones para Fondos de Vivienda. 0.0 
   Aportaciones y abonos retenidos a trabajadores por 

patrones para el Fondo Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores. 

0.0 
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  2. Cuotas para el Seguro Social. 228,188.0 
   01. Cuotas para el Seguro Social a cargo de 

patrones y trabajadores. 
228,188.0 

  3. Cuotas de Ahorro para el Retiro. 0.0 
   01. Cuotas del Sistema de Ahorro para el Retiro a 

cargo de los patrones. 
0.0 

  4. Otras Cuotas y Aportaciones para la seguridad social: 0.0 
   01. Cuotas para el Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado a cargo de los citados trabajadores. 

0.0 

   02. Cuotas para el Instituto de Seguridad Social 
para las Fuerzas Armadas Mexicanas a cargo 
de los militares. 

0.0 

  5. Accesorios.  
 3. Contribuciones de mejoras 27.8 
  1. Contribución de mejoras por obras públicas: 27.8 
   01. Contribución de mejoras por obras públicas de 

infraestructura hidráulica. 
27.8 

  2. Contribuciones de Mejoras no comprendidas en las 
fracciones de la Ley de Ingresos causados en 
ejercicios fiscales anteriores pendientes de liquidación 
o pago. 

0.0 

 4. Derechos . 822,023.4 
  1. Derechos por el uso, goce, aprovechamiento o 

explotación de bienes de dominio público: 
 

31,974.2 
   01. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 0.2 
   02. Secretaría de la Función Pública. 0.0 
   03. Secretaría de Economía. 3,552.0 

 
   04. Secretaría de Comunicaciones y Transportes. 11,268.1 
   05. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 

Naturales. 
17,093.4 

   06. Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación. 

60.5 

   07. Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 0.0 
  2. Derechos a los hidrocarburos: 785,383.3 

 
   01. Derecho ordinario sobre hidrocarburos. 659,341.7 

 
   02. Derecho sobre hidrocarburos para el fondo de 100,825.2 
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estabilización. 
   03. Derecho extraordinario sobre exportación de 

petróleo crudo. 
3,003.8 

   04. Derecho para la investigación científica y 
tecnológica en materia de energía. 

7,610.9 

   05. Derecho para la fiscalización petrolera. 35.1 
   06. Derecho sobre extracción de hidrocarburos. 4,539.1 
   07. Derecho especial sobre hidrocarburos. 6,745.9 
   08. Derecho adicional sobre hidrocarburos. 2,936.5 
   09. Derecho para regular y supervisar la exploración 

y explotación de hidrocarburos. 
345.1 

  3. Derechos por prestación de servicios: 4,665.9 
   01. Servicios que presta el Estado en funciones de 

derecho público: 
4,665.9 

    01. Secretaría de Gobernación. 104.4 
    02. Secretaría de Relaciones Exteriores. 2,411.1 
    03. Secretaría de la Defensa Nacional. 0.0 
    04. Secretaría de Marina. 0.0 
    05. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 204.8 
    06. Secretaría de la Función Pública. 8.2 
    07. Secretaría de Energía.  204.3 
    08. Secretaría de Economía. 36.4 
    09. Secretaría de Agricultura, Ganadería, 

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación. 
41.5 

    10. Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes. 

1,000.7 

    11.  Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales. 

59.7 

    12. Secretaría de Educación Pública. 502.3 
    13. Secretaría de Salud. 17.3 
    14. Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 3.1 
    15. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial 

y Urbano. 
71.6 

    16. Secretaría de Turismo. 0.3 
    17. Procuraduría General de la República. 0.2 
  4. Otros Derechos. 0.0 
  5. Accesorios. 0.0 
  6. Derechos no comprendidos en las fracciones de la Ley 

de Ingresos causados en ejercicios fiscales anteriores 
pendientes de liquidación o pago. 

0.0 
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 5. Productos 5,665.7 
  1. Productos de tipo corriente: 6.2 
   01. Por los servicios que no correspondan a 

funciones de derecho público. 
6.2 

  2. Productos de capital: 5,659.5 
   01. Derivados del uso, aprovechamiento o 

enajenación de bienes no sujetos al régimen de 
dominio público: 

5,659.5 

    01. Explotación de tierras y aguas. 0.0 
    02. Arrendamiento de tierras, locales y 

construcciones. 
0.3 

    03. Enajenación de bienes: 1,285.6 
     01. Muebles. 1,205.3 
     02. Inmuebles. 80.3 
    04. Intereses de valores, créditos y bonos. 3,940.5 
    05. Utilidades: 433.0 
     01. De organismos descentralizados y 

empresas de participación estatal. 
0.0 

     02. De la Lotería Nacional para la 
Asistencia Pública. 

0.0 

     03. De Pronósticos para la Asistencia 
Pública. 

432.5 

     04. Otras. 0.5 
    06. Otros. 0.1 
  3. Productos no comprendidos en las fracciones de la Ley 

de Ingresos causados en ejercicios fiscales anteriores 
pendientes de liquidación o pago. 

0.0 

 6. Aprovechamientos 112,081.2 
  1. Aprovechamientos de tipo corriente: 112,056.8 
   01. Multas. 1,514.3 
   02. Indemnizaciones. 1,750.2 
   03. Reintegros: 115.1 
    01. Sostenimiento de las escuelas artículo 123. 0.0 
    02. Servicio de vigilancia forestal. 0.1 
    03. Otros. 115.0 
   04. Provenientes de obras públicas de infraestructura 

hidráulica. 
334.3 

   05. Participaciones en los ingresos derivados de la 
aplicación de leyes locales sobre herencias y 
legados expedidas de acuerdo con la Federación. 

0.0 
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   06. Participaciones en los ingresos derivados de la 
aplicación de leyes locales sobre donaciones 
expedidas de acuerdo con la Federación. 

0.0 

   07. Aportaciones de los Estados, Municipios y 
particulares para el servicio del Sistema Escolar 
Federalizado. 

0.0 

   08. Cooperación del Distrito Federal por servicios 
públicos locales prestados por la Federación. 

0.0 

   09. Cooperación de los Gobiernos de Estados y 
Municipios y de particulares para alcantarillado, 
electrificación, caminos y líneas telegráficas, 
telefónicas y para otras obras públicas. 

0.0 

   10. 5% de días de cama a cargo de establecimientos 
particulares para internamiento de enfermos y 
otros destinados a la Secretaría de Salud. 

0.0 

   11. Participaciones a cargo de los concesionarios de 
vías generales de comunicación y de empresas 
de abastecimiento de energía eléctrica. 

671.3 

   12. Participaciones señaladas por la Ley Federal de 
Juegos y Sorteos. 

877.1 

   13. Regalías provenientes de fondos y explotaciones 
mineras. 

0.0 

   14. Aportaciones de contratistas de obras públicas. 5.1 
   15. Destinados al Fondo para el Desarrollo Forestal: 0.5 
    01. Aportaciones que efectúen los Gobiernos 

del Distrito Federal, Estatales y 
Municipales, los organismos y entidades 
públicas, sociales y los particulares. 

0.0 

    02. De las reservas nacionales forestales. 0.0 
    03.  Aportaciones al Instituto Nacional de 

Investigaciones Forestales y 
Agropecuarias. 

0.0 

    04. Otros conceptos. 0.5 
   16. Cuotas Compensatorias. 98.5 
   17. Hospitales Militares. 0.0 
   18. Participaciones por la explotación de obras del 

dominio público señaladas por la Ley Federal del 
Derecho de Autor. 

0.0 

   19. Provenientes de decomiso y de bienes que pasan 
a propiedad del Fisco Federal.  

0.0 
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   20. Provenientes del programa de mejoramiento de 
los medios de informática y de control de las 
autoridades aduaneras. 

0.0 

   21. No comprendidos en los incisos anteriores 
provenientes del cumplimiento de convenios 
celebrados en otros ejercicios. 

0.0 

   22. Otros: 106,690.4 
    01. Remanente de operación del Banco de 

México. 
0.0 

    02. Utilidades por Recompra de Deuda. 0.0 
    03. Rendimiento mínimo garantizado. 0.0 
    04. Otros. 106,690.4 
  2. Aprovechamientos de capital.  24.4 
   01. Recuperaciones de capital: 24.4 
    01. Fondos entregados en fideicomiso, a favor 

de Entidades Federativas y empresas 
públicas. 

19.1 

    02. Fondos entregados en fideicomiso, a favor 
de empresas privadas y a particulares. 

5.3 

    03. Inversiones en obras de agua potable y 
alcantarillado. 

0.0 

    04. Desincorporaciones. 0.0 
    05. Otros. 0.0 
  3. Accesorios. 0.0 
  4. Aprovechamientos no comprendidos en las fracciones 

de la Ley de Ingresos causados en ejercicios fiscales 
anteriores pendientes de liquidación o pago. 

0.0 

 7. Ingresos por ventas de bienes y servicios. 878,598.7 
  1. Ingresos por ventas de bienes y servicios de 

organismos descentralizados: 
72,835.8 

   01. Instituto Mexicano del Seguro Social. 29,932.2 
   02. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para 

los Trabajadores del Estado. 
42,903.6 

  2. Ingresos de operación de entidades paraestatales 
empresariales:  

805,762.9 

   01. Petróleos Mexicanos. 462,357.5 
   02. Comisión Federal de Electricidad. 343,405.4 
   03. Otros ingresos de empresas de participación 

estatal. 
0.0 

  3. Ingresos por ventas de bienes y servicios producidos  
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en establecimientos del Gobierno Central. 
 8. Participaciones y aportaciones.  
  1. Participaciones.  
  2. Aportaciones.   
  3. Convenios.  
 9. Transferencias, asignaciones, subsidios y otras 

ayudas. 
 

  1. Transferencias internas y asignaciones al sector 
público. 

 

  2. Transferencias al resto del sector público.  
  3. Subsidios y subvenciones.  
  4. Ayudas sociales.  
  5. Pensiones y jubilaciones.  
  6. Transferencias a fideicomisos, mandatos y análogos.  
 10. Ingresos derivados de financiamientos 650,478.0 
  1. Endeudamiento interno: 610,820.1 
   01. Endeudamiento interno del Gobierno Federal. 580,757.3 
   02. Otros financiamientos: 30,062.8 
    01. Diferimiento de pagos. 30,062.8 
    02. Otros. 0.0 
  2. Endeudamiento externo: 0.0 
   01. Endeudamiento externo del Gobierno Federal. 0.0 
  3. Déficit de organismos y empresas de control directo. 39,657.9 
 Informativo: Endeudamiento neto del Gobierno Federal 

(10.01.01+10.02.01) 
580,757.3 

 
Cuando una ley que establezca alguno de los ingresos previstos en este artículo, 
contenga disposiciones que señalen otros ingresos, estos últimos se considerarán 
comprendidos en la fracción que corresponda a los ingresos a que se refiere este 
precepto. 
 
Se faculta al Ejecutivo Federal para que durante el ejercicio fiscal de 2014, otorgue 
los beneficios fiscales que sean necesarios para dar debido cumplimiento a las 
resoluciones derivadas de la aplicación de mecanismos internacionales para la 
solución de controversias legales que determinen una violación a un tratado 
internacional. 
 
Por razones de interés público y cuando se considere necesario evitar aumentos 
desproporcionados en el precio al usuario final, el Ejecutivo Federal fijará los 
precios máximos al usuario final y de venta de primera mano del gas licuado de 
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petróleo, sin que se requiera trámite o requisito adicional alguno. El Ejecutivo 
Federal deberá enviar a las comisiones de Hacienda y Crédito Público, y 
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, un informe detallado del 
mecanismo para fijar los precios de las gasolinas, gas y energía eléctrica. 
 
El Ejecutivo Federal informará al Congreso de la Unión de los ingresos por 
contribuciones pagados en especie o en servicios, así como, en su caso, el destino 
de los mismos. 
 
Derivado del monto de ingresos fiscales a obtener durante el ejercicio fiscal de 
2014, se proyecta una recaudación federal participable por 2 billones 292 mil 615.0 
millones de pesos. 
 
Durante el ejercicio fiscal de 2014, de los recursos que genere el derecho para la 
investigación científica y tecnológica en materia de energía a que se refiere el 
artículo 254 Bis de la Ley Federal de Derechos, 3 mil millones de pesos se 
destinarán a financiar el presupuesto del Ramo 38 Consejo Nacional de Ciencia y 
Tecnología aprobado en el Presupuesto de Egresos de la Federación. La aplicación 
de estos recursos se hará de acuerdo con lo establecido en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014. Los recursos del derecho 
para la investigación científica y tecnológica que resten después de aplicar lo 
dispuesto en el presente párrafo se destinarán a lo que establece el artículo 254 
Bis de la Ley Federal de Derechos. 
 
Durante el ejercicio fiscal de 2014, de los recursos que genere el derecho sobre 
hidrocarburos para el fondo de estabilización a que se refiere el artículo 256 de la 
Ley Federal de Derechos, en primer término 10 mil millones de pesos se destinarán 
a lo que establecen las leyes federales de Derechos y de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y, en segundo término, 90 mil 825.2 millones de 
pesos se destinarán a financiar programas y proyectos de inversión aprobados en 
el Presupuesto de Egresos de la Federación. La aplicación de estos recursos se 
hará de acuerdo con lo establecido en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2014. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá destinar la recaudación obtenida 
por el derecho sobre hidrocarburos para el fondo de estabilización a que se refiere 
el artículo 256 de la Ley Federal de Derechos, en exceso de la suma de los montos 
referidos en el párrafo anterior, para compensar parcial o totalmente los ingresos 
del Gobierno Federal durante el ejercicio fiscal de 2014, así como para cubrir el 
costo de los combustibles que se requieran para la generación de electricidad en 
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adición a los recursos previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal 2014. 
 
La compensación parcial o total de ingresos del Gobierno Federal a que se refiere 
el párrafo anterior se aplicará cuando los ingresos totales, sin considerar los 
ingresos a que se refiere el numeral 10 de este artículo “Ingresos derivados de 
Financiamientos”, resulten inferiores a los valores estimados en el mismo debido a 
una disminución de los ingresos por la recaudación total de los impuestos a que se 
refiere el numeral 1 de este precepto “Impuestos”, o disminuyan los ingresos por 
concepto del derecho ordinario sobre hidrocarburos a que se refiere el artículo 254 
de la Ley Federal de Derechos, con motivo de una disminución de la plataforma de 
extracción o del precio del petróleo crudo, respecto de los valores que sirvieron de 
base para las estimaciones contenidas en el presente artículo. 
 
Los recursos del derecho sobre hidrocarburos para el fondo de estabilización a que 
se refiere el artículo 256 de la Ley Federal de Derechos que resten después de 
aplicar lo dispuesto en los párrafos noveno, décimo y décimo primero de este 
artículo, se destinarán a lo que establecen las leyes federales de Derechos y de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 
 
Se estima que durante el ejercicio fiscal de 2014, en términos monetarios, el pago 
en especie del impuesto sobre servicios expresamente declarados de interés 
público por ley, en los que intervengan empresas concesionarias de bienes del 
dominio directo de la Nación, previsto en la Ley que establece, reforma y adiciona 
las disposiciones relativas a diversos impuestos publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de diciembre de 1968, ascenderá al equivalente de 2 mil 740.5 
millones de pesos. 
 
La aplicación de los recursos a que se refiere el párrafo anterior, se hará de 
acuerdo a lo establecido en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2014. 
 
Con el objeto de que el Gobierno Federal continúe con la labor reconocida en el 
artículo segundo transitorio del “Decreto por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de la Ley que crea el Fideicomiso que administrará el fondo 
para el fortalecimiento de sociedades y cooperativas de ahorro y préstamo y de 
apoyo a sus ahorradores”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de 
enero de 2004, y a fin de atender la problemática social de los ahorradores 
afectados por la operación irregular de las cajas populares de ahorro y préstamo a 
que se refiere dicho transitorio, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por 
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conducto del área responsable de la banca y ahorro, continuará con la 
instrumentación, fortalecimiento y supervisión de las acciones o esquemas que 
correspondan para coadyuvar o intervenir en el resarcimiento de los ahorradores 
afectados. 
 
En caso de que con base en las acciones o esquemas que se instrumenten 
conforme al párrafo que antecede sea necesaria la transmisión, administración o 
enajenación, por parte del Ejecutivo Federal, de los bienes y derechos del 
fideicomiso referido en el primer párrafo del artículo segundo transitorio del 
Decreto indicado en el párrafo anterior, las operaciones respectivas, en numerario 
o en especie, se registrarán en cuentas de orden, con la finalidad de no afectar el 
patrimonio o activos de los entes públicos federales que lleven a cabo esas 
operaciones. 
 
El producto de la enajenación de los derechos y bienes decomisados o 
abandonados relacionados con los procesos judiciales y administrativos a que se 
refiere el artículo segundo transitorio del Decreto indicado en el párrafo 
precedente, se destinará en primer término, para cubrir los gastos de 
administración que eroguen los entes públicos federales que lleven a cabo las 
operaciones referidas en el párrafo anterior y, posteriormente, se destinarán para 
restituir al Gobierno Federal los recursos públicos aportados para el resarcimiento 
de los ahorradores afectados a que se refiere dicho precepto. 
 
Los recursos que durante el ejercicio fiscal de 2014 se destinen al Fondo de 
Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas en términos de las 
disposiciones aplicables, podrán utilizarse para cubrir las obligaciones derivadas de 
los esquemas que, a fin de mitigar la disminución en participaciones federales del 
ejercicio fiscal de 2014, se instrumenten para potenciar los recursos que, con 
cargo a dicho fondo, reciben las entidades federativas. 
 
Hasta el 25 por ciento de las aportaciones que con cargo a los fondos de 
Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones 
Territoriales del Distrito Federal, y para el Fortalecimiento de las Entidades 
Federativas, corresponda recibir a las entidades federativas, municipios y 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, podrán servir como fuente de pago 
o compensación de las obligaciones que contraigan con el Gobierno Federal, 
siempre que exista acuerdo entre las partes y sin que sea necesario obtener la 
autorización de la legislatura local ni la inscripción ante la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público en el Registro de Obligaciones y Empréstitos de Entidades 
Federativas y Municipios. 
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Artículo 2o. Se autoriza al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, para contratar y ejercer créditos, empréstitos y otras 
formas del ejercicio del crédito público, incluso mediante la emisión de valores, en 
los términos de la Ley General de Deuda Pública y para el financiamiento del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014, por un 
monto de endeudamiento neto interno hasta por 570 mil millones de pesos. 
Asimismo, el Ejecutivo Federal y las entidades de control directo podrán contratar 
obligaciones constitutivas de deuda pública interna adicionales a lo autorizado, 
siempre que el endeudamiento neto externo sea menor al establecido en el 
presente artículo o en el presupuesto de las entidades respectivas en un monto 
equivalente al de dichas obligaciones adicionales. El Ejecutivo Federal queda 
autorizado para contratar y ejercer en el exterior créditos, empréstitos y otras 
formas del ejercicio del crédito público, incluso mediante la emisión de valores, 
para el financiamiento del Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2014, así como para canjear o refinanciar obligaciones del sector 
público federal, a efecto de obtener un monto de endeudamiento neto externo de 
10 mil millones de dólares de los Estados Unidos de América, el cual incluye el 
monto de endeudamiento neto externo que se ejercería con organismos 
financieros internacionales. De igual forma, el Ejecutivo Federal y las entidades de 
control directo podrán contratar obligaciones constitutivas de deuda pública 
externa adicionales a lo autorizado, siempre que el endeudamiento neto interno 
sea menor al establecido en el presente artículo o en el presupuesto de las 
entidades respectivas, en un monto equivalente al de dichas obligaciones 
adicionales. El cómputo de lo anterior se realizará, en una sola ocasión, el último 
día hábil bancario del ejercicio fiscal de 2014 considerando el tipo de cambio para 
solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 
República Mexicana que publique el Banco de México en el Diario Oficial de la 
Federación, así como la equivalencia del peso mexicano con otras monedas que dé 
a conocer el propio Banco de México, en todos los casos en la fecha en que se 
hubieren realizado las operaciones correspondientes. 
 
También se autoriza al Ejecutivo Federal para que, a través de la propia Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, emita valores en moneda nacional y contrate 
empréstitos para canje o refinanciamiento de obligaciones del erario federal, en los 
términos de la Ley General de Deuda Pública. Asimismo, el Ejecutivo Federal 
queda autorizado para contratar créditos o emitir valores en el exterior con el 
objeto de canjear o refinanciar endeudamiento externo. 
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Las operaciones a las que se refiere el párrafo anterior no deberán implicar 
endeudamiento neto adicional al autorizado para el ejercicio fiscal de 2014.  
 
Se autoriza al Instituto para la Protección al Ahorro Bancario a contratar créditos o 
emitir valores con el único objeto de canjear o refinanciar exclusivamente sus 
obligaciones financieras, a fin de hacer frente a sus obligaciones de pago, otorgar 
liquidez a sus títulos y, en general, mejorar los términos y condiciones de sus 
obligaciones financieras. Los recursos obtenidos con esta autorización únicamente 
se podrán aplicar en los términos establecidos en la Ley de Protección al Ahorro 
Bancario incluyendo sus artículos transitorios. Sobre estas operaciones de canje y 
refinanciamiento se deberá informar trimestralmente al Congreso de la Unión. 
 
El Banco de México actuará como agente financiero del Instituto para la Protección 
al Ahorro Bancario, para la emisión, colocación, compra y venta, en el mercado 
nacional, de los valores representativos de la deuda del citado Instituto y, en 
general, para el servicio de dicha deuda. El Banco de México también podrá operar 
por cuenta propia con los valores referidos. 
 
En el evento de que en las fechas en que corresponda efectuar pagos por principal 
o intereses de los valores que el Banco de México coloque por cuenta del Instituto 
para la Protección al Ahorro Bancario, éste no tenga recursos suficientes para 
cubrir dichos pagos en la cuenta que, para tal efecto, le lleve el Banco de México, 
el propio Banco deberá proceder a emitir y colocar valores a cargo del Instituto 
para la Protección al Ahorro Bancario, por cuenta de éste y por el importe 
necesario para cubrir los pagos que correspondan. Al determinar las características 
de la emisión y de la colocación, el citado Banco procurará las mejores condiciones 
para el mencionado Instituto dentro de lo que el mercado permita. 
 
El Banco de México deberá efectuar la colocación de los valores a que se refiere el 
párrafo anterior en un plazo no mayor de 15 días hábiles contado a partir de la 
fecha en que se presente la insuficiencia de fondos en la cuenta del Instituto para 
la Protección al Ahorro Bancario. Excepcionalmente, la Junta de Gobierno del 
Banco de México podrá ampliar este plazo una o más veces por un plazo conjunto 
no mayor de tres meses, si ello resulta conveniente para evitar trastornos en el 
mercado financiero. 
 
En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 45 de la Ley de Protección al 
Ahorro Bancario, se dispone que, en tanto se efectúe la colocación referida en el 
párrafo anterior, el Banco de México podrá cargar la cuenta corriente que le lleva a 
la Tesorería de la Federación, sin que se requiera la instrucción del Titular de dicha 
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Tesorería, para atender el servicio de la deuda que emita el Instituto para la 
Protección al Ahorro Bancario. El Banco de México deberá abonar a la cuenta 
corriente de la Tesorería de la Federación el importe de la colocación de valores 
que efectúe en términos de este artículo. 
 
Se autoriza al Banco Nacional de Crédito Rural, S.N.C., en liquidación, para que en 
el mercado interno y por conducto de su liquidador, contrate créditos o emita 
valores con el único objeto de canjear o refinanciar sus obligaciones financieras, a 
fin de hacer frente a sus obligaciones de pago y, en general, a mejorar los 
términos y condiciones de sus obligaciones financieras. Las obligaciones asumidas 
conforme a esta autorización estarán respaldadas por el Gobierno Federal en los 
términos previstos para los pasivos a cargo de las instituciones de banca de 
desarrollo conforme a sus respectivas leyes orgánicas. 
 
Las acciones, los cupones o los títulos representativos del capital o partes sociales 
expropiados de las empresas enlistadas en el “Decreto por el que se expropian por 
causa de utilidad pública, a favor de la Nación, las acciones, cupones y/o los títulos 
representativos del capital o partes sociales de las empresas que adelante se 
enlistan”, publicado en el Diario Oficial de la Federación los días 3 y 10 de 
septiembre de 2001, que se entreguen al Gobierno Federal, serán recibidas por 
conducto de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 
Alimentación, estarán libres de gravamen mercantil y no computarán para 
considerar a sus emisoras como entidades paraestatales, por lo que no estarán 
sujetas al régimen aplicable a las mismas. 
 
Corresponderá directamente a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación, ejercer los derechos corporativos que deriven de la 
titularidad de las acciones, los cupones o los títulos representativos del capital o 
partes sociales expropiados a que se refiere el párrafo que antecede, designar 
representantes para tal efecto y resolver las situaciones de hecho o de derecho 
que se presenten respecto de las mismas, así como comunicarle a la Tesorería de 
la Federación el destino que se les dará a efecto de que ésta, sin más trámite, 
realice la transmisión correspondiente. 
 
Se autoriza a la banca de desarrollo, a la Financiera Rural, a los fondos de fomento 
y al Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores, un monto 
conjunto de déficit por intermediación financiera, definida como el crédito neto 
otorgado al sector privado y social más el déficit de operación de las instituciones 
de fomento, de 62 mil 510 millones de pesos, de acuerdo con lo previsto en los 
Criterios Generales de Política Económica para la Iniciativa de Ley de Ingresos y el 
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Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación correspondientes al ejercicio 
fiscal de 2014 y a los programas establecidos en el Tomo VII del Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014. 
 
El monto autorizado conforme al párrafo anterior podrá ser adecuado previa 
autorización del órgano de gobierno de la entidad de que se trate y con la opinión 
favorable de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
Para la integración de los requerimientos financieros del sector público que señala 
el artículo 26 de esta Ley, podrá considerarse como pérdida o ganancia por 
intermediación financiera, la diferencia en el capital contable entre el cierre del 
ejercicio fiscal de 2013 y el cierre del ejercicio fiscal de 2014, de las instituciones 
de banca de desarrollo, de la Financiera Rural, del Instituto del Fondo Nacional 
para el Consumo de los Trabajadores y de los fondos de fomento que son 
regulados y supervisados por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
 
Los montos establecidos en el artículo 1o., numeral 10 “Ingresos derivados de 
Financiamientos” de esta Ley, así como el monto de endeudamiento neto interno 
consignado en este artículo, se verán, en su caso, modificados en lo conducente 
como resultado de la distribución, entre el Gobierno Federal y los organismos y 
empresas de control directo, de los montos autorizados en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014. 
 
Artículo 3o. Se autoriza para el Distrito Federal la contratación y ejercicio de 
créditos, empréstitos y otras formas de crédito público para un endeudamiento 
neto de 4.5 mil millones de pesos para el financiamiento de obras contempladas en 
el Presupuesto de Egresos del Distrito Federal para el Ejercicio Fiscal 2014. 
Asimismo, se autoriza la contratación y ejercicio de créditos, empréstitos y otras 
formas de crédito público para realizar operaciones de canje o refinanciamiento de 
la deuda pública del Distrito Federal. 
 
Los financiamientos a que se refiere este artículo se sujetarán a lo siguiente: 
 

I. Deberán contratarse con apego a lo establecido en la Ley General de 
Deuda Pública, en este artículo y en las directrices de contratación que, al 
efecto, emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 
II. Las obras que se financien con el monto de endeudamiento neto 

autorizado deberán: 
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1. Producir directamente un incremento en los ingresos públicos. 
 
2. Contemplarse en el Presupuesto de Egresos del Distrito Federal para el 

Ejercicio Fiscal 2014. 
 

3. Apegarse a las disposiciones legales aplicables. 
 
4. Previamente a la contratación del financiamiento respectivo, contar con 

registro en la cartera que integra y administra la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, de conformidad con los términos y condiciones que la 
misma determine para ese efecto. 

 
III. Las operaciones de financiamiento deberán contratarse en las mejores 

condiciones que el mercado crediticio ofrezca, que redunden en un 
beneficio para las finanzas del Distrito Federal y en los instrumentos que, a 
consideración de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, no afecten 
las fuentes de financiamiento del sector público federal o de las demás 
entidades federativas y municipios. 

 
IV. El monto de los desembolsos de los recursos derivados de financiamientos 

que integren el endeudamiento neto autorizado y el ritmo al que procedan, 
deberán conllevar una correspondencia directa con las ministraciones de 
recursos que vayan presentando las obras respectivas, de manera que el 
ejercicio y aplicación de los mencionados recursos deberá darse a paso y 
medida en que proceda el pago de las citadas ministraciones. El 
desembolso de dichos recursos deberá destinarse directamente al pago de 
aquellas obras que ya hubieren sido adjudicadas bajo la normatividad 
correspondiente. 
 

V. El Gobierno del Distrito Federal, por conducto del Jefe de Gobierno, 
remitirá trimestralmente al Congreso de la Unión un informe sobre el 
estado de la deuda pública de la entidad y el ejercicio del monto 
autorizado, desglosado por su origen, fuente de financiamiento y destino, 
especificando las características financieras de las operaciones realizadas. 

 
VI. La Auditoría Superior de la Federación, en coordinación con la Contaduría 

Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 
realizará auditorías a los contratos y operaciones de financiamiento, a los 
actos asociados a la aplicación de los recursos correspondientes y al 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. 
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VII. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal será responsable del estricto 

cumplimiento de las disposiciones de este artículo, así como de la Ley 
General de Deuda Pública y de las directrices de contratación que expida la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Las infracciones a los 
ordenamientos citados se sancionarán en los términos que legalmente 
correspondan y de conformidad al régimen de responsabilidades de los 
servidores públicos federales. 

 
VIII. Los informes de avance trimestral que el Jefe de Gobierno rinda al 

Congreso de la Unión conforme a la fracción V de este artículo, deberán 
contener un apartado específico de deuda pública, de acuerdo con lo 
siguiente: 

 
1. Evolución de la deuda pública durante el periodo que se informe. 

 
2. Perfil de vencimientos del principal para el ejercicio fiscal 

correspondiente y para al menos los 5 siguientes ejercicios fiscales. 
 

3. Colocación de deuda autorizada, por entidad receptora y aplicación a 
obras específicas. 
 

4. Relación de obras a las que se hayan destinado los recursos de los 
desembolsos efectuados de cada financiamiento, que integren el 
endeudamiento neto autorizado. 
 

5. Composición del saldo de la deuda por usuario de los recursos y por 
acreedor. 
 

6. Servicio de la deuda. 
 

7. Costo financiero de la deuda. 
 

8. Canje o refinanciamiento. 
 

9. Evolución por línea de crédito. 
 

10. Programa de colocación para el resto del ejercicio fiscal. 
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IX. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, por conducto de la Secretaría de 
Finanzas, remitirá al Congreso de la Unión a más tardar el 31 de marzo de 
2014, el programa de colocación de la deuda autorizada para el ejercicio 
fiscal de 2014. 

 
Artículo 4o. En el ejercicio fiscal de 2014, la Federación percibirá los ingresos por 
proyectos de infraestructura productiva de largo plazo de inversión financiada 
directa y condicionada de la Comisión Federal de Electricidad por un total de 
274,008.8 millones de pesos, de los cuales 141,248.0 millones de pesos 
corresponden a inversión directa y 132,760.8 millones de pesos a inversión 
condicionada. 
 
Artículo 5o. Se autoriza al Ejecutivo Federal a contratar proyectos de inversión 
financiada de la Comisión Federal de Electricidad en los términos de los artículos 
18 de la Ley General de Deuda Pública y 32, párrafos segundo a sexto, de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, así como del Título Cuarto, 
Capítulo XIV, del Reglamento de este último ordenamiento, por un total de 
23,160.2 millones de pesos, que corresponden a proyectos de inversión directa. 
 
Los proyectos de inversión financiada condicionada a que hace referencia el 
artículo 4o. de esta Ley, se ejercerán con apego a la estimación que realice la 
Secretaría de Energía sobre la evolución del margen operativo de reserva del 
Sistema Eléctrico Nacional. Dicho indicador en su magnitud y metodología deberá 
ser enviado para conocimiento del Congreso de la Unión a través de la Comisión 
de Energía de la Cámara de Diputados. 
 
Artículo 6o. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, queda autorizado para fijar o modificar las compensaciones que 
deban cubrir los organismos descentralizados y las empresas de participación 
estatal, por los bienes federales aportados o asignados a los mismos para su 
explotación o en relación con el monto de los productos o ingresos brutos que 
perciban. 
 
 

Capítulo II 
De las Obligaciones de Petróleos Mexicanos 

 
Artículo 7o. Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios estarán obligados 
al pago de contribuciones y sus accesorios, de productos y de aprovechamientos, 
excepto el impuesto sobre la renta, de acuerdo con las disposiciones que los 
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establecen y con las reglas que al efecto expida la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, además, estarán a lo siguiente: 
 
I. Hidrocarburos 
 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 260 de la Ley Federal de 
Derechos, PEMEX-Exploración y Producción deberá realizar los anticipos que 
se señalan en el siguiente párrafo. 
 
A cuenta del derecho ordinario sobre hidrocarburos a que se refiere el 
artículo 254 de la Ley Federal de Derechos, PEMEX-Exploración y Producción 
deberá realizar pagos diarios, incluyendo los días inhábiles, por 639 millones 
940 mil pesos durante el año. Además, el primer día hábil de cada semana 
del ejercicio fiscal deberá efectuar un pago de 4 mil 491 millones 889 mil 
pesos. 
 

II. Enajenación de gasolinas y diesel 
 

Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, por la enajenación de 
gasolinas y diesel, enterarán diariamente, incluyendo días inhábiles, por 
conducto de PEMEX-Refinación, anticipos a cuenta del impuesto especial 
sobre producción y servicios a que se refiere el artículo 2o.-A, fracción I de la 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, siempre que las tasas 
aplicables a la enajenación de dichos productos, determinadas de acuerdo 
con el procedimiento establecido en la citada fracción, resulten positivas. La 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá fijar el monto de estos 
anticipos, los cuales se podrán acreditar contra el pago mensual señalado en 
el artículo 2o.-A, fracción I, antes mencionado, correspondiente al mes por el 
que se efectuaron los mismos. 
 
En el caso de que las tasas aplicables a la enajenación de gasolinas y diesel, 
referidas en el párrafo anterior, resulten negativas, Petróleos Mexicanos y sus 
organismos subsidiarios no efectuarán los anticipos diarios mencionados en 
dicho párrafo. 
 
El pago mensual del impuesto especial sobre producción y servicios deberá 
presentarse a más tardar el último día hábil del mes posterior a aquél al que 
corresponda el pago. Estas declaraciones se presentarán en la Tesorería de la 
Federación. 
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Cuando en un lugar o región del país se establezcan sobreprecios a los 
precios de la gasolina o del diesel, no se estará obligado al pago del impuesto 
especial sobre producción y servicios por dichos sobreprecios en la 
enajenación de estos combustibles. Los recursos obtenidos por los citados 
sobreprecios no se considerarán para el cálculo del impuesto a los 
rendimientos petroleros. 
 
Cuando la determinación de la tasa aplicable, de acuerdo con el 
procedimiento que establece la fracción I del artículo 2o.-A de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios resulte negativa, Petróleos 
Mexicanos y sus organismos subsidiarios podrán disminuir el monto que 
resulte de dicha tasa negativa del impuesto especial sobre producción y 
servicios a su cargo o del impuesto al valor agregado, si el primero no fuera 
suficiente. En caso de que el primero y el segundo no fueran suficientes el 
monto correspondiente se podrá acreditar contra el derecho ordinario sobre 
hidrocarburos que establece el artículo 254 de la Ley Federal de Derechos o 
contra los pagos provisionales mensuales a que se refiere el artículo 255 de 
esta última Ley. 
 

III. Pagos del impuesto al valor agregado 
 

Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios efectuarán 
individualmente los pagos del impuesto al valor agregado en la Tesorería de 
la Federación, mediante declaraciones que presentarán a más tardar el último 
día hábil del mes siguiente a aquél al que corresponda el pago. 
 
Las declaraciones informativas del impuesto al valor agregado deberán ser 
presentadas en formato electrónico ante el Servicio de Administración 
Tributaria con la misma periodicidad que las declaraciones de pago de dicho 
impuesto. 

 
IV. Determinación y pago de los impuestos a la exportación de petróleo 

crudo, gas natural y sus derivados 
 

Cuando el Ejecutivo Federal, en ejercicio de las facultades a que se refiere el 
artículo 131 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establezca impuestos a la exportación de petróleo crudo, gas natural y sus 
derivados, Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios deberán 
determinarlos y pagarlos a más tardar el último día hábil del mes siguiente a 
aquél en que se efectúe la exportación. 
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V. Impuesto a los rendimientos petroleros 
 

Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, a excepción de PEMEX-
Exploración y Producción, estarán a lo siguiente: 
 
1. Cada organismo deberá calcular el impuesto a los rendimientos petroleros 

a que se refiere esta fracción aplicando al rendimiento neto del ejercicio 
la tasa del 30 por ciento. El rendimiento neto a que se refiere este 
párrafo se determinará restando de la totalidad de los ingresos del 
ejercicio el total de las deducciones autorizadas que se efectúen en el 
mismo. En ningún caso la pérdida neta de ejercicios anteriores se podrá 
disminuir del rendimiento neto del ejercicio. 

 
2. A cuenta del impuesto a los rendimientos petroleros a que se refiere esta 

fracción, Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios deberán 
realizar pagos diarios, incluyendo los días inhábiles, por un total de 2 
millones 56 mil pesos durante el año. Además, el primer día hábil de cada 
semana del ejercicio fiscal deberán efectuar un pago por un total de 14 
millones 435 mil pesos. 

 
El impuesto se pagará mediante declaración que se presentará ante la 
Tesorería de la Federación, a más tardar el último día hábil del mes de marzo 
de 2015 y contra el impuesto que resulte se acreditarán los anticipos diarios y 
semanales a que se refiere el párrafo anterior. 
 
Para el cumplimiento de lo dispuesto en esta fracción se aplicarán, en lo 
conducente, las disposiciones fiscales y las reglas de carácter general 
expedidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en materia de 
ingresos, deducciones, cumplimiento de obligaciones y facultades de las 
autoridades fiscales. 
 

VI. Importación de mercancías 
 

Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios determinarán 
individualmente los impuestos a la importación y las demás contribuciones 
que se causen con motivo de las importaciones que realicen, y deberán 
pagarlas ante la Tesorería de la Federación, a más tardar el último día hábil 
del mes posterior a aquél en que se efectúe la importación. 
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VII. Otras obligaciones 
 

Petróleos Mexicanos será quien cumpla por sí y por cuenta de sus organismos 
subsidiarios las obligaciones señaladas en esta Ley y en las demás leyes 
fiscales, excepto la de efectuar pagos diarios y semanales cuando así se 
prevea expresamente. Para tal efecto, Petróleos Mexicanos será 
solidariamente responsable del pago de contribuciones y aprovechamientos 
que correspondan a sus organismos subsidiarios. 
 
Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios presentarán las 
declaraciones, harán los pagos y cumplirán con las obligaciones de retener y 
enterar las contribuciones a cargo de terceros, ante la Tesorería de la 
Federación, a través del esquema para la presentación de declaraciones  que 
para tal efecto establezca el Servicio de Administración Tributaria. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público queda facultada para modificar el 
monto de los pagos diarios y semanales establecidos en este artículo y, en su 
caso, para determinar la suspensión de dichos pagos, cuando existan 
modificaciones en los ingresos de Petróleos Mexicanos o de sus organismos 
subsidiarios que así lo ameriten, así como para expedir las reglas específicas 
para la aplicación y cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público informará y explicará las 
modificaciones a los montos que, por ingresos extraordinarios o una baja en 
los mismos, impacten en los pagos diarios y semanales establecidos en este 
artículo, en un informe que se presentará a la Comisión de Hacienda y 
Crédito Público y al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, ambos de la 
Cámara de Diputados, dentro del mes siguiente a aquél en que se generen 
dichas modificaciones, así como en los Informes Trimestrales Sobre la 
Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública. 
 
Petróleos Mexicanos presentará al Servicio de Administración Tributaria en los 
meses de abril, julio y octubre de 2014 y enero de 2015, una declaración en 
la que informará sobre los pagos por contribuciones y los accesorios a su 
cargo o a cargo de sus organismos subsidiarios, efectuados en el trimestre 
anterior. 
 
Petróleos Mexicanos presentará al Servicio de Administración Tributaria, a 
más tardar el último día hábil del mes de marzo de 2015, declaración 
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informativa sobre la totalidad de las contribuciones causadas o enteradas 
durante el ejercicio anterior, por sí y por sus organismos subsidiarios. 
 
Petróleos Mexicanos deberá presentar al Servicio de Administración Tributaria 
las declaraciones informativas a que se refieren los dos párrafos anteriores y 
las demás disposiciones fiscales, a través de los medios o formatos 
electrónicos que establezca dicho órgano desconcentrado, en los que se 
deberá incluir la información específica que en los mismos se indique 
respecto de las contribuciones, los productos y los aprovechamientos que esa 
entidad y sus organismos subsidiarios estén obligados a pagar. 
 
El Banco de México deducirá los pagos diarios y semanales que se establecen 
en el presente artículo de los depósitos que Petróleos Mexicanos o sus 
organismos subsidiarios deben hacer en dicha institución conforme a la Ley 
del Banco de México y los concentrará en la Tesorería de la Federación. 
 
Los gastos de mantenimiento y operación de los proyectos integrales de 
infraestructura de Petróleos Mexicanos que, hasta antes de la entrada en 
vigor del “Decreto por el que se adicionan y reforman diversas disposiciones 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria”, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 13 de noviembre de 2008, eran 
considerados proyectos de infraestructura productiva de largo plazo en 
términos del artículo 32 de dicha Ley, serán registrados como inversión. 
 
Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 261, segundo párrafo de 
la Ley Federal de Derechos, durante el ejercicio fiscal de 2014 la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público efectuará anticipos mensuales, a más tardar el 
día 17 de cada mes, por las participaciones que correspondan a un doceavo 
de la Recaudación Federal Participable de los derechos, ordinario sobre 
hidrocarburos, especial sobre hidrocarburos y adicional sobre hidrocarburos, 
establecidos en el artículo 1o., numerales 4.2.01, 4.2.07 y 4.2.08, de la 
presente Ley, respectivamente, sobre los cuales, en su caso, se aplicarán los 
mecanismos de compensación establecidos en las disposiciones en materia 
de coordinación fiscal. 
 
Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 257, último párrafo, de la 
Ley Federal de Derechos se establece que la plataforma de extracción y de 
exportación de petróleo crudo durante 2014 será por una estimación máxima 
de 2.65 y 1.31 millones de barriles diarios en promedio, respectivamente. 
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Capítulo III 
De las Facilidades Administrativas y Beneficios Fiscales 

 
Artículo 8o. En los casos de prórroga para el pago de créditos fiscales se 
causarán recargos: 
 
I. Al 0.75 por ciento mensual sobre los saldos insolutos. 
 
II. Cuando de conformidad con el Código Fiscal de la Federación, se autorice el 

pago a plazos, se aplicará la tasa de recargos que a continuación se 
establece, sobre los saldos y durante el periodo de que se trate: 
 
1. Tratándose de pagos a plazos en parcialidades de hasta 12 meses, la 

tasa de recargos será del 1 por ciento mensual. 
 

2. Tratándose de pagos a plazos en parcialidades de más de 12 meses y 
hasta de 24 meses, la tasa de recargos será de 1.25 por ciento mensual. 
 

3. Tratándose de pagos a plazos en parcialidades superiores a 24 meses, así 
como tratándose de pagos a plazo diferido, la tasa de recargos será de 
1.5 por ciento mensual. 

 
Las tasas de recargos establecidas en la fracción II de este artículo incluyen la 
actualización realizada conforme a lo establecido por el Código Fiscal de la 
Federación. 
 
Artículo 9o. Se ratifican los acuerdos y disposiciones de carácter general 
expedidos en el Ramo de Hacienda, de las que hayan derivado beneficios 
otorgados en términos de la presente Ley, así como por los que se haya dejado en 
suspenso total o parcialmente el cobro de gravámenes y las resoluciones dictadas 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público sobre la causación de tales 
gravámenes. 
 
Se ratifican los convenios que se hayan celebrado entre la Federación por una 
parte y las entidades federativas, organismos autónomos por disposición 
constitucional de éstas, organismos públicos descentralizados de las mismas y los 
municipios, por la otra, en los que se finiquiten adeudos entre ellos. También se 
ratifican los convenios que se hayan celebrado o se celebren entre la Federación 
por una parte y las entidades federativas, por la otra, en los que se señalen los 
incentivos que perciben las propias entidades federativas y, en su caso, los 
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municipios, por las mercancías o vehículos de procedencia extranjera, embargados 
precautoriamente por las mismas, que pasen a propiedad del Fisco Federal. 
 
En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, no se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 6 bis de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del 
Sector Público. 
 
Artículo 10. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, queda autorizado para fijar o modificar los aprovechamientos que 
se cobrarán en el ejercicio fiscal de 2014, incluso por el uso, goce, 
aprovechamiento o explotación de bienes sujetos al régimen de dominio público de 
la Federación o por la prestación de servicios en el ejercicio de las funciones de 
derecho público por los que no se establecen derechos o que por cualquier causa 
legal no se paguen. 
 
Para establecer el monto de los aprovechamientos se tomarán en consideración 
criterios de eficiencia económica y de saneamiento financiero y, en su caso, se 
estará a lo siguiente: 
 
I. La cantidad que deba cubrirse por concepto del uso, goce, aprovechamiento 

o explotación de bienes o por la prestación de servicios que tienen referencia 
internacional, se fijará considerando el cobro que se efectúe por el uso, goce, 
aprovechamiento o explotación de bienes o por la prestación de servicios, de 
similares características, en países con los que México mantiene vínculos 
comerciales. 

 
II. Los aprovechamientos que se cobren por el uso, goce, aprovechamiento o 

explotación de bienes o por la prestación de servicios, que no tengan 
referencia internacional, se fijarán considerando el costo de los mismos, 
siempre que se derive de una valuación de dichos costos en los términos de 
eficiencia económica y de saneamiento financiero. 

 
III. Se podrán establecer aprovechamientos diferenciales por el uso, goce, 

aprovechamiento o explotación de bienes o por la prestación de servicios, 
cuando éstos respondan a estrategias de comercialización o racionalización y 
se otorguen de manera general. 

 
Durante el ejercicio fiscal de 2014, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
mediante resoluciones de carácter particular, aprobará los montos de los 
aprovechamientos que cobren las dependencias de la Administración Pública 
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Federal, salvo cuando su determinación y cobro se encuentre previsto en otras 
leyes. Para tal efecto, las dependencias interesadas estarán obligadas a someter 
para su aprobación, durante los meses de enero y febrero de 2014, los montos de 
los aprovechamientos que se cobren de manera regular. Los aprovechamientos 
que no sean sometidos a la aprobación de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, no podrán ser cobrados por la dependencia de que se trate a partir del 1 
de marzo de 2014. Asimismo, los aprovechamientos cuya autorización haya sido 
negada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, no podrán ser cobrados 
por la dependencia de que se trate, a partir de la fecha en que surta efectos la 
notificación de la resolución respectiva. Las solicitudes que formulen las 
dependencias y la autorización de los aprovechamientos por parte de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, se realizarán mediante la emisión de documentos 
con la firma autógrafa del servidor público facultado o certificados digitales, 
equipos o sistemas automatizados; para lo cual, en sustitución de la firma 
autógrafa, se emplearán medios de identificación electrónica y la firma electrónica 
avanzada, en términos de las disposiciones aplicables.  
 
El uso de los medios de identificación electrónica a que se refiere el párrafo 
anterior producirá los mismos efectos que las disposiciones jurídicas otorgan a los 
documentos con firma autógrafa y, en consecuencia, tendrán el mismo valor 
vinculatorio. 
 
Las autorizaciones para fijar o modificar las cuotas de los aprovechamientos que 
otorgue la Secretaría de Hacienda y Crédito Público durante el ejercicio fiscal de 
2014, sólo surtirán sus efectos para ese año y, en su caso, dicha Secretaría 
autorizará el destino específico para los aprovechamientos que perciba la 
dependencia correspondiente. 
 
Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público establezca un aprovechamiento 
con motivo de la garantía soberana del Gobierno Federal o tratándose de 
recuperaciones de capital de las instituciones de banca de desarrollo, los recursos 
correspondientes se podrán destinar a la capitalización de los bancos de desarrollo 
o a fomentar acciones que permitan cumplir con el mandato de dicha banca, sin 
perjuicio de lo previsto en el último párrafo del artículo 12 de la presente Ley. 
 
Los ingresos excedentes provenientes de los aprovechamientos a que se refiere el 
artículo 1o, numerales 6.1.11, 6.2.01.04 y 6.1.22.04 de esta Ley por concepto de 
participaciones a cargo de los concesionarios de vías generales de comunicación y 
de empresas de abastecimiento de energía, de desincorporaciones distintos de 
entidades paraestatales y de otros aprovechamientos, respectivamente, se podrán 
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destinar, en los términos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, a gasto de inversión en infraestructura. 
 
En tanto no sean autorizados los aprovechamientos a que se refiere este artículo 
para el ejercicio fiscal de 2014, se aplicarán los vigentes al 31 de diciembre de 
2013, multiplicados por el factor que corresponda según el mes en el que fueron 
autorizados o, en el caso de haberse realizado una modificación posterior, a partir 
de la última vez en la que fueron modificados en dicho ejercicio fiscal, conforme a 
la tabla siguiente: 
 

MES FACTOR 

Enero 1.0379 

Febrero 1.0338 

Marzo 1.0287 

Abril 1.0212 

Mayo 1.0206 

Junio 1.0240 

Julio 1.0246 

Agosto 1.0249 

Septiembre 1.0147 

Octubre 1.0113 

Noviembre 1.0072 

Diciembre 1.0013 

 
En el caso de aprovechamientos que, en el ejercicio inmediato anterior, se hayan 
fijado en porcentajes, se continuarán aplicando durante el 2014 los porcentajes 
autorizados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que se encuentren 
vigentes al 31 de diciembre de 2013, hasta en tanto dicha Secretaría no emita 
respuesta respecto de la solicitud de autorización para el 2014. 
 
Los aprovechamientos por concepto de multas, sanciones, penas convencionales, 
cuotas compensatorias, recuperaciones de capital, aquéllos a que se refieren la Ley 
Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, la Ley 
Federal de Competencia Económica, y la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, así como los accesorios de los aprovechamientos no requieren de 
autorización por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para su 
cobro. 
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Tratándose de aprovechamientos que no hayan sido cobrados en el ejercicio 
inmediato anterior o que no se cobren de manera regular, las dependencias 
interesadas deberán someter para su aprobación a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público el monto de los aprovechamientos que pretendan cobrar, en un 
plazo no menor a 10 días anteriores a la fecha de su entrada en vigor. 
 
En aquellos casos en los que se incumpla con la obligación de presentar los 
comprobantes de pago de los aprovechamientos a que se refiere este artículo en 
los plazos que para tales efectos se fijen, el prestador del servicio o el otorgante 
del uso, goce, aprovechamiento o explotación de bienes sujetos al régimen de 
dominio público de la Federación de que se trate, procederá conforme a lo 
dispuesto en el artículo 3o. de la Ley Federal de Derechos. 
 
El prestador del servicio o el otorgante del uso, goce, aprovechamiento o 
explotación de bienes sujetos al régimen de dominio público de la Federación, 
deberá informar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a más tardar en el 
mes de marzo de 2014, los conceptos y montos de los ingresos que hayan 
percibido por aprovechamientos, así como de los enteros efectuados a la Tesorería 
de la Federación por dichos conceptos, durante el ejercicio fiscal inmediato 
anterior. 
 
Los sujetos a que se refiere el párrafo anterior deberán presentar un informe a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, durante los primeros 15 días del mes de 
julio de 2014, respecto de los ingresos y su concepto que hayan percibido por 
aprovechamientos durante el primer semestre del ejercicio fiscal en curso, así 
como de los que tengan programado percibir durante el segundo semestre del 
mismo. 
 
Artículo 11. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, queda autorizado para fijar o modificar, mediante resoluciones de 
carácter particular, las cuotas de los productos que pretendan cobrar las 
dependencias durante el ejercicio fiscal de 2014, aun cuando su cobro se 
encuentre previsto en otras leyes. 
 
Las autorizaciones para fijar o modificar las cuotas de los productos que otorgue la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público durante el ejercicio fiscal de 2014, sólo 
surtirán sus efectos para ese año y, en su caso, dicha Secretaría autorizará el 
destino específico para los productos que perciba la dependencia correspondiente. 
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Para los efectos del párrafo anterior, las dependencias interesadas estarán 
obligadas a someter para su aprobación, durante los meses de enero y febrero de 
2014, los montos de los productos que se cobren de manera regular. Los 
productos que no sean sometidos a la aprobación de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, no podrán ser cobrados por la dependencia de que se trate a 
partir del 1 de marzo de 2014. Asimismo, los productos cuya autorización haya 
sido negada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, no podrán ser 
cobrados por la dependencia de que se trate, a partir de la fecha en que surta 
efectos la notificación de la resolución respectiva. Las solicitudes que formulen las 
dependencias y la autorización de los productos por parte de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, se realizarán mediante la emisión de documentos con 
la firma autógrafa del servidor público facultado o certificados digitales, equipos o 
sistemas automatizados; para lo cual, en sustitución de la firma autógrafa, se 
emplearán medios de identificación electrónica y la firma electrónica avanzada, en 
términos de las disposiciones aplicables.  
 
El uso de los medios de identificación electrónica a que se refiere el párrafo 
anterior producirá los mismos efectos que las disposiciones jurídicas otorgan a los 
documentos con firma autógrafa y, en consecuencia, tendrán el mismo valor 
vinculatorio. 
 
En tanto no sean autorizados los productos a que se refiere este artículo para el 
ejercicio fiscal de 2014, se aplicarán los vigentes al 31 de diciembre de 2013, 
multiplicados por el factor que corresponda según el mes en que fueron 
autorizados o, en el caso de haberse realizado una modificación posterior, a partir 
de la última vez en la que fueron modificados en dicho ejercicio fiscal, conforme a 
la tabla siguiente: 
 

MES FACTOR 

Enero 1.0379 

Febrero 1.0338 

Marzo 1.0287 

Abril 1.0212 

Mayo 1.0206 

Junio 1.0240 

Julio 1.0246 

Agosto 1.0249 

Septiembre 1.0147 

Octubre 1.0113 



 

 

 

30 

Noviembre 1.0072 

Diciembre 1.0013 

 
En el caso de productos que, en el ejercicio inmediato anterior, se hayan fijado en 
porcentajes, se continuarán aplicando durante el 2014 los porcentajes autorizados 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que se encuentren vigentes al 31 
de diciembre de 2013, hasta en tanto dicha Secretaría no emita respuesta respecto 
de la solicitud de autorización para el 2014. 
 
Los productos por concepto de penas convencionales, los que se establezcan como 
contraprestación derivada de una licitación, subasta o remate, los intereses, así 
como aquellos productos que provengan de arrendamientos o enajenaciones 
efectuadas tanto por el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales 
como por el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes y los accesorios de 
los productos, no requieren de autorización por parte de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público para su cobro. 
 
De los ingresos provenientes de las enajenaciones realizadas por el Servicio de 
Administración y Enajenación de Bienes, respecto de los bienes propiedad del 
Gobierno Federal que hayan sido transferidos por la Tesorería de la Federación, el 
Servicio de Administración y Enajenación de Bienes deberá descontar los importes 
necesarios para financiar otras transferencias o mandatos de la propia Tesorería; 
del monto restante hasta la cantidad que determine la Junta de Gobierno de dicho 
organismo se depositará en un fondo que se destinará a financiar, junto con los 
recursos fiscales y patrimoniales del organismo, las operaciones de éste, y el 
remanente será enterado a la Tesorería de la Federación en los términos de las 
disposiciones aplicables. En el mecanismo previsto en el presente párrafo, se podrá 
aplicar a los ingresos provenientes de las enajenaciones de bienes de comercio 
exterior que transfieran las autoridades aduaneras, incluso para el pago de 
resarcimientos de bienes procedentes de comercio exterior que el Servicio de 
Administración y Enajenación de Bienes deba realizar por mandato de autoridad 
administrativa o jurisdiccional; con independencia de que el bien haya o no sido 
transferido a dicho Organismo por la entidad transferente. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, el Servicio de Administración y Enajenación 
de Bienes remitirá de manera semestral a la Cámara de Diputados, un informe que 
contenga el desglose de las operaciones efectuadas por motivo de las 
transferencias de bienes del Gobierno Federal de las autoridades mencionadas en 
el párrafo citado. 
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Los ingresos netos provenientes de las enajenaciones realizadas por el Servicio de 
Administración y Enajenación de Bienes se podrán destinar hasta en un 100 por 
ciento a financiar otras transferencias o mandatos de la misma entidad 
transferente, así como para el pago de los créditos que hayan sido otorgados por 
la banca de desarrollo para cubrir los gastos de operación de los bienes 
transferidos, siempre que en el acta de entrega recepción de los bienes 
transferidos o en el convenio que al efecto se celebre se señale dicha situación. Lo 
previsto en este párrafo no resulta aplicable a las enajenaciones de bienes 
decomisados a que se refiere el penúltimo párrafo del artículo 13 de esta Ley. 
 
Los ingresos provenientes de la enajenación de los bienes sobre los que sea 
declarada la extinción de dominio y de sus frutos, serán destinados a los fines que 
establece el artículo 54 de la Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria 
del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Tratándose de productos que no se hayan cobrado en el ejercicio inmediato 
anterior o que no se cobren de manera regular, las dependencias interesadas 
deberán someter para su aprobación a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
el monto de los productos que pretendan cobrar, en un plazo no menor a 10 días 
anteriores a la fecha de su entrada en vigor. 
 
Las dependencias de la Administración Pública Federal deberán informar a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a más tardar en el mes de marzo de 
2014, los conceptos y montos de los ingresos que hayan percibido por productos, 
así como de los enteros efectuados a la Tesorería de la Federación por dichos 
conceptos durante el ejercicio fiscal inmediato anterior. 
 
Las dependencias a que se refiere el párrafo anterior deberán presentar un 
informe a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, durante los primeros 15 días 
del mes de julio de 2014 respecto de los ingresos y su concepto que hayan 
percibido por productos durante el primer semestre del ejercicio fiscal citado, así 
como de los que tengan programado percibir durante el segundo semestre del 
mismo. 
 
Artículo 12. Los ingresos que se recauden por parte de las dependencias de la 
Administración Pública Federal o sus órganos administrativos desconcentrados por 
los diversos conceptos que establece esta Ley deberán concentrarse en la 
Tesorería de la Federación el día hábil siguiente al de su recepción y deberán 
reflejarse, cualquiera que sea su naturaleza, tanto en los registros de la propia 
Tesorería como en la Cuenta de la Hacienda Pública Federal. 



 

 

 

32 

 
También se concentrarán en la Tesorería de la Federación en el plazo señalado en 
el párrafo anterior, los derechos y aprovechamientos, por el uso, goce, 
aprovechamiento o explotación del espectro radioeléctrico y los servicios 
vinculados a éste, así como los aprovechamientos por infracciones a la Ley Federal 
de Competencia Económica. 
 
El incumplimiento en la concentración oportuna a que se refieren los párrafos 
anteriores, generará a las dependencias u órganos públicos la obligación de pagar 
cargas financieras por concepto de indemnización al Fisco Federal, sin exceder sus 
presupuestos autorizados o los del prestador del servicio o el otorgante del uso, 
goce, aprovechamiento o explotación de bienes sujetos al régimen de dominio 
público de la Federación. La tasa anual aplicable a dichas cargas financieras será 
1.5 veces la que resulte de promediar la Tasa Ponderada de Fondeo Bancario dada 
a conocer diariamente por el Banco de México en su página de Internet durante el 
periodo que dure la falta de concentración. En el caso de que por cualquier motivo 
se deje de publicar la mencionada tasa se utilizará la tasa de interés que el Banco 
de México dé a conocer en sustitución de la misma. 
 
El monto de las cargas financieras se determinará dividiendo la tasa anual a que se 
refiere el párrafo anterior entre 360 y multiplicando por el número de días 
transcurridos desde la fecha en que debió realizarse la concentración y hasta el día 
en que la misma se efectúe. El resultado obtenido se multiplicará por el importe no 
concentrado oportunamente. 
 
No será aplicable la carga financiera a que se refiere este artículo cuando se 
acredite ante la Tesorería de la Federación la imposibilidad práctica del 
cumplimiento oportuno de la concentración, siempre que cuenten con la validación 
respectiva del órgano interno de control en la dependencia u órgano de que se 
trate. 
 
Las entidades de control directo, los poderes Legislativo y Judicial y los órganos 
autónomos por disposición constitucional, sólo registrarán los ingresos que 
obtengan por cualquier concepto en el rubro correspondiente de esta Ley, salvo 
por lo dispuesto en el segundo párrafo de este artículo, y deberán conservar a 
disposición de los órganos revisores de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal, 
la documentación comprobatoria de dichos ingresos. 
 
Para los efectos del registro de los ingresos a que se refiere el párrafo anterior, se 
deberá presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la documentación 
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comprobatoria de la obtención de dichos ingresos, o bien, de los informes avalados 
por el órgano interno de control o de la comisión respectiva del órgano de 
gobierno, según sea el caso, especificando los importes del impuesto al valor 
agregado que hayan trasladado por los actos o las actividades que dieron lugar a 
la obtención de los ingresos. 
 
Las entidades de control indirecto deberán informar a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público sobre sus ingresos, a efecto de que se esté en posibilidad de 
elaborar los informes trimestrales que establece la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y se reflejen dentro de la Cuenta de la Hacienda 
Pública Federal. 
 
No se concentrarán en la Tesorería de la Federación los ingresos provenientes de 
las aportaciones de seguridad social destinadas al Instituto Mexicano del Seguro 
Social, al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
y al Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, los que 
podrán ser recaudados por las oficinas de los propios institutos o por las 
instituciones de crédito que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
debiendo cumplirse con los requisitos contables establecidos y reflejarse en la 
Cuenta de la Hacienda Pública Federal. 
 
No se concentrarán en la Tesorería de la Federación los ingresos provenientes de 
las aportaciones y de los abonos retenidos a trabajadores por patrones para el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 
 
Los ingresos que obtengan las instituciones educativas, planteles y centros de 
investigación de las dependencias que prestan servicios de educación media 
superior, superior, de postgrado, de investigación y de formación para el trabajo 
del sector público, por la prestación de servicios, venta de bienes derivados de sus 
actividades sustantivas o por cualquier otra vía, incluidos los que generen sus 
escuelas, centros y unidades de enseñanza y de investigación, formarán parte de 
su patrimonio, en su caso, serán administrados por las propias instituciones y se 
destinarán para sus finalidades y programas institucionales, de acuerdo con las 
disposiciones presupuestarias aplicables, sin perjuicio de lo dispuesto en el primer 
párrafo de este artículo. 
 
Para el ejercicio oportuno de los recursos a que se refiere el párrafo anterior, la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá establecer un fondo revolvente que 
garantice su entrega y aplicación en un plazo máximo de 10 días hábiles, contado 
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a partir de que dichos ingresos hayan sido concentrados en la Tesorería de la 
Federación. 
 
Las instituciones educativas, los planteles y centros de investigación de las 
dependencias que prestan servicios de educación media superior, superior, de 
postgrado, de investigación y de formación para el trabajo del sector público, 
deberán informar semestralmente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público el 
origen y aplicación de sus ingresos. 
 
Los ingresos que provengan de proyectos de comercialización de certificados de 
reducción de gases de efecto invernadero, como dióxido de carbono y metano, se 
destinarán a las entidades de control directo que los generen, para la realización 
del proyecto que los generó o proyectos de la misma naturaleza. 
 
Las contribuciones, productos o aprovechamientos a los que las leyes de carácter 
no fiscal otorguen una naturaleza distinta a la establecida en las leyes fiscales, 
tendrán la naturaleza establecida en las leyes fiscales. Se derogan las disposiciones 
que se opongan a lo previsto en este artículo, en su parte conducente. 
 
Los ingresos que obtengan las dependencias y entidades que integran la 
Administración Pública Federal, a los que las leyes de carácter no fiscal otorguen 
una naturaleza distinta a los conceptos previstos en el artículo 1o. de esta Ley, se 
considerarán comprendidos en la fracción que les corresponda conforme al citado 
artículo. 
 
Lo señalado en el presente artículo se establece sin perjuicio de la obligación de 
concentrar los recursos públicos al final del ejercicio en la Tesorería de la 
Federación, en los términos del artículo 54, párrafo tercero, de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 
 
Los recursos públicos remanentes a la extinción o terminación de la vigencia de un 
fideicomiso, mandato o contrato análogo deberán ser concentrados en la Tesorería 
de la Federación bajo la naturaleza de productos o aprovechamientos, según su 
origen, y se podrán destinar a la dependencia que aportó los recursos o a la 
dependencia o entidad que concuerden con los fines u objeto para los cuales se 
creó el fideicomiso, mandato o contrato análogo, salvo aquéllos para los que esté 
previsto un destino distinto en el instrumento correspondiente. Asimismo, los 
ingresos excedentes provenientes de los aprovechamientos a que se refiere el 
numeral 6.2.01, con excepción del numeral 6.2.01.04 del artículo 1o. de esta Ley, 
por concepto de recuperaciones de capital, se podrán destinar, en los términos de 
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la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a gasto de inversión 
en infraestructura. 
 
Artículo 13. Los ingresos que se recauden por concepto de bienes que pasen a 
ser propiedad del Fisco Federal se enterarán a la Tesorería de la Federación hasta 
el momento en que se cobre la contraprestación pactada por la enajenación de 
dichos bienes. 
 
Tratándose de los gastos de ejecución que reciba el Fisco Federal, éstos se 
enterarán a la Tesorería de la Federación hasta el momento en el que 
efectivamente se cobren, sin clasificarlos en el concepto de la contribución o 
aprovechamiento del cual son accesorios. 
 
Los ingresos que se enteren a la Tesorería de la Federación por concepto de 
bienes que pasen a ser propiedad del Fisco Federal o gastos de ejecución, serán 
los netos que resulten de restar al ingreso percibido las erogaciones efectuadas 
para realizar la enajenación de los bienes o para llevar a cabo el procedimiento 
administrativo de ejecución que dio lugar al cobro de los gastos de ejecución, así 
como las erogaciones a que se refiere el párrafo siguiente. 
 
Los ingresos netos por enajenación de acciones, cesión de derechos, 
negociaciones y desincorporación de entidades paraestatales son los recursos 
efectivamente recibidos por el Gobierno Federal, una vez descontadas las 
erogaciones realizadas tales como comisiones que se paguen a agentes 
financieros, contribuciones, gastos de administración, de mantenimiento y de 
venta, honorarios de comisionados especiales que no sean servidores públicos 
encargados de dichos procesos, así como pagos de las reclamaciones procedentes 
que presenten los adquirentes o terceros, por pasivos ocultos, fiscales o de otra 
índole, activos inexistentes y asuntos en litigio y demás erogaciones análogas a 
todas las mencionadas. Con excepción de lo dispuesto en el séptimo párrafo de 
este artículo para los procesos de desincorporación de entidades paraestatales, los 
ingresos netos a que se refiere este párrafo se concentrarán en la Tesorería de la 
Federación y deberán manifestarse tanto en los registros de la propia Tesorería 
como en la Cuenta de la Hacienda Pública Federal. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable a la enajenación de acciones y 
cesión de derechos cuando impliquen contrataciones de terceros para llevar a cabo 
tales procesos, las cuales deberán sujetarse a lo dispuesto por la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 
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Además de los conceptos señalados en los párrafos tercero y cuarto del presente 
artículo, a los ingresos que se obtengan por la enajenación de bienes, incluyendo 
acciones, por la enajenación y recuperación de activos financieros y por la cesión 
de derechos, todos ellos propiedad del Gobierno Federal, o de cualquier entidad 
transferente en términos de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de 
Bienes del Sector Público, así como por la desincorporación de entidades, se les 
podrá descontar un porcentaje, por concepto de gastos indirectos de operación, 
que no podrá ser mayor del 7 por ciento, a favor del Servicio de Administración y 
Enajenación de Bienes, cuando a éste se le haya encomendado la ejecución de 
dichos procedimientos. Este porcentaje será autorizado por la Junta de Gobierno 
de la citada entidad y se destinará a financiar, junto con los recursos fiscales y 
patrimoniales del organismo, las operaciones de éste. 
 
Los recursos remanentes de los procesos de desincorporación de entidades 
concluidos podrán destinarse para cubrir los gastos y pasivos derivados de los 
procesos de desincorporación de entidades deficitarios, directamente o por 
conducto del Fondo de Desincorporación de Entidades, siempre que se cuente con 
la opinión favorable de la Comisión Intersecretarial de Gasto Público, 
Financiamiento y Desincorporación, sin que sea necesario concentrarlos en la 
Tesorería de la Federación. Estos recursos deberán identificarse por el liquidador, 
fiduciario o responsable del proceso en una subcuenta específica. 
 
Los pasivos a cargo de organismos descentralizados en proceso de 
desincorporación que tengan como acreedor al Gobierno Federal, con excepción de 
aquéllos que tengan el carácter de crédito fiscal, quedarán extinguidos de pleno 
derecho sin necesidad de autorización alguna, y los créditos quedarán cancelados 
de las cuentas públicas.  
 
Los recursos remanentes de los procesos de desincorporación de entidades que se 
encuentren en el Fondo de Desincorporación de Entidades, podrán permanecer 
afectos a éste para hacer frente a los gastos y pasivos de los procesos de 
desincorporación de entidades deficitarios, previa opinión de la Comisión 
Intersecretarial de Gasto Público, Financiamiento y Desincorporación. No se 
considerará enajenación la transmisión de bienes y derechos al Fondo de 
Desincorporación de Entidades que, con la opinión favorable de dicha Comisión, 
efectúen las entidades en proceso de desincorporación, para concluir las 
actividades residuales del proceso respectivo. 
 
Tratándose de los procesos de desincorporación de entidades constituidas o en las 
que participen entidades paraestatales no apoyadas u otras entidades con recursos 
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propios, los recursos remanentes que les correspondan de dichos procesos 
ingresarán a sus respectivas tesorerías para hacer frente a sus gastos. 
 
Los ingresos obtenidos por la venta de bienes asegurados cuya administración y 
destino hayan sido encomendados al Servicio de Administración y Enajenación de 
Bienes, en términos de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de 
Bienes del Sector Público, deberán conservarse en cuentas de orden, hasta en 
tanto se defina el estatus jurídico de dichos bienes. Una vez que se determine el 
estatus jurídico, se podrán aplicar a los ingresos los descuentos aludidos en el 
presente artículo, previo al entero a la Tesorería de la Federación o a la entrega a 
la dependencia o entidad que tenga derecho a recibirlos. 
 
Los ingresos provenientes de la enajenación de bienes decomisados y de sus 
frutos, a que se refiere la fracción I del artículo 1o. de la Ley Federal para la 
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, se destinarán a la 
compensación a que se refieren los artículos 66, 67 y 69 de la Ley General de 
Víctimas y una vez que sea cubierta la misma, ésta no proceda o no sea instruida, 
los recursos restantes o su totalidad se entregarán en partes iguales, al Poder 
Judicial de la Federación, a la Procuraduría General de la República y a la Secretaría 
de Salud, con excepción de lo dispuesto en el párrafo décimo sexto del artículo 1o. 
de la presente Ley. 
 
Los ingresos que la Federación obtenga en términos del artículo 71 de la Ley 
General de Víctimas, serán integrados al patrimonio del Fondo de Ayuda, 
Asistencia y Reparación Integral previsto en la Ley citada. 
 
Artículo 14. Se aplicará lo establecido en esta Ley a los ingresos que por 
cualquier concepto reciban las entidades de la Administración Pública Federal 
paraestatal que estén sujetas a control en los términos de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de su Reglamento y del Presupuesto 
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014, entre las que se 
comprende de manera enunciativa a las siguientes: 
 
I. Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios. 
 
II.  Comisión Federal de Electricidad. 
 
III. Instituto Mexicano del Seguro Social. 
 
IV.  Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 
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Las entidades a que se refiere este artículo deberán estar inscritas en el Registro 
Federal de Contribuyentes y llevar contabilidad en los términos de las disposiciones 
fiscales, así como presentar las declaraciones informativas que correspondan en 
los términos de dichas disposiciones. 
 
En el caso de que la Comisión Federal de Electricidad otorgue el uso temporal y 
accesorio de los hilos de fibra óptica oscura de su propiedad a un tercero con el fin 
de que éste opere una red pública de telecomunicaciones o explote de cualquier 
otra manera dichos bienes, deberá hacerlo mediante licitación pública y tomar 
como criterios de valuación para determinar la contraprestación mínima aplicable 
por el otorgamiento del uso, aprovechamiento y explotación de los hilos de fibra 
óptica oscura, la recuperación del costo de la inversión a valor de reposición a 
nuevo, más un rendimiento, que se determine considerando referencias 
internacionales, así como tomar en cuenta, al menos, dos propuestas de distintos 
valuadores para fijar dicha contraprestación. 
 
Artículo 15. Cuando con anterioridad al 1 de enero de 2014, una persona hubiere 
incurrido en infracción a las disposiciones aduaneras en los casos a que se refiere 
el artículo 152 de la Ley Aduanera y a la fecha de entrada en vigor de esta Ley no 
le haya sido impuesta la sanción correspondiente, dicha sanción no le será 
determinada si, por las circunstancias del infractor o de la comisión de la 
infracción, el crédito fiscal aplicable no excede a 3,500 unidades de inversión o su 
equivalente en moneda nacional al 1 de enero de 2014. 
 
Durante el ejercicio fiscal de 2014, los contribuyentes a los que se les impongan 
multas por infracciones derivadas del incumplimiento de obligaciones fiscales 
federales distintas a las obligaciones de pago, entre otras, las relacionadas con el 
Registro Federal de Contribuyentes, con la presentación de declaraciones, 
solicitudes o avisos y con la obligación de llevar contabilidad, así como aquéllos a 
los que se les impongan multas por no efectuar los pagos provisionales de una 
contribución, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 81, fracción IV del 
Código Fiscal de la Federación, con excepción de las impuestas por declarar 
pérdidas fiscales en exceso y las contempladas en el artículo 85, fracción I del 
citado Código, independientemente del ejercicio por el que corrijan su situación 
derivado del ejercicio de facultades de comprobación, pagarán el 50 por ciento de 
la multa que les corresponda si llevan a cabo dicho pago después de que las 
autoridades fiscales inicien el ejercicio de sus facultades de comprobación y hasta 
antes de que se le levante el acta final de la visita domiciliaria o se notifique el 
oficio de observaciones a que se refiere la fracción VI del artículo 48 del Código 
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Fiscal de la Federación, siempre y cuando, además de dicha multa, se paguen las 
contribuciones omitidas y sus accesorios, cuando sea procedente. 
 
Para los efectos del párrafo que antecede, cuando los contribuyentes corrijan su 
situación fiscal y paguen las contribuciones omitidas junto con sus accesorios, en 
su caso, después de que se levante el acta final de la visita domiciliaria o se 
notifique el oficio de observaciones a que se refiere dicho párrafo, pero antes de 
que se notifique la resolución que determine el monto de las contribuciones 
omitidas, los contribuyentes pagarán el 60 por ciento de la multa que les 
corresponda siempre que se cumplan los demás requisitos exigidos en el párrafo 
anterior. 
 
Artículo 16. Durante el ejercicio fiscal de 2014, se estará a lo siguiente: 
 
A. En materia de estímulos fiscales: 
 

I. Se otorga un estímulo fiscal a las personas que realicen actividades 
empresariales, excepto minería, y que para determinar su utilidad puedan 
deducir el diesel que adquieran para su consumo final, siempre que se 
utilice exclusivamente como combustible en maquinaria en general, 
excepto vehículos, consistente en permitir el acreditamiento del impuesto 
especial sobre producción y servicios a que se refiere el artículo 2o.-A, 
fracción I de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios 
que Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios hayan causado 
por la enajenación de dicho combustible. 

 
El estímulo a que se refiere el párrafo anterior también será aplicable a 
los vehículos marinos siempre que se cumplan los requisitos que 
mediante reglas de carácter general establezca el Servicio de 
Administración Tributaria. 
 

II. Para los efectos de lo dispuesto en la fracción anterior, los contribuyentes 
estarán a lo siguiente: 

 
1. Podrán acreditar únicamente el impuesto especial sobre producción y 

servicios que Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios 
hayan causado por la enajenación del diesel en términos del artículo 
2o.-A, fracción I de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios. 
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Para los efectos del párrafo anterior, el monto que se podrá acreditar 
será el que resulte de aplicar el artículo 2o.-A, fracción I de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, y que se señale en 
forma expresa y por separado en el comprobante correspondiente. 
 
En los casos en que el diesel se adquiera de agencias o distribuidores 
autorizados, el impuesto que podrán acreditar será el que resulte de 
aplicar el artículo 2o.-A, fracción I de la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios, y que se señale en forma expresa y por 
separado en el comprobante que les expidan dichas agencias o 
distribuidores y que deberá ser igual al que Petróleos Mexicanos y sus 
organismos subsidiarios hayan causado por la enajenación a dichas 
agencias o distribuidores del diesel, en la parte que corresponda al 
combustible que las mencionadas agencias o distribuidores les hayan 
enajenado. En ningún caso procederá la devolución de las cantidades 
a que se refiere este numeral. 
 

2. Las personas que utilicen el diesel en las actividades agropecuarias o 
silvícolas, podrán acreditar un monto equivalente a la cantidad que 
resulte de multiplicar el precio de adquisición del diesel en las 
estaciones de servicio y que conste en el comprobante 
correspondiente, incluido el impuesto al valor agregado, por el factor 
de 0.355, en lugar de aplicar lo dispuesto en el numeral anterior. 
Para la determinación del estímulo en los términos de este párrafo, 
no se considerará el impuesto correspondiente a la fracción II del 
artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 
Servicios, incluido dentro del precio señalado. 

 
Lo dispuesto en este numeral no será aplicable cuando la tasa para la 
enajenación de diesel, de acuerdo con el procedimiento que 
establece la fracción I del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios, resulte negativa o igual a cero. 
 
Tratándose de la enajenación de diesel que se utilice para consumo 
final, Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios o sus 
agencias o distribuidores autorizados, deberán desglosar 
expresamente y por separado en el comprobante correspondiente el 
impuesto especial sobre producción y servicios que en los términos 
del artículo 2o.-A, fracción I de la Ley del Impuesto Especial sobre 



 

 

 

41 

Producción y Servicios, Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios hubieran causado por la enajenación de que se trate. 
 
El acreditamiento a que se refiere la fracción anterior podrá 
efectuarse contra el impuesto sobre la renta que tenga el 
contribuyente a su cargo correspondiente al mismo ejercicio en que 
se determine el estímulo o contra las retenciones efectuadas en el 
mismo ejercicio a terceros por dicho impuesto. 
 

III.  Las personas que adquieran diesel para su consumo final en las 
actividades agropecuarias o silvícolas a que se refiere la fracción I del 
presente artículo podrán solicitar la devolución del monto del impuesto 
especial sobre producción y servicios que tuvieran derecho a acreditar en 
los términos de la fracción II que antecede, en lugar de efectuar el 
acreditamiento a que la misma se refiere, siempre que cumplan con lo 
dispuesto en esta fracción. 

 
Las personas a que se refiere el párrafo anterior que podrán solicitar la 
devolución serán únicamente aquéllas cuyos ingresos en el ejercicio 
inmediato anterior no hayan excedido de veinte veces el salario mínimo 
general correspondiente al área geográfica del contribuyente elevado al 
año. En ningún caso el monto de la devolución podrá ser superior a 
747.69 pesos mensuales por cada persona física, salvo que se trate de 
personas físicas que cumplan con sus obligaciones fiscales en los 
términos de las Secciones I o II del Capítulo II del Título IV de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, en cuyo caso podrán solicitar la devolución de 
hasta 1,495.39 pesos mensuales. 
 
El Servicio de Administración Tributaria emitirá las reglas necesarias para 
simplificar la obtención de la devolución a que se refiere el párrafo 
anterior. 
 
Las personas morales que podrán solicitar la devolución a que se refiere 
esta fracción serán aquéllas cuyos ingresos en el ejercicio inmediato 
anterior no hayan excedido de veinte veces el salario mínimo general 
correspondiente al área geográfica del contribuyente elevado al año, por 
cada uno de los socios o asociados, sin exceder de doscientas veces 
dicho salario mínimo. El monto de la devolución no podrá ser superior a 
747.69 pesos mensuales, por cada uno de los socios o asociados, sin que 
exceda en su totalidad de 7,884.96 pesos mensuales, salvo que se trate 
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de personas morales que cumplan con sus obligaciones fiscales en los 
términos del Capítulo VIII del Título II de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, en cuyo caso podrán solicitar la devolución de hasta 1,495.39 
pesos mensuales, por cada uno de los socios o asociados, sin que en este 
último caso exceda en su totalidad de 14,947.81 pesos mensuales. 
 
La devolución correspondiente deberá ser solicitada trimestralmente en 
los meses de abril, julio y octubre de 2014 y enero de 2015. 
 
Las personas a que se refiere el primer párrafo de esta fracción deberán 
llevar un registro de control de consumo de diesel, en el que asienten 
mensualmente la totalidad del diesel que utilicen para sus actividades 
agropecuarias o silvícolas en los términos de la fracción I de este artículo, 
en el que se deberá distinguir entre el diesel que se hubiera destinado 
para los fines a que se refiere dicha fracción, del diesel utilizado para 
otros fines. Este registro deberá estar a disposición de las autoridades 
fiscales por el plazo a que se esté obligado a conservar la contabilidad en 
los términos de las disposiciones fiscales. 
 
La devolución a que se refiere esta fracción se deberá solicitar al Servicio 
de Administración Tributaria acompañando la documentación prevista en 
la presente fracción, así como aquélla que dicho órgano desconcentrado 
determine mediante reglas de carácter general. 
 
El derecho para la devolución del impuesto especial sobre producción y 
servicios tendrá una vigencia de un año contado a partir de la fecha en 
que se hubiere efectuado la adquisición del diesel cumpliendo con los 
requisitos señalados en esta fracción, en el entendido de que quien no 
solicite oportunamente su devolución, perderá el derecho de realizarlo 
con posterioridad a dicho año. 
 
Los derechos previstos en esta fracción y en la fracción II de este artículo 
no serán aplicables a los contribuyentes que utilicen el diesel en bienes 
destinados al autotransporte de personas o efectos a través de carreteras 
o caminos. 
 
Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable cuando la tasa para la 
enajenación de diesel, de acuerdo con el procedimiento que establece la 
fracción I del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto Especial sobre 
Producción y Servicios, resulte negativa o igual a cero. 
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IV. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes que adquieran diesel 

para su consumo final y que sea para uso automotriz en vehículos que se 
destinen exclusivamente al transporte público y privado, de personas o 
de carga, consistente en permitir el acreditamiento del impuesto especial 
sobre producción y servicios a que se refiere el artículo 2o.-A, fracción I 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, que 
Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios hayan causado por la 
enajenación de este combustible. 

 
Tratándose de la enajenación de diesel que se utilice para consumo final, 
Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios o sus agencias o 
distribuidores autorizados deberán desglosar expresamente y por 
separado en el comprobante correspondiente el impuesto especial sobre 
producción y servicios que Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios hubieran causado por la enajenación de que se trate en los 
términos del artículo 2o.-A, fracción I de la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios. El comprobante que se expida deberá 
reunir los requisitos que mediante reglas de carácter general establezca 
el Servicio de Administración Tributaria. 
 
El acreditamiento a que se refiere esta fracción únicamente podrá 
efectuarse contra el impuesto sobre la renta que tenga el contribuyente a 
su cargo o en su carácter de retenedor correspondiente al mismo 
ejercicio en que se determine el estímulo, que se deba enterar, incluso en 
los pagos provisionales del mes en que se adquiera el diesel, utilizando la 
forma oficial que mediante reglas de carácter general dé a conocer el 
Servicio de Administración Tributaria. 
 
En ningún caso este beneficio podrá ser utilizado por los contribuyentes 
que presten preponderantemente sus servicios a otra persona moral 
residente en el país o en el extranjero, que se considere parte 
relacionada, de acuerdo al artículo 179 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta. 
 
Los beneficiarios del estímulo previsto en esta fracción deberán llevar los 
controles y registros que mediante reglas de carácter general establezca 
el Servicio de Administración Tributaria. 
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V. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes que se dediquen 
exclusivamente al transporte terrestre público y privado, de carga o 
pasaje que utilizan la Red Nacional de Autopistas de Cuota, consistente 
en permitir un acreditamiento de los gastos realizados en el pago de los 
servicios por el uso de la infraestructura carretera de cuota hasta en un 
50 por ciento del gasto total erogado por este concepto. 
 
Los contribuyentes considerarán como ingresos acumulables para los 
efectos del impuesto sobre la renta el estímulo a que hace referencia esta 
fracción en el momento en que efectivamente lo acrediten. 
 
El acreditamiento a que se refiere esta fracción únicamente podrá 
efectuarse contra el impuesto sobre la renta que tenga el contribuyente a 
su cargo correspondiente al mismo ejercicio en que se determine el 
estímulo, que se deba enterar, incluso en los pagos provisionales del 
ejercicio en que se realicen los gastos, utilizando la forma oficial que 
mediante reglas de carácter general dé a conocer el Servicio de 
Administración Tributaria. En el entendido de que quien no lo acredite 
contra los pagos provisionales o en la declaración del ejercicio que 
corresponda, perderá el derecho de realizarlo con posterioridad a dicho 
ejercicio. 
 
Se faculta al Servicio de Administración Tributaria para emitir las reglas 
de carácter general que determinen los porcentajes máximos de 
acreditamiento por tramo carretero y demás disposiciones que considere 
necesarias para la correcta aplicación del beneficio contenido en esta 
fracción. 
 

VI. Se otorga un estímulo fiscal a los adquirentes que utilicen los 
combustibles fósiles a que se refiere el artículo 2o., fracción I, inciso H) 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, en sus 
procesos productivos para la elaboración de otros bienes y que en su 
proceso productivo no se destinen a la combustión. 

 
El estímulo fiscal señalado en esta fracción será igual al monto que 
resulte de multiplicar la cuota del impuesto especial sobre producción y 
servicios que corresponda, por la cantidad del combustible consumido en 
un mes, que no se haya sometido a un proceso de combustión.  
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El monto que resulte conforme a lo señalado en el párrafo anterior 
únicamente podrá ser acreditado contra el impuesto sobre la renta que 
tenga el contribuyente a su cargo en el entendido de que quien no lo 
acredite contra los pagos provisionales o en la declaración del ejercicio 
que corresponda, perderá el derecho de realizarlo con posterioridad a 
dicho ejercicio. Para el caso de Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios, el monto señalado sólo podrá ser acreditable contra el 
impuesto a los rendimientos petroleros a su cargo. 

 
Se faculta al Servicio de Administración Tributaria para emitir reglas de 
carácter general que determinen los porcentajes máximos de utilización 
del combustible no sujeto a un proceso de combustión por tipos de 
industria, así como las demás disposiciones que considere necesarias 
para la correcta aplicación de este estímulo fiscal. 
 

VII. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes titulares de concesiones 
y asignaciones mineras cuyos ingresos brutos totales anuales por venta o 
enajenación de minerales y sustancias a que se refiere la Ley Minera, 
sean menores a 50 millones de pesos, consistente en permitir el 
acreditamiento del derecho especial sobre minería a que se refiere el 
artículo 268 de la Ley Federal de Derechos que hayan pagado en el 
ejercicio de que se trate. 

 
El acreditamiento a que se refiere esta fracción, únicamente podrá 
efectuarse contra el impuesto sobre la renta que tengan los 
concesionarios o asignatarios mineros a su cargo, correspondiente al 
mismo ejercicio en que se haya determinado el estímulo. 

 
El Servicio de Administración Tributaria podrá expedir las disposiciones de 
carácter general necesarias para la correcta y debida aplicación de esta 
fracción. 

 
Los beneficiarios de los estímulos fiscales previstos en las fracciones I, IV, V, VI y 
VII de este apartado quedarán obligados a proporcionar la información que les 
requieran las autoridades fiscales dentro del plazo que para tal efecto señalen. 
 
Los beneficios que se otorgan en las fracciones I, II y III del presente apartado no 
podrán ser acumulables con ningún otro estímulo fiscal establecido en esta Ley. 
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Los estímulos establecidos en las fracciones IV y V de este apartado podrán ser 
acumulables entre sí, pero no con los demás estímulos establecidos en la presente 
Ley 
 
Los estímulos fiscales que se otorgan en el presente apartado están condicionados 
a que los beneficiarios de los mismos cumplan con los requisitos que para cada 
uno de ellos se establece en la presente Ley. 

 
B. En materia de exenciones: 
 

I. Se exime del pago del impuesto sobre automóviles nuevos que se cause 
a cargo de las personas físicas o morales que enajenen al público en 
general o que importen definitivamente en los términos de la Ley 
Aduanera, automóviles cuya propulsión sea a través de baterías eléctricas 
recargables, así como de aquéllos eléctricos que además cuenten con 
motor de combustión interna o con motor accionado por hidrógeno. 
 

II. Se exime del pago del derecho de trámite aduanero que se cause por la 
importación de gas natural, en los términos del artículo 49 de la Ley 
Federal de Derechos. 

 
Se faculta al Servicio de Administración Tributaria para emitir las reglas generales 
que sean necesarias para la aplicación del contenido previsto en este artículo. 
 
Artículo 17. Se derogan las disposiciones que contengan exenciones, totales o 
parciales, o consideren a personas como no sujetos de contribuciones federales, 
otorguen tratamientos preferenciales o diferenciales en materia de ingresos y 
contribuciones federales, distintos de los establecidos en la presente Ley, en el 
Código Fiscal de la Federación, ordenamientos legales referentes a organismos 
descentralizados federales que prestan los servicios de seguridad social, decretos 
presidenciales, tratados internacionales y las leyes que establecen dichas 
contribuciones, así como los reglamentos de las mismas. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior también será aplicable cuando las disposiciones 
que contengan exenciones, totales o parciales, o consideren a personas como no 
sujetos de contribuciones federales, otorguen tratamientos preferenciales o 
diferenciales en materia de ingresos y contribuciones federales, se encuentren 
contenidas en normas jurídicas que tengan por objeto la creación o las bases de 
organización o funcionamiento de los entes públicos o empresas de participación 
estatal, cualquiera que sea su naturaleza. 
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Se derogan las disposiciones que establezcan que los ingresos que obtengan las 
dependencias u órganos por concepto de derechos, productos o 
aprovechamientos, tienen un destino específico, distintas de las contenidas en el 
Código Fiscal de la Federación, en la presente Ley y en las demás leyes fiscales. 
 
Se derogan las disposiciones contenidas en leyes de carácter no fiscal que 
establezcan que los ingresos que obtengan las dependencias u órganos, 
incluyendo a sus órganos administrativos desconcentrados, o entidades, por 
concepto de derechos, productos o aprovechamientos, e ingresos de cualquier otra 
naturaleza, serán considerados como ingresos excedentes en el ejercicio fiscal en 
que se generen. 
 
Artículo 18. Los ingresos acumulados que obtengan en exceso a los previstos en 
el calendario que publique la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de los 
ingresos contemplados en el artículo 1o. de esta Ley, los poderes Legislativo y 
Judicial de la Federación, los tribunales administrativos, los órganos autónomos 
por disposición constitucional, las dependencias del Ejecutivo Federal y sus 
órganos administrativos desconcentrados, así como las entidades, se deberán 
aplicar en los términos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria y su Reglamento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12 de esta 
Ley. 
 
Para determinar los ingresos excedentes de la unidad generadora de las 
dependencias a que se refiere el primer párrafo de este artículo, se considerará la 
diferencia positiva que resulte de disminuir los ingresos acumulados estimados de 
la dependencia en la Ley de Ingresos de la Federación, a los enteros acumulados 
efectuados por dicha dependencia a la Tesorería de la Federación, en el periodo 
que corresponda. 
 
Se entiende por unidad generadora de los ingresos de la dependencia, cada uno 
de los establecimientos de la misma en los que se otorga o proporciona, de 
manera autónoma e integral, el uso, goce, aprovechamiento o explotación de 
bienes o el servicio por el cual se cobra el aprovechamiento o producto, según sea 
el caso. 
 
Se faculta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que, en términos de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento, 
emita dictámenes y reciba notificaciones, de ingresos excedentes que generen las 
dependencias, sus órganos administrativos desconcentrados y entidades. 
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Artículo 19. Los ingresos excedentes a que se refiere el artículo anterior, se 
clasifican de la siguiente manera: 
 
I. Ingresos inherentes a las funciones de la dependencia o entidad, los cuales 

se generan en exceso a los contenidos en el calendario de los ingresos a que 
se refiere esta Ley o, en su caso, a los previstos en los presupuestos de las 
entidades, por actividades relacionadas directamente con las funciones 
recurrentes de la institución. 

 
II. Ingresos no inherentes a las funciones de la dependencia o entidad, los 

cuales se obtienen en exceso a los contenidos en el calendario de los 
ingresos a que se refiere esta Ley o, en su caso, a los previstos en los 
presupuestos de las entidades, por actividades que no guardan relación 
directa con las funciones recurrentes de la institución. 

 
III. Ingresos de carácter excepcional, los cuales se obtienen en exceso a los 

contenidos en el calendario de los ingresos a que se refiere esta Ley o, en su 
caso, a los previstos en los presupuestos de las entidades, por actividades de 
carácter excepcional que no guardan relación directa con las atribuciones de 
la entidad, tales como la recuperación de seguros, los donativos en dinero y 
la enajenación de bienes muebles. 

 
IV. Ingresos de los poderes Legislativo y Judicial de la Federación, así como de 

los tribunales administrativos y de los órganos constitucionales autónomos. 
No se incluyen en esta fracción los aprovechamientos por infracciones a la 
Ley Federal de Competencia Económica ni aquéllos por concepto de derechos 
y aprovechamientos por el uso, goce, aprovechamiento o explotación del 
espectro radioeléctrico y los servicios vinculados a éste, los cuales se sujetan 
a lo dispuesto en el artículo 12, segundo párrafo, de esta Ley. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público tendrá la facultad de fijar o modificar 
en una lista la clasificación de los ingresos a que se refieren las fracciones I, II y 
III de este artículo. Dicha lista se dará a conocer a las dependencias y entidades a 
más tardar el último día hábil de enero de 2014 y durante dicho ejercicio fiscal, 
conforme se modifiquen. 
 
Artículo 20. Quedan sin efecto las exenciones relativas a los gravámenes a bienes 
inmuebles previstas en leyes federales a favor de organismos descentralizados 
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sobre contribuciones locales, salvo en lo que se refiere a bienes propiedad de 
dichos organismos que se consideren del dominio público de la Federación. 
 
Artículo 21. Durante el ejercicio fiscal de 2014 la tasa de retención anual a que 
se refieren los artículos 54 y 135 de la Ley del Impuesto sobre la Renta será del 
0.60 por ciento. 
 

Capítulo IV 
De la Información, la Transparencia, la Evaluación de la Eficiencia 

Recaudatoria, la Fiscalización y el Endeudamiento 
 

Artículo 22. Con el propósito de coadyuvar a conocer los efectos de la política 
fiscal en el ingreso de los distintos grupos de la población, la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público deberá realizar un estudio de ingreso-gasto con base 
en la información estadística disponible que muestre por decil de ingreso de las 
familias su contribución en los distintos impuestos y derechos que aporte, así como 
los bienes y servicios públicos que reciben con recursos federales, estatales y 
municipales. 
 
La realización del estudio referido en el párrafo anterior será responsabilidad de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y deberá ser entregado a las comisiones 
de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de 
Diputados y publicado en la página de Internet de dicha Secretaría, a más tardar el 
15 de marzo de 2014. 
 
Artículo 23. Los estímulos fiscales y las facilidades administrativas que prevea la 
Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2015 se 
otorgarán con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, 
temporalidad definida y progresividad. 
 
Para el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los 
objetivos pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de 
gasto. Los costos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los 
estímulos fiscales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales. 
 
Artículo 24. Los datos generales que a continuación se citan, de las personas 
morales y de las personas físicas que realicen actividades empresariales o 
profesionales de conformidad con lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, que el Servicio de Administración Tributaria obtenga con motivo del 
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ejercicio de sus atribuciones, deberán ser comunicados al Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía para fines estadísticos: 
 
I. Nombre, denominación o razón social. 
 
II. Domicilio o domicilios donde se lleven a cabo actividades empresariales o 

profesionales. 
 
III. Actividad preponderante y la clave que se utilice para su identificación. 

 
La información obtenida conforme a este artículo y comunicada al Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía, no se considerará comprendida dentro de las 
prohibiciones y restricciones que establece el Código Fiscal de la Federación, pero 
le serán aplicables las disposiciones que sobre confidencialidad de la información 
determine el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, en términos de la Ley 
del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica y de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 
 
La información estadística que se obtenga con los datos a que se refiere el 
presente artículo podrá ser objeto de difusión pública. 
 
Artículo 25. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá publicar en su 
página de Internet y entregar a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de 
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, así como al Centro de 
Estudios de las Finanzas Públicas de dicho órgano legislativo y a la Comisión de 
Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Senadores a más tardar el 30 de junio 
de 2014, el Presupuesto de Gastos Fiscales. 
 
El Presupuesto de Gastos Fiscales comprenderá los montos que deja de recaudar 
el erario federal por conceptos de tasas diferenciadas en los distintos impuestos, 
exenciones, subsidios y créditos fiscales, condonaciones, facilidades 
administrativas, estímulos fiscales, deducciones autorizadas, tratamientos y 
regímenes especiales establecidos en las distintas leyes que en materia tributaria 
aplican a nivel federal. 
 
El presupuesto a que se refiere el párrafo anterior deberá contener los montos 
referidos estimados para el ejercicio fiscal de 2015 en los siguientes términos: 
 
I. El monto estimado de los recursos que dejará de percibir en el ejercicio el 

Erario Federal. 
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II. La metodología utilizada para realizar la estimación. 
 
III. La referencia o sustento jurídico que respalde la inclusión de cada concepto o 

partida. 
 
IV. Los sectores o actividades beneficiados específicamente de cada concepto, en 

su caso. 
 
V. Los beneficios sociales y económicos asociados a cada uno de los gastos 

fiscales. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá publicar en su página de 
Internet y entregar, a más tardar el 30 de septiembre de 2014, a las instancias a 
que se refiere el primer párrafo de este artículo un reporte de las personas morales 
y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles para los efectos del 
impuesto sobre la renta, en el que se deberá señalar, para cada una, los montos 
de los donativos obtenidos en efectivo y en especie, así como los recibidos del 
extranjero y las entidades federativas en las que se ubiquen las mismas, 
clasificándolas por tipo de donataria de conformidad con los conceptos contenidos 
en los artículos 79, 82, 83 y 84 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y 31, 
segundo párrafo y 114 de su Reglamento. Para la generación de este reporte, la 
información se obtendrá de la que las donatarias autorizadas estén obligadas a 
presentar en la declaración informativa de las personas morales con fines no 
lucrativos a la que se refiere el penúltimo párrafo del artículo 86 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, correspondiente al ejercicio fiscal de 2013. 
 
La información a que se refiere el párrafo anterior no se considerará comprendida 
dentro de las prohibiciones y restricciones que establecen los artículos 69 del 
Código Fiscal de la Federación y 2, fracción VII de la Ley Federal de los Derechos 
del Contribuyente. 
 
Artículo 26. Con el propósito de transparentar el monto y la composición de los 
pasivos financieros del Gobierno Federal, la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público deberá publicar en su página de Internet y hacer llegar a las comisiones de 
Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de 
Diputados, a más tardar el 30 de abril de 2014, un documento que explique cómo 
se computan los balances fiscales y los requerimientos financieros del sector 
público, junto con la metodología respectiva, en el que se incluyan de manera 
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integral todas las obligaciones financieras del Gobierno Federal, así como los 
pasivos públicos, pasivos contingentes y pasivos laborales. 
 
Artículo 27. En el ejercicio fiscal de 2014, toda iniciativa en materia fiscal, 
incluyendo aquéllas que se presenten para cubrir el Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal 2015, deberá incluir en su exposición de motivos 
el impacto recaudatorio de cada una de las medidas propuestas. Asimismo, en 
cada una de las explicaciones establecidas en dicha exposición de motivos se 
deberá incluir claramente el artículo del ordenamiento de que se trate en el cual se 
llevarían a cabo las reformas. 
 
Toda iniciativa en materia fiscal que envíe el Ejecutivo Federal al Congreso de la 
Unión observará lo siguiente: 
 
I. Que se otorgue certidumbre jurídica a los contribuyentes. 
 
II. Que el pago de las contribuciones sea sencillo y asequible. 
 
III. Que el monto a recaudar sea mayor que el costo de su recaudación y 

fiscalización. 
 
IV. Que las contribuciones sean estables para las finanzas públicas. 
 
Los aspectos anteriores deberán incluirse en la exposición de motivos de la 
iniciativa de que se trate, mismos que deberán ser tomados en cuenta en la 
elaboración de los dictámenes que emitan las comisiones respectivas del Congreso 
de la Unión. La Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal de 2015 incluirá las estimaciones de las contribuciones contempladas en las 
leyes fiscales. 
 
La Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2015 
deberá especificar la memoria de cálculo de cada uno de los rubros de ingresos 
previstos en la misma, así como las proyecciones de estos ingresos para los 
próximos 5 años. Se deberá entender por memoria de cálculo los procedimientos 
descritos en forma detallada de cómo se realizaron los cálculos, con el fin de que 
puedan ser revisados por la Cámara de Diputados. 
 
 

Transitorios de la Ley de Ingresos de la Federación  
para el Ejercicio Fiscal de 2014 
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Primero. La presente Ley entrará en vigor el 1 de enero de 2014. 
 
Segundo. Se aprueban las modificaciones a la Tarifa de los Impuestos Generales 
de Importación y de Exportación efectuadas por el Ejecutivo Federal a las que se 
refiere el informe que, en cumplimiento de lo dispuesto en el segundo párrafo del 
artículo 131 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha 
rendido el propio Ejecutivo Federal al Congreso de la Unión en el año 2013. 
 
Tercero. Para los efectos de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal de 2014, cuando de conformidad con la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal se modifique la denominación de alguna dependencia o las 
existentes desaparezcan, se entenderá que los ingresos estimados para éstas en la 
presente Ley corresponderán a las dependencias cuyas denominaciones hayan 
cambiado o que absorban las facultades de aquéllas que desaparezcan, según 
corresponda. 
 
Cuarto. A partir de 2015, los precios al público que determine la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público para las gasolinas Magna y Premium y el diesel deberán 
ajustarse mensualmente de forma congruente con la inflación esperada de la 
economía. La política de precios establecida en este Transitorio se mantendrá 
siempre que los precios internacionales permanezcan estables o disminuyan, en 
caso contrario, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público revisará al alza los 
incrementos de los precios públicos, de manera consistente con el crecimiento en 
el precio de los combustibles en el mercado internacional. 
 

Quinto.- Se crea el Fondo de Compensación del Régimen de Pequeños 

Contribuyentes y del Régimen de Intermedios, el cual será destinado a aquellas 

entidades federativas que, mediante convenio con el Gobierno Federal en términos 

del artículo 13 de la Ley de Coordinación Fiscal, colaboren en su territorio en la 

administración del Régimen de Incorporación Fiscal, a que se refiere el Título IV, 

Capítulo II, Sección II, de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

El Fondo de Compensación del Régimen de Pequeños Contribuyentes y del 

Régimen de Intermedios se integrará considerando la recaudación correspondiente 

a los regímenes de Pequeños Contribuyentes e Intermedios que, en el ejercicio 

fiscal 2013, las entidades federativas hayan obtenido y reportado en la Cuenta 
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Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados y de acuerdo con la siguiente 

fórmula: 

Donde: 

 es el monto del Fondo de Compensación del Régimen de Pequeños 

Contribuyentes y del Régimen de Intermedios del año t. 

 son los recursos derivados de la recaudación del Régimen de Intermedios 

de las entidades que convengan con la Federación, colaborar en la administración 

del Régimen de Incorporación Fiscal y que hayan reportado en la Cuenta Mensual 

Comprobada de Ingresos Coordinados correspondiente al ejercicio 2013, 

actualizados por la inflación observada entre el ejercicio 2013 y el año inmediato 

anterior al año t. 

 corresponde al valor por año establecido en el siguiente cuadro: 

 

 

 

 es la recaudación del Régimen de Pequeños Contribuyentes por 

concepto de Impuesto Sobre la Renta, de las entidades que convengan con la 

Federación colaborar en la administración del Régimen de Incorporación Fiscal y 

que hayan reportado en la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados 

𝐹𝐶𝑅𝐼𝑡 = 0.77614𝑅𝑅𝐼13,𝑡 + 𝐶𝐼𝑆𝑅𝑡𝑅𝐼𝑆𝑅13,𝑡  

𝐹𝐶𝑅𝐼𝑡  

𝑅𝑅𝐼13,𝑡  

𝐶𝐼𝑆𝑅𝑡  

𝑅𝐼𝑆𝑅13,𝑡  

t CISRt 

2014 100% 

2015 90% 

2016 70% 

2017 50% 

2018 30% 

2019 10% 

2020 en 
adelante 

0% 
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del ejercicio 2013, actualizados por la inflación observada entre el ejercicio 2013 y 

el año inmediato anterior al año t. 

 

La distribución del Fondo de Compensación del Régimen de Pequeños 

Contribuyentes y del Régimen de Intermedios hacia las entidades federativas se 

realizará tomando como base la información de la recaudación reportada por las 

entidades federativas en la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados, 

y conforme a lo siguiente: 

 

 

 

 

Donde: 

 es el monto por concepto de Fondo de Compensación del Régimen de 

Pequeños Contribuyentes y del Régimen de Intermedios de la entidad i en el año t. 

corresponde al valor mínimo entre las variables  y  . 

 son los recursos derivados de la recaudación del Régimen de Intermedios, 

que la entidad i haya reportado en la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos 

Coordinados correspondiente al ejercicio 2013, siempre y cuando la entidad haya 

convenido con la Federación colaborar en la administración del Régimen de 

Incorporación Fiscal. En caso contrario, tendrá un valor de cero para fines de 

cálculo. 

 es la recaudación del Régimen de Pequeños Contribuyentes por 

concepto de Impuesto Sobre la Renta, que la entidad i haya reportado en la 

Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados correspondiente al ejercicio 

2013, actualizados por la inflación observada entre el ejercicio 2013 y el año 

𝐹𝐶𝑅𝐼𝑖,𝑡 = 𝑐𝑖,𝑡0.77614𝑅𝑅𝐼13,𝑡 + 𝐶𝐼𝑆𝑅𝑡𝐶𝑜𝑚𝑝𝑒𝑛𝑠𝑎𝑐𝑖ó𝑛𝑖,𝑡  

𝐶𝑜𝑚𝑝𝑒𝑛𝑠𝑎𝑐𝑖ó𝑛𝑖,𝑡 = min 𝑅𝐼𝑆𝑅𝑖
13,𝑡 , 𝑅𝐼𝑖 𝑡    

𝑐𝑖,𝑡 =
𝑅𝑅𝐼𝑖13

𝑅𝑅𝐼13,14
 

𝐹𝐶𝑅𝐼𝑖,𝑡  

𝐶𝑜𝑚𝑝𝑒𝑛𝑠𝑎𝑐𝑖ó𝑛𝑖,𝑡  𝑅𝐼𝑆𝑅𝑖
13,𝑡  𝑅𝐼𝑖 𝑡  

𝑅𝑅𝐼𝑖13  

𝑅𝐼𝑆𝑅𝑖
13,𝑡  
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inmediato anterior al año t. Lo anterior, siempre y cuando la entidad haya 

convenido con la Federación, colaborar en la administración del Régimen de 

Incorporación Fiscal. En caso contrario, el valor asignado a esta variable será de 

cero, para fines de cálculo. 

 es la recaudación del Régimen de Incorporación Fiscal que la entidad i haya 

reportado en la Cuenta Mensual Comprobada de Ingresos Coordinados 

correspondiente al ejercicio t, sin exenciones acreditadas. 

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

distribuirá los recursos del Fondo a que se refiere este artículo durante los 

primeros 25 días de cada mes de forma provisional. Dicha Secretaría realizará los 

ajustes que correspondan en términos de lo establecido en el artículo 7 de la Ley 

de Coordinación Fiscal. 

 
ARTÍCULO SEGUNDO. Se modifica el primer párrafo del artículo 2o. de la Ley de 
Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, para quedar como 
sigue: 
 
Artículo 2o.  Se autoriza al Ejecutivo Federal; por conducto de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, para contratar y ejercer créditos, empréstitos y otras 
formas del ejercicio del crédito público, incluso mediante la emisión de valores, en 
los términos de la Ley General de Deuda Pública y para el financiamiento del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2013, por un 
monto de endeudamiento neto interno hasta por 485 mil millones de pesos. 
Asimismo, el Ejecutivo Federal y las entidades de control directo podrán contratar 
obligaciones constitutivas de deuda pública interna adicionales a lo autorizado, 
siempre que el endeudamiento neto externo sea menor al establecido en el 
presente artículo o en el presupuesto de las entidades respectivas en un monto 
equivalente al de dichas obligaciones adicionales. El Ejecutivo Federal queda 
autorizado para contratar y ejercer en el exterior créditos, empréstitos y otras 
formas del ejercicio del crédito público, incluso mediante la emisión de valores, 
para el financiamiento del Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2013, así como para canjear o refinanciar obligaciones del sector 
público federal, a efecto de obtener un monto de endeudamiento neto externo de 
7 mil millones de dólares de los Estados Unidos de América, el cual incluye el 
monto de endeudamiento neto externo que se ejercería con organismos 
financieros internacionales. De igual forma, el Ejecutivo Federal y las entidades de 

𝑅𝐼𝑖 𝑡  
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control directo podrán contratar obligaciones constitutivas de deuda pública 
externa adicionales a lo autorizado, siempre que el endeudamiento neto interno 
sea menor al establecido en el presente artículo o en el presupuesto de las 
entidades respectivas, en un monto equivalente al de dichas obligaciones 
adicionales. El cómputo de lo anterior se realizará, en una sola ocasión, el último 
día hábil bancario del ejercicio fiscal de 2013 considerando el tipo de cambio para 
solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la 
República Mexicana que publique el Banco de México en el Diario Oficial de la 
Federación, así como la equivalencia del peso mexicano con otras monedas que dé 
a conocer el propio Banco de México, en todos los casos en la fecha en que se 
hubieren realizado las operaciones correspondientes. 
 
 

Transitorio 
 

Único. El presente Decreto entrará en vigor conforme a lo siguiente: 
 
I. El artículo primero, el 1 de enero de 2014, y 

 
II. El artículo segundo, al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
 

 

 

Dado en la Sala de Comisiones de la Honorable Cámara de Diputados, en México, 

Distrito Federal, a los dieciocho días del mes de octubre de dos mil trece. 
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I 
 

COMISIÓN DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 
 

 

HONORABLE ASAMBLEA 

 

 

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados de la LXII 

Legislatura del Honorable Congreso de la Unión le fueron turnadas las Iniciativas de 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 

del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 

Servicios y del Código Fiscal de la Federación, y de la Ley Federal de Derechos, así 

como la Iniciativa de Decreto por el que se expide la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, remitidas por el Ejecutivo Federal a esta H. Cámara de Diputados, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Esta Comisión Legislativa que suscribe, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 39, 44, 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, 80, 81, 82, 84, 85, 157, 158, 182 y demás aplicables del Reglamento de 

la Cámara de Diputados, se abocó al análisis, discusión y valoración de los proyectos 

de Iniciativas que se mencionan. 

 

Asimismo, conforme a las consideraciones de orden general y específico, como a la 

votación que del sentido de los proyectos de Iniciativas de referencia realizaron los 

integrantes de esta Comisión Legislativa, se somete a la consideración de esta 

Honorable Asamblea, el siguiente: 

 



II 
 

DICTAMEN 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

1. El 8 de septiembre de 2013, el titular del Poder Ejecutivo Federal presentó al 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, las Iniciativas de Decreto por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto 

al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios 

y del Código Fiscal de la Federación. 

 

 

2. El 8 de septiembre de 2013, el titular del Poder Ejecutivo Federal presentó al 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Iniciativa de Decreto por el que se 

reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de 

Derechos. 

 

 

3. El 8 de septiembre de 2013, el titular del Poder Ejecutivo Federal presentó al 

Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción I y 72, apartado H, de la Constitución 



III 
 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Iniciativa de Decreto por el que se 

expide la Ley del Impuesto sobre la Renta 

 

 

4. El 10 de septiembre de 2013, con fundamento en el artículo 23, numeral 1, 

inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, la Mesa Directiva de esta H. Cámara de Diputados turnó, mediante 

oficios DGPL 62-II-4-840, DGLP 62-II-2-718 y DGLP 62-II-3-924, las Iniciativas 

antes señaladas, a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para su estudio 

y dictamen. 

 

 

5. Los CC. Diputados integrantes de esta Comisión Legislativa se reunieron los 

días 25 y 26 de septiembre y 1 y 2 de octubre de 2013, para llevar a cabo 

cuatro foros de audiencias públicas, en atención y siguiendo los acuerdos 

alcanzados por la Junta Directiva de esta Comisión Legislativa, en la reunión 

celebrada el día 18 de septiembre de 2013, con la intención de analizar a 

detalle los distintos decretos enviados por el Ejecutivo Federal en el llamado 

Paquete de Reforma Hacendaria para el Ejercicio Fiscal 2014, contando con la 

presencia del Subsecretario de Ingresos, el Jefe de la Oficina de Coordinación 

del Secretario de Hacienda y Crédito Público y del Jefe del Servicio de 

Administración Tributaria, para la presentación y análisis inicial de la Iniciativa 

en comento.  

 

 



IV 
 

6. De igual forma, los CC. Diputados integrantes de esta Comisión de Hacienda y 

Crédito Público, realizaron diversos trabajos, a efecto de que contaran con 

mayores elementos que les permitieran analizar y valorar el contenido de las 

citadas iniciativas, expresar sus consideraciones de orden general y específico 

a la misma, e integrar el presente dictamen. 

 

 

7.  Asimismo, dentro de los trabajos del presente dictamen se tomaron en 

consideración en el análisis para llevar a cabo el dictamen de las Iniciativas en 

estudio, las siguientes Iniciativas turnadas a la Comisión de Hacienda y Crédito 

Público por la Mesa Directiva, mismas que se describen a continuación: 

 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 39 de la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado, de la Diputada Minerva Castillo Rodríguez del PRI, de 

fecha 29 de abril de 2013. 

 

Incluir en el texto legal la mecánica para obtener los gastos acreditables al 

momento de obtener la utilidad fiscal presunta del valor de los actos, aplicando 

un coeficiente para la enajenación de bienes, servicios independientes, uso o 

goce temporal de bienes, importación de bienes o servicios, según corresponda. 

 

• Proyecto de decreto que adiciona la fracción X del artículo 9 de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, del Diputado Carlos Fernando Angulo Parra 

del PAN, de fecha 15 de mayo de 2013. 
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Exentar del pago del impuesto la enajenación de mercancías extranjeras 

declaradas bajo régimen de depósito fiscal por un residente en el extranjero en 

un almacén general de depósito. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 9 fracción II de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado y el penúltimo párrafo del artículo 33 del 

Código Fiscal de la Federación, del Dip. Marcos Aguilar Vega del PAN, de 

fecha 31 de julio de 2013. 

 

Exentar del pago del IVA la prestación de los servicios de construcción y 

ampliación de inmuebles destinados a casa habitación. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el cuarto párrafo del artículo 2 de la Ley 

del Impuesto al Valor Agregado, del Dip. Juan Jesús Aquino Calvo del PAN, 

de fecha 20 de agosto de 2013. 

 

Incluir en el tratamiento de la tasa para zona fronteriza, al estado de Chiapas. 

 

• Proyecto de decreto que reforma la fracción I del artículo 5 de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, del Senador Martín Orozco Sandoval del PAN, 

de fecha 3 de septiembre de 2013. 

 

Establecer que los contribuyentes puedan acreditar el IVA que les fue trasladado 

en gastos relacionados con las deducciones personales a que se refiere el 

artículo 176 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, contra el IVA que causen 

por actividades gravadas, y en caso de que no tuvieran dichas actividades 
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gravadas por IVA los contribuyentes deduzcan el gasto con su respectivo IVA en 

la declaración anual. 

 

• Proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones 

de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, del Dip. Silvano Blanco 

Deaquino del PRD, de fecha 12 de septiembre de 2013. 

 

Establecer que para que aplique la tasa del 0% que fija la ley para ciertos actos 

o actividades de enajenación y prestación de bienes o servicios, debe 

actualizarse el supuesto de exportación de los mismos. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 9o. de la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado, del Dip. Luis Alfredo Murguía Lardizábal, a nombre de la 

Comisión Especial de la Industria Manufacturera y Maquiladora de 

Exportación, de fecha 12 de septiembre de 2013. 

 

Establecer que no se pagará el impuesto en la enajenación de los bienes 

efectuada por un residente en el extranjero a una persona moral residente en 

territorio nacional, para su importación definitiva, cuando la entrega material o 

envío del bien enajenado al adquirente se realice por una persona moral 

residente en territorio nacional que cuente con un programa de importación 

temporal, cuando los bienes enajenados sean resultado de su proceso de 

elaboración, transformación o reparación y su transferencia se realice mediante 

pedimentos que amparen operaciones virtuales de acuerdo a las disposiciones 

previstas en la Ley Aduanera y mediante la cual se pague el IVA aplicable a la 

importación definitiva en los términos de esta ley. 
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• Proyecto de decreto que reforma el cuarto párrafo y se adicionan los 

párrafos quinto y sexto al artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, y se reforman los artículos 136 y 137 Bis 1, de la Ley Aduanera, 

del Senador Ernesto Ruffo Appel del PAN, de fecha 18 de septiembre de 

2013. 

 

Puntualizar los conceptos de franja y región fronteriza. Establecer los estados y 

municipios en los cuales las personas físicas podrán efectuar la importación 

definitiva de vehículos automotores usados siempre y cuando permanezcan en 

dichos lugares y acrediten su residencia. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 2-A de la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado, de la Dip. María Concepción Navarrete Vital del PRI, de 

fecha 24 de septiembre de 2013. 

 

Considerar en la tasa del 0% del IVA a la enajenación de tractores de oruga, así 

como refacciones para los mismos, siempre y cuando se acredite que serán 

utilizados con una vocación totalmente agrícola. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 2-A de la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado, del Dip. Juan Pablo Adame Alemán del PAN, de fecha 26 

de septiembre de 2013. 
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Incluir en la tasa del 0% a los equipos terminales móviles de 

telecomunicaciones, teléfonos móviles y equipos portátiles de cómputo 

electrónico con capacidad técnica para conectarse a internet. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 2-A y adiciona un artículo 2-B 

a la Ley del Impuesto al Valor Agregado, del Dip. Diego Sinhué Rodríguez 

Vallejo del PAN, de fecha 1 de octubre de 2013. 

 

Incluir en la lista de alimentos básicos gravados con la tasa de 0% a la carne y 

cualquier producto animal, margarina, azúcar, sal, aceite comestible, tortillas, 

pan, vegetales, hielo y agua no gaseosa. Asimismo, establece una tasa de 20% 

a los alimentos que no resultan indispensables en una dieta básica y que 

generan obesidad infantil: bebidas azucaradas, jarabes, concentrados, galletas, 

golosinas, pasteles y botanas. 

 

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 3o. y 5o. de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, del Dip. Marcos Aguilar Vega del PAN, de 

fecha 2 de octubre de 2013. 

 

Establecer la posibilidad de que las donatarias autorizadas puedan solicitar 

devoluciones a las autoridades fiscales con la condición de que el IVA 

acreditable sea mayor que el impuesto trasladado y se determine un saldo a 

favor. 
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• Proyecto de decreto que reforma los artículos 9o., 15 y 41 de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, del Dip. Marcos Aguilar Vega del PAN, de 

fecha 2 de octubre de 2013. 

 

Eliminar la exención del impuesto a los espectáculos públicos y a la enajenación 

de billetes de loterías, sorteos, rifas o juegos con apuestas. 

 

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 2-A, 9o. y 15 de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, del Dip. Diego Sinhué Rodríguez Vallejo del 

PAN, de fecha 3 de octubre de 2013. 

 

Incluir en la tasa del 0% la enajenación de Construcciones adheridas al suelo, 

destinadas o utilizadas para casa habitación, exceptuando a los hoteles; y la 

prestación de servicios independientes a cargo de las comisiones y otras 

contraprestaciones que cubra el acreditado a su acreedor con motivo del 

otorgamiento de créditos hipotecarios para la adquisición, ampliación, 

construcción o reparación de bienes inmuebles destinados a casa habitación, 

salvo aquellas que se originen con posterioridad a la autorización del citado 

crédito o que se deban pagar a terceros por el acreditamiento. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, del Senador 

Rabindranath Salazar Solorio del PRD, de fecha 25 de abril de 2013. 

 

Gravar con una tasa de 20% la venta de productos pre envasados para 

consumo humano con alto contenido de azúcar, sodio y grasas, con el fin de 
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prevenir, atender y mitigar enfermedades ocasionadas por el sobrepeso y la 

obesidad. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona el párrafo segundo del inciso 

c) del artículo 2 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 

Servicios, de la Diputada Marina Garay Cebada del PRI, de fecha 22 de 

mayo de 2013. 

 

Exentar del impuesto a los puros y otros tabacos labrados hechos enteramente 

a mano. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, del Dip. Luis 

Miguel Ramírez Romero del PAN, de fecha 24 de septiembre de 2013. 

 

Establecer una tasa de 20% a la enajenación o importación de leche 

descremada en polvo o en pastillas. Señalar que los contribuyentes de los 

bienes de la leche en polvo descremada o en pastillas obligados al pago del 

impuesto deben proporcionar al SAT, trimestralmente, la información sobre sus 

50 principales clientes y proveedores del trimestre inmediato anterior al de su 

declaración, respecto de dichos bienes. 

 

• Proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, del Dip. Juan Pablo 

Adame Alemán del PAN, de fecha 26 de septiembre de 2013. 
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Eliminar el impuesto a las redes públicas de telecomunicaciones. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios, de la Diputada Lesie Pantoja 

Hernández del PAN, de fecha 2 de octubre de 2013. 

 

Adicionar una cuota de 90 centavos por cigarro enajenado o importado. 

 

• Proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, de la Ley Federal de Derechos, de la Ley del Impuesto Especial 

sobre Producción y Servicios y del Código Fiscal de la Federación, de la 

Dip. Alliet Mariana Bautista Bravo del PRD, de fecha 3 de octubre de 2013. 

 

Incorporar a los organismos de integración y a las cooperativas de ahorro y 

préstamo como personas morales con fines no lucrativos, especificando que 

entre los ingresos exentos estarán los pagados por las sociedades cooperativas 

de ahorro sin límite en el saldo promedio de inversión. Asimismo, se elimina el 

Derecho que pagan las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo a la 

CNBV por los servicios de inspección y vigilancia que presta. 

 

Por otra parte, propone exentar del IEPS a las bebidas que demuestren en su 

elaboración el uso de productos naturales y en su integración el contenido de 

vitaminas y minerales. 
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También propone establecer en el Código Fiscal de la Federación que las 

sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, son integrantes del Sistema 

Financiero Mexicano, independientemente de la denominación social que utilicen 

o empleen como atributo de la personalidad. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, del Diputado 

Carlos Octavio Castellanos Mijares del PVEM, de fecha 8 de octubre de 

2013. 

 

Establecer la obligación de las personas que importen o enajenen recipientes de 

PET de contar con los mecanismos necesarios para la adecuada disposición final 

y reciclamiento de 2 de cada 4 envases de PET; de lo contrario, deberán pagar 

una cuota de 5 pesos por envase que no sea reciclado. 

 

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 2o., 3o., 4o., 5-A, 8o. y 19 

de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, del Dip. 

Fernando Zárate Salgado del PRD, de fecha 9 de octubre de 2013. 

 

Establecer una cuota de 2 pesos por litro de bebidas azucaradas que se 

expendan en envases abiertos utilizando aparatos automáticos, mecánicos o 

eléctricos. 

 

• Proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, 
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del Diputado Fernando Zárate Salgado del PRD, de fecha 9 de octubre de 

2013. 

 

Establecer una cuota de 1 peso por cada 333 a 355 mililitros de cerveza, cuya 

recaudación será distribuida a las entidades federativas en razón directa de su 

población para la prevención de adicciones y promoción de estilos de vida activa 

y saludable, libre de adicciones. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la Dip. Lizbeth 

Eugenia Rosas Montero del PRD, de fecha 10 de octubre de 2013. 

 

Gravar con una cuota de 3 pesos por kilogramo producido o importado de 

alimentos con escaso nivel nutricional, que contienen altos niveles de ácidos 

grasos, ácidos grasos trans, ácidos grasos saturados, azúcares, azúcares 

añadidos y lípidos. 

 

• Proyecto de decreto que reforma os artículos 2, 3, 5-A y 19 de la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, del Dip. Carlos Augusto 

Morales López del PRD, de fecha 10 de octubre de 2013. 

 

Establecer una tasa de 20% a los alimentos no saludables, que no aportan 

nutrientes esenciales y que contienen elevadas cantidades de azúcar, grasa 

saturada, ácidos grasos trans y sal, así como aditivos artificiales potencialmente 

nocivos como edulcorantes, preservantes, saborizantes y colorantes. 

 



XIV 
 

• Proyecto de decreto que reforma la fracción V del artículo 176 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, de la Senadora Graciela Ortiz González del 

PRI, de fecha 25 de abril de 2013. 

 

Establecer que las personas físicas puedan hacer deducibles las aportaciones 

voluntarias en la subcuenta de ahorro a largo plazo de su cuenta individual, 

pudiéndose efectuar antes de que se presente la declaración respectiva. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto Sobre la Renta y de la Ley General de Turismo, del 

Senador Óscar Román Rosas González del PRI, de fecha 25 de abril de 

2013. 

 

Se incorpora a la Ley General de Turismo el concepto de Turismo Indígena para 

fomentar la participación de las poblaciones étnicas en la prestación de servicios 

turísticos. Asimismo, se exenta del pago del impuesto sobre la renta a todas 

aquellas personas indígenas que, de manera individual o grupal, presten 

servicios turísticos en sus comunidades o regiones donde se encuentren. 

 

• Proyecto de decreto que reforma la fracción XIX del artículo 31 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, del Senador Martín Orozco Sandoval del PAN, 

de fecha 29 de abril de 2013. 

 

Que en el caso de adquisición de mercancía de importación, las compras que no 

alcancen a ser importadas antes del 31 de diciembre, puedan ser deducidas por 
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el contribuyente en el mismo ejercicio fiscal al cumplir los requisitos legales para 

la importación, a más tardar el día en que se presente la declaración anual. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 226 Bis de la Ley del Impuesto 

Sobre la Renta, de la Diputada Margarita Saldaña Hernández del PAN, de 

fecha 29 de abril de 2013. 

 

Establecer un estímulo equivalente al monto que aporten los contribuyentes a 

proyectos de inversión en la producción teatral nacional, de artes plásticas, 

danza, obras literarias, música y distribución de películas nacionales, sin exceder 

del 10% del impuesto a su cargo en el ejercicio inmediato anterior al de su 

aplicación. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 222 de la Ley del Impuesto 

Sobre la Renta, del Diputado Pedro Ignacio Domínguez Zepeda del PRI, de 

fecha 29 de abril de 2013. 

 

Incluir en el estímulo para la contratación de personas con discapacidad que 

permite la deducción del 100% del impuesto de los trabajadores, a los patrones 

que contraten y capaciten a personas con discapacidad en el rango de edad 

comprendida entre los 16 y 25 años por un periodo mínimo de un año. 

 

• Proyecto de decreto que adiciona un artículo 221-B a la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, del Diputado Diego Sinhué Rodríguez del PAN, de fecha 29 

de abril de 2013. 
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Crear un estímulo fiscal para los municipios con más de 300 mil habitantes, 

consistente en la deducción inmediata y hasta por el 100% de las inversiones 

efectuadas en inmuebles ubicados dentro del perímetro de 2.5 kilómetros del 

municipios del Ayuntamiento. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo segundo transitorio de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, del Diputado Antonio Francisco Astiazarán 

Gutiérrez del PRI, de fecha 29 de abril de 2013. 

 

Establecer que los residentes en el extranjero tienen establecimiento 

permanente en el país únicamente por las operaciones de maquila que 

contraten con empresas con programa de albergue autorizado por la Secretaría 

de Economía, para aclarar que quien no tiene establecimiento permanente es el 

extranjero y no la maquiladora. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, del Diputado Enrique Cárdenas del 

Avellano del PRI, de fecha 30 de abril de 2013. 

 

Aclarar imprecisiones en la redacción de 38 artículos para hacer más sencilla su 

comprensión y aplicación, y fortalecer el régimen de consolidación fiscal; tales 

como la incorporación del concepto de utilidad fiscal disminuida y precisar con 

detalle el método para determinar el impuesto a pagar mediante operaciones 

aritméticas. 
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• Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 32 de Ley del 

Impuesto Sobre la Renta, de la Senadora Luz María Beristáin Navarrete del 

PRD, de fecha 8 de mayo de 2013. 

 

Incrementar el porcentaje de deducibilidad del consumo en restaurantes, 

pasando del 12.5% actual al 35%. 

 

• Proyecto de decreto que reforma la fracción V del artículo 176 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, de la Senadora Graciela Ortiz González del 

PRI, de fecha 15 de mayo de 2013. 

 

Establecer que las personas físicas puedan hacer deducibles las aportaciones 

voluntarias en la subcuenta de ahorro a largo plazo de su cuenta individual, 

pudiéndose efectuar antes de que se presente la declaración respectiva. 

 

• Proyecto de decreto que reforma la fracción V del artículo 176 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, de la Senadora Graciela Ortiz Gonzáles del 

PRI, de fecha 22 de mayo de 2013. 

 

Establecer que las personas físicas puedan hacer deducibles las aportaciones 

voluntarias en la subcuenta de ahorro a largo plazo de su cuenta individual, 

pudiéndose efectuar antes de que se presente la declaración respectiva. 

 

• Proyecto de decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto Empresarial a 
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Tasa Única y del Código Fiscal de la Federación, del Senador Ángel 

Benjamín Robles Montoya del PRD, de fecha 22 de mayo de 2013. 

 

Derogar el régimen de consolidación fiscal. 

 

• Proyecto de decreto por el que se reforman el párrafo quinto de la fracción 

I del artículo 31, el párrafo séptimo del artículo 93, la fracción I y el primer 

párrafo de la fracción II, ambos del artículo 97, el párrafo cuarto de la 

fracción III del artículo 176; se adiciona la fracción XXI al artículo 95; y se 

deroga el párrafo segundo de la fracción II del artículo 97, todos de la Ley 

del Impuesto Sobre la Renta, de la Senadores Marcela Torres Peimbert del 

PAN, de fecha 7 de agosto de 2013. 

 

Aumentar de 7% a 25% el límite para la deducción de donativos otorgados por 

personas físicas y morales a donatarias autorizadas; permitir que las personas 

morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de 

impuestos puedan obtener ingresos por actividades con fines no lucrativos, 

siempre que no excedan de una tercera parte de sus ingresos totales en el 

ejercicio de que se trate. Considerar personas morales con fines no lucrativos, 

además de las que ya contempla la ley, a las asociaciones y sociedades que se 

encuentren debidamente inscritas en el Registro Federal de Organizaciones de 

la Sociedad Civil. 

 

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 109 y 158 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, del Dip. Jesús Oviedo Herrera del PAN, de fecha 

20 de agosto de 2013. 
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Simplificar el esquema de tributación de los recursos provenientes de las 

subcuentas para el retiro, gravando como ingresos por intereses los 

rendimientos generados por la inversión de los recursos existentes en la 

subcuenta SAR IMSS, SAR ISSSTE y/o Retiro, Cesantía y Vejez, según 

corresponda, liberando las aportaciones efectuadas por el trabajador, el patrón 

y el Gobierno Federal del pago de impuestos en razón de no integrar salario 

para el trabajador. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el párrafo primero de la fracción XX del 

artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, del Senador Félix 

González Canto del PRI, de fecha 3 de septiembre de 2013. 

 

Incrementar el porcentaje deducible de consumo en restaurantes del 50% al 

87.5%. 

 

• Proyecto de decreto que reforma la fracción VIII del artículo 109 de la Ley 

del Impuesto Sobre la Renta, del Senador Martín Orozco Sandoval del PAN, 

de fecha 3 de septiembre de 2013. 

 

Excluir del pago del impuesto sobre la renta, por la obtención de las cantidades 

que el trabajador aporte a las cajas y fondos de ahorro establecidos por las 

empresas para sus trabajadores cuando reúnan los requisitos de deducibilidad 

de las personas morales. 
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• Proyecto de decreto que deroga diversas disposiciones de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, de la Dip. María Sanjuana Cerda Franco de 

nueva Alianza, de fecha 5 de septiembre de 2013. 

 

Derogar el régimen de consolidación fiscal, ya que puede considerarse una 

práctica evasiva, pues las empresas que se encuentran bajo dicho supuesto, se 

aprovechan de las pérdidas fiscales, y aparentan no generar utilidades, con la 

intención de amortizar sus pérdidas sufridas en años anteriores. 

 

• Proyecto de decreto por el que se adiciona el inciso i) a la fracción VI del 

artículo 95 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Senadora Mariana 

Gómez del Campo Gurza del PAN, de fecha 10 de septiembre de 2013. 

 

Considerar como personas morales con fines no lucrativos a las instituciones, 

sociedades o asociaciones, que se dediquen al desarrollo de la educación 

financiera para niños y adolescentes, mediante la que se fomente la cultura del 

ahorro, el sano y responsable manejo y distribución de los recursos económicos 

y el bienestar financiero en general. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 176 de la Ley del Impuesto 

Sobre la Renta, del Dip. David Pérez Tejada Padilla del PVEM, de fecha 12 

de septiembre de 2013. 

 

Incluir a los gastos hospitalarios, los tratamientos y la adquisición de 

medicamentos en farmacias o boticas que sean originados por enfermedades 
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crónicas y/o degenerativas, dentro de las deducciones personales que podrán 

hacer las personas físicas, en determinadas circunstancias. 

 

• Proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones 

de la Ley del Impuesto sobre la Renta y de la Ley del Impuesto 

Empresarial a Tasa Única, del Dip. Carol Antonio Altamirano del PRD, de 

fecha 12 de septiembre de 2013. 

 

Eliminar el régimen de consolidación fiscal. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 176 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, del Dip. José Francisco González Luna Bueno del PVEM, de 

fecha 18 de septiembre de 2013. 

 

Considerar como deducibles para las personas físicas, los pagos destinados a los 

estudios de idiomas extranjeros que cursen el propio contribuyente, su cónyuge 

o la persona con quien viva en concubinato y sus hijos menores de edad. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 40 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, del Diputado Ricardo Villarreal García del PAN de fecha 19 

de septiembre de 2013. 

 

Establecer la deducción del 100% de las inversiones efectuadas en bienes 

nuevos de activo fijo y/o bienes inmuebles ubicados en Ciudades Patrimonio 

Cultural de la Humanidad. 
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• Proyecto de decreto que reforma los artículos 29 y 32 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, de la Dip. Elizabeth Vargas Martín del Campo del 

PAN, de fecha 24 de septiembre de 2013. 

 

Establecer la deducción de consumos en restaurantes al 100%, mediante el 

pago con tarjeta de crédito, de débito o de servicios, o a través de los 

monederos electrónicos que al efecto autorice el SAT. No serán deducibles los 

consumos en bares. 

 

• Proyecto de decreto que adiciona un artículo 221-B a la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, del Dip. Diego Sinhué Rodríguez Vallejo del PAN, de fecha 

24 de septiembre de2013. 

 

Permitir la deducción inmediata hasta por el 100% de las inversiones que se 

efectúen en bienes inmuebles ubicados en municipios con una población mayor 

de 300 mil habitantes y dentro de un perímetro de 2.5 km del domicilio del 

Ayuntamiento. Dichas inversiones incluyen construcciones nuevas, así como las 

reparaciones y adaptaciones a los bienes inmuebles mencionados, precisando 

que los datos de población y distancias serán los que el INEGI tenga 

reconocidos; para tal caso, el enajenante podrá considerar que el costo 

comprobado de adquisición actualizado del inmueble sea cuando menos el 

equivalente al 40% del monto de enajenación de que se trate, siempre que sea 

comprobable que el adquirente efectúe, adicionalmente a la compra, una 

inversión mínima en el inmueble equivalente al monto de enajenación señalada, 

dentro de los dos años inmediatos siguientes a la fecha de enajenación. 
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• Proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Dip. Esther 

Quintana Salinas del PAN, de fecha 24 de septiembre de 2013. 

 

Adicionar un Capítulo IX denominado “de los patrones que emplean a personas 

de 40 años o más de edad”, con el objeto de incentivar la contratación 

permanente, otorgando un estímulo fiscal a los contribuyentes del Impuesto 

Sobre la Renta que empleen a personas mayores de 40 años. 

 

• Proyecto de decreto que reforma los artículos 32 y 42 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, del Dip. Marcos Aguilar Vega del PAN, de fecha 2 

de octubre de 2013. 

 

Se actualizan los montos que son posibles de deducir en cuanto a viajes, 

viáticos, arrendamiento de aviones y automóviles. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Dip. Rocío Adriana Abreu Artiñano 

del PRI, de fecha 2 de octubre de 2013. 

 

Se adiciona el Capítulo IX al Título VII para establecer un estímulo fiscal de 

fomento al empleo de personas de 40 años y más con un tratamiento homólogo 

al del primer empleo. 
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• Proyecto de decreto que reforma el artículo 177 de la Ley del Impuesto 

Sobre la Renta, de la Dip. María del Socorro Ceseñas Chapa del PRD, de 

fecha 8 de octubre de 2013. 

 

Incluir un nuevo tramo en la tarifa del impuesto a las personas físicas con 

ingresos gravables superiores a 500 mil pesos anuales con una tasa marginal de 

32%, en lugar de aplicar la tasa de 30%. 

 

• Proyecto de decreto que abroga la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 

Única, del Diputado Ricardo Monreal Ávila de Movimiento Ciudadano, de 

fecha 18 de abril de 2013. 

 

Abroga la Ley del Impuesto, por considerarlo poco eficaz. 

 

• Proyecto de decreto que abroga la Ley de Impuesto Empresarial a Tasa 

Única, del Diputado Gerardo Gaudiano Rovirosa del PRD, de fecha 12 de 

junio de 2013. 

 

Abrogar la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única. 

 

• Proyecto de decreto que adiciona el sexto párrafo al artículo 79 y el sexto 

párrafo al artículo 4 del Impuesto Empresarial a Tasa Única, del Senador 

Francisco Domínguez Servién del PAN, de fecha 12 de septiembre de 2013. 

 

Establecer que las personas morales que se integren en una sociedad para 

procesar, transportar y comercializar productos agrícolas, pecuarios o 
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pesqueros, podrán trasladar el precio final de venta a sus socios, manteniendo 

el régimen fiscal simplificado. A dichas sociedades, no les serán aplicables las 

Guías Sobre Precios de Transferencia para las Empresas Multinacionales y las 

Administraciones Fiscales. 

 

• Proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley del 

Impuesto Empresarial a Tasa Única, del Diputado David Pérez Tejada 

Padilla, a nombre de la Comisión Especial de la Industria Manufacturera y 

Maquiladora de Exportación, de fecha 12 de septiembre de 2013. 

 

Adicionar un capítulo a la ley para establecer estímulos fiscales para operaciones 

de maquila de exportación, eliminando así la limitante de la vigencia de 

aplicación que contiene la ley hasta el 31 de diciembre de 2013, consistente en 

acreditar contra el IETU a cargo del contribuyente un monto que se calcula 

conforme al procedimiento establecido en la misma disposición. 

 

• Proyecto de decreto que reforma el artículo 267 de la Ley Federal de 

Derechos, del Diputado José Luis Flores Méndez del PRI, de fecha 29 de 

abril de 2013. 

 

Reducir la contribución que se paga por el uso, goce o aprovechamiento del gas 

asociado a los yacimientos de carbón mineral (grisú), buscando aumentar su 

aprovechamiento, daños ambientales y riesgos para los trabajadores de las 

minas. 
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• Proyecto de decreto que reforma un artículo 254 y se adiciona un artículo 

254 Quintus a la Ley Federal de Derechos, del Dip. Javier Salinas Narváez 

del PRD, de fecha 12 de septiembre de 2013. 

 

Establecer un Derecho para Apoyar el Pago de los Pasivos de Petróleos 

Mexicanos, de manera que Pemex Exploración y Producción pague anualmente 

el Derecho Adicional, aplicando la tasa del 10% a la diferencia que resulte entre 

el valor anual del petróleo crudo y gas natural extraídos en el año y las 

deducciones permitidas. El Ejecutivo Federal deberá someter a la consideración 

del Congreso una propuesta para reestructurar el sistema de pensiones de 

Pemex, en un plazo que no exceda de 90 días naturales posteriores a la 

publicación del decreto de reforma. 

 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la 

Ley Federal de Derechos y de la Ley de Coordinación Fiscal, del Dip. 

Tomás Torres Mercado del PVEM, de fecha 24 de septiembre de 2013. 

 

Prever que los titulares de una concesión o asignaciones, que desarrollen 

trabajos relacionados con la exploración o explotación de sustancias o 

minerales, pagarán el derecho adicional sobre minería, aplicando la tasa de 3% 

al valor promedio del volumen de producción obtenido. 

 

Asimismo, establecer que la recaudación obtenida por el cobro del derecho 

adicional sobre minería se destinará a la constitución del Fondo para el 

Desarrollo Sustentable de Entidades Federativas y Municipios Mineros. 

 



XXVII 
 

• Proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, de la Ley Federal de Derechos y de la Ley de 

Coordinación Fiscal, del Senador Armando Ríos Piter del PRD, de fecha 3 

de septiembre de 2013. 

 

Reducir de 77% a 65% el porcentaje que los contribuyentes dedicados a la 

minería podrán deducir en la inversión de bienes nuevos de activo fijo. Para 

calcular el derecho sobre minería se aplicará al volumen de la producción 

mensual de sustancias y minerales metálicos, respecto del cual, el precio 

promedio que resulte de la cotización más baja y la más alta que se dé a 

conocer en dólares americanos en el mercado de metales de Nueva York, en 

ese mismo mes, haciendo la conversión a moneda nacional, y tratándose de 

minerales no metálicos, la base de cálculo será el valor de la producción 

mensual facturada por el productor. Las entidades federativas participarán con 

el 86% de los recursos generados por el derecho sobre minería, en los ingresos 

del derecho sobre minería en los términos que la Ley de Coordinación Fiscal y la 

Ley Federal de Derechos determinen. Se crea el Fondo de Aportaciones para el 

Desarrollo Regional Sustentable de Estados y Municipios Mineros, conformado 

por recursos provenientes por la recaudación del derecho sobre minería, el cual 

se distribuirá y enterará mensualmente a las entidades federativas y municipios, 

en proporción directa a la recaudación obtenida en cada una de ellas. 

 

 

9. Los CC. Diputados integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, 

consideran que para un mejor análisis de los temas a que se refieren las 

Iniciativas que se someten a dictamen, ya que todas ellas plantean las 



XXVIII 
 

disposiciones relativas a los ingresos, es necesario dictaminarlas de manera 

conjunta, por lo que a continuación se realiza dicho análisis en esos términos.  

 

 

DESCRIPCIÓN DE LAS INICIATIVAS. 

 

 

Los argumentos que sustentan las Iniciativas, de acuerdo con su exposición de 

motivos, son los siguientes: 

 

 

A. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 

 

El Ejecutivo Federal señala que el impuesto al valor agregado (IVA) representa la 

segunda fuente de ingresos tributarios en México; no obstante, a nivel internacional 

su recaudación resulta ser una de las más bajas. 

 

Es así, que la Iniciativa sujeta a estudio expresa que mientras que en México en 2012 

la recaudación del IVA fue de 3.74% del producto interno bruto (PIB), en promedio 

en los países de América Latina y en los países miembros de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) era de 6.5% y 6.9% del PIB, 

respectivamente. Así, de manera comparativa, la recaudación del IVA en México es 

inferior en 56% a la que en promedio se registró en Argentina, Chile y Uruguay, cuya 

recaudación asciende a 8.0%, 7.7% y 9.7% del PIB, respectivamente (8.5% del PIB 

en promedio). 
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Asimismo, se manifiesta que existe un indicador que permite medir la eficiencia 

recaudatoria del IVA y compararlo en el ámbito internacional. El mencionado 

indicador, llamado coeficiente de eficiencia mide la relación entre la recaudación 

observada y aquella que teóricamente se obtendría de aplicarse la tasa general sobre 

una base amplia con pleno cumplimiento. Conforme a este indicador, México ocupa el 

último lugar dentro de la OCDE y América Latina, en la medida en que en nuestro 

país se recauda el 35% de la recaudación potencial, mientras que en promedio en los 

países de la OCDE y de América Latina se recauda el 59% y 58% de la recaudación 

potencial, respectivamente. 

 

Lo anterior, señala la Iniciativa, responde esencialmente a que la base gravada del 

IVA en México ─medida como la recaudación observada como porciento del PIB entre 

la tasa general─ es reducida, en virtud de que ésta asciende a 23% (3.74% del PIB 

entre 16%), en tanto que el promedio observado en los países de América Latina es 

de 38% y en los países de la OCDE es de 36%. 

 

También destaca el Ejecutivo Federal que un diseño ideal del IVA es aquél en el que 

no haya excepciones ni tratamientos preferenciales y que, por lo tanto, todos los 

contribuyentes deban pagar la misma tasa del impuesto, ya que con ello se lograría 

simplificar la administración y control del impuesto y evitar, de esta manera, la 

simulación de actividades. 

 

De acuerdo con la Iniciativa en análisis, el bajo potencial recaudatorio del IVA en 

México se explica esencialmente por la aplicación de diversos regímenes especiales 

como la tasa del 0% a un amplio número de bienes y servicios, así como la aplicación 

de una tasa reducida en la región fronteriza. Dichas tasas, resalta el Ejecutivo 
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Federal, además de erosionar la base gravable dificultan su administración, ya que 

dan lugar a un número considerable de solicitudes de devolución, las cuales 

demandan de parte de la administración tributaria importantes recursos, tanto 

materiales como humanos, para revisar la veracidad de la información, 

documentación y operaciones reportadas en dichas solicitudes. 

 

Se manifiesta también en la Iniciativa, que durante más de 30 años de aplicación del 

IVA en nuestro país, se han realizado reformas que han erosionado sensiblemente la 

base gravable de dicho impuesto, de tal forma que la proporción del consumo 

gravado pasó de 72% a 54% de 1980 a 2013; lo que implica una disminución de 18 

puntos porcentuales. 

 

También se expresa que si bien en el momento de realizar las adecuaciones o 

reformas al impuesto se consideró que con la aplicación de los regímenes especiales 

en el IVA, se atenuaba la afectación en el poder adquisitivo de las familias menos 

favorecidas del país, la experiencia ha demostrado que dichos regímenes son un 

mecanismo ineficiente para la asignación de recursos a dichas familias pues su 

aplicación generalizada causa que la mayor parte de los beneficios sean absorbidos 

por los hogares de mayores ingresos. 

 

La Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal destaca que del subsidio implícito 

que se deriva de los regímenes especiales en el IVA, sólo el 2.8% lo obtiene el 10% 

de las familias de menores ingresos del país, mientras que el 10% de las familias con 

mayores ingresos percibe el 21.1%, es decir 7.5 veces mayores recursos que los que 

reciben las familias de menores ingresos. 
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Igualmente, destaca el Ejecutivo Federal en la Iniciativa sujeta a dictamen, que de 

ampliar los conceptos gravados por el IVA a través de la eliminación de la tasa del 

0% y las exenciones a determinados bienes y servicios, además de favorecer la 

capacidad recaudatoria del Gobierno Federal, se obtendría un efecto redistributivo del 

ingreso al existir la posibilidad de que mediante el gasto público se ofrezcan mayores 

y mejores servicios a los grupos sociales más vulnerables del país. 

 

En el contexto anterior, la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal presenta las 

siguientes propuestas en materia del IVA. 

 

1. Eliminación del tratamiento a la región fronteriza. 

 

En la Iniciativa en estudio se considera que el tratamiento preferencial en materia del 

IVA aplicable en las operaciones realizadas por los residentes de la región fronteriza, 

resulta inequitativo frente a las operaciones similares que se realizan en el resto del 

territorio nacional. Especifica el Ejecutivo Federal que la aplicación de una tasa 

reducida en dicha región, además de implicar una menor recaudación, dificulta la 

administración y el control del impuesto, por lo que se abren espacios para la evasión 

y elusión fiscales. 

 

También se manifiesta que la aplicación de la tasa reducida en la región fronteriza es 

regresiva, ya que ésta reduce el pago de impuesto a los habitantes de regiones que 

en promedio obtienen ingresos mayores a los del resto del país. Se destaca que el 

ingreso promedio per cápita en la zona fronteriza del país, en donde se aplica la tasa 

reducida, es mayor al promedio nacional en 27%. De manera similar se observa que 

el porcentaje de la población en condiciones de marginación alta y muy alta es 
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considerablemente menor en la zona fronteriza. La diferencia es particularmente 

elevada para niveles de marginación muy altos, pues la prevalencia en la zona 

fronteriza es tres veces menor al del resto del país, con tasas de 1.3% y 5.3%, 

respectivamente. 

 

En la Iniciativa sujeta a dictamen también se indica que, en su momento, el 

otorgamiento de dicho beneficio obedeció a la necesidad de mantener la 

competitividad entre los contribuyentes que residen en la citada región y que su 

justificación estuvo basada principalmente en el aislamiento que existía de las 

poblaciones fronterizas y el resto del país. 

 

Con respecto al aislamiento que existía entre las poblaciones fronterizas del resto del 

país que originalmente justificaba este tratamiento, la Iniciativa señala que 

actualmente este argumento no tiene sustento, debido a que la infraestructura de 

comunicaciones y avances tecnológicos han estrechado la integración económica y 

comercial de la región fronteriza con el resto del territorio nacional. Actualmente, la 

zona fronteriza cuenta con mejor infraestructura de comunicaciones y transportes 

que el resto del país. Igualmente se señala que, en el caso de acceso a Internet, el 

porcentaje de los hogares que cuentan con este servicio en las entidades fronterizas 

es de 16%, en tanto que en las entidades no fronterizas este indicador es de 12%; 

en el caso de la telefonía fija y móvil, la brecha es mayor ya que en las entidades 

fronterizas existen 95 líneas telefónicas por cada 100 habitantes y en el caso de 

entidades no fronterizas existen 80 líneas por cada 100 habitantes. 

 

Asimismo, se menciona que el diferencial de tasas no ha beneficiado a los 

consumidores de la región fronteriza y que resultados de un análisis con una muestra 
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de precios a nivel localidad muestran que la menor tasa en la frontera no se ha 

reflejado en menores precios al consumidor. Una comparación de los precios de 

diversos bienes sujetos a tasa general con el resto del país indica que de hecho éstos 

tienden a ser mayores en la frontera. En particular, los datos indican que los precios 

de bienes y electrodomésticos son mayores en 4% en la frontera, en tanto que los 

precios de bienes dedicados a la higiene y el cuidado personal son mayores en 2%. 

Para todos los bienes estudiados, la diferencia es de 4%. Lo anterior, indica que la 

tasa reducida del citado impuesto lejos de ser una herramienta efectiva para reducir 

los precios finales, beneficiando con ello a los consumidores, ha beneficiado a 

productores y comercializadores. 

 

De acuerdo con lo anterior, el Ejecutivo Federal manifiesta que los factores que 

justificaron, en su momento, la aplicación de un tratamiento preferencial en materia 

del IVA en la mencionada región fronteriza, han desaparecido, por lo que ya no se 

justifica mantener dicho tratamiento y se estima necesario que, en términos de la 

obligación prevista en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, todos los 

contribuyentes paguen el impuesto a una misma tasa, eliminando privilegios, lo que 

generará que la tributación sea más justa al sujetarse todos a la misma tasa 

impositiva. 

 

Asimismo, se expresa que la eliminación de la tasa para la región fronteriza, resulta 

constitucional, ya que su establecimiento fue una decisión de política tributaria que 

atendía al fin extrafiscal de estimular el comercio nacional en la frontera, 

desalentando el consumo de bienes y servicios extranjeros en tal región, por lo que 

su otorgamiento no es exigible constitucionalmente, además de que la libertad de 

configuración del legislador en materia fiscal, reconocida por el texto constitucional, 
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debe entenderse bajo la idea de que en ella se da espacio para diversas políticas 

tributarias, en virtud de que no se encuentran previamente establecidas las opciones 

de los modelos impositivos, ni las tasas aplicables a los impuestos. 

 

Asimismo, la Iniciativa en estudio destaca que a causa de la baja efectividad de las 

tasas regionales reducidas para alcanzar fines extrafiscales y de los problemas que 

genera en materia de evasión y elusión fiscales, su uso en el ámbito internacional no 

es aplicable. 

 

Se menciona que nuestro país es el único que aplica una tasa diferencial en su región 

fronteriza y que la evidencia internacional muestra que países con frontera común y 

tasa de IVA distinta no hacen uso de una tasa reducida en la frontera. En los países 

que conforman la Unión Europea, que tienen un grado similar de integración 

comercial que el de México con los Estados Unidos de América y los cuales cuentan 

con tasas nacionales distintas, no se aplican tasas diferenciales en regiones 

fronterizas. Destaca el Ejecutivo Federal que un ejemplo más cercano es el de los 

Estados Unidos de América, en donde se aplican impuestos estatales a las ventas a 

tasas que varían en cada estado. No obstante el incentivo que se podría producir 

para el arbitraje fiscal por las tasas diferenciales, los estados no aplican tasas 

especiales en sus zonas colindantes con otros estados. 

 

Por otro lado, en la Iniciativa sujeta a dictamen se menciona que la aplicación de 

tasas diferenciales en la región fronteriza de México, implica los siguientes efectos no 

deseados: 
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• Reduce la recaudación tanto en operaciones domésticas como en 

importaciones, por el efecto de simulaciones realizadas con el fin de aplicar 

indebidamente la tasa menor. 

 

• Abre espacios a la evasión y elusión fiscales y dificulta su fiscalización ya 

que se requiere implementar mecanismos de control y verificación respecto 

de las operaciones realizadas en la región fronteriza. 

 

• Impacta a la administración y al control del impuesto, limita las ventajas que 

representa la aplicación de un impuesto al consumo general, ya que 

requiere que la autoridad fiscal verifique de manera adecuada y certera que 

dichas operaciones efectivamente se realicen en la región fronteriza. 

 

• Atenta contra el federalismo fiscal, toda vez que no se justifica que el costo 

de este tratamiento sea absorbido por las entidades federativas que no 

gozan del mismo, ya que la distribución de la recaudación federal 

participable, que incluye a los impuestos federales, no se hace con la 

distinción de las que aplican o no el citado tratamiento, lo que da como 

resultado una transferencia de recursos de las entidades federativas que no 

aplican este régimen, hacia las entidades que sí gozan de la tasa reducida. 

 

Finalmente, en la Iniciativa de referencia se concluye que la razón de política 

tributaria que, en su momento, se determinó para prever una tasa diferenciada en la 

región fronteriza, en la actualidad ya no existe o se justifica y, adicionalmente, señala 

que, conforme a los criterios que ha sustentado la Suprema Corte de Justicia de la 
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Nación, los contribuyentes no tienen un derecho adquirido a tributar de la misma 

manera ejercicio tras ejercicio. 

 

2. Exenciones: 

 

El Ejecutivo Federal manifiesta en la Iniciativa sujeta a dictamen que debido al bajo 

potencial recaudatorio del IVA en México, se propone ampliar la base gravable de 

dicho impuesto a través de la eliminación de un número importante de regímenes 

especiales con el objeto de dotar de mayor progresividad al sistema impositivo. En 

particular, se plantea eliminar el régimen de exención a la enajenación y 

arrendamiento de bienes y prestación de servicios, conforme a lo siguiente: 

 

a) Eliminar la exención a la compra, renta y pagos de hipoteca de casa 

habitación. 

 

En la Iniciativa en estudio se manifiesta que exentar la enajenación de casa 

habitación del IVA implica el que la enajenación de propiedades de alto valor, que 

son las adquiridas por la población de más altos ingresos en el país, se beneficien de 

dicha medida, lo cual implica que los hogares de mayores ingresos absorban la mayor 

parte de la renuncia recaudatoria que implica mantener la exención. Una situación 

similar se presenta en el caso del arrendamiento de casa habitación. 

 

De igual forma, se comenta que en el caso de los intereses de créditos hipotecarios, 

este tratamiento permite exentar del pago del IVA a los contribuyentes que obtienen 

intereses que tienen como origen la adquisición de propiedades de alto valor, 
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beneficiándose con este régimen especial en mayor medida a los hogares de mayores 

ingresos. 

 

Por otra parte, en la Iniciativa sujeta a dictamen se expresa que debe tomarse en 

cuenta que el Gobierno Federal cuenta con programas sociales que buscan satisfacer 

las necesidades de vivienda de los hogares de ingresos bajos y medios para 

apoyarlos en la adquisición, construcción o mejoramiento de vivienda, de forma que 

puedan consolidar su patrimonio familiar. Este tipo de mecanismos resultan ser 

herramientas más eficaces para atender a los hogares de menores ingresos en la 

medida en que los recursos públicos pueden direccionarse a este segmento de la 

población, ello respecto a lo ineficiente que resulta la aplicación de regímenes 

especiales por ser de aplicación generalizada, tal como lo es el caso de la exención en 

el IVA. 

 

Igualmente se menciona que existe evidencia de que del beneficio que implica la 

exención en el IVA a la enajenación de casa habitación, intereses de créditos 

hipotecarios y el uso o goce de casa habitación, el 37% lo recibe el 10% de los 

hogares de mayores ingresos, mientras que el 10% de los hogares de menores 

ingresos recibe tan sólo el 2%. 

 

Por lo anterior, en la Iniciativa que se dictamina se propone eliminar la exención en el 

IVA por la enajenación de casa habitación, interés de créditos hipotecarios y el uso o 

goce de casa habitación. 

 

b) Eliminar la exención a los servicios de enseñanza. 
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En la Iniciativa en análisis se señala que se ha privilegiado en México un sistema de 

educación pública, pero es necesario mejorarlo y que se considera que el impacto 

positivo de la educación sobre la calidad de vida de las personas, sobre la igualdad de 

oportunidades y sobre la productividad de la economía en su conjunto, el fomento a 

la educación es un objetivo prioritario de las políticas de la actual Administración y 

que por las características del país, donde prevalece un grado de desigualdad 

económica, se considera que un modelo educativo en el que la educación provista 

por instituciones del Estado de manera gratuita juegue un papel prioritario resulta el 

más adecuado. Ello se debe al elevado impacto que este tipo de modelos tiene sobre 

la igualdad de oportunidades. 

 

En ese sentido, la Iniciativa que se dictamina señala que para avanzar en el objetivo 

de que la incidencia del pago de impuestos se concentre en los hogares de mayores 

ingresos, es conveniente eliminar la exención en el IVA a los servicios de educación. 

Esta medida se plantea considerando que el 39% del gasto corriente monetario en 

educación de los hogares se concentra en el 10% de los hogares de mayores 

ingresos, mientras que sólo 1.5% corresponde al 10% de los hogares de menores 

ingresos. Con ello, se expresa que se amplía la base del IVA, ya que actualmente la 

prestación de estos servicios está exenta y se logra mejorar la progresividad del 

sistema impositivo, así como contar con mayores recursos para programas de gasto 

público directo en favor de la población de menores ingresos. 

 

También se argumenta que la carga fiscal que implica gravar los servicios de 

educación recae sobre los servicios prestados por el sector privado en la medida en 

que la educación pública al tener el carácter gratuito, no se encuentra gravada por el 

IVA y que mientras que el 56% de los estudiantes de los hogares del decil de 
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mayores ingresos asiste a escuelas privadas, el 98.2% de los estudiantes de los 

hogares del decil de menores ingresos asiste a escuelas públicas. 

 

c) Limitar la exención en materia de transporte público terrestre de 

personas, únicamente al servicio de transporte prestado en áreas 

urbanas, suburbanas o zonas metropolitanas. 

 

Señala la Iniciativa sujeta a dictamen que actualmente la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado exenta del pago de este impuesto a la prestación del servicio de transporte 

público terrestre de personas; ello abarca a los servicios de autotransporte terrestre 

de pasajeros foráneo, urbano y suburbano. 

 

En ese sentido, con objeto de ampliar la base del IVA, el Ejecutivo Federal propone 

eliminar la exención al servicio de transporte público foráneo de pasajeros. 

 

Al respecto, manifiesta que el trasporte público terrestre de personas, prestado 

exclusivamente en áreas urbanas, suburbanas o zonas metropolitanas, debe 

permanecer exento en todas sus modalidades, incluyendo al servicio ferroviario, 

habida cuenta de que éste, a diferencia del foráneo, es utilizado para trasladarse a 

los centros de trabajo y escuelas y tiene un efecto particularmente elevado en el 

presupuesto de los hogares de menores ingresos. 

 

Así, se indica que manteniendo la exención sólo al servicio de transporte público 

terrestre de personas, prestado exclusivamente en áreas urbanas, suburbanas o 

zonas metropolitanas, se logra ampliar la base gravable del IVA, al tiempo que se 

protege a los hogares de menores ingresos, ya que muestra de la importancia del 
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transporte público terrestre de pasajeros urbano y suburbano es que en promedio el 

87% del gasto corriente en transporte corresponde a esta modalidad. Además, se 

observa que la proporción del gasto corriente monetario en transporte público 

terrestre urbano y suburbano, respecto del gasto corriente total, es 90% mayor para 

el 30% de los hogares con menores ingresos respecto de la proporción que significa 

para el 30% de los hogares de mayores ingresos. 

 

Se argumenta que lo anterior, se debe a que la movilidad de los hogares de mayores 

ingresos se da, principalmente, a través del automóvil. Así lo demuestra el hecho de 

que del total del gasto corriente monetario en la adquisición de automóviles y 

camionetas, así como en rubros relacionados al uso del automóvil como son gasolina, 

reparaciones, refacciones, llantas y seguros de daños para automóviles, el 75% es 

realizado por el 30% de los hogares más ricos, mientras que sólo el 5% es realizado 

por los hogares de los primeros tres deciles. 

 

Bajo ese contexto, en la Iniciativa sujeta a dictamen se propone precisar que 

únicamente se mantendrá exento del pago del IVA el transporte público terrestre de 

personas, prestado exclusivamente en áreas urbanas, suburbanas o en zonas 

metropolitanas. 

 

d) Limitar la exención a los espectáculos públicos sólo al teatro y circo. 

 

En la exposición de motivos de la Iniciativa en estudio se expresa que para evitar la 

múltiple tributación se ha convenido con las Entidades Federativas, en el marco del 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, que éstas no graven aquellos actos o 
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actividades que están gravados con el IVA, así como algunos actos o actividades 

exentos del pago de dicho impuesto. 

 

Se señala que hoy en día los espectáculos públicos por el boleto de entrada se 

encuentran exentos del IVA, salvo los de teatro y circo, en caso de que a nivel local 

se establezcan gravámenes que en su conjunto superen el 8% sobre el ingreso total 

de dichas actividades. 

 

La exención en el IVA a las funciones de teatro y circo y la potestad de las Entidades 

Federativas para establecer gravámenes locales sobre las mismas, están 

condicionadas a que dichos gravámenes, en su conjunto no superen el 8%. De 

acuerdo con la Iniciativa, lo anterior pretende uniformar un límite en los gravámenes 

locales y municipales sobre dichos espectáculos públicos e impedir que el 

establecimiento de diversos gravámenes sobre los mismos evite su crecimiento y, en 

ocasiones, contribuya al cierre de estas fuentes de ingresos y de trabajo, de tal forma 

que de no cumplirse la condición antes mencionada, las funciones de teatro y de 

circo quedarían gravadas con el IVA y, en consecuencia, las Entidades Federativas 

estarían impedidas para gravarlas. 

 

En la Iniciativa también se expresa que el gasto corriente monetario en espectáculos 

públicos está concentrado en los hogares de mayores ingresos: el 30% de los 

hogares de mayores ingresos realiza el 80% del total de gasto por este concepto, en 

comparación con 3.7% que significa para el 30% de los hogares de menores 

ingresos. Considerando lo anterior, con el fin de darle mayor progresividad al sistema 

impositivo en su conjunto, la Iniciativa propone a eliminar la exención en el IVA a los 

espectáculos públicos, manteniéndola únicamente para las funciones de teatro y circo 
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en los términos que hoy se prevé, esto último toda vez que no obstante los esfuerzos 

del Gobierno Mexicano para promover estas actividades, las mismas requieren ser 

apoyadas.  

 

En ese sentido, se realizan diversas consideraciones respecto de la problemática que 

enfrentan dichas actividades y el esfuerzo del gobierno por apoyarlas. 

 

Bajo ese contexto, la Iniciativa en estudio propone gravar con el IVA a los demás 

espectáculos públicos, ya que constituyen una fuente de ingresos generalmente 

patrocinado y en mayor medida, por consorcios empresariales que dominan el medio 

del entretenimiento. 

 

e) Permitir a las entidades federativas gravar los espectáculos públicos 

distintos al cine. 

 

Acorde con lo señalado en el apartado que antecede, considerando que conforme al 

Sistema Nacional de Coordinación Fiscal las Entidades Federativas convienen recibir 

participaciones en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal, siempre que, entre 

otras condicionantes, no mantengan impuestos locales o municipales sobre actos o 

actividades gravados por el IVA y con el fin de no limitar las potestades tributarias de 

las Entidades Federativas, en la Iniciativa en análisis se propone prever la salvedad 

de establecer impuestos locales respecto de espectáculos públicos por el boleto de 

entrada, excepto cine, siempre que en el caso de espectáculos públicos sobre teatro y 

circo, el gravamen en el ámbito estatal y municipal no supere 8% sobre el ingreso 

total de dichas actividades. 
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3. Gravar las importaciones temporales IMMEX, depósito fiscal 

automotriz, recinto fiscalizado y recinto fiscalizado estratégico. 

 

La Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal expresa que la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado prevé múltiples exenciones y la aplicación de diferentes tasas, como 

son la tasa general del 16%; la tasa reducida del 11% aplicable en la región 

fronteriza, y la tasa del 0% aplicable, entre otros supuestos, a la enajenación de 

bienes o prestación de servicios, cuando unos y otros se exporten. 

 

La Iniciativa en estudio menciona que es reconocido que el IVA tiene efectos 

favorables sobre la inversión, el ahorro y la generación de empleos y, por lo tanto, 

sobre el crecimiento económico. Ello se debe a que este impuesto no grava la 

inversión, ya que permite la recuperación del IVA pagado en la adquisición de activos 

fijos, incluso en el periodo preoperativo, con lo cual se evita elevar el costo del 

capital. 

 

No obstante lo anterior, en la Iniciativa en estudio se considera que el diseño del IVA 

en México se ha apartado de las ventajas antes mencionadas, ya que actualmente, la 

ley prevé diversas tasas y exenciones, lo que ha erosionado su base gravable y, por 

consiguiente, su potencial recaudatorio, al tiempo que ha complicado la fiscalización 

por parte de la autoridad tributaria. 

 

Se menciona que en el caso de las importaciones temporales que efectúan las 

empresas maquiladoras, la Ley de la materia las exenta siempre que retornen las 

mercancías directamente al extranjero, ya sea en el mismo estado o después de 

haber sufrido un proceso de transformación y que, por su parte, las mercancías que 



XLIV 
 

hubieran sido importadas temporalmente y se destinen al mercado nacional están 

sujetas al pago del IVA, a los impuestos al comercio exterior y a las cuotas 

compensatorias correspondientes, en el momento en que se realice el cambio de 

régimen de importación temporal a definitiva. 

 

De acuerdo con lo manifestado en la Iniciativa en estudio, en la práctica este régimen 

genera problemas de control, ya que conlleva incentivos para realizar prácticas de 

evasión y elusión fiscales que, en el extremo, incluyen la introducción al país de 

mercancías para fines de venta sin cumplir con el pago de impuestos correspondiente 

y la solicitud de devolución del IVA de insumos importados temporalmente sin este 

impuesto. 

 

De igual forma se menciona que el espacio para estas prácticas se amplió cuando 

administrativamente se otorgó a las maquiladoras la facilidad de transferir los 

insumos importados temporalmente a otras empresas, transfiriendo la carga del 

retorno a una empresa diferente a la que importó originalmente los insumos. En la 

Iniciativa se afirma que esto exacerba los problemas de control, pues eleva 

significativamente el número de devoluciones solicitadas y el número de revisiones 

que debe efectuar la autoridad para asegurarse de que el beneficio de la exención no 

es utilizado para enajenar mercancías en territorio nacional sin el pago del IVA. 

 

Asimismo, en la Iniciativa en estudio se menciona que los problemas se acentúan por 

las múltiples operaciones aduaneras que se pueden realizar con los insumos 

importados temporalmente, ya que dependiendo de la naturaleza del enajenante y 

del adquirente, pudiendo ser en ambos casos una maquiladora, una empresa de la 

industria automotriz o un residente en el extranjero, existen múltiples combinaciones 
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para efectuar el pago del IVA cuando las mercancías importadas temporalmente se 

destinan al mercado nacional. 

 

Manifiesta el Ejecutivo Federal que a la complejidad que deriva de multiplicar el 

número de devoluciones y el número de revisiones requeridas, se agrega la 

necesidad de distinguir el tratamiento del IVA aplicable, exento o gravado, según sea 

la combinación del enajenante y adquirente de que se trate, lo que eleva 

significativamente el costo de administrar el IVA para estas operaciones y abre 

espacios estructurales que permiten prácticas de evasión y elusión fiscales del 

impuesto. 

 

También menciona la Iniciativa sujeta a estudio que el régimen de exención a las 

importaciones temporales, principalmente para la industria maquiladora, se justificó 

en sus inicios debido a que los insumos provenientes del extranjero para ser 

transformados en nuestro país, tenían como único destino su retorno hacia el país de 

origen u otro país y que, para tal efecto, utilizaban también maquinaria y equipo 

proveniente del extranjero. Asimismo, los aranceles a la importación eran altos y 

había fuertes barreras no arancelarias al comercio exterior, lo que elevaba el costo de 

importar insumos y exportar productos y dado que esos productos no ingresaban al 

mercado nacional, era técnica y administrativamente correcto aplicarles la exención 

del IVA. 

 

Sin embargo, de acuerdo con lo expuesto en la Iniciativa que se dictamina, al paso 

del tiempo las facilidades aduaneras del régimen de maquiladoras se flexibilizaron, 

impactando el régimen fiscal de exención, tal es el caso de los diversos beneficios 
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que a través de decretos presidenciales les han sido otorgados y que se expone 

ampliamente en la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal. 

 

En la exposición de motivos de la Iniciativa en estudio se manifiesta que la exención 

del IVA en las importaciones temporales, lejos de promover la integración de 

contenido nacional en los insumos que utiliza la industria maquiladora, promueve 

preferencias hacia insumos extranjeros y que, por lo tanto, inhibe el desarrollo de la 

proveeduría nacional en esta industria. 

 

Adicionalmente, se destaca que el esquema de exención otorga una ventaja fiscal a 

las empresas que tributan bajo este esquema con respecto al resto de las empresas 

que tributan a la tasa general del IVA, toda vez que los exportadores no pagan dicho 

impuesto al momento de realizar la importación temporal de los insumos que 

adquieren, sino cuando destinan la mercancía al mercado nacional, es decir, una vez 

que realizan el cambio de régimen de temporal a definitivo. Se menciona que con 

esta operación la empresa que aplica la exención, disfruta de un beneficio fiscal 

equivalente al componente financiero de pagar el IVA hasta que realiza la venta 

doméstica y no desde que importa temporalmente el insumo; en contraste, las 

empresas que atienden exclusivamente al mercado doméstico deben pagar el IVA 

desde que adquirieren los insumos. Esta distorsión genera inequidades, pues 

contribuyentes similares reciben un trato desigual. 

 

De conformidad con lo manifestado en la Iniciativa que se dictamina, la revisión del 

régimen muestra que existen abusos por parte de los contribuyentes con el fin de 

eludir y evadir el pago del IVA: 
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• Crean empresas que obtienen autorización para operar como maquiladora 

para importar temporalmente insumos aprovechando la exención del IVA. 

Cuando la autoridad tributaria realiza sus labores de fiscalización, se percata 

que en el domicilio fiscal la empresa no existe ni encuentra los insumos 

importados temporalmente. Dado que los insumos no se retornaron al 

extranjero, no se destinaron a otro régimen aduanero de exportación o se 

cambiaron a régimen de importación definitiva, se entiende que se 

destinaron al mercado nacional sin el pago de IVA. 

 

• Debido a que los retornos de los insumos importados temporalmente 

pueden ser realizados a través de transferencia virtual a otras empresas con 

programa de exportación, se constituyen varias empresas con programa de 

maquila, las que comparten accionistas, a través de las cuales se transfieren 

los insumos con lo cual se hace el retorno correspondiente. En alguna etapa 

de este proceso una de las empresas ya no transfiere los insumos, sino los 

enajena incorporando al precio el IVA, al tiempo que desaparece sin enterar 

el gravamen.  

 

• Se importan temporalmente insumos sin el pago del IVA y una vez que son 

transformados se retornan al extranjero. Debido a que la declaración 

mensual del IVA se realiza de forma global y no operación por operación, 

tienen incentivos a solicitar indebidamente la devolución del IVA o bien 

acreditar este impuesto, aun cuando no lo pagaron en la importación 

temporal de los insumos. 
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Con el objeto de lograr una estructura tributaria equitativa sin distinción entre 

sectores de la producción, que cierre los espacios para las prácticas de elusión y 

evasión fiscales, que promueva la competitividad y que no genere distorsiones en la 

obtención de recursos y que permita retomar plenamente el control de la 

administración tributaria sobre el IVA, la Iniciativa propone eliminar la exención del 

IVA a la introducción temporal de mercancías, sin afectar los ingresos de las 

empresas, toda vez que el IVA pagado podrá ser acreditable en la declaración 

mensual del pago, y solicitar la devolución cuando se tengan saldos a favor. De igual 

forma, con el fin de reducir el costo financiero de pagar el IVA y posteriormente 

acreditarlo, como lo hace el resto de las empresas o, en su caso, solicitar su 

devolución y así evitar posibles problemas de liquidez en el sector, se menciona que 

el Gobierno Federal establecerá programas para otorgar financiamiento a las 

empresas maquiladoras. 

 

En consecuencia, se destaca la necesidad de realizar diversas adecuaciones a la Ley 

del Impuesto al Valor Agregado, a efecto de que se pague el IVA en la introducción al 

país de bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de importación temporal 

para elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o de 

exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación 

de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de 

recinto fiscalizado estratégico. Lo anterior, es así ya que los regímenes antes 

mencionados tienen en común que se trata de bienes cuya introducción al país 

actualmente no paga IVA y que en todos los casos, se lleva a cabo una 

transformación de los mismos.  
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La Iniciativa menciona que en primer lugar, se requiere precisar con claridad el hecho 

generador de la obligación tributaria y que al respecto, el artículo 24, fracción I de la 

Ley establece que la importación se realiza cuando se introducen bienes al país, con 

lo cual, en principio, quedarían gravadas las mercancías extranjeras que se 

destinarán a los regímenes aduaneros que se propone gravar. 

 

Sin embargo, al existir mercancía nacional o nacionalizada que se adquiere de 

proveedores nacionales, que puede destinarse a dichos regímenes mediante 

pedimentos virtuales de exportación e importación, dando derecho a los exportadores 

a aplicar la tasa del 0%, con lo que se elimina la carga fiscal, es necesario que en 

estos casos paguen el IVA cuando se destinen a los regímenes aduaneros que se 

propone gravar, lo cual no es necesario cuando los bienes del proveedor nacional no 

se hayan considerado exportados. 

 

Con base en lo anterior, la Iniciativa que se dictamina propone establecer que 

también se considerará introducción al país de bienes, cuando éstos se destinen a los 

regímenes aduaneros que se propone gravar, excepto cuando se trate de mercancías 

nacionales o nacionalizadas que no hayan sido consideradas como exportadas en 

forma previa para ser destinadas a los regímenes aduaneros mencionados. 

 

Por otra parte, se menciona que conforme al artículo 25, fracción I, de la ley, 

expresamente se exceptúa del pago del IVA la introducción de mercancías al país, 

cuando en términos de la legislación aduanera su importación no llegue a 

consumarse, sean temporales, tengan el carácter de retorno de bienes exportados 

temporalmente o sean objeto de tránsito o transbordo. 
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De acuerdo con la Ley del Impuesto al Valor Agregado, la importación temporal de 

mercancías se encuentra exenta; lo anterior permite que las mercancías que son 

destinadas a los regímenes que se propone gravar no paguen el IVA. En ese sentido, 

en la Iniciativa que se analiza se propone precisar que en estos casos no opera dicha 

exención. 

 

Ahora bien, al quedar sujeta al pago del IVA la introducción de bienes a los 

regímenes aduaneros mencionados, es necesario que en el caso de que dichas 

mercancías se importen en definitiva, ya no paguen el impuesto, por ello se propone 

establecer que no se pagará el IVA en las importaciones definitivas de los bienes por 

los que se haya pagado dicho impuesto al destinarse a los regímenes aduaneros que 

se propone gravar, o se trate de importaciones definitivas que incluyan los bienes por 

los que se pagó el impuesto. Esto implica que cuando se importe en definitiva un 

producto transformado en el que se incorporaron bienes en cuya introducción al país 

se pagó el IVA, ya no se pagará dicho impuesto. 

 

En relación con los supuestos que se proponen gravar, se plantea que el momento de 

causación del impuesto sea cuando el importador presente el pedimento para su 

trámite en los términos de la legislación aduanera y, para los importadores que 

presenten pedimentos consolidados de manera semanal o mensual, el IVA se causará 

en el momento en que se realice cada una de las operaciones que se consolidan. 

 

Asimismo, se propone que la base para calcular el IVA sea el valor en aduana a que 

se refiere la Ley Aduanera, adicionado del monto de las contribuciones y 

aprovechamientos que se tuvieran que pagar en caso de que se tratara de una 

importación definitiva. 
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Por lo que respecta al momento de pago, se propone que se hará a más tardar en el 

momento en que se presente el pedimento respectivo para su trámite y que, 

tratándose de pedimentos consolidados, el pago del impuesto se deberá efectuar 

mediante declaración que se presentará, a más tardar, en el momento en que se 

realice cada una de las operaciones que se consolidan. 

 

Por otra parte, en la Iniciativa en estudio se comenta que la propuesta para gravar 

con el IVA el destino de los bienes a los regímenes aduaneros antes mencionados, 

sólo persigue fines de control, ya que de conformidad con la mecánica de 

acreditamiento del impuesto que prevé la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 

quienes destinen los bienes a dichos regímenes podrán recuperar el impuesto que 

paguen en la importación cuando realicen ventas en territorio nacional o cuando 

exporten bienes; sin embargo, puede darse el caso de que existan contribuyentes 

que no realicen estas actividades en el territorio nacional y que sólo introduzcan los 

bienes a esos regímenes con la finalidad de manufacturarlos y enviarlos al extranjero. 

 

Al respecto, se menciona que la Ley del Impuesto al Valor Agregado permite aplicar 

la tasa del 0% a las enajenaciones de bienes cuando se exporten, lo que da derecho 

al acreditamiento, pero no contempla su aplicación para el retorno de los bienes que 

se destinaron a los regímenes aduaneros que se propone gravar, ya que hoy en día 

esa operación no está afecta al pago del IVA. 

 

Considerando que el retorno en estas condiciones es similar a la exportación, la 

Iniciativa que se dictamina estima necesario establecer que procederá el 

acreditamiento del impuesto pagado en la importación, cuando las empresas 
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residentes en el país retornen al extranjero los bienes que hayan destinado a los 

regímenes aduaneros que se propone gravar, siempre que dicho impuesto no haya 

sido acreditado en los términos de la Ley. 

 

4. Eliminar la exención en la enajenación de bienes entre residentes en el 

extranjero o por un residente en el extranjero a empresas 

maquiladoras. 

 

En la Iniciativa en análisis se propone eliminar la exención a las enajenaciones de 

bienes efectuadas entre residentes en el extranjero o por un residente en el 

extranjero, a personas morales que cuenten con un programa IMMEX, a empresas 

que cuenten con un programa de comercio exterior o a empresas de la industria 

automotriz terminal o manufacturera de vehículos de autotransporte o de autopartes 

para su introducción a depósito fiscal; dicha exención está condicionada a que los 

bienes se hayan exportado o introducido al territorio nacional al amparo de un 

programa IMMEX, un programa de comercio exterior o se trate de las empresas antes 

mencionadas, y que tales bienes se mantengan en el régimen de importación 

temporal, en una empresa con programa de comercio exterior o en depósito fiscal, 

según se trate, la cual se justificaba porque las empresas con programas de 

maquiladora retornaban al extranjero 100% de las mercancías importadas 

temporalmente al amparo de sus programas autorizados, pero que conforme al 

Decreto IMMEX, basta con que facturen exportaciones del 10% de su facturación 

total. 

 

La Iniciativa en estudio estima que la exención en la venta entre residentes en el 

extranjero de esos bienes puede resultar inequitativa respecto de las realizadas entre 
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residentes en México, por lo que al eliminar esta exención se otorga igualdad de 

condiciones a los productores nacionales que sí causan el impuesto por las 

enajenaciones realizadas en territorio nacional. 

 

En adición a lo anterior, se menciona que la propuesta de gravar con el IVA la 

introducción de las mercancías a los regímenes aduaneros antes mencionados, hace 

innecesario mantener esta exención, debido a que técnicamente las posteriores 

enajenaciones deben estar gravadas para permitir el acreditamiento del impuesto 

pagado en su introducción a dichos regímenes y para tener un mejor control de las 

mercancías. 

 

5. Eliminar la exención en la enajenación de bienes en recinto fiscalizado 

estratégico. 

 

En congruencia con lo anterior, en la Iniciativa se propone eliminar la exención 

prevista para la enajenación de cualquier tipo de bienes que se encuentren sujetos al 

régimen aduanero de recinto fiscalizado estratégico. Ello derivado de que dicha 

exención no tiene justificación alguna, ya que es un tratamiento excepcional que 

únicamente se otorga respecto de los bienes que se encuentran sujetos al régimen 

aduanero de recinto fiscalizado estratégico, pero que no se otorga en las 

enajenaciones efectuadas en ningún otro régimen aduanero con características 

similares. 

 

6. Eliminar la retención de empresas maquiladoras a proveedores 

nacionales. 
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La Iniciativa en análisis propone eliminar la obligación de efectuar la retención del 

IVA que les trasladen los proveedores nacionales a las personas morales que cuenten 

con un programa IMMEX, a empresas que cuenten con un programa de comercio 

exterior o a empresas de la industria automotriz terminal o manufacturera de 

vehículos de autotransporte o de autopartes para su introducción a depósito fiscal, 

cuando adquieran bienes autorizados en sus programas de proveedores nacionales, 

en razón de que la retención del impuesto es un mecanismo que afecta el flujo 

disponible de la persona a quien se le retiene el impuesto, con el consiguiente 

impacto financiero, lo que ha ocasionado diversos problemas entre el sector 

automotriz y las maquiladoras con sus proveedores, que a su vez dan lugar a 

consultas a las autoridades fiscales. 

 

De igual forma, se menciona que la retención del IVA es un mecanismo excepcional 

que tiene como finalidad evitar que sectores de difícil fiscalización trasladen el 

impuesto, lo reciban y no lo enteren al fisco federal, situación que no ocurre en estos 

casos, ya que los proveedores son, en su mayoría, personas morales fácilmente 

fiscalizables. 

 

7. Servicios de hotelería y conexos a turistas extranjeros. 

 

En la Iniciativa en estudio se propone eliminar el tratamiento de exportación con 

derecho a aplicar la tasa del 0% que se otorga a la prestación de los servicios de 

hotelería y conexos realizados por empresas hoteleras a turistas extranjeros que 

ingresen al país para participar exclusivamente en congresos, convenciones, 

exposiciones o ferias a celebrarse en México, en virtud de que la realización de tales 
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eventos deben ser gravados al tratarse de servicios aprovechados en territorio 

nacional.  

 

Al respecto, se indica que conforme a las disposiciones actuales de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, se considera como exportación la prestación de servicios 

de hotelería y conexos realizados por empresas hoteleras a turistas extranjeros que 

ingresen al país para participar exclusivamente en congresos, convenciones, 

exposiciones o ferias a celebrarse en México y por ello se encuentran sujetos a la tasa 

del 0% en el IVA, además de los servicios de alojamiento, transportación de ida y 

vuelta del hotel a la terminal de autobuses, puertos y aeropuertos, los alimentos y 

bebidas; el uso temporal de los centros de convenciones y de exposiciones, así como 

los servicios complementarios que se proporcionen dentro de las instalaciones de 

dichos lugares para realizar convenciones, congresos, exposiciones o ferias, incluidos 

los servicios complementarios de montaje, registro de asistentes, maestros de 

ceremonias, traductores, edecanes, proyección audiovisual o sonora, fotografía, uso 

de equipo de cómputo, música grabada y en vivo, decoración, seguridad y limpieza, 

que se proporcionen para el desarrollo del evento de que se trate. 

 

Tomando en cuenta lo anterior, la Iniciativa del Ejecutivo Federal propone no dar el 

tratamiento de exportación a los servicios de hotelería y conexos prestados a 

residentes en el extranjero que ingresen al país para participar exclusivamente en 

congresos, convenciones, exposiciones o ferias a celebrarse en México, ya que en 

dichos eventos no participan exclusivamente residentes en el extranjero y para 

fiscalizar esta medida sería necesario prorratear los gastos para determinar la 

proporción que corresponde estrictamente a residentes en el extranjero, lo cual 

implica una elevada complejidad administrativa. 
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8. Otras modificaciones: 

 

a) Ajustes en el tratamiento a productos sujetos a la tasa del 0%. 

 

i. Chicles o gomas de mascar. 

 

La exposición de motivos de la Iniciativa en estudio señala que si bien existen 

diversas normas de carácter sanitario que incluyen a los chicles o gomas de mascar 

dentro de diversas categorías de alimentos, se plantea establecer que para efectos 

del IVA no estarán afectos a la tasa del 0% que se aplica en la enajenación de los 

productos destinados a la alimentación, toda vez que por sus características no son 

productos que se destinen a dicho fin, por no gozar de las características de un 

alimento, ya que es una goma masticable que puede tener un origen natural o 

sintético. El chicle proviene del árbol denominado “chiclero” y consiste en la savia 

extraída de éste, mientras que la goma de mascar sintética es aquella obtenida de 

compuestos sintéticos. 

 

Asimismo, se precisa que de acuerdo con la fracción XV, numeral 1.3, letra e del 

Apéndice del Reglamento de Control Sanitario de Productos y Servicios, la goma de 

mascar se define como el producto elaborado a base de gomas naturales o sintéticas, 

polímeros y copolímeros, adicionados de otros ingredientes y aditivos para alimentos. 

 

También se argumenta que si bien es cierto que a dicho producto se le incorporan 

otros componentes, siendo en algunos casos el azúcar, dichos ingredientes no lo 

hacen un producto destinado a la alimentación sujeto a la tasa del 0% establecida en 
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la Ley del Impuesto al Valor Agregado, pues no participan de la naturaleza propia de 

un producto destinado a ese fin. Lo anterior encuentra apoyo en el criterio 

establecido por la Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal: 

 

“VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO 

B), SUBINCISO 4, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL 

ESTABLECER COMO EXCEPCIONES A LA APLICACIÓN DE LA TASA 

DEL CERO POR CIENTO POR LA ENAJENACIÓN DE ALIMENTOS, 

LA DE SABORIZANTES Y ADITIVOS ALIMENTICIOS, NO 

TRANSGREDE LA GARANTÍA DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 

La circunstancia de que el mencionado artículo establezca que las 

enajenaciones de saborizantes y aditivos alimenticios no se 

encuentran gravadas con la tasa del cero por ciento, sino con la 

general del quince por ciento, obedece al hecho de que el legislador 

tuteló a los productos exclusivamente destinados a la 

alimentación, sin incluir materias primas que pudieran utilizarse 

para la elaboración de otros diversos, como los señalados 

saborizantes y aditivos alimenticios, pues si bien éstos pueden utilizarse 

en la fabricación de productos alimenticios al actuar como 

modificadores de sus características, no participan de la 

naturaleza propia de un alimento por carecer de la nota esencial 

de proporcionar nutrientes al organismo, además de que también 

pueden usarse para artículos no alimenticios. En congruencia con lo 

anterior, se concluye que el citado artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), 

subinciso 4, no transgrede la garantía de equidad tributaria, prevista en el 

artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, pues si bien existe un trato desigual, éste se justifica por el 

hecho de que dichos saborizantes y aditivos son distintos de los productos 

destinados a la alimentación, a pesar de que se agreguen a éstos para 

modificar sus propiedades, y porque tal trato responde a finalidades 

extrafiscales como lo son la de coadyuvar al sistema alimentario mexicano 

y la de proteger a los sectores sociales menos favorecidos. Además, el 

referido precepto legal otorga a sujetos que se encuentran dentro de la 

misma hipótesis de causación, consecuencias jurídicas iguales, las que se 

encuentran justificadas atendiendo a parámetros objetivos.” 

 

En otro orden de ideas, la Iniciativa destaca que no se trata de un bien que sea 

destinado exclusivamente a la alimentación, requisito indispensable para que pueda 

considerarse dentro de los supuestos de la tasa del 0% establecidos en la ley, como 

se corrobora de diversos criterios sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 

 

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver 

el amparo directo en revisión 2508/2011 y el amparo en revisión 807/2010, 

textualmente señaló: 

 

“(…) 

 

De los anteriores razonamientos es dable concluir que el criterio utilizado 

por la Segunda Sala para establecer si un determinado producto se 

encuentra en la categoría de ‘destinado a la alimentación’ (y por ende, 

el criterio para determinar si es comparable con el resto de los productos 
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a los que le son aplicables la tasa del 0%), radica no en el valor 

nutricional del mismo, sino en el hecho de que sea destinado 

única y exclusivamente a la alimentación; criterio que comparte 

ampliamente esta Primera Sala. 

 

(…)” 

 

En igual sentido se pronunció la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, al resolver la contradicción de tesis 194/2005: 

 

“(…) 

 

Importa destacar que el valor nutricional de los insumos o materias 

primas que se utilizan para la elaboración de alimentos, no es el 

factor que determina la aplicación de la tasa del 0%, pues al 

señalarse en el artículo 2-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado, que dicha tasa se aplicará tratándose de la enajenación 

de productos destinados a la alimentación, resulta evidente que la aludida 

disposición se refiere únicamente a ALIMENTOS y, por ende, las 

excepciones que prevé en los numerales 1 a 4 también son ALIMENTOS; 

pues no sería lógico incluir como excepción un producto de naturaleza 

distinta. 

 

Luego, es dable concluir que la tasa del 0% que prevé el artículo 2-A de la 

Ley del Impuesto al Valor Agregado, es aplicable para la enajenación de 

los productos destinados exclusivamente a la alimentación […]” 
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Además, la Iniciativa menciona que el chicle o goma de mascar no se ingiere y, en 

consecuencia, no puede ser considerado como alimento, es decir no se destina 

propiamente a la alimentación. 

 

Por otra parte, se comenta que si se analiza el uso que se le da al chicle o goma de 

mascar, pueden observarse varios aspectos, como son: limpiar o blanquear la 

dentadura, reducir el mal aliento, reducir la ansiedad y el estrés, estimular la 

concentración, entre otros. 

 

Por último, en la Iniciativa se considera que el objetivo primigenio del legislador al 

otorgar la tasa del 0% a los alimentos, va encaminada a mejorar el nivel de vida de 

los sectores menos favorecidos, situación que no se configura en el caso concreto del 

chicle o goma de mascar, pues como se menciona, además de que no es un 

alimento, tampoco se puede catalogar como un artículo de primera necesidad que 

deba estar tutelado por el Estado. 

 

En ese sentido, atendiendo a la naturaleza, composición, elaboración y destino del 

chicle o goma de mascar, la Iniciativa propone excluirlo expresamente de los 

productos destinados a la alimentación a los que se les aplica la tasa del 0%, a fin de 

que queden gravados a la tasa general que prevé la ley. 

 

ii. Perros, gatos y pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el 

hogar y productos procesados para su alimentación. 
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La Iniciativa en análisis propone eliminar el tratamiento de tasa del 0% que prevé la 

Ley del Impuesto al Valor Agregado en la enajenación de alimentos procesados para 

perros, gatos y pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el hogar, en razón 

de que se trata de alimentos que evidentemente no están destinados al consumo 

humano. 

 

Al respecto, se menciona que desde 1981 se estableció la tasa del 0% para los 

alimentos, disposición que es aplicable única y exclusivamente al alimento humano, y 

no así al que se destina a animales tan es así, que de las diversas exposiciones de 

motivos, que han sido el fundamento de la inclusión de la tasa del 0% a los 

alimentos, se desprende que la finalidad perseguida a través de esta política pública, 

es la de apoyar los programas alimentarios de la población. 

 

Así pues, se comenta que dichos programas han constituido la materialización de la 

preocupación fundamental de la Federación y de los Estados por proteger y mejorar 

el nivel de vida de los sectores sociales menos favorecidos, considerando una política 

de mínimos de bienestar para la población, cuya vigencia es garantía de la política de 

redistribución del ingreso y de equilibrio de las relaciones costos precios. 

 

En este sentido, se manifiesta que el alimento procesado para perros, gatos y 

pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el hogar, no se encuentra dentro de 

esta categoría, ni cuenta con las características ni naturaleza para ubicarse en el 

supuesto de causación de alimentos para humanos, más aún, por el contrario, se le 

considera un bien suntuario. 
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De igual forma se aclara que el tratamiento a los alimentos procesados para perros, 

gatos y pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el hogar, no guarda relación 

con el tratamiento fiscal que se otorga a los productores de alimento para animales, 

como parte del fomento a las actividades ganadera, pesquera y silvícola; al señalarse 

que ha sido política Estatal incorporar en el sistema fiscal mexicano, mecanismos 

para fortalecer dichas actividades, lo que no ocurre con el alimento para mascotas; 

por lo que la Iniciativa propone que, en este último caso, sea aplicable la tasa general 

del IVA. 

 

La Iniciativa destaca que gravar sólo la enajenación de estos animales y sus 

alimentos, permite que se siga conservando la tasa del 0%, tanto en la compra de los 

animales que se emplean en las actividades agropecuarias como de los productos 

destinados a su alimentación. 

 

iii. Oro, joyería, orfebrería, piezas artísticas u ornamentales y lingotes. 

 

Por otra parte, la Iniciativa del Ejecutivo Federal propone eliminar el tratamiento de 

tasa del 0% que prevé la ley en la enajenación de oro, joyería, orfebrería, piezas 

artísticas u ornamentales y lingotes, cuyo contenido mínimo de dicho material sea del 

80%, siempre que su enajenación no se efectúe en ventas al menudeo con el público 

en general, ya que se considera que la adquisición de estos bienes, aun cuando sea 

en las etapas previas al consumidor final, debe estar afecta al pago del impuesto 

como cualquier otra enajenación. Se considera que estas operaciones reflejan 

capacidad contributiva de las personas que los adquieren y, en consecuencia, se trata 

de manifestaciones de riqueza que deben ser gravadas. 
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Al respecto, se menciona en la Iniciativa que la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, al resolver la contradicción de tesis 194/2005 del 19 de mayo de 2006, 

sustentada por los Tribunales Colegiados Tercero, Cuarto y Décimo Tercero, todos en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, determinó que la finalidad de la tasa del 

0% es evitar que se afecte el poder adquisitivo de la población menos favorecida y 

reducir el impacto de los precios entre el gran público consumidor. 

 

b) Otorgar a las Sofomes el mismo tratamiento fiscal en materia de 

acreditamiento que es otorgado al resto del sistema financiero. 

 

De acuerdo con la Iniciativa, la Ley del Impuesto al Valor Agregado actualmente 

otorga a las Sociedades Financieras de Objeto Múltiple, conocidas como SOFOMES un 

tratamiento similar al de las otras entidades que integran el sistema financiero, en 

relación con la exención a los intereses que reciban o paguen; no obstante, en lo que 

respecta al cálculo de la proporción de prorrateo de acreditamiento, se les ha dado 

un tratamiento diferente al resto de tales entidades. 

 

En virtud de lo anterior, la Iniciativa en estudio propone homologar dicha situación 

incluyendo expresamente a las SOFOMES en la obligación de considerar, tanto en el 

valor de las actividades gravadas como en el valor total de sus actividades, las 

enajenaciones de acciones o partes sociales, documentos pendientes de cobro y 

títulos de crédito, siempre que su enajenación no implique la transmisión de dominio 

de un bien tangible o del derecho para adquirirlo; las enajenaciones de moneda 

nacional y extranjera, así como la de piezas de oro o de plata que hubieran tenido tal 

carácter y la de piezas denominadas "onza troy"; los intereses percibidos y la 

ganancia cambiaria, así como los intereses que se deriven de operaciones financieras 
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derivadas a que se refiere el artículo 16-A del Código Fiscal de la Federación, tal 

como lo hacen los demás integrantes del sistema financiero, generando igualdad 

competitiva y neutralidad fiscal entre estas sociedades y los citados integrantes, así 

como un trato equitativo en materia de acreditamiento. 

 

c) Momento en que se causa el IVA en el faltante de bienes en los 

inventarios, donaciones y servicios gratuitos, gravados. 

 

En la Iniciativa sujeta a dictamen se propone incluir de manera expresa los 

momentos de causación del impuesto en los casos de faltante de bienes en los 

inventarios de las empresas, donaciones y servicios gratuitos, en donde exista la 

obligación de pagar el IVA, por lo que se señala que se considera que se efectúa la 

enajenación, tratándose del faltante de bienes en los inventarios, en el momento en 

el que el contribuyente o las autoridades fiscales conozcan que se realizaron los 

supuestos mencionados, lo que ocurra primero; en el caso de las donaciones, en el 

momento en que se haga la entrega del bien donado o se extienda el comprobante 

fiscal que transfiera la propiedad, lo que ocurra primero y, tratándose de servicios 

prestados de forma gratuita, en el momento en que se proporcione el servicio. 

 

d) Exentar a los intereses que reciban o paguen las sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo, las sociedades financieras 

populares, las sociedades financieras comunitarias y los organismos de 

integración financiera rural; así como a los organismos 

descentralizados de la administración pública federal y a los 

fideicomisos de fomento económico del gobierno federal, sujetos a 

supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
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La Iniciativa que se dictamina señala que la Ley del Impuesto al Valor Agregado 

prevé la exención para los intereses que reciban o paguen diversos integrantes del 

sistema financiero. 

 

Menciona que, como consecuencia del dinamismo de la legislación financiera, en los 

últimos años se han creado diversas figuras o sociedades que realizan actividades 

financieras por las que, al igual que otras sociedades financieras, pagan o reciben 

intereses, tales como las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a que hace 

referencia la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de 

Ahorro y Préstamo, las sociedades financieras populares, las sociedades financieras 

comunitarias y los organismos de integración financiera rural, a que hace referencia 

la Ley de Ahorro y Crédito Popular, mismas que hoy en día no se encuentran 

previstas en la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 

De igual forma, se indica que existen otros entes que realizan operaciones similares a 

las entidades financieras antes citadas, como son los organismos descentralizados de 

la Administración Pública Federal y los fideicomisos de fomento económico del 

Gobierno Federal, que están sujetos a supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores. 

 

Asimismo, se señala que en atención a la similitud de las operaciones que realizan las 

entidades antes mencionadas con las que efectúan las demás instituciones 

financieras, mediante diversas disposiciones de carácter administrativo se les ha 

otorgado el mismo tratamiento en materia de intereses. 
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En virtud de lo anterior, la Iniciativa presentada por el Ejecutivo plantea dar 

permanencia a las citadas disposiciones, incluyendo expresamente en los conceptos 

de exención a los intereses que reciban o paguen las entidades antes señaladas, con 

lo cual se les otorga un tratamiento equitativo en relación con las demás sociedades 

del sistema financiero y mayor seguridad jurídica. 

 

e) Homologar el tratamiento en la transportación aérea internacional. 

 

Actualmente la Ley del Impuesto al Valor Agregado considera como transporte 

internacional prestado en territorio nacional, aquél en el que el viaje se inicia en dicho 

territorio, incluso si éste es de ida y vuelta, con independencia de la residencia del 

porteador; en ese sentido, en la Iniciativa que se dictamina se menciona que la 

transportación internacional aérea de personas, prestada por residentes en el país, se 

considera exportación de servicios sujeta a la tasa del 0%, por la parte del servicio 

que no se considera prestada en territorio nacional, toda vez que, el servicio de 

transportación aérea internacional, se considera prestado únicamente en un 25% en 

territorio nacional. Conforme a lo anterior, este servicio se encuentra gravado en un 

25% a la tasa general como prestación de servicios y un 75% a la tasa del 0% como 

exportación y, por ello, los prestadores del servicio pueden acreditar al 100% el 

impuesto que les trasladen sus proveedores en la adquisición de bienes y servicios 

necesarios para la prestación de dicho servicio. 

 

Por otra parte, se indica que el servicio de transporte internacional de carga se 

considera exportación sujeto a la tasa del 0%, independientemente del medio de 

transporte, sin limitar a porcentaje alguno. Atendiendo a lo anterior, todo el servicio 

se encuentra gravado como exportación a la tasa del 0%, pero como consecuencia 
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de que el transporte aéreo internacional únicamente se considera prestado en un 

25% en territorio nacional, sólo a ese porcentaje se le aplica la tasa del 0% y el 75% 

restante no es objeto del impuesto. 

  

La Iniciativa sujeta a dictamen, también expresa que el efecto del tratamiento 

otorgado en la Ley del Impuesto al Valor Agregado al servicio de transporte aéreo 

internacional de carga, es que los prestadores del servicio únicamente pueden 

acreditar el 25% del impuesto que les trasladen sus proveedores en la adquisición de 

bienes y servicios necesarios para la prestación de dicho servicio, ya que el 75% 

restante no es objeto del impuesto y, por lo tanto, incumple uno de los requisitos 

para que sea acreditable; asimismo, destaca que nuestro Máximo Tribunal se ha 

pronunciado en el sentido de que es procedente el acreditamiento de la totalidad del 

impuesto trasladado a los residentes en territorio nacional por la adquisición de 

bienes o servicios que se utilicen exclusivamente para la transportación aérea 

internacional de carga, cuando se preste en maniobras para la exportación de 

mercancías 

 

Con base en lo anterior, la Iniciativa en análisis propone homologar el tratamiento 

aplicable al transporte aéreo internacional de carga y de pasajeros, permitiendo que 

en el transporte internacional de bienes también se pueda considerar como 

prestación de servicios el 25% y como exportación el 75% y que se pueda acreditar 

al 100% el impuesto trasladado que reúna los requisitos exigidos por la ley. 

 

f) Comprobantes fiscales. 
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Indica el Ejecutivo Federal en la Iniciativa sujeta a estudio, que acorde con las 

modificaciones que se han realizado al Código Fiscal de la Federación en materia de 

comprobantes fiscales y con las propuestas que en la materia ha presentado en esta 

Iniciativa, se propone que en la Ley simplemente se establezca la obligación a los 

contribuyentes para expedir comprobantes fiscales, dado que las características y 

requisitos que deben contener los mismos, quedan regulados en el mencionado 

Código. 

 

g) Ajustes derivados de la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

i. Eliminación del tratamiento al régimen de repecos. 

 

Derivado de la propuesta presentada por el Ejecutivo Federal para expedir una nueva 

Ley del Impuesto sobre la Renta, en la cual se elimina el actual Régimen de 

Pequeños Contribuyentes, previsto en el Título IV, Capítulo II, Sección III de dicha 

ley, la Iniciativa en análisis propone eliminar de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado las disposiciones relacionadas con dicho régimen. Lo anterior, se estima 

pertinente debido a que el tratamiento previsto en ambos ordenamientos tienen una 

clara correspondencia e, incluso, el previsto en la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, requiere para su aplicación, del previsto en la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. 

 

Asimismo, se menciona que la eliminación del citado régimen, resulta constitucional 

ya que su establecimiento en todo momento fue una decisión de política tributaria, 

que atendía a un fin extrafiscal de estímulo a este sector de los contribuyentes y, en 

cambio, se estima necesario que todos los contribuyentes paguen el IVA bajo el 
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régimen general, eliminando privilegios y haciendo así que la tributación sea más 

eficiente y justa al sujetarse todos a las mismas obligaciones. 

 

De igual forma, la Iniciativa menciona que en términos de lo previsto en el artículo 

2o.-C de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, mismo que regula el mencionado 

régimen para efectos del citado impuesto, se trata de un régimen optativo, lo que 

permite afirmar que dicho régimen era un beneficio otorgado por el legislador a los 

contribuyentes, de ahí que resulte constitucional su derogación. 

 

ii. Declaraciones de contribuyentes del régimen de incorporación. 

 

En concordancia con lo señalado en el apartado que antecede, relativo a la 

eliminación del actual Régimen de Pequeños Contribuyentes, y el establecimiento del 

denominado “Régimen de Incorporación”, al cual podrán acogerse por un periodo 

máximo de seis años las personas físicas con poca capacidad económica y 

administrativa, permitiéndoles que durante el periodo mencionado puedan presentar 

de forma bimestral sus declaraciones de pago e informativas para efectos del 

impuesto sobre la renta, la Iniciativa del Ejecutivo Federal propone que a fin de que 

puedan prepararse para cumplir adecuadamente con sus obligaciones e incorporarse 

al régimen general de la citada ley, se les permita la presentación de manera 

bimestral de las declaraciones de pago correspondientes al IVA, precisando que no 

estarán obligados a presentar las declaraciones informativas relativas a este 

impuesto, siempre que presenten la información de las operaciones con sus 

proveedores en el bimestre inmediato anterior, de conformidad con lo previsto en la 

Ley del Impuesto sobre la Renta. 
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iii. Actualización de referencias a disposiciones de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta. 

 

Finalmente, derivado de la propuesta presentada por el Ejecutivo Federal para 

expedir una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta y toda vez que en la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado se alude en diversas disposiciones a dicha ley, la 

Iniciativa plantea actualizar las referencias mencionadas. 

 

9. Disposiciones transitorias. 

 

La Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal expresa que tomando en cuenta que 

el momento de causación del IVA se produce cuando se cobran las 

contraprestaciones por las actividades gravadas por la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, implica que con motivo de las reformas propuestas, respecto de algunas 

operaciones celebradas en 2013, si éstas se pagan en el 2014, queden afectas a una 

nueva tasa o al pago de dicho impuesto, en los casos en que se elimina la tasa 

preferencial o la exención que les aplicaba, por lo tanto, a efecto de mantener en lo 

posible las condiciones que dieron lugar a dichas operaciones, se propone establecer 

mediante disposiciones transitorias que cuando los bienes o servicios se hayan 

entregado o proporcionado, según corresponda, en 2013 y el pago se realice dentro 

de los primeros 10 días naturales de 2014, los contribuyentes puedan considerar la 

tasa o la exención vigente en 2013; así mismo, tratándose del uso o goce temporal 

de bienes también se propone aplicar la regla anterior por las contraprestaciones que 

se reciban en el mismo plazo y que correspondan a periodos de concesión de uso o 

goce temporal anteriores a 2014. 
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En otro orden de ideas, derivado de la propuesta de gravar los bienes que sean 

destinados a los regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de exportación; de depósito 

fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; elaboración, 

transformación y reparación en recinto fiscalizado y recinto fiscalizado estratégico, y 

considerando que a la entrada en vigor de las propuestas antes mencionadas, puede 

haber insumos que se hayan destinado a dichos regímenes, por los que no se pagó el 

impuesto, la mencionada Iniciativa propone establecer en una disposición transitoria 

que tratándose de insumos destinados hasta el 31 de diciembre de 2013 a dichos 

regímenes aduaneros, en caso de que éstos se incorporen en mercancías que 

también lleven incorporados insumos por los que se haya pagado el IVA al destinarlos 

a los regímenes mencionados, dicha mercancía estará sujeta al pago del IVA cuando 

se importe en definitiva conforme a las disposiciones vigentes hasta 2013. 

 

En ese contexto, se considerará que, en las mercancías que se importen en definitiva, 

fueron incorporados en primer lugar los insumos que tengan mayor antigüedad de 

haber sido destinados a los regímenes mencionados, siempre que se trate de 

insumos genéricos que no estén identificados individualmente. Es por ello que se 

estima que el inventario de los insumos mencionados deberá controlarse utilizando el 

método de primeras entradas primeras salidas. 

 

 

B. LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 

1. Tasas a bebidas alcohólicas y cerveza. 
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El Ejecutivo Federal señala en la exposición de motivos de la Iniciativa sujeta a 

dictamen que derivado de los efectos de la crisis económica de 2009, a pesar de que 

la actividad económica de nuestro país había mostrado tasas de crecimiento 

favorables, el entorno económico mundial presentó elementos que generaban 

incertidumbre sobre el futuro desempeño de las economías más importantes del 

mundo, entre ellas las de los países de Europa por lo que en la Ley de Ingresos de la 

Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, se aprobó la aplicación de la tasa del 

26.5% tratándose de cerveza con una graduación alcohólica de hasta 14º G.L., 

durante dicho año, y la aplicación de la tasa del 26% para el ejercicio de 2014. 

 

Asimismo, señala el Ejecutivo Federal que tratándose de bebidas con contenido 

alcohólico y cerveza con una graduación alcohólica de más de 20º G.L., durante 

2013, se aplicaría la tasa del 53% y durante 2014, dichos productos se gravarían con 

la tasa del 52%. 

 

Sin embargo, se explica en la Iniciativa sujeta a dictamen que reducir el monto de las 

referidas tasas en los términos establecidos en la Ley de Ingresos de la Federación 

para el Ejercicio Fiscal de 2013, afectaría a las finanzas de la Federación, así como a 

las finanzas de las entidades federativas y de los municipios.  

 

Por lo anterior, el Ejecutivo Federal propone mantener la carga fiscal actual a la 

enajenación e importación de las bebidas alcohólicas y cerveza mencionadas. En este 

sentido, la tasa aplicable para la enajenación e importación de cerveza con una 

graduación alcohólica de hasta 14º G.L. sería del 26.5%. También expresa que toda 

vez que la carga fiscal a las bebidas alcohólicas y a la cerveza se establece tomando 

en cuenta la graduación alcohólica de dichas bebidas, es conveniente homologar la 
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aplicación de dicha tasa también a las bebidas con contenido alcohólico con una 

graduación de hasta 14º G.L., las cuales quedarían gravadas con una tasa del 26.5%, 

y que tratándose de bebidas alcohólicas y cerveza con una graduación alcohólica 

mayor de 20º G.L., la tasa que les correspondería sería del 53%. 

 

2. Gravar las importaciones temporales IMMEX, depósito fiscal 

automotriz, recinto fiscalizado y recinto fiscalizado estratégico. 

 

El Ejecutivo Federal explica que, de manera congruente con la propuesta contenida 

en la Iniciativa en estudio para gravar con el IVA la introducción al país de los bienes 

cuando se destinen a los regímenes aduaneros de importación temporal para 

elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o de exportación; 

de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; 

de elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, propone que en dichos casos también se pague el IEPS 

cuando los bienes de que se trate estén afectos a este último impuesto. 

 

Que ello es así, toda vez que los regímenes antes mencionados tienen en común que 

los bienes que se destinan a dichos regímenes, son bienes por cuya introducción al 

país hoy no se paga IEPS y que en todos los casos, se lleva a cabo una 

transformación de los mismos. 

 

Señala el titular del Ejecutivo Federal que con el fin de precisar que el hecho 

generador del pago del impuesto en la importación es la introducción al país de 

bienes y no sólo la importación definitiva, tal y como se establece en la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado vigente, propone eliminar la referencia a la importación 
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definitiva, dejando exclusivamente la referencia a la importación y precisar que para 

los efectos de dicha ley, se considera importación la introducción al país de bienes.  

 

Que conforme a la ley de la materia, actualmente se exceptúa del pago del IEPS a las 

importaciones de mercancías al país, cuando en términos de la legislación aduanera 

su importación no llegue a consumarse, sean temporales, tengan el carácter de 

retorno de bienes exportados temporalmente o sean objeto de tránsito o transbordo. 

 

Que toda vez que sólo se pretende gravar con el IEPS la introducción al país de los 

bienes cuando se destinen a los regímenes aduaneros de importación temporal para 

elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o de exportación; 

de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; 

de elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, se hace necesario exceptuar de la exención mencionada a 

estas operaciones, de forma tal que en las demás importaciones temporales diversas 

a las mencionadas y en la introducción de bienes a otros regímenes aduaneros se 

mantendrá la exención establecida en el primer párrafo de la fracción I, del artículo 

13 en dicha Ley. 

 

En ese mismo orden de ideas, el Ejecutivo Federal propone establecer que no se 

pagará el IEPS en las importaciones definitivas de los bienes por los que se haya 

pagado dicho impuesto al destinarse a los regímenes aduaneros que se propone 

gravar, o se trate de importaciones definitivas que incluyan los bienes por los que se 

pagó el impuesto. Lo anterior con el objeto de que en caso de que se importe en 

definitiva un producto transformado en el que se incorporaron bienes en cuya 

introducción al país se pagó el IEPS, no se pague dicho impuesto. 
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Por otro lado, el Ejecutivo Federal expresa que en los casos de que se presenten 

pedimentos consolidados de manera semanal o mensual, propone prever, que el IEPS 

se cause en el momento en que se realice cada una de las operaciones que se 

consolidan. 

 

Ahora bien, a efecto de establecer con toda claridad cuál es la base para calcular el 

IEPS al destinar los bienes a los regímenes aduaneros que se propone gravar, el 

Ejecutivo Federal propone establecer que en estos casos la base para el cálculo del 

impuesto sea el valor en aduana a que se refiere la Ley Aduanera, adicionado del 

monto de las demás contribuciones y aprovechamientos que se tuvieran que pagar 

en caso de que se tratara de una importación definitiva, a excepción del IVA. De igual 

forma destaca que lo anterior es relevante para efectos de equidad tributaria, ya que 

de no ser así, la base del impuesto será menor cuando se destinen los bienes a estos 

regímenes que la base que se obtendría cuando esos mismos bienes se importaran 

en definitiva. Su justificación radica en que cuando esos bienes se importen en 

definitiva ya no pagarán el IEPS. 

 

Respecto al momento de pago, el Ejecutivo Federal manifiesta que el IEPS se paga 

conjuntamente con el impuesto general de importación; sin embargo, al destinar los 

bienes a los regímenes aduaneros que se propone gravar no se debe pagar este 

último impuesto, por lo que propone establecer expresamente que en el caso de 

bienes que se destinen a los regímenes aduaneros mencionados, el pago se hará a 

más tardar en el momento en que se presente el pedimento para su trámite y que, 

tratándose de pedimentos consolidados, el pago del impuesto se deberá efectuar 
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mediante declaración que se presentará, a más tardar, en el momento en que se 

realice cada una de las operaciones que se consolidan. 

 

También expresa que es necesario establecer que cuando los bienes por los que se 

haya pagado el IEPS al introducir los bienes al país a los regímenes mencionados, en 

el caso de que se retornen al extranjero, los contribuyentes podrán solicitar la 

devolución del impuesto pagado, dado que dichos bienes no se consumirán en 

México. 

 

Por otra parte, en la Iniciativa en estudio se propone eliminar la exención para la 

enajenación de cualquier tipo de bienes que se encuentren sujetos al régimen 

aduanero de recinto fiscalizado estratégico toda vez que actualmente no encuentra 

justificación alguna, por ser un tratamiento excepcional que no se otorga en las 

enajenaciones efectuadas en regímenes aduaneros con características similares.  

 

3. Impuesto a bebidas saborizadas con azúcares añadidas. 

 

El Ejecutivo Federal propone establecer un impuesto a la enajenación e importación 

de bebidas saborizadas con azúcares añadidas, expresando los argumentos 

siguientes: 

 

Que el problema de sobrepeso y obesidad se ha acentuado en México, al registrar un 

incremento significativo en los últimos años. El efecto negativo que ejerce sobre la 

salud de la población que la padece incluye aumentar el riesgo de padecer 

enfermedades crónicas no transmisibles como: diabetes mellitus tipo 2, hipertensión 

arterial, dislipidemias, enfermedad coronaria, enfermedad vascular cerebral, 
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osteoartritis, así como cánceres de mama, esófago, colon, endometrio, riñón, entre 

otras. 

 

Por su magnitud y ritmo de crecimiento, el sobrepeso, la obesidad y las 

enfermedades crónicas no transmisibles y de manera particular la diabetes, 

representan ya un grave problema sanitario con los efectos negativos significativos 

sobre la salud de los mexicanos, y afectando de manera importante la productividad 

de las empresas, el desempeño escolar y el desarrollo económico como país en su 

conjunto. 

 

Que de acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional de Salud (ENSANUT) 

2012, la prevalencia de sobrepeso y obesidad de adultos en México fue de 71.3%, lo 

que representa 48.6 millones de personas. La prevalencia de obesidad en este grupo 

fue de 32.4% y la de sobrepeso de 38.8%. 

 

Que, igualmente, de acuerdo con estadísticas en el ámbito internacional, la obesidad 

constituye la principal causa de mortalidad en los países de la Organización para la 

Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), y acorde con la última información 

disponible, México es el segundo país de la OCDE con mayor obesidad, al ubicarse en 

30% de su población adulta, superado sólo por Estados Unidos de América, en el que 

el 35.9% de su población adulta padece obesidad. El promedio de obesidad en los 

países miembros de dicha organización es de 22.2%. 

 

Que para la población en edad escolar (5 a 11 años de edad), la prevalencia nacional 

combinada de sobrepeso y obesidad en 2012 fue de 34.4% (19.8 y 14.6%, 

respectivamente). Esta prevalencia en niños en edad escolar representa alrededor de 
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5.6 millones de niños. En 1999, 26.9% de los escolares presentaron prevalencias 

combinadas de sobrepeso y obesidad; sin embargo, para 2006 esta prevalencia 

aumentó casi 8 puntos porcentuales al ubicarse en 34.8%. 

 

Que dimensionando el problema de obesidad infantil para México en el ámbito 

internacional, se puede señalar que México ocupa el octavo lugar de obesidad infantil 

en niños y el cuarto en obesidad infantil de niñas, colocándose muy por encima del 

promedio de los países miembros de la OCDE, al ser en promedio para este conjunto 

de países de 20.4% y 21.9%, respectivamente. 

 

También expresa que diversos estudios señalan que en los países miembros de la 

OCDE, 83 millones de personas padecieron de diabetes en 2010, de los cuales 10.8 

son mexicanos, es decir, un 13% del total, con lo cual México se coloca como el país 

de la OCDE que muestra mayor prevalencia de diabetes en población adulta. 

 

Que derivado de los problemas de sobrepeso y obesidad, México es el país de la 

OCDE con mayor número de defunciones causadas por la diabetes mellitus, ya que 

por cada 100,000 habitantes se presentan 152 defunciones, mientras que en 

promedio en los países de la OCDE se presentan 19 defunciones por cada 100,000 

habitantes. 

 

Que en el propio Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, se señala que dado su papel 

como causa de enfermedad, la obesidad aumenta la demanda por servicios de salud 

y afecta el desarrollo económico y social de la población, de tal forma que de acuerdo 

con estimaciones de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), el costo 

de la obesidad fue de 67,000 millones de pesos en 2008 y, en caso de no actuar, el 
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costo que implicará en el futuro será mayor a la inversión requerida hoy para 

implementar políticas que hagan frente a esta problemática. 

 

Que de acuerdo con información de la ENSANUT 2012, de no aplicar intervenciones 

preventivas o de control costo-efectivas sobre la obesidad y sus comorbilidades, los 

costos podrían ascender para 2017 a 101,000 millones de pesos.  

 

Adicionalmente, el Ejecutivo Federal destaca que debe considerarse que existen otros 

costos indirectos asociados, tales como aquéllos relacionados con la muerte 

prematura y la reducción en la productividad laboral, así como los problemas 

financieros que enfrentan las familias al tener que asumir los elevados gastos de un 

tratamiento contra enfermedades crónicas no transmisibles generadas por el 

sobrepeso y la obesidad, lo que impide que el Estado pueda garantizar el derecho a 

la protección de la salud en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 4o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Expresa que, en forma paradójica, a pesar de que existe en México un incremento 

significativo de sobrepeso y obesidad, existe al mismo tiempo una mala nutrición por 

deficiencias, lo cual obedece fundamentalmente al consumo excesivo de “calorías 

vacías”, dado que se trata de alimentos que brindan al organismo un aporte 

energético significativo y pocos o nulos nutrientes necesarios.  

 

Destaca que una “caloría vacía” tiene el mismo contenido energético que cualquier 

otra caloría, pero carece de los micronutrientes que deberían acompañarla, como son 

vitaminas, minerales, aminoácidos o fibra. 
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Que este tipo de calorías hace que las reservas de glucosa aumenten rápidamente 

consiguiendo que las calorías que no se aprovechan se transformen en grasa. Una 

dieta alta en azúcar, contribuye a la ganancia de peso a través de la adición de 

calorías sin añadir nutrición (calorías vacías), lo que provoca que aumente el apetito y 

el deseo de más azúcar, cuya presencia eleva los niveles de insulina, la cual 

promueve el almacenamiento de grasa. 

 

En contraparte, los azúcares simples de rápida absorción se encuentran de forma 

natural en algunos alimentos, como la leche o las frutas. Además, estos alimentos 

también son ricos en minerales, vitaminas, fibra y proteínas. Por tanto, el aporte de 

azúcares simples está justificado, toda vez que se proporcionan algunos otros 

nutrientes.  

 

Que, al respecto, de acuerdo con el estudio “Consumo de bebidas para una vida 

saludable: recomendaciones para la población mexicana”, elaborado por el Instituto 

Nacional de Salud Pública de México en 2008, la prevalencia de sobrepeso, obesidad 

y diabetes ha aumentado con rapidez en México, situación que es provocada, entre 

otros motivos, por el consumo de bebidas entre las que se incluye a los refrescos 

como las menos saludables, debido a que proveen excesivas calorías y ninguno o 

muy escasos beneficios nutricionales. 

 

Por otro lado, el proponente indica que para la compensación dietética, entendida 

como el ajuste en la ingestión posterior a una comida, se ha encontrado en estudios 

que en el caso de líquidos se muestra una falta absoluta de compensación dietética, 

lo que sugiere que el organismo no registra la ingestión de energía a partir de 

bebidas para luego regular el apetito y la ingestión de alimentos. 
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Que estos estudios han concluido que la ingestión de bebidas con aporte energético 

se vincula con un equilibrio positivo de energía y obesidad. Que ello se confirmó en 

un estudio que encontró que una ingestión de 450 kcal., a partir de bebidas de frutas 

azucaradas produjo un aumento significativo del peso corporal, que no se encontró 

cuando la misma cantidad de calorías se consumió a través de alimentos sólidos por 

los mismos individuos. 

 

Por otro lado, el titular del Ejecutivo Federal manifiesta que como parte del análisis 

del problema que se enfrenta, las autoridades competentes en materia de salud se 

han dado a la tarea de revisar el efecto de las bebidas con azúcar añadida. Dicho 

análisis menciona que la ingestión de energía proveniente de las bebidas representa 

el 21% del consumo total de energía de adolescentes y adultos mexicanos, cantidad 

que procede en particular de las bebidas con azúcar añadida, jugos, leche entera y 

alcohol (en adultos varones), y se adiciona a la energía proveniente de los alimentos 

de la dieta, lo que contribuye al consumo excesivo de energía vinculado con la 

obesidad y la diabetes. Este tema debe ser analizado no solamente desde una política 

netamente de salud pública; es por ello que se ha considerado que dicha medida de 

carácter fiscal coadyuvaría con los propósitos mencionados. 

 

Que de acuerdo al Departamento de Nutrición de la Escuela de Salud Pública de la 

Universidad de Harvard, una porción de 500 mililitros de refresco contiene más de 

200 calorías, sin aportar ningún tipo de nutrimento. Este volumen de refresco, 

contiene 60 gramos de azúcar. 
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Bajo ese contexto, el Ejecutivo Federal explica en su Iniciativa que el gran consumo 

actual de bebidas con azúcar añadida que contribuye de manera notoria al exceso de 

ingestión energética es un factor importante en el desarrollo del sobrepeso y la 

obesidad en México, lo cual representa un exhorto para la definición de políticas 

públicas que favorezcan a la reducción en su consumo. 

 

En ese sentido, señala que la Secretaría de Salud se encuentra en vías de 

instrumentar la “Estrategia Nacional para el Control de la Obesidad y la Diabetes”, la 

cual tiene como propósito cumplir con las estrategias planteadas por el Plan Nacional 

de Desarrollo 2013-2018, referentes a “Hacer de las acciones de protección, 

promoción y prevención un eje prioritario para el mejoramiento de la salud” y con ello 

seguir las respectivas líneas de acción, tales como: reducir la carga de morbilidad y 

mortalidad de enfermedades crónicas no transmisibles, principalmente diabetes e 

hipertensión, e instrumentar acciones para la prevención y control del sobrepeso, 

obesidad y diabetes.  

 

Dada la problemática de la alta prevalencia de estas enfermedades y sus impactos, el 

Ejecutivo Federal considera importante reforzar la implementación de políticas y 

programas efectivos de prevención de obesidad. 

 

Disminuir los efectos negativos de esta situación y los costos que genera su atención, 

debe ser analizado no solamente desde una política netamente de salud pública y 

que es por ello que se ha considerado que una medida de carácter fiscal coadyuvaría 

con los propósitos mencionados.  
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En este sentido, el Ejecutivo Federal propone a esta Soberanía gravar con el IEPS, a 

través del establecimiento a nivel de productor e importador de una cuota específica 

de 1 peso por litro a las bebidas saborizadas, así como a los concentrados, polvos, 

jarabes, esencias o extractos de sabores, dependiendo del rendimiento, que al 

diluirse permitan obtener bebidas saborizadas, que contengan cualquier tipo de 

azúcares añadidas. 

 

Por otra parte, se propone establecer la definición de bebidas saborizadas; 

concentrados, polvos y jarabes, esencias o extractos de sabores que permitan 

obtener bebidas saborizadas, y azúcares, respectivamente. Asimismo, se propone 

definir como azúcares todos los monosacáridos, disacáridos y polisacáridos que se 

encuentren en los productos gravados con este impuesto, siempre que se trate de 

azúcares añadidas. 

 

Toda vez que se trata de un impuesto que no grava toda la cadena comercial, sino 

que se aplicará exclusivamente al importador y al fabricante o productor, se propone 

establecer que no son contribuyentes del impuesto quienes lleven a cabo las 

enajenaciones de los bienes gravados cuando se trate de personas diferentes a los 

fabricantes, productores o importadores. 

 

Se exentan las bebidas saborizadas que cuenten con registro sanitario como 

medicamentos, como es el caso, por ejemplo, de algunos jarabes para la tos, ya que 

en estos casos se trata de bebidas saborizadas que tienen una categoría sanitaria 

como medicamentos. El suero oral también se exenta, ya que es una bebida 

saborizada que se ingiere en forma oral y que contiene azúcares pero que, a pesar de 

no estar considerada como medicamento, tiene fines terapéuticos de rehidratación al 
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organismo humano. Adicionalmente, se propone exentar a la leche en cualquier 

presentación, incluyendo la que esté mezclada con grasa vegetal, indicando que si 

bien dicho producto puede llegar a contener azúcares añadidas, también contiene 

proteínas de alto valor nutritivo, por lo que su enajenación o importación no debe 

estar afecta al pago del impuesto. 

 

En relación con las bebidas saborizadas que se elaboren en restaurantes, bares y 

otros lugares en donde se proporcionen servicios de alimentos y bebidas, como 

puede ser el caso de teatros y cines que cuenten con dichos servicios, el Ejecutivo 

Federal propone que también se exenten dichas bebidas, ya que en estos casos se 

está en presencia de prestaciones de servicios y no de enajenación de bienes.  

 

Por otro lado, la Iniciativa del Ejecutivo Federal propone otras modificaciones técnicas 

que consisten en establecer la forma en que se debe efectuar el cálculo mensual del 

impuesto, el momento de causación del gravamen, precisar la base gravable en la 

enajenación de los bienes, y establecer la base gravable aplicable en la importación 

de los bienes afectos al pago del impuesto. 

 

Adicionalmente, el Ejecutivo Federal, propone establecer diversas obligaciones 

formales, tales como: identificar las operaciones afectas al pago de la cuota, que los 

contribuyentes proporcionen al Servicio de Administración Tributaria información 

trimestral sobre sus principales clientes y proveedores; llevar un control físico del 

volumen producido o envasado, que los importadores o exportadores de los bienes 

gravados estén inscritos en el padrón de importadores y exportadores sectorial, y que 

los importadores de concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos de sabores, 

para los efectos de pagar el impuesto en la importación, manifiesten bajo protesta de 
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decir verdad, el número de litros de bebidas saborizadas que, de conformidad con las 

especificaciones del fabricante, se puedan obtener, y que dichas especificaciones no 

podrán ser menores a las que el importador manifieste en la enajenación que de 

dichos bienes haga en el mercado nacional. 

 

Finalmente, se expresa que toda vez que se trata de un nuevo impuesto que se 

causa sobre base flujo de efectivo, se considera adecuado prever una disposición 

transitoria a fin de que las personas físicas y morales que hasta el 31 de diciembre de 

2013, hubieren realizado enajenaciones de los bienes que estarán gravados, cuyas 

contraprestaciones se cobren una vez que entre en vigor la medida propuesta, no 

estarán afectas al pago del IEPS, siempre que los bienes referidos se hayan 

entregado antes de la fecha mencionada y el pago de las contraprestaciones se 

realice dentro de los primeros diez días naturales de 2014. Este tratamiento no será 

aplicable a las operaciones que se llevan a cabo entre contribuyentes que sean partes 

relacionadas de conformidad con lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

sean o no residentes en México, habida cuenta de que no son operaciones entre 

partes independientes. 

 

4. Impuestos ambientales. 

 

Con el objeto de desincentivar conductas que afectan negativamente al medio 

ambiente al reflejar los costos sociales que causan dichas conductas, el Ejecutivo 

Federal propone establecer dos tipos de gravámenes, los cuales se orientan a los 

temas específicos siguientes: 
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a) Reducción gradual de emisiones a la atmósfera de bióxido de carbono, 

principal gas de efecto invernadero, y 

 

b) Reducción gradual del uso de plaguicidas que generan indirectamente daños a 

la salud y al medio ambiente. 

 

Si bien, el titular del Ejecutivo Federal destaca que estas propuestas no enfrentan la 

totalidad de la problemática ambiental de nuestro país resalta que son dos temas que 

presentan un gran potencial para mejorar el medio ambiente y para los cuales existe 

suficiente información del problema, así como de sus efectos ambientales. Por ello, el 

Ejecutivo Federal propone los gravámenes siguientes: 

 

4.1. Impuesto a los combustibles fósiles. 

 

Respecto a la enajenación e importación de combustibles fósiles de acuerdo con su 

contenido de carbono, el titular del Ejecutivo Federal propone un impuesto conforme 

a los argumentos siguientes: 

 

Indica que durante la combustión o quema de combustibles fósiles se libera a la 

atmósfera bióxido de carbono, que es uno de los principales gases de efecto 

invernadero. Por lo que, con el fin de incentivar un menor uso y mayor eficiencia en 

su combustión, propone gravar el contenido de carbono de estos combustibles con 

un precio que refleje las condiciones de los mercados internacionales de los bonos de 

carbono. Este impuesto, señala, se basa en el principio fundamental de “quien 

contamina paga”, de forma que internaliza el costo social de producir emisiones 

contaminantes para la atmósfera y, en consecuencia, induce la adopción de 
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tecnologías más limpias en la producción de bienes y servicios, así como que su 

establecimiento ayudará a limpiar el aire de nuestras ciudades, reducirá las 

enfermedades respiratorias, los gastos en salud pública y, por lo tanto, generará 

mayor productividad. Con este impuesto, asegura, nuestra base de competitividad 

cambiará de ser gris y basada en la combustión de hidrocarburos, a ser verde y con 

eficiencia energética, mediante la innovación y adopción de tecnologías verdes; una 

economía de bajo consumo y emisión de carbono. Los recursos adicionales que se 

generen permitirán invertir en eficiencia energética, en mejores tecnologías y en 

mejor transporte público. 

 

En ese sentido, el proponente señala que este impuesto al carbono refleja el 

compromiso de la generación presente con las generaciones futuras, en relación al 

cuidado del medio ambiente y se reafirma el compromiso de México para alcanzar sus 

metas de reducción de emisiones hacia el año 2020, lo cual ratifica el compromiso 

contraído por nuestro país en los acuerdos de Cancún 2010 y en la Ley General de 

Cambio Climático. 

 

Que la diferencia entre un impuesto específico al carbono y un impuesto a los 

energéticos es que el primero tiene el doble objetivo de reducir emisiones e 

incrementar la recaudación, mientras que el segundo generalmente cumple sólo el 

objetivo fiscal. Destaca que un impuesto al carbono es la forma más eficiente (menos 

costosa) de desincentivar las emisiones de gases de efecto invernadero que están 

ocasionando el cambio climático, además de fomentar una mayor viabilidad al 

desarrollo de tecnologías para la eficiencia energética y promover el uso de fuentes 

alternativas de energía. 
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Asimismo, indica que los impuestos al carbono y los sistemas de mercados de 

emisiones se utilizan para reflejar en el precio el costo marginal social de las 

externalidades negativas asociadas al carbono; sin embargo, difieren en su 

construcción y en el resultado final.  

 

Con los impuestos, el gobierno fija el precio del carbono y el mercado determina las 

cantidades de emisiones resultantes y el consumo de energía. Los impuestos 

aseguran el precio y envían una señal a los consumidores para reducir su consumo y 

hacer un uso eficiente, dependiendo de su sensibilidad al cambio en el precio, 

mientras que en un sistema de comercio de emisiones se fija un objetivo de 

reducción de las emisiones y el precio se construye en el mercado permitiendo que 

varíe. Sin embargo, un impuesto tiene varias características preferibles a un sistema 

de comercio, como la flexibilidad de ajuste para los individuos que se enfrentan al 

impuesto y su facilidad y generalidad en su aplicación.  

 

El Ejecutivo Federal señala que con el propósito de calcular el precio del carbono, el 

Centro Mario Molina creó un índice, ponderando el precio de varios mercados 

internacionales europeos, de Nueva Zelanda y de California, en los Estados Unidos de 

América. Con datos observados de octubre de 2012 a junio de 2013, se obtuvo un 

precio promedio de 5.70 dólares americanos por tonelada de carbono. Por otro lado, 

para conocer el contenido de carbono de cada combustible comercializado en México, 

se utilizaron los factores de emisión publicados por el Panel Intergubernamental de 

Cambio Climático (IPCC) de la Organización de las Naciones Unidas, en sus directrices 

de 1996 para la determinación de los inventarios de emisiones de gases de efecto 

invernadero, en las cuales se establece el contenido de carbono en cada combustible 
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de acuerdo a sus características fisicoquímicas; es decir, los valores señalados por el 

IPCC no se modifican con el tiempo. 

 

Con base en lo anterior, la Iniciativa del Ejecutivo Federal propone establecer cuotas 

específicas por tipo de combustible, considerando las toneladas de bióxido de 

carbono por unidad de volumen, conforme a la tabla que se incorporó. 

 

En ese sentido, señala el proponente que se hace necesario efectuar diversas 

modificaciones a la estructura de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 

Servicios en los siguientes términos:  

 

El impuesto se aplicará a las enajenaciones e importaciones que se realicen de los 

combustibles mencionados y se define el concepto de cada uno de ellos. 

 

Los contribuyentes del impuesto serán los fabricantes, productores e importadores 

por la enajenación o importación que realicen de los combustibles fósiles, siendo 

éstos los únicos sujetos del mismo, por lo que se propone establecer que las 

enajenaciones que realicen personas diferentes de los fabricantes, productores o 

importadores, estarán exentas del impuesto, no considerándose a estas personas 

contribuyentes del impuesto por dichas enajenaciones. 

 

Solamente procederá el acreditamiento del impuesto que se hubiera pagado en la 

importación de los citados combustibles. 

 

El impuesto se causará en el momento en que se cobren las contraprestaciones y se 

calculará mensualmente, aplicando las cuotas que correspondan a las unidades de 
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medida a los combustibles fósiles que se hubieran enajenado en el mes, disminuido 

con el impuesto pagado en el mismo mes al aplicar las cuotas correspondientes con 

motivo de la importación de esos bienes. 

 

En el caso de la importación, el impuesto se calculará aplicando las cuotas sobre el 

total de las unidades de medida de los combustibles fósiles que se hubieran 

importado. 

 

En materia de obligaciones, el Ejecutivo Federal propone establecer las obligaciones 

que deberán cumplir los contribuyentes de este impuesto, siendo que en la 

contabilidad deberán identificar las operaciones relativas a los combustibles fósiles; 

proporcionar trimestralmente al Servicio de Administración Tributaria la información 

sobre sus 50 principales clientes y proveedores de esos combustibles, así como el 

precio de enajenación de cada producto, valor y volumen de los mismos; llevar un 

control físico del volumen fabricado, producido o envasado, así como reportar 

trimestralmente la lectura mensual de los registros de cada uno de los dispositivos 

que se utilicen para llevar el citado control, y estar inscritos en el padrón de 

importadores y exportadores a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 

4.2. Impuesto a los plaguicidas. 

 

El Ejecutivo Federal propone establecer un impuesto a la enajenación e importación 

de plaguicidas expresando los argumentos siguientes: 

 

Que en la actualidad existen en convivencia prácticas agrícolas sustentables con un 

manejo biológico de plagas, con otras que utilizan diversos plaguicidas que aunque 
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permiten un aumento en la productividad agrícola tienen fuertes riesgos ambientales 

como: a) contaminación del agua, de los suelos, del aire y de los alimentos; b) 

intoxicaciones agudas (leves, moderadas o severas), sub crónicas, crónicas con 

efectos agudos como quemaduras de piel y ojos, cefalea, náuseas, visión borrosa, 

calambres musculares, vómitos y dificultad respiratoria, e inclusive hay estudios no 

concluyentes hasta ahora, que apuntan que estos productos podrían ser 

carcinógenos, y c) enfermedades como disfunciones inmunológicas y daño neuronal 

permanente y, en casos extremos, pueden producir la muerte. 

 

Que de acuerdo con el Centro Mario Molina, en México se utilizan aproximadamente 

55 mil toneladas al año de plaguicidas o de ingredientes activos para su formulación, 

de los cuales 25.5 mil toneladas son de insecticidas, 16 mil toneladas son de 

herbicidas, 9 mil toneladas corresponden a fungicidas y el resto a otros compuestos 

químicos. Que, además, anualmente se desechan 7 mil toneladas de envases vacíos, 

los cuales contuvieron estos agroquímicos, lo que genera un gran riesgo ambiental y 

sanitario para las localidades donde se utilizan y para los trabajadores que los 

aplican. 

 

Que derivado de lo anterior, se propone un impuesto que grave los plaguicidas de 

acuerdo con la clasificación de peligro de toxicidad aguda establecida en la NOM-232-

SSA1-2009, y para tal efecto el Ejecutivo Federal propone establecer una tasa que se 

aplicará a los plaguicidas conforme a la categoría de peligro de toxicidad aguda, en la 

forma siguiente: Categorías 1 y 2 con 9%; Categoría 3 con 7%, y Categoría 4 con 

6%. 
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Con el fin de establecer el gravamen propuesto, el titular del Ejecutivo Federal 

plantea efectuar diversas modificaciones a la estructura de la Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios, en la forma siguiente: aplicar el impuesto a las 

enajenaciones e importaciones que se realicen de los plaguicidas; delimitar los bienes 

que son objeto del gravamen con la definición del concepto de plaguicidas; establecer 

que el impuesto se cause en todas las etapas de la cadena comercial, por lo que 

serán sujetos del impuesto, las personas físicas o morales que enajenen en territorio 

nacional o importen los plaguicidas, pero permitiendo el acreditamiento del impuesto 

que se haya trasladado en la etapa anterior; considerar objeto del gravamen a los 

servicios de comisión, mediación, agencia, representación, correduría, consignación y 

distribución, que se realicen con motivo de la enajenación de los plaguicidas, y se 

apliquen las reglas de retención. 

 

En virtud de que la tasa del gravamen se aplicará atendiendo al peligro de toxicidad 

aguda, se establece que no se pagará el impuesto por las enajenaciones de los 

plaguicidas que conforme a la categoría de peligro de toxicidad aguda corresponda a 

la categoría 5, por ser ligeramente tóxicos y no tener efectos de contaminación 

ambiental. 

 

Por último, el Ejecutivo Federal propone establecer a los contribuyentes del impuesto, 

las siguientes obligaciones: expedir comprobantes fiscales con el traslado en forma 

expresa y por separado a otros contribuyentes de este gravamen; proporcionar al 

Servicio de Administración Tributaria, la relación de las personas a las que les hubiera 

trasladado el IEPS en forma expresa y por separado, así como el monto trasladado; 

llevar un control físico del volumen fabricado, producido o envasado, así como 

reportar trimestralmente, la lectura mensual de los registros de cada uno de los 
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dispositivos que se utilicen para llevar el citado control; estar inscritos en el padrón 

de importadores y exportadores a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, y proporcionar trimestralmente al Servicio de Administración Tributaria la 

información sobre sus 50 principales clientes y proveedores, respecto de los 

plaguicidas. 

 

5. Actualización del procedimiento para determinar las tasas aplicables 

a gasolinas y diesel conforme al artículo 2o.-A, fracción I, de la Ley 

del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

 

El Ejecutivo Federal expresa que en virtud de que las condiciones del mercado 

nacional de gasolinas y diesel han evolucionado, es necesario incorporar conceptos 

de uso común en dicha industria, así como elementos que permitan generar una 

armonía entre la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y otras 

disposiciones legales relativas a las gasolinas y el diesel en el país. 

 

Señala que la propuesta a la fracción I, del artículo 2o.-A, que establece el cálculo de 

las tasas aplicables en cada mes por la enajenación de gasolinas y diesel en territorio 

nacional, tiene como objetivo adecuar la redacción de dicha ley a las condiciones 

vigentes del mercado nacional de gasolinas y diesel, las cuales se establecen en cada 

ejercicio fiscal a través de la Ley de Ingresos de la Federación. Que con lo anterior, 

se simplifica y transparenta el mecanismo de cálculo de dichas tasas.  

 

El Ejecutivo Federal indica que respecto a los elementos que actualmente se 

establecen en la Ley de Ingresos de la Federación destacan los factores para la 

determinación del impuesto sobre el valor agregado, como componente del precio al 
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público de las gasolinas y el diesel, conforme a las tasas vigentes de dicho impuesto; 

adicionalmente, propone incorporar el concepto de mermas.  

 

En cuanto a los términos y conceptos que resultan más adecuados a la normatividad 

expedida por la Secretaría de Energía durante los últimos años, así como a las 

prácticas de los mercados internacionales, para efectos de los elementos necesarios 

para el cálculo de la tasa, propone lo siguiente: 

 

• Sustituir el término “agencia de ventas” por “Terminal de Almacenamiento y 

Reparto”, el cual está definido de forma operativa y en las disposiciones de 

Ventas de Primera Mano de combustibles emitidas por la Secretaría de 

Energía. 

 

• Sustituir el concepto de “costos incurridos” por “costos”, con el fin de 

establecer criterios de eficiencia económica en su determinación. 

 

• Actualizar las referencias de precios de los combustibles utilizadas en el cálculo 

del precio productor de acuerdo a la realidad de los mercados nacional e 

internacionales; eliminar las referencias a los combustibles de alto azufre, ya 

que por disposiciones ambientales ya no se producen, y generalizar el 

concepto de gasolinas con el fin de incorporar a la gasolina Premium. 

 

• Definir los conceptos de “precio productor”, “costos de distribución y 

comercialización” y “precio de venta de primera mano”, para dar mayor 

transparencia en los elementos que forman parte del cálculo de las tasas del 

IEPS y simplificar su metodología. 
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• Se propone agregar la posibilidad de que el transporte sea realizado por 

Petróleos Mexicanos o por un tercero, con el fin de armonizar el cálculo de las 

tasas del impuesto con la realidad operativa de la distribución de combustibles 

que lleva a cabo ese organismo. 

 

• Adicionalmente, la redacción actual de la ley no hace una referencia específica 

a las unidades de medida de los combustibles, por lo que se propone 

establecer el metro cúbico (medida internacional de volumen equivalente a 

1,000 litros) como unidad de medida para el cálculo de los elementos con los 

que se calculan las tasas del impuesto. 

 

• La información necesaria para el cálculo de dichas tasas es generada por 

Petróleos Mexicanos, por lo que se propone una modificación para establecer 

que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público requerirá a Petróleos 

Mexicanos todos los datos e información necesaria para calcular las tasas del 

IEPS de las gasolinas y el diesel, lo cual otorga mayor certeza al proceso de 

cálculo. 

 

• Con el fin de garantizar que Petróleos Mexicanos pueda aplicar las tasas 

resultantes en tiempo y forma, se propone modificar el plazo en el que se 

recopilan los datos necesarios para el cálculo de las tasas, para pasar de un 

plazo que actualmente va del día 26 del mes inmediato anterior al día 25 del 

mes anterior a aquel para el cual se calculan las tasas, a un plazo que vaya del 

día 21 del mes inmediato anterior al día 20 del mes anterior por el que se 

calcula la tasa. También se propone establecer la obligación de publicar dichas 
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tasas antes de que inicie el mes por el que se calculan; sin embargo, se 

propone también que en casos extraordinarios, en que no sea posible publicar 

dichas tasas antes del plazo señalado, Petróleos Mexicanos pueda continuar 

utilizando las tasas del mes anterior, en tanto no se publiquen las tasas 

correspondientes. 

 

En ese sentido, señala que en cuanto a las definiciones de gasolinas y diesel es 

necesario modificarlas para efectos de la aplicación del IEPS, debido a que las 

definiciones actuales corresponden a procesos generales que hoy en día no 

corresponden con la realidad de los procesos de la refinación del petróleo crudo. 

 

Manifiesta que las definiciones que se proponen, otorgan mayor certidumbre al 

contribuyente del impuesto, y corresponden con los procesos actuales de la refinación 

de petróleo crudo, así como con las definiciones aceptadas internacionalmente. 

 

6. Impuesto a las gasolinas destinado a las entidades federativas. 

 

El Ejecutivo Federal expresa que a efecto de mejorar los mecanismos establecidos 

para que las entidades federativas cuenten con los recursos del impuesto a las 

gasolinas y el diesel que se destina a dichas entidades, así como a los municipios y 

demarcaciones territoriales, establecido en la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios, se hace necesario modificar radicalmente las características 

de dicho gravamen sin alterar las cuotas establecidas desde 2008 y conservando el 

destino de la recaudación a las entidades federativas. En ese sentido se proponen los 

siguientes cambios: 
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Establecer que, sin perjuicio de los otros impuestos aplicables a las gasolinas y al 

diesel, quienes vendan dichos combustibles deberán pagar las cuotas siguientes: 36 

centavos por litro en el caso de gasolina magna; 43.92 centavos por litro en el caso 

de gasolina Premium UBA, y 29.88 centavos por litro tratándose del diesel, mismas 

cuotas que están vigentes desde su introducción en 2008. 

 

Se exentan las ventas que realicen personas diferentes a los fabricantes, productores 

o importadores de los combustibles mencionados.  

 

Por otra parte, el Ejecutivo Federal manifiesta que la modificación a las características 

del impuesto no provocará ningún incremento adicional en el precio final al 

consumidor de combustibles respecto al que se observa en la actualidad, además se 

plantea que los recursos que se obtengan por este concepto se seguirán destinando a 

las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales conforme se 

establece en la Ley de Coordinación Fiscal y que para ello, se hace necesario 

establecer la obligación de presentar conjuntamente con la declaración de pago 

mensual la información correspondiente a los litros de las gasolinas y diesel 

enajenados por cada estación de servicio en cada una de las entidades federativas; 

tratándose de enajenaciones a distribuidores de gasolinas y diesel, la información se 

presentará por cada uno de los establecimientos del distribuidor, considerando el 

volumen entregado en cada uno de dichos establecimientos. 

 

En este mismo rubro, se indica que el pago del impuesto se realizará a la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público, la cual hará la distribución a las entidades federativas 

durante el mes inmediato posterior al mes en que los contribuyentes hayan realizado 

el pago. 
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Adicionalmente, se proponen reformas a diversos artículos para precisar el momento 

de causación, el cálculo y la base que se deben tomar en consideración para la 

aplicación de este impuesto, así como diversas derogaciones, habida cuenta de que, 

con este gravamen, se está sustituyendo el aplicable a la venta final de estos 

combustibles. 

 

Por otra parte, el Ejecutivo Federal expresa que en la XLV Reunión Ordinaria de la 

Conferencia Nacional de Gobernadores, sus integrantes manifestaron que toda vez 

que está previsto que las cuotas del impuesto a las gasolinas y el diesel que se 

destina a las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales se 

disminuya en 9/11 a partir de 2015, dicha disminución no resulta conveniente, ya que 

resulta primordial que las entidades federativas tengan certeza jurídica de que dicha 

contribución cuenta con la estabilidad requerida como fuente de ingresos a fin de 

destinar los recursos requeridos al gasto público y que si se redujeran en esos 

términos, se comprometería la situación financiera de las entidades federativas, al 

dejar de percibir aproximadamente 82% de lo que se recaudaría con la aplicación de 

estas cuotas, lo que equivale en 2014 a 17.2 miles de millones de pesos, por lo que 

se propone en la Iniciativa sujeta a dictamen derogar la disposición que establece 

que a partir del 1 de enero de 2015, las cuotas del IEPS a la venta final al público en 

general de gasolinas y diesel. 

 

7. Eliminación de la exención del impuesto a la importación tratándose 

de bienes en franquicia de conformidad con la Ley Aduanera. 
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En la Iniciativa en estudio se expresa que el artículo 13 de la Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios, establece en su fracción IV que “no se pagará 

el impuesto por la importación de bienes en franquicia de conformidad con lo 

dispuesto en la Ley Aduanera”. 

 

En ese sentido, el Ejecutivo Federal considera que utilizar el concepto de franquicia 

en la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios tuvo el propósito de 

exentar del impuesto solamente a las importaciones realizadas por pasajeros y por las 

misiones diplomáticas acreditadas en nuestro país; sin embargo, actualmente algunos 

contribuyentes han considerado que dentro de este concepto quedan comprendidas 

las mercancías que se encuentran exentas conforme a la Ley de los Impuestos 

Generales de Importación y de Exportación y los tratados internacionales, partiendo 

de que el concepto de franquicia es sinónimo de exención siendo esto incorrecto, ya 

que los fines de los impuestos al comercio exterior y los fines de los impuestos 

internos que también gravan la importación, como es el caso del IEPS, son diferentes 

y que dicha interpretación provocaría, por ejemplo, que algunos de los bienes que se 

importan, y que son materia del IEPS, como por ejemplo, las bebidas alcohólicas, 

quedaran exentas de dicho impuesto y se generarían problemas de inequidad en el 

IEPS, al gravarse los bienes que se producen en territorio nacional y quedar exentos 

algunos de los bienes que se importaran. 

 

Por lo anterior, se propone eliminar la fracción IV, del artículo 13 de la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.  

 

El Ejecutivo Federal destaca que con esta propuesta no se afecta la exención que 

actualmente se otorga a las importaciones efectuadas por pasajeros y por las 
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misiones diplomáticas acreditadas en México, ya que se mantiene en sus términos 

vigentes la fracción II, del artículo 13 de dicho ordenamiento. 

 

8. Momento de causación tratándose de faltantes de bienes en los 

inventarios. 

 

El Ejecutivo Federal manifiesta que la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 

Servicios equipara a la enajenación el faltante de bienes en los inventarios de los 

contribuyentes y, en algunos casos, el consumo y autoconsumo de dichos bienes. 

 

Bajo ese contexto, a efecto de aclarar el momento de causación del impuesto en los 

casos mencionados, propone establecer que se considerará que se efectúa la 

enajenación en el momento en el que el contribuyente o las autoridades fiscales 

conozcan que se realizaron los supuestos mencionados, lo que ocurra primero y se 

precisa que, tratándose de donaciones por las que se deba pagar el impuesto, el 

momento de causación se genera cuando se haga la entrega del bien donado o se 

extienda el comprobante que transfiera la propiedad, lo que ocurra primero. 

 

9. Garantía de audiencia tratándose de clausura de establecimientos en 

los que se realizan juegos con apuestas y sorteos. 

 

El Ejecutivo Federal expresa que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en la tesis 1a. CXXXII/2011, estableció el criterio de que el artículo 20 de la 

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, al establecer la posibilidad de 

que la autoridad administrativa imponga la sanción consistente en la clausura de uno 

a dos meses del establecimiento o establecimientos donde se realicen las actividades 
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de juegos con apuestas y sorteos, cuando se advierta el incumplimiento a la 

obligación de llevar sistemas de cómputo y proporcionar al Servicio de Administración 

Tributaria, en forma permanente, la información en línea y en tiempo real del sistema 

central de apuestas, viola la garantía de audiencia contenida en el artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues al constituir un acto 

privativo, debe concederse la indicada garantía constitucional en la que se cumplan 

las formalidades del procedimiento. 

 

En ese sentido, el Ejecutivo Federal destaca que con el fin de corregir el problema de 

inconstitucionalidad observado se propone establecer el procedimiento al que deben 

sujetarse las autoridades fiscales en el que se respeten las garantías de audiencia y 

de defensa establecidas en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

10. Declaraciones de pago para contribuyentes personas físicas que 

optan por tributar en el régimen de incorporación. 

 

En la Iniciativa del Ejecutivo Federal se manifiesta que, en congruencia con la 

propuesta presentada para expedir una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta, en la 

cual se elimina el actual Régimen de Pequeños Contribuyentes, y se propone 

establecer el denominado “Régimen de Incorporación”, al cual podrán acogerse por 

un periodo de seis años las personas físicas con poca capacidad económica y 

administrativa, a fin de que puedan prepararse para cumplir adecuadamente con sus 

obligaciones e incorporarse al régimen general de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

toda vez que se les permitirá que durante el periodo mencionado puedan presentar 

de forma bimestral sus declaraciones de pago e informativas para efectos del 
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impuesto sobre la renta, se considera conveniente permitir que dichos contribuyentes 

también puedan presentar de manera bimestral las declaraciones de pago 

correspondientes al IEPS, precisando que no estarán obligados a presentar las 

declaraciones informativas relativas a este impuesto, siempre que presenten la 

información de las operaciones con sus proveedores en el bimestre inmediato 

anterior, de conformidad con lo previsto en la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

11. Se elimina la facultad que se confiere a las entidades federativas para 

administrar el impuesto sobre juegos con apuestas y sorteos, 

tratándose de pequeños contribuyentes. 

 

El Ejecutivo Federal expresa que en virtud de que en la nueva Ley del Impuesto 

sobre la Renta que se propone a esta Soberanía, se elimina el Régimen de Pequeños 

Contribuyentes y, por lo tanto, las entidades federativas ya no tendrán facultades de 

administración sobre ese sector, se hace innecesario conservar lo relativo al IEPS 

aplicable a juegos con apuestas y sorteos que causen las personas físicas sujetas al 

Régimen de Pequeños Contribuyentes, por lo que propone su eliminación.  

 

12. Código de seguridad para cajetillas de cigarros. 

 

Respecto de la obligación que tienen actualmente los productores, fabricantes e 

importadores de cigarros y otros tabacos labrados, con excepción de puros y otros 

tabacos labrados hechos enteramente a mano, en la Iniciativa sujeta a dictamen se 

manifiesta que con la finalidad de emprender acciones que coadyuven a combatir la 

falsificación y contrabando de dichos productos, se propone establecer la obligación a 

los productores, fabricantes e importadores de cigarros y otros tabacos labrados, de 
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imprimir un código de seguridad en cada una de las cajetillas de cigarros para su 

venta en México, con las características técnicas que establezca el Servicio de 

Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, así como la obligación 

de dichos contribuyentes de que registren, almacenen y proporcionen al citado 

organismo, la información que se genere de los mecanismos y sistemas de impresión 

del referido código. Adicionalmente, se propone facultar al Servicio de Administración 

Tributaria para que en el caso de que detecte cajetillas de cigarros que no cuenten 

con el código de seguridad que cumpla con las especificaciones de la Ley, proceda a 

asegurarlas pasando a propiedad del fisco federal, y se realice su destrucción. 

 

Para que el citado organismo ejerza adecuadamente dichas acciones, el Ejecutivo 

propone también facultarlo para que practique verificaciones en cualquier local o 

establecimiento en donde se vendan, enajenen o distribuyan en México las cajetillas 

de cigarros y otros tabacos labrados, para cerciorarse que estos productos contengan 

impreso el código de seguridad, observando el procedimiento que se establece en el 

artículo 49 del Código Fiscal de la Federación. 

 

13. Comprobantes fiscales. 

 

En concordancia con las modificaciones que se han realizado al Código Fiscal de la 

Federación en materia de comprobantes fiscales y con las propuestas presentadas en 

dicha materia en la Iniciativa en estudio, el Ejecutivo Federal manifiesta que es 

necesario adecuar diversas disposiciones en la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios con el objeto de establecer la obligación de los contribuyentes 

para expedir comprobantes fiscales de conformidad con las características y 

requisitos regulados en el mencionado Código. 
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14. Actualización de referencias a disposiciones de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta. 

 

Derivado de la propuesta presentada por el titular del Ejecutivo Federal para expedir 

una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta, y toda vez que en la Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios se alude en diversas disposiciones a dicha ley, 

el proponente considera necesario actualizar dichas referencias. 

 

15. Disposiciones transitorias 

 

Que tomando en cuenta que el momento de causación del IEPS se produce cuando 

se cobran las contraprestaciones por las actividades gravadas, lo que implica que con 

motivo de las reformas propuestas, respecto de algunas operaciones celebradas en 

2013, si éstas se pagan en 2014, quedarían afectas a una nueva tasa o estarán 

gravadas por vez primera, a efecto de mantener en lo posible las condiciones que 

dieron lugar a dichas operaciones, se propone establecer mediante disposición 

transitoria que cuando los bienes o servicios se hayan entregado o proporcionado, 

según corresponda, en 2013 y el pago se realice dentro de los primeros diez días 

naturales de 2014, los contribuyentes puedan mantener el tratamiento aplicable en 

2013. 

 

 

C. LEY FEDERAL DE DERECHOS 
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En la Iniciativa de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Ley Federal de Derechos, presentada por el Ejecutivo Federal, se 

establece que la misma tiene como propósito continuar con la labor de actualizar y 

adecuar el marco jurídico fiscal de los cobros por la prestación de los servicios 

públicos que proporcionan las dependencias de la Administración Pública Federal, así 

como equilibrar los costos que implica a las autoridades en algunos casos la 

prestación de determinados servicios, a través del ajuste de diversos montos de 

derechos. En ese sentido, se plantean diversas modificaciones en las materias 

migratoria, de autotransporte federal, de aeronáutica civil, y de salud, entre otras. 

 

Por otro lado, en cuanto a los derechos por el uso, goce, aprovechamiento o 

explotación de los bienes de dominio público de la Nación, el Ejecutivo Federal 

plantea la implementación de medidas que contribuyan a la preservación y cuidado 

de los recursos naturales del país, tales como las sustancias y minerales que se 

encuentran en el subsuelo, así como de buscar el aprovechamiento integral de todos 

los recursos sujetos a concesión minera, esto es la implementación de un esquema 

que fomente la actividad minera, en el que se vean beneficiadas las comunidades en 

donde éstas se llevan a cabo, retribuyéndole así al Estado Mexicano un porcentaje del 

beneficio obtenido. 

 

Asimismo, en la Iniciativa sujeta a dictamen se plantean diversas reformas respecto 

del cálculo de los derechos en materia de agua al señalar en la misma que el agua es 

un bien de dominio público federal, vital, vulnerable y finito, con valor social, 

económico y ambiental cuya preservación en cantidad y calidad es tarea fundamental 

del Estado y la sociedad. 
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En ese sentido, la Iniciativa planteada por el Ejecutivo Federal plantea una política de 

protección colectiva del patrimonio nacional mediante la implementación de medidas 

que favorezcan el uso racional de los bienes de dominio público de la Nación. 

 

Disposiciones Generales. 

 

La Iniciativa del Ejecutivo Federal propone establecer que a partir del siguiente 

ejercicio fiscal las cuotas establecidas en la Ley Federal de Derechos, se actualicen de 

forma anual el 1 de enero de cada año, a efecto de que los derechos reflejen las 

variaciones en el Índice Nacional de Precios al Consumidor (INPC) y que las cuotas 

preserven, por una parte, los costos que le implican a la autoridad la prestación de 

los servicios públicos y, por otra, el valor de los bienes del dominio público de la 

Nación derivado del beneficio que obtienen los particulares por el uso, goce, 

aprovechamiento o explotación de los mismos. 

 

Asimismo, en la Iniciativa se señala que, derivado de las reformas efectuadas a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es necesario precisar que las 

facultades de fiscalización y determinación de derechos no solo estarán a cargo de las 

dependencias, sino de cualquier entidad u órgano del Estado que preste servicios 

públicos o que tengan a su cargo la administración del uso, goce, explotación o 

aprovechamiento de bienes de dominio público de la Nación. 

 

En este mismo rubro, se señala que en congruencia con las reformas y adiciones que 

mediante la Iniciativa se plantean en materia de derechos sobre minería y para una 

recaudación eficiente, que el Servicio de Administración Tributaria en lugar de la 

Secretaría de Economía, mediante sus facultades de comprobación, lleve a cabo la 
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fiscalización de los derechos sobre minería a que se refiere el Capítulo XIII del Título 

Segundo de la Ley Federal de Derechos, sin perjuicio de que la Secretaría de 

Economía conserve la facultad de suspender el uso, goce o aprovechamiento de 

dichos bienes de dominio público de la Nación, por la omisión total o parcial del 

entero de dichos derechos. 

 

Por otra parte, el Ejecutivo Federal indica que a fin de automatizar el intercambio de 

información entre la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal, sobre los ingresos percibidos por 

derechos durante el primer semestre del ejercicio fiscal que se encuentre en curso, 

así como los que tengan programados percibir durante el segundo semestre del 

mismo, se propone precisar que el informe respectivo deberá realizarse a más tardar 

el último día hábil de julio a través del sistema electrónico denominado “Módulo de 

Estimación de Ingresos por Concepto de Derechos, Productos y Aprovechamientos”. 

 

Servicios Migratorios. 

 

La Iniciativa en cuestión, plantea la derogación de los derechos por la expedición del 

documento migratorio que acredite la condición de estancia de “Visitante Regional”, 

en virtud de que su cobro dificulta el control migratorio al desincentivar la obtención 

de dicha condición de estancia, particularmente si se considera que la mayoría de las 

personas que lo tramitan son residentes o nacionales de países vecinos como 

Guatemala o Belice. 

 

En otro orden de ideas, señala el proponente que se le facultó para autorizar la 

renovación de algunas condiciones de estancia a los extranjeros que requieran 
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permanecer más tiempo en nuestro país, por lo que en ese sentido, se plantea 

adicionar en la Ley Federal de Derechos un cobro por dicho concepto. 

 

Asimismo, se plantea en relación con el cobro y entero de los derechos por servicios 

migratorios y tomando en consideración que las empresas de transporte aéreo son 

las que tienen el primer contacto con el turista extranjero, aunado al hecho de que 

con posterioridad a la entrada del extranjero a territorio nacional se dificulta su cobro 

por parte de la autoridad migratoria, se propone que sean dichas empresas las que 

de manera previa a la prestación de los servicios recauden y enteren el derecho por 

la condición de estancia de “Visitante sin permiso para realizar actividades 

remuneradas”, así como el derecho por servicios migratorios a los pasajeros que 

arriben al país vía aérea, con lo cual se busca mejorar la captación de los recursos en 

la materia. 

 

Adicionalmente, mediante la Iniciativa en comento se propone exentar del cobro del 

derecho por la expedición del documento migratorio relativo a la condición de 

estancia al Residente Temporal cuando sea autorizado bajo los convenios de 

cooperación o intercambio educativo, cultural y científico.  

 

Por otro lado, el Ejecutivo Federal propone incluir en el supuesto del pago de 

derechos por servicios migratorios por la expedición de autorización para realizar 

actividades remuneradas, al Residente Temporal, a fin de homologar la Ley Federal 

de Derechos con el Reglamento de la Ley General de Población. 

 

En este mismo rubro, destaca la Iniciativa que en un marco de cooperación 

internacional y para acelerar los trámites en los puntos migratorios, se propone 
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incorporar los derechos por la autorización o renovación para el Programa Viajero 

Confiable y la expedición de la tarjeta de viaje APEC Business Travel Card (ABTC). 

 

Servicios Consulares. 

 

Refiere el Ejecutivo Federal, a través de la Iniciativa que se analiza, que con motivo 

del proceso de actualización del marco normativo de algunos servicios consulares, se 

propone eliminar el cobro del derecho por la expedición del certificado de importación 

de armas, municiones, detonantes, explosivos y artificios químicos, en virtud de que 

ya no se considera documento consular. 

 

Adicional a lo anterior, se propone a esa Soberanía exentar a los miembros del 

Servicio Exterior Mexicano del derecho por la expedición del certificado de lista de 

menaje de casa, toda vez que es la propia Secretaría de Relaciones Exteriores la que 

cubre los derechos por los servicios otorgados a estos funcionarios.  

 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

 

Derivado de la necesidad de implementar un régimen más robusto de prevención, 

detección y reporte de actos, omisiones u operaciones que pudiesen configurarse 

como delitos en términos de los artículos 139, 148 Bis o 400 Bis del Código Penal 

Federal, en la Iniciativa se propone incorporar un derecho consistente en el estudio, 

trámite y, en su caso, emisión o renovación del dictamen técnico que presenten los 

centros cambiarios, transmisores de dinero y sociedades financieras de objeto 

múltiple no reguladas para obtener su registro ante la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores. 
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Adicionalmente, se plantea derogar los derechos por los servicios de inspección y 

vigilancia que presta la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a las arrendadoras 

financieras, empresas de factoraje financiero, y sociedades financieras de objeto 

limitado, tomando en cuenta que de conformidad con lo dispuesto en los Transitorios 

Tercero y Quinto del “Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de 

Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, 

Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de 

Instituciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de 

Ahorro y Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la 

Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación”, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2006, las 

autorizaciones emitidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para 

constituirse y operar como arrendadoras financieras, empresas de factoraje financiero 

y sociedades financieras de objeto limitado quedaron sin efecto por ministerio de ley 

el 18 de julio de 2013. 

 

Sanidad Zoosanitaria y Fitozoosanitaria. 

 

Con la intención de apoyar a la Federación, así como a las instituciones de enseñanza 

e investigación, cuando realicen la importación de productos o subproductos 

alimenticios con la finalidad de donarlos en beneficio de comunidades marginadas o 

en extrema pobreza, que se encuentren en situaciones de emergencia, con motivo de 

desastres naturales o para ayuda humanitaria, así como las que deriven de 

programas en materia de sanidad e inocuidad, la Iniciativa propone exentarlas del 
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pago del derecho de certificación en materia de sanidad agropecuaria, por la 

expedición de certificados zoosanitarios y fitosanitarios, tomando en consideración 

que las importaciones que realizan no tienen como fin la obtención de lucro. 

 

Asimismo, señala el proponente que con el objetivo de darle mayor competitividad al 

sector agropecuario del país, se plantea otorgar una disminución del 50% de la cuota 

del derecho mencionado, en los casos de importación de vegetales, animales vivos, 

sus productos y subproductos, así como productos químicos, farmacéuticos, 

biológicos y alimenticios para uso en animales y consumo por éstos, cuando con 

motivo de la inspección física se realice el rechazo individual de animales o parte de 

la mercancía, ocasionando actualmente la cancelación del trámite, evitando así un 

doble pago al contribuyente por la prestación del servicio.  

 

Autotransporte Federal. 

 

En la Iniciativa se precisa que actualmente la Ley Federal de Derechos contempla el 

pago de derechos por los trámites relativos al permiso para la operación y 

explotación de los servicios de autotransporte federal, el cual incluye, alta vehicular, 

placas metálicas, calcomanía de identificación vehicular y tarjeta de circulación para 

vehículos motrices, unidades de arrastre y otras modalidades del servicio de 

autotransporte federal; sin embargo, cada concepto implica un trámite y el pago 

individual de cada derecho, lo que genera cargas administrativas a los particulares 

que desarrollan actividades de autotransporte. En tal virtud, a fin de simplificar las 

cargas tributarias que enfrentan los contribuyentes de este sector, se propone 

implementar un solo derecho que comprenda los trámites referidos, así como 

establecer una cuota menor para el caso de que los interesados soliciten los servicios 
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a través de medios electrónicos, puesto que estos representan para la dependencia, 

una disminución en el costo al necesitar de un número menor de recursos humanos y 

materiales, aunado a que a través de dichos medios, varios de los procesos 

necesarios relacionados con el otorgamiento de los permisos y altas de vehículos se 

hacen de forma automatizada, reflejándose en el costo final que debe de cubrir el 

contribuyente. 

 

Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano. 

 

En cuanto a los servicios que presta el órgano desconcentrado de la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, Servicios a la Navegación en el Espacio Aéreo 

Mexicano, fuera del horario oficial de operaciones de los aeropuertos, la Iniciativa 

presentada a esta Soberanía plantea cobrar una sola cuota por los derechos de 

extensión de horario de los servicios de control de tránsito aéreo, eliminando así los 

relativos a la información de vuelo en extensión de horario, lo anterior con el objeto 

de facilitar la autodeterminación del derecho y adecuar el texto de la ley a fin de que 

este sea más claro y preciso. 

 

Aeronáutica Civil. 

 

En esta materia, el proponente plantea incorporar el cobro del derecho por la 

prestación de servicios relacionados con la expedición de certificados de aeródromo, 

de especificaciones del sistema de gestión de seguridad operacional, de producción 

de aeronaves y sus componentes, así como verificación, y en su caso, la certificación 

como Explotador de Servicios Aéreos, a fin de que México esté en posibilidades de 
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cumplir con sus obligaciones contraídas con anterioridad en los convenios 

internacionales. 

 

Servicios de Capitanía de Puerto. 

 

Señala la Iniciativa que las actividades que se desarrollan administrativa y 

organizacionalmente en las Capitanías de Puerto en ocasiones implican riesgos para 

la maniobra y operación portuaria, por lo que se propone la incorporación del cobro 

del derecho por servicio de enmienda, consistente en la variación del rumbo o el 

fondeadero de las embarcaciones atracadas o fondeadas, estableciendo cuotas 

diferenciadas en atención a las dimensiones de la embarcación. 

 

Asimismo, indica el proponente que a efecto de simplificar los trámites 

administrativos y hacer más eficiente el cobro de derechos y en consecuencia, la 

operación portuaria, se plantea como una facilidad administrativa para el 

contribuyente, la posibilidad de optar por efectuar en un solo pago la totalidad de los 

servicios prestados por la autoridad portuaria a las embarcaciones, sean estos de 

arribo, maniobras de fondeo, enmienda o despacho, de manera previa a que se le 

autorice a la embarcación el despacho. 

 

Finalmente, acorde con el marco internacional en materia de la seguridad en el mar, 

se estableció la obligación de expedir una declaración de cumplimiento de una 

instalación portuaria, consistente en un documento expedido por la autoridad 

marítima que avale que una instalación portuaria cumple satisfactoriamente con lo 

establecido en el “Código Internacional para la Protección de los Buques y de las 
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Instalaciones Portuarias”. En ese sentido, se propone establecer un derecho por la 

expedición del certificado de cumplimiento por parte de las instalaciones portuarias. 

 

Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

 

Se propone reformar el derecho por el otorgamiento de permisos, prórrogas, 

sustituciones, transferencias o concesiones para el uso o aprovechamiento de 

elementos y recursos naturales dentro de las áreas naturales protegidas, con la 

finalidad de homologar las disposiciones de la Ley Federal de Derechos con el 

Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en 

Materia de Áreas Naturales Protegidas y otorgar certeza jurídica a los solicitantes de 

los servicios, por lo que se plantea reemplazar el término “permiso” por el de 

“autorización”. 

 

Servicios Sanitarios. 

 

El proponente considera conveniente establecer que se pague el 50% de la cuota del 

derecho que actualmente cubren las fábricas o laboratorios, cuando la licencia 

sanitaria se expida a centros de mezclas, toda vez que se requiere un trabajo menor 

para la expedición de la licencia sanitaria para estos establecimientos que para el de 

fábrica o laboratorio, en virtud de que la autoridad únicamente lleva a cabo una 

revisión documental y no así visitas para verificar las instalaciones, como en el caso 

de las fábricas y laboratorios. 
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Asimismo, estima conveniente modificar la Ley Federal de Derechos para ampliar los 

supuestos en materia sanitaria en que la Comisión Federal para la Protección contra 

Riesgos Sanitarios expida licencias o registros sanitarios. 

 

Finalmente, se plantea unificar y reducir las cuotas de los derechos por los servicios 

relativos a: i) la validación de la calidad sanitaria del agua del área de producción de 

moluscos bivalvos y de las especies que se cultivan o cosechan, y ii) acreditar las 

plantas de empacado al Programa Mexicano de Sanidad de Moluscos Bivalvos, para 

simplificar los trámites administrativos y que el pago de estos derechos sea 

proporcional a los costos que para la autoridad sanitaria implica la prestación de esos 

servicios y apoyar a los productores o cosechadores de este tipo de moluscos para 

que cumplan con los requisitos para importar sus productos. 

 

Servicios Privados de Seguridad. 

 

Por otro lado, se indica que con motivo de la reforma en materia de Seguridad 

Privada, se propone la incorporación de los derechos por las autorizaciones de “Los 

Centros de Capacitación Privados”. 

 

Bosques y Áreas Naturales Protegidas. 

 

El Ejecutivo Federal propone que tratándose de las áreas naturales protegidas, los 

usuarios sólo realicen el pago correspondiente por el área que efectivamente usen o 

aprovechen, independientemente de que se tenga que pasar por un área natural 

protegida contigua para acceder al área de destino, en la cual se usan o aprovechan 

los elementos naturales marinos, insulares y escénicos de la misma. 
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Carreteras y Puentes. 

 

Señala el Ejecutivo Federal que actualmente Caminos y Puentes Federales de 

Ingresos y Servicios Conexos (CAPUFE) paga derechos aplicando la tasa de 5.0% 

sobre los ingresos por la venta de bienes y servicios que obtenga por el uso de las 

carreteras y puentes federales, mientras que a las carreteras concesionadas a 

terceros se les fija un aprovechamiento de 0.5% sobre los ingresos brutos, además 

de que entera a la Federación el 25% de los ingresos por peaje obtenidos en los 

puentes a su cargo, por lo que paga derechos sobre ingresos que no son propios. 

 

En ese sentido, el proponente plantea que se disminuya la tasa al 1% sobre los 

ingresos por la venta de bienes y servicios por el uso de las carreteras y puentes 

federales, exceptuando de la base del derecho, los ingresos que entere a la 

Federación por concepto de coordinación fiscal, a fin de disminuir la carga fiscal de 

dicho descentralizado y así fomentar su competitividad, coadyuvando a su 

crecimiento y desarrollo, de tal forma que sólo pague derechos sobre aquellos 

ingresos que son considerados como propios y con una tasa similar a la de otros 

concesionarios de infraestructura carretera. 

 

Agua. 

 

Destaca la Iniciativa en comento, que el Constituyente reconoce en términos de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que las aguas y sus bienes 

públicos inherentes, son propiedad originaria de la Nación y por tanto los cuerpos que 

almacenan o encausan las aguas nacionales, el Estado Mexicano debe administrarlos, 
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gestionarlos y preservar su calidad y cantidad, como lo establece la Ley de Aguas 

Nacionales. 

 

Asimismo, se precisa que para implementar un manejo sustentable del agua, se debe 

actualizar y alinear la legislación fiscal con la ambiental para lograr una eficaz 

regulación de las acciones que contribuyen a la preservación y restauración del medio 

ambiente y los recursos naturales, así como, establecer una política fiscal que 

fomente la rentabilidad y competitividad ambiental de nuestros productos y servicios. 

 

Asimismo, se puntualiza que las cuotas de los derechos y otras contribuciones 

federales deberán estar diseñadas para privilegiar la gestión de la demanda, al 

propiciar el uso eficiente del agua, la racionalización de los patrones de consumo e 

inhibir actividades que impongan una demanda excesiva. 

 

Bajo ese contexto, a través de la Iniciativa en estudio se plantean las siguientes 

propuestas de reforma en materia de explotación, uso o aprovechamiento de aguas 

nacionales y de los cuerpos receptores de las descargas de aguas residuales: 

 

a) Zonas de disponibilidad. 

 

Señala el proponente que uno de los problemas que enfrenta la autoridad del agua y 

que le impiden que se lleve una adecuada gestión integral del recurso hídrico a fin de 

preservar la cantidad y calidad del agua en el país, es la manera en como están 

previstas las zonas de disponibilidad y su clasificación, las cuales se utilizan para 

calcular el monto del derecho sobre agua. 
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Asimismo, se puntualiza que las condiciones naturales del agua hacen necesario que 

su administración tenga que realizarse por cuenca (superficial) o acuífero 

(subterránea), toda vez que el agua que precipita se concentra superficialmente en 

las cuencas y otra se infiltra a los acuíferos, lo que representa que la vulnerabilidad y 

la disposición del recurso varíe. 

 

Adicional a lo anterior, destaca el proponente que el desplazamiento del agua 

subterránea es más lento, derivado de su infiltración natural al acuífero y tiene una 

mejor calidad al haberse purificado durante el proceso; en cambio, derivado de las 

condiciones propias de la cuenca, la disponibilidad del agua varía con mayor rapidez 

con motivo del escurrimiento natural, la evaporación y su contaminación al estar en 

contacto directo con el medio ambiente y el ser humano. 

 

En ese sentido, indica la Iniciativa que la Ley Federal de Derechos prevé el cálculo del 

derecho por uso, explotación o aprovechamiento de aguas nacionales sin atender 

necesariamente a la disponibilidad real que tiene cada acuífero y cada cuenca, sino 

que se determina con base en la extensión territorial del municipio, es decir, lo que 

no permite reflejar la abundancia o escasez real del recurso, pues en un mismo 

municipio pueden concurrir una variedad de acuíferos o cuencas con sus propias 

condiciones y características que inciden directamente en la disponibilidad del 

recurso. 

 

Bajo ese contexto, el Ejecutivo Federal propone reformar los artículos 222, 223 y 231 

de la Ley Federal de Derechos, con la finalidad de prever la metodología a través de 

la cual se determinará la clasificación de las zonas de disponibilidad atendiendo a la 

fuente de extracción y distinguiendo entre una cuenca y un acuífero, de tal forma que 
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se reconozca la disponibilidad tanto del agua superficial como subterránea y a cada 

una de ellas asignarle la zona de disponibilidad que corresponda para efectos del 

cálculo del derecho por el uso, aprovechamiento o explotación de aguas nacionales. 

 

En este sentido, se precisa que técnicamente sólo se justifica que existan cuatro 

zonas de disponibilidad, por lo que se plantea disminuir a cuatro zonas de 

disponibilidad y establecer las cuotas respectivas de las mismas y que mediante la 

metodología que se propone, los contribuyentes puedan determinar por sí mismos la 

zona de disponibilidad que corresponde para efectos del pago del derecho, con lo que 

se otorga certeza jurídica. 

 

b) Trasvase de Aguas Nacionales. 

 

Señala la Iniciativa en cuestión que el cambio climático, la continua explosión 

demográfica, así como el uso irracional del agua, ha provocado la conveniencia o 

necesidad de efectuar el traslado de agua a un lugar distinto al de su cuenca de 

origen, lo que a su vez causa la alteración de las condiciones ambientales 

preexistentes, y como consecuencia de ello, que al disminuir la disponibilidad del 

agua en la zona de disponibilidad de donde se exporta aumente la cuota del derecho 

correspondiente; y por su parte, al incrementar la disponibilidad del agua en la 

cuenca de destino disminuya el monto del derecho, lo que ocasiona una variación en 

cuanto a la disponibilidad del recurso hídrico y, por ende, de los derechos. 

 

En este sentido, se destaca que la Iniciativa tiene por objeto incluir en la Ley Federal 

de Derechos un esquema regulatorio proporcional y equitativo que determine y 

asigne en forma eficiente el monto del derecho a cubrir, así como la distribución del 
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recurso hídrico, por lo que se propone la adición de un artículo 223 Bis a la Ley 

Federal de Derechos a efecto de establecer una cuota aplicable a aquellos 

contribuyentes que usen, exploten o aprovechen aguas nacionales trasvasadas de 

una cuenca diversa con la cual no existe conexión natural. 

 

Adicionalmente, se precisa que la referida cuota al ser parte del derecho previsto en 

los artículos 222 y 223 de la Ley Federal de Derechos, tiene el mismo objeto de 

gravar el uso, explotación o aprovechamiento de aguas nacionales, pero 

considerando que dichas aguas nacionales trasvasadas tienen un valor superior por el 

impacto ambiental y costo de oportunidad social que ocasiona su extracción, así 

como el aumento de la disponibilidad de la cuenca importadora, así como reconocer 

económicamente la diferencia entre los montos de las cuotas del derecho de la zona 

de disponibilidad donde se ubica la cuenca de origen y la de destino. 

 

c) Aguas Salobres. 

 

Señala la Iniciativa que el agua salobre, por su alto contenido en sales, no tiene la 

versatilidad de las aguas “dulces” para poder ser utilizada para consumo humano o 

actividades productivas, por lo cual se requiere de equipo especial y de un 

tratamiento previo para su utilización. 

 

Actualmente, de conformidad con la Ley Federal de Derechos, como un beneficio 

fiscal y con el ánimo de incentivar el uso de aguas salobres, se señala que no se 

pagará el referido derecho cuando el contribuyente obtenga el certificado de agua 

salobre expedido por la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), el cual tendrá una 

vigencia de tres ejercicios fiscales. Sin embargo, bajo el actual marco jurídico, la 
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CONAGUA no puede tener la certeza de que durante la vigencia del certificado, el 

volumen que extrae, usa o aprovecha sigue teniendo la calidad de agua salobre, lo 

cual representa que durante tres ejercicios fiscales el contribuyente no tendrá la 

obligación de pagar el derecho por uso, explotación o aprovechamiento de aguas 

nacionales, independientemente de que el recurso extraído ya no cuente con esa 

calidad. 

 

Bajo este orden de ideas, se subraya la necesidad de modificar los requisitos para 

gozar de la exención del pago de derechos por el uso, explotación o aprovechamiento 

de aguas nacionales salobres, con la finalidad de que la autoridad fiscal cuente con 

información real y constante que redunde en un mejor control para que la exención 

sólo se aplique cuando los volúmenes de agua efectivamente sean salobres, para lo 

cual el Ejecutivo Federal propone establecer como regla general para obtener el 

beneficio de la citada exención, que el contribuyente acredite que el recurso hídrico 

contiene más de 2,500 miligramos por litro de sólidos disueltos totales, ya sea 

mediante un muestreo y análisis diario realizado por laboratorio acreditado, o a 

través de medidores de calidad del agua que determinen la concentración de sólidos 

disueltos totales de forma diaria, debiendo en este último caso contar con la 

validación por la CONAGUA de que el medidor, su instalación, calibración y 

funcionamiento, cumplen con los requisitos establecidos en las reglas de carácter 

general expedidas por dicha Comisión. 

 

d) Cuerpos Receptores de las Descargas de Aguas Residuales. 

 

Señala la Iniciativa que el quinto párrafo del artículo 4o. de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, consagra que toda persona tiene derecho a un medio 
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ambiente sano para su desarrollo y bienestar, que el Estado Mexicano garantizará el 

respeto a este derecho y que el daño ambiental generará responsabilidad para quien 

lo provoque, lo que en materia hídrica representa que el Estado Mexicano tiene la 

obligación de garantizar que no haya una afectación al medio ambiente generado por 

las descargas de aguas contaminadas. 

 

Así pues, se precisa que es de primordial importancia la adecuación de nuestro marco 

normativo para garantizar el saneamiento del agua y la existencia de este vital 

recurso en cantidad y calidad suficientes para su uso, explotación o aprovechamiento, 

razón por la cual, destaca el Ejecutivo Federal que la finalidad principal del derecho 

por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público de la Nación como 

cuerpos receptores de las descargas de aguas residuales, ha sido incentivar el 

cumplimiento de las normas de calidad. Sin embargo, no se ha logrado alcanzar el 

objetivo de incidir en la reducción de los niveles de contaminación, toda vez que 

actualmente, los contribuyentes auto-declaran el volumen y la calidad descargados y 

sólo en el caso de que superen los límites máximos permisibles de Sólidos 

Suspendidos Totales (SST) y Demanda Química de Oxígeno (DQO) establecidos en la 

Ley Federal de Derechos, están obligados a pagar el mencionado derecho. Tal 

situación, ha llevado a una falta de control y no garantiza que los usuarios declaren 

conforme a la realidad de su descarga, ocasionando que al no ser monitoreados de 

manera estricta descarguen grandes cantidades de contaminantes en los cuerpos 

receptores. 

 

En ese tenor de ideas, se puntualiza la necesidad de implementar un derecho que 

grave el volumen de descarga de agua residual y cualquier nivel de contaminación de 

SST y DQO, por medio de cuotas razonables que atiendan a los niveles de 
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contaminación de la descarga, mediante un fácil control a través de la medición de 

los volúmenes descargados, así como el establecimiento de criterios técnicos acordes 

a las Normas Oficiales Mexicanas y las condiciones particulares de descarga, para lo 

cual se propone reformar diversos artículos relacionados con el uso o 

aprovechamiento de los cuerpos receptores de las descargas de aguas residuales y 

facultar a la CONAGUA para instalar medidores volumétricos que le permitan evitar la 

asimetría en la información de las descargas efectuadas por los contribuyentes. El 

monto de las cuotas propuestas atiende a la necesidad de incentivar al usuario al 

tratamiento de sus descargas de aguas residuales. 

 

Asimismo, plantea el proponente que a elección de los contribuyentes que 

descarguen aguas residuales no municipales, se podrán aplicar cuotas distintas 

atendiendo a la siguiente subdivisión en tres grupos: i) descargas de comercio y 

servicios asimilables a las de servicio público urbano; ii) descargas industriales 

preponderantemente biodegradables, y iii) descargas industriales 

preponderantemente no biodegradables, puntualizando que esta clasificación, atiende 

a la característica de las descargas de los usuarios no municipales considerando la 

actividad que la originó, para lo cual se utilizó el Sistema de Clasificación Industrial de 

América del Norte por ser el clasificador oficial de actividades económicas en México. 

 

Al respecto, se indica que para la determinación de las concentraciones 

características de los contaminantes SST y DQO, obtenidas para la clasificación no 

municipal, se consideraron las concentraciones medias de descargas de aguas 

residuales de diversos sectores industriales, en particular las del Instituto Mexicano 

de Tecnología del Agua y las del Banco Mundial, así como los costos reales de 

diversas plantas de tratamiento industriales. 
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En virtud de lo anterior, el Ejecutivo Federal en aras de asegurar que el monto del 

derecho a pagar atienda a las garantías de proporcionalidad y equidad tributarias con 

la finalidad de estimular fiscalmente a que los contribuyentes realicen el tratamiento 

de sus aguas residuales previo a la descarga, propone un régimen optativo para 

acreditar contra el monto del derecho a cargo una cantidad proporcional a la calidad 

de la descarga, para lo cual el contribuyente que descargue por debajo de las 

concentraciones características de los contaminantes SST y DQO, deberá probar ante 

la autoridad fiscal los niveles de concentración de sus descargas mediante análisis de 

laboratorio acreditado ante la entidad autorizada por la Secretaría de Economía y 

aprobado por la CONAGUA, lo que redundará en una mejor calidad en la descarga y, 

en consecuencia, en un monto menor a pagar. 

 

Por otra parte, con la finalidad de incentivar a que los contribuyentes lleven a cabo 

procesos de saneamiento de las aguas residuales, se plantea reformar la fracción I, 

del artículo 282, a fin de prever como una causal de exención que aquellos 

contribuyentes que acrediten con los referidos análisis de laboratorio, que su 

descarga no rebasa los límites máximos permisibles establecidos en la Ley, o bien, en 

las condiciones particulares de descarga que la CONAGUA emita conforme a la 

declaratoria de clasificación del cuerpo de las aguas nacionales que corresponda, no 

estarán obligados al pago del derecho. 

 

Asimismo, el proponente plantea ampliar el beneficio de la citada exención a 

poblaciones inferiores a 10,000 habitantes, tomando en consideración la 

vulnerabilidad económica en que se encuentran dichas poblaciones, en comparación 

con las medianas y grandes ciudades, aunado al hecho de que las descargas 
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contienen contaminantes provenientes de uso público urbano que por su composición 

pueden ser asimilados por la propia naturaleza. 

 

Al respecto, destaca la Iniciativa que para efectos de la determinación del monto del 

derecho, el contribuyente considerará únicamente dos tipos de contaminantes (DQO 

y SST). Sin embargo, para poder gozar de la exención de la contribución su descarga 

deberá cumplir con los límites máximos permisibles de dieciséis tipos de 

contaminante, con lo que se puede advertir que no se hallarían en la misma situación 

jurídica el contribuyente que está exento, respecto de otro que tenga la obligación de 

cubrirlo. 

 

Finalmente, se plantea conservar en la Ley Federal de Derechos el beneficio que 

tiende a incentivar el tratamiento de aguas residuales, aplicable a aquellos 

contribuyentes que realicen acciones para mejorar la calidad del agua de sus 

descargas y éstas sean de una calidad igual o superior a la establecida en la Norma 

Oficial Mexicana NOM-127-SSA1-1994, pudiendo beneficiarse con una reducción de 

hasta un 30% en el pago del derecho por uso, explotación o aprovechamiento de 

aguas nacionales. 

 

Zona Federal Marítimo Terrestre. 

 

En materia de derechos por el uso, goce o aprovechamiento de playas, la zona 

federal marítimo terrestre, y los terrenos ganados al mar o a cualquier otro depósito 

de aguas marítimas, la Iniciativa del Ejecutivo Federal propone eliminar la excepción 

de las obras de protección contra fenómenos naturales, lo anterior con la finalidad de 

evitar abusos del beneficio que otorga la Ley Federal de Derechos, debido a que 
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generalmente los particulares construyen bardas de concreto para delimitar su 

propiedad y no así para protegerse de fenómenos naturales, de modo que se realizan 

obras con cimentación generando un impacto en la zona federal y cubriendo un pago 

menor que es el de protección. 

 

Asimismo, se plantea hacer diversas adecuaciones a fin de que se diferencien con 

claridad los tres tipos de uso que se establecen como son el de protección, el de 

ornato y el general, tomando en consideración el tipo de impacto ecológico que las 

actividades y construcciones pueden generar, así como el tipo de materiales que se 

pretenden utilizar. 

 

Espectro radioeléctrico. 

 

Destaca la Iniciativa la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, que, 

entre otros aspectos, tiene el propósito de beneficiar a todos los mexicanos; primero, 

para hacer realidad el acceso de la población a las tecnologías de la información y la 

comunicación, incluida la banda ancha, lo que necesariamente se traducirá en 

mejores servicios públicos, y segundo, para establecer condiciones de competencia y 

libre concurrencia en los servicios de telecomunicaciones y radiodifusión, lo que dará 

lugar a un funcionamiento eficiente de los mercados. 

 

En congruencia con lo anterior, el Ejecutivo Federal propone establecer el régimen 

fiscal en materia de derechos por el uso, goce, aprovechamiento o explotación del 

espectro radioeléctrico para las bandas de frecuencias de 410 MHz a 430, de 698 

MHz a 806 MHz y de 2.5 GHz a 2.69 GHz, a fin de que puedan utilizarse conforme al 

uso más amplio que la tecnología disponible lo permita, tomando en consideración los 
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criterios jurisprudenciales que ha sustentado la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en esta materia, en el sentido de reconocer el espectro radioeléctrico como un 

bien de dominio público y que los derechos establecidos en el artículo 244-D no 

violan los principios de equidad y proporcionalidad tributaria. 

 

En ese sentido, precisa el proponente que el esquema de cobro de los derechos que 

se plantea para las bandas antes señaladas, promueve una regulación más equitativa 

que impulsa la competencia de las diferentes modalidades de servicios de 

telecomunicaciones. 

 

Aunado a lo anterior, a través de Iniciativa en cuestión, se propone la posibilidad de 

ordenar algunos de los cobros vigentes y gravar otros rangos de bandas que 

actualmente no tributan bajo la estructura de los derechos ya establecidos, a efecto 

de homologar el tratamiento a los diversos concesionarios mediante cobros por 

región y por cada kilohertz concesionado o permisionado, de acuerdo con los criterios 

de constitucionalidad ya establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

reflejando el valor de mercado de las bandas de frecuencias y dando el mismo 

tratamiento fiscal a los contribuyentes y de que es posible establecer 

contraprestaciones en función del plazo de la concesión, las diferencias geográficas o 

de población, las características técnicas y ancho de banda y el valor de mercado de 

cada banda de frecuencias, por lo que no se pueden cobrar las mismas cuotas para 

todas las regiones en que está dividido el país en materia de telecomunicaciones. 

 

En este sentido, indica el proponente que actualmente existen en la Ley Federal de 

Derechos diferentes esquemas de cobro de derechos por el uso, goce, 

aprovechamiento o explotación del espectro radioeléctrico, en atención a que desde 
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el punto de vista técnico cada banda de frecuencias tiene características distintas, lo 

cual, ha sido validado como constitucional por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 

 

En otro tenor de ideas, resalta la Iniciativa que en cumplimiento del mandato 

constitucional, el Estado tiene la responsabilidad de que los bienes del dominio de la 

Nación, como recursos económicos, se manejen bajo los principios de eficiencia, 

eficacia, economía, transparencia y honradez, para lograr un equilibrio de las fuerzas 

del mercado, lo cual encuentra apoyo en la jurisprudencia emitida por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Aunado a lo anterior, se propone la derogación del artículo 244-A de la Ley Federal 

de Derechos, toda vez que actualmente ya no existen contribuyentes que se 

encuentren gravados bajo el mencionado precepto, de tal modo que los nuevos 

concesionarios, deberán tributar de acuerdo a la banda de frecuencia que usen, 

gocen, exploten o aprovechen. 

 

Por otro lado, se plantea la incorporación de una disposición transitoria en la que se 

establezca que las concesiones vigentes sobre la banda de frecuencia de 2.5 a 2.69 

GHz que únicamente presten el servicio de televisión restringida por microondas 

continúen pagando el derecho establecido en el artículo 243 de la Ley Federal de 

Derechos hasta 2018 o hasta el momento en que se les modifique su concesión bajo 

la modalidad de concesión única que establece la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y puedan prestar todo tipo de servicios a través de sus redes, lo 

que ocurra primero. Lo anterior, con la finalidad de respetar las condiciones vigentes 

en las que se encuentran las concesiones de las citadas bandas de frecuencias y que 
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las empresas puedan migrar a sus usuarios actuales del servicio de televisión 

restringida por microondas a otras redes de telecomunicaciones. 

 

En mérito de lo anterior, en la Iniciativa que se somete a consideración de esta 

Cámara de Diputados, se señala que de aprobarse esta medida, a más tardar en 

2018 todas las empresas que tengan una concesión única y puedan proporcionar 

cualquier tipo de servicios en la banda de frecuencias de 2.5 a 2.69 GHz, pagarán las 

cuotas que se proponen establecer en el artículo 244-G de la Ley Federal de 

Derechos, lo cual es acorde con el criterio que sustenta la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación.  

 

Por otra parte, el Ejecutivo Federal plantea un incremento a las cuotas 

correspondientes al derecho por el uso, goce, aprovechamiento o explotación de 

bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico a que se refiere el artículo 244-D, 

con la finalidad de homologarlas con las cuotas vigentes del artículo 244-B, ya que las 

bandas que se contemplan en ambos preceptos tienen características técnicas 

similares y la posibilidad de proporcionar servicios semejantes. 

 

Por otra parte, destaca la Iniciativa que en congruencia con lo previsto en el Plan 

Nacional de Desarrollo 2013-2018, en el Objetivo 4.5., Estrategia 4.5.1, dentro de sus 

líneas de acción, fomentar el uso óptimo de las bandas de 698 MHz y 2.5 GHz bajo 

principios de acceso universal, no discriminatorio, compartido y continuo, se 

considera oportuno establecer en la Ley Federal de Derechos el régimen que será 

aplicable por el uso, goce, aprovechamiento o explotación de las bandas de 

frecuencias referidas que actualmente no se encuentran gravadas bajo la figura de 

derechos, con el fin de dar certeza a los contribuyentes con un esquema equitativo 
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de cobro con respecto a las bandas de frecuencias que ya se encuentran gravadas en 

la propia Ley. 

 

Por otra parte, enfatiza el Ejecutivo Federal que los avances tecnológicos han 

cambiado gradualmente las posibilidades de uso en las bandas que se incorporan 

para su cobro en la Ley Federal de Derechos. Asimismo, la propia reforma 

constitucional en materia de telecomunicaciones lo reconoce al establecer que los 

concesionarios operen bajo concesiones únicas considerando los servicios y usos más 

amplios que se pueden prestar en este bien de dominio público de la Nación, por lo 

que se plantea la incorporación a la Ley Federal de Derechos de los artículos 244-F, 

244-G y 244-H, con la intención de regular el uso, goce, aprovechamiento o 

explotación del espectro radioeléctrico, por cada región en la que se opere y por cada 

kilohertz concesionado o permisionado, reflejando el valor de mercado y respetando 

las características técnicas de las bandas de frecuencias, lo anterior, de conformidad 

con los criterios de constitucionalidad ya establecidos con anterioridad por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Asimismo, la Iniciativa en comento, propone incorporar a diversos entes de carácter 

público que tengan concesionadas, permisionadas o asignadas bandas de frecuencia 

del espectro radioeléctrico para desarrollar sus funciones y objetivos, a fin de que 

todos los agentes económicos que utilicen bandas de frecuencias del espectro 

radioeléctrico paguen por su uso, goce, aprovechamiento o explotación y así 

racionalizar su utilización. 

 

Al respecto, se destaca que a fin de que el impacto de la medida sea 

presupuestalmente neutral, se plantea mediante una disposición transitoria que dicha 
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reforma entre en vigor a partir del 1 de enero de 2015, a efecto de que se 

identifiquen las concesiones de naturaleza pública en el Registro Público de 

Concesiones a que se refiere el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y que se efectúen las previsiones presupuestarias adecuadas para 

el correcto entero de los derechos en la materia. 

 

Por otro lado, señala el proponente que con el objetivo de evitar que los 

concesionarios de derechos de emisión y recepción de señales y bandas de 

frecuencias asociadas a sistemas satelitales, que hacen uso del espectro 

radioeléctrico mexicano, puedan disminuir del pago del derecho respectivo los pagos 

realizados por el uso de bandas de frecuencias efectuados en los países de origen o 

en territorio nacional, se plantean adecuaciones a los artículos 241 y 242 de la Ley 

Federal de Derechos, a fin de que en ningún caso se puedan acreditar los pagos que, 

en su caso, el concesionario haya efectuado o efectúe ante las autoridades del país 

de origen del sistema satelital extranjero o bien, ante las instancias nacionales, según 

sea el caso. 

 

Finalmente, el Ejecutivo Federal puntualiza que la intención de la propuesta en 

materia del espectro radioeléctrico, es la de alinear el marco jurídico fiscal con 

nuestra Constitución Política, y favorecer el despliegue de redes de 

telecomunicaciones de banda ancha, repercutiendo de forma positiva en 

prácticamente todos los aspectos de la economía. 

 

Minería. 
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Señala la Iniciativa que México es uno de los principales productores de minerales 

metálicos y de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y la Ley General de Bienes Nacionales señalan, los minerales y sustancias 

del subsuelo son considerados bienes del dominio público de la Nación, por lo que su 

exploración y explotación únicamente puede llevarse a cabo por quienes cuenten con 

un título de asignación o una concesión minera, lo cual les permite llevar a cabo 

trabajos de exploración y explotación mineros sobre una superficie determinada, 

independiente de si éstos se realizan o no, con lo que las empresas mineras se han 

visto beneficiadas por el incremento de los precios de los minerales en los mercados 

internacionales, lo que se traduce en mayores ganancias económicas para dichas 

empresas y de las cuales el Estado no ha participado. 

 

Es por ello que, al ser los minerales y sustancias del subsuelo bienes no renovables 

de la naturaleza, se considera prioritario para el Estado Mexicano la optimización de 

dichos recursos minerales. En tal virtud, se precisa que es menester que se 

establezca a cargo de quienes se benefician de estos recursos naturales, un derecho 

que represente una justa retribución a favor del Estado Mexicano y de las propias 

comunidades en donde se realizan actividades mineras, mediante el establecimiento 

de un porcentaje razonable acorde a la utilidad neta obtenida. 

 

Asimismo, la Iniciativa subraya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que los derechos por la actividad de usar o aprovechar los bienes de 

dominio público deben ser analizados por el principio de proporcionalidad, no 

tomando en consideración la capacidad contributiva de los contribuyentes, sino 

tomando en cuenta el acto de permisión del Estado, el grado de aprovechamiento de 

los bienes del dominio público medido en unidades de consumo o de utilización de 
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acuerdo con la naturaleza del bien, así como del beneficio aproximado obtenido por 

el usuario y, en su caso, de la valoración de su mayor o menor disponibilidad o su 

reparación o reconstrucción, si se produce un deterioro. 

 

Derivado de lo anterior, el proponente considera que la utilidad neta obtenida por la 

enajenación de los minerales constituye un adecuado parámetro de proporcionalidad, 

dado que se está permitiendo la extracción de bienes que son propiedad exclusiva de 

la Nación cuya disponibilidad es escasa y el grado de aprovechamiento de los 

minerales por parte de los contribuyentes es total, cuyo beneficio se refleja 

directamente en los ingresos obtenidos por la enajenación de los productos que 

fueron extraídos, por lo que se justifica la incorporación de nuevas contraprestaciones 

al régimen vigente, consistente en la adición de un artículo 268 a la Ley Federal de 

Derechos mediante el cual se implemente el derecho especial sobre minería a los 

titulares de las concesiones y asignaciones mineras por la producción de minerales y 

sustancias sujetos a la Ley Minera, aplicando una tasa del 7.5% a la diferencia 

positiva que resulte de disminuir de los ingresos derivados de la enajenación o venta 

de la actividad extractiva, las deducciones permitidas en la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. 

 

En ese sentido, la Iniciativa en comento señala para efectos del cálculo del derecho, 

cuales ingresos no se considerarán como acumulables, con lo cual se pretende fijar 

una base real y conveniente para el cálculo del pago de derechos por parte de las 

empresas mineras, al establecerse sobre la utilidad neta derivada exclusivamente de 

dicha actividad. 
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En el mismo tenor de ideas, el proponente plantea la posibilidad de disminuir las 

deducciones autorizadas conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta, con 

excepción de: (i) las inversiones; (ii) los intereses devengados a cargo en el ejercicio, 

sin ajuste alguno, e intereses moratorios, y (iii) el ajuste anual por inflación que 

resulte deducible en los términos del mencionado ordenamiento. 

 

Al respecto, señala la Iniciativa que mediante la implementación del derecho descrito 

se obtiene una base gravable que refleja en mayor medida el grado de 

aprovechamiento de los minerales y sustancias que los concesionarios y asignatarios 

mineros obtienen por la exploración y explotación de los mismos, acorde a los 

principios de proporcionalidad y equidad tributaria, descartando la posibilidad de que 

los concesionarios o asignatarios mineros pudieran salir perjudicados ante la eventual 

variación de los precios en los mercados internacionales de los minerales y sustancias 

sujetas a la Ley Minera, principalmente de los metálicos. 

 

Asimismo, se destaca que el derecho solamente se deberá de cubrir cuando se 

genere valor por encima de los costos operativos, lo que evita distorsiones a las 

decisiones de inversión y con lo cual se plantea un tratamiento más favorable que el 

adoptado en otros países donde simplemente se gravan los ingresos brutos. 

 

Por otra parte, en relación con el cobro a los titulares de concesiones y asignaciones 

mineras que se encuentren inactivas, el Ejecutivo Federal plantea que se establezca 

un derecho adicional sobre minería, consistente en el 50% de la cuota máxima del 

artículo 263 de la Ley Federal de Derechos, a aquellos concesionarios que no lleven a 

cabo obras y trabajos de exploración y explotación comprobados durante dos años 

continuos, dentro de los primeros once años de vigencia, contados a partir de la 
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fecha de la expedición del título y que dicha cuota se incrementará en un 100% 

cuando la inactividad sea a partir del doceavo año y posteriores, a cubrirse en ambos 

casos de forma semestral. Lo anterior, con la finalidad de que las personas que 

detentan una concesión, la utilicen conforme a las bases en las que fue otorgada, 

tomando en consideración que la inactividad genera una pérdida para el Estado en 

tanto que impide la explotación de los minerales y por tanto, detiene el desarrollo de 

la industria y afecta al erario público. 

 

Aunado a lo mencionado, se propone el cobro del derecho extraordinario sobre 

minería a los titulares de concesiones y asignaciones mineras, estableciendo una tasa 

del 0.5% a los ingresos derivados de la enajenación del oro, plata y platino, en tanto 

que se trata de minerales de una considerable extracción y que cuyos procesos 

afectan de igual manera el entorno en donde se encuentran. Para estos efectos, se 

plantea considerar los ingresos totales del concesionario o asignatario minero por la 

enajenación o venta de dichos metales, con independencia de los pagos de otros 

derechos sobre minería que, en su caso, procedan de acuerdo a la Ley Federal de 

Derechos. 

 

Al respecto, la Iniciativa destaca que en el ámbito internacional las regalías mineras 

han sido consideradas tradicionalmente como una forma de compensación para el 

Estado por el agotamiento de recursos no renovables, es por ello que en atención al 

valor de dichos minerales en los mercados internacionales y por su diferencia 

considerable respecto de otros metales por ser metales preciosos, se propone una 

contribución que retribuya al Estado Mexicano una parte del beneficio obtenido por 

quienes se benefician económicamente de ellos, toda vez que los ingresos obtenidos 
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por este tipo de metales al ser superiores no se equiparan con los ingresos obtenidos 

por los demás minerales y sustancias del subsuelo. 

 

Asimismo, se indica que de acuerdo al artículo 15 de la Ley Minera, las concesiones 

mineras confieren derechos sobre todos los minerales o sustancias reguladas por 

dicha ley, de ahí que la inclusión del derecho extraordinario sea de aplicación general 

para todas las concesiones vigentes en el país, lo cual a su vez es acorde con los 

principios de equidad y proporcionalidad aplicables en materia de derechos, ya que 

por una parte otorga un tratamiento similar a todos los concesionarios mineros del 

país al ser sujetos en principio a la aplicación del derecho y, por la otra, retribuye 

ingresos al Estado derivado de un mayor grado de aprovechamiento por parte de los 

mismos. 

 

Por otro lado, el proponente subraya que en congruencia con el Acuerdo 2.6 del 

Pacto por México, los beneficios que la industria minera genere deben incluir a los 

habitantes de las zonas en donde ésta se establece, por lo cual se plantea crear un 

Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de Municipios Mineros, conformado 

con el 50% de los recursos obtenidos por los derechos especial, adicional y 

extraordinario sobre minería, mismo que se destinará en un 50% a los municipios 

mineros, a fin de contribuir a resarcir al entorno ambiental y ecológico de las 

entidades y comunidades en las cuales tuvo lugar la explotación minera. 

 

Finalmente, se pretende establecer que los ingresos que se destinan al mencionado 

Fondo los autorizarán los distintos Comités, los cuales estarán conformados por los 

representantes de la Federación, del municipio correspondiente, de las comunidades 



CXXXVII 
 

indígenas o agrarias y de las empresas mineras, y serán destinados a desarrollo 

social, urbano y sustentable. 

 

Espacio Aéreo Mexicano. 

 

A fin de solucionar la problemática relativa a la correcta fiscalización a aquellos 

usuarios extranjeros que no cuentan con cédula de Registro Federal de 

Contribuyentes, domicilio fiscal o representante legal en nuestro país que enfrenta el 

Servicio a la Navegación en el Espacio Aéreo Mexicano (SENEAM) en materia del 

derecho por el uso, goce o aprovechamiento del espacio aéreo, la Iniciativa propone 

que dichos usuarios no podrán optar por pagar el derecho conforme a la fracción I 

del artículo 289, debiendo de cubrir el mismo de manera previa a la prestación del 

servicio y en efectivo, mediante el suministro de combustible, evitando con ello la 

omisión del pago y requerimiento futuro por parte de la autoridad fiscal. 

 

Asimismo, se indica que actualmente la Ley Federal de Derechos prevé un 

mecanismo de comprobación fiscal que lleva a cabo el SENEAM, contenido en la 

fracción I del artículo 291 de dicho ordenamiento y a través del cual se establece un 

plazo para la aclaración por diferencias en el pago, distinto al señalado en el artículo 

3o. de dicha Ley. Sin embargo, considerando la importancia del trabajo que realiza 

dicho órgano desconcentrado y con el objetivo de hacer una recaudación más rápida 

y eficiente en materia de derechos por el uso, goce o aprovechamiento del espacio 

aéreo mexicano, el proponente plantea reformar el mencionado artículo con la 

finalidad de que se homologuen los procedimientos a lo descrito en el artículo 3o. de 

las disposiciones generales de la citada Ley. 
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Disposiciones Transitorias. 

 

Señala el Ejecutivo Federal que derivado del nuevo esquema de actualización anual 

de las cuotas de los derechos a que se refiere la propuesta de reforma al artículo 1o. 

de la Ley Federal de Derechos, planteada a través de la Iniciativa en comento y en 

virtud de que la última actualización de las cuotas de los derechos ocurrió el 1 de 

enero de 2012, resulta necesario reflejar los ajustes inflacionarios que se han 

observado desde esa fecha, a efecto de no erosionar la base gravable de los 

derechos, a la par de que se considera también necesario, mitigar el posible impacto 

derivado de los ajustes mencionados, por lo que se propone incorporar una 

disposición transitoria que prevea un incremento gradual motivado de las 

adecuaciones al INPC. 

 

Por otra parte, se propone continuar con el establecimiento de una disposición de 

carácter anual aplicable al cálculo para la determinación de las cuotas por concepto 

de los servicios de inspección y vigilancia que presta la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores a las instituciones de crédito, banca de desarrollo, casas de bolsa y 

sociedades de inversión, con el objeto de que estas entidades puedan en el ejercicio 

fiscal 2014, seguir optando entre pagar el derecho por concepto de inspección y 

vigilancia a que se refieren las fracciones III, IV, V y XI del artículo 29-D de la Ley 

Federal de Derechos para el ejercicio fiscal 2014, o bien, pagar la cuota que de 

conformidad con las disposiciones vigentes en el ejercicio fiscal de 2013 hubieren 

optado por pagar para dicho ejercicio fiscal, más el 5% de dicha cuota, tomando en 

consideración que dicho órgano desconcentrado ha implementado diversos 

mecanismos para la prestación de estos servicios y a que se han expedido 
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regulaciones innovadoras, con lo cual se han logrado eficiencias en costos para la 

supervisión de dichos sectores. 

 

Igualmente, se plantea que en caso de que las entidades o sujetos a que se refiere el 

artículo 29-D de la Ley Federal de Derechos, con excepción de los Fondos, Institutos 

y Financiera Rural a que se refieren las fracciones X, XIV, XVI, XVII y XX del citado 

artículo, se hayan constituido en el ejercicio fiscal 2013, en lugar de pagar el derecho 

por concepto de inspección y vigilancia correspondiente al ejercicio fiscal de 2014, en 

términos de lo dispuesto en las fracciones correspondientes a que se refiere dicha 

disposición, podrán optar por pagar la cuota mínima correspondiente para el ejercicio 

fiscal de 2013 conforme a las fracciones I, III a VI, VIII, IX, XI, XIII, XV, XVIII y IX 

del artículo 29-D de la citada Ley, según sea el caso, más el 5% de dicha cuota. Lo 

anterior, en congruencia con la eficiencia lograda y el esfuerzo de supervisión que 

ello representa para la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

 

Asimismo, a través de la Iniciativa el Ejecutivo Federal se destaca que en términos de 

la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión debe prestar los 

servicios de supervisión, inspección y vigilancia a las entidades financieras y personas 

que se indican en las leyes financieras, por lo que el particular al solicitar una 

autorización para constituirse y funcionar como entidad financiera, asume las 

obligaciones que ésta conlleva, entre otras, la supervisión por dicho órgano 

desconcentrado, de tal manera que la contraprestación por el pago de los derechos 

establecidos en la Ley Federal de Derechos se traduce en el despliegue de las 

funciones de supervisión, inspección y vigilancia de la propia Comisión. 
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Ahora bien, en congruencia con lo señalado en párrafos anteriores y para el efecto de 

hacer extensivo dicho tratamiento a las casas de bolsa, al no contar con una cuota 

mínima fija para la determinación de los derechos de inspección y vigilancia a cargo 

de dichas entidades, el Ejecutivo Federal plantea que aquéllas puedan calcular la 

opción de pago de derechos considerando como capital mínimo para funcionar como 

casa de bolsa 3,000,000 de UDI’s, el cual, acorde con las disposiciones generales 

aplicables expedidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a dichas 

entidades, es el capital mínimo que se debe considerar para funcionar como tal. 

 

Por otra parte, mediante la Iniciativa en comento se plantea la incorporación de una 

disposición transitoria que establezca que los contribuyentes que cuenten con 

certificados de agua salobre expedidos con anterioridad a la entrada en vigor del 

Decreto, gozarán de la exención prevista en el artículo 224, fracción VI de la Ley 

Federal de Derechos, hasta que concluya la vigencia de dichos certificados. Asimismo, 

con la finalidad de dar certeza jurídica a los contribuyentes que usan, explotan o 

aprovechan aguas nacionales, se plantea que en tanto la CONAGUA expida las reglas 

de carácter general correspondientes, los usuarios podrán obtener el certificado de 

agua salobre, cuya vigencia concluirá treinta días naturales posteriores a la 

publicación de las citadas reglas. 

 

Asimismo, se propone incorporar una disposición transitoria para aplicar 

gradualmente la cuota del derecho por el uso o aprovechamiento de bienes de 

dominio público de la Nación como cuerpos receptores de descargas residuales, 

prevista en la fracción I del artículo 277-B de la Ley Federal de Derechos, a efecto de 

minimizar el impacto económico de las empresas concesionarias, que en sustitución 
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de los municipios, organismos operadores y, en su caso, las entidades federativas, 

presten los servicios de agua potable y alcantarillado. 

 

Finalmente, con el objeto de continuar con la corrección de la situación fiscal de los 

contribuyentes que descargan aguas residuales en bienes de dominio público de la 

Nación, se propone ampliar el plazo de conclusión de los programas de acciones en 

materia de saneamiento y tratamiento de aguas residuales, que se encuentran 

actualmente en proceso, al 31 de diciembre de 2014, a fin de garantizar que 

obtengan el beneficio de asignación de recursos y la condonación de adeudos 

generados por dicho concepto durante el ejercicio fiscal de 2007 y anteriores. 

 

 

D. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

 

 

El Ejecutivo Federal menciona en la exposición de motivos de la Iniciativa que se 

dictamina, que el sistema fiscal en México resulta, en algunos casos, complejo y 

oneroso. Que dicha complejidad ocasiona que los contribuyentes se vean obligados a 

destinar más recursos humanos y financieros al cumplimiento de sus obligaciones 

fiscales en comparación con otros sistemas tributarios. Lo que resulta perjudicial para 

las pequeñas y medianas empresas. 

 

Lo anterior, repercute en el ámbito de las facultades fiscalizadoras de las autoridades 

fiscales, al dificultar el ejercicio de sus atribuciones para verificar el correcto 

cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes. 
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Por lo que, con el propósito de simplificar el sistema fiscal, durante los últimos años 

se han implementado diversas medidas, que facilitan el cumplimiento de las 

obligaciones de los contribuyentes. Dentro de esas medidas se destacan: la 

presentación vía Internet de declaraciones y pago de contribuciones, así como de 

algunos avisos y declaraciones informativas; la transferencia electrónica de fondos a 

favor de la Tesorería de la Federación como medio de pago de dichas contribuciones, 

y el proceso de simplificación de los requisitos que deben contener los comprobantes 

fiscales. 

 

El Ejecutivo Federal menciona que uno de los principios que debe prevalecer en todo 

diseño impositivo es el de la simplicidad, y el menor costo administrativo relacionado 

con el pago de los impuestos. Por lo anterior, en la Ley cuya emisión se plantea se 

eliminan un número considerable de artículos que actualmente integran el sistema 

renta, lo que representa una reducción del 40% del número de disposiciones actuales 

en dicho ordenamiento legal, considerando que también se eliminan los impuestos 

empresarial a tasa única (IETU) y a los depósitos en efectivo (IDE).  

 

Aunado a lo anterior, en la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR) se simplifica 

su diseño y estructura, lo que contribuirá a recuperar el potencial recaudatorio a 

través de la ampliación de la base de contribuyentes. De igual forma, se eliminan 

disposiciones que prevén tratamientos preferenciales que hacen compleja la 

aplicación, cumplimiento y control del impuesto referido tanto para el contribuyente 

como para la autoridad fiscal y, por otra parte, se llevan a cabo modificaciones con la 

finalidad de ampliar el potencial recaudatorio de este impuesto. 
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Derivado de la eliminación del IETU y del IDE, los cuales actuaban como impuestos 

mínimos y de control del ISR, se propone modificar la estructura de este último 

impuesto, a fin de que no se vea debilitada su recaudación; por lo que la Iniciativa 

que se somete a dictamen establece la aplicación de un esquema general para lograr 

un sistema de impuestos directos más simple, con mayor potencial recaudatorio y 

progresividad que beneficie a los contribuyentes respecto de la aplicación y alcance 

de las distintas obligaciones contenidas y para robustecer los mecanismos de control 

del cumplimiento de las obligaciones fiscales. 

 

Otro argumento que se expresa en la exposición de motivos de la Iniciativa que se 

dictamina es el relacionado con el mínimo vital o mínimo existencial, señalándose que 

de acuerdo con los criterios emitidos por el Poder Judicial de la Federación, este 

concepto emana de los principios de la dignidad humana y la solidaridad, en 

concordancia con los derechos esenciales a la vida, a la integridad personal y a la 

igualdad. 

 

Que por mandato constitucional el legislador debe respetar los principios 

constitucionales de generalidad, legalidad, equidad y proporcionalidad que rigen el 

sistema tributario mexicano y, sin perjuicio de ello, el mínimo vital impone un límite a 

la potestad impositiva del Estado a fin de que no puedan afectarse los recursos 

materiales necesarios de las personas para llevar una vida digna. 

 

Por lo antes referido, en la propuesta del Ejecutivo Federal se reconoce que el 

mínimo vital, como proyección del principio de proporcionalidad tributaria, es una 

garantía de las personas, por virtud de la cual, al momento de diseñar el objeto del 

impuesto e identificar la capacidad idónea para contribuir, se debe respetar un 
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umbral correspondiente a los recursos necesarios para la subsistencia de las 

personas.  

 

Consecuentemente, la Iniciativa sujeta a dictamen refleja el respeto al mínimo 

existencial y al principio de proporcionalidad tributaria, a través de diversos 

mecanismos fiscales, deducciones y exenciones, cuya lógica es la conservación de las 

condiciones básicas y las prestaciones sociales necesarias que permitan a las 

personas llevar una existencia digna. 

 

Por las consideraciones antes señaladas, el Ejecutivo Federal propone una nueva Ley 

del Impuesto sobre la Renta, con la finalidad de contar con un impuesto al ingreso 

más sencillo y con una base más amplia, siendo las principales características de este 

nuevo ordenamiento, las siguientes:  

 

A) Impuesto sobre la renta empresarial.  

 

• Beneficios de los tratados para evitar la doble tributación.  

 

El Ejecutivo Federal señala que el principal objetivo y fin de los tratados para evitar la 

doble tributación es impedir que el ingreso de una persona se grave en dos o más 

jurisdicciones. Sin embargo, dependiendo de las operaciones efectuadas y del 

régimen fiscal aplicable al ingreso que perciba un contribuyente se puede presentar o 

no una doble tributación.  

 

Por lo anterior, en la Iniciativa que se dictamina se propone incluir una norma de 

procedimiento para que tratándose de operaciones entre partes relacionadas, las 
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autoridades fiscales puedan solicitar a residentes en el extranjero que les informen de 

las disposiciones legales del derecho extranjero cuya aplicación pueda generarles una 

doble tributación, con la finalidad de que la obtención de los beneficios de este tipo 

de tratados se otorguen a los contribuyentes a quienes realmente van dirigidos. 

 

• Eliminación de deducciones.  

 

Deducción inmediata.  

 

El Ejecutivo Federal propone eliminar en la Ley cuya emisión se plantea la posibilidad 

de deducir en forma inmediata el valor presente de las inversiones, en atención, 

primordialmente, a que actualmente las personas morales y las físicas con actividades 

empresariales y profesionales pueden deducir de manera inmediata la inversión de 

los bienes nuevos de activo fijo en el ejercicio en el que la efectúen, en el que inicien 

su utilización o en el ejercicio siguiente, siempre que se trate de inversiones en 

bienes que se utilicen permanentemente en territorio nacional, pero fuera de las 

áreas metropolitanas del Distrito Federal, Guadalajara y Monterrey, por lo tanto, las 

empresas que inviertan en activos productivos en el país pueden deducir en un sólo 

ejercicio el valor presente de la depreciación que se efectuaría durante la vida útil del 

activo adquirido, considerando una tasa de descuento para calcular dicho valor 

presente, precisándose que ese tratamiento tiene el carácter de preferencial en la 

estructura del ISR, lo que permite diferir el pago de este impuesto que pretende 

gravar la variación patrimonial a través del monto de la utilidad que obtiene el 

contribuyente en cada ejercicio.  
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El tratamiento de la inversión debe ser consistente con la naturaleza del ISR, por lo 

que el valor de las inversiones debe ser deducible a través de los años de la vida útil 

del bien y no de forma inmediata, precisándose que la posibilidad de deducir 

inmediatamente el valor de un activo implica una pérdida para la recaudación 

impositiva. Que si bien a cambio de esta pérdida se busca fomentar la inversión, la 

medida ha tenido poca efectividad para alcanzar su objetivo, debido a las condiciones 

de estabilidad financiera que actualmente imperan en la economía nacional, por lo 

que a esta pérdida recaudatoria no le ha correspondido la consecución del fin 

extrafiscal que se buscaba y, en cambio, ha sido utilizado para reducir 

injustificadamente la carga tributaria de los contribuyentes, particularmente empresas 

de gran tamaño. 

 

Entre 2008 y 2011, sólo el 18% de la deducción de inversiones se realizó utilizando la 

deducción inmediata, observándose que el beneficio ha sido principalmente 

aprovechado por las grandes empresas que son intensivas en capital y al tener un 

valor de activo fijo elevado requieren mayores inversiones para reposición, mientras 

que las empresas pequeñas y medianas han obtenido sólo una parte poco 

significativa del beneficio, y que de acuerdo con información fiscal para 2010, las 

empresas pertenecientes al decil de mayores ingresos concentraron el 93.1% de la 

deducción inmediata.  

 

En la práctica este tratamiento ha demostrado ser un instrumento que facilita la 

planeación fiscal de las empresas y, en particular, de los grupos empresariales, y que 

mediante la adquisición de empresas que, por encontrarse en sus etapas iniciales de 

operación, deben realizar importantes inversiones, se obtienen mayores deducciones 
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que generan pérdidas y, por lo tanto, se logra diferir el impuesto a pagar del resto de 

las empresas del grupo.  

 

Deducción lineal al 100%.  

 

El Poder Ejecutivo propone eliminar la posibilidad de deducir en un sólo ejercicio el 

100% de la inversión realizada en la adquisición de los activos fijos, la cual podrá 

seguir deduciéndose conforme a las tasas de depreciación lineal que establece la Ley 

del ISR vigente y que se mantienen en el ordenamiento que se propone. 

 

No obstante lo anterior, se continuará apoyando la inversión en adaptaciones a 

instalaciones que tengan por finalidad facilitar a las personas con capacidades 

diferentes el acceso y uso de las mismas. 

 

Aportaciones a fondos de pensiones y jubilaciones.  

 

La Iniciativa objeto de dictamen propone que las aportaciones que realicen las 

empresas a los fondos de pensiones y jubilaciones complementarias a aquéllas que 

son obligatorias por ley, se sujeten a la estructura normal del impuesto, es decir, que 

dichas aportaciones se deduzcan en el momento en que la empresa realice una 

erogación real a favor de sus trabajadores, ya que anticipar una deducción por los 

pagos que las empresas realizarán en un futuro a favor de los trabajadores implica un 

gasto fiscal y el diferimiento en el pago del impuesto. 

 

• Donación de bienes que han perdido su valor.  

 



CXLVIII 
 

Con el objeto de que se perfeccione el gasto fiscal que representa deducir de los 

inventarios las mercancías que por deterioro u otras causas no imputables al 

contribuyente hubieran perdido su valor, el Ejecutivo Federal propone que los bienes 

que se donen sean básicos para la subsistencia humana en materia de alimentación, 

vestido, vivienda y salud, y además, que no puedan ofrecerse en donación aquellos 

bienes que conforme a otro ordenamiento jurídico relacionado con el manejo, 

cuidado o tratamiento de dicho bienes, se encuentre prohibida expresamente su 

venta, suministro, uso o se establezca otro destino para los mismos. Con ello, se 

busca que el gasto fiscal que representa al erario la citada deducción, no permanezca 

sólo como un medio de elusión fiscal sino que además de generar un beneficio fiscal 

para el contribuyente, dicho gasto se convierta en una medida que apoye a sectores 

vulnerables. 

 

• Prohibición de deducciones.  

 

La exposición de motivos de la Iniciativa que se dictamina señala que existen 

operaciones entre partes relacionadas en las que un contribuyente deduce un pago, 

mientras que su contraparte no lo acumula o el mismo está sujeto a una tributación 

mínima o incluso es deducido también por otra parte relacionada. 

 

Con el objeto de guardar congruencia con las recomendaciones que sobre este tema 

ha emitido la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y 

con el fin de eliminar la posibilidad de llevar a cabo actividades de elusión fiscal, la 

Iniciativa sujeta a dictamen propone prohibir la deducción de pagos efectuados a 

partes relacionadas residentes en México o en el extranjero que no se encuentren 

gravados o lo estén con un impuesto inferior al 75% del ISR causado en México. 
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Asimismo, el Ejecutivo Federal propone prohibir la deducción de pagos que también 

sean deducibles para partes relacionadas residentes en México o en el extranjero. 

 

• Límite de 4% a las deducciones por donativos a la Federación, 

entidades federativas, municipios y sus organismos descentralizados.  

 
En la Iniciativa que se dictamina se propone establecer un tope máximo a la 

deducción por los donativos que los contribuyentes efectúen a favor de la Federación, 

las entidades federativas, los municipios, o sus organismos descentralizados, fijado 

en el 4% del total de utilidad fiscal obtenida o de sus ingresos acumulables en el 

ejercicio inmediato anterior.  

 

El Ejecutivo Federal señala que la medida pretende promover la donación a las 

instituciones de beneficencia, asociaciones y sociedades civiles sin fines de lucro que 

tengan autorización del Servicio de Administración Tributaria (SAT) para ser 

donatarias autorizadas, ya que aun cuando el límite total deducible por concepto de 

donativos se establece en el 7% de la utilidad fiscal o de los ingresos acumulables del 

contribuyente en el ejercicio, el tope fijado en el 4% será un incentivo para que los 

donantes diversifiquen a sus beneficiarios, y los donativos no se concentren en la 

Federación, las entidades federativas, los municipios, o sus organismos 

descentralizados en detrimento de las donatarias autorizadas cuya única fuente de 

ingresos la constituyen los donativos que reciben, los cuales les permiten desempeñar 

actividades filantrópicas en beneficio de las personas, grupos y sectores más 

vulnerables de la sociedad mexicana. 

 
• Obligación de proporcionar información sobre depósitos en efectivo.  
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En virtud de la abrogación de la Ley del IDE, las instituciones del sistema financiero 

ya no tienen el deber de informar al SAT sobre los depósitos en efectivo efectuados 

en las cuentas que tengan abiertas a nombre del contribuyente. En tal virtud, el 

Ejecutivo Federal propone que en la Ley cuya emisión se plantea se establezca la 

obligación para dichas instituciones de informar al SAT una vez al año sobre los 

depósitos en efectivo que reciban los contribuyentes en cuentas abiertas a su 

nombre, cuando el monto acumulado supere los $15,000.00 mensuales, lo cual no 

implica una carga adicional para las instituciones mencionadas debido a que 

actualmente éstas ya cuentan con la infraestructura y medios para cumplir dicha 

obligación ni una duplicidad de información debido a que no se exigen datos que ya 

se encuentren en poder de las autoridades fiscales en términos de la Ley Federal 

para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia 

Ilícita. 

 
• Vales de despensa.  

 
La Iniciativa que se dictamina propone que los vales de despensa sean deducibles 

siempre que se otorguen a través de monederos electrónicos autorizados por el SAT, 

con lo cual se logrará un control del beneficiario efectivo de los vales, al asegurarse 

que sea él quien los utilice y se evitará que los vales de despensa se utilicen 

indebidamente como un instrumento de cambio o de transacción comercial. 

 
• Simetría fiscal.  

 
La exposición de motivos de la Iniciativa que se somete a dictamen señala que los 

efectos de las asimetrías en el ISR resultarían particularmente perjudiciales para la 

recaudación, ante la desaparición de los impuestos mínimos y de control. Por ello, 

con el fin de restablecer la simetría fiscal, se propone acotar la deducción de las 
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erogaciones por remuneraciones que a su vez sean ingreso para el trabajador y 

considerar como no deducibles las cuotas de seguridad social del trabajador pagadas 

por el patrón. 

 
Deducción de ingresos remunerativos otorgados a los trabajadores y que están 

total o parcialmente exentos del ISR.  

 
El Ejecutivo Federal contempla acotar la deducción para el patrón de las erogaciones 

remunerativas para el trabajador, que al ser ingresos considerados exentos total o 

parcialmente por la Ley del ISR, generan un gasto fiscal al erario al convertirse en un 

medio de elusión fiscal. 

 

En consecuencia, en la Iniciativa sujeta a dictamen se propone que sólo proceda la 

deducción de hasta el 41% de las remuneraciones exentas otorgadas al trabajador. 

Este porcentaje guarda relación entre la tasa del IETU que se deroga y la tasa del 

ISR empresarial. Con esta medida se recupera la base gravable del ISR. 

 

Algunos de los conceptos de gasto-ingreso que estarían sujetos a este límite son la 

previsión social, cajas y fondos de ahorro, pagos por separación, gratificación anual, 

horas extras, prima vacacional y dominical, participación de los trabajadores en las 

utilidades (PTU) de las empresas, entre otros. 

 
Cuotas de seguridad social del trabajador pagadas por los patrones.  

 
La Iniciativa que se dictamina plantea considerar como no deducibles las cuotas de 

seguridad social del trabajador pagadas por el patrón, toda vez que dicho tratamiento 

representa un doble beneficio, al no estar gravado como ingreso para el trabajador y 

ser deducible para el patrón, lo que erosiona la base del ISR. 
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• Otras deducciones.  

 
En la Iniciativa del Ejecutivo Federal se pretende acotar un grupo de deducciones que 

frecuentemente son destinadas para fines diferentes a las actividades productivas del 

contribuyente; en este sentido, se propone ajustar el monto de las deducciones 

permitidas. Dentro de ese grupo de deducciones se encuentran las siguientes:  

 
Inversión en automóviles.  

 

La Iniciativa sujeta a dictamen establece que la Ley del ISR vigente permite que los 

contribuyentes personas morales y físicas con actividades empresariales y 

profesionales realicen la deducción de las inversiones en automóviles hasta por un 

monto de 175 mil pesos sin considerar el impuesto al valor agregado (IVA), por lo 

que el monto de la inversión en vehículos que se puede deducir considerando el 

precio con el citado impuesto indirecto es de 203 mil pesos, lo que no impide que los 

contribuyentes puedan adquirir vehículos de mayor valor, pues el esquema permite 

que se deduzca la inversión de cualquier automóvil hasta por el límite establecido, 

quedando sólo el excedente de la inversión como un costo no deducible.  

 

En tal virtud, con objeto de reducir la erosión de la base gravable que representa esta 

deducción, la Iniciativa que se dictamina plantea ajustar el monto deducible hasta 

130 mil pesos por unidad sin el IVA, lo cual no tendría un impacto directo en la 

industria automotriz, toda vez que en el pasado se ha observado que la modificación 

en el límite de la deducción no guarda una correlación con el aumento de la venta de 

automóviles.  
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Arrendamiento de automóviles.  

 

La exposición de motivos de la Iniciativa que se dictamina señala que la Ley del ISR 

vigente permite a las personas morales y físicas con actividades empresariales y 

profesionales deducir el importe del arrendamiento de automóviles. Mediante Decreto 

Presidencial publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 23 de abril de 

2003, se estableció que el monto deducible por este concepto es de 250 pesos diarios 

por unidad, en lugar de 165 pesos que prevé la aludida Ley, por lo que en 

congruencia con el ajuste al monto deducible por la inversión en automóviles 

anteriormente citado, el Ejecutivo Federal propone ajustar el monto de la renta de 

automóviles a 200 pesos diarios por unidad.  

 

Consumos en restaurantes.  

 

El Ejecutivo Federal en la exposición de motivos de la Iniciativa que se somete a 

dictamen señala que la Ley del ISR vigente permite a los contribuyentes personas 

morales y físicas con actividades empresariales y profesionales realizar la deducción 

de los consumos en restaurantes hasta por un monto del 12.5% del pago efectuado. 

Con la finalidad de evitar abusos de los contribuyentes por consumos en restaurantes 

que no corresponden a los gastos necesarios para la realización de su actividad, se 

propone eliminar esta deducción. 

 

• Regímenes especiales.  

 

La Iniciativa en estudio señala que existen otro tipo de tratamientos preferenciales en 

el ISR que son aplicados de manera particular a algún grupo o sector de 
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contribuyentes. En este sentido, el Ejecutivo Federal propone eliminar dichos 

tratamientos, en virtud que su permanencia debilita y complica significativamente la 

estructura y diseño del principal impuesto directo del sistema tributario.  

 

Régimen de Sociedades Cooperativas de Producción.  

 

La Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal propone eliminar el tratamiento 

preferencial aplicable a las sociedades cooperativas de producción que están 

constituidas únicamente por socios personas físicas, y cuya vigencia inició a partir de 

2006. 

 

Este régimen preferencial permite que la sociedad cooperativa no pague el ISR como 

una persona moral, sino que calcula el ISR de cada uno de sus socios, determinando 

la parte de la utilidad gravable del ejercicio que le corresponda a cada cooperativista 

por su participación en la sociedad, pudiendo diferir el pago del ISR hasta el ejercicio 

fiscal en que se distribuye la utilidad, situación que se considera un trato injustificado 

respecto de otras empresas que por el hecho de tener una organización jurídica 

diferente, deben pagar el ISR cuando se generan las utilidades y no cuando se 

distribuyen.  

 

Otras de las ventajas con que cuentan dichas sociedades cooperativas, es la de poder 

efectuar anticipos a sus miembros, los cuales son gravados como salarios con la tarifa 

progresiva, mismos que son disminuidos de la utilidad fiscal que determina la 

sociedad cooperativa permitiendo que ésta sea manipulable.  
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La Iniciativa que se analiza indica que este régimen preferencial dificulta las tareas de 

fiscalización, al impedir realizar un cruce adecuado de información con los 

proveedores y clientes de la misma, dado los diferentes momentos de determinación 

y entero del impuesto a lo largo de ejercicios fiscales distintos a aquél en que se 

realizaron las operaciones, creándose espacios para la evasión y elusión fiscales.  

 

Por lo referido, al eliminarse este régimen se pretende simplificar el ISR, evitar la 

desigualdad respecto de los diversos sectores económicos y la distorsión, así como 

ampliar la base del impuesto y, de esa manera, el sector de contribuyentes que 

conforman dicho régimen se incorporarían a tributar en el régimen general de 

personas morales, con lo que se garantizará una contribución equitativa de todos los 

sectores de la economía al financiamiento de los programas públicos.  

 

Sociedades Inmobiliarias de Bienes Raíces (SIBRAS).  

 

La Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal propone derogar el régimen aplicable 

a las SIBRAS para evitar que el uso distorsionado del beneficio contemplado en el 

artículo 224-A de la Ley del ISR vigente se realice con la intención de erosionar la 

base del ISR.  

 

La exposición de motivos de la referida Iniciativa señala que las sociedades 

mercantiles constructoras o adquirentes de inmuebles cuentan con diversos 

beneficios, como:  

 

- Permitir a los accionistas que aportan bienes inmuebles a la sociedad acumular la 

ganancia por la enajenación de los bienes aportados cuando enajenen las acciones 
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de dicha sociedad, en la proporción que dichas acciones representen del total de 

las acciones que recibió el accionista por la aportación del inmueble a la sociedad, 

siempre que la ganancia no se hubiera acumulado previamente, o bien, cuando la 

sociedad enajene los bienes aportados, en la proporción que la parte que se 

enajene represente de los mismos bienes, siempre que no se hubiera acumulado 

dicha ganancia previamente.  

 

- No realizar pagos provisionales por concepto de ISR y, en caso de que los 

accionistas sean fondos de jubilaciones y pensiones, deben entregar a dichos 

fondos un crédito fiscal por un monto equivalente al resultado de multiplicar el 

impuesto del ejercicio por la participación accionaria promedio diaria que los 

fondos tuvieron en el mismo ejercicio o por la participación accionaria al término 

del mismo ejercicio.  

 

No obstante, la Iniciativa expresa que el SAT ha observado que, derivado de las 

auditorías practicadas a diversas sociedades mercantiles constructoras o adquirentes 

de inmuebles, el beneficio se utiliza únicamente para el diferimiento del pago de 

impuestos, de conformidad con el siguiente esquema: 

 

En una primera operación, una sociedad aporta a la SIBRA el derecho de obtener los 

beneficios o frutos de un bien inmueble (usufructo) a cambio de acciones. No se lleva 

a cabo la aportación del bien inmueble como tal, es decir, la venta del mismo, 

derivado de esa operación, la SIBRA difiere el pago del ISR hasta que venda las 

acciones que adquirió por la aportación o la sociedad aportante lleve a cabo la venta 

del usufructo.  
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Posteriormente, en una segunda operación la sociedad aportante vende la nuda 

propiedad del bien inmueble a una parte relacionada. Derivado de estas dos 

operaciones las sociedades mercantiles constructoras o adquirentes de inmuebles 

obtienen los siguientes beneficios: i) Diferir el pago del ISR por parte del accionista 

que enajenó el usufructo a la SIBRA, ya que este derecho real es un bien inmueble 

de conformidad con el artículo 750 del Código Civil Federal. De la venta de la nuda 

propiedad del bien inmueble se genera una pérdida fiscal, que reduce el impuesto a 

pagar, ya que el valor del mismo baja considerablemente al tener una carga sobre el 

mismo (el usufructo), y ii) Si no hay venta del usufructo por parte de la SIBRA, y al 

estar constituido de manera temporal, en el momento que se venza el plazo se 

reincorpora al bien inmueble, sin que pueda considerarse que hay una enajenación 

por este reintegro, en términos del artículo 14 del Código Fiscal de la Federación y, 

con ello, se habría enajenado un bien inmueble de una sociedad a otra usando una 

SIBRA sin el pago del impuesto respectivo.  

 

Lo anterior da como resultado una enajenación de un bien inmueble que puede 

generar un diferimiento en el pago del impuesto o inclusive el no pagarlo, además de 

pérdidas deducibles para efectos del ISR. 

 

Desarrolladores inmobiliarios y fabricantes de bienes de largo proceso de 

producción. 

 

El Ejecutivo Federal presenta como parte de las medidas que se proponen a esta 

Soberanía, eliminar la opción para los contribuyentes que realicen obras consistentes 

en desarrollos inmobiliarios o fraccionamientos de lotes, los que celebren contratos 

de obra inmueble o de fabricación de bienes de activo fijo de largo proceso de 
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fabricación y los prestadores del servicio turístico del sistema de tiempo compartido, 

de poder deducir las erogaciones estimadas relativas a los costos directos e indirectos 

de esas obras o de la prestación del servicio, simplificando con ello la determinación 

del ISR, y evitando así la distorsión de la estructura de ese impuesto; ello, en 

atención a que dicho tratamiento provoca que se distorsione la base del ISR al 

diferirse el impuesto que realmente se va generando, con la consecuente disminución 

de la recaudación. 

 

En este orden de ideas, la Ley cuya emisión se plantea propone homologar el 

tratamiento fiscal que reciben los terrenos de desarrolladores inmobiliarios, con el del 

resto de los contribuyentes, eliminando la excepción aplicable a la deducción del 

costo de adquisición de los terrenos. 

 

Deducción de gastos de exploración del sector minero. 

 

La Iniciativa sujeta a dictamen propone eliminar el beneficio aplicable a los 

contribuyentes dedicados a la explotación de yacimientos de mineral que deducen las 

erogaciones realizadas por concepto de exploración y cuantificación de nuevos 

yacimientos en periodos pre-operativos, en el ejercicio en que las mismas se realicen 

siempre que ejerzan esta opción por todos los gastos de cada uno de sus yacimientos 

en el ejercicio fiscal correspondiente, toda vez que ello implica otorgar un tratamiento 

distinto respecto al resto de los sectores de contribuyentes, los cuales por regla 

general deducen la inversión realizada en periodos pre-operativos en 10 ejercicios 

fiscales, además de que se distorsiona la estructura del ISR y reduce su potencial 

recaudatorio. 
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Ventas a plazos, acumulación al momento de la venta, no del cobro.  

 

La iniciativa que se dictamina propone eliminar la facilidad concedida a las personas 

morales de considerar como ingreso obtenido en las enajenaciones a plazos 

solamente la parte del precio cobrado durante el ejercicio, a fin de mantener como 

regla general la aplicación del esquema devengado. La justificación de la medida se 

centra en el hecho de que la Ley del ISR vigente establece que para determinar la 

base gravable, las personas morales deben considerar los ingresos obtenidos en la 

realización de sus actividades conforme al esquema de devengado, es decir, cuando 

se reciba el comprobante que ampare el precio o la contraprestación pactada, cuando 

se envíe o entregue materialmente el bien o cuando se preste el servicio, cuando se 

cobre o cuando sea exigible total o parcialmente el precio o la contraprestación 

pactada, aun cuando provenga de anticipos. 

 

El Ejecutivo Federal señala que esto último distorsiona la base del impuesto y provoca 

desigualdad respecto al resto de los sectores de contribuyentes, con la consecuente 

reducción y diferimiento del impuesto, al darse un tratamiento diferenciado. Además, 

las medidas que otorgan diversas opciones a los contribuyentes provocan una 

pérdida de control al crearse distintos momentos de acumulación para un mismo 

contribuyente. En este sentido, el Ejecutivo Federal señala en la Iniciativa que se 

dictamina, que aun cuando no es posible precisar el potencial recaudatorio de estas 

medidas, se fortalece la estructura del impuesto y se cierran espacios o áreas de 

oportunidad para que los contribuyentes realicen prácticas de evasión y de elusión 

fiscales. 

 

Reservas de instituciones de crédito, de fianzas y de seguros. 
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La Iniciativa que se dictamina propone cambiar la deducción de las reservas 

preventivas globales que realizan las instituciones de crédito por la deducción de los 

quebrantos, lo cual no atenta contra la operación de las instituciones financieras, ya 

que las pérdidas por el incumplimiento de la cartera de crédito se podrán seguir 

aplicando enteramente como un gasto de operación. 

 

Además, el Ejecutivo Federal propone a esta Soberanía eliminar la deducción que les 

otorga la Ley del ISR vigente a las instituciones de seguros por la creación o 

incremento de las reservas de riesgo en curso por obligaciones pendientes de cumplir 

por siniestros y por vencimientos, así como las reservas de riesgos catastróficos y la 

reserva matemática especial vinculada con seguros de pensiones y las relacionadas a 

seguros de pensiones que permite la Ley General de Instituciones y Sociedades 

Mutualistas de Seguros, así también, en el caso de las instituciones de fianzas, se 

propone eliminar las reservas de fianzas en vigor y de contingencia. 

 

El Ejecutivo Federal expone que la deducibilidad fiscal de las citadas reservas ha 

estado estrechamente vinculada a la regulación de la contabilidad financiera de las 

citadas instituciones, la cual parte del hecho de que las pérdidas por concepto de 

préstamos de las instituciones financieras pueden tener un efecto desestabilizador 

sobre el conjunto de la economía, debido a que el incumplimiento de las deudas 

constituye una categoría de pérdidas especialmente importantes para el sector 

financiero. Además, los servicios financieros son un factor esencial en las demás 

actividades económicas, por lo que un inadecuado manejo del riesgo financiero 

puede desencadenar una serie de quiebras con consecuencias negativas para toda la 

economía. Por estas razones, las instituciones financieras están sujetas a estrictas 
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reglas en cuanto a la constitución y manejo de sus reservas, a fin de mantener la 

integridad del balance y solidez del sistema financiero.  

 

En este sentido, se expresa que es necesario establecer reglas específicas del 

tratamiento tributario para las deudas incobrables, en virtud de que los activos de las 

instituciones financieras están conformados por diversas modalidades de títulos 

financieros. Para determinar los ingresos en devengado, es esencial calcular la 

variación de dichos activos durante el ejercicio. Sin embargo, tratándose de 

préstamos y otras formas de crédito no es posible hacer con precisión esta 

determinación, ya que el precio de los activos lo determina el perfil del acreditado y 

podrían perder la totalidad o parte de su valor antes de su vencimiento en caso de 

volverse incobrables. De conformidad con lo anterior, los principios en que se basa la 

regulación de la contabilidad financiera y la contabilidad para efectos fiscales, no 

necesariamente deben ser idénticos y, por lo tanto, las reservas no tienen por qué 

ser deducibles para efectos fiscales. 

 

Así las cosas, la exposición de motivos de la Iniciativa sujeta a dictamen menciona 

que cuando una cuenta es imposible de cobrar en su totalidad o en parte, se deduce 

en el monto que no se pueda cobrar y se reconoce un gasto por el mismo importe. 

En los casos en que un monto previamente registrado como incobrable, bajo el 

método de pérdidas y ganancias, posteriormente se recupere, el rescate obtenido se 

considerará como un ingreso en el momento del cobro o de la reincorporación del 

préstamo a los libros. Para tales efectos, en el método de reservas, las cuentas por 

cobrar se registran por su valor nominal independientemente de su valor real; sin 

embargo, se establece una cuenta de reservas como prevención contra el hecho de 

que algunas de las cuentas por cobrar resulten incobrables, la cual se deduce para 



CLXII 
 

fines tributarios. La deducción del saldo de las reservas no puede ser total, sino que 

se acota a cierto límite. 

 

La diferencia entre el método de reservas específicas y el método de traspaso a 

pérdidas y ganancias radica en que en este último, una deuda se pasa a pérdidas y 

ganancias únicamente cuando se ha demostrado que carece de valor, total o 

parcialmente. En cambio, en el método de reservas, los préstamos no pierden su 

valor cuando se constituyen las reservas para que se reduzca el ingreso gravable; por 

lo tanto, este método puede generar distorsiones, dado que se permite deducir una 

reserva actual para pérdidas que pueden generarse en una fecha distante en el 

tiempo, haciendo atractivas carteras más riesgosas para la institución financiera. 

Asimismo, dicho método debilita la recaudación, ya que al ser un mecanismo 

cautelar, la deducción se autoriza antes de que exista prueba concluyente de la 

imposibilidad de cobro, difiriéndose el pago de un impuesto en el tiempo, lo cual 

equivale a un gasto tributario a favor del sector financiero. Por su parte, el traspaso a 

pérdidas y ganancias da un tratamiento neutral al perfil de riesgo de la cartera, 

debido a que la institución registra una pérdida sólo cuando un crédito efectivamente 

se hace incobrable. 

 

El Ejecutivo Federal considera que el tratamiento fiscal de las provisiones para 

pérdidas por préstamos no altera, por sí, el momento en que se producen las 

pérdidas, ni el volumen de éstas, es decir, cualquier modificación al régimen fiscal 

para la deducción de las pérdidas por créditos incobrables no afecta directamente la 

operación financiera. 

 

• Fortalecimiento a Regímenes Fiscales Preferentes. 
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La Iniciativa que se dictamina propone que para hacer más eficiente este régimen, en 

la Ley cuya emisión se plantea se reincorpore en la definición de “ingresos pasivos” 

los siguientes conceptos: la enajenación de bienes inmuebles, el otorgamiento del 

uso o goce temporal de bienes y los ingresos percibidos a título gratuito, con lo que 

se amplían los conceptos aplicables a este régimen a operaciones que se han 

detectado en auditorías. 

 

• Acreditamiento de impuestos pagados en Regímenes Fiscales 

Preferentes. 

 

El Ejecutivo Federal expone en su Iniciativa que los contribuyentes que obtienen 

ingresos sujetos a Regímenes Fiscales Preferentes tienen derecho a acreditar contra 

el ISR que causen en México, tanto el impuesto que las entidades pagaron en el 

extranjero, como el que se haya retenido y enterado en los términos del Título V de 

la Ley del ISR vigente, en la misma proporción en que dichos ingresos sean gravables 

para ellos; sin embargo, también se menciona que en caso de que exista un 

remanente que los contribuyentes no hubiesen tenido oportunidad de acreditar, el 

régimen no especifica el tiempo durante el cual conservarán el derecho de acreditarlo 

en ejercicios posteriores. 

 

En este sentido, en la Iniciativa que se analiza, se modifica el tratamiento 

mencionado en la nueva Ley del ISR para señalar expresamente que cuando el 

impuesto no pueda acreditarse total o parcialmente podrá acreditarse en los diez 

ejercicios siguientes hasta agotarlo. 
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• Fideicomisos de Inversión en Bienes Raíces (FIBRAS). Ingresos por 

rentas mixtas. 

 

El Ejecutivo Federal expone que conforme a la Ley del ISR vigente, las FIBRAS son 

constituidas con la finalidad de adquirir o construir bienes inmuebles para destinarlos 

al arrendamiento o para adquirir el derecho a percibir ingresos provenientes del 

arrendamiento de dichos bienes, así como para otorgar financiamiento para esos 

fines, siendo una práctica en la actividad inmobiliaria que el alquiler pactado entre 

arrendador y arrendatario se integre por una renta fija y una renta mixta. Existen 

FIBRAS que perciben ingresos derivados de rentas mixtas, las cuales se componen 

por dos elementos: 1) ingresos estrictamente vinculados con el arrendamiento del 

inmueble, y 2) ingresos cuya naturaleza se identifica con la prestación de un servicio, 

o con determinar la renta en razón de un porcentaje de las ventas que obtenga el 

arrendador.  

 

Dentro de las rentas mixtas, no se justifica considerar que los ingresos por prestación 

de servicios adicionales al arrendamiento se integren dentro del costo de la renta, y 

así, se apliquen en los mismos términos que los percibidos por el arrendamiento del 

inmueble sujeto a la FIBRA, toda vez que tiene el efecto de ocultar un ingreso que 

proviene de una actividad distinta a la del arrendamiento del inmueble, y por el que 

le debe corresponder un tratamiento fiscal distinto al previsto en los artículos 223 y 

224 de la Ley del ISR vigente.  

 

Por lo referido, el Ejecutivo Federal propone establecer en forma expresa que los 

ingresos por arrendamiento que perciban las FIBRAS deben corresponder 

preponderantemente a los que deriven del otorgamiento del uso o goce temporal del 
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inmueble de que se trate y, por lo tanto, se propone delimitar a que sólo pueda 

aplicarse el beneficio previsto en los artículos citados en el párrafo anterior, siempre 

que la fiduciaria no perciba ingresos por la prestación de servicios vinculados al 

arrendamiento superiores al 5% de la totalidad de la renta.  

 

• Régimen simplificado. 

 

El Ejecutivo Federal propone en la Iniciativa que se dictamina eliminar el régimen 

simplificado, en el cual tributan las personas morales dedicadas exclusivamente al 

autotransporte terrestre de carga o de pasajeros; a actividades agrícolas, ganaderas, 

silvícolas o pesqueras; así como las constituidas como empresas integradoras. Con 

esta medida, se eliminarían los beneficios de exención, la tasa reducida y las 

facilidades administrativas aplicables a dicho régimen. 

 

El régimen simplificado, a diferencia del régimen general de las personas morales, 

opera sobre una base de efectivo, en el que las inversiones se pueden deducir como 

gasto siempre que los ingresos anuales de los contribuyentes no excedan de 10 

millones de pesos. Asimismo, los contribuyentes sujetos a este régimen pueden llevar 

contabilidad simplificada y el SAT puede otorgarles facilidades administrativas para el 

cumplimiento de sus obligaciones fiscales, mediante las cuales se permite que estos 

contribuyentes realicen deducciones de erogaciones sin documentos comprobatorios 

que cumplan con los requisitos fiscales. 

 

El Ejecutivo Federal expone que lo anterior genera una distorsión en el ISR en virtud 

de que contribuyentes que obtienen un monto de utilidad igual, al pertenecer a 

distintos sectores de actividad, enfrentan cargas fiscales diferentes. Además, se 
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afecta la neutralidad del sistema tributario, toda vez que se introducen distorsiones 

que hacen que la inversión no necesariamente se destine a aquellas actividades en 

donde resulta más productiva. 

 

No obstante, la Iniciativa que se dictamina reconoce que determinados grupos de 

contribuyentes aún presentan diversas dificultades organizativas, como es el caso de 

los coordinados o personas morales que administran y operan activos fijos o activos 

fijos y terrenos, relacionados directamente con la actividad del autotransporte 

terrestre de carga o de pasajeros y cuyos integrantes, personas físicas o morales, 

realizan actividades de autotransporte terrestre de carga o de pasajeros o 

complementarias a dichas actividades y tienen activos fijos o activos fijos y terrenos, 

relacionados directamente con dichas actividades.  

 

En tal sentido, se propone que las personas físicas y morales que a la entrada en 

vigor de la Ley cuya emisión se plantea integraban un coordinado, continúen 

cumpliendo sus obligaciones fiscales a través de la persona moral, siempre que ésta 

aplique el régimen en base flujo establecido para las personas físicas con actividades 

empresariales. En este contexto, el ISR del ejercicio lo calculará y enterará la persona 

moral por cada uno de sus integrantes, sin que ello represente que puedan continuar 

aplicando los beneficios contenidos en el Título II, Capítulo VII de la Ley que se 

propone abrogar, ya que se trata de facilitar el pago del impuesto y no de una 

reducción de la carga tributaria. 

 

• Homologar la tasa del ISR del sector primario con la del régimen 

general. 
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En atención a la propuesta de eliminar el régimen simplificado en la Iniciativa sujeta a 

dictamen, el Ejecutivo Federal plantea no mantener el tratamiento fiscal aplicable al 

sector primario, con lo cual se pretende otorgar un tratamiento igualitario entre el 

sector primario y el régimen general y erradicar posibles controversias basadas en el 

argumento de una transgresión al principio de equidad tributaria, así como las 

distorsiones generadas en el sistema impositivo a causa de esa distinción. 

 

• Impuesto a la distribución de dividendos. 

 

El Ejecutivo Federal propone introducir un impuesto a la distribución de dividendos, 

con lo que se otorgaría un tratamiento similar al que se encuentra vigente en la 

mayoría de los países que han decidido tener sistemas duales que gravan las 

utilidades de las empresas y después gravan la distribución de las mismas. Se expone 

que en países como Chile o Estados Unidos de América, la suma de las tasas del ISR 

corporativo y el impuesto sobre dividendos, tomando en cuenta acreditamientos 

permitidos, provocan tasas efectivas muy superiores a la que actualmente se 

establece en nuestro país. 

 

En México, la tasa efectiva es del 30%, lo cual, según expone el Ejecutivo Federal, es 

baja en comparación con la de otros países, lo cual tiene un impacto en la 

recaudación, ya que no es la adecuada de conformidad con el tamaño de la economía 

mexicana. Con base en lo anterior, se propone a esta Soberanía establecer en la Ley 

cuya emisión se plantea un gravamen a cargo de las empresas, calculado por el 

monto de distribución que realicen a las personas físicas y residentes en el 

extranjero. La tasa que se propone es del 10%, la cual seguiría estando debajo del 

promedio de los países miembros de la OCDE. 
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Lo anterior evitará un aumento en la tasa del ISR empresarial sobre las utilidades que 

generan cada año las empresas, ya que se permitirá diferir el monto del impuesto 

que se hubiera pagado con el aumento de tasa, hasta el momento en que se 

distribuyen dividendos, lo que incentivará a que las empresas reinviertan sus 

utilidades para fomentar la inversión del sector privado en México en proyectos 

productivos. El sujeto de este tributo será la persona moral residente en México que 

distribuye los dividendos; asimismo, los establecimientos permanentes de los 

residentes en el extranjero también estarán sujetos a este impuesto, dado que no es 

un impuesto adicional a las sucursales, sino es el mismo impuesto pagado en dos 

tramos. El pago efectuado tendrá el carácter de definitivo. 

 

No obstante, se excluye en la Iniciativa que se comenta el monto de los dividendos 

distribuidos a personas morales residentes en México, para evitar una cadena de 

impuestos sobre dividendos y para fomentar la reinversión entre empresas mexicanas 

que se encuentran relacionadas.  

 

Por lo que se refiere a la inversión extranjera, considera la Iniciativa que el impuesto 

pagado sobre dividendos podrá ser acreditable en aquellos países que eliminen la 

doble imposición económica, ya sea a través de un tratado para evitar la doble 

imposición celebrado con México o mediante su legislación interna. Por la misma 

razón, en México se permitirá el acreditamiento del ISR pagado en el extranjero 

contra este impuesto, en las condiciones establecidas por la Ley que se propone.  

 

Por último, el proyecto prevé que la introducción de esta disposición no tenga un 

impacto en las reglas aplicables a Regímenes Fiscales Preferentes. 
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• Base gravable para el cálculo de la PTU. 

 

El Ejecutivo Federal señala en la exposición de motivos de la Iniciativa sujeta a 

dictamen que el artículo 16 de la Ley del ISR que se propone abrogar establece el 

procedimiento para determinar la renta gravable a que se refieren los artículos 123, 

apartado A, fracción IX, inciso e) de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y, 120 de la Ley Federal del Trabajo, para efectos de la PTU de las 

empresas.  

 

Sin embargo, se indica que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 

que el procedimiento previsto por el aludido artículo 16 de la Ley del ISR contraviene 

el artículo 123 constitucional, al establecer un procedimiento distinto al contemplado 

por el artículo 10 de la Ley del ISR vigente, toda vez que arroja un resultado 

diferente al que se obtiene aplicando el procedimiento previsto para la determinación 

de la utilidad fiscal, obligando con ello al patrón a entregar a sus trabajadores una 

utilidad diferente a la gravada y, por ende, distinta a su capacidad contributiva 

reflejada en la renta neta o utilidad. Consecuentemente, el Ejecutivo Federal propone 

que para determinar la renta gravable, ésta se obtenga conforme a lo siguiente: a los 

ingresos obtenidos en el ejercicio se le disminuirán las deducciones autorizadas en la 

nueva Ley del ISR, y el resultado obtenido será la renta gravable que sirva de base 

para el cálculo de la PTU.  

 

Además, la Iniciativa en estudio propone que para determinar la renta gravable, no 

se disminuirá la PTU de las empresas ni las pérdidas fiscales pendientes de aplicar de 

la utilidad fiscal que se determine.  



CLXX 
  

 

• Cálculo para determinar la ganancia en enajenación de acciones.  

 

La Iniciativa que se analiza propone establecer un solo cálculo para determinar la 

ganancia por la enajenación de acciones, que considere para obtener el monto 

original ajustado, el costo comprobado de adquisición, la diferencia de la Cuenta de 

Utilidad Fiscal Neta (CUFIN), las pérdidas fiscales pendientes de disminuir, los 

reembolsos pagados, la diferencia del cuarto párrafo del artículo 88 de la Ley del ISR 

vigente y las pérdidas fiscales generadas antes de la tenencia accionaria pero 

amortizadas durante dicha tenencia. 

 

No obstante, se permite a los contribuyentes con una tenencia accionaria de hasta 

doce meses optar por un cálculo que considere en la obtención del monto original 

ajustado, el costo comprobado de adquisición, los reembolsos y los dividendos o 

utilidades pagados. En dicho cálculo no se consideran los mismos conceptos que el 

cálculo mencionado en el párrafo anterior, en razón de las siguientes consideraciones 

expuestas por el Ejecutivo Federal: 

 

- Diferencia de la CUFIN.  

 

Esta cuenta refleja la diferencia entre las utilidades netas generadas y las utilidades 

distribuidas, que corresponden a las acciones que se enajenan, es decir, representan 

las utilidades que dichas acciones generaron durante el periodo de tenencia 

accionaria y que influyeron en el costo de la acción. Dicha diferencia mide las 

utilidades generadas por ejercicio fiscal, por lo cual, no es posible otorgarle 

repercusión económica a esta cuenta en el costo de la acción cuando se opta por el 
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cálculo que se describe, toda vez que entre la enajenación y la adquisición no existe 

un periodo que represente el valor que la acción adquirió por las utilidades 

registradas en la CUFIN. 

 

Se menciona que el artículo 88 de la Ley del ISR vigente establece que la CUFIN se 

integra con la utilidad fiscal neta (UFIN) de cada ejercicio, es decir, la propia Ley 

determina que tanto la UFIN como la CUFIN son cuentas que miden la generación de 

utilidades y el comportamiento económico de las personas morales por ejercicio 

fiscal; por lo tanto, no es posible integrar para el cálculo opcional este concepto, 

dado que existe una distorsión entre el periodo de la tenencia accionaria y las 

utilidades generadas que se encuentran en la CUFIN. 

 

- Pérdidas fiscales pendientes de disminuir.  

 

Esta disminución permite conocer el impacto económico que las pérdidas tienen en el 

valor de la acción, dado que muestra la diferencia entre éstas y las utilidades en 

proporción a la participación accionaria del contribuyente. Sin embargo, estas 

pérdidas fiscales no pueden reflejarse en el cálculo opcional, toda vez que pueden 

amortizarse contra utilidades generadas en futuras enajenaciones, para lo cual, 

permitir aplicarlas generaría un doble efecto en el cálculo opcional, toda vez que la 

pérdida se generó con anterioridad a la tenencia accionaria.  

 

- UFIN negativa.  

 

Esta cuenta permite reconocer la verdadera utilidad generada por la tenencia 

accionaria cuando no existe diferencia de CUFINes, toda vez que permite conocer el 
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efecto que las utilidades, las deducciones, el ISR pagado y los conceptos no 

deducibles generaron en la CUFIN; por lo tanto, dentro del cálculo opcional no se 

debe considerar la UFIN negativa, dado que la misma se determina por periodos que 

superan el de la tenencia accionaria, por lo cual, dicha tenencia no permite medir el 

impacto económico que este concepto tiene en el cálculo de la ganancia por 

enajenación de acciones. 

 

- Pérdidas fiscales de la persona moral anteriores a la tenencia, pero  

amortizadas durante dicha tenencia. 

 

Al ser amortizadas dichas pérdidas durante la tenencia accionaria, éstas impactan en 

la utilidad que generaron las acciones durante la tenencia, por lo que debe 

reconocerse este efecto. En consecuencia, no se permite que estas pérdidas se 

apliquen en el cálculo opcional para determinar la ganancia de mérito, toda vez que 

generarían que los contribuyentes eludieran el pago del impuesto, pues la ganancia 

por la enajenación de acciones en dicho periodo de tenencia podría ser inferior al 

monto de la pérdida, dado que son pérdidas generadas en más de un ejercicio que 

no fueron aplicadas, por lo cual, la acción no tuvo repercusión en las pérdidas 

generadas en ejercicios anteriores. 

 

• Instituciones de beneficencia. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone ampliar el listado de las actividades que 

pueden desarrollar las instituciones de asistencia o beneficencia, para ser 

consideradas instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles del ISR, con 
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el fin de apoyarlas, otorgarles certeza jurídica y permitirles constituirse como 

donatarias autorizadas. 

 

• Sociedades o asociaciones civiles dedicadas a la enseñanza y 

organizadas con fines deportivos. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone a esta Soberanía que las instituciones de 

enseñanza privadas sean consideradas no contribuyentes del ISR siempre y cuando 

mantengan u obtengan autorización del SAT para recibir donativos deducibles, lo que 

permitirá tener mayor control y fiscalización por parte de las autoridades hacendarias, 

y asegurar un marco de transparencia sobre los ingresos que reciben; asimismo, 

plantea que las asociaciones o sociedades con fines deportivos que en la Ley del ISR 

vigente se consideran como personas morales con fines no lucrativos, reciban el 

tratamiento fiscal acorde a su verdadero objetivo y tributen conforme al régimen 

general de las personas morales. 

 

Lo anterior en atención a que la evidencia ha demostrado que algunas asociaciones o 

sociedades civiles dedicadas a la enseñanza y a fines deportivos, reciben cuantiosos 

ingresos derivados no sólo de las actividades relacionadas con su objeto social, sino 

de otras que en estricto sentido no forman parte de su labor de enseñanza o impulso 

al deporte.  

 

• Actividades de las Donatarias Autorizadas. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone que las personas morales con fines no 

lucrativos autorizadas para recibir donativos deducibles puedan llevar a cabo 
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proyectos encaminados a promover reformas y adiciones legislativas, con la intención 

de apoyar a sectores sociales, industriales o ramas de la economía nacional que 

pueden resultar beneficiadas derivado de un marco regulatorio que mejore la relación 

entre el Estado y la ciudadanía, ya que actualmente no se les permite realizar dichas 

actividades. 

 

Lo anterior, al considerar que las personas mencionadas realizan actividades que 

coadyuvan con el Estado en ámbitos de interés primordial para el país, al llevar a 

cabo actividades que les permiten tener contacto con distintos sectores de la 

población y estar en condiciones de reflejar las necesidades de la población en el 

marco normativo del país. 

 

• Eliminación del régimen de consolidación fiscal. 

 

En la Iniciativa que se dictamina, el Ejecutivo Federal manifiesta que el régimen de 

consolidación fiscal tiene su origen en el “Decreto que concede estímulos a las 

sociedades y unidades económicas que fomenten el desarrollo industrial y turístico 

del país", publicado en el DOF el 20 de junio de 1973, y surgió con la finalidad de 

estimular el desarrollo económico del país. Dicho régimen se incorporó en la Ley del 

ISR en 1982 y, desde entonces, ha sufrido diversas modificaciones que han 

contribuido a que en la actualidad sea confuso y complejo, lo que dificulta al 

contribuyente su aplicación y a la autoridad la fiscalización que debe realizar para 

comprobar el debido cumplimiento de obligaciones fiscales.  

 

La aludida Iniciativa establece que, en su origen, el esquema antes referido se 

enfocaba a fomentar la inversión de las empresas a través de un esquema sencillo de 
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diferimiento del ISR, que les permitía compensar pérdidas de algunas empresas 

contra utilidades de las demás empresas del grupo; sin embargo, los diversos 

cambios que se han incorporado al aludido esquema lo han hecho innecesariamente 

complejo y difícil de fiscalizar. Además, por su complejidad, se requiere de una 

especialización técnica tanto para manejar los múltiples conceptos como para revisar 

los efectos de éstos en el resultado fiscal consolidado.  

 

Se añade en el documento que se dictamina, que cada una de las modificaciones que 

se han incorporado en el régimen de consolidación, tales como la inclusión del 

concepto de participación consolidable, así como de la figura de controladora pura y 

la determinación de los conceptos especiales de consolidación, han provocado que 

con el tiempo sea cada vez más complejo, además de que cualquier cambio debe 

considerar las disposiciones que estuvieron vigentes en el tiempo, lo que se puede 

apreciar en la determinación del impuesto diferido a pagar, ya que deben 

considerarse una serie de cálculos como son: la comparación de la CUFIN de las 

controladas contra la CUFIN de la controladora; la comparación de registros de 

utilidades; la determinación del impacto de las pérdidas; los controles de dividendos 

pagados fuera de la CUFIN; las variaciones en la participación accionaria, así como 

conservar una serie de registros como son la CUFINRE, CUFIN consolidable y otros 

registros que permitan la identificación de cada concepto.  

 

Asimismo, se señala que los continuos cambios en la tenencia accionaria de las 

empresas que integran los grupos económicos; la salida y la entrada de empresas al 

esquema; la reestructuración de los grupos para transferir el control; las fusiones, 

escisiones, reestructuraciones, incorporación de empresas y la liquidación de otras, 

obligan a rehacer un sinnúmero de operaciones por todos los años en que ha venido 
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operando el grupo originando que el régimen de consolidación sea extremadamente 

complejo, máxime cuando estos cambios y reestructuras requieren una contabilidad 

muy ordenada y especial de cada una de las empresas del grupo (desde que se 

autoriza al grupo a consolidar su resultado fiscal, y a partir de que se incorpore una 

empresa controlada a dicho régimen), que permita identificar cada concepto para el 

cálculo del impuesto diferido.  

 

Los factores descritos debilitan el control y fiscalización sobre las empresas que optan 

por este régimen, lo cual facilita la evasión y la elusión fiscales, disminuyendo la 

capacidad recaudatoria del sistema. Por todo lo anterior, es evidente que se requiere 

avanzar con la eliminación de este tipo de esquemas.  

 

El Ejecutivo Federal señala en su Iniciativa que una de las demandas más recurrentes 

de la ciudadanía es mejorar la distribución de la carga tributaria, de ahí que uno de 

los compromisos expresados en el acuerdo político nacional denominado “Pacto por 

México” del 2 de diciembre de 2012, se refiera a eliminar privilegios, en particular, el 

régimen de consolidación fiscal.  

 

Se añade en el documento que se dictamina, que la intención del propio legislador ha 

sido la de acotar los efectos que se pueden originar en ese régimen, un ejemplo se 

da en la reforma fiscal de 2010, al limitar el diferimiento del impuesto a cinco 

ejercicios, de tal manera que después de ese plazo deban ser revertidos y enterados 

al fisco federal los efectos que derivan en la aplicación de dicho régimen. El Ejecutivo 

Federal señala que dicha reforma fue un avance importante para evitar que las 

empresas que consolidan abusaran del diferimiento en forma infinita del impuesto; 

sin embargo, no simplificó el régimen, sino que lo hizo más complejo al requerir 
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nuevos cálculos para determinar el impuesto diferido, lo cual también tiene efectos 

en la fiscalización por parte de la autoridad tributaria.  

 

Por lo referido, el Ejecutivo Federal propone eliminar el régimen de consolidación 

fiscal; sin embargo, refiere la necesidad de establecer un esquema de salida para 

estos grupos de sociedades, por lo que se establecen dos alternativas para el cálculo 

del impuesto diferido que se tenga al 31 de diciembre de 2013, así como un esquema 

de pago fraccionado en cinco ejercicios para el entero del impuesto diferido.  

 

Adicionalmente, las empresas que aún se encuentren en el periodo obligatorio de 5 

años de tributación en este régimen, podrán seguir aplicando las disposiciones 

actuales aplicables a la consolidación fiscal y, una vez que concluya ese periodo, 

deberán calcular y enterar el impuesto diferido que tengan a esa fecha, a través del 

esquema fraccionado de pagos.  

 

• Régimen de Maquila. 

 

La Iniciativa que se dictamina expone que la Ley del ISR vigente establece un 

tratamiento fiscal preferencial a las empresas maquiladoras de exportación, el cual les 

permite, a diferencia de cualquier otra empresa, determinar su base gravable de 

conformidad con la utilidad que sea al menos la mayor del 6.9% del valor de los 

activos afectos a la actividad de maquila y el 6.5% del monto total de sus costos y 

gastos. Dicho tratamiento fiscal es aplicable a las empresas que realizan operaciones 

de maquila de conformidad con la definición que establece el “Decreto para el 

fomento de la industria manufacturera, maquiladora y de servicios de exportación”, lo 

cual implica que deben cumplir con las siguientes condiciones: 
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i. Que las mercancías importadas temporalmente sean suministradas por un 

residente en el extranjero con motivo de un contrato de maquila al amparo del 

programa y sean sometidas a un proceso de transformación o reparación y se 

retornen al extranjero; 

ii. Que cuando en sus procesos productivos incorporen mercancías nacionales o 

extranjeras, que no sean importadas temporalmente, éstas se exporten o 

retornen conjuntamente con las mercancías que hubieren importado 

temporalmente; 

iii. Que los procesos de transformación o reparación se realicen con maquinaria y 

equipo importado temporalmente, propiedad del residente en el extranjero, 

siempre que no hayan sido propiedad de la empresa que realiza la operación 

de maquila o de otra empresa residente en México de la que sea parte 

relacionada, y 

iv. Que tales procesos puedan complementarse con maquinaria y equipo 

propiedad de un tercero residente en el extranjero con relación comercial de 

manufactura con la empresa residente en el extranjero que tenga un contrato 

de maquila con la maquiladora en México, siempre y cuando esos bienes sean 

suministrados con motivo de dicha relación comercial. 

 

El Ejecutivo Federal señala que de una revisión del régimen de maquila, se identifica 

que los requisitos para obtener el registro correspondiente han sido flexibilizados con 

el transcurso del tiempo y el esquema fiscal no se ha ajustado a estos cambios, lo 

que ha distorsionado el objetivo del régimen, por ello, con el fin de evitar 

planeaciones fiscales en este régimen y precisar que sólo pueden aplicarlo aquellas 

empresas maquiladoras dedicadas exclusivamente a la exportación, el Ejecutivo 
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Federal propone establecer la definición de operación de maquila para efectos de 

estar en posibilidades de tributar de conformidad con el régimen de maquiladora, 

dentro de la cual se incluye el requisito de exportar cuando menos el 90% de su 

facturación anual total. Esta modificación permite retomar uno de los requisitos que 

motivaron el diseño de un régimen especial de tributación para estas empresas, como 

es que exporten totalmente su producción. Asimismo, asegura que la autoridad 

tributaria (i) determine quiénes pueden acceder a este régimen; (ii) verifique y 

fiscalice la operación en los términos de las disposiciones fiscales, y (iii) establezca las 

sanciones a los contribuyentes que abusen del régimen o bien sin tener derecho a 

éste apliquen sus beneficios. 

 

• Empresas maquiladoras de albergue. 

 
La Iniciativa que se dictamina propone establecer que las empresas de los residentes 

en el extranjero que operan a través de una empresa maquiladora de albergue, 

puedan permanecer bajo la protección de dicho régimen hasta un máximo de tres 

ejercicios fiscales considerados a partir de que empezaron a operar en México. Ello 

con el fin de consolidar a este régimen como un auténtico esquema de transición. 

 

El Ejecutivo Federal estima que el periodo establecido de 3 años es suficiente para 

que las empresas definan si salen del país o se establezcan bajo otra modalidad. 

Asimismo, posibilitaría a las empresas de albergue nacionales recuperar sus 

inversiones y tener un horizonte más amplio para promover sus servicios. 

 

A mayor abundamiento, el Ejecutivo Federal expone en la Iniciativa que se dictamina 

que la figura de maquiladora de albergue se constituyó como un vehículo para 

propiciar la entrada al país de empresas propiedad de residentes en el extranjero. 
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Para ello, se estableció un régimen que permitiera a dichos residentes explorar el 

mercado mexicano, en tanto determinaran la conveniencia de establecerse 

permanentemente en nuestro país. Así, este régimen permite a los residentes en el 

extranjero operar transitoriamente en tanto evalúan su permanencia definitiva a 

través de cualquier otra modalidad. 

 

En términos fiscales, los residentes en el extranjero que operan a través de las 

empresas con programa de maquila bajo la modalidad de albergue gozan de un 

tratamiento específico, consistente en que dichos residentes no constituyan 

establecimiento permanente en México por las actividades de maquila que lleven a 

cabo en el país, siempre que sean propietarios de los insumos, de la maquinaria y del 

equipo, y no sean partes relacionadas de las maquiladoras de albergue. Este 

tratamiento les permite no pagar el ISR en México por su actividad empresarial, y el 

único costo que enfrentan es el pago que le cubren a la empresa maquiladora de 

albergue por los servicios de logística que ésta le presta. 

 

La revisión de la información relativa a este esquema fiscal indica una baja 

recaudación de las empresas de albergue por los ingresos que perciben de los 

residentes en el extranjero por los servicios de logística que les proporcionan. A pesar 

de que se trata de empresas con grandes escalas de operación, con un promedio de 

1,350 trabajadores por cada una, la recaudación para todo el sector fue de 86 

millones de pesos, es decir, 2 millones de pesos por maquiladora. Al comparar ese 

nivel de recaudación con el de otras empresas similares, se observa una 

desproporción en cuanto a la contribución a la recaudación.  
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Conforme a lo anterior, la Iniciativa que se dictamina concluye que se trata de un 

régimen que puede generar inequidades, ya que agentes similares reciben un 

tratamiento fiscal diferente. Además debilita la progresividad, ya que si las 

maquiladoras participaran en otros regímenes serían consideradas como 

contribuyentes de altos ingresos. 

 

Asimismo, la renuncia recaudatoria asociada a este régimen no se ha traducido en 

una mayor entrada de empresas al país. Así, el régimen ha sido utilizado como una 

vía para reducir permanentemente los impuestos. 

 
• Acreditamiento de impuestos sobre la renta pagados en el extranjero. 

 

El Ejecutivo Federal propone realizar varios cambios al artículo correspondiente de 

acreditamiento de impuestos sobre la renta pagados en el extranjero, entre ellos se 

establece la necesidad de limitar el acreditamiento de los impuestos pagados 

directamente por los residentes en México, por el país o jurisdicción de que se trate, 

ya que se evitaría ceder recaudación indirectamente a otros países o jurisdicciones 

por la cantidad del impuesto extranjero que exceda el impuesto mexicano.  

 

Asimismo, el Ejecutivo Federal propone establecer nuevos mecanismos que 

transparenten los montos proporcionales de los impuestos pagados por sociedades 

residentes en el extranjero en primer y segundo nivel corporativo, que se pretenden 

acreditar por las personas morales residentes en México cuando obtengan dividendos 

provenientes del extranjero. Adicionalmente, se establecen nuevos límites a los 

montos de estos impuestos que se podrán acreditar para evitar el abuso de este 

derecho.  
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Por otra parte, la Iniciativa propone permitir el acreditamiento de impuestos pagados 

en el extranjero contra el impuesto por la distribución de dividendos a cargo de las 

personas morales residentes en México en virtud de que es una segunda fase del ISR 

empresarial.  

 

Por último, la propuesta enviada por el Ejecutivo Federal establece una facilidad 

administrativa para los contribuyentes, consistente en que todos los impuestos 

señalados expresamente en los tratados para evitar la doble tributación serán 

considerados como impuestos sobre la renta para fines del acreditamiento. En caso 

contrario, se propone continuar con la mecánica actual en la que el SAT expide las 

reglas para determinar los requisitos para considerar que una contribución tiene la 

naturaleza de un ISR.  

 

• Impuestos trasladados. 

 

El Ejecutivo Federal propone que la Ley cuya emisión se plantea excluya la mención 

referente a que los impuestos que trasladen los contribuyentes no se consideran 

ingresos acumulables, en virtud de que la propia naturaleza jurídica del impuesto 

trasladado evita que pueda interpretarse como un ingreso acumulable ya que los 

impuestos que el contribuyente traslada o que le son trasladados, para su posterior 

entero al fisco, derivan precisamente de una obligación formal establecida en la ley 

fiscal y no incrementan su esfera patrimonial. 

 

• Del régimen fiscal opcional para grupos de sociedades. 
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Con el fin de otorgar flexibilidad organizacional a las empresas, la Iniciativa 

presentada por el Ejecutivo Federal propone establecer un régimen opcional para 

grupos de sociedades, mediante el cual se otorguen condiciones fiscales propicias 

para que las empresas nacionales sean competitivas con respecto a los inversionistas 

extranjeros, al tiempo que permita a la autoridad fiscal contar con mayores 

elementos para ejercer sus facultades de comprobación. 

 

El régimen fiscal opcional propuesto está dirigido a aquellas empresas que actuando 

a través de un grupo cumplan con ciertos requisitos que impidan manipular el 

resultado fiscal, y que puedan ser fácilmente verificables para la autoridad tributaria, 

lo cual redundará en un esquema sencillo que cierre posibles brechas de elusión y 

evasión fiscales, lo que tendrá efectos positivos en la recaudación, así como un 

eficiente control y fiscalización del régimen. 

 

El nuevo régimen consistirá en establecer para los grupos de sociedades la posibilidad 

de diferir hasta por 3 años el ISR, así como contar con un estricto control del 

impuesto causado a nivel individual. Con estos elementos, el impuesto diferido se 

determinará por ejercicio y se pagará en un plazo de tres ejercicios; para tal efecto, 

la sociedad integradora calculará un factor de resultado fiscal integrado con el que se 

determinará el ISR a enterar y el impuesto que podrá diferir. Dicho factor se obtendrá 

de la suma de los resultados y pérdidas fiscales de las sociedades que integran el 

grupo (resultado fiscal integrado), dividido entre la suma de los resultados fiscales 

obtenidos en el ejercicio, y se aplicará al impuesto que le hubiere correspondido a las 

sociedades de no aplicar este esquema.  
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La Iniciativa que se dictamina establece que en cada ejercicio, tanto la sociedad 

integradora como las integradas deberán calcular el ISR a partir de multiplicar su 

gravamen individual por el factor del resultado fiscal integrado, de forma continua y 

con posterioridad a los tres ejercicios que se establecen para diferir el ISR. Cada 

empresa deberá enterar al fisco el diferencial entre el impuesto pagado y el 

generado. 

 

En la determinación del impuesto diferido únicamente se considerará la sumatoria de 

utilidades y pérdidas fiscales, abandonando los cálculos complejos como las 

comparaciones de las cuentas de utilidad fiscal neta; de los registros de utilidades 

fiscales netas; registros de la CUFIN y controles de la CUFINRE, así como tampoco se 

considerarán variaciones en la participación accionaria.  

 

A fin de que el nuevo esquema no contenga elementos que puedan ser fácilmente 

utilizados para establecer prácticas de abuso y buscar de forma ilegítima diferir el 

ISR, se propone establecer que los grupos no puedan incorporar empresas 

perdedoras a efecto de disminuir artificiosamente su resultado fiscal integrado, ya 

que lo contrario originaría que el resultado fiscal integrado sea menor respecto a la 

sumatoria del resultado fiscal individual, por lo que el factor sería más pequeño y por 

consiguiente las empresas integradas con utilidades podrían diferir más impuesto y, 

por ende, hacer un menor pago de éste. 

 

Este nuevo esquema fiscal reconoce que cuando los grupos están en proceso de 

consolidación de su actividad productiva o bien se encuentran en la parte baja del 

ciclo económico, pueden diferir totalmente el ISR de las sociedades integradas con 

utilidades, es decir, cuando tengan un resultado a nivel integrado cercano a cero y la 
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suma de los resultados individuales sea mayor, no habría pagos parciales del ISR a 

nivel individual, por lo que se diferirá todo el impuesto generado.  

 

Asimismo, en el nuevo esquema fiscal no se podrá diferir el ISR cuando se decreten 

dividendos o se distribuyan utilidades que no provienen de la CUFIN, entre las 

empresas del grupo, lo que garantiza un tratamiento igual para todas las empresas; 

por lo tanto, cuando alguna empresa del grupo distribuya dividendos y éstos no 

provengan de la CUFIN, se pagará el ISR de forma inmediata. De esta forma se 

aplicará el mismo tratamiento fiscal a los contribuyentes que pagan el ISR en el 

momento en que distribuyen dividendos fuera de la CUFIN.  

 

La Iniciativa que se dictamina también establece una metodología para determinar el 

pago del impuesto, la cual parte de la suma de resultados fiscales, en los que ya 

incluyen la aplicación de las pérdidas de las integradas o de la integradora, no 

consiente que las empresas que se incorporan al régimen puedan considerar las 

pérdidas anteriores, con lo que se procura que las pérdidas generadas de forma 

previa al ingreso de la empresa a este régimen no lo contaminen, pues de otra 

manera se incentiva a incorporar a empresas perdedoras con el único fin de afectar el 

resultado fiscal para aumentar el diferimiento del ISR.  

 

Asimismo, en el documento que se dictamina se señala que respecto a la 

participación accionaria, considerando que establecer un límite de participación 

accionaria bajo posibilita el ingreso al régimen de empresas que buscan sólo 

beneficiarse, se propone establecer un porcentaje mínimo de participación del 80%. 

Con esta medida se permitiría el acceso al nuevo régimen fiscal a empresas con 

solidez económica que buscan ser competitivas y evitará la entrada a empresas que 
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únicamente busquen utilizar de forma abusiva este nuevo esquema, más que por una 

razón válida de eficiencia económica. 

 

Con el fin de que este régimen no sea utilizado al mismo tiempo por sectores que 

gozan de un tratamiento benéfico o que por la operación que realizan puedan 

manipular los efectos del régimen, se propone excluir de aplicarlo a las sociedades 

que componen el sistema financiero, a las sociedades y asociaciones civiles, a las 

sociedades cooperativas, a las personas morales con fines no lucrativos, a las 

empresas que tienen autorización para operar como maquiladora ni a las empresas 

que prestan el servicio público de transporte aéreo, entre otras. Lo anterior, ya que 

se busca evitar que la convivencia de este régimen con los que les son aplicables a 

las personas morales citadas, puede generar evasión o elusión fiscales. 

 

De igual forma, el Ejecutivo Federal propone que con la finalidad de facilitar el acceso 

a este nuevo régimen a las empresas que han venido tributando en el régimen de 

consolidación y cumplen con los requisitos establecidos para acceder a este esquema, 

se establece que dispondrán de un ejercicio para solventar dichas condiciones, de tal 

forma que aquellas sociedades serias en su manejo y operación y que son prudentes 

en la aplicación de las disposiciones fiscales puedan aplicar este nuevo esquema 

fiscal. 

 

La exposición de motivos de la Iniciativa que se dictamina establece que el régimen 

opcional para sociedades tiene las siguientes ventajas: simplificación fiscal, ya que 

será más fácil determinar el impuesto diferido tanto para los contribuyentes como 

para la autoridad fiscal; certeza del impuesto que se difiere en cada ejercicio; fácil 

fiscalización, en virtud de que el impuesto diferido se determinará a través de una 
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simple suma del impuesto diferido manifestado en las declaraciones individuales, y 

limitación a las conductas tendientes a eludir y/o evadir el pago del impuesto e 

ingresos fiscales mayores debido a la sustitución del régimen actual.  

 

Mediante este esquema, el Ejecutivo Federal pretende impulsar la competitividad 

internacional e inversión extranjera de nuestro país y, del mismo modo, procurar una 

mayor eficiencia recaudatoria del sistema tributario, todo lo cual favorecerá el 

desarrollo y crecimiento económicos. 

 

• Estímulo fiscal a la industria cinematográfica nacional. 

 

Con el fin de hacer más eficiente la operación y la efectividad del estímulo fiscal a la 

inversión en la producción en películas cinematográficas nacionales, así como para 

evitar el incremento en los precios de los bienes y servicios utilizados para la 

producción cinematográfica, la Iniciativa sujeta a dictamen propone lo siguiente:  

 

i. Incorporar como beneficiarios del estímulo fiscal a los proyectos de inversión 

para la distribución de películas cinematográficas nacionales, aplicándoles las 

mismas disposiciones que se utilizan para otorgar el estímulo fiscal a la 

producción cinematográfica nacional. 

 

ii. Apoyar a los proyectos de inversión para la distribución de películas 

cinematográficas nacionales, ampliando por una parte el monto del estímulo 

fiscal a 650 millones de pesos, y otorgando también 50 millones de pesos a 

este tipo de proyectos de inversión. 
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iii. Establecer dos periodos para la entrega del estímulo fiscal, con el fin de evitar 

la sobredemanda que se presenta al otorgar todo el recurso en un solo 

periodo. 

 

iv. Limitar el apoyo a 2 millones de pesos por proyecto, en el caso de la 

distribución de películas cinematográficas nacionales. No obstante, en el caso 

de que una misma película sea apoyada por varias distribuidoras se podrá 

otorgar el estímulo a un máximo de dos personas. 

 

B) Impuesto sobre la renta de las personas físicas. 

 

• Tarifa del ISR de personas físicas con tasa del 32%. 

 

Se propone adicionar un nuevo tramo a la tarifa del ISR de personas físicas, aplicable 

para las personas con ingresos gravables superiores a 500 mil pesos anuales con una 

tasa marginal de 32%, con el fin de dotar de mayor progresividad al marco tributario 

y hacer más justa la contribución al desarrollo. 

 

El Ejecutivo Federal destaca que esta medida no afectará a las personas de ingresos 

bajos y medios en el país, toda vez que no implicaría un incremento en la carga 

tributaria de la mayor parte de la población, dado que información de la Encuesta 

Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares indica que menos del 1% de la población 

total (o de los perceptores de ingresos de los hogares) recibe ingresos iguales o 

mayores al límite propuesto de 500 mil pesos al año. 
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Asimismo, respecto del nivel de tasa que se propone establecer en este nuevo 

escalón de la tarifa, se comenta que esta tasa máxima propuesta no es excesiva, e 

implica que las tasas marginales máximas continuarán siendo menores a las 

observadas en otras economías, incluyendo los principales socios comerciales del 

país. Así, se evita introducir elementos que eviten el funcionamiento eficiente de la 

economía o que deterioren la competitividad de México. 

 

• Deducciones personales. 

 

La Iniciativa de referencia propone a esta Soberanía limitar el monto máximo de las 

deducciones personales realizadas por una persona física al año a la cantidad que 

resulte menor entre el 10% del ingreso anual total del contribuyente, incluyendo 

ingresos exentos, y un monto equivalente a 2 salarios mínimos anuales 

correspondientes al área geográfica del Distrito Federal. 

 

Lo anterior, en razón de que en los últimos años el número de este tipo de 

deducciones se ha duplicado de 5 a 10, a la vez que su monto se ha incrementado 

significativamente, por lo cual, entre 2003 y 2011 el monto de las deducciones 

personales que declararon los contribuyentes creció alrededor de 270% en términos 

reales. Ello obedece tanto al incremento en el monto deducible así como a la 

aplicación de nuevos conceptos deducibles, por ejemplo, el pago de colegiaturas. 

 

Considera el Ejecutivo Federal que esta medida ayudaría a lograr un sistema más 

progresivo y justo, toda vez que el beneficio que otorgan las deducciones personales 

se concentra en forma desproporcionada en aquellos contribuyentes de mayor 

capacidad económica. Las estadísticas disponibles muestran que mientras los 
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contribuyentes del primer decil de ingreso obtienen sólo 0.4% del total del beneficio, 

los del décimo decil obtienen alrededor del 87%; ello, deriva de la alta concentración 

del gasto en los bienes y servicios deducibles, así como del hecho de que sólo las 

personas con ingresos superiores a 400 mil pesos están obligadas a presentar su 

declaración anual, mientras que en su mayoría las personas con ingresos menores a 

la cantidad mencionada no la presentan, con lo que no ejercen su derecho aun 

cuando hubieran podido aplicar deducciones personales.  

 

• Medios de pago de las deducciones personales. 

 

En la Iniciativa sujeta a dictamen, el Ejecutivo Federal plantea que a fin de garantizar 

que las deducciones por conceptos de pagos de honorarios médicos, dentales y 

gastos hospitalarios, así como de transportación escolar, sean aplicadas únicamente 

por las personas que efectivamente realizan la erogación y que legalmente tienen 

derecho a efectuarla, además de contar con el comprobante respectivo, se establezca 

como requisito para su deducibilidad que los pagos se realicen a través del sistema 

financiero. 

 

Las disposiciones fiscales permiten que los pagos correspondientes a estos conceptos 

deducibles se realicen en efectivo, lo cual impide que las autoridades fiscales puedan 

identificar plenamente la veracidad de estas operaciones, así como a las personas 

que efectúan el gasto y determinar si en realidad tienen derecho a ser beneficiados 

con la deducción correspondiente. Al realizarse los pagos a través del sistema 

financiero, se podrá identificar plenamente al pagador real de los servicios que se 

deducen, y se otorgará a la autoridad fiscal mayor certeza de que los beneficiados de 

las deducciones son efectivamente los sujetos que pueden efectuarlas y que las 
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deducciones corresponden exclusivamente a los pagos por los conceptos descritos en 

la norma tributaria.  

 

No obstante lo anterior, la Iniciativa que se dictamina reconoce que existen regiones 

del país en las que difícilmente podría cumplirse con el requisito propuesto por la 

ausencia de estructuras financieras o bancos, por lo que se propone establecer que 

las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones 

utilizando los servicios de las instituciones que componen el sistema financiero, 

cuando las mismas se efectúen en poblaciones o en zonas rurales en las que no 

existan servicios financieros. 

 

• Exención a la enajenación de casa habitación. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone que, con el fin de reducir el costo recaudatorio 

por la exención en la enajenación de casa habitación y asignar en forma más 

eficiente el beneficio hacia aquellas personas físicas de menores ingresos, se reduzca 

el límite de la exención de 1.5 millones de unidades de inversión (UDIS) 

(aproximadamente 7.4 millones de pesos) a 250 mil UDIS (aproximadamente 1.2 

millones de pesos), debiendo pagar el contribuyente por el excedente el impuesto 

correspondiente. Se estima que poco menos del 10% de las enajenaciones de casa 

habitación tienen un valor superior al límite propuesto, de manera que la medida 

incrementaría la recaudación de los contribuyentes de mayores ingresos, 

fortaleciendo con ello la progresividad del ISR. 

 

Considera el Ejecutivo Federal que el límite previsto de aproximadamente 7.4 

millones de pesos resulta elevado, toda vez que de acuerdo con información fiscal de 
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las enajenaciones reportadas por los notarios públicos de todas las entidades 

federativas, durante 2011 sólo el 0.6% de las enajenaciones de casa habitación 

superaba dicho límite, ya que el valor promedio de enajenación en dicho año fue de 

alrededor de 580 mil pesos. Por su parte, el reporte de la Sociedad Hipotecaria 

Federal sobre las características de los mercados estatales según los precios de 2012, 

muestra que el precio medio de la vivienda en 2012 fue de 513 mil pesos, 

observándose el mayor precio medio de la vivienda en el Distrito Federal, el cual se 

ubica en un millón de pesos. 

 

• Enajenación de Parcelas y Ejidos. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone establecer como requisito para exentar del 

ISR la enajenación de derechos parcelarios, de las parcelas sobre las que se hubiere 

adoptado el dominio pleno o de los derechos comuneros, que el enajenante acredite 

que es la primera transmisión que realiza y proporcione la documentación que lo 

acredite como el ejidatario original o titular de los derechos comuneros, en su caso, 

ante el fedatario público que formalice la operación, con lo cual se podrá tener 

certeza de que dicho enajenante es efectivamente el ejidatario, de manera que la 

finalidad de la exención no se desdibuje o tergiverse. 

 

• Régimen de Incorporación Fiscal. 

 

La Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal señala que uno de los objetivos 

prioritarios de las políticas de la actual Administración consiste en alcanzar un 

incremento generalizado de la productividad, en el que participen todos los sectores 

de la población. 
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De esta manera, la Iniciativa que se dictamina propone establecer el Régimen de 

Incorporación, el cual sustituirá el aplicable a las personas físicas con actividades 

empresariales con ingresos de hasta 4 millones de pesos anuales, esto es, el Régimen 

Intermedio, y el Régimen de Pequeños Contribuyentes (REPECOS). Mediante este 

nuevo régimen, el Ejecutivo Federal pretende que las personas físicas con actividades 

empresariales y las que prestan servicios inicien el cumplimiento de sus obligaciones 

fiscales en un esquema que les permita cumplir fácilmente con sus obligaciones 

tributarias, lo que trae aparejado el acceso a servicios de seguridad social, con lo que 

se creará un punto de entrada para los negocios a la formalidad, tanto en el ámbito 

fiscal como en el de la seguridad social. 

 

El documento que se dictamina indica que el régimen de REPECOS se diseñó como 

un esquema simplificado para las personas físicas con ingresos anuales de hasta 2 

millones de pesos, en el que están exentos de conservar comprobantes de sus 

proveedores y de emitir facturas de sus ventas, lo que origina que se rompa la 

cadena de comprobación fiscal, generando espacios para la evasión y la elusión 

fiscales, los cuales han sido aprovechados por algunos contribuyentes que 

indebidamente tributan como REPECOS, cuando en realidad la escala de sus 

operaciones es considerable, o por contribuyentes del régimen general que 

interactúan con REPECOS para aprovechar las menores obligaciones de 

comprobación fiscal y así reducir su pago de impuestos. 

 

Una comparación de los esquemas aplicados a pequeños contribuyentes en distintos 

países refleja que el límite de 2 millones de pesos es muy amplio, lo que fomenta el 
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enanismo fiscal al ser aprovechado por unidades económicas con mayor capacidad 

contributiva. 

 

Se propone que el Régimen de Incorporación sea aplicable sólo a personas físicas con 

actividades empresariales, que enajenen bienes o presten servicios por los que no se 

requiera para su realización título profesional, con ingresos anuales de hasta un 

millón de pesos.  

 

El esquema que se propone está dirigido, entre otros, a las personas físicas que 

prestan servicios cuyo ejercicio no requiere título profesional, toda vez que, en la 

mayoría de los casos, este tipo de contribuyentes, por la propia naturaleza de sus 

funciones requieren una mayor simplicidad para el cálculo y entero de sus impuestos. 

Otra característica del régimen es que sería cedular y de aplicación temporal durante 

un periodo de hasta 6 años, sin posibilidad de volver a tributar en el mismo, por lo 

tanto, al séptimo año, estos contribuyentes se incorporarán al régimen general de 

personas físicas con actividad empresarial. 

 

La Iniciativa en análisis propone que los contribuyentes de este régimen efectúen 

pagos definitivos trimestrales, y que el ISR a pagar se determine sobre una base de 

efectivo, restando al total de ingresos las deducciones autorizadas y la PTU pagada, y 

aplicando la tarifa del ISR de personas físicas. En caso de que las erogaciones 

excedieran de los ingresos del periodo, se propone permitir deducir la diferencia 

contra los ingresos del siguiente periodo hasta agotarlo, dotando de justicia y 

equidad al esquema, además de simplificar la mecánica del cálculo del impuesto 

evitando la complejidad de efectuar actualizaciones por inflación. 
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Con la finalidad de promover la adhesión al régimen en comento, el Ejecutivo 

Federal, propone otorgar los siguientes beneficios:  

 

1. Descuentos en el ISR del 100% del pago, durante el primer año. Este descuento 

irá disminuyendo paulatinamente a los largo de los siguientes 6 años, para pagar la 

totalidad del ISR a partir del séptimo año de su incorporación. De esta manera se 

fomenta la creación de empresas en la formalidad, al mismo tiempo que se invita a 

los contribuyentes informales a regularizar su situación fiscal. 

 

La Iniciativa que se dictamina contempla ciertas condiciones y requisitos que 

permitirán evitar abusos de aquellos contribuyentes que hoy ya estando en la 

formalidad, con el ánimo de obtener los beneficios de la reducción en el pago, deseen 

trasladar sus unidades de negocio a este nuevo régimen. Asimismo, se prevé otorgar 

un tratamiento especial a los trabajadores y empleados que contraten los 

contribuyentes, siempre y cuando presten sus servicios a éstos como único patrón o 

empleador y se trate de un servicio personal subordinado. 

 

Por otra parte, con el régimen propuesto, se pretende que se incorporen a la 

formalidad quienes hoy ya realizan una actividad empresarial, enajenan mercancías o 

prestan servicios y no cumplen sus obligaciones fiscales. El régimen por su naturaleza 

es transitorio y al mismo tiempo ofrece certeza, es decir, ofrece un tratamiento 

especial a los contribuyentes que opten por el régimen durante 6 años, pero 

condiciona sus beneficios graduales al cumplimiento permanente, de tal manera que 

una vez que el contribuyente en el desarrollo de su actividad económica haya 

alcanzado la madurez y estabilidad fiscal, éste transite al régimen general aplicable a 

todos los contribuyentes. 
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Por otro lado, manifiesta el Ejecutivo Federal que en estas unidades económicas, es 

común que exista en menor proporción la venta de mercancías o bienes cuya 

naturaleza agrega valor a la actividad preponderante del contribuyente, haciendo 

atractivo a sus clientes acudir a dichas unidades; por ejemplo, aquéllas que se 

ofrecen mediante esquemas de comisiones mercantiles. Sin que este régimen sea 

para ello, se considera que en una proporción razonable de los ingresos que perciban 

estos contribuyentes puedan acumularse los ingresos que perciban por concepto de 

comisiones mercantiles, siempre que éstas no excedan del 30 por ciento de sus 

ingresos totales. 

 

2. Los pagos se realizarán de manera simplificada, lo que permitirá que los 

contribuyentes tengan liquidez, al mismo tiempo que se reduce la carga 

administrativa, tanto por lo simplificado del esquema, como porque se reduce el 

número de veces en que el contribuyente tiene que destinar tiempo para cumplir con 

sus obligaciones fiscales. 

 

3. Los contribuyentes, a través de la herramienta informática que el SAT ponga a su 

disposición en su página de Internet, podrán calcular y enterar el pago tanto del ISR, 

como del IVA. La herramienta permitirá que la declaración se encuentre pre llenada 

con la información de ingresos y gastos realizados por el contribuyente, dando la 

opción en todo momento para realizar correcciones o agregar la información que no 

hubiere sido considerada. 

 

• Gravar las ganancias de capital de personas físicas. 

 



CXCVII 
 

La Iniciativa que se dictamina plantea establecer el pago de un impuesto cedular, 

aplicando una tasa del 10% sobre la ganancia que obtengan las personas físicas por 

la enajenación de acciones emitidas por sociedades mexicanas cuando su 

enajenación se realice a través de bolsas de valores concesionadas en términos de la 

Ley del Mercado de Valores, de acciones emitidas por sociedades extranjeras 

cotizadas en dichas bolsas, incluidas las enajenaciones que se realicen mediante 

operaciones financieras derivadas de capital referidas a acciones colocadas en bolsas 

de valores concesionadas en términos de la Ley del Mercado de Valores o a índices 

accionarios que representen a las citadas acciones. Este esquema se complementa 

con la eliminación de la actual exención que tienen las personas físicas en la Ley del 

ISR respecto a la enajenación de acciones en bolsa de valores. 

 

La premisa fundamental de la propuesta consiste en que cualquier ingreso por la 

enajenación de acciones por parte de un inversionista, sea o no relevante, debe 

pagar el ISR conforme a su capacidad contributiva. Asimismo, el Ejecutivo Federal 

expone que el sector bursátil genera significativos ingresos al año para quienes 

participan en el intercambio de valores a través de bolsas concesionadas por las 

legislaciones respectivas a nivel internacional; sin embargo, el régimen fiscal vigente 

exenta del ISR a los ingresos de las personas físicas provenientes de la ganancia por 

la enajenación de acciones cuando se realicen a través de bolsa de valores.  

 

Este tratamiento contrasta con lo que se observa en el contexto internacional, ya que 

países como Japón, Chile, Estados Unidos de América, España, Australia, Alemania, 

Noruega, Reino Unido y Dinamarca, gravan las ganancias de capital con tasas que 

van desde el 10% hasta el 42%. La aplicación de un impuesto en estos países, lejos 

de ser un elemento que inhiba las inversiones, ha permitido gravar esta fuente de 



CXCVIII 
 

ingresos, así como dotar de elementos de control sobre las inversiones. Muestra de 

ello son los niveles de capitalización de la bolsa que se observan en estos países que 

van del 33% al 118% del PIB. 

 

Por otra parte, la Iniciativa objeto de dictamen señala que conforme al análisis de la 

Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Hogares en México de los años 2010 y 

2012, los hogares que reportaron información de ingresos por venta de acciones, se 

ubicaron en los dos deciles de mayor nivel de ingreso, lo que indica que el esquema 

de exención es altamente regresivo. 

 

Asimismo, se señala que en años recientes el H. Congreso de la Unión ha aprobado 

diversas reformas para establecer supuestos en los que no procede la aplicación de la 

exención. Esto es, cuando la enajenación se pacta fuera del mercado, así como en el 

caso de operaciones que se realicen fuera de las bolsas de valores autorizadas, o 

bien, cuando las personas o grupos con participación mayoritaria o con el control de 

la empresa enajenen más del 10% de las acciones de la sociedad emisora que 

corresponda a un plazo de tenencia menor a 2 años; o cuando las enajenaciones 

realizadas en ese periodo de tiempo signifiquen ceder el control de la empresa, 

incluyendo el uso de instrumentos financieros derivados o de cualquier otra 

naturaleza análoga. 

 

La Iniciativa objeto de dictamen precisa que en los casos en los que no aplica la 

exención, el intermediario que realiza la operación efectúa una retención a la tasa del 

5% como pago provisional, sobre el importe de la operación de venta. Cuando la 

enajenación se realiza fuera de bolsa, se aplica una tasa de retención provisional del 

20% sobre el monto total de la operación. 
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El Ejecutivo Federal sostiene que el principal beneficio de gravar los ingresos 

derivados de las ganancias de capital es otorgarle el mismo tratamiento que se le da 

a otras formas de ingreso en cuanto a los efectos que producen sobre la capacidad 

de pago y, por otra parte, que con dicha medida se fortalecerá el esquema fiscal al 

gravar a aquellas personas físicas de mayores ingresos que están en capacidad de 

canalizar sus recursos a inversiones en el mercado de valores. 

 

Adicionalmente, el Ejecutivo Federal sostiene que esta propuesta pretende proteger 

la recaudación proveniente del ISR frente a actos que se traducen en una conversión 

del ingreso ordinario imponible en ganancias de capital exentas. Asimismo, se 

incrementará el control de este tipo de actividades y se establecerán instrumentos 

simples de fiscalización, así como se pondrá en igualdad de condiciones a las 

personas físicas que obtienen ingresos en mercados de valores con el resto de los 

agentes económicos, respecto al cumplimiento de la obligación constitucional de 

participar en el desarrollo de nuestro país mediante el pago oportuno de sus 

contribuciones. 

 

El impuesto propuesto se causaría al momento de obtener las ganancias mediante la 

enajenación de las acciones, es decir, mediante flujo, y no al momento de 

devengarlas. Por tal motivo, los inversionistas que mantengan sus posiciones en el 

largo plazo no se verán afectados, al tener por objetivo conseguir un rendimiento por 

la valoración de los títulos como resultado del buen desempeño de la empresa 

emisora y no como resultado de los movimientos diarios en el precio de las acciones. 

Al tratarse de un impuesto cedular, las pérdidas sólo podrán compensarse contra 

ingresos de la misma naturaleza. 
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En síntesis, se señala que la eliminación de la exención de los ingresos obtenidos de 

la enajenación de acciones para las personas físicas permitirá ampliar la base 

gravable del ISR, fortalecer su progresividad y facilitar su fiscalización por parte de la 

autoridad.  

 

El Ejecutivo Federal indica que la aplicación del impuesto que se propone requiere 

complementarse con un impuesto a los dividendos distribuidos a las personas físicas, 

el cual se expone en otro apartado de la Iniciativa objeto del dictamen. Lo anterior, 

debido a que las ganancias de capital de los individuos corresponden a las ganancias 

obtenidas en las acciones de las empresas y esas ganancias suelen competir con los 

dividendos como fuente de ingreso de las personas físicas provenientes de la 

propiedad de participaciones de capital en las sociedades, por lo que lo razonable es 

gravar ambos tipos de ingresos. 

 

C) Impuesto sobre la renta de residentes en el extranjero. 

 

• Fondos de pensiones extranjeros que inviertan en bienes raíces en el 

país. 

 

La Iniciativa que se dictamina señala que los fondos de pensiones y jubilaciones 

extranjeros están exentos del ISR por las ganancias que se generen por la venta de 

acciones cuyo valor provenga en más de un 50% de terrenos y construcciones 

adheridos al suelo, ubicados en el país, así como los provenientes de la enajenación 

de dichos bienes, siempre que se otorgue el uso o goce temporal de los terrenos y 

construcciones adheridos al suelo por un periodo no menor a un año. En el caso de 
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los fideicomisos inmobiliarios, para tener derecho al régimen preferencial que les 

otorga la ley, los bienes inmuebles que construyan o adquieran se deben destinar al 

arrendamiento por un periodo no menor a 4 años a partir de la terminación de su 

construcción o de su adquisición.  

 

Destaca el Ejecutivo Federal que no existe una justificación para este tratamiento 

preferencial otorgado a los fondos de pensiones y jubilaciones respecto a los 

fideicomisos inmobiliarios y que dicha diferencia en el tratamiento perjudica la 

promoción de inversiones a través de los fideicomisos inmobiliarios, por lo que en la 

Iniciativa que se dictamina se propone elevar a 4 años el plazo para otorgar el uso o 

goce temporal del terreno o construcción adherida al suelo para poder aplicar la 

exención antes señalada.  

 

También se propone establecer expresamente que no tendrán el beneficio de la 

exención, las ganancias por la enajenación de terrenos o construcciones adheridas al 

suelo cuando se perciban en el desarrollo de actividades empresariales en el país, ya 

que los fondos de pensiones no están constituidos para actuar como comerciantes, ni 

para asumir los riesgos propios de una actividad empresarial. 

 

• Ingresos por erogaciones generados por residentes en el extranjero 

con ingresos provenientes de fuente de riqueza ubicada en territorio 

nacional. 

 

La Iniciativa objeto de dictamen propone modificar el tratamiento previsto 

actualmente en el primer y tercer párrafos del artículo 179 de la Ley del ISR vigente, 

con la finalidad de enfatizar que en los casos en que se evite una erogación a un 
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residente en el extranjero, así como cuando la persona que haga alguno de los pagos 

a que se refiere el Título V de la citada Ley, cubra por cuenta de los residentes en el 

extranjero el impuesto correspondiente, se considerará que existe un ingreso a favor 

de dichos residentes por lo que resultarán aplicables las disposiciones 

correspondientes de la Ley cuya emisión se plantea tratándose de residentes en el 

extranjero. 

 

• Arrendamiento de remolques y semirremolques. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone que, con el objeto de otorgar mayor certeza 

jurídica a los contribuyentes, se precise que la tasa de retención para los ingresos por 

arrendamiento tratándose del arrendamiento de remolques o semirremolques, 

importados temporalmente y que sean utilizados directamente por el arrendatario 

para transportar bienes, será del 5% y no del 25% como se establece en la Ley del 

ISR vigente. 

 

• Intereses pagados a bancos extranjeros. 

 

La Iniciativa objeto de dictamen plantea que con el objeto de dar continuidad al 

tratamiento fiscal aplicable a los intereses pagados a bancos extranjeros, previsto en 

el artículo 21, fracción I, numeral 2 de la Ley de Ingresos de la Federación para el 

Ejercicio Fiscal de 2013, y evitar así un aumento en la carga fiscal que soportan, se 

propone a esta Soberanía incluir una disposición de vigencia anual en la nueva Ley 

del ISR en la que se prorrogue para el ejercicio fiscal de 2014, el mencionado 

tratamiento fiscal.  
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• Exención de operaciones financieras derivadas de deuda. 

 

La Iniciativa que se dictamina propone establecer de manera expresa en la Ley cuya 

emisión se plantea, que toda operación financiera derivada, en la cual alguna parte 

de la operación del SWAP esté referenciada a la Tasa de Interés Interbancaria de 

Equilibrio (TIIE) o a títulos de crédito emitidos por el Gobierno Federal o por el Banco 

de México o cualquier otro que determine el SAT mediante reglas de carácter 

general, colocados en México entre el gran público inversionista, siempre que se 

realicen en bolsa de valores o mercados reconocidos conforme a las fracciones I y II 

del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación y que los beneficiarios efectivos 

sean residentes en el extranjero, se encuentran exentas del ISR. 

 

La medida se justifica en que la Ley del ISR vigente considera exentas las 

operaciones financieras derivadas de deuda que se encuentran referidas a la TIIE o a 

los títulos de crédito citados. Asimismo, se destaca que en el Mercado Mexicano de 

Derivados actualmente se realizan operaciones de futuros de SWAPS, los cuales son 

intercambios futuros de bienes o servicios referenciados a cualquier variable 

observable. 

 

En este sentido, la Iniciativa que se dictamina señala que los SWAPS se encuentran 

referenciados a una tasa variable (TIIE), en alguna parte de su operación, y a una 

tasa fija, motivo por el cual en algún momento los contribuyentes manifestaron su 

inquietud respecto a si les resultaba aplicable la exención mencionada, por lo que la 

medida propuesta les otorgará mayor seguridad jurídica. Asimismo, se aclara que 

esta medida ya se encuentra prevista en la Ley de Ingresos de la Federación para el 

Ejercicio Fiscal de 2013. 
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• Retención por regalías a residentes en el extranjero. 

 

La Iniciativa objeto de dictamen propone a esta Soberanía delimitar en la Ley cuya 

emisión se plantea que la retención del impuesto por enajenación de los bienes o 

derechos a que se refiere el artículo 15-B del Código Fiscal de la Federación, será 

aplicable sólo a aquellos casos en los que dicha enajenación esté condicionada a la 

productividad, uso o disposición ulterior de dichos bienes o derechos, con lo cual, la 

enajenación lisa y llana de dichos bienes o derechos no se considere como concesión 

del uso o goce temporal y, por ende, no esté sujeta a la retención prevista en la Ley 

del ISR. Se destaca que la Ley del ISR vigente considera como otorgamiento del uso 

o goce temporal la enajenación de los bienes o derechos a que se refiere el citado 

artículo 15-B (regalías), en cuyo caso, debe retenerse al residente en el extranjero sin 

establecimiento permanente en el país, el impuesto a la tasa del 25% sobre el 

ingreso obtenido sin deducción alguna. 

 

Sin embargo, el Ejecutivo Federal precisa que, de conformidad con el modelo de 

tratado para evitar la doble tributación de la OCDE, la enajenación de bienes o 

derechos a que se refiere el artículo 15-B del Código Fiscal de la Federación en 

ningún caso se debe considerar como regalías y, por ende, no se deben gravar en el 

país de la fuente del ingreso; no obstante, México se ha reservado dicho régimen por 

lo que se refiere al tratamiento antes señalado en el sentido de que cuando la 

enajenación de dichos bienes o derechos está condicionada a la productividad, uso o 

disposición ulterior de dichos bienes o derechos, sí los grava como pagos que se 

consideran regalías. 
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D) Leyes de los Impuestos Empresarial a Tasa Única y a los Depósitos en 

Efectivo. 

 

La Iniciativa objeto de dictamen menciona que un atributo deseable que debiera 

cumplir todo sistema tributario es la sencillez, ya que entre menos complejo sea el 

diseño de los impuestos se vuelve más asequible para los sujetos obligados, lo cual 

se traduce en un mayor nivel de cumplimento, mayor recaudación y una distribución 

más equitativa de la carga fiscal entre los contribuyentes. 

 

Se señala que en la actualidad el cumplimiento de las obligaciones fiscales en el país 

desvía una cantidad considerable de recursos de las personas y empresas. Que de 

acuerdo al Banco Mundial, las empresas en México dedican al año 337 horas al 

cumplimiento de las obligaciones tributarias, lo cual ubica al país en el lugar 107, de 

entre 185 economías evaluadas. 

 

También se hace referencia que además del tiempo, las empresas tienen que 

destinar sus recursos monetarios a la contratación de especialistas en la materia. 

Dichos recursos podrían ser utilizados para fines productivos, con lo que se 

incrementaría la productividad de la economía y, en última instancia, el bienestar de 

la población. Que el costo asociado a la carga administrativa para pagar impuestos 

resulta particularmente oneroso para las empresas más pequeñas y que éstas que 

concentran el grueso del empleo en el país, tienen menos recursos humanos y 

monetarios para desviar a las tareas de cumplimiento fiscal; por lo tanto, las 

empresas más pequeñas son las que más tienen que ganar de una simplificación en 

el pago de impuestos. 
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Se hace mención a que nuestro sistema en materia de impuestos directos dista 

mucho de alcanzar la simplicidad. Que por el contrario, la arquitectura vigente 

descansa en el “sistema renta”, conformado por el ISR, el IETU y el IDE, lo cual ha 

sido el resultado de los múltiples tratamientos preferentes que alberga el ISR y de la 

necesidad de recuperar el potencial de la base gravable acompañándola con un 

impuesto mínimo y otro de control como el IETU e IDE. 

 

La interacción de los componentes del sistema renta representa un alto grado de 

complejidad para el adecuado cumplimiento de los contribuyentes, así como para el 

control y vigilancia por parte de la autoridad fiscal. Por una parte, la integración de 

las bases gravables del ISR de las empresas y del IETU requiere que las empresas 

mantengan dos sistemas de registro paralelos para el cumplimiento de sus 

obligaciones. Por su parte, el IDE, aun cuando es totalmente recuperable, puede 

llegar a incidir en el costo financiero de las empresas cumplidas, que por sus 

características realizan un importante volumen de operaciones en efectivo. Por otra 

parte, la complejidad del régimen complica la tarea de fiscalización de las 

autoridades. 

 

Para avanzar en la simplificación del sistema impositivo y reducir el costo de 

cumplimento de las obligaciones fiscales, el Ejecutivo Federal propone la eliminación 

tanto del IETU como del IDE, al tiempo de fortalecer la base del ISR de manera que 

sólo permanezca como impuesto al ingreso.  

 

Asimismo, de manera conjunta con la eliminación del IETU e IDE en la Iniciativa 

también se proponen modificaciones al ISR, orientadas a ampliar la base gravable, 
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mejorar la equidad y progresividad, simplificar su diseño y fortalecer su potencial 

recaudatorio.  

 

El Ejecutivo Federal señala que con esta medida se reduce en más de la mitad el 

número de cálculos que las empresas tienen que realizar mensualmente para cumplir 

con sus obligaciones tributarias, así como la complejidad de dichos cálculos. Ello 

beneficiará principalmente a las pequeñas y medianas empresas, responsables de la 

mayor parte del empleo en el país. 

 

F) Subsidio para el Empleo. 

 

La Iniciativa que se dictamina menciona que uno de los ejes de la Reforma 

Hacendaria consiste en reducir las barreras que personas y empresas enfrentan para 

acceder a la formalidad, en busca de integrar a la economía formal a los trabajadores 

y empresarios del país, con lo que se garantiza su acceso a servicios de seguridad 

social y se incrementa su productividad. 

 

Que con el fin de crear incentivos para evitar la informalidad, la Reforma Hacendaria 

propone el uso de las herramientas tributarias existentes. Se señala que el subsidio 

para el empleo es un beneficio a cargo del Gobierno Federal otorgado a través de los 

empleadores al momento de efectuar la determinación de las retenciones del ISR por 

los salarios pagados. Que en el caso de los trabajadores de hasta dos salarios 

mínimos, para los cuales el monto de subsidio que les corresponde excede del ISR, la 

diferencia es entregada al trabajador conjuntamente con el pago de sus salarios. 

Posteriormente, los empleadores recuperan las cantidades entregadas a sus 
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trabajadores acreditándolas contra el ISR retenido a otros trabajadores de mayores 

ingresos o contra el ISR empresarial a su cargo. 

 

El Ejecutivo Federal propone que el beneficio del subsidio para el empleo se reoriente 

para cubrir las cuotas de seguridad social a cargo de los trabajadores de menores 

ingresos, con lo cual se dará un fuerte impulso a la formalidad. Con la propuesta, el 

Gobierno Federal cubrirá para los trabajadores con ingresos de hasta dos salarios 

mínimos, las cuotas obreras al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en su 

totalidad y las cuotas obreras al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado (ISSSTE) hasta por un monto equivalente a las cuotas 

obreras del IMSS. En contraparte a esta modificación, el subsidio para el empleo para 

los trabajadores con esos niveles de ingresos se ajustará en el monto de las cuotas, 

que pasarán de ser cubiertas por el trabajador a ser cubiertas por el Gobierno 

Federal. Así, se reduce la carga de seguridad social dejando intacto el ingreso neto de 

los trabajadores.  

 

Con esta medida, el Ejecutivo Federal pretende que la carga asociada al pago de las 

cuotas de seguridad social de los trabajadores de menores ingresos se reduzca en 2.4 

puntos porcentuales de su salario. La propuesta reduce el costo de empleo en el 

sector formal del grupo poblacional en el que la incidencia de la informalidad es más 

elevada. La Iniciativa que se dictamina menciona que información publicada por el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) señala que dos tercios de todos 

los trabajadores informales del país se ubican en niveles de ingresos menores o 

iguales a dos salarios mínimos.  
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Finalmente, se menciona que con estas medidas se reducen las barreras para la 

incorporación de estos trabajadores al sector formal de la economía y se sientan las 

bases para un crecimiento más acelerado e incluyente de la productividad de la 

economía mexicana. 

 

 

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN 

 

A.  Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 

PRIMERA. Esta Comisión Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en que, no 

obstante que el IVA representa la segunda fuente de ingresos tributarios en México, 

en el ámbito internacional su recaudación resulta ser una de las más bajas, como se 

demuestra en los indicadores estadísticos contenidos en la Iniciativa en estudio. 

 

La Comisión que dictamina está de acuerdo con el pronunciamiento del Ejecutivo 

Federal respecto a que un diseño ideal del IVA es aquél en el que no haya 

excepciones ni tratamientos preferenciales, en el que todos los contribuyentes deban 

pagar la misma tasa del impuesto, en virtud de que dicha circunstancia simplificaría la 

administración y control del impuesto; así mismo se evitaría la simulación de 

actividades. 

 

También se coincide con lo expresado en la exposición de motivos de la Iniciativa en 

estudio en que la baja recaudación del IVA en México se explica fundamentalmente 

por la aplicación de diversos regímenes especiales como lo son las exenciones, la tasa 
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del 0% a un amplio número de bienes y servicios, así como la aplicación de una tasa 

reducida en la región fronteriza. 

 

Por lo anterior, la Comisión que suscribe, considera adecuado ampliar los conceptos 

gravados por el IVA a través de la eliminación de la tasa del 0% y las exenciones a 

determinados bienes y servicios, que a continuación se señalan, ya que con ello se 

favorece la capacidad recaudatoria del Gobierno Federal y se obtendría un efecto 

redistributivo del ingreso al existir la posibilidad de que mediante el gasto público se 

ofrezcan mayores y mejores servicios a los grupos sociales más vulnerables del país, 

por lo que esta Dictaminadora coincide en la propuesta del Ejecutivo Federal de 

conservar el beneficio de la tasa 0% en alimentos y medicina. 

 

 

Eliminación del tratamiento a la región fronteriza. 

 

SEGUNDA. Esta Comisión Dictaminadora coincide plenamente con el Ejecutivo 

Federal en la necesidad de eliminar el tratamiento preferencial de la tasa del 11% del 

IVA, aplicable en las operaciones realizadas por los residentes de la región fronteriza, 

ya que como se explica ampliamente en la exposición de motivos de la Iniciativa en 

estudio, dicho tratamiento provoca distorsiones del impuesto y porque su aplicación, 

además de implicar una menor recaudación, dificulta la administración y el control del 

impuesto, abriendo espacios para la evasión y elusión fiscales. 

 

De igual forma, la Comisión que suscribe está de acuerdo en que la aplicación de la 

tasa reducida en la región fronteriza es regresiva, porque reduce el pago de impuesto 

a los habitantes de regiones que en promedio obtienen ingresos mayores a los del 
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resto del país, ya que se observa que el ingreso promedio per cápita en la zona 

fronteriza del país, en donde se aplica la tasa reducida, es mayor al promedio 

nacional en 27%. 

 

Esta Comisión concuerda con el Ejecutivo Federal respecto a que el diferencial de 

tasas no ha beneficiado a los consumidores de la región fronteriza, pues de una 

comparación de los precios de diversos bienes sujetos a tasa general con el resto del 

país indica que de hecho éstos tienden a ser mayores en la frontera, tal es el caso de 

los bienes y electrodomésticos que son mayores en 4% y en 2% aquellos relativos a 

la higiene y el cuidado personal, lo que indica que la tasa reducida del citado 

impuesto lejos de ser una herramienta efectiva para reducir los precios finales, 

beneficiando con ello a los consumidores, ha beneficiado a productores y 

comercializadores. 

 

Por otra parte, la que dictamina coincide con lo manifestado en la exposición de 

motivos de la Iniciativa en análisis, en que el establecimiento del mencionado 

tratamiento preferencial, fue una decisión de política tributaria que atendía al 

aislamiento que existía de las poblaciones fronterizas y el resto del país, así como al 

fin extrafiscal de estimular el comercio nacional en la frontera, desalentando el 

consumo de bienes y servicios extranjeros en tal región, por lo que su otorgamiento 

no es exigible constitucionalmente, además de que la libertad de configuración del 

legislador en materia fiscal, implícitamente reconocida por el texto constitucional, 

debe entenderse bajo la idea de que en ella se da espacio para diversas políticas 

tributarias, en virtud de que no se encuentran previamente establecidas las opciones 

de los modelos impositivos, ni las tasas aplicables a los impuestos. 
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Esta Comisión está de acuerdo con el Ejecutivo Federal en que las razones de política 

tributaria que sustentaban el establecimiento de una tasa diferenciada en ciertas 

regiones fronterizas del país, han desparecido, por lo que se carece de una base 

objetiva para mantenerla vigente y, en consecuencia, su permanencia no resulta 

razonable. Esto es, ya no existe justificación para el trato desigual en la tasa y se 

estima necesario que, en términos de la obligación prevista en el artículo 31, fracción 

IV de la Constitución Federal, todos los contribuyentes paguen el impuesto a una 

misma tasa, eliminando privilegios, lo que generará que la tributación sea más justa 

al sujetarse todos a la misma tasa impositiva. 

 

Cabe señalar que, conforme a los criterios que ha sustentado la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación mencionados en la Iniciativa, los contribuyentes no tienen un 

derecho adquirido a tributar de la misma manera ejercicio tras ejercicio. 

 

 

Exenciones. 

 

TERCERA. En relación con las propuestas del Ejecutivo Federal de eliminar diversas 

exenciones, la Comisión Dictaminadora manifiesta lo siguiente, en relación con cada 

una de las propuestas: 

 

Eliminar la exención a la compra, renta y pagos de hipoteca de casa 

habitación. 

 

Al respecto, se coincide en que las exenciones a la compra, renta y pago de intereses 

derivados de hipotecas relacionadas con la vivienda han beneficiado en mayor 
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medida a las propiedades de alto valor, que son las adquiridas por la población de 

más altos ingresos en el país, lo cual implica que los hogares de mayores ingresos 

absorban la mayor parte de la renuncia recaudatoria que implica mantener la 

exención. 

 

No obstante lo anterior, la Comisión que dictamina considera que en estos momentos 

no es adecuado gravar la enajenación de casa-habitación, los intereses derivados de 

créditos hipotecarios o con garantía fiduciaria para la adquisición, ampliación, 

construcción o reparación de casa-habitación, las comisiones que se cobran en su 

otorgamiento, así como el arrendamiento de vivienda. 

 

Ahora bien, al mantenerse la exención del IVA para el arrendamiento de vivienda, 

también debe mantenerse la limitante para que las Entidades Federativas puedan 

gravar dicha actividad, de forma tal que debe conservarse, en sus términos actuales, 

la fracción V del artículo 41. 

 

Por las consideraciones anteriores, esta Comisión propone no derogar los artículos 

9o., fracción II; 15, fracciones I y X, inciso d); 20, fracción II, y 41, fracción V, de la 

Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 

“Artículo 9o. ………………………………………………………………………………… 

 

II. (Se deroga). 

 

……………………………………………………………………………………………………… 
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Artículo 15. ………………………………………………………………………………… 

 

I. (Se deroga). 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

X. ………………………………………………………………………………………… 

 

d) (Se deroga). 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

Artículo 20. ………………………………………………………………………………… 

 

II. (Se deroga). 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

Artículo 41. ………………………………………………………………………………… 

 

V. (Se deroga). 

 

……………………………………………………………………………………………………” 

 

Eliminar la exención a los servicios de enseñanza. 

 



CCXV 
 

El Ejecutivo Federal, estima que para avanzar en el objetivo de que la incidencia del 

pago de impuestos se concentre en los hogares de mayores ingresos, es necesario 

eliminar la exención en el IVA a los servicios de educación. 

 

Lo anterior, considerando que la carga fiscal que implica gravar los servicios de 

educación recae sobre los servicios prestados por el sector privado en la medida en 

que la educación pública al tener el carácter gratuito, no se encuentra gravada por el 

IVA. 

 

Sin embargo, la Comisión que suscribe no está de acuerdo con la propuesta de 

eliminar la exención en el IVA a los servicios educativos, ya que considera que la 

educación es parte fundamental para lograr los objetivos de desarrollo, 

modernización y progreso de nuestro país, por lo que resulta indispensable apoyar 

todo esfuerzo en esta importante materia. 

 

En tal sentido, se considera conveniente mantener la exención a los servicios 

educativos prevista en la Ley del Impuesto al Valor Agregado, lo que permitirá 

fortalecer la economía familiar, ya que en la medida en que no se cobre dicho 

impuesto, los padres de familia podrán disminuir el gasto por los servicios 

mencionados, lo que generará una mayor disponibilidad de recursos en el hogar, que 

podrán destinarse a otros rubros de gasto indispensables para el mejoramiento y 

bienestar de las familias. 

 

En virtud de lo antes mencionado, esta Comisión propone mantener la exención a los 

servicios educativos en los términos actuales, por lo que no se estima conveniente 
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derogar la fracción IV del artículo 15 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, como 

se sugiere en la Iniciativa en dictamen. 

 

“Artículo 15. ………………………………………………………………………………… 

 

IV. (Se deroga). 

 

……………………………………………………………………………………………………..” 

 

Limitar la exención en materia de transporte público terrestre de personas, 

únicamente al servicio de transporte prestado en áreas urbanas, 

suburbanas o zonas metropolitanas. 

 

Esta Comisión está de acuerdo con el Ejecutivo Federal en mantener la exención 

únicamente al transporte público terrestre de personas, prestado exclusivamente en 

áreas urbanas, suburbanas o zonas metropolitanas, en todas sus modalidades, 

incluyendo al servicio ferroviario, ya que a diferencia del foráneo, es utilizado para 

trasladarse a los centros de trabajo y escuelas y tiene un efecto particularmente 

elevado en el presupuesto de los hogares de menores ingresos. 

 

Limitar la exención a los espectáculos públicos sólo al teatro y circo. 

 

La Comisión que dictamina no está de acuerdo con la propuesta de eliminar la 

exención a los espectáculos públicos, ya que al tener potestades las Entidades 

Federativas para establecer impuestos locales sobre los espectáculos públicos y 

quedar gravados con el IVA, ocasionará un incremento en el precio de los mismos. 
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Por lo anterior, esta Comisión propone mantener la exención a los espectáculos 

públicos en los términos actuales y, en consecuencia, no reformar la fracción XIII del 

artículo 15 propuesta por el Ejecutivo Federal. 

 

“Artículo 15. ………………………………………………………………………………… 

 

XIII. Los de espectáculos públicos de teatro y circo por el boleto de 

entrada, cuando las Entidades Federativas adheridas al Sistema 

Nacional de Coordinación Fiscal donde se presente el espectáculo 

se ajusten a lo previsto en la fracción VI del artículo 41 de esta 

Ley. 

 

……………………………………………………………………………………………………..” 

 

En congruencia con la propuesta anterior, y a fin de no alterar las atribuciones de las 

Entidades Federativas para establecer impuestos locales en dicha materia, es 

innecesario modificar la fracción I, primer párrafo del artículo 41 de la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, por lo que se propone no reformar dicha fracción. 

 

“Artículo 41. ………………………………………………………………………………… 

 

I. Los actos o actividades por los que deba pagarse el impuesto al 

valor agregado o sobre las prestaciones o contraprestaciones que 

deriven de los mismos, ni sobre la producción de bienes cuando 

por su enajenación deba pagarse dicho impuesto, excepto la 
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prestación de servicios de hospedaje, campamentos, paraderos de 

casas rodantes y de tiempo compartido, así como los espectáculos 

públicos por el boleto de entrada, salvo las funciones de cine. 

Tratándose de obras de teatro y funciones de circo se podrán 

establecer impuestos locales y municipales, siempre que se ajusten 

a lo establecido en la fracción VI de este artículo. No se consideran 

espectáculos públicos los prestados en restaurantes, bares, 

cabarets, salones de fiesta o de baile y centros nocturnos. 

 

………………………………………………………………………………………….” 

 

Gravar las importaciones temporales IMMEX, depósito fiscal automotriz, 

recinto fiscalizado y recinto fiscalizado estratégico. 

 

CUARTA. Esta Comisión Dictaminadora considera acertada la propuesta del Ejecutivo 

Federal de eliminar la exención que prevé la Ley del Impuesto al Valor Agregado en 

las importaciones temporales de mercancías, por lo que estima conveniente realizar 

diversas adecuaciones a la citada ley, a efecto de que se pague el IVA en la 

introducción de bienes a los regímenes aduaneros de importación temporal para 

elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o de exportación; 

de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; 

de elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico. 

 

Es importante mencionar que la propuesta anterior toma en consideración que los 

regímenes antes mencionados, tienen en común que se trata de bienes cuya 
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introducción al país hoy no paga IVA y que en todos los casos, se lleva a cabo una 

transformación de los mismos. 

 

Cabe mencionar, que la introducción temporal de mercancías al amparo de regímenes 

aduaneros diversos a los que se propone gravar, como por ejemplo las importaciones 

temporales realizadas por los “paisanos”, por misiones diplomáticas y consulares 

extranjeras, de menajes de casa etc., no sufren alteración alguna y, en consecuencia, 

no estarán afectas al pago del IVA. 

 

La que dictamina coincide que con esta propuesta se solucionarán los problemas de 

control que en la práctica genera este régimen como consecuencia de la flexibilidad 

que paulatinamente se dio en su marco regulatorio, situación que modificó 

substancialmente el régimen originalmente otorgado en materia de IVA, lo que 

incentivó prácticas de evasión y elusión fiscales que, en el extremo, incluyen la 

introducción al país de mercancías para fines de venta sin cumplir con el pago de 

impuestos correspondiente y la solicitud de devolución del IVA de insumos 

importados temporalmente sin este impuesto. 

 

En efecto, originalmente se otorgó la exención en comento para las maquiladoras, en 

virtud de que los productos que importaban no ingresaban al mercado nacional y, por 

lo mismo, era técnica y administrativamente correcto aplicarles la exención del IVA. 

Sin embargo, al paso del tiempo, las facilidades aduaneras del régimen de 

maquiladoras se flexibilizaron, impactando el régimen fiscal de exención, como se 

describe en los antecedentes contenidos al respecto en la Iniciativa en estudio, en los 

que se observa que paulatinamente se fue permitiendo destinar al mercado nacional 
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mayores porcentajes de las mercancías importadas temporalmente, al grado que hoy 

día se puede destinar el 90% de las mercancías importadas al mercado nacional. 

 

Adicionalmente, se otorgaron las mismas condiciones fiscales a empresas cuya 

actividad empresarial estaba orientada a actividades diferentes a la de la 

maquiladora, ampliando injustificadamente los beneficios a empresas que no tenían 

derecho a los mismos y complicando aún más la administración y fiscalización del 

programa de maquiladoras, en perjuicio del erario federal. 

 

No obstante que esta Comisión que dictamina está de acuerdo con gravar la 

introducción de bienes a los regímenes aduaneros antes mencionados, también 

considera que es necesario realizar las adecuaciones que a continuación se 

mencionan. 

 

El momento de causación en la importación se genera cuando el importador presenta 

el pedimento para su trámite en los términos de la legislación aduanera y, toda vez 

que existe una facilidad en la Ley Aduanera para que algunos importadores puedan 

presentar pedimentos consolidados de manera semanal o mensual, en la Iniciativa se 

propone que en estos casos el IVA se cause en el momento en que se realice cada 

una de las operaciones que se consolidan. 

 

A efecto de no incrementar los costos en la logística de las empresas que emplean 

pedimentos consolidados, esta Comisión estima conveniente que en estos casos la 

causación del impuesto se genere y se pague cuando se presente el pedimento para 

su trámite y no cuando se realice cada una de las operaciones que se reflejan en el 
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pedimento consolidado. Por ello se hace innecesaria la reforma a la fracción I del 

artículo 26 y se debe modificar el artículo 28, segundo párrafo. 

 

Por otra parte, toda vez que el propósito de gravar la introducción de los bienes a los 

regímenes aduaneros antes mencionados no persigue fines recaudatorios sino de 

control, para evitar los abusos de algunas empresas que introducen mercancías al 

país mediante dichos regímenes y luego indebidamente no retornan las mercancías, 

con lo cual se quedan en el país sin haber pagado IVA en su introducción, la 

Comisión que suscribe considera que si bien es cierto que ello sucede con algunas 

empresas, también lo es que otras no realizan estas prácticas abusivas y tienen un 

control de sus operaciones. 

 

En ese sentido, esta Comisión propone que quienes introduzcan los bienes a los 

regímenes aduaneros que se propone gravar, puedan obtener una certificación por 

parte del Servicio de Administración Tributaria, cuando reúnan los requisitos que 

mediante reglas de carácter general que al efecto emita dicho órgano 

desconcentrado y que permitan un adecuado control de las operaciones realizadas al 

amparo de los regímenes mencionados. La certificación permitirá a las empresas 

contar con un crédito fiscal consistente en una cantidad equivalente al 100% del IVA 

que deba pagarse por la importación temporal, el cual se podrá aplicar contra el IVA 

que deba pagarse por las citadas actividades. 

 

De esta forma, dicha facilidad evitará a las empresas que cuenten con la mencionada 

certificación el efecto financiero que provoca la medida, al tener que pagar el IVA y 

esperar a recuperarlo posteriormente mediante el acreditamiento y, en su caso, la 

devolución, como tendrán que hacerlo las empresas que no obtengan la certificación. 
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La que suscribe propone que la mencionada certificación tenga vigencia de un año y 

que pueda ser renovada por las empresas cuando acrediten que continúan 

cumpliendo con los requisitos para su certificación. 

 

Asimismo, para que las empresas puedan obtener la certificación del Servicio de 

Administración Tributaria, se considera conveniente diferir la entrada en vigor de las 

disposiciones relacionadas con la obligación del pago del IVA cuando se introduzcan 

bienes a los regímenes aduaneros que se propone gravar. 

 

En ese sentido, esta Comisión estima que es conveniente diferir, hasta un año 

después de que se hayan publicado en el Diario Oficial de la Federación las reglas 

sobre certificación, la entrada en vigor de la citada obligación, a fin de dar tiempo a 

que las empresas puedan obtener la citada certificación antes de la entrada en vigor 

de las nuevas disposiciones. 

 

Lo anterior implica modificar el tratamiento establecido en la fracción II del Artículo 

Segundo correspondiente a las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto al 

Valor Agregado, a efecto de que dicho tratamiento no aluda al 31 de diciembre de 

2013 sino a la entrada en vigor de las nuevas disposiciones. 

 

Por otro lado, esta Dictaminadora considera conveniente permitir que las personas 

que decidan no obtener la certificación antes mencionada, puedan garantizar el 

interés fiscal mediante fianza otorgada por institución autorizada, caso en el cual no 

estarán obligadas a pagar el IVA por la introducción de los bienes a los regímenes 

aduaneros que se propone gravar. 
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Ahora bien, toda vez que se prevé que ya no se pagará el IVA cuando se realicen 

importaciones definitivas de los bienes por los que se haya pagado dicho impuesto al 

destinarse a los regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de exportación; de depósito 

fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de 

elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, se hace necesario excluir de ese tratamiento a los pagos 

virtuales que se hayan efectuado con la aplicación del crédito fiscal por las empresas 

que estén certificadas. 

 

Por las consideraciones anteriores, la Comisión que dictamina propone no reformar el 

artículo 26, fracción I, modificar el texto de la fracción IX del artículo 25, del segundo 

párrafo del artículo 28 y el primer párrafo de la fracción II del Artículo Segundo de las 

Disposiciones Transitorias, propuestos en la Iniciativa, así como adicionar el artículo 

28-A y la fracción III al Artículo Segundo de las Disposiciones Transitorias, de la Ley 

del Impuesto al Valor Agregado, para quedar en los términos siguientes: 

 

“Artículo 25. ………………………………………………………………………………… 

 

IX. Las importaciones definitivas de los bienes por los que se haya 

pagado el impuesto al valor agregado al destinarse a los 

regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de 

exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de 

ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 



CCXXIV 
 

transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, o de mercancías que incluyan los bienes 

por los que se pagó el impuesto, siempre que la importación 

definitiva la realicen quienes hayan destinado los bienes a los 

regímenes mencionados. No será aplicable lo dispuesto en 

esta fracción, cuando el impuesto se haya pagado 

aplicando el crédito fiscal previsto en el artículo 28-A de 

esta Ley. 

 

Artículo 26. ………………………………………………………………………………… 

 

I. En el momento en que el importador presente el pedimento para 

su trámite en los términos de la legislación aduanera. Tratándose 

de pedimentos consolidados se considera que se efectúa la 

importación al momento en que se realice cada una de las 

operaciones que se consolidan. 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

Artículo 28. ………………………………………………………………………………… 

 

En el caso de bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de 

importación temporal para elaboración, transformación o reparación en 

programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse 

al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 

transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado 
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estratégico, el pago se hará a más tardar en el momento en que se 

presente el pedimento respectivo para su trámite. Tratándose de 

pedimentos consolidados el pago del impuesto se deberá efectuar 

mediante declaración que se presentará, a más tardar, en el momento en 

que se realice cada una de las operaciones que se consolidan. 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

Artículo 28-A. Las personas que introduzcan bienes a los 

regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de 

exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de 

ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 

transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, podrán aplicar un crédito fiscal 

consistente en una cantidad equivalente al 100% del impuesto al 

valor agregado que deba pagarse por la importación, el cual será 

acreditable contra el impuesto al valor agregado que deba 

pagarse por las citadas actividades, siempre que obtengan una 

certificación por parte del Servicio de Administración Tributaria. 

Para obtener dicha certificación, las empresas deberán acreditar 

que cumplen con los requisitos que permitan un adecuado control 

de las operaciones realizadas al amparo de los regímenes 

mencionados, de conformidad con las reglas de carácter general 

que al efecto emita dicho órgano. 
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La certificación a que se refiere el párrafo anterior tendrá una 

vigencia de un año y podrá ser renovada por las empresas dentro 

de los treinta días anteriores a que venza el plazo de vigencia, 

siempre que acrediten que continúan cumpliendo con los 

requisitos para su certificación. 

 

El impuesto cubierto con el crédito fiscal previsto en este artículo, 

no será acreditable en forma alguna. 

 

El crédito fiscal a que se refiere este artículo no se considerará 

como ingreso acumulable para los efectos del impuesto sobre la 

renta. 

 

Las personas a que se refiere este artículo que no ejerzan la 

opción de certificarse, podrán no pagar el impuesto al valor 

agregado por la introducción de los bienes a los regímenes 

aduaneros antes mencionados, siempre que garanticen el interés 

fiscal mediante fianza otorgada por institución autorizada, de 

conformidad con las reglas de carácter general que al efecto 

emita el Servicio de Administración Tributaria. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO AL 

VALOR AGREGADO 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. ………………………………………………………………… 
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II. Tratándose de insumos destinados hasta antes de la entrada en 

vigor de los artículos a que se refiere la fracción III de este 

artículo el 31 de diciembre de 2013 a los regímenes aduaneros de 

importación temporal para elaboración, transformación o reparación 

en programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para 

someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de 

elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de 

recinto fiscalizado estratégico, en caso de que éstos se incorporen 

en mercancías que también lleven incorporados insumos por los 

que se haya pagado el impuesto al valor agregado al destinarlos a 

los regímenes mencionados, cuando se importe en definitiva dicha 

mercancía estará sujeta al pago del impuesto al valor agregado 

conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicha 

entrada en vigor hasta 2013. 

  …………………………………………………………………………………………. 

 

III. Lo dispuesto en los artículos 24, fracción I, segundo y 

tercer párrafos; 25, fracciones I, segundo párrafo y IX; 27, 

segundo párrafo; 28, segundo párrafo; 28-A, y 30, segundo 

párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, entrará 

en vigor un año después de que se hayan publicado en el 

Diario Oficial de la Federación las reglas sobre certificación 

a que se refiere el citado artículo 28-A.” 
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Eliminar la exención en la enajenación de bienes entre residentes en el 

extranjero o por un residente en el extranjero a empresas maquiladoras. 

 

QUINTA. Esta Comisión Dictaminadora está de acuerdo con la propuesta presentada 

por el Ejecutivo Federal relativa a eliminar la exención a las enajenaciones de bienes 

efectuadas por un residente en el extranjero, a personas morales que cuenten con un 

programa IMMEX, a empresas que cuenten con un programa de comercio exterior o 

a empresas de la industria automotriz terminal o manufacturera de vehículos de 

autotransporte o de autopartes para su introducción a depósito fiscal, siempre que 

los bienes se hayan exportado o introducido al territorio nacional al amparo de un 

programa IMMEX, un programa de comercio exterior o se trate de las empresas antes 

mencionadas, y los bienes se mantengan en el régimen de importación temporal, en 

una empresa con programa de comercio exterior o en depósito fiscal, según se trate. 

 

Asimismo, se coincide con el Ejecutivo Federal en que esta exención, hoy en día, no 

encuentra justificación alguna, ya que es un tratamiento excepcional en estos casos y 

a las enajenaciones de bienes en recinto fiscalizado estratégico, pero no se otorga en 

las enajenaciones efectuadas en ningún otro régimen aduanero con características 

similares. 

 

No obstante, respecto de la propuesta del Ejecutivo Federal de gravar con el 

impuesto al valor agregado las enajenaciones de bienes efectuadas entre residentes 

en el extranjero, siempre que los bienes se hayan exportado o introducido al territorio 

nacional al amparo de un programa autorizado conforme al Decreto IMMEX o de un 

régimen similar en los términos de la legislación aduanera o se trate de las empresas 

de la industria automotriz terminal o manufacturera de vehículos de autotransporte o 
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de autopartes para su introducción a depósito fiscal, y los bienes se mantengan en el 

régimen de importación temporal, en un régimen similar de conformidad con la Ley 

Aduanera o en depósito fiscal, esta Dictaminadora no la estima conveniente, ya que 

el impuesto que se le trasladara al adquirente no podría recuperarse vía 

acreditamiento, por lo que incidiría en un costo en estas operaciones. 

 

Por lo anterior, la Comisión que suscribe, propone que el texto de la fracción IX del 

artículo 9o., quede en los siguientes términos: 

 

 

“Artículo 9o. ………………………………………………………………………………… 

 

IX. La de bienes efectuada entre residentes en el extranjero o por un 

residente en el extranjero a una persona moral que cuente con un 

programa autorizado conforme al Decreto que Establece 

Programas de Importación Temporal para Producir Artículos de 

Exportación o al Decreto para el Fomento y Operación de la 

Industria Maquiladora de Exportación o un régimen similar en los 

términos de la Ley Aduanera, o sean empresas de la industria 

automotriz terminal o manufacturera de vehículos de 

autotransporte o de autopartes para su introducción a depósito 

fiscal, siempre que los bienes se hayan exportado o introducido al 

territorio nacional al amparo de un programa autorizado conforme 

al Decreto para el fomento de la industria manufacturera, 

maquiladora y de servicios de exportación, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 1 de noviembre de 2006 a 
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los decretos mencionados o de un régimen similar en los términos 

de la legislación aduanera o se trate de las empresas de la 

industria automotriz terminal o manufacturera de 

vehículos de autotransporte o de autopartes para su 

introducción a depósito fiscal mencionadas, y los bienes se 

mantengan en el régimen de importación temporal, en un régimen 

similar de conformidad con la Ley Aduanera o en depósito fiscal.” 

 

Eliminar la exención en la enajenación de bienes en recinto fiscalizado 

estratégico. 

 

SEXTA. En congruencia con lo anterior, la que dictamina está de acuerdo en la 

propuesta de eliminar la exención para la enajenación de cualquier tipo de bienes que 

se encuentren sujetos al régimen aduanero de recinto fiscalizado estratégico, ya que 

también se trata de una exención que no encuentra justificación alguna. 

 

Eliminar la retención de empresas maquiladoras a proveedores nacionales. 

 

SÉPTIMA. Esta Comisión Dictaminadora estima procedente la eliminación de la 

obligación de efectuar la retención del IVA que les trasladen los proveedores 

nacionales a las personas morales que cuenten con un programa IMMEX, a empresas 

que cuenten con un programa de comercio exterior o a empresas de la industria 

automotriz terminal o manufacturera de vehículos de autotransporte o de autopartes 

para su introducción a depósito fiscal, cuando adquieran bienes autorizados en sus 

programas de proveedores nacionales, en virtud de que la retención del impuesto es 

un mecanismo que afecta el flujo disponible de la persona a quien se le retiene el 
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impuesto, con el consiguiente impacto financiero, lo que ha ocasionado diversos 

problemas entre el sector automotriz y las maquiladoras con sus proveedores, que a 

su vez dan lugar a consultas a las autoridades fiscales. 

 

Adicionalmente, se coincide con lo expresado en la Iniciativa respecto de que la 

retención del IVA es un mecanismo excepcional que tiene como finalidad evitar que 

sectores de difícil fiscalización trasladen el impuesto, lo reciban y no lo enteren al 

fisco federal, situación que no ocurre en estos casos, ya que los proveedores son, en 

su mayoría, personas morales fácilmente fiscalizables. 

 

 

Servicios de hotelería y conexos a turistas extranjeros. 

 

OCTAVA. Considerando que en los congresos, convenciones, exposiciones o ferias 

realizadas en México no participan exclusivamente residentes en el extranjero, y que 

para fiscalizar esta medida es necesario prorratear los gastos para determinar la 

proporción que corresponde estrictamente a residentes en el extranjero, lo cual 

implica una elevada complejidad administrativa, esta Comisión que dictamina aprueba 

la propuesta del Ejecutivo Federal de eliminar el tratamiento de exportación con 

derecho a aplicar la tasa del 0% que se otorga a la prestación de los servicios de 

hotelería y conexos realizados por empresas hoteleras a turistas extranjeros que 

ingresen al país para participar exclusivamente en congresos, convenciones, 

exposiciones o ferias a celebrarse en México, ya que se coincide en que la realización 

de tales eventos deben ser gravados al tratarse de servicios aprovechados en 

territorio nacional. 
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Por otro lado, la que dictamina ha identificado que al considerar que se exportan los 

servicios relacionados con congresos, convenciones, exposiciones o ferias, los 

organizadores incrementan los precios de los mismos. De esta manera, aunque se 

graven con tasa 0%, al final los beneficiarios de estos servicios terminan pagando la 

misma cantidad o, incluso más, que si se encontraran gravados. 

 

Por tal motivo, se ha perdido la finalidad de incentivar el turismo de negocios a través 

de gravar con tasa 0% la prestación de servicios de hotelería y conexos realizados 

por empresas hoteleras a turistas extranjeros, de ahí que no se justifique continuar 

con esta tasa, ya que no se cumple con el propósito de bajar el precio de estos 

servicios. 

 

Sin embargo, toda vez que los congresos, convenciones, exposiciones o ferias 

internacionales que se realizan en nuestro país, se organizan y contratan con 

anticipación, a efecto de mantener en lo posible las condiciones que dieron lugar a su 

contratación, esta Comisión Dictaminadora propone establecer, mediante disposición 

transitoria, que cuando el pago de dichos servicios se realice dentro de los seis meses 

posteriores a la entrada en vigor del Decreto, dichos pagos estarán sujetos a las 

disposiciones vigentes hasta 2013. 

 

Por lo anterior, la Comisión que dictamina propone adicionar un inciso d) y modificar 

el último párrafo de la fracción I del Artículo Segundo de las Disposiciones 

Transitorias de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar en los términos 

siguientes: 
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“DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO AL 

VALOR AGREGADO 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. ………………………………………………………………… 

 

I. …………………………………………………………………………. 

 

d) Tratándose de la prestación de servicios de hotelería 

y conexos a que se refiere la fracción VII del artículo 

29 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado que se 

deroga mediante el Artículo Primero del presente 

Decreto, cuyos contratos para proporcionar dichos 

servicios hayan sido celebrados con anterioridad al 8 

de septiembre de 2013, las contraprestaciones que 

se perciban durante los primeros seis meses de 2014 

estarán sujetas a las disposiciones vigentes hasta el 

31 de diciembre de 2013. 

 

Se exceptúa del tratamiento establecido en los incisos a), b), y c) 

y d) anteriores a las actividades que se lleven a cabo entre 

contribuyentes que sean partes relacionadas de conformidad con 

lo dispuesto por la Ley del Impuesto sobre la Renta, sean o no 

residentes en México. 

 

.........................................................................................................” 
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Otras modificaciones: 

 

Ajustes en el tratamiento a productos sujetos a la tasa del 0%. 

 

Chicles o gomas de mascar. 

 

NOVENA. La que dictamina estima pertinente que, atendiendo a la naturaleza, 

composición, elaboración y destino del chicle o goma de mascar, se les excluya 

expresamente de los productos destinados a la alimentación a los que se les aplica la 

tasa del 0%, a fin de que queden gravados a la tasa general que prevé la ley. 

 

Cabe mencionar, que la Dictaminadora coincide con los argumentos expresados por 

el Ejecutivo Federal en el sentido de que, si bien existen diversas normas de carácter 

sanitario que incluyen a los chicles o gomas de mascar dentro de diversas categorías 

de alimentos, se estima que para efectos del IVA no deben estar afectos a la tasa del 

0% que se aplica en la enajenación de los productos destinados a la alimentación, 

toda vez que por sus características no son productos que se destinen a dicho fin. 

 

Lo anterior, se apoya en el criterio establecido por la Segunda Sala de nuestro 

Máximo Tribunal en cuanto a que, el legislador, al hacer excepciones a la aplicación 

de la tasa del 0% por enajenación de alimentos, no trasgrede la garantía de equidad 

tributaria. 

 

Asimismo, la que suscribe coincide en que no se trata de un bien que sea destinado 

exclusivamente a la alimentación, requisito indispensable para que pueda 
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considerarse dentro de los supuestos de la tasa del 0% establecidos en la ley, como 

se corrobora de diversos criterios sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación a que se refiere la exposición de motivos de la Iniciativa que se dictamina. 

 

Por último, se considera que el objetivo primigenio del legislador al otorgar la tasa del 

0% a los alimentos, va encaminada a mejorar el nivel de vida de los sectores menos 

favorecidos, situación que en consideración de esta Comisión no se configura en el 

caso concreto del chicle o goma de mascar, pues como ya se mencionó en líneas 

anteriores, además de que no es un alimento, tampoco se puede catalogar como un 

artículo de primera necesidad que deba estar tutelado por el Estado. 

 

 

Perros, gatos y pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el hogar y 

productos procesados para su alimentación. 

 

DÉCIMA. Esta Comisión que dictamina no tiene objeción en relación con la 

propuesta de eliminar el tratamiento de tasa del 0% en la enajenación de alimentos 

procesados para perros, gatos y pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el 

hogar, ya que se coincide con el Ejecutivo Federal en que se trata de alimentos que 

evidentemente no están destinados al consumo humano. 

 

También se está de acuerdo en que el tratamiento a los alimentos procesados para 

perros, gatos y pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el hogar, no guarda 

relación con el tratamiento fiscal que se otorga a los productores de alimento para 

animales, como parte del fomento a las actividades ganadera, pesquera y silvícola; 

pues ha sido política Estatal incorporar en el sistema fiscal mexicano, mecanismos 
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para fortalecer dichas actividades, lo que no ocurre con el alimento para mascotas; 

por lo que se propone que, en este último caso, sea aplicable la tasa general del IVA. 

 

Igualmente, esta Comisión no tiene inconveniente en aprobar la eliminación del 

tratamiento de tasa del 0% en la enajenación de perros, gatos y pequeñas especies, 

utilizadas como mascotas en el hogar, ya que no hay justificación para otorgar dicho 

tratamiento. Sin embargo, a efecto de evitar confusiones con la lectura del párrafo, 

se propone eliminar la frase “así como” del inciso a) de la fracción I del artículo 2o.-A 

de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 

Debe destacarse que gravar sólo a estos animales y sus alimentos, permite que se 

siga conservando la tasa del 0%, tanto en la compra de los animales que se emplean 

en las actividades agropecuarias como de los productos destinados a su alimentación. 

 

Por lo anterior, esta Comisión está de acuerdo con el texto propuesto en el numeral 6 

del inciso b) de la fracción I del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, pero propone modificar el texto del inciso a) de la citada fracción, para 

quedar en los siguientes términos: 

 

“Artículo 2o.-A. ……………………………………………………………………………. 

 

I. ………………………………………………………………………………………….. 

 

a) Animales y vegetales que no estén industrializados, salvo el 

hule, así como perros, gatos y pequeñas especies, utilizadas 

como mascotas en el hogar. 
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………………………………………………………………………………………….” 

 

Oro, joyería, orfebrería, piezas artísticas u ornamentales y lingotes. 

 

DÉCIMA PRIMERA. La Comisión que dictamina no considera apropiado eliminar el 

tratamiento de tasa del 0% que se prevé en la enajenación de oro, joyería, 

orfebrería, piezas artísticas u ornamentales y lingotes, cuyo contenido mínimo de 

dicho material sea del 80%, siempre que su enajenación no se efectúe en ventas al 

menudeo con el público en general, ya que se estima que la eliminación de dicho 

tratamiento impactaría de manera negativa a la industria joyera nacional. 

 

Por lo anterior, esta Comisión propone que no se derogue el inciso h) de la fracción I 

del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, como se propone en la 

Iniciativa que se dictamina. 

 

“Artículo 2o.-A. …………………………………………………………………………… 

 

I. ………………………………………………………………………………………… 

 

h) (Se deroga). 

 

……………………………………………………………………………………………………..” 

 

Otorgar a las SOFOMES el mismo tratamiento fiscal en materia de 

acreditamiento que es otorgado al resto del sistema financiero. 
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DÉCIMA SEGUNDA. Esta Comisión Dictaminadora, coincide con el Ejecutivo Federal 

en su señalamiento de que en materia de IVA se les ha dado a las Sociedades 

Financieras de Objeto Múltiple, conocidas como SOFOMES un tratamiento similar al 

de las otras entidades que integran el sistema financiero, en relación con la exención 

a los intereses que reciban o paguen; pero que por lo que respecta al cálculo de la 

proporción de prorrateo de acreditamiento, se les ha dado un tratamiento diferente al 

resto de tales entidades. 

 

Por tal motivo, esta Comisión está de acuerdo en incluir de manera expresa a las 

SOFOMES en el último párrafo del artículo 5o.-C, de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, a fin de establecer la obligación a dichas sociedades de considerar, tanto 

en el valor de las actividades gravadas como en el valor total de sus actividades, las 

enajenaciones de acciones o partes sociales, documentos pendientes de cobro y 

títulos de crédito, siempre que su enajenación no implique la transmisión de dominio 

de un bien tangible o del derecho para adquirirlo; las enajenaciones de moneda 

nacional y extranjera, así como la de piezas de oro o de plata que hubieran tenido tal 

carácter y la de piezas denominadas "onza troy"; los intereses percibidos y la 

ganancia cambiaria, y los intereses que se deriven de operaciones financieras 

derivadas a que se refiere el artículo 16-A, del Código Fiscal de la Federación, tal 

como lo hacen los demás integrantes del sistema financiero, ya que con esta 

modificación se generaría igualdad competitiva y neutralidad fiscal entre estas 

sociedades y los citados integrantes, así como un trato equitativo en materia de 

acreditamiento. 
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Momento en que se causa el IVA en el faltante de bienes en los inventarios, 

donaciones y servicios gratuitos, gravados. 

 

DÉCIMA TERCERA. La que dictamina está de acuerdo en la propuesta del Ejecutivo 

Federal de aclarar que se considera que se efectúa la enajenación, tratándose del 

faltante de bienes en los inventarios, en el momento en el que el contribuyente o las 

autoridades fiscales conozcan que se realizaron los supuestos mencionados, lo que 

ocurra primero; en el caso de las donaciones, en el momento en que se haga la 

entrega del bien donado o se extienda el comprobante fiscal que transfiera la 

propiedad, lo que ocurra primero y, tratándose de servicios prestados de forma 

gratuita, en el momento en que se proporcione el servicio. 

 

 

Exentar a los intereses que reciban o paguen las sociedades cooperativas 

de ahorro y préstamo, las sociedades financieras populares, las sociedades 

financieras comunitarias y los organismos de integración financiera rural; 

así como a los organismos descentralizados de la administración pública 

federal y a los fideicomisos de fomento económico del gobierno federal, 

sujetos a supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

 

DÉCIMA CUARTA. Esta Comisión considera acertada la propuesta planteada en la 

Iniciativa en estudio de dar permanencia a diversas disposiciones de carácter 

administrativo mediante las cuales, en atención a la similitud de las operaciones que 

realizan las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, las sociedades financieras 

populares, las sociedades financieras comunitarias y los organismos de integración 

financiera rural, con las instituciones financieras, se les propone otorgar el mismo 
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tratamiento en materia de intereses, respecto de la exención prevista en la Ley para 

los intereses que reciban o paguen. 

 

Por lo anterior, esta Comisión coincide con el Ejecutivo Federal en incluir 

expresamente en los conceptos de exención previstos en la citada disposición, a los 

intereses que reciban o paguen las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a 

que hace referencia la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades 

Cooperativas de Ahorro y Préstamo; las sociedades financieras populares, las 

sociedades financieras comunitarias y los organismos de integración financiera rural, 

a que hace referencia la Ley de Ahorro y Crédito Popular, las cuales actualmente no 

se encuentran previstas en la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 

Asimismo, la que dictamina está de acuerdo en que se incluyan otros entes que 

realizan operaciones similares a las entidades financieras antes citadas, como son los 

organismos descentralizados de la Administración Pública Federal y los fideicomisos 

de fomento económico del Gobierno Federal, que están sujetos a supervisión de la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ya que actualmente gozan de dicho 

tratamiento de exención mediante disposiciones administrativas. 

 

 

Homologar el tratamiento en la transportación aérea internacional. 

 

DÉCIMA QUINTA. Esta Comisión considera adecuada la propuesta del Ejecutivo 

Federal de homologar el tratamiento aplicable al transporte aéreo internacional de 

carga y de pasajeros, permitiendo que en el transporte internacional de bienes 

también se pueda considerar como prestación de servicios el 25% y como 
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exportación el 75% y que se pueda acreditar al 100% el impuesto trasladado que 

reúna los requisitos exigidos por la ley. 

 

Al respecto, se coincide con el Ejecutivo Federal en que la propuesta resulta acorde 

con el tratamiento fiscal que se establece en diversos convenios bilaterales sobre 

transporte aéreo, que México ha suscrito con diversos países, en los cuales se 

permite el reembolso de impuestos trasladados y que se aplica bajo el principio de 

reciprocidad a las líneas aéreas mexicanas. 

 

Cabe mencionar que, como se señala en la Iniciativa que se dictamina, actualmente 

la transportación internacional aérea de personas, prestada por residentes en el país, 

se considera exportación de servicios sujeta a la tasa del 0%, por la parte del servicio 

que no se considera prestada en territorio nacional, toda vez que, conforme a la Ley 

de la materia, el servicio de transportación aérea internacional, se considera prestado 

únicamente en un 25% en territorio nacional. Conforme a lo anterior, este servicio se 

encuentra gravado en un 25% a la tasa general como prestación de servicios y un 

75% a la tasa del 0% como exportación y, en consecuencia, los prestadores del 

servicio pueden acreditar al 100% el impuesto que les trasladen sus proveedores en 

la adquisición de bienes y servicios necesarios para la prestación de dicho servicio. 

 

Por otra parte, el servicio de transporte internacional de carga se considera 

exportación sujeto a la tasa del 0%, independientemente del medio de transporte, sin 

especificar porcentaje alguno. Conforme a lo anterior, todo el servicio se encuentra 

gravado como exportación a la tasa del 0%, pero como consecuencia de que el 

transporte aéreo internacional únicamente se considera prestado en un 25% en 
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territorio nacional, sólo a ese porcentaje se le aplica la tasa del 0% y el 75% restante 

no es objeto del impuesto. 

 

El efecto del tratamiento otorgado en la Ley del Impuesto al Valor Agregado al 

servicio de transporte aéreo internacional de carga, es que los prestadores del 

servicio únicamente pueden acreditar el 25% del impuesto que les trasladen sus 

proveedores en la adquisición de bienes y servicios necesarios para la prestación de 

dicho servicio, ya que el 75% restante no es objeto del impuesto y, por lo tanto, 

incumple uno de los requisitos para que sea acreditable. 

 

Al respecto, el Ejecutivo Federal señala que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

se ha pronunciado en el sentido de que es procedente el acreditamiento de la 

totalidad del impuesto trasladado a los residentes en territorio nacional por la 

adquisición de bienes o servicios que se utilicen exclusivamente para la 

transportación aérea internacional de carga, cuando se preste en maniobras para la 

exportación de mercancías. 

 

En efecto, esta Comisión que dictamina observa que la Segunda Sala de la citada 

Corte, aprobó en sesión privada del diecinueve de junio del dos mil trece la Tesis de 

jurisprudencia número 2a./J. 114/2013 (10a.), que a continuación se transcribe: 

 

“VALOR AGREGADO. EL IMPUESTO QUE LES SEA TRASLADADO A 

LOS RESIDENTES EN TERRITORIO NACIONAL POR LA 

ADQUISICIÓN DE BIENES O SERVICIOS QUE SE UTILICEN 

EXCLUSIVAMENTE PARA LA TRANSPORTACIÓN AÉREA 

INTERNACIONAL DE BIENES ES ACREDITABLE EN SU TOTALIDAD, 
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SIEMPRE QUE SE PRESTE EN MANIOBRAS PARA LA 

EXPORTACIÓN DE MERCANCÍAS.  

Del artículo 29 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado se advierte que 

las exportaciones de bienes o servicios referidas en él se gravan a la tasa 

del 0%; en ese sentido, si en su fracción V se alude como tal a la 

transportación internacional de bienes prestada por residentes en el país, 

siempre que se presten en maniobras para la exportación de mercancías, 

debe entenderse que dicha tasa aplica a la totalidad de esa actividad, 

independientemente de la parte que se lleve a cabo en territorio nacional o 

en el extranjero. Lo anterior es así, si se toma en cuenta que, acorde con 

la naturaleza de la transportación internacional de bienes, ésta se lleva a 

cabo parte en territorio nacional y parte en el extranjero y, en ese sentido, 

si el legislador no distinguió si la tasa referida aplica exclusivamente a la 

prestada en un territorio o en otro, ni refirió si se trata de transportación 

aérea, terrestre o marítima, no cabe hacer una distinción, máxime si se 

advierte que en el caso de la transportación de personas prevista en la 

fracción VI del mismo artículo, sí se realizó una precisión en el sentido de 

que la citada tasa sólo aplicará al porcentaje de dicha actividad prestada 

en el extranjero. En esas condiciones, conforme a los artículos 2o.-A, 4o. y 

5o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, si el contribuyente efectúa 

erogaciones relativas a bienes, servicios o al uso o goce temporal de 

bienes, para realizar exclusivamente la actividad consistente en la 

transportación aérea internacional de bienes, prestada por residentes en el 

país, cuando se preste en maniobras para la exportación de mercancías, 

entonces el impuesto que le sea trasladado será acreditable en su 
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totalidad, siempre que cumpla con los requisitos previstos en la legislación 

del impuesto relativo. 

 

Contradicción de tesis 127/2013.- Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Primero y Sexto, ambos en Materia Administrativa del Primer 

Circuito.- 15 de mayo de 2013.- Mayoría de cuatro votos; votó con 

salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos.- Disidente: José Fernando Franco 

González Salas.- Ponente: Sergio A. Valls Hernández.- Secretaria: 

Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.” 

 

Por tal razón, la que suscribe coincide con la propuesta de homologar el tratamiento 

aplicable al transporte aéreo internacional de carga y de pasajeros, en los términos 

antes comentados. 

 

 

Comprobantes fiscales. 

 

DÉCIMA SEXTA. En concordancia con las modificaciones que se han realizado al 

Código Fiscal de la Federación en materia de comprobantes fiscales y con las 

propuestas presentadas en la Iniciativa en estudio en dicha materia, esta Comisión 

considera adecuado establecer en la Ley únicamente la obligación a los 

contribuyentes para expedir comprobantes fiscales, dado que las características y 

requisitos que deben contener los mismos, quedan regulados en el mencionado 

Código. 
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Ajustes derivados de la nueva ley del impuesto sobre la renta. 

 

Eliminación del tratamiento al régimen de repecos. 

 

DÉCIMA SÉPTIMA. En congruencia con la propuesta presentada por el Ejecutivo 

Federal para expedir una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta, en la cual se 

elimina el actual Régimen de Pequeños Contribuyentes, la que dictamina estima 

conveniente eliminar de la Ley del Impuesto al Valor Agregado las referencias a dicho 

régimen. 

 

Cabe mencionar, que se coincide con el Ejecutivo Federal en que la eliminación del 

citado régimen resulta constitucional, ya que su establecimiento en todo momento 

fue una decisión de política tributaria, que atendía a un fin extrafiscal de estímulo a 

este sector de los contribuyentes y, en cambio, se estima necesario que todos los 

contribuyentes paguen el IVA bajo el régimen general, eliminando privilegios y 

haciendo así que la tributación sea más eficiente y justa al sujetarse todos a las 

mismas obligaciones. Adicionalmente, al tratarse de un régimen optativo, es un 

beneficio otorgado por el legislador a los contribuyentes, de ahí que resulte 

constitucional su derogación. 

 

 

Declaraciones de contribuyentes del régimen de incorporación. 

 

DÉCIMA OCTAVA. En atención a lo señalado en el punto que antecede, relativo a la 

eliminación del actual Régimen de Pequeños Contribuyentes y el establecimiento del 

denominado “Régimen de Incorporación”, al cual podrán acogerse por un periodo 
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máximo de seis años las personas físicas con poca capacidad económica y 

administrativa, permitiéndoles que durante el periodo mencionado puedan presentar 

de forma bimestral sus declaraciones de pago e informativas para efectos del 

impuesto sobre la renta, la Comisión que dictamina está de acuerdo con la propuesta 

presentada por el Ejecutivo Federal respecto a que con el objeto de que puedan 

prepararse para cumplir adecuadamente con sus obligaciones e incorporarse al 

régimen general de la citada ley, se les permita la presentación de manera bimestral 

de las declaraciones de pago correspondientes al IVA, precisando que no estarán 

obligados a presentar las declaraciones informativas relativas a este impuesto, 

siempre que presenten la información de las operaciones con sus proveedores en el 

bimestre inmediato anterior, de conformidad con lo previsto en la Ley del Impuesto 

sobre la Renta. 

 

 

Actualización de referencias a disposiciones de la ley del impuesto sobre la 

renta. 

 

DÉCIMA NOVENA. Derivado de la propuesta presentada por el Ejecutivo Federal 

para expedir una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta y toda vez que en la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado se alude en diversas disposiciones a dicha ley, en la 

Iniciativa que se dictamina se plantea actualizar las referencias efectuadas en 

diversas disposiciones de este ordenamiento, propuesta que comparte esta Comisión. 

 

 

Disposiciones transitorias. 
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VIGÉSIMA. Tomando en cuenta que el momento de causación del IVA se produce 

cuando se cobran las contraprestaciones por las actividades gravadas por la Ley del 

Impuesto al Valor Agregado, algunas operaciones celebradas en 2013, que se paguen 

en el 2014, derivado de la reforma quedarán afectas a una nueva tasa o al pago de 

dicho impuesto, en los casos en que se elimina la tasa preferencial o la exención que 

les aplicaba. 

 

En atención a lo anterior, a efecto de mantener en lo posible las condiciones que 

dieron lugar a dichas operaciones, la Comisión que suscribe está de acuerdo con el 

Ejecutivo Federal en establecer mediante disposiciones transitorias que cuando los 

bienes o servicios se hayan entregado o proporcionado, según corresponda, en 2013 

y el pago se realice dentro de los primeros 10 días naturales de 2014, los 

contribuyentes puedan considerar la tasa o la exención vigente en 2013; así mismo, 

tratándose del uso o goce temporal de bienes también se propone aplicar la regla 

anterior por las contraprestaciones que se reciban en el mismo plazo y que 

correspondan a periodos de concesión de uso o goce temporal anteriores a 2014. 

 

Asimismo, derivado de la propuesta de gravar los bienes que sean destinados a los 

regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, transformación o 

reparación en programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para 

someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; elaboración, 

transformación y reparación en recinto fiscalizado y recinto fiscalizado estratégico, y 

considerando que a la entrada en vigor de las propuestas antes mencionadas, puede 

haber insumos que se hayan destinado a dichos regímenes, por los que no se pagó el 

impuesto, se estima adecuada la propuesta de establecer en una disposición 

transitoria que tratándose de insumos destinados hasta el 31 de diciembre de 2013 a 
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dichos regímenes aduaneros, en caso de que éstos se incorporen en mercancías que 

también lleven incorporados insumos por los que se haya pagado el IVA al destinarlos 

a los regímenes mencionados, dicha mercancía estará sujeta al pago del IVA cuando 

se importe en definitiva conforme a las disposiciones vigentes hasta 2013. 

 

Para tales efectos, se considerará que, en las mercancías que se importen en 

definitiva, fueron incorporados en primer lugar los insumos que tengan mayor 

antigüedad de haber sido destinados a los regímenes mencionados, siempre que se 

trate de insumos genéricos que no estén identificados individualmente. Para ello, el 

inventario de los insumos mencionados deberá controlarse utilizando el método de 

primeras entradas primeras salidas. 

 

 

Facilidad para personas físicas que únicamente obtengan ingresos por 

arrendamiento de inmuebles de hasta 10 SMM, para efectuar pagos 

trimestrales. 

 

VIGÉSIMA PRIMERA. En congruencia con la propuesta de esta Comisión 

Dictaminadora en materia de ISR para otorgar la facilidad a los arrendadores de 

inmuebles con ingresos de hasta 10 salarios mínimos de presentar declaraciones 

trimestrales, es necesario otorgar una facilidad similar en materia de IVA. 

 

Asimismo, derivado de lo anterior es necesario adecuar el texto del primer párrafo del 

artículo 5o.-D contenido en la Iniciativa en dictamen, a fin de exceptuar de la 

obligación de presentar mensualmente las declaraciones de pago del IVA, a los 

contribuyentes antes mencionados. 
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Por lo anterior, esta Comisión propone modificar el primer párrafo del artículo 5o.-D y 

adicionar un artículo 5o.-F a la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar en 

los siguientes términos: 

 

“Artículo 5o.-D. El impuesto se calculará por cada mes de calendario, 

salvo los casos señalados en los artículos 5o.-E, 5o.-F y 33 de esta Ley. 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

Artículo 5o.-F. Los contribuyentes personas físicas que 

únicamente obtengan ingresos por el otorgamiento del uso o goce 

temporal de inmuebles, cuyo monto mensual no exceda de diez 

salarios mínimos generales del área geográfica del Distrito 

Federal, elevados al mes, que ejerzan la opción a que se refiere el 

artículo 111 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de efectuar los 

pagos provisionales de forma trimestral para efectos de dicho 

impuesto, en lugar de presentar mensualmente la declaración a 

que se refiere el artículo 5o.-D de esta Ley, deberán calcular el 

impuesto al valor agregado de forma trimestral por los periodos 

comprendidos de enero, febrero y marzo; abril, mayo y junio; 

julio, agosto y septiembre, y octubre, noviembre y diciembre, de 

cada año, y efectuar el pago del impuesto mediante declaración 

que presentarán ante las oficinas autorizadas a más tardar el día 

17 del mes siguiente al trimestre al que corresponda el pago. Los 

pagos trimestrales tendrán el carácter de definitivos. 
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El pago trimestral será la diferencia entre el impuesto que 

corresponda al total de las actividades realizadas en el trimestre 

por el que se efectúa el pago y las cantidades correspondientes al 

mismo periodo por las que proceda el acreditamiento 

determinadas en los términos de esta Ley. En su caso, el 

contribuyente disminuirá del impuesto que corresponda al total 

de sus actividades, el impuesto que se le hubiere retenido en el 

trimestre de que se trate. 

 

Tratándose de contribuyentes que inicien actividades, en la 

declaración correspondiente al primer trimestre que presenten, 

deberán considerar únicamente los meses que hayan realizado 

actividades.” 

 

 

B. LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. 

 

Tasas a bebidas alcohólicas y cerveza. 

 

PRIMERA. Esta Comisión coincide en que no obstante que las diversas medidas 

establecidas por el Gobierno Federal han permitido mantener una recuperación 

económica moderada y que hay un mejor desempeño de los mercados financieros, 

los problemas estructurales, los persistentes desequilibrios globales y la incertidumbre 

en algunos países, siguen pesando sobre las perspectivas de crecimiento económico 

en el mediano plazo, y que en este sentido, es claro que todavía existen riesgos 
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importantes en el entorno económico internacional, por lo que se debe dar 

permanencia a las medidas adoptadas que han permitido evitar un debilitamiento 

estructural de las finanzas públicas. 

 

Por ello reducir el monto de las tasas aplicables a la enajenación e importación de 

cerveza con una graduación alcohólica de hasta 14º G.L. y a la enajenación e 

importación de cerveza y bebidas alcohólicas con una graduación alcohólica de más 

de 20º G.L. en los términos establecidos en la Ley de Ingresos de la Federación para 

el Ejercicio Fiscal de 2013, afectaría a las finanzas de la Federación, así como a las 

finanzas de las entidades federativas y de los municipios. 

 

Por lo anterior, esta Comisión coincide en mantener la carga fiscal vigente a la 

enajenación e importación de las bebidas alcohólicas y cerveza mencionadas, así 

como en homologar la tasa aplicable a las bebidas alcohólicas de hasta 14º G.L. En 

este sentido, la tasa aplicable para la enajenación e importación de bebidas 

alcohólicas y cerveza con una graduación alcohólica de hasta 14º G.L. sería del 

26.5%, y tratándose de bebidas alcohólicas y cerveza con una graduación alcohólica 

mayor de 20º G.L., la tasa que les correspondería sería del 53%. 

 

 

Tabacos labrados hechos a mano 

 

SEGUNDA. Esta Comisión considera que en adición a las modificaciones propuestas 

por el Ejecutivo Federal resulta conveniente apoyar a la industria artesanal que 

elabora puros y otros tabacos labrados hechos enteramente a mano. Lo anterior es 

congruente con el tratamiento actual respecto de la tasa aplicable a los tabacos 
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labrados, en donde los puros y otros tabacos artesanales tienen una tasa preferencial 

de 30.4%, frente a la tasa aplicable a otros tabacos labrados que es de 160%. Por lo 

anterior, la que Dictamina estima necesario que a los puros y otros tabacos labrados 

hechos enteramente a mano no les sea aplicable la cuota de tabacos labrados. De 

esta forma se propone modificar el tercer párrafo del inciso C), de la fracción I, del 

artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para quedar 

como sigue: 

 

“Artículo 2o. ………………………………………………………………………………… 

 

I. …………………………………………………………………………………………… 

 

C) Tabacos labrados:  

 

…………………………………………………………………………………… 

 

Tratándose de los tabacos labrados no considerados en el 

párrafo anterior, con excepción de puros y otros tabacos 

labrados hechos enteramente a mano, se aplicará la 

cuota mencionada en dicho párrafo al resultado de dividir el 

peso total de los tabacos labrados enajenados o importados, 

entre 0.75. Para tal efecto se deberá incluir el peso de otras 

sustancias con que esté mezclado el tabaco. No se deberá 

considerar el filtro ni el papel o cualquier otra sustancia que 

no contenga tabaco, con el que estén envueltos los referidos 

tabacos labrados. 
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……………………………………………………………………………………………….

” 

 

 

Gravar las importaciones temporales IMMEX, depósito fiscal automotriz, 

recinto fiscalizado y recinto fiscalizado estratégico. 

 

TERCERA. La que dictamina coincide con los argumentos y la propuesta del 

Ejecutivo Federal para gravar con el IEPS la introducción al país de los bienes que 

son objeto de dicho impuesto cuando se destinen a los regímenes aduaneros de 

importación temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de 

maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble 

y fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 

fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, derivado que dicha propuesta es 

congruente con la que el Ejecutivo Federal ha propuesto en materia del IVA y 

respecto del cual esta Dictaminadora se ha manifestado a favor. 

 

No obstante que esta Comisión que dictamina está de acuerdo con gravar la 

introducción de bienes a los regímenes aduaneros antes mencionados, también 

considera que es necesario realizar las adecuaciones que a continuación se 

mencionan, las cuales son congruentes con las modificaciones en el IVA. 

 

El momento de causación en la importación se genera cuando el importador presenta 

el pedimento para su trámite en los términos de la legislación aduanera y, toda vez 

que existe una facilidad en la Ley Aduanera para que algunos importadores puedan 
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presentar pedimentos consolidados de manera semanal o mensual, en la Iniciativa se 

propone que en estos casos el IEPS se cause en el momento en que se realice cada 

una de las operaciones que se consolidan. 

 

A efecto de no incrementar los costos en la logística de las empresas que emplean 

pedimentos consolidados, esta Comisión estima conveniente que en estos casos la 

causación del impuesto se genere y se pague cuando se presente el pedimento para 

su trámite y no cuando se realice cada una de las operaciones que se reflejan en el 

pedimento consolidado. Por ello se hace innecesaria la reforma a la fracción I del 

artículo 12 y se debe modificar el artículo 15, segundo párrafo propuesto. 

 

Por otra parte, toda vez que el propósito de gravar la introducción de los bienes a los 

regímenes aduaneros antes mencionados no persigue fines recaudatorios sino de 

control, para evitar los abusos de algunas empresas que introducen mercancías al 

país mediante dichos regímenes y luego indebidamente no retornan las mercancías, 

con lo cual se quedan en el país sin haber pagado IEPS en su introducción, la 

Comisión que suscribe considera que si bien es cierto que ello sucede con algunas 

empresas, también lo es que otras no realizan estas prácticas abusivas y tienen un 

control de sus operaciones. 

 

En ese sentido, esta Comisión propone que quienes introduzcan los bienes a los 

regímenes aduaneros que se propone gravar, puedan obtener una certificación por 

parte del Servicio de Administración Tributaria, cuando reúnan los requisitos que 

mediante reglas de carácter general emita dicho órgano desconcentrado y que 

permitan un adecuado control de las operaciones realizadas al amparo de los 

regímenes mencionados. La certificación permitirá a las empresas contar con un 
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crédito fiscal consistente en una cantidad equivalente al 100% del IEPS que deba 

pagarse por la importación temporal, el cual se podrá aplicar contra el IEPS que deba 

pagarse por las citadas actividades. 

 

De esta forma, dicha facilidad evitará a las empresas que cuenten con la mencionada 

certificación el efecto financiero que provoca la medida, al tener que pagar el IEPS y 

esperar a recuperarlo posteriormente mediante el acreditamiento y, en su caso, la 

devolución, como tendrán que hacerlo las empresas que no obtengan la certificación. 

 

La que suscribe propone que la mencionada certificación tenga vigencia de un año y 

que pueda ser renovada por las empresas cuando acrediten que continúan 

cumpliendo con los requisitos para su certificación. 

 

Asimismo, para que las empresas puedan obtener la certificación del Servicio de 

Administración Tributaria, se considera conveniente diferir la entrada en vigor de las 

disposiciones relacionadas con la obligación del pago del IEPS cuando se introduzcan 

bienes a los regímenes aduaneros que se propone gravar. 

 

En ese sentido, esta Comisión estima que es conveniente diferir, hasta un año 

después de que se hayan publicado en el Diario Oficial de la Federación, las reglas 

sobre certificación la entrada en vigor de la citada obligación, a fin de dar tiempo a 

que las empresas puedan obtener la citada certificación antes de la entrada en vigor 

de las nuevas disposiciones. 

 

Lo anterior implica modificar el tratamiento establecido en la fracción II del Artículo 

Cuarto correspondiente a las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto 
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Especial sobre Producción y Servicios, a efecto de que dicho tratamiento no aluda al 

31 de diciembre de 2013 sino a la entrada en vigor de las nuevas disposiciones. 

 

Por otro lado, esta Dictaminadora considera conveniente permitir que las personas 

que decidan no obtener la certificación antes mencionada, puedan garantizar el 

interés fiscal mediante fianza otorgada por institución autorizada, caso en el cual no 

estarán obligadas a pagar el IEPS por la introducción de los bienes a los regímenes 

aduaneros que se propone gravar. 

 

Ahora bien, toda vez que se prevé que ya no se pagará el IEPS cuando se realicen 

importaciones definitivas de los bienes por los que se haya pagado dicho impuesto al 

destinarse a los regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de exportación; de depósito 

fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de 

elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, se hace necesario excluir de ese tratamiento a los pagos 

virtuales que se hayan efectuado con la aplicación del crédito fiscal por las empresas 

que estén certificadas. 

 

Por otra parte, la que dictamina está de acuerdo con la propuesta de eliminar la 

exención prevista para la enajenación de cualquier tipo de bienes que se encuentren 

sujetos al régimen aduanero de recinto fiscalizado estratégico toda vez que, en 

efecto, es una exención que hoy día no encuentra justificación alguna, al ser un 

tratamiento excepcional que sólo se otorga en estos casos, pero no se otorga en las 

enajenaciones efectuadas en ningún otro régimen aduanero con características 

similares. 
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Por las consideraciones anteriores, la Comisión que dictamina propone no reformar el 

artículo 12, fracción I, modificar la fracción VI del artículo 13, el segundo párrafo del 

artículo 15, y adicionar el artículo 15- A de la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios, así como modificar la fracción II y adicionar una fracción V al 

ARTÍCULO CUARTO DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL 

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, para quedar en los 

términos siguientes: 

 

“Artículo 12. ……………………………………………...………………………………… 

 

I. En el momento en que el importador presente el pedimento para 

su trámite en los términos de la legislación aduanera. Tratándose 

de pedimentos consolidados se considera que se efectúa la 

importación al momento en que se realice cada una de las 

operaciones que se consolidan. 

 

…………..…………………………………………………..…..................................... 

 

Artículo 13. ………………………………………...………………………………………. 

 

 

VI. Las importaciones definitivas de los bienes por los que se haya 

pagado el impuesto a que se refiere esta Ley al destinarse a los 

regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de 
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exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de 

ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 

transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico o de mercancías que incluyan los bienes por 

los que se pagó el impuesto, siempre que la importación definitiva 

la realicen quienes hayan destinado los bienes a los regímenes 

mencionados. No será aplicable lo dispuesto en esta fracción 

cuando el impuesto se haya pagado aplicando el crédito 

fiscal previsto en el artículo 15-A de esta Ley. 

 

Artículo 15. ……………………………..…………………………………………………… 

 

En el caso de bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de 

importación temporal para elaboración, transformación o reparación en 

programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse 

al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 

transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado 

estratégico, el pago se hará a más tardar en el momento en que se 

presente el pedimento respectivo para su trámite. Tratándose de 

pedimentos consolidados el pago del impuesto se deberá efectuar 

mediante declaración que se presentará, a más tardar, al momento en que 

se realice cada una de las operaciones que se consolidan. Cuando se 

retornen al extranjero los bienes, los contribuyentes podrán solicitar la 

devolución del impuesto especial sobre producción y servicios que hayan 

pagado cuando destinaron los bienes a dichos regímenes, así como el que, 
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en su caso, les hayan trasladado siempre que dicho impuesto no haya sido 

acreditado en los términos de esta Ley. 

 

…………..…………………………………………………………………………………………. 

 

ARTÍCULO 15-A. Las personas que introduzcan bienes a los 

regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de 

exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de 

ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 

transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, podrán aplicar un crédito fiscal 

consistente en una cantidad equivalente al 100% del impuesto 

especial sobre producción y servicios que deba pagarse por la 

importación, el cual será acreditable contra el impuesto especial 

sobre producción y servicios que deba pagarse por las citadas 

actividades, siempre que obtengan una certificación por parte del 

Servicio de Administración Tributaria. Para obtener dicha 

certificación, las empresas deberán acreditar que cumplen con los 

requisitos que permitan un adecuado control de las operaciones 

realizadas al amparo de los regímenes mencionados, de 

conformidad con las reglas de carácter general que al efecto 

emita dicho órgano. 

 

La certificación a que se refiere el párrafo anterior tendrá una 

vigencia de un año y podrá ser renovada por las empresas dentro 
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de los treinta días anteriores a que venza el plazo de vigencia, 

siempre que acrediten que continúan cumpliendo con los 

requisitos para su certificación. 

 

El impuesto cubierto con el crédito fiscal previsto en este artículo, 

no será acreditable en forma alguna. 

 

El crédito fiscal a que se refiere este artículo no se considerará 

como ingreso acumulable para los efectos del impuesto sobre la 

renta. 

 

Las personas a que se refiere este artículo que no ejerzan la 

opción de certificarse, podrán no pagar el impuesto especial sobre 

producción y servicios por la introducción de los bienes a los 

regímenes aduaneros antes mencionados, siempre que garanticen 

el interés fiscal mediante fianza otorgada por institución 

autorizada, de conformidad con las reglas de carácter general que 

al efecto emita el Servicio de Administración Tributaria. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO 

ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 

ARTÍCULO CUARTO. ……………………………………………………………………. 

 

II. Tratándose de insumos destinados hasta el 31 de diciembre de 

2013antes de la entrada en vigor de los artículos a que se 
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refiere la fracción V de este artículo, a los regímenes 

aduaneros de importación temporal para elaboración, 

transformación o reparación en programas de maquila o de 

exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de 

ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 

transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto 

fiscalizado estratégico, en caso de que éstos se incorporen en 

mercancías que también lleven incorporados insumos por los que 

se haya pagado el impuesto especial sobre producción y servicios 

al destinarlos a los regímenes mencionados, cuando se importe en 

definitiva dicha mercancía estará sujeta al pago del impuesto 

especial sobre producción y servicios conforme a las disposiciones 

vigentes hasta 2013con anterioridad a dicha entrada en 

vigor. 

 

Para los efectos del párrafo anterior, se considerará que, en las 

mercancías que se importen en definitiva, fueron incorporados en 

primer lugar los insumos que tengan mayor antigüedad de haber sido 

destinados a los regímenes mencionados, siempre que se trate de 

insumos genéricos que no estén identificados individualmente. Para ello, 

el inventario de los insumos mencionados deberá controlarse utilizando 

el método de primeras entradas primeras salidas. 

 

………………………………………………………………………………………………….. 
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V. Lo dispuesto en los artículos 13, fracción I, segundo 

párrafo y las adiciones a los artículos 13, fracción VI; 14, 

segundo párrafo; 15, segundo párrafo y 15-A, de la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, entrará en 

vigor un año después de que se hayan publicado en el 

Diario Oficial de la Federación las reglas sobre certificación 

a que se refiere el citado artículo 15-A. 

 

……………………………………………………………………………………………………..” 

 

 

Impuesto a bebidas saborizadas con azúcares añadidas. 

 

CUARTA. La que dictamina comparte con el Ejecutivo Federal establecer un 

impuesto a la enajenación e importación de bebidas saborizadas con azúcares 

añadidas, habida cuenta de los efectos que tienen dichos productos en los problemas 

de sobrepeso y obesidad y sus efectos negativos sobre la salud de la población que la 

padece que incluyen aumentar el riesgo de padecer enfermedades crónicas no 

transmisibles como: diabetes mellitus tipo 2, hipertensión arterial, dislipidemias, 

enfermedad coronaria, enfermedad vascular cerebral, osteoartritis, así como cánceres 

de mama, esófago, colon, endometrio, riñón, entre otras. 

 

Si bien es cierto puede estimarse que no es el único factor que incide en los 

problemas de salud mencionados, también lo es que resulta un fenómeno 

suficientemente estudiado tal y como lo expone el Ejecutivo Federal en la Iniciativa 

en estudio, por lo que es necesario dar un paso importante en el establecimiento de 
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medidas que inhiban el consumo de los productos en los que está demostrado sus 

efectos nocivos en la salud.  

 

Por lo anterior, esta Comisión coincide en gravar con el IEPS, a través del 

establecimiento a nivel de productor e importador con una cuota específica de 1 peso 

por litro a las bebidas saborizadas, así como a los concentrados, polvos, jarabes, 

esencias o extractos de sabores, que al diluirse permitan obtener bebidas 

saborizadas, que contengan cualquier tipo de azúcares añadidas. 

 

Sin embargo, esta Dictaminadora considera conveniente excluir de la definición de 

azúcares a los polisacáridos, habida cuenta de que si bien tienen aporte calórico es 

en cantidades muy bajas y su función no es endulzar bebidas. 

 

Adicionalmente, la que dictamina estima conveniente precisar que la importación de 

las bebidas saborizadas que cuenten con registro sanitario como medicamentos 

emitido por la autoridad sanitaria, la leche en cualquier presentación, incluyendo la 

que este mezclada con grasa vegetal y los sueros orales, estará exenta del pago del 

impuesto, toda vez dichos bienes están exentos cuando se enajenen en territorio 

nacional. 

 

Por lo anterior, se modifica la fracción XX del artículo 3o. y se adiciona una fracción 

VII al artículo 13 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios para 

quedar como sigue: 

 

“Artículo 3o. ………………………………………………………………………………… 
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XX. Azúcares, a los monosacáridos, y disacáridos y polisacáridos. 

 

…………………………………………………………………………………………………….. 

 

Artículo 13. ………………………………………………………………………………… 

 

VII. Las de bebidas saborizadas que cuenten con registro 

sanitario como medicamentos emitido por la autoridad 

sanitaria, la leche en cualquier presentación, incluyendo la 

que esté mezclada con grasa vegetal y los sueros orales.” 

 

 

Impuesto a alimentos no básicos con alta densidad calórica. 

 

QUINTA. La que dictamina, adicionalmente a las medidas propuestas para combatir 

el sobrepeso y obesidad, considera necesario reforzar dichas propuestas mediante un 

gravamen que inhiba el consumo de alimentos no básicos con alta densidad calórica. 

 

La Secretaría de Salud ha señalado que la epidemia de sobrepeso y obesidad es un 

problema de gran magnitud en México y muestra de ello es que actualmente nuestro 

país ocupa el segundo lugar de prevalencia mundial de obesidad después de los 

Estados Unidos de América. 

 

Los datos de la Secretaría de Salud reflejan que, de 1980 a la fecha, la prevalencia de 

sobrepeso y obesidad en México se ha triplicado, ya que 39.5% de los hombres y 

mujeres tienen sobrepeso y 31.7% obesidad, es decir, poco más del 70% de la 
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población adulta tiene una masa corporal inadecuada. Además, esta epidemia 

registra una elevada tasa de crecimiento entre la población infantil, lo que se ha 

traducido también en una alta prevalencia de sobrepeso y obesidad entre la 

población escolar de preescolar y primaria de todo el país y entre adolescentes. 

 

El problema de sobrepeso y obesidad se ha acentuado en México debido a la rapidez 

de su incremento y el efecto negativo que ejerce sobre la salud de la población que la 

padece, ya que aumenta significativamente el riesgo de padecer enfermedades 

crónicas no transmisibles como la diabetes mellitus tipo 2, hipertensión arterial, 

dislipidemias, enfermedad coronaria, enfermedad vascular cerebral, osteoartritis, así 

como cánceres de mama, esófago, colon, endometrio y riñón, entre otras. 

 

Así, considerando que la alta prevalencia de sobrepeso y obesidad representan un 

problema de salud pública de gran magnitud en México y que es fundamental contar 

con una política de Estado para lograr cambios en los patrones de alimentación y 

actividad física de la sociedad mexicana, la Secretaría de Salud ha instrumentado el 

“Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria: Estrategia contra el sobrepeso y la 

obesidad”, el cual tiene como propósito contribuir a la sustentabilidad del desarrollo 

nacional para revertir la epidemia de sobrepeso y obesidad, mediante el 

mejoramiento de la oferta y el acceso a alimentos favorables para la salud. 

 

En el “Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria: Estrategia contra el sobrepeso y la 

obesidad” se establecen las actividades y acciones a cargo de las dependencias y 

entidades públicas federales con el fin de contribuir en el logro de determinados 

objetivos, entre los que se encuentran: disminuir el consumo de azúcares y otros 

edulcorantes calóricos añadidos en los alimentos, disminuir el consumo diario de 



CCLXVI 
 

grasas saturadas en la dieta, reducir al mínimo las grasas trans de origen industrial y 

disminuir el consumo diario de sodio. 

 

De acuerdo con los datos de la Secretaría de Salud, en 2005 se registraron 159,754 

defunciones relacionadas con enfermedades como diabetes mellitus, enfermedades 

isquémicas del corazón, enfermedad cerebro-vascular, cardiopatía hipertensiva y 

tumor maligno de la mama. 

  

Asimismo, la Secretaría de Salud en el “Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria: 

Estrategia contra el sobrepeso y la obesidad”, señala que el costo directo estimado 

que representa la atención médica de las enfermedades atribuibles al sobrepeso y la 

obesidad asciende a por lo menos 42,246 millones de pesos. 

 

Además de los costos que significan para el sector salud la atención de las 

enfermedades atribuibles al sobrepeso y la obesidad, debe considerarse que existen 

otros costos indirectos asociados, entre los cuales se encuentran aquéllos 

relacionados con la muerte prematura y la reducción en la productividad laboral 

atribuibles al sobrepeso y la obesidad, así como los problemas financieros que 

enfrentan las familias al tener que asumir gastos catastróficos, lo que impide que el 

Estado pueda garantizar el derecho a la protección a la salud en cumplimiento a lo 

dispuesto por el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

Ante la magnitud de este problema y su evidente crecimiento, se considera que 

cualquier esfuerzo cuyo propósito sea disminuir los efectos negativos que esta 

epidemia tiene en las personas que la padecen, así como los costos que genera su 
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atención, debe ser analizado no solamente desde una política netamente de salud 

pública; es por ello que se ha considerado que una medida de carácter fiscal 

coadyuvaría con los propósitos mencionados. En este sentido, en la presente 

iniciativa se propone establecer un gravamen dentro de la Ley del Impuesto Especial 

sobre Producción y Servicios con una tasa del 10% a la enajenación e importación de 

determinados productos cuya ingesta se encuentra asociada al sobrepeso y obesidad, 

a efecto de desalentar su consumo por los altos costos sociales que representan las 

enfermedades antes señaladas. 

 

En ese contexto, se destaca que una forma de identificar a aquellos alimentos que 

aumentan el riesgo de padecer sobrepeso y obesidad es a través de la densidad 

calórica, que expresa la cantidad de energía por unidad de peso de los alimentos o de 

la dieta en general . La unidad de medida de la densidad calórica son las kilocalorías 

(Kcal) por 100 gramos (g) y se calcula con base en el contenido de kilocalorías y el 

peso de una porción de alimento, información que se encuentra disponible en las 

etiquetas de los alimentos, de acuerdo con lo establecido por la Norma Oficial 

Mexicana NOM-051-SCFI/SSA1-2010, “Especificaciones generales de etiquetado para 

alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados-Información comercial y sanitaria”, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de abril de 2010.  

 

Así, por ejemplo, si un paquete de alimento de 42 gramos tiene 222 kilocalorías, 

usando una regla de tres simple, se calcula la densidad calórica como: 

 

222 Kcal   -    42 g. 
?     Kcal/100g   -  100 g. 

 
222 X 100 / 42 = 22200/42 = 529 Kcal/100 g. 
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Es conveniente destacar que para determinar los gramos de un alimento basta 

pesarlo y para calcular sus kilocalorías es necesario conocer la composición de macro 

nutrimentos que tiene cada alimento, es decir, cuánta grasa, cuántos hidratos de 

carbono y cuántas proteínas contienen por los gramos del alimento, o por 100 

gramos del producto ¾ información que se obtiene de la etiqueta de los productos 

según lo establecido por la NOM-051, antes referida¾ y aplicar el Factor de Atwater, 

creado por Wilbur Olin Atwater y que es utilizado desde el siglo XIX a nivel mundial 

para los efectos indicados. Este sistema utiliza un mismo factor para los diferentes 

substratos de energía (grasa, proteína e hidratos de carbono) independientemente de 

qué alimento sea, a saber: 4 Kcal/g para proteína, 4 Kcal/g para hidratos de carbono 

y 9 Kcal/g para grasa. A continuación se presenta un ejemplo del cálculo de las 

kilocalorías de un producto: 

 

 Por porción (30g)  Por 100g 
 (g)  (Kcal)  (g) (Kcal) 
Energía   153    510  
Grasa 7.3  7.3 X9=65.7  24.3 24.3 X9= 219 
Carbohidratos 19.8  19.8 X4=79.2  66 66 X4= 264 
Proteínas 2.0  2.0 X4=8  6.6 6.6 X4=26.6 
Total 29.1 g  152.9 Kcal/30g   509.6 Kcal/100g 
Para convertir los gramos de proteína, grasa y carbohidratos se utiliza el factor de 
Atwater 9 Kcal/g para grasa, 4 Kcal/g carbohidrato y 4 Kcal/g para proteínas.  
 

Entre los alimentos con baja densidad calórica se encuentran las legumbres, verduras 

y frutas, que también contienen cantidades altas de micronutrimentos (vitaminas y 

minerales) y de fibra dietética. Los alimentos con alta densidad calórica típicamente 

tienen un contenido elevado de grasas y/o azúcares, contienen poca agua o fibra y a 

menudo contienen concentraciones bajas de micronutrimentos. Ejemplos de estos 
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últimos son alimentos con alto contenido de aceite, alimentos procesados y con grasa 

y azúcares adicionados. 

 

Existe evidencia científica sólida, basada en ensayos clínicos aleatorizados (estudios 

considerados como los ideales para aportar evidencia convincente) y en estudios 

observacionales prospectivos que concluyen que si en la dieta se incluyen alimentos 

con alta densidad calórica, mismos que son altos en grasa y azúcar, se puede llegar a 

desarrollar sobrepeso y obesidad. Lo anterior, no solamente porque se aumenta el 

consumo de calorías, sino porque los alimentos que tienen una elevada densidad 

calórica tienen un menor efecto en el control de saciedad . Asimismo, la Organización 

Mundial de la Salud (OMS o WHO) reconoce que el consumo de alimentos de alta 

densidad calórica constituye un factor de riesgo para el desarrollo de obesidad y 

enfermedades crónicas.  

 

En efecto, en el reporte de la 57ª Asamblea Mundial de Salud (2004), la OMS 

respaldó la Estrategia Global de Dieta, Actividad Física y Salud, misma a la que 

México se comprometió a seguir. Esta estrategia fue desarrollada a través de una 

serie de consultas realizadas con países miembros de la OMS y representantes de la 

sociedad civil. Una de las recomendaciones de esta estrategia, en relación a la dieta, 

es limitar el consumo de grasas totales y reemplazar el consumo de grasas saturadas 

por grasas insaturadas así como eliminar los ácidos grasos trans. En este mismo 

documento, se menciona que los factores que incrementan el riesgo de 

enfermedades crónicas incluyen el consumo en exceso de alimentos densamente 

energéticos . 
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Por otro lado, en el año 2007, en el segundo reporte del grupo de expertos del World 

Cancer Research Fund (WCRF), donde se describen los resultados de la revisión 

sistemática de la literatura realizada por un grupo de expertos para identificar los 

determinantes de la ganancia de peso, sobrepeso y obesidad, se revisaron un total de 

207 publicaciones y se concluyó, entre otras cosas, que existe evidencia convincente 

que indica que los alimentos de alta densidad calórica son un factor de riesgo para 

desarrollo de sobrepeso y obesidad .  

 

El hambre es una sensación física (generalmente de vacío y mayor movimiento del 

estómago) asociada con la necesidad de comer y la saciedad se refiere a la sensación 

de estar satisfecho. En general, las personas tienden a consumir volúmenes similares 

de comida por periodos muy largos (independientemente de que sean alimentos que 

tienen pocas o muchas calorías por gramo), efecto regulado por complejos 

mecanismos en los que interactúan el hambre y la saciedad. Bajo ese contexto, es de 

indicarse que en lo relativo a densidad calórica, saciedad y calidad de la alimentación, 

existen estudios que demuestran que los alimentos de alta densidad calórica pueden 

disminuir la regulación normal del apetito —este proceso se ha denominado ‘sobre-

ingesta pasiva’—, resultando en un mayor consumo de energía . 

 

Los alimentos pueden clasificarse de acuerdo a su consumo y relevancia en la dieta 

de los mexicanos, así como de acuerdo a su uso de manera internacional para 

formular recomendaciones alimentarias y que se encuentran en concordancia con las 

guías alimentarias de México y con la Norma Oficial Mexicana NOM 043 SSA2- 2012 

“Servicios básicos de salud. Promoción y educación para la salud en materia 

alimentaria. Criterios para brindar orientación”, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 22 de enero de 2013. 
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Aunado a esto, actualmente existen esfuerzos realizados por instituciones y 

dependencias gubernamentales que se dirigen a disminuir el problema de sobrepeso, 

de obesidad y de enfermedades crónicas asociadas a éstas que aquejan al país, entre 

los que se encuentran los relativos a la orientación alimentaria, para los que se ha 

utilizado la categorización de alimentos, ya que se sabe que al agrupar alimentos por 

sus características nutricionales se vuelve más sencillo dar recomendaciones y 

orientación a los consumidores y a los productores de alimentos. 

 

La referida clasificación divide a los alimentos en dos grandes grupos: alimentos 

básicos y alimentos no básicos. Cada grupo tiene a su vez grupos de alimentos que 

se asemejan en contenido nutricional y tipo de alimentos. En el grupo de alimentos 

básicos se incluyen productos que se usan en más de 20 países de 5 continentes para 

dar orientación alimentaria y que contribuyen de manera significativa a la ingesta de 

nutrientes esenciales como son fibra, hierro, calcio y vitaminas, entre otros. Por su 

parte, los productos no básicos son alimentos que no proveen una cantidad 

importante de nutrientes esenciales y tienen potencial para ser innovados y, por lo 

general, contienen grandes cantidades de sodio y azúcar.  

 

Se debe tener en cuenta que el WCRF/ American Institute for Cancer Research 

recomienda disminuir la densidad calórica de la dieta total (excluyendo alimentos 

líquidos) a 125 kilocalorías por 100 gramos como una acción de salud pública para 

evitar el sobrepeso y la obesidad y las enfermedades asociadas a éstas. 

 

En cuanto a la densidad calórica de alimentos incluidos en la dieta, de acuerdo con lo 

concluido por los expertos convocados por la OMS en el reporte técnico 916 los 
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alimentos de baja densidad calórica —que típicamente contienen fibra y son de gran 

volumen, generalmente por su contenido de agua— son considerados como un factor 

probable en la disminución del riesgo de sobrepeso y obesidad, mientras que los 

alimentos de alta densidad calórica son considerados como un factor de riesgo de la 

ganancia de peso, el sobrepeso y la obesidad. Por ejemplo, en promedio las verduras 

tienen densidades calóricas alrededor de 35 Kcal/100 g, las frutas de alrededor de 50 

Kcal/100 g, los platillos tradicionales no fritos y con bajas cantidades de grasas tienen 

alrededor de 150 Kcal/100 g, mientras que las botanas y postres procesados tienen 

densidades alrededor de 400-450 Kcal/100 g. A partir de esta revisión de la 

evidencia, el grupo de expertos recomendó limitar el consumo de alimentos de alta 

densidad calórica.  

 

En ese sentido, considerando las recomendaciones de la OMS y del WCRF sobre la 

urgencia de disminuir el consumo de alimentos y productos con alta densidad 

calórica, se definieron los alimentos con alta densidad calórica como aquéllos cuyo 

contenido energético sea de 275 kilocalorías por cada 100 gramos o mayor.  

 

En este sentido, son alimentos no básicos con alta densidad calórica las frituras, los 

productos de confitería como los dulces y las gelatinas, los chocolates y los demás 

productos derivados del cacao, los flanes y pudines, los dulces de frutas y hortalizas, 

las cremas de cacahuate y de avellanas, los dulces de leche, los alimentos preparados 

a base de cereales, así como los helados, nieves y paletas de hielo, ya que contienen 

una gran cantidad de kilocalorías por gramo de alimento, mientras que otros 

alimentos, como las frutas y verduras, son de baja densidad calórica, ya que proveen 

pocas kilocalorías por gramo, por lo que se plantea que los productos primeramente 

citados, que tienen mayor densidad calórica, que se consumen de manera importante 
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en el país y no representan una fuente importante en la dieta de nutrientes 

esenciales, sean objeto del gravamen que se propone. 

 

Este grupo de alimentos estará gravado cuando su densidad calórica sea de 275 

kilocalorías o mayor por cada 100 gramos, con lo cual se promovería que los 

consumidores elijan de entre aquéllos que representan un menor riesgo para la salud, 

asimismo se incentivaría a la industria a adecuar sus productos mediante la 

disminución de grasas y azúcares. 

 

Si bien el tipo de productos con las características mencionadas podría ser más 

amplio, ya que constantemente se introducen más productos al mercado, se detectan 

nuevas consecuencias de su ingesta o los organismos de salud actualizan las 

recomendaciones sobre su consumo, se estima que es posible dar un primer paso 

para combatir los citados efectos nocivos, mediante el establecimiento de un 

gravamen a este grupo de alimentos no básicos con escaso valor nutricional cuyo 

consumo regular por el promedio de la población está asociado a las citadas 

enfermedades.  

 

Ahora bien, con motivo del gravamen que se propone crear en esta iniciativa, se hace 

necesario modificar diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios, entre éstas se deben citar los siguientes: 

 

Se adiciona un inciso J) a la fracción I del artículo de 2o. de la ley de la materia para 

establecer la lista de los alimentos gravados cuando tengan una densidad calórica de 

275 kilocalorías o superior por cada 100 gramos. También se establece que la tasa 

aplicable será del 5%. 
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De esta forma quedarán gravados en toda la cadena comercial la enajenación de los 

productos listados, así como su importación. El impuesto trasladado será acreditable 

a efecto de evitar el afecto acumulativo o en cascada, de forma tal que sólo se 

gravará el incremento de valor de estos bienes en cada etapa de la cadena comercial. 

 

A efecto de facilitar la aplicación del impuesto se establece que cuando los alimentos 

gravados cumplan con la norma oficial mexicana relativa a las especificaciones 

generales de etiquetado para alimentos, los contribuyentes podrán tomar en 

consideración las kilocalorías manifestadas en la etiqueta.  

 

Tratándose de alimentos que no tengan la etiqueta mencionada, se presumirá, salvo 

prueba en contrario, que tienen una densidad calórica igual o superior a 275 

kilocalorías por cada 100 gramos. 

 

Los servicios de comisión, mediación, agencia, representación, correduría, 

consignación y distribución, que se realicen con motivo de la enajenación de los 

citados bienes, serán objeto del impuesto por lo que se propone el artículo 2o, 

fracción II, inciso A) y para que apliquen las reglas de retención a que se refiere el 

artículo 5o.-A, se propone también reformar el artículo. 

 

Con base en lo anterior, esta Comisión propone reformar los artículos 2o., fracción II, 

inciso A); 4o., segundo y tercer párrafos; 5o.-A, primer párrafo; 19, fracciones II, 

primer párrafo y VIII, primer párrafo, y adicionar los artículos 2o., fracción I, con el 

inciso J); 3o., con las fracciones XXV, XXVI, XVII, XXVIII, XXIX, XXX, XXXI, XXXII, 
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XXXIII, XXXIV, XXXV y XXXVI de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 

Servicios, para quedar como sigue: 

 

“Artículo 2o. ………………………………………………………………………………… 

 

I. ………………………………………………………………………………………….. 

 

J) Alimentos que se listan a continuación, con una 

densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor por 

cada 100 gramos ………………………….5% 

 

1. Botanas. 

 

2. Productos de confitería.  

 

3. Chocolate y demás productos derivados del 

cacao.  

 

4. Flanes y pudines. 

 

5. Dulces de frutas y hortalizas. 

 

6. Cremas de cacahuate y avellanas. 

 

7. Dulces de leche. 
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8. Alimentos preparados a base de cereales.  

 

9. Helados, nieves y paletas de hielo. 

 

Cuando los alimentos mencionados cumplan con las 

disposiciones relativas a las especificaciones 

generales de etiquetado para alimentos, los 

contribuyentes podrán tomar en consideración las 

kilocalorías manifestadas en la etiqueta. Tratándose 

de alimentos que no tengan la etiqueta mencionada, 

se presumirá, salvo prueba en contrario, que tienen 

una densidad calórica igual o superior a 275 

kilocalorías por cada 100 gramos. 

 

II. ……………………………………………………………………………………………. 

 

A) Comisión, mediación, agencia, representación, correduría, 

consignación y distribución, con motivo de la enajenación de 

los bienes señalados en los incisos A), B), C), F) y J) de la 

fracción I de este artículo. En estos casos, la tasa aplicable 

será la que le corresponda a la enajenación en territorio 

nacional del bien de que se trate en los términos que para 

tal efecto dispone esta Ley. No se pagará el impuesto 

cuando los servicios a que se refiere este inciso, sean con 

motivo de las enajenaciones de bienes por los que no se 
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esté obligado al pago de este impuesto en los términos del 

artículo 8o. de la misma. 

 

………………………………………………………………………………......................... 

 

Artículo 3o. ………………………………………………………………………………… 

 

XXV.  Densidad calórica, a la cantidad de energía, expresada en 

kilocalorías por cada 100 gramos de alimento, que se 

obtiene al multiplicar las kilocalorías que contiene el 

alimento por cien y el resultado dividirlo entre los gramos 

de la porción de que se trate. 

 

XXVI.  Botanas, los productos elaborados a base de harinas, 

semillas, tubérculos, cereales, granos y frutas sanos y 

limpios que pueden estar fritos, horneados y explotados o 

tostados y adicionados de sal, otros ingredientes y aditivos 

para alimentos, así como las semillas para botanas, que 

son la parte del fruto comestible de las plantas o árboles, 

limpia, sana, con o sin cáscara o cutícula, frita, tostada u 

horneada, adicionada o no de otros ingredientes o aditivos 

para alimentos. 

 

XXVII. Productos de confitería, los dulces y confites. Quedan 

comprendidos los caramelos, el dulce imitación de 

mazapán, gelatina o grenetina, gelatina preparada o 
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jaletina, malvavisco, mazapán, peladilla, turrón, entre 

otros. 

 

XXVIII. Chocolate, al producto obtenido por la mezcla homogénea 

de cantidades variables de pasta de cacao, o manteca de 

cacao, o cocoa con azúcares u otros edulcorantes, 

ingredientes opcionales y aditivos para alimentos, 

cualquiera que sea su presentación. 

 

XXIX. Derivados del cacao, la manteca de cacao, pasta o licor de 

cacao, torta de cacao, entre otros. 

 

XXX. Flan, dulce que se hace con yemas de huevo, leche y 

azúcar, y se cuaja a baño María, dentro de un molde 

generalmente bañado de azúcar tostada. Suele llevar 

también harina, y con frecuencia se le añade algún otro 

ingrediente, como café, naranja, vainilla, entre otros. 

 

XXXI. Pudin, dulce que se prepara con bizcocho o pan deshecho 

en leche y con azúcar y frutas secas. 

 

XXXII. Dulces de frutas y de hortalizas, a los productos tales como 

ates, jaleas o mermeladas, obtenidos por la cocción de 

pulpas o jugos de frutas u hortalizas con edulcorantes, 

adicionados o no de aditivos para alimentos. Comprende 

las frutas y hortalizas cristalizadas o congeladas. 
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XXXIII. Crema de cacahuate o avellanas, la pasta elaborada de 

cacahuates o avellanas, tostados y molidos, generalmente 

salada o endulzada.  

 

XXXIV. Dulces de leche, comprende, entre otros, la cajeta, el 

jamoncillo y natillas. 

 

XXXV. Alimentos preparados a base de cereales, comprende todo 

tipo de alimento preparado a base de cereales, ya sea en 

hojuelas, aglomerados o anillos de cereal, pudiendo o no 

estar añadidos con frutas o saborizantes.  

 

XXXVI. Helados, al alimento elaborado mediante la congelación, 

con agitación de una mezcla pasteurizada compuesta por 

una combinación de ingredientes lácteos, que puede 

contener grasas vegetales permitidas, frutas, huevo, sus 

derivados y aditivos para alimentos. 

 

Artículo 4o. …………………………………………………………………………..……. 

 

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto trasladado al 

contribuyente por la adquisición de los bienes a que se refieren los incisos 

A), F) y J) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, así como el pagado 

por el propio contribuyente en la importación de los bienes a que se 
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refieren los incisos A), C), D), E), F) y J) de dicha fracción, siempre que 

sea acreditable en los términos de la citada Ley. 

 

El acreditamiento consiste en restar el impuesto acreditable, de la cantidad 

que resulte de aplicar a los valores señalados en esta Ley, las tasas a que 

se refiere la fracción I, incisos A), F) y J) del artículo 2o. de la misma, o de 

la que resulte de aplicar las cuotas a que se refieren los artículos 2o., 

fracción I, inciso C), segundo y tercer párrafos y 2o.-C de esta Ley. Se 

entiende por impuesto acreditable, un monto equivalente al del impuesto 

especial sobre producción y servicios efectivamente trasladado al 

contribuyente o el propio impuesto que él hubiese pagado con motivo de 

la importación, exclusivamente en los supuestos a que se refiere el 

segundo párrafo de este artículo, en el mes al que corresponda. 

 

…………………………………………………………………………………………….……….. 

 

Artículo 5o.-A. Los fabricantes, productores, envasadores o 

importadores, que a través de comisionistas, mediadores, agentes, 

representantes, corredores, consignatarios o distribuidores, enajenen los 

bienes a que se refieren los incisos A), B), C), F) y J) de la fracción I del 

artículo 2o. de esta Ley, estarán obligados a retener el impuesto sobre la 

contraprestación que a éstos correspondan y enterarlo mediante 

declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas, de conformidad 

con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 5o. de esta Ley. Cuando 

las contraprestaciones se incluyan en el valor de la enajenación por las que 
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se pague este impuesto, no se efectuará la retención y no se considerarán 

contribuyentes de este impuesto por dichas actividades. 

 

…………………………………….………………………………………………………………. 

 

Artículo 19. ………………………………………………………………………………… 

 

II. Expedir comprobantes sin el traslado en forma expresa y por 

separado del impuesto establecido en esta Ley, salvo tratándose de 

la enajenación de los bienes a que se refieren los incisos A), F) y J) 

de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, siempre que el 

adquirente sea a su vez contribuyente de este impuesto por dichos 

bienes y así lo solicite. 

 

…..…………………………………………………………………………………………………. 

 

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren los incisos A), B), 

C), F) y J) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, obligados al 

pago del impuesto especial sobre producción y servicios a que se 

refiere la misma, deberán proporcionar al Servicio de Administración 

Tributaria, trimestralmente, en los meses de abril, julio, octubre y 

enero, del año que corresponda, la información sobre sus 50 

principales clientes y proveedores del trimestre inmediato anterior al 

de su declaración, respecto de dichos bienes. Tratándose de 

contribuyentes que enajenen o importen vinos de mesa, deberán 
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cumplir con esta obligación de manera semestral, en los meses de 

enero y julio de cada año. 

 

………………………………………………………………………………………...............” 

 

 

Impuestos ambientales. 

 

SEXTA. Esta Dictaminadora considera acertado establecer los impuestos ambientales 

a la enajenación e importación de combustibles fósiles y de plaguicidas que propone 

el Ejecutivo Federal, con el fin de desalentar conductas que afectan negativamente al 

medio ambiente. Con ello se busca una reducción gradual de emisiones a la 

atmósfera de bióxido de carbono, principal gas de efecto invernadero, y una 

reducción gradual del uso de plaguicidas que generan indirectamente daños a la 

salud y al medio ambiente. 

 

Se comparte lo expresado por el Ejecutivo Federal en el sentido de que estas 

propuestas no enfrentan la totalidad de la problemática ambiental de nuestro país; 

sin embargo, son dos temas que presentan un gran potencial para mejorar el medio 

ambiente y para los cuales existe suficiente información del problema, así como de 

sus efectos ambientales. 

 

Impuesto a los combustibles fósiles. 

 

La que dictamina está de acuerdo en establecer un impuesto a la enajenación e 

importación de combustibles fósiles en base a su contenido de carbono y resulta 
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relevante que para el diseño del impuesto, se tome en cuenta, que para conocer el 

contenido de carbono de cada combustible, se utilicen los factores de emisión 

publicados por el Panel Intergubernamental de Cambio Climático (IPCC) de la 

Organización de las Naciones Unidas, en sus directrices de 1996 para la 

determinación de los inventarios de emisiones de gases de efecto invernadero, en las 

cuales se establece el contenido de carbono en cada combustible de acuerdo a sus 

características fisicoquímicas y que, con base en ello, se establezcan las cuotas 

aplicables a cada tipo de combustible. 

 

No obstante lo anterior, se observa que debido a los bajos precios de algunos 

combustibles el impacto que el impuesto pudiera tener sobre los costos de los 

mismos llega a ser en algunos casos superior al 20%, de forma que la aplicación del 

impuesto podría reducir la competitividad de la planta productiva nacional e impactar 

negativamente el nivel de precios de nuestra economía. 

 

En ese sentido, esta Dictaminadora considera que la estructura del impuesto 

propuesto por el Ejecutivo Federal se debe modificar para evitar que el impacto de 

las cuotas no genere un proceso inflacionario, por lo que se debe acotar el monto del 

impuesto a un nivel que sea congruente con las metas de inflación del Banco de 

México, y que el impuesto no exceda el 3% del precio de venta de cada combustible. 

 

También, con el objetivo de enviar una señal económica al mercado nacional de 

combustibles fósiles sobre la tendencia que se desea en la estructura de consumo de 

los mismos en el país, se considera que el impuesto debe incentivar el uso de 

mejores alternativas de combustión; en este caso, el gas natural es el combustible 

fósil con menor contenido de carbono por unidad energética, con un bajo potencial 
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de emisión de gases de efecto invernadero. Es así, que el uso del gas natural como 

combustible fósil, siempre será más deseable que el uso de cualquier otro tipo de 

combustible fósil. 

 

Por lo tanto, esta Dictaminadora considera que la construcción del impuesto debe 

generar el incentivo correcto, tanto en términos ambientales, como en términos de 

desarrollo energético. De esta forma, el impuesto que se propone se recalcula 

considerando que el gravamen al bióxido de carbono se aplique al excedente 

respecto al gas natural que se genera en la combustión, es decir, el impuesto se 

estructura tomando como base la opción menos contaminante, que es el gas natural, 

y a partir de ahí se determina la cuota del impuesto aplicable a cada combustible 

como el valor de cada tonelada de bióxido de carbono que se genera de forma 

adicional a la que se generaría si se usara como combustible el gas natural. Por lo 

expuesto, en la construcción de esta nueva estructura del IEPS a los combustibles 

fósiles, la cuota aplicable al gas natural resulta en cero, por lo que se debe aplicar 

una exención a este combustible. 

 

Debe considerarse que lo anterior tiene mayor sustento si se toma en cuenta que 

México es un país con bajas emisiones de gases de efecto invernadero, y que países 

latinoamericanos que han planteado impuestos de este tipo, como Costa Rica (primer 

país de América Latina en implementar un impuesto de esta naturaleza), iniciaron con 

impuestos en niveles de alrededor de 3% sobre el valor de los combustibles fósiles. 

Por otro lado, si bien México ha mostrado un compromiso con el medio ambiente en 

el ámbito internacional y nacional, muestra de ello es la reciente Ley General de 

Cambio Climático aprobada el 19 de abril de 2012 por el Congreso de la Unión, el 

contexto internacional es actualmente incierto en cuanto a los compromisos de 
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reducción de emisiones e implementación de instrumentos económicos que se 

deberán asumir hacia el futuro por parte de los países comprometidos con el medio 

ambiente. Por ello, se considera prudente aplicar el impuesto en los términos en que 

se plantea. 

 

En adición a lo anterior, la que Dictamina propone que con el fin de reducir el 

impacto que el impuesto especial sobre producción y servicios por contenido de 

carbono de los combustibles fósiles pueda tener sobre la actividad productiva de 

nuestro país y para incentivar la adopción de medidas de reducción o mitigación de 

las emisiones a la atmósfera de CO2, se pueda complementar la propuesta del 

Ejecutivo Federal con un incentivo fiscal para aquellos contribuyentes que habiendo 

llevado a cabo proyectos de ahorro o eficiencia energética hayan obtenido bonos de 

carbono. 

 

De esta forma, el contribuyente podrá optar por pagar el gravamen en numerario o 

mediante la entrega de los bonos de carbono que haya obtenido por sus proyectos de 

ahorro o eficiencia energética desarrollados en México y avalados por la Organización 

de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. 

 

De esta forma se define el concepto de bonos de carbono y se establece la 

posibilidad de pago del IEPS mediante la entrega de dichos bonos. 

 

Por otra parte, si bien el IEPS se calculará tomado en cuenta el total de las unidades 

de medida enajenadas o importadas, según corresponda al tipo de combustible, esta 

Dictaminadora estima conveniente precisar que cuando dichas cantidades arrojen 

fracciones de dichas unidades de medida, la cuota será aplicable a dichas fracciones 
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en la proporción que correspondan las mismas respecto de la unidad de medida de 

que se trate. 

 

Por lo que hace a la definición de los combustibles fósiles, la que dictamina estima 

conveniente establecer por seguridad jurídica la definición de lo que debe entenderse 

por “otros combustibles fósiles”, considerando para tal efecto a cualquier otro 

derivado del petróleo, carbón mineral o gas natural que se destinen a un proceso de 

combustión y que no estén listados en forma expresa. 

 

Por otra parte, se observa que el petróleo crudo no es utilizado para la combustión 

sino que se emplea como insumo principal en la elaboración de otros combustibles 

fósiles que son utilizados como combustibles, mismos que estarán gravados. Es por 

ello que esta Comisión considera necesario establecer que la enajenación e 

importación de petróleo crudo debe exentarse del pago del IEPS; asimismo, debido a 

la nueva estructura que se propone para el IEPS, el gas natural debe estar exento del 

pago de este impuesto, por lo que no estará afecto a gravamen su autoconsumo. 

 

Conforme a lo expuesto se modifica el inciso H) de la fracción I del artículo 2o.; 11, 

cuarto párrafo y 14, tercer párrafo, contenidos en la Iniciativa; y se adicionan un 

inciso l) a la fracción XXII del artículo 3o. y una fracción XXIV a dicho artículo 3o.; un 

último párrafo al artículo 5o.; un inciso i) a la fracción I del artículo 8o.; y la fracción 

IX al artículo 13 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para 

quedar como sigue: 

 

“Artículo 2o. ……………………………………………………………………………….. 
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I. ………………………………………………………………………………………….. 

 

H) Combustibles 
fósiles 
 
 

1. Gas Natural.....     
. 

 
 

Cuota       Unidad 
de        
medida  

 
11.94 centavos por 
millar de metros 
cúbicos. 

1.2 Propano 
…….......... 
 

5.9110.50  centavos por 
litro. 

2.3 Butano 
………......... 
 

7.6612.86 centavos por litro. 

3.4 Gasolinas y 
gasavión 
 

10.3816.21 centavos por 
litro. 

4.5 Turbosina y 
otros 
kerosenos..............
........ 
 

 
12.4018.71 centavos por 
litro. 

5.6 Diesel 
………............ 

 

12.5919.17 centavos por 
litro. 

6.7 Combustóleo 
........... 
 

13.4520.74 centavos por 
litro. 

7.8 Coque de 
petróleo ... 
 

15.60189.85 pesos por 
tonelada. 

8.9 Coque de 
carbón ..... 
 

36.57192.96 pesos por 
tonelada. 

9.10 Carbón 
mineral ...... 

27.54178.33 pesos por 
tonelada. 
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10.11Otros 
combustibless fósiles. 
............................. 

 
39.8070.68 pesos por 
tonelada  
de carbono que contenga el  
combustible. 

 

Tratándose de fracciones de las unidades de medida, la 

cuota se aplicará en la proporción que corresponda a 

dichas fracciones respecto de la unidad de medida de que 

se trate. 

 

Cuando los bienes a que se refiere este inciso estén mezclados, la 

cuota se calculará conforme a la cantidad que en la mezcla tenga 

cada combustible. 

 

Las cantidades señaladas en el presente inciso, se actualizarán 

anualmente y entrarán en vigor a partir del 1 de enero de cada 

año, con el factor de actualización correspondiente al periodo 

comprendido desde el mes de diciembre del penúltimo año hasta 

el mes de diciembre inmediato anterior a aquél por el cual se 

efectúa la actualización, mismo que se obtendrá de conformidad 

con el artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación. La 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará el factor de 

actualización en el Diario Oficial de la Federación durante el mes 

de diciembre de cada año. 

 

Artículo 3o. ………………………………………………………………………………….. 
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XXII ………………………………………………………………………………………….. 

 

l) Otros combustibles fósiles, cualquier otro derivado 

del petróleo, carbón mineral o gas natural que se 

destinen a un proceso de combustión y que no estén 

listados en los incisos anteriores. 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

XXIV. Bonos de carbono, son un instrumento económico 

contemplado en el Protocolo de Kioto y avalados por la 

Organización de las Naciones Unidas dentro de la 

Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 

Climático y cada bono de carbono equivale a una tonelada 

de bióxido de carbono equivalente (ton CO2 eq.), que ha 

sido dejada de emitir a la atmósfera. 

 

 

Artículo 5o. ………………………………………………………………………………….. 

 

Tratándose del impuesto a que se refiere el inciso H) de la 

fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los contribuyentes podrán 

optar por pagar el impuesto mediante la entrega de los bonos de 

carbono a que se refiere la fracción XXIV del artículo 3o. del 

mismo ordenamiento, cuando sean procedentes de proyectos 

desarrollados en México y avalados por la Organización de las 
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Naciones Unidas dentro de la Convención Marco de las Naciones 

Unidas sobre el Cambio Climático. El valor de dichos bonos será el 

que corresponda a su valor de mercado en el momento en que se 

pague el impuesto. La entrega de dichos bonos y la determinación 

de su valor se realizará de conformidad con las reglas de carácter 

general que al efecto expida la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público. 

 

Artículo 8o. ………………………………………………………………………………… 

 

I. ……………………………………..…………………................................... 

 

i) Petróleo crudo y gas natural. 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

Artículo 11. ………………………………………………………………………………….. 

 

Por las enajenaciones de cerveza en las que el impuesto se pague 

aplicando la cuota a que se refiere el artículo 2o.-C de esta Ley, los 

contribuyentes calcularán el impuesto sobre el total de litros enajenados. 

Tratándose de la cuota por enajenaciones de cigarros u otros tabacos 

labrados a que se refieren los párrafos segundo y tercero del inciso C) de 

la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, se considerará la cantidad de 

cigarros enajenados y, en el caso de otros tabacos labrados, la cantidad de 

gramos enajenados. Por las enajenaciones de los bienes a que se refiere el 
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inciso G) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los contribuyentes 

calcularán el impuesto sobre el total de litros enajenados de bebidas 

saborizadas con azucares añadidos; tratándose de concentrados, polvos, 

jarabes, esencias o extractos de sabores, el impuesto se calculará tomando 

en cuenta el número de litros de bebidas saborizadas con azucares 

añadidos que, de conformidad con las especificaciones del fabricante, se 

puedan obtener, del total de productos enajenados. Por las enajenaciones 

de los bienes a que se refiere el inciso H) de la fracción I del artículo 2o. 

de esta Ley, los contribuyentes calcularán el impuesto sobre el total de las 

unidades de medida y, en su caso, fracciones de dichas unidades, 

según corresponda. Por las enajenaciones de los bienes a que se refiere la 

fracción II del artículo 2o.-A de esta Ley, los contribuyentes calcularán el 

impuesto sobre el total de las unidades de medida, según corresponda. 

 

Artículo 13. ………………………………………...………………………………………. 

 

IX. Las de petróleo crudo y gas natural. 

 

Artículo 14. ………………………………………………………………………………….. 

 

Por las importaciones de cerveza en las que el impuesto se pague 

aplicando la cuota a que se refiere el artículo 2o.-C de esta Ley, los 

contribuyentes calcularán el impuesto sobre el total de litros importados 

afectos a la citada cuota. En las importaciones de cigarros u otros tabacos 

labrados en las que el impuesto se pague aplicando la cuota a que se 

refieren los párrafos segundo y tercero del inciso C) de la fracción I del 
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artículo 2o. de esta Ley, se considerará la cantidad de cigarros importados 

y, en el caso de otros tabacos labrados, la cantidad de gramos importados. 

Tratándose de las importaciones de los bienes a que se refiere el inciso G) 

de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los contribuyentes calcularán 

el impuesto por el total de litros importados de bebidas saborizadas o por 

el total de litros que se puedan obtener, de conformidad con las 

especificaciones del fabricante, por el total de concentrados, polvos, 

jarabes, esencias o extractos de sabores. Tratándose de las importaciones 

de los bienes a que se refiere el inciso H) de la fracción I del artículo 2o. 

de esta Ley, los contribuyentes calcularán el impuesto sobre el total de las 

unidades de medida y, en su caso, fracciones de dichas unidades 

importadas, según corresponda.” 

 

 

Impuesto a los plaguicidas. 

 

Esta Comisión dictaminadora está de acuerdo en establecer un impuesto a la 

enajenación e importación de plaguicidas, ya que en efecto, en la actualidad existen 

en convivencia prácticas agrícolas sustentables con un manejo biológico de plagas, 

con otras que utilizan diversos plaguicidas, que aunque permiten un aumento en la 

productividad agrícola tienen fuertes riesgos ambientales como: a) contaminación del 

agua, de los suelos, del aire y de los alimentos; b) intoxicaciones agudas (leves, 

moderadas o severas), sub crónicas, crónicas con efectos agudos como quemaduras 

de piel y ojos, cefalea, náuseas, visión borrosa, calambres musculares, vómitos y 

dificultad respiratoria, e inclusive hay estudios no concluyentes hasta ahora, que 

apuntan que estos productos podrían ser carcinógenos, y c) enfermedades como 
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disfunciones inmunológicas y daño neuronal permanente y, en casos extremos, 

pueden producir la muerte. 

 

Dichas prácticas nocivas se reflejan con el alto uso de plaguicidas o de ingredientes 

activos para su elaboración, así como con el deshecho de envases vacíos, lo que 

genera un gran riesgo ambiental y sanitario para las localidades donde se utilizan y 

para los trabajadores que los aplican. 

 

Por ello, se está de acuerdo en establecer un impuesto que grave los plaguicidas de 

acuerdo con la clasificación de peligro de toxicidad aguda establecida en la NOM-232-

SSA1-2009, de conformidad con la tabla siguiente: 

 

Tabla 1. Categorías de peligro de toxicidad aguda 

Vía de 

exposición 

Categoría 

1 

Categoría 

2 

Categoría 

3 

Categoría 

4 

Categoría 

5 

Oral (mg/kg) 5 50 300 2000 5000 

Dérmica (mg/kg) 50 200 1000 2000 

- 

Inhalatoria 

Gases (ppmV) 
100 500 2500 5000 

Inhalatoria 

Vapores (mg/l) 
0,5 2 10 20 

Inhalatoria 

Polvos y nieblas 

(mg/l) 

0,05 0,5 1 5 

Fuente: NOM-232-SSA1-2009 
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Con base en dicha tabla, esta Comisión coincide en el establecimiento de tasas que 

se aplicarán a los plaguicidas conforme a la categoría de peligro de toxicidad aguda, 

en la forma siguiente: Categorías 1 y 2 con 9%; Categoría 3 con 7%, y Categoría 4 

con 6%. 

 

Esta Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en el sentido de exentar del 

pago del impuesto a los plaguicidas que conforme a la categoría de peligro de 

toxicidad aguda corresponda a la categoría 5, por ser ligeramente tóxico y no tener 

efectos de contaminación ambiental. 

 

De igual forma, la que dictamina está de acuerdo con las diversas modificaciones que 

se proponen al articulado de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 

Servicios para definir el objeto, los sujetos obligados, las tasas aplicables, la 

definición de plaguicidas, el mecanismo de acreditamiento del impuesto y su cálculo 

mensual, así como las obligaciones formales que deberán cumplir los contribuyentes, 

entre otras medidas. 

 

No obstante lo anterior, la que dictamina considera conveniente precisar que la 

importación de los plaguicidas que de conformidad con la categoría de peligro de 

toxicidad aguda corresponda a la categoría 5 estará exenta del pago del impuesto, 

toda vez que dichos bienes estarán exentos cuando se enajenen en territorio 

nacional. 

 

También esta Dictaminadora considera pertinente que a efecto de que el impuesto 

tenga una aplicación gradual, durante 2014 se apliquen las cuotas propuestas en un 

50%. 
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Para ello se propone adicionar una fracción VIII al artículo 13 de la Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios y una fracción VI al ARTÍCULO CUARTO DE LAS 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, para quedar en los términos siguientes: 

 

“Artículo 13. ………………………………………………………………………………… 

 

VIII. Las de plaguicidas que de conformidad con la categoría de 

peligro de toxicidad aguda corresponda a la categoría 5. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO 

ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 

ARTÍCULO CUARTO. …………………………………………………………………… 

 

VI. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 2o. fracción 

I, inciso I) de la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios, durante el ejercicio fiscal de 2014, 

en sustitución de las tasas previstas en dicho inciso se 

aplicarán las siguientes: 

 

 1. Categorías 1 y 2 .......................................4.5% 

 2. Categoría 3 ...............................................3.5% 

  3. Categoría 4 ...............................................3.0%” 
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Actualización del procedimiento para determinar las tasas aplicables a 

gasolinas y diesel conforme al artículo 2o.-A, fracción I, de la Ley del 

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

 

SÉPTIMA. La que dictamina coincide con el Ejecutivo Federal en la conveniencia de 

actualizar el procedimiento para determinar las tasas aplicables a gasolinas y diesel 

previstas en la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, ya que tiene 

como objetivo adecuar la redacción de dicho ordenamiento a las condiciones vigentes 

del mercado nacional de gasolinas y diesel, las cuales se establecen en cada ejercicio 

fiscal a través de la Ley de Ingresos de la Federación. Con lo anterior, se simplifica y 

transparenta el mecanismo de cálculo de dichas tasas. Además, las definiciones que 

se proponen otorgan mayor certidumbre al contribuyente del impuesto, y 

corresponden con los procesos actuales de la refinación de petróleo crudo, así como 

con las definiciones aceptadas internacionalmente. 

 

No obstante lo anterior, la que dictamina estima conveniente modificar la fórmula 

para determinar el precio neto de venta de las gasolinas y el diesel en la Terminal de 

Almacenamiento y Reparto a efecto de establecer la mecánica para excluir de dicho 

precio el IEPS a los combustibles fósiles aplicable a las gasolinas y al diesel. 

 

Por otra parte, en la iniciativa de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y 

Servicios se propone incorporar el concepto de mermas como parte del precio de 

venta al público, debido a que existe un nivel mínimo que corresponde a la operación 

propia de Petróleos Mexicanos en la distribución de los combustibles y que de 
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acuerdo con el Instituto Mexicano del Petróleo corresponde a un nivel de 0.3375% 

del total del volumen, en sustitución del vigente de 0.74%.  

 

Este factor actualmente está contenido en la Ley de Ingresos de la Federación para el 

ejercicio fiscal de 2013, y se propuso su inclusión en la Ley del Impuesto Especial 

sobre Producción y Servicios, lo que da mayor claridad en su aplicación. 

 

Asimismo, esta Dictaminadora está de acuerdo en que el monto que se reconoce 

como mermas de la gasolina durante el proceso de comercialización pueda ser 

incorporado dentro de la mecánica de cálculo del impuesto especial sobre producción 

y servicios, y que este monto deberá ser revisado en los siguientes años, con el fin de 

reducir dicho factor en caso de que un cambio tecnológico así lo justifique. 

 

Sin embargo, con el fin de permitir a los expendios autorizados por Pemex para llevar 

a cabo la venta de gasolinas al consumidor final, el que puedan realizar las 

adecuaciones a sus sistemas de distribución con el fin de reducir sus mermas, se 

propone que la reducción en el factor de mermas se aplique gradualmente, de tal 

manera que en 2014 se aplique un factor de 0.005 y en 2015 y en adelante se 

aplique el factor originalmente propuesto. 

 

Por otra parte, se ha identificado un error de referencia en el encabezado del artículo 

2o.-A, al aludir al IEPS de combustibles fósiles (inciso H), cuando este artículo 

establece el tratamiento para el IEPS de gasolinas y diesel exclusivamente.  

 

Por lo anterior esta Dictaminadora propone modificar el encabezado del artículo 2o.-A 

y el inciso c) de la fracción I de dicho numeral de la Ley del Impuesto Especial sobre 
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Producción y Servicios y adicionar una fracción VII al Artículo Cuarto que contiene las 

disposiciones transitorias de la ley citada, en los términos siguientes: 

 

“Artículo 2o.-A. Las personas que enajenen gasolina o diesel en 

territorio nacional los combustibles señalados en el artículo 2o, fracción I, 

inciso H), estarán sujetas a las tasas y cuotas siguientes: 

 

I. ………………………………………………………………………………………… 

 

c) Precio neto de venta en la Terminal de Almacenamiento y 

Reparto: Se determinará, cuando se lleve a cabo la 

enajenación, descontando al precio de venta al público del 

combustible de que se trate, vigente en la zona geográfica 

correspondiente en el periodo citado, en el inciso f) de esta 

fracción, los montos de las cuotas señaladas en la fracción 

II de este artículo, así como las señaladas en el inciso H), 

de la fracción I, del artículo 2o. de esta Ley, multiplicado 

por el factor, redondeado a cuatro decimales, que resulte de 

la siguiente fórmula: 

 

___1__ 

  1+T 

 

Donde T corresponde a la tasa del impuesto al valor 

agregado, expresado en decimales de conformidad con lo 

señalado en la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 
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Al monto que resulte se le restarán las cuotas 

señaladas en el inciso H) de la fracción I del artículo 

2o. de esta Ley, de acuerdo al combustible de que se 

trate. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO 

ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 

ARTÍCULO CUARTO. …………………………………………………………………… 

 

VII. Durante 2014, en lugar del factor a que se refiere el inciso 

b) de la fracción I del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto 

Especial sobre Producción y Servicios, que se utiliza para 

calcular el monto por concepto de mermas, se utilizará un 

factor de 0.005.” 

 

 

Impuesto a las gasolinas destinado a las entidades federativas 

 

OCTAVA. Esta Dictaminadora está de acuerdo con la propuesta de la Iniciativa sujeta 

a dictamen consistente en reformar las características del impuesto a las gasolinas y 

diesel destinado a las entidades federativas previsto en esta Ley a fin de mejorar los 

mecanismos establecidos para que las entidades federativas cuenten con los recursos 

de dicho impuesto que se destina a dichas entidades, así como a los municipios y 

demarcaciones territoriales, sin alterar las cuotas establecidas desde 2008. 
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Así, se coincide en que, sin perjuicio de los otros impuestos aplicables a las gasolinas 

y al diesel, quienes vendan dichos combustibles deberán pagar las cuotas siguientes: 

36 centavos por litro en el caso de gasolina magna; 43.92 centavos por litro en el 

caso de gasolina premium UBA, y 29.88 centavos por litro tratándose del diesel, 

mismas cuotas que se encuentran vigentes desde su introducción en 2008. 

 

En este sentido, la que dictamina está de acuerdo en exentar las ventas que realicen 

personas diferentes a los fabricantes, productores o importadores de los combustibles 

mencionados. Los productores o importadores de gasolinas y diesel serán los únicos 

contribuyentes del gravamen, quienes lo repercutirán dentro del precio de venta de 

dichos bienes a sus adquirentes.  

 

Ahora bien, dado que el impuesto será repercutido en el precio de las gasolinas y 

diesel a los expendedores autorizados y a los distribuidores autorizados, la que 

dictamina estima conveniente exhortar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

a efecto de que establezca mecanismos de financiamiento para que el nuevo diseño 

del impuesto no les afecte. 

 

Se coincide con el Ejecutivo Federal en el sentido de que la modificación a las 

características del impuesto no provocará ningún incremento adicional en el precio 

final al consumidor de combustibles respecto al que se observa en la actualidad, así 

como que los recursos que se obtengan por este concepto se seguirán destinando a 

las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales conforme se 

establece en la Ley de Coordinación Fiscal.  
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No obstante lo anterior, la que dictamina estima conveniente que a efecto de que los 

contribuyentes puedan contar con plazo adecuado para proporcionar la información, 

ésta se presente a más tardar el día último de cada mes. También se estima 

adecuado modificar la referencia de “estaciones de servicio” por la de “expendios 

autorizados”, así como que la información que se presente de ventas a distribuidores 

se reporte por entidad federativa en la que se ubique el punto de entrega acordado 

con el distribuidor. Igualmente, se considera conveniente que la distribución del 

impuesto a las Entidades Federativas se realice durante los primeros diez días hábiles 

del mes inmediato posterior al mes en el que los contribuyentes hayan realizado el 

pago. 

 

Por otra parte, esta Dictaminadora coincide con la propuesta de derogar la 

disposición que establece que a partir del 1 de enero de 2015, las cuotas del IEPS 

aplicables a las gasolinas y diesel establecidas en el artículo 2-A, fracción II de la ley 

de la materia se disminuirán en una proporción de 9/11. 

 

Lo anterior, tomando en cuenta que en la XLV Reunión Ordinaria de la Conferencia 

Nacional de Gobernadores, sus integrantes manifestaron que dicha disminución no 

resulta conveniente, puesto que es primordial que las entidades federativas tengan 

certeza jurídica de que dicha contribución cuenta con la estabilidad requerida como 

fuente de ingresos a fin de destinar los recursos requeridos al gasto público, toda vez 

que si se redujeran las cuotas como se tiene previsto a partir de 2015, se 

comprometerá la situación financiera de las entidades federativas, al dejar de percibir 

aproximadamente 82% de lo que se recaudaría con la aplicación de dichas cuotas, lo 

que equivale a 17.2 miles de millones de pesos para 2014. 
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Por lo expuesto, la que dictamina propone la siguiente modificación a la fracción II 

del artículo 2º.-A de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios para 

quedar como sigue: 

 

“Artículo 2o.-A. ……………………………………………………………………………. 

 

II. Sin perjuicio de lo previsto en la fracción anterior, y en lo 

dispuesto en el artículo 2o., fracción I, inciso H), se aplicarán las 

cuotas siguientes: 

 

a) Gasolina Magna 36 centavos por litro. 

 

b) Gasolina Premium UBA 43.92 centavos por litro. 

 

c) Diesel 29.88 centavos por litro. 

 

Los contribuyentes trasladarán en el precio, a quien adquiera 

gasolinas o diesel, un monto equivalente al impuesto establecido 

en esta fracción, pero en ningún caso lo harán en forma expresa y 

por separado.  

 

Las cuotas a que se refiere este artículo no computarán para el 

cálculo del impuesto al valor agregado. 

 

Los recursos que se recauden en términos de esta fracción, se 

destinarán a las entidades federativas, municipios y demarcaciones 
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territoriales, conforme a lo establecido en la Ley de Coordinación 

Fiscal. 

 

 

Para los efectos de lo dispuesto en esta fracción, en sustitución de 

las declaraciones informativas a que se refiere esta Ley, los 

contribuyentes presentarán a más tardar el último día hábil de 

cada mes conjuntamente con la declaración de pago mensual, la 

información correspondiente a los litros de las gasolinas y diesel 

enajenados por los que se haya causado el impuesto por cada 

expendio autorizado estación de servicio en cada una de las 

entidades federativas durante el mes inmediato anterior; 

tratándose de enajenaciones a distribuidores de gasolinas y diesel, 

la información se presentará de acuerdo a la entidad 

federativa en la que se ubique el punto de entrega 

convenido con cada distribuidor por cada uno de los 

establecimientos del distribuidor, considerando el volumen 

entregado en cada uno de dichos establecimientos. 

 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público hará la distribución 

que corresponda a las entidades federativas durante los primeros 

diez días hábiles del el mes inmediato posterior al mes en que 

los contribuyentes hayan realizado el pago. 
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Eliminación de la exención del impuesto a la importación tratándose de 

bienes en franquicia de conformidad con la Ley Aduanera. 

 

NOVENA. La que dictamina está de acuerdo con eliminar la fracción IV, del artículo 

13 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios que establece que 

“no se pagará el impuesto por la importación de bienes en franquicia de conformidad 

con lo dispuesto en la Ley Aduanera”, toda vez que ha dado lugar a interpretaciones 

agresivas por algunos contribuyentes que han considerado que dentro del concepto 

de franquicia, a que se refiere el precepto antes señalado, quedan comprendidas las 

mercancías que se encuentran exentas conforme a la Ley de los Impuestos Generales 

de Importación y de Exportación y los tratados internacionales, partiendo de que el 

concepto de franquicia es sinónimo de exención. 

 

En efecto, se estima que una interpretación en tal sentido es incorrecta ya que los 

fines de los impuestos al comercio exterior y de los impuestos internos que también 

gravan la importación, como es el caso del IEPS, son diferentes y dicha interpretación 

provocaría, por ejemplo, que algunos de los bienes que se importan, y que son 

materia del IEPS, tales como las bebidas alcohólicas, quedaran exentas de dicho 

impuesto.  

 

Además, esta Comisión observa que, en efecto, como se destaca en la Iniciativa en 

estudio, con esta eliminación no se afecta la exención que actualmente se otorga a 

las importaciones efectuadas por pasajeros y por las misiones diplomáticas 

acreditadas en México, ya que se mantiene en sus términos vigentes la fracción II, 

del artículo 13 de la ley de la materia. 
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Momento de causación tratándose de faltantes de bienes en los 

inventarios. 

 

DÉCIMA. A efecto de otorgar mayor seguridad jurídica, esta Comisión coincide con 

la propuesta contenida en la Iniciativa del Ejecutivo Federal referente a precisar el 

momento de causación del IEPS cuando se conozca que existen faltantes de bienes 

en los inventarios de los contribuyentes y, en algunos casos, cuando se realiza el 

consumo y autoconsumo de bienes objeto de dicho impuesto. De esta forma se 

considerará que se efectúa la enajenación en el momento en el que el contribuyente 

o las autoridades fiscales conozcan que se realizaron los supuestos mencionados, lo 

que ocurra primero. Asimismo, se considera adecuado precisar que, tratándose de 

donaciones por las que se deba pagar el impuesto, el momento de causación se 

genera cuando se haga la entrega del bien donado o se extienda el comprobante que 

transfiera la propiedad, lo que ocurra primero. 

 

 

Garantía de audiencia tratándose de clausura de establecimientos en los 

que se realizan juegos con apuestas y sorteos. 

 

DÉCIMA PRIMERA. Esta Comisión dictaminadora considera acertado que, con el fin 

de corregir el problema de inconstitucionalidad observado por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis 1a. CXXXII/2011, se establezca el 

procedimiento al que deben sujetarse las autoridades fiscales en el que se respeten 

las garantías de audiencia y de defensa establecidas en el artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el caso de clausuras de 



CCCVI 
 

establecimientos donde se realicen actividades de juegos con apuestas y sorteos, 

cuando los contribuyentes de dichas actividades no cumplan con la obligación de 

llevar sistemas de cómputo y de proporcionar al Servicio de Administración Tributaria, 

en forma permanente, la información en línea y en tiempo real del sistema central de 

apuestas y con ello subsanar el hecho de que la autoridad al imponer una sanción 

debe conceder la indicada garantía constitucional en la que se cumplan las 

formalidades del procedimiento, por tratarse de un acto privativo. 

 

 

Declaraciones de pago para contribuyentes personas físicas que optan por 

tributar en el régimen de incorporación. 

 

DÉCIMA SEGUNDA. Esta Comisión considera acertado que en congruencia con la 

propuesta presentada para expedir una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta, en la 

cual se elimina el actual Régimen de Pequeños Contribuyentes, previsto en el Título 

IV, Capítulo II, Sección III de la ley, y se propone establecer el denominado 

“Régimen de Incorporación”, al cual podrán acogerse por un periodo de seis años las 

personas físicas con poca capacidad económica y administrativa, a fin de que puedan 

prepararse para cumplir adecuadamente con sus obligaciones e incorporarse al 

régimen general de la Ley del Impuesto sobre la Renta, motivo por el cual se les 

permitirá que durante el periodo mencionado puedan presentar de forma bimestral 

sus declaraciones de pago e informativas para efectos del impuesto sobre la renta, se 

permita que dichos contribuyentes también puedan presentar de manera bimestral 

las declaraciones de pago correspondientes al IEPS, precisando que no estarán 

obligados a presentar las declaraciones informativas relativas a este impuesto, 

siempre que presenten la información de las operaciones con sus proveedores en el 
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bimestre inmediato anterior, de conformidad con lo previsto en la Ley del Impuesto 

sobre la Renta. 

 

 

Se elimina la facultad que se confiere a las entidades federativas para 

administrar el impuesto sobre juegos con apuestas y sorteos, tratándose 

de pequeños contribuyentes. 

 

DÉCIMA TERCERA. Esta Comisión coincide con el planteamiento del Ejecutivo 

Federal en el sentido de eliminar el artículo 29 de la Ley del Impuesto Especial sobre 

Producción y Servicios, toda vez que dicho artículo establece que, respecto del IEPS 

aplicable a juegos con apuestas y sorteos que causen las personas físicas sujetas al 

Régimen de Pequeños Contribuyentes, será administrado por las entidades 

federativas cuando estas administren a los contribuyentes del régimen señalado y en 

la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta que se ha propuesto se suprime dicho 

régimen, por lo que las entidades federativas ya no tendrán facultades de 

administración sobre ese sector.  

 

 

Código de seguridad para cajetillas de cigarros. 

 

DÉCIMA CUARTA. La que dictamina considera adecuado que se establezca la 

obligación a los productores, fabricantes e importadores de cigarros y otros tabacos 

labrados, de imprimir un código de seguridad en cada una de las cajetillas de cigarros 

para su venta en México, con las características técnicas que establezca el Servicio de 

Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, así como la obligación 
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de dichos contribuyentes de que registren, almacenen y proporcionen al citado 

organismo, la información que se genere de los mecanismos y sistemas de impresión 

del referido código. 

 

También considera acertado facultar al Servicio de Administración Tributaria para 

que, cuando detecte cajetillas de cigarros que no cuenten con el código de seguridad 

que cumpla con las especificaciones a que se refiere el artículo 19, fracción XXII, 

proceda a asegurarlas, pasando a propiedad del fisco federal, y a efecto de que se 

lleve a cabo su destrucción, así como facultar a dicho órgano para que practique 

verificaciones en cualquier local o establecimiento en donde se vendan, enajenen o 

distribuyan en México las cajetillas de cigarros y otros tabacos labrados, a fin de 

cerciorarse que estos productos contengan impreso el código de seguridad, 

observando el procedimiento que se establece en el artículo 49 del Código Fiscal de la 

Federación. 

 

Lo anterior es así al considerar que son medidas importantes para combatir la 

falsificación y contrabando de estos productos. 

 

 

Comprobantes fiscales. 

 

DÉCIMA QUINTA. Esta Comisión estima conveniente que en concordancia con las 

modificaciones que se han realizado al Código Fiscal de la Federación en materia de 

comprobantes fiscales y con las propuestas presentadas en dicha materia en la 

Iniciativa en estudio, se lleve a cabo la modificación a diversas disposiciones en la Ley 

del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios a fin de que en éstas se 
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establezca la obligación de los contribuyentes para expedir comprobantes fiscales, 

dado que las características y requisitos que deben contener los mismos, quedan 

regulados en el mencionado Código. 

 

 

Actualización de referencias a disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. 

 

DÉCIMA SEXTA. Esta Comisión considera adecuado que derivado de la propuesta 

presentada para expedir una nueva Ley del Impuesto sobre la Renta, y toda vez que 

en la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios se alude en diversas 

disposiciones a dicha ley, se lleve a cabo la actualización de dichas referencias. 

 

Otras modificaciones 

 

Por lo que hace al segundo párrafo del inciso d) de la fracción IV del artículo 8 de la 

Ley del IEPS, la que dictamina está de acuerdo en que la referencia al comprobante 

sea al comprobante fiscal. Sin embargo observa que dicho párrafo contiene una 

supresión en relación al texto vigente sin que exista una razón para ello, por lo que 

se considera que debe ser reincorporado. 

 

De la misma manera se considera que el primer párrafo de la fracción I del 

ARTÍCULO CUARTO QUE CONTIENE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY 

DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS debe aludir al 

impuesto especial sobre producción y servicios y el último párrafo de la fracción I 

citada con antelación debe aludir a incisos y no a fracciones.  
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Por lo expuesto la que dictamina considera que los textos mencionados deben quedar 

de la forma siguiente: 

 

“Artículo 8o. ………………………………………………………………………………… 

 

IV. .……………………...………………...………………................................. 

 

d) ……………….…………………………..……................................. 

 

Cuando los servicios a que se refiere el párrafo anterior se 

ofrezcan de manera conjunta con otros servicios que se 

presten a través de una red pública de telecomunicaciones, 

la exención a que se refiere este inciso será procedente 

siempre que en el comprobante fiscal respectivo, se 

determine la contraprestación correspondiente al servicio de 

acceso a Internet de manera separada a los demás servicios 

de telecomunicaciones que se presten a través de una red 

pública y que dicha contraprestación se determine de 

acuerdo con los precios y montos de las contraprestaciones 

que se hubieran cobrado de no haberse proporcionado el 

servicio en forma conjunta con otros servicios de 

telecomunicaciones gravados por esta Ley. En este caso 

los servicios de Internet exentos no podrán exceder 

del 30% del total de las contraprestaciones antes 

referidas que se facturen en forma conjunta. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO 

ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 

ARTÍCULO CUARTO. …………………………………………………………………… 

 

I. Tratándose de la enajenación de bienes o de la prestación de 

servicios, que se hayan celebrado con anterioridad a la fecha de la 

entrada en vigor del presente Decreto, las contraprestaciones 

correspondientes que se cobren con posterioridad a la fecha 

mencionada, estarán afectas al pago del impuesto especial sobre 

producción y servicios de conformidad con las disposiciones 

vigentes en el momento de su cobro. 

 

……………………………………………………………………………………………………… 

 

b) En el caso de la enajenación de bienes o de la prestación 

de servicios que con anterioridad a la fecha de la entrada 

en vigor del presente Decreto no hayan estado afectas al 

pago del impuesto especial sobre producción y servicios y 

que con posterioridad a la fecha mencionada queden 

afectas al pago de dicho impuesto, no se estará obligado 

al pago del citado impuesto, siempre que los bienes o los 

servicios se hayan entregado o proporcionado antes de la 

fecha mencionada y el pago de las contraprestaciones 
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respectivas se realice dentro de los diez días naturales 

inmediatos posteriores a dicha fecha. 

 

Se exceptúa del tratamiento establecido en los incisos 

anteriores a las actividades que se lleven a cabo entre 

contribuyentes que sean partes relacionadas de 

conformidad con lo dispuesto por la Ley del Impuesto sobre 

la Renta, sean o no residentes en México. 

 

……………………………………………………………………………………………………..” 

 

 

Disposiciones transitorias 

 

DÉCIMA SÉPTIMA. La que dictamina está de acuerdo en que, tomando en cuenta 

que el momento de causación del IEPS se produce cuando se cobran las 

contraprestaciones por las actividades gravadas, si con motivo de las reformas 

analizadas, respecto de algunas operaciones celebradas en 2013, éstas se pagan en 

2014, quedarían afectas a una nueva tasa o estarán gravadas por vez primera, por lo 

que es pertinente establecer, mediante disposición transitoria, que cuando los bienes 

o servicios se hayan entregado o proporcionado, según corresponda, en 2013 y el 

pago se realice dentro de los primeros diez días naturales de 2014, los contribuyentes 

puedan mantener el tratamiento aplicable en 2013. 

 

 

C. LEY FEDERAL DE DERECHOS 
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PRIMERA. Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público considera apropiadas las 

medidas de la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal, ya que las mismas son 

tendientes a la mejora continua, actualización y adecuación del sustento fiscal de los 

cobros de derechos por la prestación de los servicios en funciones de derecho 

público, así como tiene como objetivo la conservación y el mantenimiento sustentable 

de los bienes de dominio público de la Nación, mediante cobros que reflejen 

adecuadamente el grado de beneficio que obtienen los particulares por el uso, goce o 

explotación de los mismos. 

 

SEGUNDA. Por lo que se refiere a la actualización de los derechos, esta 

Dictaminadora estima acertada la reforma al artículo 1o. de la Ley de la materia, con 

la finalidad de que las cuotas reflejen puntualmente las variaciones en el INPC de 

manera anual, de tal forma que las cuotas de los derechos preserven con exactitud 

por una parte los costos que le implican a la autoridad la prestación de los servicios 

públicos y por la otra el valor de los bienes de dominio público de la Nación derivado 

del beneficio que obtienen los particulares por el uso, goce, aprovechamiento o 

explotación de los mismos, de tal manera que los índices inflacionarios no 

contribuyan al deterioro de los ingresos que se generan por la aplicación de los 

derechos.  

 

En congruencia con las diversas reformas Constitucionales y legales en materia de 

facultades de los distintos órganos gubernamentales, se considera oportuna la 

propuesta de reformar el artículo 3o. de la Ley, con la finalidad de ampliar los efectos 

de dicha disposición para que cualquier dependencia, entidad u órgano del Estado 
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que preste servicios públicos o que tenga a su cargo la administración del uso, goce, 

explotación o aprovechamiento de bienes de dominio público de la Nación, esté en 

posibilidad de llevar a cabo el procedimiento de cobro que se describe en dicho 

artículo.  

 

Por otra parte, derivado de las modificaciones que el Ejecutivo Federal planteó en su 

Iniciativa con relación a los derechos sobre minería, esta Comisión Dictaminadora 

consciente de la situación de lo complejo de efectuar la fiscalización de la 

recaudación de los mencionados derechos, estima acertada la propuesta de que sea 

el Servicio de Administración Tributaria y no la Secretaría de Economía quien ejerza el 

procedimiento a que se refiere el artículo 3o., sexto párrafo de la Ley Federal de 

Derechos, para que mediante sus facultades de comprobación lleve a cabo la 

fiscalización de los derechos sobre minería a que se refiere el Capítulo XIII del Título 

Segundo de la Ley Federal de Derechos, con la finalidad de llevar una recaudación 

eficiente de todos los derechos en la materia. Asimismo, se considera conveniente 

que la Secretaría de Economía conserve la facultad de suspender el uso, goce o 

aprovechamiento de dichos bienes de dominio público de la Federación, por la 

omisión total o parcial del entero de dichos derechos. 

 

En cuanto a la intención de automatizar el intercambio de información entre la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público y las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, esta Comisión comparte la propuesta de modificar la 

fecha de presentación del informe a más tardar el último día hábil de julio y que se 

realice a través del sistema electrónico denominado “Módulo de Estimación de 

Ingresos por Concepto de Derechos, Productos y Aprovechamientos”. 
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TERCERA. Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, considera acertada la 

derogación de los derechos por la expedición del documento migratorio que acredite 

la condición de estancia de “Visitante Regional”, toda vez que el cobro del referido 

derecho desincentiva la obtención de dicha condición de estancia, lo cual dificultaría 

el control migratorio, más aun si la mayoría de quienes lo tramitan son personas 

residentes o nacionales de países vecinos de la frontera sur de nuestro país.  

 

Acorde con el Reglamento de la Ley de Migración, mediante el cual el Instituto 

Nacional de Migración está facultado para autorizar la renovación de algunas 

condiciones de estancia a los extranjeros que requieran permanecer más tiempo en 

nuestro país, la que dictamina considera adecuada la inclusión del cobro por dicho 

concepto en la Ley Federal de Derechos. 

 

Con relación a los derechos por servicios migratorios, esta Dictaminadora considera 

viable la propuesta del Ejecutivo Federal de que previo a la prestación de los 

servicios, las empresas de transporte aéreo internacional de pasajeros recauden y 

enteren el derecho por la condición de estancia de “Visitante sin permiso para realizar 

actividades remuneradas”, a los extranjeros que arriben al país vía aérea, lo cual hará 

más eficiente la recaudación de dichos derechos, toda vez que son las empresas de 

transporte aéreo las que tienen el primer contacto con los usuarios extranjeros.  

 

En este sentido, a juicio de esta representación, se considera importante destacar 

que la medida propuesta a implementar, es acorde con una política de facilitación de 

los trámites migratorios y es sumamente benéfica para el control de los flujos 

migratorios, ya que acelera el arribo y despacho de pasajeros internacionales en los 

distintos puntos de revisión migratoria en los diversos aeropuertos del país, lo cual 
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promueve una percepción positiva del país. Asimismo, dicho mecanismo de 

recaudación del derecho es similar a los que se aplican en otros países, ya que las 

propias empresas aéreas de transporte internacional de personas poseen los 

suficientes elementos para la captación del recurso, sin dejar de observar que las 

mismas participan de la imagen positiva que los pasajeros advierten mediante 

procedimientos de facilitación de esta índole.  

 

De igual forma, respecto del Derecho por Servicios Migratorios (DSM) en aeropuertos 

a pasajeros de vuelos internacionales del país a que se refiere el artículo 12 de la Ley 

Federal de Derechos, y en el cual propone el Ejecutivo Federal implementar también 

la medida de que las empresas aéreas de transporte internacional de personas sean 

los recaudadores del derecho, esta Comisión también considera adecuada dicha 

propuesta, no obstante, estima necesario ajustar su texto a efecto de que el DSM lo 

deban cubrir a la salida del territorio nacional tanto mexicanos como extranjeros. 

 

En efecto, es importante señalar que el DSM resulta aplicable a cualquier pasajero 

que lleve a cabo vuelos internacionales en los diversos aeropuertos del país, y hoy en 

día el mismo debe pagarse al momento de abandonar el territorio nacional, es por 

ello, que a efecto de continuar con medidas que faciliten el flujo migratorio, se 

considera adecuado que las empresas aéreas multicitadas puedan auxiliar a los 

pasajeros como oficinas recaudadoras del derecho. Por lo que resulta necesario 

ajustar su texto a efecto de reflejar la operación actual del derecho, mediante la 

precisión de que dicho derecho deba ser recaudado y enterado por dichas empresas 

aéreas tratándose de cualquier pasajero cuando abandone el territorio nacional, 

quedando en los siguientes términos: 
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“Artículo 12. 

…………………...............………………………………...……………….….………….. 

 

Tratándose de extranjeros pasajeros que arriben abandonen al el país 

vía aérea, el derecho previsto en este artículo, deberá ser recaudado y 

enterado por las empresas de transporte aéreo internacional de pasajeros. 

 

…………………………………………………………………………………………………………

……………..” 

 

Por otro lado, con la intención de apoyar a aquellos extranjeros que vienen al país 

por razones culturales y turísticas, así como brindar a los extranjeros la oportunidad 

de estar en el país con estancias de hasta 365 días con la posibilidad de trabajar, la 

que dictamina encuentra debidamente justificada la propuesta de hacer extensiva la 

exención del pago del derecho por la expedición del documento migratorio relativo a 

la condición de estancia al Residente Temporal cuando sea autorizado bajo los 

convenios de cooperación o intercambio educativo, cultural y científico.  

 

Por otro lado, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público considera procedente 

armonizar la Ley Federal de Derechos con lo señalado por el Reglamento de la Ley 

General de Población, al incorporar en los supuestos de dicha Ley al Residente 

Temporal para el pago del derecho por servicios migratorios por la expedición de 

autorización para realizar actividades remuneradas, en razón de que en el 

mencionado reglamento se establece el procedimiento y requisitos que deben 

satisfacer tanto el Residente Temporal Estudiante como el Residente Temporal para 

obtener el permiso de trabajo. 
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En este mismo rubro, la que dictamina considera adecuado, que en un marco de 

cooperación internacional y con la finalidad de acelerar los trámites en los puntos 

migratorios, se incorporen los derechos por la autorización o renovación para 

pertenecer al Programa Viajero Confiable, así como el relativo a la expedición de la 

tarjeta de viaje APEC Business Travel Card (ABTC). 

 

CUARTA. Por otra parte, al no estar considerado actualmente como documento 

consular el certificado de importación de armas, municiones, detonantes, explosivos y 

artificios químicos y, por tanto, ya no estar contemplado dentro de los servicios 

proporcionados por la Secretaría de Relaciones Exteriores en el Sistema Integral de 

Administración Consular, esta Comisión coincide con la propuesta del Ejecutivo 

Federal relativa a la eliminación del derecho correspondiente a dicho certificado. 

 

De igual forma, a fin de ser congruentes con otras disposiciones en las cuales se les 

otorgan diversos beneficios en el pago de otras contribuciones a los miembros del 

Servicio Exterior Mexicano, esta Dictaminadora considera viable exentar a dichos 

funcionarios del derecho por la expedición del certificado de lista de menaje de casa, 

en razón de que es la propia Secretaría de Relaciones Exteriores quien absorbe el 

costo de dichos derechos. 

 

QUINTA. Respecto de la necesidad de implementar un régimen más robusto de 

prevención, detección y reporte de actos, omisiones u operaciones que presenten los 

centros cambiarios, transmisores de dinero y sociedades financieras de objeto 

múltiple no reguladas para obtener su registro ante la Comisión Nacional Bancaria y 

de Valores y evitar que se pudiesen ubicar dentro de los supuestos penales 
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establecidos en los artículos 139, 148 Bis o 400 Bis del Código Penal Federal, esta 

Comisión de Hacienda y Crédito Público considera adecuado el cobro de un derecho 

por la prestación de servicios consistentes en el estudio, trámite y, en su caso, 

emisión o renovación de un dictamen técnico.  

 

Lo anterior, en atención a que en días recientes se aprobaron en esta Cámara de 

Diputados las reformas a la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares 

del Crédito, entre las cuales se contempló como requisito para obtener el registro por 

parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, que los centros cambiarios y 

transmisores de dinero cuenten con un dictamen técnico favorable en materia de 

Prevención de Lavado de Dinero y de Financiamiento al Terrorismo, con lo cual se 

fortalece el argumento del establecimiento del cobro del derecho por la prestación de 

este servicio. 

 

Respecto de los derechos por los servicios de inspección y vigilancia que presta la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores a las arrendadoras financieras, empresas de 

factoraje financiero, y sociedades financieras de objeto limitado, se coincide con la 

necesidad de suprimirlo de la Ley Federal de Derechos, ya que acorde con las 

modificaciones en la materia, las autorizaciones emitidas por la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público para constituirse y operar como dichas entidades 

quedaron sin efecto. 

 

SEXTA. Derivado de las afectaciones que han sufrido diversas comunidades con 

motivo de fenómenos meteorológicos y consientes de la necesidad de proveer a éstas 

de alimentos y medicinas, esta Comisión Dictaminadora considera relevante incluir en 

la Ley Federal de Derechos la exención del pago de derechos por la expedición de 
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certificados zoosanitarios y fitosanitarios, con la finalidad de brindar apoyo a la 

Federación, así como a las instituciones de enseñanza e investigación, cuando 

realicen la importación de productos o subproductos alimenticios con la finalidad de 

donarlos en beneficio de comunidades marginadas o en extrema pobreza, que se 

encuentren en situaciones de emergencia, con motivo de desastres naturales o para 

ayuda humanitaria, así como las que deriven de programas en materia de sanidad e 

inocuidad, toda vez que las importaciones que realizan no tienen como fin la 

obtención de lucro. 

 

Asimismo, a fin de evitar un pago doble por la prestación del servicio, esta Comisión 

consciente de la situación por la que atraviesa el sector agropecuario y con el ánimo 

de darle mayor competitividad, estima procedente otorgar una disminución del 50% 

de la cuota del derecho por la expedición de certificados zoosanitarios y fitosanitarios, 

en los casos de importación de vegetales, animales vivos, sus productos y 

subproductos, así como productos químicos, farmacéuticos, biológicos y alimenticios 

para uso en animales y consumo por éstos, cuando con motivo de la inspección física 

se realice el rechazo individual de animales o parte de la mercancía, ocasionando 

actualmente la cancelación del trámite. 

 

SÉPTIMA. Por otra parte, es del interés de esta Dictaminadora que se continúe con 

la simplificación de las cargas administrativas y tributarias que enfrentan los 

contribuyentes que desarrollan actividades de autotransporte, en tal virtud, se 

coincide con la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal en implementar en un 

solo derecho los trámites relativos al permiso para la operación y explotación de los 

servicios de autotransporte federal, así como establecer una cuota menor para el 

caso de que los interesados soliciten los servicios a través de medios electrónicos.  
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OCTAVA. Respecto de la propuesta de derogar el derecho por extensión de horario 

de los servicios de información de vuelo que tiene a su cargo el SENEAM, se coincide 

con la misma, toda vez que mediante dicha reforma se facilita la autodeterminación 

del derecho, logrando que el texto vigente sea aún más claro y preciso. 

 

Es de especial interés para esta Comisión de Hacienda y Crédito Público efectuar 

adecuaciones al marco fiscal en materia de derechos por el uso, goce, 

aprovechamiento o explotación del espacio aéreo mexicano, con la finalidad de evitar 

con ello la omisión del pago y requerimiento futuro por parte de la autoridad fiscal.  

 

En ese sentido, tal como lo afirma el Ejecutivo Federal en la Iniciativa que se 

dictamina, se ha venido presentando una problemática durante los últimos años 

respecto al pago de los derechos mencionados tratándose de las aeronaves con 

operaciones no regulares, las cuales al no tener un horario y rutas específicas, 

dificulta en muchas ocasiones la fiscalización del cobro del derecho a la autoridad 

prestadora del servicio, por lo que se coincide en que el pago se realice de manera 

inmediatamente posterior al aterrizaje de la aeronave o, en su caso, de manera 

previa tratándose del despegue. 

 

NOVENA. Esta Comisión Dictaminadora, consiente de fomentar las medidas de 

seguridad en las aeronaves y su operación, aeródromos, sistemas de gestión de 

seguridad operacional, así como las de vigilancia y supervisión de los proveedores de 

fabricantes de aeronaves que importen sus productos o artículos, entre otros, así 

como de cumplir con sus obligaciones contraídas con anterioridad en los convenios 

internacionales, considera viable la inclusión del Derecho por los servicios de 
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expedición de certificados en la materia. Lo anterior, es entendible dado el constante 

crecimiento del sector aeronáutico generado con motivo de los convenios 

internacionales en materia aeronáutica que el Estado Mexicano ha celebrado, lo que 

ha provocado la inversión en recursos humanos y materiales. 

 

DÉCIMA. La que dictamina encuentra debidamente justificada la propuesta de 

incorporar los servicios de enmienda para los efectos del derecho de capitanía de 

puertos, toda vez que implica la utilización de recursos humanos y materiales, las 

cuales además aumentan los riesgos para la maniobra y operación portuaria, 

estableciendo cuotas diferenciadas en atención a las dimensiones de la embarcación, 

ya que esto requiere una mayor labor de verificación para la Capitanía de Puerto. 

 

En este mismo rubro, esta Dictaminadora considera oportuna la propuesta del 

Ejecutivo Federal en brindar como una facilidad administrativa al contribuyente, la 

posibilidad de optar por efectuar en un solo pago la totalidad de los servicios 

prestados por la autoridad portuaria a las embarcaciones, lo cual generará una 

simplificación en los trámites haciendo más eficiente la operación. 

 

Asimismo, la que dictamina considera oportuna la propuesta de adicionar en la Ley 

Federal de Derechos el cobro relativo a la expedición del certificado de cumplimiento 

por parte de las instalaciones portuarias, en congruencia con los acuerdos 

internacionales que México ha suscrito en la materia. 

 

DÉCIMA PRIMERA. En materia de medio ambiente y recursos naturales, esta 

Comisión de Hacienda y Crédito Público, considera adecuada la propuesta de 

reformar el derecho por el otorgamiento de permisos, prórrogas, sustituciones, 
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transferencias o concesiones para el uso o aprovechamiento de elementos y recursos 

naturales dentro de las áreas naturales protegidas, a fin de reemplazar el término 

“permiso” por el de “autorización”, en virtud de que el Reglamento de la Ley General 

del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en Materia de Áreas Naturales 

Protegidas señala que se requiere autorización para realizar actividades dentro de 

dichas áreas. 

 

DÉCIMA SEGUNDA. Por otra parte, esta Dictaminadora coincide plenamente en que 

se establezca un derecho del 50% de la cuota que actualmente cubren las fábricas o 

laboratorios, cuando la licencia sanitaria se expida a centros de mezclas, toda vez que 

como bien se señala en la Iniciativa se requiere un trabajo menor para la expedición 

de la licencia sanitaria para estos establecimientos que para el de fábrica o 

laboratorio, ya que la autoridad únicamente lleva a cabo una revisión documental, sin 

necesidad de efectuar visitas de verificación a las instalaciones las cuales requieren 

de desplazar personal, tal y como sucede en el caso de las fábricas y laboratorios. 

 

En este mismo rubro, esta Comisión estima procedente la reforma planteada en la 

Iniciativa, a fin de ampliar el texto de la disposición fiscal y considerar el cobro de 

cualquier tipo de reposición de licencia y registro sanitario que la autoridad esté 

facultada para expedir, toda vez que la Comisión Federal para la Protección contra 

Riesgos Sanitarios, tiene la facultad de expedir reposiciones de licencias sanitarias y 

registros sanitarios distintos a los de insumos para la salud, como por ejemplo 

reposiciones de autorizaciones para la salud ambiental, licencias para 

establecimientos de Servicios de Salud y para aquellos establecimientos que 

produzcan, fabriquen o importen productos de tabaco, así como la reposición de 
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registros sanitarios expedidos para plaguicidas, nutrientes vegetales y substancias 

tóxicas o peligrosas. 

 

En esta misma materia, con el objeto de simplificar el pago de derechos, de que las 

cuotas sean proporcionales a los costos que para la autoridad sanitaria implican la 

prestación de los servicios, así como el apoyar a los productores o cosechadores de 

moluscos bivalvos a cumplir con los requisitos que solicitan otros países para aceptar 

la importación de sus productos, la que dictamina considera atinada la propuesta del 

Ejecutivo Federal de unificar y reducir las cuotas de los derechos por los servicios 

relativos. 

 

DÉCIMA TERCERA. En congruencia con la reforma publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el día 5 de agosto de 2011 a la Ley Federal de Seguridad Privada, en la 

cual se incluyó una nueva modalidad en los servicios de seguridad privada 

denominada “Servicios de Alarmas y de Monitoreo Electrónico”, y con la expedición 

del reglamento de dicha ley, publicado en el mismo órgano de difusión el día 18 de 

octubre de 2011, mediante el cual se prevé en su Capítulo II “De los Centros de 

Capacitación” los requisitos, plazos, términos y condiciones para la autorización y la 

revalidación de “Los Centros de Capacitación Privados”, se está de acuerdo en incluir 

los derechos relativos por las autorizaciones respectivas en la Ley Federal de 

Derechos, máxime que la dependencia prestadora deberá de llevar a cabo los 

procedimientos administrativos, técnicos y operativos necesarios que implican el 

estudio y trámite para su autorización o revalidación. 

 

DÉCIMA CUARTA. Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, coincide con la 

propuesta de que los usuarios de las áreas naturales protegidas sólo realicen el pago 
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correspondiente por el área que efectivamente usen o aprovechen, sin importar que 

por la ubicación geográfica de las mismas necesariamente se tenga que pasar por un 

área natural protegida contigua para poder acceder al área de destino, en beneficio 

de los turistas visitantes de dichas zonas. 

 

DÉCIMA QUINTA. Derivado de que el Gobierno Federal ha desincorporado desde 

2002 tramos carreteros de la red propia de CAPUFE, y los ha transferido al Banco 

Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C., para incorporarlos al Fideicomiso No. 

1936, Fondo Nacional de Infraestructura, que a partir de 2008 ha requerido de 

transferencias del Gobierno Federal para realizar el mantenimiento de los puentes y 

tramos carreteros que conforman su red propia, teniendo que pagar derechos 

aplicando la tasa de 5.0% sobre los ingresos por la venta de bienes y servicios que 

obtenga por el uso de las carreteras y puentes federales, mientras que a las 

carreteras concesionadas a terceros se les fija un aprovechamiento de 0.5% sobre 

ingresos brutos, además de que entera a la Federación el 25% de los ingresos por 

peaje obtenidos en los puentes a su cargo, de conformidad con el artículo 9-A de la 

Ley de Coordinación Fiscal, es de observarse que se han reducido los ingresos por 

peaje de este organismo, además de pagar derechos sobre ingresos que no son 

propios. 

 

Bajo ese contexto, esta Dictaminadora estima pertinente disminuir la tasa al 1% 

sobre los ingresos por la venta de bienes y servicios que obtenga CAPUFE por el uso 

de las carreteras y puentes federales, exceptuando de la base del derecho los 

ingresos que el organismo entere a la Federación por concepto de coordinación fiscal. 

Dicha medida permitirá a CAPUFE pagar derechos sólo sobre aquellos ingresos que 
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son considerados como propios y con una tasa similar a la de otros concesionarios de 

infraestructura carretera. 

 

DÉCIMA SEXTA. En lo que respecta a las modificaciones de la Ley Federal de 

Derechos planteadas en la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal en materia 

hídrica, esta Comisión comparte lo manifestado en la misma al señalar que de 

acuerdo a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las aguas y sus 

bienes públicos inherentes son propiedad originaria de la Nación; por tanto, al ser 

propiedad de la Nación los cuerpos que almacenan o encausan las aguas nacionales, 

el Estado Mexicano debe administrarlos, gestionarlos y preservar su calidad y 

cantidad.  

 

Lo anterior, encuentra congruencia, al señalar que la Federación en el ámbito de su 

competencia, diseñará, desarrollará y aplicará instrumentos económicos dentro de los 

cuales se encuentran los de carácter fiscal, con el objeto de promover un cambio en 

la conducta de las personas para que sean compatibles con los intereses colectivos 

de protección ambiental. 

 

Por lo anterior, con relación a la explotación, uso o aprovechamiento de aguas 

nacionales, la que dictamina coincide en que los problemas actuales que enfrenta la 

autoridad del agua y que le impiden que se lleve una adecuada gestión integral del 

recurso hídrico en el país, se presenta en la manera en como actualmente están 

previstas las zonas de disponibilidad y su clasificación, toda vez que al determinar las 

zonas de disponibilidad por municipio no se refleja la abundancia o escasez real del 

recurso, pues en un mismo municipio pueden concurrir una variedad de acuíferos o 
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cuencas con sus propias condiciones y características que inciden directamente en la 

disponibilidad del recurso. 

 

En ese sentido, la que dictamina encuentra debidamente justificada la propuesta de 

implementar en la Ley Federal de Derechos la metodología a través de la cual se 

determinará la clasificación de las zonas de disponibilidad atendiendo a la fuente de 

extracción, distinguiendo entre una cuenca o acuífero, lo cual permitirá reconocer la 

disponibilidad tanto del agua superficial como subterránea y a cada una de ellas 

asignarle la zona de disponibilidad que corresponda para efectos del cálculo del 

derecho por el uso, aprovechamiento o explotación de aguas nacionales. 

 

Al respecto, ya que técnicamente sólo se justifica que existan cuatro zonas de 

disponibilidad, se estima procedente disminuir las referidas zonas de nueve a cuatro, 

estableciendo cuotas en atención del uso que tenga el recurso hídrico, y 

diferenciando las cuotas atendiendo a si la extracción del agua se realiza en una 

cuenca o acuífero. 

 

Es de especial interés de esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, el hacer un 

uso racional del agua, por tal razón y a fin de disminuir la alteración de las 

condiciones ambientales preexistentes tanto de la fuente de extracción como del sitio 

de destino, se considera oportuna la propuesta de establecer un derecho de trasvase 

consistente en el uso, aprovechamiento o explotación de aguas nacionales 

trasladadas de una cuenca a otra distinta por mecanismos artificiales con la cual no 

tiene conexión natural. 
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Dicha contribución busca establecer un esquema regulatorio proporcional y equitativo 

que determina y asigna en forma eficiente el monto del derecho a cubrir, así como la 

distribución del recurso hídrico, toda vez que el llevar agua de una cuenca a otra trae 

como consecuencia una disminución en la disponibilidad del agua en la cuenca 

exportadora, mientras que el efecto en la cuenca de destino es precisamente el 

aumento de disponibilidad, lo que genera que al disminuir la disponibilidad del agua 

en la zona de disponibilidad de donde se exporta se encarezca; y por su parte, al 

incrementar la disponibilidad del agua en la cuenca de destino disminuya el monto 

del derecho, lo que ocasiona una variación en cuanto a la disponibilidad del recurso 

hídrico y por ende de los derechos. 

 

Bajo esa tesitura, esta Comisión considera que mediante dicha propuesta se reconoce 

fiscalmente el impacto ambiental, económico y el costo de oportunidad social que 

sufre la cuenca de donde se exporta agua para trasvasar, así como reconoce 

económicamente la diferencia entre los montos de las cuotas del derecho en estudio. 

 

Cabe señalar, que mediante el trasvase se propone incentivar a los contribuyentes a 

llevar a cabo el análisis de medidas alternas para satisfacer la demanda de agua, 

evitando así como primera opción el trasvase de agua, el cual de no contar con una 

regulación adecuada podría generar problemas sociales, ambientales y económicos. 

 

Por otra parte, respecto de la exención por el uso de aguas salobres, la autoridad al 

no tener la certeza que durante la vigencia del certificado de agua salobre el volumen 

que extrae, usa o aprovecha sigue teniendo la calidad de agua salobre, ocasiona que 

existan usuarios que gozan del beneficio fiscal hasta por tres ejercicios fiscales sin 
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que el contribuyente tenga la obligación de pagar el derecho por uso, explotación o 

aprovechamiento de aguas nacionales. 

 

Bajo ese contexto, la que dictamina considera de gran importancia el incentivar el 

uso de aguas salobres en sustitución de las aguas dulces del país, en tal virtud 

considera procedente el establecer como regla general para obtener el beneficio de la 

exención del derecho que el contribuyente acredite que el recurso hídrico contiene 

más de 2,500 miligramos por litro de sólidos disueltos totales, ya sea mediante un 

muestreo y análisis diario realizado por laboratorio acreditado, o a través de 

medidores de calidad del agua que determinen la concentración de sólidos disueltos 

totales de forma diaria, debiendo en este último caso contar con la validación por la 

CONAGUA de que el medidor cumple con los requisitos establecidos en las reglas de 

carácter general expedidas para tal efecto. 

 

En este mismo rubro, la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal, señala que los 

contribuyentes no podrán disminuir del pago del derecho el costo de los aparatos de 

medición de calidad y los gastos de su instalación. Sin embargo, esta Comisión de 

Hacienda y Crédito Público, considera que con la finalidad de otorgar el mismo 

tratamiento a los medidores de calidad para aguas salobres que al de los medidores 

volumétricos, se pueda disminuir del monto del derecho por uso, explotación o 

aprovechamiento de aguas nacionales, el costo comprobado de los aparatos de 

medición de calidad para aguas salobres y los gastos de su instalación. 

 

Bajo ese contexto, se propone eliminar de la propuesta lo relativo a la no disminución 

del costo comprobado de los medidores de calidad para aguas salobres y los gastos 

de su instalación, toda vez que actualmente el artículo 224-A de la Ley Federal de 
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Derechos ya contempla la disminución de los aparatos de medición en general, sean 

volumétricos o para aguas salobres. 

 

Por lo anterior, se plantea la siguiente modificación al inciso b) de la fracción VI del 

artículo 224 de la Ley Federal de Derechos: 

 

“Artículo 224. 
............................................................................................................
.. 
 

VI. ……………......……………………………………………………....…………. 
 

b). ….......……………………………………..……………………………... 
 

Los contribuyentes no podrán disminuir del pago del 
derecho el costo de los aparatos de medición y los gastos 
de su instalación a que se refiere el párrafo anterior. 

 
…….....................................……………….......................…………………..……
………” 

 

Por otra parte, con relación a la determinación de las zonas de disponibilidad a que 

se refiere el artículo 231 de la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal, la que 

dictamina considera prudente que con el propósito de otorgar certeza jurídica y de 

que los contribuyentes tengan datos preliminares en cuanto a los valores de las 

variables que se utilizarán en las fórmulas para determinar la zona de disponibilidad 

de la cuenca o acuífero para el ejercicio fiscal siguiente, se adicione una fracción III 

al artículo 231 de la Ley Federal de Derechos, en la que se prevea que la Comisión 

Nacional del Agua para fines informativos publique en su página de Internet en el 

mes de septiembre los valores de las variables y las zonas de disponibilidad 

preliminares a dicho mes; con independencia de los valores definitivos que se 
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publicarán en el Diario Oficial de la Federación a más tardar el mes de febrero del 

ejercicio fiscal siguiente, con base en los cuales se determinarán las zonas de 

disponibilidad que correspondan a cada cuenca o acuífero aplicables durante ese 

ejercicio fiscal. 

 

Al respecto, la adición de una fracción III al artículo 231 de la Ley Federal de 

Derechos, quedaría en los siguientes términos: 

 

“Artículo 231. 
............................................................................................................
.. 
 

III. La Comisión Nacional del Agua para fines informativos 
publicará en su página de Internet en el mes de 
septiembre los valores preliminares calculados a dicho 
mes de cada una de las variables que integran las 
fórmulas previstas en las fracciones I y II de este 
artículo, así como la zona de disponibilidad que 
correspondería a cada cuenca o acuífero. 

 
Lo previsto en esta fracción es sin menoscabo de lo 
dispuesto en las fracciones anteriores de este artículo. 

 
…….....................................……………….......................…………………..……
…..……” 

 

En cuanto a los cuerpos receptores de las descargas de aguas residuales, esta 

Dictaminadora coincide con lo planteado por el Ejecutivo Federal, al señalar que el 

Estado Mexicano tiene la obligación de garantizar que no haya una afectación al 

medio ambiente generado por las descargas de aguas contaminadas. 
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En ese sentido, en virtud de que el derecho de mérito no ha logrado alcanzar los 

objetivos de incidir en la reducción de los niveles de contaminación de los cuerpos de 

agua, toda vez que actualmente, los contribuyentes auto-declaran el volumen y la 

calidad descargados y sólo en el caso de que superen los límites máximos permisibles 

de SST y DQO establecidos en la Ley Federal de Derechos están obligados a pagar el 

mencionado derecho, esta Dictaminadora estima procedente la propuesta del 

Ejecutivo Federal en el sentido de adecuar la Ley Federal de Derechos a efecto de 

implementar un derecho que grave el volumen de descarga de agua residual y 

cualquier nivel de contaminación de SST y DQO, mediante un fácil control a través de 

la medición de los volúmenes descargados, así como el establecimiento de criterios 

técnicos acordes a las Normas Oficiales Mexicanas y las condiciones particulares de 

descarga. 

 

En efecto, la que dictamina coincide en facultar a la CONAGUA para instalar 

medidores volumétricos que le permitan evitar la asimetría en la información de las 

descargas efectuadas por los contribuyentes, lo que llevará a lograr un control 

efectivo por parte de la autoridad. 

 

Asimismo, esta Dictaminadora coincide en que a elección de los contribuyentes que 

descarguen aguas residuales no municipales puedan aplicar cuotas distintas 

atendiendo a los tres grupos de: i) descargas de comercio y servicios asimilables a las 

de servicio público urbano; ii) descargas industriales preponderantemente 

biodegradables, y iii) descargas industriales preponderantemente no biodegradables, 

ya que de esta forma el tratamiento fiscal será acorde a la calidad de la descarga.  
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Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público considera que además de estimular 

fiscalmente a que los contribuyentes realicen el tratamiento de sus aguas residuales 

previo a descargarlas a los cuerpos receptores propiedad de la Nación, así como a 

implementar procesos productivos menos contaminantes, se incluya un régimen 

optativo para acreditar contra el monto del derecho a cargo una cantidad 

proporcional a la calidad de la descarga. 

 

Acorde a lo anterior, la que dictamina estima procedente la propuesta de que el 

contribuyente que descargue por debajo de las concentraciones características de los 

contaminantes SST y DQO, deberá probar ante la autoridad fiscal los niveles de 

concentración de sus descargas mediante análisis de laboratorio acreditado y 

aprobado por las autoridades competentes y para tal efecto y consciente de la 

necesidad de incentivar a que los contribuyentes lleven a cabo procesos de 

saneamiento de las aguas residuales, estima procedente reformar la fracción I, del 

artículo 282 de la Ley Federal de Derechos, a fin de prever como una causal de 

exención del pago del derecho a aquellos contribuyentes que acrediten con los 

referidos análisis de laboratorio, que su descarga no rebasa los límites máximos 

permisibles establecidos en la Ley, o bien, en las condiciones particulares de descarga 

que la CONAGUA emita. 

 

En ese mismo sentido, se coincide con extender el beneficio de la exención a 

poblaciones inferiores a 10,000 habitantes, en virtud de que las descargas de estas 

poblaciones contienen contaminantes provenientes de uso público urbano que por su 

composición puedan ser asimilados por la propia naturaleza, así como el hecho de 

reconocer la vulnerabilidad económica en que se encuentran dichas poblaciones. 
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Finalmente, en materia hídrica esta Comisión considera acertada la propuesta de 

conservar en la Ley Federal de Derechos el beneficio que tiende a incentivar el 

tratamiento de aguas residuales, aplicable a aquellos contribuyentes que realicen 

acciones para mejorar la calidad del agua de sus descargas y éstas sean de una 

calidad igual o superior a la establecida en la Norma Oficial Mexicana NOM-127-SSA1-

1994, pudiendo beneficiarse con una reducción en el pago del derecho de hasta un 

30%. 

 

DÉCIMA SÉPTIMA. En relación con los derechos por el uso, goce o 

aprovechamiento de playas, la zona federal marítimo terrestre, y los terrenos 

ganados al mar o a cualquier otro depósito de aguas marítimas, es de mencionar que 

se concuerda con el Ejecutivo Federal, que a fin de evitar abusos del beneficio que 

otorga la Ley Federal de Derechos, se elimine la excepción a las obras de protección 

contra fenómenos naturales ya que los particulares llevan a cabo obras con 

cimentación generando un impacto en la zona federal y cubriendo un pago menor 

que es el de protección, debido a que generalmente se trata de bardas de concreto 

que los particulares construyen en zona federal para delimitar su propiedad y no así 

para protegerse de fenómenos naturales, lo cual implica un riesgo para la integridad 

física de los habitantes.  

 

En esta misma materia esta Dictaminadora considera prudente que se realicen 

diversas adecuaciones al uso de ornato, con el objetivo de que no comprenda obras 

de ingeniería civil. Lo anterior, permitirá diferenciar con claridad los tres tipos de uso 

que se establecen como son el de protección, el de ornato y el general, tomando en 

consideración el tipo de impacto ecológico que las actividades y construcciones 

pueden generar, definiendo que el uso de protección debe implicar únicamente la 
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conservación de la zona federal, el uso de ornato, el embellecimiento del lugar a 

través de obras de fácil remoción que no generen impacto significativo, y el uso 

general debe necesariamente comprender las obras de ingeniería civil y las que 

requieran trabajos de cimentación. 

 

DÉCIMA OCTAVA. En materia del espectro radioeléctrico, el H. Congreso de la 

Unión aprobó reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de telecomunicaciones, que, entre otros aspectos, tiene el propósito de 

beneficiar a todos los mexicanos, con el fin de hacer realidad el acceso de la 

población a las tecnologías de la información y la comunicación, incluida la banda 

ancha, así como establecer condiciones de competencia y libre concurrencia en los 

servicios de telecomunicaciones y radiodifusión. 

 

Ahora bien, la que dictamina considera que la iniciativa presentada por el Ejecutivo 

Federal es congruente con lo anterior, ya que propone el régimen fiscal en materia de 

derechos por el uso, goce, aprovechamiento o explotación del espectro radioeléctrico 

para las bandas de frecuencias de 410 MHz a 430 MHz, de 698 MHz a 806 MHz y de 

2.5 GHz a 2.69 GHz. 

 

Asimismo, es conveniente señalar, que dicha propuesta descansa en los criterios que 

ha sustentado la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta materia, cuyos 

rubros y datos de localización son los siguientes: 

 

ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. FORMA PARTE DEL ESPACIO AÉREO, QUE 

CONSTITUYE UN BIEN NACIONAL DE USO COMÚN SUJETO AL RÉGIMEN 

DE DOMINIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN, PARA CUYO 
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APROVECHAMIENTO ESPECIAL SE REQUIERE CONCESIÓN, AUTORIZACIÓN 

O PERMISO. [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVI, 

Diciembre de 2007; Pág. 987. 

 

DERECHOS POR EL USO, GOCE, APROVECHAMIENTO O EXPLOTACIÓN DE 

BANDAS DE FRECUENCIA DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. EL ARTÍCULO 

244-D DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 

TRIBUTARIA. [TA]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIII, 

Enero de 2011; Pág. 1472. 

 

DERECHOS POR EL USO, GOCE, APROVECHAMIENTO O EXPLOTACIÓN DE 

BANDAS DE FRECUENCIA DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. EL ARTÍCULO 

244-D DE LA LEY RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. [TA]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su 

Gaceta; Tomo XXXIII, Enero de 2011; Pág. 1473. 

 

De igual forma, la propuesta presentada es acorde al principio de equidad, y 

promueve una regulación más equitativa respecto del uso, goce, explotación y 

aprovechamiento del espectro radioeléctrico. 

 

Adicional a lo anterior, y de conformidad con los criterios de constitucionalidad ya 

establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el Amparo en 

Revisión número 1418/2006, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, estima 

viable la posibilidad de ordenar los cobros vigentes y gravar otros rangos de bandas 

que actualmente no tributan bajo la estructura de los derechos, con la intención de 

homologar el tratamiento a los diversos concesionarios. 
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En ese sentido, se destaca que en efecto, el Supremo Tribunal de nuestro país ha 

resuelto que tratándose del espectro radioeléctrico, es posible establecer 

contraprestaciones en función del plazo de la concesión, las diferencias geográficas o 

de población, las características técnicas y ancho de banda y el valor de mercado de 

cada banda de frecuencias, entre otros aspectos; así, la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación señaló, en la ejecutoria correspondiente, en la parte que interesa, lo 

siguiente: 

 

“De este modo resulta que las diversas cuotas establecidas en el artículo 

244-B de la Ley Federal de Derechos, vigente en 2004, no son violatorias 

del principio de equidad tributaria pues están homologadas cuando se use y 

aproveche el mismo tipo de banda de frecuencia en la misma región o área 

de cobertura pero son distintas cuanto se trata de otras bandas de 

frecuencia, es otro el ancho de banda y distinta la región en la que se 

explote y aproveche por el concesionario, sin que sea el caso que se 

puedan cobrar las mismas cuotas para todas las regiones en que está 

dividido el país en materia de telecomunicaciones, ya que el espectro 

radioeléctrico no es igual en todas las regiones pues además de las 

diferencias geográficas y de población indicadas, existen las técnicas 

relativas a las bandas de frecuencia, el ancho de la banda y el valor de 

mercado de cada banda de frecuencia.” 

 

Así las cosas, de conformidad con el artículo 134 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, con relación a los artículos 25, 26, 27 y 28 del mismo 

ordenamiento, el Estado tiene la responsabilidad de que los bienes del dominio de la 
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Nación, como recursos económicos, sean manejados bajo los principios de eficiencia, 

eficacia, economía, transparencia y honradez, para lograr un equilibrio de las fuerzas 

del mercado.  

 

Al respecto, tiene relevancia lo señalado en la tesis jurisprudencial 72/2007 del Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada bajo el rubro “ESPECTRO 

RADIOELÉCTRICO. A LAS CONCESIONES RELATIVAS SON APLICABLES LOS 

PRINCIPIOS CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CONJUNTAMENTE CON LOS ESTABLECIDOS 

EN LOS NUMERALES QUE CONFORMAN EL CAPÍTULO ECONÓMICO DE ÉSTA, Y 

PREFERENTEMENTE LOS RELATIVOS A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS 

GOBERNADOS.” 

 

En el caso de las cuotas de derechos propuestas para las bandas de 410 MHz a 430 

MHz, se considera que reflejan el valor de mercado de esta banda de frecuencias, al 

no estar identificada por la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) como 

una banda en la que se puedan proporcionar servicios denominados como IMT-

Avanzados y que actualmente se utiliza dadas sus características técnicas y 

regulatorias para proporcionar el servicio de radiocomunicación especializada de 

flotillas (trunking). 

 

Por otra parte, de acuerdo con lo planteado en la Iniciativa, se considera acertada la 

derogación del artículo 244-A de la Ley Federal de Derechos, ya que al no existir 

contribuyentes que se encuentren gravados bajo el mencionado precepto, no tiene 

razón de mantener dicha norma vigente.  
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En otro orden de ideas, con la finalidad de respetar las condiciones vigentes en las 

que se encuentran las concesiones de las bandas de frecuencias de 2.5 a 2.69 GHz 

que únicamente presten el servicio de televisión restringida por microondas y que las 

empresas puedan migrar a sus usuarios actuales del servicio de televisión restringida 

por microondas a otras redes de telecomunicaciones, la que dictamina coincide en 

establecer mediante una disposición transitoria que las concesiones vigentes sobre 

dichas bandas continúen pagando el derecho establecido en el artículo 243 de la Ley 

Federal de Derechos hasta 2018 o hasta el momento en que se les modifique su 

concesión bajo la modalidad de concesión única que establece nuestra Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y puedan prestar todo tipo de servicios a 

través de sus redes, lo que ocurra primero. 

 

En ese sentido, a más tardar en 2018 todas las empresas que tengan una concesión 

única y puedan proporcionar cualquier tipo de servicios en la banda de frecuencias de 

2.5 a 2.69 GHz, pagarán las cuotas establecidas en el artículo 244-G de la Ley Federal 

de Derechos. 

 

Lo anterior, es acorde con el criterio que sustenta nuestro más Alto Tribunal, visible 

en la tesis de rubro y texto siguiente:  

 

“DERECHOS POR EL USO, GOCE, APROVECHAMIENTO O EXPLOTACIÓN 

DE BANDAS DE FRECUENCIA DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. EL 

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO, EN RELACIÓN CON EL 244-E, DEL 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA LEY FEDERAL RELATIVA, 

PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 27 DE 

NOVIEMBRE DE 2009, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
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TRIBUTARIA. Acorde con el mencionado precepto transitorio, para 

quienes se ubiquen en los supuestos del artículo 244-E de la Ley Federal 

de Derechos, la entrada en vigor de la reforma iniciaría a partir del 1o. de 

enero de 2012 cuando las concesiones correspondientes se hayan 

otorgado a más tardar el 30 de noviembre de 2010; y del 1o. de enero de 

2013, cuando las concesiones respectivas se hubieran otorgado después 

del 1o. de diciembre de 2010. Lo anterior no transgrede el principio de 

equidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que el 

artículo transitorio únicamente determina bajo qué régimen tributario se 

ubicarán los concesionarios, y si bien la diferencia de trato radica en la 

temporalidad en la cual fueron otorgadas las concesiones objeto del 

gravamen, ello deriva de que se proyectan sobre situaciones diferentes, 

por referirse a diversas frecuencias, bandas y regiones, que hacen que no 

se viole el principio de equidad tributaria; por tanto, el trato desigual dado 

a los concesionarios se justifica, pues si bien es cierto que todos usan o 

explotan el espectro radioeléctrico, también lo es que lo hacen en 

condiciones distintas. [TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro 

VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 1269.”  

 

Adicionalmente, esta Comisión Dictaminadora considera adecuado el incremento a las 

cuotas correspondientes al derecho por el uso, goce, aprovechamiento o explotación 

de bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico a que se refiere el artículo 244-D 

de la Ley Federal de Derechos, con la finalidad de homologarlas con las cuotas 

vigentes del artículo 244-B de dicho ordenamiento, en razón de que las bandas a que 

se refieren ambos preceptos tienen características técnicas similares y la posibilidad 



CCCXLI 
 

de proporcionar servicios semejantes, lo cual en ningún momento implicará una carga 

fiscal adicional al contribuyente, ya que actualmente pagan la diferencia bajo la 

naturaleza jurídica de aprovechamientos. 

 

Por otra parte, por lo que se refiere a las bandas de 698 MHz y 2.5 GHz, esta 

Dictaminadora considera coherente establecer en la Ley Federal de Derechos el 

régimen que será aplicable por el uso, goce, aprovechamiento o explotación de las 

bandas de frecuencias referidas, mismas que actualmente no se encuentran gravadas 

bajo la figura de derechos, a fin de establecer un esquema equitativo. 

 

Al respecto, cabe señalar que de acuerdo con las características técnicas de 

propagación y atenuación de la banda de 2.5 GHz a 2.69 GHz, el valor de esta banda 

de frecuencias, en comparación con otras bandas de frecuencias más bajas, resulta 

menor ya que se requiere de un mayor número de radiobases para poder operarla; 

esto se traduce en mayores costos de inversión en infraestructura que el operador 

debe asumir. 

 

Es de resaltar, que a partir de la reforma constitucional en materia de 

telecomunicaciones, es facultad exclusiva del Instituto Federal de Telecomunicaciones 

(IFETEL) fijar el monto de las contraprestaciones por el otorgamiento de las 

concesiones, así como por la autorización de servicios vinculados a éstas, sin 

embargo la facultad de establecer contribuciones, y en el caso específico, derechos 

por el uso, goce, aprovechamiento o explotación de bandas de frecuencias es del 

Congreso de la Unión de conformidad con la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 
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Actualmente a través de las bandas de frecuencia contempladas en los artículos 244-

B, 244-D y 244-E de la Ley Federal de Derechos, relativos al uso, goce, 

aprovechamiento o explotación del espectro radioeléctrico, las empresas pueden 

proporcionar los servicios denominados como IMT-Avanzados, mismas que la Unión 

Internacional de Telecomunicaciones las clasifica con ese carácter, para lo cual es de 

mencionar que la banda de 2.5 GHz a 2.69 GHz que se propone incorporar en el 

artículo 244-G de dicho ordenamiento cuenta con iguales características técnicas que 

le permiten ser utilizada para el mismo tipo de servicios IMT-Avanzados. 

 

Bajo ese contexto, la que dictamina propone una reducción en el monto de las cuotas 

propuestas por el Ejecutivo Federal con el fin de que el IFETEL efectivamente 

disponga de un margen suficiente para establecer las contraprestaciones que le 

faculta la Constitución ya sea por el otorgamiento o prórroga de las concesiones o 

por la autorización de servicios vinculados a éstas, así como establecer obligaciones 

de cobertura o de mejora en la calidad de los servicios y a su vez que cumplan con 

los principios que la propia Constitución señala para esta banda de frecuencias en 

cuanto a acceso universal no discriminatorio, compartido y continuo. 

 

Adicional a lo anterior, dicha disminución se justifica por una parte, al ser 

actualmente una banda complementaria y sólo en el mediano plazo se comience a 

utilizar como una banda de frecuencias sustituta de las demás bandas IMT-Avanzadas 

y, por la otra, para fomentar el despliegue de nuevas redes de telecomunicaciones 

para su explotación para que se puedan proporcionar servicios de telecomunicaciones 

avanzados conforme al uso más amplio que la tecnología permita. 

 



CCCXLIII 
 

En congruencia con lo anterior, es importante mencionar que las cuotas de los 

derechos que graven el uso, goce, aprovechamiento o explotación de la banda de 2.5 

GHz a 2.69 GHz permitirán que los servicios de telecomunicaciones en México se 

encuentren en un nivel de penetración y precios inclusive por debajoal de los países 

de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), para lo cual 

dichas cuotas deben tener un nivel bajo el promedio de acuerdo a referencias 

internacionales, a fin de que los derechos sean equivalentes a 0.055 dólares por MHz 

por habitante. 

 

En tal virtud, se propone la siguiente modificación al artículo 244-G de la Ley Federal 

de Derechos: 

 

“Artículo 244-G. 
............................................................................................................ 
 

Tabla B 
 

Cobertura 

Cuota por cada 
kilohertz 

concesionado o 
permisionado 

1 MHz=1000 KHz 
Todos los municipios de Baja California, Baja 
California Sur y el municipio de San Luis Río 
Colorado del estado de Sonora. 
 

$1,906.73 
$832.25 

Todos los municipios de Sinaloa y todos los de 
Sonora, excepto el municipio de San Luis Río 
Colorado. 

$282.65 
$123.37 
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Todos los municipios de los estados de Chihuahua 
y Durango y los municipios Francisco I. Madero, 
Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca del estado 
de Coahuila. 
 

$1,200.54 
$524.01 

Todos los municipios de los estados de Nuevo 
León, Tamaulipas y Coahuila, con excepción de los 
municipios de Francisco I. Madero, Matamoros, San 
Pedro, Torreón y Viesca. 
 

$5,971.31 
$2,606.34 

Todos los municipios de los estados de Colima, 
Michoacán, Nayarit y Jalisco, excepto los 
municipios de Bolaños, Colotlán, Encarnación de 
Díaz, Huejúcar, Huejuquilla, Lagos de Moreno, 
Mezquitic, Ojuelos de Jalisco, Santa María de los 
Ángeles, Teocaltiche, Villa Guerrero y Villa Hidalgo. 
 

$2,319.12 
$1,012.25 

Todos los municipios de Aguascalientes, 
Guanajuato, Querétaro, San Luis Potosí, Zacatecas 
y los municipios de Bolaños, Colotlán, Encarnación 
de Díaz, Huejúcar, Huejuquilla, Lagos de Moreno, 
Mezquitic, Ojuelos de Jalisco, Santa María de los 
Ángeles, Teocaltiche, Villa Guerrero y Villa Hidalgo 
del estado de Jalisco. 
 

$967.55 
$422.32 

Todos los municipios de los estados de Guerrero, 
Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 
 

$165.29 
$72.14 

Todos los municipios de los estados de Campeche, 
Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán. 
 

$111.72 
$48.76 

Todos los municipios de los estados de Hidalgo, 
Morelos y Estado de México, y todas las 
delegaciones del Distrito Federal. 
 

$8,685.07 
$3,790.84 

 
………………………………………………………………………………………......………” 
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Cabe señalar que el impacto recaudatorio de disminuir las cuotas que se proponen, a 

partir del año en que conjuntamente se aplique, será de alrededor de 11 mil millones 

de pesos. 

 

Por otra parte, en cuanto a la propuesta de adicionar un artículo 244-H a la Ley 

Federal de Derechos, es de señalar que el artículo Décimo Sexto transitorio del 

Decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Mexicanos, publicado en 

el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, establece que el Estado, a 

través del Ejecutivo Federal, en coordinación con el IFETEL, garantizará la instalación 

de una red pública compartida de telecomunicaciones que impulse el acceso efectivo 

de la población a la comunicación de banda ancha y a los servicios de 

telecomunicaciones. De acuerdo con el mismo artículo, dicha red contemplará el 

aprovechamiento de al menos 90 MHz de la banda de 700 MHz. 

 

En congruencia con lo anterior, esta Dictaminadora considera coherente establecer 

en la Ley Federal de Derechos el régimen que será aplicable por el uso, goce, 

aprovechamiento o explotación de la banda de 698 MHz a 806 MHz, misma que 

actualmente no se encuentra gravada bajo la figura de derechos. 

 

Al respecto, se considera apropiada la propuesta del Ejecutivo Federal al señalar que 

cualquier uso comercial del espectro radioeléctrico debe sujetarse al régimen 

tributario de pago de derechos, ya que se trata de la explotación de un bien del 

dominio público de la Federación. Sin embargo, es necesario que los derechos que 

deban pagarse por el uso, goce, aprovechamiento o explotación de la banda de 700 

MHz, sean consistentes con el destino y las características ordenadas por la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que la distinguen ampliamente 
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de cualquier otra banda cuya explotación se lleve cabo a través de concesiones 

convencionales otorgadas al amparo de la Ley Federal de Telecomunicaciones. 

 

Acorde a las características que se desprenden directamente de la Constitución, se 

genera una condición única de carga regulatoria y requerimientos de inversión, que 

deben ser tomados en cuenta en la determinación de los derechos que le son 

aplicables, a efecto de asegurar que su pago no afecte el cumplimiento de los 

mandatos constitucionales; es decir, debe asegurarse que el pago de los derechos 

correspondientes sumado al costo del cumplimiento de las obligaciones impuestas no 

la hagan inviable para el destino previsto en la Constitución. 

 

Las características especiales aplicables a esta banda se presentan en el siguiente 

cuadro comparativo: 

 

Característica 
Red pública 
compartida 

Red convencional 
(concesiones 
existentes) 

Modelo de 
comercialización 

Venta desagregada de 
servicios y capacidades 

obligatoriamente al 
mayoreo 

Sin restricciones a la 
comercialización de 

servicios 

Requerimientos de 
cobertura 

Obligación de cobertura 
universal 

Condiciones mínimas de 
cobertura 

Despliegue de 
infraestructura de 

acceso 
Desde cero (greenfield) 

Basado en 
infraestructura existente 

Tiempos de despliegue 
Mandato Constitucional 

(2014 – 2018) 

Conforme al plan de 
negocios del 
concesionario 
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Reinversión de utilidades 
para despliegue de red 

Obligatoria Discrecional 

Política tarifaria Regulada Libertad tarifaria 

Compartición de 
infraestructura 

Obligatoria y total Discrecional 

 

Como puede apreciarse, se trata de una banda que está asignada a un fin específico 

ordenado por la Constitución, con características especiales que la distinguen de otras 

bandas, que hacen necesario que la determinación de los derechos aplicables por su 

uso, goce, aprovechamiento o explotación no se rijan por una valuación 

convencional, sino que atiendan a las características propias ordenadas por la 

Constitución, por lo que se proponen un monto de derechos equivalente a 0.023 

dólares por MHz por habitante. 

 

Esta Comisión Dictaminadora, considera que dada la particularidad del mandato 

constitucional, no es posible tomar referencias o valuaciones de espectro en otros 

países, para lo cual la propuesta considera el máximo monto de derechos posibles sin 

poner en riesgo la viabilidad del proyecto. A este respecto, el monto propuesto parte 

del supuesto de que la red en cuestión contemplará participación pública y privada, 

en consistencia con el Décimo Sexto transitorio del Decreto referido, que el costo de 

capital público considerado es de 12% y que el costo de capital privado considerado 

es de 17%. 

 

Por todo lo anterior, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público propone la 

modificación a las cuotas del artículo 244-H de la Ley Federal de Derechos, para 

quedar como se señalan a continuación: 
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“Artículo 244-H. 
...................................................................................................... 
 

Tabla B 
 

Cobertura 

Cuota por cada 
kilohertz 

concesionado o 
permisionado 

1 MHz=1000 KHz 
Todos los municipios de Baja California, Baja 
California Sur y el municipio de San Luis Río 
Colorado del estado de Sonora. 
 

$9,003.38 
$349.92 

Todos los municipios de Sinaloa y todos los de 
Sonora, excepto el municipio de San Luis Río 
Colorado. 
 

$1,334.66 
$51.87 

Todos los municipios de los estados de 
Chihuahua y Durango y los municipios Francisco 
I. Madero, Matamoros, San Pedro, Torreón y 
Viesca del estado de Coahuila. 
 

$5,668.83 
$220.32 

Todos los municipios de los estados de Nuevo 
León, Tamaulipas y Coahuila, con excepción de 
los municipios de Francisco I. Madero, 
Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca. 
 

$28,195.86 
$1,095.85 

Todos los municipios de los estados de Colima, 
Michoacán, Nayarit y Jalisco, excepto los 
municipios de Bolaños, Colotlán, Encarnación de 
Díaz, Huejúcar, Huejuquilla, Lagos de Moreno, 
Mezquitic, Ojuelos de Jalisco, Santa María de los 
Ángeles, Teocaltiche, Villa Guerrero y Villa 
Hidalgo. 
 

$10,950.64 
$425.60 
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Todos los municipios de Aguascalientes, 
Guanajuato, Querétaro, San Luis Potosí, 
Zacatecas y los municipios de Bolaños, Colotlán, 
Encarnación de Díaz, Huejúcar, Huejuquilla, 
Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de Jalisco, 
Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo del estado de Jalisco. 
 

$4,568.68 
$177.57 

Todos los municipios de los estados de Guerrero, 
Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 
 

$780.48 
$30.33 

Todos los municipios de los estados de 
Campeche, Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y 
Yucatán. 
 

$527.55 
$20.50 

Todos los municipios de los estados de Hidalgo, 
Morelos y Estado de México, y todas las 
delegaciones del Distrito Federal. 
 

$41,009.93 
$1,593.88 

 
……………………………………………………..………………………………..…………..” 

 

Asimismo, esta Dictaminadora considera apropiado establecer una disposición 

transitoria que entre en vigor a partir del 1 de enero de 2015, a efecto de que se 

identifiquen las concesiones de naturaleza pública en el Registro Público de 

Concesiones a que se refiere el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y estar en posibilidad de efectuar las previsiones presupuestarias 

adecuadas para el correcto entero de los derechos en la materia. 

 

Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público, con la intención de que todos los 

contribuyentes estén en igualdad de circunstancias respecto del pago de derechos, 

sin beneficio para determinados concesionarios, considera acertadas las reformas a 

los artículos 241 y 242 de la Ley Federal de Derechos, con el objetivo de evitar que 
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los concesionarios de derechos de emisión y recepción de señales y bandas de 

frecuencias asociadas a sistemas satelitales, que hacen uso del espectro 

radioeléctrico mexicano, puedan disminuir del pago del derecho respectivo los pagos 

realizados por el uso de bandas de frecuencias, que hayan sido efectuados en los 

países de origen o en territorio nacional. Cabe señalar que en ningún caso podrán 

acreditar los pagos por el uso de bandas de frecuencias que, en su caso, el 

concesionario haya efectuado o efectúe ante las autoridades del país de origen del 

sistema satelital extranjero o bien, ante las instancias nacionales, según sea el caso.  

 

 

DÉCIMA NOVENA. Uno de los principales objetivos que debe perseguir la Ley 

Federal de Derechos, es el adecuado aprovechamiento de los recursos nacionales, 

mediante disposiciones que incentiven su racional uso en actividades productivas, es 

por ello, que a consideración de esta dictaminadora el actual derecho sobre el gas 

asociado a los yacimientos de carbón mineral, comúnmente denominado gas grisú, 

no promueve el uso racional de dicho mineral.  

 

La prácticas actuales respecto del gas grisú se limitan a su venteo de las minas de 

carbón y la desgasificación previa como parte del proceso productivo de explotación 

del carbón, sin embargo, el gas no se encuentra en fase de recuperación ni es 

aprovechado para los fines que señala la Ley Minera, es decir autoconsumo o entrega 

a Petróleos Mexicanos, sino que es enviado directamente a la atmósfera. 

 

Sin dejar de señalar que dicho gas es altamente explosivo, por lo que representa un 

riesgo considerable para la actividad minera y a su vez altamente dañino para la 

atmosfera, el gas grisú tiene un alto contenido energético y puede ser utilizado para 
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la generación de energía eléctrica o como combustible en los diversos procesos 

industriales. 

 

Es por ello, que esta Comisión de Hacienda con el ánimo de promover la recuperación 

y aprovechamiento del gas asociado a yacimientos de carbón, considera necesario 

modificar el derecho correspondiente, a efecto de simplificar su cálculo e incentivar el 

aprovechamiento de este recurso. 

 

En este sentido, se propone que el derecho se calcule anualmente sobre una base 

bruta aplicando al valor anual del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral 

extraído en el año, la tasa que resulte de multiplicar el precio del gas asociado a los 

yacimientos de carbón mineral por 2.5, con lo cual se prevé que el derecho sea 

sensible a los cambios de precios que sufra el gas grisú dentro de los mercado de 

referencias. Dicha medida coloca al derecho con un amplio sentido jurídico al prever 

variaciones de pago cuando los precios se eleven o se reduzcan, lo cual es acorde 

con el grado de aprovechamiento que los concesionarios mineros obtendrán de su 

recuperación. De esta manera, se establece un régimen progresivo y sencillo de 

fiscalizar, que faculta la ejecución de proyectos en escenarios de precios bajos, y 

paulatinamente incrementa la carga fiscal conforme aumentan los precios del gas 

natural en el mercado. 

 

Así también, se prevé que se efectúen pagos provisionales a más tardar el último día 

hábil del mes posterior a aquél a que corresponda el pago, aplicando la tasa 

establecida en el segundo párrafo de este artículo al valor del gas asociado a los 

yacimientos de carbón mineral extraído en el periodo comprendido desde el inicio del 

ejercicio y hasta el último día del mes al que corresponda el pago. 
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Es de señalar que el valor del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral 

extraído, se propone determinar considerando el precio del gas asociado a los 

yacimientos de carbón, multiplicado por las unidades energéticas contenidas en el 

volumen de gas extraído medidas en millones de unidades térmicas británicas (Btu’s) 

en el mismo periodo por el que se esté obligado al pago del derecho, convertido en 

pesos, considerando para tales efectos el promedio del tipo de cambio publicado por 

el Banco de México dentro del periodo correspondiente al pago de que se trate. 

 

Para determinar el precio del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral, se 

propone considerar nuevamente el promedio del precio de referencia del índice de 

Texas Eastern Transmission Corp., renglón South Texas Zone, publicado por el Inside 

FERC’s Gas Market Report, o el índice que lo sustituya, correspondiente al periodo de 

que se trate. 

 

Por otra parte, se propone que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como 

facilidad administrativa, publique mensualmente la tasa aplicable para efectos de 

determinar el derecho. 

 

Finalmente se proponen algunas disposiciones de carácter informativo, a efecto de 

que las autoridades fiscales cuenten con los elementos suficientes para poder 

fiscalizar correctamente los pagos del derecho. 

 

Por lo anterior, la modificación al artículo 267 de la Ley Federal de Derechos quedaría 

como se señala a continuación: 
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“Artículo 267. Están obligados a pagar el derecho por el uso, goce o 
aprovechamiento del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral, 
los concesionarios mineros que conforme a la Ley Minera recuperen y 
aprovechen el gas, ya sea para autoconsumo o entrega a Petróleos 
Mexicanos, aplicando la tasa de 40% a la diferencia que resulte entre el 
calculada conforme el párrafo siguiente al valor anual del gas 
asociado a los yacimientos de carbón mineral extraído en el año y las 
deducciones permitidas en este artículo, mediante declaración anual que 
se presentará a más tardar el último día hábil del mes de marzo del 
siguiente año correspondiente al ejercicio de que se trate. 
 
Para la determinación de la base de este derecho, serán deducibles los 
siguientes conceptos relacionados con la recuperación y aprovechamiento 
del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral: 

 
I. El 16.7% del monto original de las inversiones realizadas para la 
recuperación y aprovechamiento del gas asociado a los yacimientos de 
carbón mineral, en cada ejercicio. Dentro de esta deducción no se 
considerarán inversiones relacionadas con la exploración de la actividad 
minera. 

 
II. El 5% del monto original de las inversiones realizadas en gasoductos, 
terminales, transporte o tanques de almacenamiento, en cada ejercicio; 

 
III. Los costos, considerándose para tales efectos las erogaciones 
necesarias para la recuperación y aprovechamiento del gas asociado a los 
yacimientos de carbón mineral de conformidad con las Normas de 
Información Financiera Mexicanas, excepto las inversiones a que se 
refieren las fracciones I y II de este artículo. Los únicos gastos que se 
podrán deducir serán los de transportación o entrega del gas. Los costos y 
gastos se deducirán cuando hayan sido efectivamente pagados en el 
periodo al que corresponda el pago. 

 
Las deducciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo 
deberán ser ajustadas conforme a lo establecido en la Ley del Impuesto 
sobre la Renta. 

 
El monto original de las inversiones a que se refieren las fracciones I y II 
de este artículo, comprenderá además del precio de las mismas, 
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únicamente los impuestos al comercio exterior efectivamente pagados con 
motivo de tales inversiones. 

 
La deducción del monto original de las inversiones se podrá iniciar a partir 
del ejercicio en que se inicie la utilización de los bienes o desde el ejercicio 
siguiente. En ningún caso las deducciones por dichas inversiones, antes de 
realizar el ajuste a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, 
rebasarán el 100% de su monto original. Cuando no se efectúe la 
deducción a partir del inicio de los plazos señalados en este párrafo, o 
bien, no se lleve a cabo en algún ejercicio o se haga en porcentajes 
menores a los autorizados, se perderá el derecho a deducir las cantidades 
correspondientes que pudieron haberse deducido. 

 
Tratándose de ejercicios fiscales irregulares, o cuando los bienes se 
empiecen a utilizar después de iniciado el ejercicio, así como en el 
ejercicio en que se termine su deducción, las inversiones correspondientes 
se deducirán en el por ciento que represente el número de meses 
completos en los que el bien haya sido utilizado, respecto de doce meses. 
Cuando los bienes se adquieran por fusión o escisión de sociedades, se 
considerará como fecha de adquisición la que le corresponda a la sociedad 
fusionada o a la escindente. 

 
Cuando las inversiones, costos o gastos a que se refieren las fracciones I a 
III de este artículo, se utilicen parcialmente para actividades diversas a la 
recuperación y aprovechamiento del gas asociado a los yacimientos de 
carbón mineral, los concesionarios sólo podrán deducir la parte 
proporcional que corresponda a la recuperación y aprovechamiento de 
dicho gas. Dicha proporción se calculará dividiendo el valor anual del gas 
asociado a los yacimientos de carbón mineral entre el monto que resulte 
de sumar el de las ventas relacionadas con la concesión minera y el valor 
del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral en el año. Cuando se 
trate de pagos provisionales del derecho, dicha proporción se determinará 
utilizando los mismos conceptos, correspondientes al periodo de que se 
trate. 

 
El monto de la deducción por concepto de los costos, gastos e inversiones 
deducibles, relacionados con el gas asociado a los yacimientos de carbón 
mineral extraído, no excederá el valor de 3.20 dólares de los Estados 
Unidos de América por cada millar pies cúbicos de dicho gas, en el año de 
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que se trate, considerando para tales efectos el promedio de tipo de 
cambio publicado por el Banco de México dentro del periodo 
correspondiente al pago de que se trate. 

 
En ningún caso serán deducibles los intereses de cualquier tipo a cargo de 
los concesionarios. 

 
Tratándose de costos, gastos e inversiones realizados o adquiridos con 
partes relacionadas, los concesionarios considerarán para esas 
operaciones, los precios y montos de contraprestaciones que hubiera 
utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables, 
aplicando para esos efectos lo dispuesto en los artículos 92, 215 y 216 de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
 
La tasa aplicable al derecho por el uso, goce o aprovechamiento 
del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral será el 
porcentaje que resulte de multiplicar el precio del gas asociado a 
los yacimientos de carbón mineral por 2.5%. 

 
A cuenta del derecho a que se refiere este artículo, se harán pagos 
provisionales mensuales, a más tardar el último día hábil del mes posterior 
a aquél a que corresponda el pago, aplicando la tasa establecida en el 
segundo párrafo de este artículo al valor del gas asociado a los 
yacimientos de carbón mineral extraído en el periodo comprendido desde 
el inicio del ejercicio y hasta el último día del mes al que corresponda el 
pago, disminuyéndose de dicho valor los costos, gastos y la parte 
proporcional de las inversiones autorizadas, correspondientes al mismo 
periodo. La parte proporcional de las inversiones citadas, se calculará 
considerando el número de meses transcurridos en el periodo que 
comprenda el pago, respecto del monto anual de la deducción de las 
inversiones que corresponda al ejercicio. 
 
Al pago provisional así determinado, se le restarán los pagos provisionales 
de este derecho efectivamente pagados en los meses anteriores 
correspondientes al ejercicio de que se trate, siendo la diferencia el pago 
provisional a enterar. 
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En la declaración anual a que se refiere el primer párrafo de este artículo, 
se podrán acreditar los pagos provisionales mensuales efectivamente 
pagados de éste derecho correspondientes al ejercicio de que se trate. 
 
Para los efectos de este artículo, se considerará como valor del gas 
asociado a los yacimientos de carbón mineral extraído, el promedio del 
precio de referencia del índice de Texas Eastern Transmission Corp., 
renglón South Texas Zone, publicado por el Inside FERC’s Gas Merket 
Report, correspondiente al periodo de que se trate, convertido, de dólares 
de los Estados Unidos de America por millón de unidades térmicas 
británicas (Btu’s) a pesos por millón de dichas unidades térmicas, 
considerando para tales efectos el promedio de tipo de cambio publicado 
por el Banco de México dentro del periodo correspondiente al pago de que 
se trate y, este resultado, transformado a pesos por Gigajoule, del gas 
asociado a los yacimientos de carbón, multiplicado por las unidades 
energéticas contenidas en el volumen de gas extraído medidas en el 
mismo periodo por el que se esté obligado al pago del derechomillones 
de unidades térmicas británicas (Btu’s) en el mismo periodo por 
el que se esté obligado al pago del derecho, convertido en pesos, 
considerando para tales efectos el promedio del tipo de cambio 
publicado por el Banco de México dentro del periodo 
correspondiente al pago de que se trate. 
 
Se considerará como precio del gas asociado a los yacimientos de 
carbón mineral, al promedio del precio de referencia del índice de 
Texas Eastern Transmission Corp., renglón South Texas Zone, 
publicado por el Inside FERC’s Gas Market Report, o el índice que 
lo sustituya, correspondiente al periodo de que se trate, en 
dólares de los Estados Unidos de América por millón de unidades 
térmicas británicas (Btu’s). 
 
La determinación de las unidades energéticas contenidas en el volumen 
del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral extraído se realizará 
conforme a la Norma Oficial Mexicana de Calidad del Gas Natural (NOM-
001-SECRE-2003). La medición del referido gas se determinará de acuerdo 
con las normas oficiales mexicanas que se emitan para dicho propósito. 

 
Los concesionarios estarán obligados a llevar los registros contables que 
permitan identificar por separado el valor del gas extraído, los gastos, 
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costos y montos de las inversiones deducibles, relativos a la recuperación 
y aprovechamiento del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral 
informar en las declaraciones mensuales y anuales realizadas por 
este concepto, el precio, el volumen y el valor del gas asociado a 
los yacimientos de carbón mineral extraído en el periodo de que 
se trate. 
 
Para los efectos de este artículo, la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, como facilidad administrativa, publicará 
mensualmente en el Diario Oficial de la Federación, la tasa 
aplicable para el cálculo del derecho por el uso, goce o 
aprovechamiento del gas asociado a los yacimientos de carbón 
mineral. 

 
El pago del derecho señalado en este artículo, se efectuará con 
independencia de los pagos de otros derechos sobre minería que, en su 
caso, procedan de acuerdo a este Capítulo. 
 
.............................................................................................................
....................” 

 

 

VIGÉSIMA. Del análisis efectuado a la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal, 

se observa que en la misma se plantea la necesidad de implementar una justa 

retribución a favor del Estado Mexicano y de las propias comunidades en donde se 

realizan actividades mineras a cargo de quienes se benefician de la misma y toda vez 

que los minerales y sustancias del subsuelo son bienes no renovables de la 

naturaleza, debe considerarse prioritario la optimización de los recursos minerales 

que se encuentran en el subsuelo. 

 

En este sentido, la Iniciativa pretende establecer un porcentaje razonable acorde a la 

utilidad neta obtenida que refleja de manera directa el beneficio obtenido por la 

extracción. Lo anterior, toda vez que las empresas mineras se han visto beneficiadas 
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por el incremento de los precios de los minerales en los mercados internacionales, lo 

que se traduce en mayores ganancias económicas para dichas empresas y de las 

cuales el Estado no ha participado. 

 

Al respecto, es de señalar que la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y la Ley General de Bienes Nacionales, establecen que los minerales y 

sustancias del subsuelo son considerados bienes del dominio público de la Nación. 

Asimismo, la exploración y explotación de los mismos únicamente puede llevarse a 

cabo por quienes cuenten con un título de asignación o concesión minera 

debidamente otorgados por la Secretaría de Economía, quienes podrán llevar a cabo 

o no el aprovechamiento de los mismos, ya que el título les otorga el derecho a 

explorar y explotar una superficie determinada.  

 

Bajo ese contexto, con la finalidad de que el Estado obtenga una retribución justa por 

el aprovechamiento de los recursos no renovables de la Nación, esta Dictaminadora 

considera acertada la adición de un artículo 268 a la Ley Federal de Derechos 

mediante el cual se implemente el derecho especial sobre minería a los titulares de 

las concesiones y asignaciones mineras por la producción de minerales y sustancias 

sujetos a la Ley Minera, aplicando una tasa del 7.5% a la diferencia positiva que 

resulte de disminuir de los ingresos derivados de la enajenación o venta de la 

actividad extractiva, las deducciones permitidas en la Ley del Impuesto sobre la 

Renta. 

 

Esta Comisión Dictaminadora, encuentra congruencia entre la propuesta de adición 

de un derecho especial sobre minería con el criterio emitido por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, el cual sostiene que los derechos por la actividad de usar o 
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aprovechar los bienes de dominio público deben ser analizados por el principio de 

proporcionalidad, no tomando en consideración la capacidad contributiva de los 

contribuyentes sino tomando en cuenta el acto de permisión del Estado, el grado de 

aprovechamiento de los bienes del dominio público medido en unidades de consumo 

o de utilización de acuerdo con la naturaleza del bien, así como del beneficio 

aproximado obtenido por el usuario y, en su caso, de la valoración de su mayor o 

menor disponibilidad o su reparación o reconstrucción, si se produce un deterioro. 

Así, la que dictamina encuentra debidamente justificada la propuesta al considerar 

que la utilidad neta obtenida por la enajenación de los minerales encuadra dentro de 

los supuestos de proporcionalidad. 

 

Ahora bien, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público coincide con la iniciativa 

presentada por el Ejecutivo Federal al señalar que para efectos del cálculo del 

derecho, no se considerarán como ingresos acumulables: (i) los intereses devengados 

a favor en el ejercicio, sin ajuste alguno, e intereses moratorios; (ii) el ajuste anual 

por inflación que resulte acumulable en los términos de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, y (iii) las cantidades recibidas en efectivo, en moneda nacional o extranjera, 

por concepto de préstamos, aportaciones para futuros aumentos de capital o 

aumentos de capital mayores a seiscientos mil pesos, cuando no se cumpla con lo 

previsto en la mencionada ley. 

 

La propuesta planteada por el Ejecutivo Federal en la Iniciativa establece que se 

podrán considerar dentro de la disminución para efectos del pago del derecho 

especial sobre minería las deducciones autorizadas conforme a la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, con excepción de: (i) las inversiones; (ii) los intereses devengados a 

cargo en el ejercicio, sin ajuste alguno, e intereses moratorios, y (iii) el ajuste anual 
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por inflación que resulte deducible en los términos del mencionado ordenamiento, así 

como las contribuciones y aprovechamientos, pagados por dicha actividad, toda vez 

que considera que de tal forma se obtiene una base gravable que refleja en mayor 

medida el grado de aprovechamiento de los minerales y sustancias que los 

concesionarios y asignatarios mineros obtienen por la exploración y explotación de los 

mismos, acorde a los principios de proporcionalidad y equidad tributaria, descartando 

la posibilidad de que pudieran salir perjudicados ante la eventual variación de los 

precios en los mercados internacionales de los minerales y sustancias sujetas a la Ley 

Minera, principalmente de los metálicos. 

 

Al respecto, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público considera que con la 

finalidad de no afectar las inversiones efectuadas por motivo de la actividad y 

reconocer determinados gastos o pagos efectuados por los titulares de concesiones o 

asignaciones mineras, se incluya en la propuesta presentada por el Ejecutivo Federal 

por una parte, la posibilidad de disminuir de la base del derecho las inversiones 

realizadas con motivo de la prospección y exploración minera, y por la otra, acreditar 

contra el derecho especial sobre minería en el ejercicio fiscal que corresponda, los 

pagos definitivos del derecho sobre minería a que se refiere el artículo 263 de la Ley 

Federal de Derechos.  

 

En efecto, dichas medidas se proponen con la intención de reconocer por una parte, 

las erogaciones efectuadas por las inversiones relacionadas con la exploración minera 

las cuales se efectúan como parte de un proceso previo a la producción y cuyo 

reconocimiento dentro del derecho citado fortalece la base gravable del mismo, ya 

que de acuerdo al tamaño de la inversión en dicha fase incide directamente en la 

maximización de la futura extracción minera y, por ende, potencializa el eventual 
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pago del derecho especial y, por la otra, los pagos efectivamente realizados del 

derecho sobre minería señalado en el artículo 263, cuya base se determina de 

acuerdo a la superficie consignada en los títulos de concesión, los cuales al ser 

reconocidos dentro del derecho especial sobre minería propuesto benefician 

directamente al concesionario minero a efecto de que pueda conservar utilidades 

necesarias para poder efectuar las reinversiones adecuadas para continuar con el 

desarrollo de su concesión. 

 

Cabe señalar que las medidas planteadas fortalecen la base del derecho sin 

erosionarlo y reflejan el grado de beneficio que obtendrán los concesionarios 

derivado de la actividad extractiva. 

 

Asimismo, derivada de las modificaciones efectuadas a la Inciativa de Decreto que 

expide la Ley del Impuesto sobre la renta, resulta necesario reflejar las nuevas 

referencias que se efectúan en la propuesta de Decreto en la materia. 

 

En este sentido, se propone la siguiente redacción para el párrafo tercero del artículo 

268 de la Iniciativa para quedar como sigue: 

 

“Artículo 268. .................................................................................... 
 
Los ingresos a que se refiere el párrafo anterior, se determinarán 
considerando los ingresos acumulables que tenga el concesionario o 
asignatario minero conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta, con 
excepción de los establecidos en las fracciones IX, X y XI del artículo 18 
de dicha ley, o las que las sustituyan 
 
Para la determinación de la base del derecho a que se refiere este 
artículo, los titulares de concesiones o asignaciones mineras podrán 
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disminuir las deducciones autorizadas conforme a la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, con excepción de las siguientes: 
 
a). Las establecidas en las fracciones IV, VII y VIII del artículo 25 de 

dicha ley, salvo las inversiones realizadas para la 
prospección y exploración minera o las que las sustituyan, 
así como y 

 
b). Llas contribuciones y aprovechamientos, pagados por dicha 
actividad. 
  
Los contribuyentes podrán acreditar contra el derecho a que se 
refiere este artículo, los pagos definitivos efectuados en el 
ejercicio de que se trate del derecho sobre minería a que se 
refiere el artículo 263 de esta Ley. 
 
……………………………………………………………………………………
………………” 

 

La que dictamina, considera acertada la propuesta planteada, toda vez que mediante 

la implementación del derecho descrito se obtiene una base gravable que refleja en 

mayor medida el grado de aprovechamiento de los minerales y sustancias que los 

concesionarios y asignatarios mineros obtienen por la exploración y explotación de los 

mismos, la cual es acorde a los principios de proporcionalidad y equidad tributaria, 

descartando la posibilidad de que pudieran salir perjudicados ante la eventual 

variación de los precios en los mercados internacionales de los minerales y sustancias 

sujetas a la Ley Minera, principalmente de los metálicos. 

 

Asimismo, esta Comisión, consciente en la necesidad de fomentar la actividad minera 

y evitar que los concesionarios y asignatarios mineros especulen con el valor de los 

minerales al tenerlas inactivas y no efectuar trabajos mineros, generando con ello 

una pérdida para el Estado, coincide con la propuesta de establecer en la Ley Federal 
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de Derechos un derecho adicional sobre minería del 50% de la cuota máxima del 

artículo 263 del mismo ordenamiento, a aquellos concesionarios que no lleven a cabo 

obras y trabajos de exploración y explotación comprobados durante dos años 

continuos, dentro de los primeros once primeros años de vigencia, contados a partir 

de la fecha de la expedición de su respectivo título, incrementando dicha cuota en un 

100% cuando la inactividad sea a partir del doceavo año, debiéndose cubrir en 

ambos casos de forma semestral.  

 

En este mismo rubro, es de especial interés de esta Comisión Dictaminadora que los 

titulares de concesiones y asignaciones mineras que exploten oro, plata y platino 

cubran un derecho extraordinario sobre minería, consistente en una tasa del 0.5% a 

los ingresos derivados de la enajenación de dichos minerales, toda vez que los 

ingresos obtenidos por este tipo de metales al ser superiores no se equiparan con los 

ingresos obtenidos por los demás minerales y sustancias del subsuelo. Lo anterior, ya 

que existe una diferencia considerable en los mercados internacionales de estos 

minerales respecto de otros por ser considerados como metales preciosos. 

 

Al respecto, se coincide con la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal al 

señalar que las concesiones mineras confieren derechos sobre todos los minerales o 

sustancias reguladas por dicha ley, de ahí que la inclusión del derecho extraordinario 

sea de aplicación general para todas las concesiones vigentes en el país, siendo dicho 

derecho extraordinario acorde con los principios de equidad y proporcionalidad 

aplicables en materia de derechos, ya que por una parte otorga un tratamiento 

similar a todos los concesionarios mineros del país al ser sujetos en principio a la 

aplicación del derecho y, por la otra, retribuye ingresos al Estado derivado de un 

mayor grado de aprovechamiento por parte de los mismos. 
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Con relación a la creación del Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de 

Municipios Mineros, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público coincide que se 

adicione un artículo 271 a la Ley Federal de Derechos, con la finalidad de que los 

recursos obtenidos por los derechos especial, adicional y extraordinario sobre minería 

se apliquen en inversión física con un impacto social, ambiental y de desarrollo 

urbano positivo, ya que si bien es cierto que las sustancias o minerales extraídos del 

subsuelo son bienes de dominio público de la Nación, quienes en realidad son sujetos 

de una afectación en su entorno ambiental y ecológico son las propias comunidades 

en las cuales tuvo lugar la explotación minera. Sin embargo, la que dictamina 

considera que las entidades federativas mineras también se deben de ver 

beneficiadas con la aplicación de los recursos que integrarán el mencionado Fondo, 

toda vez que éstas conforman también el entorno afectado por dichas actividades, 

razón por la cual se propone incluir en el Fondo de referencia la participación de las 

entidades señaladas.  

 

En este sentido, a efecto de hacer acorde la Iniciativa con la propuesta de inclusión 

señalada en el párrafo anterior, esta Dictaminadora considera necesario incrementar 

el porcentaje que se destinará al Fondo en comento, en un 60% de los ingresos que 

se obtengan del total de los recursos obtenidos por los derechos especial, adicional y 

extraordinario sobre minería y, se propone distribuir dicha recaudación, en un 50% a 

los municipios y demarcaciones del Distrito Federal en los que tuvo lugar la 

explotación y obtención de sustancias minerales y el 50% restante a la entidad 

federativa correspondiente. 
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Asimismo, se sugiere hacer algunas adecuaciones a la conformación de los Comités 

de Desarrollo Regional para las Zonas Mineras que se proponen crear, a efecto de 

que las entidades federativas cuenten con un representante en dichos Comités, con 

la intención de que también participen en las decisiones de aplicación de los recursos 

de dicho Fondo. 

 

Asimismo, con la finalidad de que el 40% de los ingresos obtenidos de los derechos 

especial, adicional y extraordinario sobre minería se inviertan en programas de 

infraestructura que le reditúen a la sociedad una parte del beneficio obtenido de los 

bienes que son propiedad de la Nación y se vea reflejado directamente en obras 

públicas, se considera adecuado establecer en la Ley Federal de Derechos que los 

ingresos que obtenga la Federación con motivo de los derechos señalados en los 

artículos 268, 269 y 270 de dicha Ley, se destinarán a programas de infraestructura 

aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio que 

corresponda. 

 

Bajo ese contexto, se proponen los siguientes ajustes a los artículos 271 y 275 de la 

Iniciativa planteada, para quedar como sigue: 

 

“Artículo 271. El Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de 
Estados y Municipios Mineros se integrará con los recursos por derechos 
sobre minería a que se refieren los artículos 268, 269 y 270 de esta Ley y 
deberán ser empleados en inversión física con un impacto social, ambiental 
y de desarrollo urbano positivo, incluyendo: 
 
………………………………………………………………………………………....………………
…………………….” 
 
“Artículo 275. 
……................……....................................................................………….. 
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Para los efectos del artículo 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal, no se 
incluirá en la recaudación federal participable, la recaudación total que se 
obtenga de los derechos a que se refieren los artículos 268, 269 y 270 de 
esta Ley, y se destinará en un 6050% al Fondo para el Desarrollo Regional 
Sustentable de Estados y Municipios Mineros, el cual se distribuirá 
destinará, en un 50% a los municipios y demarcaciones del Distrito Federal 
en los que tuvo lugar la explotación y obtención de sustancias minerales y 
el 50% restante a la entidad federativa correspondiente, a fin de 
que se apliquen en términos de lo dispuesto por el artículo 271 de esta Ley. 
 
La distribución de estos recursos entre los municipios y demarcaciones del 
Distrito Federal, y entre las entidades federativas correspondientes, 
se determinará con base en el porcentaje del valor de la actividad extractiva 
del municipio o demarcación del Distrito Federal correspondiente, respecto 
del valor total de la actividad extractiva en el territorio nacional, de acuerdo 
al registro estadístico de producción minera que para tales efectos elabore 
la Secretaría de Economía en el año que corresponda. 
 
Para aplicar los recursos del Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable 
de Estados y Municipios Mineros, se conformará en cada entidad 
federativamunicipio un Comité de Desarrollo Regional para las Zonas 
Mineras, el cual estará integrado por un representante de la Administración 
Pública Federal, en este caso, por parte del titular de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano a cargo del Comité; un 
representante del Gobierno del Estado o del Distrito Federal; y un 
representante del o de los municipios o demarcacionesón en donde se 
localicen las actividades mineras; en los casos en donde éstas se realicen 
en comunidades indígenas o agrarias, se incluirá un representante de 
dichas comunidades, así como un representante de las empresas mineras 
relevantes con actividades en la demarcación. 
 
Los ingresos que obtenga el Gobierno Federal derivado de la 
aplicación de los derechos a que se refieren los artículos 268, 269 
y 270 de esta Ley, se destinarán a programas de infraestructura 
aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación del 
ejercicio que corresponda.” 
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VIGÉSIMA PRIMERA. En otro orden de ideas, esta Comisión Dictaminadora, 

consciente de la problemática que se ha presentado en los últimos años en cuanto a 

los derechos por el uso, goce o aprovechamiento del espacio aéreo mexicano, relativo 

a aquellos usuarios extranjeros que no cuentan con cédula de Registro Federal de 

Contribuyentes, domicilio fiscal o representante legal en nuestro país, lo que ocasiona 

que no se pueda llevar correctamente la fiscalización de los recursos generados con 

motivo del uso, goce o aprovechamiento de este bien de dominio público de la 

Nación, considera prudente reformar el artículo 291 de la Ley Federal de Derechos 

con la finalidad de que el SENEAM esté en posibilidad de aplicar el procedimiento 

descrito en el artículo 3o. de las Disposiciones Generales de dicho ordenamiento, el 

cual establece un plazo mayor para la aclaración por diferencias en el pago. Lo 

anterior, con el objetivo de hacer una recaudación más rápida y eficiente en materia 

de derechos por el uso, goce o aprovechamiento del espacio aéreo mexicano. 

 

En esta misma materia, es de interés de la que dictamina solucionar la problemática 

relativa a los usuarios que no cuenten con cédula de Registro Federal de 

Contribuyentes, domicilio fiscal en los Estados Unidos Mexicanos o representante 

legal dentro del territorio nacional, para lo cual se considera pertinente establecer 

medidas de reforzamiento de las atribuciones del SENEAM en materia de uso, goce o 

aprovechamiento del espacio aéreo, consistente en establecer que los usuarios que 

se encuentren en alguno de los supuestos mencionados no podrán optar por pagar el 

derecho conforme a la fracción I del artículo 289 de la Ley Federal de Derechos, 

debiendo de cubrir el mismo de manera previa a la prestación del servicio y en 

efectivo, mediante el suministro de combustible, evitando con ello la omisión del 

pago y requerimiento futuro por parte de la autoridad fiscal. 
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VIGÉSIMO SEGUNDA. Con relación a las disposiciones transitorias, es de observar 

que acorde con la reforma al artículo 1o. de la Ley Federal de Derechos y toda vez 

que la última actualización de las cuotas de los derechos ocurrió el 1 de enero de 

2012, esta Dictaminadora considera acertada la propuesta del Ejecutivo Federal de 

incorporar una disposición transitoria que prevea un incremento gradual motivado por 

las adecuaciones al INPC con la intención de mitigar el posible impacto derivado de 

los ajustes inflacionarios que se han observado desde esa fecha, a efecto de no 

erosionar la base gravable de los derechos. 

 

Por otra parte, en relación con la reforma planteada al sexto párrafo del artículo 3o. 

de la Ley Federal de Derechos consistente en que sea el Servicio de Administración 

Tributaria el que lleve a cabo el procedimiento de fiscalización y determinación 

tratándose de los derechos sobre minería, conservando la Secretaría de Economía la 

facultad de suspender el uso, goce o aprovechamiento de dichos bienes de dominio 

público de la federación, por la omisión total o parcial del entero, se coincide con la 

propuesta de la Iniciativa presentada para establecer en la fracción I del Tercero 

transitorio la previsión de que durante el año 2014 el Servicio de Administración 

Tributaria y la Secretaría de Economía deberán celebrar un acuerdo de intercambio 

de información que permita a dicho órgano desconcentrado ejercer sus facultades de 

comprobación. Sin embargo, se observa que la referencia mencionada en la fracción I 

de dicha disposición transitoria es incorrecta, toda vez que el artículo 1o., sexto 

párrafo de este Decreto se refiere a la determinación del factor de actualización de 

las cuotas, debiendo ser la referencia correcta el artículo 3o., sexto párrafo.  

 

Por lo anterior, se propone que la fracción I del Tercero transitorio del Decreto quede 

en los siguientes términos: 
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“Tercero. 

…………………………………………………………………………………………………………. 

 

I. Para los efectos del artículo 1o. 3o., sexto párrafo a que se refiere este 

Decreto, el Servicio de Administración Tributaria y la Secretaría de 

Economía deberán celebrar un acuerdo de intercambio de información que 

permita a dicho órgano desconcentrado ejercer sus facultades de 

comprobación.” 

 

Respecto a la continuidad de la disposición transitoria de carácter anual aplicable al 

cálculo para la determinación de las cuotas por concepto de los servicios de 

inspección y vigilancia que presta la Comisión Nacional Bancaria y de Valores a las 

instituciones de crédito, banca de desarrollo, casas de bolsa y sociedades de 

inversión, con el objeto de que estas entidades puedan en el ejercicio fiscal 2014, 

seguir optando entre pagar el derecho por concepto de inspección y vigilancia a que 

se refieren las fracciones III, IV, V y XI del artículo 29-D de la Ley Federal de 

Derechos para el ejercicio fiscal 2014, o bien, pagar la cuota que de conformidad con 

las disposiciones vigentes en el ejercicio fiscal de 2013 hubieren optado por pagar 

para dicho ejercicio fiscal, más el 5% de dicha cuota, esta Comisión de Hacienda y 

Crédito Público estima apropiada la propuesta. 

 

La que dictamina, coincide en que mediante la referida disposición transitoria, se 

pretende hacer extensivo el beneficio fiscal señalado en el párrafo anterior, para 

todas las demás entidades o sujetos a que se refiere el artículo 29-D de la Ley 

Federal de Derechos, haciendo la precisión de que para el ejercicio fiscal de 2014, en 
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lugar de pagar el derecho por concepto de inspección y vigilancia a que se refieren 

las fracciones I, VI, VIII a X, XIII a XX del referido artículo, podrán optar por pagar la 

cuota que les hubiere correspondido enterar para el ejercicio fiscal de 2013 más el 

5% de dicha cuota. 

 

En ese mismo sentido, en congruencia con la eficiencia lograda y el esfuerzo de 

supervisión que ello representa para la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, se 

considera adecuada la propuesta de establecer en una disposición transitoria de que 

en caso de que las entidades o sujetos a que se refiere el artículo 29-D de la Ley 

Federal de Derechos, con excepción de los Fondos, Institutos y Financiera Rural a 

que se refieren las fracciones X, XIV, XVI, XVII y XX del citado artículo, se hayan 

constituido en el ejercicio fiscal 2013, en lugar de pagar el derecho por concepto de 

inspección y vigilancia correspondiente al ejercicio fiscal de 2014, en términos de lo 

dispuesto en las fracciones correspondientes a que se refiere dicha disposición, 

podrán optar por pagar la cuota mínima correspondiente para el ejercicio fiscal de 

2013 conforme a las fracciones I, III a VI, VIII, IX, XI, XIII, XV, XVIII y IX del 

artículo 29-D de la citada ley, según sea el caso, más el 5% de dicha cuota.  

 

Acorde a lo anterior, la Comisión coincide con el Ejecutivo Federal ya que en términos 

de lo dispuesto por la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ésta debe 

prestar los servicios de supervisión, inspección y vigilancia a las entidades financieras 

y personas que se indican en las leyes financieras. En ese sentido, al solicitar el 

particular una autorización para constituirse y funcionar como entidad financiera, 

asume las obligaciones que éstas conllevan, entre otras, la supervisión por dicho 

órgano desconcentrado, entendiendo que la labor que lleva a cabo la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores consistente en el despliegue de funciones de 
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supervisión, inspección y vigilancia, es la contraprestación por el pago de los 

derechos respectivos. 

 

En ese tenor y en congruencia con lo señalado en el párrafo anterior, a fin de hacer 

extensivo dicho tratamiento a las casas de bolsa, al no contar con una cuota mínima 

fija para efecto de la determinación de los derechos de inspección y vigilancia a cargo 

de dichas entidades, esta Dictaminadora está de acuerdo en establecer mediante una 

disposición transitoria que las mismas puedan calcular la opción de pago de derechos 

considerando como capital mínimo para funcionar como casa de bolsa 3,000,000 de 

UDI’s, el cual, es el capital mínimo que se debe considerar para funcionar como tal, 

de conformidad con las disposiciones generales aplicables expedidas por la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores a dichas entidades. 

 

En materia hídrica, de conformidad con la propuesta relativa a la exención del pago 

de derechos en el caso de aguas salobres, y toda vez que se busca otorgar certeza 

jurídica a los contribuyentes que usan, explotan o aprovechan aguas nacionales y que 

cuenten con certificados de agua salobre expedidos con anterioridad a la entrada en 

vigor del Decreto, esta Comisión Dictaminadora considera acertada la propuesta de 

establecer en una disposición transitoria que señale que gozaran de la exención 

prevista en el artículo 224, fracción VI de la Ley Federal de Derechos, hasta que 

concluya la vigencia de dichos certificados. Asimismo, considera viable que en tanto 

la CONAGUA expida las reglas de carácter general correspondientes, los usuarios 

podrán obtener el certificado de agua salobre, cuya vigencia concluirá treinta días 

naturales posteriores a la publicación de las citadas reglas. 
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Por otro lado, esta Comisión de Hacienda y Crédito Público considera prudente la 

incorporación de una disposición transitoria que considere la aplicación gradual de la 

cuota del derecho por el uso o aprovechamiento de bienes de dominio público de la 

Nación como cuerpos receptores de descargas residuales, prevista en la fracción I del 

artículo 277-B de la ley Federal de Derechos, con el objeto de minimizar el impacto 

económico de las empresas concesionarias, que en sustitución de los municipios, 

organismos operadores y, en su caso, las entidades federativas, presten los servicios 

de agua potable y alcantarillado. 

 

Al respecto, con la intención de evitar indebidas interpretaciones en la aplicación del 

Noveno Transitorio de la Ley Federal de Derechos, esta dictaminadora propone 

precisar que tales porcentajes serán aplicables tanto a la cuota como a los factores 

de acreditamiento referidos en los artículos 277-B y 278 del mismo ordenamiento, 

respectivamente, para quedar como se señala a continuación: 

 

“Noveno. Los contribuyentes a que se refiere el artículo 277-B, fracción I, 
de la Ley Federal de Derechos, aplicarán durante los ejercicios fiscales 
que a continuación se indican, la cuota prevista en dicha fracción 
durante los ejercicios fiscales que a continuación se indican y en su caso 
los factores de acreditamiento contenidos en la fracción III del 
artículo 278 del mismo ordenamiento cuando opten por acreditar, 
en los siguientes porcentajes: 
 
…..……………………..………………………………………………………………..…………….” 

 

Por otra parte, la que dictamina coincide en ampliar el plazo de conclusión de los 

programas de acciones en materia de saneamiento y tratamiento de aguas 

residuales, que se encuentran actualmente en proceso, al 31 de diciembre de 2014, a 

fin de garantizar que obtengan el beneficio de asignación de recursos y la 
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condonación de adeudos generados por dicho concepto durante el ejercicio fiscal de 

2007 y anteriores, para permitir continuar con la corrección de la situación fiscal de 

los contribuyentes que descargan aguas residuales en bienes de dominio público de 

la Nación. 

 

Finalmente, en la Iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal se propone incorporar 

una disposición transitoria con la intención de que las referencias efectuadas en la 

Ley Federal de Derechos respecto de los artículos 92, 215 y 216 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta que se abroga, se entenderá que se refiere a los artículos 

12, 173 y 174 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, respectivamente. Sin embargo, 

derivado de diversas modificaciones efectuadas a la Iniciativa de Decreto por el que 

se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta, es necesario ajustar las referencias 

efectuadas a dicha Ley en la disposición transitoria Décimo Segunda, como sigue: 

 

“Décimo Segundo. Cuando en la Ley Federal de Derechos se haga 
referencia a los artículos 92, 215 y 216 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta que se abroga, se entenderá que se refiere a los artículos 11, 179 y 
180 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, respectivamente.” 

 

 

D. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

 

 

PRIMERA. Esta Comisión Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en la 

propuesta de incluir una norma de procedimiento conforme a la cual, en el caso de 

operaciones entre partes relacionadas, las autoridades fiscales puedan solicitar a 

residentes en el extranjero les informen de las disposiciones legales de derecho 

extranjero cuya aplicación pueda generarles una doble tributación. Esto asegurará 
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que los beneficios de los tratados antes citados se otorguen a los contribuyentes a 

quienes realmente van dirigidos.  

 

SEGUNDA. Esta Comisión Dictaminadora coincide con el planteamiento del Ejecutivo 

Federal respecto a que la medida que permite a las personas morales y a las físicas 

con actividades empresariales y profesionales, deducir de manera inmediata la 

inversión de los bienes nuevos de activo fijo, en el ejercicio en el que efectúen dicha 

inversión, en el que inicien su utilización o en el ejercicio siguiente, siempre que se 

trate de inversiones en bienes que se utilicen permanentemente en territorio 

nacional, pero fuera de las áreas metropolitanas del Distrito Federal, Guadalajara y 

Monterrey, no ha probado ser una forma eficiente para apoyar la inversión, en 

particular de la pequeña y mediana empresa, pero que sin embargo, ha sido utilizada 

dicha deducción para reducir injustificadamente la carga tributaria de ciertos 

contribuyentes, en lo particular las grandes empresas.  

 

Por lo antes referido, esta Dictaminadora considera que la mayor parte de las 

inversiones debe ser deducida a través de la vida útil de los bienes, aplicando las 

tasas de deducción por depreciación en línea recta que se establecen en la Ley del 

ISR vigente y que son las establecidas en la Ley cuya emisión se plantea, por lo que 

se coincide con la propuesta del Ejecutivo Federal relativa a eliminar la posibilidad de 

deducir en forma inmediata el valor presente de las inversiones.  

 
TERCERA. La que Dictamina está de acuerdo con el Ejecutivo Federal en eliminar la 

posibilidad de deducir en un sólo ejercicio el 100% de la inversión realizada en la 

adquisición de activos fijos, toda vez que la deducción lineal de inversiones 

representa un beneficio mayor que la deducción inmediata de dichos activos. 

Asimismo, esta Colegisladora también está de acuerdo en continuar apoyando la 
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inversión en adaptaciones a las instalaciones del contribuyente que tengan por 

finalidad facilitar a las personas con capacidades diferentes el acceso y uso de las 

mismas. 

 
CUARTA. Esta Dictaminadora no considera adecuado eliminar la deducción de las 

aportaciones que realizan las empresas para la creación o incremento de las reservas 

destinadas a fondos de pensiones o jubilaciones, complementarias a las que 

establece la Ley del Seguro Social, así como de primas de antigüedad en los términos 

de la misma Ley, toda vez que su finalidad es la de promover el ahorro para que el 

trabajador pueda retirarse de la vida laboral, para ello, resulta necesario promover 

este tipo de fondos para que la empresa cuente con suficientes fondos que puedan 

sufragar los gastos que se generan una vez que el trabajador decida retirarse de la 

vida laborar. 

 

En razón de lo anterior, no se considera adecuado que las aportaciones que realicen 

las empresas a los fondos de pensiones y jubilaciones complementarias a aquéllas 

que son obligatorias por ley, deban sujetarse a la estructura normal del impuesto, es 

decir, que dichas aportaciones deban deducirse en el momento en que la empresa 

realice una erogación real a favor de sus trabajadores, es decir, cuando se perciba el 

ingreso, lo que esta Dictaminadora no considera correcto, ya que como se indicó 

desincentivaría que los patrones efectuaran las aportaciones citadas en perjuicio de 

los trabajadores. 

 
QUINTA. La que Dictamina está de acuerdo en precisar en la Ley del ISR que para 

que sea procedente la deducción de los inventarios, tratándose de mercancías que 

hubieran perdido su valor, además de que previamente a su destrucción los bienes 

deban ser ofrecidos en donación, éstos deben ser básicos para la subsistencia 
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humana en materia de alimentación, vestido, vivienda y salud, y que no puedan 

ofrecerse en donación aquellos bienes que conforme a otro ordenamiento jurídico 

relacionado con el manejo, cuidado o tratamiento de dicho bienes, se encuentre 

prohibida expresamente su venta, suministro, uso o se establezca otro destino para 

los mismos, dado que actualmente se pueden ofrecer en donación todo tipo de 

bienes, incluso aquéllos que por disposición de otro ordenamiento legal no pueden 

ser enajenados. 

 

SEXTA. Esta Dictaminadora considera adecuada la propuesta del Ejecutivo Federal 

de establecer límites a las deducciones por pagos realizados a partes relacionadas 

con el fin de evitar la erosión de la base gravable. En este sentido, estamos de 

acuerdo con la propuesta de negar la deducción de dichos pagos, cuando los mismos 

no estén gravados o lo estén a un impuesto inferior del 75% del ISR que se causaría 

y pagaría en México. Se coincide con este porcentaje, ya que es el mismo que se 

utiliza en la determinación de los regímenes fiscales preferentes, independientemente 

de que este último tenga reglas adicionales. 

 

SÉPTIMA. Esta Comisión Legislativa considera acertada la medida que consiste en 

establecer un tope máximo a la deducción de donativos que los contribuyentes 

efectúen a favor de la Federación, las entidades federativas, los municipios, o sus 

organismos descentralizados, fijado en el 4% del total de utilidad fiscal obtenida o de 

sus ingresos acumulables en el ejercicio inmediato anterior, ya que se coincide con el 

Ejecutivo Federal en que la misma resulta una medida de diversificación de los 

donativos en favor de las donatarias autorizadas, cuya única fuente de ingresos está 

constituida por dichos recursos.  
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No obstante lo anterior la que dictamina considera que las organizaciones de la 

sociedad civil autorizadas a recibir donativos, que se dedican a actividades de un gran 

valor para la sociedad en su conjunto, podrían ver afectada la cantidad de donativos 

percibidos y por tanto disminuir la importante labor que las mismas realizan. 

 

Por lo anterior, y aun cuando se debe reconocer que la acción de otorgar un donativo 

es ante todo un acto altruista de una persona, y que por lo mismo establecer un 

límite no implicaría que se deje de apoyar con donativos aquellas causas que las 

personas consideran de mayor valor, es de esperar que los contribuyentes que 

otorgan este tipo de apoyos pudieran limitarlos de percibir que dado el límite global 

no recibirían el apoyo del Gobierno que financia una parte del monto donado al 

permitir su deducción. 

 

Así, esta Comisión considera adecuado no incluir dentro del límite global a los 

donativos, mismos que se seguirán deduciendo con un límite equivalente al 7% de 

los ingresos del contribuyente.  

 

Excluir del límite global de 10% del ingreso o 3 SMA a los donativos implica una 

disminución de alrededor de 1.8 mil millones de pesos respecto a la recaudación 

estimada en la Iniciativa del Ejecutivo para 2014. 

 

OCTAVA. Esta Comisión Dictaminadora coincide con la propuesta del Ejecutivo 

Federal de prever en la Ley cuya emisión se plantea, la obligación de las instituciones 

financieras de informar anualmente a las autoridades fiscales sobre los depósitos en 

efectivo recibidos por los contribuyentes en las cuentas que tengan abiertas cuando 

sobrepasen los $15,000.00 mensuales, a fin de preservar la base de datos que 
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actualmente se constituye por la Ley del IDE. Lo anterior, a fin de conservar un 

importante instrumento de fiscalización sobre las operaciones que los contribuyentes 

realizan en el sistema financiero, sin duplicar los datos que en su caso, proporcionen 

a las autoridades hacendarias en términos de la Ley Federal para la Prevención e 

Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. 

 

No obstante lo anterior, la que Dictamina estima conveniente precisar que dentro del 

concepto de depósitos en efectivo, se entienden también las adquisiciones en efectivo 

de cheques de caja. Lo anterior, a fin de que las instituciones del sistema financiero 

pongan en conocimiento del Servicio de Administración Tributaria dichas 

adquisiciones, con independencia de su monto, en la declaración informativa anual 

correspondiente. Proporcionar esa información no incorpora una obligación adicional 

para las instituciones del sistema financiero debido a que actualmente dichas 

adquisiciones son informadas al Servicio de Administración Tributaria mensualmente.  

 

NOVENA. La que Dictamina está de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo Federal 

que consiste en establecer como requisito para efectos de la deducción de los vales 

de despensa, que se otorguen a través de monederos electrónicos autorizados por el 

SAT, en razón de que dicha prestación ha sido objeto de transacciones comerciales 

indebidas, de manera que con esta medida no sólo se alcanzará el objetivo fiscal 

buscado sino también, existirá mayor certeza de que los beneficiarios efectivos de los 

mismos son quienes en realidad los aprovechen.  

 

Lo anterior, debido a que los vales de despensa son una prestación de previsión 

social a favor de los trabajadores que constituyen un ahorro para quien los recibe, 

dado que éste no tendrá que utilizar la parte correspondiente de su salario para 
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adquirir los bienes de consumo de que se trate, pudiendo destinarla a satisfacer otras 

necesidades o fines. De esta manera, los vales de despensa se emplearán en la 

adquisición de alimentos que aseguren una vida decorosa para el trabajador y su 

familia, produciendo con su otorgamiento una mejoría en su calidad de vida. 

 

DÉCIMA. Esta Comisión coincide con la propuesta del Ejecutivo Federal en el sentido 

de establecer que únicamente pueda aplicarse la deducción de hasta el 41% de las 

remuneraciones exentas otorgadas al trabajador. Este porcentaje guarda relación 

entre la tasa del IETU que se deroga y la tasa del ISR empresarial. Además, con esta 

medida se recupera la base gravable del ISR. 

 

Lo anterior, considerando los efectos particularmente perjudiciales para la 

recaudación ante la propuesta de desaparición de los impuestos mínimos y de control 

que se presentan. Por lo que se estima adecuada la propuesta de acotar la deducción 

de las erogaciones por remuneraciones que a su vez sean ingreso para el trabajador 

considerados total o parcialmente exentos por la Ley del ISR. 

 
DÉCIMA PRIMERA. Esta Comisión Dictaminadora está de acuerdo en considerar 

como no deducibles las cuotas de seguridad social a cargo del trabajador pagadas 

por el patrón, toda vez que para efectos del trabajador dicho beneficio es un ingreso 

exento. Este tratamiento representa un doble beneficio, al no estar gravado como 

ingreso y ser deducible como gasto, lo que erosiona la base del ISR. 

 

Además, porque quien está a cargo de estas cuotas es el trabajador, por lo que el 

pago de las mismas por parte del patrón es voluntario, de ahí que no considerar 

como deducibles este tipo de aportaciones de seguridad social del trabajador no 
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afecta la capacidad contributiva de los patrones, y sí evita que se erosione la base del 

impuesto. 

 

Asimismo, se considera que la medida es congruente con la reforma en materia de 

seguridad social que prevé que el subsidio al empleo se utilice para cubrir las cuotas 

en materia de seguridad social. En este sentido, si dicha cuota a cargo del trabajador 

se cubrirá con el mencionado subsidio, resulta innecesario continuar con la deducción 

en la Ley que se expide. 

 

DÉCIMA SEGUNDA. Esta Comisión considera acertado ajustar el monto deducible 

de las inversiones en automóviles hasta por un monto de 130 mil pesos por unidad, 

sin considerar el IVA. Este ajuste no tiene un impacto directo en la industria 

automotriz, toda vez que en el pasado se ha observado que la modificación en el 

límite de la deducción no guarda una correlación con el aumento de la venta de 

automóviles.  

 

DÉCIMA TERCERA. Esta Comisión Dictaminadora está de acuerdo con el ajuste al 

monto de la renta de automóviles a 200 pesos diarios por unidad, con la finalidad de 

ser congruente con el ajuste al monto deducible por la inversión en automóviles 

anteriormente citado. 

 

Décima Cuarta. Conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente, las 

personas morales y las personas físicas con actividades empresariales y profesionales, 

pueden efectuar la deducción de los consumos en restaurantes hasta por un monto 

equivalente al 12.5% del pago realizado. 
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Esta Comisión comparte la opinión del Ejecutivo en el sentido de que este tipo de 

deducciones deben limitarse, considerando la necesidad de ampliar la base del 

impuesto sobre la renta y toda vez que las mismas se han prestado a abusos por 

parte de los contribuyentes que declaran para efectos fiscales consumos en 

restaurantes que no corresponden a los gastos necesarios para la realización de su 

actividad.  

 

No obstante lo anterior, la que dictamina no concuerda con la Iniciativa en el sentido 

de que esta deducción deba eliminarse. Por lo tanto, propone mantener como 

deducible un porcentaje equivalente a 8.5% de los consumos realizados en 

restaurantes, siempre que el pago se realice mediante tarjeta de crédito, de débito o 

de servicios, o a través de los monederos electrónicos que al efecto autorice el 

Servicio de Administración Tributaria. Se considera que el establecimiento de este 

porcentaje de deducción permitirá ampliar la base del impuesto sobre la renta 

respecto a la situación actual y evitará que se genere un posible problema de 

incumplimiento tributario por parte del sector restaurantero. Se estima que permitir la 

deducción de 8.5% de los consumos en restaurantes implica una disminución de 

alrededor de 0.6 mil millones de pesos respecto a la recaudación estimada en la 

Iniciativa del Ejecutivo para 2014. 

 

DÉCIMA QUINTA. Esta Comisión Dictaminadora considera adecuado eliminar el 

tratamiento preferencial aplicable a las sociedades cooperativas de producción que 

están constituidas únicamente por socios personas físicas. Con esta medida pagarán 

su ISR cuando generan las utilidades y no cuando las distribuyen.  
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Lo anterior facilitará las tareas de fiscalización de la autoridad al poder realizar cruces 

adecuados de información con los proveedores y clientes de las citadas sociedades 

cooperativas, a fin de que ya no existan diferentes momentos de determinación y 

entero del impuesto a lo largo de ejercicios fiscales distintos a aquél en que se 

realizaron las operaciones y, con ello, cerrar los espacios para la evasión y elusión 

fiscales.  

 

DÉCIMA SEXTA. Esta Dictaminadora considera acertada la propuesta del Ejecutivo 

Federal de derogar el régimen fiscal aplicable a las SIBRAS para evitar el uso 

distorsionando del beneficio contemplado en el artículo 224-A de la Ley del ISR 

vigente, erosionándose la base del ISR, a través de esquemas agresivos de 

diferimiento de pago del impuesto, no pagando dicho gravamen, e incluso obteniendo 

pérdidas deducibles para efectos del ISR. 

 

DÉCIMA SÉPTIMA. La que Dictamina no considera acertado eliminar la opción para 

los contribuyentes que realicen obras consistentes en desarrollos inmobiliarios o 

fraccionamientos de lotes, los que celebren contratos de obra inmueble o de 

fabricación de bienes de activo fijo de largo proceso de fabricación y los prestadores 

del servicio turístico del sistema de tiempo compartido, de deducir las erogaciones 

estimadas relativas a los costos directos e indirectos de esas obras o de la prestación 

del servicio, toda vez que en este tipo de industrias existe un desfasamiento respecto 

a los momentos de acumulación de ingresos y la deducción de costos. 

 

Lo anterior, en virtud de que los desarrolladores inmobiliarios podrían estar 

acumulando los anticipos, mientras que aún no se inicia la construcción y, por lo 

tanto, no cuentan con un costo para la disminución de los anticipos recibidos, lo que 
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puede dar como resultado la inviabilidad de los proyectos, toda vez, que se estaría 

pagando el impuesto sobre la renta, sobre el importe de los anticipos, sin deducción 

alguna, teniendo como consecuencia pagos en exceso de dicho impuesto, debido a 

que no se estaría determinando sobre el resultado fiscal, sino sobre el importe directo 

de los anticipos, como si éstos fueran la utilidad. 

 

Ahora bien, para los efectos de evitar el desfasamiento entre el momento de 

acumulación del ingresos y su deducción y, con ello un posible pago del impuesto en 

exceso, se adiciona un supuesto a la Ley del Impuesto sobre la Renta, para permitir 

que los desarrolladores inmobiliarios, quienes celebren contratos de obra inmueble o 

de fabricación de bienes de activo fijo de largo proceso de fabricación y los 

prestadores del servicio turístico del sistema de tiempo compartido, puedan deducir el 

costo estimado. 

 

DÉCIMA OCTAVA. Esta Comisión considera acertado eliminar el beneficio para la 

industria minera, consistente en poder deducir las inversiones realizadas en periodos 

pre-operativos en un sólo ejercicio, a diferencia del resto de sectores de 

contribuyentes que pueden deducir en el ejercicio hasta un 10% de la inversión 

realizada. 

 

Se coincide en que mantener esta facilidad distorsiona la estructura del ISR, toda vez 

que el esquema de acumulación de dicho impuesto se efectúa mediante devengo, lo 

que se traduce en una reducción del potencial recaudatorio.  

 

DÉCIMA NOVENA. La que dictamina está de acuerdo con la medida propuesta por 

el Ejecutivo Federal que consiste en eliminar la facilidad concedida actualmente a las 
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personas morales de considerar como ingreso obtenido en las enajenaciones a plazos 

solamente la parte del precio cobrado durante el ejercicio, en razón de que 

distorsiona la base del impuesto y es contrario a la regla general de aplicación del 

esquema de devengado. Adicionalmente, las medidas que otorgan diversas opciones 

a los contribuyentes provocan una pérdida de control al crearse distintos momentos 

de acumulación para un mismo contribuyente. 

 

Sin embargo, esta Comisión no está de acuerdo en que se establezca que los 

contribuyentes que celebraron enajenaciones a plazo hasta el 31 de diciembre de 

2013, deban pagar el impuesto sobre la renta en el ejercicio en que los acumulen, 

por lo que se propone que puedan diferir el pago del impuesto durante dos ejercicios 

en partes iguales. Lo anterior, con la finalidad de no perjudicar a quienes efectúan 

ventas mediante este tipo de operaciones, toda vez que establecer que deban pagar 

la totalidad del impuesto en el ejercicio en que se acumule, afectara el flujo de los 

mismos. 

 

VIGÉSIMA. Esta Comisión Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en 

cambiar la deducción de las reservas preventivas globales que realizan las 

instituciones de crédito por la deducción de los quebrantos. 

 

Lo anterior, en razón de que los principios en que se basa la regulación de la 

contabilidad financiera y la contabilidad para efectos fiscales, no necesariamente 

deben ser idénticos y, por lo tanto, las reservas no tienen por qué ser deducibles para 

efectos fiscales. 
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Sin embargo, la que dictamina no coincide con la propuesta del Ejecutivo Federal 

para eliminar la deducción por la creación o incremento de las reservas de las 

instituciones de seguros y de las instituciones de fianzas, en la nueva Ley del 

Impuesto sobre la Renta, en razón de las siguientes consideraciones: 

 

I. Las reservas creadas por las instituciones de seguros, se generan para 

cubrir el pasivo que se genera a favor del asegurado. En este sentido, las 

obligaciones contraídas por estas instituciones por cualquier concepto se 

registran contablemente como pasivo; 

 

II. Las reservas técnicas de fianzas en vigor y de contingencia que están 

obligadas a crear las instituciones de fianzas, representan las provisiones 

necesarias para dotar de liquidez y recursos para poder financiar el pago 

de reclamaciones procedentes de fianzas otorgadas, en tanto se lleva a 

cabo el proceso de adjudicación y realización de las garantías aportadas 

por el fiado; 

 

III. Las instituciones de crédito a diferencia de las instituciones de seguros y 

de fianzas, tienen un activo a su favor por los créditos que otorga, por lo 

tanto, las reservas no se destinan a cubrir pasivos por los quebrantos que 

se deriven de créditos otorgados. 

 

Cabe mencionar, que las reservas que constituyen las instituciones de seguros, 

también se destinan a cubrir el pago de pensiones, mediante el pago de una renta 

que asegure la supervivencia del asegurado, a mejorar el rendimiento para el 

incremento de otras reservas, o hacer frente a resultado adversos que se produzcan 
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por la operación de los seguros, por ello, conservar la deducción de las reservas que 

crean o incrementan las instituciones de seguros, conserva la correcta operación de 

los planes de pensiones, entre otros objetivos. 

 

Lo anterior, a diferencia de lo que sucede en las instituciones de crédito ya que en 

este caso la deducción se autoriza antes de que exista una prueba concluyente de la 

imposibilidad de cobro, de esta manera se difiere el pago de un impuesto en el 

tiempo. 

 

Derivado de las modificaciones realizadas por esta dictaminadora en relación a las 

reservas de las instituciones de fianzas y de seguros, es necesario eliminar las 

disposiciones transitorias que se incluyeron en la Ley, dado que dicha transitoriedad 

no son necesarias al no derogarse dicho tratamiento. 

 

VIGÉSIMA PRIMERA. Esta Comisión Dictaminadora concuerda con la propuesta del 

Ejecutivo Federal relativa a que los ingresos por la enajenación de bienes inmuebles, 

el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes y los ingresos percibidos a título 

gratuito, deben ser considerados “ingresos pasivos” para fines de la determinación de 

regímenes fiscales preferentes. Lo anterior, ya que dichos ingresos tienen la 

naturaleza de pasivos, así como hacer más eficiente este régimen. 

 

VIGÉSIMA SEGUNDA. Esta Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en el 

sentido de precisar el periodo durante el cual se podrán acreditar los remanentes de 

impuestos sobre la renta pagados en regímenes fiscales preferentes, que no pudieron 

ser acreditados. Para estos efectos, se coincide con el periodo de 10 años en virtud 

de que es homogéneo a las reglas generales de acreditamiento.  
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VIGÉSIMA TERCERA. Esta Comisión está de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo 

Federal para establecer en forma expresa que los ingresos por arrendamiento que 

perciban los fideicomisos que se dediquen a la adquisición o construcción de bienes 

inmuebles que se destinen al arrendamiento o a la adquisición del derecho a percibir 

ingresos provenientes del arrendamiento de dichos bienes, así como a otorgar 

financiamiento para esos fines, deben corresponder preponderantemente a los que 

deriven del otorgamiento del uso o goce temporal del inmueble de que se trate y, por 

lo tanto, se debe delimitar a que sólo pueda aplicarse el beneficio previsto 

actualmente en la Ley del ISR, siempre que la fiduciaria no perciba ingresos por la 

prestación de servicios vinculados al arrendamiento superiores al 5% de la totalidad 

de la renta.  

 

Lo anterior, ya que se coincide en que los ingresos por la prestación de servicios 

adicionales al arrendamiento, no deben ser integrados dentro del costo de la renta, y 

de esta forma que los ingresos percibidos por esa prestación de servicios gocen del 

beneficio que se aplica a los percibidos por el arrendamiento del inmueble sujeto a la 

FIBRA, toda vez que el aludido ingreso proviene de una actividad distinta a la del 

arrendamiento del inmueble y, por consecuencia le debe corresponder un tratamiento 

fiscal distinto al previsto en los artículos 181 y 182 de la Ley del ISR que se 

dictamina.  

 

Ahora bien, esta Dictaminadora considera necesario adicionar dentro de los requisitos 

que se deben cumplir en tratándose de los fideicomisos que se dediquen a la 

adquisición o construcción de bienes inmuebles que se destinen al arrendamiento o a 

la adquisición del derecho a percibir ingresos provenientes del arrendamiento de 
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dichos bienes, que para poder aplicar el tratamiento establecido en la Ley del 

Impuesto sobre la Renta cuya emisión se plantea, que se encuentren inscritos en el 

registro de fideicomisos dedicados a la adquisición o construcción de inmuebles, que 

para tales efectos expida el Servicio de Administración Tributaria. 

 

VIGÉSIMA CUARTA. Esta dictaminadora estima acertada la propuesta que plantea 

el Ejecutivo Federal relativa a eliminar el régimen simplificado, toda vez que el 

establecimiento de regímenes especiales y tratamientos referenciales como dicho 

régimen actualmente no tiene razón de ser. Asimismo, es preciso mencionar que de 

acuerdo a lo que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en su artículo 31, fracción IV, es obligación de todos contribuir a los gastos públicos 

en proporción a la capacidad económica de cada uno y ése es uno de los criterios 

fundacionales que el legislador debe tener en cuenta al configurar las cargas fiscales. 

 

Por otra parte, esta Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en permitir a las 

personas físicas o morales que pertenezcan a un coordinado, que sea esta persona 

moral la que cumpla por cuenta de ellos, las obligaciones fiscales que les 

correspondan, atendiendo a su capacidad administrativa y organizativa, con el único 

objeto de facilitar el pago del impuesto y no de repercutir en una disminución del 

gravamen. 

 

Asimismo, esta Comisión considera oportuno incluir como una facilidad en el 

cumplimiento de las obligaciones para las personas físicas que realicen actividades en 

copropiedad y tributen a través de un coordinado, que sea este último quien cumpla 

con las obligaciones fiscales de la copropiedad, considerándose también como 

representante común de la misma. 
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En ese sentido, como una medida que incentivar el pago de los tributos, se establece 

que tratándose de personas físicas o morales, que cumplan sus obligaciones fiscales 

por conducto de varios coordinados de los cuales son integrantes, podrán optar 

porque cada coordinado de los que sean integrantes efectúe por su cuenta el pago 

del impuesto sobre la renta, respecto de los ingresos que obtengan del coordinado de 

que se trate, considerando dicho pago como definitivo, siempre que en el caso de 

personas morales se aplique la tasa del artículo 9 de la Ley que se propone y para 

personas físicas la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior 

que establece la tarifa contenida en el artículo 147 de la misma Ley, como medida de 

control se propone que una vez ejercida la opción propuesta, ésta no podrá variarse 

durante el periodo de cinco ejercicios contados a partir de aquél en el que se empezó 

a ejercer la opción citada. 

 

La opción antes señalada también la podrán aplicar las personas físicas o morales que 

sean integrantes de un solo coordinado. 

 

VIGÉSIMA QUINTA. La iniciativa propuesta por el Ejecutivo Federal plantea 

eliminar el régimen simplificado aplicable, entre otros sectores, a las personas 

morales dedicadas exclusivamente a actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o 

pesqueras, así como los beneficios de exención, tasa reducida y facilidades 

administrativas, cuya permanencia no se justifica, argumentando que este régimen 

preferencial otorga diversos beneficios que generan inequidad, ya que contribuyentes 

que obtienen un monto de utilidad igual, al pertenecer a distintos sectores de 

actividad, enfrentan cargas fiscales diferentes. 
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Lo anterior, considerando que los contribuyentes del sector primario han gozado de 

una serie de beneficios particulares otorgados a través de diferentes instrumentos de 

política fiscal, como son: 1) La reducción del ISR en un 30%; 2) La exención en el 

ISR para las personas morales hasta por 20 salarios mínimos anuales del área 

geográfica del contribuyente por cada uno de sus socios o asociados, siempre que no 

exceda de 200 veces el salario mínimo correspondiente al área geográfica del Distrito 

Federal; 3) La exención en el ISR para personas físicas hasta por un nivel de ingresos 

de 40 salarios mínimos anuales del área geográfica del contribuyente. 

 

Esta Comisión Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en la propuesta de 

reducir los beneficios y eliminar los tratamientos preferenciales que generan 

distorsiones e inequidad, a efecto de lograr un tratamiento más igualitario entre los 

distintos sectores de contribuyentes, y lograr el fortalecimiento del sistema fiscal. 

 

No obstante lo anterior, del análisis realizado a la propuesta en comento y 

escuchando a los diferentes sectores de contribuyentes y representantes de las 

agrupaciones de los contribuyentes que realizan actividades agrícolas, silvícolas, 

ganaderas o de pesca, la que Dictamina considera que en el caso del sector primario 

aún se presentan diversas dificultades administrativas para cumplir con sus 

obligaciones fiscales, considerando además las formas de organización de este sector 

de contribuyentes que están constituidas bajo la figura de personas morales, 

sociedades cooperativas, así como personas morales de derecho agrario, en las 

cuales la persona moral encargada de agrupar a los diversos contribuyentes que la 

integran, cumple por cuenta de cada uno de sus integrantes con sus obligaciones 

fiscales. 
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Por lo que el eliminar la determinación del impuesto sobre la renta conforme al 

esquema en base de flujo, aun cuando permitiría fortalecer el sistema fiscal 

haciéndolo más equitativo y más general, también podría generar efectos negativos 

para el desarrollo y fortalecimiento de las actividades primarias.  

 

Dadas las características particulares de operación de los contribuyentes del sector 

primario, un gran número de proyectos de inversión requieren un largo periodo para 

su maduración, lo que provocaría que la acumulación y deducción de ingresos y 

gastos bajo el esquema de devengado impacte al sector, en la medida que 

únicamente deducirían sus costos de producción hasta el momento en que inicie el 

retorno del proyecto, lo que limita la generación de pérdidas fiscales en los primeros 

años del proyecto que pudieran disminuirse de las utilidades y por lo tanto se reduzca 

la liquidez del sector por el pago del impuesto sobre la renta. 

 

De igual forma es frecuente que los contribuyentes del sector primario operen 

celebrando contratos mediante los cuales anticipan la venta de su producción, y que 

bajo el esquema de devengado estarían obligados a acumular la totalidad de la 

contraprestación pactada y por lo tanto pagar el impuesto sobre la renta 

correspondiente sin que necesariamente se hubiera registrado el ingreso, afectando 

su liquidez. 

 

Tomando en cuenta lo expuesto anteriormente, la que Dictamina considera adecuado 

modificar la propuesta del Ejecutivo que pretende que las personas morales que se 

dediquen exclusivamente a la realización de actividades agrícolas, ganaderas, 

silvícolas o pesqueras para efectos de determinar el impuesto sobre la renta 

correspondiente acumulen y deduzcan sus ingresos y erogaciones conforme al 
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esquema de devengado, y restablecer el esquema base de flujo de efectivo contenido 

en la Ley del ISR que se abroga, a efecto de que acumulen sus ingresos y deduzcan 

sus gastos en el momento en que los mismos sean efectivamente percibidos o 

erogados. Además el esquema de base de flujo de efectivo permite eliminar los 

ajustes por inflación que deben realizar las personas morales del régimen general 

respecto de los ingresos en crédito que tuvieran y sobre los cuales ya hubieran 

pagado el impuesto, simplificando para este sector la determinación del impuesto 

sobre la renta. 

 

Con base en las anteriores consideraciones y a fin de evitar problemas de 

capitalización, falta liquidez y pérdidas, en empresas del sector agropecuario que 

pudieran limitar la oferta de productos del campo y para no generar efectos 

negativos para el desarrollo y fortalecimiento de las actividades primarias, la que 

Dictamina considera conveniente que las personas físicas y morales que a la entrada 

en vigor de la nueva Ley del ISR tributaban en forma individual o como integrantes 

de una persona moral en el Régimen Simplificado, continúen cumpliendo sus 

obligaciones fiscales en base a flujo establecido para las personas físicas con 

actividades empresariales. 

 

Asimismo, que se continúen otorgando algunos de los beneficios que actualmente 

goza el sector primario, pero acotándolos, conforme a lo siguiente: 

 

1. La exención en el ISR para las personas morales hasta por 20 salarios mínimos 

anuales del área geográfica del contribuyente por cada uno de sus socios o 

asociados, siempre que no exceda de 200 veces el salario mínimo 

correspondiente al área geográfica del Distrito Federal, elevado al año.  
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2. La exención en el ISR para el caso de personas físicas será hasta por 40 

salarios mínimos anuales del área geográfica del contribuyente. 

 

3. Las personas morales con ingresos que excedan al monto de la exención que 

le corresponda de acuerdo al número de socios y hasta 338 salarios mínimos 

anuales, adicionalmente podrán aplicar una reducción del ISR de 30%, de tal 

forma que la tasa del impuesto que enfrenten sea del 21%. 

 

4. Las personas físicas con ingresos de más de 40 salarios mínimos anuales del 

área geográfica del contribuyente y hasta 338 salarios mínimos anuales, 

aplicarán la exención de hasta 40 salarios mínimos anuales y por el excedente 

podrán aplicar una reducción del ISR de 40%, de tal forma que la tasa del 

impuesto que enfrenten sea del 21%. 

 

5. Las personas físicas y morales con ingresos superiores a 338 salarios mínimos 

anuales, podrán aplicar la exención y reducción hasta los límites referidos en 

los numerales que anteceden, y por el excedente de 338 salarios mínimos 

anuales no podrán aplicar reducción alguna del ISR  

 

6. Facultar al Servicio de Administración Tributaria para otorgar facilidades 

administrativas al sector primario para el cumplimiento de sus obligaciones 

fiscales. 

 

Cabe señalar que este régimen a diferencia del actual régimen simplificado, es un 

esquema que se estima neutral y sólo otorga a los integrantes de este sector 
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facilidades para el pago de contribuciones acorde con la forma de operación de estos 

contribuyentes. 

 

VIGÉSIMA SEXTA. Esta Comisión Legislativa estima pertinente el planteamiento del 

Ejecutivo Federal relativo a introducir un impuesto a cargo de las personas morales al 

momento de distribuir dividendos. Se considera conveniente el mecanismo planteado, 

con el fin de fomentar la reinversión y para facilitar la fiscalización de las personas 

morales residentes en México y los establecimientos permanentes de residentes en el 

extranjero, y con esto se aumenta la carga tributaria hasta una segunda fase que es 

la distribución de dividendos o utilidades. Este sistema impositivo permitirá no 

incrementar la carga tributaria a las empresas que reinvierten sus utilidades en 

proyectos productivos que beneficien el crecimiento económico nacional. En 

consecuencia, sólo se elevará la carga tributaria de las personas morales cuando 

distribuyan a personas físicas o residentes en el extranjero. Por lo tanto, esta 

Dictaminadora considera conveniente introducir al sistema del ISR de personas 

morales una segunda fase del gravamen en el momento de la distribución de 

dividendos o utilidades, cuando estos vengan de la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta 

(CUFIN) y hayan pagado el impuesto referido en el artículo 10 de la iniciativa 

presentada por el Ejecutivo.  

 

VIGÉSIMA SÉPTIMA. La Comisión que dictamina coincide con la propuesta del 

Ejecutivo Federal para que sea eliminado el procedimiento que ha servido para 

determinar la renta gravable a que se refieren los artículos 123, apartado A, fracción 

IX, inciso e) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 120 de la 

Ley Federal del Trabajo, para efectos de la PTU de las empresas. 
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La anterior, tomando en consideración que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

establece que el procedimiento previsto actualmente por el artículo 16 de la Ley del 

ISR que se propone abrogar, contraviene el citado artículo 123 constitucional, al 

establecer un procedimiento distinto al contemplado por el artículo 10 de la 

mencionada Ley, toda vez que arroja un resultado diferente al que se obtiene 

aplicando el procedimiento previsto para la determinación de la utilidad fiscal, 

obligando con ello al patrón a entregar a sus trabajadores una utilidad diferente a la 

gravada y, por ende, distinta a su capacidad contributiva reflejada en la renta neta o 

utilidad. Consecuentemente, esta Comisión Dictaminadora concuerda con la 

propuesta del Ejecutivo Federal para señalar que se deberá determinar la renta 

gravable conforme a lo siguiente: a los ingresos obtenidos en el ejercicio se le 

disminuirán las deducciones autorizadas en la Ley cuya emisión se plantea, y el 

resultado obtenido será la renta gravable que sirva de base para el cálculo de la PTU, 

y para determinar la renta gravable, no se disminuirá la PTU de las empresas ni las 

pérdidas fiscales pendientes de aplicar de la utilidad fiscal que se determine.  

 

Sin embargo, resulta importante tomar en consideración que dentro de las 

propuestas presentadas en la Iniciativa del Ejecutivo Federal, se encuentra el que 

únicamente pueda ser aplicada la deducción de hasta el 41% de las remuneraciones 

exentas otorgadas al trabajador.  

 

Lo anterior, pudiera ocasionar que las erogaciones por concepto de remuneraciones 

exentas otorgadas al trabajador, impactaran de manera negativa en las empresas al 

determinar la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas, por 

lo que con la finalidad de evitar una distorsión en dicho cálculo se establece como un 

concepto disminuible, las cantidades que no hubiesen sido deducibles en los términos 
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de la Ley que se propone por concepto de pagos que a su vez sean ingresos exentos 

para el trabajador. 

 

VIGÉSIMA OCTAVA. Esta Comisión estima pertinente la propuesta del Ejecutivo 

Federal relativa a generalizar el cálculo para determinar la ganancia por la 

enajenación de acciones. También concuerda en que se permita a los contribuyentes 

con una tenencia accionaria de hasta doce meses optar por un cálculo que considere 

en la obtención del monto original ajustado, el costo comprobado de adquisición, los 

reembolsos y los dividendos o utilidades pagados.  

 

Al respecto, tratándose de la opción de cálculo, se considera acertado no incluir a la 

CUFIN, entre otros conceptos, dado que refleja la diferencia entre las utilidades netas 

generadas y las utilidades distribuidas que corresponden a las acciones que se 

enajenan cuando la tenencia supera los doce meses, es decir, representan las 

utilidades que dichas acciones generaron durante un ejercicio fiscal, por ello, no 

puede considerarse en el cálculo opcional una cuenta que representa utilidades por la 

tenencia de acciones mayores a doce meses. 

 

VIGÉSIMA NOVENA. Esta dictaminadora coincide plenamente con la medida 

planteada por el Ejecutivo Federal en la que se propone la ampliación del listado de 

las actividades que pueden desarrollar las instituciones de asistencia o beneficencia 

así como las sociedades o asociaciones civiles sin fines de lucro, para ser 

consideradas instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles del ISR, con 

el fin de otorgar mayor certeza jurídica. 
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Asimismo, la que dictamina reconoce la importancia del trabajo asistencial que 

desempeñan las organizaciones de la sociedad civil al brindar atención a sectores 

vulnerables de la población, así como su incursión en otro tipo de actividades que, sin 

ser asistenciales, resultan igualmente importantes para el desarrollo social de nuestro 

país debido a sus objetivos de alcance horizontal, esto es, en beneficio de toda la 

ciudadanía. 

 

En este sentido, esta Comisión considera necesario diferenciar ambas categorías en la 

Ley del Impuesto sobre la Renta cuya emisión se plantea, a saber, las actividades de 

asistencia y las no asistenciales que realizan las asociaciones y sociedades civiles, así 

como las instituciones de asistencia o de beneficencia, a fin de ampliar los supuestos 

en los que dichas personas morales pueden constituirse como donatarias autorizadas 

en términos de la propia Ley. 

 

Trigésima. Esta dictaminadora considera adecuadas las propuestas del Ejecutivo 

Federal para establecer que las instituciones de enseñanza privadas sean 

consideradas no contribuyentes del ISR, siempre y cuando mantengan u obtengan 

autorización del SAT para recibir donativos deducibles, así como que las asociaciones 

o sociedades con fines deportivos que en la Ley del ISR vigente se consideran como 

personas morales con fines no lucrativos, reciban el tratamiento fiscal acorde a su 

verdadero objetivo preponderantemente económico y tributen conforme al régimen 

general de las personas morales. Lo anterior, en atención a que las personas morales 

no contribuyentes del ISR disfrutan de un beneficio que otras personas morales no 

tienen, justificado en que su objeto no tiene un propósito lucrativo. De esta manera, 

resulta razonable establecer medidas que permitan a la autoridad fiscal cerciorarse de 

que, en efecto, dichas personas morales no contribuyentes se abstengan de perseguir 
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fines preponderantemente económicos, ya que, de lo contrario, se colocarían en el 

supuesto de causación del ISR al obtener ingresos gravables por los que otras 

personas morales sí se encuentran obligadas al pago correspondiente. 

 

TRIGÉSIMA PRIMERA. Esta Comisión Dictaminadora considera procedente la 

propuesta del Ejecutivo Federal respecto a que las donatarias autorizadas puedan 

llevar a cabo proyectos encaminados a promover reformas legislativas con la 

intención de apoyar a sectores sociales, industriales o ramas de la economía nacional 

que pueden resultar beneficiadas derivado de un marco regulatorio que mejore la 

relación entre el Estado y la ciudadanía. 

 

TRIGÉSIMA SEGUNDA. Esta Comisión Dictaminadora coincide con el Ejecutivo 

Federal en que el régimen de consolidación fiscal en su origen se enfocaba a 

fomentar la inversión de las empresas a través de un esquema sencillo de 

diferimiento del ISR, que les permitía compensar pérdidas de algunas empresas 

contra utilidades de las demás empresas del grupo, pero derivado de los cambios que 

se han incorporado al aludido esquema, lo han hecho complejo y difícil de fiscalizar; 

al grado que, por su complejidad, se requiere de una especialización técnica tanto 

para manejar los múltiples conceptos como para revisar los efectos de éstos en el 

resultado fiscal consolidado.  

 

Derivado de la complejidad del régimen de consolidación fiscal, se ha originado que 

tanto los contribuyentes como la autoridad fiscal, lleguen a tener diversidad de 

criterios de interpretación en la aplicación de las disposiciones establecidas en el 

aludido régimen, generando múltiples interpretaciones que son llevadas al terreno 

judicial, provocando con ello retrasos en la recaudación del impuesto, por lo que con 
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la finalidad de eliminar las controversias de interpretación, la que Dictamina considera 

viable que dicho régimen ya no se contemple en la Ley cuya emisión se plantea.  

 

Por otra parte, la que Dictamina considerando lo establecido dentro de uno de los 

compromisos expresados en el acuerdo político nacional denominado “Pacto por 

México” del 2 de diciembre de 2012, concuerda en que deben eliminarse privilegios 

fiscales y, en lo particular, el régimen de consolidación fiscal.  

 

Por tal motivo, se está de acuerdo en eliminar el régimen de consolidación fiscal, y en 

establecer un esquema de salida para estos grupos de sociedades, con dos 

alternativas para el cálculo del impuesto diferido que se tenga al 31 de diciembre de 

2013, así como un esquema de pago fraccionado en cinco ejercicios para el entero 

del impuesto diferido, y que respecto de las empresas que aún se encuentren en el 

periodo obligatorio de 5 años de tributación en este régimen, puedan seguir 

aplicando las disposiciones actuales aplicables a la consolidación fiscal y, una vez que 

concluya ese periodo, calculen y enteren el impuesto diferido que tengan a esa fecha, 

a través del esquema fraccionado de pagos. 

 

Trigésima Tercera. La que Dictamina considera conveniente modificar el 

tratamiento fiscal aplicable a la industria maquiladora, con el fin de evitar que se 

realicen actos destinados a la evasión del impuesto. En este sentido, se estima 

acertado precisar que sólo pueden aplicarlo aquellas empresas maquiladoras 

dedicadas exclusivamente a la exportación.  

 

También se coincide con el Ejecutivo Federal con la medida de excluir del régimen de 

maquila a las prestadoras de servicios, en virtud de que no están sujetas a una doble 
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imposición por el pago del ISR en distintos países, que las ponga en desventaja 

internacional frente a otras de su tipo. Lo anterior, se debe a las reglas de fuente de 

riqueza previstas en las legislaciones locales a nivel internacional y en virtud de que 

México cuenta con una amplia red de tratados para evitar la doble tributación en la 

que los países firmantes se comprometen a eliminar la doble imposición, en caso de 

generarse, a través de sus reglas internas. 

 

Ahora bien, en virtud de que el tratamiento de maquiladora tiene efectos 

eminentemente fiscales, se considera adecuada la propuesta de establecer en la Ley 

cuya emisión se plantea la definición de empresa maquiladora, de tal forma que sea 

la autoridad tributaria la que determine cuál será el valor de los activos utilizados en 

la operación de maquila propiedad de la persona residente en el país, pues con ello 

se ejerce un mayor control de este tipo de operaciones, al mismo tiempo que se evita 

la erosión de la base del impuesto. 

 

No obstante lo anterior, se ha identificado la necesidad de incorporar ciertas 

precisiones que otorguen seguridad jurídica a las maquiladoras y permitan a la 

autoridad tener control sobre las operaciones que realizan estas empresas. 

 

Con la finalidad de definir claramente que las empresas maquiladoras son aquellas 

que realizan exclusivamente operaciones de maquila, se incorporan figuras y 

procedimientos que dan claridad y certidumbre jurídica a los contribuyentes que 

operan el esquema de maquiladoras. 

 

TRIGÉSIMA CUARTA. La que Dictamina coincide con la medida propuesta por el 

Ejecutivo Federal en el sentido de establecer que las empresas propiedad de 
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residentes en el extranjero que operan a través de una empresa maquiladora de 

albergue, puedan permanecer bajo la protección de dicho régimen sólo por un cierto 

periodo, es decir, durante un máximo de ejercicios fiscales considerados a partir de 

que empezaron a operar en México. Lo anterior, debido a que estas empresas no 

constituyen un establecimiento permanente en el país y sin embargo, su 

establecimiento indefinido en México a través de la maquiladora de albergue implica 

un desgaste de la base del impuesto sobre la renta que no tiene justificación. Tal 

como afirma el Ejecutivo Federal, es preciso limitar el tiempo de permanencia en el 

citado régimen de maquila a fin de que se cumpla el objetivo que dio lugar a la 

medida, esto es, que sea un mecanismo de transición hacia el establecimiento de 

dichas empresas extranjeras en México y que en un momento dado, se convirtieran 

en sujetos obligados al pago del impuesto. 

 

No obstante, esta Comisión Dictaminadora considera que el límite de permanencia en 

el régimen de maquila bajo la modalidad de albergue debe ser de cuatro ejercicios 

fiscales, no de tres como propone el Ejecutivo Federal, a fin de que el plazo no 

resulte restrictivo para las empresas y permita que efectivamente puedan adaptarse y 

optar por su establecimiento definitivo en el país. 

 

Adicionalmente, esta Comisión Dictaminadora considera acertada dicha medida en 

virtud de que los residentes en el extranjero que actúan dentro de una maquiladora 

de albergue pueden clasificarse en dos tipos: 

 

a) Los que no enfrentan costos de entrada ni de salida al régimen debido a 

que a través de la maquiladora de albergue realizan todas sus operaciones 

(importan insumos, los procesan y exportan sus productos), por lo que su 
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permanencia en el régimen así como los contratos para la prestación de 

los servicios de logística son indefinidos. 

b)  Los que tienen la intencionalidad de constituirse como maquiladora 

industrial con establecimiento permanente en el país que optan por el 

régimen con el objetivo de adquirir experiencia durante dos o tres años 

aproximadamente, para después constituirse en una maquiladora 

industrial. 

 

Ahora bien, resulta importante considerar que la empresa nacional de albergue 

enfrenta costos para construir las instalaciones en las que se albergan las empresas 

de los residentes en el extranjero, y se cuenta con datos para concluir que las 

inversiones que realizan dichas empresas, han sido plenamente recuperadas con una 

alta rentabilidad.  

 

Con base en lo anterior, esta Dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en que 

los residentes en el extranjero que realicen actividades de maquila a través de la 

empresa de maquila bajo la modalidad de albergue, únicamente puedan aplicar lo 

correspondiente en la Ley cuya emisión se plantea por un cierto periodo, el cual debe 

ser de cuatro años consecutivos, a fin de promover que efectivamente constituyan 

establecimiento permanente en el país y contribuyan al pago de los impuestos una 

vez concluido dicho periodo. Al mismo tiempo, el lapso que se propone permitirá a la 

maquiladora de albergue seguir recuperando las inversiones realizadas en la 

construcción de las instalaciones en las que se albergan las empresas de los 

residentes en el extranjero, y tener un horizonte amplio para promover sus servicios. 
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TRIGÉSIMA QUINTA. Esta Comisión Dictaminadora coincide con el Ejecutivo 

Federal respecto a los problemas que actualmente enfrenta el artículo 6 de la Ley del 

ISR que se propone abrogar y la necesidad de adecuar el mecanismo de cálculo y 

establecer nuevas reglas para el correcto funcionamiento del acreditamiento de 

impuestos sobre la renta pagados en el extranjero. Por ello, se está de acuerdo con 

los cambios realizados a dicho mecanismo, reflejados en la propuesta del Ejecutivo 

Federal.  

 

En este sentido, se está de acuerdo en que se limite el acreditamiento de los 

impuestos pagados directamente por los residentes en México, por país o jurisdicción, 

ya que se evita ceder recaudación indirectamente a otros países o jurisdicciones por 

la cantidad del impuesto extranjero que exceda el impuesto mexicano.  

 

Por otra parte, también se concuerda con la necesidad de establecer nuevos 

mecanismos que transparenten los montos proporcionales de los impuestos pagados 

por sociedades residentes en el extranjero en primer y segundo nivel corporativo, que 

les correspondan a las personas morales residentes en México por la distribución de 

dividendos provenientes de aquéllas para fines del acreditamiento. También se 

concuerda con la aclaración respecto a los límites de acreditamiento por este tipo de 

impuestos.  

 

Asimismo, se estima procedente establecer el derecho de acreditamiento contra la 

segunda fase del ISR empresarial, esto es, contra el impuesto por la distribución de 

dividendos a cargo de las personas morales residentes en México, en virtud de que el 

sujeto pasivo del impuesto sobre dividendos mexicanos es la persona moral residente 

en México y no un sujeto distinto, como serían sus accionistas.  
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En otro orden de ideas, esta Dictaminadora considera necesario generar certeza 

jurídica sobre qué impuestos pagados en el extranjero tienen la naturaleza de ISR. En 

este sentido, se concuerda que los impuestos señalados de manera expresa en los 

tratados para evitar la doble tributación deben considerarse impuestos sobre la renta; 

de lo contrario, se deberá cumplir con las reglas que al efecto expida el SAT para 

hacer esta determinación, tal y como se hace en la práctica.  

 

Asimismo, se concuerda con la necesidad de establecer en el texto de la Ley del ISR, 

la no deducibilidad de los montos que hayan sobrepasado el límite de acreditamiento. 

Actualmente, esto ya se encuentra contemplado en la Ley del ISR vigente, la cual 

prohíbe la deducibilidad de impuestos sobre la renta en general, así como en el 

Reglamento de la Ley del ISR vigente que establece la no deducibilidad de los montos 

del impuesto extranjero no acreditable. Esto es importante ya que de lo contrario, 

significaría exportar recaudación indirectamente frente a países que establecen 

impuestos más altos que México.  

 

TRIGÉSIMA SEXTA. El Ejecutivo Federal propone excluir de la Ley cuya emisión se 

plantea la mención a que los impuestos que trasladen los contribuyentes no se 

consideran ingresos acumulables. Al respecto, la que Dictamina está de acuerdo con 

la medida planteada, en virtud de que los impuestos que el contribuyente traslada o 

que le son trasladados, para su posterior entero al fisco, derivan precisamente de una 

obligación formal establecida en la ley fiscal y no incrementan su esfera patrimonial. 

 

Trigésima Séptima. Esta Dictaminadora coincide en que se implemente en la Ley 

cuya emisión se plantea, un régimen fiscal opcional que consista en establecer para 
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los grupos de sociedades la posibilidad del diferimiento hasta por 3 años del ISR, 

siempre que se cuente con un estricto control del ISR causado a nivel individual. El 

impuesto diferido se determinará por ejercicio y se pagará en un plazo de tres 

ejercicios. Para tal efecto, la sociedad integradora calculará un factor de resultado 

fiscal integrado con el que se determinará el ISR a enterar y el impuesto que podrá 

diferir.  

 

Esta Comisión considera acertado que en este nuevo esquema fiscal no se difiera el 

ISR cuando se decreten dividendos o se distribuyan utilidades que no provienen de la 

CUFIN, entre las empresas del grupo, lo que garantiza un tratamiento igual para 

todas las empresas; por lo tanto, cuando alguna empresa del grupo distribuya 

dividendos y éstos no provengan de la CUFIN, se pagará el ISR de forma inmediata. 

De esta forma los contribuyentes que opten por este régimen, aplicarán el mismo 

tratamiento fiscal que los contribuyentes que pagan el ISR en el momento en que 

distribuyen dividendos fuera de la CUFIN.  

 

Asimismo, se considera acertado que se establezca un porcentaje mínimo de 

participación accionaria del 80%, con lo que se permitirá el acceso al nuevo régimen 

fiscal a empresas con solidez económica que buscan ser competitivas, y se evitará la 

entrada a empresas que únicamente busquen utilizar de forma abusiva este nuevo 

esquema. 

 

Esta Dictaminadora, al igual que el Ejecutivo Federal, coincide en que el nuevo 

régimen opcional para sociedades tiene las siguientes ventajas: simplificación fiscal, 

ya que será más fácil determinar del impuesto diferido tanto para los contribuyentes 

como para la autoridad fiscal; certeza del impuesto que se difiere en cada ejercicio; 
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fácil fiscalización, en virtud de que el impuesto diferido se determinará a través de 

una simple suma del impuesto diferido manifestado en las declaraciones individuales 

y limitación a las conductas tendientes a eludir y/o evadir el pago del impuesto e 

ingresos fiscales mayores debido a la sustitución del régimen actual.  

 

Finalmente, esta Dictaminadora también coincide en que sean excluidos de este 

régimen a contribuyentes que por sus características cuentan actualmente con 

regímenes de tributación especiales, como sucede con el sistema financiero, las 

empresas que llevan a cabo operaciones de maquila, las personas morales con fines 

no lucrativos, entre otras, con lo que se evitará generar evasión o elusión fiscales. 

 

Trigésima Octava. La que Dictamina está de acuerdo con el Ejecutivo Federal en 

incorporar dentro del estímulo fiscal aplicable a la inversión en la producción de 

películas cinematográficas nacionales, a la distribución de películas cinematográficas 

nacionales. En este sentido, se está de acuerdo en apoyar a los proyectos de 

inversión en la producción cinematográfica nacional así como a los proyectos de 

inversión en la distribución de películas cinematográficas nacionales, ampliando el 

monto del estímulo fiscal a 650 millones de pesos, por cada ejercicio fiscal, para los 

proyectos de inversión en la producción cinematográfica nacional, y otorgando 50 

millones de pesos, por cada ejercicio fiscal, a los proyectos de inversión en la 

distribución de películas cinematográficas nacionales. Con esta medida se hace más 

eficiente la operación y efectividad del estímulo fiscal y se evita el incremento del 

precio de los bienes y servicios utilizados para la producción cinematográfica. 

 

Asimismo, esta Comisión coincide con el Ejecutivo Federal en que se establezcan dos 

periodos para la entrega del estímulo fiscal, con el fin de evitar la sobredemanda que 
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se presenta al otorgar todo el recurso en un solo periodo, y que se limite el apoyo a 2 

millones de pesos por proyecto, en el caso de la distribución de películas 

cinematográficas nacionales.  

 

No obstante lo anterior, esta Dictaminadora considera que a fin de dotar de mayor 

claridad y precisión al texto propuesto, es necesario retomar el concepto de “proyecto 

de inversión en la producción cinematográfica nacional” previsto en el artículo 226 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, así como ajustar el rubro del 

Capítulo IV, del Título VII de la Ley del Impuesto sobre la Renta planteada, a fin de 

que abarque los tres estímulos propuestos por el Ejecutivo Federal.  

 

Trigésima Novena. En la Iniciativa de Decreto por la que se expide la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, presentada por el Ejecutivo, se indica que con objeto de 

fortalecer la recaudación y dotar de mayor progresividad al sistema impositivo y en 

particular al ISR personal, se propone incrementar la contribución de las personas 

que obtienen mayores ingresos. 

 

En tal sentido, la propuesta del Ejecutivo Federal consiste en adicionar un nuevo 

tramo a la tarifa del ISR de personas físicas, aplicable para las personas físicas con 

ingresos gravables superiores a 500 mil pesos anuales con una tasa marginal de 

32%. Así mismo, el Ejecutivo destaca que esta medida no afecta a las personas de 

ingresos bajos y medios en el país, toda vez que no implica un incremento en la 

carga tributaria de la mayor parte de la población. 

 

Asimismo se destaca que el nivel de la tasa propuesta en este nuevo escalón de la 

tarifa, no es excesivo ya que las tasas marginales máximas continuarán siendo 
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menores a las observadas en otras economías, incluyendo a los principales socios 

comerciales del país, evitando introducir elementos que eviten el funcionamiento 

eficiente de la economía o que se deteriore la competitividad de México. 

 

Esta comisión dictaminadora coincide con la intención del Ejecutivo Federal respecto 

a la necesidad de dotar de mayor progresividad al sistema impositivo y en particular 

al ISR de las personas físicas. Sin embargo, considera necesario modificar la 

propuesta del Ejecutivo para que las personas con ingresos mayores de 500 mil 

pesos tributen a una tasa de 31%, los ingresos superiores a 750 mil pesos enfrenten 

una tasa de 32%, quienes obtengan ingresos por encima de 1 millón de pesos 

anuales sean gravados con la tasa de 34% y los que perciban ingresos superiores a 3 

millones de pesos contribuyan a la tasa máxima de 35%. Los niveles de tasas 

propuestos se consideran adecuados puesto que se ubican por debajo del promedio 

que aplican los países miembros de la OCDE, donde en promedio la tasa marginal 

máxima es de 42.6%.  

 

Esta medida tiene el propósito de aumentar la progresividad del impuesto y lograr 

que las personas que se ubican en el extremo medio y superior del último decil de 

ingresos contribuyan en mayor medida al financiamiento del gasto público, logrando 

que la tributación sea más justa y equitativa.  

 

Al mismo tiempo, el ajuste que plantea esta Comisión Dictaminadora, implica un 

incremento en la recaudación de alrededor de dos mil doscientos millones de pesos 

respecto a la recaudación estimada con la tarifa propuesta en la Iniciativa del 

Ejecutivo para 2014. 
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Cuadragésima. Esta Comisión Dictaminadora coincide con la propuesta del 

Ejecutivo Federal de limitar en la Ley cuya emisión se plantea, el monto máximo de 

las deducciones personales realizadas por una persona física al año. No obstante, la 

que dictamina considera que es necesario modificar la cantidad señalada en la 

Iniciativa que presenta el Ejecutivo Federal para sustituirla por la que resulte menor 

entre el 10% del ingreso anual total del contribuyente, incluyendo ingresos exentos, 

y un monto equivalente a 4 salarios mínimos anuales correspondientes al área 

geográfica del Distrito Federal. 

 

Lo anterior, tiene su razón al adicionar un nuevo tramo a la tarifa del ISR de personas 

físicas, aplicable para las contribuyentes con ingresos gravables superiores a 500 mil 

pesos anuales con una tasa marginal de 35%. Es decir, a fin de que las personas 

físicas que se encuentren en el último tramo de la tarifa del ISR puedan efectuar sus 

deducciones personales hasta por un monto razonable, acorde a sus ingresos, es 

preciso efectuar el ajuste planteado. 

 

Esta Comisión reconoce que en los últimos años, el número de este tipo de 

deducciones se ha duplicado de 5 a 10, a la vez que su monto se ha incrementado 

significativamente. De acuerdo con la información con la que se cuenta, entre 2003 y 

2011 el monto de las deducciones personales que declararon los contribuyentes 

creció alrededor de 270% en términos reales. Ello obedece tanto al incremento en el 

monto deducible, así como a la aplicación de nuevos conceptos deducibles. 

 

Para esta Comisión es importante destacar que las deducciones que se limitan no son 

consideradas estructurales para la generación del ingreso, por lo cual, no existe una 

afectación al contribuyente por los ingresos que perciba. 
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De igual manera, esta Comisión reconoce que la subsistencia de las personas morales 

autorizadas para recibir donativos deducibles, depende de los apoyos económicos que 

perciben de los contribuyentes, y tomando en cuenta el papel que desempeñan a 

favor de la sociedad mexicana, la que dictamina considera que el límite máximo 

establecido a las deducciones personales no debe aplicarse tratándose de los 

donativos no onerosos ni remunerativos que cumplan los requisitos establecidos en la 

Ley del Impuesto sobre la Renta cuya emisión se plantea. 

 

Cuadragésima Primera. El Ejecutivo Federal propone que a fin de garantizar que 

las deducciones por conceptos de pagos de honorarios médicos, dentales y gastos 

hospitalarios, así como de transportación escolar, sean aplicadas únicamente por las 

personas que efectivamente realizan la erogación y que legalmente tienen derecho a 

efectuarla, además de contar con el comprobante respectivo, se establezca como 

requisito para su deducibilidad que los pagos se realicen a través del sistema 

financiero. 

 

La que Dictamina está de acuerdo con la medida planteada por el Ejecutivo Federal 

en razón de que el legislador tiene facultad de establecer los mecanismos que 

considere necesarios a fin de asegurar el cumplimiento de los objetivos de aquellos 

beneficios establecidos a favor de los contribuyentes, principalmente tratándose de 

deducciones no estructurales como ocurre con las personales. 

 

Cuadragésima Segunda. La Iniciativa del Ejecutivo propone disminuir el límite de 

exención para la enajenación de casa habitación, el cual de aprobarse en sus 

términos implicaría reducir la exención que hoy otorga la Ley de 1.5 millones de UDIS 
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(alrededor de 7.4 millones de pesos) a 250 mil UDIS (aproximadamente 1.2 millones 

de pesos). Esta medida, como señaló el Ejecutivo, afectaría a poco menos del 10% 

de las enajenaciones de casa habitación, que tienen un valor superior al límite 

propuesto. 

 

La que Dictamina considera que es adecuado reducir el límite aplicable a la 

enajenación de casa habitación, toda vez que no se justifica que la ganancia por la 

venta de residencias de muy alto valor no sea gravada por este impuesto. No 

obstante lo anterior, esta Comisión considera necesario incrementar el límite a 0.7 

millones de UDIS (alrededor de 3.5 millones de pesos), monto que representa poco 

menos de la mitad del límite actual y que permitirá concentrar el efecto recaudatorio 

en poco más del 2% de las viviendas enajenadas, cuyo valor excede este límite. Lo 

anterior permitirá evitar afectaciones al patrimonio de la gran mayoría de las familias, 

pues el efecto se concentrará exclusivamente en las de mayores ingresos, procurando 

que aquellos que enajenan su casa habitación con el fin de adquirir otra vivienda 

cuenten con los recursos que les permitan mejorar sus condiciones de vida.  

 

Se estima que permitir la exención por hasta 0.7 millones de UDIS implica una 

disminución de alrededor de 0.5 mil millones de pesos respecto a la recaudación 

estimada en la Iniciativa del Ejecutivo para 2014. 

 

Cuadragésima Tercera. El Ejecutivo Federal propone establecer como requisito para 

exentar la enajenación de derechos parcelarios, de las parcelas sobre las que se 

hubiere adoptado el dominio pleno o de los derechos comuneros, que el enajenante 

acredite que es la primera transmisión que realiza y proporcione la documentación que 

lo acredite como el ejidatario original o titular de los derechos comuneros, en su caso, 
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ante el fedatario público que formalice la operación, con lo cual se podrá tener certeza 

de que dicho enajenante es efectivamente el ejidatario, de manera que la finalidad de 

la exención no se desdibuje o tergiverse. Al respecto, esta Dictaminadora coincide en 

establecer este tipo de medidas de control que eviten el abuso en perjuicio del fisco 

federal. 

 

Cuadragésima Cuarta. Esta Comisión Dictaminadora coincide con la propuesta del 

Ejecutivo Federal relativa a establecer el Régimen de Incorporación, el cual sustituirá 

el aplicable a las personas físicas con actividades empresariales con ingresos de hasta 

4 millones de pesos anuales, esto es, el Régimen Intermedio, y el REPECOS. 

Mediante este nuevo régimen se pretende que las personas físicas con actividades 

empresariales y las que prestan servicios inicien el cumplimiento de sus obligaciones 

fiscales en un esquema que les permita cumplir fácilmente con sus obligaciones 

tributarias, lo que trae aparejado el acceso a servicios de seguridad social, con lo que 

se creará un punto de entrada para los negocios a la formalidad, tanto en el ámbito 

fiscal como en el de la seguridad social. 

 

Esta dictaminadora considera que dicho régimen prepara a las personas físicas para 

ingresar al general que regula el Título IV de la Ley cuya emisión se plantea por lo 

que se propone que el Régimen de Incorporación sea aplicable sólo a personas físicas 

con actividades empresariales, que enajenen bienes o presten servicios por los que 

no se requiera para su realización título profesional, con ingresos anuales de hasta un 

millón de pesos. Se trataría de un régimen cedular y de aplicación temporal durante 

un periodo de hasta 6 años, sin posibilidad de volver a tributar en el mismo, por lo 

tanto, al séptimo año, estos contribuyentes se incorporarán al régimen general de 

personas físicas con actividad empresarial. 
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No obstante lo anterior, esta Comisión considera necesario que se incremente el 

límite establecido para poder acceder al régimen de incorporación, con la finalidad de 

que se incluyan todos los contribuyentes que actualmente vienen tributando en la 

Sección III del Capítulo II, del Título IV de la Ley que abroga, por lo que deberá ser 

modificado el primer párrafo del artículo 106 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

La participación temporal en el Régimen de Incorporación durante máximo 6 

ejercicios fiscales tiene como objetivo mitigar el costo de entrada a la formalidad, ya 

que un incremento súbito en la carga tributaria reduciría los incentivos a la 

incorporación contrarrestando los beneficios de seguridad social ofrecidos. El plazo de 

6 años resulta de un balance entre el periodo mínimo necesario para que las 

empresas se preparen para cumplir adecuadamente con las obligaciones asociadas a 

la formalidad, al tiempo que garantiza su inserción al régimen general en un periodo 

razonable, de manera que contribuyan al pago de impuestos. 

 

Por otra parte, esta Comisión Dictaminadora considera importante precisar que si 

bien el Ejecutivo Federal en la exposición de motivos de su Iniciativa señala que se 

efectuarían pagos definitivos trimestrales, es inconsistente con lo previsto en el 

articulado, el cual prevé que dicha obligación debe cumplirse de forma bimestral, por 

lo que se estima que lo correcto es que el esquema opere con pagos definitivos 

bimestrales, tomando en consideración que en las demás propuestas que integran la 

Reforma Hacendaria también se indica que serán pagos bimestrales. 

 

Asimismo, esta Dictaminadora considera necesario establecer ciertas facilidades en 

materia de contabilidad y expedición de comprobantes fiscales para aquellos 
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contribuyentes que hayan tributado en el Régimen de Incorporación, y deban tributar 

en los términos de la Sección I, del Capítulo II, del Título IV de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, las cuales consistirán en registrar en los medios o sistemas 

electrónicos a que se refiere el artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, los 

ingresos, egresos, inversiones y deducciones del ejercicio correspondiente; entregar a 

sus clientes comprobantes fiscales y expedirlos utilizando la herramienta electrónica 

de servicio de generación gratuita de factura electrónica que se encuentra en la 

página de internet del Servicio de Administración Tributaria, en términos del artículo 

107, fracciones III y IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

La que Dictamina considera de suma importancia precisar que en los casos en que el 

contribuyente no presente la declaración bimestral dentro los plazos establecidos en 

el quinto párrafo del artículo 106 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, dos veces en 

forma consecutiva o en cinco ocasiones durante los 6 años que dure el presente 

régimen, deberá tributar en los términos del régimen general que regula el Título IV 

de la Ley que se dictamina, a partir del mes siguiente a aquél en que debió presentar 

la declaración, por lo que se modifica la fracción VIII del artículo 107 de la Ley que se 

dictamina. 

 

Por otro lado, se considera oportuno que los contribuyentes que tributen en los 

términos de esta Sección, y que habiten en poblaciones o en zonas rurales, sin 

servicios internet, sean librados de cumplir la obligación de presentar declaración, y 

realizar el registro de sus operaciones a través de Internet o medios electrónicos, 

siempre que cumplan los requisitos que las autoridades fiscales señalen mediante 

reglas de carácter general. 
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Asimismo, se considera oportuno que a efecto de guardar similitud con las 

condiciones de los otros regímenes de tributación previstos en la ley que se 

dictamina, los contribuyentes de esta Sección podrán ser liberados de la obligación de 

pagar las erogaciones a través de cheque, tarjeta de crédito, débito o de servicios, 

cuando las mismas se efectúen en poblaciones o en zonas rurales, sin servicios 

financieros. 

 

Cuadragésima Quinta. El Ejecutivo Federal plantea establecer un impuesto cedular, 

aplicando una tasa del 10% sobre la ganancia que obtengan las personas físicas por la 

enajenación de acciones emitidas por sociedades mexicanas cuando su enajenación se 

realice a través de bolsas de valores concesionadas en términos de la Ley del Mercado 

de Valores, de acciones emitidas por sociedades extranjeras cotizadas en dichas 

bolsas, incluidas las enajenaciones que se realicen mediante operaciones financieras 

derivadas de capital referidas a acciones colocadas en bolsas de valores 

concesionadas en términos de la Ley del Mercado de Valores o a índices accionarios 

que representen a las citadas acciones. Este esquema se complementa con la 

eliminación de la actual exención que tienen las personas físicas en la Ley del ISR 

respecto a la enajenación de acciones en bolsa de valores. 

 

La Comisión que suscribe está de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo Federal, así 

como con las razones expuestas en la Iniciativa que se dictamina, debido a que no 

encuentra razón para mantener la exención del impuesto a las ganancias generadas 

por la enajenación de acciones en bolsas de valores, que por su naturaleza resultan 

una manifestación clara de capacidad contributiva de los sujetos que las perciben. 

Asimismo, no se reconoce razón suficiente para otorgar un tratamiento diferenciado a 
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las ganancias que reciben las personas físicas respecto de las morales, por el mismo 

concepto. 

 

Cuadragésima Sexta. Esta Dictaminadora considera correcto adecuar el régimen 

actual de los ingresos generados por fondos de pensiones y jubilaciones extranjeros 

que actualmente están exentos en la Ley del ISR. Por lo tanto, las limitantes 

propuestas por el Ejecutivo Federal para obtener los beneficios actualmente 

establecidos se estiman necesarias en virtud de que no hay justificación para exentar 

ingresos derivados de la realización de actividades empresariales en nuestro país. 

Adicionalmente, los fondos de pensiones no pueden tomar riesgos elevados por el 

hecho de realizar actividades empresariales, por lo que la exención debe estar 

enfocada exclusivamente a los ingresos típicos que exentan las legislaciones a nivel 

internacional que son los ingresos pasivos. De esta manera se asegurará el 

cumplimiento de la finalidad de la exención introducida en la nueva Ley del ISR. 

 

Cuadragésima Séptima. Esta Comisión coincide en que la Ley cuya emisión se 

plantea establezca que en los casos en que se evite una erogación a un residente en 

el extranjero o cuando se realice alguno de los pagos referidos en alguna de las 

disposiciones del Título V de la Ley del ISR vigente, se considerará que existe un 

ingreso a favor de dichos residentes, por lo que resultarán aplicables las disposiciones 

de la Ley cuya emisión se propone tratándose de residentes en el extranjero.  

 

Cuadragésima Octava. Con el fin de otorgar mayor seguridad jurídica a los 

contribuyentes, esta Comisión Dictaminadora considera adecuada la propuesta del 

Ejecutivo Federal de aplicar una tasa de retención del 5% sobre los ingresos de 

residentes en el extranjero sin establecimiento permanente, por arrendamiento de 
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remolques o semirremolques, importados temporalmente, que sean utilizados 

directamente por el arrendatario para transportar bienes. 

 

Cuadragésima Novena. El Ejecutivo Federal plantea que con el propósito de dar 

continuidad al tratamiento fiscal aplicable a los intereses pagados a bancos 

extranjeros, previsto en el artículo 21, fracción I, numeral 2 de la Ley de Ingresos de 

la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2013, y evitar así un aumento en la carga 

fiscal que soportan, se incluya una disposición de vigencia anual en la Ley cuya 

emisión se plantea en la que se prorrogue para el ejercicio fiscal de 2014, el 

mencionado tratamiento fiscal. Esta dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en 

la medida propuesta, a fin de no afectar el esquema previsto actualmente para el caso 

de los intereses pagados a los bancos extranjeros. 

 

Quincuagésima. El Ejecutivo Federal propone exentar del pago del ISR toda 

operación financiera derivada, en la cual alguna parte de la operación del SWAP esté 

referenciada a la TIIE o a títulos de crédito emitidos por el Gobierno Federal o por el 

Banco de México o cualquier otro que determine el SAT mediante reglas de carácter 

general, colocados en México entre el gran público inversionista, o que además de 

estar referidas a dicha tasa o títulos, lo estén a otra tasa de interés, o a otros 

subyacentes que a su vez se encuentren referidos a la TIIE o a cualquiera de los 

títulos antes mencionados, o a esta tasa o títulos y a otras tasas de interés, siempre 

que se realicen en bolsa de valores o mercados reconocidos, conforme a las 

fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación y que los 

beneficiarios efectivos fueran residentes en el extranjero. 
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Esta dictaminadora coincide con el Ejecutivo Federal en la medida planteada, 

justificada en el principio de seguridad jurídica que el legislador está obligado a 

proporcionar a los sujetos destinatarios de las normas tributarias, de tal manera que 

considera pertinente la incorporación de la aclaración que se promueve. 

 

Quincuagésima Primera. Esta Comisión Dictaminadora considera conveniente la 

propuesta del Ejecutivo Federal de aclarar que los ingresos de residentes en el 

extranjero por la enajenación de los bienes o derechos referidos en el artículo 15-B 

del Código Fiscal de la Federación, se considerarán regalías, sólo cuando dicha 

enajenación esté condicionada a la productividad, uso o disposición ulterior de dichos 

bienes o derechos.  

 

Quincuagésima Segunda. Esta Comisión considera necesario establecer como una 

medida que impida a los contribuyentes, personas físicas o morales, que sean partes 

relacionadas, aprovecharse indebidamente de la entrega de donativos entre sí.  

 

En ese sentido, es preciso señalar que se trata de una operación de difícil fiscalización 

para la autoridad fiscal, lo que propicia la oportunidad de realizar operaciones 

fraudulentas, y en las que el donante puede darle un destino diferente a las 

cantidades donadas, lo que le ocasiona al fisco federal un importante perjuicio. 

 

En ese sentido, esta Dictaminadora considera apropiado no permitir la deducibilidad 

de los donativos realizados entre partes relacionadas. 

 

Quincuagésima Tercera. Esta Comisión considera necesario mantener el beneficio 

de la deducción al 100% para la maquinaria y equipo utilizado en la generación de 
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energía de fuentes renovables, toda vez que se juzga adecuado mantener el apoyo 

para este tipo de inversiones que generan efectos positivos directos e indirectos para 

la economía y la sociedad. En particular, se debe considerar que el fomento de las 

energías renovables ayuda a mitigar la emisión de gases de efecto invernadero, al 

tiempo que contribuye a la diversificación de la matriz de generación de energía 

eléctrica, lo que genera un impacto positivo en materia de seguridad energética en el 

país. Por lo anterior, se propone adicionar a la Ley del Impuesto sobre la Renta cuya 

emisión se plantea, el supuesto que permita que las inversiones en maquinaria y 

equipo para la generación de energía de fuentes renovables sean deducibles al 

100%. 

 

Permitir la deducción al 100% de las inversiones en maquinaria y equipo para la 

generación de energía de fuentes renovables implica una disminución de alrededor de 

0.4 mil millones de pesos respecto a la recaudación estimada en la Iniciativa del 

Ejecutivo para 2014. 

 

Asimismo, se incluye en la Ley del Impuesto sobre la Renta como deducible la 

inversión en los sistemas de cogeneración de electricidad eficiente, que se encuentra 

definida en una Ley especial, la Ley de Servicio Público de Energía Eléctrica y su 

Reglamento. 

 

Quincuagésima Cuarta. Esta Dictaminadora considera necesario sustituir dentro 

del cuerpo de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se plantea, la mención a la Ley 

de Ahorro y Crédito Popular por la Ley para regular las actividades de las sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

13 de agosto de 2009. 
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Lo anterior, debido a que el Capítulo II de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, 

denominado “De las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo”, está derogado 

y es la Ley para regular las actividades de las sociedades cooperativas de ahorro y 

préstamo la que actualmente resulta aplicable a dichas sociedades. En este sentido, 

la referencia a la Ley en comento resulta incorrecta y debe ser ajustada. 

 

Quincuagésima Quinta. Esta Comisión no coincide con la propuesta del Ejecutivo 

Federal respecto de los contribuyentes que se dedican a la construcción de 

desarrollos inmobiliarios para que tributen como el resto de los contribuyentes, 

eliminando la excepción aplicable a la deducción del costo de adquisición de los 

terrenos en el ejercicio en que los adquieren. 

 

Lo anterior, en virtud de que la naturaleza propia de las actividades que realiza dicho 

sector, son generadoras de inversión y de empleos en el país, por lo que esta 

Dictaminadora estima necesario que sea incluido un estímulo para los contribuyentes 

dedicados a la construcción y enajenación de desarrollos inmobiliarios. 

 

Quincuagésima Sexta. Esta Comisión Dictaminadora está de acuerdo con el 

Ejecutivo Federal en el esquema de tributación propuesto en el Capítulo III, del Título 

IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se plantea, no obstante, considera 

conveniente establecer una medida que facilite el cumplimiento de la obligación de 

presentar pagos provisionales a los contribuyentes, personas físicas, que únicamente 

obtengan ingresos por otorgar el uso o goce temporal de bienes inmuebles en 

términos del Capítulo mencionado, cuando el monto mensual por dichos ingresos no 
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exceda de diez salarios mínimos generales vigentes en el Distrito Federal elevados al 

mes. 

 

La medida se justifica, en primer término, en que conforme a la Ley del Impuesto 

sobre la Renta que se abroga, dichos contribuyentes no estaban obligados a efectuar 

pagos provisionales, de lo que se considera necesario aligerar en lo posible la carga 

administrativa para hacerla corresponder a las propias circunstancias y condiciones 

de los contribuyentes mencionados. 

 

Esta Comisión considera adecuado que las personas físicas que únicamente obtengan 

ingresos por otorgar el uso o goce temporal de bienes inmuebles, cuando el monto 

mensual por dichos ingresos no exceda de diez salarios mínimos generales vigentes 

en el Distrito Federal elevados al mes, presenten sus pagos provisionales de manera 

trimestral a fin de que sus costos administrativos se minimicen y cuenten con un 

lapso razonable para preparar sus declaraciones, reconociendo que en ocasiones 

deben ajustarse a inquilinos morosos que dificultan el cobro efectivo de sus 

alquileres.  

 

Asimismo, esta Comisión reconoce que es debido a sus propias condiciones 

personales, de edad o de salud, que gran parte de los contribuyentes que se ubican 

en el supuesto señalado en esta consideración, no realizan otra actividad económica 

que les genere un tipo de ingresos diverso. De este modo, los ingresos por conceder 

el uso o goce temporal de bienes inmuebles constituyen su única fuente de recursos 

económicos. 
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Quincuagésima Séptima. La que Dictamina estima necesario establecer un plazo 

para presentar las declaraciones informativas a requerimiento de la autoridad, por lo 

que en ese sentido se adiciona un supuesto a la disposición que establece los 

requisitos de las deducciones autorizadas para las personas morales a que se refiere 

la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

Quincuagésima Octava. La que Dictamina estima pertinente incluir una fracción al 

Artículo Tercero de las Disposiciones Transitorias de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta, para precisar cuál será el saldo inicial de la cuenta de capital de aportación, 

para los contribuyentes que hubieran iniciado sus actividades antes del 1 de enero de 

2014, y así los contribuyentes tenga certeza jurídica al respecto. 

 

Quincuagésima Novena. Está Comisión Dictaminadora considera necesario 

establecer para los contribuyentes que hubieran iniciado sus actividades antes del 1 

de enero de 2014, la forma en deberán determinar su saldo inicial de la cuenta de 

utilidad fiscal neta, y de esta forma darle certeza jurídica a dichos contribuyentes, por 

lo que se adiciona una fracción al Artículo Tercero de las Disposiciones Transitorias de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 

Sexagésima. Esta Comisión Dictaminadora considera necesario que se mantenga el 

esquema mediante el cual los intermediarios financieros no deberán efectuar 

retención sobre los ingresos por intereses que paguen a personas físicas, previsto en 

el Artículo Segundo, fracciones LII, LXXII, quinto párrafo de las Disposiciones 

Transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicadas en el Diario Oficial de 

la Federación el 1 de enero de 2002, en relación con el Artículo Segundo, fracciones 

XI y XV de las Disposiciones Transitorias de la citada Ley, publicadas en el 
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mencionado Órgano Oficial el 30 de diciembre de 2002, por lo que se incluye una 

fracción en el Artículo Tercero de las Disposiciones Transitorias de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta cuya emisión se propone. 

 

Sexagésima Primera. La que Dictamina coincide con el Ejecutivo Federal en que la 

interacción de los componentes del sistema renta representa un alto grado de 

complejidad para el adecuado cumplimiento de los contribuyentes, así como para el 

control y vigilancia por parte de la autoridad fiscal.  

 

La integración de las bases gravables del ISR de las empresas y del IETU requiere 

que las empresas mantengan dos sistemas de registro paralelos para el cumplimiento 

de sus obligaciones. En materia del IDE, aun cuando es totalmente recuperable, llega 

a incidir en el costo financiero de las empresas cumplidas, que por sus características 

realizan un importante volumen de operaciones en efectivo. Así, esta dictaminadora 

estima que la complejidad del régimen complica la tarea de fiscalización de las 

autoridades. 

 

En este sentido, se considera adecuado avanzar en la simplificación del sistema 

impositivo y reducir el costo de cumplimento de las obligaciones fiscales, por lo que 

se está de acuerdo con el Ejecutivo Federal en eliminar tanto el IETU como el IDE.  

 

Sexagésima Segunda. En la Iniciativa que se dictamina se señala que con el fin de 

crear incentivos para evitar la informalidad, se propone el uso de las herramientas 

tributarias existentes. Se señala que el subsidio para el empleo es un instrumento 

fiscal para apoyar a los trabajadores de menores ingresos.  

 



CDXXIV 
 

En este sentido, la que Dictamina coincide con la propuesta del Ejecutivo Federal 

para reorientar el beneficio del subsidio para el empleo a cubrir las cuotas de 

seguridad social a cargo de los trabajadores de menores ingresos, con lo cual se dará 

un fuerte impulso a la formalidad. Con esta propuesta, el Gobierno Federal cubrirá 

para los trabajadores con ingresos de hasta dos salarios mínimos, las cuotas obreras 

al IMSS en su totalidad y las cuotas obreras al ISSSTE hasta por un monto 

equivalente a las cuotas obreras del IMSS.  

 

Asimismo, esta Comisión también está de acuerdo que con esta modificación el 

subsidio al empleo para los trabajadores con esos niveles de ingresos debe ajustarse 

en el monto de las cuotas, que pasarán de ser cubiertas por el trabajador a ser 

cubiertas por el Gobierno Federal.  

 

La propuesta reduce el costo de empleo en el sector formal del grupo poblacional en 

el que la incidencia de la informalidad es más elevada.  

 

Sexagésima Tercera. Derivado del análisis de la Iniciativa en comento, esta 

Comisión Legislativa identificó que existen imprecisiones en el articulado del Decreto, 

derivados de errores mecanográficos, ortográficos o de técnica legislativa, por lo que 

consideró necesario realizar diversos ajustes que no implican una modificación al 

sentido de los textos del proyecto en análisis. 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los miembros de la Comisión de Hacienda y 

Crédito Público que suscriben, se permiten someter a la consideración de esta 

Honorable Asamblea, la aprobación del siguiente proyecto de: 



1 
 

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado; de la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios; de la Ley Federal de Derechos, por la que se 

expide la Ley del Impuesto sobre la Renta 
 
 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
 
ARTÍCULO PRIMERO. Se REFORMAN los artículos 1o.-A, cuarto párrafo; 1o.-C, 
fracciones IV, V, primer párrafo y VI, primer párrafo; 2o.-A, fracción I, inciso a), 
primer párrafo, y último párrafo; 5o., fracciones I, primer párrafo, II y IV; 5o.-C, 
fracción II y último párrafo; 5o.-D, primer párrafo; 7o., último párrafo; 9o., fracción 
IX; 15, fracciones V y X, inciso b), primer y segundo párrafos; 18-A, primer párrafo; 
25, fracción I, segundo párrafo; 27, primer párrafo; 29, fracción VI; 32, fracciones I, 
III y V, primer párrafo; 33; 41, fracción II, y 43, fracción I, segundo párrafo y 
antepenúltimo párrafo; se ADICIONAN los artículos 2o.-A, fracción I, inciso b), con 
los numerales 5 y 6; 5o.-E; 5o.-F; 7o., con un segundo párrafo, pasando los actuales 
segundo y tercer párrafos a ser tercer y cuarto párrafos, respectivamente; 11, con un 
último párrafo; 17, con un último párrafo; 24, fracción I, con un segundo y tercer 
párrafos; 25, con una fracción IX; 27, con un segundo párrafo, pasando los actuales 
segundo y tercer párrafos a ser tercer y cuarto párrafos, respectivamente; 28, con un 
segundo párrafo, pasando los actuales segundo, tercer y cuarto párrafos a ser tercer, 
cuarto y quinto párrafos, respectivamente; 28-A, y 30, con un segundo párrafo, 
pasando el actual segundo párrafo a ser tercer párrafo, y se DEROGAN los artículos 
1o.-A, fracción IV; 2o.; 2o.-C; 5o., último párrafo; 9o., último párrafo; 29, fracción 
VII, y 43, fracción IV, cuarto párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para 
quedar como sigue: 
“ 
“Artículo 1o.-A. …………………………………………………………………………………………… 
 
IV. (Se deroga). 
 
…………..………………………………………………………………………………........................... 
 
El retenedor efectuará la retención del impuesto en el momento en el que pague el 
precio o la contraprestación y sobre el monto de lo efectivamente pagado y lo 
enterará mediante declaración en las oficinas autorizadas, conjuntamente con el pago 
del impuesto correspondiente al mes en el cual se efectúe la retención o, en su 
defecto, a más tardar el día 17 del mes siguiente a aquél en el que hubiese efectuado 
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la retención, sin que contra el entero de la retención pueda realizarse acreditamiento, 
compensación o disminución alguna. 
 
…………..………………………………………………………………………………........................... 
 
Artículo 1o.-C. …………………………………………………………………………………………….. 
 
IV. Cuando los adquirentes cobren los documentos pendientes de cobro, ya sea en 

forma total o parcial, deberán manifestar el monto cobrado respecto del 
documento correspondiente en el estado de cuenta que emitan, con el cual los 
cedentes de los documentos deberán determinar el impuesto al valor agregado 
a su cargo, sin descontar de dicho valor el monto correspondiente al cargo 
financiero cobrado por el adquirente. Para tales efectos, el impuesto al valor 
agregado se calculará dividiendo la cantidad manifestada en el estado de 
cuenta como cobrada por el adquirente entre 1.16. El resultado obtenido se 
restará a la cantidad manifestada en el estado de cuenta como cobrada y la 
diferencia será el impuesto al valor agregado causado a cargo del 
contribuyente que cedió los documentos pendientes de cobro. 

 
V. Cuando hayan transcurrido seis meses a partir de la fecha de exigibilidad del 

pago de los documentos pendientes de cobro, sin que las cantidades reflejadas 
en dichos documentos se hayan cobrado por los adquirentes o un tercero 
directamente al deudor original y no sean exigibles al cedente de los 
documentos pendientes de cobro, este último considerará causado el impuesto 
al valor agregado a su cargo, en el primer día del mes siguiente posterior al 
periodo a que se refiere este párrafo, el cual se calculará dividiendo el monto 
pagado por el adquirente en la adquisición del documento, sin descontar de 
dicho valor el monto correspondiente al cargo financiero cobrado por el 
adquirente, entre 1.16. El resultado obtenido se restará del monto pagado por 
el adquirente en la adquisición de los citados documentos, sin descontar de 
dicho valor el monto correspondiente al cargo financiero, y la diferencia será el 
impuesto al valor agregado a cargo del contribuyente que cedió los 
documentos pendientes de cobro. 

 
…………..……………………………………………………………………………….................. 

 
VI. Tratándose de recuperaciones posteriores al sexto mes de la fecha de 

exigibilidad del pago de los documentos pendientes de cobro a que se refiere 
la fracción V anterior, de cantidades cuyo monto adicionado de las que se 
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hubieran cobrado con anterioridad correspondientes al mismo documento sea 
mayor a la suma de las cantidades recibidas por el cedente como pago por la 
enajenación de los documentos pendientes de cobro, sin descontar el cargo 
financiero, e incluyendo los anticipos que, en su caso, haya recibido, el 
adquirente deberá reportar dichas recuperaciones en el estado de cuenta del 
mes en el que las cobre. El contribuyente calculará el impuesto al valor 
agregado a su cargo por el total de la cantidad cobrada por el adquirente, 
dividiendo el valor del cobro efectuado entre 1.16. El resultado obtenido se 
restará del monto total cobrado y la diferencia será el impuesto al valor 
agregado a cargo del cedente. 

 
…………..………………………………………………………………………………........................... 
 
Artículo 2o. (Se deroga). 
 
Artículo 2o.-A. …………………………………………………………………………………………….. 
 
I. ……………………………………………………………………………………………………………. 

 
a) Animales y vegetales que no estén industrializados, salvo el hule, 

perros, gatos y pequeñas especies, utilizadas como mascotas en el 
hogar. 
 
………………………………………………………………………………………………….. 

 
b) ………………………………………………………………………………………………….. 

 
5. Chicles o gomas de mascar. 
 
6. Alimentos procesados para perros, gatos y pequeñas especies, 

utilizadas como mascotas en el hogar. 
 

……………………………………………………………………………………………………………. 
 

Se aplicará la tasa del 16% a la enajenación de los alimentos a que se refiere 
el presente artículo preparados para su consumo en el lugar o establecimiento 
en que se enajenen, inclusive cuando no cuenten con instalaciones para ser 
consumidos en los mismos, cuando sean para llevar o para entrega a domicilio. 
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…………..………………………………………………………………………………........................... 
 
Artículo 2o.-C. (Se deroga). 
 
Artículo 5o. …………………………………………………………………………………………………. 
 
I. Que el impuesto al valor agregado corresponda a bienes, servicios o al uso o 

goce temporal de bienes, estrictamente indispensables para la realización de 
actividades distintas de la importación, por las que se deba pagar el impuesto 
establecido en esta Ley o a las que se les aplique la tasa de 0%. Para los 
efectos de esta Ley, se consideran estrictamente indispensables las 
erogaciones efectuadas por el contribuyente que sean deducibles para los fines 
del impuesto sobre la renta, aun cuando no se esté obligado al pago de este 
último impuesto. Tratándose de erogaciones parcialmente deducibles para los 
fines del impuesto sobre la renta, únicamente se considerará para los efectos 
del acreditamiento a que se refiere esta Ley, el monto equivalente al impuesto 
al valor agregado que haya sido trasladado al contribuyente y el propio 
impuesto al valor agregado que haya pagado con motivo de la importación, en 
la proporción en la que dichas erogaciones sean deducibles para los fines del 
impuesto sobre la renta. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
II. Que el impuesto al valor agregado haya sido trasladado expresamente al 

contribuyente y que conste por separado en los comprobantes fiscales a que 
se refiere la fracción III del artículo 32 de esta Ley; 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
IV. Que tratándose del impuesto al valor agregado trasladado que se hubiese 

retenido conforme al artículo 1o.-A de esta Ley, dicha retención se entere en 
los términos y plazos establecidos en la misma. El impuesto retenido y 
enterado, podrá ser acreditado en la declaración de pago mensual siguiente a 
la declaración en la que se haya efectuado el entero de la retención, y 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Último párrafo. (Se deroga). 
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Artículo 5o.-C. …………………………………………………………………………………………… 
 
II. Las enajenaciones de sus activos fijos y gastos y cargos diferidos a que se 

refiere el artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como la 
enajenación del suelo, salvo que sea parte del activo circulante del 
contribuyente, aun cuando se haga a través de certificados de participación 
inmobiliaria; 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Las instituciones de crédito, de seguros y de fianzas, almacenes generales de 
depósito, administradoras de fondos para el retiro, arrendadoras financieras, 
sociedades de ahorro y préstamo, uniones de crédito, empresas de factoraje 
financiero, casas de bolsa, casas de cambio, sociedades financieras de objeto 
limitado, sociedades financieras de objeto múltiple que para los efectos del impuesto 
sobre la renta formen parte del sistema financiero y las sociedades para el depósito 
de valores, no deberán excluir los conceptos señalados en las fracciones IV, V, VI y 
IX que anteceden. 
 
Artículo 5o.-D. El impuesto se calculará por cada mes de calendario, salvo los casos 
señalados en los artículos 5o.-E, 5o.-F y 33 de esta Ley. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 5o.-E. Los contribuyentes que ejerzan la opción a que se refiere el artículo 
111 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, durante el periodo que permanezcan en 
el régimen previsto en dicho artículo, en lugar de presentar mensualmente la 
declaración a que se refiere el artículo 5o.-D de esta Ley, deberán calcular el 
impuesto al valor agregado de forma bimestral por los periodos comprendidos de 
enero y febrero; marzo y abril; mayo y junio; julio y agosto; septiembre y octubre, y 
noviembre y diciembre de cada año y efectuar el pago del impuesto a más tardar el 
día 17 del mes siguiente al bimestre que corresponda, mediante declaración que 
presentarán a través de los sistemas que disponga el Servicio de Administración 
Tributaria en su página de Internet, excepto en el caso de importaciones de bienes 
en el que se estará a lo dispuesto en los artículos 28 y 33 de esta Ley, según se trate. 
Los pagos bimestrales tendrán el carácter de definitivos. 
 
El pago bimestral será la diferencia entre el impuesto que corresponda al total de las 
actividades realizadas en el bimestre por el que se efectúa el pago, a excepción de 
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las importaciones de bienes tangibles, y las cantidades correspondientes al mismo 
periodo por las que proceda el acreditamiento determinadas en los términos de esta 
Ley. En su caso, el contribuyente disminuirá del impuesto que corresponda al total de 
sus actividades, el impuesto que se le hubiere retenido en el bimestre de que se 
trate. 
 
Los contribuyentes a que se refiere el presente artículo que, en su caso, efectúen la 
retención a que se refiere el artículo 1o.-A de esta Ley, en lugar de enterar el 
impuesto retenido mensualmente mediante la declaración a que se refiere el 
penúltimo párrafo de dicho artículo, lo enterarán por los bimestres a que se refiere el 
primer párrafo de este artículo, conjuntamente con la declaración de pago prevista en 
el mismo o, en su defecto, a más tardar el día 17 del mes siguiente al bimestre que 
corresponda. 
 
Tratándose de contribuyentes que inicien actividades, en la declaración 
correspondiente al primer bimestre que presenten, deberán considerar únicamente 
los meses que hayan realizado actividades. 
 
Los contribuyentes a que se refiere este artículo, deberán cumplir la obligación 
prevista en la fracción III del artículo 112 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en 
lugar de llevar la contabilidad a que se refiere la fracción I del artículo 32 de esta Ley. 
Asimismo, podrán conservar y expedir comprobantes fiscales de conformidad con lo 
establecido en las fracciones II y IV del citado artículo 112. 
 
Asimismo, los contribuyentes a que se refiere el presente artículo, no estarán 
obligados a presentar las declaraciones informativas previstas en esta Ley, siempre 
que presenten la información de las operaciones con sus proveedores en el bimestre 
inmediato anterior, de conformidad con la fracción VIII del artículo 112 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta. 
 
Artículo 5o.-F. Los contribuyentes personas físicas que únicamente obtengan 
ingresos por el otorgamiento del uso o goce temporal de inmuebles, cuyo monto 
mensual no exceda de diez salarios mínimos generales del área geográfica del Distrito 
Federal, elevados al mes, que ejerzan la opción a que se refiere el artículo 116 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta de efectuar los pagos provisionales de forma 
trimestral para efectos de dicho impuesto, en lugar de presentar mensualmente la 
declaración a que se refiere el artículo 5o.-D de esta Ley, deberán calcular el 
impuesto al valor agregado de forma trimestral por los periodos comprendidos de 
enero, febrero y marzo; abril, mayo y junio; julio, agosto y septiembre, y octubre, 



7 
 

noviembre y diciembre, de cada año, y efectuar el pago del impuesto mediante 
declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas a más tardar el día 17 del 
mes siguiente al trimestre al que corresponda el pago. Los pagos trimestrales tendrán 
el carácter de definitivos. 
 
El pago trimestral será la diferencia entre el impuesto que corresponda al total de las 
actividades realizadas en el trimestre por el que se efectúa el pago y las cantidades 
correspondientes al mismo periodo por las que proceda el acreditamiento 
determinadas en los términos de esta Ley. En su caso, el contribuyente disminuirá del 
impuesto que corresponda al total de sus actividades, el impuesto que se le hubiere 
retenido en el trimestre de que se trate. 
 
Tratándose de contribuyentes que inicien actividades, en la declaración 
correspondiente al primer trimestre que presenten, deberán considerar únicamente 
los meses que hayan realizado actividades. 
 
Artículo 7o. ..................................................................................................... 
 
La restitución del impuesto correspondiente deberá hacerse constar en un documento 
que contenga en forma expresa y por separado la contraprestación y el impuesto al 
valor agregado trasladado que se hubiesen restituido, así como los datos de 
identificación del comprobante fiscal de la operación original. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Lo dispuesto en este artículo no será aplicable cuando por los actos que sean objeto 
de la devolución, descuento o bonificación, se hubiere efectuado la retención y entero 
en los términos de los artículos 1o.-A o 3o., tercer párrafo de esta Ley. En este 
supuesto los contribuyentes deberán presentar declaración complementaria para 
cancelar los efectos de la operación respectiva, sin que las declaraciones 
complementarias presentadas exclusivamente por este concepto se computen dentro 
del límite establecido en el artículo 32 del Código Fiscal de la Federación. 
 
Artículo 9o. …………………………………………………………………………………………………. 
 
IX. La de bienes efectuada entre residentes en el extranjero, siempre que los 

bienes se hayan exportado o introducido al territorio nacional al amparo de un 
programa autorizado conforme al Decreto para el fomento de la industria 
manufacturera, maquiladora y de servicios de exportación, publicado en el 
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Diario Oficial de la Federación el 1 de noviembre de 2006 o de un régimen 
similar en los términos de la legislación aduanera o se trate de las empresas de 
la industria automotriz terminal o manufacturera de vehículos de 
autotransporte o de autopartes para su introducción a depósito fiscal, y los 
bienes se mantengan en el régimen de importación temporal, en un régimen 
similar de conformidad con la Ley Aduanera o en depósito fiscal. 

 
Último párrafo. (Se deroga). 
 
Artículo 11. …………………………………………………………………………………………………. 
 
En el caso de faltante de bienes en los inventarios de las empresas, se considera que 
se efectúa la enajenación en el momento en que el contribuyente o las autoridades 
fiscales conozcan dicho faltante, lo que ocurra primero; tratándose de donaciones por 
las que se deba pagar el impuesto, en el momento en que se haga la entrega del 
bien donado o se extienda el comprobante que transfiera la propiedad, lo que ocurra 
primero. 
 
Artículo 15. …………………………………………………………………………………………………. 
 
V. El transporte público terrestre de personas que se preste exclusivamente en 

áreas urbanas, suburbanas o en zonas metropolitanas. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
X. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

b) Reciban o paguen las instituciones de crédito, las uniones de crédito, las 
sociedades financieras de objeto limitado, las sociedades de ahorro y 
préstamo y las empresas de factoraje financiero, en operaciones de 
financiamiento, para las que requieran de autorización y por concepto 
de descuento en documentos pendientes de cobro; los que reciban y 
paguen las sociedades financieras de objeto múltiple que para los 
efectos del impuesto sobre la renta formen parte del sistema financiero, 
por el otorgamiento de crédito, de factoraje financiero o descuento en 
documentos pendientes de cobro; los que reciban los almacenes 
generales de depósito por créditos otorgados que hayan sido 
garantizados con bonos de prenda; los que reciban o paguen las 
sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a que hace referencia la 
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Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo, así como las sociedades financieras populares, las 
sociedades financieras comunitarias y los organismos de integración 
financiera rural, a que hace referencia la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular, a sus socios o clientes, según se trate, y que cumplan con los 
requisitos para operar como tales de conformidad con los citados 
ordenamientos; los que reciban o paguen en operaciones de 
financiamiento, los organismos descentralizados de la Administración 
Pública Federal y los fideicomisos de fomento económico del Gobierno 
Federal, que estén sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores; así como las comisiones de los agentes y 
corresponsales de las instituciones de crédito por dichas operaciones. 

 
No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, tratándose de 
créditos otorgados a personas físicas que no desarrollen actividades 
empresariales, o no presten servicios personales independientes, o no 
otorguen el uso o goce temporal de bienes inmuebles. Tratándose de 
créditos otorgados a personas físicas que realicen las actividades 
mencionadas, no se pagará el impuesto cuando los mismos sean para la 
adquisición de bienes de inversión en dichas actividades o se trate de 
créditos refaccionarios, de habilitación o avío, siempre que dichas 
personas se encuentren inscritas en el Registro Federal de 
Contribuyentes. 

……………………………………………………………………………………………………………. 
 
Artículo 17. …………………………………………………………………………………………………. 
 
Tratándose de la prestación de servicios en forma gratuita por los que se deba pagar 
el impuesto, se considera que se efectúa dicha prestación en el momento en que se 
proporcione el servicio. 
 
Artículo 18-A. Se considerará como valor para los efectos del cálculo del impuesto, 
el valor real de los intereses devengados cuando éstos deriven de créditos otorgados 
por las instituciones del sistema financiero a que se refiere el artículo 7o. de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta; en créditos otorgados a través de contratos de apertura 
de crédito o cuenta corriente en los que el acreditado o cuentacorrentista pueda 
disponer del crédito mediante el uso de tarjetas expedidas por el acreedor; y de 
operaciones de arrendamiento financiero. 
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……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 24. …………………………………………………………………………………………………. 
 
I. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

También se considera introducción al país de bienes, cuando éstos se destinen 
a los regímenes aduaneros de importación temporal para elaboración, 
transformación o reparación en programas de maquila o de exportación; de 
depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y fabricación de 
vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto fiscalizado, y 
de recinto fiscalizado estratégico. 

 
No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior a las mercancías 
nacionales o a las importadas en definitiva, siempre que no hayan sido 
consideradas como exportadas en forma previa para ser destinadas a los 
regímenes aduaneros mencionados. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 25. …………………………………………………………………………………………………. 
 
I. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

No será aplicable la exención a que se refiere esta fracción tratándose de 
bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de importación temporal 
para elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o de 
exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y 
fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en 
recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
IX. Las importaciones definitivas de los bienes por los que se haya pagado el 

impuesto al valor agregado al destinarse a los regímenes aduaneros de 
importación temporal para elaboración, transformación o reparación en 
programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse al 
proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 
transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado 
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estratégico, o de mercancías que incluyan los bienes por los que se pagó el 
impuesto, siempre que la importación definitiva la realicen quienes hayan 
destinado los bienes a los regímenes mencionados. No será aplicable lo 
dispuesto en esta fracción, cuando el impuesto se haya pagado aplicando el 
crédito fiscal previsto en el artículo 28-A de esta Ley. 

 
Artículo 27. Para calcular el impuesto al valor agregado tratándose de importación 
de bienes tangibles, se considerará el valor que se utilice para los fines del impuesto 
general de importación, adicionado con el monto de este último gravamen y del 
monto de las demás contribuciones y aprovechamientos que se tengan que pagar con 
motivo de la importación. 
 
Tratándose de bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de importación 
temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o 
de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y 
fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 
fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, para calcular el impuesto al valor 
agregado se considerará el valor en aduana a que se refiere la Ley Aduanera, 
adicionado del monto de las contribuciones y aprovechamientos que se tuvieran que 
pagar en caso de que se tratara de una importación definitiva. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 28. …………………………………………………………………………………………………. 
 
En el caso de bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de importación 
temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o 
de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y 
fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 
fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, el pago se hará a más tardar en el 
momento en que se presente el pedimento respectivo para su trámite. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 28-A. Las personas que introduzcan bienes a los regímenes aduaneros de 
importación temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de 
maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble 
y fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 
fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, podrán aplicar un crédito fiscal 
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consistente en una cantidad equivalente al 100% del impuesto al valor agregado que 
deba pagarse por la importación, el cual será acreditable contra el impuesto al valor 
agregado que deba pagarse por las citadas actividades, siempre que obtengan una 
certificación por parte del Servicio de Administración Tributaria. Para obtener dicha 
certificación, las empresas deberán acreditar que cumplen con los requisitos que 
permitan un adecuado control de las operaciones realizadas al amparo de los 
regímenes mencionados, de conformidad con las reglas de carácter general que al 
efecto emita dicho órgano. 
 
La certificación a que se refiere el párrafo anterior tendrá una vigencia de un año y 
podrá ser renovada por las empresas dentro de los treinta días anteriores a que 
venza el plazo de vigencia, siempre que acrediten que continúan cumpliendo con los 
requisitos para su certificación. 
 
El impuesto cubierto con el crédito fiscal previsto en este artículo, no será acreditable 
en forma alguna. 
 
El crédito fiscal a que se refiere este artículo no se considerará como ingreso 
acumulable para los efectos del impuesto sobre la renta. 
 
Las personas a que se refiere este artículo que no ejerzan la opción de certificarse, 
podrán no pagar el impuesto al valor agregado por la introducción de los bienes a los 
regímenes aduaneros antes mencionados, siempre que garanticen el interés fiscal 
mediante fianza otorgada por institución autorizada, de conformidad con las reglas de 
carácter general que al efecto emita el Servicio de Administración Tributaria. 
 
Artículo 29. ………………………………………………………………………………………………… 
 
VI. La transportación aérea de personas y de bienes, prestada por residentes en el 

país, por la parte del servicio que en los términos del penúltimo párrafo del 
artículo 16 no se considera prestada en territorio nacional. 

 
VII. (Se deroga). 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 30. …………………………………………………………………………………………………. 
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Asimismo procederá el acreditamiento cuando las empresas residentes en el país 
retornen al extranjero los bienes que hayan destinado a los regímenes aduaneros de 
importación temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de 
maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble 
y fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 
fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, siempre que dicho impuesto no haya 
sido acreditado en los términos de esta Ley. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 32. ..................................................................................................... 
 
I. Llevar contabilidad de conformidad con el Código Fiscal de la Federación y su 

Reglamento. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
III. Expedir y entregar comprobantes fiscales. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
V. Expedir comprobantes fiscales por las retenciones del impuesto que se 

efectúen en los casos previstos en el artículo 1o.-A, y proporcionar 
mensualmente a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos 
electrónicos que señale el Servicio de Administración Tributaria, la información 
sobre las personas a las que les hubieren retenido el impuesto establecido en 
esta Ley, a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior al que 
corresponda dicha información. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
Artículo 33. Cuando se enajene un bien o se preste un servicio en forma accidental, 
por los que se deba pagar impuesto en los términos de esta Ley, el contribuyente lo 
pagará mediante declaración que presentará en las oficinas autorizadas, dentro de los 
15 días siguientes a aquél en el que obtenga la contraprestación, sin que contra dicho 
pago se acepte acreditamiento. En las importaciones ocasionales el pago se hará 
como lo establece el artículo 28 de esta Ley. En estos casos no formulará declaración 
mensual ni llevará contabilidad; pero deberá expedir los comprobantes fiscales a que 
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se refiere la fracción III del artículo 32 de esta Ley y conservarlos durante el plazo a 
que se refiere el artículo 30, tercer párrafo del Código Fiscal de la Federación. 
 
Tratándose de enajenación de inmuebles por la que se deba pagar el impuesto en los 
términos de esta Ley, consignada en escritura pública, los notarios, corredores, 
jueces y demás fedatarios que por disposición legal tengan funciones notariales, 
calcularán el impuesto bajo su responsabilidad y lo enterarán dentro de los quince 
días siguientes a la fecha en que se firme la escritura, en la oficina autorizada que 
corresponda a su domicilio; asimismo, expedirán un comprobante fiscal en el que 
conste el monto de la operación y el impuesto retenido. Lo dispuesto en este párrafo 
no es aplicable en el caso a que se refiere el artículo 1o.-A, fracción I de esta Ley. 
 
Artículo 41. …………………………………………………………………………………………………. 
 
II. La enajenación de bienes o prestación de servicios cuando una u otras se 

exporten o sean de los señalados en el artículo 2o.-A de esta Ley. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 43. …………………………………………………………………………………………………. 
 
I. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

Para los efectos de esta fracción se entenderá por ingresos por la prestación 
de servicios profesionales, las remuneraciones que deriven de servicios 
personales independientes que no estén asimiladas a los ingresos por la 
prestación de servicios personales subordinados, conforme al artículo 94 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta. Las Entidades Federativas podrán gravar 
dentro del impuesto cedular sobre sueldos o salarios, los ingresos personales 
independientes que estén asimilados a los ingresos por la prestación de un 
servicio personal subordinado. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
IV. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

Cuarto párrafo. (Se deroga). 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
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Cuando el ingreso a que se refiere la fracción III de este artículo derive de la 
aportación de inmuebles que los fideicomitentes, personas físicas, realicen a los 
fideicomisos a los que se refiere el artículo 187 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, el impuesto cedular deberá considerar la ganancia en el mismo momento que 
la Ley del Impuesto sobre la Renta establece para la acumulación de dicho ingreso. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………” 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO 

 
ARTÍCULO SEGUNDO. En relación con las modificaciones a que se refiere el 
Artículo Primero de este Decreto, se estará a lo siguiente: 
 
I. Tratándose de la enajenación de bienes, de la prestación de servicios o del 

otorgamiento del uso o goce temporal de bienes, que se hayan celebrado con 
anterioridad a la fecha de la entrada en vigor del presente Decreto, las 
contraprestaciones correspondientes que se cobren con posterioridad a la 
fecha mencionada, estarán afectas al pago del impuesto al valor agregado de 
conformidad con las disposiciones vigentes en el momento de su cobro. 

 
No obstante lo anterior, los contribuyentes podrán acogerse a lo siguiente: 

 
a) Tratándose de la enajenación de bienes y de la prestación de servicios 

que con anterioridad a la fecha de la entrada en vigor del presente 
Decreto hayan estado afectas a una tasa del impuesto al valor agregado 
menor a la que deban aplicar con posterioridad a la fecha mencionada, 
se podrá calcular el impuesto al valor agregado aplicando la tasa que 
corresponda conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a la 
fecha de entrada en vigor del presente Decreto, siempre que los bienes 
o los servicios se hayan entregado o proporcionado antes de la fecha 
mencionada y el pago de las contraprestaciones respectivas se realice 
dentro de los diez días naturales inmediatos posteriores a dicha fecha. 

 
b) Tratándose del otorgamiento del uso o goce temporal de bienes, lo 

dispuesto en el inciso anterior se podrá aplicar a las contraprestaciones 
que correspondan al periodo en el que la actividad mencionada estuvo 
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afecta al pago del impuesto al valor agregado conforme a la tasa 
menor, siempre que los bienes se hayan entregado antes de la fecha de 
la entrada en vigor del presente Decreto y el pago de las 
contraprestaciones respectivas se realice dentro de los diez días 
naturales inmediatos posteriores a dicha fecha. 

 
c) En el caso de actos o actividades que con anterioridad a la fecha de la 

entrada en vigor del presente Decreto no hayan estado afectas al pago 
del impuesto al valor agregado y que con posterioridad a la fecha 
mencionada queden afectas al pago de dicho impuesto, no se estará 
obligado al pago del citado impuesto, siempre que los bienes o los 
servicios se hayan entregado o proporcionado antes de la fecha 
mencionada y el pago de las contraprestaciones respectivas se realice 
dentro de los diez días naturales inmediatos posteriores a dicha fecha. 

 
d) Tratándose de la prestación de servicios de hotelería y conexos a que se 

refiere la fracción VII del artículo 29 de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado que se deroga mediante el Artículo Primero del presente 
Decreto, cuyos contratos para proporcionar dichos servicios hayan sido 
celebrados con anterioridad al 8 de septiembre de 2013, las 
contraprestaciones que se perciban durante los primeros seis meses de 
2014 estarán sujetas a las disposiciones vigentes hasta el 31 de 
diciembre de 2013. 

 
Se exceptúa del tratamiento establecido en los incisos a), b), c) y d) anteriores 
a las actividades que se lleven a cabo entre contribuyentes que sean partes 
relacionadas de conformidad con lo dispuesto por la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, sean o no residentes en México. 

 
II. Tratándose de insumos destinados hasta antes de la entrada en vigor de los 

artículos a que se refiere la fracción III de este artículo a los regímenes 
aduaneros de importación temporal para elaboración, transformación o 
reparación en programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para 
someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 
transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado 
estratégico, en caso de que éstos se incorporen en mercancías que también 
lleven incorporados insumos por los que se haya pagado el impuesto al valor 
agregado al destinarlos a los regímenes mencionados, cuando se importe en 
definitiva dicha mercancía estará sujeta al pago del impuesto al valor agregado 
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conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicha entrada en 
vigor. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, se considerará que, en las mercancías 
que se importen en definitiva, fueron incorporados en primer lugar los insumos 
que tengan mayor antigüedad de haber sido destinados a los regímenes 
mencionados, siempre que se trate de insumos genéricos que no estén 
identificados individualmente. Para ello, el inventario de los insumos 
mencionados deberá controlarse utilizando el método de primeras entradas 
primeras salidas. 

 
III. Lo dispuesto en los artículos 24, fracción I, segundo y tercer párrafos; 25, 

fracciones I, segundo párrafo y IX; 27, segundo párrafo; 28, segundo párrafo; 
28-A, y 30, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 
entrará en vigor un año después de que se hayan publicado en el Diario Oficial 
de la Federación las reglas sobre certificación a que se refiere el citado artículo 
28-A. 

 
 
 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 
 
ARTÍCULO TERCERO. Se REFORMAN los artículos 1o., fracción I; 2o., fracciones 
I, incisos A), numerales 1 y 3, y C), tercer párrafo y II, inciso A); 2o.-A; 2o.-B; 3o., 
fracciones IX y X; 4o., segundo y tercer párrafos, y cuarto párrafo en su fracción II; 
5o., segundo párrafo; 5o.-A, primer párrafo; 8o., fracciones I, inciso c), III, inciso a), 
y IV, inciso d), segundo párrafo; 10; 11, cuarto párrafo; 13, fracción I, segundo 
párrafo; 14, actual segundo párrafo; 19, fracciones I, II, primero, segundo, tercero y 
quinto párrafos, VI, VIII, primer párrafo, X, primer párrafo, XI y XIII, primer párrafo, 
y XXII, y 20, segundo párrafo; se ADICIONAN los artículos 2o., fracción I, con los 
incisos G), H), I) y J); 3o., con las fracciones XVIII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV, 
XXV, XXVI, XXVII, XXVIII, XXIX, XXX, XXXI, XXXII, XXXIII, XXXIV, XXXV y XXXVI; 5o., 
con un último párrafo; 5o.-D; 7o., con un sexto párrafo, pasando los actuales sexto y 
séptimo a ser séptimo y octavo párrafos; 8o., fracción I, con los incisos f), h) e i); 13, 
las fracciones VI, VII, VIII y IX; 14, con un segundo párrafo, pasando el actual 
segundo a ser tercer párrafo; 15, con un segundo párrafo, pasando los actuales 
segundo y tercer párrafos a ser tercer y cuarto párrafos; 15-A; 19, con una fracción 
XXIII; 19-A, y 20, con un quinto y sexto párrafos, y se DEROGAN los artículos 7o., 
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quinto párrafo; 8o., fracción I, incisos a) y g); 13, fracción IV, y 29, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para quedar como sigue: 
 
“Artículo 1o. ………………………………………………………………………………………………… 
 
I. La enajenación en territorio nacional o, en su caso, la importación de los 

bienes señalados en esta Ley. Para efectos de la presente Ley se considera 
importación la introducción al país de bienes. 

 
…………..………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 2o. …………………………………………………………………………………………………. 
 
I. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

A) ………………………………………………………………………………………………….. 
 

1. Con una graduación alcohólica de hasta 14° G.L. ……… 26.5% 
 

………………………………………………………………………………………………….. 
 

3. Con una graduación alcohólica de más de 20°G.L. ………… 53% 
 

……………………………………………………………………………………………………………. 
 

C) Tabacos labrados: 
 
……………………………………………………………………………………………………………. 
 
 Tratándose de los tabacos labrados no considerados en el párrafo 

anterior, con excepción de puros y otros tabacos labrados hechos 
enteramente a mano, se aplicará la cuota mencionada en dicho párrafo 
al resultado de dividir el peso total de los tabacos labrados enajenados o 
importados, entre 0.75. Para tal efecto se deberá incluir el peso de otras 
sustancias con que esté mezclado el tabaco. No se deberá considerar el 
filtro ni el papel o cualquier otra sustancia que no contenga tabaco, con 
el que estén envueltos los referidos tabacos labrados. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 
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G) Bebidas saborizadas; concentrados, polvos, jarabes, esencias o 

extractos de sabores, que al diluirse permitan obtener bebidas 
saborizadas; y jarabes o concentrados para preparar bebidas 
saborizadas que se expendan en envases abiertos utilizando aparatos 
automáticos, eléctricos o mecánicos, siempre que los bienes a que se 
refiere este inciso contengan cualquier tipo de azúcares añadidos. 

 
La cuota aplicable será de $1.00 por litro. Tratándose de concentrados, 
polvos, jarabes, esencias o extractos de sabores, el impuesto se 
calculará tomando en cuenta el número de litros de bebidas saborizadas 
que, de conformidad con las especificaciones del fabricante, se puedan 
obtener. 

 
Lo dispuesto en este inciso también será aplicable a los bienes 
mencionados en el inciso F) de esta fracción, cuando contengan 
azúcares añadidos, en adición al impuesto establecido en dicho inciso 
F). 

 
La cuota a que se refiere este inciso se actualizará conforme a lo 
dispuesto por el sexto y séptimo párrafos del artículo 17-A del Código 
Fiscal de la Federación. 
 

H) Combustibles fósiles 
 

Cuota        Unidad de medida  

1. Propano ……..………………… 
 

5.91               centavos por litro. 

2. Butano ………..…………..…… 
 

7.66               centavos por litro. 

3. Gasolinas y gasavión …..…. 
 

10.38             centavos por litro. 

4. Turbosina y otros  
kerosenos ………………….….….. 
 

 
12.40             centavos por litro. 

5. Diesel ….……………….……….. 
 

12.59             centavos por litro. 

6. Combustóleo ………..………… 
 

13.45             centavos por litro. 

7. Coque de petróleo ………….. 15.60             pesos por tonelada. 
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8. Coque de carbón …….………. 
 

36.57             pesos por tonelada. 

9. Carbón mineral …………...….. 
 

27.54             pesos por tonelada. 

10. Otros combustibles  
fósiles …………….…………………… 
 

 
39.80          pesos por tonelada  

de carbono que 
contenga el 
combustible. 

 
Tratándose de fracciones de las unidades de medida, la cuota se aplicará en la 
proporción que corresponda a dichas fracciones respecto de la unidad de 
medida de que se trate. 
 
Cuando los bienes a que se refiere este inciso estén mezclados, la cuota se 
calculará conforme a la cantidad que en la mezcla tenga cada combustible. 

 
Las cantidades señaladas en el presente inciso, se actualizarán anualmente y 
entrarán en vigor a partir del 1 de enero de cada año, con el factor de 
actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes de 
diciembre del penúltimo año hasta el mes de diciembre inmediato anterior a 
aquél por el cual se efectúa la actualización, mismo que se obtendrá de 
conformidad con el artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación. La 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público publicará el factor de actualización en 
el Diario Oficial de la Federación durante el mes de diciembre de cada año. 

 
I) Plaguicidas. La tasa se aplicará conforme a la categoría de peligro de 

toxicidad aguda, en la forma siguiente: 
 

1. Categorías 1 y 2 ………….………………………………..…………. 9% 
 
2. Categoría 3 .……………..…………………….…………………….... 7% 
 
3. Categoría 4 ….…………..……………………………….……………. 6% 
 
La categoría de peligro de toxicidad aguda se determinará conforme a la 
siguiente tabla: 
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Tabla 1. Categorías de peligro de toxicidad aguda 
Vía de 

exposición 
Categoría  

1 
Categoría  

2 
Categorí
a  

3 

Categoría  
4 

Categorí
a 

5 
Oral (mg/kg) 5 50 300 2000 5000 
Dérmica (mg/kg) 50 200 1000 2000 

- 

Inhalatoria 
Gases (ppmV) 100 500 2500 5000 

Inhalatoria 
Vapores (mg/l) 0,5 2 10 20 

Inhalatoria 
Polvos y nieblas 
(mg/l) 

0,05 0,5 1 5 

 
La aplicación de la tabla se sujetará a lo dispuesto a la Norma Oficial 
Mexicana “NOM-232-SSA1-2009, Plaguicidas: que establece los 
requisitos del envase, embalaje y etiquetado de productos grado técnico 
y para uso agrícola, forestal, pecuario, jardinería, urbano, industrial y 
doméstico”, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de abril 
de 2010, emitida por la autoridad competente. 

 
J) Alimentos que se listan a continuación, con una densidad calórica de 

275 kilocalorías o mayor por cada 100 gramos 
……………….…………………………………………….…………………….………. 5% 

 
1. Botanas. 

 
2. Productos de confitería. 

 
3. Chocolate y demás productos derivados del cacao. 

 
4. Flanes y pudines. 

 
5. Dulces de frutas y hortalizas. 

 
6. Cremas de cacahuate y avellanas. 

 
7. Dulces de leche. 
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8. Alimentos preparados a base de cereales. 
 

9. Helados, nieves y paletas de hielo. 
 

Cuando los alimentos mencionados cumplan con las disposiciones 
relativas a las especificaciones generales de etiquetado para alimentos, 
los contribuyentes podrán tomar en consideración las kilocalorías 
manifestadas en la etiqueta. Tratándose de alimentos que no tengan la 
etiqueta mencionada, se presumirá, salvo prueba en contrario, que 
tienen una densidad calórica igual o superior a 275 kilocalorías por cada 
100 gramos. 

 
II. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

A) Comisión, mediación, agencia, representación, correduría, consignación 
y distribución, con motivo de la enajenación de los bienes señalados en 
los incisos A), B), C), F), I) y J) de la fracción I de este artículo. En estos 
casos, la tasa aplicable será la que le corresponda a la enajenación en 
territorio nacional del bien de que se trate en los términos que para tal 
efecto dispone esta Ley. No se pagará el impuesto cuando los servicios 
a que se refiere este inciso, sean con motivo de las enajenaciones de 
bienes por los que no se esté obligado al pago de este impuesto en los 
términos del artículo 8o. de la propia Ley. 

 
………………………………………………………………………….................................... 

 
Artículo 2o.-A. Las personas que enajenen gasolina o diesel en territorio nacional 
estarán sujetas a las tasas y cuotas siguientes: 
 
I. La tasa aplicable en cada mes para la enajenación de gasolinas o diesel será la 

que resulte para cada Terminal de Almacenamiento y Reparto de Petróleos 
Mexicanos conforme a lo siguiente: 

 
a) Precio productor: Se determinará para las gasolinas y el diesel de uso 

automotriz, industrial de bajo azufre y en vehículos marinos, 
adicionando al precio de referencia ajustado por calidad, cuando 
proceda, que se determine para el combustible de que se trate de 
acuerdo con el inciso f) de esta fracción, así como el costo de manejo y 
el costo neto de transporte a la Terminal de Almacenamiento y Reparto 
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de que se trate en el periodo señalado en el inciso f) de esta fracción, 
sin incluir el impuesto al valor agregado. 

 
b) Costo de distribución y comercialización: Para los combustibles 

señalados en el inciso a) y para el periodo señalado en el inciso f) de 
esta fracción, se determinará para cada Terminal de Almacenamiento y 
Reparto, adicionando al margen comercial que haya fijado Petróleos 
Mexicanos para los expendios autorizados por el combustible de que se 
trate, en su caso, los costos netos de transporte del combustible de la 
Terminal de Almacenamiento y Reparto que corresponda al 
establecimiento del expendedor, ya sea realizado por Petróleos 
Mexicanos o por un tercero con el que el organismo tenga celebrado un 
contrato de Venta de Primera Mano y que cumpla la realización del 
transporte en los términos de la normatividad correspondiente. El monto 
obtenido se dividirá entre el volumen total facturado del combustible de 
que se trate. 

 
Únicamente para las gasolinas, se considerará dentro del costo unitario 
de distribución y comercialización, el monto por concepto de mermas, 
que se determinará multiplicando el factor de 0.003375 por el valor total 
de las enajenaciones de gasolinas a las estaciones de servicio sin 
considerar lo señalado en la fracción II de este artículo, así como las 
señaladas en el inciso H) de la fracción I, del artículo 2o. de esta Ley, ni 
tampoco el impuesto al valor agregado, dividido por el volumen total del 
combustible en el periodo señalado en el inciso f) de esta fracción. 

 
c) Precio neto de venta en la Terminal de Almacenamiento y Reparto: Se 

determinará, cuando se lleve a cabo la enajenación, descontando al 
precio de venta al público del combustible de que se trate, vigente en la 
zona geográfica correspondiente en el periodo citado, en el inciso f) de 
esta fracción, los montos de las cuotas señaladas en la fracción II de 
este artículo, multiplicado por el factor, redondeado a cuatro decimales, 
que resulte de la siguiente fórmula: 

 
___1__ 
  1+T 
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Donde T corresponde a la tasa del impuesto al valor agregado, 
expresado en decimales de conformidad con lo señalado en la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado. 
 
Al monto que resulte se le restarán las cuotas señaladas en el inciso H) 
de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, de acuerdo al combustible 
de que se trate. 

 
d) El monto que resulte conforme al inciso c) anterior, se disminuirá con 

las cantidades obtenidas conforme a los incisos a) y b) de esta fracción. 
 

e) La cantidad determinada conforme al inciso d) anterior, se dividirá entre 
el monto que se obtuvo conforme al inciso a) de esta fracción y el 
resultado se multiplicará por 100. El porcentaje que se obtenga será la 
tasa aplicable al combustible de que se trate que enajene la Terminal de 
Almacenamiento y Reparto correspondiente, durante el mes por el que 
se calcula la tasa. 

 
f) El precio de referencia para cada uno de los combustibles a que se 

refiere el inciso a) de esta fracción, será el promedio de las cotizaciones 
disponibles del día 21 del segundo mes anterior al día 20 del mes 
inmediato anterior a aquél por el que se calcula la tasa, convertidas a 
pesos con el promedio del tipo de cambio de venta del dólar de los 
Estados Unidos de América que publica el Banco de México en el Diario 
Oficial de la Federación, para el mismo periodo, como sigue: 

 
1. Gasolinas: el promedio del precio spot de la gasolina de calidad 

equivalente, vigente en la Costa del Golfo de los Estados Unidos 
de América, a la gasolina que se enajene en territorio nacional. 

 
2. Diesel para uso automotriz y diesel para uso industrial de bajo 

azufre: el promedio del precio spot (fuel oil) del diesel de calidad 
equivalente, vigente en la Costa del Golfo de los Estados Unidos 
de América, al diesel que se enajene en territorio nacional. 

 
3. Diesel para uso en vehículos marinos: el promedio del precio spot 

(fuel oil) del diesel de calidad equivalente, vigente en Houston, 
Texas, de los Estados Unidos de América, al diesel que se 
enajene en territorio nacional en la Costa del Golfo de México; y 
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el promedio del precio spot (fuel oil) del diesel de calidad 
equivalente, vigente en Los Ángeles, California, de los Estados 
Unidos de América, al diesel que se enajene en territorio nacional 
en la Costa del Pacífico. 

 
Para la determinación de los montos señalados en los incisos a), b) y c), los 
volúmenes se expresarán en metros cúbicos. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante reglas de carácter 
general basadas en criterios de eficiencia económica y saneamiento financiero, 
dará a conocer los elementos para determinar los precios de referencia, los 
ajustes por calidad, los costos netos de transporte, el margen comercial y el 
costo de manejo a los expendios autorizados a que se refiere esta fracción. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, requerirá a Petróleos Mexicanos la 
información necesaria para realizar mensualmente las operaciones aritméticas 
para calcular las tasas aplicables en el mes de que se trate para cada 
combustible y en cada agencia de ventas, Terminal de Almacenamiento y 
Reparto de Petróleos Mexicanos y las publicará en el Diario Oficial de la 
Federación, a más tardar el último día del mes anterior, al mes en que 
aplicarán las tasas. 

 
Se continuarán aplicando las tasas publicadas en el mes inmediato anterior 
hasta en tanto se haga la publicación a que se refiere el párrafo anterior. 

 
II. Sin perjuicio de lo previsto en la fracción anterior, y en lo dispuesto en el 

artículo 2o., fracción I, inciso H), se aplicarán las cuotas siguientes: 
 

a) Gasolina Magna 36 centavos por litro. 
 

b) Gasolina Premium UBA 43.92 centavos por litro. 
 

c) Diesel 29.88 centavos por litro. 
 

Los contribuyentes trasladarán en el precio, a quien adquiera gasolinas o 
diesel, un monto equivalente al impuesto establecido en esta fracción, pero en 
ningún caso lo harán en forma expresa y por separado.  
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Las cuotas a que se refiere este artículo no computarán para el cálculo del 
impuesto al valor agregado. 

 
Los recursos que se recauden en términos de esta fracción, se destinarán a las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, conforme a lo 
establecido en la Ley de Coordinación Fiscal. 

 
Para los efectos de lo dispuesto en esta fracción, en sustitución de las 
declaraciones informativas a que se refiere esta Ley, los contribuyentes 
presentarán a más tardar el último día hábil de cada mes la información 
correspondiente a los litros de las gasolinas y diesel enajenados por los que se 
haya causado el impuesto por cada expendio autorizado en cada una de las 
entidades federativas durante el mes inmediato anterior; tratándose de 
enajenaciones a distribuidores de gasolinas y diesel, la información se 
presentará de acuerdo a la entidad federativa en la que se ubique el punto de 
entrega convenido con cada distribuidor. 

 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público hará la distribución que 
corresponda a las entidades federativas durante los primeros diez días hábiles 
del mes inmediato posterior al mes en que los contribuyentes hayan realizado 
el pago. 

 
Artículo 2o.-B. La tasa aplicable para la importación de gasolinas o diesel será la 
mayor de las tasas que resulte para la enajenación del combustible de que se trate 
en los términos del artículo 2o.-A, fracción I de esta Ley, vigente en el mes en que se 
realice la importación; en caso de que la tasa resultante sea negativa, la tasa 
aplicable será cero. 
 
Artículo 3o. …………………………………………………………………………………………………. 
 
IX. Gasolina, combustible líquido e incoloro sin plomo, que se obtiene del proceso 

de refinación del petróleo crudo al fraccionarse típicamente a temperaturas 
entre los 30° y los 225° Celsius (en destilación fraccionada), formado por una 
mezcla de hidrocarburos alifáticos volátiles, principalmente parafinas 
ramificadas, aromáticos, naftenos y olefinas, y que cumple con 
especificaciones para ser usado en motores de combustión interna mediante 
ignición por una chispa eléctrica. 
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X. Diesel, combustible líquido e incoloro, compuesto por una mezcla compleja de 
hidrocarburos, principalmente parafinas no ramificadas, pudiendo contener 
aditivos, y que cumple con especificaciones para ser usado principalmente 
como combustible en calefacción y en motores de combustión interna por 
inyección y cuyo encendido se logra por la temperatura elevada que produce la 
compresión del aire y combustible en el interior del cilindro que no necesita 
bujías, para uso: marino, automotriz, así como industrial (flama abierta) y cuya 
eficiencia se mide en número de cetano. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
XVIII. Bebidas saborizadas, las bebidas no alcohólicas elaboradas por la disolución 

en agua de cualquier tipo de azúcares y que pueden incluir ingredientes 
adicionales tales como saborizantes, naturales, artificiales o sintéticos, 
adicionados o no, de jugo, pulpa o néctar, de frutas o de verduras o de 
legumbres, de sus concentrados o extractos y otros aditivos para alimentos, 
y que pueden estar o no carbonatadas. 

 
XIX. Concentrados, polvos y jarabes, esencias o extractos de sabores, que permitan 

obtener bebidas saborizadas, a los productos con o sin edulcorantes o 
saboreadores, naturales, artificiales o sintéticos, adicionados o no, de jugo, 
pulpa o néctar, de frutas, de verduras o legumbres y otros aditivos para 
alimentos.  

 
XX. Azúcares, a los monosacáridos y disacáridos. 
 
XXI. Suero oral, la preparación en agua que exclusivamente contenga todas y cada 

una de las siguientes substancias: glucosa anhidra, cloruro de potasio, cloruro 
de sodio y citrato trisódico. 

 
XXII. Combustibles fósiles: 
 

a) Gas Natural, hidrocarburo que se presenta como una mezcla de gases, 
constituida principalmente por metano, pero que comúnmente puede 
contener otros alcanos y otros gases como nitrógeno, ácido sulfhídrico, 
helio y mercaptanos. 

 
b) Propano, gas incoloro e inodoro, perteneciente a los hidrocarburos 

alifáticos con enlaces simples de tres carbonos. 
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c) Butano, también conocido como n-butano, hidrocarburo saturado, 

parafínico o alifático, inflamable que se presenta comúnmente en estado 
gaseoso, incoloro e inodoro, compuesto por cuatro átomos de carbono y 
por diez de hidrógeno. 

 
d) Gasolina, combustible líquido e incoloro sin plomo, que se obtiene del 

proceso de refinación del petróleo crudo al fraccionarse típicamente a 
temperaturas entre los 30° y los 225° Celsius (en destilación 
fraccionada), formado por una mezcla de hidrocarburos alifáticos 
volátiles, principalmente parafinas ramificadas, aromáticos, naftenos y 
olefinas, y que cumple con especificaciones para ser usado en motores 
de combustión interna mediante ignición por una chispa eléctrica.  

 
e) Gasavión, alquilado o gasolina de alto octanaje, de alta volatilidad y 

estabilidad y de un bajo punto de congelación, con contenido de 
tetraetilo de plomo utilizado en aeronaves equipadas con motores de 
combustión interna. 

 
f) Turbosina y kerosenos, combustibles líquidos e incoloros insolubles en 

agua, que se obtienen del proceso de refinación del petróleo crudo al 
fraccionarse típicamente a temperaturas entre los 157° y los 233° 
Celsius, utilizados principalmente como combustibles para aviones de 
retropropulsión, en los motores a reacción y de turbina de gas. 

 
g) Diesel, combustible líquido e incoloro, compuesto por una mezcla 

compleja de hidrocarburos, principalmente parafinas no ramificadas, 
pudiendo contener aditivos, y que cumple con especificaciones para ser 
usado principalmente como combustible en calefacción y en motores de 
combustión interna por inyección y cuyo encendido se logra por la 
temperatura elevada que produce la compresión del aire y combustible 
en el interior del cilindro que no necesita bujías, para uso: marino, 
automotriz, así como industrial (flama abierta) y cuya eficiencia se mide 
en número de cetano. 

 
h) Combustóleo, también llamado fuel oil, combustible más pesado de los 

que se puede destilar a presión atmosférica, es una fracción del 
petróleo que se obtiene como residuo de la destilación fraccionada a 
temperaturas típicamente por encima de los 426° Celsius, está 
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compuesto por moléculas con más de 20 átomos de carbono, y su color 
es negro, se usa como combustible para plantas de energía eléctrica, 
calderas y hornos. 

 
i) Coque de Petróleo, combustible sólido carbonoso formado por la 

coquización del petróleo crudo procesado en refinerías o en procesos de 
craqueo. 

 
j) Coque de Carbón, combustible sólido carbonoso formado por la 

destilación de carbón bituminoso calentado a temperaturas de 500° a 
1,100° Celsius sin contacto con el aire. 

 
k) Carbón Mineral, roca sedimentaria utilizada como combustible sólido, 

compuesto principalmente por carbono y otros elementos en cantidades 
variables como hidrógeno, azufre, oxígeno y nitrógeno. 

 
l) Otros combustibles fósiles, cualquier otro derivado del petróleo, carbón 

mineral o gas natural que se destinen a un proceso de combustión y 
que no estén listados en los incisos anteriores. 

 
XXIII.  Plaguicida, cualquier substancia o mezcla de substancias que se destina a 

controlar cualquier plaga, incluidos los vectores que transmiten las 
enfermedades humanas y de animales, las especies no deseadas que causen 
perjuicio o que interfieran con la producción agropecuaria y forestal, así 
como las substancias defoliantes y las desecantes. 

 
XXIV.  Bonos de carbono, son un instrumento económico contemplado en el 

Protocolo de Kioto y avalados por la Organización de las Naciones Unidas 
dentro de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático y cada bono de carbono equivale a una tonelada de bióxido de 
carbono equivalente (ton CO2 eq.), que ha sido dejada de emitir a la 
atmósfera. 

 
XXV. Densidad calórica, a la cantidad de energía, expresada en kilocalorías por 

cada 100 gramos de alimento, que se obtiene al multiplicar las kilocalorías 
que contiene el alimento por cien y el resultado dividirlo entre los gramos de 
la porción de que se trate. 
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XXVI. Botanas, los productos elaborados a base de harinas, semillas, tubérculos, 
cereales, granos y frutas sanos y limpios que pueden estar fritos, horneados 
y explotados o tostados y adicionados de sal, otros ingredientes y aditivos 
para alimentos, así como las semillas para botanas, que son la parte del fruto 
comestible de las plantas o árboles, limpia, sana, con o sin cáscara o cutícula, 
frita, tostada u horneada, adicionada o no de otros ingredientes o aditivos 
para alimentos. 

 
XXVII. Productos de confitería, los dulces y confites. Quedan comprendidos los 

caramelos, el dulce imitación de mazapán, gelatina o grenetina, gelatina 
preparada o jaletina, malvavisco, mazapán, peladilla, turrón, entre otros. 

 
XXVIII. Chocolate, al producto obtenido por la mezcla homogénea de cantidades 

variables de pasta de cacao, o manteca de cacao, o cocoa con azúcares u 
otros edulcorantes, ingredientes opcionales y aditivos para alimentos, 
cualquiera que sea su presentación. 

 
XXIX. Derivados del cacao, la manteca de cacao, pasta o licor de cacao, torta de 

cacao, entre otros. 
 
XXX. Flan, dulce que se hace con yemas de huevo, leche y azúcar, y se cuaja a 

baño María, dentro de un molde generalmente bañado de azúcar tostada. 
Suele llevar también harina, y con frecuencia se le añade algún otro 
ingrediente, como café, naranja, vainilla, entre otros. 

 
XXXI. Pudin, dulce que se prepara con bizcocho o pan deshecho en leche y con 

azúcar y frutas secas. 
 
XXXII. Dulces de frutas y de hortalizas, a los productos tales como ates, jaleas o 

mermeladas, obtenidos por la cocción de pulpas o jugos de frutas u 
hortalizas con edulcorantes, adicionados o no de aditivos para alimentos. 
Comprende las frutas y hortalizas cristalizadas o congeladas. 

 
XXXIII. Crema de cacahuate o avellanas, la pasta elaborada de cacahuates o 

avellanas, tostados y molidos, generalmente salada o endulzada. 
 
XXXIV. Dulces de leche, comprende, entre otros, la cajeta, el jamoncillo y natillas. 
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XXXV. Alimentos preparados a base de cereales, comprende todo tipo de alimento 
preparado a base de cereales, ya sea en hojuelas, aglomerados o anillos de 
cereal, pudiendo o no estar añadidos con frutas o saborizantes. 

 
XXXVI. Helados, al alimento elaborado mediante la congelación, con agitación de 

una mezcla pasteurizada compuesta por una combinación de ingredientes 
lácteos, que puede contener grasas vegetales permitidas, frutas, huevo, sus 
derivados y aditivos para alimentos. 

 
Artículo 4o. …………………………………………………………………………………………………. 
 
Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto trasladado al contribuyente por 
la adquisición de los bienes a que se refieren los incisos A), F), G), I) y J) de la 
fracción I del artículo 2o. de esta Ley, así como el pagado por el propio contribuyente 
en la importación de los bienes a que se refieren los incisos A), C), D), E), F), G), H), 
I) y J) de dicha fracción, siempre que sea acreditable en los términos de la citada 
Ley. 
 
El acreditamiento consiste en restar el impuesto acreditable, de la cantidad que 
resulte de aplicar a los valores señalados en esta Ley, las tasas a que se refiere la 
fracción I, incisos A), F), I) y J) del artículo 2o. de la misma, o de la que resulte de 
aplicar las cuotas a que se refieren los artículos 2o., fracción I, incisos C), segundo y 
tercer párrafos, G) y H) y 2o.-C de esta Ley. Se entiende por impuesto acreditable, un 
monto equivalente al del impuesto especial sobre producción y servicios 
efectivamente trasladado al contribuyente o el propio impuesto que él hubiese 
pagado con motivo de la importación, exclusivamente en los supuestos a que se 
refiere el segundo párrafo de este artículo, en el mes al que corresponda. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
II. Que los bienes se enajenen sin haber modificado su estado, forma o 

composición, salvo que se trate de bebidas alcohólicas a granel o de sus 
concentrados, así como de concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos 
de sabores, que sean utilizados para preparar bebidas saborizadas. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 5o. …………………………………………………………………………………………………. 
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El pago mensual será la diferencia que resulte de restar a la cantidad que se obtenga 
de aplicar la tasa que corresponda en los términos del artículo 2o. de esta Ley a las 
contraprestaciones efectivamente percibidas en el mes de que se trate, por la 
enajenación de bienes o la prestación de servicios gravados por esta Ley; el impuesto 
pagado en el mismo mes por la importación de dichos bienes, así como el impuesto 
que resulte acreditable en el mes de que se trate de conformidad con el artículo 4o. 
de esta Ley. Tratándose de la cuota a que se refieren los párrafos segundo y tercero 
del inciso C), de la fracción I, del artículo 2o. de esta Ley, el pago mensual será la 
cantidad que se obtenga de aplicar la cuota que corresponda a los cigarros 
enajenados en el mes, o la que se obtenga de aplicar esa cuota al resultado de dividir 
el peso total de los otros tabacos labrados enajenados en el mes, entre 0.75, 
disminuidas dichas cantidades, en su caso, con el impuesto pagado en el mismo mes 
al aplicar la cuota correspondiente con motivo de la importación de los cigarros u 
otros tabacos labrados, en los términos del segundo párrafo del artículo 4o. de esta 
Ley. En el caso de la cuota a que se refiere el inciso G), de la fracción I, del artículo 
2o. de esta Ley, el pago mensual será la cantidad que se obtenga de aplicar la cuota 
a los litros de bebidas saborizadas enajenadas en el mes o al total de litros que se 
puedan obtener por los concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos de 
sabores enajenados en el mes, según corresponda, disminuida con el impuesto 
pagado en el mismo mes con motivo de la importación de dichos bienes o el 
trasladado en la adquisición de los bienes citados. Tratándose de los bienes a que se 
refiere el inciso H), de la fracción I, del artículo 2o. de esta Ley, el pago mensual será 
la cantidad que se obtenga de aplicar las cuotas que correspondan a las unidades de 
medida de dichos bienes, enajenados en el mes, disminuida con el impuesto pagado 
en el mismo mes al aplicar las cuotas correspondientes con motivo de la importación 
de esos bienes, en términos del segundo párrafo del artículo 4o. de esta Ley. 
Tratándose de los bienes a que se refiere la fracción II, del artículo 2o.-A de esta Ley, 
el pago mensual será la cantidad que se obtenga de aplicar las cuotas que 
correspondan a los litros de combustible enajenados. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Tratándose del impuesto a que se refiere el inciso H) de la fracción I del artículo 2o. 
de esta Ley, los contribuyentes podrán optar por pagar el impuesto mediante la 
entrega de los bonos de carbono a que se refiere la fracción XXIV del artículo 3o. del 
mismo ordenamiento, cuando sean procedentes de proyectos desarrollados en 
México y avalados por la Organización de las Naciones Unidas dentro de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático. El valor de 
dichos bonos será el que corresponda a su valor de mercado en el momento en que 
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se pague el impuesto. La entrega de dichos bonos y la determinación de su valor se 
realizará de conformidad con las reglas de carácter general que al efecto expida la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
Artículo 5o.-A. Los fabricantes, productores, envasadores o importadores, que a 
través de comisionistas, mediadores, agentes, representantes, corredores, 
consignatarios o distribuidores, enajenen los bienes a que se refieren los incisos A), 
B), C), F), I) y J) de la fracción I, del artículo 2o. de esta Ley, estarán obligados a 
retener el impuesto sobre la contraprestación que a éstos correspondan y enterarlo 
mediante declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas, de conformidad 
con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 5o. de esta Ley. Cuando las 
contraprestaciones se incluyan en el valor de la enajenación por las que se pague 
este impuesto, no se efectuará la retención y no se considerarán contribuyentes de 
este impuesto por dichas actividades. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 5o.-D. Los contribuyentes que ejerzan la opción a que se refiere el artículo 
111 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, durante el periodo que permanezcan en 
el régimen previsto en dicho artículo, en lugar de calcular y pagar mensualmente el 
impuesto especial sobre producción y servicios, conforme lo establece el artículo 5o. 
de esta Ley, deberán calcularlo en forma bimestral por los periodos comprendidos de 
enero y febrero; marzo y abril; mayo y junio; julio y agosto; septiembre y octubre; y, 
noviembre y diciembre de cada año y pagarlo a más tardar el día 17 del mes 
siguiente al bimestre que corresponda el pago, mediante declaración que presentarán 
a través de los sistemas que disponga el Servicio de Administración Tributaria en su 
página de Internet, excepto en el caso de importaciones de bienes en el que se 
estará a lo dispuesto en los artículos 15 y 16 de esta Ley, según se trate. Los pagos 
bimestrales tendrán el carácter de definitivos. 
 
El pago bimestral será la diferencia entre el impuesto que corresponda al total de las 
actividades causadas en el bimestre por el que se efectúa el pago, a excepción de las 
importaciones de bienes tangibles, y las cantidades correspondientes al mismo 
periodo por las que proceda el acreditamiento determinadas en los términos de esta 
Ley.  
 
Los contribuyentes a que se refiere el presente artículo que, en su caso, efectúen la 
retención a que se refiere el artículo 5o.-A de esta Ley, en lugar de enterar el 
impuesto retenido mensualmente mediante la declaración a que se refiere el primer 
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párrafo de dicho artículo, lo enterarán por los bimestres a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo, conjuntamente con la declaración de pago prevista en el 
mismo o, en su defecto, a más tardar el día 17 del mes siguiente al bimestre que 
corresponda. 
 
Tratándose de contribuyentes que inicien actividades, en la declaración 
correspondiente al primer bimestre que presenten, deberán considerar únicamente 
los meses que hayan realizado actividades. 
 
Cuando en la declaración de pago bimestral resulte saldo a favor, el contribuyente 
únicamente podrá compensarlo contra el impuesto a su cargo que le corresponda en 
los pagos bimestrales siguientes hasta agotarlo. 
 
Cuando el contribuyente no compense el saldo a favor contra el impuesto que le 
corresponda pagar en el bimestre de que se trate, o en los dos siguientes, pudiendo 
haberlo hecho, perderá el derecho a hacerlo en los bimestres siguientes hasta por la 
cantidad en que pudo haberlo compensado. 
 
Los contribuyentes a que se refiere este artículo, deberán cumplir la obligación 
prevista en la fracción III del artículo 112 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en 
lugar de llevar la contabilidad a que se refiere la fracción I del artículo 19 de esta Ley. 
Asimismo, podrán conservar y expedir comprobantes fiscales de conformidad con lo 
establecido en las fracciones II y IV del citado artículo 112. 
 
Asimismo, los contribuyentes a que se refiere el presente artículo, no estarán 
obligados a presentar las declaraciones informativas previstas en este ordenamiento, 
siempre que presenten la información de las operaciones con sus proveedores en el 
bimestre inmediato anterior, de conformidad con la fracción VIII del artículo 112 de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta. Lo dispuesto en este párrafo, no será aplicable a 
la obligación establecida en la fracción IX del artículo 19 de la presente ley. La 
información a que se refiere la fracción citada se presentará en forma bimestral 
conjuntamente con la declaración de pago. 
 
Artículo 7o. ……………………………………………………………………………………………..….. 
 
Quinto párrafo. (Se deroga). 
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También se considera enajenación el autoconsumo de los bienes que realicen los 
contribuyentes del impuesto a que se refiere el inciso H), de la fracción I, del artículo 
2o. de esta Ley. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 8o. …………………………………………………………………………………………………. 
 
I. ……………………………………………..……………………………………………………………. 
 

a) (Se deroga). 
 

……………………………………………………………………………………………………………. 
 

c) Las que realicen personas diferentes de los fabricantes, productores o 
importadores, de los bienes a que se refieren los incisos C), D), E), G) y 
H) de la fracción I del artículo 2o. y la fracción II del artículo 2o.-A de 
esta Ley. En estos casos, las personas distintas de los fabricantes, 
productores o importadores, no se consideran contribuyentes de este 
impuesto por dichas enajenaciones. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
f) Las de bebidas saborizadas en restaurantes, bares y otros lugares en 

donde se proporcionen servicios de alimentos y bebidas, bebidas 
saborizadas que cuenten con registro sanitario como medicamentos 
emitido por la autoridad sanitaria, la leche en cualquier presentación, 
incluyendo la que esté mezclada con grasa vegetal y los sueros orales. 

 
g) (Se deroga). 

 
h) Plaguicidas que conforme a la categoría de peligro de toxicidad aguda 

correspondan a la categoría 5. 
 
i) Petróleo crudo y gas natural. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
III. ……………………………………………………………………………………………………………. 
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a) Cuando se lleven a cabo por personas morales sin fines de lucro 

autorizadas para recibir donativos deducibles para los efectos de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, a que se refiere el artículo 79, fracciones 
VI, X y XVII de dicha Ley, siempre que destinen la totalidad de sus 
ingresos, una vez descontados los premios efectivamente pagados, a los 
fines para los cuales fueron constituidas. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
IV. .………………………………………………...……………………………………………………….. 
 

d) ……………………………………………………..…………………………………………… 
 

Cuando los servicios a que se refiere el párrafo anterior se ofrezcan de 
manera conjunta con otros servicios que se presten a través de una red 
pública de telecomunicaciones, la exención a que se refiere este inciso 
será procedente siempre que en el comprobante fiscal respectivo, se 
determine la contraprestación correspondiente al servicio de acceso a 
Internet de manera separada a los demás servicios de 
telecomunicaciones que se presten a través de una red pública y que 
dicha contraprestación se determine de acuerdo con los precios y 
montos de las contraprestaciones que se hubieran cobrado de no 
haberse proporcionado el servicio en forma conjunta con otros servicios 
de telecomunicaciones gravados por esta Ley. En este caso los servicios 
de Internet exentos no podrán exceder del 30% del total de las 
contraprestaciones antes referidas que se facturen en forma conjunta. 

 
Artículo 10. En la enajenación de los bienes a que se refiere esta Ley, el impuesto 
se causa en el momento en el que se cobren las contraprestaciones y sobre el monto 
de lo cobrado. Cuando las contraprestaciones se cobren parcialmente, el impuesto se 
calculará aplicando a la parte de la contraprestación efectivamente percibida, la tasa 
que corresponda en términos del artículo 2o. de esta Ley. Por las enajenaciones de 
cerveza en las que el impuesto se pague aplicando la cuota a que se refiere el 
artículo 2o.-C de esta Ley, el impuesto se calculará por los litros que hayan sido 
pagados con el monto de las contraprestaciones efectivamente percibidas. 
Tratándose de la cuota por enajenación de cigarros u otros tabacos labrados a que se 
refieren los párrafos segundo y tercero del inciso C) de la fracción I del artículo 2o. 
de esta Ley, se considerará la cantidad de cigarros efectivamente cobrados y, en el 
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caso de otros tabacos labrados, la cantidad de gramos efectivamente cobrados. Por 
las enajenaciones de los bienes a que se refieren los incisos G) y H) de la fracción I 
del artículo 2o. de esta Ley, el impuesto se causa en el momento en que se cobren 
las contraprestaciones. Por las enajenaciones de los bienes a que se refiere la 
fracción II del artículo 2o.-A de esta Ley, el impuesto se causa en el momento en que 
se cobren las contraprestaciones. 
 
En el caso de faltante de bienes en los inventarios, consumo o autoconsumo, se 
considera que se efectúa la enajenación en el momento en el que el contribuyente o 
las autoridades fiscales conozcan que se realizaron los hechos mencionados, lo que 
ocurra primero. 
 
Tratándose de donaciones por las que se deba pagar el impuesto, en el momento en 
que se haga la entrega del bien donado o se extienda el comprobante que transfiera 
la propiedad, lo que ocurra primero. 
 
Artículo 11. …………………………………………………………………………………………………. 
 
Por las enajenaciones de cerveza en las que el impuesto se pague aplicando la cuota 
a que se refiere el artículo 2o.-C de esta Ley, los contribuyentes calcularán el 
impuesto sobre el total de litros enajenados. Tratándose de la cuota por 
enajenaciones de cigarros u otros tabacos labrados a que se refieren los párrafos 
segundo y tercero del inciso C) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, se 
considerará la cantidad de cigarros enajenados y, en el caso de otros tabacos 
labrados, la cantidad de gramos enajenados. Por las enajenaciones de los bienes a 
que se refiere el inciso G) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los 
contribuyentes calcularán el impuesto sobre el total de litros enajenados de bebidas 
saborizadas con azucares añadidos; tratándose de concentrados, polvos, jarabes, 
esencias o extractos de sabores, el impuesto se calculará tomando en cuenta el 
número de litros de bebidas saborizadas con azucares añadidos que, de conformidad 
con las especificaciones del fabricante, se puedan obtener, del total de productos 
enajenados. Por las enajenaciones de los bienes a que se refiere el inciso H) de la 
fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los contribuyentes calcularán el impuesto sobre 
el total de las unidades de medida y, en su caso, fracciones de dichas unidades, 
según corresponda. Por las enajenaciones de los bienes a que se refiere la fracción II 
del artículo 2o.-A de esta Ley, los contribuyentes calcularán el impuesto sobre el total 
de las unidades de medida, según corresponda. 
 
Artículo 13. …………………………………………………………………………………………………. 
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I. ……………………………………………………………………………………………………………. 
 

No será aplicable la exención a que se refiere esta fracción tratándose de 
bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de importación temporal 
para elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o de 
exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y 
fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en 
recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
IV. (Se deroga). 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
VI. Las importaciones definitivas de los bienes por los que se haya pagado el 

impuesto a que se refiere esta Ley al destinarse a los regímenes aduaneros de 
importación temporal para elaboración, transformación o reparación en 
programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse al 
proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 
transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado 
estratégico o de mercancías que incluyan los bienes por los que se pagó el 
impuesto, siempre que la importación definitiva la realicen quienes hayan 
destinado los bienes a los regímenes mencionados. No será aplicable lo 
dispuesto en esta fracción cuando el impuesto se haya pagado aplicando el 
crédito fiscal previsto en el artículo 15-A de esta Ley. 

 
VII. Las de bebidas saborizadas que cuenten con registro sanitario como 

medicamentos emitido por la autoridad sanitaria, la leche en cualquier 
presentación, incluyendo la que esté mezclada con grasa vegetal y los sueros 
orales. 

 
VIII. Las de plaguicidas que de conformidad con la categoría de peligro de toxicidad 

aguda corresponda a la categoría 5. 
 
IX. Las de petróleo crudo y gas natural. 
 
Artículo 14. …………………………………………………………………………………………………. 
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Tratándose de bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de importación 
temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o 
de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y 
fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 
fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, para calcular el impuesto especial 
sobre producción y servicios se considerará el valor en aduana a que se refiere la Ley 
Aduanera, adicionado del monto de las demás contribuciones y aprovechamientos 
que se tuvieran que pagar en caso de que se tratara de una importación definitiva, a 
excepción del impuesto al valor agregado. 
 
Por las importaciones de cerveza en las que el impuesto se pague aplicando la cuota 
a que se refiere el artículo 2o.-C de esta Ley, los contribuyentes calcularán el 
impuesto sobre el total de litros importados afectos a la citada cuota. En las 
importaciones de cigarros u otros tabacos labrados en las que el impuesto se pague 
aplicando la cuota a que se refieren los párrafos segundo y tercero del inciso C) de la 
fracción I del artículo 2o. de esta Ley, se considerará la cantidad de cigarros 
importados y, en el caso de otros tabacos labrados, la cantidad de gramos 
importados. Tratándose de las importaciones de los bienes a que se refiere el inciso 
G) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los contribuyentes calcularán el 
impuesto por el total de litros importados de bebidas saborizadas o por el total de 
litros que se puedan obtener, de conformidad con las especificaciones del fabricante, 
por el total de concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos de sabores. 
Tratándose de las importaciones de los bienes a que se refiere el inciso H) de la 
fracción I del artículo 2o. de esta Ley, los contribuyentes calcularán el impuesto sobre 
el total de las unidades de medida y, en su caso, fracciones de dichas unidades 
importadas, según corresponda. 
 
Artículo 15. …………………………………………………………………………………………………. 
 
En el caso de bienes que se destinen a los regímenes aduaneros de importación 
temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de maquila o 
de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble y 
fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 
fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, el pago se hará a más tardar en el 
momento en que se presente el pedimento respectivo para su trámite. Cuando se 
retornen al extranjero los bienes, los contribuyentes podrán solicitar la devolución del 
impuesto especial sobre producción y servicios que hayan pagado cuando destinaron 
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los bienes a dichos regímenes, así como el que, en su caso, les hayan trasladado 
siempre que dicho impuesto no haya sido acreditado en los términos de esta Ley. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 15-A. Las personas que introduzcan bienes a los regímenes aduaneros de 
importación temporal para elaboración, transformación o reparación en programas de 
maquila o de exportación; de depósito fiscal para someterse al proceso de ensamble 
y fabricación de vehículos; de elaboración, transformación o reparación en recinto 
fiscalizado, y de recinto fiscalizado estratégico, podrán aplicar un crédito fiscal 
consistente en una cantidad equivalente al 100% del impuesto especial sobre 
producción y servicios que deba pagarse por la importación, el cual será acreditable 
contra el impuesto especial sobre producción y servicios que deba pagarse por las 
citadas actividades, siempre que obtengan una certificación por parte del Servicio de 
Administración Tributaria. Para obtener dicha certificación, las empresas deberán 
acreditar que cumplen con los requisitos que permitan un adecuado control de las 
operaciones realizadas al amparo de los regímenes mencionados, de conformidad con 
las reglas de carácter general que al efecto emita dicho órgano. 
 
La certificación a que se refiere el párrafo anterior tendrá una vigencia de un año y 
podrá ser renovada por las empresas dentro de los treinta días anteriores a que 
venza el plazo de vigencia, siempre que acrediten que continúan cumpliendo con los 
requisitos para su certificación. 
 
El impuesto cubierto con el crédito fiscal previsto en este artículo, no será acreditable 
en forma alguna. 
 
El crédito fiscal a que se refiere este artículo no se considerará como ingreso 
acumulable para los efectos del impuesto sobre la renta. 
 
Las personas a que se refiere este artículo que no ejerzan la opción de certificarse, 
podrán no pagar el impuesto especial sobre producción y servicios por la introducción 
de los bienes a los regímenes aduaneros antes mencionados, siempre que garanticen 
el interés fiscal mediante fianza otorgada por institución autorizada, de conformidad 
con las reglas de carácter general que al efecto emita el Servicio de Administración 
Tributaria. 
 
Artículo 19. …………………………………………………………………………………………………. 
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I. Llevar contabilidad de conformidad con el Código Fiscal de la Federación, su 
Reglamento y el Reglamento de esta Ley, y efectuar conforme a este último la 
separación de las operaciones, desglosadas por tasas. Asimismo, se deberán 
identificar las operaciones en las que se pague el impuesto mediante la 
aplicación de las cuotas previstas en los artículos 2o., fracción I, incisos C), 
segundo y tercer párrafos, G) y H); 2o.-A, fracción II, y 2o.-C de esta Ley. 

 
II. Expedir comprobantes fiscales, sin el traslado en forma expresa y por separado 

del impuesto establecido en esta Ley, salvo tratándose de la enajenación de 
los bienes a que se refieren los incisos A), F), G), I) y J) de la fracción I del 
artículo 2o. de esta Ley, siempre que el adquirente sea a su vez contribuyente 
de este impuesto por dichos bienes y así lo solicite. 

 
Los comerciantes que en el ejercicio inmediato anterior a aquél al que 
corresponda, hubieran efectuado el 90% del importe de sus enajenaciones con 
el público en general, en el comprobante fiscal que expidan no trasladarán 
expresamente y por separado el impuesto establecido en esta Ley, salvo que el 
adquirente sea contribuyente de este impuesto por el bien o servicio de que se 
trate y solicite la expedición del comprobante fiscal con el impuesto trasladado 
expresamente y por separado. En todos los casos, se deberán ofrecer los 
bienes gravados por esta Ley, incluyendo el impuesto en el precio. 

 
Los contribuyentes que enajenen los bienes a que se refieren los incisos A), F), 
G) y J) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, que trasladen en forma 
expresa y por separado el impuesto establecido en la misma, deberán 
proporcionar al Servicio de Administración Tributaria en forma trimestral, en 
los meses de abril, julio, octubre y enero, del año que corresponda, la relación 
de las personas a las que en el trimestre anterior al que se declara les hubiere 
trasladado el impuesto especial sobre producción y servicios en forma expresa 
y por separado en los términos de esta fracción, así como el monto del 
impuesto trasladado en dichas operaciones y la información y documentación 
que mediante reglas de carácter general señale el Servicio de Administración 
Tributaria. 

 
………………………………………………………………………….................................... 

 
Tratándose de la enajenación de tabacos labrados, en los comprobantes 
fiscales que se expidan se deberá especificar el peso total de tabaco contenido 
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en los tabacos labrados enajenados o, en su caso, la cantidad de cigarros 
enajenados. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
VI. Proporcionar a las autoridades fiscales durante el mes de marzo de cada año, 

la información que corresponda de los bienes que produjeron, enajenaron o 
importaron en el año inmediato anterior, respecto de su consumo por entidad 
federativa e impuesto correspondiente, así como de los servicios prestados por 
establecimiento en cada entidad federativa. Para los efectos de esta fracción, 
se considera que los bienes se consumen en el lugar en el que se hace la 
entrega material del producto, de acuerdo con el comprobante fiscal. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren los incisos A), B), C), F), G), 

H), I) y J) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, obligados al pago del 
impuesto especial sobre producción y servicios a que se refiere la misma, 
deberán proporcionar al Servicio de Administración Tributaria, trimestralmente, 
en los meses de abril, julio, octubre y enero, del año que corresponda, la 
información sobre sus 50 principales clientes y proveedores del trimestre 
inmediato anterior al de su declaración, respecto de dichos bienes. Tratándose 
de contribuyentes que enajenen o importen vinos de mesa, deberán cumplir 
con esta obligación de manera semestral, en los meses de enero y julio de 
cada año. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
X. Los fabricantes, productores o envasadores, de alcohol, alcohol 

desnaturalizado y mieles incristalizables, de bebidas con contenido alcohólico, 
cerveza, tabacos labrados, bebidas energetizantes, concentrados, polvos y 
jarabes para preparar bebidas energetizantes, bebidas saborizadas con 
azucares añadidos, así como de concentrados, polvos, jarabes, esencias o 
extractos de sabores, que al diluirse permitan obtener bebidas saborizadas con 
azucares añadidos, así como combustibles fósiles y plaguicidas, deberán llevar 
un control físico del volumen fabricado, producido o envasado, según 
corresponda, así como reportar trimestralmente, en los meses de abril, julio, 
octubre y enero, del año que corresponda, la lectura mensual de los registros 
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de cada uno de los dispositivos que se utilicen para llevar el citado control, en 
el trimestre inmediato anterior al de su declaración. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
XI. Los importadores o exportadores de los bienes a que se refieren los incisos A), 

B), C), F), G), H) e I) de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, deberán 
estar inscritos en el padrón de importadores y exportadores sectorial, según 
sea el caso, a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
XIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refieren los incisos A), F) y H) de la 

fracción I del artículo 2o. de esta Ley, obligados al pago del impuesto especial 
sobre producción y servicios, deberán proporcionar al Servicio de 
Administración Tributaria, trimestralmente, en los meses de abril, julio, octubre 
y enero, del año que corresponda, el precio de enajenación de cada producto, 
valor y volumen de los mismos, efectuado en el trimestre inmediato anterior. 

 
……………………………………………………………………………………………………………. 

 
XXII. Los productores, fabricantes e importadores de cigarros y otros tabacos 

labrados, con excepción de puros y otros tabacos labrados hechos 
enteramente a mano, deberán imprimir un código de seguridad en cada una 
de las cajetillas de cigarros para su venta en México, así como registrar, 
almacenar y proporcionar al Servicio de Administración Tributaria la 
información que se genere derivada de los mecanismos o sistemas de 
impresión del referido código. 

 
Para lo anterior, los productores, fabricantes e importadores de cigarros y 
otros tabacos labrados, con excepción de puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano, deberán cumplir con lo siguiente: 

 
a) Imprimir el código de seguridad con las características técnicas y de 

seguridad que determine el Servicio de Administración Tributaria 
mediante reglas de carácter general. 

 
b) Imprimir el código de seguridad en la línea de producción de las 

cajetillas de cigarros o antes de la importación a territorio nacional de 
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las mismas, utilizando los mecanismos o sistemas que cumplan las 
características técnicas y de seguridad que determine el Servicio de 
Administración Tributaria mediante reglas de carácter general. 

 
c) Registrar y almacenar la información contenida en el código de 

seguridad, así como la información de la impresión del mismo en las 
cajetillas de cigarros, generada por los mecanismos o sistemas de 
impresión del referido código, en los términos que determine el Servicio 
de Administración Tributaria, mediante reglas de carácter general. 

 
d) Proporcionar al Servicio de Administración Tributaria, en forma 

permanente, la información en línea y en tiempo real de los registros 
que se realicen conforme al inciso anterior, en los términos que 
determine dicho órgano desconcentrado, mediante reglas de carácter 
general. 

 
e) Instrumentar las demás características técnicas y de seguridad que 

establezca el Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas de 
carácter general.  

 
La impresión del código de seguridad, así como el registro, 
almacenamiento y el proporcionar la información que se genere 
derivada de los mecanismos o sistemas de impresión del referido 
código, se deberá realizar a través de los proveedores de servicios de 
impresión de códigos de seguridad previamente autorizados por el 
Servicio de Administración Tributaria. 

 
Cuando los proveedores autorizados de servicios de impresión de 
códigos de seguridad incumplan con alguna de las obligaciones que 
deriven de la autorización, o bien cuando no atiendan a lo señalado en 
las reglas de carácter general que al efecto establezca el Servicio de 
Administración Tributaria, dicho órgano desconcentrado podrá revocar 
las autorizaciones correspondientes. 

 
El Servicio de Administración Tributaria podrá requerir a los productores, 
fabricantes e importadores de cigarros y otros tabacos labrados, con 
excepción de puros y otros tabacos labrados hechos enteramente a 
mano, la información o la documentación a que se refieren los párrafos 
primero y segundo de esta fracción, así como la relativa a sus sistemas, 
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proveedores, clientes, operaciones y mecanismos que estime necesaria, 
relacionada con el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere 
esta fracción. Asimismo, podrá realizar en todo momento verificaciones 
en los locales, establecimientos o domicilios de los mismos, a efecto de 
constatar el cumplimiento de las obligaciones a que se encuentran 
afectos. 

 
Los contribuyentes a que se refiere esta fracción deberán poner a 
disposición de las autoridades fiscales la información, documentación o 
dispositivos necesarios, que permitan constatar el cumplimiento de las 
obligaciones previstas en los párrafos primero, segundo y cuarto de esta 
fracción y en las reglas de carácter general que al efecto establezca el 
Servicio de Administración Tributaria. Asimismo, deberán permitir a las 
autoridades fiscales la realización de las verificaciones a que se refiere el 
párrafo anterior. 

 
Cuando los productores, fabricantes e importadores de cigarros y otros 
tabacos labrados, con excepción de puros y otros tabacos labrados 
hechos enteramente a mano, incumplan con alguna de las obligaciones 
establecidas en esta Ley, o bien, cuando no atiendan lo señalado en las 
reglas de carácter general que al efecto establezca el Servicio de 
Administración Tributaria, dicho órgano desconcentrado impondrá las 
sanciones que procedan, conforme al Código Fiscal de la Federación. 

 
XXIII. Los importadores de concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos de 

sabores, para los efectos de pagar el impuesto en la importación, deberán 
manifestar bajo protesta de decir verdad, el número de litros de bebidas 
saborizadas con azucares añadidos que, de conformidad con las 
especificaciones del fabricante, se puedan obtener. Las especificaciones no 
podrán ser menores a las que el importador manifieste en la enajenación que 
de dichos bienes haga en el mercado nacional. 

 
Artículo 19-A. Cuando el Servicio de Administración Tributaria detecte cajetillas de 
cigarros que no cumplan con la impresión del código de seguridad a que se refiere el 
artículo 19, fracción XXII, las mismas serán aseguradas y pasarán a propiedad del 
fisco federal, a efecto de que se proceda a su destrucción. 
 
Para los efectos de este artículo, el Servicio de Administración Tributaria podrá 
realizar en todo momento verificaciones en el domicilio fiscal, establecimientos, 
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sucursales, locales, puestos fijos o semifijos en la vía pública, lugares en donde se 
almacenen mercancías y, en general, cualquier local o establecimiento que utilicen 
para el desempeño de sus actividades quienes vendan, enajenen o distribuyan en 
México las cajetillas de cigarros y otros tabacos labrados, con excepción de puros y 
otros tabacos labrados hechos enteramente a mano, que deban contener impreso el 
código de seguridad a que se refiere el artículo 19, fracción XXII de esta Ley, 
observando para ello el procedimiento que se establece en el artículo 49 del Código 
Fiscal de la Federación. 
 
Artículo 20. …………………………………………………………………………………………………. 
 
El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones establecidas en este artículo será 
sancionado con la clausura del establecimiento o establecimientos que tenga el 
contribuyente en donde realice las actividades de juegos con apuestas y sorteos y 
cuyas operaciones deben ser registradas en los sistemas de cómputo a que se refiere 
el presente artículo. 
 
……………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Las autoridades fiscales para efectos de determinar el incumplimiento e imponer la 
sanción que se establece en el segundo párrafo de este artículo, deberán practicar las 
visitas domiciliarias a que se refieren los artículos 42, fracción V y 49 del Código 
Fiscal de la Federación, sujetándose al procedimiento previsto en esta última 
disposición. 
 
La clausura del establecimiento o establecimientos, que en su caso se decrete, se 
levantará una vez que el contribuyente acredite ante las autoridades fiscales haber 
subsanado la infracción cometida. 
 
Artículo 29. (Se deroga). 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

 
ARTÍCULO CUARTO. En relación con las modificaciones a que se refiere el Artículo 
Tercero de este Decreto, se estará a lo siguiente: 
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I. Tratándose de la enajenación de bienes o de la prestación de servicios, que se 
hayan celebrado con anterioridad a la fecha de la entrada en vigor del 
presente Decreto, las contraprestaciones correspondientes que se cobren con 
posterioridad a la fecha mencionada, estarán afectas al pago del impuesto 
especial sobre producción y servicios de conformidad con las disposiciones 
vigentes en el momento de su cobro. 

 
No obstante lo anterior, los contribuyentes podrán acogerse a lo siguiente: 

 
a) Tratándose de la enajenación de bienes o de la prestación de servicios 

que con anterioridad a la fecha de la entrada en vigor del presente 
Decreto hayan estado afectas a una tasa del impuesto especial sobre 
producción y servicios menor a la que deban aplicar con posterioridad a 
la fecha mencionada, se podrá calcular el impuesto especial sobre 
producción y servicios aplicando la tasa que corresponda conforme a las 
disposiciones vigentes con anterioridad a la fecha de entrada en vigor 
del presente Decreto, siempre que los bienes o los servicios se hayan 
entregado o proporcionado antes de la fecha mencionada y el pago de 
las contraprestaciones respectivas se realice dentro de los diez días 
naturales inmediatos posteriores a dicha fecha. 

 
b) En el caso de la enajenación de bienes o de la prestación de servicios 

que con anterioridad a la fecha de la entrada en vigor del presente 
Decreto no hayan estado afectas al pago del impuesto especial sobre 
producción y servicios y que con posterioridad a la fecha mencionada 
queden afectas al pago de dicho impuesto, no se estará obligado al 
pago del citado impuesto, siempre que los bienes o los servicios se 
hayan entregado o proporcionado antes de la fecha mencionada y el 
pago de las contraprestaciones respectivas se realice dentro de los diez 
días naturales inmediatos posteriores a dicha fecha. 

 
Se exceptúa del tratamiento establecido en los incisos anteriores a las 
actividades que se lleven a cabo entre contribuyentes que sean partes 
relacionadas de conformidad con lo dispuesto por la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, sean o no residentes en México. 

 
II. Tratándose de insumos destinados hasta antes de la entrada en vigor de los 

artículos a que se refiere la fracción V de este artículo, a los regímenes 
aduaneros de importación temporal para elaboración, transformación o 
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reparación en programas de maquila o de exportación; de depósito fiscal para 
someterse al proceso de ensamble y fabricación de vehículos; de elaboración, 
transformación o reparación en recinto fiscalizado, y de recinto fiscalizado 
estratégico, en caso de que éstos se incorporen en mercancías que también 
lleven incorporados insumos por los que se haya pagado el impuesto especial 
sobre producción y servicios al destinarlos a los regímenes mencionados, 
cuando se importe en definitiva dicha mercancía estará sujeta al pago del 
impuesto especial sobre producción y servicios conforme a las disposiciones 
vigentes con anterioridad a dicha entrada en vigor. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, se considerará que, en las mercancías 
que se importen en definitiva, fueron incorporados en primer lugar los insumos 
que tengan mayor antigüedad de haber sido destinados a los regímenes 
mencionados, siempre que se trate de insumos genéricos que no estén 
identificados individualmente. Para ello, el inventario de los insumos 
mencionados deberá controlarse utilizando el método de primeras entradas 
primeras salidas. 

 
III. La reforma al artículo 19, fracción XXII y la adición del artículo 19-A, entrarán 

en vigor al año siguiente al de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
IV. Se deroga la fracción III del ARTÍCULO SEXTO, del "Decreto por el que se 

reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas disposiciones de la Ley de 
Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos 
y de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios", publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 2007, fracción 
reformada mediante el “Decreto por el que se reforman diversos artículos del 
Decreto por el que se reforman, adicionan, derogan y abrogan diversas 
disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal, de la Ley del Impuesto sobre 
Tenencia o Uso de Vehículos y de la Ley del Impuesto Especial sobre 
Producción y Servicios, publicado el 21 de diciembre de 2007”, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 12 de diciembre de 2011. 

 
V.  Lo dispuesto en los artículos 13, fracción I, segundo párrafo y las adiciones a 

los artículos 13, fracción VI; 14, segundo párrafo; 15, segundo párrafo, y 15-A, 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, entrará en vigor 
un año después de que se hayan publicado en el Diario Oficial de la Federación 
las reglas sobre certificación a que se refiere el citado artículo 15-A. 
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VI. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 2o. fracción I, inciso I) de la Ley 
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, durante el ejercicio fiscal 
de 2014, en sustitución de las tasas previstas en dicho inciso se aplicarán las 
siguientes: 

 
1. Categorías 1 y 2 .....................................................................4.5% 
 
2. Categoría 3 ............................................................................3.5% 
 
3. Categoría 4 ............................................................................3.0% 

 
VII. Durante 2014, en lugar del factor a que se refiere el inciso b) de la fracción I 

del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, 
que se utiliza para calcular el monto por concepto de mermas, se utilizará un 
factor de 0.005.” 

 
 

Ley Federal de Derechos 

 

ARTÍCULO QUINTO. Se REFORMAN los artículos 1o., cuarto, quinto y sexto 
párrafos; 3o., cuarto párrafo y fracción II, sexto y octavo párrafos; 7o., segundo 
párrafo; 8o., segundo y actual quinto párrafos; 11, fracción I; 12, segundo párrafo; 
13, fracción III; 22, fracción IV, inciso a); 86-A, segundo párrafo; 148, apartados A, 
fracciones I, inciso a) y III, incisos a), b) y c), primer párrafo, y D, fracción I; 150-C, 
segundo párrafo; 157, primer párrafo y fracción I, primer párrafo; 158, fracción I, 
inciso a); 159, fracción III; 161; 170, primer párrafo y fracción V; 170-G, primer 
párrafo; 194-C, primer párrafo, y fracciones II y IV, primer párrafo; 195-C, fracción 
II, primer párrafo; 195-I, primer párrafo y fracción IV, primer párrafo; 195-K-4; 213, 
primero y segundo párrafos; 214, segundo párrafo; 222; 223; 224, fracción VI; 231; 
232-C, segundo, tercero y cuarto párrafos; 239, segundo y quinto párrafos; 241, 
sexto, séptimo, octavo y noveno párrafos; 242, sexto, séptimo, octavo y noveno 
párrafos; 244-D, primer párrafo, Tabla B; 253-A; 267; 275; 278; 278-B, primer 
párrafo, y fracciones II, segundo párrafo, III, primer párrafo e inciso e), IV, inciso b), 
en sus Tablas B y C, y segundo párrafo, V, VI, primer párrafo, y VIII; 279, primero, 
segundo, quinto y sexto párrafos; 282, fracciones I y V; 282-C; 283, cuarto párrafo; 
284, fracciones I y III; 285, fracciones I, primer párrafo e incisos b) y g) y III; 288, 
segundo párrafo, Áreas tipo AAA, AA, A y C; y 291, fracción I, cuarto párrafo; se 
ADICIONAN los artículos 7o., con un tercer párrafo; 8o., con un tercer párrafo 
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pasando los actuales tercero, cuarto y quinto párrafos a ser cuarto, quinto y sexto 
párrafos, y un séptimo párrafo; 12, con un tercer párrafo; 13, con una fracción IV; 
14; 15; 24, con una fracción VI; 29, con una fracción XXVI; 85, con un cuarto 
párrafo; 86-A, con un cuarto y quinto párrafos; 157, fracción I, con un segundo 
párrafo; 158, con las fracciones IV, VI y VII; 158 Bis; 170, con las fracciones VI, VII y 
VIII, y un séptimo párrafo; 170-G, con una fracción IV; 192-F; 195, fracción III, 
inciso a) con un segundo párrafo; 195-X, fracción I, con los incisos f) y g); 198, con 
un sexto párrafo; 198-A, con un décimo párrafo; 223-Bis; 224, con una fracción IX; 
239, con un sexto y séptimo párrafos; 241, con un décimo párrafo; 242, con un 
décimo párrafo; 244-F; 244-G; 244-H; 268; 269; 270; 271; 276, con un segundo 
párrafo; 277-A; 277-B; 279, segundo párrafo con una tabla; 285, fracción I, con un 
inciso h) y 291, fracción I, con un quinto párrafo, y se DEROGAN los artículos; 8o., 
fracción III; 29-D, fracciones II, VII y XII; 150-C, fracción II; 155, fracción III; 192-B, 
fracción II; 194-V; 195-K-6; 224-A, fracción II; 243; 244-A; 278-B, fracciones I, II, 
primer párrafo, IV, incisos a), segundo párrafo, c), numeral 3, y quinto párrafo, y VII; 
278-C; 284, fracción VI; 285, fracción II; 291, fracción I, tercer párrafo, de la Ley 
Federal de Derechos para quedar como sigue: 

 

“Artículo 1o. ........................................................................................................ 
 
Las cuotas de los derechos que se establecen en esta Ley se actualizarán anualmente 
el primero de enero de cada año, considerando el periodo comprendido desde el 
decimotercer mes inmediato anterior y hasta el último mes anterior a aquél en que se 
efectúa la actualización. 
 
Los derechos que se adicionen a la presente Ley o que hayan sufrido modificaciones 
en su cuota, durante el transcurso del ejercicio fiscal que corresponda, se 
actualizarán en el mes de enero del ejercicio fiscal en que se actualicen las demás 
cuotas de derechos conforme al párrafo anterior, considerando solamente la parte 
proporcional del incremento porcentual de que se trate, para lo cual se considerará el 
periodo comprendido desde el mes en que entró en vigor la adición o modificación y 
hasta el último mes del ejercicio en el que se efectúa la actualización. Para las 
actualizaciones subsecuentes del mismo derecho, las cuotas de los derechos a que se 
refiere este párrafo, se actualizarán conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior. 
 
Para los efectos de los párrafos anteriores, se aplicará el factor de actualización que 
resulte de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes inmediato 
anterior al más reciente del periodo, entre el Índice Nacional de Precios al 
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Consumidor correspondiente al mes anterior al más antiguo del periodo, o bien, el del 
mes anterior a aquél en que entró en vigor la adición o modificación a que se refiere 
el párrafo anterior. 
 
............................................................................................................................. 
 
Artículo 3o. …………………………………..………………………………….……..……………………… 
 
Cuando el pago de derechos deba efectuarse de forma periódica o en una fecha 
posterior al inicio de la prestación del servicio público o del otorgamiento del uso, 
goce, explotación o aprovechamiento de bienes de dominio público de la nación, por 
tratarse de servicios continuos o porque así se establezca, el contribuyente deberá 
presentar copia de la declaración del pago de derechos de que se trate ante el 
encargado de la prestación de los servicios públicos o de la administración de los 
bienes de dominio público de la nación, respecto del uso, goce, explotación o 
aprovechamiento de los mismos, según corresponda, dentro de los plazos que se 
señalan en esta Ley. Cuando no se presente la copia de la declaración o una vez 
recibida la misma se observe que el pago del derecho de que se trate no se efectuó 
por la totalidad de la cuota que corresponda, el encargado de la prestación de los 
servicios públicos o del otorgamiento del uso, goce, explotación o aprovechamiento 
de los bienes de dominio público de la nación, procederá como sigue: 
 

……………………..………………………………………………..…………………………..……………. 
 

II. Una vez transcurrido el plazo a que se refiere la fracción anterior, si el 
contribuyente no hubiere presentado la declaración o aclaración 
correspondiente o de haberla presentado subsistan las diferencias, sin 
perjuicio de otros procedimientos de aclaración que se señalen en esta 
Ley, el encargado de la prestación de los servicios públicos o del 
otorgamiento del uso, goce, explotación o aprovechamiento de los bienes 
de dominio público de la nación, procederá a determinar los adeudos en el 
pago de los derechos y remitirá dicha determinación al Servicio de 
Administración Tributaria en los formatos y con los documentos que para 
tal efecto dicho órgano desconcentrado señale mediante reglas de carácter 
general, a fin de que éste último realice la notificación del adeudo y, en su 
caso, el requerimiento de pago correspondiente. 

 
……………………………………………………………………………………………………...……………….. 
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El Servicio de Administración Tributaria proporcionará la asistencia legal a los 
encargados de la prestación de los servicios públicos o del otorgamiento del uso, 
goce, explotación o aprovechamiento de los bienes de dominio público de la nación, 
con el fin de que en el procedimiento a que se refiere el párrafo cuarto de este 
artículo se cumplan las formalidades previstas en las disposiciones fiscales. Respecto 
de los derechos mineros a que se refiere el Capítulo XIII del Título II de esta Ley, la 
Secretaría de Economía no ejercerá el procedimiento a que se refiere el cuarto 
párrafo de este artículo, salvo lo dispuesto en su fracción III, por lo que el Servicio de 
Administración Tributaria ejercerá sus facultades de comprobación de conformidad 
con el Código Fiscal de la Federación y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
 
…………………………………………………………………………………………..…………………….………. 
 
Los servidores públicos encargados de la prestación de los servicios, así como de la 
administración de los bienes del dominio público de la Nación que regula esta Ley, 
serán responsables de la vigilancia del pago y, en su caso, del cobro y entero de los 
derechos previstos en la misma. La omisión total o parcial en el cobro y entero de los 
derechos, afectará el presupuesto del ente encargado de la prestación de los 
servicios públicos o de la administración del uso, goce, explotación o 
aprovechamiento de los bienes de dominio público de la nación, en un equivalente a 
dos veces el valor de la omisión efectuada, sin perjuicio de las demás sanciones 
establecidas en otras Leyes para los citados servidores públicos. 
 
............................................................................................................................. 
 
Artículo 7o. ………………………………………………………………….…………………………………. 
 
Asimismo, las dependencias y entidades a que se refiere el párrafo anterior, deberán 
presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, un informe a más tardar el 
último día hábil del mes de julio respecto de los ingresos que hayan percibido por 
derechos durante el primer semestre del ejercicio fiscal en curso, así como los que 
tengan programados percibir durante el segundo semestre. El informe de ingresos a 
que se refiere el presente párrafo deberá ser presentado a través del sistema 
electrónico que disponga la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
Lo dispuesto en el presente artículo, también será aplicable a cualquier órgano del 
Estado que preste servicios públicos u otorgue el uso, goce, aprovechamiento o 
explotación de bienes de dominio público que den lugar al pago de derechos. 
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Artículo 8o. ……………………………………………………………………………………………………… 
 

III. (Se deroga). 
 

..................................................................................................................... 
 
Por la reposición de los documentos contenidos en las fracciones I y IV de este 
artículo se pagará la misma cuota del derecho según corresponda. Respecto a las 
fracciones II, V, VI y VII la cuota aplicable será de ................................... $1,040.00 
 
Por la renovación de los documentos a que se refieren las fracciones II a VII de este 
artículo, se pagará la misma cuota del derecho según corresponda. 
 
……………………………………………………………………………….………………………………………… 
 
Tratándose de extranjeros que arriben al país vía aérea, el derecho previsto en la 
fracción I de este artículo, deberá ser recaudado y enterado por las empresas de 
transporte aéreo internacional de pasajeros. 
 
Los prestadores del servicio de transporte aéreo internacional de pasajeros a que se 
refiere el párrafo anterior, deberán enterar el pago mediante declaración que se 
presentará ante las oficinas autorizadas por el Servicio de Administración Tributaria. 
 
Artículo 11. ……………………………………………………………………..……………………………... 
 

I. Residente Temporal Estudiante, y Residente Temporal cuando sea 
autorizado bajo los convenios de cooperación o intercambio educativo, 
cultural y científico. 

 
…………………………………………………………………………………………………………….…… 

 
Artículo 12. …………………...............……………………………………….…………………………… 
 
Tratándose de pasajeros que abandonen el país vía aérea, el derecho previsto en 
este artículo, deberá ser recaudado y enterado por las empresas de transporte aéreo 
internacional de pasajeros. 
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Los prestadores del servicio de transporte aéreo internacional de pasajeros a que se 
refiere el párrafo anterior, deberán enterar el pago mediante declaración que se 
presentará ante las oficinas autorizadas por el Servicio de Administración Tributaria. 
 
Artículo 13. ……………………………………………………………………………………………………… 
 

III. Autorización para realizar actividades remuneradas al Residente Temporal 
y al Residente Temporal estudiante ……...........................…..… $2,350.00 

 
IV. Autorización de la condición de estancia de Residente Temporal, cuando el 

extranjero acredite ser ministro de culto o pertenecer a una asociación 
religiosa, por cada año .............................................................. $800.00 

 
Artículo 14. Por el estudio, trámite y, en su caso, autorización o renovación para ser 
miembro del Programa Viajero Confiable, se pagarán derechos conforme a la cuota 
de ………………............................................……………...…………………......... $1,372.00 
 
Artículo 15. Por el estudio, trámite y, en su caso, la expedición de la tarjeta de viaje 
APEC Business Travel Card (ABTC), se pagarán derechos conforme a la cuota de 
............................................................................................................. $1,117.00 
 
Por la reposición de la tarjeta, se pagará la misma cuota. 
 
Artículo 22. …………………………………………………..……………………………………….……….. 
 

IV. …………………………………..........…………………………….………….…………...……… 
 

a). Constitución de sociedades extranjeras y de pasavantes o patentes 
provisionales de navegación, por cada uno …….……………... $2,694.09 

 
…………………………………………………………………………………………………….………….….……. 
 
Artículo 24. …………………………………………………….…………….………………….……..……… 
 

VI. Por la expedición del certificado de lista de menaje de casa para miembros 
del servicio exterior mexicano. 

 
……………………………………………………………….…….………………………………………..… 
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Artículo 29. ………………………………………………………………………………………….……....... 
 

XXVI. Por el estudio, trámite y, en su caso, emisión o renovación del dictamen 
técnico en materia de prevención, detección y reporte de actos, 
omisiones u operaciones que pudiesen ubicarse en los supuestos de los 
artículos 139, 148 Bis o 400 Bis del Código Penal Federal, que soliciten 
los centros cambiarios, transmisores de dinero y sociedades financieras 
de objeto múltiple no reguladas para obtener su registro: 
........................................................................................ $20,000.00 

 
Artículo 29-D. ………………………….…………………………………….…………………….……...... 
 

II. (Se deroga). 
 

………………………………..…………………………………………………………………………….....
. 

 
VII. (Se deroga). 

 
…………………………………………………………………………………….………………………..…. 

 
XII. (Se deroga). 
 

……………………………………………………………………………………….………………………………... 
 

Artículo 85. …….……………………………………………….…………………………………………..…. 
 
Para los efectos del artículo anterior, la prestación de los servicios estará sujeta a las 
condiciones de operación y disponibilidad con las que cuente la dependencia 
prestadora del servicio. 
 
Artículo 86-A. ………………………………………………………………….……………………………... 
 
Por renovación o modificación de cada certificado a que se refiere este artículo se 
pagará el 50% de la cuota correspondiente. 
 
………………………………………………………………………….……………………………………………... 
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Tampoco se pagarán los derechos a que se refiere este artículo, cuando las 
importaciones se realicen por la Federación o cuando se trate de instituciones de 
enseñanza e investigación, por donaciones de productos en abandono propiedad del 
fisco federal, situaciones de emergencia o ayuda humanitaria, así como las derivadas 
de programas en materia de sanidad e inocuidad autorizados por la autoridad 
competente que se efectúen a través de organismos auxiliares en la materia. 
 
En caso de que la expedición de los certificados señalados en las fracciones V y VI de 
este artículo esté precedida por una cancelación de la solicitud de importación 
originada por el rechazo parcial de la mercancía a importarse, únicamente se pagará 
el 50% de los derechos para certificar la mercancía no rechazada. 
 
Artículo 148. ....................................................................................................... 
 
A. ..................................................................................................................... 
 

I. ............................................................................................................. 
 

a). Para la operación y explotación de los servicios de autotransporte 
federal y sus servicios auxiliares en sus distintas modalidades, por 
cada permiso para: 

 
1. Vehículos motrices. Incluye permiso, alta vehicular, dos placas, 

calcomanía de identificación vehicular y tarjeta de circulación 
.............................................................................. $3,080.00 
 
Cuando los servicios a que se refiere el presente numeral sean 
solicitados a través de medios electrónicos …………... $2,349.00 

 
2. Unidades de Arrastre. Incluye permiso, alta vehicular, una placa, 

calcomanía de identificación vehicular y tarjeta de circulación 
.............................................................................. $2,351.00 

 
Cuando los servicios a que se refiere el presente numeral sean 
solicitados a través de medios electrónicos …………... $1,620.00 
 

3. Especial para grúas industriales del servicio de autotransporte 
federal; especial por un viaje para el autotransporte de objetos 
voluminosos o de gran peso; para complementar la ruta 
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autorizada por concesiones o permisos estatales; depósitos de 
vehículos; para el autotransporte internacional de pasajeros, 
turismo y carga; para operar servicios transfronterizos de 
turismo ..................................................................... $533.00 

 
Cuando los servicios a que se refiere el presente numeral sean 
solicitados a través de medios electrónicos ................. $173.00 

 
Si los permisos que se otorgan conforme a los numerales 1 y 2 de 
este inciso amparan más de un vehículo motriz o unidad de arrastre, 
se pagará por cada uno de los subsecuentes únicamente el derecho 
por el alta, a que se refiere la fracción I del apartado D de este 
artículo. 

 
………………………………………………………………………………………………….. 

 
III. ............................................................................................................. 

 
a). Reposición de placas para automotor, remolque y semirremolque, 

para los servicios de autotransporte federal en sus diversas 
modalidades, servicios auxiliares y de arrendamiento, por placa 
......................................................................................... $729.20 

 
b). Reposición de calcomanía de identificación vehicular, por calcomanía 

......................................................................................... $118.01 
 
c). Revalidación de la tarjeta de circulación para automotor, remolque y 

semirremolque, para los servicios de autotransporte federal en sus 
diversas modalidades, servicios auxiliares y de arrendamiento, por 
tarjeta ............................................................................. $422.93 

 
............................................................................................................................. 
 
D. ..................................................................................................................... 
 

I. Alta de vehículo automotor, remolque o semirremolque en el permiso de 
los servicios de autotransporte federal y servicios auxiliares. En el supuesto 
de arrendamiento: alta de vehículo automotor, remolque o semirremolque 
o automóvil para uso particular en el registro de arrendamiento; vehículo 
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automotor, remolque o semirremolque en arrendamiento, en el permiso de 
los servicios de autotransporte federal y servicios auxiliares. Alta de 
vehículo automotor, remolque o semirremolque por cambio de modalidad: 
 
a). Por cada vehículo motriz. Incluye alta de vehículo, dos placas, 

calcomanía de identificación vehicular y tarjeta de circulación 
.......................................................................................$2,547.00 
 
Cuando los servicios a que se refiere el presente inciso sean 
solicitados a través de medios electrónicos, por cada vehículo motriz 
...................................................................................... $2,176.00 
 

b). Por cada unidad de arrastre. Incluye alta de vehículo, una placa, 
calcomanía de identificación vehicular y tarjeta de circulación 
...................................................................................... $1,818.00 

 
Cuando los servicios a que se refiere el presente inciso sean 
solicitados a través de medios electrónicos, por cada unidad de 
arrastre .......................................................................... $1,447.00 
 

c). Por cada vehículo automotor, remolque o semirremolque en 
arrendamiento, en el permiso de los servicios de autotransporte 
federal y servicios auxiliares; o cambio de modalidad. Incluye alta de 
vehículo y modificación de la tarjeta de circulación 
......................................................................................... $718.00 

 
Cuando los servicios a que se refiere el presente inciso sean 
solicitados a través de medios electrónicos, por cada vehículo 
automotor, remolque o semirremolque ............................... $347.00 

 
..................................................................................................................... 

 
Artículo 150-C. ……………………………………………………………………………. 

 
II. (Se deroga). 

 
El derecho a que se refiere este artículo, se deberá calcular y enterar por cada 
aeronave, inmediatamente posterior a su arribo o de manera previa al despegue de la 
misma, según corresponda. Asimismo, los contribuyentes con operaciones regulares 
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podrán pagar el derecho mensualmente por cada aeronave dentro de los diez días del 
mes siguiente a aquél en que se reciban los servicios. Dentro de ese mismo plazo, los 
contribuyentes deberán presentar ante el SENEAM el documento que contenga el 
desglose de las operaciones efectuadas en el mes anterior por cada aeronave 
respecto de la cual se realiza el pago. 
 
Artículo 155. ……………………………………………………………………………….……..…………… 
 

III. (Se deroga). 
 

…………………………………………………………………………………………………………………. 
 
Artículo 157. Por los servicios relacionados con la expedición de cada certificado de 
capacidad, licencia al personal técnico aeronáutico o, en su caso, permiso se pagarán 
derechos conforme a las siguientes cuotas: 
 

I. Por la expedición de cada certificado de capacidad, licencia o permiso 
para: 

 
............................................................................................................. 

 
Por la recuperación de licencia se pagará la misma cuota establecida en los 
incisos de esta fracción, según corresponda. 

 
............................................................................................................................. 
 
Artículo 158. ....................................................................................................... 
 

I. ………………………………………………………………….……………......…………………... 
 

a). De aeronavegabilidad ..................................................... $2,853.00 
 

..................................................................................................................... 
 

IV. Por la expedición del certificado de aeródromo ........................ $9,203.62 
 

..................................................................................................................... 
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VI. Por la expedición del certificado de especificaciones del sistema de gestión 
de seguridad operacional ...................................................... $32,875.23 

 
VII. Por la expedición del certificado de producción de aeronaves y sus 

componentes ....................................................................... $17,161.47 
 
Artículo 158 Bis. Por las verificaciones, y en su caso, la certificación como 
explotador de servicios aéreos: 
 

I. Por el otorgamiento .............................................................. $52,576.14 
 
II. Por la renovación .................................................................... $3,998.12 
 
III. Por la convalidación ................................................................ $1,459.54 

 
Artículo 159. ....................................................................................................... 
 

III. Autorización ........................................................................... $1,383.35 
 
............................................................................................................................. 
 
Artículo 161. Por el examen para el permiso de formación o capacitación, así como 
por los exámenes para la obtención, convalidación y recuperación de licencias y 
certificados de capacidad, se pagarán derechos, por cada uno 
............................................................................................................. $1,684.83 
 
No se pagarán los derechos a que se refiere este artículo cuando los servicios 
correspondientes sean solicitados por el personal de la Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes. 
 
Artículo 170. Por los servicios que presta la Capitanía de Puerto a embarcaciones 
nacionales o extranjeras en horario ordinario de operación, que efectúen cualquier 
clase de navegación de altura o cabotaje, se pagará el derecho de capitanía de 
puerto por cada autorización de arribo, despacho, maniobra de fondeo, o enmienda, 
en este último caso cuando sea a solicitud del particular, conforme a las siguientes 
cuotas: 
 

……………………………………………………………………..………………………………………….. 
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V. De más de 1,000 hasta 15,000 toneladas brutas de arqueo …... $2,475.00 
 
VI. De más de 15,000 hasta 25,000 toneladas brutas de arqueo 

.............................................................................................. $3,153.25 
 
VII. De más de 25,000 hasta 50,000 toneladas brutas de arqueo 

.............................................................................................. $3,637.04 
 
VIII. De más de 50,000 toneladas brutas de arqueo ......................... $4,385.38 

 
............................................................................................................................. 
 
El pago que deba realizarse a la Capitanía de Puerto por los servicios anteriormente 
descritos, podrá ser efectuado en su totalidad previo a la autorización del despacho 
de la embarcación del puerto de que se trate. 
 
Artículo 170-G. Se pagará el derecho de cumplimiento del Código Internacional 
para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias, por cada buque o 
instalación portuaria, con excepción de los buques pesqueros o de cualquier otro giro, 
que no siendo de altura, realicen su actividad en puertos nacionales, conforme a las 
siguientes cuotas: 
 

………………………………………………………………………….……………………………………… 
 

IV. Por el estudio, trámite y, en su caso, la expedición del certificado de 
cumplimiento por parte de las instalaciones portuarias .............. $3,087.54 

 
Artículo 192-B. ................................................................................................... 
 

II. (Se deroga). 
 

Artículo 192-F. Por el estudio, trámite, y en su caso, la expedición de la validación a 
que se refiere la fracción VI del artículo 224 de esta Ley, se pagará el derecho 
conforme a la cuota de ........................................................................... $6,155.00 
 
Artículo 194-C. Por el otorgamiento de autorizaciones, prórrogas, sustituciones, 
transferencias o concesiones para el uso o aprovechamiento de elementos y recursos 
naturales dentro de las áreas naturales protegidas, se pagarán derechos conforme a 
las siguientes cuotas: 
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……………………………..………………………………….………….…………………………………… 

 
II. Por el otorgamiento de cada autorización ....………………..……..…… $317.63 

 
…………………………………………………………………….…………….…………………………..... 
 
IV. Por el otorgamiento de autorizaciones para prestadores de servicios 

turísticos: 
 

............................................................................................................................. 
 
Artículo 194-V. (Se deroga). 
 
Artículo 195. ……………………………………………………….……………………………..…………… 
 

III. ……………………………………………………………………………………………………….… 
 

a). …………………………………………………...………...……………………………....... 
 

Tratándose de centros de mezcla para la preparación de mezclas 
parenterales nutricionales y medicamentosas, se pagara el 50% del 
derecho que corresponda a este inciso. 

 
…………………………………………………………………………………………………………………. 

 
Artículo 195-C. ................................................................................................... 
 

II. Por el análisis de la solicitud y, en su caso, por la autorización a personas 
físicas y morales como Unidades de Verificación, Laboratorios de Pruebas, 
Organismos de Certificación o terceros autorizados, se pagarán derechos 
por cada solicitud, y por cada autorización emitida, conforme a la cuota de 
………………………………............................................................. $6,701.94 

 
..................................................................................................................... 

 
Artículo 195-I. Por otros servicios en materia sanitaria se pagarán los siguientes 
derechos: 
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………………………………..……………………………….……………………….……………………... 
 

IV. Por los servicios de reposición de licencias sanitarias y registros sanitarios, 
con motivo de pérdida, robo o extravío, se pagará conforme a las 
siguientes cuotas: 

 
……………………………………………………………………………………….………………………………... 
 
Artículo 195-K-4. Por cada certificado que se emita al amparo del Programa 
Mexicano de Sanidad de Moluscos Bivalvos, distintos a los señalados en este Capítulo, 
se pagarán derechos conforme a la cuota de ...................……………........... $1,600.00 
 
Artículo 195-K-6. (Se deroga). 
 
Artículo 195-X. ................................................................................................... 
 

I. ............................................................................................................. 
 

f). Para prestar servicios de alarmas y de monitoreo electrónico 
.................................................................................... $14,047.54 

 
g). Para fungir como centro de capacitación privado …………..$14,047.54 
 

..................................................................................................................... 
 
Artículo 198. …………………………………………………………..……....……………………..……... 
 
En el caso de que para acceder a una determinada Área Natural Protegida que por 
sus características geográficas sea contigua con otra y solamente se pueda acceder a 
la misma transitando por la otra, únicamente se pagarán los derechos a los que 
hacen referencia las fracciones I y II, según sea el caso, por aquélla en la que usen o 
aprovechen los elementos naturales marinos e insulares de la misma, siempre y 
cuando sea en el mismo día y no se usen o aprovechen los elementos del Área 
Natural Protegida contigua. 
 
Artículo 198-A. ………………………………………………………….……………………………….…… 
 
En el supuesto de que para acceder a una determinada Área Natural Protegida que 
por sus características geográficas sea contigua con otra y solamente se pueda 
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acceder a la misma transitando por la otra, únicamente se pagarán los derechos a los 
que hacen referencia las fracciones I y II, según sea el caso, por aquélla en la que 
usen o aprovechen los elementos naturales y escénicos de la misma, siempre y 
cuando sea en el mismo día y no se usen o aprovechen los elementos del Área 
Natural Protegida contigua. 
 
Artículo 213. Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos 
determinará el derecho por cada ejercicio fiscal, aplicando la tasa del 1.0% sobre los 
ingresos por la venta de bienes y servicios que obtenga por el uso de las carreteras y 
puentes federales, conforme a sus estados financieros dictaminados y que presente 
ante la Secretaría de la Función Pública. 
 
Para la determinación de la base del derecho a que se refiere el párrafo anterior, no 
se considerarán los ingresos provenientes de los bienes que se encuentren 
fideicomitidos, así como los que el organismo entere a la Federación por concepto de 
coordinación fiscal, de acuerdo con el artículo 9-A de la Ley de Coordinación Fiscal. 
 
............................................................................................................................. 
 
Artículo 214. ....................................................................................................... 
 
El pago provisional se calculará aplicando la tasa del 1% a los ingresos por la venta 
de bienes y servicios obtenidos desde el inicio del ejercicio y hasta el último día del 
mes al que corresponda el pago. Al pago provisional así determinado, se le restarán 
los pagos provisionales de este derecho efectivamente realizados en los meses 
anteriores de dicho ejercicio y la diferencia será el pago provisional a enterar. 
 
Artículo 222. Están obligadas al pago del derecho sobre agua, las personas físicas y 
morales que usen, exploten o aprovechen aguas nacionales, bien sea de hecho o al 
amparo de títulos de asignación, concesión, autorización o permiso, otorgados por el 
Gobierno Federal, de acuerdo con la zona de disponibilidad de agua en que se 
efectúe su extracción. 
 
Artículo 223. Por la explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales a que 
se refiere este Capítulo, se pagará el derecho sobre agua, de conformidad con la 
zona de disponibilidad de agua y la cuenca o acuífero en que se efectúe su extracción 
y de acuerdo con las siguientes cuotas: 
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A. Por las aguas provenientes de fuentes superficiales o extraídas del subsuelo, 
por cada metro cúbico: 

 

Zona de disponibilidad Aguas 
superficiales 

Aguas 
Subterráneas 

1 $13.8162 $18.6169 
2 $  6.3606 $  7.2062 
3 $  2.0855 $  2.5091 
4 $  1.5948 $  1.8239 

 
Las empresas públicas y privadas que tengan asignación o concesión para 
explotar, usar o aprovechar aguas nacionales, que cuenten con el permiso por 
parte de los municipios u organismos operadores para la prestación de los 
servicios de agua potable, cumplan con las condiciones de calidad de agua 
para consumo humano establecidas en las normas oficiales mexicanas y 
suministren volúmenes de agua para consumo doméstico a centros o núcleos 
de población, cubrirán el derecho respecto de los volúmenes de agua 
suministrada, con las cuotas establecidas en el Apartado B, fracción I, de este 
artículo; para tales efectos, deberán contar con medidor que contabilice 
exclusivamente el volumen de agua que proporcionen para el citado uso. Los 
contribuyentes podrán aplicar las cuotas preferenciales que establece el 
Apartado B, fracción I de este artículo, siempre y cuando cumplan con todos 
los requisitos previstos en este párrafo.  
 
De los ingresos que se obtengan por la recaudación de los derechos por la 
explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales por usuarios distintos 
de los municipales y organismos operadores de los mismos, 300 millones de 
pesos tendrán destino específico para el Fondo Forestal Mexicano para el 
desarrollo y operación de Programas de Pago por Servicios Ambientales. Estos 
recursos ampliarán el presupuesto que se asigne a la Comisión Nacional 
Forestal. 

 
B.  Por las aguas provenientes de fuentes superficiales o extraídas del subsuelo, 

se pagará el derecho sobre agua por cada mil metros cúbicos, destinadas a: 
 

I. Uso de agua potable: 
 

a).Asignada a Entidades Federativas, Municipios, organismos 
paraestatales, paramunicipales. 
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b).  Concesionadas a empresas que presten el servicio de agua potable 

o alcantarillado y que mediante autorización o concesión, presten el 
servicio en sustitución de las personas morales a que se refiere el 
inciso a). 

 
c).  Concesionada a colonias constituidas como personas morales que 

por concesión de las personas morales a que se refiere el inciso a), 
presten el servicio de suministro de agua potable de uso doméstico. 

 
Para los efectos del uso de agua potable, se considerará: 

 
Zona de 

disponibilidad 
Aguas 

superficiales 
Aguas 

subterráneas 
1 $410.62 $428.63 
2 $196.94 $197.64 
3 $  98.35 $111.42 
4 $  48.96 $  51.94 

 
Los ingresos que se obtengan por la recaudación de los derechos por la 
explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales a que se 
refiere esta fracción, que paguen los municipios, se destinarán a la 
Comisión Nacional del Agua para obras de infraestructura hidráulica. 

 
Las tarifas a que se refiere esta fracción, serán aplicables a los sujetos 
que en las mismas se señalan cuando el consumo de agua en el periodo 
sea inferior o igual a un volumen equivalente a los 300 litros por 
habitante al día, de acuerdo con la población indicada en los resultados 
definitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos exclusivamente a 
población, provenientes del último Censo General de Población y 
Vivienda publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 
 
En aquellos casos en que el consumo sea superior a los volúmenes que 
se mencionan en el párrafo anterior, se aplicarán las siguientes tarifas 
sobre el volumen de consumo excedente: 

 
Zona de 

disponibilidad 
Aguas 

superficiales 
Aguas 

subterráneas 
1 $821.24 $857.26 
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2 $393.88 $395.28 
3 $196.70 $222.84 
4 $  97.92 $103.88 

 
II. Generación Hidroeléctrica …………………………………………..………. $4.7469 

 
III.  Acuacultura: 

 
Zona de 

disponibilidad 
Aguas 

superficiales 
Aguas 

subterráneas 
1 $3.4135 $3.7482 
2 $1.7031 $1.7363 
3 $0.7821 $0.8624 
4 $0.3627 $0.3954 

 
IV. Balnearios y centros recreativos: 

 
Zona de 

disponibilidad 
Aguas 

superficiales 
Aguas 

subterráneas 
1 $10.1743 $12.0525 
2 $5.6782 $5.9377 
3 $2.6485 $2.9124 
4 $1.0924 $1.3005 

 
Lo dispuesto en esta fracción no es aplicable a hoteles, centros 
recreativos de acceso exclusivo o privado y campos de golf. 

 
C.  Por las aguas provenientes de fuentes superficiales o extraídas del subsuelo, 

destinadas a uso agropecuario, se pagará el derecho sobre agua por cada 
metro cúbico que exceda el volumen concesionado a cada distrito de riego o 
por cada metro cúbico que exceda el volumen concesionado a los usuarios 
agropecuarios restantes, conforme a las siguientes cuotas: 

 
Zona de disponibilidad 1 a 4 ……….....….….................……….. $0.1452 

 
Los ingresos que se obtengan por la recaudación del derecho a que se refiere 
este Apartado, se destinarán a la Comisión Nacional del Agua para la 
instalación de dispositivos de medición y tecnificación del propio sector 
agropecuario. 
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Artículo 223-Bis. Las personas físicas y morales a que se refieren los artículos 222 
y 223 de esta Ley, que trasvasen directamente las aguas nacionales, así como 
aquéllas que se beneficien del trasvase indirecto, pagarán adicionalmente a las 
cuotas previstas en el artículo 223 citado, las cuotas siguientes atendiendo a los usos 
establecidos en el artículo 223 de esta Ley, así como a las zonas de disponibilidad de 
donde se efectúa la exportación del agua trasvasada y la de importación. 
 
Apartado A, del artículo 223 de esta Ley, fuente de extracción aguas superficiales 
 

Zo
na

 d
e 

di
sp

on
ib

ili
da

d 
ex

po
rt

ad
or

a Zona de disponibilidad importadora 
ZD 1 2 3 4 
1 $2.5072    
2 $1.3750 $1.1543   
3 $0.9249 $0.5361 $0.3785  
4 $0.8825 $0.4853 $0.2957 $0.2894 

 
Apartado B, fracción I del artículo 223 de esta Ley, fuente de extracción aguas 
superficiales 
 

Zo
na

 d
e 

di
sp

on
ib

ili
da

d 
ex

po
rt

ad
or

a Zona de disponibilidad importadora 
ZD 1 2 3 4 
1 $74.52    
2 $41.84 $35.74   
3 $30.88 $20.56 $17.85  
4 $26.36 $14.99 $10.25 $8.88 

 
Apartado B, fracción II del artículo 223 de esta Ley, fuente de extracción aguas 
superficiales 
 

Zo
na

 d
e 

di
sp

on
ib

ili
da

d 
ex

po
rt

ad
or

a Zona de disponibilidad importadora 
ZD 1 2 3 4 
1 $0.8614    
2 $0.8614 $0.8614   
3 $0.8614 $0.8614 $0.8614  
4 $0.8614 $0.8614 $0.8614 $0.8614 
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Apartado B, fracción III del artículo 223 de esta Ley, fuente de extracción aguas 
superficiales 
 

Zo
na

 d
e 

di
sp

on
ib

ili
da

d 
ex

po
rt

ad
or

a Zona de disponibilidad importadora 
ZD 1 2 3 4 
1 $0.6194    
2 $0.3561 $0.3091   
3 $0.2532 $0.1693 $0.1419  
4 $0.2154 $0.1237 $0.0782 $0.0658 

 
Apartado B, fracción IV del artículo 223 de esta Ley, fuente de extracción aguas 
superficiales 
 

Zo
na

 d
e 

di
sp

on
ib

ili
da

d 
ex

po
rt

ad
or

a 

Zona de disponibilidad importadora 
ZD 1 2 3 4 
1 $1.8463    
2 $1.1394 $1.0304   
3 $0.7860 $0.5693 $0.4806  
4 $0.6430 $0.4014 $0.2484 $0.1982 

 
Apartado C, del artículo 223 de esta Ley, fuente de extracción aguas superficiales 
 

Zo
na

 d
e 

di
sp

on
ib

ili
da

d 
ex

po
rt

ad
or

a Zona de disponibilidad importadora 
ZD 1 2 3 4 
1 $0.0263    
2 $0.0263 $0.0263   
3 $0.0263 $0.0263 $0.0263  
4 $0.0263 $0.0263 $0.0263 $0.0263 

 
La cuota que resulte de las tablas anteriores, se aplicará por cada metro cúbico o mil 
metros cúbicos de agua que durante el trimestre trasvase directamente el 
contribuyente, así como por cada metro cúbico o mil metros cúbicos de los que se 
haya beneficiado el contribuyente derivado del trasvase indirecto, según corresponda. 
 
El contribuyente podrá optar por adicionar a la cuota prevista en el artículo 223 de 
esta Ley, la cuota que se determine de acuerdo con la siguiente fórmula: 
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Donde: 
 

: Cuota aplicable al trasvase de aguas nacionales. 
 

it : Cuota prevista en el artículo 223 de esta Ley, aplicable según la zona de 
disponibilidad de exportación para trasvasar y el uso que corresponda. 
 

jt : Cuota prevista en el artículo 223 de esta Ley, aplicable según la zona de 

disponibilidad de importación del agua trasvasada y el uso que corresponda. 
 

: Porcentaje de los costos de agotamiento y degradación ambiental respecto al 
Producto Interno Bruto determinado con base en los costos totales por agotamiento y 
degradación ambiental sin considerar los costos por agotamiento de hidrocarburos, 
que hace público el Instituto Nacional de Estadística y Geografía vigente al treinta y 
uno de diciembre del ejercicio fiscal anterior. 
 

: Tasa social de descuento vigente al treinta y uno de diciembre del ejercicio fiscal 
anterior, publicada en el Diario Oficial de la Federación por la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público. 
 

⎥
⎥
⎦

⎤

⎢
⎢
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⎠

⎞
⎜
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⎝

⎛
− j

j

i t
t
t **1 γ : Factor de ajuste ambiental de la zona exportadora. 

 

⎥
⎥
⎦

⎤

⎢
⎢
⎣

⎡
⎟
⎟
⎠

⎞
⎜
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⎝

⎛
i

j

i t
t
t **γ : Factor de ajuste ambiental de la zona importadora. 

 
( )δ∗it : Factor de ajuste de costo de oportunidad social. 
 
Como facilidad administrativa, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, publicará 
en el Diario Oficial de la Federación, a más tardar el último día del segundo mes del 
ejercicio fiscal que corresponda, las cuotas aplicables al trasvase durante dicho 
ejercicio. 
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Para los efectos de este artículo se considerará trasvase, el uso, explotación o 
aprovechamiento de aguas nacionales trasladadas de una cuenca a una distinta con 
la que no haya conexión natural, que realiza el Estado, así como los asignatarios y 
concesionarios, mediante obras de infraestructura hidráulica, para concesionarlas, 
asignarlas, usarlas, aprovecharlas y explotarlas en un lugar distinto a la cuenca de 
extracción, y que para los fines de la presente Ley pueden ser: 
 

a). Directo: El que realizan los asignatarios y concesionarios con autorización 
de la Comisión Nacional del Agua. 

 
b). Indirecto: El que efectúa el Estado en beneficio de los asignatarios o 

concesionarios, con inversión federal o con participación de inversión 
estatal, municipal, social o privada. Dicho beneficio tiene lugar cuando 
concesionarios y asignatarios usan, aprovechan o explotan aguas 
nacionales trasvasadas previamente por el Estado. 

 
Artículo 224. ....................................................................................................... 
 

VI. Por la explotación, extracción, uso o aprovechamiento de las aguas 
interiores salobres, cuando el contribuyente acredite que éstas contienen 
más de 2,500 miligramos por litro, de sólidos disueltos totales, 
independientemente de si se desaliniza o se trata. 
 
Para efectos de la exención a que se refiere esta fracción, el contribuyente 
estará obligado a realizar alguna de las siguientes opciones: 

 
a). Llevar a cabo el muestreo y análisis de la calidad del agua explotada, 

usada o aprovechada en cada punto de extracción y de forma diaria, 
mediante reportes basados en determinaciones analíticas realizadas 
por un laboratorio acreditado ante la entidad autorizada por la 
Secretaría de Economía y aprobado por la Comisión Nacional del 
Agua, los cuales deberán adjuntarse a la declaración trimestral que 
corresponda. 

 
b). Instalar los aparatos de medición de calidad, cuyas características, 

instalación, calibración y funcionamiento deberán cumplir con los 
requisitos que la Comisión Nacional del Agua establezca mediante 
reglas de carácter general, publicadas en el Diario Oficial de la 
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Federación, y solicitar la validación de que se cumple con los 
referidos requisitos. 

 
 
La validación a que se refiere este inciso se solicitará a la Comisión 
Nacional del Agua, previo pago del derecho a que se refiere el 
artículo 192-F de esta Ley, la cual deberá notificarse dentro de los 
diez días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud y del 
comprobante del pago, considerando para efectos del cálculo del 
derecho por aguas nacionales lo siguiente: 

 
i) Cuando la citada Comisión notifique al contribuyente la 

resolución de validación favorable dentro del plazo previsto de 
diez días hábiles, el contribuyente considerará las lecturas 
diarias del medidor de calidad a partir de la fecha de su 
instalación o reparación; en caso de que la resolución sea en 
sentido negativo se considerará que el agua contiene menos de 
2,500 miligramos por litro de sólidos disueltos totales. 

 
ii) En el caso de que la referida Comisión no notifique al 

contribuyente la resolución con motivo de la validación dentro 
del plazo previsto de diez días hábiles, el contribuyente 
considerará que las lecturas diarias del medidor contienen más 
de 2,500 miligramos por litro de sólidos disueltos totales a partir 
de la fecha de su instalación o reparación, hasta en tanto la 
Comisión le notifique la resolución respectiva. 

 
Cuando la Comisión Nacional del Agua no reciba información de 
la calidad del agua por cinco días hábiles consecutivos, se 
entenderá que el aparato de medición se descompuso y el 
contribuyente deberá repararlo o sustituirlo en un plazo que no 
exceda de un mes contado a partir del primer día en que la 
Comisión dejó de recibir información de la medición de calidad 
del agua. 
 
Una vez reparado o sustituido el medidor de calidad, el 
contribuyente deberá solicitar la validación a que se refiere este 
inciso.  
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Para el periodo comprendido desde que se descompuso el 
medidor de calidad y hasta el día en que se haya reparado o 
sustituido, se considerarán los muestreos y análisis referidos en 
el inciso a) de esta fracción, o a través del promedio de los 
resultados de la medición de sólidos disueltos totales de los 
quince días naturales inmediatos anteriores a la descompostura 
del medidor, para lo cual se sumarán las lecturas diarias del 
citado medidor de los referidos quince días y el resultado lo 
dividirá entre quince, el cociente obtenido será la calidad del 
agua que se considerará para efectos de determinar el volumen 
exento. 

 
Para la determinación del volumen usado, explotado o aprovechado exento 
en el trimestre, el contribuyente considerará el volumen que efectivamente 
usó, explotó o aprovechó en cada uno de los días del trimestre en los que 
se acreditó que el agua contiene más de 2,500 miligramos por litro de 
sólidos disueltos totales, para lo cual deberá contar con el medidor 
volumétrico a que se refiere el párrafo primero del artículo 225 de esta Ley 
y llevar un registro diario de lecturas. 
 
El contribuyente podrá optar para la determinación del volumen usado, 
explotado o aprovechado exento en el trimestre, considerando la lectura 
del aparato de medición volumétrico a que se refiere el artículo 225 de 
esta Ley durante el último día hábil del trimestre de que se trate y 
disminuir la lectura realizada el último día del trimestre anterior, el 
resultado se dividirá entre el número de días que conforman el trimestre 
para obtener el promedio diario de volumen, el cual se multiplicará por el 
número de días que durante el trimestre se acreditó que el agua contenía 
más de 2,500 miligramos por litro de sólidos disueltos totales. 
 
Los contribuyentes a que se refiere esta fracción están obligados a permitir 
el acceso al personal de la Comisión Nacional del Agua para verificar los 
medidores, de lo contrario no podrán gozar del beneficio previsto en esta 
fracción. 

 
……………………..................................................………………………………………….. 

 
IX. Por el uso, explotación o aprovechamiento de aguas tomadas del mar. 

 



74 
 

……………..........................................................………………………………………………….. 
 
Artículo 224-A. ................................................................................................... 
 

II. (Se deroga). 
 
………………………..........................................................………………………………………. 
 
Artículo 231. Las zonas de disponibilidad a que se refiere el artículo 223 de esta 
Ley, se determinarán conforme a lo siguiente: 
 

I. Tratándose de aguas superficiales la determinación será por cuenca 
hidrológica aplicando la siguiente fórmula: 

 
Cp+Ar+R+Im 

Dr=______________________ 
 

Uc+Rxy+Ex+Ev+∆V 
 

Dónde: 
 
Dr= Disponibilidad relativa. 
Cp= Volumen medio anual de escurrimiento natural. 
Ar= Volumen medio anual de escurrimiento desde la cuenca aguas arriba. 
R= Volumen anual de retornos. 
Im= Volumen anual de importaciones. 
Uc= Volumen anual de extracción de agua superficial. 
Rxy= Volumen anual actual comprometido aguas abajo. 
Ex= Volumen anual de exportaciones. 
Ev= Volumen anual de evaporación en embalses. 
∆V= Volumen anual de variación del almacenamiento en embalses. 
 
El volumen anual de retornos, se determina mediante aforo de las salidas 
de los volúmenes que se reincorporan a la red de drenaje de una cuenca. 
 
El volumen anual de evaporación en embalses, se determina a partir de la 
lámina de evaporación medida, aplicada a la superficie libre del agua 
expuesta, en los embalses naturales o artificiales. 
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El volumen anual de variación del almacenamiento en embalses, se 
determina mediante la diferencia del volumen final, menos el volumen 
inicial (V final–V inicial), de cada año en particular. 
 
Las variables que integran la fórmula prevista en esta fracción, salvo Ev 
(volumen anual de evaporación en embalses) y ∆V (volumen anual de 
variación del almacenamiento en embalses) se determinarán en términos 
del método obligatorio previsto en la Norma Oficial Mexicana NOM-011-
CONAGUA-2000 que establece las especificaciones y el método para 
determinar la disponibilidad media anual de las aguas nacionales. 
 
En caso de que la Norma Oficial Mexicana señalada en el párrafo anterior 
se modifique, para efectos de este artículo se continuará aplicando la 
NOM-011-CONAGUA-2000. 
 
La Comisión Nacional del Agua, publicará anualmente en el Diario Oficial 
de la Federación, a más tardar el segundo mes del ejercicio fiscal de que 
se trate, como facilidad administrativa, los valores de cada una de las 
variables que integran la citada fórmula.  
 
El resultado obtenido de la fórmula prevista en esta fracción, se ubicará 
dentro de los rangos siguientes para determinar la zona de disponibilidad 
que le corresponda a la cuenca: 

 
Zona de disponibilidad 1 Menor o igual a 1.4 
Zona de disponibilidad 2 Mayor a 1.4 y menor o igual a 3.0 
Zona de disponibilidad 3 Mayor a 3.0 y menor o igual a 9.0 
Zona de disponibilidad 4 Mayor a 9.0 

 
II. Tratándose de aguas subterráneas la determinación será por acuífero 

aplicando la siguiente fórmula: 
 

Dma 
Idas=______________________ 

 
(R-Dnc) 

 
Dónde: 
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Idas= Índice de disponibilidad. 
Dma= Disponibilidad media anual de agua subterránea en una unidad 
hidrogeológica. 
R= Recarga total media anual. 
Dnc= Descarga natural comprometida. 
 
Las variables que integran la fórmula prevista en esta fracción se 
determinarán en términos del método obligatorio previsto en la Norma 
Oficial Mexicana NOM-011-CONAGUA-2000 que establece las 
especificaciones y el método para determinar la disponibilidad media anual 
de las aguas nacionales. 
 
En caso de que la Norma Oficial Mexicana señalada en el párrafo anterior 
se modifique, para efectos de este artículo se continuará aplicando la 
NOM-011-CONAGUA-2000. 
 
La Comisión Nacional del Agua, publicará anualmente en el Diario Oficial 
de la Federación, a más tardar el segundo mes del ejercicio fiscal de que 
se trate, como facilidad administrativa, los valores de cada una de las 
variables que integran la citada fórmula. 
 
El resultado obtenido de la fórmula prevista en esta fracción, se ubicará 
dentro de los rangos siguientes para determinar la zona de disponibilidad 
que le corresponda al acuífero: 

 
Zona de disponibilidad 1 Menor o igual a -0.1 
Zona de disponibilidad 2 Mayor a -0.1 y menor o igual a 0.1 
Zona de disponibilidad 3 Mayor a 0.1 y menor o igual a 0.8 
Zona de disponibilidad 4 Mayor a 0.8 

 

III. La Comisión Nacional del Agua para fines informativos publicará en su 
página de Internet en el mes de septiembre los valores preliminares 
calculados a dicho mes de cada una de las variables que integran las 
fórmulas previstas en las fracciones I y II de este artículo, así como la 
zona de disponibilidad que correspondería a cada cuenca o acuífero. 
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Lo previsto en esta fracción es sin menoscabo de lo dispuesto en las 
fracciones anteriores de este artículo. 
 

Con independencia que los contribuyentes puedan determinar la zona de 
disponibilidad que corresponda a la cuenca hidrológica o acuífero donde se realiza la 
extracción, la Comisión Nacional del Agua, como facilidad administrativa, publicará a 
más tardar el tercer mes del ejercicio fiscal de que se trate, la zona de disponibilidad 
que corresponda a cada cuenca hidrológica y acuífero del país. 
 
Artículo 232-C. ……………………………………………………………….………………………….…… 
 
Se considerará como uso de protección, el que se dé a aquellas superficies ocupadas 
que mantengan el estado natural de la superficie concesionada, no realizando 
construcción alguna y donde no se realicen actividades de lucro. 
 
Se considerará como uso de ornato, el que se dé a aquellas superficies ocupadas en 
las cuales se hayan realizado obras cuya construcción no requiera de trabajos de 
cimentación, y que estén destinadas exclusivamente para el embellecimiento del 
lugar o para el esparcimiento del solicitante, siempre y cuando dichas áreas no estén 
vinculadas con actividades lucrativas. 
 
Se considera como uso general el que se dé a aquellas superficies ocupadas en las 
cuales se hayan realizado construcciones u obras con cimentación o estén vinculadas 
con actividades de lucro. 
 
………………………………………………………………………………………………………………………… 
 
Artículo 239. ……………………………………………………………………………….…………………. 
 
Este derecho se pagará anualmente dentro de los meses de enero a marzo del año 
de que se trate. 
 
……………………………………………………………………………………….……….……………………… 
 
Las instituciones de asistencia médica o de beneficencia o de prevención y atención 
de accidentes y desastres, no contribuyentes del impuesto sobre la renta y los 
usuarios de las frecuencias que se autoricen durante las visitas al país de jefes de 
estado y misiones diplomáticas extranjeras, cuyas autorizaciones sean gestionadas 
por conducto de las embajadas en el país o por la Secretaría de Relaciones 
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Exteriores, siempre que acrediten dichas circunstancias, estarán exentas del pago del 
derecho por el uso del espectro radioeléctrico previsto en esta sección. Asimismo, 
quedan exentas del pago de derechos previsto en esta sección, las bandas de uso 
oficial otorgadas a las Entidades Federativas y Municipios, dedicadas a actividades de 
prevención y atención de accidentes, desastres, seguridad pública, seguridad 
nacional, salud, seguridad social, protección del ambiente y educación. 
 
Los Poderes de la Unión, las entidades paraestatales federales y los organismos 
constitucionalmente autónomos estarán sujetos a los derechos por el uso, goce, 
aprovechamiento o explotación del espectro radioeléctrico establecidos en este 
Capítulo, independientemente de la concesión, permiso o asignación que les otorguen 
para su uso, goce, aprovechamiento o explotación. 
 
Lo dispuesto en este Capítulo, será aplicable para cualquier concesión, permiso, 
asignación o como se denomine de acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables, 
por lo que las referencias efectuadas en este Capítulo a los términos antes señalados, 
serán aplicados igualmente a las figuras que se determinen en las disposiciones 
jurídicas aplicables en la materia. 
 
Artículo 241. …………………………………………………………………………………………………... 
 
El importe anual del derecho a pagar, no podrá ser mayor al resultado que se 
obtenga de restar del importe obtenido conforme a las fracciones I y II anteriores, el 
monto anual neto que se haya pagado ante las autoridades del país de origen del 
sistema satelital extranjero, por concepto de la concesión de cada posición orbital 
utilizadas para prestar servicios en Territorio Nacional. 
 
Para que los concesionarios estén en posibilidad de efectuar la operación señalada en 
el párrafo anterior, deberán demostrar fehacientemente ante el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones, los pagos realizados ante la autoridad correspondiente del país 
de origen del sistema satelital extranjero, por concepto de la concesión de cada 
posición orbital. 
 
En el caso de que el pago realizado en el país de origen del sistema satelital 
extranjero abarque más de un periodo anual, el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones, dará a conocer a los concesionarios, como facilidad 
administrativa, el pago anual equivalente en moneda nacional, correspondiente al 
valor presente del monto total pagado utilizando una tasa real anual de descuento de 
2.50 por ciento, considerando el período que cubre dicho pago y el número de 



79 
 

megahertz asociados a cada posición orbital de los satélites extranjeros 
concesionados para prestar servicios en Territorio Nacional. 
 
Asimismo, el monto anual que se haya pagado ante las autoridades del país de origen 
del sistema satelital extranjero, por concepto de la concesión de cada posición orbital, 
se deberá de multiplicar por el tipo de cambio que el Banco de México haya publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el día en que dicho monto se haya pagado y 
adicionalmente se actualizará en los términos del artículo 17-A del Código Fiscal de la 
Federación. 
 
Para los efectos del presente artículo, en ningún caso se podrán acreditar los pagos 
por el uso de bandas de frecuencias que en su caso, el concesionario haya efectuado 
o efectúe ante las autoridades del país de origen del sistema satelital extranjero. El 
acreditamiento a que se refiere este artículo no dará lugar a devolución o 
compensación alguna. 
 
Artículo 242. ....................................................................................................... 
 
El importe anual del derecho a pagar, no podrá ser mayor al resultado que se 
obtenga de restar del importe obtenido conforme a las fracciones I y II anteriores, el 
monto anual neto que se haya pagado en licitación pública por concepto de la 
concesión de cada posición orbital utilizadas para proporcionar servicios en territorio 
nacional. 
 
Para que los concesionarios estén en posibilidad de efectuar la operación señalada en 
el párrafo anterior, deberán demostrar fehacientemente ante el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones, los pagos realizados por concepto de la concesión de cada 
posición orbital. 
 
En caso de que el pago realizado abarque más de un período anual, el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones, dará a conocer a los concesionarios, como facilidad 
administrativa, el pago anual equivalente en moneda nacional, correspondiente al 
valor presente del monto total pagado utilizando una tasa real anual de descuento de 
2.50 por ciento, considerando el período que cubre dicho pago y el número de 
megahertz asociados a cada posición orbital. 
 
Asimismo, el monto anual que se haya pagado ante las autoridades, por concepto de 
la concesión de cada posición orbital, se deberá de actualizar en los términos del 
artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación. 
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Para los efectos del presente artículo, en ningún caso se podrán acreditar los pagos 
por el uso de bandas de frecuencias que en su caso, el concesionario haya efectuado 
o efectúe. El acreditamiento a que se refiere este artículo no dará lugar a devolución 
o compensación alguna. 
 
Artículo 243. (Se deroga). 
 
Artículo 244-A. (Se deroga). 
 
Artículo 244-D. ……………………………………………………………………………….………………. 
 

Tabla B 
 

Cobertura 

Cuota por cada kilohertz 
concesionado o 
permisionado 

1 MHz=1000 KHz 
 

Todos los municipios de Baja California, Baja California 
Sur y el municipio de San Luis Río Colorado del estado de 
Sonora. 
 

$3,147.07 

Todos los municipios de Sinaloa y todos los de Sonora, 
excepto el municipio de San Luis Río Colorado. 
 

$466.52 

Todos los municipios de los estados de Chihuahua y 
Durango y los municipios Francisco I. Madero, 
Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca del estado de 
Coahuila. 
 

$1,981.50 

Todos los municipios de los estados de Nuevo León, 
Tamaulipas y Coahuila, con excepción de los municipios 
de Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro, Torreón 
y Viesca. 
 

$9,855.67 
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Todos los municipios de los estados de Colima, 
Michoacán, Nayarit y Jalisco, excepto los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo. 
 

$3,827.72 

Todos los municipios de Aguascalientes, Guanajuato, 
Querétaro, San Luis Potosí, Zacatecas y los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo del estado de Jalisco. 
 

$1,596.95 

Todos los municipios de los estados de Guerrero, 
Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 
 

$272.81 

Todos los municipios de los estados de Campeche, 
Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán. 
 

$184.40 

Todos los municipios de los estados de Hidalgo, Morelos 
y Estado de México, y todas las delegaciones del Distrito 
Federal. 

$14,334.74 

 
…………………………………………………………………………….………………….……………………….. 
 
Artículo 244-F. Los concesionarios y permisionarios de bandas de frecuencias del 
espectro radioeléctrico comprendidas en los rangos de frecuencias en megahertz 
señalados en la tabla A, pagarán anualmente el derecho por el uso, goce, 
aprovechamiento o explotación de bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico, 
por cada región en la que operen y por cada kilohertz concesionado o permisionado, 
de conformidad con la tabla B, como sigue:  
 

Tabla A 
 

Rango de frecuencias en 
Megahertz 

De 410 MHz A 430 MHz 
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Tabla B 
 

Cobertura 

Cuota por cada kilohertz 
concesionado o 
permisionado 

1 MHz=1000 KHz 
Todos los municipios de Baja California, Baja California 
Sur y el municipio de San Luis Río Colorado del estado de 
Sonora. 
 

$747.14 

Todos los municipios de Sinaloa y todos los de Sonora, 
excepto el municipio de San Luis Río Colorado. 
 

$110.76 

Todos los municipios de los estados de Chihuahua y 
Durango y los municipios Francisco I. Madero, 
Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca del estado de 
Coahuila. 
 

$470.42 

Todos los municipios de los estados de Nuevo León, 
Tamaulipas y Coahuila, con excepción de los municipios 
de Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro, Torreón 
y Viesca. 
 

$2,339.81 

Todos los municipios de los estados de Colima, 
Michoacán, Nayarit y Jalisco, excepto los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo. 
 

$908.73 

Todos los municipios de Aguascalientes, Guanajuato, 
Querétaro, San Luis Potosí, Zacatecas y los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo del estado de Jalisco. 
 

$379.13 
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Todos los municipios de los estados de Guerrero, 
Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 
 

$64.76 

Todos los municipios de los estados de Campeche, 
Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán. 
 

$43.79 

Todos los municipios de los estados de Hidalgo, Morelos 
y Estado de México, y todas las delegaciones del Distrito 
Federal. 
 

$3,403.17 

 
Para las concesiones y permisos cuya área de cobertura sea menor que el área de la 
región en la que se ubique de acuerdo con la tabla B, la cuota del derecho que se 
deberá pagar será la que se obtenga de multiplicar la cuota que de conformidad con 
la tabla señalada corresponda a la región en la que se ubique la concesión o permiso, 
por la proporción que represente la población total del área concesionada o 
permisionada entre la población total del área en la que se ubique según la tabla 
mencionada. Para estos cálculos se deberá utilizar la población indicada en los 
resultados definitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos exclusivamente a 
población provenientes de los conteos de Población y Vivienda publicados por el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, o en su defecto provenientes del último 
Censo General de Población y Vivienda publicado por dicho Instituto. 
 
Para los casos en que el área de cobertura de una concesión o permiso cubra más de 
una región de las que se señalan en la tabla B, se deberá realizar para cada región, 
en su caso, las operaciones descritas en el párrafo anterior y el monto del derecho a 
pagar será la suma de las cuotas que correspondan. 
 
El pago del derecho a que se refiere este artículo, se realizará sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 14 de la Ley Federal de Telecomunicaciones o el que lo 
sustituya. 
 
Artículo 244-G. Los concesionarios y permisionarios de bandas de frecuencias del 
espectro radioeléctrico comprendidas en los rangos de frecuencias en megahertz 
señalados en la tabla A, pagarán anualmente el derecho por el uso, goce, 
aprovechamiento o explotación de bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico, 
por cada región en la que operen y por cada kilohertz concesionado o permisionado, 
de conformidad con la tabla B, como sigue:  
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Tabla A 
 

Rango de frecuencias en 
Megahertz 

De 2500 MHz A 2690 MHz 
 

Tabla B 
 

Cobertura 

Cuota por cada kilohertz 
concesionado o 
permisionado 

1 MHz=1000 KHz 
Todos los municipios de Baja California, Baja California 
Sur y el municipio de San Luis Río Colorado del estado de 
Sonora. 
 

$832.25 

Todos los municipios de Sinaloa y todos los de Sonora, 
excepto el municipio de San Luis Río Colorado. $123.37 

Todos los municipios de los estados de Chihuahua y 
Durango y los municipios Francisco I. Madero, 
Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca del estado de 
Coahuila. 
 

$524.01 

Todos los municipios de los estados de Nuevo León, 
Tamaulipas y Coahuila, con excepción de los municipios 
de Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro, Torreón 
y Viesca. 
 

$2,606.34 

Todos los municipios de los estados de Colima, 
Michoacán, Nayarit y Jalisco, excepto los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo. 
 

$1,012.25 
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Todos los municipios de Aguascalientes, Guanajuato, 
Querétaro, San Luis Potosí, Zacatecas y los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo del estado de Jalisco. 
 

$422.32 

Todos los municipios de los estados de Guerrero, 
Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 
 

$72.14 

Todos los municipios de los estados de Campeche, 
Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán. 
 

$48.76 

Todos los municipios de los estados de Hidalgo, Morelos 
y Estado de México, y todas las delegaciones del Distrito 
Federal. 
 

$3,790.84 

 
Para las concesiones y permisos cuya área de cobertura sea menor que el área de la 
región en la que se ubique de acuerdo con la tabla B, la cuota del derecho que se 
deberá pagar será la que se obtenga de multiplicar la cuota que de conformidad con 
la tabla señalada corresponda a la región en la que se ubique la concesión o permiso, 
por la proporción que represente la población total del área concesionada o 
permisionada entre la población total del área en la que se ubique según la tabla 
mencionada. Para estos cálculos se deberá utilizar la población indicada en los 
resultados definitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos exclusivamente a 
población provenientes de los conteos de Población y Vivienda publicados por el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, o en su defecto provenientes del último 
Censo General de Población y Vivienda publicado por dicho Instituto. 
 
Para los casos en que el área de cobertura de una concesión o permiso cubra más de 
una región de las que se señalan en la tabla B, se deberá realizar para cada región, 
en su caso, las operaciones descritas en el párrafo anterior y el monto del derecho a 
pagar será la suma de las cuotas que correspondan. 
 
El pago del derecho a que se refiere este artículo, se realizará sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 14 de la Ley Federal de Telecomunicaciones o el que lo 
sustituya. 
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Artículo 244-H. Los concesionarios y permisionarios de bandas de frecuencias del 
espectro radioeléctrico comprendidas en los rangos de frecuencias en megahertz 
señalados en la tabla A, pagarán anualmente el derecho por el uso, goce, 
aprovechamiento o explotación de bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico, 
por cada región en la que operen y por cada kilohertz concesionado o permisionado, 
de conformidad con la tabla B, como sigue:  
 

Tabla A 
 

Rango de frecuencias en 
Megahertz 

De 698 MHz A 806 MHz 
 

Tabla B 
 

Cobertura 

Cuota por cada kilohertz 
concesionado o 
permisionado 

1 MHz=1000 KHz 
Todos los municipios de Baja California, Baja California 
Sur y el municipio de San Luis Río Colorado del estado de 
Sonora. 
 

$349.92 

Todos los municipios de Sinaloa y todos los de Sonora, 
excepto el municipio de San Luis Río Colorado. 
 

$51.87 

Todos los municipios de los estados de Chihuahua y 
Durango y los municipios Francisco I. Madero, 
Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca del estado de 
Coahuila. 
 

$220.32 

Todos los municipios de los estados de Nuevo León, 
Tamaulipas y Coahuila, con excepción de los municipios 
de Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro, Torreón 
y Viesca. 
 

$1,095.85 
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Todos los municipios de los estados de Colima, 
Michoacán, Nayarit y Jalisco, excepto los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo. 
 

$425.60 

Todos los municipios de Aguascalientes, Guanajuato, 
Querétaro, San Luis Potosí, Zacatecas y los municipios de 
Bolaños, Colotlán, Encarnación de Díaz, Huejúcar, 
Huejuquilla, Lagos de Moreno, Mezquitic, Ojuelos de 
Jalisco, Santa María de los Ángeles, Teocaltiche, Villa 
Guerrero y Villa Hidalgo del estado de Jalisco. 
 

$177.57 

Todos los municipios de los estados de Guerrero, 
Oaxaca, Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 
 

$30.33 

Todos los municipios de los estados de Campeche, 
Chiapas, Quintana Roo, Tabasco y Yucatán. 
 

$20.50 

Todos los municipios de los estados de Hidalgo, Morelos 
y Estado de México, y todas las delegaciones del Distrito 
Federal. 
 

$1,593.88 

 
Para las concesiones y permisos cuya área de cobertura sea menor que el área de la 
región en la que se ubique de acuerdo con la tabla B, la cuota del derecho que se 
deberá pagar será la que se obtenga de multiplicar la cuota que de conformidad con 
la tabla señalada corresponda a la región en la que se ubique la concesión o permiso, 
por la proporción que represente la población total del área concesionada o 
permisionada entre la población total del área en la que se ubique según la tabla 
mencionada. Para estos cálculos se deberá utilizar la población indicada en los 
resultados definitivos del ejercicio inmediato anterior, referidos exclusivamente a 
población provenientes de los conteos de Población y Vivienda publicados por el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, o en su defecto provenientes del último 
Censo General de Población y Vivienda publicado por dicho Instituto. 
 
Para los casos en que el área de cobertura de una concesión o permiso cubra más de 
una región de las que se señalan en la tabla B, se deberá realizar para cada región, 
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en su caso, las operaciones descritas en el párrafo anterior y el monto del derecho a 
pagar será la suma de las cuotas que correspondan. 
 
El pago del derecho a que se refiere este artículo, se realizará sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 14 de la Ley Federal de Telecomunicaciones o el que lo 
sustituya. 
 
Artículo 253-A. El 3.5 por ciento de los ingresos que se obtengan por la 
recaudación de los derechos a que se refiere el presente Capítulo, se destinarán al 
Instituto Federal de Telecomunicaciones. 
 
Artículo 267. Están obligados a pagar el derecho por el uso, goce o 
aprovechamiento del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral, los 
concesionarios mineros que conforme a la Ley Minera recuperen y aprovechen el gas, 
ya sea para autoconsumo o entrega a Petróleos Mexicanos, aplicando la tasa 
calculada conforme el párrafo siguiente al valor anual del gas asociado a los 
yacimientos de carbón mineral extraído en el año, mediante declaración anual que se 
presentará a más tardar el último día hábil del mes de marzo del siguiente año 
correspondiente al ejercicio de que se trate. 

 

La tasa aplicable al derecho por el uso, goce o aprovechamiento del gas asociado a 
los yacimientos de carbón mineral será el porcentaje que resulte de multiplicar el 
precio del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral por 2.5%. 

 

A cuenta del derecho a que se refiere este artículo, se harán pagos provisionales 
mensuales, a más tardar el último día hábil del mes posterior a aquél a que 
corresponda el pago, aplicando la tasa establecida en el segundo párrafo de este 
artículo al valor del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral extraído en el 
periodo comprendido desde el inicio del ejercicio y hasta el último día del mes al que 
corresponda el pago. 

 

Al pago provisional así determinado, se le restarán los pagos provisionales de este 
derecho efectivamente pagados en los meses anteriores correspondientes al ejercicio 
de que se trate, siendo la diferencia el pago provisional a enterar. 
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En la declaración anual a que se refiere el primer párrafo de este artículo, se podrán 
acreditar los pagos provisionales mensuales efectivamente pagados de éste derecho 
correspondientes al ejercicio de que se trate. 

 

Para los efectos de este artículo, se considerará como valor del gas asociado a los 
yacimientos de carbón mineral extraído, el precio del gas asociado a los yacimientos 
de carbón, multiplicado por las unidades energéticas contenidas en el volumen de gas 
extraído medidas en millones de unidades térmicas británicas (Btu’s) en el mismo 
periodo por el que se esté obligado al pago del derecho, convertido en pesos, 
considerando para tales efectos el promedio del tipo de cambio publicado por el 
Banco de México dentro del periodo correspondiente al pago de que se trate. 

 

Se considerará como precio del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral, al 
promedio del precio de referencia del índice de Texas Eastern Transmission Corp., 
renglón South Texas Zone, publicado por el Inside FERC’s Gas Market Report, o el 
índice que lo sustituya, correspondiente al periodo de que se trate, en dólares de los 
Estados Unidos de América por millón de unidades térmicas británicas (Btu’s). 

 

La determinación de las unidades energéticas contenidas en el volumen del gas 
asociado a los yacimientos de carbón mineral extraído se realizará conforme a la 
Norma Oficial Mexicana de Calidad del Gas Natural (NOM-001-SECRE-2003). La 
medición del referido gas se determinará de acuerdo con las normas oficiales 
mexicanas que se emitan para dicho propósito. 

 

Los concesionarios estarán obligados a informar en las declaraciones mensuales y 
anuales realizadas por este concepto, el precio, el volumen y el valor del gas asociado 
a los yacimientos de carbón mineral extraído en el periodo de que se trate. 

 

Para los efectos de este artículo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como 
facilidad administrativa, publicará mensualmente en el Diario Oficial de la Federación, 
la tasa aplicable para el cálculo del derecho por el uso, goce o aprovechamiento del 
gas asociado a los yacimientos de carbón mineral 
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El pago del derecho señalado en este artículo, se efectuará con independencia de los 
pagos de otros derechos sobre minería que, en su caso, procedan de acuerdo a este 
Capítulo. 

 
Artículo 268. Los titulares de concesiones y asignaciones mineras pagarán 
anualmente el derecho especial sobre minería, aplicando la tasa del 7.5% a la 
diferencia positiva que resulte de disminuir de los ingresos derivados de la 
enajenación o venta de la actividad extractiva, las deducciones permitidas en este 
artículo, mediante declaración que se presentará ante las oficinas autorizadas por el 
Servicio de Administración Tributaria a más tardar el último día hábil del mes de 
marzo del año siguiente a aquel al que corresponda el pago. 
 
Los ingresos a que se refiere el párrafo anterior, se determinarán considerando los 
ingresos acumulables que tenga el concesionario o asignatario minero conforme a la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, con excepción de los establecidos en las fracciones 
IX, X y XI del artículo 18 de dicha ley, o las que las sustituyan. 
 
Para la determinación de la base del derecho a que se refiere este artículo, los 
titulares de concesiones o asignaciones mineras podrán disminuir las deducciones 
autorizadas conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta, con excepción de las 
siguientes: 

 

a). Las establecidas en las fracciones IV, VII y VIII del artículo 25 de dicha 
ley, salvo las inversiones realizadas para la prospección y exploración 
minera o las que las sustituyan, y 

 

b). Las contribuciones y aprovechamientos, pagados por dicha actividad. 

 

Los contribuyentes podrán acreditar contra el derecho a que se refiere este artículo, 
los pagos definitivos efectuados en el ejercicio de que se trate del derecho sobre 
minería a que se refiere el artículo 263 de esta Ley. 
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El derecho a que se refiere el presente artículo, se calculará considerando la totalidad 
de las concesiones o asignaciones de las que sea titular. 
 
Los concesionarios y asignatarios mineros que paguen el derecho por el uso, goce o 
aprovechamiento del gas asociado a los yacimientos de carbón mineral a que se 
refiere el artículo 267 de esta Ley, no estarán obligados al pago del derecho a que se 
refiere este artículo únicamente respecto de dicho gas. 
 
El pago del derecho señalado en este artículo se efectuará con independencia de los 
pagos de otros derechos sobre minería que, en su caso, procedan de acuerdo a esta 
Ley. 
 
Artículo 269. Los titulares de concesiones mineras que no lleven a cabo obras y 
trabajos de exploración o explotación debidamente comprobadas de acuerdo con la 
Ley Minera, durante dos años continuos dentro de los primeros once años de 
vigencia, contados a partir de la fecha de la expedición de su respectivo título de 
concesión minera, pagarán semestralmente el derecho adicional sobre minería 
conforme al 50% de la cuota señalada en la fracción VI del artículo 263 de esta Ley, 
por hectárea concesionada. 
 
Para el caso de los titulares cuyas concesiones se encuentren en el doceavo año y 
posteriores de vigencia, que no realicen obras y trabajos de exploración y explotación 
durante dos años continuos, el pago del derecho será del 100% de la cuota señalada 
en la fracción VI del artículo 263 antes citado, por hectárea concesionada. 
 
El pago del derecho a que se refiere este artículo, se efectuará hasta en tanto no se 
acredite ante la autoridad minera la realización de obras y trabajos de exploración o 
explotación durante dos años continuos. 
 
Para los efectos del presente artículo, el pago del derecho adicional sobre minería, se 
efectuará con independencia de los pagos de otros derechos sobre minería que, en 
su caso, procedan de acuerdo a esta Ley. 
 
El pago del derecho a que se refiere este artículo deberá efectuarse semestralmente 
en los meses de enero y julio del año que corresponda. 
 
Para el caso de que la determinación del cumplimiento del plazo de dos años a que 
se refieren los párrafos primero y segundo de este artículo, se efectúe en el 
transcurso de un semestre, los concesionarios deberán pagar la parte proporcional 
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del derecho por el periodo que corresponda, a partir del mes en que se cumplió el 
plazo de los dos años y hasta el último mes del semestre de que se trate, para tales 
efectos, el derecho se deberá pagar dentro de los treinta días naturales siguientes a 
esa fecha. 
 
Artículo 270. Los titulares de concesiones y asignaciones mineras pagarán 
anualmente el derecho extraordinario sobre minería, aplicando la tasa del 0.5% a los 
ingresos derivados de la enajenación del oro, plata y platino, mediante declaración 
que se presentará ante las oficinas autorizadas por el Servicio de Administración 
Tributaria a más tardar el último día hábil del mes de marzo del año siguiente a aquel 
al que corresponda el pago. 
 
El derecho a que se refiere el presente artículo, se calculará considerando los 
ingresos totales del concesionario o asignatario minero por la enajenación o venta del 
oro, plata y platino, independientemente del número de concesiones o asignaciones 
de las que sea titular. 
 
Los contribuyentes deberán llevar contabilidad por separado en donde se identifiquen 
los ingresos derivados de la enajenación del oro, plata y platino. 
 
El pago del derecho señalado en este artículo, se efectuará con independencia de los 
pagos de otros derechos sobre minería que, en su caso, procedan de acuerdo a esta 
Ley. 
 
El Servicio de Administración Tributaria podrá expedir las disposiciones de carácter 
general necesarias para la correcta y debida aplicación de este artículo. 
 
Artículo 271. El Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de Estados y 
Municipios Mineros se integrará con los recursos por derechos sobre minería a que se 
refieren los artículos 268, 269 y 270 de esta Ley y deberán ser empleados en 
inversión física con un impacto social, ambiental y de desarrollo urbano positivo, 
incluyendo: 
 

I. La construcción, remodelación y equipamiento de centros escolares; 
 
II. Pavimentación y mantenimiento de calles y caminos locales, así como la 

instalación y mantenimiento de alumbrado público; 
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III. Rellenos sanitarios, plantas de tratamiento de agua, instalación y 
mantenimiento de obras de drenaje público, manejo de residuos sólidos, y 
mejora de calidad del aire; 

 
IV. Obras que preserven áreas naturales, como por ejemplo, reforestación y 

rescate o rehabilitación de ríos y otros cuerpos de agua, y 
 
V. Obras que afecten de manera positiva la movilidad urbana, incluyendo 

sistemas de trenes suburbanos, metrocable de transporte o equivalentes. 
 

Artículo 275. Los Estados y el Distrito Federal participarán en los ingresos de los 
derechos sobre minería a que se refieren los artículos 263 y 267 de esta Ley, en los 
términos de la Ley de Coordinación Fiscal. 
 
Para los efectos del artículo 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal, no se incluirá en la 
recaudación federal participable, la recaudación total que se obtenga de los derechos 
a que se refieren los artículos 268, 269 y 270 de esta Ley, y se destinará en un 60% 
al Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de Estados y Municipios Mineros, el 
cual se distribuirá, en un 50% a los municipios y demarcaciones del Distrito Federal 
en los que tuvo lugar la explotación y obtención de sustancias minerales y el 50% 
restante a la entidad federativa correspondiente, a fin de que se apliquen en términos 
de lo dispuesto por el artículo 271 de esta Ley. 
 
La distribución de estos recursos entre los municipios y demarcaciones del Distrito 
Federal, y entre las entidades federativas correspondientes, se determinará con base 
en el porcentaje del valor de la actividad extractiva del municipio o demarcación del 
Distrito Federal correspondiente, respecto del valor total de la actividad extractiva en 
el territorio nacional, de acuerdo al registro estadístico de producción minera que 
para tales efectos elabore la Secretaría de Economía en el año que corresponda. 
 
Para aplicar los recursos del Fondo para el Desarrollo Regional Sustentable de 
Estados y Municipios Mineros, se conformará en cada entidad federativa un Comité 
de Desarrollo Regional para las Zonas Mineras, el cual estará integrado por un 
representante de la Administración Pública Federal, en este caso, por parte del titular 
de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano a cargo del Comité; un 
representante del Gobierno del Estado o del Distrito Federal; un representante del o 
de los municipios o demarcaciones en donde se localicen las actividades mineras; en 
los casos en donde éstas se realicen en comunidades indígenas o agrarias, un 
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representante de dichas comunidades, así como un representante de las empresas 
mineras relevantes con actividades en la demarcación. 
 
Los ingresos que obtenga el Gobierno Federal derivado de la aplicación de los 
derechos a que se refieren los artículos 268, 269 y 270 de esta Ley, se destinaran a 
programas de infraestructura aprobados en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación del ejercicio que corresponda. 
 
Artículo 276. …………..........................................................………………………………. 
 
El pago del derecho a que se refiere este artículo no exime a los responsables de las 
descargas de aguas residuales de cumplir con los límites máximos permisibles 
establecidos en las Normas Oficiales Mexicanas y con las condiciones particulares de 
sus descargas, de conformidad con la Ley de Aguas Nacionales. 
 
Artículo 277-A. El derecho a que se refiere este capítulo se calculará conforme al 
volumen descargado durante el trimestre; los contribuyentes efectuarán la lectura del 
aparato de medición durante el último día hábil del trimestre de que se trate y de la 
lectura realizada se disminuirá la lectura efectuada el último día del trimestre 
anterior, sobre el volumen resultante se aplicará la cuota que corresponda, de 
conformidad con lo señalado en el artículo 277-B. 
 
Los contribuyentes deberán contar en cada una de las descargas de aguas residuales 
con aparatos de medición volumétricos que instale la Comisión Nacional del Agua; 
para tales efectos, deberán permitir el acceso y brindar las facilidades y apoyos 
necesarios al personal de dicha Comisión para que los instalen, los verifiquen y 
realicen la toma de las lecturas correspondientes.  
 
Sin perjuicio de la consulta directa de los medidores instalados por la Comisión 
Nacional del Agua, los contribuyentes podrán consultar vía Internet, en el transcurso 
del trimestre que corresponda, el estado que guardan sus volúmenes descargados, 
de conformidad con el procedimiento que al efecto señale el Servicio de 
Administración Tributaria mediante reglas de carácter general. 
 
Hasta que la Comisión Nacional del Agua instale el aparato de medición a que se 
refiere el presente artículo, el contribuyente estará obligado a: 
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a). Adquirir, conservar e instalar un aparato de medición que cumpla con 
las reglas de carácter general que emita la Comisión Nacional del 
Agua. 

 
b). Informar a la Comisión Nacional del Agua las descomposturas de su 

medidor dentro del término de treinta días hábiles contados a partir 
de que tuvieron conocimiento. 

 
En caso de que no se pueda medir el volumen de agua descargada durante el 
trimestre, a falta de medidor o como consecuencia de la descompostura de éste por 
causas no imputables al contribuyente, el volumen a declarar será el promedio del 
volumen descargado durante los últimos cuatro trimestres; cuando sea por causas 
imputables al contribuyente el volumen a declarar no podrá ser inferior a la cuarta 
parte que resulte de aplicar el procedimiento previsto en el artículo 285, fracción I, 
incisos a) y d) de esta Ley. 
 
Los contribuyentes a que se refiere la fracción I del artículo 277-B de esta Ley, cuya 
infraestructura de drenaje y alcantarillado esté conectada con otro contribuyente del 
mismo tipo y no se pueda identificar el volumen de descarga de cada uno de ellos, 
podrán determinarlo multiplicando el volumen descargado por los contribuyentes 
interconectados por la proporción de habitantes que corresponda al contribuyente, la 
cual se obtendrá de dividir el número de habitantes del contribuyente entre la 
totalidad de habitantes en las localidades o municipios interconectados en su red de 
alcantarillado, en términos del último Censo General de Población y Vivienda 
publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 
 
Artículo 277-B. El monto del derecho a pagar se determinará aplicando al volumen 
descargado durante el trimestre las siguientes cuotas por cada metro cúbico, según 
corresponda: 
 

I. Por la descarga que realicen las entidades federativas, municipios, 
organismos paraestatales, paramunicipales y las empresas concesionarias 
que presten el servicio de alcantarillado en sustitución de las anteriores, 
atendiendo al tipo de cuerpo receptor aplicarán. 

 
CUERPOS RECEPTORES 

Tipo A Tipo B Tipo C 
$1.10 $1.62 $2.43 
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II. Por la descarga que realicen las personas físicas y morales distintas a las 
señaladas en la fracción I de este artículo, atendiendo al tipo de cuerpo 
receptor aplicarán.  

 
CUERPOS RECEPTORES 

Tipo A Tipo B Tipo C 
$13.60 $20.00 $30.00 

 
III. Los contribuyentes a que se refiere la fracción II de este artículo, podrán 

optar por aplicar las siguientes cuotas a cada metro cúbico descargado 
atendiendo al tipo de cuerpo receptor en que realicen su descarga y a la 
actividad que la generó, siempre y cuando presenten previamente la 
información necesaria para acreditar la cantidad y calidad de sus 
descargas, que solicite la Comisión Nacional del Agua mediante reglas de 
carácter general. 

 
Actividad TIPO DE CUERPO 

RECEPTOR 
A B C 

 
Descargas de comercio y servicios 

asimilables a las de servicios público 
urbano 

 
Generación, transmisión y distribución de 
energía eléctrica, suministro de gas por 
ductos al consumidor final; construcción; 
confección de alfombras y similares; 
confección de costales y productos textiles 
recubiertos de materiales sucedáneos; 
confección de prendas de vestir; 
confección de accesorios de vestir y otras 
prendas de vestir no clasificados en otra 
parte; impresión e industrias conexas; 
comercio, productos y servicios; 
transportes, correos y almacenamientos; 
transporte por ducto; servicios financieros 
y de seguros; servicios inmobiliarios y de 
alquiler de bienes muebles e intangibles; 

$1.73 $2.55 $3.82 
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servicios profesionales, científicos y 
técnicos; servicios educativos; servicios de 
salud y de asistencia social; servicios de 
esparcimiento culturales y deportivos y 
otros servicios recreativos; servicios de 
alojamiento temporal y de preparación de 
alimentos y bebidas; servicios de 
reparación y mantenimiento; servicios 
personales, y servicios de apoyo a los 
negocios 
 

Descargas preponderantemente 
biodegradables 

 
Cría y explotación de animales, 
aprovechamiento forestal, pesca y caza; 
industrias alimentaria, de bebidas y 
tabaco; industria de la madera; industria 
del papel, y fabricación de productos de 
cuero, piel y materiales sucedáneos 

$4.39 $6.47 $9.70 

 
Descargas preponderantemente no 

biodegradables 
 
Minería de minerales metálicos, no 
metálicos y extracción de petróleo y gas; 
curtido y acabado de cuero y piel; 
fabricación de productos derivados del 
petróleo y del carbón; industria química; 
industria del plástico y del hule; fabricación 
de productos a base de minerales no 
metálicos; industrias metálicas básicas; 
fabricación de productos metálicos; 
fabricación de maquinaria y equipo; 
fabricación de equipo de computación, 
comunicación, medición y de otros 
equipos, componentes y accesorios 
electrónicos; fabricación de accesorios, 
aparatos eléctricos y equipo de generación 

$11.13 $16.39 $24.58 
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de energía eléctrica; fabricación de equipo 
de transporte; fabricación de muebles, 
colchones y persianas, y otras industrias 
manufactureras; manejo de desechos y 
servicios de remediación 

 
Los contribuyentes cuya actividad que origina la descarga no esté comprendida en la 
tabla anterior, aplicarán la cuota establecida en este artículo para las descargas 
preponderantemente no biodegradables. 
 
El monto del derecho a pagar será enterado por el contribuyente en los términos del 
artículo 283 de esta Ley. 
 
Artículo 278. Los contribuyentes a que se refieren las fracciones I y III del artículo 
277-B de esta Ley, podrán acreditar contra el derecho del trimestre a su cargo la 
cantidad que resulte de aplicar el siguiente procedimiento:  
 

I. Se deberán obtener las concentraciones de contaminantes de la descarga 
del contribuyente de sólidos suspendidos totales y demanda química de 
oxígeno, expresadas en miligramos por litro, mediante el muestreo y 
análisis a que se refiere el artículo 278-B de esta Ley. 

 
II. A la concentración del contaminante, característica correspondiente a la 

actividad que generó la descarga del contribuyente prevista en la tabla 
siguiente, se le disminuirá la concentración del contaminante obtenida del 
análisis a que se refiere la fracción anterior. 

 
Tipo de actividad SST 

mg/l 
DQO 
mg/l 

 
Descargas de servicios público urbano 

 
Servicio de alcantarillado prestado por entidades 
federativas, municipios, organismos paraestatales, 
paramunicipales y las empresas concesionadas 
para prestar dicho servicio en sustitución de las 
anteriores 

220 500 

 
Descargas de comercio y servicios asimilables a las 

360 1,000 
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de servicios público urbano 
 
Generación, transmisión y distribución de energía 
eléctrica, suministro de gas por ductos al 
consumidor final; construcción; confección de 
alfombras y similares; confección de costales y 
productos textiles recubiertos de materiales 
sucedáneos; confección de prendas de vestir; 
confección de accesorios de vestir y otras prendas 
de vestir no clasificados en otra parte; impresión e 
industrias conexas; comercio, productos y 
servicios; transportes, correos y almacenamientos; 
transporte por ducto; servicios financieros y de 
seguros; servicios inmobiliarios y de alquiler de 
bienes muebles e intangibles; servicios 
profesionales, científicos y técnicos; servicios 
educativos; servicios de salud y de asistencia 
social; servicios de esparcimiento culturales y 
deportivos y otros servicios recreativos; servicios 
de alojamiento temporal y de preparación de 
alimentos y bebidas; servicios de reparación y 
mantenimiento; servicios personales y; servicios de 
apoyo a los negocios 

 
Descargas preponderantemente biodegradables 

 
Cría y explotación de animales, aprovechamiento 
forestal, pesca y caza; industrias alimentaria, de 
bebidas y tabaco; industria de la madera; industria 
del papel y; fabricación de productos de cuero, piel 
y materiales sucedáneos 

1,000 3,000 

 
Descargas preponderantemente no biodegradables 
 
Minería de minerales metálicos, no metálicos y 
extracción de petróleo y gas; curtido y acabado de 
cuero y piel; fabricación de productos derivados 
del petróleo y del carbón; industria química; 
industria del plástico y del hule; fabricación de 

2,650 8,000 
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productos a base de minerales no metálicos; 
industrias metálicas básicas; fabricación de 
productos metálicos; fabricación de maquinaria y 
equipo; fabricación de equipo de computación, 
comunicación, medición y de otros equipos, 
componentes y accesorios electrónicos; fabricación 
de accesorios, aparatos eléctricos y equipo de 
generación de energía eléctrica; fabricación de 
equipo de transporte; fabricación de muebles, 
colchones y persianas; otras industrias 
manufactureras; manejo de desechos y servicios 
de remediación 

 
Los contribuyentes que opten por aplicar lo dispuesto en este artículo, deberán 
considerar las concentraciones de contaminantes señalados en la tabla anterior, que 
correspondan al mismo grupo respecto del cual aplicaron la cuota prevista en el 
artículo 277-B de esta Ley. 
 

III. Al resultado obtenido de la fracción anterior, se le aplicará el factor de 
acreditamiento que corresponda al tipo del cuerpo receptor donde se 
efectuó la descarga y al contaminante respectivo conforme a la siguiente 
tabla: 

 

Contaminante Tipo de cuerpo receptor 
A B C 

SST 0.00175 0.00258 0.00387 
DQO 0.00077 0.00113 0.00170 

 
El factor de acreditamiento, se actualizará en los términos del artículo 1o. 
de esta Ley. 

 
IV. El resultado obtenido de la operación señalada en la fracción anterior se 

multiplicará por el volumen descargado en el trimestre. 
 
V. La cantidad resultante conforme a la fracción anterior se sumará con el 

monto obtenido al aplicar el procedimiento previsto en este artículo para el 
otro contaminante, obteniendo así la cantidad a acreditar contra el derecho 
del trimestre a cargo del contribuyente que se determine conforme a las 
fracciones I y III del artículo 277-B de esta Ley, según corresponda. 
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El monto a acreditar se aplicará únicamente contra el derecho a cargo que 
corresponda al mismo punto de descarga que originó dicho beneficio. 
 

VI. La cantidad que resulte después de aplicar el acreditamiento será el 
derecho a pagar. 

 
El contribuyente que opte por aplicar el acreditamiento previsto en este artículo, 
deberá acompañar a la declaración del trimestre que corresponda el reporte emitido 
por el laboratorio referido en el artículo 278-B de esta Ley. 
 
El monto del derecho a pagar será enterado por el contribuyente en los términos del 
artículo 283 de esta Ley. 
 
Artículo 278-B. Para efectos del acreditamiento a que se refiere el artículo 278 de 
esta Ley, las concentraciones de contaminantes descargados al cuerpo receptor se 
determinarán trimestralmente, conforme a lo siguiente:  
 

I. (Se deroga). 
 

II. (Se deroga primer párrafo). 
 
El responsable de la descarga realizará el muestreo y análisis de la calidad 
del agua descargada, en muestras de cada una de sus descargas para 
verificar las concentraciones de los contaminantes a que se refiere esta 
Ley. 

 
…….........................................…………………………………………………………… 

 
III. En el Procedimiento del Muestreo de las Descargas, se entenderá por: 
 

…….........................................……………………………………………………………. 
 

e). Promedio Mensual: El valor que resulta de calcular el promedio 
ponderado en función del caudal, de los valores que resulten del 
análisis de al menos dos muestras compuestas promedio diario. 

 
IV. ...............................................……………………...…………………………………… 
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a). ......................................…………………………………………….................. 
 

(Se deroga segundo párrafo). 
 

b). ......................................…………………………………………….................. 
 
 

Tabla B. Efluentes Municipales 
 

Intervalo de población Frecuencia de 
muestreo y análisis 

Frecuencia de 
reporte de datos 

Mayor que 50,000 
habitantes Mensual Trimestral 

Igual o menor a 
50,000 habitantes Trimestral Trimestral 

 
Tabla C. Efluentes no Municipales 

 
Demanda 

Química de 
Oxígeno 

Toneladas/día 

Sólidos Suspendidos 
Totales 

Toneladas/día 

Frecuencia 
de Muestreo 

y Análisis 

Frecuencia 
de 

Reporte 
de Datos 

Mayor de 3.0 Mayor de 3.0 Mensual Trimestral 
Igual o menor 
de 3.0 

Igual o menor de 
3.0 Trimestral Trimestral 

 
Los parámetros a ser considerados en el muestreo y análisis, así como en el 
reporte de datos son los que se indican en el presente Capítulo. 

 
c). .....................................……………………………………………………………... 

 
3. (Se deroga). 

 
…………………………........….....................................................………………… 

 
(Se deroga quinto párrafo). 

 
..........................................................………………………………………………… 
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V. Para cada descarga el contribuyente determinará, conforme al promedio 
de las muestras tomadas, la concentración promedio de contaminantes en 
miligramos por litro, conforme al procedimiento de muestreo de descargas 
establecido en este artículo. 

 
VI. En caso de que el agua de abastecimiento registre alguna concentración 

promedio mensual, se podrá restar de la concentración de la descarga, 
siempre y cuando lo acredite ante la Comisión Nacional del Agua, a través 
de un análisis de calidad del agua efectuado por un laboratorio acreditado 
ante la entidad autorizada por la Secretaría de Economía y aprobado por la 
Comisión Nacional del Agua. 

 
……………….........................................………………………………………...…….. 

 
VII. (Se deroga). 

 
VIII. Los laboratorios acreditados ante la entidad autorizada por la Secretaría de 

Economía y aprobados por la Comisión Nacional del Agua, deberán de 
informar trimestralmente a dicha Comisión de los resultados de los análisis 
efectuados en ese periodo a los contribuyentes a que se refiere el presente 
Capítulo. 
 
En caso de que la Comisión Nacional del Agua determine que los 
laboratorios no cumplieron con las obligaciones establecidas en este 
artículo notificará el incumplimiento al laboratorio y lo apercibirá de que en 
caso de reincidencia quedará sin efectos la aprobación que le otorgó, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. 
 
Los laboratorios a que se refiere este artículo serán responsables de la 
veracidad y exactitud de los datos e información suministrados en los 
reportes a que se refiere este artículo y responderán solidariamente del 
pago del derecho a que se refiere este Capítulo y del derecho por uso, 
explotación o aprovechamiento de aguas nacionales a cargo de los 
contribuyentes respecto de los cuales se haya indebidamente aplicado el 
acreditamiento, exención o descuento con motivo del reporte emitido por 
el laboratorio. 
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Para determinar la responsabilidad solidaria a los laboratorios a que se 
refiere este artículo, la autoridad fiscal llevará a cabo el procedimiento a 
que se refiere el artículo 42, fracción II, del Código Fiscal de la Federación. 

 
Artículo 278-C. (Se deroga). 
 
Artículo 279. Los ingresos que se obtengan por concepto del derecho por el uso o 
aprovechamiento de bienes del dominio público de la Nación como cuerpos 
receptores de las descargas de aguas residuales, correspondientes a este Capítulo, se 
destinarán a la Comisión Nacional del Agua para la realización de los programas que 
al efecto establezca dicha Comisión, para la realización de acciones de 
infraestructura, operación y mejoramiento de eficiencia de saneamiento. 
 
Los contribuyentes del derecho por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio 
público de la Nación como cuerpos receptores de las descargas de aguas residuales a 
que se refiere la fracción I del artículo 277-B de esta Ley, podrán solicitar a la 
Comisión Nacional del Agua autorización para realizar un programa de acciones de 
infraestructura, operación y mejoramiento de eficiencia de saneamiento y, en su 
caso, dicha Comisión les asignará recursos para su realización hasta por el monto 
cubierto por el contribuyente de conformidad con los artículos 277-B y, en su caso, 
278 de esta Ley, siempre y cuando el contribuyente invierta una cantidad en la 
proporción al monto asignado señalada en la tabla siguiente atendiendo al número de 
habitantes de la localidad, municipio o municipios donde el contribuyente preste el 
servicio de alcantarillado y saneamiento de acuerdo al último Censo General de 
Población y Vivienda que emita el Instituto Nacional de Estadística y Geografía: 
 

Intervalo de población Proporción de la inversión por parte del 
contribuyente 

Igual o mayor a 500,000 habitantes 100% 
De 100,000 a 499,999 habitantes  60% 
De 15,000 a 99,999 habitantes 30% 
De 10,001 a 14,999 habitantes 0% 

 
............................................................................................................................. 
 
En el caso de que los contribuyentes no presenten alguno de los informes señalados 
en el párrafo anterior, en los plazos establecidos para ello, no gozarán del beneficio 
contenido en este artículo, por lo que hace al periodo omitido. 
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La Comisión Nacional del Agua en términos del instructivo para la presentación y 
seguimiento del programa de acciones que para tal efecto publique en el Diario 
Oficial de la Federación, vigilará el cumplimiento en el avance de las acciones 
comprometidas por los contribuyentes. 
 
………………..........................................................……………………………………………….. 
 
Artículo 282. ……………..........................................................………………………….... 
 

I. Los contribuyentes cuya descarga de aguas residuales del trimestre no 
rebase los límites máximos permisibles establecidos en las siguientes 
tablas o, en su caso, en las condiciones particulares de descarga que la 
Comisión Nacional del Agua emita conforme a la declaratoria de 
clasificación del cuerpo de las aguas nacionales que corresponda, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación a que se refiere el artículo 
87 de la Ley de Aguas Nacionales. 

 
 

LÍMITES MÁXIMOS PERMISIBLES PARA CONTAMINANTES BÁSICOS 
PARÁM
ETROS    
(miligra

mos 
por 
litro, 

excepto 
cuando 

se 
especifi

que) 

RÍOS 

EMBALSES 
NATURALES 

Y 
ARTIFICALE

S 

AGUAS COSTERAS SUEL
O 

  

Uso en 
riego 

agrícola 
(A) 

Uso 
público 

urbano(B
) 

Protecc
ión de 
vida 

acuátic
a (C) 

Uso 
en           

riego  
agríc
ola       
(B) 

Uso 
públi
co 

urba
no 
(C) 

Expl
otaci
ón 

pesq
uera, 
nave
gaci
ón y 
otros 
usos 
(A) 

Recr
eació

n     
(B) 

Estu
arios            
(B) 

Uso 
en 

riego 
agríc
ola                
(A) 

Hum
edale
sNat
urale
s (B) 

P.M
. 

P.
D. 

 
P.M
. 

P.D
. 

P.M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
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D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 
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M
. 

P
.
D
. 
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Temper
atura 
°C (1) 

N.A
. 

N.
A. 

40 40 40 4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

4
0 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

4
0 

4
0 

Grasas 
y 

Aceites 
(2)  

15 2
5 

15 25 15 2
5 

1
5 

2
5 

1
5 

2
5 

1
5 

2
5 

1
5 

2
5 

1
5 

2
5 

1
5 

2
5 

1
5 

2
5 

Materia 
Flotant
e (3) 
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ent
e 

a
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e
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e 
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ent
e 
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e 

aus
ent
e 

a
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s
e
n
t
e 

a
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s
e
n
t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
u
s
e
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t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
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s
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n
t
e 

a
u
s
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n
t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
u
s
e
n
t
e 

a
u
s
e
nt
e 

A
u
s
e
n
t
e 

Sólidos 
Sedime
ntables 
(ml/l) 

1 2 1 2 1 2 1 2 1 2 1 2 1 2 1 2 N
.
A
. 

N
.
A
. 

1 2 

Sólidos 
Suspen
didos 

Totales 

15
0 

2
0
0 

75 12
5 

40 6
0 

7
5 

1
2
5 

4
0 

6
0 

1
0
0 

1
7
5 

7
5 

1
2
5 

7
5 

1
2
5 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

7
5 

1
2
5 

Deman
da 
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Oxígen

o 5 
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0 

2
0
0 

75 15
0 
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0 

7
5 

1
5
0 

3
0 

6
0 

1
0
0 

2
0
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7
5 

1
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0 
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1
5
0 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

7
5 

1
5
0 

Nitróge
no 

Total 

40 6
0 

40 60 15 2
5 

4
0 

6
0 

1
5 

2
5 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

1
5 

2
5 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

N
.A
. 

N
.
A
. 

Fósforo 
Total 

20 3
0 

20 30 5 1
0 

2
0 

3
0 

5 1
0 

N
.
A
. 

N
.
A
.  

N
.
A
. 

N
.
A
. 

5 1
0 

N
.
A
. 

N
.
A
. 

N
.A
. 

N
.
A
. 
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(1)Instantáneo 
(2) Muestra Simple Promedio Ponderado 
(3) Ausente según el Método de Prueba definido en la NMX-AA-006 
P.D.= Promedio Diario; P.M.= Promedio Mensual: 
N.A.= No es aplicable 
(A), (B) y (C): Tipo de Cuerpo Receptor según la Ley Federal de Derechos 
 
 

 LÍMITES MÁXIMOS PERMISIBLES PARA METALES PESADOS Y CIANUROS 
PARÁ
METR

OS                      
(*)                    

(milig
ramo
s por 
litro, 
excep

to 
cuan
do se 
espec
ifique

) 

RÍOS 

EMBALSES                                                             
NATURALES 

Y                                       
ARTIFICALES 

AGUAS COSTERAS SUEL
O  

Uso 
en 

riego 
agríc
ola              
(A) 

Uso                
públic

o 
urban

o               
(B) 

Prote
cción 
de 

vida 
acuáti
ca (C) 

Uso 
en            

riego  
agríc
ola       
(B) 

Uso 
públic

o 
urban
o (C) 

Explo
tació

n 
pesq
uera, 
nave
gació
n y 

otros 
usos 
(A) 

Recre
ación     
(B) 

Estua
rios            
(B) 

Uso 
en 

riego 
agríco

la                
(A) 

Hume
dales 
Natur
ales 
(B) 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

 
P.
M
. 

P
.
D
. 

P.
M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

P.
M
. 

P
.
D
. 

P.
M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

P
.
M
. 

P
.
D
. 

P.
M
. 

P
.
D
. 

P.
M
. 

P
.
D
. 

Arsén
ico 

0
.
2 

0
.
4 

0.
1 

0
.
2 

0.
1 

0
.
2 

0
.
2 

0
.
4 

0.
1 

0
.
2 

0.
1 

0.
2 

0
.
2 

0
.
4 

0
.
1 

0
.
2 

0.
2 

0
.
4 

0.
1 

0
.
2 

Cadm
io 

0
.
2 

0
.
4 

0.
1 

0
.
2 

0.
1 

0
.
2 

0
.
2 

0
.
4 

0.
1 

0
.
2 

0.
1 

0.
2 

0
.
2 

0
.
4 

0
.
1 

0
.
2 

0.
0
5 

0
.
1 

0.
1 

0
.
2 

Cianu
ro 

2
.
0 

3
.
0 

1.
0 

2
.
0 

1.
0 

2
.
0 

2
.
0 

3
.
0 

1.
0 

2
.
0 

2.
0 

2.
0 

2
.
0 

3
.
0 

1
.
0 

2
.
0 

2.
0 

3
.
0 

1.
0 

2
.
0 

Cobr
e 

4
.

6
.

4.
0 

6
.

4.
0 

6
.

4
.

6
.

4 6
.

4 6.
0 

4
.

6
.

4
.

6
.

4 6
.

4.
0 

6
.
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0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 
Crom
o 

1 1
.
5 

0.
5 

1
.
0 

0.
5 

1
.
0 

1 1
.
5 

0.
5 

1
.
0 

0.
5 

1.
0 

1 1
.
5 

0
.
5 

1
.
0 

0.
5 

1
.
0 

0.
5 

1
.
0 

Merc
urio 

0
.
0
1 

0
.
0
2 

0.
0
0
5 

0
.
0
1 

0.
0
0
5 

0
.
0
1 

0
.
0
1 

0
.
0
2 

0.
0
0
5 

0
.
0
1 

0.
0
1 

0.
0
2 

0
.
0
1 

0
.
0
2 

0
.
0
1 

0
.
0
2 

0.
0
0
5 

0
.
0
1 

0.
0
0
5 

0
.
0
1 

Níque
l 

2 4 2 4 2 4 2 4 2 4 2 4 2 4 2 4 2 4 2 4 

Plom
o  

0
.
5 

1 0.
2 

0
.
4 

0.
2 

0
.
4 

0
.
5 

1 0.
2 

0
.
4 

0.
2 

0.
4 

0
.
5 

1 0
.
2 

0
.
4 

5 1
0 

0.
2 

0
.
4 

Zinc 1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

1
0 

2
0 

 
(*) Medidos de manera total. 
P.D.= Promedio Diario  
P.M.= Promedio Mensual 
N.A.= No es aplicable 
(A), (B) y (C): Tipo de Cuerpo Receptor según la Ley Federal de Derechos. 

 
Para tales efectos, el contribuyente deberá medir el volumen en cada 
punto de descarga en términos del artículo 277-A de esta Ley y acompañar 
a la declaración del trimestre respectivo el reporte que emita el laboratorio 
acreditado ante la entidad autorizada por la Secretaría de Economía y 
aprobado por la Comisión Nacional del Agua, que acredite que la calidad 
de la descarga se efectúa en términos del párrafo anterior. 
 
Los contribuyentes que realicen descargas que estén exentas en los 
términos de esta fracción y efectúen otras por las que sí se debe cubrir el 
derecho previsto en este Capítulo, deberán medir los volúmenes y pagar 
los derechos respectivos en los términos del presente Capítulo. Cuando no 
se midan los volúmenes exentos respecto de los que sí se debe pagar 
derechos, estarán obligados al pago de los mismos por la totalidad de los 
volúmenes descargados, quedando sin efectos la citada exención. 
 
………………….........................................…….……………………………………..…. 
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V. Las poblaciones de hasta 10,000 habitantes, de conformidad con el último 
Censo General de Población y Vivienda y los organismos operadores de 
agua potable y alcantarillado, públicos o privados, por las descargas 
provenientes de aquéllas. 
 

…………..................................................…………………………………………………….. 
 
Artículo 282-C. Los contribuyentes que cuenten con planta de tratamiento de aguas 
residuales y aquéllos que en sus procesos productivos hayan realizado acciones para 
mejorar la calidad de sus descargas y éstas, sean de una calidad igual o superior a la 
establecida en la Norma Oficial Mexicana NOM-127-SSA1-1994, podrán gozar de un 
30% de descuento en el pago del derecho por uso o aprovechamiento de aguas 
nacionales a que se refiere el Capítulo VIII, del Título II de esta Ley. Este beneficio se 
aplicará únicamente a los aprovechamientos de aguas nacionales que generen la 
descarga de aguas residuales, siempre y cuando los contribuyentes cumplan con las 
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, su Reglamento y esta Ley. 
 
El porcentaje de descuento se aplicará al monto del derecho a que se refiere el 
Capítulo VIII del Título II de esta Ley sin incluir el que corresponda al uso consuntivo 
del agua. En este caso, a la declaración del pago del derecho por uso o 
aprovechamiento de aguas nacionales, se deberán acompañar los resultados de la 
calidad del agua, emitidos por un laboratorio acreditado ante la entidad de 
acreditamiento autorizada por la Secretaría de Economía y aprobado por la Comisión 
Nacional del Agua. 
 
Artículo 283. ……………..........................................................……………………………. 
 
El contribuyente estará obligado a presentar en términos de lo dispuesto en este 
artículo, una declaración por todos los sitios donde lleve a cabo la descarga al cuerpo 
receptor, señalando sus sitios de descarga, nombre, denominación o razón social, 
registro federal de contribuyentes, número de permisos de descarga, incluyendo por 
cada sitio de descarga el nombre y tipo de cuerpo receptor, el volumen descargado, 
la cuota aplicada y el monto pagado, en caso de que opte por aplicar el 
acreditamiento, exención o descuento a que se refiere este Capítulo, indicar las 
concentraciones de contaminantes de cada descarga. 
 
………………………………..........................................................……………………………….. 
 
Artículo 284. …………..........................................................………………………………. 
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I. No se tenga instalado aparato de medición o el mismo no funcione y tal 

circunstancia no se haya informado dentro del plazo que se establece en el 
artículo 277-A de esta Ley, o habiéndolo informado dicho aparato no se 
hubiera reparado dentro de los diez días siguientes. 

 
…………….........................................………………………………………………..….. 

 
III. Se oponga u obstaculice al inicio o desarrollo de las facultades de 

comprobación, verificación y medición que efectúe la Comisión Nacional 
del Agua, o no presente la documentación que ésta le solicite. 

 
…………………………….........................................………………………………..….. 

 
VI. (Se deroga). 

 
………………..........................................................……………………………………………….. 
 
Artículo 285. ……………..........................................................……………………………. 
 

I. Para la determinación del volumen de agua residual vertida, se aplicarán 
indistintamente los siguientes procedimientos: 

 
……………….........................................…………………………………………………. 

 
b). El que señalen los registros de las lecturas de los dispositivos de 

medición o que se desprendan de alguna de las declaraciones 
presentadas del mismo ejercicio o de cualquier otro, con las 
modificaciones que, en su caso, hubieran tenido con motivo del 
ejercicio de las facultades de comprobación. 

 
……………….........................................……………………………………………….... 

 
g). Tratándose de los contribuyentes a que se refiere la fracción I del 

artículo 277-B de esta Ley, cuya infraestructura de drenaje y 
alcantarillado esté conectada con otro contribuyente del mismo tipo y 
no se pueda identificar el volumen de descarga de cada uno de ellos, 
se determinará multiplicando el volumen descargado por los 
contribuyentes interconectados por la porción de habitantes que 
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corresponda al contribuyente, la cual se obtendrá de dividir el 
número de habitantes del contribuyente entre la totalidad de 
habitantes en las localidades o municipios interconectados en su red 
de alcantarillado, en términos del último Censo General de Población 
y Vivienda publicado por el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía. 

 
h). El que resulte de cualquier otra información que obtenga la autoridad 

fiscal distinta a las anteriores. 
 

……………………………….........................................……………………………….... 
 

II. (Se deroga). 
 

III. Una vez determinado el volumen presuntivo de la descarga de aguas 
residuales en los términos antes señalados, para calcular el monto del 
derecho a pagar por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio 
público de la Nación como cuerpos receptores de las descargas de aguas 
residuales, la autoridad fiscal aplicará el procedimiento establecido en el 
artículo 277-B de esta Ley. 

 
Artículo 288. ……………………………………………………….………………………………………… 
 

Áreas tipo AAA: 
 

Zona Arqueológica de Palenque (con museo); Museo y Zona Arqueológica de 
Templo Mayor; Museo Nacional de Antropología; Museo Nacional de Historia; Zona 
Arqueológica de Teotihuacán (con museos); Zona Arqueológica de Monte Albán (con 
museo); Museo de las Culturas de Oaxaca; Zona Arqueológica de Tulum; Zona 
Arqueológica de Cobá; Zona Arqueológica de Tajín (con museo); Zona Arqueológica 
de Chichén Itzá (con museo); Zona Arqueológica Uxmal (con museo); Zona 
Arqueológica de Xochicalco (con museo); y Museo Maya de Cancún y Sitio 
Arqueológico de San Miguelito; 
 

Áreas tipo AA: 
 

Zona Arqueológica de Paquimé y Museo de las Culturas del Norte; Museo 
Nacional del Virreinato; Zona Arqueológica Kohunlich; Zona Arqueológica Cacaxtla y 
Xochitécatl (con museo); Zona Arqueológica de Dzibilchaltún y Museo del Pueblo 
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Maya; Zona Arqueológica Yaxchilán; Sitio Arqueológico de Tamtoc y Zona 
Arqueológica de Plazuelas; Sitio Arqueológico Ek-Balam; y Sitio Arqueológico Xcambó; 
 

Áreas tipo A: 
 

Zona Arqueológica Becán; Zona Arqueológica de Edzná; Zona Arqueológica de 
Calakmul; Zona Arqueológica Bonampak; Zona Arqueológica de Tonina (con museo); 
Museo Regional de Chiapas; Museo Regional de los Altos de Chiapas; Museo Histórico 
Ex-aduana de Cd. Juárez; Museo del Carmen; Galería de Historia; Museo Nacional de 
las Intervenciones; Museo Histórico de Acapulco Fuerte de San Diego; Zona 
Arqueológica Tula (con museo); Museo Regional de Hidalgo; Museo Regional de 
Guadalajara; Zona Arqueológica de Malinalco; Museo Regional Cuauhnáhuac; Museo 
Regional de Nuevo León Ex Obispado; Zona Arqueológica de Cholula (con museo); 
Museo Regional de Puebla; Zona Arqueológica de Cantoná; Museo Regional de 
Querétaro; Zona Arqueológica San Gervasio; Zona Arqueológica Dzibanché; Zona 
Arqueológica de Kinichna; Zona Arqueológica Chacchobén; Zona Arqueológica 
Comalcalco (con museo); Museo Regional de Tlaxcala; Museo Fuerte San Juan de 
Ulúa; Museo Local Baluarte de Santiago; Zona Arqueológica Vega de la Peña; Zona 
Arqueológica de Cuajilote; Museo Regional de Yucatán “Palacio Cantón”; Museo de 
Guadalupe; Zona Arqueológica de la Quemada (con museo); Museo Regional de la 
Laguna; Museo Regional de Colima; Zona Arqueológica Tzin tzun tzan (con museo); 
Museo de la Cultura Huasteca; y Zona Arqueológica de las Labradas. 
 
………………………………………………………………………………..………….…….……………………… 
 

Áreas tipo C: 
 

Zona Arqueológica el Vallecito; Museo Regional Baja California Sur; Museo 
Arqueológico Camino Real Hecelchacán; Museo de las Estelas Mayas Baluarte de la 
Soledad; Museo Histórico Reducto San José El Alto "Armas y Marinería"; Zona 
Arqueológica de Balamkú; Zona Arqueológica de Hochob; Zona Arqueológica de 
Santa Rosa Xtampak; Zona Arqueológica El Tigre; Zona Arqueológica el Chanal; 
Museo Arqueológico del Soconusco; Museo Ex convento Agustino de San Pablo; 
Museo de Guillermo Spratling; Ex Convento de San Andrés Epazoyucan; Ex-convento 
de Ixmiquilpan; Museo Arqueológico de Cd. Guzmán; Zona Arqueológica Los 
Melones; Zona Arqueológica de Tlapacoya; Monumento Histórico Capilla de 
Tlalmanalco; Ex Convento de Oxtotipac; Museo de Sitio Casa de Morelos; Zona 
Arqueológica de Ihuatzio; Zona Arqueológica Huandacareo La Nopalera; Zona 
Arqueológica Tres Cerritos; Museo Histórico del Oriente de Morelos; Zona 
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Arqueológica Las Pilas; Zona Arqueológica Coatetelco (con museo); Ex convento y 
Templo de Santiago; Cuilapan; Zona Arqueológica de Dainzu; Zona Arqueológica 
Lambityeco; Capilla de Teposcolula; Ex convento de Yanhuitlán; Zona Arqueológica 
de Zaachila; Ex convento de Tecali; Museo del Arte Religioso de Santa Mónica; Zona 
Arqueológica de Yohualichan; Casa del Dean; Ex convento San Francisco, 
Tecamachalco; Ex convento de San Francisco Huaquechula; Zona Arqueológica de 
Toluquilla; Zona Arqueológica de Malpasito; Zona Arqueológica de Tizatlán (con 
museo); Zona Arqueológica de Ocotelulco (con museo); Zona Arqueológica de Tres 
Zapotes (con museo); Zona Arqueológica Las Higueras (con museo); Zona 
Arqueológica de Quiahiztlan; Zona Arqueológica Mayapán; Zona Arqueológica de 
Acanceh; Zona Arqueológica Ruinas de Ake; Zona Arqueológica Chalchihuites; Museo 
Arqueológico de Mazatlán; Museo de la Estampa Ex Convento de Santa María 
Magdalena Cuitzeo; Museo Local del Cuale, Puerto Vallarta; Casa de Hidalgo, Dolores 
Hidalgo, Gto.; Pinacoteca del Estado Juan Gamboa Guzmán; Zona Arqueológica de 
Tenam Puente; Zona Arqueológica Las Ranas; y Zona Arqueológica de Muyil. 
 
…………………………………………………………………………….…………………………………………… 
 
Artículo 291. …………………………………………………………………………………………………… 
 

I. ………………………………………………………………………………….....………………….. 
 

(Se deroga tercer párrafo). 
 

En el caso de que el contribuyente incumpla con la presentación del 
comprobante de pago que contenga el cálculo de las operaciones 
aeronáuticas realizadas, SENEAM comunicará de este hecho al Servicio de 
Administración Tributaria, quien realizará el requerimiento del pago del 
derecho que corresponda en términos del artículo 3o. de esta Ley. La 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a través de la Unidad de 
Asuntos Jurídicos, comunicará al usuario la suspensión del uso, goce o 
aprovechamiento del espacio aéreo mexicano, atendiendo a lo dispuesto 
en el referido artículo 3o. de esta Ley. 
 
Los contribuyentes que no cuenten con cédula de Registro Federal de 
Contribuyentes, domicilio fiscal en los Estados Unidos Mexicanos o 
representante legal dentro del territorio nacional, no podrán optar por 
pagar el derecho conforme a la fracción I del artículo 289, por lo que 
deberán efectuar el pago en efectivo a Aeropuertos y Servicios Auxiliares o 
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al concesionario autorizado para el suministro de combustible, cada vez 
que le sea suministrado el mismo a la aeronave de que se trate, de 
conformidad con lo dispuesto en las fracciones II y III del artículo 289 de 
esta Ley, según corresponda. 
 

……………………………….............……………………………………………………………………………. 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS  
 
ARTÍCULO SEXTO.- En relación con las modificaciones a que se refiere el Artículo 
Quinto de este Decreto, se estará a lo siguiente:  
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor a partir del 1 de enero de 2014, salvo: 

 
I. Lo dispuesto en los artículos 1o. y 239, quinto y sexto párrafos, los cuales 

entrarán en vigor a partir del 1 de enero de 2015. 
 
II. La reforma al artículo 3o., sexto párrafo, la cual entrará en vigor el 1 de julio de 

2014, hasta en tanto, la Secretaría de Economía podrá continuar ejerciendo las 
facultades que le confiere el artículo 3o. de la Ley Federal de Derechos, por lo 
que podrá iniciar, continuar o concluir el ejercicio de sus facultades conforme a 
dichas atribuciones. 

 
La Secretaría de Economía continuará ejerciendo las facultades establecidas en 
el artículo 3o. de la Ley Federal de Derechos, hasta la conclusión de los asuntos 
que haya iniciado antes de la entrada en vigor de este Decreto, igualmente a 
dicha Dependencia le corresponderá el cumplimiento de las sentencias 
derivadas de juicios contenciosos administrativos o juicios de amparo, así como 
las resoluciones de recursos administrativos, recaídas respecto de las 
resoluciones que se hubieren emitido con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente Decreto. 

 
III. La derogación del artículo 243 entrará en vigor a partir del 1 de enero de 2018. 
 
Segundo. Para los efectos de la actualización de las cuotas de los derechos a que se 
refiere el artículo 1o. de la Ley Federal de Derechos, en lugar de aplicar el 
procedimiento señalado en dicho precepto, durante los años de 2014 y 2015, se 
estará a lo siguiente: 
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a). Las cuotas de los derechos que se establecen en la Ley Federal de Derechos, se 

actualizarán el primero de enero de 2014, considerando el periodo comprendido 
desde el mes de diciembre de 2012 y hasta el mes de diciembre de 2013. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, se aplicará el factor de actualización que 
resulte de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes inmediato 
anterior al más reciente del periodo, entre el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor correspondiente al mes anterior al más antiguo del periodo. 
 
Los derechos que se adicionen o que sufran modificaciones en su cuota 
contenidos en el presente Decreto, no se actualizarán el primero de enero de 
2014. 

 
b). Las cuotas de los derechos que se establecen en la Ley Federal de Derechos, se 

actualizarán el primero de enero de 2015, considerando el periodo comprendido 
desde el mes de diciembre de 2011 y hasta el mes de diciembre de 2012. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, se aplicará el factor de actualización que 
resulte de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes inmediato 
anterior al más reciente del periodo, entre el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor correspondiente al mes anterior al más antiguo del periodo. 
 
Los derechos que se adicionen o que sufran modificaciones en su cuota 
contenidos en el presente Decreto o, en su caso, en el Decreto de reformas a la 
Ley Federal de Derechos aplicable a partir del 1 de enero de 2015 que al efecto 
se expida, no se actualizarán el primero de enero de 2015, conforme a lo 
señalado en este inciso. 
 

c). Las cuotas de los derechos que se establecen en la Ley Federal de Derechos, se 
actualizarán el primero de enero de 2015, considerando el periodo comprendido 
desde el mes de diciembre de 2013 y hasta el mes de diciembre de 2014. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, se aplicará el factor de actualización que 
resulte de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes inmediato 
anterior al más reciente del periodo, entre el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor correspondiente al mes anterior al más antiguo del periodo. 
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Los derechos que se adicionen o que sufran modificaciones en su cuota 
contenidos en el Decreto de reformas a la Ley Federal de Derechos aplicable a 
partir del 1 de enero de 2015 que al efecto se expida, no se actualizarán el 
primero de enero de 2015. 

 
Tercero. Durante el año 2014 en materia de derechos se aplicarán las siguientes 
disposiciones: 
 

I. Para los efectos del artículo 3o., sexto párrafo a que se refiere este 
Decreto, el Servicio de Administración Tributaria y la Secretaría de 
Economía deberán celebrar un acuerdo de intercambio de información que 
permita a dicho órgano desconcentrado ejercer sus facultades de 
comprobación. 

 
II. En relación con el registro de título de técnico o profesional técnico, 

técnico superior universitario o profesional asociado, se aplicarán en 
materia de derechos las siguientes disposiciones: 

 
a). Por el registro de título de técnico o profesional técnico expedidos por 

Instituciones del Sistema Educativo Nacional que impartan educación 
del tipo medio superior, así como la expedición de la respectiva 
cédula profesional, se pagará el 30% del monto que corresponda en 
términos de las fracciones IV y IX del artículo 185 de la Ley Federal 
de Derechos. 

 
b). Por el registro de título de técnico superior universitario o profesional 

asociado expedidos por Instituciones del Sistema Educativo Nacional 
que impartan educación de tipo superior, así como por la expedición 
de la respectiva cédula, se pagará el 50% del monto a que se 
refieren las fracciones IV y IX del artículo 185 de la Ley Federal de 
Derechos. 

 
III. El concesionario que entregue agua para uso público urbano a municipios 

u organismos operadores municipales de agua potable, alcantarillado y 
saneamiento podrá descontar del pago del derecho que le corresponda por 
la explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales a que se 
refiere el artículo 223, apartado A de la Ley Federal de Derechos, el costo 
comprobado de instalación y operación de la infraestructura utilizada para 
la entrega de agua de uso público urbano que el contribuyente hubiera 
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hecho en el ejercicio fiscal de 2014, sin que en ningún caso exceda del 
monto del derecho a pagar. Lo anterior, previa aprobación del programa 
que al efecto deberá presentar a la Comisión Nacional del Agua.  

 
IV. Las entidades financieras sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional 

Bancaria y de Valores a que se refieren las fracciones III, IV, V y XI del 
artículo 29-D de la Ley Federal de Derechos vigentes para el ejercicio fiscal 
de 2014, en lugar de pagar el derecho por concepto de inspección y 
vigilancia a que se refieren dichas fracciones conforme a lo dispuesto en 
ellas, podrán optar por pagar la cuota que de conformidad con las 
disposiciones vigentes en el ejercicio fiscal de 2013 hubieren optado por 
pagar para dicho ejercicio fiscal, más el 5% de dicha cuota. 

 
Las entidades financieras sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores a que se refieren las fracciones I, VI, VIII a X, XIII a 
XX del artículo 29-D de la Ley Federal de Derechos vigentes para el 
ejercicio fiscal de 2014, en lugar de pagar el derecho por concepto de 
inspección y vigilancia a que se refieren dichas fracciones conforme a lo 
dispuesto en ellas, podrán optar por pagar la cuota que les hubiere 
correspondido enterar para el ejercicio fiscal de 2013 más el 5% de dicha 
cuota. 

 
Tratándose de las entidades financieras a que se refieren las fracciones I, 
III a VI, VIII, IX, XI, XIII, XV, XVIII y XIX del artículo 29-D de la Ley 
Federal de Derechos, que se hayan constituido en el ejercicio fiscal de 
2013, en lugar de pagar el derecho por concepto de inspección y vigilancia 
correspondiente al ejercicio de 2014, en términos de lo dispuesto en tales 
fracciones, podrán optar por pagar la cuota mínima correspondiente para 
el ejercicio fiscal de 2013 conforme a las fracciones I, III a VI, VIII, IX, XI, 
XIII, XV, XVIII y XIX del artículo 29-D de la citada Ley, según sea el caso, 
más el 5% de dicha cuota. 

 
Para los efectos de la opción a que se refieren los párrafos anteriores, 
tratándose de las casas de bolsa, para determinar la cuota mínima 
correspondiente a 2014 se considerará como capital mínimo requerido 
para funcionar como casa de bolsa el equivalente en moneda nacional a 
tres millones de unidades de inversión. 

 



118 
 

Cuando los contribuyentes ejerzan la opción de pagar los derechos en los 
términos previstos en esta fracción y realicen el pago anual durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal de 2014, no les será aplicable el 
descuento del 5% establecido en la fracción I del artículo 29-K de la Ley 
Federal de Derechos. 

 
V. Las entidades financieras sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional 

Bancaria y de Valores a que se refiere la fracción IV, del artículo 29-D de la 
Ley Federal de Derechos, que se constituyan durante el ejercicio fiscal de 
2014 y tengan por objeto realizar las operaciones a que se refiere el 
artículo 2, fracción III, inciso b) de las “Disposiciones de carácter general 
aplicables a las instituciones de crédito” expedidas por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores que fueron publicadas en el Diario Oficial 
de la Federación el 2 de diciembre de 2005 y sus respectivas 
modificaciones, pagarán la cuota de $2’000,000.00 por concepto de 
inspección y vigilancia, ajustándose en todo caso, a lo previsto por el 
artículo 29-G de la Ley Federal de Derechos. 

 
VI. Los centros cambiarios, transmisores de dinero y sociedades financieras de 

objeto múltiple no reguladas que paguen el derecho a que se refiere el 
artículo 29-E, fracción VII, de la Ley Federal de Derechos, dentro de los 
primeros tres meses del ejercicio fiscal, por los servicios de inspección y 
vigilancia que presta la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, pagarán 
únicamente el 70% de la cuota establecida en la fracción XXVI del artículo 
29 de dicho ordenamiento. 

 
Cuarto. A partir del 1 de enero de 2014, y para efectos del derecho por el uso o 
aprovechamiento no extractivo de elementos naturales y escénicos que se realiza 
dentro de las Áreas Naturales Protegidas terrestres establecido en el artículo 198-A 
de la Ley Federal de Derechos, se deroga de la fracción I de dicho artículo, el 
Monumento Natural Yaxchilán. 
 
Quinto. Los contribuyentes que cuenten con certificados de agua salobre expedidos 
por la Comisión Nacional del Agua con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
Decreto, gozarán del beneficio establecido en el artículo 224 fracción VI, de la Ley 
Federal de Derechos, hasta que concluya la vigencia de dichos certificados. Asimismo, 
hasta en tanto la Comisión emita las reglas generales a que se refiere dicha fracción, 
los contribuyentes podrán obtener el certificado de aguas salobres cuya vigencia 
concluirá 30 días naturales posteriores a la publicación de las citadas reglas. 
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Sexto. Para los efectos del artículo 224, fracción VI, de la Ley Federal de Derechos, 
a partir de 2014 la Comisión Federal de Electricidad, siempre y cuando acredite haber 
contado con certificado de agua salobre expedido por la Comisión Nacional del Agua 
y que el volumen que usó dejó de ser salobre como consecuencia de las obras de 
infraestructura en materia hídrica que el Gobierno Federal realizó para reencausar las 
aguas a una zona distinta a fin de evitar inundaciones en localidades del país, gozará 
del beneficio previsto por dicho dispositivo, así como la exención en el pago del 
derecho a que se refiere el Capítulo XIV del Título II de dicha Ley, únicamente sobre 
el volumen usado al amparo del título de concesión respecto del cual se emitió el 
certificado de aguas salobres. 
 
Se condonan los créditos fiscales generados hasta el ejercicio fiscal 2013 por 
concepto del derecho por uso, explotación o aprovechamiento de aguas nacionales, 
por los volúmenes concesionados a la Comisión Federal de Electricidad que amparó el 
certificado de aguas salobres. 
 
Séptimo. Las cuotas establecidas en el artículo 244-D de la Ley Federal de Derechos 
se encuentran actualizadas al 1 de enero de 2012. 
 
Octavo. Los concesionarios y permisionarios de bandas de frecuencias del espectro 
radioeléctrico cuyos títulos sean otorgados, prorrogados, renovados o se les autoricen 
servicios adicionales a los autorizados en dichos títulos a partir de la entrada en vigor 
del presente Decreto en la banda de frecuencias de 2500 Mhz a 2690 Mhz, pagarán 
los derechos establecidos en el artículo 244-G de la Ley Federal de Derechos. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será aplicable cuando en los términos del 
artículo cuarto transitorio del “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones”, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, los 
concesionarios y permisionarios de dicha banda de frecuencias presten servicios a 
través de sus redes con un modelo de concesión única o estén efectivamente 
prestando servicios de acceso inalámbrico fijo o móvil. 
 
Los concesionarios y permisionarios a los que se refiere este artículo transitorio no 
estarán obligados al pago de otros derechos por el uso, goce, aprovechamiento o 
explotación de bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico establecidos en el 
Capítulo XI del Título II de la Ley Federal de Derechos. 
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El pago de los derechos a que se refieren los párrafos anteriores se deberá realizar 
sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones fiscales contenidas en los 
respectivos títulos de concesión o permisos, así como las contraprestaciones 
determinadas con base en las leyes sectoriales aplicables con motivo del 
otorgamiento, renovación o prórroga de títulos de concesión o autorización de 
servicios adicionales. 
 
Noveno. Los contribuyentes a que se refiere el artículo 277-B, fracción I, de la Ley 
Federal de Derechos, aplicarán durante los ejercicios fiscales que a continuación se 
indican, la cuota prevista en dicha fracción durante los ejercicios fiscales que a 
continuación se indican y en su caso los factores de acreditamiento contenidos en la 
fracción III del artículo 278 del mismo ordenamiento cuando opten por acreditar, en 
los siguientes porcentajes: 
 
 

Ejercicio fiscal 

Porcentaje 
de 

aplicación 
de la cuota 

2014 30% 
2015 36% 
2016 43% 
2017 51% 
2018 57% 
2019 64% 
2020 72% 
2021 78% 
2022 85% 
2023 93% 
2024 99% 

A partir de 
2025 

100% 

 
Décimo. Se amplía el plazo a que se refiere el párrafo quinto de la fracción IV del 
transitorio Quinto del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Federal de Derechos”, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 24 de diciembre de 2007, hasta el 31 de diciembre de 2014. 
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Para tales efectos, aquellos contribuyentes que se encuentran incorporados a los 
beneficios establecidos en el transitorio Quinto, fracción IV, del Decreto referido en el 
párrafo anterior y en el artículo 279 de la Ley Federal de Derechos, deberán 
presentar solicitud de ampliación del plazo de cumplimiento ante la Comisión Nacional 
del Agua. Dicha Comisión deberá resolver la procedencia de la misma en un término 
no mayor de 15 días hábiles, contados a partir de la fecha de presentación de la 
solicitud a que se refiere el presente párrafo. 
 
Los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigor del presente artículo, no hayan 
solicitado su incorporación a los beneficios establecidos en el transitorio Quinto, 
fracción IV del Decreto referido en el párrafo primero de este numeral y en el artículo 
279 de la Ley Federal de Derechos, podrán presentar una solicitud para gozar de 
dichos beneficios cumpliendo con los requisitos establecidos para tales efectos en las 
mencionadas disposiciones. 
 
Aquellos contribuyentes a que se refiere el primer párrafo de la fracción IV del 
transitorio Quinto del Decreto referido en el párrafo primero de este numeral, podrán 
obtener la condonación de los créditos fiscales a su cargo, determinados o 
autodeterminados que se hayan causado hasta el ejercicio fiscal de 2007, por 
concepto del derecho por el uso o aprovechamiento de bienes del dominio público de 
la Nación como cuerpos receptores de las descargas de aguas residuales, aun cuando 
no rebasen los límites máximos permisibles establecidos en la Ley Federal de 
Derechos, para lo cual solicitarán a la Comisión Nacional del Agua autorización para 
realizar un programa de acciones en materia de saneamiento y tratamiento de aguas 
residuales, siempre y cuando mejoren la calidad de las aguas residuales, ya sea 
mediante cambios en los procesos productivos o para el control o tratamiento de las 
descargas y concluyan dicho programa a más tardar el 31 de diciembre de 2014. 
Dicha dependencia deberá resolver la procedencia de la autorización en un término 
no mayor a 15 días hábiles, contados a partir de la fecha de presentación de la 
solicitud a que se refiere el presente párrafo. 
 
Para los efectos de lo establecido en este numeral, los contribuyentes deberán 
observar lo establecido en la fracción IV del transitorio Quinto del Decreto referido en 
el párrafo primero de este numeral y las “Disposiciones para la aplicación de los 
beneficios establecidos en la Ley Federal de Derechos en materia del derecho por el 
uso o aprovechamiento de bienes de dominio público de la Nación como cuerpos 
receptores de las descargas de aguas residuales, con motivo de la publicación del 
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Federal de Derechos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de 
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diciembre de 2007”, instrumento que se publicó en el mismo órgano de difusión el 3 
de julio de 2008. 
 
La Comisión Nacional del Agua podrá expedir las disposiciones de carácter general 
que sean necesarias para la correcta y debida aplicación de la presente disposición. 
 
Décimo Primero. Para los efectos del artículo 291, en relación con el 3o., cuarto 
párrafo fracciones I y II, de la Ley Federal de Derechos, el Servicio a la Navegación 
en el Espacio Aéreo Mexicano no está obligado a llevar a cabo el procedimiento 
descrito en dichos numerales, respecto de aquellos usuarios que no cuenten con 
registro federal de contribuyentes, domicilio fiscal y/o representante legal en territorio 
nacional. 
 
Décimo Segundo. Cuando en la Ley Federal de Derechos se haga referencia a los 
artículos 92, 215 y 216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, se 
entenderá que se refiere a los artículos 11, 179 y 180 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, respectivamente. 

 
 
ARTÍCULO SÉPTIMO. Se expide la Ley del Impuesto sobre la Renta: 
 

 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 

 
TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Las personas físicas y las morales están obligadas al pago del impuesto 
sobre la renta en los siguientes casos: 

 
I. Las residentes en México, respecto de todos sus ingresos, cualquiera que sea la 

ubicación de la fuente de riqueza de donde procedan. 
 

II. Los residentes en el extranjero que tengan un establecimiento permanente en el 
país, respecto de los ingresos atribuibles a dicho establecimiento permanente. 

 
III. Los residentes en el extranjero, respecto de los ingresos procedentes de fuentes 

de riqueza situadas en territorio nacional, cuando no tengan un establecimiento 
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permanente en el país, o cuando teniéndolo, dichos ingresos no sean atribuibles 
a éste. 

 
Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se considera establecimiento permanente 
cualquier lugar de negocios en el que se desarrollen, parcial o totalmente, actividades 
empresariales o se presten servicios personales independientes. Se entenderá como 
establecimiento permanente, entre otros, las sucursales, agencias, oficinas, fábricas, 
talleres, instalaciones, minas, canteras o cualquier lugar de exploración, extracción o 
explotación de recursos naturales. 

 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando un residente en el extranjero 
actúe en el país a través de una persona física o moral, distinta de un agente 
independiente, se considerará que el residente en el extranjero tiene un 
establecimiento permanente en el país, en relación con todas las actividades que 
dicha persona física o moral realice para el residente en el extranjero, aun cuando no 
tenga en territorio nacional un lugar de negocios o para la prestación de servicios, si 
dicha persona ejerce poderes para celebrar contratos a nombre o por cuenta del 
residente en el extranjero tendientes a la realización de las actividades de éste en el 
país, que no sean de las mencionadas en el artículo 3 de esta Ley. 
 
En caso de que un residente en el extranjero realice actividades empresariales en el 
país, a través de un fideicomiso, se considerará como lugar de negocios de dicho 
residente, el lugar en que el fiduciario realice tales actividades y cumpla por cuenta 
del residente en el extranjero con las obligaciones fiscales derivadas de estas 
actividades. 
 
Se considerará que existe establecimiento permanente de una empresa aseguradora 
residente en el extranjero, cuando ésta perciba ingresos por el cobro de primas 
dentro del territorio nacional u otorgue seguros contra riesgos situados en él, por 
medio de una persona distinta de un agente independiente, excepto en el caso del 
reaseguro. 

 
De igual forma, se considerará que un residente en el extranjero tiene un 
establecimiento permanente en el país, cuando actúe en el territorio nacional a través 
de una persona física o moral que sea un agente independiente, si éste no actúa en 
el marco ordinario de su actividad. Para estos efectos, se considera que un agente 
independiente no actúa en el marco ordinario de sus actividades cuando se ubique en 
cualquiera de los siguientes supuestos: 
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I. Tenga existencias de bienes o mercancías, con las que efectúe entregas por 
cuenta del residente en el extranjero. 

 
II. Asuma riesgos del residente en el extranjero. 
 
III. Actúe sujeto a instrucciones detalladas o al control general del residente en el 

extranjero. 
 
IV. Ejerza actividades que económicamente corresponden al residente en el 

extranjero y no a sus propias actividades. 
 
V. Perciba sus remuneraciones independientemente del resultado de sus 

actividades. 
 

VI. Efectúe operaciones con el residente en el extranjero utilizando precios o 
montos de contraprestaciones distintos de los que hubieran usado partes no 
relacionadas en operaciones comparables. 
 

Tratándose de servicios de construcción de obra, demolición, instalación, 
mantenimiento o montaje en bienes inmuebles, o por actividades de proyección, 
inspección o supervisión relacionadas con ellos, se considerará que existe 
establecimiento permanente solamente cuando los mismos tengan una duración de 
más de 183 días naturales, consecutivos o no, en un periodo de doce meses. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, cuando el residente en el extranjero subcontrate 
con otras empresas los servicios relacionados con construcción de obras, demolición, 
instalaciones, mantenimiento o montajes en bienes inmuebles, o por actividades de 
proyección, inspección o supervisión relacionadas con ellos, los días utilizados por los 
subcontratistas en el desarrollo de estas actividades se adicionarán, en su caso, para 
el cómputo del plazo mencionado. 
 
Se considerarán ingresos atribuibles a un establecimiento permanente en el país, los 
provenientes de la actividad empresarial que desarrolle o los ingresos por honorarios 
y, en general, por la prestación de un servicio personal independiente, así como los 
que deriven de enajenaciones de mercancías o de bienes inmuebles en territorio 
nacional, efectuados por la oficina central de la persona, por otro establecimiento de 
ésta o directamente por el residente en el extranjero, según sea el caso. Sobre dichos 
ingresos se deberá pagar el impuesto en los términos de los Títulos II o IV de esta 
Ley, según corresponda. 
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También se consideran ingresos atribuibles a un establecimiento permanente en el 
país, los que obtenga la oficina central de la sociedad o cualquiera de sus 
establecimientos en el extranjero, en la proporción en que dicho establecimiento 
permanente haya participado en las erogaciones incurridas para su obtención. 
 
Artículo 3. No se considerará que constituye establecimiento permanente: 

 
I. La utilización o el mantenimiento de instalaciones con el único fin de almacenar 

o exhibir bienes o mercancías pertenecientes al residente en el extranjero. 
 

II. La conservación de existencias de bienes o de mercancías pertenecientes al 
residente en el extranjero con el único fin de almacenar o exhibir dichos bienes 
o mercancías o de que sean transformados por otra persona. 

 
III. La utilización de un lugar de negocios con el único fin de comprar bienes o 

mercancías para el residente en el extranjero. 
 

IV. La utilización de un lugar de negocios con el único fin de desarrollar actividades 
de naturaleza previa o auxiliar para las actividades del residente en el 
extranjero, ya sean de propaganda, de suministro de información, de 
investigación científica, de preparación para la colocación de préstamos, o de 
otras actividades similares. 

 
V. El depósito fiscal de bienes o de mercancías de un residente en el extranjero en 

un almacén general de depósito ni la entrega de los mismos para su importación 
al país. 

 
Artículo 4. Los beneficios de los tratados para evitar la doble tributación sólo serán 
aplicables a los contribuyentes que acrediten ser residentes en el país de que se trate 
y cumplan con las disposiciones del propio tratado y de las demás disposiciones de 
procedimiento contenidas en esta Ley, incluyendo la de presentar la declaración 
informativa sobre su situación fiscal en los términos del artículo 32-H del Código 
Fiscal de la Federación o bien, la de presentar el dictamen de estados financieros 
cuando se haya ejercido la opción a que se refiere el artículo 32-A del citado Código, 
y de designar representante legal. 
 
Además de lo previsto en el párrafo anterior, tratándose de operaciones entre partes 
relacionadas, las autoridades fiscales podrán solicitar al contribuyente residente en el 
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extranjero que acredite la existencia de una doble tributación jurídica, a través de 
una manifestación bajo protesta de decir verdad firmada por su representante legal, 
en la que expresamente señale que los ingresos sujetos a imposición en México y 
respecto de los cuales se pretendan aplicar los beneficios del tratado para evitar la 
doble tributación, también se encuentran gravados en su país de residencia, para lo 
cual deberá indicar las disposiciones jurídicas aplicables, así como aquella 
documentación que el contribuyente considere necesaria para tales efectos. 
 
En los casos en que los tratados para evitar la doble tributación establezcan tasas de 
retención inferiores a las señaladas en esta Ley, las tasas establecidas en dichos 
tratados se podrán aplicar directamente por el retenedor; en el caso de que el 
retenedor aplique tasas mayores a las señaladas en los tratados, el residente en el 
extranjero tendrá derecho a solicitar la devolución por la diferencia que corresponda. 
 
Las constancias que expidan las autoridades extranjeras para acreditar la residencia 
surtirán efectos sin necesidad de legalización y solamente será necesario exhibir 
traducción autorizada cuando las autoridades fiscales así lo requieran. 
 
Artículo 5. Los residentes en México podrán acreditar, contra el impuesto que 
conforme a esta Ley les corresponda pagar, el impuesto sobre la renta que hayan 
pagado en el extranjero por los ingresos procedentes de fuente ubicada en el 
extranjero, siempre que se trate de ingresos por los que se esté obligado al pago del 
impuesto en los términos de la presente Ley. El acreditamiento a que se refiere este 
párrafo sólo procederá siempre que el ingreso acumulado, percibido o devengado, 
incluya el impuesto sobre la renta pagado en el extranjero. 
 
Tratándose de ingresos por dividendos o utilidades distribuidos por sociedades 
residentes en el extranjero a personas morales residentes en México, también se 
podrá acreditar el monto proporcional del impuesto sobre la renta pagado por dichas 
sociedades que corresponda al dividendo o utilidad percibido por el residente en 
México. Quien efectúe el acreditamiento a que se refiere este párrafo considerará 
como ingreso acumulable, además del dividendo o utilidad percibido, sin disminuir la 
retención o pago del impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por 
su distribución, el monto proporcional del impuesto sobre la renta corporativo pagado 
por la sociedad, correspondiente al dividendo o utilidad percibido por el residente en 
México, aun cuando el acreditamiento del monto proporcional del impuesto se limite 
en términos del párrafo séptimo de este artículo. El acreditamiento a que se refiere 
este párrafo sólo procederá cuando la persona moral residente en México sea 
propietaria de cuando menos el diez por ciento del capital social de la sociedad 
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residente en el extranjero, al menos durante los seis meses anteriores a la fecha en 
que se pague el dividendo o utilidad de que se trate. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, el monto proporcional del impuesto sobre la 
renta pagado en el extranjero por la sociedad residente en otro país correspondiente 
al dividendo o utilidad percibido por la persona moral residente en México, se 
obtendrá aplicando la siguiente fórmula:  
 

𝑴𝑷𝑰 =
𝑫
𝑼 𝑰𝑪  

 
Donde: 
 

MPI: Monto proporcional del impuesto sobre la renta pagado en el extranjero 
por la sociedad residente en el extranjero en primer nivel corporativo que 
distribuye dividendos o utilidades de manera directa a la persona moral 
residente en México. 

 
D:  Dividendo o utilidad distribuido por la sociedad residente en el extranjero a 

la persona moral residente en México sin disminuir la retención o pago del 
impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por su 
distribución. 

 
U:  Utilidad que sirvió de base para repartir los dividendos, después del pago 

del impuesto sobre la renta en primer nivel corporativo, obtenida por la 
sociedad residente en el extranjero que distribuye dividendos a la persona 
moral residente en México. 

 
IC:  Impuesto sobre la renta corporativo pagado en el extranjero por la 

sociedad residente en el extranjero que distribuyó dividendos a la persona 
moral residente en México.  

 
Adicionalmente a lo previsto en los párrafos anteriores, se podrá acreditar el monto 
proporcional del impuesto sobre la renta pagado por la sociedad residente en el 
extranjero que distribuya dividendos a otra sociedad residente en el extranjero, si 
esta última, a su vez, distribuye dichos dividendos a la persona moral residente en 
México. Quien efectúe el acreditamiento conforme a este párrafo, deberá considerar 
como ingreso acumulable, además del dividendo o utilidad percibido en forma directa 
por la persona moral residente en México, sin disminuir la retención o pago del 
impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por su distribución, el 
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monto proporcional del impuesto sobre la renta corporativo que corresponda al 
dividendo o utilidad percibido en forma indirecta por el que se vaya a efectuar el 
acreditamiento, aun cuando el acreditamiento del monto proporcional del impuesto se 
limite en términos del párrafo séptimo de este artículo. Este monto proporcional del 
impuesto sobre la renta pagado en un segundo nivel corporativo se determinará de 
conformidad con la siguiente fórmula: 

 

𝑴𝑷𝑰𝟐 =
𝑫
𝑼

𝑫𝟐

𝑼𝟐
𝑰𝑪𝟐  

 
Donde: 
 

MPI2:  Monto proporcional del impuesto sobre la renta pagado en el extranjero 
por la sociedad residente en el extranjero en segundo nivel corporativo, 
que distribuye dividendos o utilidades a la otra sociedad extranjera en 
primer nivel corporativo, que a su vez distribuye dividendos o utilidades a 
la persona moral residente en México.  

 
D:  Dividendo o utilidad distribuido por la sociedad residente en el extranjero a 

la persona moral residente en México sin disminuir la retención o pago del 
impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por su 
distribución. 

 
U:  Utilidad que sirvió de base para repartir los dividendos, después del pago 

del impuesto sobre la renta en primer nivel corporativo, obtenida por la 
sociedad residente en el extranjero que distribuye dividendos a la persona 
moral residente en México. 

 
D2:  Dividendo o utilidad distribuida por la sociedad residente en el extranjero a 

la sociedad residente en el extranjero que distribuye dividendos a la 
persona moral residente en México, sin disminuir la retención o pago del 
impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por la primera 
distribución. 

 
U2:  Utilidad que sirvió de base para repartir los dividendos después del pago 

del impuesto sobre la renta en segundo nivel corporativo, obtenida por la 
sociedad residente en el extranjero que distribuye dividendos a la otra 
sociedad residente en el extranjero que distribuye dividendos a la persona 
moral residente en México. 
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IC2:  Impuesto sobre la renta corporativo pagado en el extranjero por la 

sociedad residente en el extranjero que distribuyó dividendos a la otra 
sociedad residente en el extranjero que distribuye dividendos a la persona 
moral residente en México.  

 
El acreditamiento a que se refiere el párrafo anterior, sólo procederá siempre que la 
sociedad residente en el extranjero que haya pagado el impuesto sobre la renta que 
se pretende acreditar se encuentre en un segundo nivel corporativo. Para efectuar 
dicho acreditamiento la persona moral residente en México deberá tener una 
participación directa en el capital social de la sociedad residente en el extranjero que 
le distribuye dividendos de cuando menos un diez por ciento. Esta última sociedad 
deberá ser propietaria de cuando menos el diez por ciento del capital social de la 
sociedad residente en el extranjero en la que el residente en México tenga 
participación indirecta, debiendo ser esta última participación de cuando menos el 
cinco por ciento de su capital social. Los porcentajes de tenencia accionaria señalados 
en este párrafo, deberán haberse mantenido al menos durante los seis meses 
anteriores a la fecha en que se pague el dividendo o utilidad de que se trate. 
Adicionalmente, para efectuar el acreditamiento referido en el párrafo anterior, la 
sociedad residente en el extranjero en la que la persona moral residente en México 
tenga participación indirecta, deberá ser residente en un país con el que México 
tenga un acuerdo amplio de intercambio de información.  
 
Tratándose de personas morales, el monto del impuesto acreditable a que se refiere 
el primer párrafo de este artículo no excederá de la cantidad que resulte de aplicar la 
tasa a que se refiere el artículo 9 de esta Ley, a la utilidad fiscal que resulte conforme 
a las disposiciones aplicables de la presente Ley por los ingresos percibidos en el 
ejercicio de fuente de riqueza ubicada en el extranjero. Para estos efectos, las 
deducciones que sean atribuibles exclusivamente a los ingresos de fuente de riqueza 
ubicada en el extranjero se considerarán al cien por ciento; las deducciones que sean 
atribuibles exclusivamente a los ingresos de fuente de riqueza ubicada en territorio 
nacional no deberán ser consideradas y, las deducciones que sean atribuibles 
parcialmente a ingresos de fuente de riqueza en territorio nacional y parcialmente a 
ingresos de fuente de riqueza en el extranjero, se considerarán en la misma 
proporción que represente el ingreso proveniente del extranjero de que se trate, 
respecto del ingreso total del contribuyente en el ejercicio. El cálculo del límite de 
acreditamiento a que se refiere este párrafo se realizará por cada país o territorio de 
que se trate. 
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Adicionalmente, tratándose de personas morales, la suma de los montos 
proporcionales de los impuestos pagados en el extranjero que se tiene derecho a 
acreditar conforme al segundo y cuarto párrafos de este artículo, no excederá del 
límite de acreditamiento. El límite de acreditamiento se determinará aplicando la 
siguiente fórmula: 
 

𝑳𝑨 =    D+MPI+ MPI2 𝑻 − 𝑰𝑫 
 
Donde:  
 

LA: Límite de acreditamiento por los impuestos sobre la renta corporativos 
pagados en el extranjero en primer y segundo nivel corporativo.  

 
D:  Dividendo o utilidad distribuido por la sociedad residente en el extranjero a 

la persona moral residente en México sin disminuir la retención o pago del 
impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por su 
distribución. 

 
MPI: Monto proporcional del impuesto sobre la renta corporativo pagado en el 

extranjero a que se refiere el tercer párrafo de este artículo. 
 
MPI2: Monto proporcional del impuesto sobre la renta corporativo pagado en el 

extranjero a que se refiere el cuarto párrafo de este artículo. 
 
T:  Tasa a que se refiere el artículo 9 de esta Ley. 
 
ID:  Impuesto acreditable a que se refiere el primer y sexto párrafos de este 

artículo que corresponda al dividendo o utilidad percibido por la persona 
moral residente en México.  

 
 
 
Cuando la persona moral que en los términos de los párrafos anteriores tenga 
derecho a acreditar el impuesto sobre la renta pagado en el extranjero se escinda, el 
derecho al acreditamiento le corresponderá exclusivamente a la sociedad escindente. 
Cuando esta última desaparezca lo podrá transmitir a las sociedades escindidas en la 
proporción en que se divida el capital social con motivo de la escisión. 
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En el caso de las personas físicas, el monto del impuesto acreditable a que se refiere 
el primer párrafo de este artículo, no excederá de la cantidad que resulte de aplicar lo 
previsto en el Capítulo XI del Título IV de esta Ley a los ingresos percibidos en el 
ejercicio de fuente de riqueza ubicada en el extranjero, una vez efectuadas las 
deducciones autorizadas para dichos ingresos de conformidad con el capítulo que 
corresponda del Título IV antes citado. Para estos efectos, las deducciones que no 
sean atribuibles exclusivamente a los ingresos de fuente de riqueza ubicada en el 
extranjero deberán ser consideradas en la proporción antes mencionada. 
 
En el caso de las personas físicas que determinen el impuesto correspondiente a sus 
ingresos por actividades empresariales en los términos del Capítulo II del Título IV de 
esta Ley, el monto del impuesto acreditable a que se refiere el primer párrafo de este 
artículo no excederá de la cantidad que resulte de aplicar al total de los ingresos del 
extranjero la tarifa establecida en el artículo 152 de esta Ley. Para estos efectos, las 
deducciones que no sean atribuibles exclusivamente a los ingresos de fuente de 
riqueza ubicada en el extranjero deberán ser consideradas en la proporción antes 
mencionada. Para fines de este párrafo y del anterior, el cálculo de los límites de 
acreditamiento se realizará por cada país o territorio de que se trate. 
 
Las personas físicas residentes en México que estén sujetas al pago del impuesto en 
el extranjero en virtud de su nacionalidad o ciudadanía, podrán efectuar el 
acreditamiento a que se refiere este artículo hasta por una cantidad equivalente al 
impuesto que hubieran pagado en el extranjero de no haber tenido dicha condición. 
 
Cuando el impuesto acreditable se encuentre dentro de los límites a que se refieren 
los párrafos que anteceden y no pueda acreditarse total o parcialmente, el 
acreditamiento podrá efectuarse en los diez ejercicios siguientes, hasta agotarlo. Para 
los efectos de este acreditamiento, se aplicarán, en lo conducente, las disposiciones 
sobre pérdidas del Capítulo V del Título II de esta Ley.  
 
La parte del impuesto pagado en el extranjero que no sea acreditable de conformidad 
con este artículo, no será deducible para efectos de la presente Ley. 
 
Para determinar el monto del impuesto pagado en el extranjero que pueda 
acreditarse en los términos del segundo y cuarto párrafos de este artículo, se deberá 
efectuar la conversión cambiaria respectiva, considerando el último tipo de cambio 
publicado en el Diario Oficial de la Federación, con anterioridad al último día del 
ejercicio al que corresponda la utilidad con cargo a la cual se pague el dividendo o 
utilidad percibido por el residente en México. En los demás casos a que se refiere 



132 
 

este artículo, para efectos de determinar el monto del impuesto pagado en el 
extranjero que pueda acreditarse, la conversión cambiaria se efectuará considerando 
el promedio mensual de los tipos de cambio diarios publicados en el Diario Oficial de 
la Federación en el mes de calendario en el que se pague el impuesto en el 
extranjero mediante retención o entero. 
 
Los contribuyentes que hayan pagado en el extranjero el impuesto sobre la renta en 
un monto que exceda al previsto en el tratado para evitar la doble tributación que, en 
su caso, sea aplicable al ingreso de que se trate, sólo podrán acreditar el excedente 
en los términos de este artículo una vez agotado el procedimiento de resolución de 
controversias contenido en ese mismo tratado. 
 
No se tendrá derecho al acreditamiento del impuesto pagado en el extranjero, 
cuando su retención o pago esté condicionado a su acreditamiento en los términos de 
esta Ley. 
 
Los contribuyentes deberán contar con la documentación comprobatoria del pago del 
impuesto en todos los casos. Cuando se trate de impuestos retenidos en países con 
los que México tenga celebrados acuerdos amplios de intercambio de información, 
bastará con una constancia de retención. 
 
Las personas morales residentes en México que obtengan ingresos por dividendos o 
utilidades distribuidos por sociedades residentes en el extranjero, deberán calcular los 
montos proporcionales de los impuestos y el límite a que se refiere el párrafo séptimo 
de este artículo, por cada ejercicio fiscal del cual provengan los dividendos 
distribuidos. Para efectos de lo anterior, las personas morales residentes en México 
estarán obligadas a llevar un registro que permita identificar el ejercicio al cual 
corresponden los dividendos o utilidades distribuidas por la sociedad residente en el 
extranjero. En el caso de que la persona moral residente en México no tenga 
elementos para identificar el ejercicio fiscal al que correspondan los dividendos o 
utilidades distribuidas, en el registro a que se refiere este párrafo se considerará que 
las primeras utilidades generadas por dicha sociedad son las primeras que se 
distribuyen. Los contribuyentes deberán mantener toda la documentación que 
compruebe la información señalada en el registro a que se refiere este párrafo. Los 
residentes en México que no mantengan el registro o la documentación mencionados, 
o que no realicen el cálculo de la manera señalada anteriormente, no tendrán 
derecho a acreditar el impuesto al que se refieren los párrafos segundo y cuarto de 
este artículo. El registro mencionado en este párrafo deberá llevarse a partir de la 
adquisición de la tenencia accionaria, pero deberá contener la información relativa a 
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las utilidades respecto de las cuales se distribuyan dividendos o utilidades, aunque 
correspondan a ejercicios anteriores. 
 
Cuando un residente en el extranjero tenga un establecimiento permanente en 
México y sean atribuibles a dicho establecimiento ingresos de fuente ubicada en el 
extranjero, se podrá efectuar el acreditamiento en los términos señalados en este 
artículo, únicamente por aquellos ingresos atribuibles que hayan sido sujetos a 
retención. 
 
Se considerará que un impuesto pagado en el extranjero tiene la naturaleza de un 
impuesto sobre la renta cuando cumpla con lo establecido en las reglas generales 
que expida el Servicio de Administración Tributaria. Se considerará que un impuesto 
pagado en el extranjero tiene naturaleza de impuesto sobre la renta cuando se 
encuentre expresamente señalado como un impuesto comprendido en un tratado 
para evitar la doble imposición en vigor de los que México sea parte. 
 
Artículo 6. Cuando esta Ley prevenga el ajuste o la actualización de los valores de 
bienes o de operaciones, que por el transcurso del tiempo y con motivo de los 
cambios de precios en el país han variado, se estará a lo siguiente: 

 
I. Para calcular la modificación en el valor de los bienes o de las operaciones, en 

un periodo, se utilizará el factor de ajuste que corresponda conforme a lo 
siguiente: 

 
a) Cuando el periodo sea de un mes, se utilizará el factor de ajuste mensual 

que se obtendrá restando la unidad del cociente que resulte de dividir el 
Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes de que se trate, entre el 
mencionado índice del mes inmediato anterior. 

 
b) Cuando el periodo sea mayor de un mes se utilizará el factor de ajuste que 

se obtendrá restando la unidad del cociente que resulte de dividir el Índice 
Nacional de Precios al Consumidor del mes más reciente del periodo, entre 
el citado índice correspondiente al mes más antiguo de dicho periodo. 

 
II. Para determinar el valor de un bien o de una operación al término de un 

periodo, se utilizará el factor de actualización que se obtendrá dividiendo el 
Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes más reciente del periodo, 
entre el citado índice correspondiente al mes más antiguo de dicho periodo. 
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Artículo 7. Cuando en esta Ley se haga mención a persona moral, se entienden 
comprendidas, entre otras, las sociedades mercantiles, los organismos 
descentralizados que realicen preponderantemente actividades empresariales, las 
instituciones de crédito, las sociedades y asociaciones civiles y la asociación en 
participación cuando a través de ella se realicen actividades empresariales en México. 
 
En los casos en los que se haga referencia a acciones, se entenderán incluidos los 
certificados de aportación patrimonial emitidos por las sociedades nacionales de 
crédito, las partes sociales, las participaciones en asociaciones civiles y los 
certificados de participación ordinarios emitidos con base en fideicomisos sobre 
acciones que sean autorizados conforme a la legislación aplicable en materia de 
inversión extranjera. Cuando se haga referencia a accionistas, quedarán 
comprendidos los titulares de los certificados a que se refiere este párrafo, de las 
partes sociales y de las participaciones señaladas. Tratándose de sociedades cuyo 
capital esté representado por partes sociales, cuando en esta Ley se haga referencia 
al costo comprobado de adquisición de acciones, se deberá considerar la parte 
alícuota que representen las partes sociales en el capital social de la sociedad de que 
se trate. 
 
El sistema financiero, para los efectos de esta Ley, se compone por el Banco de 
México, las instituciones de crédito, de seguros y de fianzas, sociedades 
controladoras de grupos financieros, almacenes generales de depósito, 
administradoras de fondos para el retiro, arrendadoras financieras, uniones de 
crédito, sociedades financieras populares, sociedades de inversión de renta variable, 
sociedades de inversión en instrumentos de deuda, empresas de factoraje financiero, 
casas de bolsa, casas de cambio y sociedades financieras de objeto limitado, que 
sean residentes en México o en el extranjero. Se considerarán integrantes del sistema 
financiero a las sociedades financieras de objeto múltiple a las que se refiere la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito que tengan cuentas y 
documentos por cobrar derivados de las actividades que deben constituir su objeto 
social principal, conforme a lo dispuesto en dicha Ley, que representen al menos el 
setenta por ciento de sus activos totales, o bien, que tengan ingresos derivados de 
dichas actividades y de la enajenación o administración de los créditos otorgados por 
ellas, que representen al menos el setenta por ciento de sus ingresos totales. Para los 
efectos de la determinación del porcentaje del setenta por ciento, no se considerarán 
los activos o ingresos que deriven de la enajenación a crédito de bienes o servicios de 
las propias sociedades, de las enajenaciones que se efectúen con cargo a tarjetas de 
crédito o financiamientos otorgados por terceros. 
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Tratándose de sociedades de objeto múltiple de nueva creación, el Servicio de 
Administración Tributaria mediante resolución particular en la que se considere el 
programa de cumplimiento que al efecto presente el contribuyente podrá establecer 
para los tres primeros ejercicios de dichas sociedades, un porcentaje menor al 
señalado en el párrafo anterior, para ser consideradas como integrantes del sistema 
financiero para los efectos de esta Ley. 
 
Para los efectos de esta ley, se considera previsión social las erogaciones efectuadas 
que tengan por objeto satisfacer contingencias o necesidades presentes o futuras, así 
como el otorgar beneficios a favor de los trabajadores o de los socios o miembros de 
las sociedades cooperativas, tendientes a su superación física, social, económica o 
cultural, que les permitan el mejoramiento en su calidad de vida y en la de su familia. 
En ningún caso se considerará previsión social a las erogaciones efectuadas a favor 
de personas que no tengan el carácter de trabajadores o de socios o miembros de 
sociedades cooperativas. 
 
Para los efectos de esta Ley, se consideran depositarios de valores a las instituciones 
de crédito, a las sociedades operadoras de sociedades de inversión, a las sociedades 
distribuidoras de acciones de sociedades de inversión, a las casas de bolsa y a las 
instituciones para el depósito de valores del país concesionadas por el Gobierno 
Federal de conformidad con lo establecido en la Ley del Mercado de Valores, que 
presten el servicio de custodia y administración de títulos. 
 
Artículo 8. Para los efectos de esta Ley, se consideran intereses, cualquiera que sea 
el nombre con que se les designe, a los rendimientos de créditos de cualquier clase. 
Se entiende que, entre otros, son intereses: los rendimientos de la deuda pública, de 
los bonos u obligaciones, incluyendo descuentos, primas y premios; los premios de 
reportos o de préstamos de valores; el monto de las comisiones que correspondan 
con motivo de apertura o garantía de créditos; el monto de las contraprestaciones 
correspondientes a la aceptación de un aval, del otorgamiento de una garantía o de 
la responsabilidad de cualquier clase, excepto cuando dichas contraprestaciones 
deban hacerse a instituciones de seguros o fianzas; la ganancia en la enajenación de 
bonos, valores y otros títulos de crédito, siempre que sean de los que se colocan 
entre el gran público inversionista, conforme a las reglas generales que al efecto 
expida el Servicio de Administración Tributaria. 
 
En las operaciones de factoraje financiero, se considerará interés la ganancia 
derivada de los derechos de crédito adquiridos por empresas de factoraje financiero y 
sociedades financieras de objeto múltiple. 
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En los contratos de arrendamiento financiero, se considera interés la diferencia entre 
el total de pagos y el monto original de la inversión. 
 
La cesión de derechos sobre los ingresos por otorgar el uso o goce temporal de 
inmuebles, se considerará como una operación de financiamiento; la cantidad que se 
obtenga por la cesión se tratará como préstamo, debiendo acumularse las rentas 
devengadas conforme al contrato, aun cuando éstas se cobren por el adquirente de 
los derechos. La contraprestación pagada por la cesión se tratará como crédito o 
deuda, según sea el caso, y la diferencia con las rentas tendrá el tratamiento de 
interés. El importe del crédito o deuda generará el ajuste anual por inflación en los 
términos del Capítulo III del Título II de esta Ley, el que será acumulable o 
deducible, según sea el caso, considerando para su cuantificación, la tasa de 
descuento que se haya tomado para la cesión del derecho, el total de las rentas que 
abarca la cesión, el valor que se pague por dichas rentas y el plazo que se hubiera 
determinado en el contrato, en los términos que establezca el Reglamento de esta 
Ley. 
 
Cuando los créditos, deudas, operaciones o el importe de los pagos de los contratos 
de arrendamiento financiero, se ajusten mediante la aplicación de índices, factores o 
de cualquier otra forma, inclusive mediante el uso de unidades de inversión, se 
considerará el ajuste como parte del interés. 
 
Se dará el tratamiento que esta Ley establece para los intereses, a las ganancias o 
pérdidas cambiarias, devengadas por la fluctuación de la moneda extranjera, 
incluyendo las correspondientes al principal y al interés mismo. La pérdida cambiaria 
no podrá exceder de la que resultaría de considerar el tipo de cambio para solventar 
obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República Mexicana 
establecido por el Banco de México, que al efecto se publique en el Diario Oficial de la 
Federación, correspondiente al día en que se sufra la pérdida. 
 
Se dará el tratamiento establecido en esta Ley para los intereses, a la ganancia 
proveniente de la enajenación de las acciones de las sociedades de inversión en 
instrumentos de deuda a que se refiere la Ley de Sociedades de Inversión. 
 

TÍTULO II 
DE LAS PERSONAS MORALES 
DISPOSICIONES GENERALES 
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Artículo 9. Las personas morales deberán calcular el impuesto sobre la renta, 
aplicando al resultado fiscal obtenido en el ejercicio la tasa del 30%. 
 
El resultado fiscal del ejercicio se determinará como sigue: 
 
I. Se obtendrá la utilidad fiscal disminuyendo de la totalidad de los ingresos 

acumulables obtenidos en el ejercicio, las deducciones autorizadas por este 
Título y la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas 
pagada en el ejercicio, en los términos del artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
II. A la utilidad fiscal del ejercicio se le disminuirán, en su caso, las pérdidas 

fiscales pendientes de aplicar de ejercicios anteriores. 
 
El impuesto del ejercicio se pagará mediante declaración que presentarán ante las 
oficinas autorizadas, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la que termine 
el ejercicio fiscal. 
 
Para determinar la renta gravable a que se refiere el inciso e) de la fracción IX del 
artículo 123, apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
no se disminuirá la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas 
pagada en el ejercicio ni las pérdidas fiscales pendientes de aplicar de ejercicios 
anteriores.  
 
Para la determinación de la renta gravable en materia de participación de los 
trabajadores en las utilidades de las empresas, los contribuyentes deberán disminuir 
de los ingresos acumulables las cantidades que no hubiesen sido deducibles en los 
términos de la fracción XXX del artículo 28 de esta Ley. 
 
Artículo 10. Las personas morales que distribuyan dividendos o utilidades deberán 
calcular y enterar el impuesto que corresponda a los mismos, aplicando la tasa 
establecida en el artículo 9 de la presente Ley. Para estos efectos, los dividendos o 
utilidades distribuidos se adicionarán con el impuesto sobre la renta que se deba 
pagar en los términos de este artículo. Para determinar el impuesto que se debe 
adicionar a los dividendos o utilidades, éstos se deberán multiplicar por el factor de 
1.4286 y al resultado se le aplicará la tasa establecida en el citado artículo 9 de esta 
Ley. El impuesto correspondiente a las utilidades distribuidas a que se refiere el 
artículo 78 de la presente Ley, se calculará en los términos de dicho precepto. 
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Tratándose de la distribución de dividendos o utilidades mediante el aumento de 
partes sociales o la entrega de acciones de la misma persona moral o cuando se 
reinviertan en la suscripción y pago del aumento de capital de la misma persona 
dentro de los 30 días naturales siguientes a su distribución, el dividendo o la utilidad 
se entenderá percibido en el año de calendario en el que se pague el reembolso por 
reducción de capital o por liquidación de la persona moral de que se trate, en los 
términos del artículo 78 de esta Ley. 
 
No se estará obligado al pago del impuesto a que se refiere este artículo cuando los 
dividendos o utilidades provengan de la cuenta de utilidad fiscal neta que establece la 
presente Ley. 
 
El impuesto a que se refiere este artículo, se pagará además del impuesto del 
ejercicio a que se refiere el artículo 9 de esta Ley, tendrá el carácter de pago 
definitivo y se enterará ante las oficinas autorizadas, a más tardar el día 17 del mes 
inmediato siguiente a aquél en el que se pagaron los dividendos o utilidades. 
 
Cuando los contribuyentes a que se refiere este artículo distribuyan dividendos o 
utilidades y como consecuencia de ello paguen el impuesto que establece este 
artículo, podrán acreditar dicho impuesto de acuerdo a lo siguiente: 

 
I. El acreditamiento únicamente podrá efectuarse contra el impuesto sobre la 

renta del ejercicio que resulte a cargo de la persona moral en el ejercicio en el 
que se pague el impuesto a que se refiere este artículo. 
 
El monto del impuesto que no se pueda acreditar conforme al párrafo anterior, 
se podrá acreditar hasta en los dos ejercicios inmediatos siguientes contra el 
impuesto del ejercicio y contra los pagos provisionales de los mismos. Cuando el 
impuesto del ejercicio sea menor que el monto que se hubiese acreditado en los 
pagos provisionales, únicamente se considerará acreditable contra el impuesto 
del ejercicio un monto igual a este último. 
 
Cuando el contribuyente no acredite en un ejercicio el impuesto a que se refiere 
el cuarto párrafo de este artículo, pudiendo haberlo hecho conforme al mismo, 
perderá el derecho a hacerlo en los ejercicios posteriores hasta por la cantidad 
en la que pudo haberlo efectuado. 
 

II. Para los efectos del artículo 77 de esta Ley, en el ejercicio en el que acrediten el 
impuesto conforme a la fracción anterior, los contribuyentes deberán disminuir 
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de la utilidad fiscal neta calculada en los términos de dicho precepto, la cantidad 
que resulte de dividir el impuesto acreditado entre el factor 0.4286. 

 
Para los efectos de este artículo, no se considerarán dividendos o utilidades 
distribuidos, la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas. 
 
Las personas morales que distribuyan los dividendos o utilidades a que se refiere el 
artículo 140 fracciones I y II de esta Ley, calcularán el impuesto sobre dichos 
dividendos o utilidades aplicando sobre los mismos la tasa establecida en el artículo 9 
de la presente Ley. Este impuesto tendrá el carácter de definitivo. 
 
Artículo 11. Tratándose de intereses que se deriven de créditos otorgados a 
personas morales o a establecimientos permanentes en el país de residentes en el 
extranjero, por personas residentes en México o en el extranjero, que sean partes 
relacionadas de la persona que paga el crédito, los contribuyentes considerarán, para 
efectos de esta Ley, que los intereses derivados de dichos créditos tendrán el 
tratamiento fiscal de dividendos cuando se actualice alguno de los siguientes 
supuestos: 
 
I. El deudor formule por escrito promesa incondicional de pago parcial o total del 

crédito recibido, a una fecha determinable en cualquier momento por el 
acreedor. 

 
II. Los intereses no sean deducibles conforme a lo establecido en la fracción XIII 

del artículo 27 de esta Ley. 
 
III. En caso de incumplimiento por el deudor, el acreedor tenga derecho a intervenir 

en la dirección o administración de la sociedad deudora. 
 
IV. Los intereses que deba pagar el deudor estén condicionados a la obtención de 

utilidades o que su monto se fije con base en dichas utilidades. 
 
V. Los intereses provengan de créditos respaldados, inclusive cuando se otorguen 

a través de una institución financiera residente en el país o en el extranjero. 
 

Para los efectos de esta fracción, se consideran créditos respaldados las 
operaciones por medio de las cuales una persona le proporciona efectivo, bienes 
o servicios a otra persona, quien a su vez le proporciona directa o 
indirectamente, efectivo, bienes o servicios a la persona mencionada en primer 
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lugar o a una parte relacionada de ésta. También se consideran créditos 
respaldados aquellas operaciones en las que una persona otorga un 
financiamiento y el crédito está garantizado por efectivo, depósito de efectivo, 
acciones o instrumentos de deuda de cualquier clase, de una parte relacionada 
o del mismo acreditado, en la medida en la que esté garantizado de esta forma. 
Para estos efectos, se considera que el crédito también está garantizado en los 
términos de esta fracción, cuando su otorgamiento se condicione a la 
celebración de uno o varios contratos que otorguen un derecho de opción a 
favor del acreditante o de una parte relacionada de éste, cuyo ejercicio dependa 
del incumplimiento parcial o total del pago del crédito o de sus accesorios a 
cargo del acreditado. 
 
Tendrán el tratamiento de créditos respaldados a que se refiere esta fracción, el 
conjunto de operaciones financieras derivadas de deuda o de aquéllas a que se 
refiere el artículo 21 de esta Ley, celebradas por dos o más partes relacionadas 
con un mismo intermediario financiero, donde las operaciones de una de las 
partes dan origen a las otras, con el propósito primordial de transferir un monto 
definido de recursos de una parte relacionada a la otra. También tendrán este 
tratamiento, las operaciones de descuento de títulos de deuda que se liquiden 
en efectivo o en bienes, que de cualquier forma se ubiquen en los supuestos 
previstos en el párrafo anterior. 
 
No se considerarán créditos respaldados, las operaciones en las que se otorgue 
financiamiento a una persona y el crédito esté garantizado por acciones o 
instrumentos de deuda de cualquier clase, propiedad del acreditado o de partes 
relacionadas de éste que sean residentes en México, cuando el acreditante no 
pueda disponer legalmente de aquéllos, salvo en el caso en el que el acreditado 
incumpla con cualesquiera de las obligaciones pactadas en el contrato de crédito 
respectivo. 

 
Artículo 12. Dentro del mes siguiente a la fecha en la que termine la liquidación de 
una sociedad, el liquidador deberá presentar la declaración final del ejercicio de 
liquidación. El liquidador deberá presentar pagos provisionales mensuales a cuenta 
del impuesto del ejercicio de liquidación, a más tardar el día 17 del mes inmediato 
posterior a aquél al que corresponda el pago, en los términos del artículo 14 de esta 
Ley, en tanto se lleve a cabo la liquidación total del activo. En dichos pagos 
provisionales no se considerarán los activos de establecimientos ubicados en el 
extranjero. Al término de cada año de calendario, el liquidador deberá presentar una 
declaración, a más tardar el día 17 del mes de enero del año siguiente, en donde 
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determinará y enterará el impuesto correspondiente al periodo comprendido desde el 
inicio de la liquidación y hasta el último mes del año de que se trate y acreditará los 
pagos provisionales y anuales efectuados con anterioridad correspondientes al 
periodo antes señalado. La última declaración será la del ejercicio de liquidación, 
incluirá los activos de los establecimientos ubicados en el extranjero y se deberá 
presentar a más tardar el mes siguiente a aquél en el que termine la liquidación, aun 
cuando no hayan transcurrido doce meses desde la última declaración. 
 
Para los efectos de esta Ley, se entenderá que una persona moral residente en 
México se liquida, cuando deje de ser residente en México en los términos del Código 
Fiscal de la Federación o conforme a lo previsto en un tratado para evitar la doble 
tributación en vigor celebrado por México. Para estos efectos, se considerarán 
enajenados todos los activos que la persona moral tenga en México y en el extranjero 
y como valor de los mismos, el de mercado a la fecha del cambio de residencia; 
cuando no se conozca dicho valor, se estará al avalúo que para tales efectos lleve a 
cabo la persona autorizada por las autoridades fiscales. El impuesto que se determine 
se deberá enterar dentro de los 15 días siguientes a aquél en el que suceda el cambio 
de residencia fiscal. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, se deberá nombrar un representante legal que 
reúna los requisitos establecidos en el artículo 174 de esta Ley. Dicho representante 
deberá conservar a disposición de las autoridades fiscales la documentación 
comprobatoria relacionada con el pago del impuesto por cuenta del contribuyente, 
durante el plazo establecido en el Código Fiscal de la Federación, contado a partir del 
día siguiente a aquél en que se hubiere presentado la declaración. 
 
El representante legal que se nombre en los términos de este artículo, será 
responsable solidario por las contribuciones que deba pagar la persona moral 
residente en México que se liquida. 
 
Artículo 13. Cuando se realicen actividades empresariales a través de un 
fideicomiso, la fiduciaria determinará en los términos del Título II de esta Ley, el 
resultado o la pérdida fiscal de dichas actividades en cada ejercicio y cumplirá por 
cuenta del conjunto de los fideicomisarios las obligaciones señaladas en esta Ley, 
incluso la de efectuar pagos provisionales. 
 
La fiduciaria deberá expedir a los fideicomisarios o fideicomitentes, en su caso, 
comprobante fiscal en que consten los ingresos y retenciones derivados de las 
actividades empresariales realizadas a través del fideicomiso de que se trate. 
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Los fideicomisarios acumularán a sus demás ingresos del ejercicio, la parte del 
resultado fiscal de dicho ejercicio derivada de las actividades empresariales realizadas 
a través del fideicomiso que les corresponda, de acuerdo con lo estipulado en el 
contrato de fideicomiso y acreditarán en esa proporción el monto de los pagos 
provisionales efectuados por el fiduciario. La pérdida fiscal derivada de las actividades 
empresariales realizadas a través del fideicomiso sólo podrá ser disminuida de las 
utilidades fiscales de ejercicios posteriores derivadas de las actividades realizadas a 
través de ese mismo fideicomiso en los términos del Capítulo V del Título II de esta 
Ley. 
 
Cuando haya pérdidas fiscales pendientes de disminuir al extinguirse el fideicomiso, el 
saldo actualizado de dichas pérdidas se distribuirá entre los fideicomisarios en la 
proporción que les corresponda conforme a lo pactado en el contrato de fideicomiso y 
podrán deducirlo en el ejercicio en que se extinga el fideicomiso hasta por el monto 
actualizado de sus aportaciones al fideicomiso que no recupere cada uno de los 
fideicomisarios en lo individual. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, la fiduciaria deberá llevar una cuenta de capital 
de aportación por cada uno de los fideicomisarios, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 78 de esta Ley, en la que se registrarán las aportaciones en efectivo y 
en bienes que haga al fideicomiso cada uno de ellos. 
 
Las entregas de efectivo o bienes provenientes del fideicomiso que la fiduciaria haga 
a los fideicomisarios se considerarán reembolsos de capital aportado hasta que se 
recupere dicho capital y disminuirán el saldo de cada una de las cuentas individuales 
de capital de aportación que lleve la fiduciaria por cada uno de los fideicomisarios 
hasta que se agote el saldo de cada una de dichas cuentas. 
 
Para los efectos de determinar la utilidad o pérdida fiscal del ejercicio derivada de las 
actividades empresariales realizadas a través del fideicomiso, dentro de las 
deducciones se incluirá la que corresponda a los bienes aportados al fideicomiso por 
el fideicomitente cuando sea a su vez fideicomisario y no reciba contraprestación 
alguna en efectivo u otros bienes por ellos, considerando como costo de adquisición 
de los mismos el monto original de la inversión actualizado aún no deducido o el 
costo promedio por acción, según el bien de que se trate, que tenga el fideicomitente 
al momento de su aportación al fideicomiso y ese mismo costo de adquisición deberá 
registrarse en la contabilidad del fideicomiso y en la cuenta de capital de aportación 
de quien corresponda. El fideicomitente que aporte los bienes a que se refiere este 
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párrafo no podrá efectuar la deducción de dichos bienes en la determinación de sus 
utilidades o pérdidas fiscales derivadas de sus demás actividades. 
 
Cuando los bienes aportados al fideicomiso a los que se refiere el párrafo anterior se 
regresen a los fideicomitentes que los aportaron, los mismos se considerarán 
reintegrados al valor fiscal que tengan en la contabilidad del fideicomiso al momento 
en que sean regresados y en ese mismo valor se considerarán readquiridos por las 
personas que los aportaron. 
 
Los pagos provisionales del impuesto sobre la renta correspondientes a las 
actividades empresariales realizadas a través del fideicomiso se calcularán de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo 14 de esta Ley. En el primer año de calendario de 
operaciones del fideicomiso o cuando no resulte coeficiente de utilidad conforme a lo 
anterior, se considerará como coeficiente de utilidad para los efectos de los pagos 
provisionales, el que corresponda en los términos del artículo 58 del Código Fiscal de 
la Federación, a la actividad preponderante que se realice mediante el fideicomiso. 
Para tales efectos, la fiduciaria presentará una declaración por sus propias actividades 
y otra por cada uno de los fideicomisos. 
 
Cuando alguno de los fideicomisarios sea persona física residente en México, 
considerará como ingresos por actividades empresariales la parte del resultado o la 
utilidad fiscal derivada de las actividades empresariales realizadas a través del 
fideicomiso que le corresponda de acuerdo con lo pactado en el contrato. 
 
Se considera que los residentes en el extranjero que sean fideicomisarios tienen 
establecimiento permanente en México por las actividades empresariales realizadas 
en el país a través del fideicomiso y deberán presentar su declaración anual del 
impuesto sobre la renta por la parte que les corresponda del resultado o la utilidad 
fiscal del ejercicio derivada de dichas actividades. 
 
En los casos en que no se hayan designado fideicomisarios o éstos no puedan 
identificarse, se entenderá que las actividades empresariales realizadas a través del 
fideicomiso las realiza el fideicomitente. 
 
Los fideicomisarios o, en su caso, el fideicomitente, responderán por el 
incumplimiento de las obligaciones que por su cuenta deba cumplir la fiduciaria. 
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Artículo 14. Los contribuyentes efectuarán pagos provisionales mensuales a cuenta 
del impuesto del ejercicio, a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquél 
al que corresponda el pago, conforme a las bases que a continuación se señalan: 

 
I. Se calculará el coeficiente de utilidad correspondiente al último ejercicio de doce 

meses por el que se hubiera o debió haberse presentado declaración. El 
resultado se dividirá entre los ingresos nominales del mismo ejercicio. 

 
Las personas morales que distribuyan anticipos o rendimientos en los términos 
de la fracción II del artículo 94 de esta Ley, adicionarán a la utilidad fiscal o 
reducirán de la pérdida fiscal, según corresponda, el monto de los anticipos y 
rendimientos que, en su caso, hubieran distribuido a sus miembros en los 
términos de la fracción mencionada, en el ejercicio por el que se calcule el 
coeficiente. 

 
Tratándose del segundo ejercicio fiscal, el primer pago provisional comprenderá 
el primero, el segundo y el tercer mes del ejercicio, y se considerará el 
coeficiente de utilidad fiscal del primer ejercicio, aun cuando no hubiera sido de 
doce meses. 

 
Cuando en el último ejercicio de doce meses no resulte coeficiente de utilidad 
conforme a lo dispuesto en esta fracción, se aplicará el correspondiente al 
último ejercicio de doce meses por el que se tenga dicho coeficiente, sin que 
ese ejercicio sea anterior en más de cinco años a aquél por el que se deban 
efectuar los pagos provisionales. 

 
II. La utilidad fiscal para el pago provisional se determinará multiplicando el 

coeficiente de utilidad que corresponda conforme a la fracción anterior, por los 
ingresos nominales correspondientes al periodo comprendido desde el inicio del 
ejercicio y hasta el último día del mes al que se refiere el pago. 

 
Las personas morales que distribuyan anticipos o rendimientos en los términos 
de la fracción II del artículo 94 de esta Ley, disminuirán la utilidad fiscal para el 
pago provisional que se obtenga conforme al párrafo anterior con el importe de 
los anticipos y rendimientos que las mismas distribuyan a sus miembros en los 
términos de la fracción mencionada, en el periodo comprendido desde el inicio 
del ejercicio y hasta el último día del mes al que se refiere el pago. Se deberá 
expedir comprobante fiscal en el que conste el monto de los anticipos y 
rendimientos distribuidos, así como el impuesto retenido. 
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A la utilidad fiscal determinada conforme a esta fracción se le restará, en su 
caso, la pérdida fiscal de ejercicios anteriores pendiente de aplicar contra las 
utilidades fiscales, sin perjuicio de disminuir dicha pérdida de la utilidad fiscal 
del ejercicio. 
 

III. Los pagos provisionales serán las cantidades que resulten de aplicar la tasa 
establecida en el artículo 9 de esta Ley, sobre la utilidad fiscal que se determine 
en los términos de la fracción que antecede, pudiendo acreditarse contra el 
impuesto a pagar los pagos provisionales del mismo ejercicio efectuados con 
anterioridad. También podrá acreditarse contra dichos pagos provisionales la 
retención que se le hubiera efectuado al contribuyente en el periodo, en los 
términos del artículo 54 de esta Ley. 

 
Tratándose del ejercicio de liquidación, para calcular los pagos provisionales 
mensuales correspondientes, se considerará como coeficiente de utilidad para los 
efectos de dichos pagos provisionales el que corresponda a la última declaración que 
al término de cada año de calendario el liquidador hubiera presentado o debió haber 
presentado en los términos del artículo 12 de esta Ley o el que corresponda de 
conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de la fracción I de este artículo. 
 
Los ingresos nominales a que se refiere este artículo serán los ingresos acumulables, 
excepto el ajuste anual por inflación acumulable. Tratándose de créditos o de 
operaciones denominados en unidades de inversión, se considerarán ingresos 
nominales para los efectos de este artículo, los intereses conforme se devenguen, 
incluyendo el ajuste que corresponda al principal por estar los créditos u operaciones 
denominados en dichas unidades. 
 
Los contribuyentes que inicien operaciones con motivo de una fusión de sociedades 
en la que surja una nueva sociedad, efectuarán, en dicho ejercicio, pagos 
provisionales a partir del mes en el que ocurra la fusión. Para los efectos de lo 
anterior, el coeficiente de utilidad a que se refiere el primer párrafo de la fracción I 
de este artículo, se calculará considerando de manera conjunta las utilidades o las 
pérdidas fiscales y los ingresos de las sociedades que se fusionan. En el caso de que 
las sociedades que se fusionan se encuentren en el primer ejercicio de operación, el 
coeficiente se calculará utilizando los conceptos señalados correspondientes a dicho 
ejercicio. Cuando no resulte coeficiente en los términos de este párrafo, se aplicará lo 
dispuesto en el último párrafo de la fracción I de este artículo, considerando lo 
señalado en este párrafo. 
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Los contribuyentes que inicien operaciones con motivo de la escisión de sociedades 
efectuarán pagos provisionales a partir del mes en el que ocurra la escisión, 
considerando, para ese ejercicio, el coeficiente de utilidad de la sociedad escindente 
en el mismo. El coeficiente a que se refiere este párrafo, también se utilizará para los 
efectos del último párrafo de la fracción I de este artículo. La sociedad escindente 
considerará como pagos provisionales efectivamente enterados con anterioridad a la 
escisión, la totalidad de dichos pagos que hubiera efectuado en el ejercicio en el que 
ocurrió la escisión y no se podrán asignar a las sociedades escindidas, aun cuando la 
sociedad escindente desaparezca. 
 
Los contribuyentes deberán presentar las declaraciones de pagos provisionales 
siempre que haya impuesto a pagar, saldo a favor o cuando se trate de la primera 
declaración en la que no tengan impuesto a cargo. No deberán presentar 
declaraciones de pagos provisionales en el ejercicio de iniciación de operaciones, 
cuando hubieran presentado el aviso de suspensión de actividades que previene el 
Reglamento del Código Fiscal de la Federación ni en los casos en que no haya 
impuesto a cargo ni saldo a favor y no se trate de la primera declaración con esta 
característica. 
 
Los contribuyentes, para determinar los pagos provisionales a que se refiere el 
presente artículo, estarán a lo siguiente: 

 
a) No se considerarán los ingresos de fuente de riqueza ubicada en el extranjero 

que hayan sido objeto de retención por concepto de impuesto sobre la renta ni 
los ingresos atribuibles a sus establecimientos ubicados en el extranjero que 
estén sujetos al pago del impuesto sobre la renta en el país donde se 
encuentren ubicados estos establecimientos. 

 
b) Los contribuyentes que estimen que el coeficiente de utilidad que deben aplicar 

para determinar los pagos provisionales es superior al coeficiente de utilidad del 
ejercicio al que correspondan dichos pagos, podrán, a partir del segundo 
semestre del ejercicio, solicitar autorización para disminuir el monto de los que 
les correspondan. Cuando con motivo de la autorización para disminuir los 
pagos provisionales resulte que los mismos se hubieran cubierto en cantidad 
menor a la que les hubiera correspondido en los términos de este artículo de 
haber tomado los datos relativos al coeficiente de utilidad de la declaración del 
ejercicio en el cual se disminuyó el pago, se cubrirán recargos por la diferencia 
entre los pagos autorizados y los que les hubieran correspondido. 
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Artículo 15. Los contribuyentes sujetos a un procedimiento de concurso mercantil, 
podrán disminuir el monto de las deudas perdonadas conforme al convenio suscrito 
con sus acreedores reconocidos, en los términos establecidos en la Ley de Concursos 
Mercantiles, de las pérdidas pendientes de disminuir que tengan en el ejercicio en el 
que dichos acreedores les perdonen las deudas citadas. Cuando el monto de las 
deudas perdonadas sea mayor a las pérdidas fiscales pendientes de disminuir, la 
diferencia que resulte no se considerará como ingreso acumulable. 
 

CAPÍTULO I 
DE LOS INGRESOS 

 
Artículo 16. Las personas morales residentes en el país, incluida la asociación en 
participación, acumularán la totalidad de los ingresos en efectivo, en bienes, en 
servicio, en crédito o de cualquier otro tipo, que obtengan en el ejercicio, inclusive los 
provenientes de sus establecimientos en el extranjero. El ajuste anual por inflación 
acumulable es el ingreso que obtienen los contribuyentes por la disminución real de 
sus deudas. 
 
Para los efectos de este Título, no se consideran ingresos los que obtenga el 
contribuyente por aumento de capital, por pago de la pérdida por sus accionistas, por 
primas obtenidas por la colocación de acciones que emita la propia sociedad o por 
utilizar para valuar sus acciones el método de participación ni los que obtengan con 
motivo de la revaluación de sus activos y de su capital. 
 
Las personas morales residentes en el extranjero, así como cualquier entidad que se 
considere como persona moral para efectos impositivos en su país, que tengan uno o 
varios establecimientos permanentes en el país, acumularán la totalidad de los 
ingresos atribuibles a los mismos. No se considerará ingreso atribuible a un 
establecimiento permanente la simple remesa que obtenga de la oficina central de la 
persona moral o de otro establecimiento de ésta. 
 
No serán acumulables para los contribuyentes de este Título, los ingresos por 
dividendos o utilidades que perciban de otras personas morales residentes en México.  

 
Artículo 17. Para los efectos del artículo 16 de esta Ley, se considera que los 
ingresos se obtienen, en aquellos casos no previstos en otros artículos de la misma, 
en las fechas que se señalan conforme a lo siguiente tratándose de: 
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I. Enajenación de bienes o prestación de servicios, cuando se dé cualquiera de los 
siguientes supuestos, el que ocurra primero: 

 
a) Se expida el comprobante fiscal que ampare el precio o la contraprestación 

pactada. 
 

b) Se envíe o entregue materialmente el bien o cuando se preste el servicio. 
 

c) Se cobre o sea exigible total o parcialmente el precio o la contraprestación 
pactada, aun cuando provenga de anticipos. 
 

Tratándose de los ingresos por la prestación de servicios personales 
independientes que obtengan las sociedades o asociaciones civiles y de ingresos 
por el servicio de suministro de agua potable para uso doméstico o de 
recolección de basura doméstica que obtengan los organismos descentralizados, 
los concesionarios, permisionarios o empresas autorizadas para proporcionar 
dichos servicios, se considera que los mismos se obtienen en el momento en 
que se cobre el precio o la contraprestación pactada. 

 
II. Otorgamiento del uso o goce temporal de bienes, cuando se cobren total o 

parcialmente las contraprestaciones, o cuando éstas sean exigibles a favor de 
quien efectúe dicho otorgamiento, o se expida el comprobante fiscal que 
ampare el precio o la contraprestación pactada, lo que suceda primero. 

 
III. Obtención de ingresos provenientes de contratos de arrendamiento financiero, 

los contribuyentes podrán optar por considerar como ingreso obtenido en el 
ejercicio el total del precio pactado o la parte del precio exigible durante el 
mismo. 

 
En el caso de enajenaciones a plazo en los términos del Código Fiscal de la 
Federación, los contribuyentes considerarán como ingreso obtenido en el 
ejercicio el total del precio pactado. 

 
La opción a que se refiere el primer párrafo de esta fracción, se deberá ejercer 
por la totalidad de los contratos. La opción podrá cambiarse sin requisitos una 
sola vez; tratándose del segundo y posteriores cambios, deberán transcurrir 
cuando menos cinco años desde el último cambio; cuando el cambio se quiera 
realizar antes de que transcurra dicho plazo, se deberá cumplir con los 
requisitos que para tal efecto establezca el Reglamento de esta Ley. 
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Cuando en términos del primer párrafo de esta fracción, el contribuyente 
hubiera optado por considerar como ingresos obtenidos en el ejercicio 
únicamente la parte del precio pactado exigible y enajene los documentos 
pendientes de cobro, o los dé en pago, deberá considerar la cantidad pendiente 
de acumular como ingreso obtenido en el ejercicio en el que realice la 
enajenación o la dación en pago. 

 
En el caso de incumplimiento de los contratos de arrendamiento financiero, 
respecto de los cuales se haya ejercido la opción de considerar como ingreso 
obtenido en el ejercicio únicamente la parte del precio exigible, el arrendador 
considerará como ingreso obtenido en el ejercicio, las cantidades exigibles en el 
mismo del arrendatario, disminuidas por las cantidades que ya hubiera devuelto 
conforme al contrato respectivo. 
 
En los casos de contratos de arrendamiento financiero, se considerarán ingresos 
obtenidos en el ejercicio en el que sean exigibles, los que deriven de cualquiera 
de las opciones a que se refiere el artículo 15 del Código Fiscal de la Federación. 
 

IV. Ingresos derivados de deudas no cubiertas por el contribuyente, en el mes en el 
que se consume el plazo de prescripción o en el mes en el que se cumpla el 
plazo a que se refiere el párrafo segundo de la fracción XV del artículo 27 de 
esta Ley. 
 

Los contribuyentes que celebren contratos de obra inmueble, considerarán 
acumulables los ingresos provenientes de dichos contratos, en la fecha en que las 
estimaciones por obra ejecutada sean autorizadas o aprobadas para que proceda su 
cobro, siempre y cuando el pago de dichas estimaciones tengan lugar dentro de los 
tres meses siguientes a su aprobación o autorización; de lo contrario, los ingresos 
provenientes de dichos contratos se considerarán acumulables hasta que sean 
efectivamente pagados. Los contribuyentes que celebren otros contratos de obra en 
los que se obliguen a ejecutar dicha obra conforme a un plano, diseño y presupuesto, 
considerarán que obtienen los ingresos en la fecha en la que las estimaciones por 
obra ejecutada sean autorizadas o aprobadas para que proceda su cobro, siempre y 
cuando el pago de dichas estimaciones tengan lugar dentro de los tres meses 
siguientes a su aprobación o autorización; de lo contrario, los ingresos provenientes 
de dichos contratos se considerarán acumulables hasta que sean efectivamente 
pagados, o en los casos en que no estén obligados a presentarlas o la periodicidad de 
su presentación sea mayor a tres meses, considerarán ingreso acumulable el avance 
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trimestral en la ejecución o fabricación de los bienes a que se refiere la obra. Los 
ingresos acumulables por contratos de obra a que se refiere este párrafo, se 
disminuirán con la parte de los anticipos, depósitos, garantías o pagos por cualquier 
otro concepto, que se hubiera acumulado con anterioridad y que se amortice contra 
la estimación o el avance. 

 
Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior, considerarán ingresos 
acumulables, además de los señalados en el mismo, cualquier pago recibido en 
efectivo, en bienes o en servicios, ya sea por concepto de anticipos, depósitos o 
garantías del cumplimiento de cualquier obligación, o cualquier otro. 

 
Artículo 18. Para los efectos de este Título, se consideran ingresos acumulables, 
además de los señalados en otros artículos de esta Ley, los siguientes: 

 
I. Los ingresos determinados, inclusive presuntivamente por las autoridades 

fiscales, en los casos en que proceda conforme a las leyes fiscales. 
 

II. La ganancia derivada de la transmisión de propiedad de bienes por pago en 
especie. En este caso, para determinar la ganancia se considerará como ingreso 
el valor que conforme al avalúo practicado por persona autorizada por las 
autoridades fiscales tenga el bien de que se trata en la fecha en la que se 
transfiera su propiedad por pago en especie, pudiendo disminuir de dicho 
ingreso las deducciones que para el caso de enajenación permite esta Ley, 
siempre que se cumplan con los requisitos que para ello se establecen en la 
misma y en las demás disposiciones fiscales. Tratándose de mercancías, así 
como de materias primas, productos semiterminados o terminados, se 
acumulará el total del ingreso y el valor del costo de lo vendido se determinará 
conforme a lo dispuesto en la Sección III, del Capítulo II del Título II de esta 
Ley. 

 
III. Los que provengan de construcciones, instalaciones o mejoras permanentes en 

bienes inmuebles, que de conformidad con los contratos por los que se otorgó 
su uso o goce queden a beneficio del propietario. Para estos efectos, el ingreso 
se considera obtenido al término del contrato y en el monto que a esa fecha 
tengan las inversiones conforme al avalúo que practique persona autorizada por 
las autoridades fiscales. 

 
IV. La ganancia derivada de la enajenación de activos fijos y terrenos, títulos valor, 

acciones, partes sociales o certificados de aportación patrimonial emitidos por 
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sociedades nacionales de crédito, así como la ganancia realizada que derive de 
la fusión o escisión de sociedades y la proveniente de reducción de capital o de 
liquidación de sociedades mercantiles residentes en el extranjero, en las que el 
contribuyente sea socio o accionista. 

 
En los casos de reducción de capital o de liquidación, de sociedades mercantiles 
residentes en el extranjero, la ganancia se determinará conforme a lo dispuesto 
en la fracción V del artículo 142 de esta Ley. 

 
En los casos de fusión o escisión de sociedades, no se considerará ingreso 
acumulable la ganancia derivada de dichos actos, cuando se cumplan los 
requisitos establecidos en el artículo 14-B del Código Fiscal de la Federación. 

 
V. Los pagos que se perciban por recuperación de un crédito deducido por 

incobrable. 
 

VI. La cantidad que se recupere por seguros, fianzas o responsabilidades a cargo de 
terceros, tratándose de pérdidas de bienes del contribuyente. 

 
VII. Las cantidades que el contribuyente obtenga como indemnización para 

resarcirlo de la disminución que en su productividad haya causado la muerte, 
accidente o enfermedad de técnicos o dirigentes. 

 
VIII. Las cantidades que se perciban para efectuar gastos por cuenta de terceros, 

salvo que dichos gastos sean respaldados con comprobantes fiscales a nombre 
de aquél por cuenta de quien se efectúa el gasto. 

 
IX. Los intereses devengados a favor en el ejercicio, sin ajuste alguno. En el caso 

de intereses moratorios, a partir del cuarto mes se acumularán únicamente los 
efectivamente cobrados. Para estos efectos, se considera que los ingresos por 
intereses moratorios que se perciban con posterioridad al tercer mes siguiente a 
aquél en el que el deudor incurrió en mora cubren, en primer término, los 
intereses moratorios devengados en los tres meses siguientes a aquél en el que 
el deudor incurrió en mora, hasta que el monto percibido exceda al monto de 
los intereses moratorios devengados acumulados correspondientes al último 
periodo citado. 

 
Para los efectos del párrafo anterior, los intereses moratorios que se cobren se 
acumularán hasta el momento en el que los efectivamente cobrados excedan al 
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monto de los moratorios acumulados en los primeros tres meses y hasta por el 
monto en que excedan. 

 
X. El ajuste anual por inflación que resulte acumulable en los términos del artículo 

44 de esta Ley. 
 

XI. Las cantidades recibidas en efectivo, en moneda nacional o extranjera, por 
concepto de préstamos, aportaciones para futuros aumentos de capital o 
aumentos de capital mayores a $600,000.00, cuando no se cumpla con lo 
previsto en el artículo 76, fracción XVI de esta Ley. 

 
Tratándose de intereses devengados por residentes en México o residentes en el 
extranjero con establecimiento permanente en el país a favor de residentes en el 
extranjero, cuyos derechos sean transmitidos a un residente en México o a un 
residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país, se 
considerarán ingresos acumulables cuando éstos reciban dichos derechos, excepto en 
el caso en que se demuestre que los residentes en el extranjero pagaron el impuesto 
a que se refiere el artículo 166 de esta Ley. 
 
Artículo 19. Para determinar la ganancia por la enajenación de terrenos, de títulos 
valor que representen la propiedad de bienes, excepto tratándose de mercancías, así 
como de materias primas, productos semiterminados o terminados, así como de otros 
títulos valor cuyos rendimientos no se consideran intereses en los términos del 
artículo 8 de la presente Ley, de piezas de oro o de plata que hubieran tenido el 
carácter de moneda nacional o extranjera y de las piezas denominadas onzas troy, 
los contribuyentes restarán del ingreso obtenido por su enajenación el monto original 
de la inversión, el cual se podrá ajustar multiplicándolo por el factor de actualización 
correspondiente al periodo comprendido desde el mes en el que se realizó la 
adquisición y hasta el mes inmediato anterior a aquél en el que se realice la 
enajenación. 
 
El ajuste a que se refiere el párrafo anterior no es aplicable para determinar la 
ganancia por la enajenación de acciones y certificados de depósito de bienes o de 
mercancías. 
 
En el caso de bienes adquiridos con motivo de fusión o escisión de sociedades, se 
considerará como monto original de la inversión el valor de su adquisición por la 
sociedad fusionada o escindente y como fecha de adquisición la que les hubiese 
correspondido a estas últimas. 
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Artículo 20. En el caso de operaciones financieras derivadas, se determinará la 
ganancia acumulable o la pérdida deducible, conforme a lo siguiente: 

 
I. Cuando una operación se liquide en efectivo, se considerará como ganancia o 

como pérdida, según sea el caso, la diferencia entre la cantidad final que se 
perciba o se entregue como consecuencia de la liquidación o, en su caso, del 
ejercicio de los derechos u obligaciones contenidas en la operación, y las 
cantidades previas que, en su caso, se hayan pagado o se hayan percibido 
conforme a lo pactado por celebrar dicha operación o por haber adquirido 
posteriormente los derechos o las obligaciones contenidas en la misma, según 
sea el caso. 

 
II. Cuando una operación se liquide en especie con la entrega de mercancías, 

títulos, valores o divisas, se considerará que los bienes objeto de la operación se 
enajenaron o se adquirieron, según sea el caso, al precio percibido o pagado en 
la liquidación, adicionado con la cantidad inicial que se haya pagado o que se 
haya percibido por la celebración de dicha operación o por haber adquirido 
posteriormente los derechos o las obligaciones consignadas en los títulos o 
contratos en los que conste la misma, según corresponda. 

 
III. Cuando los derechos u obligaciones consignadas en los títulos o contratos en los 

que conste una operación financiera derivada sean enajenados antes del 
vencimiento de la operación, se considerará como ganancia o como pérdida, 
según corresponda, la diferencia entre la cantidad que se perciba por la 
enajenación y la cantidad inicial que, en su caso, se haya pagado por su 
adquisición. 

 
IV. Cuando los derechos u obligaciones consignadas en los títulos o contratos en los 

que conste una operación financiera derivada no se ejerciten a su vencimiento o 
durante el plazo de su vigencia, se considerará como ganancia o como pérdida, 
según se trate, la cantidad inicial que, en su caso, se haya percibido o pagado 
por la celebración de dicha operación o por haber adquirido posteriormente los 
derechos y obligaciones contenidas en la misma, según sea el caso. 

 
V. Cuando lo que se adquiera sea el derecho o la obligación a realizar una 

operación financiera derivada, la ganancia o la pérdida se determinará en los 
términos de este artículo, en la fecha en que se liquide la operación sobre la 
cual se adquirió el derecho u obligación, adicionando, en su caso, a la cantidad 
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inicial a que se refieren las fracciones anteriores, la cantidad que se hubiere 
pagado o percibido por adquirir el derecho u obligación a que se refiere esta 
fracción. Cuando no se ejercite el derecho u obligación a realizar la operación 
financiera derivada de que se trate en el plazo pactado, se estará a lo dispuesto 
en la fracción anterior. 

 
VI. Cuando el titular del derecho concedido en la operación ejerza el derecho y el 

obligado entregue acciones emitidas por él y que no hayan sido suscritas, 
acciones de tesorería, dicho obligado no acumulará el precio o la prima que 
hubiese percibido por celebrarla ni el ingreso que perciba por el ejercicio del 
derecho concedido, debiendo considerar ambos montos como aportaciones a su 
capital social. 

 
VII. En las operaciones financieras derivadas en las que se liquiden diferencias 

durante su vigencia, se considerará en cada liquidación como la ganancia o 
como pérdida, según corresponda, el monto de la diferencia liquidada. La 
cantidad que se hubiere percibido o la que se hubiera pagado por celebrar estas 
operaciones, por haber adquirido los derechos o las obligaciones consignadas en 
ellas o por haber adquirido el derecho o la obligación a celebrarlas, se sumará o 
se restará del monto de la última liquidación para determinar la ganancia o la 
pérdida correspondiente a la misma, actualizada por el periodo comprendido 
desde el mes en el que se pagó o se percibió y hasta el mes en el que se 
efectúe la última liquidación. 

 
VIII. La ganancia acumulable o la pérdida deducible de las operaciones financieras 

derivadas referidas al tipo de cambio de una divisa, se determinará al cierre de 
cada ejercicio, aun en el caso de que la operación no haya sido ejercida en 
virtud de que su fecha de vencimiento corresponde a un ejercicio posterior. Para 
estos efectos, la pérdida o la utilidad se determinará considerando el tipo de 
cambio del último día del ejercicio que se declara, que se publique en el Diario 
Oficial de la Federación. 

 
Las cantidades acumuladas o deducidas en los términos de esta fracción, en los 
ejercicios anteriores a aquél en el que venza la operación de que se trate, se 
disminuirán o se adicionarán, respectivamente, del resultado neto que tenga la 
operación en la fecha de su vencimiento; el resultado así obtenido será la 
ganancia acumulable o la pérdida deducible, del ejercicio en que ocurra el 
vencimiento. 
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IX. Tratándose de operaciones financieras derivadas por medio de las cuales una 
parte entregue recursos líquidos a otra y esta última, a su vez, garantice la 
responsabilidad de readquirir las mercancías, los títulos o las acciones, referidos 
en la operación, por un monto igual al entregado por la primera parte más un 
cargo proporcional, se considerará dicho cargo proporcional como interés a 
favor o a cargo, acumulable o deducible, según corresponda. 

 
En las operaciones a que se refiere el párrafo anterior, en lo individual o en su 
conjunto, según sea el caso, no se considerarán enajenadas ni adquiridas las 
mercancías, los títulos o las acciones en cuestión, siempre y cuando se 
restituyan a la primera parte a más tardar al vencimiento de las mencionadas 
operaciones. 

 
Las cantidades pagadas o percibidas por las operaciones descritas en esta 
fracción no se actualizarán. Las cantidades pagadas y las percibidas se 
considerarán créditos o deudas, según corresponda, para los efectos del artículo 
44 de esta Ley. 

 
Para los efectos de este artículo, se consideran cantidades iniciales, los montos 
pagados a favor de la contraparte de la operación financiera derivada por adquirir el 
derecho contenido en el contrato respectivo, sin que dicho pago genere interés 
alguno para la parte que la pague. Dichas cantidades se actualizarán por el periodo 
transcurrido entre el mes en el que se pagaron o se percibieron y aquél en el que la 
operación financiera derivada se liquide, llegue a su vencimiento, se ejerza el derecho 
u obligación consignada en la misma o se enajene el título en el que conste dicha 
operación, según sea el caso. La cantidad que se pague o se perciba por adquirir el 
derecho o la obligación a realizar una operación financiera derivada a que se refiere 
la fracción V anterior, se actualizará por el periodo transcurrido entre el mes en el 
que se pague o se perciba y aquél en el que se liquide o se ejerza el derecho u 
obligación consignada en la operación sobre la cual se adquirió el derecho u 
obligación. 
 
Las cantidades que una de las partes deposite con la otra para realizar operaciones 
financieras derivadas, que representen un activo para la primera y un pasivo para la 
segunda, darán lugar al cálculo del ajuste anual por inflación, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 44 de esta Ley. 
 
Se dará el tratamiento establecido en esta Ley para los intereses, a la ganancia o la 
pérdida proveniente de operaciones financieras derivadas de deuda. 
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Cuando durante la vigencia de una operación financiera derivada de deuda a que se 
refiere el artículo 16-A del Código Fiscal de la Federación, se liquiden diferencias 
entre los precios, del Índice Nacional de Precios al Consumidor o cualquier otro 
índice, o de las tasas de interés a los que se encuentran referidas dichas operaciones, 
se considerará como interés a favor o a cargo, según corresponda, el monto de cada 
diferencia y éstas serán el interés acumulable o deducible, respectivamente. Cuando 
en estas operaciones se hubiere percibido o pagado una cantidad por celebrarla o 
adquirir el derecho u obligación a participar en ella, esta cantidad se sumará o se 
restará, según se trate, del importe de la última liquidación para determinar el interés 
a favor o a cargo correspondiente a dicha liquidación, actualizando dicha cantidad por 
el periodo transcurrido entre el mes en el que se pague y el mes en el que ocurra 
esta última liquidación. 
 
En las operaciones financieras derivadas de deuda en las que no se liquiden 
diferencias durante su vigencia, el interés acumulable o deducible será el que resulte 
como ganancia o como pérdida, de conformidad con este artículo. 
 
Para los efectos de esta Ley, cuando una misma operación financiera derivada esté 
referida a varios bienes, a títulos o indicadores, que la hagan una operación de deuda 
y de capital, se estará a lo dispuesto en esta Ley para las operaciones financieras 
derivadas de deuda, por la totalidad de las cantidades pagadas o percibidas por la 
operación financiera de que se trate. 
 
Artículo 21. Los ingresos percibidos por operaciones financieras referidas a un 
subyacente que no cotice en un mercado reconocido de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación, incluyendo las cantidades iniciales 
que se perciban, se acumularán en el momento en que sean exigibles o cuando se 
ejerza la opción, lo que suceda primero. Las cantidades erogadas relacionadas 
directamente con dicha operación, sólo podrán ser deducidas al conocerse el 
resultado neto de la operación al momento de su liquidación o vencimiento, 
independientemente de que no se ejerzan los derechos u obligaciones consignados 
en los contratos realizados para los efectos de este tipo de operaciones. 
 
En el momento de la liquidación o del vencimiento de cada operación, se deberán 
deducir las erogaciones autorizadas en esta Ley a que se refiere el párrafo anterior y 
determinar la ganancia acumulable o la pérdida deducible, según se trate, 
independientemente del momento de acumulación del ingreso a que se refiere el 
citado párrafo. Cuando las cantidades erogadas sean superiores a los ingresos 
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percibidos, en términos del párrafo anterior, el resultado será la pérdida deducible. El 
resultado de restar a los ingresos percibidos las erogaciones en términos del párrafo 
anterior, será la ganancia acumulable. 
 
Las personas morales que obtengan pérdida en términos del párrafo anterior y sean 
partes relacionadas de la persona que obtuvo la ganancia en la misma operación, 
sólo podrán deducir dicha pérdida hasta por un monto que no exceda de las 
ganancias que, en su caso, obtenga el mismo contribuyente que obtuvo la pérdida, 
en otras operaciones financieras derivadas cuyo subyacente no cotice en un mercado 
reconocido, obtenidas en el mismo ejercicio o en los cinco ejercicios siguientes. La 
parte de la pérdida que no se deduzca en un ejercicio, se actualizará por el periodo 
comprendido desde el último mes del ejercicio en el que ocurrió y hasta el último mes 
del ejercicio inmediato anterior al ejercicio en el que se deducirá. La parte de la 
pérdida actualizada que no se hubiera deducido en el ejercicio de que se trate, se 
actualizará por el periodo comprendido desde el mes en el que se actualizó por última 
vez y hasta el último mes del ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se 
deducirá. Cuando el contribuyente no deduzca en un ejercicio la pérdida a que se 
refiere este artículo, pudiendo haberlo hecho conforme a lo dispuesto en este 
artículo, perderá el derecho a hacerlo en ejercicios posteriores, hasta por la cantidad 
en la que pudo haberlo efectuado. 
 
Las personas físicas que obtengan pérdidas en operaciones financieras derivadas 
cuyo subyacente no cotice en un mercado reconocido, estarán a lo dispuesto en el 
último párrafo del artículo 146 de esta Ley. 
 
Artículo 22. Para determinar la ganancia por enajenación de acciones, los 
contribuyentes disminuirán del ingreso obtenido por acción, el costo promedio por 
acción de las acciones que enajenen, conforme a lo siguiente: 

 
I. El costo promedio por acción, incluirá todas las acciones que el contribuyente 

tenga de la misma persona moral en la fecha de la enajenación, aun cuando no 
enajene todas ellas. Dicho costo se obtendrá dividiendo el monto original 
ajustado de las acciones entre el número total de acciones que tenga el 
contribuyente a la fecha de la enajenación. 

 
II. Se obtendrá el monto original ajustado de las acciones conforme a lo siguiente: 

 
a) Se sumará al costo comprobado de adquisición actualizado de las acciones 

que tenga el contribuyente de la misma persona moral, la diferencia que 
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resulte de restar al saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta que en los 
términos del artículo 77 de esta Ley tenga la persona moral emisora a la 
fecha de la enajenación de las acciones, el saldo que tenía dicha cuenta a 
la fecha de adquisición, cuando el primero de los saldos sea mayor, en la 
parte que corresponda a las acciones que tenga el contribuyente 
adquiridas en la misma fecha.  
 
Para determinar la diferencia a que se refiere el párrafo anterior, los saldos 
de la cuenta de utilidad fiscal neta que la persona moral emisora de las 
acciones que se enajenan hubiera tenido a las fechas de adquisición y de 
enajenación de las acciones, se deberán actualizar por el periodo 
comprendido desde el mes en el que se efectuó la última actualización 
previa a la fecha de la adquisición o de la enajenación, según se trate, y 
hasta el mes en el que se enajenen las acciones. 

 
b) Al resultado que se obtenga conforme al inciso a) que antecede, se le 

restarán, las pérdidas fiscales pendientes de disminuir, los reembolsos 
pagados, así como la diferencia a que se refiere el quinto párrafo del 
artículo 77 de esta Ley, de la persona moral emisora de las acciones que 
se enajenan, actualizados. 

 
Las pérdidas fiscales pendientes de disminuir a que se refiere el párrafo 
anterior, serán las que la persona moral de que se trate tenga a la fecha 
de enajenación, que correspondan al número de acciones que tenga el 
contribuyente a la fecha citada. Dichas pérdidas se actualizarán por el 
periodo comprendido desde el mes en el que se efectuó la última 
actualización y hasta el mes en el que se efectúe la enajenación de que se 
trate. 

 
A las pérdidas fiscales pendientes de disminuir a que se refiere el párrafo 
anterior, no se les disminuirá el monto que de dichas pérdidas aplicó la 
persona moral para efectos de los pagos provisionales correspondientes a 
los meses del ejercicio de que se trate. 

 
Los reembolsos pagados por la persona moral de que se trate, serán los 
que correspondan al número de acciones que tenga el contribuyente al 
mes en el que se efectúe la enajenación. 
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La diferencia a que se refiere el quinto párrafo del artículo 77 de esta Ley, 
será la diferencia pendiente de disminuir que tenga la sociedad emisora a 
la fecha de la enajenación y que corresponda al número de acciones que 
tenga el contribuyente al mes en el que se efectúe la enajenación.  

 
Las pérdidas fiscales pendientes de disminuir, los reembolsos y la 
diferencia, a que se refiere este inciso, de la persona moral de que se 
trate, se asignarán al contribuyente en la proporción que represente el 
número de acciones que tenga a la fecha de enajenación de las acciones 
de dicha persona moral, correspondientes al ejercicio en el que se obtuvo 
la pérdida, se pague el reembolso, o se determine la diferencia citada, 
según corresponda, respecto del total de acciones en circulación que tuvo 
la persona moral mencionada, en el ejercicio de que se trate. 

 
Las pérdidas fiscales pendientes de disminuir, los reembolsos pagados y la 
diferencia, a que se refiere este inciso, obtenidas, pagados o 
determinadas, respectivamente, sólo se considerarán por el periodo 
comprendido desde el mes de adquisición de las acciones y hasta la fecha 
de su enajenación. 

 
III. Al resultado obtenido conforme a la fracción anterior, se le adicionará el monto 

de las pérdidas fiscales que la persona moral emisora de las acciones haya 
obtenido en ejercicios anteriores a la fecha en la que el contribuyente adquirió 
las acciones de que se trate y que dicha persona moral haya disminuido de su 
utilidad fiscal durante el periodo comprendido desde el mes en el que el 
contribuyente adquirió dichas acciones y hasta el mes en el que las enajene. 

 
Las pérdidas a que se refiere el párrafo anterior, se asignarán al contribuyente 
en la proporción que represente el número de acciones que tenga de dicha 
persona moral a la fecha de la enajenación, correspondientes al ejercicio en el 
que la citada persona moral disminuyó dichas pérdidas, respecto del total de 
acciones en circulación que tuvo la persona moral mencionada, en el ejercicio 
de que se trate.  

 
Cuando el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta a la fecha de adquisición, 
adicionado del monto de los reembolsos pagados, de la diferencia pendiente de 
disminuir a que se refiere el quinto párrafo del artículo 77 de esta Ley y de las 
pérdidas fiscales pendientes de disminuir, señalados en el inciso b) fracción II 
de este artículo, sea mayor que la suma del saldo de la cuenta de utilidad fiscal 
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neta a la fecha de la enajenación adicionado de las pérdidas disminuidas a que 
se refiere el primer párrafo de esta fracción, la diferencia se disminuirá del costo 
comprobado de adquisición. Cuando dicha diferencia sea mayor que el costo 
comprobado de adquisición, las acciones de que se trata no tendrán costo 
promedio por acción para los efectos de este artículo; el excedente determinado 
conforme a este párrafo, considerado por acción, se deberá disminuir, 
actualizado desde el mes de la enajenación y hasta el mes en el que se 
disminuya, del costo promedio por acción que en los términos de este artículo 
se determine en la enajenación de acciones inmediata siguiente o siguientes 
que realice el contribuyente, aun cuando se trate de emisoras diferentes. 

 
IV. La actualización del costo comprobado de adquisición de las acciones, se 

efectuará por el periodo comprendido desde el mes de su adquisición y hasta el 
mes en el que se enajenen las mismas. Las pérdidas y la diferencia pendiente 
de disminuir a que se refiere el quinto párrafo del artículo 77 de esta Ley, se 
actualizarán desde el mes en el que se actualizaron por última vez y hasta el 
mes en el que se enajenen las acciones. Los reembolsos pagados se 
actualizarán por el periodo comprendido desde el mes en el que se pagaron y 
hasta el mes en el que se enajenen las acciones. 

 
Para determinar la ganancia en la enajenación de acciones cuyo periodo de tenencia 
sea de doce meses o inferior, los contribuyentes podrán optar por considerar como 
monto original ajustado de las mismas, el costo comprobado de adquisición de las 
acciones disminuido de los reembolsos y de los dividendos o utilidades pagados, por 
la persona moral emisora de las acciones, correspondientes al periodo de tenencia de 
las acciones de que se trate, actualizados en los términos de la fracción IV de este 
artículo. Tratándose de los dividendos o utilidades pagados, se actualizarán por el 
periodo comprendido desde el mes en el que se pagaron y hasta el mes en el que se 
enajenen las acciones de que se trate. 
 
Tratándose de acciones emitidas por personas morales residentes en el extranjero, 
para determinar el costo promedio por acción a que se refiere este artículo, se 
considerará como monto original ajustado de las acciones, el costo comprobado de 
adquisición de las mismas disminuido de los reembolsos pagados, todos estos 
conceptos actualizados en los términos de la fracción IV de este artículo. 
 
Cuando, hubiera variado el número de acciones en circulación de la persona moral 
emisora de que se trate, y se hubiera mantenido el mismo importe de su capital 
social, los contribuyentes deberán aplicar lo dispuesto en este artículo cuando se 
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enajenen las acciones de que se trate, siempre que el costo del total de las acciones 
que se reciban sea igual al que tenía el paquete accionario que se sustituye. 
 
En los casos en los que el número de acciones de la persona moral emisora haya 
variado durante el periodo comprendido entre las fechas de adquisición y de 
enajenación de las acciones propiedad de los contribuyentes, éstos determinarán la 
diferencia entre los saldos de la cuenta de utilidad fiscal neta de la persona moral 
emisora, las pérdidas, los reembolsos y la diferencia pendiente de disminuir a que se 
refiere el quinto párrafo del artículo 77 de esta Ley, por cada uno de los periodos 
transcurridos entre las fechas de adquisición y de enajenación de las acciones, en los 
que se haya mantenido el mismo número de acciones. Tratándose de la diferencia de 
los saldos de la cuenta de utilidad fiscal neta, se restará el saldo al final del periodo 
del saldo al inicio del mismo, actualizados ambos a la fecha de enajenación de las 
acciones. 
 
La diferencia de los saldos de la cuenta de utilidad fiscal neta a que se refiere el 
párrafo anterior, así como las pérdidas fiscales, los reembolsos pagados y la 
diferencia a que se refiere el quinto párrafo del artículo 77 de esta Ley pendiente de 
disminuir, por cada periodo, se dividirán entre el número de acciones de la persona 
moral existente en el mismo periodo y el cociente así obtenido se multiplicará por el 
número de acciones propiedad del contribuyente en dicho periodo. Los resultados así 
obtenidos se sumarán o restarán, según sea el caso. 
 
Las sociedades emisoras deberán proporcionar a los socios que lo soliciten, una 
constancia con la información necesaria para determinar los ajustes a que se refiere 
este artículo dicha constancia deberá contener los datos asentados en el 
comprobante fiscal que al efecto hayan emitido. Tratándose de acciones inscritas en 
el Registro Nacional de Valores, la sociedad emisora de las acciones, 
independientemente de la obligación de dar la constancia a los accionistas, deberá 
proporcionar esta información a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en la 
forma y términos que señalen las autoridades fiscales. La contabilidad y 
documentación correspondiente a dicha información se deberá conservar durante el 
plazo previsto por el artículo 30 del Código Fiscal de la Federación, contado a partir 
de la fecha en la que se emita dicha constancia. 
 
Cuando una persona moral adquiera de una persona física o de un residente en el 
extranjero, acciones de otra emisora, el accionista de la persona moral adquirente no 
considerará dentro del costo comprobado de adquisición el importe de los dividendos 
o utilidades que se hayan generado con anterioridad a la fecha de adquisición y que, 
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directa o indirectamente, ya se hayan considerado como parte del costo comprobado de 
adquisición de las acciones adquiridas de la persona física o del residente en el 
extranjero. Para los efectos de la información que debe proporcionar a sus 
accionistas en los términos de este artículo, la persona moral adquirente mencionada 
disminuirá dichas utilidades o dividendos, actualizados del saldo de la cuenta de 
utilidad fiscal neta que tenga a la fecha de la enajenación de las acciones de la 
misma. La actualización de las utilidades o dividendos se efectuará desde el mes en 
el que se adicionaron a la cuenta de utilidad fiscal neta y hasta el mes en el que se 
efectúe la enajenación de que se trate. 
 
Cuando en este artículo se haga referencia a reembolsos pagados, se entenderán 
incluidas las amortizaciones y las reducciones de capital, a que se refiere el artículo 
78 del presente ordenamiento. En estos casos, los contribuyentes únicamente 
considerarán las amortizaciones, reembolsos o reducciones de capital, que les 
correspondan a las acciones que no se hayan cancelado, con motivo de dichas 
operaciones. 
 
Lo dispuesto en este artículo también será aplicable cuando se enajenen los derechos 
de participación, cualquiera que sea el nombre con el que se les designe, en una 
asociación en participación, cuando a través de ésta se realicen actividades 
empresariales. En este caso, se considerará como costo comprobado de adquisición 
el valor actualizado de la aportación realizada por el enajenante a dicha asociación en 
participación o la cantidad que éste hubiese pagado por su participación. Para estos 
efectos, la diferencia de los saldos de la cuenta de utilidad fiscal neta a que se refiere 
el inciso a) de la fracción II de este artículo, las pérdidas fiscales pendientes de 
disminuir, los reembolsos pagados y la diferencia a que se refiere el quinto párrafo 
del artículo 77 de esta Ley, todos estos conceptos contenidos en el inciso b) de la 
citada fracción, se considerarán en la proporción en la que se hubiese acordado la 
distribución de las utilidades en el convenio correspondiente. 
 
Artículo 23. Las acciones propiedad del contribuyente por las que ya se hubiera 
calculado el costo promedio tendrán como costo comprobado de adquisición en 
enajenaciones subsecuentes, el costo promedio por acción determinado conforme al 
cálculo efectuado en la enajenación inmediata anterior de acciones de la misma 
persona moral. En este caso, se considerará como fecha de adquisición de las 
acciones, para efectos de considerar los conceptos que se suman y se restan en los 
términos de las fracciones II y III del artículo 22 de esta Ley, así como para la 
actualización de dichos conceptos, el mes en el que se hubiera efectuado la 
enajenación inmediata anterior de acciones de la misma persona moral. Para 
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determinar la diferencia entre los saldos de la cuenta de utilidad fiscal neta a que se 
refiere el inciso a) de la fracción II del artículo citado, se considerará como saldo de 
la referida cuenta a la fecha de adquisición, el saldo de la cuenta de utilidad fiscal 
neta que hubiera correspondido a la fecha de la enajenación inmediata anterior de las 
acciones de la misma persona moral. 
 
Para los efectos del artículo 22 de esta Ley, se considera costo comprobado de 
adquisición de las acciones emitidas por las sociedades escindidas, el que se derive 
de calcular el costo promedio por acción que tenían las acciones canjeadas de la 
sociedad escindente por cada accionista a la fecha de dicho acto, en los términos del 
artículo anterior, y como fecha de adquisición la del canje. 

 
El costo comprobado de adquisición de las acciones emitidas por la sociedad 
fusionante o por la que surja como consecuencia de la fusión, será el que se derive 
de calcular el costo promedio por acción que hubieran tenido las acciones que se 
canjearon por cada accionista, en los términos del artículo anterior, y la fecha de 
adquisición será la del canje. 
 
En el caso de fusión o escisión de sociedades, las acciones que adquieran las 
sociedades fusionantes o las escindidas, como parte de los bienes transmitidos, 
tendrán como costo comprobado de adquisición el costo promedio por acción que 
tenían en las sociedades fusionadas o escindentes, al momento de la fusión o 
escisión. 
 
Se considerará que no tienen costo comprobado de adquisición, las acciones 
obtenidas por el contribuyente por capitalizaciones de utilidades o de otras partidas 
integrantes del capital contable o por reinversiones de dividendos o utilidades 
efectuadas dentro de los 30 días naturales siguientes a su distribución. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a las acciones adquiridas por el 
contribuyente antes del 1 de enero de 1989 y cuya acción que les dio origen hubiera 
sido enajenada con anterioridad a la fecha mencionada, en cuyo caso se podrá 
considerar como costo comprobado de adquisición el valor nominal de la acción de 
que se trate. 

 
Artículo 24. Las autoridades fiscales autorizarán la enajenación de acciones a costo 
fiscal en los casos de reestructuración de sociedades constituidas en México 
pertenecientes a un mismo grupo, siempre que se cumpla con los siguientes 
requisitos: 
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I. El costo promedio de las acciones respecto de las cuales se formule la solicitud 

se determine, a la fecha de la enajenación, conforme a lo dispuesto en los 
artículos 22 y 23 de esta Ley, distinguiéndolas por enajenante, emisora y 
adquirente, de las mismas. 

 
II. Las acciones que reciba el solicitante por las acciones que enajena permanezcan 

en propiedad directa del adquirente y dentro del mismo grupo, por un periodo 
no menor de dos años, contados a partir de la fecha de la autorización a que se 
refiere este artículo. 

 
III. Las acciones que reciba el solicitante por las acciones que enajene, representen 

en el capital suscrito y pagado de la sociedad emisora de las acciones que 
recibe, el mismo por ciento que las acciones que enajena representarían antes 
de la enajenación, sobre el total del capital contable consolidado de las 
sociedades emisoras de las acciones que enajena y de las que recibe, tomando 
como base los estados financieros consolidados de las sociedades que 
intervienen en la operación, que para estos efectos deberán elaborarse en los 
términos que establezca el Reglamento de esta Ley, precisando en cada caso las 
bases conforme a las cuales se determinó el valor de las acciones, en relación 
con el valor total de las mismas. 

 
IV. La sociedad emisora de las acciones que el solicitante reciba por la enajenación, 

levante acta de asamblea con motivo de la suscripción y pago de capital con 
motivo de las acciones que reciba, protocolizada ante fedatario público, 
haciéndose constar en dicha acta la información relativa a la operación que al 
efecto se establezca en el Reglamento de esta Ley. La sociedad emisora deberá 
remitir copia de dicha acta a las autoridades fiscales en un plazo no mayor de 
30 días contados a partir de la protocolización. 

 
V. La contraprestación que se derive de la enajenación consista en el canje de 

acciones emitidas por la sociedad adquirente de las acciones que transmite. 
 
VI. El aumento en el capital social que registre la sociedad adquirente de las 

acciones que se enajenan, sea por el monto que represente el costo fiscal de las 
acciones que se transmiten. 

 
VII. Se presente un dictamen, por contador público registrado ante las autoridades 

fiscales, en el que se señale el costo comprobado de adquisición ajustado de 
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acciones de conformidad con los artículos 22 y 23 de esta Ley, a la fecha de 
adquisición. 

 
VIII. El monto original ajustado del total de las acciones enajenadas, determinado 

conforme a la fracción VII de este artículo al momento de dicha enajenación, se 
distribuya proporcionalmente a las acciones que se reciban en los términos de la 
fracción III del mismo artículo. 

 
IX. Las sociedades que participen en la reestructuración se dictaminen en los 

términos del artículo 32-A del Código Fiscal de la Federación o presenten la 
declaración informativa sobre su situación fiscal en los términos del artículo 32-
H del citado Código, cuando estén obligadas a ello, en el ejercicio en que se 
realice dicha reestructuración. 

 
X. Se demuestre que la participación en el capital social de las sociedades emisoras 

de las acciones que se enajenan, se mantiene en el mismo por ciento por la 
sociedad que controle al grupo o por la empresa que, en su caso, se constituya 
para tal efecto. 

 
En el caso de incumplimiento de cualesquiera de los requisitos a que se refiere este 
artículo, se deberá pagar el impuesto correspondiente a la enajenación de acciones, 
considerando el valor en que dichas acciones se hubieran enajenado entre partes 
independientes en operaciones comparables o bien, considerando el valor que se 
determine mediante avalúo practicado por persona autorizada por las autoridades 
fiscales. El impuesto que así se determine lo pagará el enajenante, actualizado desde 
la fecha en la que se efectuó la enajenación y hasta la fecha en la que se pague. 

 
Para los efectos de este artículo, se considera grupo, el conjunto de sociedades cuyas 
acciones con derecho a voto representativas del capital social sean propiedad directa 
o indirecta de las mismas personas en por lo menos el 51%. Para estos efectos, no 
se computarán las acciones que se consideran colocadas entre el gran público 
inversionista de conformidad con las reglas que al efecto expida el Servicio de 
Administración Tributaria, siempre que dichas acciones hayan sido efectivamente 
ofrecidas y colocadas entre el gran público inversionista. No se consideran colocadas 
entre el gran público inversionista las acciones que hubiesen sido recompradas por el 
emisor. 
 

CAPÍTULO II 
DE LAS DEDUCCIONES 
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SECCIÓN I 

DE LAS DEDUCCIONES EN GENERAL 
 
Artículo 25. Los contribuyentes podrán efectuar las deducciones siguientes: 
 
I. Las devoluciones que se reciban o los descuentos o bonificaciones que se hagan 

en el ejercicio. 
 
II. El costo de lo vendido. 
 
III. Los gastos netos de descuentos, bonificaciones o devoluciones. 
 
IV. Las inversiones. 
 
V. Los créditos incobrables y las pérdidas por caso fortuito, fuerza mayor o por 

enajenación de bienes distintos a los que se refiere la fracción II de este 
artículo. 

 
VI. Las cuotas a cargo de los patrones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro 

Social, incluidas las previstas en la Ley del Seguro de Desempleo. 
 
VII. Los intereses devengados a cargo en el ejercicio, sin ajuste alguno. En el caso 

de los intereses moratorios, a partir del cuarto mes se deducirán únicamente los 
efectivamente pagados. Para estos efectos, se considera que los pagos por 
intereses moratorios que se realicen con posterioridad al tercer mes siguiente a 
aquél en el que se incurrió en mora cubren, en primer término, los intereses 
moratorios devengados en los tres meses siguientes a aquél en el que se 
incurrió en mora, hasta que el monto pagado exceda al monto de los intereses 
moratorios devengados deducidos correspondientes al último periodo citado. 

 
VIII. El ajuste anual por inflación que resulte deducible en los términos del artículo 

44 de esta Ley. 
 
IX. Los anticipos y los rendimientos que paguen las sociedades cooperativas de 

producción, así como los anticipos que entreguen las sociedades y asociaciones 
civiles a sus miembros, cuando los distribuyan en los términos de la fracción II 
del artículo 94 de esta Ley. 
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X. Las aportaciones efectuadas para la creación o incremento de reservas para 
fondos de pensiones o jubilaciones del personal, complementarias a las que 
establece la Ley del Seguro Social, y de primas de antigüedad constituidas en 
los términos de esta Ley. El monto de la deducción a que se refiere esta fracción 
no excederá en ningún caso a la cantidad que resulte de aplicar el factor de 
0.47 al monto de la aportación realizada en el ejercicio de que se trate. 

 
Cuando por los gastos a que se refiere la fracción III de este artículo, los 
contribuyentes hubieran pagado algún anticipo, éste será deducible siempre que se 
cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 27, fracción XVIII de esta Ley. 
 
Artículo 26. Tratándose de personas morales residentes en el extranjero, así como 
de cualquier entidad que se considere como persona moral para efectos impositivos 
en su país, que tengan uno o varios establecimientos permanentes en el país, podrán 
efectuar las deducciones que correspondan a las actividades del establecimiento 
permanente, ya sea las erogadas en México o en cualquier otra parte, siempre que se 
cumplan los requisitos establecidos en esta Ley y en su Reglamento. 
 
Cuando las personas a que se refiere el párrafo anterior, residan en un país con el 
que México tenga en vigor un tratado para evitar la doble tributación, se podrán 
deducir los gastos que se prorrateen con la oficina central o sus establecimientos, 
siempre que tanto la oficina central como el establecimiento, en el que se realice la 
erogación, residan también en un país con el que México tenga en vigor un tratado 
para evitar la doble tributación y tenga un acuerdo amplio de intercambio de 
información y además se cumpla con los requisitos que al efecto establezca el 
Reglamento de esta Ley. 
 
No serán deducibles las remesas que efectúe el establecimiento permanente ubicado 
en México a la oficina central de la sociedad o a otro establecimiento de ésta en el 
extranjero, aun cuando dichas remesas se hagan a título de regalías, honorarios, o 
pagos similares, a cambio del derecho de utilizar patentes u otros derechos, o a título 
de comisiones por servicios concretos o por gestiones hechas o por intereses por 
dinero enviado al establecimiento permanente. 
 
Los establecimientos permanentes de empresas residentes en el extranjero que se 
dediquen al transporte internacional aéreo o terrestre, en lugar de las deducciones 
establecidas en el artículo 25 de esta Ley, efectuarán la deducción de la parte 
proporcional del gasto promedio que por sus operaciones haya tenido en el mismo 
ejercicio dicha empresa, considerando la oficina central y todos sus establecimientos. 
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Cuando el ejercicio fiscal de dichas empresas residentes en el extranjero no coincida 
con el año de calendario, efectuarán la deducción antes citada considerando el último 
ejercicio terminado de la empresa. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, el gasto promedio se determinará dividiendo la 
utilidad obtenida en el ejercicio por la empresa en todos sus establecimientos antes 
del pago del impuesto sobre la renta, entre el total de los ingresos percibidos en el 
mismo ejercicio; el cociente así obtenido se restará de la unidad y el resultado será el 
factor de gasto aplicable a los ingresos atribuibles al establecimiento en México. 
Cuando en el ejercicio la totalidad de los ingresos de la empresa sean menores a la 
totalidad de los gastos de todos sus establecimientos, el factor de gasto aplicable a 
los ingresos será igual a 1.00. 
 
Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título deberán reunir los 
siguientes requisitos: 
 
I. Ser estrictamente indispensables para los fines de la actividad del contribuyente, 

salvo que se trate de donativos no onerosos ni remunerativos, que satisfagan 
los requisitos previstos en esta Ley y en las reglas generales que para el efecto 
establezca el Servicio de Administración Tributaria y que se otorguen en los 
siguientes casos: 
 
a) A la Federación, entidades federativas o municipios, sus organismos 

descentralizados que tributen conforme al Título III de la presente Ley, así 
como a los organismos internacionales de los que México sea miembro de 
pleno derecho, siempre que los fines para los que dichos organismos 
fueron creados correspondan a las actividades por las que se puede 
obtener autorización para recibir donativos deducibles de impuestos. 

 
b) A las entidades a las que se refiere el artículo 82 de esta Ley. 
 
c) A las personas morales a que se refieren los artículos 79, fracción XIX y 82 

de esta Ley. 
 
d) A las personas morales a las que se refieren las fracciones VI, X, XI, XX, y 

XXV del artículo 79 de esta Ley y que cumplan con los requisitos 
establecidos en el artículo 82 de la misma Ley. 
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e) A las asociaciones y sociedades civiles que otorguen becas y cumplan con 
los requisitos del artículo 83 de esta Ley. 

 
f) A programas de escuela empresa. 
 

El Servicio de Administración Tributaria publicará en el Diario Oficial de la 
Federación y dará a conocer en su página electrónica de Internet los datos 
de las instituciones a que se refieren los incisos b), c), d) y e) de esta 
fracción que reúnan los requisitos antes señalados. 

 
Tratándose de donativos otorgados a instituciones de enseñanza 
autorizadas para recibir donativos del Título III de esta Ley, los mismos 
serán deducibles siempre que sean establecimientos públicos o de 
propiedad de particulares que tengan autorización o reconocimiento de 
validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, 
se destinen a la adquisición de bienes de inversión, a la investigación 
científica o al desarrollo de tecnología, así como a gastos de administración 
hasta por el monto, en este último caso, que señale el Reglamento de esta 
Ley, se trate de donaciones no onerosas ni remunerativas y siempre que 
dichas instituciones no hayan distribuido remanentes a sus socios o 
integrantes en los últimos cinco años. 

 
El monto total de los donativos a que se refiere esta fracción será 
deducible hasta por una cantidad que no exceda del 7% de la utilidad 
fiscal obtenida por el contribuyente en el ejercicio inmediato anterior a 
aquél en el que se efectúe la deducción. Cuando se realicen donativos a 
favor de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios, o 
de sus organismos descentralizados, el monto deducible no podrá exceder 
del 4% de la utilidad fiscal a que se refiere este párrafo, sin que en ningún 
caso el límite de la deducción total, considerando estos donativos y los 
realizados a donatarias autorizadas distintas, exceda del 7% citado.  

 
II. Que cuando esta Ley permita la deducción de inversiones se proceda en los 

términos de la Sección II de este Capítulo. 
 

III. Estar amparadas con un comprobante fiscal y que los pagos cuyo monto exceda 
de $2,000.00 se efectúen mediante transferencia electrónica de fondos desde 
cuentas abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que componen el 
sistema financiero y las entidades que para tal efecto autorice el Banco de 
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México; cheque nominativo de la cuenta del contribuyente, tarjeta de crédito, de 
débito, de servicios, o los denominados monederos electrónicos autorizados por 
el Servicio de Administración Tributaria. 
 
Tratándose de la adquisición de combustibles para vehículos marítimos, aéreos 
y terrestres, el pago deberá efectuarse en la forma señalada en el párrafo 
anterior, aun cuando la contraprestación de dichas adquisiciones no excedan de 
$2,000.00. 
 
Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones 
a través de los medios establecidos en el primer párrafo de esta fracción, 
cuando las mismas se efectúen en poblaciones o en zonas rurales, sin servicios 
financieros. 
 
Los pagos que se efectúen mediante cheque nominativo, deberán contener la 
clave en el registro federal de contribuyentes de quien lo expide, así como en el 
anverso del mismo la expresión "para abono en cuenta del beneficiario". 
 

IV. Estar debidamente registradas en contabilidad y que sean restadas una sola 
vez. 

 
V. Cumplir con las obligaciones establecidas en esta Ley en materia de retención y 

entero de impuestos a cargo de terceros o que, en su caso, se recabe de éstos 
copia de los documentos en que conste el pago de dichos impuestos. 
Tratándose de pagos al extranjero, éstos sólo se podrán deducir siempre que el 
contribuyente proporcione la información a que esté obligado en los términos 
del artículo 76 de esta Ley. 

 
Los pagos que a la vez sean ingresos en los términos del Capítulo I del Título 
IV, de esta Ley, se podrán deducir siempre que las erogaciones por concepto de 
remuneración, las retenciones correspondientes y las deducciones del impuesto 
local por salarios y, en general, por la prestación de un servicio personal 
independiente, consten en comprobantes fiscales emitidos en términos del 
Código Fiscal de la Federación y se cumpla con las obligaciones a que se refiere 
el artículo 99, fracciones I, II, III y V de la presente Ley, así como las 
disposiciones que, en su caso, regulen el subsidio para el empleo y los 
contribuyentes cumplan con la obligación de inscribir a los trabajadores en el 
Instituto Mexicano del Seguro Social cuando estén obligados a ello, en los 
términos de las leyes de seguridad social.  
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VI. Que cuando los pagos cuya deducción se pretenda realizar se hagan a 

contribuyentes que causen el impuesto al valor agregado, dicho impuesto se 
traslade en forma expresa y por separado en el comprobante fiscal 
correspondiente.  

 
En los casos en los que las disposiciones fiscales establezcan la obligación de 
adherir marbetes o precintos en los envases y recipientes que contengan los 
productos que se adquieran, la deducción a que se refiere la fracción II del 
artículo 25 de esta Ley, sólo podrá efectuarse cuando dichos productos tengan 
adherido el marbete o precinto correspondiente. 

 
VII. Que en el caso de intereses por capitales tomados en préstamo, éstos se hayan 

invertido en los fines del negocio. Cuando el contribuyente otorgue préstamos a 
terceros, a sus trabajadores o a sus funcionarios, o a sus socios o accionistas, 
sólo serán deducibles los intereses que se devenguen de capitales tomados en 
préstamos hasta por el monto de la tasa más baja de los intereses estipulados 
en los préstamos a terceros, a sus trabajadores o a sus socios o accionistas, en 
la porción del préstamo que se hubiera hecho a éstos y expida y entregue 
comprobante fiscal a quienes haya otorgado el préstamo; los cuales podrán 
utilizarse como constancia de recibo si en alguna de estas operaciones no se 
estipularan intereses, no procederá la deducción respecto al monto proporcional 
de los préstamos hechos a las personas citadas. Estas últimas limitaciones no 
rigen para instituciones de crédito, sociedades financieras de objeto limitado u 
organizaciones auxiliares del crédito, en la realización de las operaciones propias 
de su objeto. 

 
En el caso de capitales tomados en préstamo para la adquisición de inversiones 
o para la realización de gastos o cuando las inversiones o los gastos se efectúen 
a crédito, y para los efectos de esta Ley dichas inversiones o gastos no sean 
deducibles o lo sean parcialmente, los intereses que se deriven de los capitales 
tomados en préstamo o de las operaciones a crédito, sólo serán deducibles en la 
misma proporción en la que las inversiones o gastos lo sean. 

 
Tratándose de los intereses derivados de los préstamos a que se refiere la 
fracción III del artículo 143 de la presente Ley, éstos se deducirán hasta que se 
paguen en efectivo, en bienes o en servicios. 
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VIII. Que tratándose de pagos que a su vez sean ingresos de contribuyentes 
personas físicas, de los contribuyentes a que se refieren los artículos 72 y 73 de 
esta Ley, así como de aquéllos realizados a los contribuyentes a que hace 
referencia el último párrafo de la fracción I del artículo 17 de esta Ley y de los 
donativos, éstos sólo se deduzcan cuando hayan sido efectivamente erogados 
en el ejercicio de que se trate, se entenderán como efectivamente erogados 
cuando hayan sido pagados en efectivo, mediante transferencias electrónicas de 
fondos desde cuentas abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que 
componen el sistema financiero y las entidades que para tal efecto autorice el 
Banco de México; o en otros bienes que no sean títulos de crédito. Tratándose 
de pagos con cheque, se considerará efectivamente erogado en la fecha en la 
que el mismo haya sido cobrado o cuando los contribuyentes transmitan los 
cheques a un tercero, excepto cuando dicha transmisión sea en procuración. 
También se entiende que es efectivamente erogado cuando el interés del 
acreedor queda satisfecho mediante cualquier forma de extinción de las 
obligaciones. 

 
Cuando los pagos a que se refiere el párrafo anterior se efectúen con cheque, la 
deducción se efectuará en el ejercicio en que éste se cobre, siempre que entre 
la fecha consignada en el comprobante fiscal que se haya expedido y la fecha 
en que efectivamente se cobre dicho cheque no hayan transcurrido más de 
cuatro meses, excepto cuando ambas fechas correspondan al mismo ejercicio. 

 
IX. Que tratándose de honorarios o gratificaciones a administradores, comisarios, 

directores, gerentes generales o miembros del consejo directivo, de vigilancia, 
consultivos o de cualquiera otra índole, éstos se determinen, en cuanto a monto 
total y percepción mensual o por asistencia, afectando en la misma forma los 
resultados del contribuyente y satisfagan los supuestos siguientes: 

 
a) Que el importe anual establecido para cada persona no sea superior al 

sueldo anual devengado por el funcionario de mayor jerarquía de la 
sociedad. 

 
b) Que el importe total de los honorarios o gratificaciones establecidos, no 

sea superior al monto de los sueldos y salarios anuales devengados por el 
personal del contribuyente. 

 
c) Que no excedan del 10% del monto total de las otras deducciones del 

ejercicio. 
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X. Que en los casos de asistencia técnica, de transferencia de tecnología o de 

regalías, se compruebe ante las autoridades fiscales que quien proporciona los 
conocimientos, cuenta con elementos técnicos propios para ello; que se preste 
en forma directa y no a través de terceros, excepto en los casos en que los 
pagos se hagan a residentes en México, y en el contrato respectivo se haya 
pactado que la prestación se efectuará por un tercero autorizado; y que no 
consista en la simple posibilidad de obtenerla, sino en servicios que 
efectivamente se lleven a cabo. 

 
XI. Que cuando se trate de gastos de previsión social, las prestaciones 

correspondientes se otorguen en forma general en beneficio de todos los 
trabajadores. Tratándose de vales de despensa otorgados a los trabajadores, 
serán deducibles siempre que su entrega se realice a través de los monederos 
electrónicos que al efecto autorice el Servicio de Administración Tributaria. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, tratándose de trabajadores sindicalizados 
se considera que las prestaciones de previsión social se otorgan de manera 
general cuando las mismas se establecen de acuerdo a los contratos colectivos 
de trabajo o contratos ley. 
 
Cuando una persona moral tenga dos o más sindicatos, se considera que las 
prestaciones de previsión social se otorgan de manera general siempre que se 
otorguen de acuerdo con los contratos colectivos de trabajo o contratos ley y 
sean las mismas para todos los trabajadores del mismo sindicato, aun cuando 
éstas sean distintas en relación con las otorgadas a los trabajadores de otros 
sindicatos de la propia persona moral, de acuerdo con sus contratos colectivos 
de trabajo o contratos ley. 

 
Tratándose de trabajadores no sindicalizados, se considera que las prestaciones 
de previsión social son generales cuando se otorguen las mismas prestaciones a 
todos ellos y siempre que las erogaciones deducibles que se efectúen por este 
concepto, excluidas las aportaciones de seguridad social, sean en promedio 
aritmético por cada trabajador no sindicalizado, en un monto igual o menor que 
las erogaciones deducibles por el mismo concepto, excluidas las aportaciones de 
seguridad social, efectuadas por cada trabajador sindicalizado. A falta de 
trabajadores sindicalizados, se cumple con lo establecido en este párrafo cuando 
se esté a lo dispuesto en el último párrafo de esta fracción. 
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En el caso de las aportaciones a los fondos de ahorro, éstas sólo serán 
deducibles cuando, además de ser generales en los términos de los tres 
párrafos anteriores, el monto de las aportaciones efectuadas por el 
contribuyente sea igual al monto aportado por los trabajadores, la aportación 
del contribuyente no exceda del trece por ciento del salario del trabajador, sin 
que en ningún caso dicha aportación exceda del monto equivalente de 1.3 veces 
el salario mínimo general del área geográfica que corresponda al trabajador, 
elevado al año y siempre que se cumplan los requisitos de permanencia que se 
establezcan en el Reglamento de esta Ley. 

 
Los pagos de primas de seguros de vida que se otorguen en beneficio de los 
trabajadores, serán deducibles sólo cuando los beneficios de dichos seguros 
cubran la muerte del titular o en los casos de invalidez o incapacidad del titular 
para realizar un trabajo personal remunerado de conformidad con las leyes de 
seguridad social, que se entreguen como pago único o en las parcialidades que 
al efecto acuerden las partes. Serán deducibles los pagos de primas de seguros 
de gastos médicos que efectúe el contribuyente en beneficio de los 
trabajadores. 

 
Tratándose de las prestaciones de previsión social a que se refiere el párrafo 
anterior, se considera que éstas son generales cuando sean las mismas para 
todos los trabajadores de un mismo sindicato o para todos los trabajadores no 
sindicalizados, aun cuando dichas prestaciones sólo se otorguen a los 
trabajadores sindicalizados o a los trabajadores no sindicalizados. Asimismo, las 
erogaciones realizadas por concepto de primas de seguros de vida y de gastos 
médicos y las aportaciones a los fondos de ahorro y a los fondos de pensiones y 
jubilaciones complementarias a los que establece la Ley del Seguro Social a que se 
refiere el artículo 29 de esta Ley, no se considerarán para determinar el promedio 
aritmético a que se refiere el cuarto párrafo de esta fracción. 

 
El monto de las prestaciones de previsión social deducibles otorgadas a los 
trabajadores no sindicalizados, excluidas las aportaciones de seguridad social, 
las aportaciones a los fondos de ahorro, a los fondos de pensiones y 
jubilaciones complementarias a los que establece la Ley del Seguro Social a que 
se refiere el artículo 29 de esta Ley, las erogaciones realizadas por concepto de 
gastos médicos y primas de seguros de vida, no podrá exceder de diez veces el 
salario mínimo general del área geográfica que corresponda al trabajador, 
elevado al año. 
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XII. Que los pagos de primas por seguros o fianzas se hagan conforme a las leyes 
de la materia y correspondan a conceptos que esta Ley señala como deducibles 
o que en otras leyes se establezca la obligación de contratarlos y siempre que, 
tratándose de seguros, durante la vigencia de la póliza no se otorguen 
préstamos a persona alguna, por parte de la aseguradora, con garantía de las 
sumas aseguradas, de las primas pagadas o de las reservas matemáticas. 

 
En los casos en que los seguros tengan por objeto otorgar beneficios a los 
trabajadores, deberá observarse lo dispuesto en la fracción anterior. Si 
mediante el seguro se trata de resarcir al contribuyente de la disminución que 
en su productividad pudiera causar la muerte, accidente o enfermedad, de 
técnicos o dirigentes, la deducción de las primas procederá siempre que el 
seguro se establezca en un plan en el cual se determine el procedimiento para 
fijar el monto de la prestación y se satisfagan los plazos y los requisitos que se 
fijen en disposiciones de carácter general. 

 
XIII. Que el costo de adquisición declarado o los intereses que se deriven de 

créditos recibidos por el contribuyente, correspondan a los de mercado. Cuando 
excedan del precio de mercado no será deducible el excedente. 

 
XIV. Que en el caso de adquisición de mercancías de importación, se compruebe que 

se cumplieron los requisitos legales para su importación. Se considerará como 
monto de dicha adquisición el que haya sido declarado con motivo de la 
importación. 

 
XV. Que en el caso de pérdidas por créditos incobrables, éstas se consideren 

realizadas en el mes en el que se consuma el plazo de prescripción, que 
corresponda, o antes si fuera notoria la imposibilidad práctica de cobro. 

 
Para los efectos de este artículo, se considera que existe notoria imposibilidad 
práctica de cobro, entre otros, en los siguientes casos: 

 
a) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de su vencimiento no 

exceda de treinta mil unidades de inversión, cuando en el plazo de un año 
contado a partir de que incurra en mora, no se hubiera logrado su cobro. 
En este caso, se considerarán incobrables en el mes en que se cumpla un 
año de haber incurrido en mora. 
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Cuando se tengan dos o más créditos con una misma persona física o 
moral de los señalados en el párrafo anterior, se deberá sumar la totalidad 
de los créditos otorgados para determinar si éstos no exceden del monto a 
que se refiere dicho párrafo. 
 
Lo dispuesto en el inciso a) de esta fracción será aplicable tratándose de 
créditos contratados con el público en general, cuya suerte principal al día 
de su vencimiento se encuentre entre cinco mil pesos y treinta mil 
unidades de inversión, siempre que el contribuyente de acuerdo con las 
reglas de carácter general que al respecto emita el Servicio de 
Administración Tributaria informe de dichos créditos a las sociedades de 
información crediticia que obtengan autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público de conformidad con la Ley para Regular las de 
Sociedades de Información Crediticia. 
 
Lo dispuesto en el inciso a) de esta fracción será aplicable cuando el 
deudor del crédito de que se trate sea contribuyente que realiza 
actividades empresariales y el acreedor informe por escrito al deudor de 
que se trate, que efectuará la deducción del crédito incobrable, a fin de 
que el deudor acumule el ingreso derivado de la deuda no cubierta en los 
términos de esta Ley. Los contribuyentes que apliquen lo dispuesto en este 
párrafo, deberán informar a más tardar el 15 de febrero de cada año de 
los créditos incobrables que dedujeron en los términos de este párrafo en 
el año de calendario inmediato anterior. 
 

b) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de su vencimiento sea 
mayor a treinta mil unidades de inversión cuando el acreedor haya 
demandado ante la autoridad judicial el pago del crédito o se haya iniciado 
el procedimiento arbitral convenido para su cobro y además se cumpla con 
lo previsto en el párrafo final del inciso anterior. 

 
c) Se compruebe que el deudor ha sido declarado en quiebra o concurso. En 

el primer supuesto, debe existir sentencia que declare concluida la quiebra 
por pago concursal o por falta de activos. 
 

Tratándose de las Instituciones de Crédito, se considera que existe notoria 
imposibilidad práctica de cobro en la cartera de créditos, cuando dicha cartera 
sea castigada de conformidad con las disposiciones establecidas por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores. 
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Para los efectos del artículo  44 de esta Ley, los contribuyentes que deduzcan 
créditos por incobrables, los deberán considerar cancelados en el último mes de 
la primera mitad del ejercicio en que se deduzcan. 

 
Tratándose de cuentas por cobrar que tengan una garantía hipotecaria, 
solamente será deducible el cincuenta por ciento del monto cuando se den los 
supuestos a que se refiere el inciso b) anterior. Cuando el deudor efectúe el 
pago del adeudo o se haga la aplicación del importe del remate a cubrir el 
adeudo, se hará la deducción del saldo de la cuenta por cobrar o en su caso la 
acumulación del importe recuperado. 

 
XVI. Que tratándose de remuneraciones a empleados o a terceros, que estén 

condicionadas al cobro de los abonos en las enajenaciones a plazos o en los 
contratos de arrendamiento financiero en los que hayan intervenido, éstos se 
deduzcan en el ejercicio en el que dichos abonos o ingresos se cobren, siempre 
que se satisfagan los demás requisitos de esta Ley. 
 

XVII. Que tratándose de pagos efectuados a comisionistas y mediadores residentes 
en el extranjero, se cumpla con los requisitos de información y documentación 
que señale el Reglamento de esta Ley. 
 

XVIII. Que al realizar las operaciones correspondientes o a más tardar el 
último día del ejercicio se reúnan los requisitos que para cada deducción en 
particular establece esta Ley. Tratándose del comprobante fiscal a que se refiere 
el primer párrafo de la fracción III de este artículo, éste se obtenga a más 
tardar el día en que el contribuyente deba presentar su declaración. Respecto 
de la documentación comprobatoria de las retenciones y de los pagos a que se 
refieren las fracciones V y VI de este artículo, respectivamente, los mismos se 
realicen en los plazos que al efecto establecen las disposiciones fiscales, y la 
documentación comprobatoria se obtenga en dicha fecha. Tratándose de las 
declaraciones informativas a que se refieren los artículos  76 de esta Ley, y 32, 
fracciones V y VIII de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, éstas se deberán 
presentar en los plazos que al efecto establece el citado artículo  76 y contar a 
partir de esa fecha con los comprobantes fiscales correspondientes. Además, la 
fecha de expedición de los comprobantes fiscales de un gasto deducible deberá 
corresponder al ejercicio por el que se efectúa la deducción. 
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Tratándose de anticipos por los gastos a que se refiere la fracción III del 
artículo  25 de esta Ley, éstos serán deducibles en el ejercicio en el que se 
efectúen, siempre que se cuente con el comprobante fiscal del anticipo en el 
mismo ejercicio en el que se pagó y con el comprobante fiscal que ampare la 
totalidad de la operación por la que se efectuó el anticipo, a más tardar el 
último día del ejercicio siguiente a aquél en que se dio el anticipo. La deducción 
del anticipo en el ejercicio en el que se pague será por el monto del mismo y, 
en el ejercicio en el que se reciba el bien o el servicio, la deducción será por la 
diferencia entre el valor total consignado en el comprobante fiscal y el monto 
del anticipo. En todo caso para efectuar esta deducción, se deberán cumplir con 
los demás requisitos que establezcan las disposiciones fiscales. 
 
Cuando los contribuyentes presenten las declaraciones informativas a que se 
refiere el artículo  76 de esta Ley a requerimiento de la autoridad fiscal, no se 
considerará incumplido el requisito a que se refiere el primer párrafo de esta 
fracción, siempre que se presenten dichas declaraciones dentro de un plazo 
máximo de 60 días contados a partir de la fecha en la que se notifique el 
mismo. 

 
XIX. Que tratándose de pagos efectuados por concepto de salarios y en general por 

la prestación de un servicio personal subordinado a trabajadores que tengan 
derecho al subsidio para el empleo, efectivamente se entreguen las cantidades 
que por dicho subsidio les correspondan a sus trabajadores y se dé 
cumplimiento a los requisitos a que se refieren los preceptos que lo regulan, 
salvo cuando no se esté obligado a ello en términos de las citadas disposiciones. 

 
XX. Que el importe de las mercancías, materias primas, productos semiterminados o 

terminados, en existencia, que por deterioro u otras causas no imputables al 
contribuyente hubiera perdido su valor, se deduzca de los inventarios durante el 
ejercicio en que esto ocurra; siempre que se cumpla con los requisitos 
establecidos en el Reglamento de esta Ley. 

 
Los contribuyentes podrán efectuar la deducción de las mercancías, materias 
primas, productos semiterminados o terminados a que se refiere el párrafo 
anterior, siempre que tratándose de bienes básicos para la subsistencia humana 
en materia de alimentación, vestido, vivienda o salud, antes de proceder a su 
destrucción, se ofrezcan en donación a las instituciones autorizadas para recibir 
donativos deducibles conforme a esta Ley, dedicadas a la atención de 
requerimientos básicos de subsistencia en materia de alimentación, vestido, 
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vivienda o salud de personas, sectores, comunidades o regiones, de escasos 
recursos, cumpliendo con los requisitos que para tales efectos establezca el 
Reglamento de esta Ley. 
 
No se podrán ofrecer en donación aquellos bienes que en términos de otro 
ordenamiento jurídico, relacionado con el manejo, cuidado o tratamiento de 
dicho bienes, prohíba expresamente su venta, suministro, uso o establezca otro 
destino para los mismos. 

 
XXI. Que tratándose de gastos que conforme a la Ley General de Sociedades 

Cooperativas se generen como parte del fondo de previsión social a que se 
refiere el artículo 58 de dicho ordenamiento y se otorguen a los socios 
cooperativistas, los mismos serán deducibles cuando se disponga de los 
recursos del fondo correspondiente, siempre que se cumpla con los siguientes 
requisitos: 

 
a) Que el fondo de previsión social del que deriven se constituya con la 

aportación anual del porcentaje, que sobre los ingresos netos, sea 
determinado por la Asamblea General. 

 
b) Que el fondo de previsión social esté destinado en términos del artículo 57 

de la Ley General de Sociedades Cooperativas a las siguientes reservas: 
 

1. Para cubrir riesgos y enfermedades profesionales. 
 

2. Para formar fondos y haberes de retiro de socios. 
 

3. Para formar fondos para primas de antigüedad. 
 

4. Para formar fondos con fines diversos que cubran: gastos médicos y 
de funeral, subsidios por incapacidad, becas educacionales para los 
socios o sus hijos, guarderías infantiles, actividades culturales y 
deportivas y otras prestaciones de previsión social de naturaleza 
análoga. 

 
Para aplicar la deducción a que se refiere este numeral la sociedad 
cooperativa deberá pagar, salvo en el caso de subsidios por 
incapacidad, directamente a los prestadores de servicios y a favor del 
socio cooperativista de que se trate, las prestaciones de previsión 
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social correspondientes, debiendo contar con los comprobantes 
fiscales expedidos a nombre de la sociedad cooperativa. 

 
c) Acreditar que al inicio de cada ejercicio la Asamblea General fijó las 

prioridades para la aplicación del fondo de previsión social de conformidad 
con las perspectivas económicas de la sociedad cooperativa. 

 
XXII. Que el valor de los bienes que reciban los establecimientos permanentes 

ubicados en México, de contribuyentes residentes en el extranjero, de la oficina 
central o de otro establecimiento del contribuyente ubicado en el extranjero, no 
podrá ser superior al valor en aduanas del bien de que se trate. 

 
Artículo 28. Para los efectos de este Título, no serán deducibles: 

 
I. Los pagos por impuesto sobre la renta a cargo del propio contribuyente o de 

terceros ni los de contribuciones en la parte subsidiada o que originalmente 
correspondan a terceros, conforme a las disposiciones relativas, excepto 
tratándose de aportaciones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro Social a 
cargo de los patrones, incluidas las previstas en la Ley del Seguro de 
Desempleo.  
 
Tampoco serán deducibles las cantidades provenientes del subsidio para el 
empleo que entregue el contribuyente, en su carácter de retenedor, a las 
personas que le presten servicios personales subordinados ni los accesorios de 
las contribuciones, a excepción de los recargos que hubiere pagado 
efectivamente, inclusive mediante compensación. 
 

II. Los gastos e inversiones, en la proporción que representen los ingresos exentos 
respecto del total de ingresos del contribuyente. Los gastos que se realicen en 
relación con las inversiones que no sean deducibles conforme a este Capítulo. 
En el caso de automóviles y aviones, se podrán deducir en la proporción que 
represente el monto original de la inversión deducible a que se refiere el artículo 
36 de esta Ley, respecto del valor de adquisición de los mismos. 
 

III. Los obsequios, atenciones y otros gastos de naturaleza análoga con excepción 
de aquéllos que estén directamente relacionados con la enajenación de 
productos o la prestación de servicios y que sean ofrecidos a los clientes en 
forma general. 
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IV. Los gastos de representación. 
 

V. Los viáticos o gastos de viaje, en el país o en el extranjero, cuando no se 
destinen al hospedaje, alimentación, transporte, uso o goce temporal de 
automóviles y pago de kilometraje, de la persona beneficiaria del viático o 
cuando se apliquen dentro de una faja de 50 kilómetros que circunde al 
establecimiento del contribuyente. Las personas a favor de las cuales se realice 
la erogación, deben tener relación de trabajo con el contribuyente en los 
términos del Capítulo I del Título IV de esta Ley o deben estar prestando 
servicios profesionales. Los gastos a que se refiere esta fracción deberán estar 
amparados con un comprobante fiscal cuando éstos se realicen en territorio 
nacional o con la documentación comprobatoria correspondiente, cuando los 
mismos se efectúen en el extranjero. 
 
Tratándose de gastos de viaje destinados a la alimentación, éstos sólo serán 
deducibles hasta por un monto que no exceda de $750.00 diarios por cada 
beneficiario, cuando los mismos se eroguen en territorio nacional, o $1,500.00 
cuando se eroguen en el extranjero, y el contribuyente acompañe el 
comprobante fiscal o la documentación comprobatoria que ampare el hospedaje 
o transporte. Cuando a la documentación que ampare el gasto de alimentación 
el contribuyente únicamente acompañe el comprobante fiscal relativo al 
transporte, la deducción a que se refiere este párrafo sólo procederá cuando el 
pago se efectúe mediante tarjeta de crédito de la persona que realiza el viaje. 
 
Los gastos de viaje destinados al uso o goce temporal de automóviles y gastos 
relacionados, serán deducibles hasta por un monto que no exceda de $850.00 
diarios, cuando se eroguen en territorio nacional o en el extranjero, y el 
contribuyente acompañe el comprobante fiscal o la documentación 
comprobatoria que ampare el hospedaje o transporte. 

 
Los gastos de viaje destinados al hospedaje, sólo serán deducibles hasta por un 
monto que no exceda de $3,850.00 diarios, cuando se eroguen en el extranjero, 
y el contribuyente acompañe a la documentación comprobatoria que los ampare 
la relativa al transporte. 
 
Cuando el total o una parte de los viáticos o gastos de viaje con motivo de 
seminarios o convenciones, efectuados en el país o en el extranjero, formen 
parte de la cuota de recuperación que se establezca para tal efecto y en el 
comprobante fiscal o la documentación comprobatoria que los ampare no se 
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desglose el importe correspondiente a tales erogaciones, sólo será deducible de 
dicha cuota, una cantidad que no exceda el límite de gastos de viaje por día 
destinado a la alimentación a que se refiere esta fracción. La diferencia que 
resulte conforme a este párrafo no será deducible. 
 

VI. Las sanciones, las indemnizaciones por daños y perjuicios o las penas 
convencionales. Las indemnizaciones por daños y perjuicios y las penas 
convencionales, podrán deducirse cuando la ley imponga la obligación de 
pagarlas por provenir de riesgos creados, responsabilidad objetiva, caso fortuito, 
fuerza mayor o por actos de terceros, salvo que los daños y los perjuicios o la 
causa que dio origen a la pena convencional, se hayan originado por culpa 
imputable al contribuyente. 
 

VII. Los intereses devengados por préstamos o por adquisición, de valores a cargo 
del Gobierno Federal inscritos en el Registro Nacional de Valores, así como 
tratándose de títulos de crédito o de créditos de los señalados en el artículo 8 
de esta Ley, cuando el préstamo o la adquisición se hubiera efectuado de 
personas físicas o personas morales con fines no lucrativos. 

 
Se exceptúa de lo previsto en el párrafo anterior a las instituciones de crédito y 
casas de bolsa, residentes en el país, que realicen pagos de intereses 
provenientes de operaciones de préstamos de valores o títulos de los 
mencionados en el párrafo anterior que hubieren celebrado con personas físicas, 
siempre que dichas operaciones cumplan con los requisitos que al efecto 
establezca el Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas de carácter 
general. 
 

VIII. Las provisiones para la creación o el incremento de reservas complementarias 
de activo o de pasivo que se constituyan con cargo a las adquisiciones o gastos 
del ejercicio, con excepción de las relacionadas con las gratificaciones a los 
trabajadores correspondientes al ejercicio. 
 

IX. Las reservas que se creen para indemnizaciones al personal, para pagos de 
antigüedad o cualquier otra de naturaleza análoga, con excepción de las que se 
constituyan en los términos de esta Ley. 
 

X. Las primas o sobreprecio sobre el valor nominal que el contribuyente pague por 
el reembolso de las acciones que emita. 
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XI. Las pérdidas por caso fortuito, fuerza mayor o por enajenación de bienes, 
cuando el valor de adquisición de los mismos no corresponda al de mercado en 
el momento en que se adquirieron dichos bienes por el enajenante. 
 

XII. El crédito comercial, aun cuando sea adquirido de terceros. 
 

XIII. Los pagos por el uso o goce temporal de aviones y embarcaciones, que no 
tengan concesión o permiso del Gobierno Federal para ser explotados 
comercialmente.  
 
Tratándose de pagos por el uso o goce temporal de casas habitación, sólo serán 
deducibles en los casos en que reúnan los requisitos que señale el Reglamento 
de esta Ley. Las casas de recreo, en ningún caso serán deducibles. 
 
Tratándose de automóviles, sólo serán deducibles los pagos efectuados por el 
uso o goce temporal de automóviles hasta por un monto que no exceda de 
$200.00, diarios por automóvil, siempre que además de cumplir con los 
requisitos que para la deducción de automóviles establece la fracción II del 
artículo 36 de esta Ley, los mismos sean estrictamente indispensables para la 
actividad del contribuyente. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable 
tratándose de arrendadoras, siempre que los destinen exclusivamente al 
arrendamiento durante todo el periodo en el que le sea otorgado su uso o goce 
temporal. 
 

XIV. Las pérdidas derivadas de la enajenación, así como por caso fortuito o fuerza 
mayor, de los activos cuya inversión no es deducible conforme a lo dispuesto 
por esta Ley. 
 
Tratándose de aviones, las pérdidas derivadas de su enajenación, así como por 
caso fortuito o fuerza mayor, sólo serán deducibles en la parte proporcional en 
la que se haya podido deducir el monto original de la inversión. La pérdida se 
determinará conforme a lo dispuesto por el artículo 31 de esta Ley. 
 

XV. Los pagos por concepto de impuesto al valor agregado o del impuesto especial 
sobre producción y servicios, que el contribuyente hubiese efectuado y el que le 
hubieran trasladado. No se aplicará lo dispuesto en esta fracción, cuando el 
contribuyente no tenga derecho a acreditar los mencionados impuestos que le 
hubieran sido trasladados o que hubiese pagado con motivo de la importación 
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de bienes o servicios, que correspondan a gastos o inversiones deducibles en 
los términos de esta Ley. 
 
Tampoco será deducible el impuesto al valor agregado ni el impuesto especial 
sobre producción y servicios, que le hubieran trasladado al contribuyente ni el 
que hubiese pagado con motivo de la importación de bienes o servicios, cuando 
la erogación que dio origen al traslado o al pago no sea deducible en los 
términos de esta Ley. 
 

XVI. Las pérdidas que deriven de fusión, de reducción de capital o de liquidación de 
sociedades, en las que el contribuyente hubiera adquirido acciones, partes 
sociales o certificados de aportación patrimonial de las sociedades nacionales de 
crédito. 
 

XVII. Las pérdidas que provengan de la enajenación de acciones y de otros títulos 
valor cuyo rendimiento no sea interés en los términos del artículo 8 de esta Ley. 
Tampoco serán deducibles las pérdidas financieras que provengan de 
operaciones financieras derivadas de capital referidas a acciones o índices 
accionarios. 
 
Las pérdidas a que se refiere el párrafo anterior únicamente se podrán deducir 
contra el monto de las ganancias que, en su caso, obtenga el mismo 
contribuyente en el ejercicio o en los diez siguientes en la enajenación de 
acciones y otros títulos valor cuyo rendimiento no sea interés en los términos 
del artículo 8 de esta Ley, o en operaciones financieras derivadas de capital 
referidas a acciones o índices accionarios. Estas pérdidas no deberán exceder el 
monto de dichas ganancias. 
 
Las pérdidas se actualizarán por el periodo comprendido desde el mes en el que 
ocurrieron y hasta el mes de cierre del mismo ejercicio. La parte de las pérdidas 
que no se deduzcan en un ejercicio se actualizará por el periodo comprendido 
desde el mes del cierre del ejercicio en el que se actualizó por última vez y 
hasta el último mes del ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se 
deducirá. 
 
Para estar en posibilidad de deducir las pérdidas conforme a esta fracción, los 
contribuyentes deberán cumplir con lo siguiente: 
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a) Tratándose de acciones que se coloquen entre el gran público 
inversionista, la pérdida se determinará efectuando los ajustes a que se 
refiere el artículo 22 de esta Ley y considerando lo siguiente: 

 
1. Costo comprobado de adquisición, el precio en que se realizó la 

operación, siempre que la adquisición se haya efectuado en Bolsa de 
Valores concesionada en los términos de la Ley del Mercado de 
Valores. Si la adquisición se hizo fuera de la mencionada Bolsa, se 
considerará como dicho costo el menor entre el precio de la 
operación y la cotización promedio en la Bolsa de Valores antes 
mencionada del día en que se adquirieron. 
 

2. Ingreso obtenido, el que se obtenga de la operación siempre que se 
enajenen en Bolsa de Valores concesionada en los términos de la Ley 
del Mercado de Valores. Si la enajenación se hizo fuera de dicha 
Bolsa, se considerará como ingreso el mayor entre el precio de la 
operación y la cotización promedio en la Bolsa de Valores antes 
mencionada del día en que se enajenaron. 

 
b) Tratándose de partes sociales y de acciones distintas de las señaladas en 

el inciso anterior, la pérdida se determinará efectuando los ajustes a que 
se refiere el artículo 22 de esta Ley y considerando como ingreso obtenido 
el que resulte mayor entre el pactado en la operación de que se trate y el 
precio de venta de las acciones determinado conforme a la metodología 
establecida en los artículos 179 y 180 de esta Ley. 
 
Cuando la operación se realice con y entre partes relacionadas, se deberá 
presentar un estudio sobre la determinación del precio de venta de las 
acciones en los términos de los artículos 179 y 180 de esta Ley y 
considerando los elementos contenidos en el inciso e) de la fracción I del 
artículo 179 de esta Ley. 

 
c) Cuando se trate de títulos valor a que se refieren los incisos anteriores de 

esta fracción, siempre que en el caso de los comprendidos en el inciso a) 
se adquieran o se enajenen fuera de Bolsa de Valores concesionada en los 
términos de la Ley del Mercado de Valores, el adquirente, en todo caso, y 
el enajenante, cuando haya pérdida, deberán presentar aviso dentro de los 
diez días siguientes a la fecha de la operación y, en su caso, el estudio 
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sobre el precio de venta de las acciones a que se refiere el último párrafo 
del inciso anterior. 

 
d) En el caso de títulos valor distintos de los que se mencionan en los incisos 

anteriores de este artículo, se deberá solicitar autorización ante la 
autoridad fiscal correspondiente para deducir la pérdida. No será necesaria 
la autorización a que se refiere este inciso cuando se trate de instituciones 
que integran el sistema financiero. 

 
XVIII. Los gastos que se hagan en el extranjero a prorrata con quienes no 

sean contribuyentes del impuesto sobre la renta en los términos de los Títulos II 
o IV de esta Ley. 
 

XIX. Las pérdidas que se obtengan en las operaciones financieras derivadas y en las 
operaciones a las que se refiere el artículo 21 de esta Ley, cuando se celebren 
con personas físicas o morales residentes en México o en el extranjero, que 
sean partes relacionadas en los términos del artículo 179 de esta Ley, cuando 
los términos convenidos no correspondan a los que se hubieren pactado con o 
entre partes independientes en operaciones comparables. 
 

XX. El 91.5% de los consumos en restaurantes. Para que proceda la deducción de la 
diferencia, el pago deberá hacerse invariablemente mediante tarjeta de crédito, 
de débito o de servicios, o a través de los monederos electrónicos que al efecto 
autorice el Servicio de Administración Tributaria. Serán deducibles al 100% los 
consumos en restaurantes que reúnan los requisitos de la fracción V de este 
artículo sin que se excedan los límites establecidos en dicha fracción. En ningún 
caso los consumos en bares serán deducibles. 

 
XXI. Los gastos en comedores que por su naturaleza no estén a disposición de todos 

los trabajadores de la empresa y aun cuando lo estén, éstos excedan de un 
monto equivalente a un salario mínimo general diario del área geográfica del 
contribuyente por cada trabajador que haga uso de los mismos y por cada día 
en que se preste el servicio, adicionado con las cuotas de recuperación que 
pague el trabajador por este concepto. 

 
El límite que establece esta fracción no incluye los gastos relacionados con la 
prestación del servicio de comedor como son, el mantenimiento de laboratorios 
o especialistas que estudien la calidad e idoneidad de los alimentos servidos en 
los comedores a que se refiere el párrafo anterior. 
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XXII. Los pagos por servicios aduaneros, distintos de los honorarios de agentes 

aduanales y de los gastos en que incurran dichos agentes o la persona moral 
constituida por dichos agentes aduanales en los términos de la Ley Aduanera. 

 
XXIII.  Los pagos hechos a personas, entidades, fideicomisos, asociaciones en 

participación, fondos de inversión, así como cualquier otra figura jurídica, cuyos 
ingresos estén sujetos a regímenes fiscales preferentes, salvo que demuestren 
que el precio o el monto de la contraprestación es igual al que hubieran pactado 
partes no relacionadas en operaciones comparables excepto por lo previsto en 
la fracción XXXI de este artículo.  

 
XXIV. Los pagos de cantidades iniciales por el derecho de adquirir o vender, bienes, 

divisas, acciones u otros títulos valor que no coticen en mercados reconocidos, 
de acuerdo con lo establecido por el artículo 16-C del Código Fiscal de la 
Federación, y que no se hubiera ejercido, siempre que se trate de partes 
contratantes que sean relacionadas en los términos del artículo 179 de esta Ley. 

 
XXV. La restitución efectuada por el prestatario por un monto equivalente a los 

derechos patrimoniales de los títulos recibidos en préstamo, cuando dichos 
derechos sean cobrados por los prestatarios de los títulos. 

 
XXVI. Las cantidades que tengan el carácter de participación en la utilidad del 

contribuyente o estén condicionadas a la obtención de ésta, ya sea que 
correspondan a trabajadores, a miembros del consejo de administración, a 
obligacionistas o a otros. 

 
XXVII. Los intereses que deriven del monto de las deudas del contribuyente 

que excedan del triple de su capital contable que provengan de deudas 
contraídas con partes relacionadas residentes en el extranjero en los términos 
del artículo 179 de esta Ley. 
 
Para determinar el monto de las deudas que excedan el límite señalado en el 
párrafo anterior, se restará del saldo promedio anual de todas las deudas del 
contribuyente que devenguen intereses a su cargo, la cantidad que resulte de 
multiplicar por tres el cociente que se obtenga de dividir entre dos la suma del 
capital contable al inicio y al final del ejercicio. 
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Cuando el saldo promedio anual de las deudas del contribuyente contraídas con 
partes relacionadas residentes en el extranjero sea menor que el monto en 
exceso de las deudas a que se refiere el párrafo anterior, no serán deducibles 
en su totalidad los intereses devengados por esas deudas. Cuando el saldo 
promedio anual de las deudas contraídas con partes relacionadas residentes en 
el extranjero sea mayor que el monto en exceso antes referido, no serán 
deducibles los intereses devengados por dichas deudas contraídas con partes 
relacionadas residentes en el extranjero, únicamente por la cantidad que resulte 
de multiplicar esos intereses por el factor que se obtenga de dividir el monto en 
exceso entre dicho saldo. 
 
Para los efectos de los dos párrafos anteriores, el saldo promedio anual de 
todas las deudas del contribuyente que devengan intereses a su cargo se 
determina dividiendo la suma de los saldos de esas deudas al último día de cada 
uno de los meses del ejercicio, entre el número de meses del ejercicio, y el 
saldo promedio anual de las deudas contraídas con partes relacionadas 
residentes en el extranjero se determina en igual forma, considerando los saldos 
de estas últimas deudas al último día de cada uno de los meses del ejercicio. 
 
Los contribuyentes podrán optar por considerar como capital contable del 
ejercicio, para los efectos de determinar el monto en exceso de sus deudas, la 
cantidad que resulte de sumar los saldos iniciales y finales del ejercicio en 
cuestión de sus cuentas de capital de aportación, utilidad fiscal neta y utilidad 
fiscal neta reinvertida y dividir el resultado de esa suma entre dos. Quienes 
elijan esta opción deberán continuar aplicándola por un periodo no menor de 
cinco ejercicios contados a partir de aquél en que la elijan. Los contribuyentes 
que no apliquen las normas de información financiera en la determinación de su 
capital contable, considerarán como capital contable para los efectos de esta 
fracción, el capital integrado en la forma descrita en el presente párrafo. 
 
No se incluirán dentro de las deudas que devengan intereses a cargo del 
contribuyente para el cálculo del monto en exceso de ellas al triple de su capital 
contable, las contraídas por los integrantes del sistema financiero en la 
realización de las operaciones propias de su objeto y las contraídas para la 
construcción, operación o mantenimiento de infraestructura productiva 
vinculada con áreas estratégicas para el país. 
 
El límite del triple del capital contable que determina el monto excedente de las 
deudas al que se refiere esta fracción podría ampliarse en los casos en que los 
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contribuyentes comprueben que la actividad que realizan requiere en sí misma 
de mayor apalancamiento y obtengan resolución al respecto en los términos que 
señala el artículo 34-A del Código Fiscal de la Federación. 
 
Con independencia de lo previsto en esta fracción se estará a lo dispuesto en los 
artículos 11 y 179 de la presente Ley. 
 

XXVIII. Los anticipos por las adquisiciones de las mercancías, materias primas, 
productos semiterminados y terminados o por los gastos relacionados directa o 
indirectamente con la producción o la prestación de servicios a que se refiere el 
artículo 39 de esta Ley. Dichos anticipos tampoco formarán parte del costo de lo 
vendido a que se refiere la fracción II del artículo 25 de esta Ley. 
 
Para los efectos de esta fracción, el monto total de las adquisiciones o de los 
gastos, se deducirán en los términos de la Sección III del Título II de esta Ley, 
siempre que se cuente con el comprobante fiscal que ampare la totalidad de la 
operación por la que se efectuó el anticipo.  

 
XXIX. Los pagos que efectúe el contribuyente cuando los mismos también sean 

deducibles para una parte relacionada residente en México o en el extranjero.  
 
Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable cuando la parte relacionada que 
deduce el pago efectuado por el contribuyente, acumule los ingresos generados 
por este último ya sea en el mismo ejercicio fiscal o en el siguiente. 
 

XXX. Los pagos que a su vez sean ingresos exentos para el trabajador, hasta por la 
cantidad que resulte de aplicar el factor de 0.53 al monto de dichos pagos. 

 
XXXI. Cualquier pago que cumpla con el inciso a), que además se efectúe por alguno 

de los conceptos señalados en el inciso b) y que se encuentre en cualquiera de 
los supuestos del inciso c): 

 
a) Que el pago se realice a una entidad extranjera que controle o sea 

controlada por el contribuyente.  
 

Se entenderá por control, cuando una de las partes tenga sobre la otra el 
control efectivo o el de su administración, a grado tal, que pueda decidir el 
momento de reparto o distribución de los ingresos, utilidades o dividendos 
de ellas, ya sea directamente o por interpósita persona. 
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b) Que el pago se efectúe por alguno de los siguientes conceptos:  

 
1. Intereses definidos conforme al artículo 166 de esta Ley.  

 
2. Regalías o asistencia técnica. También se considerarán regalías 

cuando se enajenen los bienes o derechos a que se refiere el artículo 
15-B del Código Fiscal de la Federación, siempre que dicha 
enajenación se encuentre condicionada al uso, disposición o 
productividad de los mismos bienes o derechos. 

 
c) Que se encuentre en alguno de los siguientes supuestos: 

 
1. Que la entidad extranjera que percibe el pago se considere 

transparente en términos del artículo 176 de esta Ley. No se aplicará 
este numeral, en la medida y proporción que los accionistas o 
asociados de la entidad extranjera transparente estén sujetos a un 
impuesto sobre la renta por los ingresos percibidos a través de dicha 
entidad extranjera, y que el pago hecho por el contribuyente sea igual 
al que hubieren pactado partes independientes en operaciones 
comparables.  

 
2. Que el pago se considere inexistente para efectos fiscales en el país o 

territorio donde se ubique la entidad extranjera. 
 

3. Que dicha entidad extranjera no considere el pago como ingreso 
gravable conforme a las disposiciones fiscales que le sean aplicables.  

 
Para los efectos de este inciso c), un pago incluye el devengo de una cantidad a 
favor de cualquier persona y, cuando el contexto así lo requiera, cualquier parte 
de un pago. 

 
XXXII. Los donativos que se realicen entre partes relacionadas. 
 
Los conceptos no deducibles a que se refiere esta Ley, se deberán considerar en el 
ejercicio en el que se efectúe la erogación y no en aquel ejercicio en el que formen 
parte del costo de lo vendido. 
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Artículo 29. Las reservas para fondos de pensiones o jubilaciones de personal, 
complementarias a las que establece la Ley del Seguro Social y de primas de 
antigüedad, se ajustaran a las siguientes reglas: 
 
I. Deberán crearse y calcularse en los términos y con los requisitos que fije el 

Reglamento de esta Ley y repartirse uniformemente en diez ejercicios. Dicho 
cálculo deberá realizarse cada ejercicio en el mes en que se constituyó la 
reserva. 

 
II. La reserva deberá invertirse cuando menos en un 30% en valores a cargo del 

Gobierno Federal inscritos en el Registro Nacional de Valores o en acciones de 
sociedades de inversión en instrumentos de deuda. La diferencia deberá 
invertirse en valores aprobados por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, como objeto de inversión de las reservas técnicas de las instituciones 
de seguros, o en la adquisición o construcción y venta de casas para 
trabajadores del contribuyente que tengan las características de vivienda de 
interés social, o en préstamos para los mismos fines, de acuerdo con las 
disposiciones reglamentarias, o en certificados de participación emitidos por las 
instituciones fiduciarias respecto de los fideicomisos a que se refiere el artículo 
188 de esta Ley, siempre que en este caso la inversión total no exceda del 
10% de la reserva a que se refiere este artículo. 
 
Las inversiones que, en su caso se realicen en valores emitidos por la propia 
empresa o por empresas que se consideren partes relacionadas, no podrán 
exceder del 10 por ciento del monto total de la reserva y siempre que se trate 
de valores aprobados por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en los 
términos del párrafo anterior. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, no se considera que dos o más personas 
son partes relacionadas, cuando la participación directa o indirecta de una en 
el capital de la otra no exceda del 10% del total del capital suscrito y siempre 
que no participe directa o indirectamente en la administración o control de 
ésta. 
 

III. Los bienes que formen el fondo deberán afectarse en fideicomiso irrevocable, 
en institución de crédito autorizada para operar en la República, o ser 
manejados por instituciones o sociedades mutualistas de seguros, por casas de 
bolsa, operadoras de sociedades de inversión o por administradoras de fondos 
para el retiro, con concesión o autorización para operar en el país, de 
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conformidad con las reglas generales que dicte el Servicio de Administración 
Tributaria. Los rendimientos que se obtengan con motivo de la inversión 
forman parte del fondo y deben permanecer en el fideicomiso irrevocable; sólo 
podrán destinarse los bienes y los rendimientos de la inversión para los fines 
para los que fue creado el fondo. 

 
IV. Las inversiones que constituyan el fondo, deberán valuarse cada año a precio 

de mercado, en el mes en que se constituyó la reserva, excepto las inversiones 
en préstamos para la adquisición o construcción de vivienda de interés social, 
en este último caso se considerará el saldo insoluto del préstamo otorgado. 

 
V. No podrán deducirse las aportaciones cuando el valor del fondo sea suficiente 

para cumplir con las obligaciones establecidas conforme al plan de pensiones o 
jubilaciones. 

 
VI. El contribuyente únicamente podrá disponer de los bienes y valores a que se 

refiere la fracción II de este artículo, para el pago de pensiones o jubilaciones 
y de primas de antigüedad al personal. Si dispusiere de ellos o de sus 
rendimientos, para fines diversos, cubrirá sobre la cantidad respectiva 
impuesto a la tasa establecida en el artículo 9 de esta Ley. 

 
Lo dispuesto en las fracciones II y III de este artículo no será aplicable si el fondo es 
manejado por una administradora de fondos para el retiro y los recursos del mismo 
son invertidos en una sociedad de inversión especializada de fondos para el retiro. 
 
Artículo 30. Los contribuyentes que realicen obras consistentes en desarrollos 
inmobiliarios o fraccionamientos de lotes, los que celebren contratos de obra 
inmueble o de fabricación de bienes de activo fijo de largo proceso de fabricación y 
los prestadores del servicio turístico del sistema de tiempo compartido, podrán 
deducir las erogaciones estimadas relativas a los costos directos e indirectos de esas 
obras o de la prestación del servicio, en los ejercicios en que obtengan los ingresos 
derivados de las mismas, en lugar de las deducciones establecidas en los artículos 19 
y 25 de esta Ley, que correspondan a cada una de las obras o a la prestación del 
servicio, mencionadas. Las erogaciones estimadas se determinarán por cada obra o 
por cada inmueble del que se deriven los ingresos por la prestación de servicios a que 
se refiere este artículo, multiplicando los ingresos acumulables en cada ejercicio que 
deriven de la obra o de la prestación del servicio, por el factor de deducción total que 
resulte de dividir la suma de los costos directos e indirectos estimados al inicio del 
ejercicio, o de la obra o de la prestación del servicio de que se trate, entre el ingreso 
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total que corresponda a dicha estimación en la misma fecha, conforme a lo dispuesto 
en este párrafo. 
 
No se considerarán dentro de la estimación de los costos directos e indirectos a que 
se refiere el párrafo anterior, la deducción de las inversiones y las remuneraciones 
por la prestación de servicios personales subordinados, relacionados directamente 
con la producción o la prestación de servicios, las cuales se deducirán conforme a lo 
dispuesto por la Sección III de este Capítulo ni los gastos de operación ni financieros, 
los cuales se deducirán en los términos establecidos en esta Ley. Los contribuyentes 
que se dediquen a la prestación del servicio turístico de tiempo compartido podrán 
considerar dentro de la estimación de los costos directos e indirectos, la deducción de 
las inversiones correspondientes a los inmuebles destinados a la prestación de dichos 
servicios, en los términos del artículo 31 de esta Ley. 
 
Al final de cada ejercicio, los contribuyentes deberán calcular el factor de deducción 
total a que se refiere el primer párrafo de este artículo por cada obra o por cada 
inmueble del que se deriven los ingresos por la prestación de servicios de tiempo 
compartido, según sea el caso, con los datos que tengan a esa fecha. Este factor se 
comparará al final de cada ejercicio con el factor utilizado en el propio ejercicio y en 
los ejercicios anteriores, que corresponda a la obra o a la prestación del servicio de 
que se trate. Si de la comparación resulta que el factor de deducción que 
corresponda al final del ejercicio de que se trate es menor que cualquiera de los 
anteriores, el contribuyente deberá presentar declaraciones complementarias, 
utilizando este factor de deducción menor, debiendo modificar el monto de las 
erogaciones estimadas deducidas en cada uno de los ejercicios de que se trate. 
 
Si de la comparación a que se refiere el párrafo anterior, resulta que el factor de 
deducción total al final del ejercicio es menor en más de un 5% al que se hubiera 
determinado en el propio ejercicio o en los anteriores, se pagarán, en su caso, los 
recargos que correspondan. 
 
En el ejercicio en el que se terminen de acumular los ingresos relativos a la obra o a 
la prestación del servicio de que se trate, los contribuyentes compararán las 
erogaciones realizadas correspondientes a los costos directos e indirectos a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo, sin considerar, en su caso, los señalados en 
el segundo párrafo de este mismo artículo, durante el periodo transcurrido desde el 
inicio de la obra o de la prestación del servicio hasta el ejercicio en el que se 
terminen de acumular dichos ingresos, contra el total de las estimadas deducidas en 
el mismo periodo en los términos de este artículo, que correspondan en ambos casos 



194 
 

a la misma obra o al inmueble del que se deriven los ingresos por la prestación del 
servicio. Para efectuar esta comparación, los contribuyentes actualizarán las 
erogaciones estimadas y las realizadas en cada ejercicio, desde el último mes del 
ejercicio en el que se dedujeron o en el que se efectuaron, según sea el caso, y hasta 
el último mes de la primera mitad del ejercicio en el que se terminen de acumular los 
ingresos relativos a la obra o a la prestación del servicio turístico del sistema de 
tiempo compartido. Los prestadores del servicio turístico del sistema de tiempo 
compartido considerarán como erogaciones realizadas por las inversiones 
correspondientes a los inmuebles de los que derivan los ingresos por la prestación de 
dichos servicios, los montos originales de las inversiones que se comprueben con la 
documentación que reúna los requisitos que señalan las disposiciones fiscales. 
 
Si de la comparación a que se refiere el párrafo anterior, resulta que el total de las 
erogaciones estimadas actualizadas deducidas exceden a las realizadas actualizadas, 
la diferencia se acumulará a los ingresos del contribuyente en el ejercicio en el que se 
terminen de acumular los ingresos relativos a la obra o a la prestación del servicio de 
que se trate. 
 
Para los efectos de lo dispuesto en los dos párrafo anteriores, tratándose de la 
prestación del servicio turístico del sistema de tiempo compartido, se considerará que 
se terminan de acumular los ingresos relativos a la prestación del servicio, en el 
ejercicio en el que ocurra cualquiera de los siguientes supuestos: se hubiera recibido 
el 90% del pago o de la contraprestación pactada, o hubieran transcurrido cinco 
ejercicios desde que se inició la obra o la prestación del servicio a que se refiere este 
artículo. 
 
Si de la comparación a que se refiere el párrafo quinto de este artículo, resulta que el 
total de las erogaciones estimadas deducidas exceden en más de 5% a las realizadas, 
ambas actualizadas, sobre el excedente se calcularán los recargos que correspondan 
a partir del día en que se presentó o debió presentarse la declaración del ejercicio en 
el que se dedujeron las erogaciones estimadas. Estos recargos se enterarán 
conjuntamente con la declaración de que se trate. 
 
Los contribuyentes que ejerzan la opción señalada en este artículo, deberán 
presentar aviso ante las autoridades fiscales, en el que manifiesten que optan por lo 
dispuesto en este artículo, por cada una de las obras o por el inmueble del que se 
deriven los ingresos por la prestación del servicio, dentro de los quince días 
siguientes al inicio de la obra o a la celebración del contrato, según corresponda. Una 
vez ejercida esta opción, la misma no podrá cambiarse. Los contribuyentes, además, 
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deberán presentar la información que mediante reglas de carácter general establezca 
el Servicio de Administración Tributaria. 
 

SECCIÓN II 
DE LAS INVERSIONES 

 
Artículo 31. Las inversiones únicamente se podrán deducir mediante la aplicación, 
en cada ejercicio, de los por cientos máximos autorizados por esta Ley, sobre el 
monto original de la inversión, con las limitaciones en deducciones que, en su caso, 
establezca esta Ley. Tratándose de ejercicios irregulares, la deducción 
correspondiente se efectuará en el por ciento que represente el número de meses 
completos del ejercicio en los que el bien haya sido utilizado por el contribuyente, 
respecto de doce meses. Cuando el bien se comience a utilizar después de iniciado el 
ejercicio y en el que se termine su deducción, ésta se efectuará con las mismas 
reglas que se aplican para los ejercicios irregulares. 
 
El monto original de la inversión comprende, además del precio del bien, los 
impuestos efectivamente pagados con motivo de la adquisición o importación del 
mismo a excepción del impuesto al valor agregado, así como las erogaciones por 
concepto de derechos, cuotas compensatorias, fletes, transportes, acarreos, seguros 
contra riesgos en la transportación, manejo, comisiones sobre compras y honorarios 
a agentes aduanales. Tratándose de las inversiones en automóviles el monto original 
de la inversión también incluye el monto de las inversiones en equipo de blindaje. 
 
Cuando los bienes se adquieran con motivo de fusión o escisión de sociedades, se 
considerará como fecha de adquisición la que le correspondió a la sociedad fusionada 
o a la escindente. 
 
El contribuyente podrá aplicar por cientos menores a los autorizados por esta Ley. En 
este caso, el por ciento elegido será obligatorio y podrá cambiarse, sin exceder del 
máximo autorizado. Tratándose del segundo y posteriores cambios deberán 
transcurrir cuando menos cinco años desde el último cambio; cuando el cambio se 
quiera realizar antes de que transcurra dicho plazo, se deberá cumplir con los 
requisitos que establezca el Reglamento de esta Ley. 
 
Las inversiones empezarán a deducirse, a elección del contribuyente, a partir del 
ejercicio en que se inicie la utilización de los bienes o desde el ejercicio siguiente. El 
contribuyente podrá no iniciar la deducción de las inversiones para efectos fiscales, a 
partir de que se inicien los plazos a que se refiere este párrafo. En este último caso, 
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podrá hacerlo con posterioridad, perdiendo el derecho a deducir las cantidades 
correspondientes a los ejercicios transcurridos desde que pudo efectuar la deducción 
conforme a este artículo y hasta que inicie la misma, calculadas aplicando los por 
cientos máximos autorizados por la presente Ley. 
 
Cuando el contribuyente enajene los bienes o cuando éstos dejen de ser útiles para 
obtener los ingresos, deducirá, en el ejercicio en que esto ocurra, la parte aún no 
deducida. En el caso en que los bienes dejen de ser útiles para obtener los ingresos, 
el contribuyente deberá mantener sin deducción un peso en sus registros. Lo 
dispuesto en este párrafo no es aplicable a los casos señalados en los párrafos 
penúltimo y último de este artículo. 
 
Los contribuyentes ajustarán la deducción determinada en los términos de los 
párrafos primero y sexto de este artículo, multiplicándola por el factor de 
actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes en el que se 
adquirió el bien y hasta el último mes de la primera mitad del periodo en el que el 
bien haya sido utilizado durante el ejercicio por el que se efectúe la deducción. 
 
Cuando sea impar el número de meses comprendidos en el periodo en el que el bien 
haya sido utilizado en el ejercicio, se considerará como último mes de la primera 
mitad de dicho periodo el mes inmediato anterior al que corresponda la mitad del 
periodo. 
 
Para determinar la ganancia por la enajenación de bienes cuya inversión es 
parcialmente deducible en los términos de las fracciones II y III del artículo 36 de 
esta Ley, se considerará la diferencia entre el monto original de la inversión deducible 
disminuido por las deducciones efectuadas sobre dicho monto y el precio en que se 
enajenen los bienes. 

 
Tratándose de bienes cuya inversión no es deducible en los términos de las 
fracciones II, III y IV del artículo 36 de esta Ley, se considerará como ganancia el 
precio obtenido por su enajenación. 
 
Artículo 32. Para los efectos de esta Ley, se consideran inversiones los activos fijos, 
los gastos y cargos diferidos y las erogaciones realizadas en periodos preoperativos, 
de conformidad con los siguientes conceptos: 
 
Activo fijo es el conjunto de bienes tangibles que utilicen los contribuyentes para la 
realización de sus actividades y que se demeriten por el uso en el servicio del 
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contribuyente y por el transcurso del tiempo. La adquisición o fabricación de estos 
bienes tendrá siempre como finalidad la utilización de los mismos para el desarrollo 
de las actividades del contribuyente, y no la de ser enajenados dentro del curso 
normal de sus operaciones. 
 
Gastos diferidos son los activos intangibles representados por bienes o derechos que 
permitan reducir costos de operación, mejorar la calidad o aceptación de un 
producto, usar, disfrutar o explotar un bien, por un periodo limitado, inferior a la 
duración de la actividad de la persona moral. También se consideran gastos diferidos 
los activos intangibles que permitan la explotación de bienes del dominio público o la 
prestación de un servicio público concesionado. 
 
Cargos diferidos son aquéllos que reúnan los requisitos señalados en el párrafo 
anterior, excepto los relativos a la explotación de bienes del dominio público o a la 
prestación de un servicio público concesionado, pero cuyo beneficio sea por un 
periodo ilimitado que dependerá de la duración de la actividad de la persona moral. 
 
Erogaciones realizadas en periodos preoperativos, son aquéllas que tienen por objeto 
la investigación y el desarrollo, relacionados con el diseño, elaboración, 
mejoramiento, empaque o distribución de un producto, así como con la prestación de 
un servicio; siempre que las erogaciones se efectúen antes de que el contribuyente 
enajene sus productos o preste sus servicios, en forma constante. Tratándose de 
industrias extractivas, estas erogaciones son las relacionadas con la exploración para 
la localización y cuantificación de nuevos yacimientos susceptibles de explotarse. 
 
Artículo 33. Los por cientos máximos autorizados tratándose de gastos y cargos 
diferidos, así como para las erogaciones realizadas en periodos preoperativos, son los 
siguientes: 
 
I. 5% para cargos diferidos. 

 
II. 10% para erogaciones realizadas en periodos preoperativos. 
 
III. 15% para regalías, para asistencia técnica, así como para otros gastos diferidos, 

a excepción de los señalados en la fracción IV del presente artículo. 
 
IV. En el caso de activos intangibles que permitan la explotación de bienes del 

dominio público o la prestación de un servicio público concesionado, el por 
ciento máximo se calculará dividiendo la unidad entre el número de años por los 
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cuales se otorgó la concesión, el cociente así obtenido se multiplicará por cien y 
el producto se expresará en por ciento. 

 
En el caso de que el beneficio de las inversiones a que se refieren las fracciones II y 
III de este artículo se concrete en el mismo ejercicio en el que se realizó la 
erogación, la deducción podrá efectuarse en su totalidad en dicho ejercicio. 

 
Artículo 34. Los por cientos máximos autorizados, tratándose de activos fijos por 
tipo de bien son los siguientes: 

 
I. Tratándose de construcciones: 

 
a) 10% para inmuebles declarados como monumentos arqueológicos, 

artísticos, históricos o patrimoniales, conforme a la Ley Federal sobre 
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, que cuenten 
con el certificado de restauración expedido por el Instituto Nacional de 
Antropología e Historia o el Instituto Nacional de Bellas Artes. 

 
b) 5% en los demás casos. 

 
II. Tratándose de ferrocarriles: 

 
a) 3% para bombas de suministro de combustible a trenes. 

 
b) 5% para vías férreas. 

 
c) 6% para carros de ferrocarril, locomotoras, armones y autoarmones. 

 
d) 7% para maquinaria niveladora de vías, desclavadoras, esmeriles para 

vías, gatos de motor para levantar la vía, removedora, insertadora y 
taladradora de durmientes. 

 
e) 10% para el equipo de comunicación, señalización y telemando. 

 
III. 10% para mobiliario y equipo de oficina. 

 
IV. 6% para embarcaciones. 

 
V. Tratándose de aviones: 
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a) 25% para los dedicados a la aerofumigación agrícola. 

 
b) 10% para los demás. 

 
VI. 25% para automóviles, autobuses, camiones de carga, tractocamiones, 

montacargas y remolques. 
 

VII. 30% para computadoras personales de escritorio y portátiles; servidores; 
impresoras, lectores ópticos, graficadores, lectores de código de barras, 
digitalizadores, unidades de almacenamiento externo y concentradores de redes 
de cómputo. 

 
VIII. 35% para dados, troqueles, moldes, matrices y herramental. 

 
IX. 100% para semovientes y vegetales. 

 
X. Tratándose de comunicaciones telefónicas: 

 
a) 5% para torres de transmisión y cables, excepto los de fibra óptica. 
 
b) 8% para sistemas de radio, incluyendo equipo de transmisión y manejo 

que utiliza el espectro radioeléctrico, tales como el de radiotransmisión de 
microonda digital o analógica, torres de microondas y guías de onda. 

 
c) 10% para equipo utilizado en la transmisión, tales como circuitos de la 

planta interna que no forman parte de la conmutación y cuyas funciones 
se enfocan hacia las troncales que llegan a la central telefónica, incluye 
multiplexores, equipos concentradores y ruteadores. 

 
d) 25% para equipo de la central telefónica destinado a la conmutación de 

llamadas de tecnología distinta a la electromecánica. 
 
e) 10% para los demás. 

 
XI. Tratándose de comunicaciones satelitales: 

 
a) 8% para el segmento satelital en el espacio, incluyendo el cuerpo principal 

del satélite, los transpondedores, las antenas para la transmisión y 
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recepción de comunicaciones digitales y análogas, y el equipo de 
monitoreo en el satélite. 

 
b) 10% para el equipo satelital en tierra, incluyendo las antenas para la 

transmisión y recepción de comunicaciones digitales y análogas y el equipo 
para el monitoreo del satélite. 

 
XII. 100% para adaptaciones que se realicen a instalaciones que impliquen adiciones 

o mejoras al activo fijo, siempre que dichas adaptaciones tengan como finalidad 
facilitar a las personas con discapacidad a que se refiere el artículo 186 de esta 
Ley, el acceso y uso de las instalaciones del contribuyente. 

 
XIII. 100% para maquinaria y equipo para la generación de energía proveniente de 

fuentes renovables o de sistemas de cogeneración de electricidad eficiente. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, son fuentes renovables aquéllas que por 
su naturaleza o mediante un aprovechamiento adecuado se consideran 
inagotables, tales como la energía solar en todas sus formas; la energía eólica; 
la energía hidráulica tanto cinética como potencial, de cualquier cuerpo de 
agua natural o artificial; la energía de los océanos en sus distintas formas; la 
energía geotérmica, y la energía proveniente de la biomasa o de los residuos. 
Asimismo, se considera generación la conversión sucesiva de la energía de las 
fuentes renovables en otras formas de energía. 
 
Lo dispuesto en esta fracción será aplicable siempre que la maquinaria y 
equipo se encuentren en operación o funcionamiento durante un periodo 
mínimo de 5 años inmediatos siguientes al ejercicio en el que se efectúe la 
deducción, salvo en los casos a que se refiere el artículo 37 de esta Ley. Los 
contribuyentes que incumplan con el plazo mínimo establecido en este párrafo, 
deberán cubrir, en su caso, el impuesto correspondiente por la diferencia que 
resulte entre el monto deducido conforme a esta fracción y el monto que se 
debió deducir en cada ejercicio en los términos de este artículo o del artículo 
35 de esta Ley, de no haberse aplicado la deducción del 100%. Para estos 
efectos, el contribuyente deberá presentar declaraciones complementarias por 
cada uno de los ejercicios correspondientes, a más tardar dentro del mes 
siguiente a aquél en el que se incumpla con el plazo establecido en esta 
fracción, debiendo cubrir los recargos y la actualización correspondiente, desde 
la fecha en la que se efectuó la deducción y hasta el último día en el que operó 
o funcionó la maquinaria y equipo. 
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Artículo 35. Para la maquinaria y equipo distintos de los señalados en el artículo 
anterior, se aplicarán, de acuerdo a la actividad en que sean utilizados, los por 
cientos siguientes: 

 
I. 5% en la generación, conducción, transformación y distribución de electricidad; 

en la molienda de granos; en la producción de azúcar y sus derivados; en la 
fabricación de aceites comestibles; en el transporte marítimo, fluvial y lacustre. 

 
II. 6% en la producción de metal obtenido en primer proceso; en la fabricación de 

productos de tabaco y derivados del carbón natural. 
 

III. 7% en la fabricación de pulpa, papel y productos similares; en la extracción y 
procesamiento de petróleo crudo y gas natural. 

 
IV. 8% en la fabricación de vehículos de motor y sus partes; en la construcción de 

ferrocarriles y navíos; en la fabricación de productos de metal, de maquinaria y 
de instrumentos profesionales y científicos; en la elaboración de productos 
alimenticios y de bebidas, excepto granos, azúcar, aceites comestibles y 
derivados. 

 
V. 9% en el curtido de piel y la fabricación de artículos de piel; en la elaboración 

de productos químicos, petroquímicos y farmacobiológicos; en la fabricación de 
productos de caucho y de plástico; en la impresión y publicación gráfica. 

 
VI. 10% en el transporte eléctrico. 

 
VII. 11% en la fabricación, acabado, teñido y estampado de productos textiles, así 

como de prendas para el vestido. 
 

VIII. 12% en la industria minera; en la construcción de aeronaves y en el transporte 
terrestre de carga y pasajeros. Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable a 
la maquinaria y equipo señalada en la fracción II de este artículo. 

 
IX. 16% en el transporte aéreo; en la transmisión de los servicios de comunicación 

proporcionados por telégrafos y por las estaciones de radio y televisión. 
 

X. 20% en restaurantes. 
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XI. 25% en la industria de la construcción; en actividades de agricultura, ganadería, 
silvicultura y pesca. 

 
XII. 35% para los destinados directamente a la investigación de nuevos productos o 

desarrollo de tecnología en el país. 
 

XIII. 50% en la manufactura, ensamble y transformación de componentes 
magnéticos para discos duros y tarjetas electrónicas para la industria de la 
computación. 

 
XIV. 10% en otras actividades no especificadas en este artículo. 

 
En el caso de que el contribuyente se dedique a dos o más actividades de las 
señaladas en este artículo, se aplicará el por ciento que le corresponda a la actividad 
en la que hubiera obtenido más ingresos en el ejercicio inmediato anterior. 

 
Artículo 36. La deducción de las inversiones se sujetará a las reglas siguientes: 

 
I. Las reparaciones, así como las adaptaciones a las instalaciones se considerarán 

inversiones siempre que impliquen adiciones o mejoras al activo fijo. 
 

En ningún caso se considerarán inversiones los gastos por concepto de 
conservación, mantenimiento y reparación, que se eroguen con el objeto de 
mantener el bien de que se trate en condiciones de operación. 

 
II. Las inversiones en automóviles sólo serán deducibles hasta por un monto de 

$130,000.00. 
 

Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable tratándose de contribuyentes 
cuya actividad consista en el otorgamiento del uso o goce temporal de 
automóviles, siempre y cuando los destinen exclusivamente a dicha actividad. 

 
III. Las inversiones en casas habitación y en comedores, que por su naturaleza no 

estén a disposición de todos los trabajadores de la empresa, así como en 
aviones y embarcaciones que no tengan concesión o permiso del Gobierno 
Federal para ser explotados comercialmente, sólo serán deducibles en los casos 
que reúnan los requisitos que señale el Reglamento de esta Ley. En el caso de 
aviones, la deducción se calculará considerando como monto original máximo de 
la inversión, una cantidad equivalente a $8’600,000.00.  
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Tratándose de contribuyentes cuya actividad preponderante consista en el 
otorgamiento del uso o goce temporal de aviones o automóviles, podrán 
efectuar la deducción total del monto original de la inversión del avión o del 
automóvil de que se trate, excepto cuando dichos contribuyentes otorguen el 
uso o goce temporal de aviones o automóviles a otro contribuyente, cuando 
alguno de ellos, o sus socios o accionistas, sean a su vez socios o accionistas del 
otro, o exista una relación que de hecho le permita a uno de ellos ejercer una 
influencia preponderante en las operaciones del otro, en cuyo caso la deducción 
se determinará en los términos del primer párrafo de esta fracción, para el caso 
de aviones y en los términos de la fracción II de este artículo para el caso de 
automóviles. 

 
Las inversiones en casas de recreo en ningún caso serán deducibles. 

 
Tratándose de personas morales que hayan optado por tributar en los términos 
del Capítulo VI del Título II de esta Ley, no podrán aplicar la deducción a que se 
refiere está fracción en el caso de inversiones en aviones que no tengan 
concesión o permiso del Gobierno Federal para ser explotados comercialmente. 
 

IV. En los casos de bienes adquiridos por fusión o escisión de sociedades, los 
valores sujetos a deducción no deberán ser superiores a los valores pendientes 
de deducir en la sociedad fusionada o escindente, según corresponda. 

 
V. Las comisiones y los gastos relacionados con la emisión de obligaciones o de 

cualquier otro título de crédito, colocados entre el gran público inversionista, o 
cualquier otro título de crédito de los señalados en el artículo 8 de esta Ley, se 
deducirán anualmente en proporción a los pagos efectuados para redimir dichas 
obligaciones o títulos, en cada ejercicio. Cuando las obligaciones y los títulos a 
que se refiere esta fracción se rediman mediante un solo pago, las comisiones y 
los gastos se deducirán por partes iguales durante los ejercicios que transcurran 
hasta que se efectúe el pago. 

 
VI. Las construcciones, instalaciones o mejoras permanentes en activos fijos 

tangibles, propiedad de terceros, que de conformidad con los contratos de 
arrendamiento o de concesión respectivos queden a beneficio del propietario y 
se hayan efectuado a partir de la fecha de celebración de los contratos 
mencionados, se deducirán en los términos de esta Sección. Cuando la 
terminación del contrato ocurra sin que las inversiones deducibles hayan sido 
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fiscalmente redimidas, el valor por redimir podrá deducirse en la declaración del 
ejercicio respectivo. 

 
VII. Tratándose de regalías, se podrá efectuar la deducción en los términos de la 

fracción III del artículo 33 de esta Ley, únicamente cuando las mismas hayan 
sido efectivamente pagadas. 

 
Artículo 37. Las pérdidas de bienes del contribuyente por caso fortuito o fuerza 
mayor, que no se reflejen en el inventario, serán deducibles en el ejercicio en que 
ocurran. La pérdida será igual a la cantidad pendiente de deducir a la fecha en que se 
sufra. La cantidad que se recupere se acumulará en los términos del artículo 18 de 
esta Ley. 
 
Cuando los activos fijos no identificables individualmente se pierdan por caso fortuito 
o fuerza mayor o dejen de ser útiles, el monto pendiente por deducir de dichos 
activos se aplicará considerando que los primeros activos que se adquirieron son los 
primeros que se pierden. 
 
Cuando el contribuyente reinvierta la cantidad recuperada en la adquisición de bienes 
de naturaleza análoga a los que perdió, o bien, para redimir pasivos por la 
adquisición de dichos bienes, únicamente acumulará la parte de la cantidad 
recuperada no reinvertida o no utilizada para redimir pasivos. La cantidad reinvertida 
que provenga de la recuperación sólo podrá deducirse mediante la aplicación del por 
ciento autorizado por esta Ley sobre el monto original de la inversión del bien que se 
perdió y hasta por la cantidad que de este monto estaba pendiente de deducirse a la 
fecha de sufrir la pérdida. 
 
Si el contribuyente invierte cantidades adicionales a las recuperadas, considerará a 
éstas como una inversión diferente. 
 
La reinversión a que se refiere este precepto, deberá efectuarse dentro de los doce 
meses siguientes contados a partir de que se obtenga la recuperación. En el caso de 
que las cantidades recuperadas no se reinviertan o no se utilicen para redimir 
pasivos, en dicho plazo, se acumularán a los demás ingresos obtenidos en el ejercicio 
en el que concluya el plazo. 
 
Los contribuyentes podrán solicitar autorización a las autoridades fiscales, para que el 
plazo señalado en el párrafo anterior se pueda prorrogar por otro periodo igual. 
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La cantidad recuperada no reinvertida en el plazo señalado en el quinto párrafo de 
este artículo, se ajustará multiplicándola por el factor de actualización 
correspondiente al periodo comprendido desde el mes en que se obtuvo la 
recuperación y hasta el mes en que se acumule. 
 
Cuando sea impar el número de meses comprendidos en el periodo en el que el bien 
haya sido utilizado en el ejercicio, se considerará como último mes de la primera 
mitad de dicho periodo el mes inmediato anterior al que corresponda la mitad del 
periodo. 
 
Artículo 38. Tratándose de contratos de arrendamiento financiero, el arrendatario 
considerará como monto original de la inversión, la cantidad que se hubiere pactado 
como valor del bien en el contrato respectivo. 

 
Cuando en los contratos de arrendamiento financiero se haga uso de alguna de sus 
opciones, para la deducción de las inversiones relacionadas con dichos contratos se 
observará lo siguiente: 

 
I. Si se opta por transferir la propiedad del bien objeto del contrato mediante el 

pago de una cantidad determinada, o bien, por prorrogar el contrato por un 
plazo cierto, el importe de la opción se considerará complemento del monto 
original de la inversión, por lo que se deducirá en el por ciento que resulte de 
dividir el importe de la opción entre el número de años que falten para terminar 
de deducir el monto original de la inversión. 

 
II. Si se obtiene participación por la enajenación de los bienes a terceros, deberá 

considerarse como deducible la diferencia entre los pagos efectuados y las 
cantidades ya deducidas, menos el ingreso obtenido por la participación en la 
enajenación a terceros. 

 
SECCIÓN III 

DEL COSTO DE LO VENDIDO 
 
Artículo 39. El costo de las mercancías que se enajenen, así como el de las que 
integren el inventario final del ejercicio, se determinará conforme al sistema de 
costeo absorbente sobre la base de costos históricos o predeterminados. En todo 
caso, el costo se deducirá en el ejercicio en el que se acumulen los ingresos que se 
deriven de la enajenación de los bienes de que se trate. 
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Los contribuyentes que realicen actividades comerciales que consistan en la 
adquisición y enajenación de mercancías, considerarán únicamente dentro del costo 
lo siguiente: 
 
a) El importe de las adquisiciones de mercancías, disminuidas con el monto de las 

devoluciones, descuentos y bonificaciones, sobre las mismas, efectuados en el 
ejercicio. 

 
b) Los gastos incurridos para adquirir y dejar las mercancías en condiciones de ser 

enajenadas. 
 
Los contribuyentes que realicen actividades distintas de las señaladas en el segundo 
párrafo de este artículo, considerarán únicamente dentro del costo lo siguiente: 
 
a) Las adquisiciones de materias primas, productos semiterminados o productos 

terminados, disminuidas con las devoluciones, descuentos y bonificaciones, 
sobre los mismos, efectuados en el ejercicio. 

 
b) Las remuneraciones por la prestación de servicios personales subordinados, 

relacionados directamente con la producción o la prestación de servicios. 
 

c) Los gastos netos de descuentos, bonificaciones o devoluciones, directamente 
relacionados con la producción o la prestación de servicios. 

 
d) La deducción de las inversiones directamente relacionadas con la producción de 

mercancías o la prestación de servicios, calculada conforme a la Sección II, del 
Capítulo II, del Título II de esta Ley.  

 
Cuando los conceptos a que se refieren los incisos del párrafo anterior guarden una 
relación indirecta con la producción, los mismos formarán parte del costo en 
proporción a la importancia que tengan en dicha producción. 
 
Para determinar el costo del ejercicio, se excluirá el correspondiente a la mercancía 
no enajenada en el mismo, así como el de la producción en proceso, al cierre del 
ejercicio de que se trate. 
 
Los residentes en el extranjero con establecimiento permanente en el país, 
determinarán el costo de las mercancías conforme a lo establecido en esta Ley. 
Tratándose del costo de las mercancías que reciban de la oficina central o de otro 
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establecimiento del contribuyente ubicado en el extranjero, estarán a lo dispuesto en 
el artículo 27, fracción XIV de esta Ley. 
 
Para determinar el costo de lo vendido de la mercancía, se deberá aplicar el mismo 
procedimiento en cada ejercicio durante un periodo mínimo de cinco ejercicios y sólo 
podrá variarse cumpliendo con los requisitos que se establezcan en el Reglamento de 
esta Ley. 
 
En ningún caso se dará efectos fiscales a la revaluación de los inventarios o del costo 
de lo vendido. 
 
Artículo 40 . Los contribuyentes que celebren contratos de arrendamiento financiero 
y opten por acumular como ingreso del ejercicio, la parte del precio exigible durante 
el mismo, deberán deducir el costo de lo vendido en la proporción que represente el 
ingreso percibido en dicho ejercicio, respecto del total de los pagos pactados en el 
plazo inicial forzoso, en lugar de deducir el monto total del costo de lo vendido al 
momento en el que se enajenen las mercancías. 
 
Artículo 41. Los contribuyentes, podrán optar por cualquiera de los métodos de 
valuación de inventarios que se señalan a continuación: 
 
I. Primeras entradas primeras salidas (PEPS). 

 
II. Costo identificado. 

 
III. Costo promedio. 

 
IV. Detallista. 

 
Cuando se opte por utilizar el método a que se refiere la fracción I de este artículo, 
se deberá llevar por cada tipo de mercancías de manera individual, sin que se pueda 
llevar en forma monetaria. En los términos que establezca el Reglamento de esta Ley 
se podrán establecer facilidades para no identificar los porcentajes de deducción del 
costo respecto de las compras por cada tipo de mercancías de manera individual. 
 
Los contribuyentes que enajenen mercancías que se puedan identificar por número 
de serie y su costo exceda de $50,000.00, únicamente deberán emplear el método de 
costo identificado. 
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Tratándose de contribuyentes que opten por emplear el método detallista deberán 
valuar sus inventarios al precio de venta disminuido con el margen de utilidad bruta 
que tengan en el ejercicio conforme al procedimiento que se establezca en el 
Reglamento de esta Ley. La opción a que se refiere este párrafo no libera a los 
contribuyentes de la obligación de llevar el sistema de control de inventarios a que se 
refiere la fracción XIV del artículo 76 de esta Ley. 
 
Una vez elegido el método en los términos de este artículo, se deberá utilizar el 
mismo durante un periodo mínimo de cinco ejercicios. Cuando los contribuyentes 
para efectos contables utilicen un método distinto a los señalados en este artículo, 
podrán seguir utilizándolo para valuar sus inventarios para efectos contables, siempre 
que lleven un registro de la diferencia del costo de las mercancías que exista entre el 
método de valuación utilizado por el contribuyente para efectos contables y el 
método de valuación que utilice en los términos de este artículo. La cantidad que se 
determine en los términos de este párrafo no será acumulable o deducible. 
 
Cuando con motivo de un cambio en el método de valuación de inventarios se genere 
una deducción, ésta se deberá disminuir de manera proporcional en los cinco 
ejercicios siguientes. 
 
Artículo 42. Cuando el costo de las mercancías, sea superior al precio de mercado o 
de reposición, podrá considerarse el que corresponda de acuerdo a lo siguiente: 
 
I. El de reposición, sea éste por adquisición o producción, sin que exceda del valor 

de realización ni sea inferior al neto de realización. 
 

II. El de realización, que es el precio normal de enajenación menos los gastos 
directos de enajenación, siempre que sea inferior al valor de reposición. 

 
III. El neto de realización, que es el equivalente al precio normal de enajenación 

menos los gastos directos de enajenación y menos el por ciento de utilidad que 
habitualmente se obtenga en su realización, si es superior al valor de reposición. 

 
Cuando los contribuyentes enajenen las mercancías a una parte relacionada en los 
términos del artículo 179 de esta Ley, se utilizará cualquiera de los métodos a que se 
refieren las fracciones I, II y III, del artículo 180 de la misma. 
 
Los contribuyentes que hubieran optado por presentar dictamen de estados 
financieros para efectos fiscales en términos del artículo 32-A del Código Fiscal de la 
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Federación, o hayan estado obligados a presentar la declaración informativa sobre su 
situación fiscal en los términos del artículo 32-H del citado Código, deberán informar 
en el dictamen o en la declaración informativa, según se trate, el costo de las 
mercancías que consideraron de conformidad con este artículo, tratándose de los 
demás contribuyentes deberán informarlo en la declaración del ejercicio. 
 
Artículo 43. Cuando los contribuyentes, con motivo de la prestación de servicios 
proporcionen bienes en los términos establecidos en el artículo 17, segundo párrafo, 
del Código Fiscal de la Federación, sólo se podrán deducir en el ejercicio en el que se 
acumule el ingreso por la prestación del servicio, valuados conforme a cualquiera de 
los métodos establecidos en el artículo 41 de esta Ley. 

 
CAPÍTULO III 

DEL AJUSTE POR INFLACIÓN 
 
Artículo 44. Las personas morales determinarán, al cierre de cada ejercicio, el 
ajuste anual por inflación, como sigue: 
 
I. Determinarán el saldo promedio anual de sus deudas y el saldo promedio anual 

de sus créditos. 
 

El saldo promedio anual de los créditos o deudas será la suma de los saldos al 
último día de cada uno de los meses del ejercicio, dividida entre el número de 
meses del ejercicio. No se incluirán en el saldo del último día de cada mes los 
intereses que se devenguen en el mes. 

 
II. Cuando el saldo promedio anual de las deudas sea mayor que el saldo promedio 

anual de los créditos, la diferencia se multiplicará por el factor de ajuste anual y 
el resultado será el ajuste anual por inflación acumulable. 

 
Cuando el saldo promedio anual de los créditos sea mayor que el saldo 
promedio anual de las deudas, la diferencia se multiplicará por el factor de 
ajuste anual y el resultado será el ajuste anual por inflación deducible. 

 
III. El factor de ajuste anual será el que se obtenga de restar la unidad al cociente 

que se obtenga de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor del último 
mes del ejercicio de que se trate entre el citado índice del último mes del 
ejercicio inmediato anterior. 
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Cuando el ejercicio sea menor de 12 meses, el factor de ajuste anual será el 
que se obtenga de restar la unidad al cociente que se obtenga de dividir el 
Índice Nacional de Precios al Consumidor del último mes del ejercicio de que se 
trate entre el citado índice del mes inmediato anterior al del primer mes del 
ejercicio de que se trate. 

 
Los créditos y las deudas, en moneda extranjera, se valuarán a la paridad 
existente al primer día del mes. 

 
Artículo 45. Para los efectos del artículo anterior, se considerará crédito, el derecho 
que tiene una persona acreedora a recibir de otra deudora una cantidad en 
numerario, entre otros: los derechos de crédito que adquieran las empresas de 
factoraje financiero, las inversiones en acciones de sociedades de inversión en 
instrumentos de deuda y las operaciones financieras derivadas señaladas en la 
fracción IX del artículo 20 de esta Ley. 
 
No se consideran créditos para los efectos del artículo anterior: 
 
I. Los que sean a cargo de personas físicas y no provengan de sus actividades 

empresariales, cuando sean a la vista, a plazo menor de un mes o a plazo 
mayor si se cobran antes del mes. Se considerará que son a plazo mayor de un 
mes, si el cobro se efectúa después de 30 días naturales contados a partir de 
aquél en que se concertó el crédito. 

 
II. Los que sean a cargo de socios o accionistas, asociantes o asociados en la 

asociación en participación, que sean personas físicas o sociedades residentes 
en el extranjero, salvo que en este último caso, estén denominadas en moneda 
extranjera y provengan de la exportación de bienes o servicios. 

 
Tampoco se consideran créditos, los que la fiduciaria tenga a su favor con sus 
fideicomitentes o fideicomisarios en el fideicomiso por el que se realicen 
actividades empresariales, que sean personas físicas o sociedades residentes en 
el extranjero, salvo que en este último caso, estén denominadas en moneda 
extranjera y provengan de la exportación de bienes o servicios. 

 
No será aplicable lo dispuesto en esta fracción, tratándose de créditos otorgados 
por las uniones de crédito a cargo de sus socios o accionistas, que operen 
únicamente con sus socios o accionistas. 
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III. Los que sean a cargo de funcionarios y empleados, así como los préstamos 
efectuados a terceros a que se refiere la fracción VII del artículo 27 de esta Ley. 

 
IV. Los pagos provisionales de impuestos, así como los estímulos fiscales. 
 
V. Cualquier ingreso cuya acumulación esté condicionada a su percepción efectiva. 

Lo dispuesto en esta fracción no es aplicable a los ingresos derivados de los 
contratos de arrendamiento financiero por los que se ejerza la opción prevista 
en el artículo 17, fracción III de esta Ley. 

 
VI. Las acciones, los certificados de participación no amortizables y los certificados 

de depósito de bienes y en general los títulos de crédito que representen la 
propiedad de bienes, las aportaciones a una asociación en participación, así 
como otros títulos valor cuyos rendimientos no se consideren interés en los 
términos del artículo 8 de esta Ley. 

 
VII. El efectivo en caja. 
 
Los créditos que deriven de los ingresos acumulables, disminuidos por el importe de 
descuentos y bonificaciones sobre los mismos, se considerarán como créditos para los 
efectos de este artículo, a partir de la fecha en la que los ingresos correspondientes 
se acumulen y hasta la fecha en la que se cobren en efectivo, en bienes, en servicios 
o, hasta la fecha de su cancelación por incobrables. En el caso de la cancelación de la 
operación que dio lugar al crédito, se cancelará la parte del ajuste anual por inflación 
que le corresponda a dicho crédito, en los términos que establezca el Reglamento de 
esta Ley, siempre que se trate de créditos que se hubiesen considerado para dicho 
ajuste. 
 
Para los efectos de este artículo, los saldos a favor por contribuciones únicamente se 
considerarán créditos a partir del día siguiente a aquél en el que se presente la 
declaración correspondiente y hasta la fecha en la que se compensen, se acrediten o 
se reciba su devolución, según se trate. 

 
Artículo 46. Para los efectos del artículo 44 de esta Ley, se considerará deuda, 
cualquier obligación en numerario pendiente de cumplimiento, entre otras: las 
derivadas de contratos de arrendamiento financiero, de operaciones financieras 
derivadas a que se refiere la fracción IX del artículo 20 de la misma, las aportaciones 
para futuros aumentos de capital y las contribuciones causadas desde el último día 
del periodo al que correspondan y hasta el día en el que deban pagarse. 
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También son deudas, los pasivos y las reservas del activo, pasivo o capital, que sean 
o hayan sido deducibles. Para estos efectos, se considera que las reservas se crean o 
incrementan mensualmente y en la proporción que representan los ingresos del mes 
del total de ingresos en el ejercicio. 
 
En ningún caso se considerarán deudas las originadas por partidas no deducibles, en 
los términos de las fracciones I, VIII y IX del artículo 28 de esta Ley, así como el 
monto de las deudas que excedan el límite a que se refiere el primer párrafo de la 
fracción XXVII del mismo artículo. 
 
Para los efectos del artículo 44 de esta Ley, se considerará que se contraen deudas 
por la adquisición de bienes y servicios, por la obtención del uso o goce temporal de 
bienes o por capitales tomados en préstamo, cuando se dé cualquiera de los 
supuestos siguientes: 
 
I. Tratándose de la adquisición de bienes o servicios, así como de la obtención del 

uso o goce temporal de bienes, cuando se dé alguno de los supuestos previstos 
en el artículo 17 de esta Ley y el precio o la contraprestación, se pague con 
posterioridad a la fecha en que ocurra el supuesto de que se trate. 

 
II. Tratándose de capitales tomados en préstamo, cuando se reciba parcial o 

totalmente el capital. 
 
En el caso de la cancelación de una operación de la cual deriva una deuda, se 
cancelará la parte del ajuste anual por inflación que le corresponda a dicha deuda, en 
los términos que establezca el Reglamento de esta Ley, siempre que se trate de 
deudas que se hubiesen considerado para dicho ajuste. 
 

CAPÍTULO IV 
 

DE LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DE SEGUROS Y DE FIANZAS, DE LOS 
ALMACENES GENERALES DE DEPÓSITO, ARRENDADORAS FINANCIERAS Y 

UNIONES DE CRÉDITO  
 
Artículo 47. Los almacenes generales de depósito harán las deducciones a que se 
refiere este Título, dentro de las que considerarán la creación o incremento, 
efectuados previa revisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de la 
reserva de contingencia. 
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Cuando al término de un ejercicio proceda disminuir la reserva a que se refiere este 
artículo en relación con las constituidas en el ejercicio inmediato anterior, la 
diferencia se acumulará como ingreso en el ejercicio en que proceda la disminución. 
 
Artículo 48. Los establecimientos en el extranjero de instituciones de crédito del 
país deberán pagar el impuesto a la tasa del 4.9% por los ingresos por intereses que 
perciban del capital que coloquen o inviertan en el país, o que sean pagados por 
residentes en territorio nacional o residentes en el extranjero con establecimiento 
permanente en el país, sin deducción alguna. 
 
El impuesto a que se refiere el párrafo anterior se enterará mediante retención que 
efectuarán las personas que hagan los pagos de intereses a que se refiere este 
artículo. Las instituciones de crédito podrán acreditar la retención efectuada contra el 
impuesto sobre la renta a su cargo, en la declaración del ejercicio, siempre que 
cuenten con la constancia de retención. En ningún caso procederá solicitar la 
devolución de los montos no acreditados en el ejercicio. 
 
Cuando los intereses no se hubieren pagado a la fecha de su exigibilidad, el 
retenedor estará obligado a enterar una cantidad equivalente a la que debió haber 
retenido en la fecha de la exigibilidad. 
 
Las instituciones de crédito deberán acumular a sus demás ingresos los intereses a 
que se refiere este artículo. Dichas instituciones, para los efectos del tercer párrafo 
del artículo 77 de esta Ley, no restarán del resultado fiscal el impuesto pagado 
conforme a este artículo. 
 
Cuando la persona que pague los intereses cubra por cuenta del establecimiento el 
impuesto que a éste le corresponda, el importe de dicho impuesto se considerará 
interés. 
 
No se causará el impuesto a que se refiere este artículo por los intereses que 
perciban dichos establecimientos y que, de haber sido pagados directamente a un 
residente en el extranjero, quedarían exceptuados del pago del impuesto sobre la 
renta en los términos del artículo 166 de esta Ley. 
 
Artículo 49. Las instituciones de crédito podrán acumular los ingresos que se 
deriven de los convenios con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en los 
términos de la fracción III del artículo 32-B del Código Fiscal de la Federación, en el 
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momento en que los perciban en efectivo o en bienes y en el monto efectivamente 
percibido una vez efectuadas las disminuciones previstas en dichos convenios. 
 
Las instituciones de crédito, para determinar el ajuste anual por inflación acumulable 
o deducible, en los términos del artículo 44 de esta Ley, considerarán como créditos, 
además de los señalados en el artículo 45 de la misma, los créditos mencionados en 
la fracción I de dicho artículo. 
 
Artículo 50. Las instituciones de seguros harán las deducciones a que se refiere este 
Título, dentro de las que considerarán la creación o incremento, únicamente de las 
reservas de riesgos en curso, por obligaciones pendientes de cumplir por siniestros y 
por vencimientos, así como de las reservas de riesgos catastróficos. 
 
Las instituciones de seguros autorizadas para la venta de seguros de pensiones, 
derivados de las leyes de seguridad social, además de efectuar las deducciones 
previstas en el párrafo anterior, podrán deducir la creación o el incremento de la 
reserva matemática especial vinculada con los seguros antes mencionados, así como 
las otras reservas previstas en la Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros cuando cumplan con la condición de que toda liberación sea 
destinada al fondo especial de los seguros de pensiones, de conformidad con esta 
última Ley, en el cual el Gobierno Federal participe como fideicomisario. 
 
Cuando al término de un ejercicio proceda disminuir las reservas a que se refiere este 
artículo en relación con las constituidas en el ejercicio inmediato anterior, la 
diferencia se acumulará como ingreso en el ejercicio en el que proceda la 
disminución. Para determinar la disminución de las reservas, no se considerará la 
liberación de dichas reservas destinadas al fondo especial de los seguros de 
pensiones a que se refiere el párrafo anterior. 
 
También serán deducibles los llamados dividendos o intereses que como 
procedimiento de ajuste de primas paguen o compensen las instituciones a sus 
asegurados, de conformidad con las pólizas respectivas. 
 
Artículo 51. Las instituciones de seguros, para los efectos del artículo 44 de esta 
Ley, considerarán, adicionalmente, como créditos para los efectos del citado artículo, 
los terrenos y las acciones que representen inversiones autorizadas para garantizar 
las reservas deducibles conforme al artículo anterior, creadas por dichas instituciones. 
Para estos efectos, se considerarán los saldos de las cuentas de terrenos y de 
acciones al último día de cada mes, sin actualización alguna. Cuando se enajenen 
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dichos bienes, el monto original de la inversión o el costo comprobado de adquisición 
de los mismos, según corresponda, no se actualizará. 
 
Artículo 52. Las instituciones de fianzas harán las deducciones a que se refiere este 
Título, dentro de las que considerarán la creación o incremento, efectuados previa 
revisión de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, de las siguientes reservas: 
 
a) La de fianzas en vigor. 
 
b) La de contingencia. 
 
Cuando al término de un ejercicio proceda disminuir las reservas a que se refiere este 
artículo en relación con las constituidas en el ejercicio inmediato anterior, la 
diferencia se acumulará como ingreso en el ejercicio en el que proceda la 
disminución. 
 
También serán deducibles los llamados dividendos o intereses que como 
procedimiento de ajuste de primas paguen o compensen las instituciones a sus 
asegurados, de conformidad con las pólizas respectivas. 
 
Artículo 53. Los contribuyentes que hubieran adquirido bienes o derechos por 
dación en pago o por adjudicación, que no puedan conservar en propiedad por 
disposición legal, no podrán deducirlos conforme al artículo 25 de esta Ley. Para 
determinar la ganancia obtenida o la pérdida sufrida en la enajenación que realicen 
de los citados bienes o derechos, restarán al ingreso que obtengan por dicha 
enajenación en el ejercicio en el cual se enajene el bien o derecho, el costo 
comprobado de adquisición, el cual se podrá ajustar multiplicándolo por el factor de 
actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes en el que el bien 
o derecho fue adquirido por dación en pago o por adjudicación y hasta el mes 
inmediato anterior a la fecha en la que dicho bien o derecho sea enajenado a un 
tercero, por quien lo recibió en pago o por adjudicación. Tratándose de acciones, el 
monto que se restará en los términos de este párrafo, será el costo promedio por 
acción que se determine de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 22 de esta Ley. 
 
Artículo 54. Las instituciones que componen el sistema financiero que efectúen 
pagos por intereses, deberán retener y enterar el impuesto aplicando la tasa que al 
efecto establezca el Congreso de la Unión para el ejercicio de que se trate en la Ley 
de Ingresos de la Federación sobre el monto del capital que dé lugar al pago de los 
intereses, como pago provisional. La retención se enterará ante las oficinas 
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autorizadas, a más tardar el día 17 del mes inmediato siguiente a aquél al que 
corresponda, y se deberá expedir comprobante fiscal en el que conste el monto del 
pago de los intereses, así como el impuesto retenido. 
 
No se efectuará la retención a que se refiere el párrafo anterior, tratándose de: 
 
I. Intereses que se paguen a: 
 

a) La Federación, las entidades federativas o los municipios. 
 
b) Los organismos descentralizados cuyas actividades no sean 

preponderantemente empresariales, así como a aquellos sujetos a control 
presupuestario en los términos de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, que determine el Servicio de Administración 
Tributaria. 

 
c) Los partidos o asociaciones políticas, legalmente reconocidos. 
 
d) Las personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles en los 

términos de esta Ley. 
 
e) Las sociedades de inversión especializadas en fondos para el retiro, a los 

fondos de pensiones o jubilaciones de personal complementarios a los que 
establece la Ley del Seguro Social y a las empresas de seguros de 
pensiones autorizadas exclusivamente para operar seguros de pensiones 
derivados de las leyes de seguridad social en la forma de rentas vitalicias o 
seguros de sobrevivencia conforme a dichas leyes, así como a las cuentas 
o canales de inversión que se implementen con motivo de los planes 
personales para el retiro a que se refiere el artículo 151, fracción V de esta 
Ley. 

 
f) Los estados extranjeros en los casos de reciprocidad. 

 
II. Intereses que se paguen entre el Banco de México, las instituciones que 

componen el sistema financiero y las sociedades de inversión especializadas en 
fondos para el retiro. No será aplicable lo dispuesto en esta fracción, tratándose 
de intereses que deriven de pasivos que no sean a cargo de dichas instituciones 
o sociedades, así como cuando éstas actúen por cuenta de terceros. 
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III. Los que se paguen a fondos o fideicomisos de fomento económico del Gobierno 
Federal. 

 
IV. Los intereses que paguen los intermediarios financieros a los fondos de 

pensiones o jubilaciones de personal y de primas de antigüedad, constituidos en 
los términos del artículo 29 de esta Ley ni los que se paguen a sociedades de 
inversión en instrumentos de deuda que administren en forma exclusiva 
inversiones de dichos fondos o agrupen como inversionistas de manera 
exclusiva a la Federación, a las entidades federativas, a los municipios, a los 
organismos descentralizados cuyas actividades no sean preponderantemente 
empresariales, a los partidos políticos y asociaciones políticas legalmente 
reconocidos. 

 
V. Los intereses que se paguen a fondos de ahorro y cajas de ahorro de 

trabajadores o a las personas morales constituidas únicamente con el objeto de 
administrar dichos fondos o cajas de ahorro. 

 
Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable únicamente cuando se cumpla 
con lo siguiente: 

 
a) Que los fondos y cajas de ahorro a que se refiere esta fracción cumplan 

con los requisitos que al efecto se establezcan en el Reglamento de esta 
Ley y que quien constituya el fondo o la caja de ahorro o la persona moral 
que se constituya únicamente para administrar el fondo o la caja de ahorro 
de que se trate, tenga a disposición de las autoridades fiscales la 
documentación que se establezca en dicho Reglamento. 

 
b) Que las personas morales a que se refiere esta fracción, a más tardar el 15 

de febrero de cada año, presenten ante el Servicio de Administración 
Tributaria información del monto de las aportaciones efectuadas a los 
fondos y cajas de ahorro que administren, así como de los intereses 
nominales y reales pagados, en el ejercicio de que se trate. 

 
Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable a los intereses que se paguen a 
las personas morales a que se refiere la presente fracción por inversiones 
distintas de las que se realicen con los recursos de los fondos y cajas de ahorro 
de trabajadores que administren. 
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VI. Intereses que se paguen a las sociedades de inversión a que se refiere el 
artículo 87 y de renta variable a que se refiere el artículo 88, de esta Ley. 

 
VII. Las ganancias obtenidas en las operaciones financieras derivadas de capital 

referenciadas al tipo de cambio de una divisa que se realicen en los mercados 
reconocidos a que se refiere la fracción I del artículo 16-C del Código Fiscal de 
la Federación. 

 
Artículo 55. Las instituciones que componen el sistema financiero que paguen los 
intereses a que se refiere el artículo anterior, tendrán, además de las obligaciones 
establecidas en otros artículos de esta Ley, las siguientes: 
 
I. Presentar ante el Servicio de Administración Tributaria, a más tardar el día 15 

de febrero de cada año, información sobre el nombre, Registro Federal de 
Contribuyentes, domicilio del contribuyente de que se trate y de los intereses 
nominales y reales a que se refiere el artículo 134 de esta Ley, la tasa de interés 
promedio nominal y número de días de la inversión, a él pagados en el año de 
calendario inmediato anterior, respecto de todas las personas a quienes se les 
hubiese pagado intereses, con independencia de lo establecido en los artículos 
192 y 295 de la Ley del Mercado de Valores, 117 de la Ley de Instituciones de 
Crédito y 55 de la Ley de Sociedades de Inversión. 

 
Las autoridades fiscales proveerán las medidas necesarias para garantizar la 
confidencialidad de la información que se deba presentar en los términos de 
esta fracción. Dicha información solamente deberá presentarse encriptada y con 
las medidas de seguridad que previamente acuerden las instituciones del 
sistema financiero y el Servicio de Administración Tributaria. 

 
II. Proporcionar a las personas a quienes les efectúen los pagos, a más tardar el 15 

de febrero de cada año, constancia en la que se señale el monto nominal y el 
real de los intereses pagados o, en su caso, la pérdida determinada conforme al 
artículo 134 de esta Ley, y las retenciones efectuadas, correspondientes al 
ejercicio inmediato anterior. 

 
III. Conservar, de conformidad con lo previsto en el Código Fiscal de la Federación, 

la información relacionada con los comprobantes fiscales y las retenciones de 
este impuesto. 

 



219 
 

IV. Proporcionar anualmente a más tardar el 15 de febrero, la información de los 
depósitos en efectivo que se realicen en las cuentas abiertas a nombre de los 
contribuyentes en las instituciones del sistema financiero, cuando el monto 
mensual acumulado por los depósitos en efectivo que se realicen en todas las 
cuentas de las que el contribuyente sea titular en una misma institución del 
sistema financiero exceda de $15,000.00, así como respecto de todas las 
adquisiciones en efectivo de cheques de caja, en los términos que establezca el 
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general. 

 
Para los efectos de este artículo, se entiende por depósitos en efectivo, los depósitos 
en moneda nacional o extranjera que se realicen en cualquier tipo de cuenta que las 
personas físicas o morales tengan a su nombre en las instituciones del sistema 
financiero, así como las adquisiciones en efectivo de cheques de caja. No se 
considerarán depósitos en efectivo, los que se efectúen a favor de personas físicas o 
morales mediante transferencias electrónicas, traspasos de cuenta, títulos de crédito 
o cualquier otro documento o sistema pactado con instituciones del sistema 
financiero en los términos de las leyes aplicables, aun cuando sean a cargo de la 
misma institución que los reciba. 
 
Artículo 56. Los intermediarios financieros que intervengan en la enajenación de 
acciones realizadas a través de la Bolsa Mexicana de Valores concesionada en los 
términos de la Ley del Mercado de Valores, deberán informar al Servicio de 
Administración Tributaria, a más tardar el día 15 de febrero de cada año, en la forma 
que al efecto se establezca, el nombre, Registro Federal de Contribuyentes, domicilio, 
así como los datos de las enajenaciones de acciones realizadas a través de la Bolsa 
Mexicana de Valores concesionada en los términos de la Ley del Mercado de Valores, 
efectuadas en el año de calendario inmediato anterior, que se solicite en dicha forma, 
respecto de todas las personas que hubieran efectuado enajenación de acciones. 

 
CAPÍTULO V 

DE LAS PÉRDIDAS 
 
Artículo 57. La pérdida fiscal se obtendrá de la diferencia entre los ingresos 
acumulables del ejercicio y las deducciones autorizadas por esta Ley, cuando el 
monto de estas últimas sea mayor que los ingresos. El resultado obtenido se 
incrementará, en su caso, con la participación de los trabajadores en las utilidades de 
las empresas pagada en el ejercicio en los términos del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio podrá disminuirse de la utilidad fiscal de los 
diez ejercicios siguientes hasta agotarla. 
 
Cuando el contribuyente no disminuya en un ejercicio la pérdida fiscal de ejercicios 
anteriores, pudiendo haberlo hecho conforme a este artículo, perderá el derecho a 
hacerlo en los ejercicios posteriores y hasta por la cantidad en la que pudo haberlo 
efectuado. 
 
Para los efectos de este artículo, el monto de la pérdida fiscal ocurrida en un 
ejercicio, se actualizará multiplicándolo por el factor de actualización correspondiente 
al periodo comprendido desde el primer mes de la segunda mitad del ejercicio en el 
que ocurrió y hasta el último mes del mismo ejercicio. La parte de la pérdida fiscal de 
ejercicios anteriores ya actualizada pendiente de aplicar contra utilidades fiscales se 
actualizará multiplicándola por el factor de actualización correspondiente al periodo 
comprendido desde el mes en el que se actualizó por última vez y hasta el último 
mes de la primera mitad del ejercicio en el que se aplicará. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, cuando sea impar el número de meses del 
ejercicio en que ocurrió la pérdida, se considerará como primer mes de la segunda 
mitad, el mes inmediato posterior al que corresponda la mitad del ejercicio. 
 
El derecho a disminuir las pérdidas fiscales es personal del contribuyente que las 
sufra y no podrá ser transmitido a otra persona ni como consecuencia de fusión. 
 
En el caso de escisión de sociedades, las pérdidas fiscales pendientes de disminuirse 
de utilidades fiscales, se deberán dividir entre las sociedades escindente y las 
escindidas, en la proporción en que se divida la suma del valor total de los inventarios 
y de las cuentas por cobrar relacionadas con las actividades comerciales de la 
escindente cuando ésta realizaba preponderantemente dichas actividades, o de los 
activos fijos cuando la sociedad escindente realizaba preponderantemente otras 
actividades empresariales. Para determinar la proporción a que se refiere este 
párrafo, se deberán excluir las inversiones en bienes inmuebles no afectos a la 
actividad preponderante. 
 
Artículo 58. En los casos de fusión, la sociedad fusionante sólo podrá disminuir su 
pérdida fiscal pendiente de disminuir al momento de la fusión, con cargo a la utilidad 
fiscal correspondiente a la explotación de los mismos giros en los que se produjo la 
pérdida. 
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Cuando cambien los socios o accionistas que posean el control de una sociedad que 
tenga pérdidas fiscales de ejercicios anteriores pendientes de disminuir y la suma de 
sus ingresos en los tres últimos ejercicios hayan sido menores al monto actualizado 
de esas pérdidas al término del último ejercicio antes del cambio de socios o 
accionistas, dicha sociedad únicamente podrá disminuir las pérdidas contra las 
utilidades fiscales correspondientes a la explotación de los mismos giros en los que se 
produjeron las pérdidas. Para estos efectos, se considerarán los ingresos mostrados 
en los estados financieros correspondientes al periodo señalado, aprobados por la 
asamblea de accionistas. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, se considera que existe cambio de socios o 
accionistas que posean el control de una sociedad, cuando cambian los tenedores, 
directa o indirectamente, de más del cincuenta por ciento de las acciones o partes 
sociales con derecho a voto de la sociedad de que se trate, en uno o más actos 
realizados dentro de un periodo de tres años. Lo dispuesto en este párrafo no aplica 
en los casos en que el cambio de socios o accionistas se presente como consecuencia 
de herencia, donación, o con motivo de una reestructura corporativa, fusión o 
escisión de sociedades que no se consideren enajenación en los términos del Código 
Fiscal de la Federación, siempre que en el caso de la reestructura, fusión o escisión 
los socios o accionistas directos o indirectos que mantenían el control previo a dichos 
actos, lo mantengan con posteridad a los mismos. En el caso de fusión, deberá 
estarse a lo dispuesto en el primer párrafo de este artículo. Para estos efectos, no se 
incluirán las acciones colocadas entre el gran público inversionista. 
 
Las sociedades a que se refieren los párrafos anteriores para disminuir las pérdidas 
fiscales pendientes de disminuir, deberán llevar sus registros contables en tal forma 
que el control de sus pérdidas fiscales en cada giro se pueda ejercer individualmente 
respecto de cada ejercicio, así como de cada nuevo giro que se incorpore al negocio. 
Por lo que se refiere a los gastos no identificables, éstos deberán aplicarse en la parte 
proporcional que representen en función de los ingresos obtenidos propios de la 
actividad. Esta aplicación deberá hacerse con los mismos criterios para cada ejercicio. 
 
No se disminuirá la pérdida fiscal o la parte de ella, que provenga de fusión o de 
liquidación de sociedades, en las que el contribuyente sea socio o accionista. 
 

CAPÍTULO VI 
DEL RÉGIMEN OPCIONAL PARA GRUPOS DE SOCIEDADES 
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Artículo 59. El grupo de sociedades que reúnan los requisitos establecidos en el 
presente Capítulo para ser consideradas como integradora e integradas, podrá 
solicitar autorización para aplicar el régimen opcional consistente en calcular y 
enterar su impuesto sobre la renta conforme a lo dispuesto en el artículo 64 de esta 
Ley. 
 
La sociedad integradora y las integradas que ejerzan la opción prevista en este 
Capítulo, deberán aplicarla hasta en tanto la sociedad integradora no presente aviso 
para dejar de hacerlo, o bien, cuando deje de cumplir alguno de los requisitos 
establecidos en este Capítulo. 
 
El aviso a que hace referencia el párrafo anterior deberá presentarse ante el Servicio 
de Administración Tributaria, a más tardar dentro del último mes del ejercicio anterior 
al que se pretenda dejar de aplicar la opción prevista en este Capítulo.  
 
Las sociedades que opten por aplicar lo dispuesto en el presente Capítulo estarán a lo 
establecido en las demás disposiciones de esta Ley, salvo que expresamente se 
señale un tratamiento distinto en este Capítulo. 
 
Artículo 60. Para los efectos de este Capítulo, se consideran sociedades 
integradoras las que reúnan los siguientes requisitos: 
 
I. Que se trate de una sociedad residente en México. 
 
II. Que sea propietaria de más del 80% de las acciones con derecho a voto de otra 

u otras sociedades integradas, inclusive cuando dicha propiedad se tenga por 
conducto de otras sociedades que a su vez sean integradas de la misma 
sociedad integradora. 

 
III. Que en ningún caso más del 80% de sus acciones con derecho a voto sean 

propiedad de otra u otras sociedades, salvo que dichas sociedades sean 
residentes en algún país con el que se tenga acuerdo amplio de intercambio de 
información. Para estos efectos, no se computarán las acciones que se coloquen 
entre el gran público inversionista, de conformidad con las reglas que al efecto 
emita el Servicio de Administración Tributaria. 

 
Para los efectos de este Capítulo, no se consideran como acciones con derecho a 
voto, aquéllas que lo tengan limitado y las que, en los términos de la legislación 
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mercantil, se denominen acciones de goce. Tratándose de sociedades que no sean 
por acciones se considerará el valor de las partes sociales. 
 
Artículo 61. Para los efectos de esta Ley se consideran sociedades integradas 
aquéllas en las cuales más del 80% de sus acciones con derecho a voto sean 
propiedad, ya sea en forma directa, indirecta o de ambas formas, de una sociedad 
integradora. Para estos efectos, la tenencia indirecta a que se refiere este artículo 
será aquélla que tenga la sociedad integradora por conducto de otra u otras 
sociedades que a su vez sean integradas por la misma sociedad integradora. 
 
Artículo 62. No tendrán el carácter de integradora o integradas, las siguientes 
sociedades: 
 
I. Las comprendidas en el Título III de esta Ley. 
 
II. Las que en los términos del tercer párrafo del artículo 7 de la presente Ley 

componen el sistema financiero y las sociedades de inversión de capitales 
creadas conforme a las leyes de la materia. 

 
III. Las residentes en el extranjero, inclusive cuando tengan establecimientos 

permanentes en el país. 
 
IV. Aquéllas que se encuentren en liquidación. 
 
V. Las sociedades y asociaciones civiles, así como las sociedades cooperativas. 
 
VI. Las personas morales que tributen conforme a los artículos 72 y 73 de esta Ley. 
 
VII. Las asociaciones en participación a que se refiere el artículo 17-B del Código 

Fiscal de la Federación. 
 
VIII. Las que llevan a cabo operaciones de maquila a que se refiere el artículo 182 

de esta Ley. 
 
IX. Aquéllas que cuenten con pérdidas fiscales de ejercicios anteriores pendientes 

de disminuir en términos de lo dispuesto por el artículo 57 de esta Ley, que se 
hubieren generado con anterioridad a la fecha en que reúnan los requisitos a 
que se refiere el artículo 60 ó 61 de esta Ley, según corresponda. 
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X. Las empresas que presten el servicio de transporte público aéreo. 
 
Artículo 63. Para obtener la autorización a que se refiere el artículo 59 de esta Ley, 
la sociedad integradora deberá cumplir los siguientes requisitos: 
 
I. Contar con la conformidad por escrito del representante legal de cada una de 

las sociedades integradas para determinar y enterar el impuesto sobre la renta 
en los términos establecidos en este Capítulo. 

 
II. Presentar la solicitud de autorización ante las autoridades fiscales a más tardar 

el día 15 de agosto del año inmediato anterior a aquél por el que se pretenda 
determinar el impuesto en los términos de este Capítulo, acompañada con la 
información que mediante reglas de carácter general establezca el Servicio de 
Administración Tributaria, debiéndose reunir a esa fecha los requisitos previstos 
en dicho Capítulo.  

 
III. En la solicitud a que se refiere la fracción anterior, señalar a todas las 

sociedades que tengan el carácter de integradas conforme a lo dispuesto en 
este Capítulo.  

 
La autorización a que se refiere este artículo será personal del contribuyente y no 
podrá ser transmitida a otra persona ni con motivo de fusión. 
 
Artículo 64. La sociedad integradora y sus integradas para determinar el impuesto 
sobre la renta del ejercicio que deberán enterar, así como el que podrán diferir, 
estarán a lo siguiente: 
 
I. La sociedad de que se trate determinará su resultado o pérdida fiscal del 

ejercicio conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de esta Ley. 
 
II. La sociedad integradora obtendrá el resultado fiscal integrado, como sigue: 
 

a) Sumará el resultado fiscal del ejercicio de que se trate, correspondiente a 
las sociedades integradas. 

 
b) Restará las pérdidas fiscales del ejercicio en que hayan incurrido las 

sociedades integradas, sin la actualización a que se refiere el artículo 57 de 
esta Ley. 
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c) Según sea el caso, sumará su resultado fiscal o restará su pérdida fiscal, 
del ejercicio de que se trate. La pérdida fiscal será sin la actualización a 
que se refiere el artículo 57 de esta Ley. 

 
Los conceptos señalados en los incisos anteriores se sumarán o se restarán en 
la participación integrable. 

 
III. La sociedad integradora calculará un factor de resultado fiscal integrado 

correspondiente al ejercicio de que se trate, el cual se obtendrá dividiendo el 
resultado fiscal integrado del ejercicio entre la suma de los resultados fiscales 
obtenidos en dicho ejercicio por la sociedad integradora y por sus sociedades 
integradas en la participación integrable. El factor de resultado fiscal integrado 
se calculará hasta el diezmilésimo. 

 
En caso de que el resultado fiscal integrado resulte negativo, el factor de 
resultado fiscal integrado será cero. 

 
IV. La sociedad de que se trate determinará el impuesto del ejercicio a enterar, 

para lo cual sumará el monto del impuesto que corresponda a la participación 
integrable con el que corresponda a la participación no integrable, conforme a lo 
siguiente: 

 
a) El monto relativo a la participación integrable, se determinará 

multiplicando el impuesto que le hubiere correspondido de no aplicar lo 
dispuesto en el presente Capítulo por la participación integrable del 
ejercicio, la cantidad obtenida se multiplicará por el factor de resultado 
fiscal integrado a que se refiere la fracción III del presente artículo. 

 
b) El monto correspondiente a la participación no integrable, se determinará 

multiplicando el impuesto que le hubiere correspondido de no aplicar lo 
dispuesto en el presente Capítulo por la participación no integrable del 
ejercicio. 

 
c) La suma de los montos obtenidos en los incisos anteriores será el impuesto 

que se deberá enterar conjuntamente con la declaración que corresponda 
al ejercicio fiscal de que se trate. 

 
V. La diferencia entre el impuesto que corresponda a la participación integrable y 

el obtenido conforme al inciso a) de la fracción IV del presente artículo, será el 
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impuesto del ejercicio que podrá diferirse por un plazo de tres ejercicios, al 
término del cual deberá enterarse de conformidad con lo establecido en el 
primer párrafo del artículo 67 de esta Ley. 

 
Para los efectos de este Capítulo, la participación integrable será la participación 
accionaria que una sociedad integradora tenga en el capital social de una sociedad 
integrada durante el ejercicio fiscal de ésta, ya sea en forma directa o indirecta. Para 
estos efectos, se considerará el promedio diario que corresponda a dicho ejercicio.  
 
La participación integrable de las sociedades integradoras será del 100%. 
 
La participación no integrable será la participación accionaria en que la sociedad 
integradora no participe directa o indirectamente en el capital social de una sociedad 
integrada.  
 
Cuando la sociedad integradora o las sociedades integradas tengan inversiones a que 
se refiere el artículo 176 de esta Ley, la sociedad integradora o sus integradas no 
deberán considerar el ingreso gravable, la utilidad fiscal o el resultado fiscal, 
derivados de dichas inversiones para determinar su resultado fiscal o la pérdida fiscal 
y estarán a lo dispuesto en el artículo 177 de dicha Ley. 
 
Artículo 65. Las sociedades integradora e integradas durante el periodo por el que 
deban pagar el impuesto sobre la renta en los términos de este Capítulo llevarán la 
cuenta de utilidad fiscal neta aplicando las reglas y el procedimiento establecidos en 
el artículo 77 de esta Ley, debiendo estar a lo dispuesto en el presente artículo 
respecto de la utilidad fiscal neta del ejercicio, conforme a lo siguiente: 
 
I. En cada ejercicio identificará el monto de la utilidad fiscal neta correspondiente 

a: 
 

a) La participación integrable, para lo cual multiplicará la utilidad fiscal neta 
por la participación integrable que corresponda a la sociedad de que se 
trate.  

 
b) La participación integrable por la que se pagó el impuesto del ejercicio, 

misma que se obtendrá multiplicando la cantidad que resulte conforme al 
inciso anterior por el factor a que se refiere la fracción III del artículo 64 
de la presente Ley. 
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c) La participación integrable por la que se difirió el impuesto del ejercicio, 
misma que se obtendrá de disminuir a la cantidad obtenida conforme al 
inciso a), la cantidad que resulte conforme al inciso b) anterior. 

 
d) La participación no integrable, la cual se calculará multiplicando la utilidad 

fiscal neta por la participación no integrable. 
 
II. Para efectos de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 77 de esta Ley, 

únicamente se adicionará a la cuenta de utilidad fiscal neta la parte de la 
utilidad fiscal neta del ejercicio que se hubiere determinado conforme a los 
incisos b) y d) de la fracción I de este artículo. 

 
III. Cuando se pague el impuesto diferido a que se refiere el artículo 64 de esta Ley, 

la sociedad de que se trate podrá incrementar el saldo de su cuenta de utilidad 
fiscal neta del ejercicio en que ocurra dicho pago, con la utilidad fiscal neta 
señalada en el inciso c) de la fracción I de este artículo que le corresponda. 
Asimismo, cuando se pague en forma anticipada el impuesto diferido se podrá 
incrementar el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta del ejercicio en que 
ocurrió dicho pago con la utilidad fiscal neta que corresponda al mismo. 

 
Artículo 66. La autorización para ejercer la opción a que se refiere el artículo 59 de 
esta Ley, surtirá sus efectos para el grupo de sociedades a partir del ejercicio 
siguiente a aquél en el que se otorgue. 
 
Las sociedades que cumplan con lo dispuesto en este Capítulo para ser consideradas 
como integradas antes de que surta efectos la autorización, se incorporarán al grupo 
a partir del ejercicio siguiente a aquél en que se obtuvo la autorización. 
 
Las sociedades que califiquen como integradas con posterioridad a la fecha en que 
surtió efectos la autorización, se deberán incorporar en el ejercicio siguiente a aquél 
en que ocurra dicho supuesto.  
 
En el caso de sociedades integradas que se incorporen al grupo de sociedades en el 
periodo que transcurra entre la fecha de presentación de la solicitud para ejercer la 
opción a que se refiere el presente Capítulo y aquélla en que se notifique la 
autorización respectiva, la integradora deberá presentar el aviso de incorporación 
dentro de los quince días siguientes a la fecha en que se notifique la autorización por 
parte de las autoridades fiscales. 
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Para los efectos de este artículo, la sociedad integradora deberá presentar, dentro de 
los quince días siguientes a la fecha en que adquiera directamente o por conducto de 
otra u otras sociedades integradas, más del 80% de las acciones con derecho a voto 
de una sociedad, un aviso ante las autoridades fiscales en el que se señale, el 
porcentaje de participación integrable, así como la clase de participación, ya sea 
directa, indirecta o de ambas formas, acompañado con la información que mediante 
reglas de carácter general establezca el Servicio de Administración Tributaria. 
 
En el caso de la sociedad que surja con motivo de una escisión, la sociedad 
integradora deberá presentar el aviso dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a 
la fecha en que se constituya la sociedad escindida. 
 
Cuando la integradora no incorpore a una sociedad que deba considerarse como 
integrada, el grupo deberá dejar de aplicar la opción referida en el presente Capítulo, 
quedando obligadas tanto la integradora como las integradas a enterar el impuesto 
que hubieren diferido, con la actualización y los recargos correspondientes al periodo 
transcurrido desde la fecha en que debió enterarse el impuesto de cada sociedad de 
no haber estado a lo dispuesto en el presente Capítulo y hasta que el mismo se 
realice. Lo anterior también se aplicará en el caso en que se incorpore a una sociedad 
que no califique como sociedad integrada en los términos del artículo 62 de esta Ley. 
 
Artículo 67. Las sociedades que hubieren optado por aplicar lo dispuesto en este 
Capítulo deberán enterar el impuesto sobre la renta diferido en la misma fecha en 
que deban presentar la declaración correspondiente al ejercicio siguiente a aquél en 
que concluya el plazo de tres ejercicios a que se refiere la fracción V del artículo 64 
de esta Ley. 
 
El impuesto sobre la renta diferido se deberá enterar actualizado por el periodo 
comprendido desde el mes en que se debió haber pagado el impuesto de no haber 
ejercido dicha opción hasta la fecha de presentación de la declaración antes 
señalada. 
 
Artículo 68. La sociedad que ya no deba ser considerada como integrada o que deje 
de reunir los requisitos para serlo, deberá desincorporarse a partir de la fecha en que 
ocurra este supuesto y enterar dentro del mes siguiente el impuesto que hubiere 
diferido durante el periodo que estuvo a lo dispuesto en el presente Capítulo. 
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El impuesto diferido a enterar se actualizará por el periodo comprendido desde el mes 
en que se debió haber efectuado el pago del impuesto de cada ejercicio de no aplicar 
la opción prevista en este Capítulo y hasta que el mismo se realice. 
 
En el caso de fusión de sociedades, la sociedad fusionante deberá pagar el impuesto 
que hubiere diferido la sociedad integrada que desaparezca con motivo de la fusión, 
aplicando lo dispuesto en el primer y segundo párrafos del presente artículo. 
 
Tratándose de escisión de sociedades, la sociedad que participe con carácter de 
escindente o la que tenga el carácter de escindida designada en términos de lo 
dispuesto en el artículo 14-B, fracción II, inciso b) del Código Fiscal de la Federación, 
deberá pagar dentro del mes siguiente a aquél en el que surta efectos la escisión, el 
total del impuesto que con anterioridad a ese hecho hubiere diferido la sociedad 
escindente, aplicando lo dispuesto en el primer y segundo párrafos de este artículo. 
La sociedad escindente que subsista podrá seguir aplicando lo dispuesto en este 
Capítulo a partir del ejercicio siguiente a aquél en que ocurra la escisión. 
 
Cuando una sociedad integrada se ubique en lo dispuesto en el presente artículo, la 
sociedad integradora deberá presentar un aviso ante el Servicio de Administración 
Tributaria dentro de los quince días siguientes a la fecha en que ocurra dicho 
supuesto, acompañado de la información que señale el Servicio de Administración 
Tributaria mediante reglas de carácter general. 
 
Artículo 69. Cuando la sociedad integradora deje de aplicar la opción a que se 
refiere el presente Capítulo, ya no pueda ser considerada como integradora o deje de 
reunir los requisitos para serlo, cada sociedad deberá desincorporarse a partir de la 
fecha en que ocurra este supuesto y enterar dentro del mes siguiente el impuesto 
que hubiere diferido durante el periodo que estuvo a lo dispuesto en el presente 
Capítulo. 
 
El impuesto diferido a enterar se actualizará por el periodo comprendido desde el mes 
en que se debió haber efectuado el pago del impuesto de cada ejercicio de no aplicar 
la opción prevista en este Capítulo y hasta que el mismo se realice.  
 
Cuando la sociedad integradora se ubique en cualquiera de los supuestos a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo, las sociedades que conforman el grupo se 
encontrarán impedidas para volver a aplicar la opción a que se refiere este Capítulo 
durante los tres ejercicios siguientes a aquél en que se actualice el supuesto de que 
se trate.  
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En el caso de fusión de sociedades, cuando la sociedad que desaparezca con motivo 
de la fusión sea la sociedad integradora, tanto la fusionante, como las sociedades 
integradas se encontrarán obligadas al entero del impuesto diferido, aplicando lo 
dispuesto en el primer y segundo párrafos del presente artículo. 
 
Tratándose de la escisión parcial de la sociedad integradora, la sociedad que participe 
con carácter de escindente deberá pagar dentro del mes siguiente a aquél en el que 
surta efectos la escisión, el total del impuesto que con anterioridad a ese hecho 
hubiere diferido la sociedad escindente, aplicando lo dispuesto en el primer y 
segundo párrafos de este artículo.  
 
En caso de escisión total de la sociedad integradora, la sociedad que tenga el 
carácter de escindida designada a que se refiere el artículo 14-B, fracción II, inciso b) 
del Código Fiscal de la Federación y las sociedades integradas deberán estar a lo 
dispuesto en el primer y segundo párrafos de este artículo. 
 
Cuando el grupo se ubique en lo dispuesto en el presente artículo la sociedad 
integradora, la fusionante, la escindente o la escindida referida en el párrafo anterior, 
según corresponda, deberá presentar el aviso a que se refiere el último párrafo del 
artículo 68 de esta Ley por cada una de las sociedades del grupo incluida ella misma 
ante el Servicio de Administración Tributaria dentro de los quince días siguientes a la 
fecha en que ocurra dicho supuesto, presentando la información que señale el 
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general.  
 
En el caso de que alguna sociedad deje de ser integrada o integradora en términos 
de lo dispuesto en el presente Capítulo, o bien, cuando dichas sociedades dejen de 
cumplir los requisitos establecidos en el mismo y la sociedad de que se trata continúe 
aplicando la presente opción, el grupo se encontrará obligado al entero del impuesto 
diferido, aplicando lo dispuesto en el primer y segundo párrafos del presente artículo, 
así como los recargos que resulten desde el mes en que se debió haber efectuado el 
pago del impuesto de cada ejercicio de no haber aplicado la opción y hasta el mes en 
que éste se entere. 
 
Artículo 70. Las sociedades que apliquen la opción a que se refiere este Capítulo, 
además de las obligaciones establecidas en otros artículos del presente 
ordenamiento, tendrán las siguientes: 
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I. La integradora y las integradas deberán llevar y conservar los registros que a 
continuación se señalan: 

 
a) Los que permitan determinar la cuenta de utilidad fiscal neta a que se 

refiere el artículo 65 de esta Ley. 
 

b) De los dividendos o utilidades percibidos o distribuidos, incluidos los que 
no hubieren provenido de su cuenta de utilidad fiscal neta, conforme a lo 
dispuesto en las reglas de carácter general que para estos efectos expida 
el Servicio de Administración Tributaria. 

 
II. La integradora y las integradas deberán adjuntar a la declaración informativa de 

su situación fiscal que están obligadas a presentar conforme a lo dispuesto en el 
artículo 32-H del Código Fiscal de la Federación, copia de las opiniones que en 
materia fiscal recibieron de terceros y que hubieren tenido el efecto de disminuir 
el resultado fiscal o aumentar la pérdida fiscal del ejercicio. 

 
III. La integradora deberá llevar y conservar los siguientes registros: 
 

a) Aquél en el que se muestre la determinación del resultado fiscal integrado 
y del factor de resultado fiscal integrado del ejercicio. 

 
b) Del porcentaje de participación integrable que la sociedad integradora 

hubiere mantenido en cada una de las sociedades integradas en el 
ejercicio. 

 
Los registros a que se refiere el presente artículo deberán conservarse en 
tanto sus efectos fiscales se prolonguen en el tiempo, en términos de lo 
establecido en las disposiciones fiscales aplicables.  

 
IV. La sociedad integradora estará obligada a presentar declaración del ejercicio 

dentro de los tres meses siguientes al cierre del mismo, en la que manifieste el 
factor de resultado fiscal integrado.  

 
También deberá hacer pública en el mes de mayo del ejercicio de que se trate, 
la información relativa al impuesto que se hubiere diferido conforme a este 
Capítulo, utilizando su página de Internet o los medios que el Servicio de 
Administración Tributaria establezca mediante reglas de carácter general. 
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V. Las sociedades integradas deberán: 
 

a) Informar a la sociedad integradora dentro de los tres meses siguientes a la 
fecha en que termine el ejercicio el resultado o pérdida fiscal que les 
hubiere correspondido. 

 
b) Presentar declaración del ejercicio dentro de los tres meses siguientes al 

cierre del mismo. 
 

c) Hacer pública en el mes de mayo del ejercicio de que se trate, la 
información relativa al impuesto que se hubiere diferido conforme a este 
Capítulo, utilizando su página de Internet o los medios que el Servicio de 
Administración Tributaria establezca mediante reglas de carácter general. 

 
En el caso de que alguna o algunas de las sociedades integradas deban 
modificar su resultado o pérdida fiscal del ejercicio, presentarán declaración 
complementaria a la referida en el inciso b) de esta fracción. En dicho supuesto, 
la sociedad integradora se encontrará obligada a presentar una declaración 
complementaria del ejercicio en la que manifieste el factor de resultado fiscal 
integrado. 
 
Cuando en el ejercicio de sus facultades, las autoridades fiscales modifiquen el 
resultado fiscal o la pérdida fiscal de una o más sociedades integradas o de la 
integradora y con ello se modifique el resultado fiscal integrado, la sociedad 
integradora e integradas presentarán declaración complementaria conforme a lo 
dispuesto en el párrafo anterior. 
 
Si como consecuencia de lo dispuesto en cualquiera de los dos párrafos 
anteriores, resulta una diferencia de impuesto a cargo de la integradora o de 
alguna de sus integradas, dichas sociedades se encontrarán obligadas a enterar 
el impuesto actualizado y los recargos que correspondan por el periodo 
comprendido desde la fecha en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo 
se realice, mediante declaración complementaria.  
 
Cuando el supuesto a que se refiere el párrafo anterior derive de una 
modificación al factor de resultado fiscal integrado, la sociedad integradora 
podrá presentar la declaración complementaria en la que se corrija el factor 
antes mencionado a más tardar en el último mes del primer o segundo semestre 
del ejercicio correspondiente a aquél en el que fue presentada la declaración 
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que dio origen a la diferencia señalada o bien, en que la autoridad haya 
modificado el resultado o pérdida fiscal de alguna o algunas de las sociedades 
del grupo.  
 
En caso de que la sociedad integradora o cualquiera de las sociedades 
integradas modifiquen su resultado o pérdida fiscal del ejercicio, o bien cuando 
en el ejercicio de sus facultades, las autoridades fiscales modifiquen el resultado 
fiscal o la pérdida fiscal de la integradora o de una o más sociedades integradas, 
y estos supuestos ocurran una vez enterado el impuesto diferido conforme a lo 
establecido en la fracción V del artículo 64 de esta Ley, la sociedad integrada o 
la integradora, según se trate, deberá cubrir tanto el impuesto a su cargo como 
la actualización y recargos que en su caso se hubieren generado como 
consecuencia de la modificación referida, sin que por tal motivo se deba 
recalcular el resultado fiscal integrado, ni el factor de resultado fiscal integrado. 
Asimismo, cuando la irregularidad consista en manifestar una pérdida fiscal 
mayor a la realmente sufrida, la sociedad integradora deberá modificar el 
resultado fiscal integrado y el factor de resultado fiscal integrado, y las 
sociedades que hubieren tenido impuesto a su cargo deberán enterar la 
actualización y recargos que les corresponda por la diferencia entre el impuesto 
que en su momento se enteró y el que debió enterarse, por el periodo 
comprendido desde el mes en que se debió haber pagado el impuesto de no 
haber ejercido dicha opción hasta la fecha en que se realice el pago. 

 
VI. Cuando una sociedad integrada o integradora celebre operaciones a través de 

las cuales enajene terrenos, inversiones, acciones, partes sociales, entre otras, 
con alguna otra sociedad del grupo, deberá realizarlas conforme a lo previsto en 
el artículo 179 de esta Ley. 

 
La sociedad integrada que no cumpla con alguna de las obligaciones a que se refiere 
este artículo deberá aplicar lo dispuesto en el artículo 68 de la presente Ley, 
quedando obligada a enterar la totalidad del impuesto sobre la renta diferido por el 
periodo en que aplicó esta opción, con los recargos que resulten desde el mes en que 
se debió haber efectuado el pago del impuesto de cada ejercicio de no haber aplicado 
la opción y hasta que el mismo se realice. 
 
En caso de ser la sociedad integradora la que incumpla con alguna de las 
obligaciones a que se refiere este artículo, el grupo deberá dejar de aplicar la opción 
a que se refiere este Capítulo, quedando obligada cada sociedad a enterar la 
totalidad del impuesto sobre la renta diferido por el periodo en que aplicó esta 
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opción, con la actualización y los recargos que resulten desde el mes en que se debió 
haber efectuado el pago del impuesto de cada ejercicio de no haber aplicado la 
opción y hasta que el mismo se realice, estando a lo dispuesto en el artículo 69, 
último párrafo, de esta Ley. 
 
Artículo 71. Las sociedades integradora e integradas determinarán los pagos 
provisionales a enterar en cada uno de los meses del ejercicio conforme a lo 
siguiente: 
 
I. Calcularán el pago provisional del periodo de que se trate conforme al 

procedimiento y reglas establecidos en el artículo 14 de esta Ley.  
 
II. Al resultado determinado conforme a lo establecido en la fracción anterior, se le 

aplicará la participación integrable correspondiente al ejercicio inmediato 
anterior, la cantidad obtenida se multiplicará por el factor de resultado fiscal 
integrado correspondiente al ejercicio inmediato anterior. 

 
III. El resultado de la fracción I de este artículo se multiplicará por la participación 

no integrable.  
 
IV. El pago provisional del periodo a enterar, será la cantidad que se obtenga de 

sumar los resultados obtenidos conforme a las fracciones II y III anteriores.  
 
V. Contra el impuesto del ejercicio a enterar en términos de lo dispuesto en el 

artículo 64 de esta Ley se podrán acreditar los pagos provisionales 
correspondientes al mismo, efectuados conforme al presente artículo. 

 
Tratándose del primer ejercicio en que el grupo aplique la opción a que se refiere 
este Capítulo, la sociedad integradora calculará el factor de resultado fiscal integrado 
en términos de lo dispuesto en la fracción III del artículo 64 de esta Ley que le 
hubiere correspondido al grupo en el ejercicio inmediato anterior de haber ejercido 
dicha opción. En este caso, el primer pago provisional del ejercicio comprenderá el 
primero, el segundo y el tercer mes del citado ejercicio. 
 

CAPÍTULO VII 
DE LOS COORDINADOS 

 
Artículo 72. Se consideran coordinados, a las personas morales que administran y 
operan activos fijos o activos fijos y terrenos, relacionados directamente con la 
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actividad del autotransporte terrestre de carga o de pasajeros y cuyos integrantes 
realicen actividades de autotransporte terrestre de carga o pasajeros o 
complementarias a dichas actividades y tengan activos fijos o activos fijos y terrenos, 
relacionados directamente con dichas actividades. 
 
Los coordinados cumplirán con las obligaciones establecidas en esta Ley, aplicando al 
efecto lo dispuesto en la Sección I del Capítulo II del Título IV de la misma, de 
acuerdo a lo siguiente: 

 
I. Calcularán y enterarán, por cada uno de sus integrantes, los pagos provisionales 

en los términos del artículo 106 de esta Ley. Al resultado obtenido conforme a 
esta fracción se le aplicará la tarifa del citado artículo tratándose de personas 
físicas, o la tasa establecida en el artículo 9 de la misma, tratándose de 
personas morales. 
 

II. Para calcular y enterar el impuesto del ejercicio de cada uno de sus integrantes, 
determinarán la utilidad gravable del ejercicio aplicando al efecto lo dispuesto 
en el artículo 109 de esta Ley. A la utilidad gravable determinada en los 
términos de esta fracción, se le aplicará la tarifa del artículo 152 de la presente 
Ley, tratándose de personas físicas, o la tasa establecida en el artículo 9 de la 
misma, tratándose de personas morales. 
 
Contra el impuesto que resulte a cargo en los términos del párrafo anterior, se 
podrán acreditar los pagos provisionales efectuados por el coordinado. 
 
El impuesto del ejercicio se pagará mediante declaración que presentarán las 
personas morales durante el mes de marzo del año siguiente, ante las oficinas 
autorizadas, excepto cuando se trate de personas morales, cuyos integrantes 
por los cuales cumpla con sus obligaciones fiscales sólo sean personas físicas, 
en cuyo caso la declaración se presentará en el mes de abril del año siguiente. 
 
Las personas físicas o morales, que cumplan sus obligaciones fiscales por 
conducto de varios coordinados de los cuales son integrantes, en lugar de 
aplicar lo dispuesto en el primer párrafo de esta fracción, podrán optar porque 
cada coordinado de los que sean integrantes efectúe por su cuenta el pago del 
impuesto sobre la renta, respecto de los ingresos que obtengan del coordinado 
de que se trate, aplicando a la utilidad gravable a que se refiere el párrafo 
anterior la tasa establecida en el artículo 9 de esta Ley, tratándose de personas 
morales o la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior 
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que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de la misma en el caso de 
personas físicas. Dicho pago se considerará como definitivo. Una vez ejercida la 
opción a que se refiere este párrafo, ésta no podrá variarse durante el periodo 
de cinco ejercicios contados a partir de aquél en el que se empezó a ejercer la 
opción citada. La opción a que se refiere este párrafo también la podrán aplicar 
las personas físicas o morales que sean integrantes de un solo coordinado. 
 

III. Efectuarán por cuenta de sus integrantes las retenciones y el entero de las 
mismas y, en su caso, expedirán las constancias de dichas retenciones, cuando 
esta Ley o las demás disposiciones fiscales obliguen a ello, así como el 
comprobante fiscal correspondiente. 

 
IV. Llevarán un registro por separado de los ingresos, gastos e inversiones, de las 

operaciones que realicen por cuenta de cada uno de sus integrantes, 
cumpliendo al efecto con lo establecido en las disposiciones de esta Ley y en las 
del Código Fiscal de la Federación. En el caso de las liquidaciones que se emitan 
en los términos del sexto párrafo del artículo 73 de esta Ley, el registro 
mencionado se hará en forma global. 

 
V. Expedir y recabar los comprobantes fiscales de los ingresos que perciban y de 

las erogaciones que se efectúen, de las operaciones que realicen por cuenta de 
cada uno de sus integrantes, cumpliendo al efecto con lo establecido en esta 
Ley y en las demás disposiciones fiscales. 

 
VI. Proporcionarán a sus integrantes, constancia de los ingresos y gastos, así como 

el impuesto que el coordinado pagó por cuenta del integrante, a más tardar el 
31 de enero de cada año. 

 
Para los efectos de este artículo, los coordinados cumplirán con sus propias 
obligaciones y lo harán en forma conjunta por sus integrantes en los casos en que así 
proceda. Igualmente, el impuesto que determinen por cada uno de sus integrantes se 
enterará de manera conjunta en una sola declaración. 
 
Para los efectos de esta Ley, el coordinado se considerará como responsable del 
cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de sus integrantes, respecto de las 
operaciones realizadas a través del coordinado, siendo los integrantes responsables 
solidarios respecto de dicho cumplimiento por la parte que les corresponda. 
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Para los efectos de este artículo, no se considera que dos o más personas son partes 
relacionadas, cuando los servicios de autotransporte terrestre de carga o de 
pasajeros se presten a personas con las cuales los contribuyentes se encuentren 
interrelacionados en la administración, control y participación de capital, siempre que 
el servicio final de autotransporte de carga o de pasajeros sea proporcionado a 
terceros con los cuales no se encuentran interrelacionados en la administración, 
control o participación de capital, y dicho servicio no se preste conjuntamente con la 
enajenación de bienes. No se consideran partes relacionadas cuando el servicio de 
autotransporte se realice entre coordinados o integrantes del mismo. 
 
Cuando las personas físicas realicen actividades en copropiedad y opten por tributar 
por conducto de coordinados en los términos de este Capítulo, dichos coordinados 
serán quienes cumplan con las obligaciones fiscales de la copropiedad y se 
considerarán como representantes comunes de la misma. 
 
Artículo 73. Tratándose de personas físicas que cumplan sus obligaciones fiscales 
por conducto de varios coordinados de los cuales son integrantes, cuando sus 
ingresos provengan exclusivamente del autotransporte terrestre de carga o de 
pasajeros, deberán solicitar a los coordinados de los que sean integrantes, la 
información necesaria para calcular y enterar el impuesto sobre la renta que les 
corresponda. Excepto cuando hayan ejercido la opción a que se refiere el cuarto 
párrafo de la fracción II del artículo 72 de esta Ley. 
 
Para calcular y enterar el impuesto del ejercicio aplicarán lo dispuesto por el artículo 
109 de esta Ley. A la utilidad gravable determinada conforme a dicho precepto, se le 
aplicará la tarifa del artículo 152 del presente ordenamiento. 
 
Las personas físicas integrantes de personas morales que realicen actividades de 
autotransporte terrestre de carga o de pasajeros, podrán cumplir con las obligaciones 
establecidas en esta Ley en forma individual, siempre que administren directamente 
los vehículos que les correspondan o los hubieran aportado a la persona moral de 
que se trate. 
 
Cuando opten por pagar el impuesto en forma individual deberán dar aviso a las 
autoridades fiscales y comunicarlo por escrito a la persona moral respectiva, a más 
tardar en la fecha en que deba efectuarse el primer pago provisional del ejercicio de 
que se trate. 
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Las personas físicas que hayan optado por pagar el impuesto individualmente, podrán 
deducir los gastos realizados durante el ejercicio que correspondan al vehículo que 
administren, incluso cuando los comprobantes fiscales de los mismos se encuentre a 
nombre del coordinado, siempre que dicha documentación reúna los requisitos que 
señalen las disposiciones fiscales e identifique al vehículo al que corresponda. 
 
Las personas morales no considerarán los ingresos que correspondan a sus 
integrantes que hubieran pagado en forma individual ni las deducciones que a ellos 
correspondan, debiendo entregar a las personas físicas y morales que paguen el 
impuesto individualmente, la liquidación de los ingresos y gastos. Las personas 
morales citadas en primer término deberán conservar copia de la liquidación y de los 
comprobantes de los gastos realizados en el ejercicio, relativos al vehículo 
administrado por dichas personas físicas, durante el plazo a que se refiere el artículo 
30 del Código Fiscal de la Federación.  
 
Las personas morales a que se refiere el artículo 72 de la presente Ley aplicarán lo 
dispuesto en el artículo 12 de la misma, cuando entren en liquidación, debiendo 
reunir los requisitos que al efecto se establezcan en el Reglamento de esta Ley. 
 
Las personas morales que no realicen las actividades empresariales por cuenta de sus 
integrantes, deberán cumplir con las obligaciones de este artículo y con los artículos 
72, 76, 102 y 105 de la presente Ley. 
 
Cuando los integrantes de las personas morales a que se refiere este Capítulo, se 
agrupen con el objeto de realizar en forma conjunta gastos necesarios para el 
desarrollo de las actividades a que se refiere el mismo, podrán hacer deducible la 
parte proporcional del gasto en forma individual, aun cuando los comprobantes 
fiscales estén a nombre de alguno de los otros integrantes, siempre que dichos 
comprobantes reúnan los demás requisitos que señalen las disposiciones fiscales. 
 

CAPÍTULO VIII 
RÉGIMEN DE ACTIVIDADES AGRÍCOLAS, GANADERAS, SILVÍCOLAS Y 

PESQUERAS 
 
Artículo 74. Deberán cumplir con sus obligaciones fiscales en materia del impuesto 
sobre la renta conforme al régimen establecido en el presente Capítulo, los siguientes 
contribuyentes: 
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I. Las personas morales de derecho agrario que se dediquen exclusivamente a 
actividades agrícolas, ganaderas o silvícolas, las sociedades cooperativas de 
producción y las demás personas morales, que se dediquen exclusivamente a 
dichas actividades. 

 
II. Las personas morales que se dediquen exclusivamente a actividades pesqueras, 

así como las sociedades cooperativas de producción que se dediquen 
exclusivamente a dichas actividades. 

 
III. Las personas físicas que se dediquen exclusivamente a actividades agrícolas, 

ganaderas, silvícolas o pesqueras. 
 
Lo dispuesto en este Capítulo no será aplicable a las personas morales que tributen 
en los términos del Capítulo VI del Título II de esta Ley.  
 
Cuando las personas físicas realicen actividades en copropiedad y opten por tributar 
por conducto de personas morales en los términos de este Capítulo, dichas personas 
morales serán quienes cumplan con las obligaciones fiscales de la copropiedad y se 
considerarán como representantes comunes de la misma. 
 
Para los efectos de esta Ley, cuando la persona moral cumpla por cuenta de sus 
integrantes con lo dispuesto en este Capítulo, se considerará como responsable del 
cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de sus integrantes, respecto de las 
operaciones realizadas a través de la persona moral, siendo los integrantes 
responsables solidarios respecto de dicho cumplimiento por la parte que les 
corresponda. 
 
Las personas morales a que se refiere este Capítulo aplicarán lo dispuesto en el 
artículo 12 de esta Ley, cuando entren en liquidación. 
 
Se consideran contribuyentes dedicados exclusivamente a las actividades agrícolas, 
ganaderas, pesqueras o silvícolas, aquéllos cuyos ingresos por dichas actividades 
representan cuando menos el 90% de sus ingresos totales, sin incluir los ingresos por 
las enajenaciones de activos fijos o activos fijos y terrenos, de su propiedad que 
hubiesen estado afectos a su actividad. 
 
Las personas morales a que se refiere este Capítulo, cumplirán con las obligaciones 
establecidas en esta Ley conformé lo dispuesto en la Sección I del Capítulo II del 
Título IV de la misma, de acuerdo a lo siguiente: 
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I. Deberán calcular y enterar, por cada uno de sus integrantes, los pagos 

provisionales en los términos del artículo 106 de esta Ley. Al resultado obtenido 
conforme a esta fracción se le aplicará la tarifa del citado artículo tratándose de 
personas físicas, o la tasa establecida en el artículo 9 de la misma, tratándose 
de personas morales. 
 

II. Para calcular y enterar el impuesto del ejercicio de cada uno de sus integrantes, 
determinarán la utilidad gravable del ejercicio aplicando al efecto lo dispuesto 
en el artículo 109 de esta Ley. A la utilidad gravable determinada en los 
términos de esta fracción, se le aplicará la tarifa del artículo 152 de esta Ley, 
tratándose de personas físicas, o la tasa establecida en el artículo 9 de la 
misma, en el caso de personas morales. 
 
Contra el impuesto que resulte a cargo en los términos del párrafo anterior, se 
podrán acreditar los pagos provisionales efectuados por la persona moral. 
 
El impuesto del ejercicio se pagará mediante declaración que presentarán las 
personas morales durante el mes de marzo del año siguiente, ante las oficinas 
autorizadas, excepto cuando se trate de personas morales, que cumplan con las 
obligaciones fiscales de integrantes que únicamente sean personas físicas, en 
cuyo caso la declaración se presentará en el mes de abril del año siguiente. 

 
III. Deberán cumplir con las demás obligaciones formales, de retención y de entero, 

que establecen las disposiciones fiscales. 
 
Para los efectos de este artículo, las personas morales cumplirán con sus propias 
obligaciones y lo harán en forma conjunta por sus integrantes en los casos en que así 
proceda. Igualmente, el impuesto que determinen por cada uno de sus integrantes se 
enterará de manera conjunta en una sola declaración. 
 
Las personas morales que no realicen las actividades empresariales por cuenta de sus 
integrantes, deberán cumplir con las obligaciones de este título y con el artículo 102 y 
105 de esta Ley. 
 
Las personas morales a que se refiere este Capítulo no tendrán la obligación de 
determinar al cierre del ejercicio el ajuste anual por inflación a que se refiere el 
Capítulo III del Título II de esta Ley. 
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Las personas morales que se dediquen exclusivamente a las actividades agrícolas, 
ganaderas, silvícolas o pesqueras, no pagarán el impuesto sobre la renta por los 
ingresos provenientes de dichas actividades hasta por un monto, en el ejercicio, de 
20 veces el salario mínimo general correspondiente al área geográfica del 
contribuyente, elevado al año, por cada uno de sus socios o asociados siempre que 
no exceda, en su totalidad, de 200 veces el salario mínimo general correspondiente al 
área geográfica del Distrito Federal, elevado al año. En el caso de las personas 
físicas, no pagarán el impuesto sobre la renta por los ingresos provenientes de dichas 
actividades hasta por un monto, en el ejercicio, de 40 veces el salario mínimo general 
correspondiente al área geográfica del contribuyente, elevado al año. Las personas 
morales a que se refiere este párrafo, podrán adicionar al saldo de su cuenta de 
utilidad fiscal neta del ejercicio de que se trate, la utilidad que corresponda a los 
ingresos exentos; para determinar dicha utilidad se multiplicará el ingreso exento que 
corresponda al contribuyente por el coeficiente de utilidad del ejercicio, calculado 
conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de esta Ley. 
 
Tratándose de personas físicas y morales que se dediquen exclusivamente a las 
actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras, cuyos ingresos en el ejercicio 
excedan de 20 ó 40 veces el salario mínimo general del área geográfica del 
contribuyente elevado al año, según corresponda, pero sean inferiores de 423 veces 
el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente elevado al año, les 
será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, por el excedente se pagará el 
impuesto en los términos del séptimo párrafo de este artículo, reduciéndose el 
impuesto determinado conforme a la fracción II de dicho párrafo, en un 40 
tratándose de personas físicas y un 30% para personas morales. Las personas 
morales a que se refiere este párrafo, podrán adicionar al saldo de su cuenta de 
utilidad fiscal neta del ejercicio de que se trate, la utilidad que corresponda a los 
ingresos exentos; para determinar dicha utilidad se multiplicará el ingreso exento que 
corresponda al contribuyente por el coeficiente de utilidad del ejercicio, calculado 
conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de esta Ley. 
 
Las personas físicas y morales que se dediquen exclusivamente a las actividades 
agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras, cuyos ingresos en el ejercicio rebasen los 
montos señalados en el párrafo anterior, les será aplicable la exención prevista en el 
antepenúltimo párrafo de este artículo, por el excedente, se pagará el impuesto en 
los términos del séptimo párrafo de este artículo y será aplicable la reducción a que 
se refiere el párrafo anterior hasta por los montos en él establecidos. Las personas 
morales a que se refiere este párrafo, podrán adicionar al saldo de su cuenta de 
utilidad fiscal neta del ejercicio de que se trate, la utilidad que corresponda a los 
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ingresos exentos; para determinar dicha utilidad se multiplicará el ingreso exento que 
corresponda al contribuyente por el coeficiente de utilidad del ejercicio, calculado 
conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de esta Ley. 
 
Tratándose de las personas morales que se dediquen exclusivamente a las 
actividades agrícolas, ganaderas, pesqueras o silvícolas, para calcular el impuesto que 
corresponda a dividendos o utilidades distribuidos, en lugar de lo dispuesto en el 
párrafo anterior, deberán multiplicar los dividendos o utilidades distribuidos por el 
factor de que se obtenga de dividir la unidad, entre el factor que se obtenga de 
restar a la unidad el resultado de dividir el impuesto sobre la renta que se deba pagar 
en los términos de este artículo, entre la utilidad o los dividendos distribuidos. 
 
Artículo 75. La persona moral que cumpla las obligaciones fiscales por cuenta de 
sus integrantes en los términos de este Capítulo, además de las obligaciones a que se 
refiere el artículo anterior, tendrá las siguientes: 
 
I. Efectuar por cuenta de sus integrantes las retenciones y el entero de las mismas 

y, en su caso, expedir las constancias de dichas retenciones, cuando esta Ley o 
las demás disposiciones fiscales obliguen a ello. 

 
II. Llevar un registro por separado de los ingresos, gastos e inversiones, de las 

operaciones que realicen por cuenta de cada uno de sus integrantes, 
cumpliendo al efecto con lo establecido en las disposiciones de esta Ley y en las 
del Código Fiscal de la Federación.  

 
III. Emitir y recabar la documentación comprobatoria de los ingresos y de las 

erogaciones, respectivamente, de las operaciones que realicen por cuenta de 
cada uno de sus integrantes, cumpliendo al efecto con lo establecido en esta 
Ley y en las demás disposiciones fiscales. 

 
Las personas morales a que se refiere este Capítulo deberán estar inscritas en el 
Registro Federal de Contribuyentes. 
 
Las personas físicas que se ubiquen en los supuestos señalados en los párrafos 
penúltimo y último del artículo anterior deberán estar inscritas en el Registro Federal 
de Contribuyentes. 
 
 

CAPÍTULO IX 
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DE LAS OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS MORALES 
 
Artículo 76. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en este 
Título, además de las obligaciones establecidas en otros artículos de esta Ley, 
tendrán las siguientes: 

 
I. Llevar la contabilidad de conformidad con el Código Fiscal de la Federación, su 

Reglamento y el Reglamento de esta Ley, y efectuar los registros en la misma.  
 

II. Expedir los comprobantes fiscales por las actividades que realicen. 
 
III. Expedir los comprobantes fiscales en los que asienten el monto de los pagos 

efectuados que constituyan ingresos de fuente de riqueza ubicada en México de 
acuerdo con lo previsto por el Título V de esta Ley o de los pagos efectuados a 
los establecimientos en el extranjero de instituciones de crédito del país, en los 
términos del artículo 48 de la misma y, en su caso, el impuesto retenido al 
residente en el extranjero o a las citadas instituciones de crédito. 

 
IV. Formular un estado de posición financiera y levantar inventario de existencias a 

la fecha en que termine el ejercicio, de acuerdo con las disposiciones 
reglamentarias respectivas. 

 
V. Presentar declaración en la que se determine el resultado fiscal del ejercicio o la 

utilidad gravable del mismo y el monto del impuesto correspondiente, ante las 
oficinas autorizadas, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que 
termine dicho ejercicio. En dicha declaración también se determinarán la utilidad 
fiscal y el monto que corresponda a la participación de los trabajadores en las 
utilidades de la empresa. 

 
VI. Presentar, a más tardar el día 15 de febrero de cada año, ante las autoridades 

fiscales y mediante la forma oficial que al efecto aprueben dichas autoridades, la 
información siguiente: 

 
a) El saldo insoluto al 31 de diciembre del año anterior, de los préstamos que 

le hayan sido otorgados o garantizados por residentes en el extranjero; y 
 

b) El tipo de financiamiento, nombre del beneficiario efectivo de los intereses, 
tipo de moneda, la tasa de interés aplicable y las fechas de exigibilidad del 
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principal y de los accesorios, de cada una de las operaciones de 
financiamiento a que se refiere el inciso anterior. 

 
VII. Presentar las declaraciones a que se refiere este artículo a través de medios 

electrónicos en la dirección de correo electrónico que al efecto señale el Servicio 
de Administración Tributaria mediante disposiciones de carácter general. 

 
VIII. Llevar un registro de las operaciones que efectúen con títulos valor emitidos en 

serie. 
 

IX. Obtener y conservar la documentación comprobatoria, tratándose de 
contribuyentes que celebren operaciones con partes relacionadas residentes en 
el extranjero, con la que demuestren que el monto de sus ingresos y 
deducciones se efectuaron de acuerdo a los precios o montos de 
contraprestaciones que hubieran utilizado partes independientes en operaciones 
comparables, la cual deberá contener los siguientes datos: 

 
a) El nombre, denominación o razón social, domicilio y residencia fiscal, de 

las personas relacionadas con las que se celebren operaciones, así como la 
documentación que demuestre la participación directa e indirecta entre las 
partes relacionadas. 

 
b) Información relativa a las funciones o actividades, activos utilizados y 

riesgos asumidos por el contribuyente por cada tipo de operación. 
 

c) Información y documentación sobre las operaciones con partes 
relacionadas y sus montos, por cada parte relacionada y por cada tipo de 
operación de acuerdo a la clasificación y con los datos que establece el 
artículo 179 de esta Ley. 

 
d) El método aplicado conforme al artículo 180 de esta Ley, incluyendo la 

información y la documentación sobre operaciones o empresas 
comparables por cada tipo de operación. 

 
Los contribuyentes que realicen actividades empresariales cuyos ingresos en el 
ejercicio inmediato anterior no hayan excedido de $13’000,000.00, así como los 
contribuyentes cuyos ingresos derivados de prestación de servicios profesionales 
no hubiesen excedido en dicho ejercicio de $3’000,000.00 no estarán obligados 
a cumplir con la obligación establecida en esta fracción, excepto aquéllos que se 
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encuentren en el supuesto a que se refiere el penúltimo párrafo del artículo 179 
de esta Ley. 
 
El ejercicio de las facultades de comprobación respecto a la obligación prevista 
en esta fracción solamente se podrá realizar por lo que hace a ejercicios 
terminados. 
 
La documentación e información a que se refiere esta fracción deberá 
registrarse en contabilidad, identificando en la misma el que se trata de 
operaciones con partes relacionadas residentes en el extranjero. 

 
X. Presentar, conjuntamente con la declaración del ejercicio, la información de las 

operaciones que realicen con partes relacionadas residentes en el extranjero, 
efectuadas durante el año de calendario inmediato anterior, que se solicite 
mediante la forma oficial que al efecto aprueben las autoridades fiscales. 

 
XI. Tratándose de personas morales que hagan los pagos por concepto de 

dividendos o utilidades a personas físicas o morales: 
 

a) Efectuar los pagos con cheque nominativo no negociable del contribuyente 
expedido a nombre del accionista o a través de transferencias de fondos 
reguladas por el Banco de México a la cuenta de dicho accionista. 

 
b) Proporcionar a las personas a quienes les efectúen pagos por los 

conceptos a que se refiere esta fracción, comprobante fiscal en el que se 
señale su monto, el impuesto sobre la renta retenido en términos de los 
artículos 140 y 164 de esta Ley, así como si éstos provienen de las cuentas 
establecidas en los artículos 77 y 85 de esta Ley, según se trate, o si se 
trata de los dividendos o utilidades a que se refiere el primer párrafo del 
artículo 10 de la misma. Este comprobante se entregará cuando se pague 
el dividendo o utilidad. 

 
XII. Tratándose de personas morales que celebren operaciones con partes 

relacionadas, éstas deberán determinar sus ingresos acumulables y sus 
deducciones autorizadas, considerando para esas operaciones los precios y 
montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes 
independientes en operaciones comparables. Para estos efectos, aplicarán los 
métodos establecidos en el artículo 180 de esta Ley, en el orden establecido en 
el citado artículo. 
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XIII. Presentar, a más tardar el día 15 de febrero de cada año ante las oficinas 

autorizadas, declaración en la que proporcionen la información de las 
operaciones efectuadas en el año de calendario anterior, a través de 
fideicomisos por los que se realicen actividades empresariales en los que 
intervengan. 

 
XIV. Llevar un control de inventarios de mercancías, materias primas, productos en 

proceso y productos terminados, según se trate, conforme al sistema de 
inventarios perpetuos. Los contribuyentes podrán incorporar variaciones al 
sistema señalado en esta fracción, siempre que cumplan con los requisitos que 
se establezcan mediante reglas de carácter general. 

 
Los contribuyentes que opten por valuar sus inventarios de conformidad con el 
cuarto párrafo del artículo 41 de esta Ley, deberán llevar un registro de los 
factores utilizados para fijar los márgenes de utilidad bruta aplicados para 
determinar el costo de lo vendido durante el ejercicio, identificando los artículos 
homogéneos por grupos o departamentos con los márgenes de utilidad 
aplicados a cada uno de ellos. El registro a que se refiere este párrafo se deberá 
tener a disposición de las autoridades fiscales durante el plazo establecido en el 
artículo 30 del Código Fiscal de la Federación. 

 
XV. Informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos 

electrónicos, que señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas 
de carácter general, a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquel 
en el que se realice la operación, de las contraprestaciones recibidas en efectivo 
en moneda nacional o extranjera, así como en piezas de oro o de plata, cuyo 
monto sea superior a cien mil pesos. Las referidas reglas de carácter general 
podrán establecer supuestos en los que no sea necesario presentar la 
información a que se refiere esta fracción. 

 
La información a que se refiere esta fracción estará a disposición de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en los términos del artículo 69 del 
Código Fiscal de la Federación. 

 
XVI. Informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos que para 

tal efecto señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de 
carácter general, de los préstamos, aportaciones para futuros aumentos de 
capital o aumentos de capital que reciban en efectivo, en moneda nacional o 
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extranjera, mayores a $600,000.00, dentro de los quince días posteriores a 
aquél en el que se reciban las cantidades correspondientes. 

 
XVII. Los contribuyentes residentes en el país que tengan establecimientos en el 

extranjero, además de las obligaciones establecidas en otros artículos de esta 
Ley, tendrán las siguientes: 

 
a) Llevar los libros de contabilidad y los registros que correspondan al 

establecimiento en el extranjero, en los términos que señale esta Ley y su 
Reglamento. Los asientos correspondientes podrán efectuarse de acuerdo 
con lo siguiente: 

 
1. En idioma español o en el oficial del país donde se encuentren dichos 

establecimientos. Si los asientos correspondientes se hacen en idioma 
distinto al español deberá proporcionarse traducción autorizada a las 
autoridades fiscales cuando éstas así lo requieran en el ejercicio de 
sus facultades de comprobación. 

 
2. Registrando las operaciones en moneda nacional o en la moneda de 

curso legal en el país donde se encuentren dichos establecimientos. 
Si se registra en moneda distinta de la nacional, la conversión podrá 
hacerse, a elección del contribuyente, por cada operación o conforme 
al tipo de cambio que tenga la moneda extranjera en México al último 
día de cada mes de calendario. 

 
b) Conservar los libros, los registros y la documentación comprobatoria de los 

asientos respectivos y los comprobantes de haber cumplido con sus 
obligaciones fiscales, relacionados únicamente con el establecimiento en el 
extranjero, durante el término que para tal efecto señalan esta Ley y el 
Código Fiscal de la Federación. Podrán conservarse en dicho 
establecimiento siempre que se cumplan los requisitos y condiciones que 
fije el Reglamento de esta Ley. 

 
XVIII. Las personas morales que distribuyan anticipos o rendimientos en los 

términos de la fracción II del artículo 94 de esta Ley, deberán expedir 
comprobante fiscal en el que conste el monto de los anticipos y rendimientos 
distribuidos, así como el impuesto retenido. 
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XIX. Tratándose de contribuyentes que hayan optado por dictaminarse en los 
términos del artículo 32-A del Código Fiscal de la Federación, deberán dar a 
conocer en la Asamblea General Ordinaria de Accionistas un reporte en el que 
se informe sobre el cumplimiento de las obligaciones fiscales a su cargo en el 
ejercicio fiscal al que corresponda el dictamen. 
 
La obligación prevista en el párrafo anterior, se tendrá por cumplida si en la 
Asamblea referida se distribuye entre los accionistas y se da lectura al informe 
sobre la revisión de la situación fiscal a que se refiere la fracción III del artículo 
52 del Código Fiscal de la Federación. 

 
Artículo 77. Las personas morales llevarán una cuenta de utilidad fiscal neta. Esta 
cuenta se adicionará con la utilidad fiscal neta de cada ejercicio, así como con los 
dividendos o utilidades percibidos de otras personas morales residentes en México y 
con los ingresos, dividendos o utilidades sujetos a regímenes fiscales preferentes en 
los términos del décimo párrafo del artículo 177 de esta Ley, y se disminuirá con el 
importe de los dividendos o utilidades pagados, con las utilidades distribuidas a que 
se refiere el artículo 78 de esta Ley, cuando en ambos casos provengan del saldo de 
dicha cuenta. Para los efectos de este párrafo, no se incluyen los dividendos o 
utilidades en acciones o los reinvertidos en la suscripción y aumento de capital de la 
misma persona que los distribuye, dentro de los 30 días naturales siguientes a su 
distribución. Para determinar la utilidad fiscal neta a que se refiere este párrafo, se 
deberá disminuir, en su caso, el monto que resulte en los términos de la fracción II 
del artículo 10 de esta Ley. 
 
El saldo de la cuenta prevista en este artículo que se tenga al último día de cada 
ejercicio, sin incluir la utilidad fiscal neta del mismo, se actualizará por el periodo 
comprendido desde el mes en que se efectuó la última actualización y hasta el último 
mes del ejercicio de que se trate. Cuando se distribuyan o se perciban dividendos o 
utilidades con posterioridad a la actualización prevista en este párrafo, el saldo de la 
cuenta que se tenga a la fecha de la distribución o de percepción, se actualizará por 
el periodo comprendido desde el mes en el que se efectuó la última actualización y 
hasta el mes en el que se distribuyan o se perciban los dividendos o utilidades. 
 
Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, se considera utilidad fiscal neta del 
ejercicio, la cantidad que se obtenga de restar al resultado fiscal del ejercicio, el 
impuesto sobre la renta pagado en los términos del artículo 9 de esta Ley, el importe 
de las partidas no deducibles para efectos de dicho impuesto, excepto las señaladas 
en las fracciones VIII y IX del artículo 28 de la Ley citada, la participación de los 



249 
 

trabajadores en las utilidades de las empresas a que se refiere la fracción I del 
artículo 9 de la misma, y el monto que se determine de conformidad con el siguiente 
párrafo. 
 
Cuando en el ejercicio por el cual se calcule la utilidad fiscal neta a que se refiere el 
párrafo anterior, la persona moral de que se trate tenga la obligación de acumular los 
montos proporcionales de los impuestos sobre la renta pagados en el extranjero de 
conformidad con los párrafos segundo y cuarto del artículo 5 de esta Ley, se deberá 
disminuir a la cantidad que se obtenga conforme al párrafo anterior, el monto que 
resulte por aplicar la siguiente fórmula: 

 
MRU = (𝐷 +𝑀𝑃𝐼 +𝑀𝑃𝐼!)− 𝐷𝑁 − 𝐴𝐶 

 
Donde: 
 
MRU: Monto a restar de la cantidad obtenida conforme al tercer párrafo de este 

artículo.  
 
D:  Dividendo o utilidad distribuido por la sociedad residente en el extranjero a 

la persona moral residente en México sin disminuir la retención o pago del 
impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por su 
distribución. 

 
MPI:  Monto proporcional del impuesto sobre la renta pagado en el extranjero en 

primer nivel corporativo, referido en los párrafos segundo y tercero del 
artículo 5 de esta Ley. 

 
MPI2:  Monto proporcional del impuesto sobre la renta pagado en el extranjero 

en segundo nivel corporativo, referido en los párrafos cuarto y quinto del 
artículo 5 de esta Ley. 

 
DN:  Dividendo o utilidad distribuido por la sociedad residente en el extranjero a 

la persona moral residente en México disminuido con la retención o pago 
del impuesto sobre la renta que en su caso se haya efectuado por su 
distribución. 

 
AC:  Impuestos acreditables conforme al primer, segundo y cuarto párrafos del 

artículo 5 de esta Ley que correspondan al ingreso que se acumuló tanto 
por el dividendo percibido como por sus montos proporcionales.  
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Cuando la suma del impuesto sobre la renta pagado en los términos del artículo 9 de 
esta Ley, las partidas no deducibles para efectos del impuesto sobre la renta, excepto 
las señaladas en las fracciones VIII y IX del artículo 28 de esta Ley, la participación 
de los trabajadores en las utilidades de las empresas a que se refiere la fracción I del 
artículo 9 de la misma, y el monto que se determine conforme al párrafo anterior, sea 
mayor al resultado fiscal del ejercicio, la diferencia se disminuirá del saldo de la 
cuenta de utilidad fiscal neta que se tenga al final del ejercicio o, en su caso, de la 
utilidad fiscal neta que se determine en los siguientes ejercicios, hasta agotarlo. En 
este último caso, el monto que se disminuya se actualizará desde el último mes del 
ejercicio en el que se determinó y hasta el último mes del ejercicio en el que se 
disminuya. 
 
Cuando se modifique el resultado fiscal de un ejercicio y la modificación reduzca la 
utilidad fiscal neta determinada, el importe actualizado de la reducción deberá 
disminuirse del saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta que la persona moral tenga a 
la fecha en que se presente la declaración complementaria. Cuando el importe 
actualizado de la reducción sea mayor que el saldo de la cuenta a la fecha de 
presentación de la declaración referida, se deberá pagar, en la misma declaración, el 
impuesto sobre la renta que resulte de aplicar la tasa a que se refiere el artículo 9 de 
esta Ley a la cantidad que resulte de sumar a la diferencia entre la reducción y el 
saldo de la referida cuenta, el impuesto correspondiente a dicha diferencia. Para 
determinar el impuesto que se debe adicionar, se multiplicará la diferencia citada por 
el factor de 1.4286 y al resultado se le aplicará la tasa del artículo 9 de esta Ley. El 
importe de la reducción se actualizará por los mismos periodos en que se actualizó la 
utilidad fiscal neta del ejercicio de que se trate. 
 
El saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta deberá transmitirse a otra u otras 
sociedades en los casos de fusión o escisión. En este último caso, dicho saldo se 
dividirá entre la sociedad escindente y las sociedades escindidas, en la proporción en 
que se efectúe la partición del capital contable del estado de posición financiera 
aprobado por la asamblea de accionistas y que haya servido de base para realizar la 
escisión. 
 
Artículo 78. Las personas morales residentes en México que reduzcan su capital 
determinarán la utilidad distribuida, conforme a lo siguiente: 
 
I. Se disminuirá del reembolso por acción, el saldo de la cuenta de capital de 

aportación por acción que se tenga a la fecha en la que se pague el reembolso. 
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La utilidad distribuida será la cantidad que resulte de multiplicar el número de 
acciones que se reembolsen o las que se hayan considerado para la reducción 
de capital de que se trate, según corresponda, por el monto que resulte 
conforme al párrafo anterior. 
 
La utilidad distribuida gravable determinada conforme el párrafo anterior podrá 
provenir de la cuenta de utilidad fiscal neta hasta por la parte que del saldo de 
dicha cuenta le corresponda al número de acciones que se reembolsan. El 
monto que de la cuenta de utilidad fiscal neta le corresponda a las acciones 
señaladas, se disminuirá del saldo que dicha cuenta tenga en la fecha en la que 
se pagó el reembolso. 
 
Cuando la utilidad distribuida gravable a que se refiere esta fracción no 
provenga de la cuenta de utilidad fiscal neta, las personas morales deberán 
determinar y enterar el impuesto que corresponda aplicando a dicha utilidad la 
tasa prevista en el artículo 9 de esta Ley. Para estos efectos, el monto de la 
utilidad distribuida deberá incluir el impuesto sobre la renta que le corresponda 
a la misma. Para determinar el impuesto que corresponde a dicha utilidad, se 
multiplicará la misma por el factor de 1.4286 y al resultado se le aplicará la tasa 
del artículo 9 de esta Ley. 
 
El monto del saldo de la cuenta de capital de aportación por acción determinado 
para el cálculo de la utilidad distribuida, se multiplicará por el número de 
acciones que se reembolsen o por las que se hayan considerado para la 
reducción de capital de que se trate. El resultado obtenido se disminuirá del 
saldo que dicha cuenta tenga a la fecha en la que se pagó el reembolso. 
 
Para determinar el monto del saldo de la cuenta de capital de aportación por 
acción se dividirá el saldo de dicha cuenta a la fecha en que se pague el 
reembolso, sin considerar éste, entre el total de acciones de la misma persona 
existentes a la misma fecha, incluyendo las correspondientes a la reinversión o a 
la capitalización de utilidades, o de cualquier otro concepto que integre el capital 
contable de la misma. 
 

II. Las personas morales que reduzcan su capital, adicionalmente, considerarán 
dicha reducción como utilidad distribuida hasta por la cantidad que resulte de 
restar al capital contable según el estado de posición financiera aprobado por la 
asamblea de accionistas para fines de dicha disminución, el saldo de la cuenta 
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de capital de aportación que se tenga a la fecha en que se efectúe la reducción 
referida cuando éste sea menor. 
 
A la cantidad que se obtenga conforme al párrafo anterior se le disminuirá la 
utilidad distribuida determinada en los términos del segundo párrafo de la 
fracción I de este artículo. El resultado será la utilidad distribuida gravable para 
los efectos de esta fracción. 

 
Cuando la utilidad distribuida gravable a que se refiere el párrafo anterior no 
provenga de la cuenta de utilidad fiscal neta, las personas morales deberán 
determinar y enterar el impuesto que corresponda a dicha utilidad, aplicando a 
la misma la tasa prevista en el artículo 9 de esta Ley. Para estos efectos, el 
monto de la utilidad distribuida gravable deberá incluir el impuesto sobre la 
renta que le corresponda a la misma. Para determinar el impuesto que 
corresponde a dicha utilidad, se multiplicará la misma por el factor de 1.4286 y 
al resultado se le aplicará la tasa del artículo 9 de esta Ley. Cuando la utilidad 
distribuida gravable provenga de la mencionada cuenta de utilidad fiscal neta se 
estará a lo dispuesto en el tercero párrafo del artículo 10 de esta Ley y dicha 
utilidad se deberá disminuir del saldo de la mencionada cuenta. La utilidad que 
se determine conforme a esta fracción se considerará para reducciones de 
capital subsecuentes como aportación de capital en los términos de este 
artículo. 

 
El capital contable deberá actualizarse conforme a las Normas de Información 
Financiera, cuando la persona utilice dichos principios para integrar su contabilidad; 
en el caso contrario, el capital contable deberá actualizarse conforme a las reglas de 
carácter general que para el efecto expida el Servicio de Administración Tributaria. 
 
Las personas morales a que se refiere este artículo, deberán enterar conjuntamente 
con el impuesto que, en su caso, haya correspondido a la utilidad o dividendo en los 
términos de la fracción I de este artículo, el monto del impuesto que determinen en 
los términos de la fracción II del mismo. 
 
Lo dispuesto en este artículo también será aplicable tratándose de liquidación de 
personas morales. 
 
En el caso de escisión de sociedades, no será aplicable lo dispuesto en este precepto, 
salvo lo señalado en el párrafo décimo del mismo, siempre que la suma del capital de 
la sociedad escindente, en el caso de que subsista, y de las sociedades escindidas, 
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sea igual al que tenía la sociedad escindente y las acciones que se emitan como 
consecuencia de dichos actos sean canjeadas a los mismos accionistas y en la misma 
proporción accionaria que tenían en la sociedad escindente. 
 
Lo dispuesto en este artículo será aplicable tratándose de la compra de acciones, 
efectuada por la propia sociedad emisora con cargo a su capital social o a la reserva 
para adquisiciones de acciones propias. Dichas sociedades no considerarán utilidades 
distribuidas en los términos de este artículo, las compras de acciones propias que 
sumadas a las que hubiesen comprado previamente, no excedan del 5% de la 
totalidad de sus acciones liberadas, y siempre que se recoloquen dentro de un plazo 
máximo de un año, contado a partir del día de la compra. En el caso de que la 
adquisición de acciones propias a que se refiere este párrafo se haga con recursos 
que se obtengan a través de la emisión de obligaciones convertibles en acciones, el 
plazo será el de la emisión de dichas obligaciones. El Servicio de Administración 
Tributaria podrá expedir reglas de carácter general que faciliten el cumplimiento de lo 
establecido en el presente párrafo. Lo dispuesto en este párrafo no será aplicable 
tratándose de sociedades de inversión de renta variable por la compra de acciones 
que éstas efectúen a sus integrantes o accionistas. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, la utilidad distribuida será la cantidad que se 
obtenga de disminuir al monto que se pague por la adquisición de cada una de las 
acciones, el saldo de la cuenta de capital de aportación por acción, a la fecha en la 
que se compran las acciones, multiplicando el resultado por el número de acciones 
compradas. A la utilidad distribuida en los términos de este párrafo, se le podrá 
disminuir, en su caso, el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta de la sociedad 
emisora. El monto del saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta y del saldo de la 
cuenta de capital de aportación, que se disminuyeron en los términos de este 
párrafo, se disminuirán de los saldos de las referidas cuentas que se tengan a la 
fecha de la compra de acciones por la propia sociedad emisora. 
 
Cuando la utilidad distribuida determinada conforme al párrafo anterior no provenga 
de la cuenta de utilidad fiscal neta, la sociedad emisora deberá determinar y enterar 
el impuesto que corresponda en los términos del tercer párrafo de la fracción II de 
este artículo. 
 
También se considera reducción de capital en los términos de este artículo, la 
adquisición que una sociedad realice de las acciones emitidas por otra sociedad que a 
su vez sea tenedora directa o indirecta de las acciones de la sociedad adquirente. En 
este caso, se considera que la sociedad emisora de las acciones que sean adquiridas 
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es la que reduce su capital. Para estos efectos, el monto del reembolso será la 
cantidad que se pague por la adquisición de la acción. 
 
En el caso de escisión de sociedades, se considerará como reducción de capital la 
transmisión de activos monetarios a las sociedades que surjan con motivo de la 
escisión, cuando dicha transferencia origine que en las sociedades que surjan, los 
activos mencionados representen más del 51% de sus activos totales. Se considerará 
reducción de capital cuando con motivo de la escisión, la sociedad escindente, 
conserve activos monetarios que representen más del 51% de sus activos totales. 
Para efectos de este párrafo, se considera como reducción de capital un monto 
equivalente al valor de los activos monetarios que se transmiten. Lo dispuesto en 
este párrafo no será aplicable tratándose de escisión de sociedades, que sean 
integrantes del sistema financiero en los términos del artículo 7 de esta Ley. El monto 
de la reducción de capital que se determine conforme a este párrafo, se considerará 
para reducciones posteriores como aportación de capital en los términos de este 
artículo, siempre y cuando no se realice reembolso alguno en el momento de la 
escisión. 
 
Para determinar el capital de aportación actualizado, las personas morales llevarán 
una cuenta de capital de aportación que se adicionará con las aportaciones de 
capital, las primas netas por suscripción de acciones efectuadas por los socios o 
accionistas, y se disminuirá con las reducciones de capital que se efectúen. Para los 
efectos de este párrafo, no se incluirá como capital de aportación el correspondiente 
a la reinversión o capitalización de utilidades o de cualquier otro concepto que 
conforme el capital contable de la persona moral ni el proveniente de reinversiones 
de dividendos o utilidades en aumento de capital de las personas que los distribuyan 
realizadas dentro de los treinta días siguientes a su distribución. Los conceptos 
correspondientes a aumentos de capital mencionados en este párrafo, se adicionarán 
a la cuenta de capital de aportación en el momento en el que se paguen y los 
conceptos relativos a reducciones de capital se disminuirán de la citada cuenta en el 
momento en el que se pague el reembolso. 
 
El saldo de la cuenta prevista en el párrafo anterior que se tenga al día del cierre de 
cada ejercicio, se actualizará por el periodo comprendido desde el mes en el que se 
efectuó la última actualización y hasta el mes de cierre del ejercicio de que se trate. 
Cuando se efectúen aportaciones o reducciones de capital, con posterioridad a la 
actualización prevista en este párrafo, el saldo de la cuenta que se tenga a esa fecha 
se actualizará por el periodo comprendido desde el mes en el que se efectuó la última 
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actualización y hasta el mes en el que se pague la aportación o el reembolso, según 
corresponda. 
 
Cuando ocurra una fusión o una escisión de sociedades, el saldo de la cuenta de 
capital de aportación se deberá transmitir a las sociedades que surjan o que 
subsistan con motivo de dichos actos, según corresponda. En el caso de fusión de 
sociedades, no se tomará en consideración el saldo de la cuenta de capital de 
aportación de las sociedades fusionadas, en la proporción en la que las acciones de 
dichas sociedades que sean propiedad de las que subsistan al momento de la fusión, 
representen respecto del total de sus acciones. En el caso de escisión de sociedades, 
dicho saldo se dividirá entre la sociedad escindente y las sociedades escindidas, en la 
proporción en la que se divida el capital contable del estado de posición financiera 
aprobado por la asamblea de accionistas y que haya servido de base para realizar la 
escisión. 
 
En el caso de fusión, cuando subsista la sociedad tenedora de las acciones de la 
sociedad que desaparece, el saldo de la cuenta de capital de aportación de la 
sociedad que subsista será el monto que resulte de sumar al saldo de la cuenta de 
capital de aportación que la sociedad que subsista tenía antes de la fusión, el monto 
del saldo de la cuenta de capital de aportación que corresponda a otros accionistas 
de la sociedad que desaparezca en la misma fecha, distintos de la sociedad 
fusionante. 
 
Cuando la sociedad que subsista de la fusión sea la sociedad cuyas acciones fueron 
poseídas por una sociedad fusionada, el monto de la cuenta de capital de aportación 
de la sociedad que subsista será el que tenía la sociedad fusionada antes de la fusión, 
adicionado con el monto que resulte de multiplicar el saldo de la cuenta de capital de 
aportación que tenía la sociedad fusionante antes de la fusión, por la participación 
accionaria que tenían en dicha sociedad y en la misma fecha otros accionistas 
distintos de la sociedad fusionada. 
 
Cuando una persona moral hubiera aumentado su capital dentro de un periodo de 
dos años anterior a la fecha en la que se efectúe la reducción del mismo y ésta dé 
origen a la cancelación de acciones o a la disminución del valor de las acciones, dicha 
persona moral calculará la ganancia que hubiera correspondido a los tenedores de las 
mismas de haberlas enajenado, conforme al artículo 22 de esta Ley, considerando 
para estos efectos como ingreso obtenido por acción el reembolso por acción. 
Cuando la persona moral se fusione dentro del plazo de dos años antes referido y 
posteriormente la persona moral que subsista o surja con motivo de la fusión reduzca 
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su capital dando origen a la cancelación de acciones o a la disminución del valor de 
las acciones, la sociedad referida calculará la ganancia que hubiera correspondido a 
los tenedores de las acciones de haberlas enajenado, conforme al artículo antes 
citado. En el caso de que esta ganancia resulte mayor que la utilidad distribuida 
determinada conforme a las fracciones I y II de este artículo, dicha ganancia se 
considerará como utilidad distribuida para los efectos de este precepto. 
 
Lo dispuesto en este artículo será aplicable, indistintamente, al reembolso, a la 
amortización o a la reducción de capital, independientemente de que haya o no 
cancelación de acciones. 
 
También será aplicable lo dispuesto en este artículo, a las asociaciones en 
participación cuando éstas efectúen reembolsos o reducciones de capital en favor de 
sus integrantes. 

 
TÍTULO III 

DEL RÉGIMEN DE LAS PERSONAS MORALES CON FINES NO LUCRATIVOS 
 
Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las siguientes 
personas morales: 
 
I. Sindicatos obreros y los organismos que los agrupen. 
 
II. Asociaciones patronales. 
 
III. Cámaras de comercio e industria, agrupaciones agrícolas, ganaderas, pesqueras 

o silvícolas, así como los organismos que las reúnan. 
 
IV. Colegios de profesionales y los organismos que los agrupen. 
 
V. Asociaciones civiles y sociedades de responsabilidad limitada de interés público 

que administren en forma descentralizada los distritos o unidades de riego, 
previa la concesión y permiso respectivo. 

 
VI. Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las leyes de la 

materia, así como las sociedades o asociaciones civiles, organizadas sin fines de 
lucro y autorizadas para recibir donativos en los términos de esta Ley, que 
tengan como beneficiarios a personas, sectores, y regiones de escasos recursos; 
que realicen actividades para lograr mejores condiciones de subsistencia y 
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desarrollo a las comunidades indígenas y a los grupos vulnerables por edad, 
sexo o problemas de discapacidad, dedicadas a las siguientes actividades: 

 
a) La atención a requerimientos básicos de subsistencia en materia de 

alimentación, vestido o vivienda. 
 

b) La asistencia o rehabilitación médica o a la atención en establecimientos 
especializados. 

 
c) La asistencia jurídica, el apoyo y la promoción, para la tutela de los 

derechos de los menores, así como para la readaptación social de personas 
que han llevado a cabo conductas ilícitas. 

 
d) La rehabilitación de alcohólicos y farmacodependientes. 

 
e) La ayuda para servicios funerarios. 

 
f) Orientación social, educación o capacitación para el trabajo. 

 
g) Apoyo para el desarrollo de los pueblos y comunidades indígenas. 

 
h) Aportación de servicios para la atención a grupos sociales con 

discapacidad. 
 

i) Fomento de acciones para mejorar la economía popular. 
 
VII. Sociedades cooperativas de consumo. 
 
VIII. Organismos que conforme a la Ley agrupen a las sociedades cooperativas, ya 

sea de productores o de consumidores. 
 
IX. Sociedades mutualistas y Fondos de Aseguramiento Agropecuario y Rural, que 

no operen con terceros, siempre que no realicen gastos para la adquisición de 
negocios, tales como premios, comisiones y otros semejantes. 

 
X. Sociedades o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la enseñanza, con 

autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos 
de la Ley General de Educación, así como las instituciones creadas por decreto 
presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza, siempre que sean 



258 
 

consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles 
en términos de esta Ley. 

 
XI. Sociedades o asociaciones de carácter civil dedicadas a la investigación científica 

o tecnológica que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de 
Instituciones Científicas y Tecnológicas. 

 
XII. Asociaciones o sociedades civiles, organizadas sin fines de lucro y autorizadas 

para recibir donativos, dedicadas a las siguientes actividades: 
 

a) La promoción y difusión de música, artes plásticas, artes dramáticas, 
danza, literatura, arquitectura y cinematografía, conforme a la Ley que 
crea al Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura, así como a la Ley 
Federal de Cinematografía. 

 
b) El apoyo a las actividades de educación e investigación artísticas de 

conformidad con lo señalado en el inciso anterior. 
 

c) La protección, conservación, restauración y recuperación del patrimonio 
cultural de la nación, en los términos de la Ley Federal sobre Monumentos 
y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos y la Ley General de Bienes 
Nacionales; así como el arte de las comunidades indígenas en todas las 
manifestaciones primigenias de sus propias lenguas, los usos y 
costumbres, artesanías y tradiciones de la composición pluricultural que 
conforman el país. 

 
d) La instauración y establecimiento de bibliotecas que formen parte de la 

Red Nacional de Bibliotecas Públicas de conformidad con la Ley General de 
Bibliotecas. 

 
e) El apoyo a las actividades y objetivos de los museos dependientes del 

Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 
 
XIII. Las instituciones o sociedades civiles, constituidas únicamente con el objeto de 

administrar fondos o cajas de ahorro, y aquéllas a las que se refiera la 
legislación laboral, así como las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a 
que se refiere la Ley para regular las actividades de las sociedades cooperativas 
de ahorro y préstamo. 
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XIV. Asociaciones de padres de familia constituidas y registradas en los términos del 
Reglamento de Asociaciones de Padres de Familia de la Ley General de 
Educación. 

 
XV. Sociedades de gestión colectiva constituidas de acuerdo con la Ley Federal del 

Derecho de Autor. 
 
XVI. Asociaciones o sociedades civiles organizadas con fines políticos, o asociaciones 

religiosas constituidas de conformidad con la Ley de Asociaciones Religiosas y 
Culto Público. 

 
XVII. Asociaciones o sociedades civiles que otorguen becas, a que se refiere el 

artículo 83 de esta Ley. 
 
XVIII. Asociaciones civiles de colonos y las asociaciones civiles que se 

dediquen exclusivamente a la administración de un inmueble de propiedad en 
condominio. 

 
XIX. Las sociedades o asociaciones civiles, organizadas sin fines de lucro que se 

constituyan y funcionen en forma exclusiva para la realización de actividades de 
investigación o preservación de la flora o fauna silvestre, terrestre o acuática, 
dentro de las áreas geográficas definidas que señale el Servicio de 
Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, así como 
aquellas que se constituyan y funcionen en forma exclusiva para promover entre 
la población la prevención y control de la contaminación del agua, del aire y del 
suelo, la protección al ambiente y la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico. 

 
XX. Las asociaciones y sociedades civiles, sin fines de lucro, que comprueben que se 

dedican exclusivamente a la reproducción de especies en protección y peligro de 
extinción y a la conservación de su hábitat, siempre que además de cumplir con 
las reglas de carácter general que emita el Servicio de Administración Tributaria, 
se obtenga opinión previa de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales.  

 
XXI. Las sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro. 
 
XXII. Los partidos y asociaciones políticas, legalmente reconocidos. 
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XXIII. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las 
instituciones que por Ley estén obligadas a entregar al Gobierno Federal el 
importe íntegro de su remanente de operación. 

 
XXIV. Los organismos descentralizados que no tributen conforme al Título II de esta 

Ley. 
 
XXV.  Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las leyes de la 

materia y organizadas sin fines de lucro, así como las sociedades o asociaciones 
civiles, organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los 
términos de esta Ley, dedicadas a las siguientes actividades: 
 
a) La promoción de la participación organizada de la población en las 

acciones que mejoren sus propias condiciones de subsistencia en beneficio 
de la comunidad o en la promoción de acciones en materia de seguridad 
ciudadana. 

 
b) Apoyo en la defensa y promoción de los derechos humanos.  
 
c) Cívicas, enfocadas a promover la participación ciudadana en asuntos de 

interés público. 
 
d) Promoción de la equidad de género. 
 
e) Apoyo en el aprovechamiento de los recursos naturales, la protección del 

ambiente, la flora y la fauna, la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico, así como la promoción del desarrollo sustentable a nivel regional 
y comunitario, de las zonas urbanas y rurales. 

 
f) Promoción y fomento educativo, cultural, artístico, científico y tecnológico. 
 
g) Participación en acciones de protección civil. 
 
h) Prestación de servicios de apoyo a la creación y fortalecimiento de 

organizaciones que realicen actividades objeto de fomento en términos de 
la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones 
de la Sociedad Civil. 

 
i) Promoción y defensa de los derechos de los consumidores. 
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Las personas morales a que se refieren las fracciones V, VI, VII, IX, X, XI, XIII, XVI, 
XVII, XVIII, XIX, XX, XXIV y XXV de este artículo, así como las personas morales y 
fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de impuestos, y las 
sociedades de inversión a que se refiere este Título, considerarán remanente 
distribuible, aun cuando no lo hayan entregado en efectivo o en bienes a sus 
integrantes o socios, el importe de las omisiones de ingresos o las compras no 
realizadas e indebidamente registradas; las erogaciones que efectúen y no sean 
deducibles en los términos del Título IV de esta Ley, salvo cuando dicha circunstancia 
se deba a que éstas no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la 
misma; los préstamos que hagan a sus socios o integrantes, o a los cónyuges, 
ascendientes o descendientes en línea recta de dichos socios o integrantes salvo en 
el caso de préstamos a los socios o integrantes de las sociedades cooperativas de 
ahorro y préstamo a que se refiere la fracción XIII de este artículo. Tratándose de 
préstamos que en los términos de este párrafo se consideren remanente distribuible, 
su importe se disminuirá de los remanentes distribuibles que la persona moral 
distribuya a sus socios o integrantes. 
 
En el caso en el que se determine remanente distribuible en los términos del párrafo 
anterior, la persona moral de que se trate enterará como impuesto a su cargo el 
impuesto que resulte de aplicar sobre dicho remanente distribuible, la tasa máxima 
para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida 
en el artículo 152 de esta Ley, en cuyo caso se considerará como impuesto definitivo, 
debiendo efectuar el entero correspondiente a más tardar en el mes de febrero del 
año siguiente a aquél en el que ocurra cualquiera de los supuestos a que se refiere 
dicho párrafo. 
 
Artículo 80. Las personas morales a que se refiere el artículo anterior determinarán 
el remanente distribuible de un año de calendario correspondiente a sus integrantes 
o accionistas, disminuyendo de los ingresos obtenidos en ese periodo, a excepción de 
los señalados en el artículo 93 de esta Ley y de aquéllos por los que se haya pagado 
el impuesto definitivo, las deducciones autorizadas, de conformidad con el Título IV 
de la presente Ley. 
 
Cuando la mayoría de los integrantes o accionistas de dichas personas morales sean 
contribuyentes del Título II de esta Ley, el remanente distribuible se calculará 
sumando los ingresos y disminuyendo las deducciones que correspondan, en los 
términos de las disposiciones de dicho Título. Cuando la mayoría de los integrantes 
de dichas personas morales sean contribuyentes del Título IV, Capítulo II, Sección I 
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de esta Ley, el remanente distribuible se calculará sumando los ingresos y 
disminuyendo las deducciones que correspondan, en los términos de dicha Sección, 
según corresponda. 
 
Los integrantes o accionistas de las personas morales a que se refiere el artículo 79 
de esta Ley, considerarán como remanente distribuible únicamente los ingresos que 
dichas personas les entreguen en efectivo o en bienes.  
 
Lo dispuesto en este Título será aplicable tratándose de las sociedades de inversión a 
que se refiere la Ley de Sociedades de Inversión, excepto tratándose de las 
sociedades de inversión de capitales. Los integrantes o accionistas de las sociedades 
de inversión a que se refiere este párrafo, serán contribuyentes conforme a lo 
dispuesto en esta Ley. 
 
Los integrantes o accionistas de las personas morales a que se refiere este Título, no 
considerarán como ingresos los reembolsos que éstas les hagan de las aportaciones 
que hayan efectuado. Para dichos efectos, se estará a lo dispuesto en el artículo 78 
de esta Ley. 
 
En el caso de que las personas morales a que se refiere este Título enajenen bienes 
distintos de su activo fijo o presten servicios a personas distintas de sus miembros o 
socios, deberán determinar el impuesto que corresponda a la utilidad por los ingresos 
derivados de las actividades mencionadas, en los términos del Título II de esta Ley, a 
la tasa prevista en el artículo 9 de la misma, siempre que dichos ingresos excedan del 
5% de los ingresos totales de la persona moral en el ejercicio de que se trate. 
 
Las personas morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de 
impuestos podrán obtener ingresos por actividades distintas a los fines para los que 
fueron autorizados para recibir dichos donativos, siempre que no excedan del 10% de 
sus ingresos totales en el ejercicio de que se trate. No se consideran ingresos por 
actividades distintas a los referidos fines los que reciban por donativos; apoyos o 
estímulos proporcionados por la Federación, entidades federativas, o municipios; 
enajenación de bienes de su activo fijo o intangible; cuotas de sus integrantes; 
intereses; derechos patrimoniales derivados de la propiedad intelectual; uso o goce 
temporal de bienes inmuebles, o rendimientos obtenidos de acciones u otros títulos 
de crédito, colocados entre el gran público inversionista en los términos que mediante 
reglas de carácter general establezca el Servicio de Administración Tributaria. En el 
caso de que sus ingresos no relacionados con los fines para los que fueron 
autorizadas para recibir dichos donativos excedan del límite señalado, las citadas 
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personas morales deberán determinar el impuesto que corresponda a dicho 
excedente, de conformidad con lo establecido en el párrafo anterior. 
 
Artículo 81. Las personas morales a que se refiere este Título, a excepción de las 
señaladas en el artículo 86 de esta Ley, de las sociedades de inversión especializadas 
en fondos para el retiro y de las personas morales autorizadas para recibir donativos 
deducibles en los términos de la misma, serán contribuyentes del impuesto sobre la 
renta cuando perciban ingresos de los mencionados en los Capítulos IV, VI y VII del 
Título IV de esta Ley, con independencia de que los ingresos a que se refiere el 
citado Capítulo VI se perciban en moneda extranjera. Para estos efectos, serán 
aplicables las disposiciones contenidas en dicho Título y la retención que en su caso 
se efectúe tendrá el carácter de pago definitivo. 
 
Las sociedades de inversión de deuda y de renta variable a que se refiere el artículo 
87 de esta Ley no serán contribuyentes del impuesto sobre la renta cuando perciban 
ingresos de los señalados en el Capítulo VI del Título IV de la presente Ley y tanto 
éstas como sus integrantes o accionistas estarán a lo dispuesto en los artículos 87, 88 
y 89 de la misma Ley. 
 
Artículo 82. Las personas morales con fines no lucrativos a que se refieren las 
fracciones VI, X, XI, XII, XIX, XX y XXV del artículo 79 de esta Ley, deberán cumplir 
con lo siguiente para ser consideradas como instituciones autorizadas para recibir 
donativos deducibles en los términos de esta Ley. 
 
I. Que se constituyan y funcionen exclusivamente como entidades que se 

dediquen a cualquiera de los fines a que se refieren las fracciones VI, X, XI, 
XII, XIX, XX y XXV del artículo 79 de esta Ley y que, de conformidad con las 
reglas de carácter general que al efecto expida el Servicio de Administración 
Tributaria, una parte sustancial de sus ingresos la reciban de fondos 
proporcionados por la Federación, entidades federativas o municipios, de 
donativos o de aquellos ingresos derivados de la realización de su objeto 
social. Tratándose de aquellas entidades a cuyo favor se emita una 
autorización para recibir donativos deducibles en el extranjero conforme a los 
tratados internacionales, además de cumplir con lo anterior, no podrán recibir 
ingresos en cantidades excesivas por concepto de arrendamiento, intereses, 
dividendos o regalías o por actividades no relacionadas con su objeto social. 

 



264 
 

II. Que las actividades que desarrollen tengan como finalidad primordial el 
cumplimiento de su objeto social, sin que puedan intervenir en campañas 
políticas o involucrarse en actividades de propaganda. 

 
III. Las personas a que se refiere este artículo podrán realizar actividades 

destinadas a influir en la legislación, siempre que dichas actividades no sean 
remuneradas y no se realicen en favor de personas o sectores que les hayan 
otorgado donativos y además, proporcionen al Servicio de Administración 
Tributaria la siguiente información:  

 
a) La materia objeto de estudio. 
 
b) La legislación que se pretende promover. 
 
c) Los legisladores con quienes se realice las actividades de promoción. 
 
d) El sector social, industrial o rama de la actividad económica que se 

beneficiaría con la propuesta. 
 
e) Los materiales, datos o información que aporten a los órganos legislativos, 

claramente identificables en cuanto a su origen y autoría. 
 
f) Las conclusiones. 
 
g) Cualquier otra información relacionada que determine el Servicio de 

Administración Tributaria mediante reglas de carácter general. 
 
IV. Que destinen sus activos exclusivamente a los fines propios de su objeto social, 

no pudiendo otorgar beneficios sobre el remanente distribuible a persona física 
alguna o a sus integrantes personas físicas o morales, salvo que se trate, en 
este último caso, de alguna de las personas morales o fideicomisos autorizados 
para recibir donativos deducibles de impuestos o se trate de la remuneración de 
servicios efectivamente recibidos. 

 
V. Que al momento de su liquidación y con motivo de la misma, destinen la 

totalidad de su patrimonio a entidades autorizadas para recibir donativos 
deducibles. 
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VI. Mantener a disposición del público en general la información relativa a la 
autorización para recibir donativos, al uso y destino que se haya dado a los 
donativos recibidos, así como al cumplimiento de sus obligaciones fiscales, y en 
su caso, la información a que se refiere la fracción II de este artículo, por el 
plazo y en los términos que mediante reglas de carácter general fije el Servicio 
de Administración Tributaria. 

 
VII. Informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos 

electrónicos, que señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas 
de carácter general, a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquel 
en el que se realice la operación, de los donativos recibidos en efectivo en 
moneda nacional o extranjera, así como en piezas de oro o de plata, cuyo 
monto sea superior a cien mil pesos. 

 
La información a que se refiere esta fracción estará a disposición de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en los términos del segundo párrafo 
del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación. 

 
VIII. Informar a las autoridades fiscales, en los términos que señale el Servicio de 

Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, de las 
operaciones que celebren con partes relacionadas y de los servicios que reciban 
o de los bienes que adquieran, de personas que les hayan otorgado donativos 
deducibles en los términos de esta Ley. 

 
Los requisitos a que se refieren las fracciones IV y V de este artículo, deberán constar 
en la escritura constitutiva de la persona moral de que se trate con el carácter de 
irrevocable. 
 
En todos los casos, las donatarias autorizadas deberán cumplir con los requisitos de 
control administrativo y de transparencia, que al efecto establezcan el Reglamento de 
esta Ley y las reglas de carácter general que al efecto emita el Servicio de 
Administración Tributaria. 
 
El Servicio de Administración Tributaria podrá revocar o no renovar las autorizaciones 
para recibir donativos deducibles en los términos de esta Ley, a las entidades que 
incumplan los requisitos o las obligaciones que en su carácter de donatarias 
autorizadas deban cumplir conforme a las disposiciones fiscales, mediante resolución 
notificada personalmente. Dicho órgano desconcentrado publicará los datos de tales 
entidades en el Diario Oficial de la Federación y en su página de Internet. 
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Para los efectos del párrafo anterior, tratándose de las personas a las que se refieren 
los artículos 79, fracciones VI, X, XII y XXV, y 84 de esta Ley, salvo las instituciones 
de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, a las que se 
les revoque o no se les renueve la autorización, a partir de que surta sus efectos la 
notificación de la resolución correspondiente y con motivo de ésta, podrán entregar 
donativos a donatarias autorizadas sin que les sea aplicable el límite establecido por 
el artículo 27, fracción I, último párrafo de esta Ley durante el ejercicio en el que se 
les revoque o no se les renueve la autorización. 
 
Las fundaciones, patronatos y demás entidades cuyo propósito sea apoyar 
económicamente las actividades de personas morales autorizadas para recibir 
donativos deducibles en los términos de esta Ley, podrán obtener donativos 
deducibles, siempre que cumplan con los siguientes requisitos: 
 
a) Destinen la totalidad de sus ingresos a los fines para los que fueron creadas. 
 
b) Los establecidos en este artículo, salvo lo dispuesto en su fracción I. 
 
El requisito a que se refiere el inciso a) del párrafo anterior deberá constar en la 
escritura constitutiva de la persona moral de que se trate con el carácter de 
irrevocable. 
 
Artículo 83. Las asociaciones o sociedades civiles, que se constituyan con el 
propósito de otorgar becas podrán obtener autorización para recibir donativos 
deducibles, siempre que cumplan con los siguientes requisitos: 
 
I. Que las becas se otorguen para realizar estudios en instituciones de enseñanza 

que tengan autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios en los 
términos de la Ley General de Educación o, cuando se trate de instituciones del 
extranjero, éstas se encuentren reconocidas por el Consejo Nacional de Ciencia 
y Tecnología. 

 
II. Que las becas se otorguen mediante concurso abierto al público en general y su 

asignación se base en datos objetivos relacionados con la capacidad académica 
del candidato. 

 
III. Que cumplan con los requisitos a los que se refieren las fracciones II a VIII del 

artículo 82 de esta Ley. 
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Artículo 84. Los programas de escuela empresa establecidos por instituciones que 
cuenten con autorización de la autoridad fiscal, serán contribuyentes de este 
impuesto y la institución que establezca el programa será responsable solidaria con la 
misma. 
 
Los programas mencionados podrán obtener autorización para constituirse como 
empresas independientes, en cuyo caso considerarán ese momento como el de inicio 
de actividades. 
 
El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas de carácter general, 
establecerá las obligaciones formales y la forma en que se efectuarán los pagos 
provisionales, en tanto dichas empresas se consideren dentro de los programas de 
escuela empresa. 
 
Los programas de escuela empresa a que se refiere este artículo, podrán obtener 
autorización para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta, siempre 
que cumplan con los requisitos a que se refiere el artículo 82 de esta Ley, salvo lo 
dispuesto en la fracción I del mismo artículo. 
 
Artículo 85. Para los efectos de los artículos 79 y 88 de esta Ley, las sociedades de 
inversión de renta variable que distribuyan dividendos percibidos de otras sociedades 
deberán llevar una cuenta de dividendos netos. 
 
La cuenta a que se refiere este artículo se integrará con los dividendos percibidos de 
otras personas morales residentes en México y se disminuirá con el importe de los 
pagados a sus integrantes, provenientes de dicha cuenta. Para los efectos de este 
artículo, no se incluyen los dividendos en acciones o los reinvertidos en la suscripción 
o aumento de capital de la misma persona que los distribuye, dentro de los treinta 
días siguientes a su distribución. El saldo de la cuenta prevista en este artículo se 
actualizará en los términos del artículo 77 de esta Ley. 
 
Artículo 86. Las personas morales a que se refiere este Título, además de las 
obligaciones establecidas en otros artículos de esta Ley, tendrán las siguientes: 
 
I. Llevar los sistemas contables de conformidad con el Código Fiscal de la 

Federación, su Reglamento y el Reglamento de esta Ley y efectuar registros en 
los mismos respecto de sus operaciones. 
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II. Expedir y recabar los comprobantes fiscales que acrediten las enajenaciones y 
erogaciones que efectúen, los servicios que presten o el otorgamiento del uso o 
goce temporal de bienes. 

 
III. Presentar en las oficinas autorizadas a más tardar el día 15 de febrero de cada 

año, declaración en la que se determine el remanente distribuible y la 
proporción que de este concepto corresponda a cada integrante. 

 
IV. Proporcionar a sus integrantes constancia y comprobante fiscal en el que se 

señale el monto del remanente distribuible, en su caso. 
 
V. Expedir las constancias y el comprobante fiscal y proporcionar la información a 

que se refiere la fracción III del artículo 76 de esta Ley; retener y enterar el 
impuesto a cargo de terceros y exigir el comprobante respectivo, cuando hagan 
pagos a terceros y estén obligados a ello en los términos de esta Ley. Deberán 
cumplir con las obligaciones a que se refiere el artículo 94 de la misma Ley, 
cuando hagan pagos que a la vez sean ingresos en los términos del Capítulo I 
del Título IV del presente ordenamiento. 
 

Los sindicatos obreros y los organismos que los agrupen quedan relevados de cumplir 
con las obligaciones establecidas en las fracciones I y II de este artículo, excepto por 
aquellas actividades que de realizarse por otra persona quedarían comprendidas en el 
artículo 16 del Código Fiscal de la Federación. Quedan relevadas de cumplir con las 
obligaciones a que se refieren las fracciones III y IV de este artículo las personas 
señaladas en el artículo 79 de esta Ley que no determinen remanente distribuible. 
 
Las personas a que se refieren las fracciones V a XIX y XXV del artículo 79 de esta 
Ley, así como las personas morales o fideicomisos autorizados para recibir donativos 
deducibles de impuestos y las sociedades de inversión a que se refiere este Título, 
presentarán declaración anual en la que informarán a las autoridades fiscales de los 
ingresos obtenidos y de las erogaciones efectuadas. Dicha declaración deberá 
presentarse a más tardar el día 15 de febrero de cada año. 
 
Los partidos y asociaciones políticas, legalmente reconocidos, tendrán las 
obligaciones de retener y enterar el impuesto y exigir comprobantes fiscales, cuando 
hagan pagos a terceros y estén obligados a ello en términos de ley, así como llevar 
contabilidad y conservarla de conformidad con el Código Fiscal de la Federación y su 
Reglamento. 
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La Federación, las entidades federativas, los municipios y las instituciones que por 
Ley estén obligadas a entregar al Gobierno Federal el importe íntegro de su 
remanente de operación, sólo tendrán las obligaciones de retener y enterar el 
impuesto y exigir comprobantes fiscales cuando hagan pagos a terceros y estén 
obligados a ellos en términos de ley. 
 
Los organismos descentralizados que no tributen conforme al Título II de esta Ley, 
sólo tendrán las obligaciones a que se refiere el párrafo anterior. 
 
Los partidos y asociaciones políticas, legalmente reconocidos, la Federación, las 
entidades federativas, los municipios y las instituciones que por Ley estén obligadas a 
entregar al Gobierno Federal el importe íntegro de su remanente de operación y los 
organismos descentralizados que no tributen conforme al Título II de esta Ley están 
obligados a expedir y entregar comprobantes fiscales a las personas que reciban 
pagos por concepto de salarios y, en general, por la prestación de un servicio 
personal subordinado, en la fecha en que se realice la erogación correspondiente, los 
cuales podrán utilizarse como constancia o recibo de pago para efectos de la 
legislación laboral a que se refieren los artículos 132 fracciones VII y VIII, y 804 
primer párrafo fracciones II y IV de la Ley Federal del Trabajo. 
 
Cuando se disuelva una persona moral de las comprendidas en este Título, las 
obligaciones a que se refieren las fracciones III y IV de este artículo, se deberán 
cumplir dentro de los tres meses siguientes a la disolución. 
 
Artículo 87. Las sociedades de inversión en instrumentos de deuda a que se refiere 
la Ley de Sociedades de Inversión no serán contribuyentes del impuesto sobre la 
renta y sus integrantes o accionistas acumularán los ingresos por intereses 
devengados a su favor por dichas sociedades. 
 
Los ingresos por intereses devengados acumulables a que se refiere el párrafo 
anterior serán en términos reales para las personas físicas y nominales para las 
morales, y serán acumulables en el ejercicio en el que los devengue dicha sociedad, 
en la cantidad que de dichos intereses corresponda a cada uno de ellos de acuerdo a 
su inversión. 
 
Los intereses devengados a favor de los accionistas de las sociedades de inversión en 
instrumentos de deuda serán la suma de las ganancias percibidas por la enajenación 
de sus acciones emitidas por dichas sociedades y el incremento de la valuación de sus 
inversiones en la misma sociedad al último día hábil del ejercicio de que se trate, en 
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términos reales para personas físicas y nominales para personas morales, 
determinados ambos conforme se establece en el artículo 88 de esta Ley. 
 
Las personas morales integrantes de dichas sociedades estarán a lo dispuesto en el 
Capítulo III del Título II de esta Ley respecto de las inversiones efectuadas en este 
tipo de sociedades.  
 
Las sociedades de inversión a que se refiere el primer párrafo de este artículo 
deberán enterar mensualmente, a más tardar el día 17 del mes siguiente al mes en 
que se devengue el interés gravado, el impuesto a que se refiere el artículo 54 de 
esta Ley, que corresponda a sus integrantes o accionistas. Las personas que paguen 
intereses a dichas sociedades quedarán relevadas de efectuar la retención a que se 
refiere el artículo 54 de esta Ley. 
 
El impuesto mensual a que se refiere el párrafo anterior será la suma del impuesto 
diario que corresponda a la cartera de inversión sujeto del impuesto de la sociedad 
de inversión y se calculará como sigue: en el caso de títulos cuyo rendimiento sea 
pagado íntegramente en la fecha de vencimiento, lo que resulte de multiplicar el 
número de títulos gravados de cada especie por su costo promedio ponderado de 
adquisición multiplicado por la tasa a que se refiere el artículo mencionado en el 
párrafo anterior y, en el caso de los demás títulos a que se refiere el artículo 8 de 
esta Ley, lo que resulte de multiplicar el número de títulos gravados de cada especie 
por su valor nominal, multiplicado por la misma tasa. 
 
El impuesto enterado por las sociedades de inversión en los términos del párrafo 
anterior será acreditable para sus integrantes o accionistas contribuyentes del Título 
II y Título IV de la Ley contra sus pagos provisionales o definitivos, siempre que 
acumulen a sus demás ingresos del ejercicio los intereses gravados devengados por 
sus inversiones en dichas sociedades de inversión. 
 
Para determinar la retención acreditable para cada integrante o accionista, las 
sociedades de inversión en instrumentos de deuda deberán dividir el impuesto 
correspondiente a los intereses devengados gravados diarios entre el número de 
acciones en circulación al final de cada día. El monto del impuesto diario por acción se 
multiplicará por el número de acciones en poder del accionista al final de cada día de 
que se trate. Para tal efecto, la cantidad del impuesto acreditable deberá quedar 
asentada en el estado de cuenta, constancia, ficha o aviso de liquidación que al efecto 
se expida. 
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Las sociedades de inversión de renta variable a que se refiere la Ley de Sociedades 
de Inversión no serán contribuyentes del impuesto sobre la renta y sus integrantes o 
accionistas aplicarán a los rendimientos de estas sociedades el régimen que le 
corresponda a sus componentes de interés, de dividendos y de ganancia por 
enajenación de acciones, según lo establecido en este artículo y demás aplicables de 
esta Ley.  
 
Las personas físicas integrantes de las sociedades referidas en el párrafo anterior 
acumularán solamente los intereses reales gravados devengados a su favor por la 
misma sociedad, provenientes de los títulos de deuda que contenga la cartera de 
dicha sociedad, de acuerdo a la inversión en ella que corresponda a cada uno de sus 
integrantes. 
 
La parte correspondiente a los intereses reales del ingreso diario devengado en el 
ejercicio a favor del accionista persona física, se calculará multiplicando el ingreso 
determinado conforme al artículo 88 de esta Ley por el factor que resulte de dividir 
los intereses gravados devengados diarios a favor de la sociedad de inversión entre 
los ingresos totales diarios de la misma sociedad durante la tenencia de las acciones 
por parte del accionista. Los ingresos totales incluirán la valuación de la tenencia 
accionaria de la cartera de la sociedad en la fecha de enajenación de la acción 
emitida por la misma sociedad o al último día hábil del ejercicio que se trate, según 
corresponda.  
 
Las personas morales integrantes o accionistas de las sociedades de inversión de 
renta variable determinarán los intereses devengados a su favor por sus inversiones 
en dichas sociedades sumando las ganancias percibidas por la enajenación de sus 
acciones y el incremento de la valuación de sus inversiones en la misma sociedad al 
último día hábil del ejercicio de que se trate, en términos nominales, determinados 
ambos tipos de ingresos conforme se establece en el artículo 88 de esta Ley, y 
estarán a lo dispuesto en el Capítulo III del Título II de la misma Ley respecto de las 
inversiones efectuadas en este tipo de sociedades.  
 
Las sociedades de inversión de renta variable efectuarán mensualmente la retención 
del impuesto en los términos del artículo 54 de esta Ley por el total de los intereses 
gravados que se devenguen a su favor y lo enterarán a más tardar el día 17 del mes 
siguiente al mes en que se devenguen. Para estos efectos, estarán a lo dispuesto en 
el sexto párrafo de este artículo. La retención correspondiente a cada integrante de la 
sociedad se determinará conforme a lo establecido en el octavo párrafo de este 
artículo y será acreditable para sus integrantes o accionistas contribuyentes del Título 
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II y Título IV de la Ley contra sus pagos provisionales o definitivos, siempre que 
acumulen a sus demás ingresos del ejercicio los intereses gravados devengados por 
sus inversiones en dichas sociedades de inversión. Las personas que paguen 
intereses a dichas sociedades quedarán relevadas de efectuar la retención a que se 
refiere el artículo 54 de esta Ley. 
 
Los integrantes o accionistas de las sociedades de inversión a que se refiere este 
artículo y el artículo 88 del presente ordenamiento, que sean personas físicas, podrán 
en su caso deducir la pérdida que se determine conforme al quinto párrafo del 
artículo 134 de esta Ley, en los términos de dicha disposición. 
 
Artículo 88. Los integrantes o accionistas personas físicas de las sociedades de 
inversión en instrumentos de deuda o de las sociedades de inversión de renta 
variable acumularán en el ejercicio los ingresos que obtengan por los intereses 
generados por los instrumentos gravados que formen parte de la cartera de dichas 
sociedades conforme al artículo 87 de esta Ley. Dicho ingreso será calculado por las 
operadoras, distribuidoras o administradoras de las sociedades, según corresponda. 
 
Las personas físicas que obtengan ganancias derivadas de la enajenación de acciones 
emitidas por sociedades de inversión de renta variable, cuyo objeto sea la adquisición 
y venta de activos objeto de inversión con recursos provenientes de la colocación de 
las acciones representativas de su capital social entre el público inversionista, 
previstas en la Ley de Sociedades de Inversión, determinarán sumando o 
disminuyendo, según corresponda, la ganancia o pérdida obtenida en el ejercicio que 
derive de la enajenación de acciones de cada sociedad de inversión realizadas por 
dicha persona física. Dichas personas estarán obligadas a pagar el impuesto sobre la 
renta que resulte de aplicar la tasa del 10% a la ganancia obtenida en el ejercicio. El 
impuesto pagado se considerará como definitivo. 
 
La ganancia o pérdida obtenida por el contribuyente, derivada de la enajenación de 
acciones de cada sociedad de inversión, se determinará disminuyendo al precio de los 
activos objeto de inversión de renta variable en la fecha de venta de las acciones de 
dicha sociedad de inversión, el precio de los activos objeto de inversión de renta 
variable en la fecha de adquisición, actualizado por el periodo comprendido desde la 
fecha de adquisición y hasta la fecha de la venta. 
 
Cuando el precio de adquisición actualizado de los activos objeto de inversión de 
renta variable sea mayor al precio de los activos objeto de inversión de renta variable 
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en la fecha de venta, la diferencia será el monto de la pérdida en la operación de que 
se trate.  
 
En el caso de sociedades de inversión que emitan acciones que representen además 
de los valores a que se refiere el primer párrafo del artículo 129 de esta Ley, otros 
activos objeto de inversión distintos a éstos, referidos a divisas, tasas, créditos, 
bienes objeto de comercio, entre otros, tanto el precio de adquisición de los activos 
objeto de inversión de renta variable como el de enajenación no deberán contener la 
proporción de la ganancia por enajenación de acciones correspondiente a dichos 
bienes, los cuales estarán a lo dispuesto en el Artículo 82 de esta Ley. 
 
Cuando los contribuyentes generen pérdida en el ejercicio por las enajenaciones de 
las acciones a que se refiere el párrafo segundo, podrán disminuir dicha pérdida 
únicamente contra el monto de la ganancia que en su caso obtenga el mismo 
contribuyente en el ejercicio o en los diez siguientes por las enajenaciones a que se 
refiere el segundo párrafo de este artículo. El monto a disminuir por las pérdidas a 
que se refiere este párrafo no podrá exceder el monto de dichas ganancias. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, las pérdidas se actualizarán por el periodo 
comprendido desde el mes en que ocurrieron y hasta el mes de cierre del mismo 
ejercicio. La parte de las pérdidas que no se disminuyan en un ejercicio se actualizará 
por el periodo comprendido desde el mes del cierre del ejercicio en el que se 
actualizó por última vez y hasta el último mes del ejercicio inmediato anterior a aquél 
en el que se disminuirá. 
 
Cuando el contribuyente no disminuya la pérdida fiscal durante un ejercicio pudiendo 
haberlo hecho conforme a este artículo, perderá el derecho a hacerlo en los ejercicios 
posteriores y hasta por la cantidad en la que pudo haberlo efectuado. 
 
Los contribuyentes deberán presentar declaración por las ganancias obtenidas 
conforme a los párrafos anteriores y efectuar, en su caso, el pago del impuesto 
correspondiente al ejercicio, la cual deberá entregarse de manera conjunta a la 
declaración anual. 
 
En el caso de los intereses reales acumulables devengados por sociedades de 
inversión en renta variable, la ganancia por enajenación de acciones así como el 
incremento en la valuación real de la tenencia de acciones al final del ejercicio, se 
determinarán conforme a lo establecido para las sociedades de inversión de deuda, 
pero sólo por la proporción que representen los ingresos por dividendos percibidos e 
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intereses gravados de la sociedad, respecto del total de sus ingresos durante la 
tenencia de las acciones por parte del accionista o integrante contribuyente del 
impuesto. 
 
A través de reglas de carácter general, el Servicio de Administración Tributaria podrá 
emitir disposiciones que simplifiquen la determinación del interés acumulable por 
parte de los integrantes de sociedades de inversión de renta variable, a partir de una 
fórmula de prorrateo de los ingresos totales de la sociedad respecto de los intereses 
gravados devengados a su favor por títulos de deuda y de las ganancias registradas 
por tenencia de acciones exentas del impuesto sobre la renta durante el periodo de 
tenencia de las acciones por parte de sus integrantes. El Servicio de Administración 
Tributaria podrá emitir en reglas de carácter general una mecánica de prorrateo para 
simplificar el cálculo de interés gravable para las sociedades de inversión en 
instrumento de deuda que tengan en su portafolio títulos exentos. 
 
Artículo 89. Las sociedades de inversión en instrumentos de deuda y las sociedades 
de inversión de renta variable a que se refieren los artículos 87 y 88 de esta Ley, a 
través de sus operadores, administradores o distribuidores, según se trate, a más 
tardar el 15 de febrero de cada año, deberán proporcionar a los integrantes o 
accionistas de las mismas, así como a los intermediarios financieros que lleven la 
custodia y administración de las inversiones, constancia en la que se señale la 
siguiente información: 
 
I. El monto de los intereses nominales y reales devengados por la sociedad a favor 

de cada uno de sus accionistas durante el ejercicio. 
 

II. El monto de las retenciones que le corresponda acreditar al integrante que se 
trate, en los términos del artículo 87 de esta Ley y, en su caso, el monto de la 
pérdida deducible en los términos del artículo 88 de la misma. 

 
Las sociedades de inversión a que se refiere este artículo, a través de sus 
operadores, administradores o distribuidores, según se trate, deberán informar al 
Servicio de Administración Tributaria, a más tardar el 15 de febrero de cada año, los 
datos contenidos en las constancias, así como el saldo promedio mensual de las 
inversiones en la sociedad en cada uno de los meses del ejercicio, por cada una de 
las personas a quienes se les emitieron, y la demás información que se establezca en 
la forma que al efecto emita el Servicio de Administración Tributaria y serán 
responsables solidarios por las omisiones en el pago de impuestos en que pudieran 
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incurrir los integrantes o accionistas de dichas sociedades, cuando la información 
contenida en las constancias sea incorrecta o incompleta. 
 

TÍTULO IV 
DE LAS PERSONAS FÍSICAS 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 90. Están obligadas al pago del impuesto establecido en este Título, las 
personas físicas residentes en México que obtengan ingresos en efectivo, en bienes, 
devengado cuando en los términos de este Título señale, en crédito, en servicios en 
los casos que señale esta Ley, o de cualquier otro tipo. También están obligadas al 
pago del impuesto, las personas físicas residentes en el extranjero que realicen 
actividades empresariales o presten servicios personales independientes, en el país, a 
través de un establecimiento permanente, por los ingresos atribuibles a éste. 
 
Las personas físicas residentes en México están obligadas a informar, en la 
declaración del ejercicio, sobre los préstamos, los donativos y los premios, obtenidos 
en el mismo, siempre que éstos, en lo individual o en su conjunto, excedan de 
$600,000.00. 
 
Las personas físicas residentes en México deberán informar a las autoridades fiscales, 
a través de los medios y formatos que para tal efecto señale el Servicio de 
Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, respecto de las 
cantidades recibidas por los conceptos señalados en el párrafo anterior al momento 
de presentar la declaración anual del ejercicio fiscal en el que se obtengan. 
 
No se consideran ingresos obtenidos por los contribuyentes, los rendimientos de 
bienes entregados en fideicomiso, en tanto dichos rendimientos únicamente se 
destinen a fines científicos, políticos o religiosos o a los establecimientos de 
enseñanza y a las instituciones de asistencia o de beneficencia, señalados en la 
fracción III del artículo 151 de esta Ley, o a financiar la educación hasta nivel 
licenciatura de sus descendientes en línea recta, siempre que los estudios cuenten 
con reconocimiento de validez oficial. 
 
Cuando las personas tengan deudas o créditos, en moneda extranjera, y obtengan 
ganancia cambiaria derivada de la fluctuación de dicha moneda, considerarán como 
ingreso la ganancia determinada conforme a lo previsto en el artículo 143 de esta 
Ley. 
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Se consideran ingresos obtenidos por las personas físicas, los que les correspondan 
conforme al Título III de esta Ley, así como las cantidades que perciban para 
efectuar gastos por cuenta de terceros, salvo que dichos gastos sean respaldados con 
comprobantes fiscales a nombre de aquél por cuenta de quien se efectúa el gasto. 
 
Tratándose de ingresos provenientes de fuente de riqueza ubicada en el extranjero, 
los contribuyentes no los considerarán para los efectos de los pagos provisionales de 
este impuesto, salvo lo previsto en el artículo 96 de esta Ley. 
 
Las personas físicas residentes en el país que cambien su residencia durante un año 
de calendario a otro país, considerarán los pagos provisionales efectuados como pago 
definitivo del impuesto y no podrán presentar declaración anual. 
 
Los contribuyentes de este Título que celebren operaciones con partes relacionadas, 
están obligados, para los efectos de esta Ley, a determinar sus ingresos acumulables 
y sus deducciones autorizadas, considerando, para esas operaciones, los precios y 
montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes 
independientes en operaciones comparables. En el caso contrario, las autoridades 
fiscales podrán determinar los ingresos acumulables y las deducciones autorizadas de 
los contribuyentes, mediante la determinación del precio o monto de la 
contraprestación en operaciones celebradas entre partes relacionadas, considerando, 
para esas operaciones, los precios y montos de contraprestaciones que hubieran 
utilizado partes independientes en operaciones comparables, mediante la aplicación 
de los métodos previstos en el artículo 184 de esta Ley, ya sea que éstas sean con 
personas morales, residentes en el país o en el extranjero, personas físicas y 
establecimientos permanentes en el país de residentes en el extranjero, así como en 
el caso de las actividades realizadas a través de fideicomisos.  
 
Se considera que dos o más personas son partes relacionadas, cuando una participa 
de manera directa o indirecta en la administración, control o capital de la otra, o 
cuando una persona o grupo de personas participe, directa o indirectamente, en la 
administración, control o en el capital de dichas personas, o cuando exista vinculación 
entre ellas de acuerdo con la legislación aduanera. 
 
Artículo 91. Las personas físicas podrán ser objeto del procedimiento de 
discrepancia fiscal cuando se compruebe que el monto de las erogaciones en un año 
de calendario sea superior a los ingresos declarados por el contribuyente, o bien a los 
que le hubiere correspondido declarar. 
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Para tal efecto, también se considerarán erogaciones efectuadas por cualquier 
persona física, las consistentes en gastos, adquisiciones de bienes y depósitos en 
cuentas bancarias, en inversiones financieras o tarjetas de crédito. 
 
Las erogaciones referidas en el párrafo anterior se presumirán ingresos, cuando se 
trate de personas físicas que no estén inscritas en el Registro Federal de 
Contribuyentes, o bien, que estándolo, no presenten las declaraciones a las que están 
obligadas, o que aun presentándolas, declaren ingresos menores a las erogaciones 
referidas. Tratándose de contribuyentes que tributen en el Capítulo I del Título IV de 
la presente Ley y que no estén obligados a presentar declaración anual, se 
considerarán como ingresos declarados los manifestados por los sujetos que efectúen 
la retención. 
 
No se tomarán en consideración los depósitos que el contribuyente efectúe en 
cuentas que no sean propias, que califiquen como erogaciones en los términos de 
este artículo, cuando se demuestre que dicho depósito se hizo como pago por la 
adquisición de bienes o de servicios, o como contraprestación para el otorgamiento 
del uso o goce temporal de bienes o para realizar inversiones financieras ni los 
traspasos entre cuentas del contribuyente o a cuentas de su cónyuge, de sus 
ascendientes o descendientes, en línea recta en primer grado.  
 
Los ingresos determinados en los términos de este artículo, netos de los declarados, 
se considerarán omitidos por la actividad preponderante del contribuyente o, en su 
caso, otros ingresos en los términos del Capítulo IX de este Título tratándose de 
préstamos y donativos que no se declaren o se informen a las autoridades fiscales, 
conforme a lo previsto en los párrafos segundo y tercero del artículo 90 de esta Ley. 
En el caso de que se trate de un contribuyente que no se encuentre inscrito en el 
Registro Federal de Contribuyentes, las autoridades fiscales procederán, además, a 
inscribirlo en el Capítulo II, Sección I de este Título. 
 
Para conocer el monto de las erogaciones a que se refiere el presente artículo, las 
autoridades fiscales podrán utilizar cualquier información que obre en su poder, ya 
sea porque conste en sus expedientes, documentos o bases de datos, o porque haya 
sido proporcionada por un tercero u otra autoridad. 
 
Para los efectos de este artículo las autoridades fiscales procederán como sigue: 
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I. Notificaran al contribuyente, el monto de las erogaciones detectadas, la 
información que se utilizó para conocerlas, el medio por el cual se obtuvo y la 
discrepancia resultante. 

 
II. Notificado el oficio a que se refiere la fracción anterior, el contribuyente contará 

con un plazo de veinte días para informar por escrito a las autoridades fiscales, 
contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación, el origen o fuente 
de procedencia de los recursos con que efectuó las erogaciones detectadas y 
ofrecerá, en su caso, las pruebas que estime idóneas para acreditar que los 
recursos no constituyen ingresos gravados en los términos del presente Título. 
Las autoridades fiscales podrán, por una sola vez, requerir información o 
documentación adicional al contribuyente, la que deberá proporcionar en el 
término previsto en el artículo 53, inciso c), del Código Fiscal de la Federación. 

 
III. Acreditada la discrepancia, ésta se presumirá ingreso gravado y se formulará la 

liquidación respectiva, considerándose como ingresos omitidos el monto de las 
erogaciones no aclaradas y aplicándose la tarifa prevista en el artículo 152 de 
esta Ley, al resultado así obtenido.  

 
Artículo 92. Cuando los ingresos de las personas físicas deriven de bienes en 
copropiedad, deberá designarse a uno de los copropietarios como representante 
común, el cual deberá llevar los libros, expedir los comprobantes fiscales y recabar la 
documentación que determinen las disposiciones fiscales, así como cumplir con las 
obligaciones en materia de retención de impuestos a que se refiere esta Ley. 
 
Cuando dos o más contribuyentes sean copropietarios de una negociación, se estará 
a lo dispuesto en el artículo 108 de esta Ley. 
 
Los copropietarios responderán solidariamente por el incumplimiento del 
representante común. 
 
Lo dispuesto en los párrafos anteriores es aplicable a los integrantes de la sociedad 
conyugal. 
 
El representante legal de la sucesión pagará en cada año de calendario el impuesto 
por cuenta de los herederos o legatarios, considerando el ingreso en forma conjunta, 
hasta que se haya dado por finalizada la liquidación de la sucesión. El pago efectuado 
en esta forma se considerará como definitivo, salvo que los herederos o legatarios 
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opten por acumular los ingresos respectivos que les correspondan, en cuyo caso 
podrán acreditar la parte proporcional de impuesto pagado. 
 
Artículo 93. No se pagará el impuesto sobre la renta por la obtención de los 
siguientes ingresos: 
 
I. Las prestaciones distintas del salario que reciban los trabajadores del salario 

mínimo general para una o varias áreas geográficas, calculadas sobre la base de 
dicho salario, cuando no excedan de los mínimos señalados por la legislación 
laboral, así como las remuneraciones por concepto de tiempo extraordinario o 
de prestación de servicios que se realice en los días de descanso sin disfrutar de 
otros en sustitución, hasta el límite establecido en la legislación laboral, que 
perciban dichos trabajadores. Tratándose de los demás trabajadores, el 50% de 
las remuneraciones por concepto de tiempo extraordinario o de la prestación de 
servicios que se realice en los días de descanso sin disfrutar de otros en 
sustitución, que no exceda el límite previsto en la legislación laboral y sin que 
esta exención exceda del equivalente de cinco veces el salario mínimo general 
del área geográfica del trabajador por cada semana de servicios. 

 
II. Por el excedente de las prestaciones exceptuadas del pago del impuesto a que 

se refiere la fracción anterior, se pagará el impuesto en los términos de este 
Título. 

 
III. Las indemnizaciones por riesgos de trabajo o enfermedades, que se concedan 

de acuerdo con las leyes, por contratos colectivos de trabajo o por contratos 
Ley. 

 
IV. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, así como las pensiones vitalicias 

u otras formas de retiro, provenientes de la subcuenta del seguro de retiro o de 
la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley 
del Seguro Social y las provenientes de la cuenta individual del sistema de 
ahorro para el retiro prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, en los casos de invalidez, incapacidad, 
cesantía, vejez, retiro y muerte, cuyo monto diario no exceda de quince veces el 
salario mínimo general del área geográfica del contribuyente, y el beneficio 
previsto en la Ley de Pensión Universal. Por el excedente se pagará el impuesto 
en los términos de este Título. 
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V. Para aplicar la exención sobre los conceptos a que se refiere la fracción anterior, 
se deberá considerar la totalidad de las pensiones y de los haberes de retiro 
pagados al trabajador a que se refiere la misma, independientemente de quien 
los pague. Sobre el excedente se deberá efectuar la retención en los términos 
que al efecto establezca el Reglamento de esta Ley. 

 
VI. Los percibidos con motivo del reembolso de gastos médicos, dentales, 

hospitalarios y de funeral, que se concedan de manera general, de acuerdo con 
las leyes o contratos de trabajo. 

 
VII. Las prestaciones de seguridad social que otorguen las instituciones públicas. 
 
VIII. Los percibidos con motivo de subsidios por incapacidad, becas educacionales 

para los trabajadores o sus hijos, guarderías infantiles, actividades culturales y 
deportivas, y otras prestaciones de previsión social, de naturaleza análoga, que 
se concedan de manera general, de acuerdo con las leyes o por contratos de 
trabajo. 

 
IX. La previsión social a que se refiere la fracción anterior es la establecida en el 

artículo 7, quinto párrafo de esta Ley. 
 
X. La entrega de las aportaciones y sus rendimientos provenientes de la subcuenta 

de vivienda de la cuenta individual prevista en la Ley del Seguro Social, de la 
subcuenta del Fondo de la Vivienda de la cuenta individual del sistema de 
ahorro para el retiro, prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado o del Fondo de la Vivienda para los 
miembros del activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, previsto en la Ley del 
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, así como las 
casas habitación proporcionadas a los trabajadores, inclusive por las empresas 
cuando se reúnan los requisitos de deducibilidad del Título II de esta Ley o, en 
su caso, del presente Título. 

 
XI. Los provenientes de cajas de ahorro de trabajadores y de fondos de ahorro 

establecidos por las empresas para sus trabajadores cuando reúnan los 
requisitos de deducibilidad del Título II de esta Ley o, en su caso, del presente 
Título. 

 
XII. La cuota de seguridad social de los trabajadores pagada por los patrones. 
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XIII. Los que obtengan las personas que han estado sujetas a una relación laboral 
en el momento de su separación, por concepto de primas de antigüedad, retiro 
e indemnizaciones u otros pagos, así como los obtenidos con cargo a la 
subcuenta del seguro de retiro o a la subcuenta de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social y los que obtengan los 
trabajadores al servicio del Estado con cargo a la cuenta individual del sistema 
de ahorro para el retiro, prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, y los que obtengan por concepto del 
beneficio previsto en la Ley de Pensión Universal, hasta por el equivalente a 
noventa veces el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente 
por cada año de servicio o de contribución en el caso de la subcuenta del 
seguro de retiro, de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez o 
de la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro. Los años de servicio 
serán los que se hubieran considerado para el cálculo de los conceptos 
mencionados. Toda fracción de más de seis meses se considerará un año 
completo. Por el excedente se pagará el impuesto en los términos de este 
Título. 

 
XIV. Las gratificaciones que reciban los trabajadores de sus patrones, durante un año 

de calendario, hasta el equivalente del salario mínimo general del área 
geográfica del trabajador elevado a 30 días, cuando dichas gratificaciones se 
otorguen en forma general; así como las primas vacacionales que otorguen los 
patrones durante el año de calendario a sus trabajadores en forma general y la 
participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas, hasta por el 
equivalente a 15 días de salario mínimo general del área geográfica del 
trabajador, por cada uno de los conceptos señalados. Tratándose de primas 
dominicales hasta por el equivalente de un salario mínimo general del área 
geográfica del trabajador por cada domingo que se labore. 

 
XV. Por el excedente de los ingresos a que se refiere la fracción anterior se pagará 

el impuesto en los términos de este Título. 
 
XVI. Las remuneraciones por servicios personales subordinados que perciban los 

extranjeros, en los siguientes casos: 
 
a) Los agentes diplomáticos. 
 
b) Los agentes consulares, en el ejercicio de sus funciones, en los casos de 

reciprocidad. 
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c) Los empleados de embajadas, legaciones y consulados extranjeros, que 

sean nacionales de los países representados, siempre que exista 
reciprocidad. 

 
d) Los miembros de delegaciones oficiales, en el caso de reciprocidad, cuando 

representen países extranjeros. 
 
e) Los miembros de delegaciones científicas y humanitarias. 
 
f) Los representantes, funcionarios y empleados de los organismos 

internacionales con sede u oficina en México, cuando así lo establezcan los 
tratados o convenios. 

 
g) Los técnicos extranjeros contratados por el Gobierno Federal, cuando así 

se prevea en los acuerdos concertados entre México y el país de que 
dependan. 

 
XVII. Los viáticos, cuando sean efectivamente erogados en servicio del patrón y se 

compruebe esta circunstancia con los comprobantes fiscales correspondientes. 
 
XVIII. Los que provengan de contratos de arrendamiento prorrogados por 

disposición de Ley. 
 
XIX. Los derivados de la enajenación de: 

 
a) La casa habitación del contribuyente, siempre que el monto de la 

contraprestación obtenida no exceda de setecientas mil unidades de 
inversión y la transmisión se formalice ante fedatario público. Por el 
excedente se determinará la ganancia y se calcularán el impuesto anual y 
el pago provisional en los términos del Capítulo IV de este Título, 
considerando las deducciones en la proporción que resulte de dividir el 
excedente entre el monto de la contraprestación obtenida. El cálculo y 
entero del impuesto que corresponda al pago provisional se realizará por el 
fedatario público conforme a dicho Capítulo. 
 
La exención prevista en este inciso será aplicable siempre que durante los 
cinco años inmediatos anteriores a la fecha de enajenación de que se trate 
el contribuyente no hubiere enajenado otra casa habitación por la que 
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hubiera obtenido la exención prevista en este inciso y manifieste, bajo 
protesta de decir verdad, dichas circunstancias ante el fedatario público 
ante quien se protocolice la operación. 
 
El fedatario público deberá consultar al Servicio de Administración 
Tributaria a través de la página de Internet de dicho órgano 
desconcentrado y de conformidad con las reglas de carácter general que al 
efecto emita este último, si previamente el contribuyente ha enajenado 
alguna casa habitación durante los cinco años anteriores a la fecha de la 
enajenación de que se trate, por la que hubiera obtenido la exención 
prevista en este inciso y dará aviso al citado órgano desconcentrado de 
dicha enajenación, indicando el monto de la contraprestación y, en su 
caso, del impuesto retenido. 

 
b) Bienes muebles, distintos de las acciones, de las partes sociales, de los 

títulos valor y de las inversiones del contribuyente, cuando en un año de 
calendario la diferencia entre el total de las enajenaciones y el costo 
comprobado de la adquisición de los bienes enajenados, no exceda de tres 
veces el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente 
elevado al año. Por la utilidad que exceda se pagará el impuesto en los 
términos de este Título. 

 
XX. Los intereses: 

 
a) Pagados por instituciones de crédito, siempre que los mismos provengan 

de cuentas de cheques, para el depósito de sueldos y salarios, pensiones o 
para haberes de retiro o depósitos de ahorro, cuyo saldo promedio diario 
de la inversión no exceda de 5 salarios mínimos generales del área 
geográfica del Distrito Federal, elevados al año. 

 
b) Pagados por sociedades cooperativas de ahorro y préstamo y por las 

sociedades financieras populares, provenientes de inversiones cuyo saldo 
promedio diario no exceda de 5 salarios mínimos generales del área 
geográfica del Distrito Federal, elevados al año. 

 
Para los efectos de esta fracción, el saldo promedio diario será el que se 
obtenga de dividir la suma de los saldos diarios de la inversión entre el número 
de días de ésta, sin considerar los intereses devengados no pagados. 
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XXI. Las cantidades que paguen las instituciones de seguros a los asegurados o a sus 
beneficiarios cuando ocurra el riesgo amparado por las pólizas contratadas y 
siempre que no se trate de seguros relacionados con bienes de activo fijo. 
Tratándose de seguros en los que el riesgo amparado sea la supervivencia del 
asegurado, no se pagará el impuesto sobre la renta por las cantidades que 
paguen las instituciones de seguros a sus asegurados o beneficiarios, siempre 
que la indemnización se pague cuando el asegurado llegue a la edad de sesenta 
años y además hubieran transcurrido al menos cinco años desde la fecha de 
contratación del seguro y el momento en el que se pague la indemnización. Lo 
dispuesto en este párrafo sólo será aplicable cuando la prima sea pagada por el 
asegurado. 
 
Tampoco se pagará el impuesto sobre la renta por las cantidades que paguen 
las instituciones de seguros a sus asegurados o a sus beneficiarios, que 
provengan de contratos de seguros de vida cuando la prima haya sido pagada 
directamente por el empleador en favor de sus trabajadores, siempre que los 
beneficios de dichos seguros se entreguen únicamente por muerte, invalidez, 
pérdidas orgánicas o incapacidad del asegurado para realizar un trabajo 
personal remunerado de conformidad con las leyes de seguridad social y 
siempre que en el caso del seguro que cubre la muerte del titular los 
beneficiarios de dicha póliza sean las personas relacionadas con el titular a que 
se refiere la fracción I del artículo 151 de esta Ley y se cumplan los demás 
requisitos establecidos en la fracción XI del artículo 27 de la misma Ley. La 
exención prevista en este párrafo no será aplicable tratándose de las cantidades 
que paguen las instituciones de seguros por concepto de dividendos derivados 
de la póliza de seguros o su colectividad. 
 
No se pagará el impuesto sobre la renta por las cantidades que paguen las 
instituciones de seguros a sus asegurados o a sus beneficiarios que provengan 
de contratos de seguros de vida, cuando la persona que pague la prima sea 
distinta a la mencionada en el párrafo anterior y que los beneficiaros de dichos 
seguros se entreguen por muerte, invalidez, pérdidas orgánicas o incapacidad 
del asegurado para realizar un trabajo personal. 
 
El riesgo amparado a que se refiere el párrafo anterior se calculará tomando en 
cuenta todas las pólizas de seguros que cubran el riesgo de muerte, invalidez, 
pérdidas orgánicas o incapacidad del asegurado para realizar un trabajo 
personal remunerado de conformidad con las leyes de seguridad social, 
contratadas en beneficio del mismo asegurado por el mismo empleador. 
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Tratándose de las cantidades que paguen las instituciones de seguros por 
concepto de jubilaciones, pensiones o retiro, así como de seguros de gastos 
médicos, se estará a lo dispuesto en las fracciones IV y VI de este artículo, 
según corresponda. 
 
Lo dispuesto en esta fracción sólo será aplicable a los ingresos percibidos de 
instituciones de seguros constituidas conforme a las leyes mexicanas, que sean 
autorizadas para organizarse y funcionar como tales por las autoridades 
competentes. 

 
XXII. Los que se reciban por herencia o legado. 
 
XXIII. Los donativos en los siguientes casos: 

 
a) Entre cónyuges o los que perciban los descendientes de sus ascendientes 

en línea recta, cualquiera que sea su monto. 
 
b) Los que perciban los ascendientes de sus descendientes en línea recta, 

siempre que los bienes recibidos no se enajenen o se donen por el 
ascendiente a otro descendiente en línea recta sin limitación de grado. 

 
c) Los demás donativos, siempre que el valor total de los recibidos en un año 

de calendario no exceda de tres veces el salario mínimo general del área 
geográfica del contribuyente elevado al año. Por el excedente se pagará 
impuesto en los términos de este Título. 

 
XXIV. Los premios obtenidos con motivo de un concurso científico, artístico o 

literario, abierto al público en general o a determinado gremio o grupo de 
profesionales, así como los premios otorgados por la Federación para promover 
los valores cívicos. 

 
XXV. Las indemnizaciones por daños que no excedan al valor de mercado del bien de 

que se trate. Por el excedente se pagará el impuesto en los términos de este 
Título. 

 
XXVI. Los percibidos en concepto de alimentos por las personas físicas que tengan el 

carácter de acreedores alimentarios en términos de la legislación civil aplicable. 
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XXVII. Los retiros efectuados de la subcuenta de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez de la cuenta individual abierta en los términos de la Ley del 
Seguro Social, por concepto de ayuda para gastos de matrimonio y por 
desempleo. También tendrá este tratamiento, el traspaso de los recursos de la 
cuenta individual entre administradoras de fondos para el retiro, entre 
instituciones de crédito o entre ambas, así como entre dichas administradoras e 
instituciones de seguros autorizadas para operar los seguros de pensiones 
derivados de las leyes de seguridad social, con el único fin de contratar una 
renta vitalicia y seguro de sobrevivencia conforme a las leyes de seguridad 
social y a la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro. 

 
XXVIII. Los que deriven de la enajenación de derechos parcelarios, de las 

parcelas sobre las que hubiera adoptado el dominio pleno o de los derechos 
comuneros, siempre y cuando sea la primera trasmisión que se efectúe por los 
ejidatarios o comuneros y la misma se realice en los términos de la legislación 
de la materia. 

 
La enajenación a que se refiere esta fracción deberá realizarse ante fedatario 
público, y el enajenante deberá acreditar que es titular de dichos derechos 
parcelarios o comuneros, así como su calidad de ejidatario o comunero 
mediante los certificados o los títulos correspondientes a que se refiere la Ley 
Agraria. 
 
En caso de no acreditar la calidad de ejidatario o comunero conforme a lo 
establecido en el párrafo anterior, o que no se trate de la primera transmisión 
que se efectúe por los ejidatarios o comuneros, el fedatario público calculará y 
enterará el impuesto en los términos de este Título. 

 
XXIX. Los que se obtengan, hasta el equivalente de veinte salarios mínimos 

generales del área geográfica que corresponda al contribuyente elevados al año, 
por permitir a terceros la publicación de obras escritas de su creación en libros, 
periódicos o revistas, o bien, la reproducción en serie de grabaciones de obras 
musicales de su creación, siempre que los libros, periódicos o revistas, así como 
los bienes en los que se contengan las grabaciones, se destinen para su 
enajenación al público por la persona que efectúa los pagos por estos conceptos 
y siempre que el creador de la obra expida por dichos ingresos el comprobante 
fiscal respectivo. Por el excedente se pagará el impuesto en los términos de este 
Título. 
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La exención a que se refiere esta fracción no se aplicará en cualquiera de los 
siguientes casos: 
 
a) Cuando quien perciba estos ingresos obtenga también de la persona que 

los paga ingresos de los señalados en el Capítulo I de este Título. 
 
b) Cuando quien perciba estos ingresos sea socio o accionista en más del 

10% del capital social de la persona moral que efectúa los pagos. 
 
c) Cuando se trate de ingresos que deriven de ideas o frases publicitarias, 

logotipos, emblemas, sellos distintivos, diseños o modelos industriales, 
manuales operativos u obras de arte aplicado. 

 
No será aplicable lo dispuesto en esta fracción cuando los ingresos se deriven 
de la explotación de las obras escritas o musicales de su creación en actividades 
empresariales distintas a la enajenación al público de sus obras, o en la 
prestación de servicios. 

 
Lo dispuesto en las fracciones XIX inciso b), XX, XXI, XXIII inciso c) y XXV de este 
artículo, no será aplicable tratándose de ingresos por las actividades empresariales o 
profesionales a que se refiere el Capítulo II de este Título. 
 
Las aportaciones que efectúen los patrones y el Gobierno Federal a la subcuenta de 
retiro, cesantía en edad avanzada y vejez de la cuenta individual que se constituya en 
los términos de la Ley del Seguro Social, así como las aportaciones que se efectúen a 
la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro, en los términos de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, incluyendo 
los rendimientos que generen, no serán ingresos acumulables del trabajador en el 
ejercicio en que se aporten o generen, según corresponda. 
 
Las aportaciones que efectúen los patrones, en los términos de la Ley del Instituto 
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a la subcuenta de vivienda 
de la cuenta individual abierta en los términos de la Ley del Seguro Social, y las que 
efectúe el Gobierno Federal a la subcuenta del Fondo de la Vivienda de la cuenta 
individual del sistema de ahorro para el retiro, en los términos de la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, o del Fondo de la 
Vivienda para los miembros del activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, previsto 
en la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, así 



288 
 

como los rendimientos que generen, no serán ingresos acumulables del trabajador en 
el ejercicio en que se aporten o generen, según corresponda. 
 
Las exenciones previstas en las fracciones XVII, XIX inciso a) y XXII de este artículo, 
no serán aplicables cuando los ingresos correspondientes no sean declarados en los 
términos del tercer párrafo del artículo 150 de esta Ley, estando obligado a ello. 
 
La exención aplicable a los ingresos obtenidos por concepto de prestaciones de 
previsión social se limitará cuando la suma de los ingresos por la prestación de 
servicios personales subordinados o aquellos que reciban, por parte de las sociedades 
cooperativas, los socios o miembros de las mismas y el monto de la exención exceda 
de una cantidad equivalente a siete veces el salario mínimo general del área 
geográfica del contribuyente, elevado al año; cuando dicha suma exceda de la 
cantidad citada, solamente se considerará como ingreso no sujeto al pago del 
impuesto un monto hasta de un salario mínimo general del área geográfica del 
contribuyente, elevado al año. Esta limitación en ningún caso deberá dar como 
resultado que la suma de los ingresos por la prestación de servicios personales 
subordinados o aquellos que reciban, por parte de las sociedades cooperativas, los 
socios o miembros de las mismas y el importe de la exención, sea inferior a siete 
veces el salario mínimo general del área geográfica del contribuyente, elevado al año. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior, no será aplicable tratándose de jubilaciones, 
pensiones, haberes de retiro, pensiones vitalicias, indemnizaciones por riesgos de 
trabajo o enfermedades, que se concedan de acuerdo con las leyes, contratos 
colectivos de trabajo o contratos ley, reembolsos de gastos médicos, dentales, 
hospitalarios y de funeral, concedidos de manera general de acuerdo con las leyes o 
contratos de trabajo, seguros de gastos médicos, seguros de vida y fondos de ahorro, 
siempre que se reúnan los requisitos establecidos en las fracciones XI y XXI del 
artículo 27 de esta Ley, aun cuando quien otorgue dichas prestaciones de previsión 
social no sea contribuyente del impuesto establecido en esta Ley. 
 

CAPÍTULO I 
DE LOS INGRESOS POR SALARIOS Y EN GENERAL POR LA PRESTACIÓN DE 

UN SERVICIO PERSONAL SUBORDINADO 
 
Artículo 94. Se consideran ingresos por la prestación de un servicio personal 
subordinado, los salarios y demás prestaciones que deriven de una relación laboral, 
incluyendo la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas y las 
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prestaciones percibidas como consecuencia de la terminación de la relación laboral. 
Para los efectos de este impuesto, se asimilan a estos ingresos los siguientes: 
 
I. Las remuneraciones y demás prestaciones, obtenidas por los funcionarios y 

trabajadores de la Federación, de las entidades federativas y de los municipios, 
aun cuando sean por concepto de gastos no sujetos a comprobación, así como 
los obtenidos por los miembros de las fuerzas armadas. 

 
II. Los rendimientos y anticipos, que obtengan los miembros de las sociedades 

cooperativas de producción, así como los anticipos que reciban los miembros de 
sociedades y asociaciones civiles. 

 
III. Los honorarios a miembros de consejos directivos, de vigilancia, consultivos o 

de cualquier otra índole, así como los honorarios a administradores, comisarios 
y gerentes generales. 

 
IV. Los honorarios a personas que presten servicios preponderantemente a un 

prestatario, siempre que los mismos se lleven a cabo en las instalaciones de 
este último. 
 

Para los efectos del párrafo anterior, se entiende que una persona presta 
servicios preponderantemente a un prestatario, cuando los ingresos que hubiera 
percibido de dicho prestatario en el año de calendario inmediato anterior, 
representen más del 50% del total de los ingresos obtenidos por los conceptos 
a que se refiere la fracción II del artículo 100 de esta Ley. 
 
Antes de que se efectúe el primer pago de honorarios en el año de calendario 
de que se trate, las personas a que se refiere esta fracción deberán comunicar 
por escrito al prestatario en cuyas instalaciones se realice la prestación del 
servicio, si los ingresos que obtuvieron de dicho prestatario en el año inmediato 
anterior excedieron del 50% del total de los percibidos en dicho año de 
calendario por los conceptos a que se refiere la fracción II del artículo 100 de 
esta Ley. En el caso de que se omita dicha comunicación, el prestatario estará 
obligado a efectuar las retenciones correspondientes. 

 
V. Los honorarios que perciban las personas físicas de personas morales o de 

personas físicas con actividades empresariales a las que presten servicios 
personales independientes, cuando comuniquen por escrito al prestatario que 
optan por pagar el impuesto en los términos de este Capítulo. 
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VI. Los ingresos que perciban las personas físicas de personas morales o de 

personas físicas con actividades empresariales, por las actividades empresariales 
que realicen, cuando comuniquen por escrito a la persona que efectúe el pago 
que optan por pagar el impuesto en los términos de este Capítulo. 
 

VII. Los ingresos obtenidos por las personas físicas por ejercer la opción otorgada 
por el empleador, o una parte relacionada del mismo, para adquirir, incluso 
mediante suscripción, acciones o títulos valor que representen bienes, sin costo 
alguno o a un precio menor o igual al de mercado que tengan dichas acciones o 
títulos valor al momento del ejercicio de la opción, independientemente de que 
las acciones o títulos valor sean emitidos por el empleador o la parte relacionada 
del mismo. 

 
El ingreso acumulable será la diferencia que exista entre el valor de mercado 
que tengan las acciones o títulos valor sujetos a la opción, al momento en el 
que el contribuyente ejerza la misma y el precio establecido al otorgarse la 
opción. 

 
Cuando los funcionarios de la Federación, de las entidades federativas o de los 
municipios, tengan asignados automóviles que no reúnan los requisitos del artículo 
36, fracción II de esta Ley, considerarán ingresos en servicios, para los efectos de 
este Capítulo, la cantidad que no hubiera sido deducible para fines de este impuesto 
de haber sido contribuyentes del mismo las personas morales señaladas. 

 
Los ingresos a que se refiere el párrafo anterior se calcularán considerando como 
ingreso mensual la doceava parte de la cantidad que resulte de aplicar el por ciento 
máximo de deducción anual al monto pendiente de deducir de las inversiones en 
automóviles, como si se hubiesen deducido desde el año en que se adquirieron, así 
como de los gastos de mantenimiento y reparación de los mismos. 

 
El pago del impuesto a que se refiere este artículo deberá efectuarse mediante 
retención que efectúen las citadas personas morales. 
 
Se estima que los ingresos previstos en el presente artículo los obtiene en su 
totalidad quien realiza el trabajo. Para los efectos de este Capítulo, los ingresos en 
crédito se declararán y se calculará el impuesto que les corresponda hasta el año de 
calendario en que sean cobrados. 
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No se considerarán ingresos en bienes, los servicios de comedor y de comida 
proporcionados a los trabajadores ni el uso de bienes que el patrón proporcione a los 
trabajadores para el desempeño de las actividades propias de éstos siempre que, en 
este último caso, los mismos estén de acuerdo con la naturaleza del trabajo prestado. 
 
Artículo 95. Cuando se obtengan ingresos por concepto de primas de antigüedad, 
retiro e indemnizaciones u otros pagos, por separación, se calculará el impuesto 
anual, conforme a las siguientes reglas: 
 
I. Del total de percepciones por este concepto, se separará una cantidad igual a la 

del último sueldo mensual ordinario, la cual se sumará a los demás ingresos por 
los que se deba pagar el impuesto en el año de calendario de que se trate y se 
calculará, en los términos de este Título, el impuesto correspondiente a dichos 
ingresos. Cuando el total de las percepciones sean inferiores al último sueldo 
mensual ordinario, éstas se sumarán en su totalidad a los demás ingresos por 
los que se deba pagar el impuesto y no se aplicará la fracción II de este 
artículo. 

 
II. Al total de percepciones por este concepto se restará una cantidad igual a la del 

último sueldo mensual ordinario y al resultado se le aplicará la tasa que 
correspondió al impuesto que señala la fracción anterior. El impuesto que 
resulte se sumará al calculado conforme a la fracción que antecede. 

 
La tasa a que se refiere la fracción II que antecede se calculará dividiendo el 
impuesto señalado en la fracción I anterior entre la cantidad a la cual se le aplicó la 
tarifa del artículo 152 de esta Ley; el cociente así obtenido se multiplica por cien y el 
producto se expresa en por ciento. 
 
Artículo 96. Quienes hagan pagos por los conceptos a que se refiere este Capítulo 
están obligados a efectuar retenciones y enteros mensuales que tendrán el carácter 
de pagos provisionales a cuenta del impuesto anual. No se efectuará retención a las 
personas que en el mes únicamente perciban un salario mínimo general 
correspondiente al área geográfica del contribuyente. 
 
La retención se calculará aplicando a la totalidad de los ingresos obtenidos en un mes 
de calendario, la siguiente: 
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Quienes hagan pagos por concepto de gratificación anual, participación de utilidades, 
primas dominicales y primas vacacionales, podrán efectuar la retención del impuesto 
de conformidad con los requisitos que establezca el Reglamento de esta Ley; en las 
disposiciones de dicho Reglamento se preverá que la retención se pueda hacer sobre 
los demás ingresos obtenidos durante el año de calendario. 
 
Quienes hagan las retenciones a que se refiere este artículo, deberán deducir de la 
totalidad de los ingresos obtenidos en el mes de calendario, el impuesto local a los 
ingresos por salarios y en general por la prestación de un servicio personal 
subordinado que, en su caso, hubieran retenido en el mes de calendario de que se 
trate, siempre que la tasa de dicho impuesto no exceda del 5%. 
 
Tratándose de honorarios a miembros de consejos directivos, de vigilancia, 
consultivos o de cualquier otra índole, así como de los honorarios a administradores, 
comisarios y gerentes generales, la retención y entero a que se refiere este artículo, 
no podrá ser inferior la cantidad que resulte de aplicar la tasa máxima para aplicarse 
sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 
152 de esta Ley, sobre su monto, salvo que exista, además, relación de trabajo con 

Límite	
  inferior	
   Límite	
  superior	
   Cuota	
  fija

Por	
  ciento	
  para	
  
aplicarse	
  sobre	
  el	
  
excedente	
  del	
  
límite	
  inferior

$ $ $ %
0.01 496.07 0.00 1.92                       

496.08 4,210.41 9.52 6.40                       
4,210.42 7,399.42 247.24 10.88                     
7,399.43 8,601.50 594.21 16.00                     
8,601.51 10,298.35 786.54 17.92                     

10,298.36 20,770.29 1,090.61 21.36                     
20,770.30 32,736.83 3,327.42 23.52                     
32,736.84 41,666.67 6,141.95 30.00                     
41,666.68 62,500.00 8,820.90 31.00                     
62,500.01 83,333.33 15,279.23 32.00                     
83,333.34 250,000.00 21,945.90 34.00                     

250,000.01 En	
  adelante 78,612.57 35.00                     

TARIFA	
  MENSUAL
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el retenedor, en cuyo caso, se procederá en los términos del párrafo segundo de este 
artículo. 
 
Las personas que hagan pagos por los conceptos a que se refiere el artículo 95 de 
esta Ley, efectuarán la retención aplicando al ingreso total por este concepto, una 
tasa que se calculará dividiendo el impuesto correspondiente al último sueldo 
mensual ordinario, entre dicho sueldo; el cociente obtenido se multiplicará por cien y 
el producto se expresará en por ciento. Cuando los pagos por estos conceptos sean 
inferiores al último sueldo mensual ordinario, la retención se calculará aplicándoles la 
tarifa establecida en este artículo. 
 
Las personas físicas, así como las personas morales a que se refiere el Título III de 
esta Ley, enterarán las retenciones a que se refiere este artículo a más tardar el día 
17 de cada uno de los meses del año de calendario, mediante declaración que 
presentarán ante las oficinas autorizadas. 
 
Los contribuyentes que presten servicios subordinados a personas no obligadas a 
efectuar la retención, de conformidad con el último párrafo del artículo 99 de esta 
Ley, y los que obtengan ingresos provenientes del extranjero por estos conceptos, 
calcularán su pago provisional en los términos de este precepto y lo enterarán a más 
tardar el día 17 de cada uno de los meses del año de calendario, mediante 
declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas. 
 
Artículo 97. Las personas obligadas a efectuar retenciones en los términos del 
artículo 96 de esta Ley, calcularán el impuesto anual de cada persona que le hubiere 
prestado servicios personales subordinados. 
 
El impuesto anual se determinará disminuyendo de la totalidad de los ingresos 
obtenidos en un año de calendario, por los conceptos a que se refiere este Capítulo, 
el impuesto local a los ingresos por salarios y en general por la prestación de un 
servicio personal subordinado que hubieran retenido en el año de calendario. Al 
resultado obtenido se le aplicará la tarifa del artículo 152 de esta Ley. Contra el 
impuesto que resulte a cargo del contribuyente se acreditará el importe de los pagos 
provisionales efectuados en los términos del artículo 96 de esta Ley. 
 
La disminución del impuesto local a que se refiere el párrafo anterior, la deberán 
realizar las personas obligadas a efectuar las retenciones en los términos del artículo 
96 de esta Ley, siempre que la tasa de dicho impuesto no exceda del 5%. 
 



294 
 

La diferencia que resulte a cargo del contribuyente en los términos de este artículo se 
enterará ante las oficinas autorizadas a más tardar en el mes de febrero siguiente al 
año de calendario de que se trate. La diferencia que resulte a favor del contribuyente 
deberá compensarse contra la retención del mes de diciembre y las retenciones 
sucesivas, a más tardar dentro del año de calendario posterior. El contribuyente 
podrá solicitar a las autoridades fiscales la devolución de las cantidades no 
compensadas, en los términos que señale el Servicio de Administración Tributaria 
mediante reglas de carácter general. 
 
El retenedor deberá compensar los saldos a favor de un contribuyente contra las 
cantidades retenidas a las demás personas a las que les haga pagos que sean 
ingresos de los mencionados en este Capítulo, siempre que se trate de 
contribuyentes que no estén obligados a presentar declaración anual. El retenedor 
recabará la documentación comprobatoria de las cantidades compensadas que haya 
entregado al trabajador con saldo a favor. 
 
Cuando no sea posible compensar los saldos a favor de un trabajador a que se refiere 
el párrafo anterior o sólo se pueda hacer en forma parcial, el trabajador podrá 
solicitar la devolución correspondiente, siempre que el retenedor señale en la 
constancia a que se refiere la fracción III del artículo 99 de esta Ley, el monto que le 
hubiere compensado. 
 
No se hará el cálculo del impuesto anual a que se refiere este artículo, cuando se 
trate de contribuyentes que: 
 
a) Hayan iniciado la prestación de servicios con posterioridad al 1 de enero del año 

de que se trate o hayan dejado de prestar servicios al retenedor antes del 1 de 
diciembre del año por el que se efectúe el cálculo. 

 
b) Hayan obtenido ingresos anuales por los conceptos a que se refiere este 

Capítulo que excedan de $400,000.00. 
 
c) Comuniquen por escrito al retenedor que presentarán declaración anual. 
 
Artículo 98. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en este 
Capítulo, además de efectuar los pagos de este impuesto, tendrán las siguientes 
obligaciones: 
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I. Proporcionar a las personas que les hagan los pagos a que se refiere este 
Capítulo, los datos necesarios, para que dichas personas los inscriban en el 
Registro Federal de Contribuyentes, o bien cuando ya hubieran sido inscritos 
con anterioridad, proporcionarle su clave de registro al empleador. 

 
II. Solicitar las constancias a que se refiere la fracción III del artículo 99 de esta 

Ley y proporcionarlas al empleador dentro del mes siguiente a aquél en el que 
se inicie la prestación del servicio, o en su caso, al empleador que vaya a 
efectuar el cálculo del impuesto definitivo o acompañarlas a su declaración 
anual. No se solicitará la constancia al empleador que haga la liquidación del 
año. 

 
III. Presentar declaración anual en los siguientes casos: 

 
a) Cuando además obtengan ingresos acumulables distintos de los señalados 

en este Capítulo. 
 

b) Cuando se hubiera comunicado por escrito al retenedor que se presentará 
declaración anual. 

 
c) Cuando dejen de prestar servicios antes del 31 de diciembre del año de 

que se trate o cuando se hubiesen prestado servicios a dos o más 
empleadores en forma simultánea. 

 
d) Cuando obtengan ingresos, por los conceptos a que se refiere este 

Capítulo, de fuente de riqueza ubicada en el extranjero o provenientes de 
personas no obligadas a efectuar las retenciones del artículo 96 de esta 
Ley. 

 
e) Cuando obtengan ingresos anuales por los conceptos a que se refiere este 

Capítulo que excedan de $400,000.00. 
 

IV. Comunicar por escrito al empleador, antes de que éste les efectúe el primer 
pago que les corresponda por la prestación de servicios personales 
subordinados en el año de calendario de que se trate, si prestan servicios a otro 
empleador y éste les aplica el subsidio para el empleo, a fin de que ya no se 
aplique nuevamente. 
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Artículo 99. Quienes hagan pagos por los conceptos a que se refiere este Capítulo, 
tendrán las siguientes obligaciones: 
 
I. Efectuar las retenciones señaladas en el artículo 96 de esta Ley. 
 
II. Calcular el impuesto anual de las personas que les hubieren prestado servicios 

subordinados, en los términos del artículo 97 de esta Ley. 
 
III. Expedir y entregar comprobantes fiscales a las personas que reciban pagos por 

los conceptos a que se refiere este Capítulo, en la fecha en que se realice la 
erogación correspondiente, los cuales podrán utilizarse como constancia o 
recibo de pago para efectos de la legislación laboral a que se refieren los 
artículos 132 fracciones VII y VIII, y 804, primer párrafo, fracciones II y IV, de 
la Ley Federal de Trabajo. 

 
IV. Solicitar, en su caso, las constancias y los comprobantes a que se refiere la 

fracción anterior, a las personas que contraten para prestar servicios 
subordinados, a más tardar dentro del mes siguiente a aquél en que se inicie la 
prestación del servicio y cerciorarse que estén inscritos en el Registro Federal de 
Contribuyentes. 
 
Adicionalmente, deberán solicitar a los trabajadores que les comuniquen por 
escrito antes de que se efectúe el primer pago que les corresponda por la 
prestación de servicios personales subordinados en el año de calendario de que 
se trate, si prestan servicios a otro empleador y éste les aplica el subsidio para 
el empleo, a fin de que ya no se aplique nuevamente. 

 
V. Solicitar a las personas que contraten para prestar servicios subordinados, les 

proporcionen los datos necesarios a fin de inscribirlas en el Registro Federal de 
Contribuyentes, o bien cuando ya hubieran sido inscritas con anterioridad, les 
proporcionen su clave del citado registro. 

 
VI. Proporcionar a más tardar el 15 de febrero de cada año, a las personas a 

quienes les hubieran prestado servicios personales subordinados, constancia y el 
comprobante fiscal del monto total de los viáticos pagados en el año de 
calendario de que se trate, por los que se aplicó lo dispuesto en el artículo 93, 
fracción XVII de esta Ley. 
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VII. Presentar, ante las oficinas autorizadas a más tardar el 15 de febrero de cada 
año, declaración proporcionando información sobre las personas que hayan 
ejercido la opción a que se refiere la fracción VII del artículo 94 de esta Ley, en 
el año de calendario anterior, conforme a las reglas generales que al efecto 
expida el Servicio de Administración Tributaria. 

 
Quedan exceptuados de las obligaciones señaladas en este artículo, los organismos 
internacionales cuando así lo establezcan los tratados o convenios respectivos, y los 
estados extranjeros. 
 

CAPÍTULO II 
DE LOS INGRESOS POR ACTIVIDADES EMPRESARIALES Y PROFESIONALES 

 
SECCIÓN I 

DE LAS PERSONAS FÍSICAS CON ACTIVIDADES EMPRESARIALES Y 
PROFESIONALES 

 
Artículo 100. Están obligadas al pago del impuesto establecido en esta Sección, las 
personas físicas que perciban ingresos derivados de la realización de actividades 
empresariales o de la prestación de servicios profesionales. 
 
Las personas físicas residentes en el extranjero que tengan uno o varios 
establecimientos permanentes en el país, pagarán el impuesto sobre la renta en los 
términos de esta Sección por los ingresos atribuibles a los mismos, derivados de las 
actividades empresariales o de la prestación de servicios profesionales. 
 
Para los efectos de este Capítulo se consideran: 
 
I. Ingresos por actividades empresariales, los provenientes de la realización de 

actividades comerciales, industriales, agrícolas, ganaderas, de pesca o silvícolas. 
 
II. Ingresos por la prestación de un servicio profesional, las remuneraciones que 

deriven de un servicio personal independiente y cuyos ingresos no estén 
considerados en el Capítulo I de este Título. 

 
Se entiende que los ingresos los obtienen en su totalidad las personas que realicen la 
actividad empresarial o presten el servicio profesional. 
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Artículo 101. Para los efectos de esta Sección, se consideran ingresos acumulables 
por la realización de actividades empresariales o por la prestación de servicios 
profesionales, además de los señalados en el artículo anterior y en otros artículos de 
esta Ley, los siguientes: 
 
I. Tratándose de condonaciones, quitas o remisiones, de deudas relacionadas con 

la actividad empresarial o con el servicio profesional, así como de las deudas 
antes citadas que se dejen de pagar por prescripción de la acción del acreedor, 
la diferencia que resulte de restar del principal actualizado por inflación, el 
monto de la quita, condonación o remisión, al momento de su liquidación o 
reestructuración, siempre y cuando la liquidación total sea menor al principal 
actualizado y se trate de quitas, condonaciones o remisiones otorgadas por 
instituciones del sistema financiero. 

 
En el caso de condonaciones, quitas o remisiones de deudas otorgadas por 
personas distintas a instituciones del sistema financiero, se acumulará el monto 
total en dichas condonaciones, quitas o remisiones. 

 
Los contribuyentes sujetos a un procedimiento de concurso, podrán disminuir el 
monto de las deudas perdonadas conforme al convenio suscrito con sus 
acreedores reconocidos, en los términos establecidos en la Ley de Concursos 
Mercantiles, de las pérdidas pendientes de disminuir que tengan en el ejercicio 
en el que dichos acreedores les perdonen las deudas citadas. Cuando el monto 
de las deudas perdonadas sea mayor a las pérdidas fiscales pendientes de 
disminuir, la diferencia que resulte no se considerará como ingreso acumulable. 

 
II. Los provenientes de la enajenación de cuentas y documentos por cobrar y de 

títulos de crédito distintos de las acciones, relacionados con las actividades a 
que se refiere este Capítulo. 

 
III. Las cantidades que se recuperen por seguros, fianzas o responsabilidades a 

cargo de terceros, tratándose de pérdidas de bienes del contribuyente afectos a 
la actividad empresarial o al servicio profesional. 

 
IV. Las cantidades que se perciban para efectuar gastos por cuenta de terceros, 

salvo que dichos gastos sean respaldados con comprobantes fiscales expedidos 
a nombre de aquél por cuenta de quien se efectúa el gasto. 

 
V. Los derivados de la enajenación de obras de arte hechas por el contribuyente. 
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VI. Los obtenidos por agentes de instituciones de crédito, de seguros, de fianzas o 

de valores, por promotores de valores o de administradoras de fondos para el 
retiro, por los servicios profesionales prestados a dichas instituciones. 

 
VII. Los obtenidos mediante la explotación de una patente aduanal. 

 
VIII. Los obtenidos por la explotación de obras escritas, fotografías o dibujos, en 

libros, periódicos, revistas o en las páginas electrónicas vía Internet, o bien, la 
reproducción en serie de grabaciones de obras musicales y en general cualquier 
otro que derive de la explotación de derechos de autor. 

 
IX. Los intereses cobrados derivados de la actividad empresarial o de la prestación 

de servicios profesionales, sin ajuste alguno. 
 

X. Las devoluciones que se efectúen o los descuentos o bonificaciones que se 
reciban, siempre que se hubiese efectuado la deducción correspondiente. 

 
XI. La ganancia derivada de la enajenación de activos afectos a la actividad. 
 
Los ingresos determinados presuntivamente por las autoridades fiscales, en los casos 
en que proceda conforme al Código Fiscal de la Federación, se considerarán ingresos 
acumulables en los términos de esta Sección, cuando en el ejercicio de que se trate el 
contribuyente perciba preponderantemente ingresos que correspondan a actividades 
empresariales o a la prestación de servicios profesionales. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, se considera que el contribuyente percibe 
ingresos preponderantemente por actividades empresariales o por prestación de 
servicios profesionales, cuando dichos ingresos representen en el ejercicio de que se 
trate o en el anterior, más del 50% de los ingresos acumulables del contribuyente. 
 
Las autoridades fiscales podrán determinar la utilidad de los establecimientos 
permanentes en el país de un residente en el extranjero, con base en las utilidades 
totales de dicho residente, considerando la proporción que los ingresos o los activos 
de los establecimientos en México representen del total de los ingresos o de activos, 
respectivamente. 
 
Artículo 102. Para los efectos de esta Sección, los ingresos se consideran 
acumulables en el momento en que sean efectivamente percibidos. 
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Los ingresos se consideran efectivamente percibidos cuando se reciban en efectivo, 
en bienes o en servicios, aun cuando aquéllos correspondan a anticipos, a depósitos 
o a cualquier otro concepto, sin importar el nombre con el que se les designe. 
Igualmente se considera percibido el ingreso cuando el contribuyente reciba títulos 
de crédito emitidos por una persona distinta de quien efectúa el pago. Cuando se 
perciban en cheque, se considerará percibido el ingreso en la fecha de cobro del 
mismo o cuando los contribuyentes transmitan los cheques a un tercero, excepto 
cuando dicha transmisión sea en procuración. También se entiende que es 
efectivamente percibido cuando el interés del acreedor queda satisfecho mediante 
cualquier forma de extinción de las obligaciones. 
 
Tratándose de los ingresos a que se refiere la fracción I del artículo 101 de esta Ley, 
éstos se considerarán efectivamente percibidos en la fecha en que se convenga la 
condonación, la quita o la remisión, o en la que se consume la prescripción. 
 
En el caso de enajenación de bienes que se exporten se deberá acumular el ingreso 
cuando efectivamente se perciba. En el caso de que no se perciba el ingreso dentro 
de los doce meses siguientes a aquél en el que se realice la exportación, se deberá 
acumular el ingreso una vez transcurrido dicho plazo. 
 
Artículo 103. Las personas físicas que obtengan ingresos por actividades 
empresariales o servicios profesionales, podrán efectuar las deducciones siguientes: 
 
I. Las devoluciones que se reciban o los descuentos o bonificaciones que se 

hagan, siempre que se hubiese acumulado el ingreso correspondiente. 
 

II. Las adquisiciones de mercancías, así como de materias primas, productos 
semiterminados o terminados, que utilicen para prestar servicios, para fabricar 
bienes o para enajenarlos. 

 
No serán deducibles conforme a esta fracción los activos fijos, los terrenos, las 
acciones, partes sociales, obligaciones y otros valores mobiliarios, los títulos 
valor que representen la propiedad de bienes, excepto certificados de depósito 
de bienes o mercancías, la moneda extranjera, las piezas de oro o de plata que 
hubieran tenido el carácter de moneda nacional o extranjera ni las piezas 
denominadas onzas troy. 
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En el caso de ingresos por enajenación de terrenos y de acciones, se estará a lo 
dispuesto en los artículos 19 y 22 de esta Ley, respectivamente. 

 
III. Los gastos. 

 
IV. Las inversiones. 

 
V. Los intereses pagados derivados de la actividad empresarial o servicio 

profesional, sin ajuste alguno, así como los que se generen por capitales 
tomados en préstamo siempre y cuando dichos capitales hayan sido invertidos 
en los fines de las actividades a que se refiere esta Sección y se obtenga el 
comprobante fiscal correspondiente. 

 
VI. Las cuotas a cargo de los patrones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro 

Social. 
 
VII. Los pagos efectuados por el impuesto local sobre los ingresos por actividades 

empresariales o servicios profesionales. 
 
Tratándose de personas físicas residentes en el extranjero que tengan uno o varios 
establecimientos permanentes en el país, podrán efectuar las deducciones que 
correspondan a las actividades del establecimiento permanente, ya sean las erogadas 
en México o en cualquier otra parte, aun cuando se prorrateen con algún 
establecimiento ubicado en el extranjero, aplicando al efecto lo dispuesto en el 
artículo 26 de esta Ley. 
 
Los contribuyentes a que se refiere esta Sección, considerarán los gastos e 
inversiones no deducibles del ejercicio, en los términos del artículo 28 de esta Ley. 
 
Artículo 104. Los contribuyentes a que se refiere esta Sección determinarán la 
deducción por inversiones aplicando lo dispuesto en la Sección II del Capítulo II del 
Título II de esta Ley. Para estos efectos, se consideran inversiones las señaladas en 
el artículo 32 de esta Ley. 
 
Para los efectos de este artículo, los por cientos de deducción se aplicarán sobre el 
monto original de la inversión, aun cuando ésta no se haya pagado en su totalidad en 
el ejercicio en que proceda su deducción. Cuando no se pueda separar el monto 
original de la inversión de los intereses que en su caso se paguen por el 
financiamiento, el por ciento que corresponda se aplicará sobre el monto total, en 
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cuyo caso, los intereses no podrán deducirse en los términos de la fracción V del 
artículo 103 de esta Ley.  
 
Artículo 105. Las deducciones autorizadas en esta Sección, además de cumplir con 
los requisitos establecidos en otras disposiciones fiscales, deberán reunir los 
siguientes: 
 
I. Que hayan sido efectivamente erogadas en el ejercicio de que se trate. Se 

consideran efectivamente erogadas cuando el pago haya sido realizado en 
efectivo, mediante traspasos de cuentas en instituciones de crédito o casas de 
bolsa, en servicios o en otros bienes que no sean títulos de crédito. Tratándose 
de pagos con cheque, se considerará efectivamente erogado en la fecha en la 
que el mismo haya sido cobrado o cuando los contribuyentes transmitan los 
cheques a un tercero, excepto cuando dicha transmisión sea en procuración. 
Igualmente, se consideran efectivamente erogadas cuando el contribuyente 
entregue títulos de crédito suscritos por una persona distinta. También se 
entiende que es efectivamente erogado cuando el interés del acreedor queda 
satisfecho mediante cualquier forma de extinción de las obligaciones. 

 
Cuando los pagos a que se refiere el párrafo anterior se efectúen con cheque, la 
deducción se efectuará en el ejercicio en que éste se cobre, siempre que entre 
la fecha consignada en el comprobante fiscal que se haya expedido y la fecha 
en que efectivamente se cobre dicho cheque no hayan transcurrido más de 
cuatro meses. 
 
Se presume que la suscripción de títulos de crédito, por el contribuyente, 
diversos al cheque, constituye garantía del pago del precio o de la 
contraprestación pactada por la actividad empresarial o por el servicio 
profesional. En estos casos, se entenderá recibido el pago cuando efectivamente 
se realice, o cuando los contribuyentes transmitan a un tercero los títulos de 
crédito, excepto cuando dicha transmisión sea en procuración. 
 
Tratándose de inversiones, éstas deberán deducirse en el ejercicio en el que se 
inicie su utilización o en el ejercicio siguiente, aun cuando en dicho ejercicio no 
se haya erogado en su totalidad el monto original de la inversión. 

 
II. Que sean estrictamente indispensables para la obtención de los ingresos por los 

que se está obligado al pago de este impuesto en los términos de esta Sección. 
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III. Que cuando esta Ley permita la deducción de inversiones se proceda en los 
términos del artículo 104 de esta Ley. Tratándose de contratos de 
arrendamiento financiero, además deberán cumplirse los requisitos del artículo 
38 de esta Ley. 

 
IV. Que se resten una sola vez, aun cuando estén relacionadas con la obtención de 

diversos ingresos. 
 
V. Que los pagos de primas por seguros o fianzas se hagan conforme a las leyes 

de la materia y correspondan a conceptos que esta Ley señala como deducibles 
o que en otras leyes se establezca la obligación de contratarlos y siempre que, 
tratándose de seguros, durante la vigencia de la póliza no se otorguen 
préstamos por parte de la aseguradora, a persona alguna, con garantía de las 
sumas aseguradas, de las primas pagadas o de las reservas matemáticas. 

 
VI. Cuando el pago se realice a plazos, la deducción procederá por el monto de las 

parcialidades efectivamente pagadas en el mes o en el ejercicio que 
corresponda, excepto tratándose de las deducciones a que se refiere el artículo 
104 de esta Ley. 

 
VII. Que tratándose de las inversiones no se les dé efectos fiscales a su revaluación. 
 
VIII. Que al realizar las operaciones correspondientes o a más tardar el último día 

del ejercicio, se reúnan los requisitos que para cada deducción en particular 
establece esta Ley. Tratándose únicamente de los comprobantes fiscales a que 
se refiere el primer párrafo de la fracción III del artículo 27 de esta Ley, estos 
se obtenga a más tardar el día en que el contribuyente deba presentar su 
declaración del ejercicio y la fecha de expedición de dicho comprobante fiscal 
deberá corresponder al ejercicio en el que se efectúa la deducción. 

 
Para los efectos de esta sección, se estará a lo dispuesto en el artículo 27, fracciones 
III, IV, V, VI, X, XI, XIII, XIV, XVII, XVIII, XIX y XXI de esta Ley. 
 
Artículo 106. Los contribuyentes a que se refiere esta Sección, efectuarán pagos 
provisionales mensuales a cuenta del impuesto del ejercicio, a más tardar el día 17 
del mes inmediato posterior a aquél al que corresponda el pago, mediante 
declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas. El pago provisional se 
determinará restando de la totalidad de los ingresos a que se refiere esta Sección 
obtenidos en el periodo comprendido desde el inicio del ejercicio y hasta el último día 
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del mes al que corresponde el pago, las deducciones autorizadas en esta Sección 
correspondientes al mismo periodo y la participación de los trabajadores en las 
utilidades de las empresas pagada en el ejercicio, en los términos del artículo 123 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en su caso, las pérdidas 
fiscales ocurridas en ejercicios anteriores que no se hubieran disminuido. 
 
Al resultado que se obtenga conforme al párrafo anterior, se le aplicará la tarifa que 
se determine de acuerdo a lo siguiente: 
 
Se tomará como base la tarifa del artículo 96 de esta Ley, sumando las cantidades 
correspondientes a las columnas relativas al límite inferior, límite superior y cuota fija, 
que en los términos de dicho artículo resulten para cada uno de los meses del 
periodo a que se refiere el pago provisional de que se trate, y que correspondan al 
mismo renglón identificado por el mismo por ciento para aplicarse sobre el excedente 
del límite inferior. Las autoridades fiscales realizarán las operaciones aritméticas 
previstas en este párrafo para calcular la tarifa aplicable y la publicará en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Contra el pago provisional determinado conforme a este artículo, se acreditarán los 
pagos provisionales del mismo ejercicio efectuados con anterioridad. 
 
Cuando los contribuyentes presten servicios profesionales a las personas morales, 
éstas deberán retener, como pago provisional, el monto que resulte de aplicar la tasa 
del 10% sobre el monto de los pagos que les efectúen, sin deducción alguna, 
debiendo proporcionar a los contribuyentes comprobante fiscal y constancia de la 
retención las cuales deberán enterarse, en su caso, conjuntamente con las señaladas 
en el artículo 96 de esta Ley. El impuesto retenido en los términos de este párrafo 
será acreditable contra el impuesto a pagar que resulte en los pagos provisionales de 
conformidad con este artículo. 
 
Artículo 107. Quienes en el ejercicio obtengan en forma esporádica ingresos 
derivados de la prestación de servicios profesionales y no obtengan otros ingresos 
gravados conforme a este Capítulo, cubrirán, como pago provisional a cuenta del 
impuesto anual, el monto que resulte de aplicar la tasa del 20% sobre los ingresos 
percibidos, sin deducción alguna. El pago provisional se hará mediante declaración 
que presentarán ante las oficinas autorizadas dentro de los 15 días siguientes a la 
obtención del ingreso. Estos contribuyentes quedarán relevados de la obligación de 
llevar libros y registros, así como de presentar declaraciones provisionales distintas de 
las antes señaladas. 
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Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior, deberán presentar declaración 
anual en los términos del artículo 152 de esta Ley y podrán deducir únicamente los 
gastos directamente relacionados con la prestación del servicio profesional. 
 
Artículo 108. Cuando se realicen actividades empresariales a través de una 
copropiedad, el representante común designado determinará, en los términos de esta 
Sección, la utilidad fiscal o la pérdida fiscal, de dichas actividades y cumplirá por 
cuenta de la totalidad de los copropietarios las obligaciones señaladas en esta Ley, 
incluso la de efectuar pagos provisionales. Para los efectos del impuesto del ejercicio, 
los copropietarios considerarán la utilidad fiscal o la pérdida fiscal que se determine 
conforme al artículo 109 de esta Ley, en la parte proporcional que de la misma les 
corresponda y acreditarán, en esa misma proporción, el monto de los pagos 
provisionales efectuados por dicho representante. 
 
Artículo 109. Los contribuyentes a que se refiere esta Sección, deberán calcular el 
impuesto del ejercicio a su cargo en los términos del artículo 152 de esta Ley. Para 
estos efectos, la utilidad fiscal del ejercicio se determinará disminuyendo de la 
totalidad de los ingresos acumulables obtenidos por las actividades empresariales o 
por la prestación de servicios profesionales, las deducciones autorizadas en esta 
Sección, ambos correspondientes al ejercicio de que se trate. A la utilidad fiscal así 
determinada, se le disminuirá la participación de los trabajadores en las utilidades de 
las empresas pagada en el ejercicio, en los términos del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en su caso, las pérdidas 
fiscales determinadas conforme a este artículo, pendientes de aplicar de ejercicios 
anteriores; el resultado será la utilidad gravable. 
 
La pérdida fiscal se obtendrá cuando los ingresos a que se refiere esta Sección 
obtenidos en el ejercicio sean menores a las deducciones autorizadas en el mismo. Al 
resultado obtenido se le adicionará la participación de los trabajadores en las 
utilidades pagada en el ejercicio a que se refiere el párrafo anterior. En este caso se 
estará a lo siguiente: 
 
I. La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio podrá disminuirse de la utilidad fiscal 

determinada en los términos de esta Sección, de los diez ejercicios siguientes, 
hasta agotarla. 

 
Para los efectos de esta fracción, el monto de la pérdida fiscal ocurrida en un 
ejercicio, se actualizará multiplicándola por el factor de actualización 
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correspondiente al periodo comprendido desde el primer mes de la segunda 
mitad del ejercicio en el que ocurrió y hasta el último mes del mismo ejercicio. 
La parte de la pérdida fiscal de ejercicios anteriores ya actualizada pendiente de 
aplicar contra utilidades fiscales se actualizará multiplicándola por el factor de 
actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes en el que se 
actualizó por última vez y hasta el último mes de la primera mitad del ejercicio 
en el que se aplicará. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, cuando sea impar el número de meses del 
ejercicio en que ocurrió la pérdida fiscal, se considerará como primer mes de la 
segunda mitad, el mes inmediato posterior al que corresponda la mitad del 
ejercicio. 
 

Cuando el contribuyente no disminuya en un ejercicio la pérdida fiscal ocurrida 
en ejercicios anteriores, pudiéndolo haber hecho conforme a este artículo, 
perderá el derecho a hacerlo posteriormente hasta por la cantidad en que pudo 
haberlo efectuado. 

 
II. El derecho de disminuir pérdidas fiscales es personal del contribuyente que las 

sufre y no podrá ser transmitido por acto entre vivos ni como consecuencia de 
la enajenación del negocio. En el caso de realizarse actividades empresariales, 
sólo por causa de muerte podrá transmitirse el derecho a los herederos o 
legatarios, que continúen realizando las actividades empresariales de las que 
derivó la pérdida. 

 
Las pérdidas fiscales que obtengan los contribuyentes por la realización de las 
actividades a que se refiere esta Sección, sólo podrán ser disminuidas de la utilidad 
fiscal derivada de las propias actividades a que se refiere la misma. 
 
Para los efectos de esta Sección, para la participación de los trabajadores en las 
utilidades de las empresas, la renta gravable a que se refieren los artículos 123, 
fracción IX, inciso e) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 120 
y 127, fracción III de la Ley Federal del Trabajo, será la utilidad fiscal que resulte de 
conformidad con este artículo. 
 
Para la determinación de la renta gravable en materia de participación de los 
trabajadores en las utilidades de las empresas, los contribuyentes deberán disminuir 
de los ingresos acumulables las cantidades que no hubiesen sido deducibles en los 
términos de la fracción XXX del artículo 28 de esta Ley. 
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En el caso de que el contribuyente obtenga ingresos por actividades empresariales y 
servicios profesionales en el mismo ejercicio, deberá determinar la renta gravable que 
en términos de esta Sección corresponda a cada una de las actividades en lo 
individual; para estos efectos, se aplicará la misma proporción que se determine en 
los términos del artículo anterior. 
 
Artículo 110. Los contribuyentes personas físicas sujetos al régimen establecido en 
esta Sección, además de las obligaciones establecidas en otros artículos de esta Ley y 
en las demás disposiciones fiscales, tendrán las siguientes: 
 
I. Solicitar su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 

 
II. Llevar contabilidad de conformidad con el Código Fiscal de la Federación y su 

Reglamento, tratándose de personas físicas cuyos ingresos del ejercicio de que 
se trate no excedan de dos millones de pesos, llevarán su contabilidad y 
expedirán sus comprobantes en los términos de las fracciones III y IV del 
artículo 112 de esta Ley.  

 
Los contribuyentes residentes en el país que tengan establecimientos en el 
extranjero, para los efectos del cumplimiento de las obligaciones a que se 
refiere esta fracción, la III y la V de este artículo, respecto de dichos 
establecimientos, podrán hacerlo de acuerdo con lo previsto en el artículo 76 de 
esta Ley. 

 
III. Expedir comprobantes fiscales que acrediten los ingresos que perciban.  
 
IV. Conservar la contabilidad y los comprobantes de los asientos respectivos, así 

como aquéllos necesarios para acreditar que se ha cumplido con las 
obligaciones fiscales, de conformidad con lo previsto por el Código Fiscal de la 
Federación. 

 
V. Los contribuyentes que lleven a cabo actividades empresariales deberán 

formular un estado de posición financiera y levantar inventario de existencias al 
31 de diciembre de cada año, de acuerdo con las disposiciones reglamentarias 
respectivas. 
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Cuando el contribuyente inicie o deje de realizar actividades empresariales, 
deberá formular estado de posición financiera referido a cada uno de los 
momentos mencionados. 

 
VI. En la declaración anual que se presente determinarán la utilidad fiscal y el 

monto que corresponda a la participación de los trabajadores en las utilidades 
de la empresa. 
 
Tratándose de las declaraciones a que se refiere la fracción VII de este artículo, 
la información deberá proporcionarse a través de medios electrónicos en la 
dirección de correo electrónico que al efecto señale el Servicio de Administración 
Tributaria mediante reglas de carácter general. 

 
VII. Presentar y mantener a disposición de las autoridades fiscales la información a 

que se refieren las fracciones VI y XV del artículo 76 de esta Ley. 
 
VIII. Expedir constancias y comprobantes fiscales en los que asienten el monto de 

los pagos efectuados que constituyan ingresos de fuente de riqueza ubicada en 
México de acuerdo con lo previsto por el Título V de esta Ley o de los pagos 
efectuados a los establecimientos en el extranjero de instituciones de crédito del 
país, en los términos del artículo 48 de la misma y, en su caso, el impuesto 
retenido al residente en el extranjero o a las citadas instituciones de crédito. 
 

IX. Los contribuyentes que hagan pagos por los conceptos a que se refiere el 
Capítulo I de este Título, deberán cumplir con las obligaciones que se 
establecen en el mismo. 

 
X. Presentar, conjuntamente con la declaración del ejercicio, la información a que 

se refiere la fracción X del artículo 76 de esta Ley. 
 
XI. Obtener y conservar la documentación a que se refiere el artículo 76, fracción IX 

de esta Ley. Lo previsto en esta fracción no se aplicará tratándose de 
contribuyentes cuyos ingresos en el ejercicio inmediato anterior no hayan 
excedido de $13’000,000.00, excepto aquéllos que se encuentren en el supuesto 
a que se refiere el penúltimo párrafo del artículo 179 de esta Ley. El ejercicio de 
las facultades de comprobación respecto de esta obligación solamente se podrá 
realizar por ejercicios terminados. 

 
SECCIÓN II 
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RÉGIMEN DE INCORPORACIÓN FISCAL 
 
Artículo 111. Los contribuyentes personas físicas que realicen únicamente 
actividades empresariales, que enajenen bienes o presten servicios por los que no se 
requiera para su realización título profesional, podrán optar por pagar el impuesto 
sobre la renta en los términos establecidos en esta Sección, siempre que los ingresos 
propios de su actividad empresarial obtenidos en el ejercicio inmediato anterior, no 
hubieran excedido de la cantidad de dos millones de pesos. 
 
Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior que inicien actividades, podrán 
optar por pagar el impuesto conforme a lo establecido en este artículo, cuando 
estimen que sus ingresos del ejercicio no excederán del límite a que se refiere el 
mismo. Cuando en el ejercicio citado realicen operaciones por un periodo menor de 
doce meses, para determinar el monto a que se refiere el párrafo anterior, dividirán 
los ingresos manifestados entre el número de días que comprende el periodo y el 
resultado se multiplicará por 365 días; si la cantidad obtenida excede del importe del 
monto citado, en el ejercicio siguiente no se podrá tributar conforme a esta Sección. 
 
También podrán aplicar la opción establecida en este artículo, las personas físicas que 
realicen actividades empresariales mediante copropiedad, siempre que la suma de los 
ingresos de todos los copropietarios por las actividades empresariales que realicen a 
través de la copropiedad, sin deducción alguna, no excedan en el ejercicio inmediato 
anterior de la cantidad establecida en el primer párrafo de este artículo y que el 
ingreso que en lo individual le corresponda a cada copropietario por dicha 
copropiedad, sin deducción alguna, adicionado de los ingresos derivados de ventas 
de activos fijos propios de su actividad empresarial del mismo copropietario, en el 
ejercicio inmediato anterior, no hubieran excedido del límite a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo. 
 
No podrán pagar el impuesto en los términos de esta Sección: 
 
I. Los socios, accionistas o integrantes de personas morales o cuando sean partes 

relacionadas en los términos del artículo 90 de esta Ley, o cuando exista 
vinculación en términos del citado artículo con personas que hubieran tributado 
en los términos de esta Sección. 

 
II. Los contribuyentes que realicen actividades relacionadas con bienes raíces, 

capitales inmobiliarios, negocios inmobiliarios o actividades financieras, salvo 
tratándose de aquéllos que únicamente obtengan ingresos por la realización de 
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actos de promoción o demostración personalizada a clientes personas físicas 
para la compra venta de casas habitación o vivienda, y dichos clientes también 
sean personas físicas que no realicen actos de construcción, desarrollo, 
remodelación, mejora o venta de las casas habitación o vivienda. 

 
III. Las personas físicas que obtengan ingresos a que se refiere este Capítulo por 

concepto de comisión, mediación, agencia, representación, correduría, 
consignación y distribución, salvo tratándose de aquellas personas que perciban 
ingresos por conceptos de mediación o comisión y estos no excedan del 30% de 
sus ingresos totales. Las retenciones que las personas morales les realicen por 
la prestación de este servicio, se consideran pagos definitivos para esta Sección. 

 
IV. Las personas físicas que obtengan ingresos a que se refiere este Capítulo por 

concepto de espectáculos públicos y franquiciatarios. 
 
V. Los contribuyentes que realicen actividades a través de fideicomisos o 

asociación en participación. 
 
Los contribuyentes a que se refiere este artículo, calcularán y enterarán el impuesto 
en forma bimestral, el cual tendrá el carácter de pago definitivo, a más tardar el día 
17 de los meses de marzo, mayo, julio, septiembre, noviembre y enero del año 
siguiente, mediante declaración que presentarán a través de los sistemas que 
disponga el Servicio de Administración Tributaria en su página de Internet. Para estos 
efectos, la utilidad fiscal del bimestre de que se trate se determinará restando de la 
totalidad de los ingresos a que se refiere este artículo obtenidos en dicho bimestre en 
efectivo, en bienes o en servicios, las deducciones autorizadas en la Ley que sean 
estrictamente indispensables para la obtención de los ingresos a que se refiere esta 
Sección, así como las erogaciones efectivamente realizadas en el mismo periodo para 
la adquisición de activos, gastos y cargos diferidos y la participación de los 
trabajadores en las utilidades de las empresas pagada en el ejercicio, en los términos 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Cuando los ingresos percibidos, sean inferiores a las deducciones del periodo que 
corresponda, los contribuyentes deberán considerar la diferencia que resulte entre 
ambos conceptos como deducibles en los periodos siguientes. 
 
Para los efectos de la participación de los trabajadores en las utilidades de las 
empresas, en términos de esta Sección, la renta gravable a que se refieren los 
artículos 123, fracción IX, inciso e) de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, 120 y 127, fracción III de la Ley Federal del Trabajo, será la utilidad fiscal 
que resulte de la suma de las utilidades fiscales obtenidas en cada bimestre del 
ejercicio. 
 
Para la determinación de la renta gravable en materia de participación de los 
trabajadores en las utilidades de las empresas, los contribuyentes deberán disminuir 
de los ingresos acumulables las cantidades que no hubiesen sido deducibles en los 
términos de la fracción XXX del artículo 28 de esta Ley. 
 
Para determinar el impuesto, los contribuyentes de esta Sección considerarán los 
ingresos cuando se cobren efectivamente y deducirán las erogaciones efectivamente 
realizadas en el ejercicio para la adquisición de activos fijos, gastos o cargos 
diferidos. 
 
A la utilidad fiscal que se obtenga conforme al quinto párrafo de este artículo, se le 
aplicará la siguiente: 
 

 
 

Límite	
  inferior	
   Límite	
  superior	
   Cuota	
  fija

Por	
  ciento	
  para	
  
aplicarse	
  sobre	
  el	
  
excedente	
  del	
  
límite	
  inferior

$ $ $ %
0.01 992.14 0.00 1.92                       

992.15 8,420.82 19.04 6.40                       
8,420.83 14,798.84 494.48 10.88                     

14,798.85 17,203.00 1,188.42 16.00                     
17,203.01 20,596.70 1,573.08 17.92                     
20,596.71 41,540.58 2,181.22 21.36                     
41,540.59 65,473.66 6,654.84 23.52                     
65,473.67 83,333.33 12,283.90 30.00                     
83,333.34 125,000.00 17,641.80 31.00                     

125,000.01 166,666.67 30,558.46 32.00                     
166,666.68 500,000.00 43,891.80 34.00                     
500,000.01 En	
  adelante 157,225.14 35.00                     

TARIFA	
  BIMESTRAL
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El impuesto que se determine se podrá disminuir conforme a los porcentajes y de 
acuerdo al número de años que tengan tributando en el régimen previsto en esta 
Sección, conforme a la siguiente: 
 

TABLA 
 

Reducción del impuesto sobre la renta a pagar en el Régimen de 
Incorporación 
 Año 

1 
Año 

2 
Año 

3 
Año 

4 
Año 

5 
Año 

6 
Por la presentación de 
información de ingresos, 
erogaciones y 
proveedores: 

100
% 90% 70% 

50
% 30% 10% 

 
Contra el impuesto reducido, no podrá deducirse crédito o rebaja alguno por 
concepto de exenciones o subsidios. 
 
Los contribuyentes que opten por aplicar lo dispuesto en esta Sección, sólo podrán 
permanecer en el régimen que prevé la misma, durante un máximo de 6 ejercicios 
fiscales consecutivos. Una vez concluido dicho periodo, deberán tributar conforme al 
régimen de personas físicas con actividades empresariales y profesionales a que se 
refiere la Sección I del Capítulo II del Título IV de la presente Ley. 
 
Artículo 112. Los contribuyentes sujetos al régimen previsto en esta Sección, 
tendrán las obligaciones siguientes: 
 
I. Solicitar su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 
 
II. Conservar comprobantes que reúnan requisitos fiscales, únicamente cuando no 

se haya emitido un comprobante fiscal por la operación. 
 
III. Registrar en los medios o sistemas electrónicos a que se refiere el artículo 28 

del Código Fiscal de la Federación, los ingresos, egresos, inversiones y 
deducciones del ejercicio correspondiente. 

 
IV. Entregar a sus clientes comprobantes fiscales. Para estos efectos los 

contribuyentes podrán expedir dichos comprobantes utilizando la herramienta 
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electrónica de servicio de generación gratuita de factura electrónica que se 
encuentra en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria. 

 
V. Efectuar el pago de las erogaciones relativas a sus compras e inversiones, cuyo 

importe sea superior a $2,000.00, mediante cheque, tarjeta de crédito, débito o 
de servicios. 
 
Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones 
a través de los medios establecidos en el párrafo anterior, cuando las mismas se 
efectúen en poblaciones o en zonas rurales que no cuenten con servicios 
financieros. 

 
VI. Presentar, a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquél al que 

corresponda el pago, declaraciones bimestrales en las que se determinará y 
pagará el impuesto conforme a lo dispuesto en esta Sección. Los pagos 
bimestrales a que se refiere esta fracción, tendrán el carácter de definitivos. 

 
VII. Tratándose de las erogaciones por concepto de salarios, los contribuyentes 

deberán efectuar las retenciones en los términos del Capítulo I del Título IV de 
esta Ley, conforme a las disposiciones previstas en la misma y en su 
Reglamento, y efectuar bimestralmente, los días 17 del mes inmediato posterior 
al término del bimestre, el entero por concepto del impuesto sobre la renta de 
sus trabajadores conjuntamente con la declaración bimestral que corresponda. 
Para el cálculo de la retención bimestral a que hace referencia esta fracción, 
deberá aplicarse la tarifa del artículo 111 de esta Ley. 

 
VIII. Pagar el impuesto sobre la renta en los términos de esta Sección, siempre que, 

además de cumplir con los requisitos establecidos en ésta, presenten en forma 
bimestral ante el Servicio de Administración Tributaria, en la declaración a que 
hace referencia el párrafo quinto del artículo 111 de esta Ley, los datos de los 
ingresos obtenidos y las erogaciones realizadas, incluyendo las inversiones, así 
como la información de las operaciones con sus proveedores en el bimestre 
inmediato anterior. 
 
Cuando no se presente en el plazo establecido la declaración a que se refiere el 
párrafo anterior dos veces en forma consecutiva o en cinco ocasiones durante 
los 6 años que establece el artículo 111 de esta Ley, el contribuyente dejará de 
tributar en los términos de esta Sección y deberá tributar en los términos del 
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régimen general que regula el Título IV de esta Ley, según corresponda, a partir 
del mes siguiente a aquél en que debió presentar la información. 

 
Los contribuyentes que habiendo pagado el impuesto conforme a lo previsto en esta 
Sección, cambien de opción, deberán, a partir de la fecha del cambio, cumplir con las 
obligaciones previstas en el régimen correspondiente. 
 
Cuando los ingresos propios de la actividad empresarial obtenidos por el 
contribuyente en el periodo transcurrido desde el inicio del ejercicio y hasta el mes de 
que se trate, excedan de la cantidad señalada en el primer párrafo del artículo 111, o 
cuando se presente cualquiera de los supuesto a que se refiere el segundo párrafo de 
la fracción VIII de este artículo, el contribuyente dejará de tributar conforme a esta 
Sección y deberá realizarlo en los términos de la presente Ley en el régimen 
correspondiente, a partir del mes siguiente a aquél en que se excedió el monto citado 
o debió presentarse la declaración a que hace referencia el párrafo quinto del artículo 
111 de esta Ley, según sea el caso. 
 
Cuando los contribuyentes dejen de tributar conforme a esta Sección, en ningún caso 
podrán volver a tributar en los términos de la misma.  
 
Los contribuyentes que tributen en los términos de esta Sección, y que tengan su 
domicilio fiscal en poblaciones o en zonas rurales, sin servicios de Internet, podrán 
ser liberados de cumplir con la obligación de presentar declaraciones, y realizar el 
registro de sus operaciones a través de Internet o en medios electrónicos, siempre 
que cumplan con los requisitos que las autoridades fiscales señalen mediante reglas 
de carácter general. 
 
Artículo 113. Cuando los contribuyentes enajenen la totalidad de la negociación, 
activos, gastos y cargos diferidos, el adquirente no podrá tributar en esta Sección, 
debiendo hacerlo en el régimen que le corresponda conforme a esta Ley.  
 
El enajenante de la propiedad deberá acumular el ingreso por la enajenación de 
dichos bienes y pagar el impuesto en los términos del Capítulo IV del Título IV de 
esta Ley. 
 

CAPÍTULO III 
DE LOS INGRESOS POR ARRENDAMIENTO Y EN GENERAL POR OTORGAR 

EL USO O GOCE TEMPORAL DE BIENES INMUEBLES 
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Artículo 114. Se consideran ingresos por otorgar el uso o goce temporal de bienes 
inmuebles, los siguientes: 
 
I. Los provenientes del arrendamiento o subarrendamiento y en general por 

otorgar a título oneroso el uso o goce temporal de bienes inmuebles, en 
cualquier otra forma. 

 
II. Los rendimientos de certificados de participación inmobiliaria no amortizables. 
 
Para los efectos de este Capítulo, los ingresos en crédito se declararán y se calculará 
el impuesto que les corresponda hasta el año de calendario en el que sean cobrados. 
 
Artículo 115. Las personas que obtengan ingresos por los conceptos a que se 
refiere este Capítulo, podrán efectuar las siguientes deducciones: 
 
I. Los pagos efectuados por el impuesto predial correspondiente al año de 

calendario sobre dichos inmuebles, así como por las contribuciones locales de 
mejoras, de planificación o de cooperación para obras públicas que afecten a los 
mismos y, en su caso, el impuesto local pagado sobre los ingresos por otorgar 
el uso o goce temporal de bienes inmuebles. 

 
II. Los gastos de mantenimiento que no impliquen adiciones o mejoras al bien de 

que se trate y por consumo de agua, siempre que no los paguen quienes usen o 
gocen del inmueble. 

 
III. Los intereses reales pagados por préstamos utilizados para la compra, 

construcción o mejoras de los bienes inmuebles, siempre y cuando obtenga el 
comprobante fiscal correspondiente. Se considera interés real el monto en que 
dichos intereses excedan del ajuste anual por inflación. Para determinar el 
interés real se aplicará en lo conducente lo dispuesto en el artículo 134 de esta 
Ley. 

 
IV. Los salarios, comisiones y honorarios pagados, así como los impuestos, cuotas o 

contribuciones que conforme a esta Ley les corresponda cubrir sobre dichos 
salarios, efectivamente pagados. 

 
V. El importe de las primas de seguros que amparen los bienes respectivos. 
 
VI. Las inversiones en construcciones, incluyendo adiciones y mejoras. 
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Los contribuyentes que otorguen el uso o goce temporal de bienes inmuebles podrán 
optar por deducir el 35% de los ingresos a que se refiere este Capítulo, en 
substitución de las deducciones a que este artículo se refiere. Quienes ejercen esta 
opción podrán deducir, además, el monto de las erogaciones por concepto del 
impuesto predial de dichos inmuebles correspondiente al año de calendario o al 
periodo durante el cual se obtuvieron los ingresos en el ejercicio según corresponda. 
 
Tratándose de subarrendamiento sólo se deducirá el importe de las rentas que pague 
el arrendatario al arrendador. 
 
Cuando el contribuyente ocupe parte del bien inmueble del cual derive el ingreso por 
otorgar el uso o goce temporal del mismo u otorgue su uso o goce temporal de 
manera gratuita, no podrá deducir la parte de los gastos, así como tampoco el 
impuesto predial y los derechos de cooperación de obras públicas que correspondan 
proporcionalmente a la unidad por él ocupada o de la otorgada gratuitamente. En los 
casos de subarrendamiento, el subarrendador no podrá deducir la parte proporcional 
del importe de las rentas pagadas que correspondan a la unidad que ocupe o que 
otorgue gratuitamente. 
 
La parte proporcional a que se refiere el párrafo que antecede, se calculará 
considerando el número de metros cuadrados de construcción de la unidad por él 
ocupada u otorgada de manera gratuita en relación con el total de metros cuadrados 
de construcción del bien inmueble. 
 
Cuando el uso o goce temporal del bien de que se trate no se hubiese otorgado por 
todo el ejercicio, las deducciones a que se refieren las fracciones I a V de este 
artículo, se aplicarán únicamente cuando correspondan al periodo por el cual se 
otorgó el uso o goce temporal del bien inmueble o a los tres meses inmediatos 
anteriores al en que se otorgue dicho uso o goce. 
 
Artículo 116. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en este 
Capítulo por el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes inmuebles, 
efectuarán los pagos provisionales mensuales o trimestrales, a más tardar el día 17 
del mes inmediato posterior al que corresponda el pago, mediante declaración que 
presentarán ante las oficinas autorizadas. 
 
El pago provisional se determinará aplicando la tarifa que corresponda conforme a lo 
previsto en el tercer párrafo del artículo 106 de esta Ley, a la diferencia que resulte 
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de disminuir a los ingresos del mes o del trimestre, por el que se efectúa el pago, el 
monto de las deducciones a que se refiere el artículo 115 de la misma, 
correspondientes al mismo periodo. 
 
Los contribuyentes que únicamente obtengan ingresos de los señalados en este 
Capítulo, cuyo monto mensual no exceda de diez salarios mínimos generales vigentes 
en el Distrito Federal elevados al mes, podrán efectuar los pagos provisionales de 
forma trimestral. 
 
Tratándose de subarrendamiento, sólo se considerará la deducción por el importe de 
las rentas del mes o del trimestre que pague el subarrendador al arrendador. 
 
Cuando los ingresos a que se refiere este Capítulo se obtengan por pagos que 
efectúen las personas morales, éstas deberán retener como pago provisional el 
monto que resulte de aplicar la tasa del 10% sobre el monto de los mismos, sin 
deducción alguna, debiendo proporcionar a los contribuyentes constancias de la 
retención y comprobante fiscal; dichas retenciones deberán enterarse, en su caso, 
conjuntamente con las señaladas en el artículo 96 de esta Ley. El impuesto retenido 
en los términos de este párrafo podrá acreditarse contra el que resulte de 
conformidad con el segundo párrafo de este artículo. 
 
Artículo 117. En las operaciones de fideicomiso por las que se otorgue el uso o goce 
temporal de bienes inmuebles, se considera que los rendimientos son ingresos del 
fideicomitente aun cuando el fideicomisario sea una persona distinta, a excepción de 
los fideicomisos irrevocables en los cuales el fideicomitente no tenga derecho a 
readquirir del fiduciario el bien inmueble, en cuyo caso se considera que los 
rendimientos son ingresos del fideicomisario desde el momento en que el 
fideicomitente pierda el derecho a readquirir el bien inmueble. 
 
La institución fiduciaria efectuará pagos provisionales por cuenta de aquél a quien 
corresponda el rendimiento en los términos del párrafo anterior, durante los meses 
de mayo, septiembre y enero del siguiente año, mediante declaración que presentará 
ante las oficinas autorizadas. El pago provisional será el monto que resulte de aplicar 
la tasa del 10% sobre los ingresos del cuatrimestre anterior, sin deducción alguna. 
 
La institución fiduciaria proporcionará a más tardar el 31 de enero de cada año a 
quienes correspondan los rendimientos, el comprobante fiscal de dichos 
rendimientos; de los pagos provisionales efectuados y de las deducciones, 
correspondientes al año de calendario anterior. 
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Artículo 118. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en este 
Capítulo, además de efectuar los pagos de este impuesto, tendrán las siguientes 
obligaciones: 
 
I. Solicitar su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 
 
II. Llevar contabilidad de conformidad con el Código Fiscal de la Federación y su 

Reglamento. No quedan comprendidos en lo dispuesto en esta fracción quienes 
opten por la deducción del 35% a que se refiere el artículo 115 de esta Ley. 

 
III. Expedir comprobantes fiscales por las contraprestaciones recibidas. 
 
IV. Presentar declaraciones provisionales y anual en los términos de esta Ley. 
 
V. Informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos 

electrónicos, que señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas 
de carácter general, a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquel 
en el que se realice la operación, de las contraprestaciones recibidas en 
efectivo, en moneda nacional, así como en piezas de oro o de plata, cuyo monto 
sea superior a cien mil pesos. 
 
La información a que se refiere esta fracción estará a disposición de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en los términos del segundo párrafo 
del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación. 

 
Cuando los ingresos a que se refiere este Capítulo sean percibidos a través de 
operaciones de fideicomiso, será la institución fiduciaria quien lleve los libros, expida 
los comprobantes fiscales y efectúe los pagos provisionales. Las personas a las que 
correspondan los rendimientos deberán solicitar a la institución fiduciaria y el 
comprobante a que se refiere el último párrafo del artículo anterior, el que deberán 
acompañar a su declaración anual. 
 

CAPÍTULO IV 
DE LOS INGRESOS POR ENAJENACIÓN DE BIENES 

 
SECCIÓN I 

DEL RÉGIMEN GENERAL 
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Artículo 119. Se consideran ingresos por enajenación de bienes, los que deriven de 
los casos previstos en el Código Fiscal de la Federación. 
 
En los casos de permuta se considerará que hay dos enajenaciones. 
 
Se considerará como ingreso el monto de la contraprestación obtenida, inclusive en 
crédito, con motivo de la enajenación; cuando por la naturaleza de la transmisión no 
haya contraprestación, se atenderá al valor de avalúo practicado por persona 
autorizada por las autoridades fiscales.  
 
No se considerarán ingresos por enajenación, los que deriven de la transmisión de 
propiedad de bienes por causa de muerte, donación o fusión de sociedades ni los que 
deriven de la enajenación de bonos, de valores y de otros títulos de crédito, siempre 
que el ingreso por la enajenación se considere interés en los términos del artículo 8 
de esta Ley. 
 
Artículo 120. Las personas que obtengan ingresos por enajenación de bienes, 
podrán efectuar las deducciones a que se refiere el artículo 121 de esta Ley; con la 
ganancia así determinada se calculará el impuesto anual como sigue: 
 
I. La ganancia se dividirá entre el número de años transcurridos entre la fecha de 

adquisición y la de enajenación, sin exceder de 20 años. 
 
II. El resultado que se obtenga conforme a la fracción anterior, será la parte de la 

ganancia que se sumará a los demás ingresos acumulables del año de 
calendario de que se trate y se calculará, en los términos de este Título, el 
impuesto correspondiente a los ingresos acumulables. 

 
III. La parte de la ganancia no acumulable se multiplicará por la tasa de impuesto 

que se obtenga conforme al siguiente párrafo. El impuesto que resulte se 
sumará al calculado conforme a la fracción que antecede. 
 
El contribuyente podrá optar por calcular la tasa a que se refiere el párrafo que 
antecede, conforme a lo dispuesto en cualquiera de los dos incisos siguientes: 
 
a) Se aplicará la tarifa que resulte conforme al artículo 152 de esta Ley a la 

totalidad de los ingresos acumulables obtenidos en el año en que se 
realizó la enajenación, disminuidos por las deducciones autorizadas por la 
propia Ley, excepto las establecidas en las fracciones I, II y III del artículo 
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151 de la misma. El resultado así obtenido se dividirá entre la cantidad a la 
que se le aplicó la tarifa y el cociente será la tasa. 

 
b) La tasa promedio que resulte de sumar las tasas calculadas conforme a lo 

previsto en el inciso anterior para los últimos cinco ejercicios, incluido 
aquél en el que se realizó la enajenación, dividida entre cinco. 

 
Cuando el contribuyente no hubiera obtenido ingresos acumulables en los cuatro 
ejercicios previos a aquél en que se realice la enajenación, podrá determinar la tasa 
promedio a que se refiere el párrafo anterior con el impuesto que hubiese tenido que 
pagar de haber acumulado en cada ejercicio la parte de la ganancia por la 
enajenación de bienes a que se refiere la fracción I de este artículo. 
 
Cuando el pago se reciba en parcialidades el impuesto que corresponda a la parte de 
la ganancia no acumulable se podrá pagar en los años de calendario en los que 
efectivamente se reciba el ingreso, siempre que el plazo para obtenerlo sea mayor a 
18 meses y se garantice el interés fiscal. Para determinar el monto del impuesto a 
enterar en cada año de calendario, se dividirá el impuesto calculado conforme a la 
fracción III de este artículo, entre el ingreso total de la enajenación y el cociente se 
multiplicará por los ingresos efectivamente recibidos en cada año de calendario. La 
cantidad resultante será el monto del impuesto a enterar por este concepto en la 
declaración anual.  
 
Artículo 121. Las personas físicas que obtengan ingresos por la enajenación de 
bienes podrán efectuar las siguientes deducciones: 
 
I. El costo comprobado de adquisición que se actualizará en los términos del 

artículo 124 de esta Ley. En el caso de bienes inmuebles, el costo actualizado 
será cuando menos 10% del monto de la enajenación de que se trate. 

 
II. El importe de las inversiones hechas en construcciones, mejoras y ampliaciones, 

cuando se enajenen bienes inmuebles o certificados de participación inmobiliaria 
no amortizables. Estas inversiones no incluyen los gastos de conservación. El 
importe se actualizará en los términos del artículo 124 de esta Ley. 

 
III. Los gastos notariales, impuestos y derechos, por escrituras de adquisición y de 

enajenación, así como el impuesto local por los ingresos por enajenación de 
bienes inmuebles, pagados por el enajenante. Serán deducibles los pagos 
efectuados con motivo del avalúo de bienes inmuebles. 
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IV. Las comisiones y mediaciones pagadas por el enajenante, con motivo de la 

adquisición o de la enajenación del bien. 
 
La diferencia entre el ingreso por enajenación y las deducciones a que se refiere este 
artículo, será la ganancia sobre la cual, siguiendo el procedimiento señalado en el 
artículo 120 de esta Ley, se calculará el impuesto. 
 
Las deducciones a que se refieren las fracciones III y IV de este artículo se 
actualizarán por el periodo comprendido desde el mes en el que se efectuó la 
erogación respectiva y hasta el mes inmediato anterior a aquél en el que se realice la 
enajenación. 
 
Cuando los contribuyentes efectúen las deducciones a que se refiere este artículo y 
sufran pérdidas en la enajenación de bienes inmuebles, acciones, certificados de 
aportación patrimonial emitidos por sociedades nacionales de crédito y partes 
sociales, podrán disminuir dichas pérdidas en el año de calendario de que se trate o 
en los tres siguientes, conforme a lo dispuesto en el artículo 122 de esta Ley, siempre 
que tratándose de acciones, de los certificados de aportación patrimonial referidos y 
de partes sociales, se cumpla con los requisitos que fije el Reglamento de esta Ley. 
La parte de la pérdida que no se deduzca en un ejercicio, excepto la que se sufra en 
enajenación de bienes inmuebles, se actualizará por el periodo comprendido desde el 
mes del cierre del ejercicio en el que se sufrió la pérdida o se actualizó por última vez 
y hasta el último mes del ejercicio inmediato anterior al ejercicio en el que se 
deduzca. 
 
Artículo 122. Los contribuyentes que sufran pérdidas en la enajenación de bienes 
inmuebles, acciones, partes sociales o certificados de aportación patrimonial emitidos 
por las sociedades nacionales de crédito, disminuirán dichas pérdidas conforme a lo 
siguiente: 
 
I. La pérdida se dividirá entre el número de años transcurridos entre la fecha de 

adquisición y la de enajenación del bien de que se trate; cuando el número de 
años transcurridos exceda de diez, solamente se considerarán diez años. El 
resultado que se obtenga será la parte de la pérdida que podrá disminuirse de 
los demás ingresos, excepto de los ingresos a que se refieren los Capítulos I y II 
de este Título, que el contribuyente deba acumular en la declaración anual de 
ese mismo año o en los siguientes tres años de calendario. 
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II. La parte de la pérdida no disminuida conforme a la fracción anterior se 
multiplicará por la tasa de impuesto que corresponda al contribuyente en el año 
de calendario en que se sufra la pérdida; cuando en la declaración de dicho año 
no resulte impuesto, se considerará la tasa correspondiente al año de calendario 
siguiente en que resulte impuesto, sin exceder de tres. El resultado que se 
obtenga conforme a esta fracción, podrá acreditarse en los años de calendario a 
que se refiere la fracción anterior, contra la cantidad que resulte de aplicar la 
tasa de impuesto correspondiente al año de que se trate al total de la ganancia 
por la enajenación de bienes que se obtenga en el mismo año. 

 
La tasa a que se refiere la fracción II de este artículo se calculará dividiendo el 
impuesto que hubiera correspondido al contribuyente en la declaración anual de que 
se trate, entre la cantidad a la cual se le aplicó la tarifa del artículo 152 de esta Ley 
para obtener dicho impuesto; el cociente así obtenido se multiplicará por cien y el 
producto se expresa en por ciento. 
 
Cuando el contribuyente en un año de calendario no deduzca la parte de la pérdida a 
que se refiere la fracción I anterior o no efectúe el acreditamiento a que se refiere la 
fracción II de este artículo, pudiéndolo haber hecho, perderá el derecho a hacerlo en 
años posteriores hasta por la cantidad en la que pudo haberlo hecho. 
 
Artículo 123. El costo de adquisición será igual a la contraprestación que se haya 
pagado para adquirir el bien, sin incluir los intereses ni las erogaciones a que se 
refiere el artículo anterior; cuando el bien se hubiese adquirido a título gratuito o por 
fusión o escisión de sociedades, se estará a lo dispuesto por el artículo 124 de esta 
Ley. 
 
Artículo 124. Para actualizar el costo comprobado de adquisición y, en su caso, el 
importe de las inversiones deducibles, tratándose de bienes inmuebles y de 
certificados de participación inmobiliaria no amortizables, se procederá como sigue: 
 
I. Se restará del costo comprobado de adquisición, la parte correspondiente al 

terreno y el resultado será el costo de construcción. Cuando no se pueda 
efectuar esta separación se considerará como costo del terreno el 20% del 
costo total. 

 
II. El costo de construcción deberá disminuirse a razón del 3% anual por cada año 

transcurrido entre la fecha de adquisición y la de enajenación; en ningún caso 
dicho costo será inferior al 20% del costo inicial. El costo resultante se 
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actualizará por el periodo comprendido desde el mes en el que se realizó la 
adquisición y hasta el mes inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la 
enajenación. Las mejoras o adaptaciones que implican inversiones deducibles 
deberán sujetarse al mismo tratamiento. 

 
Tratándose de bienes muebles distintos de títulos valor y partes sociales, el costo se 
disminuirá a razón del 10% anual, o del 20% tratándose de vehículos de transporte, 
por cada año transcurrido entre la fecha de adquisición y la de enajenación. El costo 
resultante se actualizará por el periodo comprendido desde el mes en el que se 
realizó la adquisición y hasta el mes inmediato anterior a aquél en el que se efectúe 
la enajenación. Cuando los años transcurridos sean más de 10, o de 5 en el caso de 
vehículos de transporte, se considerará que no hay costo de adquisición. 
 
El contribuyente podrá, siempre que cumpla con los requisitos que señale el 
Reglamento de esta Ley, no disminuir el costo de adquisición en función de los años 
transcurridos, tratándose de bienes muebles que no pierdan valor con el transcurso 
del tiempo y sin perjuicio de actualizar dicho costo en los términos del párrafo 
anterior. 
 
En el caso de terrenos el costo de adquisición se actualizará por el periodo 
comprendido desde el mes en el que se realizó la adquisición y hasta el mes 
inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la enajenación. 
 
Tratándose de acciones, el costo promedio por acción se calculará conforme a lo 
dispuesto por el artículo 22 de esta Ley; en el caso de enajenación de acciones de 
sociedades de inversión a que se refieren los artículos 87 y 88 del citado 
ordenamiento, se estará a lo dispuesto por dichos preceptos. 
 
Tratándose de bienes adquiridos por herencia, legado o donación, se considerará 
como costo de adquisición o como costo promedio por acción, según corresponda, el 
que haya pagado el autor de la sucesión o el donante, y como fecha de adquisición, 
la que hubiere correspondido a estos últimos. Cuando a su vez el autor de la sucesión 
o el donante hubieran adquirido dichos bienes a título gratuito, se aplicará la misma 
regla. Tratándose de la donación por la que se haya pagado el impuesto sobre la 
renta, se considerará como costo de adquisición o como costo promedio por acción, 
según corresponda, el valor de avalúo que haya servido para calcular dicho impuesto 
y como fecha de adquisición aquélla en que se pagó el impuesto mencionado. 
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En el caso de fusión o escisión de sociedades, se considerará como costo 
comprobado de adquisición de las acciones emitidas como consecuencia de la fusión 
o la escisión, según corresponda, el costo promedio por acción que en los términos 
del artículo 23 de esta Ley correspondió a las acciones de las sociedades fusionadas o 
escindente, al momento de la fusión o escisión. 
 
Artículo 125. Los contribuyentes podrán solicitar la práctica de un avalúo por 
corredor público titulado o institución de crédito, autorizados por las autoridades 
fiscales. Dichas autoridades estarán facultadas para practicar, ordenar o tomar en 
cuenta, el avalúo del bien objeto de enajenación y cuando el valor del avalúo exceda 
en más de un 10% de la contraprestación pactada por la enajenación, el total de la 
diferencia se considerará ingreso del adquirente en los términos del Capítulo V del 
Título IV de esta Ley; en cuyo caso, se incrementará su costo con el total de la 
diferencia citada. 
 
Tratándose de valores que sean de los que se coloquen entre el gran público 
inversionista, conforme a las reglas generales que al efecto expida el Servicio de 
Administración Tributaria, cuando se enajenen fuera de bolsa, las autoridades fiscales 
considerarán la cotización bursátil del último hecho del día de la enajenación, en vez 
del valor del avalúo. 
 
Artículo 126. Los contribuyentes que obtengan ingresos por la enajenación de 
bienes inmuebles, efectuarán pago provisional por cada operación, aplicando la tarifa 
que se determine conforme al siguiente párrafo a la cantidad que se obtenga de 
dividir la ganancia entre el número de años transcurridos entre la fecha de 
adquisición y la de enajenación, sin exceder de 20 años. El resultado que se obtenga 
conforme a este párrafo se multiplicará por el mismo número de años en que se 
dividió la ganancia, siendo el resultado el impuesto que corresponda al pago 
provisional. 
 
La tarifa aplicable para el cálculo de los pagos provisionales que se deban efectuar en 
los términos de este artículo, se determinará tomando como base la tarifa del artículo 
96 de esta Ley, sumando las cantidades correspondientes a las columnas relativas al 
límite inferior, límite superior y cuota fija, que en los términos de dicho artículo 
resulten para cada uno de los meses del año en que se efectúe la enajenación y que 
correspondan al mismo renglón identificado por el por ciento para aplicarse sobre el 
excedente del límite inferior. Tratándose de los meses del mismo año, posteriores a 
aquél en que se efectúe la enajenación, la tarifa mensual que se considerará para los 
efectos de este párrafo, será igual a la del mes en que se efectúe la enajenación. Las 
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autoridades fiscales mensualmente realizarán las operaciones aritméticas previstas en 
este párrafo para calcular la tarifa aplicable en dicho mes, la cual publicará en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
En operaciones consignadas en escrituras públicas, el pago provisional se hará 
mediante declaración que se presentará dentro de los quince días siguientes a aquél 
en que se firme la escritura o minuta. Los notarios, corredores, jueces y demás 
fedatarios, que por disposición legal tengan funciones notariales, calcularán el 
impuesto bajo su responsabilidad y lo enterarán en las oficinas autorizadas; así 
mismo deberán proporcionar al contribuyente que efectúe la operación 
correspondiente, conforme a las reglas de carácter general que emita el Servicio de 
Administración Tributaria, la información relativa a la determinación de dicho cálculo 
y deberá expedir comprobante fiscal, en el que conste la operación, así como el 
impuesto retenido que fue enterado. Dichos fedatarios, dentro los quince días 
siguientes a aquel en el que se firme la escritura o minuta, en el mes de febrero de 
cada año, deberán presentar ante las oficinas autorizadas, la información que al 
efecto establezca el Código Fiscal de la Federación respecto de las operaciones 
realizadas en el ejercicio inmediato anterior. 
 
Tratándose de la enajenación de otros bienes, el pago provisional será por el monto 
que resulte de aplicar la tasa del 20% sobre el monto total de la operación, y será 
retenido por el adquirente si éste es residente en el país o residente en el extranjero 
con establecimiento permanente en México, excepto en los casos en los que el 
enajenante manifieste por escrito al adquirente que efectuará un pago provisional 
menor y siempre que se cumpla con los requisitos que señale el Reglamento de esta 
Ley. En el caso de que el adquirente no sea residente en el país o sea residente en el 
extranjero sin establecimiento permanente en México, el enajenante enterará el 
impuesto correspondiente mediante declaración que presentará ante las oficinas 
autorizadas dentro de los quince días siguientes a la obtención del ingreso. 
Tratándose de la enajenación de acciones de las sociedades de inversión a que se 
refieren los artículos 87 y 88 de esta Ley, se estará a lo dispuesto en dicho precepto. 
En el caso de enajenación de acciones a través de Bolsa Mexicana de Valores 
concesionada en los términos de la Ley del Mercado de Valores, se estará a lo 
dispuesto en el artículo 56 de esta Ley. En todos los casos deberá expedirse 
comprobante fiscal en el que se especificará el monto total de la operación, así como 
el impuesto retenido y enterado. 
 
Cuando el adquirente efectúe la retención a que se refiere el párrafo anterior, 
expedirá comprobante fiscal al enajenante y constancia de la misma, y éste 
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acompañará una copia de dichos documentos al presentar su declaración anual. No 
se efectuará la retención ni el pago provisional a que se refiere el párrafo anterior, 
cuando se trate de bienes muebles diversos de títulos valor o de partes sociales y el 
monto de la operación sea menor a $227,400.00. 
 
Los contribuyentes que obtengan ingresos por la cesión de derechos de certificados 
de participación inmobiliaria no amortizables o de certificados de vivienda o de 
derechos de fideicomitente o fideicomisario, que recaigan sobre bienes inmuebles, 
deberán calcular y enterar el pago provisional de acuerdo con lo establecido en los 
dos primeros párrafos de este artículo. 
 
Las personas morales a que se refiere el Título III de esta Ley, a excepción de las 
mencionadas en el artículo 86 de la misma y de aquéllas autorizadas para percibir 
donativos deducibles en los términos de los artículos 27, fracción I y 151, fracción III, 
de la presente Ley, que enajenen bienes inmuebles, efectuarán pagos provisionales 
en los términos de este artículo, los cuales tendrán el carácter de pago definitivo. 
 
Artículo 127. Con independencia de lo dispuesto en el artículo 126 de esta Ley, los 
contribuyentes que enajenen terrenos, construcciones o terrenos y construcciones, 
efectuarán un pago por cada operación, aplicando la tasa del 5% sobre la ganancia 
obtenida en los términos de este Capítulo, el cual se enterará mediante declaración 
que presentarán ante las oficinas autorizadas de la entidad federativa en la cual se 
encuentre ubicado el inmueble de que se trate. 
 
El impuesto que se pague en los términos del párrafo anterior será acreditable contra 
el pago provisional que se efectúe por la misma operación en los términos del artículo 
126 de esta Ley. Cuando el pago a que se refiere este artículo exceda del pago 
provisional determinado conforme al citado precepto, únicamente se enterará el 
impuesto que resulte conforme al citado artículo 126 de esta Ley a la entidad 
federativa de que se trate. 
 
En el caso de operaciones consignadas en escrituras públicas, los notarios, 
corredores, jueces y demás fedatarios, que por disposición legal tengan funciones 
notariales, calcularán el pago a que se refiere este artículo bajo su responsabilidad y 
lo enterarán en las oficinas autorizadas a que se refiere el mismo en el mismo plazo 
señalado en el tercer párrafo del artículo 126 de esta Ley, y deberá expedir 
comprobante fiscal, en el que conste el monto de la operación, así como el impuesto 
retenido que fue enterado. 
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Los contribuyentes que ejerzan la opción a que se refiere el último párrafo del 
artículo 120 de esta Ley, aplicarán la tasa del 5% sobre la ganancia que se determine 
de conformidad con dicho párrafo en el ejercicio de que se trate, la cual se enterará 
mediante declaración que presentarán ante la entidad federativa en las mismas 
fechas de pago establecidas en el artículo 150 de esta Ley. 
 
El pago efectuado conforme a este artículo será acreditable contra el impuesto del 
ejercicio. 
 
Artículo 128. Los contribuyentes que obtengan ingresos por la enajenación de 
bienes, deberán informar a las autoridades fiscales, a través de los medios y formatos 
electrónicos, que señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de 
carácter general, a más tardar el día 17 del mes inmediato posterior a aquel en el 
que se realice la operación, de las contraprestaciones recibidas en efectivo en 
moneda nacional o extranjera, así como en piezas de oro o de plata, cuyo monto sea 
superior a cien mil pesos. Las referidas reglas de carácter general podrán establecer 
supuestos en los que no sea necesario presentar la información a que se refiere este 
artículo. 
 
La información a que se refiere este artículo estará a disposición de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, en los términos del segundo párrafo del artículo 69 del 
Código Fiscal de la Federación. 
 

SECCIÓN II 
DE LA ENAJENACIÓN DE ACCIONES EN BOLSA DE VALORES 

 
Artículo 129. Las personas físicas estarán obligadas a pagar el impuesto sobre la 
renta, cuyo pago se considerará como definitivo, aplicando la tasa del 10% a las 
ganancias obtenidas en el ejercicio derivadas de: 
 
I. La enajenación de acciones emitidas por sociedades mexicanas o de títulos que 

representen exclusivamente a dichas acciones, cuando su enajenación se realice 
en las bolsas de valores concesionadas o mercados de derivados reconocidos en 
los términos de la Ley del Mercado de Valores o de acciones emitidas por 
sociedades extranjeras cotizadas en dichas bolsas de valores o mercados de 
derivados.  

 
II. La enajenación de títulos que representen índices accionarios enajenados en las 

bolsas de valores o mercados de derivados a que se refiere la fracción anterior.  



328 
 

 
III. La enajenación de acciones emitidas por sociedades mexicanas o de títulos que 

representen exclusivamente a dichas acciones, siempre que la enajenación de 
las acciones o títulos citados se realice en bolsas de valores o mercados de 
derivados ubicados en mercados reconocidos a que se refiere la fracción II del 
artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación de países con los que México 
tenga en vigor un tratado para evitar la doble tributación. 

 
IV. Las operaciones financieras derivadas de capital referidas a acciones colocadas 

en bolsas de valores concesionadas conforme a la Ley del Mercado de Valores, 
así como por aquéllas referidas a índices accionarios que representen a las 
citadas acciones, siempre que se realicen en los mercados reconocidos a que se 
refieren las fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación. 

 
La ganancia o pérdida obtenida en el ejercicio se determinará, sumando o 
disminuyendo, según corresponda, las ganancias o pérdidas que deriven por la 
enajenación de acciones de cada sociedad emisora o de títulos que representen 
acciones o índices accionarios realizadas por el contribuyente o que obtengan en 
operaciones financieras derivadas, que efectúe a través de cada uno de los 
intermediarios del mercado de valores con los que opere o entidades financieras 
extranjeras con los que tenga un contrato de intermediación. 
 
Las ganancias o pérdidas derivadas de la enajenación de acciones y títulos a que se 
refieren las fracciones I a III anteriores se determinarán por cada sociedad emisora o 
títulos que representen dichos índices de la siguiente forma:  

 
a) Se disminuirá al precio de venta de las acciones o títulos, disminuido con las 

comisiones por concepto de intermediación pagadas por su enajenación, el 
costo promedio de adquisición, adicionado con las comisiones por concepto de 
intermediación pagadas por su adquisición, el cual se calculará dividiendo el 
monto efectivamente pagado, por la compra de acciones o títulos, entre el 
número de acciones o títulos efectivamente comprados. 

 
 Este costo promedio de adquisición se actualizará desde la fecha de adquisición 

hasta el mes inmediato anterior a la fecha en que se efectúe la venta de las 
acciones en las bolsas de valores o mercados de derivados reconocidos. 

 
 Cuando el costo de adquisición sea mayor al precio de venta, la diferencia será 

el monto de la pérdida en la operación de que se trate.  



329 
 

 
b) En el caso de operaciones de préstamos de acciones o títulos realizadas 

conforme a las disposiciones jurídicas que regulan el mercado de valores en las 
bolsas de valores concesionadas o mercados de derivados reconocidos, la 
ganancia del prestatario derivada de la enajenación en las bolsas de valores 
concesionadas o mercados de derivados reconocidos a un tercero de las 
acciones o títulos obtenidos en préstamo se determinará disminuyendo del 
precio de venta actualizado de las acciones o títulos, el costo comprobado de 
adquisición de las acciones de la misma emisora o los títulos que adquiera en 
las bolsas de valores concesionadas o mercados de derivados reconocidos 
durante la vigencia del contrato respectivo para liquidar la operación con el 
prestamista. Para estos efectos, se podrá incluir en el costo comprobado de 
adquisición, el costo de las acciones que, en su caso, adquiera el prestatario en 
virtud de capitalizaciones de utilidades u otras partidas del capital contable que 
la sociedad emisora hubiere decretado durante la vigencia del contrato. La 
cantidad equivalente a los dividendos que hubiere pagado la sociedad emisora 
por las acciones objeto del préstamo también podrá ser parte de dicho costo 
comprobado de adquisición cuando los dividendos sean cobrados por un tercero 
diferente del prestatario y este último los restituya al prestamista por concepto 
de derechos patrimoniales. Al precio de venta de las acciones o títulos se le 
podrá disminuir el monto de las comisiones cobradas por el intermediario por las 
operaciones de préstamo de las acciones o títulos, su enajenación, su 
adquisición y de liquidación del préstamo. 

 
 Cuando el prestatario no adquiera total o parcialmente las acciones o títulos que 

está obligado a entregar al prestamista dentro del plazo establecido en el 
contrato, la ganancia por la enajenación se determinará, por lo que respecta a 
las acciones o títulos no adquiridos, disminuyendo del precio de venta 
actualizado de las acciones o títulos, el precio de la cotización promedio en 
bolsa de valores o mercado de derivados de las acciones o títulos al último día 
en que, conforme al contrato celebrado, debió restituirlos al prestamista. 
También podrá disminuir de dicho precio de venta la cantidad equivalente a los 
dividendos que hubiere pagado la sociedad emisora por las acciones no 
adquiridas objeto del préstamo durante el periodo que hayan estado prestadas, 
cuando los dividendos sean cobrados por un tercero distinto del prestatario y 
este último los restituya al prestamista por concepto de derechos patrimoniales. 
Al precio de venta de las acciones o títulos se le podrá disminuir el monto de las 
comisiones cobradas por el intermediario por las operaciones de préstamo de 
las acciones o títulos, su enajenación y de liquidación del préstamo. 
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 El precio de venta de las acciones o títulos se actualizará desde la fecha en la 

que se efectuó la enajenación de dichas acciones o títulos recibidos en préstamo 
y hasta la fecha en la que el prestatario los adquiera o haya debido adquirirlos, 
según corresponda, para liquidar la operación de préstamo. 

 
 Cuando el costo comprobado de adquisición sea mayor al precio de venta, la 

diferencia será el monto de la pérdida en la operación de que se trate. 
 
 En el caso de que el prestatario no restituya al prestamista, en los plazos 

establecidos, las acciones o títulos que éste le hubiere entregado en préstamo, 
se considerará que dichas acciones o títulos han sido enajenados por el 
prestamista al prestatario en la fecha en que debieron ser restituidos. Para estos 
efectos, la ganancia del prestamista se determinará conforme al inciso a) de 
este párrafo, considerándose como precio de venta de las acciones o títulos 
objeto del contrato su precio de cotización promedio en bolsa de valores o 
mercado de derivados reconocido, al último día en que debieron ser adquiridos 
por el prestatario. Asimismo, se considerará que no tienen costo promedio de 
adquisición las acciones que obtenga el prestamista del prestatario en exceso de 
las que prestó al inicio del contrato, debido a la emisión de acciones por 
capitalización de utilidades u otras partidas integrantes del capital contable, que 
la sociedad emisora hubiere decretado durante la vigencia del contrato. 
 

 
En el caso de las operaciones financieras derivadas de capital referidas a acciones 
colocadas en bolsas de valores concesionadas conforme a la Ley del Mercado de 
Valores, así como por aquéllas referidas a índices accionarios que representen a las 
citadas acciones, siempre que se realicen en los mercados reconocidos a que se 
refieren las fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación, el 
resultado se determinará de conformidad con el artículo 20 de esta Ley. 
 
 
Las entidades financieras autorizadas conforme a la Ley del Mercado de Valores para 
actuar como intermediarios del mercado de valores que intervengan en las 
enajenaciones u operaciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo, 
deberán hacer el cálculo de la ganancia o pérdida del ejercicio. La información 
referente a dicho cálculo, deberá entregarse al contribuyente para efectos del pago 
del impuesto sobre la renta a que se refiere este artículo. En caso de que se genere 
una pérdida fiscal en el ejercicio, los intermediarios del mercado de valores deberán 
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emitir a las personas físicas enajenantes una constancia de dicha pérdida. Para 
efectos de la entrega de la información a que se refiere este párrafo, los 
intermediarios del mercado de valores deberán expedir las constancias 
correspondientes por contrato de intermediación, siempre que contengan de forma 
pormenorizada toda la información requerida para el cumplimiento de las 
obligaciones que establece este artículo. 
 
Cuando el contrato de intermediación bursátil celebrado entre el contribuyente y el 
intermediario del mercado de valores concluya antes de que finalice el ejercicio fiscal 
de que se trate, el intermediario deberá calcular la ganancia o pérdida generadas 
durante el periodo en que el contrato estuvo vigente en el ejercicio y entregar la 
información referida en el párrafo anterior. Cuando los contribuyentes cambien de 
intermediario del mercado de valores, estarán obligados a remitir al nuevo 
intermediario, toda la información relativa al contrato, incluyendo las enajenaciones u 
operaciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo que haya efectuado 
durante el ejercicio de que se trate. Los intermediarios del mercado de valores que 
realicen el traspaso de la cuenta de un contribuyente deberán entregar al 
intermediario del mercado de valores receptor la información del costo promedio de 
las acciones o títulos adquiridos por el contribuyente actualizado a la fecha en que se 
realice dicho traspaso. El intermediario del mercado de valores que reciba el traspaso 
de la cuenta considerará dicha información para el cálculo del costo promedio de 
adquisición de las acciones o títulos cuando se efectúe su enajenación. 
 
Los contribuyentes que realicen las enajenaciones u operaciones a que se refiere el 
primer párrafo de este artículo, a través de contratos de intermediación que tengan 
con entidades financieras extranjeras que no estén autorizados conforme a la Ley del 
Mercado de Valores, deberán calcular la ganancia o pérdida fiscales del ejercicio y, en 
su caso, el impuesto que corresponda, así como tener a disposición de la autoridad 
fiscal los estados de cuenta en los que se observe la información necesaria para el 
cálculo de las ganancias o pérdidas derivadas de las enajenaciones realizadas en cada 
uno de los meses del ejercicio de que se trate.  
 
En caso de que los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior sustituyan a 
una entidad financiera extranjera por un intermediario del mercado de valores, 
deberán remitir al nuevo intermediario contratado toda la información relativa a su 
contrato, incluyendo las enajenaciones u operaciones a que se refiere el primer 
párrafo de este artículo efectuadas por dichos contribuyentes, a fin de que dicho 
intermediario efectúe el cálculo de la ganancia o pérdida fiscal del ejercicio.  
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Cuando los contribuyentes generen pérdida en el ejercicio por las enajenaciones u 
operaciones a que se refiere esta Sección, podrán disminuir dicha pérdida únicamente 
contra el monto de la ganancia que en su caso obtenga el mismo contribuyente en el 
ejercicio o en los diez siguientes por las enajenaciones u operaciones a que se refiere 
el primer párrafo de este artículo. El monto a disminuir por las pérdidas a que se 
refiere este párrafo no podrá exceder el monto de dichas ganancias. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, las pérdidas se actualizarán por el periodo 
comprendido desde el mes en que ocurrieron y hasta el mes de cierre del mismo 
ejercicio. La parte de las pérdidas que no se disminuyan en un ejercicio se actualizará 
por el periodo comprendido desde el mes del cierre del ejercicio en el que se 
actualizó por última vez y hasta el último mes del ejercicio inmediato anterior a aquél 
en el que se disminuirá. 
 
Cuando el contribuyente no disminuya la pérdida fiscal durante un ejercicio pudiendo 
haberlo hecho conforme a este artículo, perderá el derecho a hacerlo en los ejercicios 
posteriores y hasta por la cantidad en la que pudo haberlo efectuado. 
 
Los contribuyentes deberán presentar declaración por las ganancias obtenidas 
conforme a esta Sección y efectuar, en su caso, el pago del impuesto 
correspondiente al ejercicio, la cual deberá entregarse de manera conjunta a la 
declaración anual a que se refiere el artículo 150 de esta Ley.  
 
El Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general podrá 
establecer mecanismos que faciliten el cálculo, pago y entero del impuesto a que se 
refiere este artículo. 
 
Las personas físicas que obtengan ganancias derivadas de la enajenación de acciones 
emitidas por sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro, cuando 
dicha enajenación se registre en bolsas de valores concesionadas en los términos de 
la Ley del Mercado de Valores, no pagarán el impuesto sobre la renta a que se refiere 
este artículo. 
 
Lo dispuesto en este artículo no será aplicable, por lo que se deberá pagar y enterar 
el impuesto conforme a las demás disposiciones aplicables a la enajenación de 
acciones previstas por este Título: 

 
1. A la enajenación de acciones o títulos que no se consideren colocados entre el 

gran público inversionista o a la celebración de operaciones a que se refieren las 
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fracciones I, II, III y IV del presente artículo, cuya adquisición no se haya 
realizado en mercados reconocidos a que se refieren las fracciones I y II del 
artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación. 

 
2. Cuando la persona o grupo de personas, que directa o indirectamente tengan 

10% o más de las acciones representativas del capital social de la sociedad 
emisora, a que se refiere el artículo 111 de la Ley del Mercado de Valores, en un 
periodo de veinticuatro meses, enajene el 10% o más de las acciones pagadas 
de la sociedad de que se trate, mediante una o varias operaciones simultáneas 
o sucesivas, incluyendo aquéllas que se realicen mediante operaciones 
financieras derivadas o de cualquier otra naturaleza análoga o similar. Tampoco 
será aplicable para la persona o grupo de personas que, teniendo el control de 
la emisora, lo enajenen mediante una o varias operaciones simultáneas o 
sucesivas en un periodo de veinticuatro meses, incluyendo aquéllas que se 
realicen mediante operaciones financieras derivadas o de cualquier otra 
naturaleza análoga o similar. Para los efectos de este párrafo se entenderá por 
control y grupo de personas, las definidas como tales en el artículo 2 de la Ley 
del Mercado de Valores. 

 
3. Cuando la enajenación de las acciones se realice fuera de las bolsas señaladas, 

las efectuadas en ellas como operaciones de registro o cruces protegidos o con 
cualquiera otra denominación que impidan que las personas que realicen las 
enajenaciones acepten ofertas más competitivas de las que reciban antes y 
durante el periodo en que se ofrezcan para su enajenación, aun y cuando la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores les hubiese dado el trato de 
operaciones concertadas en bolsa de conformidad con el artículo 179 de la Ley 
del Mercado de Valores. 

 
4. En los casos de fusión o de escisión de sociedades, por las acciones que se 

enajenen y que se hayan obtenido del canje efectuado de las acciones de las 
sociedades fusionadas o escindente si las acciones de estas últimas sociedades 
se encuentran en cualesquiera de los supuestos señalados en los dos numerales 
anteriores. 

 
 

CAPÍTULO V 
DE LOS INGRESOS POR ADQUISICIÓN DE BIENES 

 
Artículo 130. Se consideran ingresos por adquisición de bienes: 
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I. La donación. 
 
II. Los tesoros. 
 
III. La adquisición por prescripción. 
 
IV. Los supuestos señalados en los artículos 125, 160 y 161 de esta Ley. 
 
V. Las construcciones, instalaciones o mejoras permanentes en bienes inmuebles 

que, de conformidad con los contratos por los que se otorgó su uso o goce, 
queden a beneficio del propietario. El ingreso se entenderá que se obtiene al 
término del contrato y en el monto que a esa fecha tengan las inversiones 
conforme al avalúo que practique persona autorizada por las autoridades 
fiscales. 

 
Tratándose de las fracciones I a III de este artículo, el ingreso será igual al valor de 
avalúo practicado por persona autorizada por las autoridades fiscales. En el supuesto 
señalado en la fracción IV de este mismo artículo, se considerará ingreso el total de 
la diferencia mencionada en el artículo 125 de la presente Ley. 
 
Artículo 131. Las personas físicas que obtengan ingresos por adquisición de bienes, 
podrán efectuar, para el cálculo del impuesto anual, las siguientes deducciones: 
 
I. Las contribuciones locales y federales, con excepción del impuesto sobre la 

renta, así como los gastos notariales efectuados con motivo de la adquisición. 
 
II. Los demás gastos efectuados con motivo de juicios en los que se reconozca el 

derecho a adquirir. 
 
III. Los pagos efectuados con motivo del avalúo. 
 
IV. Las comisiones y mediaciones pagadas por el adquirente. 
 
Artículo 132. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en este 
Capítulo, cubrirán, como pago provisional a cuenta del impuesto anual, el monto que 
resulte de aplicar la tasa del 20% sobre el ingreso percibido, sin deducción alguna. El 
pago provisional se hará mediante declaración que presentarán ante las oficinas 
autorizadas dentro de los 15 días siguientes a la obtención del ingreso. Tratándose 
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del supuesto a que se refiere la fracción IV del artículo 130 de esta Ley, el plazo se 
contará a partir de la notificación que efectúen las autoridades fiscales. 
 
En operaciones consignadas en escritura pública en las que el valor del bien de que 
se trate se determine mediante avalúo, el pago provisional se hará mediante 
declaración que se presentará dentro de los quince días siguientes a la fecha en que 
se firme la escritura o minuta. Los notarios, corredores, jueces y demás fedatarios, 
que por disposición legal tengan funciones notariales, calcularán el impuesto bajo su 
responsabilidad y lo enterarán mediante la citada declaración en las oficinas 
autorizadas y deberán expedir comprobante fiscal, en el que conste el monto de la 
operación, así como el impuesto retenido que fue enterado. Dichos fedatarios, dentro 
de los quince días siguientes a aquél en que se firme la escritura o minuta a más 
tardar el día 15 de febrero de cada año, deberán presentar ante las oficinas 
autorizadas, la información que al efecto establezca el Código Fiscal de la Federación 
respecto de las operaciones realizadas en el ejercicio inmediato anterior. 
 

CAPÍTULO VI 
DE LOS INGRESOS POR INTERESES 

 
Artículo 133. Se consideran ingresos por intereses para los efectos de este Capítulo, 
los establecidos en el artículo 8 de esta Ley y los demás que conforme a la misma 
tengan el tratamiento de interés. 
 
Se dará el tratamiento de interés a los pagos efectuados por las instituciones de 
seguros a los asegurados o a sus beneficiarios, por los retiros parciales o totales que 
realicen dichas personas de las primas pagadas, o de los rendimientos de éstas, 
antes de que ocurra el riesgo o el evento amparado en la póliza, así como a los pagos 
que efectúen a los asegurados o a sus beneficiarios en el caso de seguros cuyo riesgo 
amparado sea la supervivencia del asegurado cuando en este último caso no se 
cumplan los requisitos de la fracción XXI del artículo 93 de esta Ley y siempre que la 
prima haya sido pagada directamente por el asegurado. En estos casos para 
determinar el impuesto se estará a lo siguiente: 
 
De la prima pagada se disminuirá la parte que corresponda a la cobertura del seguro 
de riesgo de fallecimiento y a otros accesorios que no generen valor de rescate y el 
resultado se considerará como aportación de inversión. De la suma del valor de 
rescate y de los dividendos a que tenga derecho el asegurado o sus beneficiarios se 
disminuirá la suma de las aportaciones de inversión actualizadas y la diferencia será 
el interés real acumulable. Las aportaciones de inversión se actualizarán por el 
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periodo comprendido desde el mes en el que se pagó la prima de que se trate o 
desde el mes en el que se efectuó el último retiro parcial a que se refiere el quinto 
párrafo de este artículo, según se trate, y hasta el mes en el que se efectúe el retiro 
que corresponda.  
 
La cobertura del seguro de fallecimiento será el resultado de multiplicar la diferencia 
que resulte de restar a la cantidad asegurada por fallecimiento la reserva matemática 
de riesgos en curso de la póliza, por la probabilidad de muerte del asegurado en la 
fecha de aniversario de la póliza en el ejercicio de que se trate. La probabilidad de 
muerte será la que establezca la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas para 
determinar la referida reserva.  
 
Cuando se paguen retiros parciales antes de la cancelación de la póliza, se 
considerará que el monto que se retira incluye aportaciones de inversión e intereses 
reales. Para estos efectos se estará a lo siguiente: 
 
I. El retiro parcial se dividirá entre la suma del valor de rescate y de los dividendos 

a que tenga derecho el asegurado a la fecha del retiro. 
 
II. El interés real se determinará multiplicando el resultado obtenido conforme a la 

fracción I de este artículo, por el monto de los intereses reales determinados a 
esa misma fecha conforme al tercer párrafo de este artículo. 

 
III. Para determinar el monto de la aportación de inversión que se retira, se 

multiplicará el resultado obtenido conforme a la fracción I, por la suma de las 
aportaciones de inversión actualizadas determinadas a la fecha del retiro, 
conforme al tercer párrafo de este artículo. El monto de las aportaciones de 
inversión actualizadas que se retiren conforme a este párrafo se disminuirá del 
monto de la suma de las aportaciones de inversión actualizadas que se 
determine conforme al tercer párrafo de este artículo. 

 
El contribuyente deberá pagar el impuesto sobre el interés real aplicando la tasa de 
impuesto promedio que le correspondió al mismo en los ejercicios inmediatos 
anteriores en los que haya pagado este impuesto a aquél en el que se efectúe el 
cálculo, sin que estos excedan de cinco. Para determinar la tasa de impuesto 
promedio a que se refiere este párrafo, se sumarán los resultados expresados en por 
ciento que se obtengan de dividir el impuesto determinado en cada ejercicio entre el 
ingreso gravable del mismo ejercicio, de los ejercicios anteriores de que se trate en 
los que se haya pagado el impuesto y el resultado se dividirá entre el mismo número 
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de ejercicios considerados, sin que excedan de cinco. El impuesto que resulte 
conforme a este párrafo se sumará al impuesto que corresponda al ejercicio que se 
trate y se pagará conjuntamente con este último. 
 
Se considerarán intereses para los efectos de este Capítulo, los rendimientos de las 
aportaciones voluntarias, depositadas en la subcuenta de aportaciones voluntarias de 
la cuenta individual abierta en los términos de la Ley de los Sistemas de Ahorro para 
el Retiro o en la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro en los términos 
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, así como los de las aportaciones complementarias depositadas en la cuenta 
de aportaciones complementarias en los términos de la Ley de los Sistemas de Ahorro 
para el Retiro. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, se determinará el interés real acumulable 
disminuyendo del ingreso obtenido por el retiro efectuado el monto actualizado de la 
aportación. La aportación a que se refiere este párrafo se actualizará por el periodo 
comprendido desde el mes en el que se efectuó dicha aportación y hasta el mes en el 
que se efectúe el retiro de que se trate.  
 
Artículo 134. Las personas físicas deberán acumular a sus demás ingresos los 
intereses reales percibidos en el ejercicio. 
 
Tratándose de intereses pagados por sociedades que no se consideren integrantes 
del sistema financiero en los términos de esta Ley y que deriven de títulos valor que 
no sean colocados entre el gran público inversionista a través de bolsas de valores 
autorizadas o mercados de amplia bursatilidad, los mismos se acumularán en el 
ejercicio en que se devenguen. 
 
Se considera interés real, el monto en el que los intereses excedan al ajuste por 
inflación. Para estos efectos, el ajuste por inflación se determinará multiplicando el 
saldo promedio diario de la inversión que genere los intereses, por el factor que se 
obtenga de restar la unidad del cociente que resulte de dividir el Índice Nacional de 
Precios al Consumidor del mes más reciente del periodo de la inversión, entre el 
citado índice correspondiente al primer mes del periodo. Cuando el cálculo a que se 
refiere este párrafo se realice por un periodo inferior a un mes o abarque fracciones 
de mes, el incremento porcentual del citado índice para dicho periodo o fracción de 
mes se considerará en proporción al número de días por el que se efectúa el cálculo. 
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El saldo promedio de la inversión será el saldo que se obtenga de dividir la suma de 
los saldos diarios de la inversión entre el número de días de la inversión, sin 
considerar los intereses devengados no pagados. 
 
Cuando el ajuste por inflación a que se refiere este precepto sea mayor que los 
intereses obtenidos, el resultado se considerará como pérdida. La pérdida se podrá 
disminuir de los demás ingresos obtenidos en el ejercicio, excepto de aquéllos a que 
se refieren los Capítulos I y II de este Título. La parte de la pérdida que no se 
hubiese podido disminuir en el ejercicio, se podrá aplicar, en los cinco ejercicios 
siguientes hasta agotarla, actualizada desde el último mes del ejercicio en el que 
ocurrió y hasta el último mes del ejercicio en el que aplique o desde que se actualizó 
por última vez y hasta el último mes del ejercicio en el que se aplique, según 
corresponda. 
 
Cuando los intereses devengados se reinviertan, éstos se considerarán percibidos, 
para los efectos de este Capítulo, en el momento en el que se reinviertan o cuando 
se encuentren a disposición del contribuyente, lo que suceda primero. 
 
Artículo 135. Quienes paguen los intereses a que se refiere el artículo 133 de esta 
Ley, están obligados a retener y enterar el impuesto aplicando la tasa que al efecto 
establezca el Congreso de la Unión para el ejercicio de que se trate en la Ley de 
Ingresos de la Federación sobre el monto del capital que dé lugar al pago de los 
intereses, como pago provisional. Tratándose de los intereses señalados en el 
segundo párrafo del artículo 134 de la misma, la retención se efectuará a la tasa del 
20% sobre los intereses nominales. 
 
Las personas físicas que únicamente obtengan ingresos acumulables de los señalados 
en este Capítulo, podrán optar por considerar la retención que se efectúe en los 
términos de este artículo como pago definitivo, siempre que dichos ingresos 
correspondan al ejercicio de que se trate y no excedan de $100,000.00.  
 
Artículo 136. Quienes obtengan los ingresos a que se refiere este Capítulo, además 
de las obligaciones establecidas en otros artículos de esta Ley, tendrán las siguientes: 
 
I. Solicitar su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 
 
II. Presentar declaración anual en los términos de esta Ley. 
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III. Conservar, de conformidad con lo previsto en el Código Fiscal de la Federación, 
la documentación relacionada con los ingresos, las retenciones y el pago de este 
impuesto. 

 
Lo dispuesto en este artículo no será aplicable a los contribuyentes que hayan optado 
por no acumular los intereses a sus demás ingresos, en los términos del segundo 
párrafo del artículo 135 de esta Ley. 
 
Quienes paguen los intereses a que se refiere este Capítulo deberán proporcionar al 
Servicio de Administración Tributaria la información a que se refiere el artículo 55 de 
esta Ley, aun cuando no sean instituciones de crédito. 
 

CAPÍTULO VII 
DE LOS INGRESOS POR LA OBTENCIÓN DE PREMIOS 

 
Artículo 137. Se consideran ingresos por la obtención de premios, los que deriven 
de la celebración de loterías, rifas, sorteos, juegos con apuestas y concursos de toda 
clase, autorizados legalmente. 
 
Cuando la persona que otorgue el premio pague por cuenta del contribuyente el 
impuesto que corresponde como retención, el importe del impuesto pagado por 
cuenta del contribuyente se considerará como ingreso de los comprendidos en este 
Capítulo. 
 
No se considerará como premio el reintegro correspondiente al billete que permitió 
participar en las loterías. 
 
Artículo 138. El impuesto por los premios de loterías, rifas, sorteos y concursos, 
organizados en territorio nacional, se calculará aplicando la tasa del 1% sobre el valor 
del premio correspondiente a cada boleto o billete entero, sin deducción alguna, 
siempre que las entidades federativas no graven con un impuesto local los ingresos a 
que se refiere este párrafo, o el gravamen establecido no exceda del 6%. La tasa del 
impuesto a que se refiere este artículo será del 21%, en aquellas entidades 
federativas que apliquen un impuesto local sobre los ingresos a que se refiere este 
párrafo, a una tasa que exceda del 6%. 
 
El impuesto por los premios de juegos con apuestas, organizados en territorio 
nacional, se calculará aplicando el 1% sobre el valor total de la cantidad a distribuir 
entre todos los boletos que resulten premiados. 
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El impuesto que resulte conforme a este artículo, será retenido por las personas que 
hagan los pagos y se considerará como pago definitivo, cuando quien perciba el 
ingreso lo declare estando obligado a ello en los términos del segundo párrafo del 
artículo 90 de esta Ley. No se efectuará la retención a que se refiere este párrafo 
cuando los ingresos los reciban los contribuyentes señalados en el Título II de esta 
Ley o las personas morales a que se refiere el artículo 86 de esta Ley. 
 
Las personas físicas que no efectúen la declaración a que se refiere el segundo 
párrafo del artículo 90 de esta Ley, no podrán considerar la retención efectuada en 
los términos de este artículo como pago definitivo y deberán acumular a sus demás 
ingresos el monto de los ingresos obtenidos en los términos de este Capítulo. En este 
caso, la persona que obtenga el ingreso podrá acreditar contra el impuesto que se 
determine en la declaración anual, la retención del impuesto federal que le hubiera 
efectuado la persona que pagó el premio en los términos de este precepto. 
 
Artículo 139. Quienes entreguen los premios a que se refiere este Capítulo, además 
de efectuar las retenciones de este impuesto, tendrán las siguientes obligaciones: 
 
I. Proporcionar, a las personas a quienes les efectúen pagos por los conceptos a 

que se refiere este Capítulo, comprobante fiscal en el que conste el monto de la 
operación, y el impuesto retenido que fue enterado. 

 
II. Proporcionar, constancia de ingreso y el comprobante fiscal por los premios por 

los que no se está obligado al pago del impuesto en los términos de esta Ley. 
 
III. Conservar, de conformidad con lo previsto en el Código Fiscal de la Federación, 

la documentación relacionada con las constancias, comprobantes fiscales y las 
retenciones de este impuesto. 

 
CAPÍTULO VIII 

DE LOS INGRESOS POR DIVIDENDOS Y EN GENERAL POR LAS GANANCIAS 
DISTRIBUIDAS POR PERSONAS MORALES 

 
Artículo 140. Las personas físicas deberán acumular a sus demás ingresos, los 
percibidos por dividendos o utilidades. Dichas personas físicas podrán acreditar, 
contra el impuesto que se determine en su declaración anual, el impuesto sobre la 
renta pagado por la sociedad que distribuyó los dividendos o utilidades, siempre que 
quien efectúe el acreditamiento a que se refiere este párrafo considere como ingreso 
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acumulable, además del dividendo o utilidad percibido, el monto del impuesto sobre 
la renta pagado por dicha sociedad correspondiente al dividendo o utilidad percibido y 
además cuenten con la constancia y el comprobante fiscal a que se refiere la fracción 
XI del artículo 76 de esta Ley. Para estos efectos, el impuesto pagado por la sociedad 
se determinará aplicando la tasa del artículo 9 de esta Ley, al resultado de multiplicar 
el dividendo o utilidad percibido por el factor de 1.4286. 
 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, las personas físicas estarán sujetas a 
una tasa adicional del 10% sobre los dividendos o utilidades distribuidos por las 
personas morales residentes en México. Estas últimas, estarán obligadas a retener el 
impuesto cuando distribuyan dichos dividendos o utilidades, y lo enterarán 
conjuntamente con el pago provisional del periodo que corresponda. El pago 
realizado conforme a este párrafo será definitivo.  
 
En los supuestos a que se refiere la fracción III de este artículo, el impuesto que 
retenga la persona moral se enterará a más tardar en la fecha en que se presente o 
debió presentarse la declaración del ejercicio correspondiente.  
 
Se entiende que el ingreso lo percibe el propietario del título valor y, en el caso de 
partes sociales, la persona que aparezca como titular de las mismas. 
 
Para los efectos de este artículo, también se consideran dividendos o utilidades 
distribuidos, los siguientes: 
 
I. Los intereses a que se refieren los artículos 85 y 123 de la Ley General de 

Sociedades Mercantiles y las participaciones en la utilidad que se paguen a favor 
de obligacionistas u otros, por sociedades mercantiles residentes en México o 
por sociedades nacionales de crédito. 

 
II. Los préstamos a los socios o accionistas, a excepción de aquéllos que reúnan los 

siguientes requisitos: 
 
a) Que sean consecuencia normal de las operaciones de la persona moral. 

 
b) Que se pacte a plazo menor de un año. 

 
c) Que el interés pactado sea igual o superior a la tasa que fije la Ley de 

Ingresos de la Federación para la prórroga de créditos fiscales. 
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d) Que efectivamente se cumplan estas condiciones pactadas. 
 
III. Las erogaciones que no sean deducibles conforme a esta Ley y beneficien a los 

accionistas de personas morales.  
 
IV. Las omisiones de ingresos o las compras no realizadas e indebidamente 

registradas. 
 
V. La utilidad fiscal determinada, inclusive presuntivamente, por las autoridades 

fiscales. 
 
VI. La modificación a la utilidad fiscal derivada de la determinación de los ingresos 

acumulables y de las deducciones, autorizadas en operaciones celebradas entre 
partes relacionadas, hecha por dichas autoridades. 

 
 

CAPÍTULO IX 
DE LOS DEMÁS INGRESOS QUE OBTENGAN LAS PERSONAS FÍSICAS 

 
Artículo 141. Las personas físicas que obtengan ingresos distintos de los señalados 
en los capítulos anteriores, los considerarán percibidos en el monto en que al 
momento de obtenerlos incrementen su patrimonio, salvo en los casos de los 
ingresos a que se refieren los artículos 143, fracción IV y 177 de esta Ley, caso en el 
que se considerarán percibidos en el ejercicio fiscal en el que las personas morales, 
entidades, fideicomisos, asociaciones en participación, fondos de inversión o cualquier 
otra figura jurídica, cuyos ingresos estén sujetos a regímenes fiscales preferentes, los 
acumularían si estuvieran sujetas al Título II de esta Ley. 
 
Artículo 142. Se entiende que, entre otros, son ingresos en los términos de este 
Capítulo los siguientes: 
 
I. El importe de las deudas perdonadas por el acreedor o pagadas por otra 

persona. 
 
II. La ganancia cambiaria y los intereses provenientes de créditos distintos a los 

señalados en el Capítulo VI del Título IV de esta Ley. 
 
III. Las prestaciones que se obtengan con motivo del otorgamiento de fianzas o 

avales, cuando no se presten por instituciones legalmente autorizadas. 
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IV. Los procedentes de toda clase de inversiones hechas en sociedades residentes 

en el extranjero sin establecimiento permanente en el país, cuando no se trate 
de los dividendos o utilidades a que se refiere la fracción V de este artículo. 

 
V. Los dividendos o utilidades distribuidos por sociedades residentes en el 

extranjero. En el caso de reducción de capital o de liquidación de sociedades 
residentes en el extranjero, el ingreso se determinará restando al monto del 
reembolso por acción, el costo comprobado de adquisición de la acción 
actualizado por el periodo comprendido desde el mes de la adquisición y hasta 
aquél en el que se pague el reembolso. En estos casos será aplicable en lo 
conducente el artículo 5 de esta Ley. 

 
Las personas físicas que perciben dividendos o utilidades referidos en esta 
fracción, además de acumularlos para efectos de determinar el pago del 
impuesto sobre la renta al que estuvieren obligados conforme a este Título, 
deberán enterar de forma adicional, el impuesto sobre la renta que se cause por 
multiplicar la tasa del 10%, al monto al cual tengan derecho del dividendo o 
utilidad efectivamente distribuido por el residente en el extranjero, sin incluir el 
monto del impuesto retenido que en su caso se hubiere efectuado. El pago de 
este impuesto tendrá el carácter de definitivo y deberá ser enterado a más 
tardar el día 17 del mes siguiente a aquél en el que se percibieron los 
dividendos o utilidades.  

 
VI. Los derivados de actos o contratos por medio de los cuales, sin transmitir los 

derechos respectivos, se permita la explotación de concesiones, permisos, 
autorizaciones o contratos otorgados por la Federación, las entidades 
federativas y los municipios, o los derechos amparados por las solicitudes en 
trámite. 

 
VII. Los que provengan de cualquier acto o contrato celebrado con el superficiario 

para la explotación del subsuelo. 
 
VIII. Los provenientes de la participación en los productos obtenidos del subsuelo 

por persona distinta del concesionario, explotador o superficiario. 
 
IX. Los intereses moratorios, indemnizaciones por perjuicios y los ingresos 

derivados de cláusulas penales o convencionales. 
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X. La parte proporcional que corresponda al contribuyente del remanente 
distribuible que determinen las personas morales a que se refiere el Título III de 
esta Ley, siempre que no se hubiera pagado el impuesto a que se refiere el 
último párrafo del artículo 79 de la misma Ley. 

 
XI. Los que perciban por derechos de autor, personas distintas a éste. 
 
XII. Las cantidades acumulables en los términos de la fracción II del artículo 185 de 

esta Ley. 
 
XIII. Las cantidades que correspondan al contribuyente en su carácter de 

condómino o fideicomisario de un bien inmueble destinado a hospedaje, 
otorgado en administración a un tercero a fin de que lo utilice para hospedar a 
personas distintas del contribuyente. 

 
XIV. Los provenientes de operaciones financieras derivadas y operaciones financieras 

a que se refieren los artículos 16-A del Código Fiscal de la Federación y 21 de 
esta Ley. Para estos efectos se estará a lo dispuesto en el artículo 146 de esta 
Ley. 

 
XV. Los ingresos estimados en los términos de la fracción III del artículo 91 de esta 

Ley y los determinados, inclusive presuntivamente por las autoridades fiscales, 
en los casos en que proceda conforme a las leyes fiscales. 

 
XVI. Las cantidades que paguen las instituciones de seguros a los asegurados o a sus 

beneficiarios, que no se consideren intereses ni indemnizaciones a que se 
refiere la fracción XXI del artículo 93 y el artículo 133 de esta Ley, 
independientemente del nombre con el que se les designe, siempre que la 
prima haya sido pagada por el empleador, así como las que correspondan al 
excedente determinado conforme al segundo párrafo de la fracción XVII del 
artículo 93 de esta Ley. En este caso las instituciones de seguros deberán 
efectuar una retención aplicando la tasa del 20% sobre el monto de las 
cantidades pagadas, sin deducción alguna y expedir comprobante fiscal en el 
que conste el monto de la operación, así como el impuesto retenido que fue 
enterado. 
 

Cuando las personas no estén obligadas a presentar declaración anual, la 
retención efectuada se considerará como pago definitivo. Cuando dichas 
personas opten por presentar declaración del ejercicio, acumularán las 
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cantidades a que se refiere el párrafo anterior a sus demás ingresos, en cuyo 
caso podrán acreditar contra el impuesto que resulte a su cargo, el monto de la 
retención efectuada en los términos del párrafo anterior. 

 
XVII. Los provenientes de las regalías a que se refiere el artículo 15-B del Código 

Fiscal de la Federación. 
 
XVIII. Los ingresos provenientes de planes personales de retiro o de la 

subcuenta de aportaciones voluntarias a que se refiere la fracción V del artículo 
151 de esta Ley, cuando se perciban sin que el contribuyente se encuentre en 
los supuestos de invalidez o incapacidad para realizar un trabajo remunerado, 
de conformidad con las leyes de seguridad social, o sin haber llegado a la edad 
de 65 años, para estos efectos se considerará como ingreso el monto total de 
las aportaciones que hubiese realizado a dicho plan personal de retiro o a la 
subcuenta de aportaciones voluntarias que hubiere deducido conforme al 
artículo 151, fracción V de esta Ley, actualizadas, así como los intereses reales 
devengados durante todos los años de la inversión, actualizados. Para 
determinar el impuesto por estos ingresos se estará a lo siguiente: 
 
a) El ingreso se dividirá entre el número de años transcurridos entre la fecha 

de apertura del plan personal de retiro y la fecha en que se obtenga el 
ingreso, sin que en ningún caso exceda de cinco años. 

 
b) El resultado que se obtenga conforme a la fracción anterior, será la parte 

del ingreso que se sumará a los demás ingresos acumulables del 
contribuyente en el ejercicio de que se trate y se calculará, en los términos 
de este Título, el impuesto que corresponda a los ingresos acumulables. 

 
c) Por la parte del ingreso que no se acumule conforme a la fracción anterior, 

se aplicará la tasa del impuesto que corresponda en el ejercicio de que se 
trate a la totalidad de los ingresos acumulables del contribuyente y el 
impuesto que así resulte se adicionará al del citado ejercicio. 

 
Cuando hubiesen transcurrido más de cinco ejercicios desde la fecha de 
apertura del plan personal de retiro o de la subcuenta de aportaciones 
voluntarias y la fecha en que se obtenga el ingreso, el contribuyente deberá 
pagar el impuesto sobre el ingreso aplicando la tasa de impuesto promedio 
que le correspondió al mismo en los cinco ejercicios inmediatos anteriores a 
aquel en el que se efectúe el cálculo. Para determinar la tasa de impuesto 
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promedio a que se refiere este párrafo, se sumarán los resultados expresados 
en por ciento que se obtengan de dividir el impuesto determinado en cada 
ejercicio en que se haya pagado este impuesto entre el ingreso gravable del 
mismo ejercicio, de los cinco ejercicios anteriores y el resultado se dividirá 
entre cinco. El impuesto que resulte conforme a este párrafo se sumará al 
impuesto que corresponda al ejercicio que se trate y se pagará conjuntamente 
con este último. 

 
Artículo 143. Tratándose de ganancia cambiaria y de los intereses a que se refiere 
este Capítulo, se estará a las siguientes reglas: 
 
I. Toda percepción obtenida por el acreedor se entenderá aplicada en primer 

término a intereses vencidos, excepto en los casos de adjudicación judicial para 
el pago de deudas en los que se procederá como sigue: 
 
a) Si el acreedor recibe bienes del deudor, el impuesto se cubrirá sobre el 

total de los intereses vencidos, siempre que su valor alcance a cubrir el 
capital y los mencionados intereses. 

 
b) Si los bienes sólo cubren el capital adeudado, no se causará el impuesto 

sobre los intereses cuando el acreedor declare que no se reserva derechos 
contra el deudor por los intereses no pagados. 

 
c) Si la adjudicación se hace a un tercero, se consideran intereses vencidos la 

cantidad que resulte de restar a las cantidades que reciba el acreedor, el 
capital adeudado, siempre que el acreedor no se reserve derechos en 
contra del deudor. 

 
Para los efectos de esta fracción, las autoridades fiscales podrán tomar como 
valor de los bienes el del avalúo que ordenen practicar o el valor que haya 
servido de base para la primera almoneda. 

 
II. El perdón total o parcial, del capital o de los intereses adeudados, cuando el 

acreedor no se reserve derechos en contra del deudor, da lugar al pago del 
impuesto por parte del deudor sobre el capital y los intereses perdonados. 

 
III. Cuando provengan de créditos o de préstamos otorgados a residentes en 

México, serán acumulables cuando se cobren en efectivo, en bienes o en 
servicios. 
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IV. Cuando provengan de depósitos efectuados en el extranjero, o de créditos o 

préstamos otorgados a residentes en el extranjero, serán acumulables conforme 
se devenguen. 

 
V. Tratándose de créditos, de deudas o de operaciones que se encuentren 

denominados en unidades de inversión, serán acumulables tanto los intereses 
como el ajuste que se realice al principal por estar denominado en dichas 
unidades. 

 
Los intereses percibidos en los términos de este artículo, excepto los señalados en la 
fracción IV del mismo, serán acumulables en los términos del artículo 134 de esta 
Ley. Cuando en términos del artículo citado el ajuste por inflación sea mayor que los 
intereses obtenidos, el resultado se considerará como pérdida. 
 
La pérdida a que se refiere el párrafo anterior, así como la pérdida cambiaria que en 
su caso obtenga el contribuyente, se podrá disminuir de los intereses acumulables 
que perciba en los términos de este Capítulo en el ejercicio en que ocurra o en los 
cuatro ejercicios posteriores a aquél en el que se hubiera sufrido la pérdida. 
 
Si el contribuyente no disminuye en un ejercicio las pérdidas referidas en el párrafo 
anterior, de otros ejercicios, pudiéndolo haber hecho conforme a este artículo, 
perderá el derecho a hacerlo en ejercicios posteriores hasta por la cantidad en la que 
pudo haberlo efectuado. 
 
Para los efectos de este Capítulo, el monto de la pérdida cambiaria o la que derive de 
la diferencia a que se refiere el tercer párrafo de este artículo, que no se disminuya 
en un ejercicio, se actualizará multiplicándolo por el factor de actualización 
correspondiente al periodo comprendido desde el primer mes de la segunda mitad del 
ejercicio en el que se obtuvo y hasta el último mes del mismo ejercicio. La parte de 
estas pérdidas de ejercicios anteriores ya actualizada pendiente de disminuir contra 
los intereses o contra la ganancia cambiaria, se actualizará multiplicándola por el 
factor de actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes de 
diciembre del ejercicio en el que se actualizó por última vez y hasta el mes de 
diciembre del ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se aplicará. 
 
Tratándose de los intereses a que se refiere la fracción IV de este artículo, se 
acumulará el interés nominal y se estará a lo dispuesto en el artículo 44 de esta Ley; 
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para los efectos del cálculo del ajuste por inflación a que se refiere dicho precepto no 
se considerarán las deudas. 
 
Artículo 144. Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en el 
artículo 143 de esta Ley, por los mismos efectuarán dos pagos provisionales 
semestrales a cuenta del impuesto anual excepto por los comprendidos en la fracción 
IV del citado artículo. Dichos pagos se enterarán en los meses de julio del mismo 
ejercicio y enero del año siguiente, aplicando a los ingresos acumulables obtenidos en 
el semestre, la tarifa que se determine tomando como base la tarifa del artículo 96 de 
esta Ley, sumando las cantidades correspondientes a las columnas relativas al límite 
inferior, límite superior y cuota fija, que en los términos de dicho artículo resulten 
para cada uno de los meses comprendidos en el semestre por el que se efectúa el 
pago, pudiendo acreditar en su caso, contra el impuesto a cargo, las retenciones que 
les hubieran efectuado en el periodo de que se trate. Las autoridades fiscales 
realizarán las operaciones aritméticas previstas en este párrafo y publicarán la tarifa 
correspondiente en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Cuando los ingresos a que se refiere este artículo se obtengan por pagos que 
efectúen las personas a que se refieren los Títulos II y III de esta Ley, dichas 
personas deberán retener como pago provisional la cantidad que resulte de aplicar al 
monto de los intereses y la ganancia cambiaria acumulables, la tasa máxima para 
aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida en el 
artículo 152 de esta Ley. 
 
Las personas que hagan la retención en los términos de este artículo, deberán 
proporcionar a los contribuyentes constancia de la retención. Dichas retenciones 
deberán enterarse, en su caso, conjuntamente con las señaladas en el artículo 96 de 
la propia Ley. 
 
Artículo 145. Los contribuyentes que obtengan en forma esporádica ingresos de los 
señalados en este Capítulo, salvo aquéllos a que se refieren los artículos 143 y 177 de 
esta Ley, cubrirán como pago provisional a cuenta del impuesto anual, el monto que 
resulte de aplicar la tasa del 20% sobre el ingreso percibido, sin deducción alguna. El 
pago provisional se hará mediante declaración que presentarán ante las oficinas 
autorizadas dentro de los 15 días siguientes a la obtención del ingreso. 
 
Los contribuyentes que obtengan periódicamente ingresos de los señalados en este 
Capítulo, salvo aquéllos a que se refieren los artículos 143 y 177 de esta Ley, 
efectuarán pagos provisionales mensuales a cuenta del impuesto anual, a más tardar 
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el día 17 del mes inmediato posterior a aquél al que corresponda el pago, mediante 
declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas. El pago provisional se 
determinará aplicando la tarifa del artículo 96 de esta Ley a los ingresos obtenidos en 
el mes, sin deducción alguna; contra dicho pago podrán acreditarse las cantidades 
retenidas en los términos del siguiente párrafo. 
 
Cuando los ingresos a que se refiere este Capítulo, salvo aquéllos a que se refiere el 
artículo 143 de esta Ley, se obtengan por pagos que efectúen las personas morales a 
que se refiere el Título II de esta Ley, dichas personas deberán retener como pago 
provisional la cantidad que resulte de aplicar la tasa del 20% sobre el monto de los 
mismos, sin deducción alguna, debiendo proporcionar a los contribuyentes y 
comprobante fiscal en el que conste la operación, así como el impuesto retenido; 
dichas retenciones deberán enterarse, en su caso, conjuntamente con las señaladas 
en el artículo 96 de la propia Ley. 
 
En el supuesto de los ingresos a que se refiere la fracción X del artículo 142 de esta 
Ley, las personas morales retendrán, como pago provisional, la cantidad que resulte 
de aplicar la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que 
establece la tarifa contenida en el artículo 152 de la misma sobre el monto del 
remanente distribuible, el cual enterarán conjuntamente con la declaración señalada 
en el artículo 96 de esta Ley o, en su caso, en las fechas establecidas para la misma, 
y proporcionarán a los contribuyentes el comprobante fiscal en el que conste el 
monto de la operación, así como el impuesto retenido. 
 
Tratándose de los ingresos a que se refiere la fracción XII del artículo 142 de esta 
Ley, las personas que efectúen los pagos deberán retener como pago provisional la 
cantidad que resulte de aplicar sobre el monto acumulable, la tasa máxima para 
aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida en el 
artículo 152 de esta Ley. 
 
Los contribuyentes podrán solicitar les sea disminuido el monto del pago provisional a 
que se refiere el párrafo anterior, siempre que cumplan con los requisitos que para el 
efecto señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter 
general. 
 
Las personas que efectúen las retenciones a que se refieren los párrafos tercero, 
cuarto y quinto de este artículo, así como las instituciones de crédito ante las cuales 
se constituyan las cuentas personales para el ahorro a que se refiere el artículo 185 
de esta Ley, deberán presentar declaración ante las oficinas autorizadas, a más 
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tardar el día 15 de febrero de cada año, proporcionando la información 
correspondiente de las personas a las que les hubieran efectuado retenciones en el 
año de calendario anterior, debiendo aclarar en el caso de las instituciones de crédito, 
el monto que corresponda al retiro que se efectúe de las citadas cuentas. 
 
Cuando las personas que efectúen los pagos a que se refiere la fracción XI del 
artículo 142 de esta Ley, paguen al contribuyente, además, ingresos de los señalados 
en el Capítulo I de este Título, los ingresos a que se refiere la citada fracción XI se 
considerarán como salarios para los efectos de este Título. 
 
En el caso de los ingresos a que se refiere la fracción XIII del artículo 142 de esta 
Ley, las personas que administren el bien inmueble de que se trate, deberán retener 
por los pagos que efectúen a los condóminos o fideicomisarios, la cantidad que 
resulte de aplicar sobre el monto de los mismos, la tasa máxima para aplicarse sobre 
el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de 
esta Ley; dichas retenciones deberán enterarse, en su caso, conjuntamente con las 
señaladas en el artículo 96 de la misma y tendrán el carácter de pago definitivo. 
 
Los contribuyentes a que se refiere el párrafo anterior podrán optar por acumular los 
ingresos a que se refiere dicho párrafo a los demás ingresos. En este caso, 
acumularán la cantidad que resulte de multiplicar el monto de los ingresos 
efectivamente obtenidos por este concepto una vez efectuada la retención 
correspondiente, por el factor 1.4286. Contra el impuesto que se determine en la 
declaración anual, las personas físicas podrán acreditar la cantidad que resulte de 
aplicar sobre el ingreso acumulable que se determine conforme a este párrafo, la tasa 
máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa 
contenida en el artículo 152 de esta Ley. 
 
Cuando las regalías a que se refiere la fracción XVII del artículo 142 de esta Ley se 
obtengan por pagos que efectúen las personas morales a que se refiere el Título II 
de la misma, dichas personas morales deberán efectuar la retención aplicando sobre 
el monto del pago efectuado, sin deducción alguna, la tasa máxima para aplicarse 
sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 
152 de esta Ley, como pago provisional. Dicha retención deberá enterarse, en su 
caso, conjuntamente con las señaladas en el artículo 96 de esta Ley. Quien efectúe el 
pago deberá proporcionar a los contribuyentes comprobante fiscal en el que conste el 
monto de la operación, así como el impuesto retenido. 
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Artículo 146. Tratándose de los ingresos a que se refiere la fracción XIV del artículo 
142 de esta Ley, el interés y la ganancia o la pérdida, acumulable o deducible, en las 
operaciones financieras derivadas de deuda y de capital, así como en las operaciones 
financieras, se determinará conforme a lo dispuesto en los artículos 20 y 21 de esta 
Ley, respectivamente. 
 
Las casas de bolsa o las instituciones de crédito que intervengan en las operaciones 
financieras derivadas a que se refiere el artículo 16-A del Código Fiscal de la 
Federación, o, en su defecto, las personas que efectúen los pagos a que se refiere 
este artículo deberán retener como pago provisional el monto que se obtenga de 
aplicar la tasa del 25% sobre el interés o la ganancia acumulable que resulte de las 
operaciones efectuadas durante el mes, disminuidas de las pérdidas deducibles, en su 
caso, de las demás operaciones realizadas durante el mes por la persona física con la 
misma institución o persona. Estas instituciones o personas deberán proporcionar al 
contribuyente comprobante fiscal en el que conste el monto de la operación, así 
como el impuesto retenido y enterarán el impuesto retenido mensualmente, a más 
tardar el día 17 del mes siguiente a aquél en el que se efectuó la retención, de 
conformidad con el artículo 96de esta Ley. No se estará obligado a efectuar la 
retención a que se refiere este párrafo en el caso de las operaciones financieras 
derivadas de capital que se realicen en los mercados reconocidos a que se refieren 
las fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación. 
 
Para efectos del pago y entero del impuesto sobre las ganancias obtenidas por 
personas físicas provenientes de operaciones financieras derivadas de capital 
referidas a acciones colocadas en bolsas de valores concesionadas conforme a la Ley 
del Mercado de Valores, así como por aquéllas referidas a índices accionarios que 
representen a las citadas acciones, siempre que se realicen en los mercados 
reconocidos a que se refieren las fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal 
de la Federación, se aplicará lo dispuesto en el artículo 129 de esta Ley, sin que se 
deba efectuar la retención a que se refiere el párrafo anterior. 
 
Cuando en las operaciones de referencia la pérdida para las personas físicas exceda a 
la ganancia o al interés obtenido por ella en el mismo mes, la diferencia podrá ser 
disminuida de las ganancias o de los intereses, en los meses siguientes que le queden 
al ejercicio, sin actualización, hasta agotarla, y siempre que no haya sido disminuida 
anteriormente. 
 
Se entiende para los efectos de este artículo, que la ganancia obtenida es aquélla que 
se realiza al momento del vencimiento de la operación financiera derivada, 



352 
 

independientemente del ejercicio de los derechos establecidos en la misma 
operación, o cuando se registre una operación contraria a la original contratada de 
modo que ésta se cancele. La pérdida generada será aquélla que corresponda a 
operaciones que se hayan vencido o cancelado en los términos antes descritos. 
 
Las instituciones de crédito, las casas de bolsa o las personas que intervengan en las 
operaciones financieras derivadas, deberán tener a disposición de las autoridades 
fiscales un reporte anual en donde se muestre por separado la ganancia o la pérdida 
obtenida, por cada operación, por cada uno de los contribuyentes personas físicas, 
así como el importe de la retención efectuada, el nombre, clave del Registro Federal 
de Contribuyentes, Clave Única de Registro de Población, de cada uno de ellos. 
 
Las ganancias que obtenga el contribuyente deberán acumularse en su declaración 
anual, pudiendo disminuirlas con las pérdidas generadas en dichas operaciones por el 
ejercicio que corresponda y hasta por el importe de las ganancias. Contra el impuesto 
que resulte a su cargo podrán acreditar el impuesto que se les hubiera retenido en el 
ejercicio. Lo dispuesto en este párrafo también será aplicable respecto de las 
operaciones financieras a que se refiere el artículo 21 de esta Ley. 
 

CAPÍTULO X 
DE LOS REQUISITOS DE LAS DEDUCCIONES 

 
Artículo 147. Las deducciones autorizadas en este Título para las personas físicas 
que obtengan ingresos de los Capítulos III, IV y V de este Título, deberán reunir los 
siguientes requisitos: 
 
I. Que sean estrictamente indispensables para la obtención de los ingresos por los 

que se está obligado al pago de este impuesto. 
 
II. Que cuando esta Ley permita la deducción de inversiones se proceda en los 

términos del artículo 149 de la misma. Tratándose de contratos de 
arrendamiento financiero deberá estarse a lo dispuesto por el artículo 38 de esta 
Ley. 

 
III. Que se resten una sola vez, aun cuando estén relacionadas con la obtención de 

diversos ingresos. 
 
IV. Estar amparada con el comprobante fiscal y que los pagos cuya 

contraprestación exceda de $2,000.00, se efectúen mediante transferencia 
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electrónicas de fondos desde cuentas abiertas a nombre del contribuyente en 
instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que para tal 
efecto autorice el Banco de México; cheque nominativo de la cuenta del 
contribuyente, tarjeta de crédito, débito, de servicios, o a través de los 
denominados monederos electrónicos autorizados por el Servicio de 
Administración Tributaria. 

 
Los pagos que en los términos de esta fracción deban efectuarse mediante 
cheque nominativo del contribuyente, también podrán realizarse mediante 
traspasos de cuentas en instituciones de crédito o casas de bolsa del propio 
contribuyente. 
 
Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones 
en los medios establecidos en el primer párrafo de esta fracción, cuando las 
mismas se efectúen en poblaciones o en zonas rurales sin servicios financieros. 
 
Los pagos se efectúen mediante cheque nominativo deberán contener, la clave 
en el registro federal de contribuyentes de quien lo expide, así como en el 
anverso del mismo la expresión "para abono en cuenta del beneficiario". 

 
V. Que estén debidamente registradas en contabilidad.  
 
VI. Que los pagos de primas por seguros o fianzas se hagan conforme a las leyes 

de la materia y correspondan a conceptos que esta Ley señala como deducibles 
o que en otras leyes se establezca la obligación de contratarlos y siempre que, 
tratándose de seguros, durante la vigencia de la póliza no se otorguen 
préstamos por parte de la aseguradora, a persona alguna, con garantía de las 
sumas aseguradas, de las primas pagadas o de las reservas matemáticas. 

 
VII. Que se cumplan las obligaciones establecidas en esta Ley en materia de 

retención y entero de impuestos a cargo de terceros o que, en su caso, se 
recabe de éstos copia de los documentos en que conste el pago de dichos 
impuestos. Tratándose de pagos al extranjero, sólo se podrán deducir siempre 
que el contribuyente proporcione la información a que esté obligado en los 
términos del artículo 76, fracción VI de esta Ley. 
 

Los pagos que a la vez sean ingresos en los términos del Capítulo I del Título 
IV, de esta Ley, se podrán deducir siempre que las erogaciones por concepto de 
remuneración, las retenciones correspondientes y las deducciones del impuesto 
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local por salarios y en general por la prestación de un servicio personal 
independiente respectivas, conste en comprobante fiscal y se cumpla con las 
obligaciones a que se refiere el artículo 99, fracciones I, II y V de la misma, así 
como las disposiciones que, en su caso, regulen el subsidio para el empleo y los 
contribuyentes cumplan con la obligación de inscribir a los trabajadores en el 
Instituto Mexicano del Seguro Social cuando estén obligados a ello, en los 
términos de las leyes de seguridad social.  

 
VIII. Que al realizar las operaciones correspondientes o a más tardar el último día 

del ejercicio, se reúnan los requisitos que para cada deducción en lo particular 
establece esta Ley. Tratándose únicamente del comprobante fiscal a que se 
refiere el primer párrafo de la fracción IV de este artículo, éste se obtenga a 
más tardar el día en que el contribuyente deba presentar su declaración del 
ejercicio y la fecha de expedición del comprobante fiscal deberá corresponder al 
ejercicio en el que se efectúa la deducción. Tratándose de las declaraciones 
informativas a que se refieren los artículos 76 de esta Ley y 32, fracciones V y 
VIII de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, éstas se deberán presentar en 
los plazos que al efecto establece el citado artículo 76 y contar a partir de esa 
fecha con los comprobantes fiscales correspondientes. 
 

IX. Que hayan sido efectivamente erogadas en el ejercicio de que se trate. Se 
consideran efectivamente erogadas cuando el pago haya sido realizado en 
efectivo, mediante traspasos de cuentas en instituciones de crédito o casas de 
bolsa, en servicios o en otros bienes que no sean títulos de crédito. Tratándose 
de pagos con cheque, se considerará efectivamente erogado en la fecha en la 
que el mismo haya sido cobrado o cuando los contribuyentes transmitan los 
cheques a un tercero, excepto cuando dicha transmisión sea en procuración. 
Igualmente se consideran efectivamente erogadas cuando el contribuyente 
entregue títulos de crédito suscritos por una persona distinta. También se 
entiende que es efectivamente erogado cuando el interés del acreedor queda 
satisfecho mediante cualquier forma de extinción de las obligaciones. 
 
Cuando los pagos a que se refiere el párrafo anterior se efectúen con cheque, la 
deducción se efectuará en el ejercicio en que éste se cobre, siempre que entre 
la fecha consignada en el comprobante fiscal que se haya expedido y la fecha 
en que efectivamente se cobre dicho cheque no hayan transcurrido más de 
cuatro meses, excepto cuando ambas fechas correspondan al mismo ejercicio. 
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Se presume que la suscripción de títulos de crédito por el contribuyente, 
diversos al cheque, constituye garantía del pago del precio o contraprestación 
pactada por la actividad empresarial o por el servicio profesional. En estos 
casos, se entenderá recibido el pago cuando efectivamente se realice, o cuando 
los contribuyentes transmitan a un tercero los títulos de crédito, excepto cuando 
dicha transmisión sea en procuración. 
 
Tratándose de intereses pagados en los años anteriores a aquél en el que se 
inicie la explotación de los bienes dados en arrendamiento, éstos se podrán 
deducir, procediendo como sigue: 
 
Se sumarán los intereses pagados de cada mes del ejercicio correspondientes a 
cada uno de los ejercicios improductivos restándoles en su caso el ajuste anual 
por inflación deducible a que se refiere el artículo 44 de esta Ley. La suma 
obtenida para cada ejercicio improductivo se actualizará con el factor de 
actualización correspondiente desde el último mes de la primera mitad del 
ejercicio de que se trate y hasta el último mes de la primera mitad del ejercicio 
en que empiecen a producir ingresos el bien o los bienes de que se trate. 
 
Los intereses actualizados para cada uno de los ejercicios, calculados conforme 
al párrafo anterior, se sumarán y el resultado así obtenido se dividirá entre el 
número de años improductivos. El cociente que se obtenga se adicionará a los 
intereses a cargo en cada uno de los años productivos y el resultado así 
obtenido será el monto de intereses deducibles en el ejercicio de que se trate. 
 
En los años siguientes al primer año productivo, el cociente obtenido conforme 
al párrafo anterior se actualizará desde el último mes de la primera mitad del 
ejercicio en que se empezó a tener ingresos y hasta el último mes de la primera 
mitad del ejercicio en el que se deducen. Este procedimiento se hará hasta 
amortizar el total de dichos intereses. 

 
X. Que el costo de adquisición declarado o los intereses que se deriven de créditos 

recibidos por el contribuyente, correspondan a los de mercado. Cuando excedan 
del precio de mercado no será deducible el excedente. 

 
XI. Que tratándose de las inversiones no se les dé efectos fiscales a su revaluación. 
 
XII. Que en el caso de adquisición de bienes de importación, se compruebe que se 

cumplieron los requisitos legales para su importación definitiva. Se considerará 
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como monto de dicha adquisición el que haya sido declarado con motivo de la 
importación.  

 
XIII. Que se deduzcan conforme se devenguen las pérdidas cambiarias provenientes 

de deudas o créditos en moneda extranjera. 
 

El monto del ajuste anual por inflación deducible en los términos del párrafo 
anterior, se determinará de conformidad con lo previsto en el artículo 44 de esta 
Ley. 

 
XIV. Que cuando los pagos cuya deducción se pretenda, se hagan a contribuyentes 

que causen el impuesto al valor agregado, dicho impuesto se traslade en forma 
expresa y por separado en el comprobante fiscal.  
 

XV. Que tratándose de pagos efectuados por concepto de salarios y en general por 
la prestación de un servicio personal subordinado a trabajadores que tengan 
derecho al subsidio para el empleo, efectivamente se entreguen las cantidades 
que por dicho subsidio les correspondan a sus trabajadores y se dé 
cumplimiento a los requisitos a que se refieren los preceptos que, en su caso, 
regulen el subsidio para el empleo, salvo cuando no se esté obligado a ello en 
los términos de las disposiciones citadas. 

 
Artículo 148. Para los efectos de este Capítulo, no serán deducibles: 
 
I. Los pagos por impuesto sobre la renta a cargo del propio contribuyente o de 

terceros ni los de contribuciones en la parte subsidiada o que originalmente 
correspondan a terceros, conforme a las disposiciones relativas, excepto 
tratándose de aportaciones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro Social a 
cargo de los patrones.  
 
Tampoco serán deducibles las cantidades provenientes del subsidio para el 
empleo que entregue el contribuyente, en su carácter de retenedor, a las 
personas que le presten servicios personales subordinados ni los accesorios de 
las contribuciones, a excepción de los recargos que el contribuyente hubiere 
pagado efectivamente, inclusive mediante compensación. 

 
II. Las inversiones en casas habitación, en comedores que por su naturaleza no 

estén a disposición de todos los trabajadores de la empresa, en aviones y 
embarcaciones, que no tengan concesión o permiso del Gobierno Federal para 
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ser explotados comercialmente ni los pagos por el uso o goce temporal de 
dichos bienes. 

 
III. En ningún caso serán deducibles las inversiones o los pagos por el uso o goce 

temporal de automóviles. 
 
IV. Los donativos y gastos de representación. 
 
V. Las sanciones, indemnizaciones por daños y perjuicios o las penas 

convencionales. Las indemnizaciones por daños y perjuicios y las penas 
convencionales, podrán deducirse cuando la Ley imponga la obligación de 
pagarlas por provenir de riesgos creados, responsabilidad objetiva, caso fortuito, 
fuerza mayor o por actos de terceros, salvo que los daños y los perjuicios o la 
causa que dio origen a la pena convencional, se haya originado por culpa 
imputable al contribuyente. 

 
VI. Los salarios, comisiones y honorarios, pagados por quien concede el uso o goce 

temporal de bienes inmuebles en un año de calendario, en el monto en que 
excedan, en su conjunto, del 10% de los ingresos anuales obtenidos por 
conceder el uso o goce temporal de bienes inmuebles. 

 
VII. Los intereses pagados por el contribuyente que correspondan a inversiones de 

las que no se estén derivando ingresos acumulables por los que se pueda 
efectuar esta deducción. 
 
En el caso de capitales tomados en préstamo para la adquisición de inversiones 
o la realización de gastos o cuando las inversiones o gastos se efectúen a 
crédito, y dichas inversiones o gastos no sean deducibles para los efectos de 
esta Ley, los intereses que se deriven de los capitales tomados en préstamo o 
de las operaciones a crédito, tampoco serán deducibles. Si las inversiones o los 
gastos, fueran parcialmente deducibles, los intereses sólo serán deducibles en 
esa proporción, incluso los determinados conforme a lo previsto en el artículo 44 
de esta Ley. 
 
Para los efectos de lo dispuesto en esta fracción, se considera pago de interés 
las cantidades que por concepto de impuestos, derechos o que por cualquier 
otro concepto se paguen por cuenta de quien obtiene el interés, o bien 
cualquier otro pago, en efectivo o en especie, que se haga por cualquier 
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concepto a quien perciba el interés, siempre que dicho pago derive del mismo 
contrato que dio origen al pago de intereses. 

 
VIII. Los pagos por conceptos de impuesto al valor agregado o del impuesto 

especial sobre producción y servicios que el contribuyente hubiese efectuado y 
el que le hubieran trasladado. No se aplicará lo dispuesto en esta fracción, 
cuando el contribuyente no tenga derecho al acreditamiento de los mencionados 
impuestos que le hubieran sido trasladados o que se hubiese pagado con motivo 
de la importación de bienes o servicios, que corresponden a gastos o 
inversiones deducibles en los términos de esta Ley. 
 
Tampoco será deducible el impuesto al valor agregado o el impuesto especial 
sobre producción y servicios, trasladado al contribuyente o el que él hubiese 
pagado con motivo de la importación de bienes o servicios, cuando la erogación 
que dio origen al traslado o al pago no sea deducible en los términos de esta 
Ley. 

 
IX. Las pérdidas derivadas de la enajenación, así como por caso fortuito o fuerza 

mayor, de los activos cuya inversión no es deducible conforme a lo dispuesto 
por esta Ley. 
 
Tampoco será deducible la pérdida derivada de la enajenación de títulos valor, 
siempre que sean de los que se coloquen entre el gran público inversionista, 
conforme a las reglas generales que al efecto expida el Servicio de 
Administración Tributaria. 

 
X. Los gastos que se realicen en relación con las inversiones que no sean 

deducibles conforme a este Título. 
 
XI. Las pérdidas que se obtengan en las operaciones financieras derivadas y en las 

operaciones a las que se refiere el artículo 21 de esta Ley, cuando se celebren 
con personas físicas o morales residentes en México o en el extranjero, que 
sean partes relacionadas en los términos del artículo 85 de esta Ley, cuando los 
términos convenidos no correspondan a los que se hubieren pactado con o 
entre partes independientes en operaciones comparables. 

 
XII. Los consumos en bares o restaurantes. Tampoco serán deducibles los gastos en 

comedores que por su naturaleza no estén a disposición de todos los 
trabajadores de la empresa y aun cuando lo estén, éstos excedan de un monto 



359 
 

equivalente a un salario mínimo general diario del área geográfica del 
contribuyente por cada trabajador que haga uso de los mismos y por cada día 
en que se preste el servicio, adicionado con las cuotas de recuperación que 
pague el trabajador por este concepto. 
 
El límite que establece esta fracción no incluye los gastos relacionados con la 
prestación de servicio de comedor como son, el mantenimiento de laboratorios 
o especialistas que estudien la calidad e idoneidad de los alimentos servidos en 
los comedores a que se refiere el párrafo anterior. 

 
XIII. Los pagos por servicios aduaneros, distintos de los honorarios de agentes 

aduanales y de los gastos en que incurran dichos agentes o la persona moral 
constituida por dichos agentes aduanales en los términos de la Ley Aduanera. 

 
XIV. Los pagos de cantidades iniciales por el derecho de adquirir o vender, bienes, 

divisas, acciones u otros títulos valor que no coticen en mercados reconocidos, 
de acuerdo con lo establecido por el artículo 16-C del Código Fiscal de la 
Federación, y que no se hubiera ejercido, siempre que se trate de partes 
contratantes que sean relacionadas en los términos del artículo 179 de esta Ley. 

 
XV. La restitución efectuada por el prestatario por un monto equivalente a los 

derechos patrimoniales de los títulos recibidos en préstamo. 
 
XVI. Las cantidades que tengan el carácter de participación en la utilidad del 

contribuyente o estén condicionadas a la obtención de ésta, ya sea que 
correspondan a trabajadores, a miembros del consejo de administración, a 
obligacionistas o a otros. 

 
Artículo 149. Las inversiones cuya deducción autoriza este Título, excepto las 
reguladas por el Capítulo II Secciones I o II del mismo, únicamente podrán deducirse 
mediante la aplicación anual sobre el monto de las mismas y hasta llegar a este 
límite, de los siguientes por cientos: 
 
I. 5% para construcciones. 

 
II. 10% para gastos de instalación. 
 
III. 30% para equipo de cómputo electrónico, consistente en una máquina o grupo 

de máquinas interconectadas conteniendo unidades de entrada, 
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almacenamiento, computación, control y unidades de salida, usando circuitos 
electrónicos en los elementos principales para ejecutar operaciones aritméticas 
o lógicas en forma automática por medio de instrucciones programadas, 
almacenadas internamente o controladas externamente, así como para el 
equipo periférico de dicho equipo de cómputo, tal como unidades de discos 
ópticos, impresoras, lectores ópticos, graficadores, unidades de respaldo, 
lectores de código de barras, digitalizadores, unidades de almacenamiento 
externo, así como monitores y teclados conectados a un equipo de cómputo. 

 
IV. 10% para equipo y bienes muebles tangibles, no comprendidas en las 

fracciones anteriores. 
 
Cuando el contribuyente enajene los bienes o cuando éstos dejen de ser útiles para 
obtener los ingresos, deducirán, en el año de calendario en que esto ocurra, la parte 
aún no deducida. En el caso en que los bienes dejen de ser útiles para obtener los 
ingresos, el contribuyente deberá presentar aviso ante las autoridades fiscales y 
mantener sin deducción un peso en sus registros. Lo dispuesto en este párrafo no es 
aplicable a los casos señalados en el artículo 31 de esta Ley. 
 
El monto de la inversión se determinará de conformidad con lo dispuesto en el 
segundo párrafo del artículo 31 de esta Ley. 
 
Cuando el monto de la inversión sea superior al valor de mercado de los bienes o al 
avalúo que ordenen practicar o practiquen las autoridades fiscales, se tomará el valor 
inferior para efectos de la deducción. 
 
La deducción de las inversiones a que se refiere este artículo, se actualizará en los 
términos del séptimo párrafo del artículo 31 de esta Ley y aplicando lo dispuesto en 
los párrafos primero, quinto, sexto y octavo del mismo artículo. 
 
Cuando no se pueda separar del costo del inmueble, la parte que corresponda a las 
construcciones, se considerará como costo del terreno el 20% del total. 
 

CAPÍTULO XI 
DE LA DECLARACIÓN ANUAL 

 
Artículo 150. Las personas físicas que obtengan ingresos en un año de calendario, a 
excepción de los exentos y de aquéllos por los que se haya pagado impuesto 
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definitivo, están obligadas a pagar su impuesto anual mediante declaración que 
presentarán en el mes de abril del año siguiente, ante las oficinas autorizadas. 
 
Podrán optar por no presentar la declaración a que se refiere el párrafo anterior, las 
personas físicas que únicamente obtengan ingresos acumulables en el ejercicio por 
los conceptos señalados en los Capítulos I y VI de este Título, cuya suma no exceda 
de $400,000.00, siempre que los ingresos por concepto de intereses reales no 
excedan de $100,000.00 y sobre dichos ingresos se haya aplicado la retención a que 
se refiere el primer párrafo del artículo 135 de esta Ley. 
 
En la declaración a que se refiere el primer párrafo de este artículo, los 
contribuyentes que en el ejercicio que se declara hayan obtenido ingresos totales, 
incluyendo aquéllos por los que no se esté obligado al pago de este impuesto y por 
los que se pagó el impuesto definitivo, superiores a $500,000.00 deberán declarar la 
totalidad de sus ingresos, incluidos aquéllos por los que no se esté obligado al pago 
de este impuesto en los términos de las fracciones XVII, XIX, inciso a) y XXII del 
artículo 93 de esta Ley y por los que se haya pagado impuesto definitivo en los 
términos del artículo 138 de la misma. 
 
Los contribuyentes que obtengan ingresos por la prestación de un servicio personal 
subordinado, estarán a lo dispuesto en el artículo 98 de esta Ley.  
 
Artículo 151. Las personas físicas residentes en el país que obtengan ingresos de 
los señalados en este Título, para calcular su impuesto anual, podrán hacer, además 
de las deducciones autorizadas en cada Capítulo de esta Ley que les correspondan, 
las siguientes deducciones personales: 
 
I. Los pagos por honorarios médicos y dentales, así como los gastos hospitalarios, 

efectuados por el contribuyente para sí, para su cónyuge o para la persona con 
quien viva en concubinato y para sus ascendientes o descendientes en línea 
recta, siempre que dichas personas no perciban durante el año de calendario 
ingresos en cantidad igual o superior a la que resulte de calcular el salario 
mínimo general del área geográfica del contribuyente elevado al año, y se 
efectúen mediante cheque nominativo del contribuyente, transferencias 
electrónicas de fondos, desde cuentas abiertas a nombre del contribuyente en 
instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que para tal 
efecto autorice el Banco de México o mediante tarjeta de crédito, de débito, o 
de servicios. 
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Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones 
a través de los medios establecidos en el párrafo anterior, cuando las mismas se 
efectúen en poblaciones o en zonas rurales sin servicios financieros. 
 

II. Los gastos de funerales en la parte en que no excedan del salario mínimo 
general del área geográfica del contribuyente elevado al año, efectuados para 
las personas señaladas en la fracción que antecede. 

 
III. Los donativos no onerosos ni remunerativos, que satisfagan los requisitos 

previstos en esta Ley y en las reglas generales que para el efecto establezca el 
Servicio de Administración Tributaria y que se otorguen en los siguientes casos: 
 
a) A la Federación, a las entidades federativas o los municipios, a sus 

organismos descentralizados que tributen conforme al Título III de la 
presente Ley, así como a los organismos internacionales de los que México 
sea miembro de pleno derecho, siempre que los fines para los que fueron 
creados, correspondan a las actividades por las que se puede obtener 
autorización para recibir donativos deducibles de impuestos. 

 
b) A las entidades a las que se refiere el sexto párrafo del artículo 82 de esta 

Ley. 
 
c) A las entidades a que se refieren los artículos 79, fracción XIX y 82 de esta 

Ley. 
 
d) A las personas morales a las que se refieren las fracciones VI, X, XI, XX y 

XXV del artículo 79 de esta Ley y que cumplan con los requisitos 
establecidos en el artículo 82 de la misma Ley. 

 
e) A las asociaciones y sociedades civiles que otorguen becas y cumplan con 

los requisitos del artículo 83 de esta Ley. 
 
f) A programas de escuela empresa. 
 

El Servicio de Administración Tributaria publicará en el Diario Oficial de la 
Federación y dará a conocer en su página electrónica de Internet los datos de 
las instituciones a que se refieren los incisos b), c), d) y e) de esta fracción que 
reúnan los requisitos antes señalados. 
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Tratándose de donativos otorgados a instituciones de enseñanza serán 
deducibles siempre que sean establecimientos públicos o de propiedad de 
particulares que tengan autorización o reconocimiento de validez oficial de 
estudios en los términos de la Ley General de Educación, se destinen a la 
adquisición de bienes de inversión, a la investigación científica o desarrollo de 
tecnología, así como a gastos de administración hasta por el monto, en este 
último caso, que señale el Reglamento de esta Ley; se trate de donaciones no 
onerosas ni remunerativas, conforme a las reglas generales que al efecto 
determine la Secretaría de Educación Pública, y dichas instituciones no hayan 
distribuido remanentes a sus socios o integrantes en los últimos cinco años. 
 
El monto total de los donativos a que se refiere esta fracción será deducible 
hasta por una cantidad que no exceda del 7% de los ingresos acumulables que 
sirvan de base para calcular el impuesto sobre la renta a cargo del 
contribuyente en el ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se efectúe la 
deducción, antes de aplicar las deducciones a que se refiere el presente artículo. 
Cuando se realicen donativos a favor de la Federación, de las entidades 
federativas, de los municipios, o de sus organismos descentralizados, el monto 
deducible no podrá exceder del 4% de los ingresos acumulables a que se refiere 
este párrafo, sin que en ningún caso el límite de la deducción tratándose de 
estos donativos, y de los realizados a donatarias autorizadas distintas, exceda 
del 7% citado.  
 
Para efectos de este Título, no serán deducibles los donativos que se realicen 
entre partes relacionadas. 
 

IV. Los intereses reales efectivamente pagados en el ejercicio por créditos 
hipotecarios destinados a la adquisición de su casa habitación contratados con 
las instituciones integrantes del sistema financiero, siempre que el monto total 
de los créditos otorgados por dicho inmueble no exceda de doscientas cincuenta 
mil unidades de inversión. Para estos efectos, se considerarán como intereses 
reales el monto en el que los intereses efectivamente pagados en el ejercicio 
excedan al ajuste anual por inflación del mismo ejercicio y se determinará 
aplicando en lo conducente lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 134 de 
esta Ley, por el periodo que corresponda. 

 
Los integrantes del sistema financiero, a que se refiere el párrafo anterior, 
deberán expedir comprobante fiscal en el que conste el monto del interés real 
pagado por el contribuyente en el ejercicio de que se trate, en los términos que 
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se establezca en las reglas que al efecto expida el Servicio de Administración 
Tributaria. 
 

V. Las aportaciones complementarias de retiro realizadas directamente en la 
subcuenta de aportaciones complementarias de retiro, en los términos de la Ley 
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro o a las cuentas de planes personales 
de retiro, así como las aportaciones voluntarias realizadas a la subcuenta de 
aportaciones voluntarias, siempre que en este último caso dichas aportaciones 
cumplan con los requisitos de permanencia establecidos para los planes de 
retiro conforme al segundo párrafo de esta fracción. El monto de la deducción a 
que se refiere esta fracción será de hasta el 10% de los ingresos acumulables 
del contribuyente en el ejercicio, sin que dichas aportaciones excedan del 
equivalente a cinco salarios mínimos generales del área geográfica del 
contribuyente elevados al año. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, se consideran planes personales de retiro, 
aquellas cuentas o canales de inversión, que se establezcan con el único fin de 
recibir y administrar recursos destinados exclusivamente para ser utilizados 
cuando el titular llegue a la edad de 65 años o en los casos de invalidez o 
incapacidad del titular para realizar un trabajo personal remunerado de 
conformidad con las leyes de seguridad social, siempre que sean administrados 
en cuentas individualizadas por instituciones de seguros, instituciones de 
crédito, casas de bolsa, administradoras de fondos para el retiro o sociedades 
operadoras de sociedades de inversión con autorización para operar en el país, 
y siempre que obtengan autorización previa del Servicio de Administración 
Tributaria. 
 
Cuando los recursos invertidos en las subcuentas de aportaciones 
complementarias de retiro, en las subcuentas de aportaciones voluntarias o en 
los planes personales de retiro, así como los rendimientos que ellos generen, se 
retiren antes de que se cumplan los requisitos establecidos en esta fracción, el 
retiro se considerará ingreso acumulable en los términos del Capítulo IX de este 
Título. 
 
En el caso de fallecimiento del titular del plan personal de retiro, el beneficiario 
designado o el heredero, estarán obligados a acumular a sus demás ingresos 
del ejercicio, los retiros que efectúe de la cuenta o canales de inversión, según 
sea el caso. 
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VI. Las primas por seguros de gastos médicos, complementarios o independientes 
de los servicios de salud proporcionados por instituciones públicas de seguridad 
social, siempre que el beneficiario sea el propio contribuyente, su cónyuge o la 
persona con quien vive en concubinato, o sus ascendientes o descendientes, en 
línea recta. 

 
VII. Los gastos destinados a la transportación escolar de los descendientes en línea 

recta cuando ésta sea obligatoria en los términos de las disposiciones jurídicas 
del área donde la escuela se encuentre ubicada o cuando para todos los 
alumnos se incluya dicho gasto en la colegiatura. Para estos efectos, se deberá 
separar en el comprobante el monto que corresponda por concepto de 
transportación escolar y se efectúen mediante cheque nominativo del 
contribuyente, transferencias electrónicas de fondos, desde cuentas abiertas a 
nombre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y 
las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México o mediante tarjeta 
de crédito, de débito, o de servicios. 

 
Las autoridades fiscales podrán liberar de la obligación de pagar las erogaciones 
a través de los medios establecidos en el párrafo anterior, cuando las mismas se 
efectúen en poblaciones o en zonas rurales sin servicios financieros. 

 
VIII. Los pagos efectuados por concepto del impuesto local sobre ingresos por 

salarios y en general por la prestación de un servicio personal subordinado, 
siempre que la tasa de dicho impuesto no exceda del 5%. 

 
Para determinar el área geográfica del contribuyente se atenderá al lugar donde se 
encuentre su casa habitación al 31 de diciembre del año de que se trate. Las 
personas que a la fecha citada tengan su domicilio fuera del territorio nacional, 
atenderán al área geográfica correspondiente al Distrito Federal. 
 
Para que procedan las deducciones a que se refieren las fracciones I y II que 
anteceden, se deberá acreditar mediante comprobantes fiscales, que las cantidades 
correspondientes fueron efectivamente pagadas en el año de calendario de que se 
trate a instituciones o personas residentes en el país. Si el contribuyente recupera 
parte de dichas cantidades, únicamente deducirá la diferencia no recuperada. 
 
Los requisitos de las deducciones establecidas en el Capítulo X de este Título no son 
aplicables a las deducciones personales a que se refiere este artículo. 
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El monto total de las deducciones que podrán efectuar los contribuyentes en los 
términos de este artículo y del artículo 185, no podrá exceder de la cantidad que 
resulte menor entre cuatro salarios mínimos generales elevados al año del área 
geográfica del contribuyente, o del 10% del total de los ingresos del contribuyente, 
incluyendo aquéllos por los que no se pague el impuesto. Lo dispuesto en este 
párrafo, no será aplicable tratándose de los donativos a que se refiere la fracción III 
de este artículo. 
 
Artículo 152. Las personas físicas calcularán el impuesto del ejercicio sumando, a 
los ingresos obtenidos conforme a los Capítulos I, III, IV, V, VI, VIII y IX de este 
Título, después de efectuar las deducciones autorizadas en dichos Capítulos, la 
utilidad gravable determinada conforme a las Secciones I o II del Capítulo II de este 
Título, al resultado obtenido se le disminuirá, en su caso, las deducciones a que se 
refiere el artículo 151 de esta Ley. A la cantidad que se obtenga se le aplicará la 
siguiente: 
 

 
 
No será aplicable lo dispuesto en este artículo a los ingresos por los que no se esté 
obligado al pago del impuesto y por los que ya se pagó impuesto definitivo. 

Límite	
  inferior	
   Límite	
  superior	
   Cuota	
  fija

Por	
  ciento	
  para	
  
aplicarse	
  sobre	
  el	
  
excedente	
  del	
  
límite	
  inferior

$ $ $ %
0.01 5,952.84 0.00 1.92                       

5,952.85 50,524.92 114.29 6.40                       
50,524.93 88,793.04 2,966.91 10.88                     
88,793.05 103,218.00 7,130.48 16.00                     

103,218.01 123,580.20 9,438.47 17.92                     
123,580.21 249,243.48 13,087.37 21.36                     
249,243.49 392,841.96 39,929.05 23.52                     
392,841.97 500,000.00 73,703.41 30.00                     
500,000.01 750,000.00 105,850.82 31.00                     
750,000.01 1,000,000.00 183,350.81 32.00                     

1,000,000.01 3,000,000.00 263,350.81 34.00                     
3,000,000.01 En	
  adelante 943,350.81 35.00                     

TARIFA	
  ANUAL
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Contra el impuesto anual calculado en los términos de este artículo, se podrán 
efectuar los siguientes acreditamientos: 
 
I. El importe de los pagos provisionales efectuados durante el año de calendario. 

 
II. El impuesto acreditable en los términos de los artículos 5, 140 y 145, penúltimo 

párrafo, de esta Ley. 
 
En los casos en los que el impuesto a cargo del contribuyente sea menor que la 
cantidad que se acredite en los términos de este artículo, únicamente se podrá 
solicitar la devolución o efectuar la compensación del impuesto efectivamente pagado 
o que le hubiera sido retenido. Para los efectos de la compensación a que se refiere 
este párrafo, el saldo a favor se actualizará por el periodo comprendido desde el mes 
inmediato anterior en el que se presentó la declaración que contenga el saldo a favor 
y hasta el mes inmediato anterior al mes en el que se compense. 
 
Cuando la inflación observada acumulada desde el último mes que se utilizó en el 
cálculo de la última actualización de las cantidades establecidas en moneda nacional 
de las tarifas contenidas en este artículo y en el artículo 96 de esta Ley, exceda del 
10%, dichas cantidades se actualizarán por el periodo comprendido desde el último 
mes que se utilizó en el cálculo de la última actualización y hasta el último mes del 
ejercicio en el que se exceda el porcentaje citado. Para estos efectos, se aplicará el 
factor de actualización que resulte de dividir el Índice Nacional de Precios al 
Consumidor del mes inmediato anterior al más reciente del periodo, entre el Índice 
Nacional de Precios al Consumidor correspondiente al último mes que se utilizó en el 
cálculo de la última actualización. Dicha actualización entrará en vigor a partir del 1 
de enero del ejercicio siguiente en el que se haya presentado el mencionado 
incremento. 
 

TÍTULO V 
DE LOS RESIDENTES EN EL EXTRANJERO CON INGRESOS PROVENIENTES 

DE FUENTE DE RIQUEZA UBICADA EN TERRITORIO NACIONAL 
 
Artículo 153. Están obligados al pago del impuesto sobre la renta conforme a este 
Título, los residentes en el extranjero que obtengan ingresos en efectivo, en bienes, 
en servicios o en crédito, aun cuando hayan sido determinados presuntivamente por 
las autoridades fiscales, en los términos de los artículos 58-A del Código Fiscal de la 
Federación, 11, 179 y 180 de esta Ley, provenientes de fuentes de riqueza situadas 
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en territorio nacional, cuando no tengan un establecimiento permanente en el país o 
cuando teniéndolo, los ingresos no sean atribuibles a éste. Se considera que forman 
parte de los ingresos mencionados en este párrafo, los pagos efectuados con motivo 
de los actos o actividades a que se refiere este Título, que beneficien al residente en 
el extranjero, inclusive cuando le eviten una erogación, pagos a los cuales les 
resultarán aplicables las mismas disposiciones que a los ingresos que los originaron. 
 
Cuando los residentes en el extranjero obtengan los ingresos a que se refiere el 
párrafo anterior a través de un fideicomiso constituido de conformidad con las leyes 
mexicanas, en el que sean fideicomisarios o fideicomitentes, la fiduciaria determinará 
el monto gravable de dichos ingresos de cada residente en el extranjero en los 
términos de este Título y deberá efectuar las retenciones del impuesto que hubiesen 
procedido de haber obtenido ellos directamente dichos ingresos. Tratándose de 
fideicomisos emisores de títulos colocados entre el gran público inversionista, serán 
los depositarios de valores quienes deberán retener el impuesto por los ingresos que 
deriven de dichos títulos. 
 
Cuando la persona que haga alguno de los pagos a que se refiere este Título cubra 
por cuenta del contribuyente el impuesto que a éste corresponda, el importe de dicho 
impuesto se considerará ingreso de los comprendidos en este Título y se aplicarán las 
disposiciones que correspondan con el tipo de ingreso por el cual se pagó el 
impuesto. 
 
Cuando en los términos del presente Título esté previsto que el impuesto se pague 
mediante retención, el retenedor estará obligado a enterar una cantidad equivalente 
a la que debió haber retenido en la fecha de la exigibilidad o al momento en que 
efectúe el pago, lo que suceda primero. Tratándose de contraprestaciones efectuadas 
en moneda extranjera, el impuesto se enterará haciendo la conversión a moneda 
nacional en el momento en que sea exigible la contraprestación o se pague. Para los 
efectos de este Título, tendrá el mismo efecto que el pago, cualquier otro acto 
jurídico por virtud del cual el deudor extingue la obligación de que se trate. 
 
El impuesto que corresponda pagar en los términos de este Título se considerará 
como definitivo y se enterará mediante declaración que se presentará ante las 
oficinas autorizadas. 
 
No se estará obligado a efectuar el pago del impuesto en los términos de este Título, 
cuando se trate de ingresos por concepto de intereses, ganancias de capital, así 
como por el otorgamiento del uso o goce temporal de terrenos o construcciones 
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adheridas al suelo ubicados en territorio nacional, que deriven de las inversiones 
efectuadas por fondos de pensiones y jubilaciones, constituidos en los términos de la 
legislación del país de que se trate, siempre que dichos fondos sean los beneficiarios 
efectivos de tales ingresos y que estos últimos se encuentren exentos del impuesto 
sobre la renta en ese país. 
 
Para los efectos de este artículo, se entenderá por ganancias de capital, los ingresos 
provenientes de la enajenación de acciones cuyo valor provenga en más de un 50% 
de terrenos y construcciones adheridas al suelo, ubicados en el país, así como los 
provenientes de la enajenación de dichos bienes. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior, se aplicará a los terrenos y construcciones 
adheridas al suelo, siempre que dichos bienes hayan sido otorgados en uso o goce 
temporal por los fondos de pensiones y jubilaciones citados, durante un periodo no 
menor de cuatro años antes de su enajenación. 
 
Cuando los fondos de pensiones y jubilaciones participen como accionistas en 
personas morales, cuyos ingresos totales provengan al menos en un 90% 
exclusivamente de la enajenación o del otorgamiento del uso o goce temporal de 
terrenos y construcciones adheridas al suelo, ubicados en el país, y de la enajenación 
de acciones cuyo valor provenga en más de un 50% de terrenos y construcciones 
adheridas al suelo, ubicados en el país, dichas personas morales estarán exentas, en 
la proporción de la tenencia accionaria o de la participación, de dichos fondos en la 
persona moral, siempre que se cumplan las condiciones previstas en los párrafos 
anteriores. Lo dispuesto en este párrafo también será aplicable cuando dichos fondos 
participen como asociados en una asociación en participación. 
 
Para efectos del cálculo del 90% referido en el párrafo anterior, las personas morales 
que tengan como accionistas a fondos de pensiones y jubilaciones del extranjero, que 
cumplan con los requisitos establecidos en este artículo, podrán excluir de los 
ingresos totales, el ajuste anual por inflación acumulable y la ganancia cambiaria que 
deriven exclusivamente de las deudas contratadas para la adquisición o para obtener 
ingresos por el otorgamiento del uso o goce temporal de terrenos o de 
construcciones adheridas al suelo, ubicados en el país. 
 
No será aplicable la exención prevista en el párrafo sexto de este artículo, cuando la 
contraprestación pactada por el otorgamiento del uso o goce de bienes inmuebles 
esté determinada en función de los ingresos del arrendatario. 
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No obstante lo dispuesto en este artículo, los fondos de pensiones o jubilaciones del 
extranjero y las personas morales en las que éstos participen como accionistas 
estarán obligados al pago del impuesto sobre la renta en términos de la presente Ley, 
cuando obtengan ingresos por la enajenación o adquisición de terrenos y 
construcciones adheridas al suelo que tengan registrados como inventario. 
 
Artículo 154. Tratándose de los ingresos por salarios y en general por la prestación 
de un servicio personal subordinado, se considerará que la fuente de riqueza se 
encuentra en territorio nacional cuando el servicio se preste en el país. 
 
El impuesto se determinará aplicando al ingreso obtenido las tasas siguientes: 
 
I. Se estará exento por los primeros $125,900.00 obtenidos en el año de 

calendario de que se trate. 
 
II. Se aplicará la tasa del 15% a los ingresos percibidos en el año de calendario de 

que se trate que excedan del monto señalado en la fracción que antecede y que 
no sean superiores a $1,000,000.00. 

 
III. Se aplicará la tasa del 30% a los ingresos percibidos en el año de calendario de 

que se trate que excedan de $1,000,000.00. 
 
La persona que efectúe los pagos deberá también efectuar la retención del impuesto 
si es residente en el país o residente en el extranjero con un establecimiento 
permanente en México con el que se relacione el servicio. En los demás casos, el 
contribuyente enterará el impuesto correspondiente mediante declaración que 
presentará ante las oficinas autorizadas dentro de los quince días siguientes a la 
obtención del ingreso. 
 
En el caso de la fracción VII del artículo 94 de esta Ley, se considerará que se 
obtiene el ingreso en el año de calendario en el que se haya ejercido la opción de 
compra de las acciones o títulos valor que representen la propiedad de bienes. 
 
Cuando el ingreso de que se trate se perciba por periodos de doce meses en los 
términos del séptimo párrafo de este artículo y dichos periodos no coincidan con el 
año calendario, se aplicarán las tasas previstas en las fracciones anteriores, en 
función del periodo de doce meses en lugar del año de calendario. 
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Para los efectos de lo dispuesto en este artículo y el artículo 156 de esta Ley, los 
contribuyentes podrán garantizar el pago del impuesto sobre la renta que pudiera 
causarse con motivo de la realización de sus actividades en territorio nacional, 
mediante depósito en las cuentas a que se refiere la fracción I del artículo 141 del 
Código Fiscal de la Federación. 
 
Se exceptúan del pago del impuesto a que se refiere este artículo, por los ingresos 
por salarios y en general por la prestación de un servicio personal subordinado, 
pagados por residentes en el extranjero, personas físicas o morales, que no tengan 
establecimiento permanente en el país o que teniéndolo, el servicio no esté 
relacionado con dicho establecimiento, siempre que la estancia del prestador del 
servicio en territorio nacional sea menor a 183 días naturales, consecutivos o no, en 
un periodo de doce meses. 
 
No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando quien paga el servicio 
tenga algún establecimiento en territorio nacional con el que se relacione dicho 
servicio, aun cuando no constituya establecimiento permanente en los términos de 
los artículos 3, 168 y 170, de esta Ley, así como cuando el prestador del servicio al 
citado establecimiento reciba pagos complementarios de residentes en el extranjero, 
en consideración a servicios prestados por los que haya obtenido ingresos sujetos a 
retención conforme al tercer párrafo de este artículo. 
 
El contribuyente que se encuentre obligado a pagar el impuesto en los términos de 
este artículo, estará obligado a continuar pagándolo, mientras no demuestre que ha 
permanecido por más de 183 días consecutivos fuera de territorio nacional. 
 
Artículo 155. Tratándose de ingresos por jubilaciones, pensiones, haberes de retiro, 
así como las pensiones vitalicias u otras formas de retiro, incluyendo las provenientes 
de la subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez prevista en la Ley del Seguro Social, las provenientes de la cuenta 
individual del sistema de ahorro para el retiro prevista en la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, y los ingresos 
derivados del beneficio previsto en la Ley de Pensión Universal, se considerará que la 
fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional cuando los pagos se efectúen 
por residentes en el país o establecimientos permanentes en territorio nacional o 
cuando las aportaciones se deriven de un servicio personal subordinado que haya 
sido prestado en territorio nacional. 
 
El impuesto se determinará aplicando al ingreso obtenido las tasas siguientes: 
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I. Se estará exento por los primeros $125,900.00 obtenidos en el año de 

calendario de que se trate. 
 
II. Se aplicará la tasa de 15% sobre los ingresos percibidos en el año de calendario 

de que se trate que excedan del monto señalado en la fracción que antecede y 
que no sean superiores a $1,000,000.00. 

 
III. Se aplicará la tasa de 30% sobre los ingresos percibidos en el año de calendario 

de que se trate que excedan de $1,000,000.00. 
 
La persona que efectúe los pagos a que se refiere este artículo, deberá realizar la 
retención del impuesto si es residente en el país o residente en el extranjero con un 
establecimiento permanente en México. En los demás casos, el contribuyente 
enterará el impuesto correspondiente mediante declaración que presentará ante las 
oficinas autorizadas dentro de los quince días siguientes a aquél en el que se obtenga 
el ingreso. 
 
Artículo 156. Tratándose de ingresos por honorarios y en general por la prestación 
de un servicio personal independiente, se considerará que la fuente de riqueza se 
encuentra en territorio nacional cuando el servicio se preste en el país. Se presume 
que el servicio se presta totalmente en México cuando se pruebe que parte del 
mismo se presta en territorio nacional, salvo que el contribuyente demuestre la parte 
del servicio que prestó en el extranjero, en cuyo caso, el impuesto se calculará sobre 
la parte de la contraprestación que corresponda a la proporción en que el servicio se 
prestó en México. 
 
También se presume, salvo prueba en contrario, que el servicio se presta en territorio 
nacional cuando los pagos por dicho servicio se hagan por un residente en territorio 
nacional o un residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país a 
un residente en el extranjero que sea su parte relacionada en los términos del 
artículo 179 de esta Ley. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el total del ingreso 
obtenido, sin deducción alguna, debiendo efectuar la retención del impuesto la 
persona que haga los pagos si es residente en el país o residente en el extranjero con 
un establecimiento permanente en México con el que se relacione el servicio. En los 
demás casos, el contribuyente enterará el impuesto correspondiente mediante 
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declaración que presentará ante las oficinas autorizadas dentro de los quince días 
siguientes a aquél en el que se obtenga el ingreso. 
 
Los contribuyentes que perciban ingresos de los señalados en este precepto, tendrán 
la obligación de expedir comprobante fiscal. 
 
Se exceptúan del pago del impuesto a que se refiere este artículo, los ingresos por 
honorarios y en general por la prestación de un servicio personal independiente, 
pagados por residentes en el extranjero, personas físicas o morales, que no tengan 
establecimiento permanente en el país o que teniéndolo, el servicio no esté 
relacionado con dicho establecimiento, siempre que la estancia del prestador del 
servicio en territorio nacional sea menor a 183 días naturales, consecutivos o no, en 
un periodo de doce meses. 
 
No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando quien paga el servicio 
tenga algún establecimiento en territorio nacional con el que se relacione dicho 
servicio, aun cuando no constituya establecimiento permanente en los términos de 
los artículos 3, 168 y 170 de esta Ley, así como cuando el prestador del servicio al 
citado establecimiento reciba pagos complementarios de residentes en el extranjero, 
en consideración a servicios prestados por los que haya obtenido ingresos sujetos a 
retención conforme al tercer párrafo de este artículo. 
 
El contribuyente que se encuentre obligado a pagar el impuesto en los términos de 
este artículo, estará obligado a continuar pagándolo mientras no demuestre que ha 
permanecido por más de 183 días consecutivos fuera de territorio nacional. 
 
Artículo 157. Tratándose de las remuneraciones de cualquier clase que reciban los 
miembros de consejos directivos, de vigilancia, consultivos o de cualquier otra índole, 
así como los honorarios a administradores, comisarios y gerentes generales se 
considerará que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional cuando los 
mismos sean pagados en el país o en el extranjero, por empresas residentes en 
México. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el total del ingreso 
obtenido, sin deducción alguna, debiendo efectuar la retención las sociedades que 
hagan los pagos. 
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Artículo 158. En los ingresos por otorgar el uso o goce temporal de bienes 
inmuebles, se considerará que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional 
cuando en el país estén ubicados dichos bienes. 
 
También se considerarán ingresos de los que se refiere el párrafo anterior, las 
contraprestaciones que obtiene un residente en el extranjero por conceder el derecho 
de uso o goce y demás derechos que se convengan sobre un bien inmueble ubicado 
en el país, aun cuando dichas contraprestaciones se deriven de la enajenación o 
cesión de los derechos mencionados. 
 
Para efectos de los párrafos anteriores, el impuesto se determinará aplicando la tasa 
del 25% sobre el ingreso obtenido, sin deducción alguna, debiendo efectuar la 
retención las personas que hagan los pagos. En el caso de que quien efectúe los 
pagos sea un residente en el extranjero, el impuesto lo enterará mediante 
declaración que presenten ante las autoridades fiscales dentro de los quince días 
siguientes a la obtención del ingreso. 
 
Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en los párrafos primero y 
segundo de este artículo, tendrán la obligación de expedir comprobante fiscal por las 
contraprestaciones recibidas. Cuando dichos ingresos sean percibidos a través de 
operaciones de fideicomiso, será la institución fiduciaria quien expida el comprobante 
fiscal y efectúe la retención a que se refiere el párrafo anterior. 
 
En los ingresos por otorgar el uso o goce temporal de bienes muebles, se considerará 
que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional, cuando los bienes 
muebles destinados a actividades comerciales, industriales, agrícolas, ganaderas y de 
pesca, se utilicen en el país. Se presume, salvo prueba en contrario, que los bienes 
muebles se destinan a estas actividades y se utilizan en el país, cuando el que usa o 
goza el bien es residente en México o residente en el extranjero con establecimiento 
permanente en territorio nacional. En el caso de que los bienes muebles se destinen 
a actividades distintas de las anteriores, cuando en el país se haga la entrega 
material de los bienes muebles. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, el impuesto se determinará aplicando la tasa del 
25% sobre el ingreso obtenido, sin deducción alguna, debiendo efectuar la retención 
las personas que hagan los pagos. Tratándose de contenedores, remolques o 
semirremolques que sean importados de manera temporal hasta por un mes en los 
términos de la Ley Aduanera; así como de aviones y embarcaciones que tengan 
concesión o permiso del Gobierno Federal para ser explotados comercialmente, el 
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impuesto se determinará aplicando la tasa del 5% siempre que dichos bienes sean 
utilizados directamente por el arrendatario en la transportación de pasajeros o 
bienes. 
 
Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores no es aplicable a los bienes muebles a 
que se refieren los artículos 166 y 167 de esta Ley. 
 
En los ingresos derivados de contratos de fletamento, se considerará que la fuente de 
riqueza se encuentra en territorio nacional, cuando las embarcaciones fletadas 
realicen navegación de cabotaje en territorio nacional. En este caso, el impuesto se 
determinará aplicando la tasa del 10% sobre el ingreso obtenido, sin deducción 
alguna, debiendo efectuar la retención la persona que haga los pagos. 
 
Artículo 159. Tratándose de ingresos que correspondan a residentes en el 
extranjero que se deriven de un contrato de servicio turístico de tiempo compartido, 
se considerará que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional cuando en 
el país estén ubicados uno o varios de los bienes inmuebles que se destinen total o 
parcialmente a dicho servicio. 
 
Para los efectos de este artículo, se consideran como contratos de servicio turístico 
de tiempo compartido, aquéllos que se encuentren al menos en alguno de los 
siguientes supuestos: 
 
I. Otorgar el uso o goce o el derecho a ocupar o disfrutar en forma temporal o en 

forma definitiva, uno o varios bienes inmuebles o parte de los mismos que se 
destinen a fines turísticos, vacacionales, recreativos, deportivos o cualquier otro, 
incluyendo en su caso, otros derechos accesorios. 

 
II. Prestar el servicio de hospedaje u otro similar en uno o varios bienes inmuebles 

o parte de los mismos, que se destinen a fines turísticos, vacacionales, 
recreativos, deportivos o cualquier otro fin, incluyendo en su caso otros 
derechos accesorios, durante un periodo específico a intervalos previamente 
establecidos, determinados o determinables. 

 
III. Enajenar membresías o títulos similares, cualquiera que sea el nombre con el 

que se les designe, que permitan el uso, goce, disfrute u hospedaje de uno o 
varios bienes inmuebles o de parte de los mismos, que se destinen a fines 
turísticos, vacacionales, recreativos, deportivos o cualquier otro. 
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IV. Otorgar uno o varios bienes inmuebles, ubicados en territorio nacional, en 
administración a un tercero, a fin de que lo utilice en forma total o parcial para 
hospedar, albergar o dar alojamiento en cualquier forma, a personas distintas 
del contribuyente, así como otros derechos accesorios, en su caso, durante un 
periodo específico a intervalos previamente establecidos, determinados o 
determinables. 

 
El o los bienes inmuebles a que se refiere este artículo, pueden ser una unidad cierta 
considerada en lo individual o una unidad variable dentro de una clase determinada. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el total del ingreso 
obtenido por el beneficiario efectivo residente en el extranjero, sin deducción alguna, 
debiendo efectuar la retención, el prestatario si es residente en el país o residente en 
el extranjero con establecimiento permanente en el país; de lo contrario, el 
contribuyente enterará el impuesto correspondiente mediante declaración que 
presentará ante las oficinas autorizadas dentro de los quince días siguientes a la 
obtención del ingreso. Los contribuyentes que tengan representante en el país que 
reúnan los requisitos establecidos en el artículo 174 de esta Ley, podrán optar por 
aplicar sobre la utilidad obtenida, la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente 
del límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley, 
siempre que dicho representante tenga los estados financieros dictaminados, o los 
contenidos en la declaración informativa sobre su situación fiscal a disposición de las 
autoridades fiscales. 
 
El ingreso obtenido o la utilidad obtenida a que se refiere el párrafo anterior, serán 
los que se obtengan de multiplicar el cociente que resulte de dividir el valor de los 
bienes inmuebles del contribuyente y de sus partes relacionadas ubicados en México, 
entre el valor de la totalidad de los bienes inmuebles del contribuyente y de sus 
partes relacionadas, afectos a dicha prestación, por el ingreso mundial obtenido o por 
la utilidad mundial determinada, antes del pago del impuesto sobre la renta, del 
residente en el extranjero, según sea el caso, obtenidos por la prestación del servicio 
turístico de tiempo compartido. 
 
Para los efectos de este artículo, el valor de los bienes inmuebles a que se refiere el 
párrafo anterior será el contenido en los estados financieros dictaminados o los 
contenidos en la declaración informativa sobre la situación fiscal del contribuyente y 
de sus partes relacionadas, al cierre del ejercicio inmediato anterior. 
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El impuesto sobre la utilidad a que se refiere este artículo se enterará por el 
contribuyente mediante declaración que presentará, en las oficinas autorizadas, 
dentro de los quince días siguientes a la obtención del ingreso. 
 
Cuando la persona que efectúe los pagos a que se refiere este artículo sea residente 
en el extranjero, el contribuyente enterará el impuesto mediante declaración que 
presentará, en las oficinas autorizadas, dentro de los 15 días siguientes a la 
obtención del ingreso. 
 
Artículo 160. En los ingresos por enajenación de bienes inmuebles, se considerará 
que la fuente de riqueza se ubica en territorio nacional cuando en el país se 
encuentren dichos bienes. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el total del ingreso 
obtenido, sin deducción alguna, debiendo efectuar la retención el adquirente si éste 
es residente en el país o residente en el extranjero con establecimiento permanente 
en el país; de lo contrario, el contribuyente enterará el impuesto correspondiente 
mediante declaración que presentará ante las oficinas autorizadas dentro de los 
quince días siguientes a la obtención del ingreso. 
 
Los contribuyentes que tengan representantes en el país que reúnan los requisitos 
establecidos en el artículo 174 de esta Ley, y siempre que la enajenación se consigne 
en escritura pública o se trate de certificados de participación inmobiliaria no 
amortizables, podrán optar por aplicar sobre la ganancia obtenida, la tasa máxima 
para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida 
en el artículo 152 de la presente Ley; para estos efectos, la ganancia se determinará 
en los términos del Capítulo IV del Título IV de esta Ley, sin deducir las pérdidas a 
que se refiere el último párrafo del artículo 121 de la misma. Cuando la enajenación 
se consigne en escritura pública el representante deberá comunicar al fedatario que 
extienda la escritura, las deducciones a que tiene derecho su representado. Si se 
trata de certificados de participación inmobiliaria no amortizables, el representante 
calculará el impuesto que resulte y lo enterará mediante declaración en la oficina 
autorizada que corresponda a su domicilio dentro de los quince días siguientes a la 
obtención del ingreso. Los notarios, jueces, corredores y demás fedatarios, que por 
disposición legal tengan funciones notariales, calcularán el impuesto bajo su 
responsabilidad, lo harán constar en la escritura y lo enterarán mediante declaración 
en las oficinas autorizadas que correspondan a su domicilio, dentro de los quince días 
siguientes a la fecha en que se firma la escritura. En los casos a que se refiere este 
párrafo se presentará declaración por todas las enajenaciones aun cuando no haya 
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impuesto a enterar. Dichos fedatarios, dentro de los quince días siguientes a aquél en 
que se firme la escritura o minuta, deberán presentar ante las oficinas autorizadas, la 
información que al efecto establezca el Código Fiscal de la Federación respecto de las 
operaciones realizadas en el ejercicio inmediato anterior. 
 
En las enajenaciones que se consignen en escritura pública no se requerirá 
representante en el país para ejercer la opción a que se refiere el párrafo anterior. 
 
Cuando las autoridades fiscales practiquen avalúo y éste exceda en más de un 10% 
de la contraprestación pactada por la enajenación, el total de la diferencia se 
considerará ingreso del adquirente residente en el extranjero, y el impuesto se 
determinará aplicando la tasa del 25% sobre el total de la diferencia, sin deducción 
alguna, debiendo enterarlo el contribuyente mediante declaración que presentará 
ante las oficinas autorizadas dentro de los quince días siguientes a la notificación que 
efectúen las autoridades fiscales. 
 
Tratándose de adquisiciones a título gratuito, el impuesto se determinará aplicando la 
tasa del 25% sobre el total del valor del avalúo del inmueble, sin deducción alguna; 
dicho avalúo deberá practicarse por persona autorizada por las autoridades fiscales. 
Se exceptúan del pago de dicho impuesto los ingresos que se reciban como donativos 
a que se refiere el artículo 93, fracción XXIII, inciso a), de esta Ley. 
 
Cuando en las enajenaciones que se consignen en escritura pública se pacte que el 
pago se hará en parcialidades en un plazo mayor a 18 meses, el impuesto que se 
cause se podrá pagar en la medida en que sea exigible la contraprestación y en la 
proporción que a cada una corresponda, siempre que se garantice el interés fiscal. El 
impuesto se pagará el día 15 del mes siguiente a aquél en que sea exigible cada uno 
de los pagos. 
 
Artículo 161. Tratándose de la enajenación de acciones o de títulos valor que 
representen la propiedad de bienes, se considerará que la fuente de riqueza se 
encuentra ubicada en territorio nacional, cuando sea residente en México la persona 
que los haya emitido o cuando el valor contable de dichas acciones o títulos valor 
provenga directa o indirectamente en más de un 50% de bienes inmuebles ubicados 
en el país. 
 
Se dará el tratamiento de enajenación de acciones o títulos valor que representen la 
propiedad de bienes, a la enajenación de las participaciones en la asociación en 
participación. Para estos efectos, se considerará que la fuente de riqueza se 
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encuentra ubicada en territorio nacional, cuando a través de la asociación en 
participación de que se trate se realicen actividades empresariales total o 
parcialmente en México. 
 
Se dará el tratamiento de enajenación de acciones a los ingresos que se deriven de la 
constitución del usufructo o del uso de acciones o títulos valor a que se refiere el 
primer párrafo de este artículo, o de la cesión de los derechos de usufructuario 
relativos a dichas acciones o títulos valor. También se considerarán ingresos 
comprendidos en este párrafo los derivados de actos jurídicos en los que se 
transmita, parcial o totalmente, el derecho a percibir los rendimientos de las acciones 
o títulos valor. En estos casos, los contribuyentes que obtengan ingresos previstos en 
este párrafo no podrán optar por calcular el impuesto sobre la ganancia, en los 
términos de este artículo. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el monto total de la 
operación, sin deducción alguna. 
 
La retención deberá efectuarse por el adquirente si éste es residente en el país o 
residente en el extranjero con establecimiento permanente en México. En caso 
distinto, el contribuyente enterará el impuesto correspondiente mediante declaración 
que presentará ante las oficinas autorizadas dentro de los quince días siguientes a la 
obtención del ingreso. 
 
Los contribuyentes que tengan representante en el país que reúna los requisitos 
establecidos en el artículo 174 de esta Ley y sean residentes en el extranjero cuyos 
ingresos no estén sujetos a un régimen fiscal preferente de conformidad con esta Ley 
o no sean residentes en un país en el que rige un sistema de tributación territorial, 
podrán optar por aplicar sobre la ganancia obtenida, la tasa máxima para aplicarse 
sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 
152 de esta Ley; para estos efectos, la ganancia se determinará conforme a lo 
señalado en el Capítulo IV del Título IV de esta Ley, sin deducir las pérdidas a que se 
refiere el último párrafo del artículo 121 de la misma. En este caso, el representante 
calculará el impuesto que resulte y lo enterará mediante declaración en la oficina 
autorizada que corresponda a su domicilio dentro de los quince días siguientes a la 
obtención del ingreso. 
 
Los contribuyentes que ejerzan la opción a que se refieren los párrafos anteriores, 
deberán presentar un dictamen formulado por contador público registrado ante las 
autoridades fiscales, en los términos que señale el Reglamento de esta Ley y las 
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reglas de carácter general que al efecto emita el Servicio de Administración 
Tributaria, en el que se indique que el cálculo del impuesto se realizó de acuerdo con 
las disposiciones fiscales. Asimismo, deberá acompañarse, como anexo del dictamen, 
copia de la designación del representante legal. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, tratándose de operaciones entre partes 
relacionadas, el contador público deberá informar en el dictamen el valor contable de 
las acciones que se enajenan, señalando la forma en que consideró los elementos a 
que se refiere el inciso e) de la fracción I del artículo 179 de esta Ley, en la 
determinación del precio de venta de las acciones enajenadas.  
 
Cuando el contador público no dé cumplimiento a lo dispuesto en este artículo, se 
hará acreedor a las sanciones previstas en el Código Fiscal de la Federación. 
 
Tratándose de ingresos por la enajenación de acciones emitidas por sociedades 
mexicanas que se realice a través de las bolsas de valores concesionadas o mercados 
de derivados reconocidos en los términos de la Ley del Mercado de Valores, y 
siempre que dichas acciones sean de las que se coloquen entre el gran público 
inversionista conforme a dichas reglas generales, o de acciones emitidas por 
sociedades extranjeras cotizadas en dichas bolsas de valores o mercados de 
derivados, o títulos que representen dichas acciones o índices accionarios que se 
enajenen en dichas bolsas de valores o mercados de derivados, incluidas las 
enajenaciones que se realicen mediante operaciones financieras derivadas de capital 
señaladas en el artículo 16-A del Código Fiscal de la Federación, referidas a acciones 
colocadas en bolsas de valores concesionadas o en mercados de derivados 
reconocidos en términos de la citada Ley o a índices accionarios que representen a 
las citadas acciones, el impuesto se pagará mediante retención que efectuará el 
intermediario del mercado de valores, aplicando la tasa del 10% sobre la ganancia 
proveniente de la enajenación de dichas acciones o títulos. Para estos efectos, la 
determinación de la ganancia proveniente de la enajenación de acciones o títulos, se 
realizará por cada transacción, utilizando el procedimiento de cálculo establecido en 
los párrafos tercero y cuarto del artículo 129 de esta Ley, según corresponda, sin 
deducir las pérdidas a que se refiere el párrafo noveno de dicho artículo. 
 
Para efectos del pago del impuesto a que se refiere el párrafo anterior , el 
intermediario del mercado de valores efectuará la retención y entero del impuesto 
que corresponda ante las oficinas autorizadas, a más tardar el día 17 del mes 
inmediato siguiente a aquél en el que se efectúe la enajenación correspondiente. La 
retención o el entero del impuesto que se efectúe tendrá el carácter de pago 
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definitivo del impuesto por la ganancia derivada de dicha enajenación. No se estará 
obligado al pago del impuesto por la enajenación cuando el contribuyente sea 
residente en un país con el que se tenga en vigor un tratado para evitar la doble 
imposición. Para estos efectos, el contribuyente deberá entregar al intermediario un 
escrito bajo protesta de decir verdad, en el que señale que es residente para efectos 
del tratado y deberá proporcionar su número de registro o identificación fiscal emitida 
por autoridad fiscal competente. En caso de que el residente en el extranjero no 
entregue esta información, el intermediario deberá efectuar la retención que 
corresponda en términos del párrafo anterior. 
 
Lo dispuesto en el párrafo noveno y décimo no será aplicable a los casos previstos en 
el último párrafo del artículo 129 de esta Ley. En dichos casos se deberá aplicar la 
tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la 
tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley sobre la ganancia obtenida, que se 
determinará conforme a lo señalado en el Capítulo IV del Título IV de esta Ley, sin 
deducir las pérdidas a que se refiere el último párrafo del artículo 121 de la misma. 
 
En el caso de la enajenación de acciones emitidas por sociedades de inversión de 
renta variable, el impuesto se pagará mediante retención que efectuará la 
distribuidora de acciones de sociedades de inversión, aplicando la tasa del 10% sobre 
la ganancia proveniente de dicha enajenación. La determinación de la ganancia 
proveniente de la enajenación de acciones emitidas por sociedades de inversión de 
renta variable se realizará de conformidad con lo establecido en el artículo 88 de esta 
Ley, sin deducir las pérdidas a que se refiere el párrafo sexto de dicho artículo. La 
retención o el entero del impuesto que se efectúe tendrá el carácter de pago 
definitivo del impuesto por la ganancia derivada de dicha enajenación. En el caso de 
sociedades de inversión de renta variable a que se refiere el artículo 79 de esta Ley, 
se estará a lo dispuesto en el artículo 166 de la misma. 
 
En el caso de adquisición por parte de residentes en el extranjero de acciones o 
títulos valor que representen la propiedad de bienes a que se refiere el primer párrafo 
de este artículo, las autoridades fiscales podrán practicar avalúo de la operación de 
que se trate y si éste excede en más de un 10% de la contraprestación pactada por 
la enajenación, el total de la diferencia se considerará ingreso del adquirente, en cuyo 
caso se incrementará su costo por adquisición de bienes con el total de la diferencia 
citada. El impuesto se determinará aplicando, sobre el total de la diferencia sin 
deducción alguna, la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior 
que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley, debiéndolo enterar el 
contribuyente mediante declaración que presentará ante las oficinas autorizadas 
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dentro de los quince días siguientes a la notificación que efectúen las autoridades 
fiscales, con la actualización y los recargos correspondientes. Lo dispuesto en este 
párrafo será aplicable independientemente de la residencia del enajenante. 
 
En las adquisiciones a título gratuito, el impuesto se determinará aplicando la tasa del 
25% sobre el valor total de avalúo de las acciones o partes sociales, sin deducción 
alguna; dicho avalúo deberá practicarse por persona autorizada por las autoridades 
fiscales. Se exceptúan del pago de dicho impuesto los ingresos que se reciban como 
donativos a que se refiere el artículo 93, fracción XXIII, inciso a), de esta Ley. 
 
Tratándose de valores que sean de los que se coloquen entre el gran público 
inversionista conforme a las reglas generales que al efecto expida el Servicio de 
Administración Tributaria cuando se enajenen fuera de bolsa, las autoridades fiscales 
considerarán la cotización bursátil del último hecho del día de la enajenación, en vez 
del valor del avalúo. 
 
Tratándose de reestructuraciones de sociedades pertenecientes a un grupo, las 
autoridades fiscales podrán autorizar el diferimiento del pago del impuesto derivado 
de la ganancia en la enajenación de acciones dentro de dicho grupo. En este caso, el 
pago del impuesto diferido se realizará dentro de los 15 días siguientes a la fecha en 
que se efectúe una enajenación posterior con motivo de la cual las acciones a que se 
refiera la autorización correspondiente queden fuera del grupo, actualizado desde 
que el mismo se causó y hasta que se pague. El valor de enajenación de las acciones 
que deberá considerarse para determinar la ganancia será el que se hubiese utilizado 
entre partes independientes en operaciones comparables, o bien tomando en cuenta 
el valor que mediante avalúo practiquen las autoridades fiscales. 
 
Las autorizaciones a que se refiere este artículo solamente se otorgarán con 
anterioridad a la reestructuración, y siempre que la contraprestación que derive de la 
enajenación, únicamente consista en el canje de acciones emitidas por la sociedad 
adquirente de las acciones que trasmite, así como que el enajenante o el adquirente 
no estén sujetos a un régimen fiscal preferente o residan en un país con el que 
México no tenga en vigor un acuerdo amplio de intercambio de información tributaria. 
Si el enajenante o el adquirente residen en un país con el que México no tiene en 
vigor un acuerdo amplio de intercambio de información tributaria, se podrá obtener la 
autorización a que se refiere este párrafo, siempre que el contribuyente presente un 
escrito donde conste que ha autorizado a las autoridades fiscales extranjeras a 
proporcionar a las autoridades mexicanas información sobre la operación para efectos 
fiscales. La autorización que se emita de conformidad con lo dispuesto en este 
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párrafo quedará sin efectos cuando no se intercambie efectivamente la información 
mencionada que, en su caso, se solicite al país de que se trate. Las autorizaciones a 
que se refiere este párrafo, podrán estar condicionadas al cumplimiento de los 
requisitos que para tal efecto se establezcan en el Reglamento de esta Ley. 
 
Tratándose de las reestructuraciones antes referidas, el contribuyente deberá 
nombrar un representante legal en los términos de este Título y presentar, ante las 
autoridades fiscales, un dictamen formulado por contador público registrado ante 
dichas autoridades, en los términos que señale el Reglamento de esta Ley y las reglas 
de carácter general que al efecto emita el Servicio de Administración Tributaria, en el 
que se indique que el cálculo del impuesto se realizó de acuerdo con las disposiciones 
fiscales. Asimismo, el contribuyente deberá cumplir con los requisitos establecidos en 
el Reglamento de esta Ley. 
 
Para los efectos de los párrafos anteriores, se considera grupo el conjunto de 
sociedades cuyas acciones con derecho a voto representativas del capital social sean 
propiedad directa o indirecta de una misma persona moral en por lo menos 51%. 
 
El contribuyente autorizado deberá presentar ante la autoridad competente la 
documentación comprobatoria que ampare que las acciones objeto de la autorización 
no han salido del grupo de sociedades. Dicha información deberá presentarse dentro 
de los primeros 15 días del mes de marzo de cada año, posterior a la fecha en la cual 
se realizó la enajenación, durante todos los años en que dichas acciones 
permanezcan dentro de dicho grupo. Se presumirá que las acciones salieron del 
grupo si el contribuyente no cumple en tiempo con lo dispuesto en este artículo. 
 
Cuando de conformidad con los tratados celebrados por México para evitar la doble 
tributación, no se pueda someter a imposición la ganancia obtenida por la 
enajenación de acciones, como resultado de una reorganización, reestructura, fusión, 
escisión u operación similar, dicho beneficio se otorgará mediante la devolución en 
los casos en que el contribuyente residente en el extranjero no cumpla con los 
requisitos que establezca el Reglamento de esta Ley. 
 
Las entidades de financiamiento residentes en el extranjero en las que participe en su 
capital social el Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público o el Banco de México, podrán pagar el impuesto sobre la renta que se cause 
por la enajenación de acciones o títulos valor a que se refiere este artículo, con base 
en la ganancia determinada en los términos del sexto párrafo de este artículo, 
siempre que se cumpla con lo previsto en este precepto. 
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Artículo 162. Tratándose de operaciones de intercambio de deuda pública por 
capital, efectuadas por residentes en el extranjero distintos del acreedor original, se 
considerará que la fuente de riqueza correspondiente al ingreso obtenido en la 
operación está ubicada en territorio nacional, cuando sea residente en México la 
persona a cuyo cargo esté el crédito de que se trate. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el monto total de la 
operación, sin deducción alguna. La retención del impuesto correspondiente la 
efectuará el residente en México que adquiera o pague el crédito. 
 
Los contribuyentes que tengan representante en el país que reúna los requisitos 
establecidos en el artículo 174 de esta Ley, podrán optar por aplicar la tasa del 40% 
sobre la ganancia obtenida que se determinará disminuyendo del ingreso percibido el 
costo de adquisición del crédito o del título de que se trate. En este caso, el 
representante calculará el impuesto que resulte y lo enterará mediante declaración en 
la oficina autorizada que corresponda a su domicilio dentro de los quince días 
siguientes a la obtención del ingreso. En el caso de créditos denominados en moneda 
extranjera la ganancia a que se refiere este párrafo se determinará considerando el 
ingreso percibido y el costo de adquisición en la moneda extranjera de que se trate y 
la conversión respectiva se hará al tipo de cambio del día en que se efectuó la 
enajenación. 
 
La opción prevista en el párrafo anterior sólo se podrá ejercer cuando los ingresos del 
enajenante de los títulos no estén sujetos a un régimen fiscal preferente o no resida 
en un país en el que rija un sistema de tributación territorial. 
 
Artículo 163. Tratándose de operaciones financieras derivadas de capital a que se 
refiere el artículo 16-A del Código Fiscal de la Federación, se considera que la fuente 
de riqueza se encuentra en territorio nacional, cuando una de las partes que celebre 
dichas operaciones sea residente en México o residente en el extranjero con 
establecimiento permanente en el país y sean referidas a acciones o títulos valor de 
los mencionados en el artículo 161 de esta Ley. 
 
Para efectos del párrafo anterior, el impuesto se determinará aplicando la tasa del 
25% sobre la ganancia que perciba el residente en el extranjero proveniente de la 
operación financiera derivada de que se trate, calculada en los términos del artículo 
20 de esta Ley. La retención o el pago de este impuesto, según sea el caso, deberá 
efectuarse por el residente en el país o por el residente en el extranjero con 
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establecimiento permanente en el país, salvo en los casos en que la operación se 
efectúe a través de un banco o por casa de bolsa residentes en el país, en cuyo caso 
el banco o la casa de bolsa deberán efectuar la retención que corresponda. 
 
Para efectos de la retención, pago y entero del impuesto sobre las ganancias 
provenientes de operaciones financieras derivadas de capital referidas a acciones 
colocadas en bolsas de valores concesionadas conforme a la Ley del Mercado de 
Valores, así como por aquéllas referidas a índices accionarios que representen a las 
citadas acciones, siempre que se realicen en los mercados reconocidos a que se 
refieren las fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación, se 
aplicará lo dispuesto en los párrafos noveno y décimo del artículo 161 de esta Ley. 
 
Los contribuyentes a que se refieren los dos primeros párrafos de este artículo, cuyos 
ingresos no estén sujetos a un régimen fiscal preferente y que tengan representante 
en el país que reúna los requisitos establecidos en el artículo 174 de esta Ley, podrán 
optar por aplicar la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior 
que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley, sobre la ganancia 
obtenida en los términos del artículo 20 de la misma, que resulte de las operaciones 
efectuadas durante el mes, disminuida de las pérdidas deducibles, en su caso, de las 
demás operaciones realizadas durante el mes por el residente en el extranjero con la 
misma institución o persona, de conformidad con lo establecido en el artículo 146 de 
esta Ley. En este caso, el representante calculará el impuesto que resulte y lo 
enterará mediante declaración en la oficina autorizada que corresponda a su domicilio 
a más tardar el día 17 del mes siguiente a aquél en que se efectuó la retención. 
 
El residente en el extranjero podrá aplicar lo dispuesto en el párrafo anterior, aun 
cuando no tenga representante legal en el país, si su contraparte en la operación, es 
residente en México, siempre que este último entere el impuesto que corresponda y 
obtenga la información necesaria para determinar la base del impuesto. Para aplicar 
lo dispuesto en este párrafo, el residente en México deberá manifestar por escrito a 
las autoridades fiscales su decisión de asumir voluntariamente la responsabilidad 
solidaria en el pago del impuesto causado. 
 
Cuando la operación financiera derivada de capital se liquide en especie con la 
entrega por el residente en el extranjero de las acciones o títulos a que esté referida 
dicha operación, se estará a lo dispuesto en el artículo 161 de esta Ley por la 
enajenación de acciones o títulos que implica dicha entrega. Para los efectos del 
cálculo del impuesto establecido en dicho artículo, se considerará como ingreso del 
residente en el extranjero el precio percibido en la liquidación, adicionado o 
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disminuido por las cantidades iniciales que hubiese percibido o pagado por la 
celebración de dicha operación, o por la adquisición posterior de los derechos u 
obligaciones contenidos en ella, actualizadas por el periodo transcurrido entre el mes 
en que las percibió o pagó y el mes en el que se liquide la operación. En este caso, se 
considera que la fuente de riqueza del ingreso obtenido por la enajenación se 
encuentra en territorio nacional, aun cuando la operación financiera derivada se haya 
celebrado con otro residente en el extranjero. 
 
Cuando no ocurra la liquidación de una operación financiera derivada de capital 
estipulada a liquidarse en especie, los residentes en el extranjero causarán el 
impuesto por las cantidades que hayan recibido por celebrar tales operaciones, el 
impuesto se calculará aplicando la tasa del 25% o la tasa máxima para aplicarse 
sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 
152 de esta Ley, según corresponda conforme a lo establecido en la misma. El 
residente en México o en el extranjero con establecimiento permanente en el país, 
con quien se haya celebrado la operación, deberá retener el impuesto. Para el cálculo 
de este impuesto, las referidas cantidades se actualizarán por el periodo transcurrido 
desde el mes en el que se perciban y hasta el mes en el que venza la operación. El 
residente en México o en el extranjero con establecimiento permanente en México, 
deberá enterar dicho impuesto a más tardar el día 17 del mes de calendario 
inmediato posterior al mes en el que venza la operación. 
 
Cuando un residente en el extranjero adquiera fuera de las bolsas de valores 
concesionadas en los términos de la Ley del Mercado de Valores o de los mercados 
reconocidos a que se refiere la fracción I del artículo 16-C del Código Fiscal de la 
Federación, títulos que contengan derechos u obligaciones de operaciones financieras 
derivadas de capital que sean de los colocados entre el gran público inversionista 
conforme a las reglas generales que al efecto expida el Servicio de Administración 
Tributaria, en un precio inferior en un 10% o más al promedio de las cotizaciones de 
inicio y cierre de operaciones del día en que se adquieran, la diferencia se 
considerará como ingreso para el residente en el extranjero adquirente de esos 
títulos. 
 
Para los efectos de este Título se considera interés, tratándose de operaciones 
financieras derivadas de deuda a que se refiere el artículo 16-A del Código Fiscal de 
la Federación, así como de las operaciones financieras a que se refiere el artículo 21 
de esta Ley, la ganancia que se determine conforme a los siguientes párrafos. En 
este caso, se considera que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional 
cuando una de las partes que celebre dichas operaciones sea residente en México o 
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residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país y la operación 
sea atribuible a dicho establecimiento permanente. Se considera que la fuente de 
riqueza se encuentra en territorio nacional cuando las operaciones financieras 
derivadas de deuda que se realicen entre residentes en el extranjero se liquiden con 
la entrega de la propiedad de títulos de deuda emitidos por personas residentes en el 
país. 
 
Para efectos del párrafo anterior, el impuesto se calculará aplicando a la ganancia 
que resulte de la operación financiera derivada de deuda de que se trate, calculada 
en los términos del artículo 20 de esta Ley, la tasa que corresponda en términos del 
artículo 166 de la misma. En el caso en que la operación se liquide en especie, será 
aplicable la tasa de retención del 10%. En el caso de las operaciones financieras a 
que se refiere el artículo 21 de esta Ley, el impuesto se calculará sobre los ingresos 
percibidos en los mismos términos establecidos en dicho artículo aplicando la tasa 
que corresponda en términos de este Título. El impuesto a que se refiere este párrafo 
se pagará mediante retención que se efectuará por la persona que realice los pagos. 
 
Para los efectos de este artículo, también se considera que una operación financiera 
derivada de deuda se liquida en efectivo, cuando el pago de la misma se realiza en 
moneda extranjera. 
 
Lo previsto en el décimo párrafo de este artículo, será aplicable a la ganancia 
derivada de la enajenación de los derechos consignados en tales operaciones, o a la 
cantidad inicial recibida por celebrar la operación cuando no se ejerzan los derechos 
mencionados. 
 
En el caso de operaciones financieras derivadas de deuda, liquidables en efectivo, el 
impuesto se calculará aplicando a la ganancia obtenida en dichas operaciones, sin 
actualización alguna, la tasa que corresponda de acuerdo con el décimo párrafo de 
este artículo al beneficiario efectivo de la operación. 
 
Para determinar los intereses a favor del residente en el extranjero y su impuesto 
respectivo, en el caso de operaciones financieras derivadas de deuda en las que 
durante su vigencia se paguen periódicamente diferencias en efectivo, podrán 
deducirse de las cantidades que cobre el residente en el extranjero las diferencias 
que él haya pagado al residente en el país. 
 
No se pagará el impuesto a que se refiere este artículo, tratándose de operaciones 
financieras derivadas de deuda que se encuentren referidas a la Tasa de Interés 
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Interbancaria de Equilibrio o a títulos de crédito emitidos por el Gobierno Federal o 
por el Banco de México o cualquier otro que determine el Servicio de Administración 
Tributaria mediante reglas de carácter general, colocados en México entre el gran 
público inversionista, o que además de estar referidas a dicha tasa o títulos, lo estén 
a otra tasa de interés, o a otros subyacentes que a su vez se encuentren referidos a 
la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio o a cualquiera de los títulos antes 
mencionados, o a esta tasa o títulos y a otras tasas de interés, siempre que se 
realicen en bolsa de valores o mercados reconocidos, en los términos de las 
fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación y que los 
beneficiarios efectivos sean residentes en el extranjero. 
 
En el caso de que no sea posible identificar al beneficiario efectivo residente en el 
extranjero de las ganancias provenientes de las operaciones financieras derivadas a 
las que se refiere el párrafo anterior, los socios liquidadores no estarán obligados a 
efectuar la retención correspondiente ni tendrán la responsabilidad solidaria a que se 
refiere el artículo 26 del Código Fiscal de la Federación. 
 
Tratándose de establecimientos permanentes en el país de residentes en el 
extranjero, cuando los pagos por los conceptos indicados en este artículo se efectúen 
a través de la oficina central de la sociedad u otro establecimiento de ésta en el 
extranjero, la retención se deberá efectuar dentro de los quince días siguientes a 
partir de aquél en que se realice el pago en el extranjero o se deduzca el monto del 
mismo por el establecimiento permanente, lo que ocurra primero. 
 
Artículo 164. En los ingresos por dividendos o utilidades, y en general por las 
ganancias distribuidas por personas morales, se considerará que la fuente de riqueza 
se encuentra en territorio nacional, cuando la persona que los distribuya resida en el 
país. 
 
Se considera dividendo o utilidad distribuido por personas morales: 

 
I. Los ingresos a que se refiere el artículo 140 de esta Ley. En estos casos, la 

persona moral que haga los pagos estará a lo dispuesto en el artículo 10 de la 
misma Ley.  
 
El impuesto a que se refiere esta fracción se enterará conjuntamente con el pago 
provisional del mes que corresponda. 
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Tratándose de reducción de capital de personas morales, el cálculo de la utilidad 
distribuida por acción determinada conforme al artículo 78 de esta Ley, se 
efectuará disminuyendo de dicha utilidad los saldos de las cuentas de utilidad 
fiscal neta. Dichos saldos se determinarán dividiendo los saldos de las cuentas 
referidas que tuviera la persona moral al momento de la reducción, entre el total 
de acciones de la misma persona a la fecha del reembolso, incluyendo las 
correspondientes a la reinversión o capitalización de utilidades o de cualquier otro 
concepto que integre el capital contable de la misma. 
 
Tratándose de las utilidades distribuidas que se determinen en los términos del 
artículo 78 de esta Ley, el impuesto que corresponda se calculará y enterará en 
los términos del artículo referido.  
 
Las personas morales que distribuyan los dividendos o utilidades a que se refiere 
esta fracción deberán retener el impuesto que se obtenga de aplicar la tasa del 
10% sobre dichos dividendos o utilidades, y proporcionar a las personas a 
quienes efectúen los pagos a que se refiere este párrafo constancia en que 
señale el monto del dividendo o utilidad distribuidos y el impuesto retenido. El 
impuesto pagado tendrá el carácter de definitivo. 
 

II. Las utilidades en efectivo o en bienes que envíen los establecimientos 
permanentes de personas morales residentes en el extranjero a la oficina central 
de la sociedad o a otro establecimiento permanente de ésta en el extranjero, que 
no provengan del saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta o de la cuenta de 
remesas de capital del residente en el extranjero, respectivamente. En este caso, 
el establecimiento permanente deberá enterar como impuesto a su cargo el que 
resulte de aplicar la tasa del primer párrafo del artículo 9 de esta Ley. Para estos 
efectos, los dividendos o utilidades distribuidos se adicionarán con el impuesto 
sobre la renta que se deba pagar en los términos de este artículo. Para 
determinar el impuesto sobre la renta que se debe adicionar a los dividendos o 
utilidades distribuidos, se multiplicará el monto de dichas utilidades o remesas 
por el factor de 1.4286 y al resultado se le aplicará la tasa del artículo 9 de la 
citada Ley. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, la cuenta de utilidad fiscal neta del residente 
en el extranjero se adicionará con la utilidad fiscal neta de cada ejercicio 
determinada conforme a lo previsto por el artículo 77 de esta Ley, así como con 
los dividendos o utilidades percibidos de personas morales residentes en México 
por acciones que formen parte del patrimonio afecto al establecimiento 



390 
 

permanente, y se disminuirá con el importe de las utilidades que envíe el 
establecimiento permanente a su oficina central o a otro de sus establecimientos 
en el extranjero en efectivo o en bienes, así como con las utilidades distribuidas a 
que se refiere la fracción III de este artículo, cuando en ambos casos provengan 
del saldo de dicha cuenta. Para los efectos de este párrafo, no se incluyen los 
dividendos o utilidades en acciones ni los reinvertidos en la suscripción y 
aumento de capital de la misma persona que los distribuye, dentro de los 30 días 
naturales siguientes a su distribución. En la determinación de la cuenta de 
utilidad fiscal neta del residente en el extranjero, será aplicable lo dispuesto en el 
artículo 77 de esta Ley, a excepción del párrafo primero. 
 
La cuenta de remesas de capital a que se refiere este artículo se adicionará con 
las remesas de capital percibidas de la oficina central de la sociedad o de 
cualquiera de sus establecimientos en el extranjero y se disminuirá con el importe 
de las remesas de capital reembolsadas a dichos establecimientos en efectivo o 
en bienes. El saldo de esta cuenta que se tenga al último día de cada ejercicio se 
actualizará por el periodo comprendido desde el mes en el que se efectuó la 
última actualización y hasta el último mes del ejercicio de que se trate. Cuando se 
reembolsen o envíen remesas con posterioridad a la actualización prevista en 
este párrafo, el saldo de la cuenta que se tenga a la fecha del reembolso o 
percepción, se actualizará por el periodo comprendido desde el mes en el que se 
efectuó la última actualización y hasta el mes en que se efectúe el reembolso o 
percepción. 
 

III. Los establecimientos permanentes que efectúen reembolsos a su oficina central o 
a cualquiera de sus establecimientos en el extranjero, considerarán dicho 
reembolso como utilidad distribuida, incluyendo aquéllos que se deriven de la 
terminación de sus actividades, en los términos previstos por el artículo 78 de 
esta Ley. Para estos efectos, se considerará como acción, el valor de las remesas 
aportadas por la oficina central o de cualquiera de sus establecimientos 
permanentes en el extranjero, en la proporción que éste represente en el valor 
total de la cuenta de remesas del establecimiento permanente y como cuenta de 
capital de aportación la cuenta de remesas de capital prevista en este artículo. 
 
Los establecimientos permanentes deberán determinar y enterar el impuesto que 
corresponda al resultado que se obtenga conforme a lo dispuesto en esta 
fracción, aplicando la tasa del primer párrafo del artículo 9 de esta Ley, al monto 
que resulte de multiplicar dicho resultado por el factor de 1.4286. No se estará 
obligado al pago de este impuesto cuando la utilidad provenga del saldo de la 



391 
 

cuenta de utilidad fiscal neta del residente en el extranjero a que se refiere la 
fracción anterior. El impuesto que resulte en los términos de esta fracción deberá 
enterarse conjuntamente con el que, en su caso, resulte conforme a la fracción 
anterior.  
 

IV. Tratándose de dividendos y en general por las ganancias distribuidas por los 
establecimientos permanentes a que se refieren las fracciones II y III de este 
artículo, se estará sujeto a una tasa adicional del 10% sobre las utilidades o 
reembolsos. Los establecimientos permanentes deberán enterar el impuesto que 
resulte en los términos de esta fracción conjuntamente con el que, en su caso, 
resulte conforme a la fracción III de este artículo y tendrá el carácter de pago 
definitivo. 

 
Para los efectos de las fracciones II y III de este artículo se considera que lo último 
que envía el establecimiento permanente al extranjero son reembolsos de capital. 
 
Artículo 165. Tratándose de los ingresos que obtenga un residente en el extranjero 
por conducto de una persona moral a que se refiere el Título III de esta Ley, se 
considerará que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional, cuando la 
persona moral sea residente en México. 
 
El impuesto se determinará aplicando, sobre el remanente distribuible, la tasa 
máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa 
contenida en el artículo 152 de esta Ley. El impuesto lo deberá enterar la persona 
moral por cuenta del residente en el extranjero, junto con la declaración señalada en 
el artículo 96 de esta Ley o, en su caso, en las fechas establecidas para la misma. La 
citada persona moral deberá proporcionar a los contribuyentes constancia del entero 
efectuado. 
 
Artículo 166. Tratándose de ingresos por intereses se considerará que la fuente de 
riqueza se encuentra en territorio nacional cuando en el país se coloque o se invierta 
el capital, o cuando los intereses se paguen por un residente en el país o un 
residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país. 
 
Se consideran intereses, cualquiera que sea el nombre con que se les designe, los 
rendimientos de créditos de cualquier clase, con o sin garantía hipotecaria y con 
derecho o no a participar en los beneficios; los rendimientos de la deuda pública, de 
los bonos u obligaciones, incluyendo primas y premios asimilados a los rendimientos 
de tales valores, los premios pagados en el préstamo de valores, descuentos por la 
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colocación de títulos valor, bonos, u obligaciones, de las comisiones o pagos que se 
efectúen con motivo de la apertura o garantía de créditos, aun cuando éstos sean 
contingentes, de los pagos que se realizan a un tercero con motivo de apertura o 
garantía de créditos aun cuando éstos sean contingentes, de los pagos que se 
realizan a un tercero con motivo de la aceptación de un aval, del otorgamiento de 
una garantía o de la responsabilidad de cualquier clase, de la ganancia que se derive 
de la enajenación de los títulos colocados entre el gran público inversionista a que se 
refiere el artículo 8 de esta Ley, así como la ganancia en la enajenación de acciones 
de las sociedades de inversión en instrumentos de deuda a que se refiere la Ley de 
Sociedades de Inversión y de las sociedades de inversión de renta variable a que se 
refiere el artículo 79 de esta Ley, de los ajustes a los actos por los que se deriven 
ingresos a los que se refiere este artículo que se realicen mediante la aplicación de 
índices, factores o de cualquier otra forma, inclusive de los ajustes que se realicen al 
principal por el hecho de que los créditos u operaciones estén denominados en 
unidades de inversión. Se considera interés la ganancia derivada de la enajenación 
efectuada por un residente en el extranjero, de créditos a cargo de un residente en 
México o de un residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país, 
cuando sean adquiridos por un residente en México o un residente en el extranjero 
con establecimiento permanente en el país. 
 
La ganancia proveniente de la enajenación de acciones de las sociedades de inversión 
en instrumentos de deuda y de las sociedades de inversión de renta variable a que se 
refiere el párrafo anterior, se calculará disminuyendo del ingreso obtenido en la 
enajenación, el monto original de la inversión. Para estos efectos, se considerará 
como monto original de la inversión la cantidad pagada a la sociedad de inversión, 
por acción, para la adquisición de las acciones que se enajenan, actualizada desde la 
fecha en la que se adquirieron las acciones y hasta la fecha en la que éstas se 
enajenan.  
 
El impuesto se calculará aplicando a la ganancia obtenida conforme al párrafo 
anterior la tasa de retención que corresponda de acuerdo con este artículo al 
beneficiario efectivo de dicha ganancia. Las sociedades de inversión que efectúen 
pagos por la enajenación de las acciones están obligadas a realizar la retención y 
entero del impuesto que corresponda conforme a lo dispuesto en el presente artículo. 
Las sociedades de inversión de renta variable a que se refiere este artículo, deberán 
proporcionar, tanto al Servicio de Administración Tributaria como al contribuyente, la 
información relativa a la parte de la ganancia que corresponde a las acciones 
enajenadas en la Bolsa Mexicana de Valores concesionada en los términos de la Ley 
del Mercado de Valores. 
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Se considera interés el ingreso en crédito que obtenga un residente en el extranjero 
con motivo de la adquisición de un derecho de crédito de cualquier clase, presente, 
futuro o contingente. Para los efectos de este párrafo, se considera que la fuente de 
riqueza se encuentra en territorio nacional cuando el derecho de crédito sea 
enajenado, por un residente en México o un residente en el extranjero con 
establecimiento permanente en el país. Dicho ingreso se determinará disminuyendo 
del valor nominal del derecho de crédito citado, adicionado con sus rendimientos y 
accesorios que no hayan sido sujetos a retención, el precio pactado en la 
enajenación. 
 
En el caso de la ganancia derivada de la enajenación de créditos a cargo de un 
residente en México o un residente en el extranjero con establecimiento permanente 
en el país, efectuada por un residente en el extranjero a un residente en México o un 
residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país, el impuesto se 
calculará aplicando a la diferencia entre el monto que obtenga el residente en el 
extranjero por la enajenación del crédito y el monto que haya recibido por ese crédito 
el deudor original del mismo, la tasa de retención que corresponda de acuerdo con 
este artículo al beneficiario efectivo de dicha ganancia. 
 
El impuesto se pagará mediante retención que se efectuará por la persona que 
realice los pagos y se calculará aplicando a los intereses que obtenga el 
contribuyente, sin deducción alguna, la tasa que en cada caso se menciona a 
continuación: 
 
I. 10% en los siguientes casos: 

 
a) A los intereses pagados a las siguientes personas, siempre que 

proporcionen al Servicio de Administración Tributaria la información que 
éste solicite mediante reglas de carácter general sobre financiamientos 
otorgados a residentes en el país.  

 
1. Entidades de financiamiento pertenecientes a estados extranjeros, 

siempre que sean las beneficiarias efectivas de los intereses. 
 
2. Bancos extranjeros, incluyendo los de inversión, siempre que sean los 

beneficiarios efectivos de los intereses. 
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Tendrán el tratamiento de bancos extranjeros las entidades de 
financiamiento de objeto limitado residentes en el extranjero, siempre 
que cumplan con los porcentajes de colocación y captación de 
recursos que establezcan las reglas de carácter general que al efecto 
expida el Servicio de Administración Tributaria y sean los 
beneficiarios efectivos de los intereses. 

 
3. Entidades que coloquen o inviertan en el país capital que provenga 

de títulos de crédito que emitan y que sean colocados en el 
extranjero entre el gran público inversionista conforme a las reglas 
generales que al efecto expida el Servicio de Administración 
Tributaria. 

 
b) A los intereses pagados a residentes en el extranjero provenientes de los 

títulos de crédito colocados a través de bancos o casas de bolsa, en un 
país con el que México no tenga en vigor un tratado para evitar la doble 
imposición, siempre que por los documentos en los que conste la 
operación de financiamiento correspondiente se haya presentado la 
notificación que se señala en el segundo párrafo del artículo 7 de la Ley 
del Mercado de Valores, ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
de conformidad con lo establecido en dicha Ley. 

 
c) A la adquisición de un derecho de crédito de cualquier clase, presentes, 

futuros o contingentes. En este caso, se deberá recaudar por el enajenante 
residente en México o residente en el extranjero con establecimiento 
permanente en el país, en nombre y por cuenta del residente en el 
extranjero y deberá enterarse dentro de los 15 días siguientes a la 
enajenación de los derechos de crédito. 

 
II. 4.9% en los siguientes casos: 
 

a) A los intereses pagados a residentes en el extranjero provenientes de 
títulos de crédito colocados entre el gran público inversionista a que se 
refiere el artículo 8 de esta Ley, así como la ganancia proveniente de su 
enajenación, los percibidos de certificados, aceptaciones, títulos de crédito, 
préstamos u otros créditos a cargo de instituciones de crédito, sociedades 
financieras de objeto limitado, sociedades financieras de objeto múltiple 
que para los efectos de esta Ley formen parte del sistema financiero o de 
organizaciones auxiliares de crédito, así como los colocados a través de 
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bancos o casas de bolsa en un país con el que México tenga en vigor un 
tratado para evitar la doble imposición, siempre que por los documentos 
en los que conste la operación de financiamiento correspondiente se haya 
presentado la notificación que se señala en el segundo párrafo del artículo 
7 de la Ley del Mercado de Valores, ante la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, de conformidad con lo establecido en dicha Ley y se cumplan 
con los requisitos de información que se establezcan en las reglas de 
carácter general que al efecto expida el Servicio de Administración 
Tributaria. En el caso de que no se cumpla con los requisitos antes 
señalados, la tasa aplicable será del 10%. 

 
b) A los intereses pagados a entidades de financiamiento residentes en el 

extranjero en las que el Gobierno Federal, a través de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, o el Banco Central, participe en su capital 
social, siempre que sean las beneficiarias efectivas de los mismos y 
cumplan con lo establecido en las reglas de carácter general que al efecto 
expida el Servicio de Administración Tributaria. 

 
III. 15%, a los intereses pagados a reaseguradoras. 
 
IV. 21%, a los intereses de los siguientes casos: 
 

a) Los pagados por instituciones de crédito a residentes en el extranjero, 
distintos de los señalados en las fracciones anteriores de este artículo. 

 
b) Los pagados a proveedores del extranjero por enajenación de maquinaria 

y equipo, que formen parte del activo fijo del adquirente. 
 
c) Los pagados a residentes en el extranjero para financiar la adquisición de 

los bienes a que se refiere el inciso anterior y en general para la 
habilitación y avío o comercialización, siempre que cualquiera de estas 
circunstancias se haga constar en el contrato. 

 
Cuando los intereses a que se refiere esta fracción sean pagados por 
instituciones de crédito a los sujetos mencionados en la fracción I de este 
artículo, se aplicará la tasa a que se refiere esta última fracción. 

 



396 
 

V. A los intereses distintos de los señalados en las fracciones anteriores, se les 
aplicará la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que 
establece la tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley. 

 
Las personas que deban hacer pagos por los conceptos indicados en este artículo 
están obligadas a efectuar la retención que corresponda. 
 
Cuando los intereses deriven de títulos al portador sólo tendrá obligaciones fiscales el 
retenedor, quedando liberado el residente en el extranjero de cualquier 
responsabilidad distinta de la de aceptar la retención. 
 
No se causará el impuesto a que se refieren los párrafos anteriores cuando los 
intereses sean pagados por establecimientos en el extranjero de instituciones de 
crédito del país a que se refiere el artículo 48 de esta Ley. 
 
Las tasas previstas en las fracciones I y II de este artículo, no serán aplicables si los 
beneficiarios efectivos, ya sea directa o indirectamente, en forma individual o 
conjuntamente con personas relacionadas, perciben más del 5% de los intereses 
derivados de los títulos de que se trate y son: 
 
1. Accionistas de más del 10% de las acciones con derecho a voto del emisor, 

directa o indirectamente, en forma individual o conjuntamente con personas 
relacionadas, o 

 
2. Personas morales que en más del 20% de sus acciones son propiedad del 

emisor, directa o indirectamente, en forma individual o conjuntamente con 
personas relacionadas. 

 
En los casos señalados en los numerales 1 y 2 anteriores, la tasa aplicable será la 
tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la 
tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley. Para estos efectos se consideran 
personas relacionadas cuando una de ellas posea interés en los negocios de la otra, 
existan intereses comunes entre ambas, o bien, una tercera persona tenga interés en 
los negocios o bienes de aquéllas. 
 
Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la retención del impuesto por los 
intereses obtenidos de los títulos de crédito colocados entre el gran público 
inversionista a que se refiere el artículo 8 de esta Ley, así como los percibidos de 
certificados, aceptaciones, títulos de crédito, préstamos u otros créditos a cargo de 
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instituciones de crédito, sociedades financieras de objeto limitado, sociedades 
financieras de objeto múltiple o de organizaciones auxiliares de crédito, se efectuará 
por los depositarios de valores de dichos títulos, al momento de transferirlos al 
adquirente en caso de enajenación, o al momento de la exigibilidad del interés en los 
demás casos. En el caso de operaciones libres de pago, el obligado a efectuar la 
retención será el intermediario que reciba del adquirente los recursos de la operación 
para entregarlos al enajenante de los títulos. En estos casos, el emisor de dichos 
títulos quedará liberado de efectuar la retención. 
 
En los casos en que un depositario de valores reciba únicamente órdenes de traspaso 
de los títulos y no se le proporcionen los recursos para efectuar la retención, el 
depositario de valores podrá liberarse de la obligación de retener el impuesto, 
siempre que proporcione al intermediario o depositario de valores que reciba los 
títulos la información necesaria al momento que efectúa el traspaso. En este caso, el 
intermediario o depositario de valores que reciba los títulos deberá calcular y retener 
el impuesto al momento de su exigibilidad. La información a que se refiere este 
párrafo se determinará mediante reglas de carácter general que al efecto expida el 
Servicio de Administración Tributaria. 
 
Cuando la enajenación de los títulos a que se refiere este artículo se efectúe sin la 
intervención de un intermediario, el residente en el extranjero que enajene dichos 
títulos deberá designar al depositario de valores que traspase los títulos para el 
entero del impuesto correspondiente, en nombre y por cuenta del enajenante. Dicho 
entero se deberá llevar a cabo a más tardar el día 17 del mes inmediato siguiente a la 
fecha en que se efectúa la enajenación. Para estos efectos, el residente en el 
extranjero deberá proporcionar al depositario de valores los recursos necesarios para 
el pago de dicho impuesto. En este supuesto, el depositario de valores será 
responsable solidario del impuesto que corresponda. En el caso de que dicho 
depositario de valores además deba transmitir los títulos a otro intermediario o 
depositario de valores, proporcionará a éstos el precio de enajenación de los títulos al 
momento que se efectúe el traspaso de los mismos, quienes estarán a lo dispuesto 
en el párrafo anterior. 
 
Cuando en este artículo se haga referencia a intermediario, se entenderá como tal a 
las instituciones de crédito y casas de bolsa del país, que intervengan en la 
adquisición de títulos a que hace referencia el presente artículo. 
 
En los intereses por arrendamiento financiero se considerará que la fuente de riqueza 
se encuentra en territorio nacional, cuando los bienes se utilicen en el país o cuando 
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los pagos que se efectúen al extranjero se deduzcan, total o parcialmente, por un 
establecimiento permanente en el país, aun cuando el pago se efectúe a través de 
cualquier establecimiento en el extranjero. Salvo prueba en contrario, se presume 
que los bienes se utilizan en el país, cuando quien use o goce el bien sea residente 
en el mismo o residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país. 
También se considera que existe fuente de riqueza en el país, cuando quien efectúe 
el pago sea residente en México o residente en el extranjero con establecimiento 
permanente en el país. 
 
Para efectos del párrafo anterior, el impuesto se calculará aplicando la tasa del 15% 
a la cantidad que se hubiere pactado como interés en el contrato respectivo, 
debiendo efectuar la retención las personas que hagan los pagos. 
 
Tratándose de establecimientos permanentes en el país de residentes en el 
extranjero, cuando los pagos por los conceptos indicados en este artículo se efectúen 
a través de la oficina central de la sociedad u otro establecimiento de ésta en el 
extranjero, la retención se deberá efectuar dentro de los quince días siguientes a 
partir de aquél en que se realice el pago en el extranjero o se deduzca el monto del 
mismo por el establecimiento permanente, lo que ocurra primero. 
 
Se exceptúan del pago del impuesto sobre la renta a los intereses que se mencionan 
a continuación: 
 
a. Los que deriven de créditos concedidos al Gobierno Federal o al Banco de 

México y los provenientes de bonos por ellos emitidos, adquiridos y pagados en 
el extranjero. 

 
b. Los que se deriven de créditos a plazo de tres o más años, concedidos o 

garantizados por entidades de financiamiento residentes en el extranjero 
dedicadas a promover la exportación mediante el otorgamiento de préstamos o 
garantías en condiciones preferenciales.  

 
c. Los que se deriven de créditos concedidos o garantizados en condiciones 

preferenciales por entidades de financiamiento residentes en el extranjero a 
instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en los términos de 
esta Ley, siempre que estas últimas los utilicen para el desarrollo de actividades 
de asistencia o beneficencia. 
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d. Los que deriven de créditos concedidos al Gobierno Federal o al Banco de 
México y los provenientes de títulos de créditos emitidos por el Gobierno Federal 
o por el Banco de México, colocados en México entre el gran público 
inversionista, siempre que los beneficiarios efectivos sean residentes en el 
extranjero. 
 
En el caso de que no sea posible identificar al beneficiario efectivo residente en 
el extranjero de los intereses provenientes de los créditos o títulos a que se 
refiere el párrafo anterior, los intermediarios financieros no estarán obligados a 
efectuar la retención correspondiente ni tendrán la responsabilidad solidaria a 
que se refiere el artículo 26 del Código Fiscal de la Federación. 

 
Artículo 167. Tratándose de ingresos por regalías, por asistencia técnica o por 
publicidad, se considerará que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional 
cuando los bienes o derechos por los cuales se pagan las regalías o la asistencia 
técnica, se aprovechen en México, o cuando se paguen las regalías, la asistencia 
técnica o la publicidad, por un residente en territorio nacional o por un residente en el 
extranjero con establecimiento permanente en el país. 
 
El impuesto se calculará aplicando al ingreso que obtenga el contribuyente, sin 
deducción alguna, la tasa que en cada caso se menciona: 
 
I. Regalías por el uso o goce temporal de carros de ferrocarril. ..................5% 
 
II. Regalías distintas de las comprendidas en la fracción I, así como por asistencia 

técnica. .............................................................................25% 
 
Tratándose de regalías por el uso o goce temporal de patentes o de certificados de 
invención o de mejora, marcas de fábrica y nombres comerciales, así como por 
publicidad, la tasa aplicable al ingreso que obtenga el contribuyente por dichos 
conceptos será la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del límite inferior 
que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley. 
 
Cuando los contratos involucren una patente o certificado de invención o de mejora y 
otros conceptos relacionados a que se refiere la fracción II de este precepto, el 
impuesto se calculará aplicando la tasa correspondiente a la parte del pago que se 
haga por cada uno de los conceptos. En el caso de que no se pueda distinguir la 
parte proporcional de cada pago que corresponda a cada concepto, el impuesto se 
calculará aplicando la tasa establecida en la fracción II de este artículo. 
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Para los efectos de este artículo, se entenderá que también se concede el uso o goce 
temporal cuando se enajenen los bienes o derechos a que se refiere el artículo 15-B 
del Código Fiscal de la Federación, siempre que dicha enajenación se encuentre 
condicionada a la productividad, el uso o a la disposición ulterior de los mismos 
bienes o derechos. En este caso, las tasas a que se refiere este artículo se aplicarán 
sobre el ingreso obtenido, sin deducción alguna, en función del bien o derecho de 
que se trate. 
 
Para los efectos de este artículo, implica el uso o concesión de uso de un derecho de 
autor, de una obra artística, científica o literaria, entre otros conceptos, la 
retransmisión de imágenes visuales, sonidos o ambos, o bien el derecho de permitir 
el acceso al público a dichas imágenes o sonidos, cuando en ambos casos se 
transmitan por vía satélite, cable, fibra óptica u otros medios similares y que el 
contenido que se retransmite se encuentre protegido por el derecho de autor. 
 
Las personas que deban hacer pagos por los conceptos indicados en este artículo 
están obligadas a efectuar la retención que corresponda. 
 
Tratándose de establecimientos permanentes en el país de residentes en el 
extranjero, cuando los pagos por los conceptos indicados en este artículo se efectúen 
a través de la oficina central de la sociedad u otro establecimiento de ésta en el 
extranjero, la retención se deberá efectuar dentro de los quince días siguientes a 
partir de aquél en que se realice el pago en el extranjero o se deduzca el monto del 
mismo por el establecimiento permanente, lo que ocurra primero. 
 
Artículo 168. En los ingresos por servicios de construcción de obra, instalación, 
mantenimiento o montaje en bienes inmuebles, o por actividades de inspección o 
supervisión relacionadas con ellos, se considerará que la fuente de riqueza se 
encuentra en territorio nacional cuando se realice en el país. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el ingreso obtenido, sin 
deducción alguna, debiendo efectuar la retención la persona que haga los pagos. 
 
Los contribuyentes que tengan representante en el país que reúna los requisitos 
establecidos en el artículo 174 de esta Ley, podrán optar por aplicar la tasa máxima 
para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida 
en el artículo 152 de esta Ley, sobre la cantidad que resulte de disminuir al ingreso 
obtenido, las deducciones que autoriza el Título II de esta Ley, que directamente 
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afecten a dicho ingreso, independientemente del lugar en que se hubieran efectuado. 
En este caso, el representante calculará el impuesto que resulte y lo enterará 
mediante declaración que presentará ante las oficinas autorizadas que correspondan 
al lugar donde se realiza la obra, dentro del mes siguiente al de la conclusión de la 
misma. 
 
Artículo 169. Tratándose de los ingresos por la obtención de premios, se 
considerará que la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional cuando la 
lotería, rifa, sorteo o juego con apuestas y concursos de toda clase se celebren en el 
país. Salvo prueba en contrario, se entenderá que la lotería, rifa, sorteo o juego con 
apuestas y concursos de toda clase se celebra en el país cuando el premio se pague 
en el mismo. 
 
El impuesto por los premios de loterías, rifas, sorteos y concursos, se calculará 
aplicando la tasa del 1% sobre el valor del premio correspondiente a cada boleto o 
billete entero, sin deducción alguna, siempre que las entidades federativas no graven 
con un impuesto local los ingresos a que se refiere este párrafo, o el gravamen 
establecido no exceda del 6%. La tasa del impuesto a que se refiere este artículo 
será del 21%, en aquellas entidades federativas que apliquen un impuesto local sobre 
los ingresos a que se refiere este párrafo, a una tasa que exceda del 6%. 
 
El impuesto por los premios de juegos con apuestas se calculará aplicando el 1% 
sobre el valor total de la cantidad a distribuir entre todos los boletos que resulten 
premiados. 
 
No se considera como premio el reintegro correspondiente al billete que permitió 
participar en loterías. 
 
El impuesto se pagará mediante retención cuando la persona que efectúe el pago sea 
residente en territorio nacional o residente en el extranjero con establecimiento 
permanente situado en el país o se enterará mediante declaración en la oficina 
autorizada dentro de los quince días siguientes a la obtención del ingreso, cuando 
quien pague el premio sea un residente en el extranjero. 
 
Artículo 170. En el caso de ingresos que obtengan las personas físicas o morales, 
en ejercicio de sus actividades artísticas o deportivas, o de la realización o 
presentación de espectáculos públicos, se considerará que la fuente de riqueza se 
encuentra en territorio nacional cuando dicha actividad, o presentación se lleve a 
cabo en el país. 
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Se consideran incluidos en los servicios prestados por un residente en el extranjero 
relacionados con la presentación de los espectáculos públicos, aquéllos que estén 
destinados a promocionar dicha presentación, incluyendo las actividades realizadas 
en territorio nacional como resultado de la reputación que tenga el residente en el 
extranjero como artista o deportista. 
 
Están incluidos en este artículo los ingresos que obtengan residentes en el extranjero 
que presten servicios, otorguen el uso o goce temporal de bienes o enajenen bienes, 
que se relacionen con la presentación de los espectáculos públicos, artísticos o 
deportivos a que se refiere este artículo. Se presume, salvo prueba en contrario, que 
los artistas, deportistas o personas que presenten el espectáculo público, tienen 
participación directa o indirecta de los beneficios que obtenga el prestador de 
servicios que otorgue el uso temporal o enajene dichos bienes. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa del 25% sobre el total del ingreso 
obtenido sin deducción alguna, debiendo efectuar la retención la persona que haga 
los pagos, siempre que ésta sea residente en el país o en el extranjero con 
establecimiento permanente en el país. En los demás casos, quienes obtengan los 
ingresos por los conceptos a que se refiere este artículo calcularán el impuesto y lo 
enterarán mediante declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas que 
correspondan al lugar donde se presentó el espectáculo o evento deportivo, al día 
siguiente en que se obtuvo el ingreso. 
 
Los contribuyentes que tengan representantes en el país que reúnan los requisitos 
establecidos en el artículo 174 de esta Ley, podrán optar por aplicar la tasa máxima 
para aplicarse sobre el excedente del límite inferior que establece la tarifa contenida 
en el artículo 152 de esta Ley, sobre la cantidad que resulte de disminuir al ingreso 
obtenido las deducciones que autoriza el Título II o Capítulo II, Secciones I o II del 
Título IV de esta Ley, según corresponda, que directamente afecten a dicho ingreso, 
independientemente del lugar en que se hubieran efectuado. En este caso, el 
representante calculará el impuesto que resulte y lo enterará mediante declaración 
que presentará ante las oficinas autorizadas que correspondan al lugar donde se 
efectúa el espectáculo público, artístico o deportivo, dentro del mes siguiente al de la 
conclusión del mismo. Esta opción sólo se podrá ejercer cuando se otorgue la 
garantía del interés fiscal por una cantidad equivalente a la que corresponde al 
impuesto determinado conforme al cuarto párrafo de este artículo, a más tardar el 
día siguiente en que se obtuvo el ingreso. En este último caso, el retenedor quedará 
liberado de efectuar la retención a que se refiere el párrafo anterior. 
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A los contribuyentes que perciban ingresos en los términos de este artículo no les 
será aplicable lo dispuesto en los artículos 154 y 156 de esta Ley por dichos ingresos. 
 
Artículo 171. Tratándose de ingresos gravados por este Título, percibidos por 
personas, entidades que se consideren personas morales para fines impositivos en su 
lugar de residencia o que se consideren transparentes en los mismos o cualquier otra 
figura jurídica creada o constituida de acuerdo al derecho extranjero, cuyos ingresos 
estén sujetos a un régimen fiscal preferente, estarán sujetos a una retención a la 
tasa del 40% sobre dichos ingresos, sin deducción alguna, en lugar de lo previsto en 
las demás disposiciones del presente Título. El impuesto a que se refiere este párrafo 
se pagará mediante retención cuando quien efectúe el pago sea residente en México 
o residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país. 
 
Lo establecido en el párrafo anterior no será aplicable a los ingresos por concepto de 
dividendos y ganancias distribuidas por personas morales o, intereses pagados a 
bancos extranjeros y a los intereses pagados a residentes en el extranjero, que se 
deriven de la colocación de títulos a que se refiere el artículo 8 de esta Ley, así como 
los títulos colocados en el extranjero, previstos en el artículo 166 de la misma Ley, en 
cuyo caso estarán a lo dispuesto por los artículos 10, 77 y 166 fracciones I y II y los 
párrafos vigésimo y vigésimo primero de este último precepto, según corresponda, 
siempre que se cumpla con los requisitos previstos en dichas disposiciones. 
 
Tratándose de ingresos por mediaciones sujetos a regímenes fiscales preferentes que 
obtengan residentes en el extranjero, se considera que la fuente de riqueza se 
encuentra en territorio nacional cuando quien hace el pago sea residente en México o 
sea un establecimiento permanente de un residente en el extranjero. Se consideran 
ingresos por mediaciones los pagos por comisiones, corretajes, agencia, distribución, 
consignación o estimatorio y en general, los ingresos por la gestión de intereses 
ajenos. 
 
Para efectos del párrafo anterior, el impuesto se calculará aplicando la tasa del 40% 
sobre el ingreso obtenido, sin deducción alguna, debiendo efectuar la retención la 
persona que haga los pagos. Dicha retención deberá enterarse mediante declaración 
que se presentará dentro de los quince días siguientes a la fecha de la operación ante 
las oficinas autorizadas por las autoridades fiscales. 
 
Artículo 172. Se consideran ingresos gravables, además de los señalados en el 
presente Título: 
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I. El importe de las deudas perdonadas por el acreedor o pagadas por otra 

persona. En este caso, se considera que la fuente de riqueza se encuentra en 
territorio nacional cuando el acreedor que efectúa el perdón de la deuda sea un 
residente en el país o residente en el extranjero con establecimiento 
permanente en México. 

 
II. Los obtenidos por otorgar el derecho a participar en un negocio, inversión o 

cualquier pago para celebrar o participar en actos jurídicos de cualquier 
naturaleza. En este caso, se considera que la fuente de riqueza se encuentra en 
territorio nacional cuando el negocio, inversión o acto jurídico, se lleve a cabo 
en el país, siempre que no se trate de aportaciones al capital social de una 
persona moral. 

 
III. Los que se deriven de las indemnizaciones por perjuicios y los ingresos 

derivados de cláusulas penales o convencionales. En este caso, se considera que 
la fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional cuando el que efectúa el 
pago de los ingresos a que se refiere esta fracción es un residente en México o 
un residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país. 

 
IV. Los que deriven de la enajenación del crédito comercial. Se considerará que la 

fuente de riqueza se encuentra en territorio nacional cuando el crédito comercial 
sea atribuible a una persona residente en el país o a un residente en el 
extranjero con establecimiento permanente ubicado en el país. 
 
Para los efectos de esta fracción, se considerará que existe fuente de riqueza en 
territorio nacional, cuando el residente en el extranjero enajene activos 
utilizados por un residente en México o por un residente en el extranjero con 
establecimiento permanente en el país, siempre que la contraprestación 
derivada de la enajenación exceda el precio de mercado de dichos bienes. Se 
presumirá, salvo prueba en contrario, como ingreso derivado de la enajenación 
del crédito comercial, la diferencia que exista entre el precio de mercado que 
tengan los activos en la fecha en que se transfiera su propiedad y el monto total 
de la contraprestación pactada, cuando este último sea mayor. Las autoridades 
fiscales podrán practicar avalúo para determinar el precio de mercado de los 
activos propiedad del residente en el extranjero y en caso de que dicho avalúo 
sea menor en más de un 10% del precio de mercado considerado por el 
contribuyente para determinar el impuesto, la diferencia se considerará ingreso 
para los efectos de este artículo. 
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Lo dispuesto por esta fracción no será aplicable a la ganancia en la enajenación 
de acciones. 

 
El impuesto a que se refiere el presente artículo se calculará aplicando sobre el 
ingreso, sin deducción alguna, la tasa máxima para aplicarse sobre el excedente del 
límite inferior que establece la tarifa contenida en el artículo 152 de esta Ley. En el 
caso de la fracción I que antecede, el impuesto se calculará sobre el monto total de 
la deuda perdonada, debiendo efectuar el pago el acreedor que perdone la deuda, 
mediante declaración que presentará ante las oficinas autorizadas el día siguiente al 
que se efectúe dicha condonación. 
 
Tratándose de los ingresos a que se refiere la fracción II de este artículo, el impuesto 
se calculará sobre el monto bruto de la contraprestación pactada y en el caso de los 
ingresos señalados en la fracción III del mismo, se determinará sobre el monto bruto 
de las indemnizaciones o pagos derivados de cláusulas penales o convencionales. 
 
Cuando se trate de los ingresos a que se refiere la fracción IV del presente artículo, el 
impuesto se calculará sobre el monto bruto de la contraprestación pactada. En el 
caso previsto en el segundo párrafo de la citada fracción, el impuesto se calculará 
sobre la diferencia que exista entre el monto total de la contraprestación pactada y el 
valor que tengan los activos en la fecha en que se transfiera la propiedad, conforme 
al avalúo que se practique por persona autorizada por las autoridades fiscales, según 
sea el caso. 
 
Respecto de los ingresos mencionados en las fracciones II, III y IV de este artículo, el 
impuesto se pagará mediante retención que efectuará la persona que realice el pago 
si éste es residente en el país o residente en el extranjero con establecimiento 
permanente en México. En caso distinto, el contribuyente enterará el impuesto 
correspondiente mediante declaración que presentará ante las oficinas autorizadas 
dentro de los quince días siguientes a la obtención del ingreso. 
 
Artículo 173. En el caso de ingresos por primas pagadas o cedidas a 
reaseguradoras, se considerará que la fuente de riqueza se encuentra en territorio 
nacional cuando dichas primas pagadas o cedidas se paguen por un residente en el 
país o por un residente en el extranjero con establecimiento permanente en el país. 
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El impuesto se calculará aplicando al monto bruto que se pague al residente en el 
extranjero, sin deducción alguna, la tasa del 2%. El impuesto se pagará mediante 
retención que efectuará la persona que realice los pagos. 
 
Artículo 174. El representante a que se refiere este título, deberá ser residente en 
el país o residente en el extranjero con establecimiento permanente en México y 
conservar a disposición de las autoridades fiscales, la documentación comprobatoria 
relacionada con el pago del impuesto por cuenta del contribuyente, durante cinco 
años contados a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere presentado la 
declaración. 
 
Cuando el adquirente o el prestatario de la obra asuman la responsabilidad solidaria, 
el representante dejará de ser solidario; en este caso el responsable solidario tendrá 
la disponibilidad de los documentos a que se refiere este artículo, cuando las 
autoridades fiscales ejerciten sus facultades de comprobación. 
 
Las personas físicas contribuyentes del impuesto a que se refiere este Título que 
durante el año de calendario adquieran la residencia en el país, considerarán el 
impuesto pagado durante el mismo como definitivo y calcularán en los términos del 
Título IV, de esta Ley, el impuesto por los ingresos que sean percibidos o sean 
exigibles a partir de la fecha en que adquirieron la residencia. 
 
Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en el artículo 168 de esta 
Ley, cuando por sus actividades constituyan establecimiento permanente en el país, 
presentarán declaración dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que 
constituyan establecimiento permanente en el país calculando el impuesto en los 
términos de los Títulos II o IV de la misma, según sea el caso y efectuarán pagos 
provisionales a partir del siguiente ejercicio a aquél en que constituyan 
establecimiento permanente. 
 
I. Si cuando no constituían establecimiento permanente el impuesto se pagó 

mediante retención del 25% sobre el ingreso obtenido, aplicarán dicha tasa a 
los ingresos acumulables correspondientes a cada pago provisional. 

 
II. Si cuando no constituían establecimiento permanente se optó por aplicar la tasa 

establecida en el primer párrafo del artículo 9 de esta Ley, a la cantidad 
resultante de disminuir del ingreso obtenido las deducciones autorizadas por el 
Título II de la misma, determinarán sus pagos provisionales conforme a lo 
señalado en los artículos 14 o 106 de esta Ley según sea el caso. 
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Tratándose de personas morales iniciarán su ejercicio fiscal en la fecha en que por 
sus actividades constituyan establecimiento permanente en el país. 
 
Artículo 175. Para los efectos de este Título, se considerarán ingresos por: 
 
I. Salarios y en general por la prestación de un servicio personal subordinado, los 

señalados en el artículo 94 de esta Ley, salvo las remuneraciones a miembros 
de consejos directivos, de vigilancia, consultivos o de cualquier otra índole, así 
como los honorarios a administradores, comisarios y gerentes generales. 

 
II. Honorarios y, en general, por la prestación de un servicio profesional, los 

indicados en el artículo 100 de esta Ley. 
 
III. Otorgar el uso o goce temporal de bienes inmuebles, los referidos en el artículo 

114 de esta Ley. 
 
IV. Enajenación de bienes, los derivados de los actos mencionados en el artículo 14 

del Código Fiscal de la Federación, inclusive en el caso de expropiación. 
 
V. Premios que deriven de la celebración de loterías, rifas, sorteos o juegos con 

apuestas y concursos de toda clase, los mencionados en el artículo 137 de esta 
Ley. 

 
VI. Actividades empresariales, los ingresos derivados de las actividades a que se 

refiere el artículo 16 del Código Fiscal de la Federación. No se consideran 
incluidos los ingresos a que se refieren los artículos 153 al 173 de esta Ley. 

 
VII. Intereses, los previstos en los artículos 163 y 166 de esta Ley, los cuales se 

consideran rendimientos de crédito de cualquier naturaleza. 
 
Lo dispuesto en las fracciones II, III y V de este artículo, también es aplicable para 
las personas morales. 
 

TÍTULO VI 
DE LOS REGÍMENES FISCALES PREFERENTES Y DE LAS EMPRESAS 

MULTINACIONALES 
 

CAPÍTULO I 
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DE LOS REGÍMENES FISCALES PREFERENTES 
 
Artículo 176. Los residentes en México y los residentes en el extranjero con 
establecimiento permanente en el país, están obligados a pagar el impuesto 
conforme a lo dispuesto en este Capítulo, por los ingresos sujetos a regímenes 
fiscales preferentes que obtengan a través de entidades o figuras jurídicas 
extranjeras en las que participen, directa o indirectamente, en la proporción que les 
corresponda por su participación en ellas, así como por los ingresos que obtengan a 
través de entidades o figuras jurídicas extranjeras que sean transparentes fiscales en 
el extranjero. 
 
Los ingresos a que se refiere este Capítulo son los generados en efectivo, en bienes, 
en servicios o en crédito por las entidades o figuras jurídicas extranjeras y los que 
hayan sido determinados presuntamente por las autoridades fiscales, aun en el caso 
de que dichos ingresos no hayan sido distribuidos por ellas a los contribuyentes de 
este Capítulo. 
 
Para los efectos de esta Ley, se considerarán ingresos sujetos a regímenes fiscales 
preferentes, los que no están gravados en el extranjero o lo están con un impuesto 
sobre la renta inferior al 75% del impuesto sobre la renta que se causaría y pagaría 
en México, en los términos de los Títulos II o IV de esta Ley, según corresponda. No 
se considerará el impuesto sobre dividendos señalado en el segundo párrafo del 
artículo 140 de la presente Ley al momento de determinar los ingresos sujetos a 
regímenes fiscales preferentes.  
 
Se considerará que los ingresos están sujetos a un régimen fiscal preferente cuando 
el impuesto sobre la renta efectivamente causado y pagado en el país o jurisdicción 
de que se trate sea inferior al impuesto causado en México en los términos de este 
artículo por la aplicación de una disposición legal, reglamentaria, administrativa, de 
una resolución, autorización, devolución, acreditamiento o cualquier otro 
procedimiento. 
 
Para determinar si los ingresos se encuentran sujetos a regímenes fiscales 
preferentes en los términos del párrafo anterior, se considerará cada una de las 
operaciones que los genere. Cuando los ingresos los obtenga el contribuyente a 
través de una entidad extranjera en la que sea miembro, socio, accionista o 
beneficiario de ella, o a través de una figura jurídica que se considere residente fiscal 
en algún país y tribute como tal en el impuesto sobre la renta en ese país, se 
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considerará la utilidad o pérdida que generen todas las operaciones realizadas en 
ella. 
 
En los casos en los que los ingresos se generen de manera indirecta a través de dos 
o más entidades o figuras jurídicas extranjeras, se deberán considerar los impuestos 
efectivamente pagados por todas las entidades o figuras jurídicas a través de las 
cuales el contribuyente realizó las operaciones que generan el ingreso, para efectos 
de determinar el impuesto sobre la renta inferior a que se refiere este artículo. 
 
Tendrán el tratamiento fiscal de este Capítulo, los ingresos que se obtengan a través 
de entidades o figuras jurídicas extranjeras que sean transparentes fiscales en el 
extranjero, aun cuando dichos ingresos no tengan un régimen fiscal preferente. 
 
Se considera que las entidades o figuras jurídicas extranjeras son transparentes 
fiscales, cuando no son consideradas como contribuyentes del impuesto sobre la 
renta en el país en que están constituidas o tienen su administración principal o sede 
de dirección efectiva y sus ingresos son atribuidos a sus miembros, socios, 
accionistas, o beneficiarios. 
 
Se consideran entidades extranjeras, las sociedades y demás entes creados o 
constituidos conforme al derecho extranjero que tengan personalidad jurídica propia, 
así como las personas morales constituidas conforme al derecho mexicano que sean 
residentes en el extranjero, y se consideran figuras jurídicas extranjeras, los 
fideicomisos, las asociaciones, los fondos de inversión y cualquier otra figura jurídica 
similar del derecho extranjero que no tenga personalidad jurídica propia. 
 
No se considerarán ingresos sujetos a regímenes fiscales preferentes en los términos 
de este artículo, los obtenidos a través de entidades o figuras jurídicas extranjeras 
que realicen actividades empresariales, salvo que sus ingresos pasivos representen 
más del 20% de la totalidad de sus ingresos. 
 
Para los efectos de este Capítulo, se consideran ingresos pasivos: los intereses; 
dividendos; regalías; las ganancias en la enajenación de acciones, títulos valor o 
bienes intangibles; las ganancias provenientes de operaciones financieras derivadas 
cuando el subyacente se refiera a deudas o acciones; las comisiones y mediaciones, 
así como los ingresos provenientes de la enajenación de bienes que no se encuentren 
físicamente en el país, territorio o jurisdicción donde resida o se ubique la entidad o 
figura jurídica extranjera y los ingresos provenientes de servicios prestados fuera de 
dicho país, territorio o jurisdicción, así como los ingresos derivados de la enajenación 
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de bienes inmuebles, los derivados del otorgamiento del uso o goce temporal de 
bienes, así como los ingresos percibidos a título gratuito. 
 
No se considerarán ingresos sujetos a regímenes fiscales preferentes los generados a 
través de entidades extranjeras que sean residentes fiscales en algún país, territorio 
o jurisdicción y tributen como tales en el impuesto sobre la renta en el mismo, 
cuando sus utilidades estén gravadas con una tasa igual o mayor al 75% de la tasa 
establecida en el artículo 9 de esta Ley, siempre que sean gravables todos sus 
ingresos, salvo los dividendos percibidos de entidades que sean residentes del mismo 
país, territorio o jurisdicción, y que sus deducciones sean o hayan sido realmente 
erogadas, aun cuando se acumulen o deduzcan, respectivamente, en momentos 
distintos a los señalados en los Títulos II y IV de esta Ley. Para estos efectos, se 
presume, salvo prueba en contrario, que no se reúnen los elementos previstos en 
este párrafo. 
 
Tampoco se considerarán ingresos sujetos a régimen fiscal preferente los percibidos 
por las entidades o figuras jurídicas del extranjero por concepto de regalías pagadas 
por el uso o concesión de uso de una patente o secretos industriales, siempre que se 
cumpla con lo siguiente: 
 
I. Que dichos intangibles se hayan creado y desarrollado en el país en donde se 

ubica o resida la entidad o figura jurídica del extranjero que es propietaria de 
los mismos. No será necesario cumplir con este requisito, si dichos intangibles 
fueron o son adquiridos a precios o montos que hubieran utilizado partes 
independientes en operaciones comparables, por dicha entidad o figura jurídica 
del extranjero. 

 
II. Que las regalías pagadas no generen una deducción autorizada para un 

residente en México. 
 
III. Que los pagos de regalías percibidos por dicha entidad o figura jurídica 

extranjera se hagan a precios y montos que hubieran utilizado con o entre 
partes independientes en operaciones comparables. 

 
IV. Tener a disposición de las autoridades fiscales la contabilidad de las entidades o 

figuras jurídicas extranjeras a que se refiere este párrafo y presentar dentro del 
plazo correspondiente la declaración informativa a que se refiere el artículo 178 
de esta Ley. 
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No se considerarán ingresos sujetos a régimen fiscal preferente, los que se generen 
con motivo de una participación promedio por día en entidades o figuras jurídicas 
extranjeras que no le permita al contribuyente tener el control efectivo de ellas o el 
control de su administración, a grado tal, que pueda decidir el momento de reparto o 
distribución de los ingresos, utilidades o dividendos de ellas, ya sea directamente o 
por interpósita persona. Para estos efectos, se presume salvo prueba en contrario, 
que el contribuyente tiene control de las entidades o figuras jurídicas extranjeras que 
generan los ingresos sujetos a regímenes fiscales preferentes. 
 
Para la determinación del control efectivo, se considerará la participación promedio 
diaria del contribuyente y de sus partes relacionadas, en los términos del artículo 179 
de esta Ley o personas vinculadas, ya sean residentes en México o en el extranjero. 
Para los efectos de este párrafo, se considerará que existe vinculación entre 
personas, si una de ellas ocupa cargos de dirección o de responsabilidad en una 
empresa de la otra, si están legalmente reconocidos como asociadas en negocios o si 
se trata del cónyuge o la persona con quien viva en concubinato o son familiares 
consanguíneos en línea recta ascendente o descendente, colaterales o por afinidad, 
hasta el cuarto grado. 
 
Las autoridades fiscales podrán autorizar a los contribuyentes de este Capítulo para 
no aplicar las disposiciones del mismo a los ingresos pasivos generados por entidades 
o figuras jurídicas del extranjero que tengan autorización para actuar como entidades 
de financiamiento por las autoridades del país en que residan, cuando dichos ingresos 
se utilicen para cumplir con los requisitos que al efecto se establezcan para el 
otorgamiento de créditos contratados con personas, figuras o entidades que no sean 
consideradas como partes relacionadas en los términos del artículo 179 de esta Ley y 
no se genere una deducción autorizada para un residente en México. 
 
La autorización a que se refiere el párrafo anterior, estará sujeta a las condiciones 
que se establezcan en las reglas de carácter general que al efecto expidan las 
autoridades fiscales. 
 
Cuando se enajenen acciones dentro de un mismo grupo, derivadas de una 
reestructuración internacional, entre ellas la fusión y escisión, que generen ingresos 
comprendidos dentro de este Capítulo, los contribuyentes podrán no aplicar las 
disposiciones del mismo a dichos ingresos, siempre y cuando se cumplan con los 
requisitos y documentación siguientes: 
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1. Presentar un aviso ante las autoridades fiscales con anterioridad a la realización 
de dicha reestructuración, que comprenda el organigrama del grupo, con la 
tenencia accionaria y una descripción detallada de todos los pasos que se 
realizarán en la misma. 

 
2. Que la realización de la reestructura esté soportada por motivos y razones de 

negocios y económicas válidas, sin que la principal motivación de la reestructura 
sea obtener un beneficio fiscal, en perjuicio del Fisco Federal. El contribuyente 
deberá explicar detalladamente los motivos y las razones del porqué se llevó a 
cabo dicha reestructuración en el aviso a que se refiere el numeral anterior. 

 
3. Que presenten a las autoridades fiscales dentro de los 30 días siguientes a que 

finalice la reestructura, los documentos con los que acrediten la realización de 
los actos comprendidos dentro de la citada reestructura. 

 
4. Que las acciones que forman parte de la reestructuración no se enajenen a una 

persona, entidad o figura jurídica que no pertenezca a dicho grupo, dentro de 
los dos años posteriores a la fecha en que terminó la reestructura. 

 
Para efectos de este Capítulo, se entenderá por grupo el conjunto de sociedades 
cuyas acciones con derecho a voto representativas del capital social sean propiedad 
directa o indirecta de una misma persona moral en por lo menos 51%. 
 
Artículo 177. Para los efectos de este Capítulo, los ingresos a que se refiere el 
artículo 176 de esta Ley serán gravables para el contribuyente en el ejercicio en que 
se generen, de conformidad con lo dispuesto en los Títulos II o IV de esta misma 
Ley, según corresponda, en la proporción de su participación directa o indirecta 
promedio por día en dicho ejercicio en la entidad o figura jurídica extranjera que los 
perciba, aun cuando ella no se los distribuya al contribuyente. 
 
Los ingresos gravables a que se refiere este artículo se determinarán cada año de 
calendario y no se acumularán a los demás ingresos del contribuyente, inclusive para 
los efectos de los artículos 14, 106, 144 y 145 de esta Ley, según corresponda. El 
impuesto que resulte de dichos ingresos se enterará conjuntamente con la 
declaración anual. 
 
Cuando los ingresos se generen a través de una entidad extranjera o a través de una 
figura jurídica extranjera que sea considerada residente fiscal en algún país y tribute 
como entidad en el impuesto sobre la renta en ese país, deberá determinarse la 
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utilidad fiscal del ejercicio de dicha entidad o figura jurídica extranjera derivada de 
esos ingresos en los términos del Título II de esta Ley, considerando como ejercicio 
el que tenga ella en el país en que esté constituida o resida. Para estos efectos, la 
utilidad fiscal del ejercicio se determinará en la moneda extranjera en la que deba 
llevar su contabilidad la entidad o la figura jurídica extranjera y convertirse a moneda 
nacional al tipo de cambio del día de cierre del ejercicio. 
 
La utilidad fiscal del ejercicio que resulte de lo dispuesto en el párrafo anterior será 
gravable para el contribuyente en el año de calendario en que termine el ejercicio de 
la entidad o figura jurídica extranjera en el cual se generó la utilidad, en la proporción 
que le corresponda por la participación directa o indirecta promedio por día que haya 
tenido en ella en ese ejercicio. En el caso en que resulte pérdida fiscal, únicamente 
podrá disminuirse de las utilidades fiscales de ejercicios posteriores que tenga la 
misma entidad o figura jurídica que la generó, en los términos del artículo 57 de esta 
Ley. 
 
Los ingresos que se generen a través de figuras jurídicas extranjeras que no tributen 
en algún país como entidades residentes en el mismo, se determinarán por cada tipo 
de ingreso en forma separada, en los términos del Título II o del Título IV de esta 
Ley, según le corresponda al contribuyente, y serán gravables para el mismo en el 
año de calendario en el cual se generen, en la proporción que le corresponda por la 
participación directa o indirecta promedio por día que haya tenido en dicha entidad 
en ese año, haciendo su conversión a moneda nacional al tipo de cambio del último 
día de dicho año. 
 
Los contribuyentes deben tener a disposición de las autoridades fiscales la 
contabilidad de las entidades o figuras jurídicas extranjeras a que se refiere el artículo 
176 de esta Ley y presentar dentro del plazo correspondiente la declaración 
informativa a que se refiere el artículo 178 de la misma. En caso de incumplimiento, 
se considerará gravable la totalidad de los ingresos de la entidad o figura jurídica 
extranjera, sin deducción alguna, en la proporción que les corresponda por su 
participación directa o indirecta en ella. 
 
El impuesto se determinará aplicando la tasa prevista en el artículo 9 de esta Ley, al 
ingreso gravable, la utilidad fiscal o el resultado fiscal a que se refiere este artículo, 
según sea el caso. 
 
El contribuyente deberá llevar una cuenta por cada una de las entidades o figuras 
jurídicas extranjeras en las que participe que generen los ingresos a que se refiere el 
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artículo 176 de esta Ley. Esta cuenta se adicionará con los ingresos gravables, la 
utilidad fiscal o el resultado fiscal de cada ejercicio de la entidad o figura jurídica 
extranjera que le corresponda al contribuyente por su participación en ella que ya 
hayan pagado el impuesto a que se refiere este artículo, restando del monto de ellos 
dicho impuesto, y se disminuirá con los ingresos, dividendos o utilidades que la 
entidad o figura jurídica extranjera le distribuya al contribuyente. Cuando el saldo de 
esta cuenta sea inferior al monto de los ingresos, dividendos o utilidades distribuidos 
al contribuyente, deberá pagarse el impuesto por la diferencia aplicando la tasa 
prevista en el artículo 9 de esta Ley. 
 
El saldo de la cuenta prevista en el párrafo anterior, que se tenga al último día de 
cada ejercicio, sin incluir los ingresos gravados, la utilidad fiscal o el resultado fiscal 
del propio ejercicio, se actualizará por el periodo comprendido, desde el mes en que 
se efectuó la última actualización y hasta el último mes del ejercicio de que se trate. 
Cuando el contribuyente perciba ingresos, utilidades o dividendos con posterioridad a 
la actualización prevista en este párrafo, el saldo de la cuenta que se tenga a la fecha 
de la distribución se actualizará por el periodo comprendido, desde el mes en que se 
efectuó la última actualización y hasta el mes en que se distribuyan los ingresos, 
dividendos o utilidades. 
 
Los ingresos, dividendos o utilidades que perciban las personas morales residentes en 
México, disminuidos con el impuesto sobre la renta que se haya pagado por ellos en 
los términos de este artículo, se adicionará a la cuenta de utilidad fiscal neta a que se 
refiere el artículo 77 de esta Ley de dichas personas. 
 
Cuando el contribuyente enajene acciones de la entidad o figura jurídica extranjera o 
su participación en ella, se determinará la ganancia en los términos del tercer párrafo 
del artículo 22 de esta Ley. El contribuyente podrá optar por aplicar lo previsto en el 
artículo 22 de la misma Ley, como si se tratara de acciones emitidas por personas 
morales residentes en México. 
 
Tratándose de ingresos derivados de la liquidación o reducción del capital de las 
entidades extranjeras a las que refiere este artículo, el contribuyente deberá 
determinar el ingreso gravable en los términos del artículo 78 de esta Ley. Para estos 
efectos el contribuyente llevará una cuenta de capital de aportación que se adicionará 
con las aportaciones de capital y las primas netas por suscripción de acciones 
efectuadas por cada accionista y se disminuirá con las reducciones de capital que se 
efectúen a cada accionista. 
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El saldo de la cuenta prevista en el párrafo anterior que se tenga al día de cierre de 
cada ejercicio se actualizará por el periodo comprendido, desde el mes en que se 
efectuó la última actualización, hasta el mes de cierre del ejercicio de que se trate. 
Cuando se efectúen aportaciones o reducciones de capital con posterioridad a la 
actualización prevista en este párrafo, el saldo de la cuenta que se tenga a esa fecha 
se actualizará por el periodo comprendido, desde el mes en que se efectuó la última 
actualización y hasta el mes en que se pague la aportación o el reembolso, según 
corresponda. 
 
El capital de aportación por acción actualizado se determinará dividiendo el saldo de 
la cuenta de capital de aportación de cada accionista, a que se refiere este artículo, 
entre el total de las acciones que tiene cada uno de ellos de la persona moral, a la 
fecha del reembolso, incluyendo las correspondientes a la reinversión o capitalización 
de utilidades o de cualquier otro concepto que integre el capital contable de la 
misma. 
 
Los contribuyentes a que se refiere este Capítulo podrán acreditar el impuesto 
pagado en el extranjero por las entidades o figuras jurídicas extranjeras en las que 
participen, en la misma proporción en que los ingresos de dichas entidades o figuras 
sean gravables para ellos, contra el impuesto sobre la renta que causen en México, 
por dichos ingresos, siempre que puedan comprobar el pago en el extranjero del 
impuesto que acrediten. 
 
Los contribuyentes podrán efectuar el acreditamiento del impuesto sobre la renta que 
se haya retenido y enterado en los términos del Título V de esta Ley, por los ingresos 
percibidos por las entidades o figuras jurídicas extranjeras en las que participen, en la 
misma proporción en la que dichos ingresos sean gravables para ellos, contra el 
impuesto sobre la renta que causen en México, por esos ingresos en los términos de 
este Capítulo, siempre que los ingresos gravables incluyan el impuesto sobre la renta 
retenido y enterado en México. 
 
El monto del impuesto acreditable a que se refiere el párrafo anterior no excederá de 
la cantidad que resulte de aplicar la tasa prevista en el primer párrafo del artículo 9 
de esta Ley, al ingreso gravado en los términos del Título V de la misma. Cuando el 
impuesto acreditable se encuentre dentro del límite a que se refiere este párrafo y no 
pueda acreditarse total o parcialmente, el acreditamiento podrá efectuarse en los diez 
ejercicios siguientes, hasta agotarlo. En ningún caso el contribuyente tendrá derecho 
a la devolución del impuesto que no hubiere podido acreditar. 
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La contabilidad de los contribuyentes relativa a los ingresos a que se refiere este 
Capítulo deberá reunir los requisitos que establece el inciso a) de la fracción XVII del 
artículo 76 de esta Ley y deberá estar a disposición de las autoridades fiscales. Para 
los efectos de este Capítulo, se considera que el contribuyente tiene a disposición de 
las autoridades fiscales la contabilidad de las entidades o figuras jurídicas extranjeras 
a que se refiere el primer párrafo del artículo 176 de esta Ley, cuando deba 
proporcionársela a dicha autoridad al ejercer sus facultades de comprobación. 
 
Para los efectos de este Título y la determinación de los ingresos de fuente de 
riqueza en el país, las autoridades fiscales podrán, como resultado del ejercicio de las 
facultades de comprobación que les conceden las leyes, determinar la simulación de 
los actos jurídicos exclusivamente para efectos fiscales, la cual tendrá que quedar 
debidamente fundada y motivada dentro del procedimiento de comprobación y 
declarada su existencia en el propio acto de determinación de su situación fiscal a 
que se refiere el artículo 50 del Código Fiscal de la Federación, siempre que se trate 
de operaciones entre partes relacionadas en términos del artículo 179 de esta Ley. 
 
En los actos jurídicos en los que exista simulación, el hecho imponible gravado será el 
efectivamente realizado por las partes. 
 
La resolución en que la autoridad determine la simulación deberá incluir lo siguiente: 
 
a) Identificar el acto simulado y el realmente celebrado. 
 
b) Cuantificar el beneficio fiscal obtenido por virtud de la simulación. 
 
c) Señalar los elementos por los cuales se determinó la existencia de dicha 

simulación, incluyendo la intención de las partes de simular el acto. 
 
Para efectos de probar la simulación, la autoridad podrá basarse, entre otros, en 
elementos presuncionales. 
 
En los casos que se determine simulación en los términos de los cuatro párrafos 
anteriores, el contribuyente no estará obligado a presentar la declaración a que se 
refiere el artículo 178 de esta Ley. 
 
Artículo 178. Los contribuyentes de este Título, además de las obligaciones 
establecidas en otros artículos de esta Ley, deberán presentar en el mes de febrero 
de cada año, ante las oficinas autorizadas, declaración informativa sobre los ingresos 
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que hayan generado o generen en el ejercicio inmediato anterior sujetos a regímenes 
fiscales preferentes, o en sociedades o entidades cuyos ingresos estén sujetos a 
dichos regímenes, que corresponda al ejercicio inmediato anterior, acompañando los 
estados de cuenta por depósitos, inversiones, ahorros o cualquier otro, o en su caso, 
la documentación que mediante reglas de carácter general establezca el Servicio de 
Administración Tributaria. Para los efectos de este artículo, se consideran ingresos 
sujetos a regímenes fiscales preferentes, tanto los depósitos como los retiros. La 
declaración a que se refiere este artículo, será utilizada únicamente para efectos 
fiscales. 
 
No obstante lo dispuesto por este Capítulo, los contribuyentes que generen ingresos 
de cualquier clase provenientes de alguno de los territorios señalados en las 
disposiciones transitorias de esta Ley, así como los que realicen operaciones a través 
de figuras o entidades jurídicas extranjeras transparentes fiscalmente a que se refiere 
el artículo 176 de la misma, deberán presentar la declaración informativa prevista en 
el párrafo anterior, sin que por este solo hecho se considere que se están generando 
ingresos sujetos a regímenes fiscales preferentes, salvo que se ubiquen en alguno de 
los supuestos previstos en el artículo 176 de esta Ley, o cuando no cumplan con la 
presentación de la declaración informativa a que se refiere este párrafo. 
 
El titular y los cotitulares de los ingresos previstos en el primer párrafo de este 
artículo serán quienes deberán presentar la declaración antes señalada y las 
instituciones financieras sólo estarán relevadas de presentar la misma, siempre que 
conserven copia de la declaración presentada en tiempo y forma por el titular y 
cotitulares de los ingresos sujetos a un régimen fiscal preferente. 
 
Se considera que el contribuyente omitió la presentación de la declaración a que hace 
referencia este artículo, cuando no contenga la información relativa a la totalidad de 
los ingresos que el contribuyente haya generado o genere sujetos a regímenes 
fiscales preferentes que correspondan al ejercicio inmediato anterior. 
 

CAPÍTULO II 
DE LAS EMPRESAS MULTINACIONALES 

 
Artículo 179. Los contribuyentes del Título II de esta Ley, que celebren operaciones 
con partes relacionadas residentes en el extranjero están obligados, para efectos de 
esta Ley, a determinar sus ingresos acumulables y deducciones autorizadas, 
considerando para esas operaciones los precios y montos de contraprestaciones que 
hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables. 
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En el caso contrario, las autoridades fiscales podrán determinar los ingresos 
acumulables y deducciones autorizadas de los contribuyentes, mediante la 
determinación del precio o monto de la contraprestación en operaciones celebradas 
entre partes relacionadas, considerando para esas operaciones los precios y montos 
de contraprestaciones que hubieran utilizado partes independientes en operaciones 
comparables, ya sea que éstas sean con personas morales, residentes en el país o en 
el extranjero, personas físicas y establecimientos permanentes en el país de 
residentes en el extranjero, así como en el caso de las actividades realizadas a través 
de fideicomisos. 
 
Para los efectos de esta Ley, se entiende que las operaciones o las empresas son 
comparables, cuando no existan diferencias entre éstas que afecten 
significativamente el precio o monto de la contraprestación o el margen de utilidad a 
que hacen referencia los métodos establecidos en el artículo 180 de esta Ley, y 
cuando existan dichas diferencias, éstas se eliminen mediante ajustes razonables. 
Para determinar dichas diferencias, se tomarán en cuenta los elementos pertinentes 
que se requieran, según el método utilizado, considerando, entre otros, los siguientes 
elementos: 
 
I. Las características de las operaciones, incluyendo: 

 
a) En el caso de operaciones de financiamiento, elementos tales como el 

monto del principal, plazo, garantías, solvencia del deudor y tasa de 
interés. 

 
b) En el caso de prestación de servicios, elementos tales como la naturaleza 

del servicio, y si el servicio involucra o no una experiencia o conocimiento 
técnico. 

 
c) En el caso de uso, goce o enajenación, de bienes tangibles, elementos 

tales como las características físicas, calidad y disponibilidad del bien. 
 
d) En el caso de que se conceda la explotación o se transmita un bien 

intangible, elementos tales como si se trata de una patente, marca, 
nombre comercial o transferencia de tecnología, la duración y el grado de 
protección. 
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e) En el caso de enajenación de acciones, se considerarán elementos tales 
como el capital contable actualizado de la emisora, el valor presente de las 
utilidades o flujos de efectivo proyectados o la cotización bursátil del 
último hecho del día de la enajenación de la emisora. 

 
II. Las funciones o actividades, incluyendo los activos utilizados y riesgos asumidos 

en las operaciones, de cada una de las partes involucradas en la operación. 
 
III. Los términos contractuales. 
 
IV. Las circunstancias económicas. 
 
V. Las estrategias de negocios, incluyendo las relacionadas con la penetración, 

permanencia y ampliación del mercado. 
 
Cuando los ciclos de negocios o aceptación comercial de un producto del 
contribuyente cubran más de un ejercicio, se podrán considerar operaciones 
comparables correspondientes de dos o más ejercicios, anteriores o posteriores. 
 
Se considera que dos o más personas son partes relacionadas, cuando una participa 
de manera directa o indirecta en la administración, control o capital de la otra, o 
cuando una persona o grupo de personas participe directa o indirectamente en la 
administración, control o capital de dichas personas. Tratándose de asociaciones en 
participación, se consideran como partes relacionadas sus integrantes, así como las 
personas que conforme a este párrafo se consideren partes relacionadas de dicho 
integrante. 
 
Se consideran partes relacionadas de un establecimiento permanente, la casa matriz 
u otros establecimientos permanentes de la misma, así como las personas señaladas 
en el párrafo anterior y sus establecimientos permanentes. 
 
Salvo prueba en contrario, se presume que las operaciones entre residentes en 
México y sociedades o entidades sujetas a regímenes fiscales preferentes, son entre 
partes relacionadas en las que los precios y montos de las contraprestaciones no se 
pactan conforme a los que hubieran utilizado partes independientes en operaciones 
comparables. 
 
Para la interpretación de lo dispuesto en este Capítulo, serán aplicables las Guías 
sobre Precios de Transferencia para las Empresas Multinacionales y las 
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Administraciones Fiscales, aprobadas por el Consejo de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico en 1995, o aquéllas que las sustituyan, en la 
medida en que las mismas sean congruentes con las disposiciones de esta Ley y de 
los tratados celebrados por México. 
 
Artículo 180. Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 179 de esta Ley, los 
contribuyentes deberán aplicar los siguientes métodos: 
 
I. Método de precio comparable no controlado, que consiste en considerar el 

precio o el monto de las contraprestaciones que se hubieran pactado con o 
entre partes independientes en operaciones comparables. 

 
II. Método de precio de reventa, que consiste en determinar el precio de 

adquisición de un bien, de la prestación de un servicio o de la contraprestación 
de cualquier otra operación entre partes relacionadas, multiplicando el precio de 
reventa, o de la prestación del servicio o de la operación de que se trate por el 
resultado de disminuir de la unidad, el por ciento de utilidad bruta que hubiera 
sido pactado con o entre partes independientes en operaciones comparables. 
Para los efectos de esta fracción, el por ciento de utilidad bruta se calculará 
dividiendo la utilidad bruta entre las ventas netas. 

 
III. Método de costo adicionado, que consiste en determinar el precio de venta de 

un bien, de la prestación de un servicio o de la contraprestación de cualquier 
otra operación, entre partes relacionadas, multiplicando el costo del bien, del 
servicio o de la operación de que se trate por el resultado de sumar a la unidad 
el por ciento de utilidad bruta que hubiera sido pactada con o entre partes 
independientes en operaciones comparables. Para los efectos de esta fracción, 
el por ciento de utilidad bruta se calculará dividiendo la utilidad bruta entre el 
costo de ventas. 

 
IV. Método de partición de utilidades, que consiste en asignar la utilidad de 

operación obtenida por partes relacionadas, en la proporción que hubiera sido 
asignada con o entre partes independientes, conforme a lo siguiente: 

 
a) Se determinará la utilidad de operación global mediante la suma de la 

utilidad de operación obtenida por cada una de las personas relacionadas 
involucradas en la operación. 
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b) La utilidad de operación global se asignará a cada una de las personas 
relacionadas considerando elementos tales como activos, costos y gastos 
de cada una de las personas relacionadas, con respecto a las operaciones 
entre dichas partes relacionadas. 

 
V. Método residual de partición de utilidades, que consiste en asignar la utilidad de 

operación obtenida por partes relacionadas, en la proporción que hubiera sido 
asignada con o entre partes independientes conforme a lo siguiente: 
 

a) Se determinará la utilidad de operación global mediante la suma de la 
utilidad de operación obtenida por cada una de las personas relacionadas 
involucradas en la operación. 

 
b) La utilidad de operación global se asignará de la siguiente manera: 

 
1. Se determinará la utilidad mínima que corresponda en su caso, a 

cada una de las partes relacionadas mediante la aplicación de 
cualquiera de los métodos a que se refieren las fracciones I, II, III, 
IV y VI de este artículo, sin tomar en cuenta la utilización de 
intangibles significativos. 

 
2. Se determinará la utilidad residual, la cual se obtendrá disminuyendo 

la utilidad mínima a que se refiere el apartado 1 anterior, de la 
utilidad de operación global. Esta utilidad residual se distribuirá entre 
las partes relacionadas involucradas en la operación tomando en 
cuenta, entre otros elementos, los intangibles significativos utilizados 
por cada una de ellas, en la proporción en que hubiera sido 
distribuida con o entre partes independientes en operaciones 
comparables. 

 
VI. Método de márgenes transaccionales de utilidad de operación, que consiste en 

determinar en transacciones entre partes relacionadas, la utilidad de operación 
que hubieran obtenido empresas comparables o partes independientes en 
operaciones comparables, con base en factores de rentabilidad que toman en 
cuenta variables tales como activos, ventas, costos, gastos o flujos de efectivo. 

 
De la aplicación de alguno de los métodos señalados en este artículo, se podrá 
obtener un rango de precios, de montos de las contraprestaciones o de márgenes de 
utilidad, cuando existan dos o más operaciones comparables. Estos rangos se 
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ajustarán mediante la aplicación de métodos estadísticos. Si el precio, monto de la 
contraprestación o margen de utilidad del contribuyente se encuentra dentro de estos 
rangos, dichos precios, montos o márgenes se considerarán como pactados o 
utilizados entre partes independientes. En caso de que el contribuyente se encuentre 
fuera del rango ajustado, se considerará que el precio o monto de la contraprestación 
que hubieran utilizado partes independientes, es la mediana de dicho rango. 
 
Los contribuyentes deberán aplicar en primer término el método previsto por la 
fracción I de este artículo, y sólo podrán utilizar los métodos señalados en las 
fracciones II, III, IV, V y VI del mismo, cuando el método previsto en la fracción I 
citada no sea el apropiado para determinar que las operaciones realizadas se 
encuentran a precios de mercado de acuerdo con las Guías de Precios de 
Transferencia para las Empresas Multinacionales y las Administraciones Fiscales a que 
se refiere el último párrafo del artículo 179 de esta Ley. 
 
Para los efectos de la aplicación de los métodos previstos por las fracciones II, III y 
VI de este artículo, se considerará que se cumple la metodología, siempre que se 
demuestre que el costo y el precio de venta se encuentran a precios de mercado. 
Para estos efectos se entenderán como precios de mercado, los precios y montos de 
contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en 
operaciones comparables o cuando al contribuyente se le haya otorgado una 
resolución favorable en los términos del artículo 34-A del Código Fiscal de la 
Federación. Deberá demostrarse que el método utilizado es el más apropiado o el 
más confiable de acuerdo con la información disponible, debiendo darse preferencia a 
los métodos previstos en las fracciones II y III de este artículo. 
 
Para los efectos de este artículo y del artículo 179 de esta Ley, los ingresos, costos, 
utilidad bruta, ventas netas, gastos, utilidad de operación, activos y pasivos, se 
determinarán con base en las normas de información financiera. 
 
Artículo 181. No se considerará que un residente en el extranjero tiene un 
establecimiento permanente en el país, derivado de las relaciones de carácter jurídico 
o económico que mantengan con empresas que lleven a cabo operaciones de 
maquila, que procesen habitualmente en el país, bienes o mercancías mantenidas en 
el país por el residente en el extranjero, utilizando activos proporcionados, directa o 
indirectamente, por el residente en el extranjero o cualquier empresa relacionada, 
siempre que México haya celebrado, con el país de residencia del residente en el 
extranjero, un tratado para evitar la doble imposición y se cumplan los requisitos del 
tratado, incluyendo los acuerdos amistosos celebrados de conformidad con el tratado 
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en la forma en que hayan sido implementados por las partes del tratado, para que se 
considere que el residente en el extranjero no tiene establecimiento permanente en 
el país. Lo dispuesto en este artículo sólo será aplicable siempre que las empresas 
que lleven a cabo operaciones de maquila cumplan con lo señalado en el artículo 182 
de esta Ley. 
 
Para los efectos de este artículo, se considera operación de maquila la que cumpla 
con las siguientes condiciones:  

 
I. Que las mercancías suministradas por el residente en el extranjero con motivo 

de un contrato de maquila al amparo de un Programa de Maquila autorizado 
por la Secretaría de Economía, que se sometan a un proceso de transformación 
o reparación, sean importadas temporalmente y se retornen al extranjero, 
inclusive mediante operaciones virtuales, realizadas de conformidad con lo que 
establece la Ley Aduanera y las reglas de carácter general que para tal efecto 
emita el Servicio de Administración Tributaria. Para lo dispuesto en esta 
fracción no se requiere el retorno al extranjero de mermas y desperdicios.  

 
Las mercancías a que se refiere esta fracción, sólo podrán ser propiedad de un 
tercero residente en el extranjero cuando tenga una relación comercial de 
manufactura con la empresa residente en el extranjero, que a su vez tiene un 
contrato de maquila con la que realiza la operación de maquila en México, 
siempre y cuando esas mercancías sean suministradas con motivo de dichas 
relaciones comerciales.  
 
Para los efectos de esta fracción, se consideran como transformación, los 
procesos que se realicen con las mercancías consistentes en: la dilución en 
agua o en otras sustancias; el lavado o limpieza, incluyendo la remoción de 
óxido, grasa, pintura u otros recubrimientos; la aplicación de conservadores, 
incluyendo lubricantes, encapsulación protectora o pintura para conservación; 
el ajuste, limado o corte; el acondicionamiento en dosis; el empacado, 
reempacado, embalado o reembalado; el sometimiento a pruebas, y el 
marcado, etiquetado o clasificación, así como el desarrollo de un producto, 
excepto tratándose de marcas, avisos comerciales y nombres comerciales.  

 
II. Que la totalidad de sus ingresos por su actividad productiva, provengan 

exclusivamente de su operación de maquila. 
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III. Que cuando las empresas con Programa que realicen los procesos de 
transformación o reparación a que se refiere la fracción I de este artículo, 
incorporen en sus procesos productivos mercancías nacionales o extranjeras, 
que no sean importadas temporalmente, éstas deberán exportarse o retornarse 
conjuntamente con las mercancías que hubieren importado temporalmente.  

 
IV. Que los procesos de transformación o reparación a que se refiere la fracción I 

de este artículo, se realicen con maquinaria y equipo propiedad del residente en 
el extranjero con el que las empresas con Programa tengan celebrado el 
contrato de maquila, siempre que no hayan sido propiedad de la empresa que 
realiza la operación de maquila o de otra empresa residente en México de la 
que sea parte relacionada. 

 
El proceso de transformación y reparación podrá complementarse con 
maquinaria y equipo propiedad de un tercero residente en el extranjero, que 
tenga una relación comercial de manufactura con la empresa residente en el 
extranjero que a su vez tenga un contrato de maquila con aquélla que realiza la 
operación de maquila en México, siempre y cuando esos bienes sean 
suministrados con motivo de dicha relación comercial, o bien sean propiedad de 
la empresa que realiza la operación de maquila o con maquinaria y equipo 
arrendados a una parte no relacionada. En ningún caso la maquinaria o equipo 
antes señalado podrán haber sido propiedad de otra empresa residente en 
México de la que la empresa que realiza la operación de maquila sea parte 
relacionada. 

 
Lo dispuesto en esta fracción será aplicable siempre que el residente en el 
extranjero con el que se tenga celebrado el contrato de maquila sea propietario 
de al menos un 30% de la maquinaria y equipo utilizados en la operación de 
maquila. El porcentaje mencionado se calculará de conformidad con las reglas 
de carácter general que para tal efecto emita el Servicio de Administración 
Tributaria. 
 
No se considerará operación de maquila la transformación o reparación de 
mercancías cuya enajenación se realice en territorio nacional y no se encuentre 
amparada con un pedimento de exportación por lo que no será aplicable lo 
dispuesto en el artículo 182 de esta ley. 

 
Artículo 182. Para los efectos del artículo 181 de esta Ley, se considerará que las 
empresas que llevan a cabo operaciones de maquila cumplen con lo dispuesto en los 
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artículos 179 y 180 de la Ley y que las personas residentes en el extranjero para las 
cuales actúan no tienen establecimiento permanente en el país, cuando las empresas 
maquiladoras determinen su utilidad fiscal como la cantidad mayor que resulte de 
aplicar lo siguiente: 
 
I. El 6.9% sobre el valor total de los activos utilizados en la operación de maquila 

durante el ejercicio fiscal, incluyendo los que sean propiedad de la persona 
residente en el país, de residentes en el extranjero o de cualquiera de sus 
partes relacionadas, incluso cuando hayan sido otorgados en uso o goce 
temporal a dicha maquiladora. 
 
Se entiende que los activos se utilizan en la operación de maquila cuando se 
encuentren en territorio nacional y sean utilizados en su totalidad o en parte en 
dicha operación. 
 
Los activos a que se refiere esta fracción podrán ser considerados únicamente 
en la proporción en que éstos sean utilizados siempre que obtengan 
autorización de las autoridades fiscales. 
 
a) La persona residente en el país podrá excluir del cálculo a que se refiere 

esta fracción el valor de los activos que les hayan arrendado partes 
relacionadas residentes en territorio nacional o partes no relacionadas 
residentes en el extranjero, siempre que los bienes arrendados no hayan 
sido de su propiedad o de sus partes relacionadas residentes en el 
extranjero, excepto cuando la enajenación de los mismos hubiere sido 
pactada de conformidad con los artículos 179 y 180 de esta Ley.  

 
El valor de los activos utilizados en la operación de maquila, propiedad de 
la persona residente en el país, será calculado de conformidad con el 
procedimiento que establezca el Servicio de Administración Tributaria 
mediante reglas de carácter general.  

 
El valor de los activos fijos e inventarios propiedad de residentes en el 
extranjero, utilizados en la operación en cuestión, será calculado de 
conformidad con lo siguiente:  
 
1. El valor de los inventarios de materias primas, productos 

semiterminados y terminados, mediante la suma de los promedios 
mensuales de dichos inventarios, correspondientes a todos los meses 
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del ejercicio y dividiendo el total entre el número de meses 
comprendidos en el ejercicio. El promedio mensual de los inventarios 
se determinará mediante la suma de dichos inventarios al inicio y al 
final del mes y dividiendo el resultado entre dos. Los inventarios al 
inicio y al final del mes deberán valuarse conforme al método que la 
persona residente en el país tenga implantado con base en el valor 
que para dichos inventarios se hubiere consignado en la contabilidad 
del propietario de los inventarios al momento de ser importados a 
México. Dichos inventarios serán valuados conforme a principios de 
contabilidad generalmente aceptados en los Estados Unidos de 
América o los principios de contabilidad generalmente aceptados 
internacionalmente cuando el propietario de los bienes resida en un 
país distinto a los Estados Unidos de América. Para el caso de los 
valores de los productos semiterminados o terminados, procesados 
por la persona residente en el país, el valor se calculará considerando 
únicamente el valor de la materia prima.  
 
Cuando los promedios mensuales a que hace referencia el párrafo 
anterior se encuentren denominados en dólares de los Estados 
Unidos de América, la persona residente en el país deberá 
convertirlas a moneda nacional, aplicando el tipo de cambio publicado 
en el Diario Oficial de la Federación vigente al último día del mes que 
corresponda. En caso de que el Banco de México no hubiere 
publicado dicho tipo de cambio, se aplicará el último tipo de cambio 
publicado en el Diario Oficial de la Federación con anterioridad a la 
fecha de cierre de mes. Cuando las referidas cantidades estén 
denominadas en una moneda extranjera distinta del dólar de los 
Estados Unidos de América, se deberá multiplicar el tipo de cambio 
antes mencionado por el equivalente en dólares de los Estados 
Unidos de América de la moneda de que se trate, de acuerdo a la 
tabla que publique el Banco de México en el mes inmediato siguiente 
a aquél al que corresponda la importación.  
 

2. El valor de los activos fijos será el monto pendiente por deducir, 
calculado de conformidad con lo siguiente: 
 
i) Se considerará como monto original de la inversión el monto de 

adquisición de dichos bienes por el residente en el extranjero.  
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ii) El monto pendiente por deducir se calculará disminuyendo del 
monto original de la inversión, determinado conforme a lo 
dispuesto en el inciso anterior, la cantidad que resulte de aplicar 
a este último monto los por cientos máximos autorizados 
previstos en los artículos 34, 35, 36, 37 y demás aplicables de 
esta Ley, según corresponda al bien de que se trate, sin que en 
ningún caso se pueda aplicar los dispuesto en el artículo 51 de 
la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente hasta 1998 o en el 
artículo 220 de la Ley citada vigente hasta el 31 de diciembre de 
2013. Para efectos de este subinciso, se deberá considerar la 
deducción por meses completos, desde la fecha en que fueron 
adquiridos hasta el último mes de la primera mitad del ejercicio 
por el que se determine la utilidad fiscal. Cuando el bien de que 
se trate haya sido adquirido durante dicho ejercicio, la 
deducción se considerará por meses completos, desde la fecha 
de adquisición del bien hasta el último mes de la primera mitad 
del periodo en el que el bien haya sido destinado a la operación 
en cuestión en el referido ejercicio. 
 
En el caso del primer y último ejercicio en el que se utilice el 
bien, el valor promedio del mismo se determinará dividiendo el 
resultado antes mencionado entre doce y el cociente se 
multiplicará por el número de meses en el que el bien haya sido 
utilizado en dichos ejercicios. 
 
El monto pendiente por deducir calculado conforme a este inciso 
de los bienes denominados en dólares de los Estados Unidos de 
América se convertirá a moneda nacional utilizando el tipo de 
cambio publicado en el Diario Oficial de la Federación vigente en 
el último día del último mes correspondiente a la primera mitad 
del ejercicio en el que el bien haya sido utilizado. En el caso de 
que el Banco de México no hubiere publicado dicho tipo de 
cambio, se aplicará el último tipo de cambio publicado. La 
conversión a dólares de los Estados Unidos de América a que se 
refiere este párrafo, de los valores denominados en otras 
monedas extranjeras, se efectuará utilizando el equivalente en 
dólares de los Estados Unidos de América de esta última 
moneda de acuerdo con la tabla que mensualmente publique el 
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Banco de México durante la primera semana de mes inmediato 
siguiente a aquél al que corresponda. 
 

iii) En ningún caso el monto pendiente por deducir será inferior a 
10% del monto de adquisición de los bienes. 

 
3. La persona residente en el país podrá optar por incluir gastos y 

cargos diferidos en el valor de los activos utilizados en la operación 
de maquila. 
 
Las personas residentes en el país deberán tener a disposición de las 
autoridades fiscales la documentación correspondiente en la que, en 
su caso, consten los valores previstos en los numerales 1 y 2 de la 
fracción I de este artículo. Se considerará que se cumple con la 
obligación de tener a disposición de las autoridades fiscales la 
documentación antes referida, cuando se proporcione a dichas 
autoridades, en su caso, dentro de los plazos señalados en las 
disposiciones fiscales. 

 
II. El 6.5% sobre el monto total de los costos y gastos de operación de la 

operación en cuestión, incurridos por la persona residente en el país, 
determinados de conformidad con las normas de información financiera, 
incluso los incurridos por residentes en el extranjero, excepto por lo 
siguiente: 
 
1. No se incluirá el valor que corresponda a la adquisición de 

mercancías, así como de materias primas, productos semiterminados 
o terminados, utilizados en la operación de maquila, que efectúen por 
cuenta propia residentes en el extranjero. 

 
2. La deducción de inversiones de los activos fijos, gastos y cargos 

diferidos propiedad de la empresa maquiladora, destinados a la 
operación de maquila, se calcularán aplicando lo dispuesto en esta 
Ley.  

 
3. No deberán considerarse los efectos de inflación determinados en las 

normas de información financiera. 
 
4. No deberán considerarse los gastos financieros. 
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5. No deberán considerarse los gastos extraordinarios o no recurrentes 

de la operación conforme a las normas de información financiera. No 
se consideran gastos extraordinarios aquellos respecto de los cuales 
se hayan creado reservas y provisiones en los términos de las normas 
de información financiera y para los cuales la empresa maquiladora 
cuente con fondos líquidos expresamente destinados para efectuar su 
pago. Cuando los contribuyentes no hubiesen creado las reservas y 
provisiones citadas y para los cuales la empresa maquiladora cuente 
con fondos líquidos expresamente para efectuar su pago, tampoco 
considerarán como gastos extraordinarios los pagos que efectúen por 
los conceptos respecto de los cuales se debieron constituir las 
reservas o provisiones citadas. 

 
Los conceptos a que se refiere este numeral se deberán considerar 
en su valor histórico sin actualización por inflación, con excepción de 
lo dispuesto en el numeral 2 de esta fracción. 

 
Para los efectos de esta fracción sólo deberán considerarse los gastos 
realizados en el extranjero por residentes en el extranjero por concepto de 
servicios directamente relacionados con la operación de maquila por 
erogaciones realizadas por cuenta de la persona residente en el país para 
cubrir obligaciones propias contraídas en territorio nacional, o erogaciones 
de gastos incurridos por residentes en el extranjero por servicios 
personales subordinados que se presten en la operación de maquila, 
cuando la estancia del prestador del servicio en territorio nacional sea 
superior a 183 días naturales, consecutivos o no, en los últimos doce 
meses, en los términos del artículo 154 de esta Ley. 
 
Para los efectos del cálculo a que se refiere el párrafo anterior, el monto 
de los gastos incurridos por residentes en el extranjero por servicios 
personales subordinados relacionados con la operación de maquila, que se 
presten o aprovechen en territorio nacional, deberá comprender el total del 
salario pagado en el ejercicio fiscal de que se trate, incluyendo 
cualesquiera de las prestaciones señaladas en reglas de carácter general 
que al efecto expida el Servicio de Administración Tributaria, otorgadas a 
la persona física. 
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Cuando la persona física prestadora del servicio personal subordinado sea 
residente en el extranjero, en lugar de aplicar lo dispuesto en el párrafo 
anterior se podrá considerar en forma proporcional los gastos referidos en 
el citado párrafo. Para obtener esta proporción se multiplicará el monto 
total del salario percibido por la persona física en el ejercicio fiscal de que 
se trate, por el cociente que resulte de dividir el número de días que haya 
permanecido en territorio nacional dicha persona entre 365. Se considerará 
como número de días que la persona física permanece en territorio 
nacional, aquellos en los que tenga una presencia física en el país, así 
como los sábados y domingos por cada 5 días hábiles de estancia en 
territorio nacional, las vacaciones cuando la persona física de que se trate 
haya permanecido en el país por más de 183 días en un periodo de 12 
meses, las interrupciones laborales de corta duración, así como los 
permisos por enfermedad. 
 
Las personas residentes en el país que opten por aplicar lo dispuesto en 
esta fracción presentarán ante las autoridades fiscales, un escrito en el que 
manifiesten que la utilidad fiscal del ejercicio, representó al menos la 
cantidad mayor que resulte de aplicar lo dispuesto en las fracciones I y II 
de este artículo, a más tardar dentro de los tres meses siguientes a la 
fecha en que termine dicho ejercicio. 

 
Las empresas con programa de maquila que apliquen lo dispuesto en este artículo, 
deberán presentar anualmente ante las autoridades fiscales, a más tardar en el mes 
de junio del año de que se trate, declaración informativa de sus operaciones de 
maquila en términos de lo que establezca el Servicio de Administración Tributaria 
mediante reglas de carácter general. 
 
La persona residente en el país podrá obtener una resolución particular en los 
términos del artículo 34-A del Código Fiscal de la Federación en la que se confirme 
que se cumple con los artículos 179 y 180 de esta Ley. Dicha resolución particular no 
será necesaria para satisfacer los requerimientos de este artículo. 
 
Las personas residentes en el país que hayan optado por aplicar lo dispuesto en el 
presente artículo quedarán exceptuadas de la obligación de presentar la declaración 
informativa señalada en la fracción X del artículo 76 de esta Ley, únicamente por la 
operación de maquila. 
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Las personas residentes en el país que realicen, además de la operación de maquila a 
que se refiere el artículo 181 de la presente Ley, actividades distintas a ésta, podrán 
acogerse a lo dispuesto en este artículo únicamente por la operación de maquila. 
 
Artículo 183. No se considerará que tienen establecimiento permanente en el país 
los residentes en el extranjero que proporcionen directa o indirectamente materias 
primas, maquinaria o equipo, para realizar las actividades de maquila a través de 
empresas con programa de maquila bajo la modalidad de albergue autorizado por la 
Secretaría de Economía, siempre que dichos residentes en el extranjero no sean 
partes relacionadas de la empresa con programa de maquila bajo la modalidad de 
albergue de que se trate, ni de una parte relacionada de dicha empresa. 
 
Lo dispuesto en el presente artículo será aplicable siempre que las empresas con 
programa de maquila bajo la modalidad de albergue, presenten anualmente ante las 
autoridades fiscales, a más tardar en el mes de junio del año de que se trate, 
declaración informativa de las operaciones realizadas a través de la empresa 
maquiladora en la modalidad de albergue o de sus partes relacionadas. La 
información a que se refiere este párrafo se deberá presentar desglosada por cada 
uno de los residentes en el extranjero que realizan actividades de maquila a través de 
la empresa con programa de maquila bajo la modalidad de albergue. 
 
A las empresas con programa de maquila bajo la modalidad de albergue que apliquen 
lo dispuesto en este artículo, en ningún caso les aplicará lo previsto en los artículos 
181 y 182 de esta Ley. 
 
Las empresas con programa de maquila bajo la modalidad de albergue deberán 
cumplir, además de las obligaciones establecidas en este artículo y en las 
disposiciones fiscales y aduaneras, con lo siguiente: 
 
I. Observar lo dispuesto por el quinto párrafo del artículo 32-D del Código Fiscal 

de la Federación, únicamente respecto de las fracciones I, II y III del citado 
precepto legal. 

 
II. Presentar las siguientes declaraciones en los términos y condiciones 

establecidas en las disposiciones fiscales: 
 

a) Anuales y mensuales definitivas de los impuestos federales a que estén 
obligados, con independencia de que en las mismas resulte o no cantidad 
a pagar. 
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b) Informativa de operaciones con terceros. 

 
c) Módulo correspondiente a sus operaciones de comercio exterior de la 

Declaración Informativa de Empresas Manufactureras, Maquiladoras y de 
Servicios de Exportación.  

 
Cuando una empresa con programa de maquila bajo la modalidad de albergue 
incumpla con alguna de las obligaciones previstas en los incisos anteriores, el Servicio 
de Administración Tributaria requerirá a dicha empresa para que en un plazo que no 
exceda de 30 días naturales aclare lo que a su derecho convenga sobre el 
incumplimiento y en caso de que no se subsane el mismo en el plazo citado, se 
procederá a la suspensión de dicha empresa en el Padrón de Importadores a que se 
refiere el artículo 59, fracción IV de la Ley Aduanera. 
 
Los residentes en el extranjero que realicen actividades de maquila a través de la 
empresa de maquila bajo la modalidad de albergue, únicamente podrán aplicar lo 
dispuesto en este artículo por un periodo de 4 años consecutivos. 
 
Artículo 184. Cuando de conformidad con lo establecido en un tratado internacional 
en materia fiscal celebrado por México, las autoridades competentes del país con el 
que se hubiese celebrado el tratado, realicen un ajuste a los precios o montos de 
contraprestaciones de un contribuyente residente de ese país y siempre que dicho 
ajuste sea aceptado por las autoridades fiscales mexicanas, la parte relacionada 
residente en México podrá presentar una declaración complementaria en la que se 
refleje el ajuste correspondiente. Esta declaración complementaria no computará 
dentro del límite establecido en el artículo 32 del Código Fiscal de la Federación. 
 

TÍTULO VII 
DE LOS ESTÍMULOS FISCALES 

 
CAPÍTULO I 

DE LAS CUENTAS PERSONALES DEL AHORRO 
 
Artículo 185. Los contribuyentes a que se refiere el Título IV de esta Ley, que 
efectúen depósitos en las cuentas personales especiales para el ahorro, realicen 
pagos de primas de contratos de seguro que tengan como base planes de pensiones 
relacionados con la edad, jubilación o retiro que al efecto autorice el Servicio de 
Administración Tributaria mediante disposiciones de carácter general, o bien 
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adquieran acciones de las sociedades de inversión que sean identificables en los 
términos que también señale el referido órgano desconcentrado mediante 
disposiciones de carácter general, podrán restar el importe de dichos depósitos, 
pagos o adquisiciones, de la cantidad a la que se le aplicaría la tarifa del artículo 152 
de esta Ley de no haber efectuado las operaciones mencionadas, correspondiente al 
ejercicio en que éstos se efectuaron o al ejercicio inmediato anterior, cuando se 
efectúen antes de que se presente la declaración respectiva, de conformidad con las 
reglas que a continuación se señalan: 
 
I. El importe de los depósitos, pagos o adquisiciones a que se refiere este artículo 

no podrán exceder en el año de calendario de que se trate, del equivalente a 
$152,000.00, considerando todos los conceptos. 
 
Las acciones de las sociedades de inversión a que se refiere este artículo 
quedarán en custodia de la sociedad de inversión a la que correspondan, no 
pudiendo ser enajenadas a terceros, reembolsadas o recompradas por dicha 
sociedad, antes de haber transcurrido un plazo de cinco años contado a partir 
de la fecha de su adquisición, salvo en el caso de fallecimiento del titular de las 
acciones. 

 
II. Las cantidades que se depositen en las cuentas personales, se paguen por los 

contratos de seguros, o se inviertan en acciones de las sociedades de inversión, 
a que se refiere este artículo, así como los intereses, reservas, sumas o 
cualquier cantidad que obtengan por concepto de dividendos, enajenación de 
las acciones de las sociedades de inversión, indemnizaciones o préstamos que 
deriven de esas cuentas, de los contratos respectivos o de las acciones de las 
sociedades de inversión, deberán considerarse, como ingresos acumulables del 
contribuyente en su declaración correspondiente al año de calendario en que 
sean recibidas o retiradas de su cuenta personal especial para el ahorro, del 
contrato de seguro de que se trate o de la sociedad de inversión de la que se 
hayan adquirido las acciones. En ningún caso la tasa aplicable a las cantidades 
acumulables en los términos de esta fracción será mayor que la tasa de 
impuesto que hubiera correspondido al contribuyente en el año en que se 
efectuó los depósitos, los pagos de la prima o la adquisición de las acciones, de 
no haberlos recibido. 

 
En los casos de fallecimiento del titular de la cuenta especial para el ahorro, del 
asegurado o del adquirente de las acciones, a que se refiere este artículo, el 
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beneficiario designado o heredero estará obligado a acumular a sus ingresos, los 
retiros que efectúe de la cuenta, contrato o sociedad de inversión, según sea el caso. 
 
Las personas que hubieran contraído matrimonio bajo régimen de sociedad conyugal, 
podrán considerar la cuenta especial o la inversión en acciones a que se refiere este 
artículo, como de ambos cónyuges en la proporción que les corresponda, o bien de 
uno solo de ellos, en cuyo caso los depósitos, inversiones y retiros se considerarán en 
su totalidad de dichas personas. Esta opción se deberá ejercer para cada cuenta o 
inversión al momento de su apertura o realización y no podrá variarse. 
 
Los contribuyentes que realicen pagos de primas de contratos de seguro que tengan 
como base planes de pensiones relacionados con la edad, jubilación o retiro y 
además aseguren la vida del contratante, no podrán efectuar la deducción a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo por la parte de la prima que corresponda al 
componente de vida. La institución de seguros deberá desglosar en el contrato de 
seguro respectivo la parte de la prima que cubre el seguro de vida. A la cantidad que 
pague la institución de seguros a los beneficiarios designados o a los herederos como 
consecuencia del fallecimiento del asegurado se le dará el tratamiento que establece 
el artículo 93, fracción XXI, primer párrafo de esta Ley por la parte que corresponde 
al seguro de vida. Las instituciones de seguros que efectúen pagos para cubrir la 
prima que corresponda al componente de vida con cargo a los fondos constituidos 
para cubrir la pensión, jubilación o retiro del asegurado, deberán retener como pago 
provisional el impuesto que resulte en los términos del artículo 145 de esta Ley. 
 

CAPÍTULO II 
DE LOS PATRONES QUE CONTRATEN A PERSONAS 

QUE PADEZCAN DISCAPACIDAD 
 
Artículo 186. El patrón que contrate a personas que padezcan discapacidad motriz y 
que para superarla requieran usar permanentemente prótesis, muletas o sillas de 
ruedas; mental; auditiva o de lenguaje, en un ochenta por ciento o más de la 
capacidad normal o tratándose de invidentes, podrá deducir de sus ingresos, un 
monto equivalente al 100% del impuesto sobre la renta de estos trabajadores 
retenido y enterado conforme al Capítulo I del Título IV de esta Ley, siempre y 
cuando el patrón esté cumpliendo respecto de dichos trabajadores con la obligación 
contenida en el artículo 12 de la Ley del Seguro Social y además obtenga del Instituto 
Mexicano del Seguro Social el certificado de discapacidad del trabajador. 
 

CAPÍTULO III 
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DE LOS FIDEICOMISOS DEDICADOS A LA ADQUISICIÓN O 
CONSTRUCCIÓN DE INMUEBLES 

 
Artículo 187. Con el propósito de fomentar la inversión inmobiliaria en el país, se les 
dará el tratamiento fiscal establecido en el artículo 188 de esta Ley a los fideicomisos 
que se dediquen a la adquisición o construcción de bienes inmuebles que se destinen 
al arrendamiento o a la adquisición del derecho a percibir ingresos provenientes del 
arrendamiento de dichos bienes, así como a otorgar financiamiento para esos fines, 
cuando se cumplan los requisitos siguientes: 
 
I. Que el fideicomiso se haya constituido o se constituya de conformidad con las 

leyes mexicanas y la fiduciaria sea una institución de crédito residente en 
México autorizada para actuar como tal en el país. 

 
II. Que el fin primordial del fideicomiso sea la adquisición o construcción de bienes 

inmuebles que se destinen al arrendamiento o la adquisición del derecho a 
percibir ingresos provenientes del arrendamiento de dichos bienes, así como 
otorgar financiamiento para esos fines con garantía hipotecaria de los bienes 
arrendados. 

 
III. Que al menos el 70% del patrimonio del fideicomiso esté invertido en los bienes 

inmuebles, los derechos o créditos a los que se refiere la fracción anterior y el 
remanente se invierta en valores a cargo del Gobierno Federal inscritos en el 
Registro Nacional de Valores o en acciones de sociedades de inversión en 
instrumentos de deuda. 

 
IV. Que los bienes inmuebles que se construyan o adquieran se destinen al 

arrendamiento y no se enajenen antes de haber transcurrido al menos cuatro 
años contados a partir de la terminación de su construcción o de su adquisición, 
respectivamente. Los bienes inmuebles que se enajenen antes de cumplirse 
dicho plazo no tendrán el tratamiento fiscal preferencial establecido en el 
artículo 188 de esta Ley. 

 
V. Que la fiduciaria emita certificados de participación por los bienes que integren 

el patrimonio del fideicomiso y que dichos certificados se coloquen en el país 
entre el gran público inversionista o bien, sean adquiridos por un grupo de 
inversionistas integrado por al menos diez personas, que no sean partes 
relacionadas entre sí, en el que ninguna de ellas en lo individual sea propietaria 
de más del 20% de la totalidad de los certificados de participación emitidos. 
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VI. Que la fiduciaria distribuya entre los tenedores de los certificados de 

participación cuando menos una vez al año, a más tardar el 15 de marzo, al 
menos el 95% del resultado fiscal del ejercicio inmediato anterior generado por 
los bienes integrantes del patrimonio del fideicomiso. 

 
VII. Que cuando la fiduciaria estipule en los contratos o convenios de arrendamiento 

que para determinar el monto de las contraprestaciones se incluyan montos 
variables o referidos a porcentajes, excepto en los casos en que la 
contraprestación se determine en función de un porcentaje fijo de las ventas del 
arrendatario, estos conceptos no podrán exceder del 5% del monto total de los 
ingresos anuales por concepto de rentas del fideicomiso. 

 
VIII. Que se encuentre inscrito en el Registro de Fideicomisos dedicados a la 

adquisición o construcción de inmuebles, de conformidad con las reglas que al 
efecto expida el Servicio de Administración Tributaria. 

 
Artículo 188. Los fideicomisos que cumplan con los requisitos establecidos en el 
artículo 187 de esta Ley, estarán a lo siguiente: 
 
I. El fiduciario determinará en los términos del Título II de esta Ley, el resultado 

fiscal del ejercicio derivado de los ingresos que generen los bienes, derechos, 
créditos o valores que integren el patrimonio del fideicomiso. 

 
II. El resultado fiscal del ejercicio se dividirá entre el número de certificados de 

participación que haya emitido el fiduciario por el fideicomiso para determinar el 
monto del resultado fiscal correspondiente a cada uno de los referidos 
certificados en lo individual. 

 
III. No se tendrá la obligación de realizar los pagos provisionales del impuesto sobre 

la renta a los que se refiere el artículo 14 de esta Ley. 
 
IV. El fiduciario deberá retener a los tenedores de los certificados de participación el 

impuesto sobre la renta por el resultado fiscal que les distribuya aplicando la 
tasa del artículo 9 de esta Ley, sobre el monto distribuido de dicho resultado, 
salvo que los tenedores que los reciban estén exentos del pago del impuesto 
sobre la renta por ese ingreso. 
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Cuando los certificados de participación estén colocados entre el gran público 
inversionista, será el intermediario financiero que tenga en depósito los citados 
certificados quien deberá hacer la retención del impuesto a que se refiere el 
párrafo anterior y el fiduciario quedará relevado de la obligación de realizar tal 
retención. 

 
V. Los tenedores de los certificados de participación que sean residentes en México 

o residentes en el extranjero que tengan establecimiento permanente en el país 
acumularán el resultado fiscal que les distribuya el fiduciario o el intermediario 
financiero provenientes de los bienes, derechos, créditos o valores que integren 
el patrimonio del fideicomiso emisor de dichos certificados, sin deducir el 
impuesto retenido por ellos, y las ganancias que obtengan por la enajenación de 
los citados certificados, salvo que estén exentos del pago del impuesto por 
dichas ganancias, y podrán acreditar el impuesto que se les retenga por dicho 
resultado y ganancias, contra el impuesto sobre la renta que causen en el 
ejercicio en que se les distribuya o las obtengan. 
 
Las personas físicas residentes en México considerarán que el resultado fiscal 
distribuido corresponde a los ingresos a que se refiere la fracción II del artículo 
114 de esta Ley. 
 
La retención que se haga a los tenedores de certificados de participación que 
sean residentes en el extranjero se considerará como pago definitivo del 
impuesto. 

 
VI. Los fondos de pensiones y jubilaciones a los que se refiere el artículo 153 de 

esta Ley que adquieran los certificados de participación podrán aplicar la 
exención concedida en dicho artículo a los ingresos que reciban provenientes de 
los bienes, derechos, créditos y valores que integren el patrimonio del 
fideicomiso emisor de los referidos certificados y a la ganancia de capital que 
obtengan por la enajenación de ellos. 

 
VII. Cuando se enajene alguno de los bienes inmuebles fideicomitidos antes de 

haber transcurrido el periodo mínimo al que se refiere la fracción IV del artículo 
187 de esta Ley, la fiduciaria deberá pagar, dentro de los quince días siguientes 
al de la enajenación, el impuesto por la ganancia que se obtenga en dicha 
enajenación, que resulte de aplicar la tasa del artículo 9 de esta Ley al monto de 
dicha ganancia determinado en los términos del Capítulo IV del Título IV de esta 
Ley, por cuenta de los tenedores de los certificados de participación, sin 
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identificarlos, y este impuesto será acreditable para los tenedores a los cuales la 
fiduciaria les distribuya dicha ganancia, siempre que ésta sea acumulable para 
ellos, sin que se les deba retener el impuesto por la distribución de esa 
ganancia. 

 
VIII. Cuando el resultado fiscal del ejercicio derivado de los ingresos que generen 

los bienes fideicomitidos sea mayor al monto distribuido del mismo a los 
tenedores de los certificados de participación hasta el 15 de marzo del año 
inmediato posterior, la fiduciaria deberá pagar el impuesto por la diferencia, 
aplicando la tasa del artículo 9 de esta Ley, a esa diferencia, por cuenta de los 
tenedores de los referidos certificados, sin identificarlos, dentro de los quince 
días siguientes a esa fecha, y el impuesto pagado será acreditable para los 
tenedores de dichos certificados que reciban posteriormente los ingresos 
provenientes de la citada diferencia, siempre que sea acumulable para ellos, sin 
que se les deba retener el impuesto por la distribución de dicha diferencia. 

 
IX. Los tenedores de los certificados de participación causarán el impuesto sobre la 

renta por la ganancia que obtengan en la enajenación de dichos certificados, 
que resulte de restar al ingreso que perciban en la enajenación, el costo 
promedio por certificado de cada uno de los certificados que se enajenen. 
 
El costo promedio por certificado de participación se determinará incluyendo en 
su cálculo a todos los certificados del mismo fideicomiso emisor que tenga el 
enajenante a la fecha de la enajenación, aun cuando no enajene a todos ellos. 
 
El cálculo del costo promedio por certificado de participación se hará dividiendo 
el costo comprobado de adquisición de la totalidad de los referidos certificados 
del mismo fideicomiso emisor que tenga el enajenante a la fecha de la 
enajenación, actualizado desde el mes de su adquisición hasta el mes de la 
enajenación, entre el número total de dichos certificados propiedad del 
enajenante. 
 
Cuando el enajenante no enajene la totalidad de los certificados de participación 
de un mismo fideicomiso emisor que tenga a la fecha de la enajenación, los 
certificados que no haya enajenado tendrán como costo comprobado de 
adquisición en el cálculo del costo promedio por certificado que se haga en 
enajenaciones subsecuentes en los términos de esta fracción, el costo promedio 
por certificado de participación determinado conforme al cálculo efectuado en la 



439 
 

enajenación inmediata anterior y como fecha de adquisición la de esta última 
enajenación. 
 
El adquiriente de los certificados de participación deberá retener al enajenante 
el 10% del ingreso bruto que perciba por ellos, sin deducción alguna, por 
concepto del impuesto sobre la renta, salvo que el enajenante sea persona 
moral residente en México o esté exento del pago del impuesto por los ingresos 
que reciba provenientes de los bienes, derechos, créditos o valores que integren 
el patrimonio del fideicomiso emisor de los certificados. 
 
Cuando la fiduciaria entregue a los tenedores de los certificados de participación 
una cantidad mayor al resultado fiscal del ejercicio generado por los bienes 
fideicomitidos, la diferencia se considerará como reembolso de capital y 
disminuirá el costo comprobado de adquisición de dichos certificados que 
tengan los tenedores que la reciban, actualizando el monto de dicha diferencia 
desde el mes en que se entregue hasta el mes en que el tenedor enajene 
parcial o totalmente los certificados que tenga en la enajenación inmediata 
posterior a la entrega que realice. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, el fiduciario llevará una cuenta en la que 
registre los reembolsos de capital y deberá dar a los tenedores de los 
certificados de participación una constancia por los reembolsos que reciban, 
salvo que se trate de certificados de participación colocados entre el gran 
público inversionista. 

 
X. Cuando los certificados de participación estén colocados entre el gran público 

inversionista y se enajenen a través de los mercados reconocidos a los que se 
refieren las fracciones I y II del artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación, 
estarán exentos del pago del impuesto sobre la renta los residentes en el 
extranjero que no tengan establecimiento permanente en el país y las personas 
físicas residentes en México por la ganancia que obtengan en la enajenación de 
dichos certificados que realicen a través de esos mercados. 

 
XI. Las personas que actuando como fideicomitentes aporten bienes inmuebles al 

fideicomiso y reciban certificados de participación por el valor total o parcial de 
dichos bienes, podrán diferir el pago del impuesto sobre la renta causado por la 
ganancia obtenida en la enajenación de esos bienes realizada en la aportación 
que realicen al fideicomiso, que corresponda a cada uno de los certificados de 
participación que reciban por los mismos hasta el momento en que enajenen 
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cada uno de dichos certificados, actualizando el monto del impuesto causado 
correspondiente a cada certificado que se enajene por el periodo comprendido 
desde el mes de la aportación de los bienes inmuebles al fideicomiso hasta el 
mes en que se enajenen los certificados. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, el impuesto se calculará aplicando la tasa 
del artículo 9 de esta Ley al monto de la ganancia obtenida en la enajenación de 
los bienes inmuebles y deberá pagarse dentro de los quince días siguientes a la 
enajenación de los certificados de participación correspondientes. 
 
La ganancia obtenida por la enajenación de los bienes inmuebles realizada en la 
aportación de los fideicomitentes al fideicomiso correspondiente a cada uno de 
los certificados de participación recibidos por esos bienes se determinará en los 
términos de esta Ley, considerando como precio de enajenación de dichos 
bienes el valor que se les haya dado en el acta de emisión de los referidos 
certificados y dividiendo la ganancia que resulte, entre el número de certificados 
de participación que se obtenga de dividir dicho valor entre el valor nominal que 
tenga el certificado de participación en lo individual. 
 
El diferimiento del pago del impuesto a que se refiere esta fracción terminará 
cuando el fiduciario enajene los bienes inmuebles y el fideicomitente que los 
haya aportado deberá pagarlo dentro de los quince días siguientes a aquél en 
que se realice la enajenación de dichos bienes. 
 
Para los contribuyentes del Título II de esta Ley será acumulable la ganancia en 
el ejercicio en que enajenen los certificados o la fiduciaria enajene los bienes 
fideicomitidos, actualizando su monto por el periodo comprendido desde el mes 
en que se aportaron los bienes al fideicomiso hasta el mes en que se 
enajenaron los certificados o los bienes inmuebles, y el impuesto pagado 
conforme a lo dispuesto en esta fracción se considerará como pago provisional 
del impuesto de dicho ejercicio. 
 
Los fideicomitentes que reciban certificados de participación por su aportación 
de bienes inmuebles al fideicomiso, tendrán como costo comprobado de 
adquisición de cada uno de esos certificados el monto que resulte de dividir el 
valor que se les haya dado a dichos bienes inmuebles en el acta de emisión de 
los referidos certificados entre el número de certificados que se obtenga de 
dividir dicho valor de entre el valor nominal que tenga el certificado de 
participación en lo individual y como fecha de adquisición la fecha en que los 
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reciban por la citada aportación. La ganancia derivada de la enajenación de los 
certificados a que se refiere este párrafo se determinará en los términos de la 
fracción VII de este mismo artículo. 

 
XII. Cuando los fideicomitentes aporten bienes inmuebles al fideicomiso que sean 

arrendados de inmediato a dichos fideicomitentes por el fiduciario, podrán diferir 
el pago del impuesto sobre la renta causado por la ganancia obtenida en la 
enajenación de los bienes hasta el momento en que termine el contrato de 
arrendamiento, siempre y cuando no tenga un plazo mayor a diez años, o el 
momento en que el fiduciario enajene los bienes inmuebles aportados, lo que 
suceda primero. Al terminarse el contrato de arrendamiento o enajenarse los 
bienes inmuebles por el fiduciario se pagará el impuesto causado por la 
ganancia que resulte de aplicar la tasa del artículo 9 de esta Ley al monto 
actualizado de dicha ganancia por el periodo transcurrido desde el mes en que 
se aportaron los bienes al fideicomiso hasta el mes en que se termine el 
contrato de arrendamiento o se enajenen los bienes por el fiduciario. 

 
CAPÍTULO IV 

DE LOS ESTÍMULOS FISCALES A LA PRODUCCIÓN Y DISTRIBUCIÓN  
CINEMATOGRÁFICA Y TEATRAL NACIONAL 

 
Artículo 189. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes del impuesto sobre la 
renta, consistente en aplicar un crédito fiscal equivalente al monto que, en el ejercicio 
fiscal de que se trate, aporten a proyectos de inversión en la producción 
cinematográfica nacional o en la distribución de películas cinematográficas 
nacionales, contra el impuesto sobre la renta que tengan a su cargo en el ejercicio en 
el que se determine el crédito. Este crédito fiscal no será acumulable para efectos del 
impuesto sobre la renta. En ningún caso, el estímulo podrá exceder del 10% del 
impuesto sobre la renta causado en el ejercicio inmediato anterior al de su aplicación. 
 
Cuando dicho crédito sea mayor al impuesto sobre la renta que tengan a su cargo en 
el ejercicio fiscal en el que se aplique el estímulo, los contribuyentes podrán acreditar 
la diferencia que resulte contra el impuesto sobre la renta que tengan a su cargo en 
los diez ejercicios siguientes hasta agotarla. 
 
Para los efectos de este artículo, se considerarán como proyectos de inversión en la 
producción cinematográfica nacional, las inversiones en territorio nacional, destinadas 
específicamente a la realización de una película cinematográfica a través de un 
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proceso en el que se conjugan la creación y realización cinematográfica, así como los 
recursos humanos, materiales y financieros necesarios para dicho objeto. 
 
Asimismo, se considerarán proyectos de inversión en la distribución de películas 
cinematográficas nacionales, la propuesta de acciones, actividades y estrategias 
destinadas a distribuir películas cinematográficas nacionales con méritos artísticos, 
tanto en circuitos comerciales como no comerciales, así como aquéllas que estimulen 
la formación de públicos e incentiven la circulación de la producción cinematográfica 
nacional. 
 
Para la aplicación del estímulo fiscal a que se refiere el presente artículo, se estará a 
lo siguiente: 
 
I. Se creará un Comité Interinstitucional que estará formado por un representante 

del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, uno del Instituto Mexicano de 
Cinematografía y uno de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien 
presidirá el Comité Interinstitucional y tendrá voto de calidad. 

 
II. El monto total del estímulo a distribuir entre los aspirantes del beneficio, no 

excederá de 650 millones de pesos por cada ejercicio fiscal para los proyectos 
de inversión en la producción cinematográfica nacional ni de 50 millones de 
pesos por cada ejercicio fiscal para los proyectos de inversión en la distribución 
de películas cinematográficas nacionales. 

 
Las cantidades señaladas en el párrafo anterior se dividirán en montos iguales 
para ser distribuidas en dos periodos durante el ejercicio fiscal. 

 
III. En el caso de los proyectos de inversión en la producción cinematográfica 

nacional el monto del estímulo no excederá de 20 millones de pesos por cada 
contribuyente y proyecto de inversión.  

 
Tratándose de los proyectos de inversión para la distribución de películas 
cinematográficas nacionales, el estímulo no excederá de dos millones de pesos 
por cada contribuyente y proyecto de inversión. En el caso de que dos o más 
contribuyentes distribuyan una misma película cinematográfica nacional, el 
Comité Interinstitucional podrá otorgar el mismo monto citado sólo a dos de los 
contribuyentes. 
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IV. El Comité Interinstitucional publicará a más tardar el último día de febrero de 
cada ejercicio fiscal, el monto del estímulo distribuido durante el ejercicio 
anterior, así como los contribuyentes beneficiados y los proyectos de inversión 
en la producción cinematográfica nacional y de distribución de películas 
cinematográficas nacionales por los cuales fueron merecedores de este 
beneficio. 

 
V. Los contribuyentes deberán cumplir lo dispuesto en las reglas generales que 

para el otorgamiento del estímulo publique el Comité Interinstitucional. 
 
Artículo 190. Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes del impuesto sobre la 
renta, consistente en aplicar un crédito fiscal equivalente al monto que, en el ejercicio 
fiscal de que se trate, aporten a proyectos de inversión en la producción teatral 
nacional, contra el impuesto sobre la renta del ejercicio y de los pagos provisionales 
del mismo ejercicio, causado en el ejercicio en el que se determine el crédito. Este 
crédito fiscal no será acumulable para efectos del impuesto sobre la renta. En ningún 
caso el estímulo podrá exceder del 10% del impuesto sobre la renta causado en el 
ejercicio inmediato anterior al de su aplicación. 
 
Cuando el crédito a que se refiere el párrafo anterior sea mayor al impuesto sobre la 
renta causado en el ejercicio en el que se aplique el estímulo, los contribuyentes 
podrán aplicar la diferencia que resulte contra el impuesto sobre la renta causado en 
los diez ejercicios siguientes hasta agotarla. 
 
Para los efectos de este artículo, se considerarán como proyectos de inversión en la 
producción teatral nacional, las inversiones en territorio nacional, destinadas 
específicamente al montaje de obras dramáticas a través de un proceso en el que se 
conjugan la creación y realización teatral, así como los recursos humanos, materiales 
y financieros necesarios para dicho objeto. 
 
Para la aplicación del estímulo fiscal a que se refiere el presente artículo, se estará a 
lo siguiente: 
 
I. Se creará un Comité Interinstitucional que estará formado por un representante 

del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, uno del Instituto Nacional de 
Bellas Artes y Literatura y uno de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
quien presidirá el Comité y tendrá voto de calidad. 
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II. El monto total del estímulo fiscal a distribuir entre los aspirantes del beneficio no 
excederá de 50 millones de pesos por cada ejercicio fiscal ni de 2 millones de 
pesos por cada contribuyente y proyecto de inversión en la producción teatral 
nacional. 

 
III. El Comité Interinstitucional a que se refiere la fracción I de este artículo 

publicará a más tardar el último día de febrero de cada ejercicio fiscal, el monto 
del estímulo fiscal distribuido durante el ejercicio anterior, así como los 
contribuyentes beneficiados y los proyectos por los cuales fueron merecedores 
de dicho beneficio. 

 
IV. Los contribuyentes deberán cumplir lo dispuesto en las reglas generales que 

para el otorgamiento del estímulo publique el Comité Interinstitucional a que se 
refiere la fracción I de este artículo. 

 
CAPÍTULO V 

DE LOS CONTRIBUYENTES DEDICADOS A LA CONSTRUCCIÓN Y 
ENAJENACIÓN DE DESARROLLOS INMOBILIARIOS 

 
Artículo 191. Los contribuyentes que se dediquen a la construcción y enajenación 
de desarrollos inmobiliarios, podrán optar por deducir el costo de adquisición de los 
terrenos en el ejercicio en el que los adquieran, siempre que cumplan con lo 
siguiente: 
 
I. Que los terrenos sean destinados a la construcción de desarrollos inmobiliarios, 

para su enajenación. 
 
II. Que los ingresos acumulables correspondientes provengan de la realización de 

desarrollos inmobiliarios cuando menos en un ochenta y cinco por ciento. 
 

Tratándose de contribuyentes que inicien operaciones, podrán ejercer la opción 
a que se refiere este artículo, siempre que los ingresos acumulables 
correspondientes a dicho ejercicio provengan de la realización de desarrollos 
inmobiliarios cuando menos en un ochenta y cinco por ciento y cumplan con los 
demás requisitos que se establecen en este artículo. 

 
III. Que al momento de la enajenación del terreno, se considere ingreso acumulable 

el valor total de la enajenación del terreno de que se trate, en lugar de la 
ganancia a que se refiere el artículo 18, fracción IV de esta Ley. 
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Cuando la enajenación del terreno se efectúe en cualquiera de los ejercicios 
siguientes a aquel en el que se efectuó la deducción a que se refiere este 
artículo, se considerará adicionalmente como ingreso acumulable un monto 
equivalente al 3% del monto deducido conforme a este artículo, en cada uno de 
los ejercicios que transcurran desde el ejercicio en el que se adquirió el terreno 
y hasta el ejercicio inmediato anterior a aquel en el que se enajene el mismo. 
Para los efectos de este párrafo, el monto deducido conforme a este artículo se 
actualizará multiplicándolo por el factor de actualización correspondiente al 
periodo comprendido desde el último mes del ejercicio en el que se dedujo el 
terreno y hasta el último mes del ejercicio en el que se acumule el 3% a que se 
refiere este párrafo. 
 

IV. Que el costo de adquisición de los terrenos no se incluya en la estimación de los 
costos directos e indirectos a que se refiere el artículo 30 de esta Ley. 

 
V. Que en la escritura pública en la que conste la adquisición de dichos terrenos, 

se asiente la información que establezca el Reglamento de esta Ley. 
 
Los contribuyentes que no hayan enajenado el terreno después del tercer ejercicio 
inmediato posterior al que fue adquirido, deberá considerar como ingreso 
acumulable, el costo de adquisición de dicho terreno, actualizado por el periodo 
trascurrido desde la fecha de adquisición del terreno y hasta el último día del mes en 
que se acumule el ingreso. 
 
Los contribuyentes que apliquen lo dispuesto en este artículo, lo deberán hacer 
respecto de todos sus terrenos que formen parte de su activo circulante, por un 
periodo mínimo de 5 años contados a partir del ejercicio en el que ejerzan la opción a 
que se refiere este artículo. 
 

CAPÍTULO VI 
DE LA PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EN CAPITAL 

DE RIESGO EN EL PAÍS 
 
Artículo 192. Para promover la inversión en capital de riesgo en el país, se les dará 
el tratamiento fiscal establecido en el artículo 193 de esta Ley a las personas que 
inviertan en acciones emitidas por sociedades mexicanas residentes en México no 
listadas en bolsa al momento de la inversión, así como en préstamos otorgados a 
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estas sociedades para financiarlas, a través de los fideicomisos en los que se cumplan 
los requisitos siguientes: 
 
I. Que el fideicomiso se constituya de conformidad con las leyes mexicanas y la 

fiduciaria sea una institución de crédito residente en México para actuar como 
tal en el país. 

 
II. Que el fin primordial del fideicomiso sea invertir en el capital de sociedades 

mexicanas residentes en México no listadas en bolsa al momento de la inversión 
y participar en su consejo de administración para promover su desarrollo, así 
como otorgarles financiamiento. 

 
III. Que al menos el 80% del patrimonio del fideicomiso esté invertido en las 

acciones que integren la inversión en el capital o en financiamiento otorgados a 
las sociedades promovidas a las que se refiere la fracción II anterior y el 
remanente se invierta en valores a cargo del Gobierno Federal inscritos en el 
Registro Nacional de Valores o en acciones de sociedades de inversión en 
instrumentos de deuda. 

 
IV. Que las acciones de las sociedades promovidas que se adquieran no se 

enajenen antes de haber transcurrido al menos un periodo de dos años contado 
a partir de la fecha de su adquisición. 

 
V. Que el fideicomiso tenga una duración máxima de 10 años. 

 
Deberá distribuirse al menos el 80% de los ingresos que reciba el fideicomiso en 
el año a más tardar dos meses después de terminado el año. 

 
VI. Que se cumplan los requisitos que mediante reglas de carácter general 

establezca el Servicio de Administración Tributaria. 
 
Artículo 193. Las personas que inviertan en capital de riesgo a través de los 
fideicomisos a los que se refiere el artículo 192 de esta Ley, estarán a lo siguiente: 
 
I. Causarán el impuesto en los términos de los Títulos II, IV, o V de esta Ley, 

según les corresponda, por los ingresos que les entregue la institución fiduciaria 
provenientes de las acciones y valores que integran el patrimonio del 
fideicomiso o que deriven de la enajenación de ellos, así como los provenientes 
de los financiamientos otorgados a las sociedades promovidas. 
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II. La institución fiduciaria deberá llevar una cuenta por cada tipo de ingreso que 

reciba proveniente de las acciones y los valores, así como de los que deriven de 
la enajenación de ellos, y los que provengan de los financiamientos otorgados a 
las sociedades promovidas. En una cuenta registrará los dividendos que reciba 
por las acciones; en otra registrará los intereses que reciba por los valores y las 
ganancias obtenidas en su enajenación; en otra registrará los intereses que 
reciba por los financiamientos otorgados a las sociedades promovidas, y en otra 
más registrará las ganancias que se obtengan por la enajenación de las 
acciones. 
 
Cada una de las cuentas a las que se refiere el párrafo anterior se incrementará 
con los ingresos correspondientes a ella que reciba la institución fiduciaria y se 
disminuirá con los ingresos que dicha institución les entregue a los 
fideicomisarios provenientes de la misma. 

 
III. La institución fiduciaria también deberá llevar una cuenta por cada una de las 

personas que participen como fideicomitentes y fideicomisarios en el 
fideicomiso, en las que registre las aportaciones efectuadas por cada una de 
ellas en lo individual al fideicomiso. 
 
La cuenta de cada persona se incrementará con las aportaciones efectuadas por 
ella al fideicomiso y se disminuirá con los reembolsos de dichas aportaciones 
que la institución fiduciaria le entregue. El saldo que tenga cada una de estas 
cuentas al 31 de diciembre de cada año, se actualizará por el periodo 
comprendido desde el mes en que se efectúo la última actualización y hasta el 
mes de diciembre del año de que se trate. Cuando se efectúen aportaciones o 
reembolsos de capital, con posterioridad a la actualización prevista en este 
párrafo, el saldo de la cuenta que se tenga a esa fecha se actualizará por el 
periodo comprendido desde el mes en el que se efectuó la última actualización y 
hasta el mes en el que se pague la aportación o el reembolso, según 
corresponda. 

 
IV. Cuando los fideicomisarios sean personas físicas residentes en el país o 

personas residentes en el extranjero, la institución fiduciaria deberá retenerles 
el impuesto que proceda por el tipo de ingreso que les entregue en los términos 
del Título IV o V de esta Ley, respectivamente, o en su caso, conforme a lo 
dispuesto en los convenios para evitar la doble imposición fiscal celebrados por 
México con los países en que residan las personas residentes en el extranjero 
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que reciban los ingresos. Las personas que le paguen intereses a la institución 
fiduciaria por los financiamientos otorgados y los valores que tenga el 
fideicomiso, o que adquieran de ella acciones de las sociedades promovidas no 
le retendrán impuesto sobre la renta por esos ingresos o adquisiciones. 

 
V. La institución fiduciaria deberá darles constancia de los ingresos entregados y 

en su caso, del impuesto retenido por ellos, así como del reembolso de 
aportaciones, a las personas que los reciban como fideicomisarios del 
fideicomiso en cuestión. 

 
VI. Cuando alguno de los fideicomisarios ceda los derechos que tenga en el 

fideicomiso, deberá determinar su ganancia en la enajenación de los bienes 
integrantes del fideicomiso que implica dicha cesión, conforme a lo dispuesto 
expresamente en la fracción VI del artículo 14 del Código Fiscal de la 
Federación, considerando como costo comprobado de adquisición de los mismos 
la cantidad que resulte de sumar al saldo que tenga en su cuenta individual de 
aportación a la fecha de la enajenación, la parte que le corresponda por esos 
derechos en lo individual de los saldos de las cuentas de ingresos a las que se 
refiere la fracción II de este artículo y del saldo de la cuenta a que se refiere el 
siguiente párrafo, a esa misma fecha. Cuando el fideicomisario no ceda la 
totalidad de los derechos que tenga en el fideicomiso, sino sólo una parte de 
ellos, su costo comprobado de adquisición de los bienes enajenados será el 
monto que resulte de multiplicar la cantidad a que se refiere este párrafo por el 
porcentaje que resulte de dividir la participación porcentual en el fideicomiso 
que representen los derechos enajenados entre la participación porcentual en el 
mismo que representen la totalidad de los derechos que tenga a la fecha de la 
enajenación. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, la institución fiduciaria deberá llevar una 
cuenta en la que registre la participación correspondiente al fideicomiso en las 
utilidades fiscales netas de las sociedades promovidas por la inversión realizada 
en ellas, que se generen a partir de la fecha en que se adquieran sus acciones 
en el fideicomiso y que formen parte del saldo de la cuenta de utilidad fiscal 
neta de dichas sociedades. 
 
Cuando los derechos que se cedan se hayan adquirido de terceros, el costo 
comprobado de adquisición de ellos sólo se incrementará o disminuirá, 
respectivamente, por la diferencia que resulte entre el saldo a la fecha de 
enajenación y el saldo a la fecha de adquisición de los derechos, actualizado 
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hasta la fecha de enajenación, de las cuentas de ingresos a las que se refiere la 
fracción II de este artículo y de la cuenta a la que se refiere el párrafo anterior. 

 
VII. Cuando no se cumpla alguno de los requisitos a que se refieren las fracciones IV 

y V del artículo 192 de esta Ley, los fideicomisarios causarán el impuesto a la 
tasa establecida en el primer párrafo del artículo 9 de esta Ley por la utilidad 
fiscal que derive de los ingresos que reciba la institución fiduciaria, en los 
términos del artículo 13 de esta misma Ley, a partir del año inmediato posterior 
a aquél en que ocurra el incumplimiento. 

 
DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO 

SOBRE LA RENTA 
 
ARTÍCULO OCTAVO. Para los efectos de lo dispuesto en la fracción I, inciso a), 
numeral 2 del artículo 166 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, durante el ejercicio 
fiscal de 2014, los intereses a que hace referencia dicha disposición podrán estar 
sujetos a una tasa del 4.9 por ciento, siempre que el beneficiario efectivo de esos 
intereses sea residente de un país con el que se encuentre en vigor un tratado para 
evitar la doble tributación celebrado con México y se cumplan los requisitos previstos 
en dicho tratado para aplicar las tasas que en el mismo se prevean para este tipo de 
intereses. 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA 

 
 
ARTÍCULO NOVENO. En relación con la Ley del Impuesto sobre la Renta a que se 
refiere el Artículo Quinto de este Decreto, se estará a lo siguiente: 
 
I. La Ley del Impuesto sobre la Renta a que se refiere el Artículo Primero del 

presente Decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2014, salvo que en otros 
artículos del mismo se establezcan fechas de entrada en vigor diferentes. 

 
II. Se abroga la Ley del Impuesto sobre la Renta publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 1 de enero de 2002. El Reglamento de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta de fecha 17 de octubre de 2003 continuará aplicándose en lo que no se 
oponga a la presente Ley del Impuesto sobre la Renta y hasta en tanto se 
expida un nuevo Reglamento. 
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Las obligaciones y derechos derivados de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
que se abroga conforme a esta fracción, que hubieran nacido durante su 
vigencia, por la realización de las situaciones jurídicas o de hecho previstas en 
dicha Ley, deberán ser cumplidas en las formas y plazos establecidos en el 
citado ordenamiento y conforme a las disposiciones, resoluciones a consultas, 
interpretaciones, autorizaciones o permisos de carácter general o que se 
hubieran otorgado a título particular, conforme a la Ley que se abroga. 
 

III. Cuando en la Ley del Impuesto sobre la Renta se haga referencia a situaciones 
jurídicas o de hecho, relativas a ejercicios anteriores, se entenderán incluidos, 
cuando así proceda, aquéllos que se verificaron durante la vigencia de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta que se abroga. 

 
IV. A partir de la fecha en que entre en vigor la Ley del Impuesto sobre la Renta, 

quedan sin efectos las disposiciones legales, reglamentarias, administrativas, 
resoluciones, consultas, interpretaciones, autorizaciones o permisos de carácter 
general o que se hubieran otorgado a título particular, que contravengan o se 
opongan a lo preceptuado en esta Ley. 

 
V. Los contribuyentes que con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, hubiesen efectuado inversiones en los términos del 
artículo 38 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, que no 
hubiesen sido deducidas en su totalidad con anterioridad a la fecha de entrada 
en vigor de esta Ley, aplicarán la deducción de dichas inversiones conforme a la 
Sección II del Capítulo I del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
únicamente sobre el saldo que conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta 
que se abroga se encuentre pendiente por deducir, y considerando como monto 
original de la inversión el que correspondió en los términos de esta última Ley. 

 
VI. Los contribuyentes que con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, hubiesen sufrido pérdidas fiscales en los términos del 
Capítulo V del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, 
que no hubiesen sido disminuidas en su totalidad a la fecha de entrada en vigor 
de esta Ley, disminuirán dichas pérdidas en los términos del Capítulo V del 
Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, considerando únicamente el 
saldo de dicha pérdida pendiente de disminuir, conforme a la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que se abroga, se encuentre pendiente de disminuir. 
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VII. Hasta en tanto entren en vigor nuevos Convenios de Colaboración 
Administrativa en Materia Fiscal Federal, continuarán vigentes las facultades 
delegadas en materia del impuesto sobre la renta contenidas en los Convenios 
de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal celebrados por el 
Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
con las entidades federativas en vigor y anexos correspondientes, así como sus 
respectivos acuerdos modificatorios. 

 
El ejercicio de las facultades delegadas en materia del impuesto sobre la renta, 
conforme a los convenios vigentes a que se refiere el párrafo anterior, se 
entenderá referido a la Ley del Impuesto sobre la Renta a partir de la fecha de 
su entrada en vigor. 
 
Los asuntos en materia del impuesto sobre la renta que a la fecha de entrada 
en vigor de la presente Ley se encuentren en trámite ante las autoridades 
fiscales de las entidades federativas, serán concluidos por éstas, en los términos 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga. 

 
VIII. Las entidades federativas mantendrán vigentes las facultades de comprobación 

a las que hace referencia el Código Fiscal de la Federación y la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta que se abroga, por lo que hace a las obligaciones fiscales de los 
contribuyentes correspondientes al ejercicio fiscal de 2013 y anteriores. 

 
IX. Los contribuyentes obligados a presentar declaraciones informativas en los 

términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, deberán 
presentar las declaraciones correspondientes al ejercicio que concluye el 31 de 
diciembre de 2013, a más tardar el 15 de febrero de 2014. 

 
X. Para los efectos de la obligación de presentar las declaraciones informativas y 

constancias establecidas en los artículos 86, fracciones III, IV, VIII, IX, X, XIV, 
101, VI, 118, III, V, 143, último párrafo, 144 y 164 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que se abroga, se deberá cumplir con dicha obligación en los 
términos de esa Ley, a partir del 1 de enero de 2014 y hasta el 31 de diciembre 
de 2016. 

 
XI. Los contribuyentes que hubieran optado por considerar como ingreso obtenido 

en el ejercicio, la parte del precio efectivamente cobrado en una enajenación a 
plazo en términos del artículo 18, fracción III de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta que se abroga, que aún tengan cantidades pendientes de acumular a la 
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entrada en vigor de este Decreto, respecto de las enajenaciones a plazo 
celebradas hasta el 31 de diciembre de 2013, estarán a lo siguiente: 

 
a) Aplicarán lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta que se 

abroga, hasta en tanto acumulen la cantidad pendiente de cobro del total 
del precio pactado en la enajenación, respecto de la totalidad de las 
enajenaciones a plazo. 

 
El impuesto que resulte conforme al régimen contenido en el segundo 
párrafo de la fracción III del artículo 18 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta que se abroga, se podrá enterar en dos partes iguales, el 50% en el 
ejercicio en el que se acumule el ingreso y el 50% restante en el siguiente 
ejercicio. 

 
El impuesto que podrá diferirse conforme al párrafo anterior, será el que 
corresponda a la proporción que representen las enajenaciones a plazo, 
respecto a la totalidad de las operaciones que realice el contribuyente en el 
periodo de que se trate. El impuesto que se difiera conforme a este inciso, 
se actualizará desde el mes por el que se tomó la opción, y hasta por el 
mes en el que se pague el mismo. 

 
b) Cuando el contribuyente enajene los documentos pendientes de cobro o 

los dé en pago, deberá considerar la cantidad pendiente de acumular como 
ingreso obtenido en el ejercicio en el que realice la enajenación o la dación 
en pago, en términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se 
abroga. 

 
c) En el caso de incumplimiento de los contratos de enajenaciones a plazo, el 

enajenante considerará como ingreso obtenido en el ejercicio, las 
cantidades cobradas en el mismo del comprador, disminuidas por las 
cantidades que ya hubiera devuelto conforme al contrato respectivo, en 
términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga. 

 
XII. Los contribuyentes que hubieran optado por acumular sus inventarios, para 

determinar el costo de lo vendido, deberán seguir aplicando lo establecido en 
las fracciones IV, V, VI, VII, IX y XI del Artículo Tercero de las Disposiciones 
Transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta del Decreto por el que se 
reforman, adicionan, derogan y establecen diversas disposiciones de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta y de la Ley del Impuesto al Activo y establece los 



453 
 

Subsidios para el Empleo y para la Nivelación del Ingreso, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 1 de diciembre de 2004. 

 
XIII. Las sociedades de inversión de capitales que al 31 de diciembre de 2013, 

hubieren ejercido la opción prevista en el artículo 50 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que se abroga, y únicamente respecto de las inversiones en 
sociedades promovidas que hubieran realizado hasta dicha fecha, deberán 
acumular las ganancias por enajenación de acciones, intereses y del ajuste 
anual por inflación, hasta el ejercicio fiscal en el que distribuyan dividendos a 
sus accionistas.  
 
Para efectos del párrafo anterior, las sociedades de inversión de capitales 
actualizarán las ganancias por enajenación de acciones y los intereses, desde el 
mes en el que los obtengan y hasta el mes en el que los distribuyan a sus 
integrantes. Las sociedades que ejercieron las opciones mencionadas deducirán 
el ajuste anual por inflación deducible, los intereses actualizados, así como las 
pérdidas actualizadas por enajenación de acciones, en el ejercicio en el que 
distribuyan la ganancia o los intereses señalados. Los intereses deducibles y la 
pérdida por enajenación de acciones se actualizarán por el periodo comprendido 
desde el mes en el que los intereses se hubieren devengado o la pérdida 
hubiere ocurrido y hasta el último mes del ejercicio en el que se deducirán.  
 
Cuando las sociedades de inversión de capitales que hayan optado por acumular 
el ingreso en los términos señalados en el párrafo anterior, distribuyan 
dividendos, deberán estar a lo señalado en el artículo 10 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta. 
 
En los casos a que se refiere el párrafo anterior, la sociedad de inversión de que 
se trate deberá disminuir de la utilidad fiscal neta que se determine en los 
términos del tercer párrafo del artículo 77 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, correspondiente al ejercicio en que se efectuó la distribución referida, el 
monto de los dividendos distribuidos en los términos de esta fracción. 
 
Lo dispuesto en esta fracción sólo será aplicable a las inversiones en acciones 
de sociedades promovidas que se hubieran realizado hasta el 31 de diciembre 
de 2013. 
 
Las sociedades de inversión de capitales por las ganancias por enajenación de 
acciones, intereses y el ajuste anual por inflación, respecto de inversiones en 
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sociedades promovidas realizadas a partir del 1 de enero de 2014, para su 
acumulación, estarán a lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
XIV. A partir del 1 de enero de 2014, las instituciones de crédito no podrán deducir 

las pérdidas por créditos incobrables, que provengan de la creación o 
incremento de las reservas preventivas globales que hayan sido deducidas 
conforme al artículo 53 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga. 
 
Cuando el saldo acumulado de las reservas preventivas globales por las que se 
ejerció la opción prevista en el artículo 53 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
que se abroga, que de conformidad con las disposiciones fiscales o las que 
establezca la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, tengan las instituciones 
de crédito al 31 de diciembre del ejercicio de que se trate, sea menor que el 
saldo acumulado actualizado de las citadas reservas que se hubiera tenido al 31 
de diciembre del ejercicio inmediato anterior, la diferencia se considerará 
ingreso acumulable en el ejercicio de que se trate.  
 
El saldo acumulado de las reservas preventivas globales se actualizará por el 
periodo comprendido desde el último mes del ejercicio inmediato anterior y 
hasta el último mes del ejercicio de que se trate. En este caso, se podrá 
disminuir del ingreso acumulable a que se refiere el párrafo anterior, hasta 
agotarlo, el excedente actualizado de las reservas preventivas globales 
pendientes de deducir, siempre que no se hayan deducido con anterioridad en 
los términos del artículo 53 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se 
abroga. 
 
Para el cálculo del ingreso acumulable a que se refiere el párrafo anterior, no se 
considerarán las disminuciones aplicadas contra las reservas por castigos que 
ordene o autorice la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
 
Las instituciones de crédito que al 31 de diciembre de 2013 tengan excedentes 
de Reservas Preventivas Globales pendientes por aplicar en términos del artículo 
53 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, las podrán deducir en 
cada ejercicio siempre que el monto de las pérdidas por créditos incobrables en 
el ejercicio que correspondan sean menores al 2.5% del saldo promedio anual 
de la cartera de créditos del ejercicio de que se trate. El monto deducible será la 
cantidad que resulte de restar al 2.5% del saldo promedio anual de la cartera de 
créditos del ejercicio el monto de las pérdidas por créditos incobrables 
deducidas en el ejercicio que corresponda. 
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Una vez que la institución de crédito haya deducido, de conformidad con el 
párrafo anterior, el total de los excedentes de Reservas Preventivas Globales 
pendientes por aplicar, podrá deducir, adicional a lo dispuesto en la fracción XV 
del artículo 27 de la presente Ley, el monto de las quitas, condonaciones, 
bonificaciones y descuentos sobre la cartera de créditos que representen 
servicios por los que se devenguen intereses a su favor, así como el monto de 
las pérdidas originadas por la venta que realicen de dicha cartera y por aquellas 
pérdidas que sufran en las daciones en pago. 
 
 

XV. Los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2013 contaban con autorización 
para determinar su resultado fiscal consolidado en los términos del Capítulo VI 
del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga y hubieren 
cumplido con el plazo de cinco ejercicios previsto en el tercer párrafo del 
artículo 64 de la citada Ley, estarán a lo siguiente: 

 
a) Con motivo de la abrogación de la Ley del Impuesto sobre la Renta, la 

sociedad controladora deberá desconsolidar a todas las sociedades del 
grupo, incluida ella misma y pagar el impuesto diferido que tengan 
pendiente de entero al 31 de diciembre de 2013, aplicando para tales 
efectos el procedimiento previsto en el artículo 71 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que se abroga, o bien, el siguiente procedimiento: 

 
1. Reconocerá los efectos de la desconsolidación al cierre del ejercicio 

de 2013, mediante declaración complementaria de dicho ejercicio, 
para lo cual, sumará o restará, según sea el caso, a la utilidad fiscal 
consolidada o a la pérdida fiscal consolidada de dicho ejercicio lo 
siguiente: 

 
i) Los conceptos especiales de consolidación, que en su caso, 

hubiere continuado determinando por las operaciones 
correspondientes a ejercicios fiscales anteriores al ejercicio fiscal 
de 2002 en los términos del segundo párrafo de la fracción 
XXXIII del Artículo Segundo de las Disposiciones Transitorias de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación el 1 de enero de 2002 y que con motivo 
de la desconsolidación deben considerarse como efectuadas con 
terceros, desde la fecha en que se realizó la operación que los 
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hizo calificar como conceptos especiales de consolidación, 
calculados en los términos del artículo 57-J de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta y demás disposiciones aplicables 
vigentes hasta el 31 de diciembre de 2001. 

 
ii) El monto de las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores que las 

sociedades controladas y que la controladora tengan derecho a 
disminuir al momento de la desconsolidación, considerando para 
estos efectos sólo aquellos ejercicios en que se restaron las 
pérdidas fiscales de dichas sociedades para determinar el 
resultado fiscal consolidado. 

 
Las pérdidas pendientes de disminuir a que se refiere el párrafo 
anterior y las referidas en el artículo 71, párrafo segundo de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, incluirán tanto 
las determinadas al 31 diciembre de 2012, como las generadas 
en el ejercicio de 2013. 

 
iii) El monto de las pérdidas que provengan de la enajenación de 

acciones de sociedades controladas y de la controladora, 
cuando dichas pérdidas hubieran sido restadas para determinar 
el resultado fiscal consolidado del ejercicio en el que se 
generaron y siempre que dichas pérdidas no hubieran podido 
deducirse por la sociedad que las generó.  

 
Para los efectos de este numeral, los conceptos especiales de 
consolidación y las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores, así como 
las pérdidas en enajenación de acciones correspondientes a las 
sociedades controladas y a la controladora, se sumarán o restarán, 
según corresponda, en la participación consolidable del ejercicio de 
2013. Los conceptos especiales de consolidación correspondientes a 
ejercicios anteriores a 1999 de las sociedades controladas y de la 
controladora, se sumarán o restarán según corresponda, en la 
participación accionaria promedio diaria del ejercicio de 2013. Las 
participaciones a que se refiere este párrafo, son aquéllas que se 
determinen de conformidad con lo dispuesto en el penúltimo párrafo 
de la fracción I del artículo 68 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
que se abroga. 
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Los conceptos especiales de consolidación mencionados en el párrafo 
anterior, se actualizarán por el periodo comprendido desde el último 
mes del ejercicio fiscal en que se realizó la operación que dio lugar a 
dichos conceptos tratándose de las operaciones a que se refieren los 
artículos 57-F, fracción I y 57-G, fracciones I y II de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2001, y 
desde el último mes del periodo en que se efectuó la actualización en 
el caso de la deducción por la inversión de bienes objeto de las 
operaciones referidas y hasta el mes en que se realice la 
desconsolidación. Las pérdidas que provengan de la enajenación de 
acciones se actualizarán desde el mes en que ocurrieron y hasta el 
mes en que se realice la desconsolidación. En el caso de las pérdidas 
fiscales pendientes de disminuir de las sociedades controladas y de la 
controladora, se actualizarán desde el primer mes de la segunda 
mitad del ejercicio en que ocurrieron y hasta el mes en que se realice 
la desconsolidación. 

 
Una vez determinada la utilidad fiscal consolidada del ejercicio de 
2013 que resulte conforme a lo dispuesto en este numeral, la 
controladora determinará el impuesto que resulte en los términos del 
artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga. 
Dicha controladora determinará la utilidad fiscal neta consolidada que 
corresponda y el excedente de ésta respecto de la utilidad fiscal neta 
del ejercicio que se manifestó en la declaración anterior a la que se 
deba presentar conforme a lo dispuesto en el primer párrafo de este 
numeral, podrá incrementar el saldo de la cuenta de utilidad fiscal 
neta consolidada para efectos de la mecánica prevista en el numeral 
3 siguiente. 

 
2. La sociedad controladora deberá pagar el impuesto que se cause en 

los términos del artículo 78, primer párrafo de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que se abroga, por los dividendos o utilidades no 
provenientes de su cuenta de utilidad fiscal neta, ni de su cuenta de 
utilidad fiscal neta reinvertida, que hubieren pagado las sociedades 
controladas a otras sociedades del mismo grupo de consolidación. El 
impuesto se determinará aplicando la tasa establecida en el artículo 
10 de la citada Ley, a la cantidad que resulte de multiplicar por el 
factor de 1.4286 el monto actualizado de dichos dividendos o 
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utilidades por el periodo transcurrido desde el mes de su pago hasta 
el mes en que se realice la desconsolidación. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, la sociedad controladora no 
considerará los dividendos o utilidades en efectivo o en bienes 
pagados o distribuidos con anterioridad al 1 de enero de 1999 que no 
provinieron de la cuenta de utilidad fiscal neta. 
 
Los dividendos o utilidades distribuidos en efectivo o en bienes, 
conforme al párrafo anterior, no incrementarán las referidas cuentas 
de las sociedades que los hayan recibido. 
 
Para efectos del primer párrafo de este numeral, se podrá optar por 
que el impuesto que corresponda sea enterado por la sociedad que 
teniendo el carácter de controlada llevó a cabo la distribución de 
dividendos o utilidades, en cuyo caso dicho entero deberá efectuarse 
dentro de los cinco meses siguientes a aquél en que se realice la 
desconsolidación a que se refiere el inciso a) de esta fracción. En este 
supuesto, la sociedad que realice el entero podrá acreditar el 
impuesto en términos de lo dispuesto en la fracción I del artículo 10 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 1 de enero 
de 2014 y deberá disminuir del saldo de la cuenta de utilidad fiscal 
neta al 1 de enero del 2014 la cantidad que resulte de dividir el 
impuesto efectivamente pagado en los términos de este párrafo entre 
el factor de 0.4286. 
 
En el caso de que la cantidad que se disminuya sea mayor al saldo de 
la citada cuenta, la diferencia se disminuirá del saldo de la cuenta de 
utilidad fiscal neta que se determine en los siguientes ejercicios hasta 
agotarla. 
 
Una vez efectuado el entero del impuesto a que se refiere el párrafo 
anterior, la sociedad que hubiere percibido el dividendo o utilidad de 
que se trate podrá incrementar el saldo de su cuenta de utilidad fiscal 
neta con el importe actualizado de los dividendos o utilidades por los 
cuales se haya pagado el impuesto. Para tales efectos, la sociedad 
que hubiere tenido el carácter de controlada y que efectúe el entero 
deberá expedir una constancia a la sociedad perceptora del citado 
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dividendo o utilidad, conteniendo los datos que señale el Servicio de 
Administración Tributaria mediante reglas de carácter general. 
 
La aplicación de la opción antes prevista se encontrará sujeta a que 
la sociedad que hubiere tenido el carácter de controladora presente 
un aviso ante el Servicio de Administración Tributaria a más tardar el 
último día del mes de febrero de 2014, mediante un escrito libre en el 
que se señale la denominación o razón social de cada una de las 
sociedades que efectuarán el pago del impuesto, indicando tanto el 
monto del dividendo o utilidad como del impuesto que corresponda a 
cada una de ellas, así como la denominación o razón social de la 
sociedad o sociedades que hubieren percibido el dividendo o utilidad 
de que se trata y que incrementarán el saldo de su cuenta de utilidad 
fiscal neta con motivo de la opción ejercida. 

 
3. La controladora determinará, en su caso, la utilidad que corresponde 

a la comparación de los saldos de la cuenta de utilidad fiscal neta, 
conforme a lo siguiente: 

 
Comparará el saldo de las cuentas de utilidad fiscal neta individuales 
de las sociedades controladas y el de la controladora en la 
participación que corresponda, con el de la cuenta de utilidad fiscal 
neta consolidada, incluyendo, en su caso, los efectos señalados en el 
numeral 1 de este inciso. En caso de que este último saldo sea 
superior al primero sólo se disminuirán del saldo de la cuenta de 
utilidad fiscal neta consolidada el saldo individual de las controladas y 
de la propia controladora. Si por el contrario, el saldo de la cuenta de 
utilidad fiscal neta consolidada fuera inferior a la suma de los saldos 
individuales de las controladas y de la propia controladora, se 
considerará utilidad el resultado de multiplicar la diferencia entre 
ambos saldos por el factor de 1.4286. Sobre dicha utilidad la 
controladora determinará el impuesto que resulte en los términos del 
artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga y se 
disminuirá del saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada el 
saldo de las cuentas individuales de las controladas y de la propia 
controladora, hasta llevarla a cero. 
 
Para efectos de la comparación a que se refiere el presente numeral, 
únicamente se considerarán los saldos de las cuentas de utilidad 
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fiscal neta individual de la controladora y de las controladas, así como 
de la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada que se hubieren 
generado a partir del 1 de enero de 2008 y hasta el 31 de diciembre 
de 2013. 
 
El impuesto sobre la renta a pagar con motivo de la desconsolidación 
será la suma del impuesto determinado conforme a los numerales 1, 
2 y 3 de este inciso. 
 
El procedimiento que se señala en el presente inciso no procederá 
respecto de los conceptos por los que el contribuyente ya hubiere 
enterado el impuesto diferido a que se refiere la fracción VI del 
Artículo Cuarto de las Disposiciones Transitorias de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 7 de diciembre de 2009, o a que se refiere el artículo 
70-A de la misma Ley, o bien cuando dicho impuesto se encuentre 
pendiente de entero por encontrarse sujeto al esquema de pagos 
establecido en las disposiciones fiscales antes mencionadas. 
 
La sociedad controladora que cuente con conceptos especiales de 
consolidación a los que se refiere el inciso i) del numeral 1 del 
presente inciso a), podrá pagar el impuesto diferido correspondiente 
a los mismos, hasta que los bienes que dieron origen a dichos 
conceptos sean enajenados a personas ajenas al grupo en términos 
del Capítulo VI del Título II de la Ley que se abroga. 

 
b) Con independencia del procedimiento elegido para determinar el impuesto 

que resulte de la desconsolidación a que se refiere el inciso a) de esta 
fracción, cuando la sociedad controladora en los ejercicios de 2010, 2011, 
2012 ó 2013 hubiere optado por aplicar lo dispuesto en la regla I.3.5.17. 
de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2009, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 31 de marzo de 2010; I.3.6.16. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2010, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 28 de diciembre de 2010 ó I.3.6.13. de las Resoluciones Misceláneas 
Fiscales para 2011, 2012 y 2013, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 1 de julio de 2011, el 28 de diciembre de 2011 y el 28 de 
diciembre de 2012, respectivamente; deberá determinar y enterar el 
impuesto sobre la renta correspondiente a la comparación de los saldos del 
registro de la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada que con motivo de 
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la opción ejercida no fue determinado ni enterado en el ejercicio 
correspondiente. 

 
Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la sociedad que 
hubiere tenido el carácter de controladora podrá incrementar al registro de 
la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada la cantidad que resulte de 
disminuir al monto de las pérdidas fiscales por las que se determinó el 
impuesto diferido a que se refiere el inciso a) de la fracción VIII del 
Artículo Cuarto de las Disposiciones Transitorias de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 7 de 
diciembre de 2009 o la fracción I del artículo 71-A de la misma Ley, el 
impuesto sobre la renta que les hubiere correspondido en términos de lo 
establecido en las disposiciones que se indican. 

 
c) El impuesto que se determine de conformidad con lo dispuesto en los 

incisos a) y b) de la presente fracción se deberá enterar por la sociedad 
que tuvo el carácter de controladora en cinco ejercicios fiscales, conforme 
al siguiente esquema de pagos: 

 
1. 25%, a más tardar el último día del mes de mayo de 2014. 
 
2. 25%, a más tardar el último día del mes de abril de 2015. 
 
3. 20%, a más tardar el último día del mes de abril de 2016. 
 
4. 15%, a más tardar el último día del mes de abril de 2017. 
 
5. 15%, a más tardar el último día del mes de abril de 2018. 
 
Los pagos a que se refieren los numerales 2 al 5 de este inciso, se deberán 
enterar actualizados con el factor que corresponda al periodo comprendido 
desde el mes en el que se debió efectuar el pago a que se refiere el 
numeral 1 de este inciso y hasta el mes inmediato anterior a aquél en el 
que se realice el pago de que se trate.  

 
d) Las sociedades que al 31 de diciembre de 2013 hubieren tenido el carácter 

de controladoras y que a esa fecha se encuentren sujetas al esquema de 
pagos contenido en la fracción VI del Artículo Cuarto de las Disposiciones 
Transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicadas en el Diario 
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Oficial de la Federación el 7 de diciembre de 2009, o en el artículo 70-A de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, deberán continuar 
enterando el impuesto que hubieren diferido con motivo de la 
consolidación fiscal en los ejercicios de 2007 y anteriores conforme a las 
disposiciones citadas, hasta concluir su pago conforme al esquema 
señalado. 

 
e) La sociedad controladora para determinar el impuesto al activo que con 

motivo de la desconsolidación deberá enterar, así como el que podrán 
recuperar las sociedades controladas y ella misma, deberá estar a lo 
dispuesto en la fracción III del Artículo Tercero del Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, del Código Fiscal de la Federación, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, y se establece el Subsidio para el Empleo, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 1 de octubre de 2007. 

 
El saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada al 31 de diciembre de 2013, 
que en su caso resulte después de efectuar la desconsolidación a que se refiere la 
presente fracción, no tendrá ningún efecto fiscal posterior. 

 
 
XVI. Los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2013, cuenten con autorización 

para determinar su resultado fiscal consolidado en los términos del Capítulo VI 
del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, y se 
encuentren dentro del periodo de cinco ejercicios que señala el tercer párrafo 
del artículo 64 de la referida Ley, podrán continuar determinando el impuesto 
sobre la renta consolidado durante los ejercicios fiscales pendientes de 
transcurrir para concluir dicho periodo, conforme a las disposiciones 
establecidas en el citado Capítulo, así como en el Capítulo V del Título II del 
Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta y demás disposiciones que 
se encontraron vigentes al 31 de diciembre 2013. Asimismo, dichos 
contribuyentes deberán cumplir con las obligaciones relativas a la presentación 
de los avisos referidos en el citado Capítulo VI, resultándoles aplicables las 
infracciones y multas a que se refieren las fracciones XI y XII de los artículos 81 
y 82 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 
2013. 

 



463 
 

Para efectos de lo anterior, una vez transcurrido el periodo de cinco ejercicios, 
la sociedad controladora deberá determinar el impuesto diferido conforme a las 
disposiciones de la fracción XIV anterior y enterarlo de conformidad con el 
esquema de pagos siguiente:  
 
a) 25% en el mes de mayo del primer ejercicio fiscal posterior al de la 

conclusión del plazo de los cinco ejercicios. 
 
b) 25% en el mes de abril del siguiente ejercicio fiscal al mencionado en el 

inciso anterior. 
 
c) 20% en el mes de abril del siguiente ejercicio fiscal al mencionado en el 

inciso anterior. 
 
d) 15% en el mes de abril del siguiente ejercicio fiscal al mencionado en el 

inciso anterior. 
 
e) 15% en el mes de abril del siguiente ejercicio fiscal al mencionado en el 

inciso anterior. 
 

Los enteros a que se refieren los incisos b) a e) de esta fracción, se actualizarán 
con el factor de actualización que corresponda al periodo comprendido desde el 
mes en el que se debió efectuar el pago a que se refiere el inciso a) de esta 
fracción y hasta el mes inmediato anterior a aquél en el que se realice el entero 
de la parcialidad de que se trate. 
 

XVII. Los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2013, contaban con autorización 
para determinar su resultado fiscal consolidado en los términos del Capítulo VI 
del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, podrán 
ejercer a partir del 1 de enero de 2014, la opción a que se refiere el Capítulo VI 
del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, sin que para ello sea 
necesario obtener la autorización a que se refiere el artículo 63 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta; lo anterior, siempre que a más tardar el 15 de febrero 
de 2014 la sociedad integradora presente un aviso en el cual señale que 
ejercerá dicha opción y manifieste la denominación o razón social de la totalidad 
de las sociedades que conformarán el grupo así como el porcentaje de 
participación integrable de la sociedad integradora en cada sociedad integrada. 
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Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el grupo de sociedades 
deberá reunir los requisitos a que se refieren los artículos 60 y 61 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta y además no ubicarse en alguno de los supuestos a 
que se refiere el artículo 62 de dicha Ley. La sociedad integradora que al 1 de 
enero de 2014, no cuente con la participación establecida en el artículo 61 de 
esta Ley en sus sociedades integradas, podrá ejercer la opción en comento, 
siempre que al 31 de diciembre de 2014 cumpla con la participación requerida 
en dichos artículos y no se trate de una sociedad de las referidas en el artículo 
62 de la misma Ley. En caso de no cumplir con dicha participación a esta última 
fecha, la sociedad integradora deberá desincorporar a la sociedad de que se 
trate de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de dicha Ley, 
considerando como fecha de desincorporación el 1 de enero de 2014, y tendrá 
la obligación de pagar el impuesto sobre la renta que se difirió en los pagos 
provisionales del ejercicio con actualización y recargos, calculados desde que 
debieron efectuarse dichos pagos y hasta que los mismos se realicen.  
 
Las sociedades a que se refiere el primer párrafo de esta fracción que cuenten 
con pérdidas fiscales de ejercicios anteriores pendientes de disminuir en 
términos de lo dispuesto por el artículo 57 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta que se hubieren generado hasta el 31 de diciembre de 2013, podrán 
incorporarse a este régimen opcional para grupos de sociedades, sin que por 
ello puedan disminuir dichas pérdidas. 

 
XVIII. Las sociedades controladoras que en el ejercicio de 2013 hubieren optado por 

determinar su impuesto sobre la renta diferido conforme al procedimiento 
previsto en el artículo 71-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se 
abroga, podrán optar por determinar los efectos de la desconsolidación, 
conforme a lo siguiente: 

 
a) Deberán determinar el impuesto diferido de los ejercicios de 2008 a 2013 

aplicando lo dispuesto en el artículo 71-A de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta que se abroga y efectuar su entero en términos de lo establecido 
en el artículo 70-A de la citada Ley.  

 
b) Determinarán el impuesto al activo que con motivo de la 

desconsolidación deba enterarse así como el que puedan recuperar las 
sociedades que hubieren tenido el carácter de controladas y de 
controladora, para lo cual aplicarán lo dispuesto en el inciso e) de la 
fracción XV del presente artículo transitorio. 
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c) Cuando la sociedad que hubiere tenido el carácter de controladora, haya 

optado en los ejercicios de 2010, 2011, 2012 ó 2013 por aplicar lo 
dispuesto en la regla I.3.5.17. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 
2009, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de marzo de 
2010; I.3.6.16. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2010, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 2010 ó 
I.3.6.13. de las Resoluciones Misceláneas Fiscales para 2011, 2012 y 
2013, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 1 de julio de 
2011, el 28 de diciembre de 2011 y el 28 de diciembre de 2012, 
respectivamente; deberá determinar y enterar con motivo de la 
desconsolidación el impuesto sobre la renta correspondiente a la 
comparación de los saldos del registro de la cuenta de utilidad fiscal neta 
consolidada que no fue determinado ni enterado en el respectivo 
ejercicio. 
 
Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la sociedad que 
hubiere tenido el carácter de controladora podrá incrementar al registro 
de la cuenta de utilidad fiscal neta consolidada la cantidad que resulte de 
disminuir al monto de las pérdidas fiscales por las que se determinó el 
impuesto diferido a que se refiere el inciso a) de la fracción VIII del 
Artículo Cuarto de las Disposiciones Transitorias de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 7 de 
diciembre de 2009 o la fracción I del artículo 71-A de la misma Ley, el 
impuesto sobre la renta que les hubiere correspondido en términos de lo 
establecido en las disposiciones que se indican. 
 

XIX. Las sociedades que hubieran tenido el carácter de controladoras podrán 
efectuar el pago del impuesto a que se refiere el inciso e) de la fracción XV o el 
inciso b) de la fracción XVIII del presente artículo transitorio, según sea el caso, 
en términos de lo dispuesto en las fracciones I a la V del sexto párrafo del 
artículo 70-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga y 
considerando la actualización a que se refiere el séptimo párrafo de dicho 
artículo. 

 
XX. Para los efectos de lo dispuesto en la fracción IX del artículo 62 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, se considerarán aquellas pérdidas fiscales que no 
hubiesen sido disminuidas en su totalidad y que se obtuvieron conforme a lo 
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dispuesto en el artículo 61 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se 
abroga. 

 
XXI. Las personas morales que antes de la entrada en vigor de esta Ley tributaron 

de conformidad con el Título II, Capítulo VII de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta que se abroga, deberán cumplir por cuenta de sus integrantes con las 
obligaciones pendientes que se hayan generado hasta el 31 de diciembre de 
2013 en términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga. 
 
A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las personas físicas o morales 
integrantes de las personas morales mencionadas en el párrafo anterior, 
deberán cumplir individualmente las obligaciones establecidas en esta Ley, en 
los términos del Título que les corresponda. 

 
XXII. Las sociedades o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la 

enseñanza, con autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios en 
términos de la Ley General de Educación, así como las instituciones creadas por 
decreto presidencial o por ley cuyo objeto sea la enseñanza, que no cuenten 
con autorización para recibir donativos deducibles, así como las asociaciones o 
sociedades civiles organizadas con fines deportivos, a partir de la entrada en 
vigor de este Decreto deberán cumplir las obligaciones del Título II de la nueva 
Ley del Impuesto sobre la Renta, no obstante, deberán determinar el remanente 
distribuible generado con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto en 
los términos del Título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga 
y sus socios e integrantes considerarán como ingreso a dicho remanente cuando 
las personas morales mencionadas se los entreguen en efectivo o en bienes. 

 
XXIII. El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas de carácter general, 

podrá otorgar facilidades administrativas y de comprobación para el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes del Régimen de 
las actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras. Las facilidades 
administrativas en materia de comprobación de erogaciones por concepto de 
mano de obra de trabajadores eventuales del campo, alimentación de ganado 
y gastos menores no podrán exceder del 10% de sus ingresos propios con un 
límite de 800 mil pesos. 

 
XXIV. Para los efectos del artículo 78 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los 

contribuyentes que hubieran iniciado sus actividades antes del 1 de enero de 
2014, podrán considerar como saldo inicial de la cuenta de capital de 
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aportación, el saldo que de dicha cuenta hubieran determinado al 31 de 
diciembre de 2013, conforme al artículo 89 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente hasta dicha fecha. 

 
XXV. Para los ejercicios de 2001 a 2013, la utilidad fiscal neta se determinará en los 

términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en el ejercicio fiscal de 
que se trate. Asimismo, por dicho periodo se sumarán los dividendos o 
utilidades percibidas y se restarán los dividendos distribuidos conforme a lo 
dispuesto en la Ley vigente en los ejercicios señalados. 

 
Cuando la suma del impuesto sobre la renta pagado en el ejercicio de que se 
trate, de las partidas no deducibles para los efectos de dicho impuesto y, en su 
caso, de la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas, 
ambos del mismo ejercicio, sea mayor al resultado fiscal de dicho ejercicio, la 
diferencia se disminuirá de la suma de las utilidades fiscales netas que se 
tengan al 31 de diciembre de 2013 o, en su caso, de la utilidad fiscal neta que 
se determine en los siguientes ejercicios, hasta agotarlo. En este último caso, el 
monto que se disminuya se actualizará desde el último mes del ejercicio en el 
que se determinó y hasta el último mes del ejercicio en el que se disminuya. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, el impuesto sobre la renta será el pagado 
en los términos del artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2013, y dentro de las partidas no deducibles no se 
considerarán las señaladas en las fracciones VIII y IX del artículo 32 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2013. 
 
Las utilidades fiscales netas obtenidas, los dividendos o utilidades percibidos y 
los dividendos o utilidades distribuidos en efectivo o en bienes se actualizarán 
por el periodo comprendido desde el último mes del ejercicio en que se 
obtuvieron, del mes en que se percibieron o del mes en que se pagaron, según 
corresponda, hasta el 31 de diciembre de 2013. 
 

XXVI. Los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2013, tributaron conforme a la 
Sección III del Capítulo II del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
que se abroga y, que a partir del 1 de enero de 2014, no reúnan los requisitos 
para tributar en los términos de la Sección II del Capítulo II, del Título IV de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, pagarán el impuesto conforme a la Sección I 
del último Capítulo mencionado. 
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Para efectos de los pagos provisionales que les corresponda efectuar en el 
primer ejercicio conforme a la Sección I señalada en el párrafo anterior, se 
considerará como coeficiente de utilidad el que corresponda a su actividad 
preponderante en los términos del artículo 58 del Código Fiscal de la 
Federación. 

 
Los contribuyentes a que se refiere el primer párrafo de esta fracción, a partir 
de la fecha en que comiencen a tributar en la Sección I citada en el párrafo 
anterior, podrán deducir las inversiones realizadas durante el tiempo que 
estuvieron tributando en la Sección III del Capítulo II del Título IV de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta que se abroga, siempre que no se hubieran deducido 
con anterioridad y se cuente con la documentación comprobatoria de dichas 
inversiones que reúna los requisitos fiscales. 

 
Tratándose de bienes de activo fijo , la inversión pendiente de deducir se 
determinará restando al monto original de la inversión, la cantidad que resulte 
de multiplicar dicho monto por la suma de los por cientos máximos autorizados 
por Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga para deducir la inversión de 
que se trate, que correspondan a los ejercicios en los que el contribuyente haya 
tenido dichos activos. 

 
En el primer ejercicio que paguen el impuesto conforme a la Sección I del 
Capítulo II, Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al monto original de 
la inversión de los bienes, se le aplicará el por ciento que señale esta Ley para 
el bien de que se trate, en la proporción que representen, respecto de todo el 
ejercicio, los meses transcurridos a partir de que se pague el impuesto conforme 
a la Sección I mencionada. 

 
Los contribuyentes que hubieran obtenido ingresos por operaciones en crédito 
por los que no se hubiese pagado el impuesto en los términos del penúltimo 
párrafo del artículo 138 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, y 
que dejen de tributar conforme a la Sección III del Capítulo II del Título IV de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, para hacerlo en los términos de 
las Sección I del Capítulo II del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
acumularán dichos ingresos en el mes en que se cobren en efectivo, en bienes o 
en servicios. 
 

XXVII. Las sociedades cooperativas de producción que con anterioridad a la fecha 
de entrada en vigor de la Ley del Impuesto sobre la Renta, hayan tributado en 
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términos del Capítulo VII-A del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
que se abroga, que hayan optado por diferir el impuesto correspondiente a los 
ejercicios, seguirán aplicando lo dispuesto por el artículo 85-A de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta que se abroga, hasta que se cubra el impuesto que 
hubieran diferido únicamente por los ingresos percibidos hasta el 31 de 
diciembre de 2013. 
 
A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las personas físicas 
integrantes de las personas morales mencionadas en el párrafo anterior, no 
podrán cumplir individualmente las obligaciones establecidas en la nueva Ley 
del Impuesto sobre la Renta, siendo la sociedad cooperativa la que calcule y 
entere el impuesto sobre la renta como un solo ente jurídico en términos de 
dicha Ley. 

 
Los contribuyentes a que se refiere el primer párrafo de esta fracción que 
hubieran acumulado sus ingresos conforme a la Ley del Impuesto sobre la 
Renta que se abroga, cuando efectivamente se percibieron, y que a la entrada 
en vigor de esta Ley tengan ingresos pendientes de cobro, continuarán 
aplicando lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, 
hasta que efectivamente perciban la cantidad pendiente de cobro, únicamente 
por los ingresos percibidos hasta el 31 de diciembre de 2013. 

 
XXVIII. Las sociedades cooperativas de producción que hayan tributado en términos 

del Capítulo VII-A del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se 
abroga, y que hayan diferido el impuesto respecto de los ejercicios anteriores 
al 1 de enero de 2014, deberán pagar dicho impuesto en el ejercicio fiscal en 
el que se distribuya a sus socios la utilidad gravable que les corresponda, para 
estos efectos, el impuesto diferido se pagará aplicando al monto de la utilidad 
distribuida al socio de que se trate, la tarifa a que se refiere el artículo 152 de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
Las sociedades cooperativas de producción, a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto, deberán cumplir con sus obligaciones fiscales en términos 
del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
 

XXIX. Los intermediarios financieros no efectuarán retención sobre los ingresos por 
intereses que paguen a personas físicas, provenientes de los títulos y valores, a 
que se refiere el Artículo Segundo, fracciones LII, LXXII, quinto párrafo de las 
Disposiciones Transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicadas en 
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el Diario Oficial de la Federación el 1 de enero de 2002, y Artículo Segundo, 
fracciones XI y XV de las Disposiciones Transitorias de la citada Ley, publicadas 
en el referido Diario Oficial el 30 de diciembre de 2002, hasta que la tasa de 
interés se pueda revisar o se revise, de acuerdo con las condiciones establecidas 
en su emisión. 

 
XXX. El impuesto adicional establecido en el segundo párrafo del artículo 140, y las 

fracciones I y IV del artículo 164 de esta Ley, sólo será aplicable a las utilidades 
generadas a partir del ejercicio 2014 que sean distribuidas por la persona moral 
residente en México o establecimiento permanente. Para tal efecto, la persona 
moral o establecimiento permanente que realizará dicha distribución estará 
obligado a mantener la cuenta de utilidad fiscal neta con las utilidades 
generadas hasta el 31 de diciembre de 2013 e iniciar otra cuenta de utilidad 
fiscal neta con las utilidades generadas a partir del 1º de enero de 2014, en los 
términos del artículo 77 de esta Ley. Cuando las personas morales o 
establecimientos permanentes no lleven las dos cuentas referidas por separado 
o cuando éstas no identifiquen las utilidades mencionadas, se entenderá que las 
mismas fueron generadas a partir del año 2014.  

 
XXXI. Para los efectos de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 152 de la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, el mes más antiguo del periodo que se 
considerará, será el mes de diciembre de 2013. 

 
XXXII. Para efectos del inciso a) del párrafo tercero del artículo 129 y del 

párrafo noveno del artículo 161 de esta Ley, en el caso de la enajenación de 
acciones emitidas por sociedades mexicanas o de títulos que representen 
exclusivamente a dichas acciones, cuando su enajenación se realice en las 
bolsas de valores concesionadas o mercados de derivados reconocidos en los 
términos de la Ley del Mercado de Valores o de acciones emitidas por 
sociedades extranjeras cotizadas en dichas bolsas de valores o mercados de 
derivados, la enajenación de títulos que representen índices accionarios 
enajenados en dichas bolsas de valores o mercados de derivados, y la 
enajenación de acciones emitidas por sociedades mexicanas o de títulos que 
representen exclusivamente a dichas acciones, siempre que la enajenación de 
las acciones o títulos citados se realice en bolsas de valores o mercados de 
derivados ubicados en mercados reconocidos a que se refiere la fracción II del 
artículo 16-C del Código Fiscal de la Federación de países con los que México 
tenga en vigor un tratado para evitar la doble tributación; cuando las 
adquisiciones de dichas acciones o títulos se hayan efectuado con anterioridad a 



471 
 

la entrada en vigor de esta Ley, en lugar de considerar el costo promedio de 
adquisición, a que se refiere el inciso a) del párrafo tercero del artículo 129 de 
esta Ley, para realizar la determinación de las ganancias o pérdidas derivadas 
de la enajenación de acciones y títulos por cada sociedad emisora o títulos que 
representen dichos índices accionarios, se podrá optar por realizar dicha 
determinación disminuyendo al precio de venta de las acciones o títulos, 
disminuido con las comisiones por concepto de intermediación pagadas por su 
enajenación, el valor promedio de adquisición que resulte de los últimos 
veintidós precios de cierre de dichas acciones o títulos inmediatos anteriores a la 
entrada en vigor de esta Ley. Si los últimos veintidós precios de cierre son 
inhabituales en relación con el comportamiento de las acciones de que se trate 
en los seis meses anteriores respecto de número y volumen de operaciones, así 
como su valor, en lugar de tomar los veintidós últimos precios de cierre se 
considerarán los valores observados en los últimos hechos de los seis meses 
anteriores. Cuando se opte por el anterior procedimiento, el valor promedio de 
adquisición de las acciones o títulos se podrá actualizar desde la fecha del 31 de 
diciembre de 2013 hasta el mes inmediato anterior a la fecha de la primera 
enajenación. 

 
XXXIII. Para efectos del párrafo tercero del artículo 88 y del párrafo décimo 

segundo del artículo 151 de esta Ley, en el caso de que las adquisiciones de las 
acciones emitidas por las sociedades de inversión de renta variable se hayan 
efectuado con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, en lugar de 
considerar el precio de los activos objeto de inversión de renta variable en la 
fecha de adquisición, a que se refiere el párrafo tercero del artículo 88 de esta 
Ley, para realizar la determinación de las ganancias o pérdidas derivadas de la 
enajenación de dichas acciones, se podrá optar por realizar dicha determinación 
disminuyendo al precio de los activos objeto de inversión de renta variable en la 
fecha de venta de las acciones de dicha sociedad de inversión, el valor promedio 
que resulte de los últimos veintidós precios de cierre de los activos objeto de 
inversión de renta variable inmediatos anteriores a la entrada en vigor de esta 
Ley. Si los últimos veintidós precios de cierre son inhabituales en relación con el 
comportamiento de los activos objeto de inversión de renta variable de que se 
trate en los seis meses anteriores respecto del número y volumen de 
operaciones, así como su valor, en lugar de tomar los veintidós últimos precios 
de cierre se considerarán los valores observados en los últimos hechos de los 
activos objeto de inversión de renta variable de los seis meses anteriores. 
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XXXIV. Los contribuyentes que con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley hubieren optado por efectuar la deducción inmediata de bienes 
nuevos de activo fijo, conforme al Capítulo II, del Título VII, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta que se abroga, no podrán deducir la parte no deducida 
de los mismos.  
 
Cuando enajenen los bienes a los que aplicaron la deducción inmediata, los 
pierdan o dejen de ser útiles, calcularán la deducción por la cantidad que resulte 
de aplicar, al monto original de la inversión ajustado con el factor de 
actualización correspondiente al periodo comprendido desde el mes en el que se 
adquirió el bien y hasta el último mes de la primera mitad del periodo en el que 
se haya efectuado la deducción señalada conforme al artículo 220 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta que se abroga, los por cientos que resulten conforme 
al número de años transcurridos desde que se efectuó la deducción y el por 
ciento de deducción inmediata aplicado al bien de que se trate, conforme a la 
tabla prevista en el artículo 221 de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se 
abroga. 
 
Para los efectos de la participación de los trabajadores en las utilidades de las 
empresas, los contribuyentes que hubieran optado por aplicar la deducción 
inmediata de los bienes a que se refiere esta fracción, deberán considerar la 
deducción de dichos activos que les hubiera correspondido, en la cantidad que 
resulte de aplicar al monto original de la inversión, los porcientos establecidos 
en los artículos 34, 35, 36 y 37 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

 
XXXV. Las sociedades mercantiles que al 31 de diciembre de 2013, hubieran 

aplicado el estímulo establecido en el artículo 224-A de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que se abroga, estarán a lo siguiente: 

 
1. Los accionistas que aportaron bienes inmuebles a la sociedad, acumularán 

la ganancia por la enajenación de los bienes aportados, cuando se 
actualice cualquiera de los siguientes supuestos: 

 
a) Enajenen las acciones de dicha sociedad, en la proporción que dichas 

acciones representen del total de las acciones que recibió el 
accionista por la aportación del inmueble a la sociedad, siempre que 
no se hubiera acumulado dicha ganancia previamente. 
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b) La sociedad enajene los bienes aportados, en la proporción que la 
parte que se enajene represente de los mismos bienes, siempre que 
no se hubiera acumulado dicha ganancia previamente. 

 
Si al 31 de diciembre de 2016 no se han dado los supuestos a que se 
refieren los incisos anteriores, los accionistas a que se refiere este numeral 
deberán acumular la totalidad de la ganancia por la enajenación de los 
bienes aportados que no se haya acumulado previamente.  
 

2. La ganancia que se acumule conforme al numeral anterior, se actualizará 
desde el mes en el que se obtuvo y hasta el mes en el que se acumule. 

 
XXXVI. Los contribuyentes que hasta antes de la entrada en vigor de la presente Ley 

hayan optado por deducir el costo de adquisición de los terrenos en el ejercicio 
en el que los adquirieron, conforme al artículo 225, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta que se abroga, deberán al momento de la enajenación del 
terreno, considerar como ingreso acumulable el valor total de la enajenación del 
terreno de que se trate, en lugar de la ganancia a que se refiere el artículo 20 
fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga. 
 
Cuando la enajenación del terreno se efectúe en cualquiera de los ejercicios 
siguientes a aquél en el que se efectuó la deducción a que se refiere esta 
fracción, se considerará adicionalmente como ingreso acumulable un monto 
equivalente al 3% del monto deducido conforme a esta fracción, en cada uno 
de los ejercicios que transcurran desde el ejercicio en el que se adquirió el 
terreno y hasta el ejercicio inmediato anterior a aquél en el que se enajene el 
mismo. Para los efectos de este párrafo, el monto deducido conforme a esta 
fracción se actualizará multiplicándolo por el factor de actualización 
correspondiente al periodo comprendido desde el último mes del ejercicio en el 
que se dedujo el terreno y hasta el último mes del ejercicio en el que se 
acumule el 3% a que se refiere el presente párrafo. 

 
XXXVII. Los patrones que durante la vigencia del Capítulo VIII, del Título VII de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta que se abroga, hubieran establecido puestos 
de nueva creación para ser ocupados por trabajadores de primer empleo en los 
términos y condiciones establecidos en dichos Capítulos, tendrán el beneficio a 
que se refiere el mismo respecto de dicho empleos hasta por un periodo de 36 
meses, conforme a los previsto por el artículo 232 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta que se abroga. 



474 
 

 
XXXVIII. Los contribuyentes que hubieran estado obligados al pago del impuesto al 

activo, que en el ejercicio fiscal de que se trate efectivamente paguen el 
impuesto sobre la renta, podrán continuar aplicando, en sus términos, el 
Artículo Tercero Transitorio de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de octubre de 2007. 

 
XXXIX. Para los efectos del artículo 189 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el 

Comité Interinstitucional publicará las reglas generales para el otorgamiento del 
estímulo a los proyectos de inversión en la distribución de películas 
cinematográficas nacionales, a más tardar el 15 de enero de 2014. 

 
XL. Las personas morales residentes en México que hayan acumulado ingresos por 

dividendos distribuidos por residentes en el extranjero en ejercicios fiscales 
anteriores al 2014 y que tengan pendiente por acreditar los montos 
proporcionales impuestos sobre la renta pagados por las sociedades extranjeras 
en primer y segundo nivel corporativo por dichos ingresos, estarán obligados a 
llevar el registro a que se refiere el artículo 5 de esta Ley. Sin embargo, el 
incumplimiento de esta obligación no causará la pérdida del derecho al 
acreditamiento previsto en el citado artículo. 

 
XLI. El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas de carácter general, 

podrá otorgar facilidades administrativas y de comprobación para el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes dedicados 
exclusivamente al autotransporte terrestre de carga federal, foráneo de pasaje 
y turismo hasta por un monto de 4% de sus ingresos propios. Respecto de 
dicha facilidad de comprobación se podrá establecer que sobre las cantidades 
erogadas se efectúe una retención del impuesto sobre la renta, sin que ésta no 
exceda del 17%. 

 
XLII. Son territorios por los que se debe presentar la declaración informativa a que 

se refieren el Título VI de la Ley del Impuesto sobre la Renta y el Título IV 
Capítulo II del Código Fiscal de la Federación, los siguientes: 

 
Anguila 
Antigua y Barbuda 
Antillas Neerlandesas 
Archipiélago de Svalbard 
Aruba 
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Ascensión 
Barbados 
Belice 
Bermudas 
Brunei Darussalam 
Campione D´Italia 
Commonwealth de Dominica 
Commonwealth de las Bahamas 
Emiratos Árabes Unidos 
Estado de Bahrein 
Estado de Kuwait 
Estado de Qatar 
Estado Independiente de Samoa Occidental 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
Gibraltar 
Granada 
Groenlandia 
Guam 
Hong Kong 
Isla Caimán 
Isla de Christmas 
Isla de Norfolk 
Isla de San Pedro y Miguelón 
Isla del Hombre 
Isla Qeshm 
Islas Azores 
Islas Canarias 
Islas Cook 
Islas de Cocos o Kelling 
Islas de Guernesey, Jersey, Alderney, Isla Great Sark, Herm, Little Sark, 
Brechou, Jethou Lihou (Islas del Canal) 
Islas Malvinas 
Islas Pacífico 
Islas Salomón 
Islas Turcas y Caicos 
Islas Vírgenes Británicas 
Islas Vírgenes de Estados Unidos de América 
Kiribati 
Labuán 
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Macao 
Madeira 
Malta 
Montserrat 
Nevis 
Niue 
Patau 
Pitcairn 
Polinesia Francesa 
Principado de Andorra 
Principado de Liechtenstein 
Principado de Mónaco 
Reino de Swazilandia 
Reino de Tonga 
Reino Hachemita de Jordania 
República de Albania 
República de Angola 
República de Cabo Verde 
República de Costa Rica 
República de Chipre 
República de Djibouti 
República de Guyana 
República de Honduras 
República de las Islas Marshall 
República de Liberia 
República de Maldivas 
República de Mauricio 
República de Nauru 
República de Panamá 
República de Seychelles 
República de Trinidad y Tobago 
República de Túnez 
República de Vanuatu 
República del Yemen 
República Oriental del Uruguay 
República Socialista Democrática de Sri Lanka 
Samoa Americana 
San Kitts 
San Vicente y las Granadinas 
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Santa Elena 
Santa Lucía 
Serenísima República de San Marino 
Sultanía de Omán 
Tokelau 
Trieste 
Tristán de Cunha 
Tuvalu 
Zona Especial Canaria 
Zona Libre Ostrava 

 
 

SUBSIDIO PARA EL EMPLEO 
 
ARTÍCULO DÉCIMO. Se otorga el subsidio para el empleo en los términos 
siguientes: 
 
I. Los contribuyentes que perciban ingresos de los previstos en el primer párrafo 

o la fracción I del artículo 94 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, excepto 
los percibidos por concepto de primas de antigüedad, retiro e indemnizaciones 
u otros pagos por separación, gozarán del subsidio para el empleo que se 
aplicará contra el impuesto que resulte a su cargo en los términos del artículo 
96 de la misma Ley. El subsidio para el empleo se calculará aplicando a los 
ingresos que sirvan de base para calcular el impuesto sobre la renta que 
correspondan al mes de calendario de que se trate, la siguiente: 

 
TABLA 

Subsidio para el empleo mensual 

Límite Inferior Límite 
Superior 

Subsidio 
para el 
Empleo 

           0.01       1,768.96  
        
407.02  

     1,768.97       1,978.70  
        
406.83  

     1,978.71       2,653.38  
        
359.84  

     2,653.39       3,472.84          
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343.60  

     3,472.85       3,537.87  
        
310.29  

     3,537.88       4,446.15  
        
298.44  

     4,446.16       4,717.18  
        
354.23  

     4,717.19       5,335.42  
        
324.87  

     5,335.43       6,224.67  
        
294.63  

     6,224.68       7,113.90  
        
253.54  

     7,113.91  7,382.33 
        
217.61    

     7,382.34   En adelante  
            
0.00    

 
En los casos en que el impuesto a cargo del contribuyente que se obtenga de 
la aplicación de la tarifa del artículo 96 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
sea menor que el subsidio para el empleo mensual obtenido de conformidad 
con la tabla anterior, el retenedor deberá entregar al contribuyente la 
diferencia que se obtenga. El retenedor podrá acreditar contra el impuesto 
sobre la renta a su cargo o del retenido a terceros las cantidades que entregue 
a los contribuyentes en los términos de este párrafo. Los ingresos que 
perciban los contribuyentes derivados del subsidio para el empleo no serán 
acumulables ni formarán parte del cálculo de la base gravable de cualquier 
otra contribución por no tratarse de una remuneración al trabajo personal 
subordinado. 
 
En los casos en los que los empleadores realicen pagos por salarios, que 
comprendan periodos menores a un mes, para calcular el subsidio para el 
empleo correspondiente a cada pago, dividirán las cantidades correspondientes 
a cada una de las columnas de la tabla contenida en esta fracción, entre 30.4. 
El resultado así obtenido se multiplicará por el número de días al que 
corresponda el periodo de pago para determinar el monto del subsidio para el 
empleo que le corresponde al trabajador por dichos pagos. 
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Cuando los pagos por salarios sean por periodos menores a un mes, la 
cantidad del subsidio para el empleo que corresponda al trabajador por todos 
los pagos que se hagan en el mes, no podrá exceder de la que corresponda 
conforme a la tabla prevista en esta fracción para el monto total percibido en 
el mes de que se trate. 
 
Cuando los empleadores realicen en una sola exhibición pagos por salarios que 
comprendan dos o más meses, para calcular el subsidio para el empleo 
correspondiente a dicho pago, multiplicarán las cantidades correspondientes a 
cada una de las columnas de la tabla contenida en esta fracción por el número 
de meses a que corresponda dicho pago. 
 
Cuando los contribuyentes presten servicios a dos o más empleadores deberán 
elegir, antes de que alguno les efectúe el primer pago que les corresponda por 
la prestación de servicios personales subordinados en el año de calendario de 
que se trate, al empleador que les entregará el subsidio para el empleo, en 
cuyo caso, deberán comunicar esta situación por escrito a los demás 
empleadores, a fin de que ellos ya no les den el subsidio para el empleo 
correspondiente. 

 
II. Las personas obligadas a efectuar el cálculo anual del impuesto sobre la renta 

a que se refiere el artículo 97 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por los 
conceptos a que se refieren el primer párrafo o la fracción I del artículo 94 de 
la misma Ley, que hubieran aplicado el subsidio para el empleo en los términos 
de la fracción anterior, estarán a lo siguiente: 
 
a) El impuesto anual se determinará disminuyendo de la totalidad de los 

ingresos obtenidos en un año de calendario, por los conceptos previstos 
en el primer párrafo o la fracción I del artículo 94 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, el impuesto local a los ingresos por salarios y 
en general por la prestación de un servicio personal subordinado que 
hubieran retenido en el año calendario, al resultado obtenido se le 
aplicará la tarifa del artículo 152 de la misma Ley. El impuesto a cargo 
del contribuyente se disminuirá con la suma de las cantidades que por 
concepto de subsidio para el empleo mensual le correspondió al 
contribuyente. 

 
b) En el caso de que el impuesto determinado conforme al artículo 152 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta exceda de la suma de las cantidades 
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que por concepto de subsidio para el empleo mensual le correspondió al 
contribuyente, el retenedor considerará como impuesto a cargo del 
contribuyente el excedente que resulte. Contra el impuesto que resulte 
a cargo será acreditable el importe de los pagos provisionales 
efectuados. 

 
c) En el caso de que el impuesto determinado conforme al artículo 152 de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta sea menor a la suma de las 
cantidades que por concepto de subsidio para el empleo mensual le 
correspondió al contribuyente, no habrá impuesto a cargo del 
contribuyente ni se entregará cantidad alguna a este último por 
concepto de subsidio para el empleo. 

 
Los contribuyentes a que se refieren el primer párrafo y la fracción I del 
artículo 94 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que se encuentren obligados 
a presentar declaración anual en los términos de la citada Ley, acreditarán 
contra el impuesto del ejercicio determinado conforme al artículo 152 de la 
misma Ley el monto que por concepto de subsidio para el empleo se 
determinó conforme a la fracción anterior durante el ejercicio fiscal 
correspondiente, previsto en el comprobante fiscal que para tales efectos les 
sea proporcionado por el patrón, sin exceder del monto del impuesto del 
ejercicio determinado conforme al citado artículo 152. 
 
En el caso de que el contribuyente haya tenido durante el ejercicio dos o más 
patrones y cualquiera de ellos le haya entregado diferencias de subsidio para 
el empleo en los términos del segundo párrafo de la fracción anterior, esta 
cantidad se deberá disminuir del importe de las retenciones efectuadas 
acreditables en dicho ejercicio, hasta por el importe de las mismas. 

 
III. Quienes realicen los pagos a los contribuyentes que tengan derecho al subsidio 

para el empleo sólo podrán acreditar contra el impuesto sobre la renta a su 
cargo o del retenido a terceros, las cantidades que entreguen a los 
contribuyentes por dicho concepto, cuando cumplan con los siguientes 
requisitos: 
 
a) Lleven los registros de los pagos por los ingresos percibidos por los 

contribuyentes a que se refieren el primer párrafo o la fracción I del 
artículo 94 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, identificando en ellos, 
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en forma individualizada, a cada uno de los contribuyentes a los que se 
les realicen dichos pagos. 

 
b) Conserven los comprobantes fiscales en los que se demuestre el monto 

de los ingresos pagados a los contribuyentes, el impuesto sobre la renta 
que, en su caso, se haya retenido y las diferencias que resulten a favor 
del contribuyente con motivo del subsidio para el empleo. 

 
c) Cumplan con las obligaciones previstas en las fracciones I, II y V del 

artículo 99 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
 
d) Conserven los escritos que les presenten los contribuyentes en los 

términos del sexto párrafo de la fracción I de este precepto, en su caso. 
 
e) Presenten ante las oficinas autorizadas, a más tardar el 15 de febrero 

de cada año, declaración proporcionando información de las cantidades 
que paguen por el subsidio para el empleo en el ejercicio inmediato 
anterior, identificando por cada trabajador la totalidad de los ingresos 
obtenidos durante el ejercicio de que se trate, que sirvió de base para 
determinar el subsidio para el empleo, así como el monto de este último 
conforme a las reglas generales que al efecto expida el Servicio de 
Administración Tributaria. 

 
f) Paguen las aportaciones de seguridad social a su cargo por los 

trabajadores que gocen del subsidio para el empleo y las mencionadas 
en el artículo 93, fracción X, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que 
correspondan por los ingresos de que se trate. 

 
g) Anoten en los comprobantes fiscales que entreguen a sus trabajadores, 

por los ingresos por prestaciones por servicios personales subordinados, 
el monto del subsidio para el empleo identificándolo de manera expresa 
y por separado. 

 
h) Proporcionen a las personas que les hubieran prestado servicios 

personales subordinados el comprobante fiscal del monto de subsidio 
para el empleo que se determinó durante el ejercicio fiscal 
correspondiente. 
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i) Entreguen, en su caso, en efectivo el subsidio para el empleo, en los 
casos a que se refiere el segundo párrafo de la fracción I de este 
precepto. 

 
 

LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA 
 
ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO. Se ABROGA la Ley del Impuesto Empresarial a 
Tasa Única, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de octubre de 2007. 

 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL 
A TASA ÚNICA 

 
ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO. En relación con el Artículo Noveno de este 
Decreto, se estará a lo siguiente: 
 
I. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, quedan sin efecto las 

resoluciones y disposiciones administrativas de carácter general y las 
resoluciones a consultas, interpretaciones, autorizaciones o permisos otorgados 
a título particular, en materia del impuesto establecido en la Ley del Impuesto 
Empresarial a Tasa Única que se abroga, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
siguiente fracción. 

 
II. Las obligaciones y los derechos derivados de la Ley del Impuesto Empresarial a 

Tasa Única que se abroga conforme al Artículo Noveno de este Decreto, que 
hubieran nacido durante su vigencia por la realización de las situaciones 
jurídicas o de hecho previstas en dicha Ley, deberán cumplirse conforme a los 
montos, formas y plazos establecidos en el citado ordenamiento y en las demás 
disposiciones aplicables, así como en las resoluciones a consultas, 
interpretaciones, autorizaciones o permisos de carácter general o que se hayan 
otorgado a título particular en materia del impuesto establecido durante la 
vigencia de la Ley que se abroga  

 
LEY DEL IMPUESTO A LOS DEPÓSITOS EN EFECTIVO 

 
ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO. Se ABROGA la Ley del Impuesto a los Depósitos 
en Efectivo publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de octubre de 2007. 
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En relación con la abrogación a que se refiere el párrafo anterior, se estará a lo 
siguiente:  
 
I. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, quedan sin efecto las 

resoluciones y disposiciones administrativas de carácter general y las 
resoluciones a consultas, interpretaciones, autorizaciones o permisos otorgados 
a título particular, en materia del impuesto establecido en la Ley del Impuesto a 
los Depósitos en Efectivo que se abroga, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
siguiente fracción. 

 
II. Las obligaciones y los derechos derivados de la Ley del Impuesto a los 

Depósitos en Efectivo que se abroga conforme al Artículo Séptimo de este 
Decreto, que hubieran nacido durante su vigencia, por la realización de las 
situaciones jurídicas o de hecho previstas en dicha Ley, deberán cumplirse 
conforme a los montos, formas y plazos establecidos en dicho ordenamiento y 
en las demás disposiciones aplicables, así como en las resoluciones a consultas, 
interpretaciones, autorizaciones o permisos de carácter general o que se hayan 
otorgado a título particular en materia del impuesto establecido durante la 
vigencia de la Ley que se abroga. 

 
III. Las instituciones del sistema financiero obligadas a informar, recaudar o enterar 

el impuesto a los depósitos en efectivo conforme al artículo 4 de la Ley del 
Impuesto a los Depósitos en Efectivo que se abroga, respecto a operaciones 
realizadas durante su vigencia, cumplirán con dichas obligaciones en los 
términos precisados en el citado artículo. 

 
IV. Las instituciones del sistema financiero deberán entregar a los contribuyentes 

las constancias que acrediten el entero o, en su caso, el importe no recaudado 
del impuesto a los depósitos en efectivo correspondientes al mes de diciembre 
de 2013, a más tardar el 10 de enero de 2014, y al ejercicio fiscal de 2013, a 
más tardar el 15 de febrero de 2014. 

 
V. A más tardar el 15 de febrero de 2014, las instituciones del sistema financiero 

deberán proporcionar al Servicio de Administración Tributaria la información 
relativa al importe del impuesto recaudado conforme a la Ley del Impuesto a los 
Depósitos en Efectivo que se abroga y del pendiente de recaudar por falta de 
fondos en las cuentas de los contribuyentes o por omisión de la institución de 
que se trate, en los términos establecidos por el citado órgano desconcentrado 
mediante reglas de carácter general. 
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Si de la información que se presente el 15 de febrero de 2014, en relación con 
el impuesto a los depósitos en efectivo recaudado y el pendiente de recaudar se 
comprueba que existe un saldo a pagar del citado impuesto, las autoridades 
notificarán al contribuyente dicha circunstancia y, en su caso, determinarán el 
crédito fiscal en los términos y condiciones establecidos en los artículos 5 y 6 de 
la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo que se abroga.  
 

VI. El impuesto a los depósitos en efectivo efectivamente pagado durante la 
vigencia de la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo que se abroga que 
no se haya acreditado, podrá acreditarse, compensarse o solicitarse en 
devolución hasta agotarlo, en los términos y condiciones establecidos en los 
artículos 7, 8, 9 y 10 de dicho ordenamiento. 

 
TRANSITORIOS 

 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el 1 de enero de 2014. 
 
Segundo. A la entrada en vigor del presente Decreto quedarán abrogadas la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de enero 
de 2002; la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, y la Ley del Impuesto a los 
Depósitos en Efectivo.  
 
 

Dado en la Sala de Comisiones de la Honorable Cámara de Diputados, en México, 

Distrito Federal, a los dieciseis días del mes de octubre de dos mil trece. 
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De la Comisión de Derechos de la Niñez, con proyecto de decreto que reforma el artículo 
16 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII Legislatura de la honorable Cámara de 
Diputados, le fue turnada, para su análisis y dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto 
que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, presentada por la diputada María de la Paloma Villaseñor Vargas, 
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, 
numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, y en los artículos 80, 82, 84, 85, 86, 182, 185 y 187 del Reglamento de 
la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, somete a la consideración 
del Pleno el presente dictamen, al tenor de los siguientes 

Antecedentes  

Primero. Con fecha 19 de junio de 2013, la diputada María de la Paloma Villaseñor Vargas, 
de Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó ante el pleno de 
la Comisión Permanente del honorable Congreso de la Unión, la Iniciativa con proyecto de 
decreto que reforma el artículo 16 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes.  

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva determinó turnarla a la Comisión de 
Derechos de la Niñez de la LXII Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, para su 
análisis y dictamen. 

Contenido de la iniciativa  

La diputada iniciadora, expone que, a finales del siglo XX se consolidó la concepción del 
niño como sujeto de derecho por sí mismo como individuo de plenos derechos con la 
aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño. En el siglo XXI se ha 
emprendido una lucha global por el respeto a los derechos humanos en un plano incluyente. 
Estos cambios están generando el reconocimiento pleno de los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes, situación que implica que el niño no sólo es destinatario de derechos 
ligados a la supervivencia y a la protección, sino al disfrute por tener una mejor calidad de 
vida. 

Menciona que la Convención sobre los Derechos del Niño estableció los derechos que 
asisten a todos los niños y jóvenes menores de 18 años de todos los países que suscribieron 
la Convención e incluye cuatro principios básicos en que deben sustentar cualquier 
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consideración al tomar una decisión o bien, al iniciar una acción que afecte a los menores 
de 18 años: 

Principio de no discriminación . Los derechos recogidos en la Convención conciernen de 
igual forma a todos los niños, independientemente de su raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, 
el nacimiento, la discapacidad y/o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales (Artículo 2). 

Principio del Derecho al desarrollo del niño . Los Estados Parte tienen la obligación de 
garantizar, en la mejor medida posible, la supervivencia y desarrollo del niño (Artículo 6). 

Principio del interés superior del niño . Cuando los adultos o las organizaciones tomen 
decisiones que afecten a los niños, en todas las medidas concernientes a los mismos que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 
autoridades administrativas o los órganos legislativos, la consideración primordial que se 
atenderá será el interés superior del niño (Artículo 3). 

Principio del punto de vista del niño . Los niños tienen derecho a decir lo que piensan sobre 
todo aquello que les afecte. Lo que digan ha de ser escuchado con atención. Los Estados 
Parte garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio; el derecho 
a expresar su opinión libremente en todos los aspectos que lo afecten, teniéndose en cuenta 
sus opiniones, en función de su edad y madurez. (Artículo 12). 

Señala, refiriéndose a la Convención, que, en esté documento-base, también se toman en 
consideración a los niños que tienen alguna discapacidad. Baste citar el artículo 23 que se 
refiere específicamente a los niños con discapacidad. 

El niño con discapacidad tiene, además de todos los derechos que recoge la Convención 
sobre los Derechos del niño, algunos derechos más para que pueda desarrollarse en 
condiciones óptimas. 

Consecuentemente menciona que nuestra Constitución en su artículo 1 especifica que: “En 
los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

... 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley. 
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... 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.” 

Así mismo, hace referencia a que la Reforma Constitucional del 10 de junio del 2011, sobre 
los Derechos Humanos, trajo como consecuencia la reforma al artículo 4º. Constitucional 
realizada el 8 de febrero del 2012, en donde se privilegia el Interés Superior la Niñez en el 
marco jurídico. 

Artículo 4o... En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el 
principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los 
niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 
diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez... 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el 
cumplimiento de estos derechos y principios. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los 
derechos de la niñez. 

Considera que la legislación actual está en constante cambio, cuestión que debe servir para 
que quienes tengan alguna discapacidad puedan tener una vida plena. 

La proponente destaca que el artículo 16 de la Ley para la Protección de los Derechos de la 
Niñas, Niños y Adolescentes, se refiere solo a las Niñas, Niños y Adolescentes que tienen 
discapacidades físicas. Cabe aclarar que la discapacidad física, se refiere a la limitación 
para desarrollar determinadas tareas, no una limitación para la ejecución de las mismas o de 
otras. Es así que vemos discapacitados físicos que pueden realizar actividades comunes y 
hasta realizar trabajos de alta precisión, para lo que cuentan con habilidades especiales en 
algunos casos. 

Por su parte, la discapacidad mental consiste en una disminución en las habilidades 
intelectuales del individuo. Entre las más conocidas discapacidades cognitivas están: El 
autismo, el síndrome Down, síndrome de Asperger y el retraso mental. 

Por otra parte señala que, la discapacidad intelectual , caracterizada por las limitaciones 
significativas tanto en funcionamiento intelectual (razonamiento, planificación, solución de 
problemas, pensamiento abstracto, comprensión de ideas complejas, aprender con rapidez y 
aprender de la experiencia), como en conducta adaptativa (conceptuales, sociales y 
prácticas), que se han aprendido y practican las personas en su vida cotidiana, restringiendo 
la participación comunitaria y estrecha relación con las condiciones de los diferentes 
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contextos en que se desenvuelve la persona. Esta discapacidad aparece antes de los 18 años 
y su diagnóstico, pronóstico e intervención son diferentes de los que se realizan para la 
discapacidad mental y la discapacidad psicosocial. 

Ahora se habla también de la Discapacidad psicosocial , que se define como la restricción 
causada por el entorno social y está centrada en una deficiencia temporal o permanente de 
la psique debido a la falta de diagnóstico oportuno y tratamiento adecuado de las siguientes 
disfunciones mentales: depresión mayor, trastorno bipolar, trastorno de pánico con estrés 
post-traumático, esquizofrenia, trastorno esquizoafectivo, trastornos alimentarios (anorexia 
y bulimia), etcétera. 

Razón por la que la Iniciativa que presenta, modifica el artículo 16 de la Ley para la 
Protección de los Derechos de la Niñas, Niños y Adolescentes, con el fin de garantizarles a 
todas y todos las Niñas, Niños y Adolescentes con discapacidades sus derechos, y no solo a 
los que tienen discapacidades físicas, porque resultaría discriminatorio para quienes tienen 
una discapacidad mental, intelectual o psicosocial. 

Contenido de la propuesta  

Decreto que reforma el artículo 16 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes.  

 

Consideraciones  

Primera. La reciente reforma Constitucional en materia de Derechos Humanos, ha 
proporcionado una mayor protección a los derechos reconocidos por la ley y a sus 
garantías, ya que se precisa en el artículo primero de nuestra Ley Fundamental que: “En los 
Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
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reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a 
las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos... 

... 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades , la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.” 

De esta forma, el Estado, a través de los poderes de la Unión, está obligado a brindar y 
garantizar dicha protección a los derechos de las personas, y en sus actuaciones velar por el 
principio de Interés Superior de la Niñez, mismo que está previsto tanto en nuestro Derecho 
local, como en el Derecho Internacional de aplicación local, es decir, dicho principio se 
encuentra expreso en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 
Instrumentos Internacionales referentes a la materia de Derechos de la Niñez, que son 
vinculantes para nuestra nación, de los cuales, el principal es la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 

El fundamento de lo anterior señalado, se encuentra en el párrafo octavo del artículo 4° de 
la Carta Magna a su letra se lee: “En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará 
y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez , garantizando de manera plena 
sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades (...) 
para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y 
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.” 

Segunda. Las y los diputados integrantes de la Comisión de Derechos de la Niñez coinciden 
en que es necesario adecuar las normas de Derecho local, conforme a la serie de principios 
precisados en los instrumentos internacionales de los que México es parte, en materia de 
protección de derechos de las niñas, niños y adolecentes y que persiguen el principio de 
Interés Superior de la Niñez, con el fin de garantizar el pleno desarrollo de este sector de la 
población. 

La Convención sobre los Derechos del Niño, la cual refiere un marco amplio de garantías 
efectivas hacia las niñas y los niños, a saber, el interés superior del niño, el derecho a la 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3878-II, martes 8 de octubre de 2013 

 

6 
 

supervivencia, al desarrollo y a la participación en todos aquellos aspectos de la vida que 
les conciernen sin ser víctimas de ningún tipo de discriminación. 

De ahí que la Convención de los Derechos del Niño, establece en sus artículos 2, 3, 4, 6 y 
19 lo siguiente: 

Artículo 2  

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y 
asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción , sin distinción alguna, 
independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o 
de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos 
físicos , el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales. 2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por 
causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus 
padres, o sus tutores o de sus familiares. 

Artículo 3  

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 
niño.  

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que 
sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, 
tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las 
medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

Artículo 4  

Los Estados parte adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole 
para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que 
respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas 
medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro 
del marco de la cooperación internacional. 

Artículo 6  

2. Los Estados parte garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el 
desarrollo del niño.  

Artículo 19  
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1. Los Estados parte adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y 
educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o 
mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, 
mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de 
cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.  

2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos 
eficaces para el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la 
asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de 
prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, 
tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, 
según corresponda, la intervención judicial. 

Tercera. La Comisión de Derechos de la Niñez, considera de suma importancia llevar a 
cabo la reforma propuesta, ya que, por una parte, es necesario ampliar la protección sobre la 
no discriminación de la población con discapacidades distintas, quitando las limitantes que 
fija la ley, por la forma en la que está redactado el artículo referente a discriminación, 
refiriéndose solo a personas con discapacidades físicas y dar un alcance más amplio a la 
interpretación de este articulo, el cual debe referirse a los distintos tipos de discapacidad 
que existen, tales como la discapacidad mental, intelectual, psicosocial, entre otras.  

Para brindar pleno goce de derechos a la población de niñas, niños y adolescentes, es 
necesario eliminar cualquier tipo de discriminación, derivada de cualquier tipo de 
discapacidad, de este modo se podrá garantizar que la niñez y la adolescencia en 
condiciones diferentes puedan desarrollar el máximo de sus capacidades y elevar su calidad 
de vida. 

Por todo lo anterior, las y los integrantes de la Comisión de Derechos de la Niñez someten a 
consideración de esta Asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 16 de la Ley para la Protección de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes  

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 16 de la Ley para la Protección de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue: 

Artículo 16 . Niñas, niños y adolescentes tienen reconocidos sus derechos y no deberá 
hacerse ningún tipo de discriminación en razón de raza, color, sexo, idioma o lengua, 
religión; opinión política; origen étnico, nacional o social; posición económica; 
discapacidad , circunstancias de nacimiento o cualquier otra condición no prevista en este 
artículo. 

...  

Transitorio 
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Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, agosto de 2013. 

La Comisión de Derechos de la Niñez  

Diputados: Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica), presidenta; María del Rosario Merlín 
García, María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Cinthya Noemí Valladares Couoh, 
Guadalupe del Socorro Ortega Pacheco (rúbrica), Marina Garay Cabada (rúbrica), María 
Angélica Magaña Zepeda, Carmen Lucía Pérez Camarena (rúbrica), Gerardo Villanueva 
Albarrán (rúbrica), secretarios; Lucila Garfias Gutiérrez (rúbrica), Flor Ayala Robles 
Linares, Alberto Anaya Gutiérrez, Mirna Velázquez López. 
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De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de decreto que reforma el artículo 7 de 
la Ley Federal para prevenir y sancionar la Tortura  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Derechos Humanos de la LXII Legislatura, con fundamento en los artículos 
39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción II, 157, numeral 1, fracción I, 158 numeral 1, 
fracción IV, y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a su 
consideración el presente dictamen: 

I. Antecedentes  

1 . El 29 de abril de 2013 el diputado Mauricio Sahui Rivero, integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó iniciativa con proyecto de 
decreto .por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar la Tortura. 

2 . En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó 
dicha iniciativa a la Comisión de Derechos Humanos para su dictamen correspondiente, 
recibiéndose en la Comisión el 14 de mayo de 2013. 

II. Contenido de la iniciativa  

La iniciativa bajo estudio tiene por objeto que se adicionen dos artículos, el 4 Bis y el 4 Ter, 
así como que se reforme el artículo 7o. de la Ley Federal para prevenir y sancionar la Tortura. 

Con el supuesto previsto en el artículo 4 Bis que se propone adicionar a la referida ley, se 
pretende desvincular a los servidores públicos que presumiblemente han cometido un acto 
de tortura, de toda función que se encuentre relacionada con la detención o vigilancia de 
personas. El texto propuesto por el iniciante refiere que: 

Cuando se inicie una investigación sobre hechos constitutivos del delito de tortura y exista el 
riesgo de que el hecho se repita o se obstruya la investigación, se procurará que los 
funcionarios públicos probablemente involucrados en esos hechos, se les comisione realizar 
funciones que no estén relacionadas con la detención o vigilancia de personas. 

Por su parte, el contenido del artículo 4 Ter propuesto delinea el ámbito de aplicación espacial 
y personal de la ley al señalar que: 

Para efectos de la aplicación de la presente ley, se considera que los tribunales de los Estados 
Unidos Mexicanos tienen jurisdicción para conocer en los siguientes casos: 
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I. Cuando los delitos se cometan en cualquier parte de su territorio o a bordo de una aeronave 
o buque matriculado por éste; 

II. Cuando el presunto delincuente sea de nacionalidad mexicana; 

III. Cuando la víctima sea de nacionalidad mexicana; y 

IV. Cuando el presunto delincuente sea extranjero y se encuentre en territorio nacional, 
siempre y cuando se niegue a éste su extradición. 

Lo anterior, siempre y cuando el probable responsable no haya sido juzgado definitivamente 
en el país en que se cometió el delito. 

Finalmente, la reforma al artículo 7o. busca que en los reconocimientos efectuados por 
peritos a los reos, se apliquen formularios ajustados al anexo IV del Protocolo de Estambul 
de manera que se propone: 

En el momento en que lo solicite, cualquier detenido o reo deberá ser reconocido por perito 
médico legista; y en caso de falta de éste o si lo requiere además, por un facultativo de su 
elección. El perito deberá realizar el reconocimiento del reo en base a formularios ajustados 
al contenido del anexo IV del Protocolo de Estambul, quedando obligado a asentar en sus 
dictamen los signos físicos y psicológicos de tortura y malos tratos observados, debiendo 
expedir de inmediato el certificado correspondiente y en caso de apreciar que se han infligido 
dolores o sufrimientos, de los comprendidos en el primer párrafo del artículo 3o., deberá 
comunicarlo a la autoridad competente.  

Dicho reconocimiento médico deberá realizarse en un área en la que tanto el examinado como 
el perito tengan privacidad. 

El diputado iniciante, para sustentar su propuesta argumenta lo siguiente: 

– La existencia de diversos tratados internacionales de los que México es Estado parte y por 
virtud de los cuales tiene la obligación de emprender medidas para combatir y erradicar la 
tortura. 

– La insuficiencia de los actuales instrumentos jurídicos nacionales para erradicarla. 

– Las recomendaciones hechas por diversos órganos internacionales en la materia, en 
especial, el Comité Contra la Tortura (CAT) de las Naciones Unidas, el cual ha observado 
con preocupación que “la información proporcionada por el Estado Mexicano, según la cual 
se habrían dictado únicamente seis sentencias por tortura desde 2005, además de 143 
sentencias por abuso de autoridad, 60 por ejercicio abusivo de funciones y 305 por uso 
indebido de atribuciones”. 
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– La reciente reforma constitucional en materia – de derechos humanos (Publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011) que obliga a todas las autoridades a 
velar por la máxima protección de los–derechos humanos: 

Ahora bien, en cuanto a su propuesta concreta de modificación al marco legal 
correspondiente, el iniciante presenta los siguientes argumentos: 

– Con respecto a su propuesta de adicionar un artículo cuarto bis, señala que “responde a la 
necesidad de establecer qué ocurrirá con los funcionarios públicos probablemente 
involucrados en hechos constitutivos de tortura, durante la investigación de tales hechos; ello 
con la intención de procurar que dichos funcionarios públicos no interfieran en la 
investigación y evitar que realicen actividades en las cuales se pudieran dar nuevos hechos 
de ese tipo; sin que ello implique la pérdida del trabajo”. 

– Respecto de la adición del artículo cuarto ter, señala que “se pretende que la jurisdicción 
de los Tribunales de los Estados Unidos Mexicanos para conocer del ilícito de tortura, sea en 
su aspecto más amplio; ello con la intención de que no importando el lugar donde se 
cometieron dichos actos, éstos se puedan castigar y que no queden impunes con la restricción 
de que si dichos actos ya fueron juzgados definitivamente en otro país, no se podrán volver 
a analizar pues se estaría juzgando dos veces por los mismos hechos.  

–En cuanto a la reforma del artículo 7o para incluir en el mismo ciertos lineamientos 
señalados en el Protocolo de Estambul, el iniciante señala: “...por lo que hace a las personas 
sujetas a un procedimiento penal, los actos de tortura generalmente se presentan en la etapa 
de investigación, por lo que es de especial importancia que el reconocimiento médico que el 
perito haga del reo sea en esa etapa, mismo que deberá cubrir determinados requisitos 
tendientes a verificar si éste sufrió actos de tortura, requisitos que ya se encuentran 
establecidos en el Protocolo de Estambul...”. 

III. Consideraciones de la Comisión de Derechos Humanos  

Los derechos humanos se constituyen hoy por hoy en la piedra angular en que debe 
sustentarse el quehacer de todo el aparato estatal. 

El nuevo paradigma inaugurado con la reciente reforma constitucional, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, refuerza la máxima ya señalada desde la 
Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano de 1789: 

La meta de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e 
imprescriptibles del hombre (artículo 2). 

En este sentido, el Estado democrático, social y de derecho debe prevenir, proteger y 
garantizar todos los derechos humanos para todas las personas. 

Como órgano representante de la voluntad popular y en un ejercicio de coherencia con la 
reforma constitucional en materia de derechos humanos de junio de 2011, es evidente que 
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para hacer de los derechos humanos tutelados en nuestra Constitución una realidad, es 
necesario rearticular el aparato estatal, a fin de estar en aptitud de proteger y garantizar de 
una mejor manera los derechos que reconoce la Constitución. 

Como bien lo ha referido en otras ocasiones esta Comisión de Derechos Humanos, la tortura 
constituye uno de los crímenes más aberrantes que, aún hoy día, sujeta a su yugo a miles de 
personas y frente al cual debemos de tomar medidas contundentes. 

Si bien es cierto que aún existen muchos retos y obstáculos por superar, tanto en el campo 
normativo como en el de la aplicación fáctica de las disposiciones legales en la materia, 
también es cierto que en los últimos años el Estado Mexicano ha mostrado cada vez mayor 
voluntad política para combatir ese flagelo. 

En este sentido, el Congreso de la Unión ha reconocido la urgente necesidad de actualizar la 
legislación en comento y ha dado claras muestras de consenso y voluntad política de los 
grupos parlamentarios para hacerlo. Tan es así que el pasado 13 de diciembre de 2012 la 
Cámara de Diputados aprobó por unanimidad un dictamen de la Comisión de Derechos 
Humanos recaído a una Minuta del Senado en materia de tortura, mismo que el pasado 24 de 
abril de 2013 fue aprobado por la colegisladora –con modificaciones– y que versa 
precisamente sobre la necesidad de actualizar la ley en cuestión a los estándares 
internacionales en materia de tortura. 

La iniciativa que en esta ocasión motiva el presente dictamen sigue precisamente este hilo 
conductor para que nuestra legislación sea acorde a las obligaciones que soberanamente ha 
asumido el Estado mexicano ante el concierto general de las naciones. 

La propuesta del diputado iniciante versa sobre tres artículos, uno vigente que se pretende 
reformar y dos más que propone adicionar. 

En orden cronológico en este dictamen se analizarán las propuestas planteadas por el 
diputado iniciante utilizando como métodos interpretativos el sistemático y el funcional,1 de 
manera que ello permita determinar sobre la viabilidad o inviabilidad de cada una de las 
mismas. 

1. La adición de un artículo 4 bis  

La primera propuesta, que consiste en la adición de un artículo 4 bis a la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, pretende ser, sin lugar a dudas, una medida dirigida a 
resguardar la integridad de la presunta víctima, así como la debida realización de las 
investigaciones y aspectos concomitantes derivados del proceso jurisdiccional. Sin embargo, 
presenta múltiples complicaciones que, de suyo, podrían vulnerar el contenido material de 
los derechos y garantías del debido proceso penal. 

En primera instancia, el principio de presunción de inocencia se vería socavado pues si bien 
es cierto que a los presuntos sujetos activos de la comisión del delito de tortura, no se les 
estaría relevando de su cargo, también lo es que, por una medida de seguridad, se les 
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desvincularía de aquellas funciones relacionadas con la detención o vigilancia de personas. 
Esta medida, per se, implica una presuposición al menos fundada que pone en tela de juicio 
el principio de presunción de inocencia. Con esta acción, la autoridad estaría prejuzgando 
dentro del proceso penal y asumiendo una posición contraria al garantismo penal pues lejos 
de admitir el principio de “máxima protección a la persona” se estaría aplicando una medida 
propia del conocido modelo de “derecho penal del enemigo” que en lugar de centrarse en la 
presunción de inocencia toma como eje central la presunta peligrosidad de los sujetos, 
posición ésta que no puede ser compartida en un Estado democrático y de derecho como el 
nuestro. 

En efecto, conforme a la interpretación sistemática de los artículos 1, 14, tercer párrafo, 18, 
segundo párrafo, y 22, primer párrafo, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y, en consonancia con lo establecido por la Primera Sala de la Suprema Corte,2 
esta concluye que “[...] nuestro orden jurídico se decanta por el paradigma conocido como 
“derecho penal del acto” y rechaza a su opuesto, el ‘derecho de autor’ [...]” 

Esto es así porque el derecho penal garantista asumido por nuestro Estado, está limitado a 
trabajar sobre actos y no sobre la peligrosidad supuesta de los sujetos, característica propia 
de los Estados no democráticos que asumen el modelo de “derecho penal del enemigo”. De 
acuerdo con el insigne jurista y Ministro de la Corte Suprema de Justicia de Argentina, 
Eugenio Raúl Zaffaroni: 

La esencia del trato diferencial que se depara al enemigo consiste en que el derecho le niega 
su condición de persona. Sólo es considerado bajo el aspecto de ente peligroso o dañino... En 
la medida en que se trate a un ser humano como al o meramente peligroso y, por tanto, 
necesitando de pura contención, se le quita o niega su carácter de persona... el trato a un ser 
humano como cosa peligrosa que amenaza la seguridad o certeza acerca del futuro, no se 
limita a despersonalizar sólo al así tratado, sino que, reparando más detenidamente en esta 
cuestión, es conveniente advertir que la priorización del valor seguridad como certeza acerca 
de la conducta futura de alguien, y más aun su absolutización, acabaría en la 
despersonalización de toda la sociedad”. (negritas nuestras)3  

Como se ha señalado líneas arriba, sería contrario en un Estado garantista una disposición 
como la que plantea el diputado iniciante, en el sentido de que se procure que a los 
funcionarios públicos probablemente involucrados en esos hechos, se les comisiones a 
realizar otras funciones, no relacionadas con la detención o vigilancia de personas, con el 
propósito “de procurar que dichos funcionarios no interfieran en la investigación y evitar que 
realicen actividades en las cuales se pudieran dar nuevos hechos de ese tipo...”. 

De asumirse el planteamiento propuesto por el diputado, se estaría violentando claramente el 
principio de presunción de inocencia puesto que se estaría tomando como eje conductor la 
presunta peligrosidad de los sujetos, implementándose para ello una medida de contención 
(la de desvincularlo de su función) fundada en una razón de hechos o situaciones que no han 
ocurrido y cuya certeza de ocurrir tampoco se encuentra racionalmente fundada en un criterio 
que no apele a la supuesta peligrosidad. 
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El anterior argumento es bastante para considerar la inviabilidad de la propuesta planteada, 
no obstante, aún cuando pudiera argumentarse que tal pretensión no es contraria al 
garantismo penal, existen otros tantos argumentos para justificar su inviabilidad. 

Allende lo anterior, justificando la falta de adecuación con los principios garantistas en 
materia penal, es de señalar que esta medida conlleva un profundo carácter de subjetividad 
al incluirse la expresión “...se procurará que los funcionarios públicos probablemente 
involucrados en esos hechos, se les comisione a realizar funciones que no estén relacionadas 
con la detención o vigilancia de personas”. Toda vez que la misma no proporciona criterios 
racionalmente objetivos que permitan saber en qué casos si y en cuáles no se comisionará en 
funciones distintas a los servidores públicos. La única regla que nos proporciona la propuesta 
es la existencia de un riesgo de que el hecho se repita o se obstruya la investigación, la cual 
como es de advertirse, es profundamente amplia. 

Así, el riesgo que se toma frente a clausulas tan abiertas como la presente es que en vez de 
ser aplicada con una finalidad garantista, la misma pueda ser empleada más bien con un 
propósito político/ideológico para evitar que ciertas personas conozcan (o que otras más sean 
las que conozcan) del caso en cuestión. 

Cabe precisar además que en la propuesta planteada por el iniciante, no se señala cuál sería 
la autoridad encargada en funciones distintas a los servidores públicos involucrados, como 
tampoco se distingue al órgano del que dependen dichos servidores ya que puede tratarse de 
servidores pertenecientes al poder judicial como a la administración pública, y en uno u otro 
caso, si no señala quién sería la autoridad competente para ordenar la realización de funciones 
distintas a las de detención o vigilancia, podrían derivarse problemas de competencia. 

Ahora bien, si lo que se busca con la medida propuesta por el iniciante es resguardar la 
integridad de la víctima, así como las investigaciones correspondientes, en caso de existir 
indicios razonables fundados de que podrían verse éstos afectados, la autoridad judicial puede 
dictar las medidas y providencias que considere necesarias para protegerlos. 

Finalmente, en un examen realizado a diversos ordenamientos jurídicos, así como a la 
jurisprudencia internacional en la materia, esta Comisión de Derechos Humanos no ha 
encontrado lineamientos que permitan justificar racionalmente –sin vulnerar el principio de 
presunción de inocencia y demás características de un Estado constitucional y democrático 
de derecho– la propuesta presentada en este rubro. Por todas estas razones, se considera 
inviable la inclusión del artículo 4 bis. 

2. La adición del artículo 4 Ter  

Con relación a la propuesta de adicionar el artículo 4 Ter, se advierte que el diputado iniciante 
toma como parámetro para la inclusión de este artículo lo dispuesto en los dos instrumentos 
internacionales más importantes en materia de protección contra la tortura. Por una parte, del 
sistema universal de protección de los derechos humanos, la “Convención contra la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”, de la que México es parte4 y cuyo 
artículo 5 dispone: 
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Artículo 5  

1. Todo Estado parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre los 
delitos a que se refiere el artículo 4 en los siguientes casos: 

a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo de una 
aeronave o un buque matriculados en ese Estado; 

b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado; 

c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 

2. Todo Estado parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre estos delitos en los casos en que el presunto delincuente se hallé en cualquier territorio 
bajo su jurisdicción y dicho Estado no conceda la extradición, con arreglo al artículo 8, a 
ninguno de los Estados previstos en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida de conformidad 
con las leyes nacionales. 

Por otro lado, del sistema regional de protección de derechos humanos, el diputado toma 
como marco de referencia la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la Tortura, 
de la que México es estado parte,5 y cuyo artículo 12 dispone: 

Artículo 12  

Todo Estado parte tomará las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre el 
delito descrito en la presente Convención en los siguientes casos: 

a. cuando la tortura haya sido cometida en el ámbito de su jurisdicción; 

b. cuando el presunto delincuente tenga su nacionalidad; o 

c. cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 

Todo Estado parte tomará, además, las medidas necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre el delito descrito en la presente Convención cuando el presunto delincuente se 
encuentre en el ámbito de su jurisdicción y no proceda a extraditar lo de conformidad con el 
artículo 11. 

La presente Convención no excluye la jurisdicción penal ejercida de conformidad con ‘el 
derecho interno.  

Ciertamente, tales disposiciones son derecho válido en nuestro régimen interior y, a la vez 
obligaciones contraídas ante la comunidad internacional por lo que deben de ser cumplidas. 
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Allende, ambos instrumentos internacionales contienen el mandato de que los Estados parte 
tomarán las medidas necesarias para impedir los actos de tortura. 

En este tenor, no se desconoce la obligación anterior, misma que es planteada por el iniciante, 
sin embargo debe hacerse un análisis sistemático de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar 
la Tortura con el ordenamiento jurídico nacional del cual es parte, para determinar si la misma 
se encuentra ya prevista o no. 

Ante ello, es pertinente la siguiente cita: 

Cualquiera que sea el caso, el derecho no sólo es un conjunto de normas aisladas, sino que 
dichas normas constituyen un ordenamiento o un sistema con cierta estructura. Esta 
estructura consiste en que las normas de un ordenamiento no están recíprocamente 
desconectadas y son entre sí independientes sino que, por el contrario, hay relaciones entre 
las unas con las otras.6  

Ahora bien, la Ley Federal para prevenir y sancionar la Tortura dispone en su artículo 1o. lo 
siguiente: 

Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto la prevención y sanción de la tortura y se aplicará 
en todo el territorio nacional en materia de fuero federal y en el Distrito Federal en materia 
de fuero común. 

El elemento a interpretar en el presente artículo es el de la competencia espacial, o mejor 
dicho el “ámbito espacial de validez” de la ley en cuestión. En este sentido, habrá que 
analizarse sistemáticamente el sentido y alcance de dicha competencia. 

En primer lugar, el iniciante hace referencia a lo siguiente: Para efectos de la aplicación de 
la presente ley, se considera que los Tribunales de los Estados Unidos Mexicanos tienen 
jurisdicción para conocer...” 

Al ser una “Ley Federal” la que se pretende modificar, consecuentemente son los “Tribunales 
Federales” los competentes para su conocimiento. La competencia de los jueces federales se 
encuentran determinada por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, misma que 
en su artículo 50 dispone lo siguiente: 

Artículo 50. Los jueces federales penales conocerán: 

I. De los delitos del orden federal. 

Son delitos del orden federal: 

a) Los previstos en las leyes federales y en los tratados internacionales. En el caso del Código 
Penal Federal, tendrán ese carácter los delitos a que se refieren los incisos b) a i) de esta 
fracción; 
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b) Los señalados en los artículos 2 a 5 del Código Penal; 

c) Los cometidos en el extranjero por los agentes diplomáticos, personal oficial de las 
legaciones de la República y cónsules mexicanos; 

d) Los cometidos en las embajadas y legaciones extranjeras; 

e) a m)... 

II. a IV... 

En este artículo se advierte que al menos una de las propuestas del iniciante se encuentra ya 
prevista en el inciso d) de la fracción I. Pero también, una interpretación sistemático/analítica, 
el inciso b) de la fracción I, nos remite al Código Penal Federal. 

Cabe precisar, además, que la propia Ley Federal para prevenir y sancionar la Tortura 
dispone que se aplicarán supletoriamente las disposiciones contenidas en el Código Penal 
para el Distrito Federal en materia de fuero común, y para toda la república en materia de 
fuero federal;7 el Código Federal de Procedimientos Penales; el Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal y la Ley Reglamentaria del Artículo 119 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por su parte, el Código Penal Federal, al cual remite la propia Ley Federal para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, dispone el ámbito de aplicación material y espacial en el que se aplicará 
para los delitos del orden federal: 

Artículo 1o. Este Código se aplicará en toda la República para los delitos del orden federal. 

Artículo 2o. Se aplicará, asimismo: 

I. Por los delitos que se inicien, preparen o cometan en el extranjero, cuando produzcan o se 
pretenda que tengas efectos en el territorio de la República; o bien, por los delitos que se 
inicien, preparen o cometan en el extranjero, siempre que un tratado vinculativo para México 
prevea la obligación de extraditar o juzgar, se actualicen los requisitos previstos en el artículo 
4o. de este Código y no se extradite al probable responsable al Estado que lo haya requerido; 
y 

II. Por los delitos cometidos en los consulados mexicanos o en contra de su personal cuando 
no hubieren sido juzgados en el país en que se cometieron. 

Artículo 3o. Los delitos continuos cometidos en el extranjero, que se sigan cometiendo en la 
República, se perseguirán con arreglo a las leyes de ésta, sean mexicanos o extranjeros los 
delincuentes. 

La misma regla se aplicará en el caso de delitos continuados. 
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Artículo 4o. Los delitos cometidos en territorio extranjero por un mexicano contra mexicanos 
o contra extranjeros, o por un extranjero contra mexicanos, serán penados en la República, 
con arreglo a las leyes federales, si concurren los requisitos siguientes: 

I. Que el acusado se encuentre en la República; 

disposiciones de carácter federal se hagan al Código Penal para el Distrito Federal en materia 
de fuero común y para toda la república en materia de fuero federal, se entenderán referidas 
al Código Penal Federal”. 

II. Que el reo no haya sido definitivamente juzgado en el país en que delinquió; y 

III. Que la infracción de que se le acuse tenga el carácter de delito en el país en que se ejecutó 
y en la República. 

Artículo 5. Se considerarán como ejecutados en territorio de la República: 

I. Los delitos cometidos por mexicanos o por extranjeros en alta mar, a bordo de buques 
nacionales; 

II. Los ejecutados a bordo de un buque de guerra nacional surto en puerto o en aguas 
territoriales de otra nación. Esto se extiende al caso en que el buque sea mercante, si el 
delincuente no ha sido juzgado en la nación a que pertenezca el puerto; 

III1. Los cometidos a bordo de un buque extranjero surto en puerto nacional o en aguas 
territoriales de la República, si se turbare la tranquilidad pública o si el delincuente o el 
ofendido no fueren de la tripulación. En caso contrario, se obrará conforme al derecho de 
reciprocidad; 

IV. Los cometidos a bordo de aeronaves nacionales o extranjeras que se encuentren en 
territorio o en atmósfera o aguas territoriales nacionales o extranjeras, en casos análogos a 
los que se señalan para buques las fracciones anteriores; y 

V. Los cometidos en las embajadas y legaciones mexicanas. 

Como puede advertirse la propuesta presentada por el diputado iniciante se encuentra 
contenida tanto en el Código Penal Federal como en otras disposiciones normativas. 

Si bien la intención del iniciante es la armonización legislativa acorde a los parámetros 
internacionales y cabe señalar que la misma ya existe al estar prevista en otros dispositivos 
normativos que conforman el sistema u ordenamiento jurídico nacional. 

A mayor abundamiento es de mencionarse que la armonización legislativa es una tarea que 
se debe comprender al sistema jurídico, entendido éste como un conjunto pleno de 
normativas legales interrelacionadas y no como un conjunto de normas sin relación o 
vínculos concomitantes. 
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En concreto, se advierte que las propuestas del iniciante se encuentran ya previstas en el 
Código Penal Federal, y para ilustrar lo anterior se presenta el siguiente cuadro esquemático: 

 

Como puede advertirse, el Código Penal Federal prevé hipótesis generales a aplicarse 
tratándose de la competencia espacial y personal para los delitos, hipótesis en las que se 
ubican cada uno de los planteamientos elaborados por el incidente. 

Ahora bien, en cuanto al último párrafo que se pretende adicionar y que señala: “Lo anterior, 
siempre y cuando el probable responsable no haya sido juzgado definitivamente en el país en 
que se cometió el delito. Cabe señalar que existe un principio general de derecho que indica 
que “nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito”. Este principio está previsto en 
el artículo 23 Constitucional, así como el artículo 118 del Código Penal Federal. 

En este sentido, es dable concluir que cada una de las presentadas por el iniciante, se 
encuentran ya previstas sistema jurídico nacional. 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3890‐IV, martes 22 de octubre de 2013 

12 
 

3. La reforma del artículo 7o.  

Finalmente, en cuanto a la última propuesta del diputado consistente en reformar el vigente 
artículo 7o. de la Ley Federal para prevenir y sancionar la Tortura, la misma, al igual que las 
otras dos propuestas señaladas con antelación, se orienta a brindar mayores elementos que 
permitan la tutela de los derechos fundamentales. 

Esto es así porque para identificar con certeza, en los reconocimientos médicos, los casos en 
los que el detenido o reo pudiera haber sido objeto de tortura, se propone que en las 
inspecciones o reconocimientos hechos por los médicos legistas se apliquen los parámetros 
señalados en el anexo IV del Protocolo de Estambul. 

Analizando la naturaleza jurídica del Protocolo de Estambul se tiene que: 

a. Su nombre oficial es Manual de Investigación y Documentación Efectiva sobre Tortura, 
Castigos y Tratamientos Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

b. Se trata de un conjunto de reglas elaboradas por la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos en las que precisamente se señalan los 
procedimientos que deben seguir los Estados para documentar la tortura y sus consecuencias. 

Entonces, el diputado iniciante refiere en su propuesta que se aplicará el Anexo IV del 
Protocolo, sin embargo, se observa que no existe tal anexo en dicho documento porque el 
mismo está dividido en capítulos. En todo caso, considerando el planteamiento presentado 
en su iniciativa y del contenido del artículo de la Ley Federal para prevenir y sancionar la 
Tortura que pretende reformar, se entiende claramente que se refiere al capítulo IV de dicho 
Protocolo, denominado “Consideraciones generales relativas a las entrevistas”. Dicho 
capítulo comienza señalando: 

Cuando se entreviste a una persona que afirme haber sido torturada, se tendrá en cuenta una 
serie de cuestiones y factores prácticos. Las presentes consideraciones valen para todas las 
personas que realicen entrevistas, sean juristas, médicos, psicólogos, psiquiatras, defensores 
de los derechos humanos o miembros de cualquier otra profesión. A continuación se describe 
este “terreno común” y se trata de ponerlo en los distintos contextos que pueden hallarse 
cuando se investiga la tortura y se entrevista a sus víctimas.8  

En este capítulo, el Protocolo de Estambul detalla una serie de reglas que deben seguirse 
durante las entrevistas, tales como su finalidad, técnicas de interrogación, historia psicosocial 
y previa al arresto, resumen de la detención y los malos tratos (si los hubiera), circunstancias 
de la detención, lugar y condiciones de detención, utilización de intérpretes, cuestiones a 
considerarse por género, interpretación de hallazgos y conclusiones, entre otras. 

Como se advierte, el capítulo del Protocolo que se pretende sea aplicado durante los 
reconocimientos médicos es idóneo para la prevención del delito de tortura. Se trata de una 
norma que vendría a maximizar el contenido material del derecho fundamental a no ser objeto 
de la tortura. 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3890‐IV, martes 22 de octubre de 2013 

13 
 

Si bien es cierto, el Protocolo de Estambul no es un tratado jurídicamente vinculante, la 
obligatoriedad del mismo puede defenderse argumentativamente, atento al control de 
convencionalidad que recientemente ha sido asumido por vía jurisprudencial. 

Ciertamente, el Protocolo de Estambul es un manual sobre el tratamiento de la tortura 
elaborado por las Naciones Unidas, a través de diversos órganos especializados. En este 
sentido, constituye una interpretación auténtica9 sobre el deber de prevenir y garantizar la 
prohibición de la, tortura, así como también, de investigar y sancionar la comisión de esta 
conducta. 

La jurisprudencia nacional e internacional (así como la interpretación maximizadora de los 
derechos humanos contenida en el artículo 1o. constitucional) ha defendido la posición de la 
obligatoriedad de las interpretaciones que realicen los órganos internacionales autorizados, 
respecto de los tratados de los que un Estado es parte.10 Al ser México parte de la 
“Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”, dicho 
Protocolo es obligatorio. 

Sustenta este argumento, la siguiente cita del ex juez presidente de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, quién refiriéndose al ámbito americano señala: 

Sustento mi punto de vista en la consideración de que los Estados parte en la Convención 
Americana –y otras– han acogido este instrumento soberanamente, como parte de la 
preceptiva nacional, asumiendo los deberes que asigna y afrontando los derechos personales 
que reconoce. Y esos mismos Estados han aceptado –también soberanamente, al constituirse 
en partes de la CADH que la Corte IDH, tribunal suprenacional, es el órgano judicial llamado 
a interpretar las disposiciones convencionales. Por lo tanto, la interpretación de la Corte 
establece formal y oficialmente el alcance de tales disposiciones y, en consecuencia la 
medida de los deberes de los Estados y los derechos de los particulares. Así, no es posible 
sostener que las interpretaciones establecidas por la Corte IDH constituyan un punto de vista 
atendible o desatendible, y no un acto de necesaria observancia... Implican, como prefiero 
decir, una interpretación vinculan te de textos normativos asimismo vinculantes para los 
Estados, que deben ser entendidos y aplicados interiormente en los términos de la 
interpretación formal y final dispuesta por la Convención y ejercida por la Corte.11  

Se reafirma lo anterior con la siguiente tesis del Poder Judicial de la Federación: 

Control de convencionalidad en sede interna. Los tribunales mexicanos están obligados a 
ejercerlo. Tratándose de los derechos humanos, los tribunales del Estado mexicano como no 
deben limitarse a aplicar sólo las leyes locales, sino también la Constitución, los tratados o 
convenciones internacionales conforme a la jurisprudencia emitida por cualesquiera de los 
tribunales internacionales que realicen la interpretación de los tratados, pactos, convenciones 
o acuerdos celebrados por México; lo cual obliga a ejercer el control de convencionalidad 
entre las normas jurídicas internas y las supranacionales, porque éste implica acatar y aplicar 
en su ámbito competencial, incluyendo las legislativas, medidas de cualquier orden para 
asegurar el respeto de los derechos y garantías, a través de políticas y leyes que los 
garanticen.12  
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(negritas nuestras) 

Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Cabrera García y Montiel 
Flores vs. México, señaló:  

Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente de que las autoridades 
internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado es parte de un 
tratado internacional como la Convención americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, 
también están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por los efectos de las disposiciones 
de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas contraria a su objetivo 
y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles 
están en la obligación de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas 
internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas 
competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y 
órganos vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el 
tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana (negritas nuestro).13  

En consecuencia, para reforzar el contenido material del Protocolo en cita, sería conveniente 
la inclusión propuesta por el diputado iniciante, toda vez que la misma implica un contenido 
maximizador de los derechos humanos y no resulta contraria a ninguna disposición del 
ordenamiento jurídico nacional. Sólo cabría hacer dos ligeros cambios en la redacción 
propuesta por el iniciante; en primer lugar y toda vez que el legislador en su redacción 
propone: “El perito deberá realizar el reconocimiento del reo en base a formularios ajustados 
al contenido del anexo IV del Protocolo de Estambul...”; y el artículo 7o. se dirige no sólo al 
reo sino también a “cualquier detenido”, en este sentido se propone ampliar la redacción 
presentada por el iniciante a efecto de que también se maneje esa hipótesis. Adicionalmente, 
quienes integran este órgano legislativo, estiman oportuno que la referencia que se hace al 
Protocolo de Estambul sea ampliada a todos los instrumentos internacionales en la materia, 
a fin de que se contemplen, dentro de la norma, todos aquellos instrumentos supranacionales 
ya existentes o que sean creados en el futuro. 

Por todos los argumentos antes expuestos, la Comisión de Derechos Humanos del Congreso 
de la Unión, somete a consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforma el artículo 7o. de la Ley Federal para prevenir y sancionar la 
Tortura  

Artículo Único. Se reforma el artículo 70 de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la 
Tortura, para quedar como sigue: 

Artículo 7o. En el momento en que lo solicite cualquier detenido o reo deberá ser reconocido 
por perito médico legista; y en caso de falta de éste, o si lo requiere además, por un facultativo 
de su elección. El perito deberá realizar el reconocimiento del detenido o reo con base en 
formularios ajustados a los instrumentos internacionales en la materia, quedando obligado a 
asentar en su dictamen los signos físicos y psicológicos de tortura y malos tratos observados, 
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debiendo expedir de inmediato el certificado correspondiente y en caso de apreciar que se 
han infligido dolores o sufrimientos, de los comprendidos en el primer párrafo del artículo 
3o. de esta ley, deberá comunicarlo a la autoridad competente. 

Dicho reconocimiento médico deberá realizarse en un área en la que tanto el examinado como 
el perito tengan privacidad.  

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Notas  

1 El método sistemático parte de considerar al derecho como un sistema de nomas 
relacionadas y/o conectadas entre sí y no como un simple conjunto de nomas aisladas. Ver: 
VÁZQUEZ, Rodolfo. Teoría del derecho. Oxford University Press. México, 2007. Páginas 
66-67; Por su parte, el método funcional interpreta a la noma en razón del servicio o función 
que cumple dentro del subsistema social que es el derecho. Ver: VIGO, Rodolfo Luis. 
Interpretación constitucional. Ed. Abeledo Perrot. Buenos Aires, Argentina. 1993. Pág. 215–
217. 

2 Tesis Aislada: 18. CCXXXVII/2011 (9”); Décima Época; Primera Sala; Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Libro II, noviembre de 2011 Tomo 1; p. 198; materia 
constitucional. 

3 Zaffaroni, Eugenio Raúl. El enemigo en el derecho penal. Ed. Dykinson. Madrid, 2006. 
Pág. 18–20. 

4 México la firmó el 18 de marzo de 1985, fue aprobada por el Senado el 9 de diciembre de 
1985, aprobada mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación el 17 de enero de 
1986, vinculante para México a partir del 23 de enero de 1986 (vía ratificación) y, en vigor 
para nuestro país desde el 26 de junio de 1987. 

5 Fue firmado por México el 10 de febrero de 1986; aprobado por el Senado el 16 de 
Diciembre de 1986; vinculante para México a partir del 22 de junio de 1987 (ratificación); 
entrada en vigor para nuestro país el 22 de julio de 1987. 

6 Vázquez, Rodolfo. Ob. Cit. Pág. 66. 

7 Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de mayo de 1999, se 
modificó la denominación del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero 
Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal. Conforme al segundo 
transitorio del decreto: “Las menciones que en otras 
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8 Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes. “Protocolo de Estambul”. Serie de capacitación 
profesional número 8. Naciones Unidas. Nueva York. 2004. Página 47. Consultado en la 
página oficial de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos el 3 de junio de 2013, 15:32 horas. Disponible en: 
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/training8Rev1sp.pdf 

9 Por interpretación auténtica se entiende “aquella realizada por el autor mismo del 
documento interpretado, independientemente de la identidad del autor y la naturaleza del 
documento.” VAZOUEZ, Rodolfo. Teoría del derecho. Oxford University Press. México, 
2007. Pág. 202–203. 

10 Véase: García Ramírez, Sergio. “El control judicial interno de convencionalidad”. Ob. 
Cit.; Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Cabrera y Montiel Flores Vs. 
México. Párrafo 225; Tesis: 1.4o.A.91 K, “Control de Convencionalidad. Debe ser ejercido 
por los jueces del Estado mexicano en los asuntos sometidos a su consideración, a fin de 
verificar que la legislación interna no contravenga el objeto y finalidad de’ la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.” Cuarto Tribunal Colegiado en materia administrativa 
del primer circuito, Tomo XXXI, Marzo de 2010. Página 2927. 

11 García Ramírez, Sergio. “El control judicial interno de convencionalidad”. En: Revista 
del Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla. México, Año V, No. 29, Julio–Diciembre de 
2011. Pág. 138–139. 

12 Tesis XI.1o.A.T.47 K. Aislada. Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y 
del Trabajo del Décimo Primer Circuito. Número de registro 164611. Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta XXXI, mayo de 2010. Página 1932. 

13 Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Párrafo 225. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 20 días del mes de junio de 2013. 

La Comisión de Derechos Humanos  

Diputados: Miriam Cárdenas Cantú (rúbrica), presidenta; Rodimiro Barrera Estrada 
(rúbrica), María Esther Garza Moreno (rúbrica), Gabriel Gómez Michel (rúbrica), Carlos 
Fernando Angulo Parra (rúbrica), Verónica Sada Pérez, María de Lourdes Amaya Reyes 
(rúbrica), Margarita Elena Tapia Fonllem, Martha Edith Vital Vera (rúbrica), José Francisco 
Coronato Rodríguez (rúbrica), Loretta Ortiz Ahlf (rúbrica), René Ricardo Fujiwara 
Montelongo (rúbrica), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo, Carlos Humberto Castaños 
Valenzuela, Francisco Javier Fernández Clamont (rúbrica), María del Rocío García Olmedo 
(rúbrica), María de Jesús Huerta Rea (rúbrica), María Teresa Jiménez Esquivel, Roxana Luna 
Porquillo, Roberto López Suárez (rúbrica), María Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), José 
Luis Muñoz Soria (rúbrica), Vicario Portillo Martínez, Elvia María Pérez Escalante, Cristina 
Ruiz Sandoval (rúbrica). 
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De la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y 
deroga diversas disposiciones de la Ley Federal para prevenir y eliminar la Discriminación  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados de la LXII Legislatura, con 
fundamento en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 80, numeral 1, fracción I; 81, numeral 
1; 157, numeral 1, fracción I, y 158 numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, somete a su consideración el presente dictamen al tenor de los siguientes 

Antecedentes 

1. En sesión ordinaria celebrada el 26 de octubre de 2010, el senador Alfonso Elías Serrano, 
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, de la LXI Legislatura del 
Honorable Congreso de la Unión, presentó ante el Pleno una iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal para 
Prevenir y Eliminar la Discriminación, de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos y de la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado.  

En esa misma fecha, la Mesa Directiva turnó dicha iniciativa a las Comisiones Unidas de 
Derechos Humanos y de Estudios Legislativos, Primera, de la Cámara de Senadores, para su 
correspondiente análisis, discusión y dictamen.  

2. En sesión ordinaria del 26 de abril de 2011, el senador Manuel Velasco Coello, del Grupo 
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México de la LXI Legislatura del Honorable 
Congreso de la Unión, presentó ante el Pleno una iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se reforma el artículo 11 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. 

Ese mismo día la Mesa Directiva turnó dicha iniciativa a las Comisiones Unidas de Derechos 
Humanos y de Estudios Legislativos, Primera, de la Cámara de Senadores, para su 
correspondiente análisis, discusión y dictamen.  

3. En sesión ordinaria celebrada el 28 de febrero de 2012, los senadores Rosario Ibarra de 
Piedra, Renán Cleominio Zoreda Novelo y José Luis Máximo García Zalvidea, integrantes 
de los Grupos Parlamentarios del Partido del Trabajo, del Partido Revolucionario 
Institucional y del Partido de la Revolución Democrática, respectivamente, de la LXI 
Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, presentaron ante el Pleno una iniciativa con 
proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. 
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La Mesa Directiva turnó ese día la referida iniciativa a las Comisiones Unidas de Derechos 
Humanos y de Estudios Legislativos, Primera, de la Cámara de Senadores, para su 
correspondiente análisis, discusión y dictamen.  

4. El 24 de abril de 2012, la Cámara de Senadores remitió a la Cámara de Diputados la minuta 
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley 
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. 

5. La Presidencia de la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados turnó el 25 de abril de 
2012, a la Comisión de Derechos Humanos dicha minuta para su dictamen.  

Contenido de la minuta  

La referida minuta de la colegisladora promueve la reforma, adición y derogación de diversas 
disposiciones de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED) para:  

1. Fortalecer el sistema nacional de combate y prevención de la discriminación. 

2. Incluir en la ley los términos de uso más frecuente en la materia. 

3. Armonizar la definición de “discriminación” en los términos previstos en instrumentos 
internacionales y aumentar la referencia a las condiciones en que puede encontrarse un ser 
humano que motivan un trato desigual no justificado, ilegítimo o arbitrario, haciendo más 
explícita la prohibición en ese rubro. 

4. Precisar los supuestos de trato diferenciado que no constituyen conductas discriminatorias 
por ser razonables, proporcionales y objetivas.  

5. Reformular las medidas de inclusión y de igualación, así como las acciones afirmativas a 
favor de la igualdad de trato y de oportunidades entre las personas, estableciendo una 
definición de dicha medidas y acciones, delimitando los sujetos obligados a implementarlas 
y a los que se deben orientar, así como precisando el objetivo de aquéllas y enunciando el 
catálogo respectivo con sus principales características. 

6. Fortalecer las atribuciones del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación –
Conapred–, a fin de hacer más eficiente su desempeño. 

7. Determinar que el Conapred es la autoridad facultada para interpretar y aplicar la LFPED. 

8. Aumentar el número de integrantes en la Junta de Gobierno del Consejo del Conapred a 
fin de equilibrar la participación entre los representantes de la Administración Pública 
Federal y diversos sectores sociales.  

9. Establecer una cuota de género para integrantes de la Asamblea Consultiva al establecerse 
que no podrá contar con más del 50% de personas del mismo sexo.  
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10. Fijar criterios para optimizar las facultades de la Presidencia del Conapred, y ampliar la 
duración del cargo a cuatro años, con posibilidad de ratificar el nombramiento por una sola 
ocasión por un periodo igual, con la finalidad de posibilitar una mayor continuidad a los 
trabajos del organismo. 

11. Señalar los requisitos para ser titular de la Presidencia del Conapred con la intención de 
garantizar que la persona que ocupe ese cargo, cuente con conocimientos y experiencia 
profesional en el tema del combate a la discriminación. 

12. Unificar el procedimiento de queja y reclamación, con el propósito de facilitar el acceso 
a la justicia a las personas que consideren lesionado su derecho a la no discriminación. 

13. Facultar al Consejo del Conapred para imponer medidas administrativas y de reparación 
a servidoras o servidores públicos, y de manera novedosa a particulares para los casos en que 
se compruebe la comisión de conductas discriminatorias. Estas medidas son, entre otras el 
restablecimiento del derecho, compensación por el daño ocasionado, amonestación pública, 
disculpa pública o privada y, garantía de no repetición del acto discriminatorio.  

En los términos señalados se esbozan las aportaciones contenidas en la minuta que se analiza, 
por lo que en ejercicio de las atribuciones que se confieren a esta Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la normatividad que regula el 
quehacer de este órgano legislativo, sus integrantes, quienes ahora dictaminan, plantean las 
siguientes:  

Consideraciones  

Primera. La LFPED fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 
2003 y entró en vigor al día siguiente. Esta ley es reglamentaria del artículo 1º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos e introdujo al orden jurídico nacional 
disposiciones que tienen por objeto prevenir y eliminar todas las formas de discriminación 
que se ejerzan contra cualquier persona, así como promover la igualdad de oportunidades y 
de trato. Regula además la organización, operación y funcionamiento del Conapred como 
organismo descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios.  

A partir de la entrada en vigor de esta ley, su marco regulatorio favoreció, por una parte, que 
en los últimos siete años se emitieran por las entidades federativas 24 leyes estatales en la 
materia; se tipificaran 30 conductas relacionadas con la discriminación en 21 ordenamientos 
jurídicos y que se crearan en los estados del país organismos o unidades especializados en su 
prevención y atención.  

Por otra parte, al regular y definir en esa ley las bases sustanciales para la prevención y 
atención de la discriminación, se fue delineando en nuestra sociedad una cultura de respeto 
al derecho a la igualdad y a la dignidad de las personas, que ha motivado que la ciudadanía 
se inconforme en mayor medida ante la realización de actos discriminatorios.  
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Segunda. Resulta conveniente señalar que a pesar de los avances legislativos y las acciones 
para apuntalar las políticas públicas de combate a la discriminación, ésta aún se encuentra 
arraigada en la sociedad mexicana, como lo advirtió el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial de las Naciones Unidas, en el mes de marzo de 2012, durante su 80º 
periodo de sesiones, en donde expresó:  

“... su seria preocupación ante el hecho que a pesar [de] que el Estado parte tiene una 
institucionalidad muy desarrollada para combatir la discriminación racial, ésta sigue siendo 
una realidad estructural”.1  

El fenómeno de discriminación estructural a que alude el citado comité se ve reflejado en las 
dos Encuestas Nacionales sobre la Discriminación en México –ENADIS-, realizadas en 2005 
y 2010.  

De los resultados de las ENADIS se desprende que:  

1. En nuestra sociedad hay todavía quienes consideran que las mujeres y algunos grupos 
sociales sólo tienen los derechos que creemos deben tener y no los que, por su dignidad 
humana son inherentes a ellos. Ejemplo de esto es que casi 30% de la población opina que 
las niñas y los niños deben tener los derechos que sus padres les quieran dar.  

2. Por muchos años se han afianzado –a partir de estereotipos y estigmas- conductas y 
comportamientos a partir de los cuales se pretende justificar la desigualdad de trato y de 
oportunidades. Muestra de ello es que la mitad de la población considera que no se justifica 
dar trabajo a una persona con discapacidad física, cuando en el país hay desempleo.  

3. Se asigna a la población que sufre en mayor medida la discriminación, la responsabilidad 
de la misma. Se piensa que son sus características de identidad las que los sitúan en 
desventaja, y no el hecho de que vivan en una sociedad que no fue diseñada para todas y para 
todos.  

4. 40% de las minorías étnicas consideran que sus integrantes no tienen las mismas 
oportunidades para conseguir trabajo que el resto de la población.  

5. En contextos de mayor inseguridad y de competencia por bienes escasos –de todo tipo-, 
las personas y los colectivos son proclives a crear barreras ante todo aquello que es diferente, 
y que consideran representa riesgos o amenazas.  

6. La mitad de la población opina que se justifica llamar a la policía cuando hay muchos 
jóvenes juntos en una esquina. 

7. La arraigada cultura social de privilegios, prevaleciente desde hace siglos, hace complejo 
asumir en la práctica, que la dignidad y los derechos son para ser ejercidos de igual manera. 
80% de la población cree que en México se dan de comer los alimentos sobrantes a las 
personas que hacen el trabajo del hogar.  
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8. La diversidad en lugar de enriquecer divide. Las diferencias que existen en la sociedad o 
entre las personas y grupos sociales son fuente de conflicto. Por ejemplo, 40% de la población 
opina que las preferencias sexuales distancian mucho a la gente.  

Considerando lo anterior, a juicio de esta Comisión dictaminadora, las reformas planteadas 
a la LFPED adquieren sentido y congruencia y además permiten armonizar su texto con el 
marco garantista que se deriva de la reciente reforma constitucional en materia de derechos 
humanos, que incorporó obligaciones en materia de no discriminación establecidas en 
alrededor de 50 instrumentos internacionales.  

Tercera. Tanto a nivel nacional como internacional hay una creciente demanda y presencia 
del tema de no discriminación. El citado Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial de las Naciones Unidas, también expresó en sus observaciones que:  

“...toma nota con interés del proyecto de reforma [a la LFPED], el cual cuenta con una 
definición de discriminación acorde al artículo 1 de la Convención (CERD), y tiene el 
objetivo de impulsar leyes locales en el país y anima vivamente al Estado parte a finalizar el 
proceso de su aprobación . El Comité asimismo recomienda al Estado parte intensificar sus 
esfuerzos para lograr la armonización de la legislación y normatividad en materia de derechos 
de los pueblos indígenas a todos los niveles...”.  

Por lo que resulta más que evidente la necesidad de fortalecer la prevención y eliminación de 
la discriminación en México, por lo que el paso a seguir, de acuerdo a lo que dictan las 
obligaciones internacionales, es fortalecer la legislación aplicable.  

Cuarta. Esta Comisión dictaminadora comparte con la Colegisladora, la convicción de que 
con las reformas motivo del presente dictamen se posibilitará:  

1. Ampliar la definición de discriminación con la finalidad de regular la discriminación 
directa e indirecta, así como la formal y sustantiva. También, de especificar las condiciones 
que motivan la discriminación, a fin de que nuestra legislación responda a la realidad del 
México actual y prevea la esencia protectora contenida en los instrumentos internacionales 
en materia de derechos humanos.  

De esa manera se ampliará el ámbito protector de la ley, así como el ámbito de acción del 
Conapred.  

Además, al incorporar nuevas definiciones como las de igualdad de oportunidades, ajustes 
razonables y diseño universal se dará mayor certeza a los trabajos de interpretación de la 
propia ley.  

Aunado a lo anterior, para la dictaminadora estos conceptos que la Colegisladora estima debe 
introducirse en el cuerpo de la ley, considera que los mismos también habrán de impactar en 
las políticas públicas del Estado Mexicano para abonar al respeto del derecho a la igualdad.  
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2. Consolidar la prohibición a discriminar para de esa manera fortalecer el sistema nacional 
de combate y prevención a la misma. Lo anterior porque esta reforma es congruente con el 
texto constitucional y ratifica la convicción del Honorable Congreso de la Unión para la 
defensa y respeto irrestricto de los derechos humanos.  

3. Precisar los supuestos de trato diferenciado que no se consideran discriminatorios, mismos 
que se agrupan en:  

a. Acciones afirmativas, y 

b. Distinciones basadas en criterios razonables, proporcionales y objetivos.  

4. Ampliar el catálogo de conductas que constituyen un acto de discriminación, para 
incorporar situaciones que la realidad actual está generando.  

5. Fortalecer la actuación del Conapred como instancia rectora en el combate a la 
discriminación y de las responsabilidades de la Administración Pública Federal en la materia. 
De esta manera, ese organismo operará con mayor eficacia y eficiencia en el seguimiento 
tanto de políticas públicas, como de reformas legislativas que garanticen la igualdad y 
combatan la no discriminación.  

6. Precisar que el rango de aplicación de la ley es para los poderes públicos federales.  

7. Determinar la naturaleza y el alcance de las siguientes medidas:  

a. De nivelación que s on aquellas que se orientan a eliminar las barreras de todo tipo que 
obstaculizan el ejercicio de derechos y libertades para toda la población.  

b. De inclusión que generan las circunstancias para que todas las personas gocen y ejerzan 
sus derechos en igualdad real de oportunidades. 

c. Afirmativas como a quellas medidas específicas y de carácter temporal que se realizan en 
favor de personas o grupos en situación de discriminación, con la finalidad de corregir 
condiciones patentes de desigualdad en el goce o ejercicio de derechos y libertades.  

8. Reformar el nombre del Programa Nacional para Prevenir y Eliminar la Discriminación 
por el de Programa Nacional para la Igualdad y no Discriminación, otorgándole al mismo 
carácter de especial, a fin de que sea el mecanismo de articulación de los trabajos que 
desarrollen las instancias públicas federales en esa materia.  

9. Incrementar el número de integrantes de la Junta de Gobierno, así como el de sus invitados 
permanentes, a fin de, por una parte, se incorpore a ese órgano deliberativo la participación 
de representantes de las nuevas instituciones que se han creado en años recientes para 
combatir la discriminación y, por otra parte, dar mayor participación a organismos de la 
sociedad civil.  
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10. Redefinir el perfil del titular del Conapred, a partir de la modificación de los requisitos 
para ocupar ese cargo. 

11. Extender el período por el que se desempeñará el cargo de Presidente del Conapred para 
pasar de tres a cuatro años y de esa manera, dar mayor estabilidad a la administración del 
Consejo.  

12. Reformar el Capítulo V de la LFPED con el objetivo de unificar el procedimiento de 
queja y reclamación en uno solo. De esta manera se logrará que los procedimientos tengan el 
mismo carácter obligatorio para servidores públicos y particulares. A la fecha, la ley vigente 
sólo tiene carácter vinculante para las autoridades, ya que, respecto a los actos que son 
cometidos por particulares, el Conapred carece de facultades para sancionarlos. 

13. Establecer un capítulo de medidas de reparación, adicionales a las medidas 
administrativas ya contempladas por la LFPED vigente, con el objeto de inhibir conductas o 
prácticas discriminatorias, así como restituir los daños causados por dichas conductas. Tales 
medidas serán:  

a. Restitución del derecho violentado por el acto discriminatorio.  

b. Compensación por el daño ocasionado por la conducta discriminatoria.  

c. Amonestación pública.  

d. Disculpa pública o privada. 

e. Garantía de no repetición del acto o conducta discriminatoria.  

Quinta. Esta Comisión dictaminadora manifiesta su posición en lo general a favor de la 
minuta objeto de estudio y reconoce que la aprobación de la misma impulsará el desarrollo y 
aplicación del derecho humano a la igualdad que se materializa en la prohibición de 
discriminar. Sin embargo, es menester hacer notar, que la minuta remitida por la 
colegisladora adolece de diversos defectos de técnica legislativa y, en virtud de ello, este 
órgano colegiado ve necesario presentar diversas reservas para la discusión y votación en lo 
particular del presente dictamen proponiendo la modificación, adición o eliminación de 
artículos contenidos en el proyecto de decreto de la minuta, por lo que esta colegisladora 
considera pertinente realizar las siguientes: 

Observaciones y propuestas de modificación  

Para una mejor comprensión de las observaciones que esta Comisión Dictaminadora realiza, 
quienes la integramos optamos por establecer dos apartados: uno para referir cuestiones de 
forma y técnica legislativa y otro para señalar cuestiones de fondo en donde abordamos 
consideraciones jurídicas que sustentan la oposición a ciertas reformas y adiciones que se 
proponen, pero planteando una propuesta alterna que permita conseguir el fin último de la 
minuta: consolidar el marco jurídico para el combate eficaz a la discriminación. Con base en 
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ello, en este segundo apartado incluimos algunos artículos para lograr una total congruencia 
en todo el articulado de la ley objeto de reformas y adiciones, fundamentalmente en lo que 
se refiere a la utilización del lenguaje que predomina en la minuta que se analiza. 

Las cuestiones de forma y técnica legislativa  

Del análisis del contenido total de la minuta objeto del presente dictamen y su confrontación 
interna, así como del cotejo con la ley vigente, se observan en el artículo único del proyecto 
de decreto múltiples desaciertos y omisiones en la cita de los artículos o de las fracciones que 
forman parte de éstos, ya se trate de reformas, adiciones e incluso cuando los artículos o las 
facciones se derogan. 

En tal contexto, se hace necesario detallar los yerros de que adolece ese artículo único, para 
lo cual se enlistan y, con el propósito de no ser repetitivos en cuanto a la parte de la minuta 
en que se localizan, en cada uno de ellos se sostienen las propuestas para subsanarlos: 

1. Se establece que se reforman las fracciones I, V, VI, XII, XIII, XV, XIX, XXVII y XXVIII 
del artículo 9 de la LFPED; sin embargo, se omite referir que también se reforma el segundo 
párrafo del propio artículo 9, por lo cual se propone incluirlo. 

2. Respecto también al artículo 9, se indica que se adicionan las fracciones XXII Bis, XXII 
Ter, así como de la XXIX a la XXXIV, cuando se desprende que no es así, siendo que las 
dos primeras se insertan ocupando el lugar correspondiente a las fracciones XXIII y XXIV, 
recorriendo con ello el orden de las subsecuentes, resultando las adicionadas las que se 
encuentran de la fracción XXXI a la XXXV. En consecuencia, se considera necesario que en 
el texto del articulado se adecúen las fracciones tal y como se propone en esta observación.  

3. Se señala que se reforma la denominación del Capítulo Tercero del Título I, sin embargo 
se observa que no hay tal reforma, ya que la denominación de ese capítulo se mantiene –
Medidas Positivas y Compensatorias a favor de la Igualdad de Oportunidades-. 
Adicionalmente, es necesario precisar que la alusión que se hace al Título I es incorrecta 
porque éste no existe en la LFPED, toda vez que la misma no se estructura por títulos, sino 
por capítulos, por lo que debe eliminarse la referencia al Título I a que hace alusión la minuta. 

4. En lo que respecta al artículo 10, el proyecto de decreto señala que el mismo se reforma y 
que se derogan sus fracciones I a IV; empero, se observa del texto correspondiente que tal 
precepto no se reforma, sino que se deroga en su totalidad. Por lo cual se sugiere que se 
precise de esa manera.  

5. Idéntica situación a la descrita en el inciso anterior ocurre con el artículo 11, pues se hace 
mención a que éste se reforma y que sus fracciones I a IX se derogan, cuando en realidad 
dicho numeral se deroga en su totalidad, por lo cual debe indicarse así en el proyecto de 
decreto. 

6. También se establece que se reforman los artículos 12, 13 y 15, sin embargo, debe 
corregirse y señalarse que tales preceptos no se reforman, sino que se derogan. 
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7. Se omite incluir al artículo 14 del listado de los preceptos que se derogan cuando es lo que 
acontece. Ante ello se sugiere se incluya. 

8. Se señala que se adicionan los artículos 13 Bis, 15 Bis y 15 Ter, lo que no es así, dado que 
en el articulado no se encuentran insertos, por lo cual deben eliminarse en los términos que 
señala el proyecto de decreto. 

9. Se observa que se adiciona un Capítulo IV denominado “De las Medidas de Igualación, 
Medidas de Inclusión y Acciones Afirmativas” con sus correspondientes artículos 15-A, 15-
B, 15-C, 15-D, 15-E, 15-F, 15-G y 15-H. Al respecto cabe señalar que el capítulo de 
referencia no se incluye en el citado artículo único del proyecto de decreto, como también se 
obvió aclarar que los subsecuentes capítulos de la LFPED vigente se recorren en virtud de 
tal adición. Además de lo anterior, esta dictaminadora encuentra que en el artículo 15-E 
aparece una fracción VI acéfala. Se propone que lo anterior se corrija y también que se 
cambie la denominación de los artículos 15-A a 15-H por 15 Bis, 15 Ter, 15 Quáter, 15 
Quintus, 15 Sextus, 15 Séptimus, 15 Octavus y 15 Novenus, a efecto de armonizar la 
nomenclatura de dichos preceptos con la que se da a otros artículos adicionados en la minuta. 

10. En lo referente al artículo 20, el contenido del proyecto de decreto no específica que se 
reforma el párrafo primero, se derogan las fracciones I a XIX, ni que se adicionan las 
fracciones XX a LVII, sólo expresa de manera genérica que el mismo se reforma y adiciona. 
Se propone que en el proyecto de decreto se exprese claramente que dicho artículo se reforma 
en su párrafo primero, se derogan sus fracciones I a XIX y se adicionan sus fracciones XX a 
LVII, para que así tenga congruencia lo plasmado en el proyecto de decreto con los cambios 
contenidos en el articulado de la minuta.  

11. Por otra parte, la fracción XLIII del citado numeral 20 que se propone adicionar en la 
minuta aparece como fracción XXLIII [sic], por lo que se propone la correcta denominación 
de la misma como fracción XLIII.  

12. No se hace alusión a la adición de la Sección Cuarta “De la Junta de Gobierno” Capítulo 
IV actual –Quinto en la minuta- “Del Consejo Nacional para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación”, por lo que esta comisión propone incluirlo.  

13. Refiere de manera general que se reforma el artículo 23 de la LFPED, sin embargo, basta 
la simple lectura de la minuta para percatarse que tal precepto no solamente se reforma en su 
párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y sus fracciones I a V, sino que también se reforma 
su actual párrafo quinto y se recorre al párrafo sexto y se adicionan las fracciones VI y VII y 
un párrafo quinto, por lo que esta dictaminadora propone que se especifiquen dichas reformas 
y adiciones.  

14. En lo tocante al artículo 24 de la LFPED, se establece que se reforma y adiciona dicho 
precepto, sin especificar que se reforman las fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII. A la vez, 
no se precisa que a tal precepto se le adicionan las fracciones II Bis, IX y X, ni que se deroga 
la fracción VIII y que la IX se recorre y pasa a ser la fracción XI, por lo cual, ante tales 
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omisiones y con el propósito de dar congruencia al contenido de la minuta, esta comisión 
propone hacer las modificaciones a la misma en el sentido señalado. 

15. No se establece que se adiciona una Sección Quinta “De la Presidencia” del actual 
Capítulo IV –Quinto en la minuta- “Del Consejo Nacional para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación”, por lo que este órgano colegiado propone la inclusión de dicha adición en 
el mismo. 

16. Solamente se señala de manera genérica que se reforma y adiciona el artículo 26, sin 
especificar de manera concreta que el precepto 26 se reforma en su párrafo primero y se le 
adicionan el segundo párrafo y las fracciones I, II y III. Por lo que esta comisión propone se 
incluyan las precisiones apuntadas.  

17. En lo que respecta al artículo 30 de la LFPED, únicamente se establece de manera 
genérica que el mismo se reforma y adiciona; sin embargo, se desprende que el mismo es 
objeto de múltiples reformas, adiciones e incluso de una derogación, mismas que se hacen 
necesario precisar, por lo cual esta comisión propone: 

a. Se sustituya el número de fracción a las fracciones adicionadas II y III por la I Bis y I ter 
respectivamente, y en consecuencia se reajusten a su posición original cada fracción. 
Asimismo, en virtud de que se adiciona una fracción XI al artículo en mención, debe 
precisarse que la actual fracción XI se recorre a la XII.  

b. Por lo que hace a los cambios propuestos al precepto en mención, debe especificarse en el 
proyecto de decreto, que se reforman: el párrafo primero y las fracciones II, III, IV, V, VII, 
VIII, IX, X y XI. Por su parte, debe señalarse que se deroga la actual fracción VI y que se 
adiciona una fracción XI, recorriéndose la actual fracción XI a la XII.  

c. En lo relativo a la fracción XII recorrida y reformada –antes XI- debe quitarse el acento a 
la palabra “ésta” ya que en los términos redactados se incurre en un notorio error de 
ortografía.  

18. La actual Sección Cuarta “De la Asamblea Constitutiva” del Capítulo IV –ahora Quinto 
en la minuta- “Del Consejo Nacional para Prevenir y Eliminar la Discriminación” pasa a ser 
la Sección Sexta, por lo cual debe señalarse esta adición.  

19. De igual forma no se contempla modificación alguna al numeral 35 de la LFPED; sin 
embargo, se advierte con claridad que dicho precepto es objeto de reforma, por lo que se 
propone hacer la mención expresa de ello. 

20. Se señala que el artículo 38 es objeto de reforma e, incluso, se inserta en el texto de su 
articulado. No obstante lo anterior, esta comisión ha detectado que a dicho artículo no se le 
hace modificación alguna, por lo cual, se propone eliminarlo del contenido de la minuta. 
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21. Se expresa que se reforma la fracción V del artículo 39, cuando en realidad dicho precepto 
y particularmente la fracción en comento no son sujetos de modificación alguna. Por lo que 
no debe incluirse en el decreto. 

22. Las vigentes Secciones Sexta y Séptima, “Prevenciones Generales” y “Régimen de 
Trabajo” del ahora Capítulo Quinto en la minuta- “Del Consejo Nacional para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación”, pasan a ser las Secciones Octava y Novena, respectivamente. 
Por lo cual, debe señalarse este cambio. 

23. La minuta en comento modifica la denominación del Capítulo V de la Ley a “Del 
Procedimiento de Queja”; sin embargo, dicha modificación no se expresa, por lo cual, esta 
dictaminadora propone la inclusión de dicha expresión en el mismo. 

24. Otra observación detectada por esta comisión es la referente a la denominación de la 
Sección Primera del recorrido Capítulo V en mención, ya que la misma anota: Disposiciones 
generales –esta última palabra con minúscula- siendo que en su correlativo de la LFPED 
vigente se redacta con mayúscula. Al respecto este órgano legislativo propone redactar dicho 
término con letra “G” mayúscula. 

25. En lo relativo al artículo 43, se dice que dicho precepto se reforma y adiciona, pero se 
detectó que a dicho artículo se le adiciona un primer párrafo y el primero vigente se reforma 
y pasa a ser segundo, por su parte el segundo párrafo actual pasa a ser el tercero en la minuta 
y se adiciona un cuarto párrafo al artículo que se analiza. En virtud de lo anterior, esta 
dictaminadora considera que dichos cambios se deben precisar en el ARTÍCULO ÚNICO y 
no solamente mencionar de manera general que tal precepto se reforma y adiciona. 

26. Simplemente se hace referencia a que el artículo 44 se reforma y adiciona, pero se 
considera necesario que se indique de manera detallada que el precepto se reforma en su 
primer párrafo y se le adiciona un segundo párrafo. 

27. En lo tocante al precepto 48, no se menciona que tal disposición es objeto de 
modificación; no obstante, en el contenido del articulado de la minuta se percibe que tal 
precepto es objeto de reforma en su párrafo primero y de adición de un párrafo segundo, por 
lo tanto, se propone que tal reforma y adición sean señaladas claramente. 

28. Se señala que se adicionan un artículo 48 Bis y un 48 Ter; sin embargo, en el cuerpo de 
la minuta únicamente se adiciona el primero de los dos preceptos y por tal razón, se propone 
eliminar el segundo de los preceptos del texto del ARTÍCULO ÚNICO. 

29. Se establece que se adiciona un artículo 49 Bis, cuando no se adiciona dicho precepto y 
se detecta que el cambio que sí se plasma es la reforma del artículo 49. Ante ello, esta 
comisión estima pertinente eliminar la referencia a la adición del artículo 49 Bis e insertar la 
que establece la reforma del artículo 49. 
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30. No se señalan modificaciones al numeral 50, pero en el cuerpo normativo de la minuta 
este precepto aparece reformado en su primer párrafo y adicionado con un párrafo segundo 
y un tercero. En razón de lo anterior, se propone incluir tales modificaciones. 

31. En lo tocante al artículo 51, se menciona que se reforma y adiciona, pero solamente se 
reforma y no se adiciona. Ante esta discrepancia, se plantea que se señale únicamente la 
reforma del mismo y se elimine la mención de adición. 

32. Idéntica situación a la acabada de referir acontece con el artículo 52, por lo cual, esta 
comisión propone que únicamente se indique que el precepto citado se reforma y se suprima 
la mención de su adición. 

33. En cuanto al artículo 53, aplica la misma observación de los puntos 31 y 32, por lo que 
esta comisión propone que solamente se indique la reforma a tal precepto. 

34. Por lo que hace al artículo 55, le son aplicables las observaciones realizadas a los 
dispositivos 51, 52 y 53 y por ello, esta comisión plantea que se señale solamente su reforma. 

35. El texto del artículo 57 de la ley no es motivo de eliminación en la minuta, a pesar de 
contener redacción idéntica al 88 adicionado en la minuta, por tal razón se propone su 
derogación a efecto de no duplicar dispositivos. 

36. Sólo se menciona la reforma del precepto 64, no obstante que esta última disposición es 
reformada y adicionada en su primer y segundo párrafos, respectivamente. De este modo, 
resulta necesario señalar ambas modificaciones. 

37. Sobre el artículo 71 únicamente se señala que se reforma y adiciona, esta comisión 
propone especificar que se reforma en su párrafo primero y se le adiciona un párrafo segundo. 

38. Se señala que el artículo 72 se adiciona, cuando en realidad únicamente se reforma. En 
tal virtud, se propone modificar dicha discrepancia. 

39. El artículo 73 no está incluido, cuando es objeto de diversas reformas y adiciones, por lo 
se propone precisar las reformas al primer párrafo y a las fracciones I, II primer párrafo y V, 
así como la adición del párrafo segundo a la fracción II. 

40. Se señala que se reforma y adiciona el artículo 74, pero tal precepto no aparece en el 
articulado de la minuta, por lo que se propone eliminar dicha alusión. 

41. En la minuta no se deroga el artículo 76 de la Ley vigente a pesar de que el contenido de 
este precepto se reproduce en el artículo 77 Bis que se adiciona en la misma. Por tal razón, 
esta dictaminadora ha derogado en el proyecto de decreto del presente dictamen el citado 
artículo 76 de la LFPED, en virtud de que su contenido ha sido traspasado al artículo 77 Bis 
de la minuta. Con lo anterior, se evitará duplicar disposiciones en un mismo ordenamiento 
jurídico y se posibilitará continuar el orden y secuencia que se plantean con las enmiendas 
propuestas a lo largo del dictamen.  
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42. En la minuta se dice que se adicionan los artículos 77 Bis, 77 Ter, 77 Quartus, 77 Quintus 
y 77 Septimus; sin embargo, los artículos 77 Quintus y 77 Septimus no figuran en el 
articulado del mismo, por lo que en tal razón, se propone eliminarlos.  

43. Por otra parte, se usa de manera indistinta el artículo 77 Quartus o 77 Quáter y ante tal 
circunstancia esta dictaminadora plantea que la denominación 77 Quáter sea la que 
prevalezca.  

44. Asimismo, este artículo 77 Quáter tiene idéntico contenido al artículo 77 de la LFPED, 
por lo cual, esta comisión pone a consideración la eliminación de este último precepto en 
razón de que mantenerlo dentro de la ley equivaldría a tener vigentes dos artículos idénticos 
que regulan la misma situación.  

45. Se señala que el artículo 78 se reforma y se adiciona, pero en realidad sólo se reforma, 
por lo que se propone subsanarlo. 

46. En el cuerpo de la minuta se incluyen reformas al primer párrafo del artículo 79, y la 
adición de un párrafo segundo y un tercero al mismo; sin embargo, no se menciona el 
precepto 79. Por lo que se plantea la correspondiente inclusión. 

47. En el articulado de la minuta aparece inserto a manera de adición el artículo 79 Bis, pero 
se omite señalarlo y en consecuencia se propone incluirlo en el mismo. Adicionalmente se 
detectó que en el artículo 79 Bis aparece escrita entre paréntesis la expresión “(el término no 
sería aplicable para este caso)” , misma de la que esta dictaminadora plantea su eliminación. 

48. Otro artículo adicionado que no se señala es el 79 Ter, por lo cual se propone subsanar 
dicha omisión. 

49. El articulado de la minuta incluye la adición del Capítulo VI denominado “De las medidas 
administrativas y reparadoras” así como de su Sección Primera intitulada de la misma 
manera. Lo que no se menciona, por lo que esta comisión propone incluirlas. 

50. Sólo se hace alusión a que se reforman las fracciones I a IV del artículo 83 de la ley; sin 
embargo, del análisis del cuerpo de la minuta se obtiene que también se reforma la fracción 
V del precepto 83, ante ello esta comisión considera pertinente proponer que se especifique 
que la reforma a tal numeral abarca de las fracciones I a la V. 

51. No se dice que se adiciona la Sección Segunda “De los criterios para la imposición de 
medidas administrativas y reparadoras” al Capítulo VI “De las medidas administrativas y 
reparadoras” a pesar de que el contenido de la minuta en cuestión sí incluye dichas 
modificaciones, en virtud de ello, esta comisión plantea la mención expresa de dicha adición. 

52. Se hace mención a diversos cambios que son planteados al artículo 84; sin embargo, no 
hace referencia a que se reforma el párrafo primero de dicho precepto y menciona solamente 
que se reforma tal numeral en sus fracciones II y IV, cuando en realidad, las que se reforman 
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son las II y III, en virtud de que se le adiciona una fracción IV. Ante ello esta dictaminadora 
propone plasmar las observaciones señaladas en el presente punto. 

53. No se hace alusión de que se adiciona la Sección Tercera “De la ejecución de las medidas 
administrativas y reparadoras” al Capítulo VI “De las medidas administrativas y 
reparadoras”, a pesar de que el contenido de la minuta sí se incluye, en virtud de ello, esta 
comisión plantea su mención expresa.  

54. No se dice que se adiciona la Sección Cuarta “Del recurso de revisión” al Capítulo VI 
“De las medidas administrativas y reparadoras” a pesar de que el contenido de la minuta sí 
lo incluye, en virtud de ello, esta comisión plantea la mención expresa de lo anterior, así 
como la adición del artículo 88.  

Finalmente, cabe señalar que esta dictaminadora tomó en cuenta las modificaciones indicadas 
en la fe de erratas dirigida al senador José González Morfín, Presidente de la Mesa Directiva 
del Senado de la República en fecha 20 de abril, mediante el Oficio n.CDH/024/2012. Por lo 
que dichas observaciones forman parte ya del presente dictamen.  

Las cuestiones de fondo  

En el cuerpo del presente dictamen esta comisión manifiesta su coincidencia con la 
Colegisladora en el sentido de buscar los mecanismos idóneos mediante los cuales se 
fortalezca y, por ende, consolide una cultura incluyente, tolerante, respetuosa de las 
diferencias y sensible ante las condiciones de desventaja en que pueden encontrarse las 
personas. Concuerda además con la necesidad de reformar la Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación, como una medida que contribuye al establecimiento de los 
engranajes para el efectivo disfrute del derecho a la igualdad. 

Sin embargo, discrepa respecto a algunos aspectos contenidos en la minuta y que en seguida 
se detallan: 

1. Con el contenido del artículo 1, dado que si bien contiene una definición de discriminación 
la misma no reúne todos y cada uno de los elementos que se comprenden en los instrumentos 
internacionales. Por ello, se modifica dicha definición prevista en el artículo 1, fracción III 
de la minuta con la finalidad de armonizar la misma con los estándares internacionales. 
Asimismo, se incluye otros motivos de discriminación y la alusión a la intencionalidad o no 
con que se cometan las conductas discriminatorias.  

2. Con el título que lleva el Programa Nacional para Prevenir y Eliminar la Discriminación, 
previsto en los artículos 1, fracción IX; 24, fracción II, y 30, fracción II de la minuta del 
Senado, por tanto, se modifica la denominación por la de Programa Nacional para la Igualdad 
y no Discriminación. Esta dictaminadora considera que el cambio se justifica, ya que así se 
otorgará al programa una denominación que sea acorde con sus objetivos y se posibilitará 
que el mismo no sólo se circunscriba a la lucha contra la discriminación, sino que fomente 
también el derecho a la igualdad en todas sus vertientes. 
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3. También se estimó conveniente modificar el texto del artículo 4 contenido en la minuta, 
referente a la prohibición de la discriminación, a efecto de reforzar dicha restricción a la luz 
de la definición de discriminación propuesta en el artículo 1, fracción III del presente 
dictamen. 

4. Se propone incluir en el artículo 6 contenido en la minuta del Senado que la interpretación 
de la LFPED también deberá ajustarse con la jurisprudencia emitida por los órganos 
jurisdiccionales internacionales.  

Con la inclusión anterior, se busca ampliar la tutela a favor de las personas en materia de 
discriminación y armonizar el precepto con lo establecido en la Ley Suprema. 

5. En virtud de las modificaciones planteadas por esta dictaminadora al artículo 4 contenido 
en el proyecto de decreto de la minuta, esta Comisión propone derogar el primer párrafo del 
artículo 9 de la LFPED –mismo que no se modifica en la minuta- con la finalidad de que las 
conductas consideradas discriminatorias estén de acuerdo con la definición de discriminación 
contenida en el artículo 1o. de la Constitución y el artículo 1, fracción III que se reformaría 
a la LFPED en caso de aprobarse las enmiendas contenidas en el presente dictamen. En 
consecuencia, el párrafo segundo de dicho precepto -reformado en la minuta y modificado 
en el presente dictamen- se recorre en su orden, pasando a ser el primer párrafo. 

6. Con el objetivo de ampliar el catálogo de conductas que constituyen discriminación 
conforme al artículo 9 del proyecto de decreto de la minuta, se propone incluir en la fracción 
XXIII de dicho precepto a las humillaciones, agresiones, insultos sexuales, el acoso 
electrónico, los apodos peyorativos, la ridiculización, el rechazo, la acción de ignorar y otros 
hostigamientos a efecto de que se consideren como conductas discriminatorias en términos 
de la LFPED. 

7. Esta dictaminadora incluyó que en el artículo 15 Quáter, dentro de las medidas de 
nivelación, se incorporen las concernientes a ajustes razonables en materia de accesibilidad 
de información y comunicaciones a fin de ampliar las medidas a favor de los grupos en 
situación de vulnerabilidad; así como la derogación o abrogación de las disposiciones 
normativas que impongan requisitos discriminatorios de permanencia a escuelas, trabajos, 
entre otros, en las fracciones I y VII del referido precepto. 

8. En la fracción XX del artículo 20 contenido en la minuta se hace alusión al verbo proponer 
políticas, programas, proyectos y acciones en materia de prevención y eliminación de la 
discriminación. No obstante, esta Comisión ha modificado la redacción de dicho verbo, 
colocando en su lugar los de generar y promover , a fin de establecer facultades que 
posibiliten al Conapred una labor más proactiva. 

9. La minuta que contiene el proyecto de reforma propone adicionar la fracción XXII al 
artículo 20 de la ley de referencia. Sin embargo, de admitirse tal proposición al Conapred le 
corresponderá ejecutar la Instrumentación del Programa Nacional para la Igualdad y no 
Discriminación. Ante ello resulta preciso traer a cuenta que dicha ejecución le compete a 
todas las instancias de la Administración Pública Federal, conforme a lo establecido en tal 
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Programa para el Año 2012 -Artículo Segundo del Acuerdo-. Es con base en ese mismo 
Acuerdo que al Conapred le corresponde, coordinar las acciones con las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias 
y conforme a las disposiciones legales aplicables.  

Por otro lado, convertir al Conapred en una instancia ejecutora del Programa Nacional para 
Prevenir y Eliminar la Discriminación lejos de favorecer la consecución del fin planteado en 
dicho programa, produciría el efecto contrario, pues se obstaculizaría la aplicación 
transversal de la política pública en contra de la discriminación, pues como es de explorada 
experiencia, en un combate frontal contra una práctica social arraigada en una sociedad es 
indispensable que todas las instancias se encuentren en consonancia para conseguirlo.  

Por lo anterior, esta dictaminadora estima pertinente cambiar la facultad de ejecutar que en 
la minuta se propone atribuir al Conapred por la de coordinar. 

10. Se elimina la última parte de la fracción XXIII del artículo 20, prevista en la minuta 
aprobada por el Senado, en virtud de que la reforma a la LFPED planteada en la misma no 
reconoce el ejercicio de acciones por parte de las personas, grupos y comunidades en 
situación de discriminación respecto de la aplicación del Programa Nacional para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación –ahora para la Igualdad y no Discriminación- tal como se señala 
en la misma.  

11. Esta dictaminadora ha decidido adicionar una última parte a la fracción XLVI del artículo 
20 de la minuta aprobada por el Senado, a fin de que se incluya en la misma como atribución 
del Conapred, el poder velar porque se garantice el cumplimiento de sus propias resoluciones, 
fortaleciendo así la actuación de esta instancia. 

12. En virtud de que la fracción XLVII del artículo 20 contenida en la minuta aprobada por 
el Senado establece que el Conapred podrá solicitar a cualquier autoridad o particular la 
adopción de medidas precautorias o cautelares para evitar consecuencias de difícil o 
imposible reparación, aún en los casos en los que no sea competente . Esta dictaminadora 
estima que el dejar subsistente tal atribución sobrepasaría la esfera de competencia del 
Conapred, transgrediendo a todas luces el principio de legalidad que debe regir la actuación 
de los entes públicos y en consecuencia, esta Comisión ha optado por eliminar la mencionada 
fracción XLVII, recorriendo así, el orden de las subsecuentes. 

13. Otra observación al citado artículo 20 es la relativa a la adición de la fracción LIII de la 
minuta –LII en este dictamen-, con la que se concede la facultad de iniciativa al Conapred, 
lo que contraría lo enunciado por el artículo 71 de la Constitución Política , dado que un 
organismo descentralizado, por su naturaleza jurídica, no se encuentra legitimado para 
promover tales reformas, por lo que no resulta procedente tal adición, siendo así, esta 
dictaminadora propone que se le faculte para proponer ante el Ejecutivo Federal las 
iniciativas, reformas o adiciones acordes con la materia y sea este último quien, en su caso, 
las formule ante el Poder Legislativo Federal.  
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14. Por otra parte, este órgano colegiado propone la eliminación de la atribución que se 
plantea incluir en el artículo 26 de la minuta, consistente en otorgar al Senado y en su caso, 
a la Comisión Permanente, la facultad de vetar el nombramiento del Titular de la Presidencia 
del Conapred que realice el Ejecutivo Federal. Lo anterior en virtud de que acorde a la 
interpretación de la Ley Suprema, el Senado no tiene atribuciones de veto y únicamente 
puede intervenir en la designación o ratificación de los servidores públicos enunciados en los 
artículos 26, Apartado B, tercer párrafo; 27, fracción XIX, párrafo segundo; 28, párrafo sexto; 
76, fracciones II, V, VIII y IX; 99, párrafo décimo tercero; 102, inciso a), primer párrafo y 
122, apartado B, fracción II de la Constitución Política.  

15. En otro tenor, y debido a que la minuta no establece modificaciones al artículo 56 y al 
hecho de que esta dictaminadora encontró diversas observaciones al mismo, se propone lo 
siguiente: Que se derogue el artículo 56 en virtud de que quedará sin materia si se aprueba la 
presente reforma, dado que se unificaran los procedimientos de reclamación y de queja, 
conforme al artículo 43 de la minuta. 

16. El segundo párrafo del artículo 43 de la minuta aprobada por el Senado establece que 
personas podrán presentar quejas por presuntos actos, omisiones o prácticas discriminatorias 
ante el Conapred, facultando que las mismas puedan ser interpuestas inclusive por personas 
que no tengan vínculos con el agraviado. Al respecto, esta dictaminadora ha optado por 
eliminar la última parte del referido segundo párrafo, mismo que posibilita la presentación 
de quejas por cualquier persona, a efecto de que este procedimiento sólo pueda ser incoado 
por el directamente perjudicado, su representante, las organizaciones de la sociedad civil o 
por un representante común en el caso de litisconsorcio de perjudicados.  

Lo anterior, en virtud de que es menester recordar que solamente las personas legitimadas 
son quienes pueden iniciar procedimientos en los que se afecten sus intereses o los de sus 
representados y ante ello, esta Comisión estima que no se justifica que se faculte a cualquier 
persona para que inicie el procedimiento de queja contemplado en la minuta, en virtud de 
que la misma podría dar pie a la presentación de quejas notoriamente frívolas, además de que 
se pondría a andar a un organismo como el Conapred en asuntos donde el directamente 
interesado no se ha pronunciado sobre las presuntas conductas discriminatorias.  

17. Está Comisión detectó que el artículo 63 de la ley apareció como derogado en la minuta 
del Senado. Sin embargo, es menester resaltar que dicha disposición establece las reglas que 
habrán de operar en el supuesto de que un presunto acto de discriminación, cometido por 
autoridades o servidores públicos haya sido conocido inicialmente por la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos –CNDH- y pretenda ser denunciado posteriormente ante el 
Conapred. Por tal motivo, esta dictaminadora ha retomado el contenido del artículo 63 
vigente de la ley como un artículo 63 Octavus en el presente dictamen, en razón de que el 
titulo donde se encontraba el artículo 63, todavía vigente, es derogado en la minuta y el 
presente dictamen.  

Adicionalmente, con la inclusión del precepto en la ubicación planteada, se estará dando 
secuencia a la estructuración del articulado de la reforma y no se omitirá está disposición que 
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cobra vigencia en aquellos supuestos en los que se reclamen los mismos actos 
discriminatorios ante el Conapred y la CNDH.  

18. El artículo 65 debió haber sido reformado por la colegisladora en razón de que el mismo 
hace referencia al procedimiento de reclamación que desaparecerá en caso de aprobarse la 
minuta. En consecuencia, esta dictaminadora propone reformar dicho precepto a fin de 
remplazar la alusión realizada al procedimiento de reclamación por la de queja, y así 
armonizar dicho precepto con el contenido de la minuta. 

19. En lo tocante al artículo 83 Bis, la Colegisladora incluyó una fracción VI en la que hace 
referencia a que el Conapred podrá imponer como medida de reparación “cualquier otra 
medida encaminada al resarcimiento del daño ocasionado por la comisión de actos, omisiones 
o prácticas sociales discriminatorias” . Esta Comisión de Derechos Humanos considera 
pertinente suprimir la referida fracción toda vez que, de incluirla, se estaría dejando un 
amplio margen de discrecionalidad al órgano señalado que, de ninguna manera puede ser 
compatible con el principio de proporcionalidad y de protección más amplia al individuo. 
Esto es así, porque la fracción en cuestión impone “medidas administrativas y reparadoras” 
que, podrían afectar directamente la esfera de derechos humanos de cualquier individuo al 
no estar claramente señaladas los límites que el órgano en cuestión tiene la obligación de 
observar. Este principio es clave en todo Estado democrático en donde cada órgano tiene 
claramente encomendadas sus funciones. 

20. Se encontró preciso derogar el último párrafo del artículo 83 de la LFPED, mismo que 
no se modifica en la minuta aprobada por el Senado. Lo anterior, debido a que el citado 
párrafo refiere que las medidas administrativas enunciadas en dicho precepto, se impondrán 
a los particulares, siempre y cuando se hayan sometido al procedimiento de conciliación. Sin 
embargo, este órgano colegiado ha detectado que dicha regla no está en armonía con las 
enmiendas contempladas en la minuta, ya que de acuerdo con las mismas, se establece un 
solo procedimiento tanto para particulares como servidores públicos, en el cual, no es óbice 
si los particulares desean o no someterse a la conciliación. 

21. Dado que es claro que las enmiendas contempladas en la minuta tienen como uno de sus 
propósitos el fortalecer y optimizar la actuación del Conapred, esta Comisión estima 
necesario derogar el artículo 85 de la LFPED, el cual no es objeto de enmienda alguna en la 
minuta remitida por la colegisladora, en razón de que el modelo de reconocimiento 
contemplado en dicho precepto ha quedado superado con las reformas de la misma. Al 
respecto, cabe precisar que la fracción XXVII adicionada al artículo 20 en la minuta aprobada 
por el Senado, contempla un modelo de reconocimiento público a quienes con sus acciones 
se distingan por impulsar la cultura de igualdad de oportunidades y no discriminación a favor 
de las personas. 

Al respecto, es importante mencionar que el propio Conapred ha manifestado que lo 
dispuesto en el referido artículo 85 les conlleva realizar un proceso de certificación, el cual, 
además de estar lejos de su objeto, le resulta muy oneroso y poco práctico, dado que el mismo 
les conlleva asumir una función similar a la de las empresas que se dedican a realizar procesos 
de certificación. Por lo anterior, al derogar este artículo y optar por el modelo de 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3897-III, jueves 31 de octubre de 2013 

 

19 
 

reconocimiento contemplado en la fracción XXVII del precepto 20 de la minuta, se permitirá 
al Conapred contar con mayor flexibilidad y practicidad en lo concerniente a su atribución 
de otorgar reconocimientos públicos.  

Finalmente y con el fin de obtener un lenguaje uniforme en el texto de la Ley se hacen las 
siguientes anotaciones : 

1. Se propone modificar el término México por el de estado mexicano cuando se hace 
referencia a los tratados internacionales de los que nuestro país es parte en los artículos 3 y 6 
de la minuta. Se sustenta lo anterior, en razón de que el estado mexicano es quien se obliga 
ante la comunidad internacional. Asimismo, con el cambio planteado, se armonizará la 
nominación mencionada con lo establecido en el artículo 1º, párrafo primero de la Carta 
Magna, el cual, al hacer alusión a los instrumentos internacionales de los que nuestro país es 
parte, lo hace aludiendo al Estado mexicano . 

2. Esta dictaminadora considera necesario modificar la expresión medidas de igualación por 
la de medidas de reparación . Lo anterior, en virtud de que el primer término puede llegar a 
confundir el género con la especie, es decir, todas las medidas antidiscriminatorias son de 
“igualación” porque buscan igualar la situación de las personas discriminadas con aquellas 
que no lo están. Sin embargo, si se deja aquella denominación a un cierto tipo de medidas, 
parecerá que el resto –las de inclusión y afirmativas- no son igualadoras. 

Por lo anterior, esta dictaminadora estima pertinente cambiar la denominación de las medidas 
de igualación –género- por el de medidas de nivelación –especie-, modificando con ello, la 
redacción de los artículo 3; 15 Bis; 15 Ter, y 15 Quáter, así como la del Capítulo IV 
contenidos en la minuta que se analiza. 

3. Se modifica el concepto de acciones afirmativas contenida en el artículo 15 Séptimus de 
la minuta del Senado a efecto de hacer referencia y resaltar el carácter temporal de esas 
acciones mientras perduren las situaciones patentes de desigualdad, conforme con el texto 
propuesto. 

4. En la minuta remitida por el Senado no se propone enmienda alguna al artículo 16 de la 
LFPED a pesar de que el mismo precepto hace alusión al procedimiento de reclamación que, 
en términos de la presente reforma, quedaría derogado. Por lo anterior, esta Comisión estima 
necesario reformar el artículo 16 de la LFPED, con el objetivo de hacer mención expresa del 
presupuesto que anualmente será asignado al Conapred y corregir que sólo habrá un 
procedimiento denominado de queja, acorde a las reformas consideradas a lo largo del 
presente dictamen. 

5. Esta dictaminadora considera necesario modificar el término medidas reparadoras por el 
de medidas de reparación , en virtud de que esta última expresión es de mayor uso en el 
ámbito internacional ante la violación de derechos humanos. 

En razón de ello, esta nueva denominación implica cambios de terminología en los artículos 
1, fracción X; 20, fracción XLVI; 43; 63 Bis; 77 Ter; 84, y 87, así como en las 
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denominaciones del Capítulo VI y de sus Secciones Primera, Segunda y Tercera, todos de la 
minuta aprobada por el Senado. 

6. Esta dictaminadora se ha percatado que el párrafo sexto del artículo 23 de la minuta 
aprobada por el Senado, al hacer alusión al Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión 
de las Personas con Discapacidad –CONADIS-, lo refiere solamente como Consejo Nacional 
para las Personas con Discapacidad . En virtud de ello, se ha modificado la denominación 
del CONADIS en el párrafo sexto de dicho precepto, con el objetivo de emplear el nombre 
correcto de este organismo. 

7. En la minuta remitida por la colegisladora no se propone modificación alguna al actual 
artículo 27 de la LFPED; sin embargo, esta comisión advierte que para la adecuada 
homologación de los términos propuestos en la misma, este artículo también debe ser objeto 
de reforma, cambiando el término “Presidente del Consejo” por “la persona que ocupe la 
Presidencia del Consejo” y así armonizar este precepto con las diversas disposiciones 
contenidas en la minuta que hacen la modificación señalada. 

8. En la minuta no se contempla cambio alguno al actual artículo 29 de la LFPED, sin 
embargo de la lectura de la misma, esta comisión propone reformarlo en idéntico sentido al 
señalado en el punto anterior.  

9. En fecha 2 de enero del presente año, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación 
las reformas realizadas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal –LOAPF-, 
estableciéndose en el artículo segundo transitorio del decreto de publicación la desaparición 
y transferencia de atribuciones de la Secretaría de la Función Pública a un órgano 
constitucional autónomo en materia anticorrupción. Si bien, dicho órgano todavía no ha sido 
creado, es inminente su creación en virtud del mandato señalado en el referido decreto de 
reformas y por tal razón, esta dictaminadora considera fundamental que las alusiones que a 
la Secretaría de la Función Pública se realizan en la LFPED vigente en sus artículos 38 
párrafos segundo y tercero y el 39, fracción V; así como las hechas en la minuta en los 
artículos 79 Ter, tercer párrafo y 86, primer párrafo, tienen que ser enmendadas en virtud de 
que dicha Secretaría será suprimida para dar paso a un nuevo modelo de control y rendición 
de cuentas.  

Es por lo anterior, que esta dictaminadora ha modificado el texto normativo de las 
disposiciones enunciadas en este punto, a efecto de armonizar las reformas y adiciones 
planteadas a la LFPED con las realizadas a la LOAPF y así dar congruencia a lo aprobado 
por esta Cámara de Diputados. Asimismo, en este punto, esta Comisión ha adicionado un 
artículo sexto transitorio a la minuta remitida por el Senado, con el propósito de regular lo 
referente a la entrada en vigor de las disposiciones que hacen alusión al citado órgano 
constitucional autónomo en el presente dictamen con proyecto de decreto. 

10. El artículo 54, no es objeto de modificación en la minuta. Sin embargo, este órgano 
colegiado ha detectado que para la correcta homologación de términos propuestos en la 
misma, esta disposición también debe reformarse, cambiándose el término “Presidente” por 
el de “la persona que ocupe la presidencia”. 
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11. El artículo 69 incluido en la minuta, hace alusión a la “parte” conciliadora y con el fin de 
homogenizar su contenido con el resto de la minuta, esta dictaminadora propone se modifique 
tal término por el de “persona” conciliadora como lo establecen los artículos 66 y 68 de la 
misma.  

En razón de las observaciones antes señaladas, así como de las propuestas de modificación 
que esta Comisión de Derechos Humanos se ha permitido en uso de sus atribuciones realizar, 
sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea de la Cámara de Diputados y para 
los efectos de la fracción E del artículo 72 constitucional, el siguiente: 

Proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal 
para Prevenir y Eliminar la Discriminación  

Artículo Único. Se reforman los artículos 3, 4, 5, 6 y 8; el párrafo segundo del 9 y sus 
fracciones I, V, VI, XII, XIII, XV y la XXIX que pasa a ser la fracción XXXIV, así como 
sus fracciones XXVII, XXVIII; el artículo 16; el primer párrafo del artículo 20; el artículo 
23 en sus párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto, que pasa a ser el sexto, y sus 
fracciones I a V; las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII del artículo 24; el artículo 25; el 
párrafo primero del artículo 26; los artículos 27, 28 y 29; el primer párrafo y las fracciones 
II, III, IV, V, VII, VIII, IX, X y XI del artículo 30; los artículos 32, 34 y 35; el segundo y 
tercer párrafos del artículo 38; la fracción V del artículo 39; la denominación del Capítulo 
Quinto “De los Procedimientos”; el primer párrafo del artículo 43 que se recorre al segundo 
párrafo; el primer párrafo del artículo 44; el artículo 45; el primer párrafo del artículo 48; el 
artículo 49; el primer párrafo del artículo 50; los artículos 51, 52, 53, 54 y 55; el primer 
párrafo del artículo 64; los artículos 65, 66, 67, 68, 69 y 70; el primer párrafo del artículo 71; 
el artículo 72; el primer párrafo y las fracciones I, II primer párrafo y V del artículo 73; los 
artículos 75 y 78; el primer párrafo del artículo 79; las fracciones I a V del artículo 83; el 
primer párrafo y las fracciones II y III del artículo 84; Se adicionan un párrafo segundo y las 
fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX y X al artículo 1; las fracciones XXII Bis, XXII 
Ter, XXIX a XXXIII al 9; un capítulo IV “De las Medidas de Igualación, Medidas de 
Inclusión y Acciones Afirmativas” conformado por los artículos 15 Bis, 15 Ter, 15 Quáter, 
15 Quintus, 15 Sextus, 15 Septimus, 15 Octavus y 15 Novenus, recorriéndose el orden del 
actual Capítulo IV “Del Consejo de Gobierno” y los subsecuentes; las fracciones XX a LVI 
al artículo 20; una Sección Cuarta “De la Junta de Gobierno” y una Sección Quinta “De la 
Presidencia” al Capítulo V “Del Consejo Nacional para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación” recorriéndose a la Sección Sexta la actual Sección Cuarta “De la Asamblea 
Constitutiva” y el orden de las subsecuentes secciones; las fracciones VI, VII y el párrafo 
quinto –recorriéndose el orden del subsecuente- al artículo 23; las fracciones II Bis, IX y X 
del artículo 24, recorriendo la actual fracción IX a la XI; un segundo párrafo y las fracciones 
I, II y III al artículo 26; las fracciones I Bis, I Ter y XI del artículo 30, recorriendo el orden 
de sus actuales fracciones XI a la XII; un primer y cuarto párrafo al artículo 43, recorriéndose 
el orden de sus actuales párrafos primero y segundo; un segundo párrafo al artículo 44; un 
párrafo segundo al artículo 48; un artículo 48 Bis; los párrafos segundo y tercero al artículo 
50; la Sección Tercera “De la Sustanciación” del Capítulo V “De los Procedimientos”, 
recorriéndose el orden de las subsecuentes secciones; un segundo párrafo al artículo 64; un 
artículo 65 Bis, un segundo párrafo al artículo 71; un segundo párrafo a la fracción II del 
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artículo 73; los artículos 77 Bis, 77 Ter y 77 Quáter; el segundo y tercer párrafo al artículo 
79; los artículos 79 Bis y 79 Ter; el Capítulo VI “De las medidas administrativas y 
reparadoras” y su Sección Primera “De las medidas administrativas y reparadoras”; los 
artículos 83 Bis y 83 Ter; la Sección Segunda “De los criterios para la imposición de medidas 
administrativas y reparadoras” al Capítulo VI “De las medidas administrativas y 
reparadoras”; las fracciones II Bis y IV al artículo 84; la Sección Tercera “De la ejecución 
de las medidas administrativas y reparadoras” al Capítulo VI “De las medidas administrativas 
y reparadoras” integrada por los artículos 86 y 87; la Sección Cuarta “Del recurso de 
revisión” al Capítulo VI “De las medidas administrativas y reparadoras”; Se derogan las 
fracciones I a VIII del artículo 5; el primer párrafo del artículo 9, recorriéndose el orden de 
los subsecuentes; los artículos 10, 11, 12, 13, 14 y 15; las fracciones I a XIX del artículo 20; 
la fracción VIII del artículo 24; la fracción VI del artículo 30; la fracción VII del artículo 34; 
la Sección Segunda “De la Reclamación” del actual Capítulo V·“De los Procedimientos”, el 
artículo 56; el artículo 63; el segundo párrafo del artículo 65; los artículos 76 y 77; la actual 
Sección Sexta “Del Procedimiento Conciliatorio entre Particulares” del Capítulo V·“De los 
Procedimientos”; el último párrafo del artículo 83; la fracción I del artículo 84, y el artículo 
85 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, para quedar como siguen:  

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 1. (...) 

Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

I. Ajustes razonables: Las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas en la 
infraestructura y los servicios, que al realizarlas no impongan una carga desproporcionada o 
afecten derechos de terceros, que se aplican cuando se requieran en un caso particular, para 
garantizar que las personas gocen o ejerzan sus derechos en igualdad de condiciones con las 
demás; 

II. Consejo: El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación; 

III. Discriminación: Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin 
ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, 
restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
humanos y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes motivos: el origen étnico 
o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las 
características genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las 
preferencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, 
las responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo; 
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También se entenderá como discriminación la homofobia, misoginia, cualquier 
manifestación de xenofobia, segregación racial, antisemitismo, así como la discriminación 
racial y otras formas conexas de intolerancia; 

IV. Diseño universal: Se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y servicios 
que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin necesidad de 
adaptación ni diseño especializado; 

V. Estatuto: El Estatuto Orgánico del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación; 

VI. Igualdad real de oportunidades: Es el acceso que tienen las personas o grupos de personas 
al igual disfrute de derechos, por la vía de las normas y los hechos, para el disfrute de sus 
derechos; 

VII. Ley: La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación; 

VIII. Poderes públicos federales: Las autoridades, dependencias y entidades del Poder 
Ejecutivo Federal, de los Poderes Legislativo y Judicial y los organismos constitucionales 
autónomos; 

IX. Programa: El Programa Nacional para la Igualdad y no Discriminación, y  

X. Resolución por disposición: Resolución emitida por el Consejo, con carácter vinculante, 
por medio de la cual se declara que se acreditó una conducta o práctica social discriminatoria, 
y por tanto, de manera fundada y motivada se imponen medidas administrativas y de 
reparación a quien resulte responsable de dichas conductas o prácticas. 

Artículo 3. Cada uno de los poderes públicos federales adoptará las medidas que estén a su 
alcance, tanto por separado como coordinadamente, de conformidad con la disponibilidad de 
recursos que se haya determinado para tal fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
del ejercicio correspondiente, para que toda persona goce, sin discriminación alguna, de todos 
los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en las leyes y en los tratados internacionales de los que el estado mexicano sea 
parte. 

En el Presupuesto de Egresos de la Federación, para cada ejercicio fiscal, se incluirán las 
asignaciones correspondientes para promover las acciones de nivelación, de inclusión y las 
acciones afirmativas a que se refiere el capítulo III de esta ley. 

Artículo 4. Queda prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por objeto o efecto 
impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de 
oportunidades en términos del artículo 1o. constitucional y el artículo 1, párrafo segundo, 
fracción III de esta Ley.  

Artículo 5. No se considerarán discriminatorias las acciones afirmativas que tengan por 
efecto promover la igualdad real de oportunidades de las personas o grupos. Tampoco será 
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juzgada como discriminatoria la distinción basada en criterios razonables, proporcionales y 
objetivos cuya finalidad no sea el menoscabo de derechos.  

Artículo 6. La interpretación del contenido de esta Ley, así como la actuación de los poderes 
públicos federales se ajustará con los instrumentos internacionales aplicables de los que el 
Estado Mexicano sea parte en materia de derechos humanos, así como con la jurisprudencia 
emitida por los órganos jurisdiccionales internacionales, las recomendaciones y resoluciones 
adoptadas por los organismos multilaterales y regionales y demás legislación aplicable.  

Artículo 8. En la aplicación de la presente Ley intervendrán los poderes públicos federales, 
así como el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, en sus correspondientes 
ámbitos de competencia. 

Capítulo II 
Medidas para Prevenir la Discriminación 

Artículo 9. Con base en lo establecido en el artículo primero constitucional y el artículo 1, 
párrafo segundo, fracción III de esta Ley se consideran como discriminación, entre otras:  

I. Impedir el acceso o la permanencia a la educación pública o privada, así como a becas e 
incentivos en los centros educativos; 

II. a IV. (...) 

V. Limitar el acceso y permanencia a los programas de capacitación y de formación 
profesional; 

VI. Negar o limitar información sobre derechos sexuales y reproductivos o impedir el libre 
ejercicio de la determinación del número y espaciamiento de los hijos e hijas; 

VII. a XI. (...) 

XII. Impedir, negar o restringir el derecho a ser oídos y vencidos, a la defensa o asistencia; y 
a la asistencia de personas intérpretes o traductoras en los procedimientos administrativos o 
judiciales, de conformidad con las normas aplicables; así como el derecho de las niñas y 
niños a ser escuchados; 

XIII. Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que atente contra la igualdad, dignidad e 
integridad humana; 

XIV. (...) 

XV. Promover el odio y la violencia a través de mensajes e imágenes en los medios de 
comunicación; 

XVI. a XVIII. (...) 
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XIX. Obstaculizar las condiciones mínimas necesarias para el crecimiento y desarrollo 
integral, especialmente de las niñas y los niños, con base al interés superior de la niñez; 

XX. a XXII. (...) 

XXII. Bis. La falta de accesibilidad en el entorno físico, el transporte, la información, 
tecnología y comunicaciones, en servicios e instalaciones abiertos al público o de uso 
público; 

XXII. Ter. La denegación de ajustes razonables que garanticen, en igualdad de condiciones, 
el goce o ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad; 

XXIII. Explotar o dar un trato abusivo o degradante; 

XXIV. Restringir la participación en actividades deportivas, recreativas o culturales; 

XXV. Restringir o limitar el uso de su lengua, usos, costumbres y cultura, en actividades 
públicas o privadas, en términos de las disposiciones aplicables; 

XXVI. Limitar o negar el otorgamiento de concesiones, permisos o autorizaciones para el 
aprovechamiento, administración o usufructo de recursos naturales, una vez satisfechos los 
requisitos establecidos en la legislación aplicable; 

XXVII. Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, injuria, persecución o la exclusión; 

XXVIII. Realizar o promover violencia física, sexual, o psicológica, patrimonial o 
económica por la edad, género, discapacidad, apariencia física, forma de vestir, hablar, 
gesticular o por asumir públicamente su preferencia sexual, o por cualquier otro motivo de 
discriminación; 

XXIX. Estigmatizar o negar derechos a personas con adicciones; que han estado o se 
encuentren en centros de reclusión, o en instituciones de atención a personas con 
discapacidad mental o psicosocial; 

XXX. Negar la prestación de servicios financieros a personas con discapacidad y personas 
adultas mayores; 

XXXI. Difundir sin consentimiento de la persona agraviada información sobre su condición 
de salud; 

XXXII. Estigmatizar y negar derechos a personas con VIH/sida; 

XXXIII. Implementar o ejecutar políticas públicas, programas u otras acciones de gobierno 
que tengan un impacto desventajoso en los derechos de las personas, y 
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XXXIV. En general cualquier otro acto u omisión discriminatorio en términos del artículo 1, 
párrafo segundo, fracción III de esta Ley. 

Capítulo III 
Medidas Positivas y Compensatorias a Favor de la Igualdad de Oportunidades 

Artículo 10. Derogado.  

Artículo 11. Derogado.  

Artículo 12. Derogado.  

Artículo 13. Derogado.  

Artículo 14. Derogado.  

Artículo 15. Derogado.  

Capítulo IV 
De las Medidas de Nivelación, Medidas de Inclusión y Acciones Afirmativas 

Artículo 15 Bis. Cada uno de los poderes públicos federales y aquellas instituciones que estén 
bajo su regulación o competencia, están obligados a realizar las medidas de nivelación, las 
medidas de inclusión y las acciones afirmativas necesarias para garantizar a toda persona la 
igualdad real de oportunidades y el derecho a la no discriminación.  

La adopción de estas medidas forma parte de la perspectiva antidiscriminatoria, la cual debe 
ser incorporada de manera transversal y progresiva en el quehacer público, y de manera 
particular en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas que lleven a 
cabo cada uno de los poderes públicos federales. 

Artículo 15 Ter. Las medidas de nivelación son aquellas que buscan hacer efectivo el acceso 
de todas las personas a la igualdad real de oportunidades eliminando las barreras físicas, 
comunicacionales, normativas o de otro tipo, que obstaculizan el ejercicio de derechos y 
libertades prioritariamente a las mujeres y a los grupos en situación de discriminación o 
vulnerabilidad. 

Artículo 15 Quáter. Las medidas de nivelación incluyen, entre otras: 

I. Ajustes razonables en materia de accesibilidad física, de información y comunicaciones; 

II. Adaptación de los puestos de trabajo para personas con discapacidad; 

III. Diseño y distribución de comunicaciones oficiales, convocatorias públicas, libros de 
texto, licitaciones, entre otros, en formato braille o en lenguas indígenas;  
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IV. Uso de intérpretes de lengua de señas mexicana en los eventos públicos de todas las 
dependencias gubernamentales y en los tiempos oficiales de televisión;  

V. Uso de intérpretes y traductores de lenguas indígenas;  

VI. La accesibilidad del entorno social, incluyendo acceso físico, de comunicaciones y de 
información; 

VII. Derogación o abrogación de las disposiciones normativas que impongan requisitos 
discriminatorios de ingreso y permanencia a escuelas, trabajos, entre otros, y  

VIII. Creación de licencias de paternidad, homologación de condiciones de derechos y 
prestaciones para los grupos en situación de discriminación o vulnerabilidad.  

Artículo 15 Quintus. Las medidas de inclusión son aquellas disposiciones, de carácter 
preventivo o correctivo, cuyo objeto es eliminar mecanismos de exclusión o diferenciaciones 
desventajosas para que todas las personas gocen y ejerzan sus derechos en igualdad de trato. 

Artículo 15 Sextus. Las medidas de inclusión podrán comprender, entre otras, las siguientes: 

I. La educación para la igualdad y la diversidad dentro del sistema educativo nacional; 

II. La integración en el diseño, instrumentación y evaluación de las políticas públicas del 
derecho a la igualdad y no discriminación; 

III. El desarrollo de políticas contra la homofobia, xenofobia, la misoginia, la discriminación 
por apariencia o el adultocentrismo; 

IV. Las acciones de sensibilización y capacitación dirigidas a integrantes del servicio público 
con el objetivo de combatir actitudes discriminatorias, y  

V. El llevar a cabo campañas de difusión al interior de los poderes públicos federales. 

Artículo 15 Séptimus. Las acciones afirmativas son las medidas especiales, específicas y de 
carácter temporal, a favor de personas o grupos en situación de discriminación, cuyo objetivo 
es corregir situaciones patentes de desigualdad en el disfrute o ejercicio de derechos y 
libertades, aplicables mientras subsistan dichas situaciones. Se adecuarán a la situación que 
quiera remediarse, deberán ser legítimas y respetar los principios de justicia y 
proporcionalidad. Estas medidas no serán consideradas discriminatorias en términos del 
artículo 5 de la presente Ley.  

Artículo 15 Octavus. Las acciones afirmativas podrán incluir, entre otras, las medidas para 
favorecer el acceso, permanencia y promoción de personas pertenecientes a grupos en 
situación de discriminación y subrepresentados, en espacios educativos, laborales y cargos 
de elección popular a través del establecimiento de porcentajes o cuotas.  
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Las acciones afirmativas serán prioritariamente aplicables hacia personas pertenecientes a 
los pueblos indígenas, afro descendientes, mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas con 
discapacidad y personas adultas mayores. 

Artículo 15 Novenus. Las instancias públicas que adopten medidas de nivelación, medidas 
de inclusión y acciones afirmativas, deben reportarlas periódicamente al Consejo para su 
registro y monitoreo. El Consejo determinará la información a recabar y la forma de hacerlo 
en los términos que se establecen en el estatuto. 

Capítulo V 
Del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 

Sección Primera 
Denominación, Objeto, Domicilio y Patrimonio. 

Artículo 16. El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, en adelante el Consejo, 
es un organismo descentralizado sectorizado a la Secretaría de Gobernación, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios. Para el desarrollo de sus atribuciones, el Consejo 
gozará de autonomía técnica y de gestión, y contará con los recursos suficientes que 
anualmente se le asignen en el Presupuesto de Egresos de la Federación. De igual manera, 
para dictar las resoluciones que en términos de la presente Ley se formulen en el 
procedimiento de queja, el Consejo no estará subordinado a autoridad alguna y adoptará sus 
decisiones con plena independencia.  

Sección Segunda 
De las atribuciones 

Artículo 20. Son atribuciones del Consejo: 

I. Derogada.  

II. Derogada.  

III. Derogada.  

IV. Derogada.  

V. Derogada.  

VI. Derogada.  

VII. Derogada.  

VIII. Derogada.  

IX. Derogada.  
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X. Derogada.  

XI. Derogada.  

XII. Derogada.  

XIII. Derogada.  

XIV. Derogada.  

XV. Derogada.  

XVI. Derogada.  

XVII. Derogada.  

XVIII. Derogada.  

XIX. Derogada.  

XX. Generar y promover políticas, programas, proyectos o acciones cuyo objetivo o 
resultado esté encaminado a la prevención y eliminación de la discriminación; 

XXI. Elaborar instrumentos de acción pública que contribuyan a incorporar la perspectiva de 
no discriminación en el ámbito de las políticas públicas;  

XXII. Elaborar, coordinar y supervisar la instrumentación del Programa, que tendrá el 
carácter de especial y de cumplimiento obligatorio de conformidad con la Ley de Planeación;  

XXIII. Formular observaciones, sugerencias y directrices a quien omita el cumplimiento o 
desvíe la ejecución del Programa y facilitar la articulación de acciones y actividades que 
tengan como finalidad atender su cumplimiento;  

XXIV. Verificar que los poderes públicos federales e instituciones y organismos privados, 
adopten medidas y programas para prevenir y eliminar la discriminación;  

XXV. Requerir a los poderes públicos federales la información que juzgue pertinente sobre 
la materia para el desarrollo de sus objetivos;  

XXVI. Participar en el diseño del Plan Nacional de Desarrollo, en los programas que de él 
se deriven y en los programas sectoriales, procurando que en su contenido se incorpore la 
perspectiva del derecho a la no discriminación; 

XXVII. Promover que en el Presupuesto de Egresos de la Federación se destinen los recursos 
necesarios para la efectiva realización de las obligaciones en materia de no discriminación; 
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XXVIII. Elaborar guías de acción pública con la finalidad de aportar elementos de política 
pública para prevenir y eliminar la discriminación; 

XXIX. Promover el derecho a la no discriminación mediante campañas de difusión y 
divulgación; 

XXX. Promover una cultura de denuncia de prácticas discriminatorias; 

XXXI. Difundir las obligaciones asumidas por el Estado mexicano en los instrumentos 
internacionales que establecen disposiciones en materia de no discriminación, así como 
promover su cumplimiento por parte de los poderes públicos federales, para lo cual podrá 
formular observaciones generales o particulares; 

XXXII. Elaborar, difundir y promover que en los medios de comunicación se incorporen 
contenidos orientados a prevenir y eliminar las prácticas discriminatorias; 

XXXIII. Promover el uso no sexista del lenguaje e introducir formas de comunicación 
incluyentes en el ámbito público y privado; 

XXXIV. Elaborar y difundir pronunciamientos sobre temas relacionados con la no 
discriminación que sean de interés público; 

XXXV. Promover en las instituciones públicas y privadas y organizaciones de la sociedad 
civil la aplicación de acciones afirmativas, buenas prácticas y experiencias exitosas en 
materia de no discriminación.  

XXXVI. Establecer una estrategia que permita a las instituciones públicas, privadas y 
organizaciones sociales, llevar a cabo programas y medidas para prevenir y eliminar la 
discriminación en sus prácticas, instrumentos organizativos y presupuestos; 

XXXVII. Reconocer públicamente a personas que en lo individual con sus acciones se 
distingan o se hayan distinguido en su trayectoria, por impulsar una cultura de igualdad de 
oportunidades y de no discriminación y el ejercicio real de los derechos de todas las personas. 

XXXVIII. Desarrollar acciones y estrategias de promoción cultural que incentiven el uso de 
espacios, obras, arte y otras expresiones para sensibilizar sobre la importancia del respeto a 
la diversidad y la participación de la sociedad en pro de la igualdad y la no discriminación. 

XXXIX. Proporcionar orientación, formación y capacitación bajo diversas modalidades. 

XL. Sensibilizar, capacitar y formar a personas servidoras públicas en materia de no 
discriminación; 

XLI. Instrumentar la profesionalización y formación permanente del personal del Consejo; 
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XLII. Elaborar programas de formación para las personas y organizaciones de la sociedad 
civil a fin de generar activos y recursos multiplicadores capaces de promover y defender el 
derecho a la igualdad y no discriminación;  

XLIII. Proponer a las instituciones del sistema educativo nacional, lineamientos y criterios 
para el diseño, elaboración o aplicación de contenidos, materiales pedagógicos y procesos de 
formación en materia de igualdad y no discriminación y celebrar convenios para llevar a cabo 
procesos de formación que fortalezcan la multiplicación y profesionalización de recursos en 
la materia. 

XLIV. Conocer e investigar los presuntos casos de discriminación que se presenten, 
cometidos por personas servidoras públicas, poderes públicos federales o particulares y velar 
porque se garantice el cumplimiento de todas las resoluciones del propio Consejo;  

XLV. Orientar y canalizar a las personas, grupos y comunidades a la instancia 
correspondiente en caso de que no se surta la competencia del Consejo; 

XLVI. Emitir resoluciones por disposición e informes especiales y, en su caso, establecer 
medidas administrativas y de reparación contra las personas servidoras públicas federales, 
los poderes públicos federales o particulares en caso de cometer alguna acción u omisión de 
discriminación previstas en esta Ley; 

XLVII. Promover la presentación de denuncias por actos que puedan dar lugar a 
responsabilidades previstas en ésta u otras disposiciones legales; así como ejercer ante las 
instancias competentes acciones colectivas para la defensa del derecho a la no 
discriminación. 

XLVIII. Celebrar convenios de colaboración con los Poderes Públicos Federales, estatales y 
municipales, con los órganos de la administración del Distrito Federal, con particulares, con 
organismos internacionales u organizaciones de la sociedad civil; 

XLIX. Efectuar, fomentar, coordinar y difundir estudios e investigaciones sobre el derecho a 
la no discriminación;  

L. Emitir opiniones con relación a los proyectos de reformas en la materia que se presenten 
en el honorable Congreso de la Unión; 

LI. Emitir opiniones sobre las consultas que, relacionadas con el derecho a la no 
discriminación, se le formulen; 

LII. Proponer al Ejecutivo Federal reformas legislativas, reglamentarias o administrativas 
que protejan y garanticen el derecho a la no discriminación; 

LIII. Diseñar indicadores para la evaluación de las políticas públicas con perspectiva de no 
discriminación; 
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LIV. Elaborar un informe anual de sus actividades; 

LV. Proponer modificaciones al Estatuto Orgánico, y 

LVI. Las demás establecidas en esta Ley, en el Estatuto Orgánico y en otras disposiciones 
aplicables. 

Sección Cuarta 
De la Junta de Gobierno 

Artículo 23. La Junta de Gobierno estará integrada por la persona que ocupe la Presidencia 
del Consejo, siete representantes del Poder Ejecutivo Federal y siete de la Asamblea 
Consultiva del Consejo. 

La representación del Poder Ejecutivo Federal se conformará con las siguientes dependencias 
y entidades: 

I. Secretaría de Gobernación; 

II. Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

III. Secretaría de Salud; 

IV. Secretaría de Educación Pública; 

V. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

VI. Secretaría de Desarrollo Social, e 

VII. Instituto Nacional de las Mujeres. 

Cada persona representante tendrá el nivel de titular de subsecretaría o rango inferior al 
titular, y las personas suplentes, del inferior jerárquico inmediato al de aquélla. 

Las personas integrantes designadas por la Asamblea Consultiva y sus respectivas personas 
suplentes durarán en su encargo tres años, pudiendo ser ratificadas por otro período igual por 
una sola ocasión, o hasta la terminación de su periodo como integrante de la Asamblea 
Consultiva. Este cargo tendrá carácter honorario. 

La Junta de Gobierno será presidida por la persona que ocupe la presidencia del Consejo. 

Serán invitadas permanentes a la Junta de Gobierno con derecho a voz, pero no a voto, las 
siguientes entidades: Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad, Instituto Mexicano de la Juventud, Comisión Nacional para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas, Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores, Consejo 
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Nacional para la Prevención y Control del VIH/sida, Instituto Nacional de Migración y 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia.  

Artículo 24. (...) 

I. Aprobar y modificar su reglamento de sesiones, y el Estatuto Orgánico del Consejo, con 
base en la propuesta que presente la presidencia; 

II. Aprobar los ordenamientos administrativos que regulen el funcionamiento interno del 
Consejo propuestos por quien ocupe la presidencia, así como establecer los lineamientos y 
las políticas generales para su conducción con apego a esta Ley, su Estatuto Orgánico, los 
reglamentos de la Junta de Gobierno y de la Asamblea Consultiva, el Programa Nacional 
para la Igualdad y no Discriminación y Eliminar la Discriminación, y las demás disposiciones 
legales aplicables; 

II Bis. Aprobar la estrategia, criterios y lineamientos propuestos por la Presidencia del 
consejo, que permitan a las instituciones públicas, privadas y organizaciones sociales llevar 
a cabo programas y medidas para prevenir y eliminar la discriminación en sus prácticas, 
instrumentos organizativos y presupuestos; 

III. Aprobar el proyecto de presupuesto y del programa operativo anual que someta a su 
consideración la Presidencia del Consejo y conocer los informes de su ejercicio y ejecución; 

IV. Aprobar el informe anual de actividades que rendirá la Presidencia del Consejo a los 
Poderes de la Unión; 

V. Autorizar el nombramiento o remoción a propuesta de la Presidencia del Consejo, de los 
servidores públicos de éste que ocupen cargos en las dos jerarquías administrativas inferiores 
a la de aquél;  

VI. Emitir los criterios a los cuales se sujetará el Consejo en el ejercicio de sus atribuciones; 

VII. Aprobar el tabulador de salarios del Consejo y prestaciones al personal de nivel 
operativo del mismo, siempre que su presupuesto lo permita; 

VIII. Derogada. 

IX. Considerar las opiniones de la Asamblea Consultiva en materia de prevención y 
eliminación de la discriminación; 

X. Acordar la realización de las operaciones inherentes al objeto del organismo con sujeción 
a las disposiciones aplicables, y 

XI. Las demás que le confieran éste u otros ordenamientos. 
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Artículo 25. La Junta de Gobierno sesionará válidamente cuando se encuentren presentes 
más de la mitad de las personas representantes, siempre que esté la persona titular de la 
Presidencia de la Junta de Gobierno, o la persona que establezca el Estatuto Orgánico en caso 
de ausencia de la persona titular. 

Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos y, en caso de empate, la persona que ocupe 
la presidencia del Consejo, tendrá voto de calidad. 

Las sesiones serán ordinarias y extraordinarias; las ordinarias se llevarán a cabo por lo menos 
seis veces al año, y las extraordinarias cuando las convoque la persona titular de la 
Presidencia, o la mitad más uno de las y los integrantes de la Junta de Gobierno. 

Sección Quinta 
De la Presidencia 

Artículo 26. La persona que ocupe la presidencia del Consejo, quien presidirá la Junta, será 
designada por el titular del Poder Ejecutivo Federal.  

Para ocupar la presidencia del Consejo se requiere: 

I. Contar con título profesional;  

II. Haberse desempeñado destacadamente en actividades profesionales, sociales, de servicio 
público o académicas, relacionadas con la materia de esta Ley, y 

III. No haberse desempeñado como secretario/a de Estado, procurador/a General de la 
República, gobernador/a, jefe/a del gobierno, senador/a, diputado/a federal o local, o 
dirigente de un partido o asociación política durante los dos años previos al día de su 
nombramiento. 

Artículo 27. Durante su encargo la persona que ocupe la presidencia del Consejo no podrá 
desempeñar algún otro empleo, cargo o comisión distintos, que sean remunerados, con 
excepción de los de carácter docente o científico. 

Artículo 28. La persona que ocupe la presidencia del consejo durará en su cargo cuatro años 
y podrá ser ratificada por un periodo igual, por una sola ocasión. 

Artículo 29. La persona que ocupe la presidencia del Consejo podrá ser removida de sus 
funciones y, en su caso, sujeta a responsabilidad, sólo por las causas y mediante los 
procedimientos establecidos por el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Artículo 30. La Presidencia del Consejo tendrá, además de aquellas que establece el artículo 
59 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones: 

I. (...)  
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I. Bis. Proponer a la Junta de Gobierno, para su aprobación, los ordenamientos 
administrativos que regulen el funcionamiento interno del Consejo, incluyendo el Estatuto 
Orgánico, manuales, lineamientos, reglamentos, así como las políticas generales para su 
conducción;  

I. Ter. Someter a la Junta de Gobierno, para su aprobación, la estrategia, criterios o 
lineamientos que permitan a las instituciones públicas, privadas y organizaciones sociales 
llevar a cabo programas y medidas para prevenir y eliminar la discriminación en sus 
prácticas, instrumentos organizativos y presupuestos;  

II. Presentar a la consideración de la Junta de Gobierno, para su aprobación, el proyecto del 
Programa Nacional para la Igualdad y no Discriminación; 

III. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno, para su aprobación, y a la Asamblea 
Consultiva, el informe anual de actividades y el relativo al ejercicio presupuestal del Consejo. 

IV. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones de la Junta de Gobierno, así como supervisar 
y verificar su cumplimiento por parte de las unidades administrativas del consejo; 

V. Enviar a los Poderes de la Unión el informe anual de actividades del Consejo, así como 
de su ejercicio presupuestal; éste último, previa opinión de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público; 

VI. Derogada. 

VII. Proponer el nombramiento o remoción de las personas servidoras públicas del Consejo, 
a excepción de aquellas que ocupen los dos niveles jerárquicos inferiores inmediatos al de la 
Presidencia; 

VIII. (...) 

IX. Promover y celebrar convenios de colaboración con dependencias y entidades de la 
administración pública federal, de los estados de la federación, municipios, organizaciones 
de ·la sociedad civil u otras de carácter privado, organismos nacionales e internacionales; 

X. Proponer a la Junta de Gobierno, para su aprobación, el tabulador salarial del Consejo y 
prestaciones al personal de nivel operativo del Consejo, siempre que su presupuesto lo 
permita; 

XI. Solicitar a la Asamblea Consultiva opiniones relacionadas con el desarrollo de los 
programas y actividades que realice el Consejo, y con cuestiones en materia de prevención y 
eliminación de la discriminación, y 

XII. Las demás que le confieran esta ley u otros ordenamientos. 
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Sección Sexta 
De la Asamblea Constitutiva 

Artículo 32. La Asamblea Consultiva estará integrada por no menos de diez ni más de veinte 
personas representantes de los sectores privado, social y de la comunidad académica que, por 
su experiencia o especialidad puedan contribuir a la prevención y eliminación de la 
discriminación y a la consolidación del principio de igualdad real de oportunidades. La 
asamblea no podrá estar integrada con más del 50 por ciento de personas del mismo sexo. 

Las personas que la integren serán propuestas por la persona que ocupe la presidencia del 
Consejo, la Asamblea Consultiva, y los sectores y comunidad señalados, y su nombramiento 
estará a cargo de la Junta de Gobierno en los términos de lo dispuesto en el Estatuto Orgánico. 

Artículo 34. (...) 

I. Presentar opiniones ante la Junta de Gobierno, relacionadas con el desarrollo de los 
programas y actividades que realice el consejo; 

II. Asesorar tanto a la Junta de Gobierno como a la Presidencia del consejo en cuestiones 
relacionadas con la prevención y eliminación de la discriminación; 

III. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por la Junta de 
Gobierno o por la Presidencia del Consejo; 

IV. (...) 

V. Nombrar de entre sus integrantes a las siete personas que la representarán y formarán parte 
de la Junta de Gobierno y a sus respectivas o respectivos suplentes; 

VI. Participar en las reuniones y eventos a los que la convoque el consejo, para intercambiar 
experiencias e información de carácter nacional e internacional relacionadas con la materia; 

VII. Derogada. 

VIII. Las demás que señalen el Estatuto Orgánico y otras disposiciones aplicables. 

Artículo 35. Las personas integrantes de la Asamblea Consultiva durarán en su cargo tres 
años, y podrán ser ratificadas por un período igual, en los términos de lo dispuesto en el 
Estatuto Orgánico. Cada año se renovará al menos cuatro de sus integrantes.  

Sección Séptima 
De los Órganos de Vigilancia 

Artículo 38. (...) 
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Corresponderá al órgano constitucional autónomo en materia anticorrupción por sí o a través 
del órgano interno de control del Consejo, el ejercicio de las atribuciones que en materia de 
control, inspección, vigilancia y evaluación le confieren la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, sin perjuicio de las facultades que corresponden a la 
Auditoría Superior de la Federación. 

El órgano de vigilancia del Consejo estará integrado por un Comisario Público propietario y 
suplente, designados por el órgano constitucional autónomo a que hace referencia el párrafo 
anterior, quienes ejercerán sus funciones de acuerdo con las disposiciones legales aplicables. 

Artículo 39. (...) 

I a IV. (...) 

V. Las demás inherentes a su función y las que le señale expresamente el órgano 
constitucional autónomo en materia anticorrupción, en el ámbito de su competencia. 

Sección Octava 
Prevenciones Generales 

Artículo 40. (...) 

Artículo 41. (...) 

Sección Novena 
Régimen de Trabajo 

Artículo 42. (...) 

Capítulo V 
Del Procedimiento de Queja 

Sección Primera 
Disposiciones Generales 

Artículo 43. El Consejo conocerá de las quejas por los presuntos actos, omisiones o prácticas 
sociales discriminatorias a que se refiere esta ley, atribuidas a particulares, personas físicas o 
morales, así como a personas servidoras públicas federales, y a los poderes públicos 
federales, e impondrá en su caso las medidas administrativas y de reparación que esta Ley 
previene. 

Toda persona podrá presentar quejas por presuntos actos, omisiones o prácticas sociales 
discriminatorias ante el Consejo, ya sea directamente o por medio de su representante.  

Las organizaciones de la sociedad civil podrán presentar quejas en los términos de esta Ley, 
designando un representante. 
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Cuando fueren varios las o los peticionarios que formulan una misma queja, nombrarán a una 
persona representante común; la omisión dará lugar a que el Consejo la designe de entre 
aquéllas, con quien se practicarán las notificaciones. 

Artículo 44. Las quejas que se presenten ante el Consejo sólo podrán admitirse dentro del 
plazo de un año, contado a partir de que se haya iniciado la realización de los presuntos actos, 
omisiones o prácticas sociales discriminatorias, o de que la persona peticionaria tenga 
conocimiento de estos.  

En casos excepcionales, y tratándose de actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias 
graves a juicio del Consejo, éste podrá ampliar dicho plazo mediante un acuerdo fundado y 
motivado. 

Artículo 45. El Consejo podrá proporcionar orientación a las personas peticionarias y 
agraviadas respecto a los derechos que les asisten y los medios para hacerlos valer y, en su 
caso, las canalizará ante las instancias correspondientes en la defensa de los citados derechos, 
en los términos establecidos en el Estatuto Orgánico.  

Artículo 48. Tanto las personas particulares, como las personas servidoras públicas y los 
poderes públicos federales, están obligados a auxiliar al personal del Consejo en el 
desempeño de sus funciones y a rendir los informes que se les soliciten en los términos 
requeridos.  

En el supuesto de que las autoridades o personas servidoras públicas federales sean omisas 
para atender los requerimientos del Consejo, se informará a su superior jerárquico de esa 
situación, y en caso de continuar con el incumplimiento, se dará vista al órgano interno de 
control correspondiente para que aplique las sanciones administrativas conducentes.  

Artículo 48 Bis. Las quejas se tramitarán conforme a lo dispuesto en esta Ley. El 
procedimiento será breve y sencillo, y se regirá por los principios pro persona, de inmediatez, 
concentración, eficacia, profesionalismo, buena fe, gratuidad y suplencia de la deficiencia de 
la queja. 

Artículo 49. Las quejas podrán presentarse por escrito, con la firma o huella digital y datos 
generales de la parte peticionaria, así como la narración de los hechos que las motivan. 

También podrán formularse verbalmente mediante comparecencia en el Consejo, por vía 
telefónica, fax, por la página web institucional o el correo electrónico institucional, las cuales 
deberán ratificarse dentro de los cinco días hábiles siguientes a su presentación, pues de lo 
contrario se tendrán por no presentadas. 

Artículo 50. El Consejo no admitirá quejas anónimas, ni aquéllas que resulten evidentemente 
improcedentes, infundadas o no expongan conductas o prácticas discriminatorias, dentro del 
ámbito de su competencia, o éstas consistan en la reproducción de una queja ya examinada 
y determinada anteriormente.  
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Las quejas que no contengan el nombre de la parte peticionaria, como consecuencia del temor 
a represalias, se podrán registrar, debiéndose mantener sus datos de identificación en estricta 
reserva, los cuales le serán solicitados con el único fin de tenerla ubicada y poder de esta 
forma realizar las gestiones necesarias para la preservación de sus derechos. 

La reserva de los datos procederá sólo en los casos en que con ello no se imposibilite la 
investigación de la queja o la actuación del Consejo. 

Artículo 51. Si el Consejo no resulta competente o no se trata de un acto, omisión o práctica 
social discriminatoria, podrá brindar a la parte interesada la orientación necesaria para que, 
en su caso, acuda ante la instancia a la cual le corresponda conocer del caso. 

Artículo 52. Cuando de la narración de los hechos motivo de queja no se puedan deducir los 
elementos mínimos para la intervención del Consejo, se solicitará por cualquier medio a la 
persona peticionaria que los aclare dentro del plazo de cinco días hábiles siguientes a la 
petición. 

De omitir atender tal solicitud, se practicará un segundo requerimiento con igual plazo y, de 
insistir en la omisión, se emitirá acuerdo de conclusión del expediente por falta de interés. 

Artículo 53. En ningún momento la presentación de una queja ante el Consejo interrumpirá 
la prescripción de las acciones judiciales o recursos administrativos previstos por la 
legislación correspondiente. 

Artículo 54. El Consejo, por conducto de la persona que ocupe la presidencia, de manera 
excepcional y previa consulta con la Junta de Gobierno, podrá excusarse de conocer de un 
determinado caso si éste puede afectar su autoridad moral o autonomía. 

Artículo 55. Cuando se presenten dos o más quejas que se refieran a los mismos hechos, 
actos, omisiones o prácticas sociales presuntamente discriminatorias, el Consejo, a su juicio, 
podrá acumularlas para su trámite y resolución, cuando reúnan los requisitos de 
procedibilidad y proporcionen elementos relevantes al caso que se investiga, de conformidad 
con lo establecido en el Estatuto Orgánico.  

Artículo 56. Derogado. 

Artículo 57. Derogado. 

Sección Segunda 
De la Reclamación 

Artículo 58. Derogado. 

Artículo 59. Derogado. 

Artículo 60. Derogado. 
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Artículo 61. Derogado. 

Artículo 62. Derogado. 

Artículo 63. Derogado. 

Sección Tercera 
De la Sustanciación 

Artículo 63 Bis. La persona titular de la Presidencia, la persona titular de la Dirección General 
Adjunta de Quejas, así como las personas titulares de las direcciones, subdirecciones y 
jefaturas de departamento de la Dirección General Adjunta que tendrán a su cargo la 
tramitación de expedientes de queja y el personal que al efecto se designe, tendrán en sus 
actuaciones fe pública para certificar la veracidad de los hechos con relación a las quejas 
presentadas ante dicho Consejo; las orientaciones que se proporcionen; la verificación de 
medidas administrativas y de reparación, entre otras necesarias para la debida sustanciación 
del procedimiento. 

Para los efectos de esta Ley, la fe pública consistirá en la facultad de autenticar documentos 
preexistentes o declaraciones y hechos que tengan lugar o estén aconteciendo en su presencia. 

Las declaraciones y hechos a que se refiere el párrafo anterior, se harán constar en el acta 
circunstanciada que al efecto levantará la persona servidora pública correspondiente. 

Artículo 63 Ter. En los casos de los que tenga conocimiento el Consejo y se consideren 
graves, podrá solicitar a cualquier particular o autoridad la adopción de las medidas 
precautorias o cautelares necesarias para evitar consecuencias de difícil o imposible 
reparación; lo anterior, a través del área que proporcione orientación o en la tramitación de 
los expedientes de queja.  

Artículo 63 Quáter. Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la presentación de la queja, 
o al de su aclaración, se resolverá respecto a su admisión.  

Artículo 63 Quintus. Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la admisión de la queja, las 
imputaciones se harán del conocimiento de la persona particular, física o moral, persona 
servidora pública o poderes públicos federales a quienes se atribuyan éstas, o a su superior 
jerárquico o al representante legal, para que rindan un informe dentro del plazo máximo de 
diez días hábiles siguientes al de la fecha de su notificación.  

Artículo 63 Sextus. En la contestación se afirmarán, refutarán o negarán todos y cada uno de 
los hechos actos, omisiones o prácticas discriminatorias imputadas, además de incluir un 
informe detallado y documentado de los antecedentes del asunto, sus fundamentos y 
motivaciones y, en su caso, los elementos jurídicos o de otra naturaleza que los sustenten y 
demás que considere necesarios.  
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Artículo 63 Séptimus. A la persona particular, física o moral, persona servidora pública o 
poderes públicos federales a quienes se atribuyan los presuntos actos, omisiones o prácticas 
sociales discriminatorias, se les apercibirá de que de omitir dar contestación a las 
imputaciones, o dar respuesta parcial, se tendrán por ciertas las conductas o prácticas sociales 
presuntamente discriminatorias que se le atribuyan, salvo prueba en contrario, y se le 
notificará del procedimiento conciliatorio, cuando así proceda, para efectos de su 
participación. 

Artículo 63 Octavus. Los particulares que consideren haber sido discriminados por actos de 
autoridades o de servidores públicos en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas 
que acudan en queja ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y si ésta fuera 
admitida, el Consejo estará impedido para conocer de los mismos hechos que dieron 
fundamento a la queja.  

Sección Cuarta 
De la Conciliación 

Artículo 64. La conciliación es la etapa del procedimiento de queja por medio del cual 
personal de este consejo intenta, en los casos que sea procedente, avenir a las partes para 
resolverla, a través de alguna de las soluciones que se propongan, mismas que siempre 
velarán por la máxima protección de los derechos de las personas presuntamente víctimas de 
conductas o prácticas sociales discriminatorias. 

Cuando el contenido la queja, a juicio del Consejo, se refiera a casos graves, o bien exista el 
riesgo inminente de revictimizar a la persona peticionaria y o agraviada, el asunto no podrá 
someterse al procedimiento de conciliación con las autoridades o particulares presuntamente 
responsables de la discriminación, por lo que se continuará con la investigación o, si se 
contara con los elementos suficientes, se procederá a su determinación.  

Artículo 65. Una vez admitida la queja, lo cual se hará del conocimiento del presunto 
agraviado por conductas discriminatorias, se le citará para que se presente en la fecha y hora 
señalada a la audiencia de conciliación, la cual deberá llevarse a cabo en los quince días 
hábiles siguientes a aquel en que se notificó a las partes dicha celebración. Esta audiencia 
tendrá verificativo en las instalaciones del Consejo. 

Artículo 65 Bis. En el caso de que las partes residan fuera del domicilio del Consejo, la 
conciliación podrá efectuarse por escrito, medios electrónicos u otros, con la intermediación 
del Consejo. 

En caso de que las partes acepten la conciliación, ya sea en sus comparecencias iniciales, o 
en cualquier otro momento, dentro de los quince días hábiles siguientes se efectuará la 
audiencia respectiva, para cuya celebración el Consejo fijará día y hora.  

El Consejo podrá realizar esa conciliación aun sin la presencia de la parte peticionaria o 
agraviada, siempre y cuando se cuente con la anuencia de cualquiera de éstas.  
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Artículo 66. Al preparar la audiencia, la persona conciliadora solicitará a las partes los 
elementos de juicio que considere convenientes para ejercer adecuadamente sus atribuciones, 
pudiendo aquéllas ofrecer los medios de prueba que estimen necesarios. 

Artículo 67. En caso de que la parte peticionaria o a quien se atribuyan los hechos motivo de 
queja no comparezcan a la audiencia de conciliación y justifiquen su inasistencia dentro del 
plazo de los tres días hábiles siguientes, por única ocasión se señalará nuevo día y hora para 
su celebración. 

Artículo 68. La persona conciliadora expondrá a las partes un resumen de la queja y de los 
elementos de juicio con los que se cuente hasta ese momento y las exhortará a resolverla por 
esa vía, ponderando que las pretensiones y acuerdos que se adopten sean proporcionales y 
congruentes con la competencia del Consejo. 

Artículo 69. La audiencia de conciliación podrá ser suspendida a juicio de la persona 
conciliadora o a petición de ambas partes de común acuerdo hasta en una ocasión, debiéndose 
reanudar, en su caso, dentro de los cinco días hábiles siguientes. 

Artículo 70. De lograr acuerdo se suscribirá convenio conciliatorio; el cual tendrá autoridad 
de cosa juzgada y traerá aparejada ejecución, y el Consejo dictará acuerdo de conclusión del 
expediente de queja, sin que sea admisible recurso alguno, quedando sujeto el convenio a 
seguimiento hasta su total cumplimiento. 

Artículo 71. En el supuesto de que el Consejo verifique la falta de cumplimiento de lo 
convenido, su ejecución podrá promoverse ante los tribunales competentes en la vía de 
apremio o en juicio ejecutivo, a elección de la parte interesada o por la persona que designe 
el Consejo, a petición de aquélla. 

A juicio del Consejo se podrá decretar la reapertura del expediente de queja, con motivo del 
incumplimiento total o parcial del convenio. 

Artículo 72. De no lograrse conciliación entre las partes, se abrirá la etapa de la investigación, 
o se determinará la queja de considerar el Consejo que cuenta con los elementos o pruebas 
necesarias para ello. 

Sección Quinta 
De la Investigación 

Artículo 73. El Consejo efectuará la investigación, para lo cual tendrá las siguientes 
facultades: 

I. Solicitar a las autoridades o particulares a los que se atribuyen los hechos motivo de queja 
la remisión de informes complementarios y documentos relacionados con el asunto materia 
de la investigación; 
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II. Solicitar a otras personas físicas o morales, personas servidoras públicas o poderes 
públicos federales que puedan tener relación con los hechos o motivos de la queja, la remisión 
de informes o documentos vinculados con el asunto. 

Para realizar la investigación no será impedimento el carácter confidencial o reservado de la 
información; sin embargo, el Consejo deberá manejar ésta en la más estricta confidencialidad 
y con apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental.  

III. Practicar inspecciones en el o los lugares en que se presume ocurrieron los hechos, así 
como en los archivos de particulares, de las autoridades, personas servidoras públicas o 
entidad de los poderes públicos imputados. En su caso, se asistirá de personal técnico o 
profesional especializado; 

IV. (...) 

V. Efectuar todas las demás acciones que el Consejo juzgue convenientes para el mejor 
conocimiento del asunto.  

Artículo 75. Las pruebas que se presenten por las partes, así como las que de oficio se allegue 
el Consejo, serán valoradas en su conjunto, de acuerdo con los principios de la lógica, la 
experiencia y la legalidad, a fin de que puedan producir convicción sobre los hechos motivo 
de queja. 

Artículo 76. Derogado.  

Artículo 77. Derogado. 

Sección Sexta 
De la Resolución 

Artículo 77 Bis. Las resoluciones por disposición que emita el Consejo, estarán basadas en 
las constancias del expediente de queja. 

Artículo 77 Ter. La resolución por disposición contendrá una síntesis de los puntos 
controvertidos, las motivaciones y los fundamentos de derecho interno e internacional que 
correspondan y los resolutivos en los que con toda claridad se precisará su alcance y las 
medidas administrativas y de reparación que procedan conforme a esta Ley. En la 
construcción de los argumentos que la funden y motiven se atenderá a los criterios y 
principios de interpretación dispuestos en esta Ley.  

Artículo 77 Quáter. El Consejo puede dictar acuerdos de trámite en el curso del 
procedimiento de queja, los cuales serán obligatorios para las partes; su incumplimiento 
traerá aparejadas las medidas administrativas y responsabilidades señaladas en este 
ordenamiento. 
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Artículo 78. Si al concluir la investigación no se logra comprobar que se hayan cometido los 
actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias imputadas, el consejo dictará el 
acuerdo de no discriminación, atendiendo a los requisitos a que se refiere el Estatuto 
Orgánico. 

Artículo 79. Si una vez finalizada la investigación, el Consejo comprueba los actos, 
omisiones o prácticas sociales discriminatorias formulará la correspondiente resolución por 
disposición, en la cual se señalarán las medidas administrativas y de reparación a que se 
refiere el capítulo correspondiente de esta Ley, así como los demás requisitos que prevé el 
Estatuto Orgánico del Consejo. 

La notificación de la resolución que se emita en el procedimiento de queja, que en su caso 
contenga la imposición de medidas administrativas y de reparación previstas en esta ley, se 
realizará personalmente, por mensajería o por correo certificado con acuse de recibo. 

De no ser posible la notificación por cualquiera de esos medios, podrá realizarse por estrados, 
de conformidad con lo señalado en el Estatuto Orgánico. 

Artículo 79 Bis. Con la finalidad de visibilizar y hacer del conocimiento de la opinión pública 
aquellos casos relacionados con presuntos actos, omisiones o prácticas sociales 
discriminatorias que a juicio del consejo sean graves, reiterativos o que tengan una especial 
trascendencia, podrá emitir informes especiales en los que se expondrán los resultados de las 
investigaciones; en su caso, las omisiones u obstáculos atribuibles a particulares y personas 
servidoras públicas; estableciendo propuestas de acciones y medidas para lograr condiciones 
de igualdad y no discriminación. 

Artículo 79 Ter. Las personas servidoras públicas federales a quienes se les compruebe que 
cometieron actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias, además de las medidas 
administrativas y de reparación que se les impongan, quedarán sujetas a las responsabilidades 
en que hayan incurrido, en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos. 

El Consejo enviará la resolución al órgano constitucional autónomo en materia 
anticorrupción, al contralor interno o al titular del área de responsabilidades de la 
dependencia, entidad u órgano público federal al que se encuentre o se hubiese encontrado 
adscrita la persona servidora pública responsable. La resolución emitida por el Consejo 
constituirá prueba plena dentro del procedimiento respectivo.  

Sección Sexta 
Del Procedimiento Conciliatorio entre Particulares 

Artículo 80. Derogado. 

Artículo 81. Derogado. 

Artículo 82. Derogado. 
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Capítulo VI 
De las Medidas Administrativas y de Reparación 

Sección Primera 
De las Medidas Administrativas y de Reparación 

Artículo 83. (...) 

I. La impartición de cursos o talleres que promuevan el derecho a la no discriminación y la 
igualdad de oportunidades;  

II. La fijación de carteles donde se señale que en ese establecimiento, asociación o institución 
se realizaron hechos, actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias, o mediante los 
que se promueva la igualdad y la no discriminación; 

III. La presencia de personal del Consejo para promover y verificar la adopción de medidas 
a favor de la igualdad de oportunidades y la eliminación de toda forma de discriminación; 

IV. La difusión de la versión pública de la resolución en el órgano de difusión del Consejo, 
y  

V. La publicación o difusión de una síntesis de la resolución en los medios impresos o 
electrónicos de comunicación. 

Artículo 83 Bis. El Consejo podrá imponer las siguientes medidas de reparación: 

I. Restitución del derecho conculcado por el acto, omisión o práctica social discriminatoria; 

II. Compensación por el daño ocasionado; 

III. Amonestación pública; 

IV. Disculpa pública o privada, y 

V. Garantía de no repetición del acto, omisión, o práctica social discriminatoria.  

Artículo 83 Ter. Las medidas administrativas y de reparación señaladas se impondrán sin 
perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal a que hubiere lugar. 

Sección Segunda 
De los Criterios para la Imposición de Medidas Administrativas y de Reparación 

Artículo 84. Para la imposición de las medidas administrativas y de Reparación, se tendrá en 
consideración: 

I. Derogada.  
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II. La gravedad de la conducta o práctica social discriminatoria;  

II Bis. La concurrencia de dos o más motivos o formas de discriminación;  

III. La reincidencia, entendiéndose por ésta cuando la misma persona incurra en igual, 
semejante o nueva violación al derecho a la no discriminación, sea en perjuicio de la misma 
o diferente parte agraviada; 

IV. El efecto producido por la conducta o práctica social discriminatoria.  

Artículo 85. Derogado.  

Sección Tercera 
De la Ejecución de las Medidas Administrativas y de Reparación 

Artículo 86. Tratándose de personas servidoras públicas, la omisión en el cumplimiento a la 
resolución por disposición en el plazo concedido, dará lugar a que el consejo lo haga del 
conocimiento del órgano constitucional autónomo en materia anticorrupción y de la 
autoridad, dependencia, instancia o entidad del poder púbico competente para que procedan 
conforme a sus atribuciones.  

Si se trata de particulares, personas físicas o morales, que omitan cumplir, total o 
parcialmente, la resolución por disposición, el Consejo podrá dar vista a la autoridad 
competente por la desobediencia en que haya incurrido.  

Artículo 87. El Consejo tendrá a su cargo la aplicación de las medidas administrativas y de 
reparación previstas en los artículos 83 y 83 Bis de esta ley. 

No obstante, los costos que se generen por esos conceptos deberán ser asumidos por la 
persona a la que se le haya imputado el acto u omisión discriminatoria. 

Sección Cuarta 
Del Recurso de Revisión 

Artículo 88. Contra las resoluciones y actos del Consejo los interesados podrán interponer el 
recurso de revisión, de conformidad con la Ley Federal del Procedimiento Administrativo.  

Artículos Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
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Artículo Tercero. El período de duración a que hace referencia esta ley para la persona que 
ocupe el cargo de la presidencia del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 
entrará en vigor a partir del siguiente nombramiento que se realice. 

Artículo Cuarto. El sistema para iniciar la renovación escalonada de las personas integrantes 
de la Asamblea Consultiva se propondrá mediante acuerdo de dicho órgano colegiado, y se 
pondrá a consideración de la Junta de Gobierno para su aprobación. 

Artículo Quinto. Dentro de los sesenta días siguientes a la entrada en vigor del presente 
decreto, el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación deberá emitir los lineamientos 
que regulen la aplicación de las medidas previstas en los artículos 83 y 83 Bis de la presente 
Ley. 

Artículo Sexto. Conforme a lo dispuesto en el artículo segundo transitorio del Decreto por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de enero 
de 2013. Las modificaciones previstas en el presente Decreto para los artículos 38, 39, 73 
Ter y 86 de esta Ley, exclusivamente por lo que se refiere a la desaparición y transferencia 
de las atribuciones de la Secretaría de la Función Pública, entrarán en vigor en la fecha en 
que el órgano constitucional autónomo que se propone crear en materia anticorrupción entre 
en funciones, conforme a las disposiciones constitucionales y legales que le den existencia 
jurídica. 

Entre tanto se expiden y entran en vigor las disposiciones a que se refiere este artículo, la 
Secretaría de la Función Pública continuará ejerciendo sus atribuciones conforme a los 
ordenamientos vigentes al momento de expedición de este decreto. 

Nota  

Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial. Examen de los informes presentados 
por los Estados Partes de conformidad con el artículo 9 de la Convención. 
CERD/C/MEX/CO/16-17. 9 de marzo de 2012. Numeral 9. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 días del mes de febrero de 2013.  

La Comisión de Derechos Humanos  

Diputados: Miriam Cárdenas Cantú (rubrica), presidenta; Rodimiro Barrera Estrada 
(rubrica), María Esther Garza Moreno (rubrica), Gabriel Gómez Michel (rubrica), Carlos 
Fernando Angulo Parra, María de Lourdes Amaya Reyes (rubrica), Margarita Elena Tapia 
Fonllem (rubrica), Martha Edith Vital Vera (rubrica), José Francisco Coronato Rodríguez 
(rubrica), Loretta Ortiz Ahlf (rubrica), Verónica Sada Pérez, René Ricardo Fujiwara 
Montelongo, secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rubrica), Carlos Humberto Castaños 
Valenzuela (rubrica), Francisco Javier Fernández Clamont (rubrica), María del Rocío García 
Olmedo, María de Jesús Huerta Rea (rubrica), María Jiménez Esquivel (rubrica), Roxana 
Luna Porquillo (rubrica), Roberto López Suárez, María Angélica Magaña Zepeda (rubrica), 
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María Guadalupe Mondragón González, José Luis Muñoz Soria, Carla Alicia Padilla Ramos, 
Vicario Portillo Martínez, Elvia María Pérez Escalante (rubrica), Cristina Ruiz Sandoval 
(rubrica). 
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De la Comisión de Marina, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas 
disposiciones de las Leyes Orgánica de la Administración Pública Federal, de Puertos, y de 
Navegación y Comercio Marítimos  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Marina de la Cámara de Diputados de la LXII Legislatura del honorable 
Congreso de la Unión le fue turnada, para su estudio y análisis, la iniciativa con proyecto de 
decreto por el que se reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, de la Ley de Puertos y de la Ley de Navegación y Comercio 
Marítimos, a cargo del diputado Raúl Santos Galván Villanueva, del Grupo Parlamentario 
del PRI. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f) de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 80; 157, numeral 1, 
fracción I; 158, numeral 1, fracción IV y 167, numeral 4 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados del honorable Congreso de la Unión, la Comisión de Marina somete a 
consideración de esta soberanía el presente dictamen con base en los siguientes: 

Antecedentes  

1. Con fecha 18 de septiembre de 2013, el diputado Raúl Santos Galván Villanueva, 
integrante del Grupo Parlamentario del PRI de la LXII Legislatura de la honorable Cámara 
de Diputados, presentó la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona 
diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la Ley 
de Puertos y de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos. 

2. En sesión ordinaria del 18 de septiembre de 2013, la Presidencia de la Mesa Directiva de 
la Cámara de Diputados, en uso de sus facultades legales y reglamentarias, dispuso que la 
iniciativa se turnara a las Comisiones Unidas de Marina, y de Transportes, para dictamen. 

3. En sesión ordinaria del 23 de septiembre de 2013, la Presidencia de la Mesa Directiva de 
la Cámara de Diputados, modificó el trámite de turno y dispuso que la iniciativa se turnará a 
la Comisión de Marina para dictamen. 

4. Los miembros de la Comisión de Marina realizaron diversos trabajos con el propósito de 
analizar el contenido de la iniciativa que ha quedado precisada, integrando sus observaciones 
y comentarios en su dictamen. 

Contenido de la iniciativa  

En la iniciativa en estudio, el diputado Galván Villanueva manifiesto que la economía y el 
comercio se desarrollan en un entorno globalizado, que se vincula a los acontecimientos que 
propician o afectan el crecimiento económico mundial. En este entorno, la competitividad 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3900‐III, martes 5 de noviembre de 2013 

2 
 

comercial es un componente importante que se debe fortalecer, ante lo cual cobran especial 
relevancia los servicios internacionales de transporte marítimo que forman parte de la 
logística internacional, y que representan hasta 80 por ciento del comercio mundial; es decir, 
los servicios de transporte marítimo constituyen la columna vertebral del comercio 
globalizado. 

Asimismo, el diputado iniciante expresó que por la importancia de los servicios de transporte 
marítimo para el comercio y la economía mundiales, México siempre ha actuado acorde con 
las exigencias de las normas internacionales que establecen objetivos y principios para 
salvaguardar las redes del transporte y del comercio, que incluyen las vías de navegación, 
puertos, terminales y otras instalaciones marítimo portuarias. 

Menciona el autor de la iniciativa que México cuenta con una amplia zona económica 
exclusiva, pero por su ubicación geográfica, las zonas marinas mexicanas se encuentran 
expuestas a los fenómenos naturales y antropogénicos, lo que repercute en las actividades 
comerciales, pesqueras, turísticas y ecológicas que allí se realizan; del mismo modo, la 
explotación de hidrocarburos y sus derivados, que es la principal fuente de riqueza y motor 
del desarrollo económico de la nación, conlleva riesgos para la seguridad, tanto de los bienes 
como de vidas humanas. 

Agrega el diputado Galván que derivado de lo anterior, la Organización Marítima 
Internacional (OMI), en 1974 aprobó el Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida 
Humana en el Mar, conocido como el SOLAS (por sus siglas en inglés), del cual México 
forma parte. Este convenio tiene por objeto que los países firmantes otorguen seguridad y 
ayuda a las embarcaciones durante su navegación, proporcionándoles auxilio mediante 
acciones de búsqueda, rescate y salvamento en el caso de incidentes o accidentes que las 
pongan en peligro. 

En la iniciativa en análisis se expresa que el 1 de febrero de 1992 entró en vigor la enmienda 
al SOLAS, que hizo obligatoria la implementación del Sistema Mundial de Socorro y 
Seguridad Marítima (SMSSM), con el objeto de que las autoridades de búsqueda y rescate 
en tierra y los buques cercanos a una embarcación en emergencia, sean rápidamente alertados 
del incidente, de tal forma que, sin dilación, puedan brindar su auxilio en una operación 
coordinada de búsqueda y rescate. 

Asimismo, el diputado Galván Villanueva señala que conforme al citado convenio y a la Ley 
de Navegación y Comercio Marítimos, el salvamento se establece como una atribución 
específica de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, mientras que lo relativo a la 
búsqueda y rescate para salvaguardar la vida humana en la mar, actualmente es compartida 
entre dicha secretaría y la de Marina, a través de la Armada de México. 

Históricamente la Secretaría de Marina ha realizado las actividades de búsqueda y rescate 
para salvaguardar la vida humana en la mar, con los recursos que se le asignan para el 
cumplimiento de las funciones militares conferidas a la Armada de México; sin embargo, la 
eficacia en la atención a emergencias hasta antes de 2007 no era la deseada, por lo que a 
partir de entonces la Secretaría de Marina impulsó y fortaleció la organización, optimización 
y especialización de las operaciones del Sistema de Búsqueda y Rescate con personal y 
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equipo especializado y con la creación de 17 estaciones de búsqueda y rescate, y de la Escuela 
de Búsqueda, Rescate y Buceo, con lo que en 2012 alcanzó una eficacia superior a 95 por 
ciento en estas operaciones. 

Igualmente, informa que la Organización Marítima Internacional (OMI), con fecha 12 de 
diciembre de 2002 enmendó el SOLAS, para incluir el nuevo capítulo “XI-2”, denominado 
“Medidas Especiales para incrementar la Protección Marítima”, que dio origen y sustento al 
“Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias” 
(Código PBIP), que fue aprobado en la misma fecha, conforme a la resolución 2 de la propia 
conferencia. Esta normatividad incorpora el diseño de una organización encargada de la 
seguridad en cada puerto, así como la instalación de dispositivos para prevenir y, en su caso, 
reprimir actos ilícitos en contra de buques e instalaciones portuarias. 

Comenta el autor del proyecto de decreto que la OMI, en coordinación con la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), en diciembre de 2003, durante la reunión tripartita de 
expertos sobre vigilancia, seguridad y salud en los puertos, adoptaron el Repertorio de 
recomendaciones prácticas sobre protección en los puertos , que amplía la aplicación de las 
medidas más allá de las instalaciones portuarias, para aplicarlas al puerto en su conjunto. 

El diputado Galván Villanueva advierte que las enmiendas al SOLAS se entienden aceptadas 
a partir del 1 de enero de 2004, fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 11 
de febrero y entraron en vigor el 1 de julio del mismo año. 

Menciona el autor de la iniciativa que para dar cumplimiento a las medidas especiales 
destinadas a incrementar la Protección Marítima y Portuaria y el Código PBIP, el 3 de 
septiembre de 2007; la Secretaría de Comunicaciones y Transportes acordó con la Secretaría 
de Marina fortalecer la protección y la seguridad en los recintos portuarios y en las vías 
generales de comunicación por agua, mediante un acuerdo de colaboración para garantizar 
la Protección Marítima y Portuaria, según lo dispuesto en el párrafo 1.2.2, parte A, del Código 
PBIP, a través de las formas y con base en los procedimientos que al efecto acordaron ambas 
autoridades en esa fecha. 

En su exposición de motivos el autor de la iniciativa informa que, derivado de los resultados 
obtenidos en el acuerdo citado en el párrafo anterior, así como la implementación de la 
Alianza para la Seguridad y la Prosperidad de América del Norte (ASPAN) y por las 
amenazas emergentes que impactaban en el comercio marítimo mundial, entre ellas la 
piratería (particularmente en las aguas de Somalia) y el incremento de los ataques a 
embarcaciones pesqueras en México, fue necesario ampliar los alcances y objetivos del 
acuerdo de colaboración entre ambas secretarías, mediante un instrumento que considerara 
nuevas acciones y establecer una coordinación interinstitucional más amplia, dando como 
resultado la creación del Centro Unificado para la Atención de Incidentes Marítimos y 
Portuarios, que en esta iniciativa se modifica su denominación a Centro Unificado para la 
Protección Marítima (conocido como Cumar), en los que concurren las capitanías de puerto 
por parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y los mandos de la Armada de 
México, por la Secretaría de Marina.  
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El iniciante informa que con el propósito de incrementar las operaciones de vigilancia, 
supervisión e inspección, el 3 de diciembre de 2007 entraron en operación los primeros cuatro 
Cumar en los puertos de Altamira, Veracruz, Lázaro Cárdenas y Manzanillo; y en agosto de 
2008 se establecieron otros diez en los puertos de Tampico, Tuxpan, Coatzacoalcos, Ciudad 
del Carmen, Progreso, Ensenada, Guaymas, Mazatlán, Acapulco y Salina Cruz. 

De igual forma, el legislador manifiesta que desde su instalación, el Cumar ha contribuido 
significativamente en la protección de los puertos, las vías generales de comunicación por 
agua y del personal que en ellos labora, así como de los buques y las tripulaciones de éstos, 
que arriban o zarpan de los puertos en que los Cumar se encuentran establecidos. Hasta antes 
de 2007 no se habían conseguido aseguramientos significativos en los puertos, sin embargo, 
a partir de la creación de estos centros, entre 2007 y 2012, se logró el aseguramiento de 16 
millones 409 mil 800 pastillas de pseudoefedrina, más de 2 millones de kilogramos de 
precursores químicos, 30 mil 430 kilogramos de cocaína, 25 millones 170 mil 080 dólares 
americanos, así como armas diversas. 

Sobre este particular, el diputado Galván Villanueva participa que el Comité Ejecutivo contra 
el Terrorismo del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, al tener 
conocimiento de la efectiva coordinación entre las diversas autoridades que convergen en los 
puertos y de los resultados antes citados, consideró el establecimiento del Cumar como una 
muy buena práctica por parte del gobierno de México y un ejemplo a seguir por la comunidad 
mundial en el establecimiento de disposiciones internacionales en materia de protección 
marítima y portuaria. 

El legislador iniciante señala que para dar congruencia al orden jurídico que regula las 
actividades de las Secretarías de Marina, y de Comunicaciones y Transportes, en materias de 
búsqueda y rescate para salvaguardar la vida humana en la mar y de la protección marítima 
y portuaria, en la presente iniciativa se propone precisar las atribuciones que corresponda 
ejercer a estas dependencias, permitiéndoles sustentar sus funciones de autoridad en el 
contenido de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, Ley de Puertos y Ley de 
Navegación y Comercio Marítimos. 

El diputado Galván Villanueva destaca la importancia de que el Plan Nacional de Desarrollo 
2013-2018 precisa “Fortalecer el marco legal en materia de protección marítima y portuaria”; 
dado que esta materia no está incluida en la legislación vigente, resulta necesario asignarla 
como una atribución de la Secretaría de Marina, que de facto la ejerce a través de la Armada 
de México. 

Adicionalmente, el iniciante advierte que es importante precisar que el entorno oceánico y 
costero del Estado mexicano posee una riqueza biológica que contribuye a la megadiversidad 
y actividad económica de las zona costera y marinas del país, por ello la preocupación por el 
deterioro del medio ambiente marino en general, y específicamente por evitar que se 
presenten vertimientos en estas aguas y costas, a fin de garantizar la conservación de un 
medio ambiente marino para aquellos que se benefician de los recursos del mar, propiciando 
el desarrollo armónico de la población; en este contexto, México es firmante del Convenio 
sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y Otras 
Materias, 1972, y del Protocolo de 1996. 
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Menciona el autor de la iniciativa, que con el fin de cumplir el mencionado convenio sobre 
la Prevención de la Contaminación del Mar, en acuerdo presidencial del 30 de enero de 1978, 
el Ejecutivo federal designó a la Secretaría de Marina como la autoridad competente en 
materia de vertimientos, y el 23 de enero de 1979 expidió el Reglamento para Prevenir y 
Controlar la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, en base 
al cual la citada secretaría otorga, cancela y suspende permisos de vertimientos, y aplica las 
sanciones y multas a los infractores. 

En razón de lo anterior, el legislador llama la atención sobre la conveniencia de que la 
atribución en materia de vertimientos para la Secretaría de Marina, considerada importante y 
trascendental para la conservación y vigilancia de nuestros recursos marítimos, quede 
debidamente especificada dentro del marco de atribuciones que el artículo 30 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal precisa para esta dependencia, excluyendo lo 
relativo al vertimiento de aguas residuales al mar, que es competencia de la Secretaría del 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, con lo que se delimitan responsabilidades en el 
ejercicio de autoridad de ambas secretarías. 

Finalmente, el diputado Galván Villanueva advierte que se parte de la visión de que las 
funciones de las Secretarías de Marina, y de Comunicaciones y Transportes, deben ser 
complementarias, toda vez que el ámbito de competencia entre ambas son precisamente los 
puertos y las zonas marinas mexicanas, sin que cada una pierda su misión constitucional y 
legal. El propósito es que las actividades que realizan en estas materias estén claramente 
definidas, sin posibilidad de yuxtaposición o, inclusive, de conflictos competenciales, que 
confundan a los gobernados, a quienes se dirige la norma regulatoria y que puedan tener 
consecuencias legales en los actos de autoridad que cada una de ellas ejecuta o emite. 

El legislador indica que los ordenamientos legales que se proponen reformar son los que 
permiten a las dependencias del Ejecutivo federal aludidas actuar en materias de búsqueda y 
rescate para salvaguardar la vida humana en la mar, y de la protección marítima y portuaria, 
al otorgarles las atribuciones correspondientes. 

Al respecto, el diputado Galván Villanueva agrega que: 

1. Con las reformas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal: En el artículo 
30 se especifica que la Secretaría de Marina será la autoridad en las zonas marinas mexicanas 
en materia de búsqueda, rescate y vertimientos de desechos al mar distintos al de aguas 
residuales; así como en protección marítima y portuaria en coordinación con la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes. 

El artículo 36 se armoniza con el artículo 30 de la misma ley, relativo a los asuntos que 
corresponde despachar a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, se especifica que 
ésta se coordinará con la de Marina en esta materia de protección marítima y portuaria, con 
lo que este artículo queda armonizado con el artículo 30 arriba citado. 

2. Con las reformas y adiciones en la Ley de Puertos: En el artículo 1 se amplía el objeto de 
esta ley al incluir la protección marítima y portuaria; y en las fracciones X y XI del artículo 
2 se establece su definición y la del Cumar. 
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En el artículo 19 Bis se especifica la responsabilidad del Cumar, su organización y 
funcionamiento como grupo de coordinación interinstitucional entre la Secretaría de Marina 
y la de Comunicaciones y Transportes, y en el 19 Ter se pormenorizan sus funciones y la 
forma en que actuará dicho grupo. 

En la fracción IV del artículo 26 se precisa que los concesionarios deberán prever un área 
para el servicio al público, del Cumar y otras autoridades, y en la fracción XII del artículo 40 
se establece la obligación que tienen los concesionarios de proporcionar la información que 
requiera el Cumar para cumplir con los objetivos de la protección marítima y portuaria. 

3. Con las reformas y adiciones en la Ley de Navegación y Comercio Marítimos: En el 
artículo 1 se precisa que la protección es parte del objeto de la ley, y en las fracciones I Bis, 
VII Bis y VII Ter del artículo 2 se definen el acrónimo Semar, la Protección Marítima y 
Portuaria y el Cumar respectivamente para que esta ley quede armonizada con la Ley de 
Puertos. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciativa en estudio, se elabora el dictamen 
correspondiente con base en las siguientes 

Consideraciones  

Primera. La comisión que dictamina reconoce que hoy día la economía se desarrolla en un 
entorno global, donde el transporte marítimo se constituye en la columna vertebral del 
comercio mundial, surgiendo la necesidad de salvaguardar las vías de navegación, puertos, 
terminales y otras instalaciones marítimo portuarias. 

Segunda. Esta comisión dictaminadora advierte que es un hecho que el uso y explotación de 
océanos y costas ha provocado que su equilibrio ecológico se esté alterando; de igual forma, 
es común que las zonas marinas se encuentren expuestas a fenómenos hidrometeorológicos 
que se constituyen en riesgos para la seguridad de los bienes y las personas que allí laboran; 
como es una realidad que los actos terroristas en contra de buques e instalaciones marítimas 
es una amenaza vigente; por estas razones la comunidad mundial emitió normas 
internacionales para prevenir la contaminación y salvaguardar la vida en la mar, así como 
fortalecer la protección marítima y portuaria. 

Tercera. En tal contexto, México signó el Convenio sobre la Prevención de la Contaminación 
del Mar y el Convenio para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar y sus diversas 
enmiendas, como las “Medidas Especiales para incrementar la Protección Marítima”, que 
dieron origen al “Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones 
Portuarias” (Código PBIP). 

Cuarta. Esta comisión está en el entendido de que al ser México parte de estos instrumentos 
internacionales, las disposiciones allí contenidas le resultan obligatorias, y que en tal sentido, 
el 2007 la Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT) y la Secretaría de Marina 
(Semar) acordaron fortalecer la seguridad en los recintos portuarios y en las vías generales 
de comunicación por agua, mediante la creación de los Centros Unificados para la Protección 
Marítima (Cumar). Mismos que se encuentran establecidos y funcionando eficazmente desde 
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hace seis años en los 14 principales puertos mexicanos; en este tiempo no se han registrado 
incidentes en los puertos, creando un ambiente favorable para las actividades marítimas y 
portuarias; este hecho ha convertido a los Cumar en un recurso fundamental para la seguridad 
y protección de los puertos mexicanos, las vías generales de comunicación por agua, los 
buques que arriban o zarpan y del personal que en estos espacios labora. 

Igualmente se reconoce que además de la seguridad lograda, con el establecimiento de los 
Cumar también se incrementaron los resultados en la lucha contra el tráfico ilícito, 
redundando la medida en un ejemplo mexicano a seguir por la comunidad mundial. 

Quinta. La comisión dictaminadora concuerda con el diputado promovente en que dada la 
importancia que representa la protección marítima en el mundo globalizado actual, es 
necesario que las administraciones portuarias integrales (API) se encuentren legalmente 
obligadas a proporcionar la información que le sea requerida por la Semar y la SCT para que 
estas autoridades cuenten con los elementos de juicio que permitan al estado cumplir con sus 
obligaciones internacionales en materia de protección marítima y portuaria. 

De igual forma es muy importante que dentro del recinto portuario la Semar cuente con 
espacios para crear infraestructura que le permita llevar a cabo sus atribuciones e interactuar 
con las API, aduanas y capitanías de puerto, para proporcionar en forma inmediata los apoyos 
técnicos y operativos que requiera el Cumar para el cumplimiento de sus funciones. 

Sexta. La comisión que dictamina está consciente de que la búsqueda y rescate para 
salvaguardar la vida humana en la mar históricamente la ha realizado la Semar a través de la 
Armada de México; y coincide con el diputado iniciante en que la protección marítima y 
portuaria es necesario reglamentarla como una atribución de la Semar, que de facto la ejerce 
a través de la Armada de México, la cual ha asumido el compromiso únicamente con base en 
el acuerdo de colaboración entre dicha secretaría y la SCT, sin que tales responsabilidades, 
ni las figuras de la protección marítima y portuaria ni la de los Cumar se encuentren 
incorporadas en el marco jurídico nacional. 

Séptima. Para regular las actividades de la Semar y de la SCT en materias de búsqueda, 
rescate y protección marítima y portuaria, en la iniciativa se proponen reformas a la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, a la Ley de Puertos y a la Ley de Navegación 
y Comercios Marítimos, para precisar las atribuciones que a cada una de las dos secretarías 
le corresponde ejercer, sin riesgo de incertidumbre en sus competencias ni imprecisiones que 
confundan a los gobernados. 

Octava. Los conceptos, procedimientos, medidas preventivas, y responsabilidades contenidas 
en las reformas y adiciones que se proponen, se fundamentan en el contenido del Código 
Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias, aprobado 
por la Organización Marítima Internacional (OMI). 

Novena. La Comisión de Marina estima conveniente la aprobación en sus términos de la 
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona diversas disposiciones de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la Ley de Puertos y de la Ley de 
Navegación y Comercio Marítimos, toda vez que su aprobación permitirá que las tres leyes 
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queden armonizadas entre sí, y con lo dispuesto en la normatividad internacional en materia 
de búsqueda, rescate, salvamento, seguridad y protección marítima; además, las reformas y 
adiciones que se proponen dan sustento jurídico a la actuación de la Armada de México y de 
otras autoridades que tienen injerencia en la materia, situación que permitirá al Estado 
mexicano garantizar el orden interno y cumplir con sus compromisos internacionales. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los miembros de la Comisión de Marina, de la LXII 
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, se permiten 
someter a la consideración de esta honorable asamblea, el siguiente 

Proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, de la Ley de Puertos y de la Ley de Navegación y Comercio 
Marítimos  

Artículo Primero. Se reforman las fracciones V y VII Bis del artículo 30, y la fracción XVII 
del artículo 36, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para quedar como 
sigue: 

Artículo 30. ...  

I. a IV. ...  

V. Ejercer la autoridad en las zonas marinas mexicanas en materia de:  

a) Cumplimento del orden jurídico nacional;  

b) Búsqueda y rescate para la salvaguarda de la vida humana en la mar;  

c) Vertimiento de desechos y otras materias al mar distintas al de aguas residuales, y  

d) Protección marítima y portuaria en coordinación con la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, en los términos que fijan los tratados internacionales y las leyes de la materia;  

VI. a VII. ...  

VII Bis. Establecer y dirigir el Servicio de Búsqueda y Rescate para la salvaguarda de la vida 
humana en la mar; 

VIII. a XXVI. ...  

Artículo 36. ...  

I. a XVI. ...  
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XVII. Inspeccionar los servicios de la marina mercante, así como coordinarse con la 
Secretaría de Marina en la aplicación de las medidas en materia de protección marítima y 
portuaria; 

XVIII a XXVII...  

Artículo Segundo. Se reforman el párrafo primero del artículo 1o.; la fracción IV del artículo 
26 y se adicionan las fracciones X y XI al artículo 2o.; los artículos 19 Bis y 19 Ter, y la 
fracción XII al artículo 40 de la Ley de Puertos, para quedar como sigue: 

Artículo 1o. La presente ley es de orden público y de observancia en todo el territorio 
nacional, y tiene por objeto regular los puertos, terminales, marinas e instalaciones portuarias, 
su construcción, uso, aprovechamiento, explotación, operación, protección y formas de 
administración, así como la prestación de los servicios portuarios. 

...  

Artículo 2o. ...  

I. a IX. ...  

X. Cumar: El Centro Unificado para la Protección Marítima y Portuaria.  

XI. Protección Marítima y Portuaria: Las medidas, mecanismos, acciones o instrumentos que 
permitan un nivel de riesgo aceptable en los puertos y en la administración, operación y 
servicios portuarios, así como en las actividades marítimas, en los términos que establezcan 
los tratados o convenios internacionales en los que México sea parte en materia de protección 
marítima y portuaria.  

Artículo 19 Bis. El Cumar es un grupo de coordinación interinstitucional entre la Secretaría 
de Marina y la Secretaría, para la aplicación de las medidas de protección marítima y 
portuaria y la atención eficaz de incidentes marítimos y portuarios, que determine la 
Secretaría de Marina.  

La organización y funcionamiento del Cumar se regulará en el reglamento que al efecto se 
expida.  

Artículo 19 Ter. El Cumar tendrá las funciones siguientes:  

I. Coadyuvar en el cumplimiento de los tratados o convenios internacionales en los que 
México sea parte en materia de protección marítima y portuaria;  

II. Aplicar las disposiciones y medidas de reacción que se dispongan dentro del marco del 
capítulo XI-2 del Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 
1974 y el Código de Protección a Buques e Instalaciones Portuarias para que se cumplan los 
niveles de protección marítima y portuaria conforme a lo siguiente:  
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a) Nivel de protección 1: Establecer en todo momento medidas mínimas de protección 
marítima y portuaria;  

b) Nivel de protección 2: Establecer medidas adicionales de protección marítima y portuaria 
a las establecidas en el inciso anterior por aumentar el riesgo de que ocurra un suceso que 
afecte la protección marítima y portuaria, durante un determinado periodo, y  

c) Nivel de protección 3: Establecer medidas específicas adicionales de protección marítima 
y portuaria a las establecidas en los incisos anteriores por un tiempo limitado, cuando sea 
probable o inminente un suceso que afecte la protección marítima y portuaria, aún en el caso 
de que no pudiera localizarse el objetivo específico que dicho suceso afecte;  

III. Fungir como instancia coordinadora de las acciones que realicen las autoridades de los 
tres órdenes de gobierno en materia de protección marítima y portuaria, y  

IV. Las demás que le confieran otras disposiciones jurídicas.  

Artículo 26. ...  

I. a III. ...  

IV. Las características de prestación de los servicios portuarios y la determinación de las 
áreas reservadas para el servicio al público y para las funciones del capitán de puerto, de 
aduanas, del Cumar, y otras autoridades; 

V. a XII. ...  

...  

Artículo 40. ...  

I. a IX. ...  

X. Percibir, en los términos que fijen los reglamentos correspondientes y el título de 
concesión, ingresos por el uso de la infraestructura portuaria, por la celebración de contratos, 
por los servicios que presten directamente, así como por las demás actividades comerciales 
que realicen; 

XI. Proporcionar la información estadística portuaria, y  

XII. Proporcionar al Cumar la información que les sea requerida relacionada con la 
protección marítima y portuaria, así como tomar en cuenta sus recomendaciones para 
mantener los niveles establecidos en el artículo 19 Ter de la presente ley.  

Artículo Tercero. Se reforman el párrafo primero del artículo 1; 163, 164 y la fracción III del 
artículo 167; y se adicionan las fracciones I Bis, VII Bis y VII Ter al artículo 2; el artículo 8 
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Bis; la fracción VIII Bis al artículo 9; el tercer párrafo al artículo 46 y el artículo 49 Bis, de 
la Ley de Navegación y Comercio Marítimos para quedar como sigue: 

Artículo 1. Esta ley es de orden público y tiene por objeto regular las vías generales de 
comunicación por agua, la navegación, su protección y los servicios que en ellas se prestan, 
la marina mercante mexicana, así como los actos, hechos y bienes relacionados con el 
comercio marítimo. 

...  

Artículo 2. ...  

I. ...  

I Bis. Semar: La Secretaría de Marina;  

II. a VII. ...  

VII Bis. Protección marítima y portuaria: Las medidas, mecanismos, acciones o instrumentos 
que permitan un nivel de riesgo aceptable en los puertos y en la administración, operación y 
servicios portuarios, así como en las actividades marítimas, en los términos que establezcan 
los tratados o convenios internacionales en los que México sea parte en materia de protección 
marítima y portuaria;  

VII Ter. Cumar: El Centro Unificado para la Protección Marítima y Portuaria establecido en 
la Ley de Puertos;  

VIII. a XIII. ...  

Artículo 8 Bis. Son atribuciones de la Semar, sin perjuicio de las que correspondan a otras 
dependencias de la administración pública federal:  

I. Establecer, en coordinación con la secretaría, la protección marítima y portuaria que 
aplicará el Cumar conforme a lo dispuesto en la Ley de Puertos;  

II. Dirigir, organizar y llevar a cabo la búsqueda y rescate para la salvaguarda de la vida 
humana en las zonas marinas mexicanas, y  

III. Las demás que le señalen otras disposiciones jurídicas.  

Artículo 9. ...  

I. a VIII. ...  

VIII Bis. Ordenar las medidas que le sean requeridas por el Cumar, conforme a lo dispuesto 
en la Ley de Puertos;  
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IX. a XIV. ...  

...  

...  

Artículo 46. ...  

...  

En caso de encontrarse algún incumplimiento a las normas aplicables en materia de 
protección marítima y portuaria, la autoridad marítima dará vista al Cumar para que 
intervenga en los términos que establezca la Ley de Puertos.  

Artículo 49 Bis. La capitanía de puerto a requerimiento del Cumar podrá negar o dejar sin 
efectos el despacho de salida de cualquier embarcación como medida precautoria cuando se 
haya decretado un nivel 3 de protección marítima y portuaria en términos de la Ley de 
Puertos.  

Artículo 163. La organización y dirección del Servicio de Búsqueda y Rescate para la 
salvaguarda de la vida humana en las zonas marinas mexicanas corresponderá a Semar, 
conforme a lo dispuesto por el artículo 8 Bis de esta ley. La Semar determinará las estaciones 
de búsqueda y rescate que deban establecerse en los litorales, de conformidad con lo 
dispuesto por el reglamento respectivo.  

Artículo 164. El salvamento de embarcaciones en los términos que señala el artículo 161 de 
esta ley, dentro de la jurisdicción de la capitanía de puerto será coordinado por su titular, 
quien estará facultado para utilizar los elementos disponibles en el puerto a costa del 
propietario o naviera de la embarcación de que se trate, por el tiempo necesario que dure la 
operación.  

Artículo 167. ...  

I. a II. ...  

III. El plazo para cumplir con la orden será de tres meses contados a partir de la fecha de la 
notificación. De no cumplirse con tal requerimiento, la autoridad marítima estará facultada 
para removerlo o hundirlo, a costa del propietario o naviero, sin perjuicio de la aplicación de 
las sanciones administrativas conducentes. En caso de hundimiento, se deberá contar con la 
autorización de la Semar, como autoridad en materia de vertimientos, y  

IV. ...  

Transitorios 
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Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. El Ejecutivo federal deberá promover la expedición de las disposiciones 
reglamentarias necesarias, dentro de un término de ciento ochenta días posteriores a la 
entrada en vigor del presente decreto. 

Tercero. Las acciones que deban realizar las dependencias y entidades de la administración 
pública federal para dar cumplimiento a lo dispuesto por el presente decreto deberán sujetarse 
a la disponibilidad presupuestaria que se apruebe para dichos fines en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2013. 

La Comisión de Marina  

Diputados: José Soto Martínez (rúbrica), presidente; Raúl Santos Galván Villanueva 
(rúbrica), Carlos Humberto Castaños Valenzuela, Germán Pacheco Díaz (rúbrica), María de 
Lourdes Amaya Reyes (rúbrica), Jhonatan Jardines Fraire (rúbrica), Luis Gómez Gómez 
(rúbrica), Marco Antonio Bernal Gutiérrez (rúbrica), Salvador Arellano Guzmán (rúbrica), 
secretarios; Roy Argel Gómez Olguín, Luis Ricardo Aldana Prieto (rúbrica), Ricardo Cantú 
Garza (rúbrica), Roberto López Suárez (rúbrica), Raúl Macías Sandoval, Rafael Alejandro 
Moreno Cárdenas (rúbrica), Máximo Othón Zayas (rúbrica), Jorge Rosiñol Abreu (rúbrica), 
Víctor Serralde Martínez, Uriel Flores Aguayo (rúbrica), Rafael González Reséndiz, Arturo 
Escobar y Vega. 
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De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. y 
adiciona un párrafo al 8o. de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión 
de los Particulares  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Gobernación de la LXII Legislatura le fue turnada, para su estudio, análisis 
y dictamen correspondiente, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 3o, 
fracción VI, y adiciona un sexto párrafo al artículo 8o de la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales en Posesión de los Particulares. 

Esta comisión, con fundamento en los artículos 71 y 73, fracción XXIX-O, y a la luz de lo 
dispuesto por los artículos 6o. y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f) y numeral 7 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 80, 157 numeral 1 , fracción 
I, 158 numeral 1, fracción IV y 167, numeral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputados 
y habiendo analizado el contenido de la iniciativa de referencia, somete a la consideración de 
esta honorable asamblea, el presente dictamen, basándose en los siguientes 

Antecedentes  

1 . El veintinueve de abril de dos mil trece, la diputada Arely Madrid Tovilla, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, haciendo uso de la facultad 
que les confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, presentó ante el pleno de la Cámara de Diputados, con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 3o, fracción VI, y adiciona un sexto párrafo al artículo 80 de la Ley 
Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, misma que fue 
suscrita por el diputado Manuel Añorve Baños, integrante del Grupo Parlamentario del 
Partido Revolucionario Institucional. 

2 . En esa misma fecha, veintinueve de abril de dos mil trece, el presidente de la Mesa 
Directiva de la Cámara de Diputados dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión 
de Gobernación para su estudio y análisis correspondiente. 

3 . Con fecha doce de septiembre de dos mil trece, los diputados integrantes de la Comisión 
de Gobernación, aprobaron el presente dictamen. 

Contenido de la iniciativa  

Señala la iniciadora que la vertiginosa evolución tecnológica ha desarrollado diversas formas 
de identificar a una persona por sus características biométricas y que generan una gran 
cantidad de datos personales. 
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Esa evolución tecnológica ha desarrollado las técnicas de recopilación de información 
biométrica para la obtención de los datos personales a través a través del reconocimiento de 
las características fisiológicas de la persona, es decir, el reconocimiento facial, su huella 
dactilar, el análisis de la imagen del dedo, el reconocimiento del iris, el análisis de la retina, 
la geometría de la mano, el reconocimiento de la forma y tamaño del oído, el reconocimiento 
vocal, el análisis de los poros de la piel. Una segunda forma se fija en las formas de 
comportamiento como la comprobación de la firma manuscrita, el análisis del tecleado, del 
andar, etcétera. 

La iniciadora argumenta que los datos biométricos no han sido incluidos en el marco jurídico 
vigente. Diversas empresas solicitan al usuario datos como los dactilares que les permiten 
tener una amplia base de datos biométricos cuyo tratamiento debe ser regulado. Además -
continúa- las personas difunden un volumen cada vez mayor de información personal a escala 
mundial. La tecnología ha transformado tanto a la economía como a la vida social y requiere 
que se facilite aun más la libre circulación de datos y su transferencia entre instituciones, 
tanto nacionales como internacionales, por lo que se debe garantizar al mismo tiempo un 
elevado nivel de protección de datos personales. 

La exposición de motivos argumenta, a través de un estudio comparado, que países con 
amplia tradición en la protección de los datos personales están tomando en cuenta los grandes 
avances científicos y tecnológicos por lo que proponen incorporar a su marco jurídico la 
ampliación para el tratamiento de este tipo de datos. Claro ejemplo de ello se encuentra en la 
Unión Europea en el documento denominado Propuesta de reglamento del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, en el que en los incisos 
10 y 11 del artículo 4 del primer capítulo relativo a las “Definiciones”, establece una clara 
diferenciación entre información genética y datos biométricos, que a la letra dice:  

10) Datos gen éticos, todos los datos, con independencia de su tipo, relativo a las 
características de una persona que sean hereditarias o adquiridas durante el desarrollo 
prenatal temprano.  

11) Datos biométricos, cualesquiera datos relativos a las características físicas, fisiológicas o 
conductuales de una persona que permitan su identificación única, como imágenes faciales o 
datos dactiloscópicos.  

Por su parte en la 34 Conferencia Internacional de Autoridades de Protección de Datos y 
Privacidad llevada a cabo el 23 y 24 de octubre de 2012 en Punta del Este, Uruguay, 
denominada Privacidad y Tecnología en Equilibrio, los expertos del mundo se pronunciaron 
por reforzar la seguridad de los datos biométricos en sus legislaciones; ya que existe una 
creciente recolección y conformación de base de datos con base en la biometría del individuo.  

Dado que en México se están conformando bases de datos donde se almacena y tratan datos 
sensibles a través de la información biométrica, la iniciadora considera oportuno actualizar 
el actual marco normativo para garantizar la protección de los datos personales del individuo 
en todas sus manifestaciones, incluyendo los de los menores de edad quienes también sus 
datos sensibles son tratados. De esta forma, la iniciadora concluye que la iniciativa tiene 
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como objeto fortalecer el marco jurídico de la protección de los datos personales en posesión 
de los particulares en dos aspectos fundamentales: los datos biométricos de las personas y la 
protección de los menores de edad en sus datos personales, por lo que propone la reforma del 
artículo 3o, fracción VI, y la adición de un sexto párrafo al artículo 8o de la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciativa, los miembros de Comisión de 
Gobernación de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados, suscriben el presente 
dictamen exponiendo las siguientes: 

Consideraciones  

1. Si bien la legislación sobre la protección de datos personales, en México, tiene un 
reconocimiento reciente, los orígenes del derecho a la protección de los datos personales, en 
cuanto a derecho autónomo respecto de la privacidad y la intimidad, se encuentran en Europa. 
En 1967 se constituyó en el seno del Consejo de Europa una Comisión Consultiva para 
estudiar las tecnologías de información y su potencial agresividad hacia los derechos, de las 
personas, especialmente en relación con su derecho a la intimidad. De esta comisión surgió 
la Resolución número 509 de la Asamblea del Consejo de Europa sobre los “derechos 
humanos y nuevos logros científicos y técnicos”. 

2. Posteriormente, otros estados nacionales legislaron en materia de protección de datos; en 
1977, la República Federal Alemana aprobó la Ley de Protección de Datos de la República 
Federal Alemana; en 1978, Francia publicó la Ley de Informática, Ficheros y Libertades. 
Otros países que legislaron en la materia fueron: Dinamarca, la Ley sobre ficheros públicos 
y privados (1978); Austria, la Ley de Protección de Datos (1978) y Luxemburgo por Ley 
sobre la utilización de datos en tratamientos informáticos (1979). 

3. Hacia la década de los años ochenta el Consejo de Europa respaldó la protección de la 
intimidad frente a las nuevas tecnologías. Fue determinante el Convenio 108 para la 
protección de las personas con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter 
personal, en vigor el 1 de octubre de 1985, para garantizar a los ciudadanos el respeto de sus 
derechos y libertades, el derecho a la vida privada frente a los tratamientos de datos 
personales conciliando el respeto a ese derecho y la libre circulación de la información entre 
los estados. 

4. En nuestro país, el 20 de julio de 2007 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, 
el decreto que reforma el artículo 6o de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, relativo a los principios a la transparencia de la información pública 
gubernamental y las bases de la legislación relativa sobre esta materia. En estos principios, 
la mencionada disposición constitucional refiere a la protección en los términos establecidos 
por la Constitución y las leyes secundarias, de la vida privada y los datos personales. 

5. Efectivamente, el dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de la 
Función Pública de la Cámara de Diputados, publicado el jueves 1 de marzo de 2007 en la 
Gaceta Parlamentaria, señaló que la reforma del artículo 6o constitucional “Establece una 
segunda limitación al derecho de acceso a la información, misma que se refiere a la 
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protección de la vida privada y de los datos personales. Esta información no puede estar 
sujeta al principio de publicidad, pues pondría en grave riesgo otro derecho fundamental, que 
es el de la intimidad y la vida privada.  

Es fundamental esclarecer que aunque íntimamente vinculados, no debe confundirse la vida 
privada con los datos personales...  

La fracción segunda establece también una reserva de ley en el sentido que corresponderá a 
ésta, determinar los términos de la protección y las excepciones a este derecho” ; de esta 
forma tiene protección constitucional de los datos personales y los derechos con los que 
cuentan los titulares de los mismos a través del acceso, rectificación, cancelación y oposición 
(derechos ARCO). 

6. Así el artículo 6, fracción II, reconoce el derecho a la protección de datos personales 
señalando que: 

Artículo 6o . La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque 
algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos 
dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el estado. 

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la federación, los estados y el Distrito 
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios 
y bases: 

I. ... 

II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en 
los términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

III. a VII. ... 

7. Posteriormente, la reforma a los artículos 16 y 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 1 de junio de 2009 y 
30 de abril de 2009, respectivamente, fortalecieron el régimen de protección de datos 
personales en posesión de los particulares. La modificación constitucional adicionó al 
artículo 16 un párrafo segundo para reconocer el derecho a la protección de los Datos 
Personales, para quedar en los siguientes términos: 

“Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación 
y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la 
ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de 
datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud 
públicas o para proteger los derechos de terceros”. 
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8. Con la reforma al artículo 16 constitucional se reconoce y da contenido al derecho a la 
protección de datos personales. En ese sentido, se plasman los derechos con los que cuentan 
los titulares de los datos personales como lo son los de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición (denominados por su acrónimo como derechos ARCO). 

9. La adición al artículo 73 de una fracción XXIX-O estableció la facultad del Congreso de 
la Unión para legislar en materia de datos personales en posesión de los particulares, haciendo 
posible que los ordenamientos sobre la materia tengan un ámbito de aplicación nacional 
unificando la tutela de los datos personales en todo el país en cuanto a sus principios y 
procedimientos de protección en todas las entidades federativas; por otro lado, el desarrollo 
de las nuevas tecnologías y el comercio internacional deben ser regidos por legislaciones 
donde se traten los datos personales y, en segundo término, la materia de comercio es de 
ámbito federal conforme a las disposiciones así establecidas en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

10. La protección de los datos personales está regulada por la Ley Federal de Protección de 
Datos Personales en Posesión de los Particulares, publicada el 5 de julio de 2010 en el Diario 
Oficial de la Federación; dicho ordenamiento tiene por objeto la protección de los datos 
personales para regular su tratamiento legítimo, controlado e informado a efecto de garantizar 
la privacidad y el derecho a la autodeterminación informativa de las personas. 

11. En este ordenamiento se señalan cuáles son los datos personales indicando que son los 
que afectan la esfera más íntima de las personas cuyo uso indebido pueda perjudicar o traer 
graves riesgos a sus titulares: 

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. a V. ... 

VI. Datos personales sensibles: Aquellos datos personales que afecten a la esfera más íntima 
de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleve un 
riesgo grave para éste. En particular, se consideran sensibles aquellos que puedan revelar 
aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente y futuro, información genética, 
creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, opiniones políticas, preferencia 
sexual. 

VII. a XIX. ... 

12. Si bien nuestro país ha dado pasos fundamentales en el acceso a la información pública 
gubernamental y la protección de datos en posesión de particulares, así como su debido 
tratamiento, es importante destacar que en esta materia el avance de las tecnologías hace 
posible el almacenamiento y tratamiento de datos sensibles que pueden revelar la 
personalidad y aspectos íntimos de sus titulares, entre los que se encuentran los recabados 
por los sistemas biométricos que permiten la identificación automática de la identidad de las 
personas. 
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13. Efectivamente, las técnicas biométricas usadas en las nuevas tecnologías permiten 
recabar aspectos físicos y fisiológicos de una persona que pueden ser transformados en datos 
sensibles personales imprimiéndole efectos para ser operativos en cualquier legislación al 
vincular datos con personas específicas lo que requiere de un tratamiento y protección 
debidos. 

14. La biometría se refiere a sistemas que utilizan características físicas, fisiológicas o 
elementos de conducta mensurables con el fin de determinar o verificar la identidad supuesta 
de una persona para ser conservados en soportes y almacenajes que permitan el registro 
correspondiente. 

15. Los datos biométricos implican la información de cualquier persona que lo hace 
identificables y único del resto de la población relacionándose con aspectos más íntimos de 
su titular. Algunos ejemplos de datos biométricos son los siguientes: 

1. Las huellas dactilares; 

2. Análisis de iris y de retina;  

3. Geometría de la mano; 

4. Venas del dorso de la mano;  

5. Patrones de voz; 

6. Análisis del ADN; 

7. Forma o cadencia al caminar; 

8. Análisis de los gestos del rostro; 

9. Forma e impresión de la firma o de la escritura. 

16. A juicio de los integrantes de esta comisión, la reforma propuesta al artículo 3o, fracción 
VI, de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares 
representa una ampliación sobre el tratamiento y tutela de los datos de identificación de la 
persona mismo que, en un primer aspecto, implica la defensa de los derechos humanos, la 
dignidad de la persona, el respeto al derecho a la vida privada, al cuerpo humano y a aspectos 
más particulares e íntimos como la pertenencia a una raza de la especie humana y que pueden 
ser almacenados en sistemas gubernamentales y privados. 

17. De igual forma, si bien los datos biométricos implican altas probabilidades de identidad 
correcta de las personas titulares, su debido tratamiento implica evitar cualquier clase de uso 
indebido y de falsificaciones e impedir el robo de identidad. El almacenamiento y uso de los 
datos biométricos deben, por lo tanto, evitar toda captura excesiva para cumplir con las 
finalidades de identidad conforme a los propósitos para los cuales fueron recabados. 
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18. En este sentido, la Comisión de Gobernación considera viable la reforma al artículo 30, 
fracción VI, de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de Particulares 
para incluir en la definición de datos sensibles a los obtenidos por las técnicas biométricas, 
susceptibles de tratamiento. 

19. No obstante, esta comisión realiza modificaciones a la reforma propuesta al artículo 3o, 
fracción VI, de la Ley Federal de Protección de Datos. Si bien esta modificación quiere 
consignar el catálogo de datos biométricos, la comisión considera suficiente señalar como 
datos sensibles sólo los “datos biométricos” entendiéndose todos los que ahí describe la 
iniciadora, a saber: reconocimiento facial, huellas dactilares, análisis de las imágenes de los 
dedos, reconocimiento de iris, el análisis de la retina, geometría de la mano, reconocimiento 
de la forma del oído u oreja, reconocimientos vocales, análisis de los poros de la piel y todas 
las demás que permitan los avances tecnológicos. Así no se estará limitando esta reforma 
para ser abierta a la posibilidad de otras técnicas biométricas no mencionadas en el proyecto 
de decreto. 

20. De esta forma, la modificación al proyecto de reforma del artículo 3o, fracción VI, de la 
Ley Federal de Datos Personales en Posesión de Particulares se propone para quedar como 
sigue: 

Artículo 3. ... 

I. a V. ... 

VI. Datos personales sensibles: Aquellos datos personales que afecten a la esfera más íntima 
de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleve un 
riesgo grave para éste. En particular, se consideran sensibles aquellos que puedan revelar 
aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente y futuro, información genética, 
identificación biométrica , creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, 
opiniones políticas, preferencia sexual. 

VII. a XIX. ... 

21. Por lo que hace a la reforma del artículo 8o con el fin de incorporar un párrafo relativo al 
consentimiento para el tratamiento de datos personales de menores, esta comisión advierte 
que, desde la pasada administración, se inició la captura y almacenamiento de los datos 
personales y sensibles de menores de edad a través de la llamada Cédula de Identidad para 
Menores. Efectivamente, el 19 de enero de 2011 fue publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el decreto por el que se reforman los artículos 47, 52, 54, 59, 62 y 63 del 
Reglamento de la Ley General de Población con el fin ampliar los datos del Registro Nacional 
de Ciudadanos y el Registro de Menores de Edad. 

22. A mayor abundamiento, el artículo 52 del Reglamento de la Ley General de Población 
señala cuáles son los datos de los menores mexicanos en el Registro de Menores de Edad, 
estableciendo los siguientes: 
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Artículo 52. El Registro de Menores de Edad se conforma con los datos de los mexicanos y 
mexicanas menores de dieciocho años que se recaben a través de los registros civiles, los 
cuales deberán ser, cuando menos, los siguientes: 

a) Nombre completo; 

b) Sexo del o la menor; 

c) Lugar y fecha de nacimiento; 

d) Lugar y fecha en donde se llevó a cabo el registro; 

e) Nombres, apellidos y nacionalidad del padre y la madre del menor; 

f) Datos de localización del acta de nacimiento en el Registro Civil, y 

g) Clave Única de Registro de Población. 

Además, dicho registro contendrá la fotografía, las huellas dactilares y la imagen del iris, que 
para tal efecto recabe el Registro Nacional de Población. 

23. Los artículos 53 y 54 del mismo reglamento establecen la expedición y conformación de 
la Cédula de Identidad Personal. Dicha cédula de identidad sólo podrá ser otorgada siempre 
y cuando los padres o los tutores de los menores soliciten dicho documento. Así, el artículo 
55 del Reglamento de la Ley General de Población establece: 

Artículo 55 . La Cédula de Identidad Personal podrá ser solicitada por los padres o tutores 
del menor. Cuando éste haya cumplido los catorce años podrá solicitarla personalmente. 

24. De acuerdo con lo anterior, esta comisión estima viable la reforma al artículo 8o de la 
Ley Federal de Protección de Datos Personales, en razón de que las disposiciones 
secundarias, en el caso de la Cédula de Identidad Personal, requieren del consentimiento de 
los padres y tutores para la realización de un acto jurídico con efectos plenos en el que 
intervienen menores conforme a lo establecido en el artículo 23 del Código Civil Federal que 
advierte que la minoría de edad incapacita jurídicamente por lo que sólo los padres o tutores 
pueden intervenir legalmente en los actos y que, en el tema que nos compete, conciernen 
sobre la protección y tratamiento de los datos personales de los menores de edad según lo 
dispuesto, de igual forma, en el artículo 89 del Reglamento de la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de los Particulares. 

Por lo antes expuesto, los integrantes de la Comisión de Gobernación de la LXII Legislatura, 
sometemos a consideración del pleno de esta honorable asamblea el siguiente 

Decreto que reforma el artículo 3 y adiciona un párrafo al artículo 8 de la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares  
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Artículo Único . Se reforma el artículo 3, fracción VI y se adiciona un párrafo sexto al artículo 
8 de la Ley Federal de Datos Personales en Posesión de los Particulares, para quedar como 
sigue: 

Artículo 3 . ... 

I. a V. ... 

VI . Datos personales sensibles: Aquellos datos personales que afecten a la esfera más íntima 
de su titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleve un 
riesgo grave para éste. En particular, se consideran sensibles aquellos que puedan revelar 
aspectos como origen racial o étnico, estado de salud presente y futuro, información genética, 
identificación biométrica, creencias religiosas, filosóficas y morales, afiliación sindical, 
opiniones políticas, preferencia sexual. 

VII . a XIX . ... 

Artículo 8 . ... 

... 

... 

... 

Si el titular de los datos es un menor de edad, el consentimiento nunca se presumirá tácito. 
Siempre deberá constar la autorización del padre, madre o tutor cuya validez será verificada 
por el responsable del tratamiento los datos conforme a las reglas de representación 
dispuestas en el Código Civil Federal.  

Transitorio 

Único . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a doce de septiembre de dos mil 
trece. 

La Comisión de Gobernación  

Diputados: Rafael Alejandro Moreno Cárdenas (rúbrica), presidente; Esther Quintana Salinas 
(rúbrica), José Alfredo Botello Montes (rúbrica), Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica), 
Lizbeth Eugenia Rosas Montero (rúbrica), Fernando Belaunzarán Méndez (rúbrica), Mónica 
García de la Fuente (rúbrica), Francisco Alfonso Durazo Montaño (rúbrica), Manuel Rafael 
Huerta Ladrón de Guevara (rúbrica), Williams Oswaldo Ochoa Gallegos (rúbrica), Abel 
Octavio Salgado Peña (rúbrica), Adán David Ruiz Gutiérrez (rúbrica), Jaime Chris López 
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Alvarado (rúbrica), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rúbrica), Consuelo Argüelles 
Loya, Luis Manuel Arias Pallares (rúbrica), José Ángel Ávila Pérez (rúbrica), Faustino Félix 
Chávez (rúbrica), Heriberto Manuel Galindo Quiñones, Rodrigo González Barrios, Luis 
Antonio González Roldán (rúbrica), Francisco González Vargas (rúbrica), Fernando Donato 
de las Fuentes (rúbrica), Julio César Moreno Rivera (rúbrica), Arnoldo Ochoa González 
(rúbrica), Alfredo Rivadeneyra Hernández (rúbrica), Simón Valanci Buzali (rúbrica), José 
Arturo Salinas Garza, Víctor Hugo Velasco Orozco (rúbrica), Ruth Zavaleta Salgado 
(rúbrica). 
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De la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, con proyecto de decreto que adiciona 
la fracción XXI Bis al artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos  

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Transparencia y Anticorrupción de la Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión correspondiente a la LXII Legislatura, le fue turnado por la Mesa Directiva 
para su estudio y elaboración de dictamen correspondiente la minuta que reforma la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, presentada por la senadora 
Angélica de la Peña Gómez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática. 

La Comisión de Transparencia y Anticorrupción, de conformidad con lo que establecen los 
artículos 39, numeral 2, fracción XLIX; 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 80, numeral 
1, fracción I; 157, fracción I y 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cámara 
de Diputados, se abocó a elaborar el dictamen de la minuta antes referida, al tenor de los 
siguientes 

I. Antecedentes  

Primero. El 13 de noviembre de 2012, en sesión del pleno del Senado de la República, la 
senadora Angélica de la Peña Gómez presentó una iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se reforma la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos y la Ley de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos. 

Segundo. En la fecha antes referida la Mesa Directiva del Senado de la República turnó 
dicha iniciativa a las Comisiones Unidas de Gobernación, y de Estudios Legislativos, 
Segunda, para su análisis y dictamen, y a la Comisión de Derechos Humanos para opinión. 

Tercero. El pleno de la Cámara de Senadores aprobó el dictamen el martes 12 de febrero de 
2013 con 85 votos a favor. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva del 
Senado de la República instruyó se turnara el proyecto a la Cámara de Diputados para los 
efectos del inciso a) del artículo 72 constitucional. 

Cuarto. El 14 de febrero de 2013, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de 
Diputados turnó la minuta objeto del presente análisis, a la Comisión de Transparencia y 
Anticorrupción, para su estudio y elaboración de dictamen correspondiente. 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3878-II, martes 8 de octubre de 2013 

 

2 
 

II. Contenido de la minuta 

Único. Se propone adicionar la fracción XXI Bis al artículo 47 de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos; el cual contiene un catálogo de hipótesis 
relativas a obligaciones de los servidores públicos; estableciendo que: 

“Artículo 47. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones (...) 

XXI Bis. Las recomendaciones que les presente la institución a la que legalmente le 
competa la vigilancia y defensa de los derechos humanos, y en el supuesto de que se decida 
no aceptar o no cumplir las recomendaciones, deberá hacer pública su negativa, fundándola 
y motivándola en términos de lo dispuesto por el apartado B, del artículo 102 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por el artículo 46 de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 1  

(...)”. 

III. Consideraciones  

Primera. En el dictamen aprobado por la colegisladora, se esgrimieron, entre otras, 
esencialmente las siguientes consideraciones: 

“Estas comisiones unidas coinciden con la iniciativa en estudio, toda vez que se considera 
necesario e indispensable que los citados ordenamientos estén homologados a la reforma 
constitucional, publicada el 11 de junio de 2011 en el Diario Oficial de la Federación en el 
cual quedó establecido en el segundo párrafo del apartado B del artículo 102 constitucional 
que todo servidor púbico está obligado a responder las recomendaciones que les presenten 
estos organismos. Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por 
las autoridades o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su 
negativa (...)” 

“Cabe mencionar que las recomendaciones que emiten los organismos mencionados, si bien 
no son (como su nombre lo indica) vinculantes, eso no quiere decir que se puedan dejar de 
atender sin más. Por ello, estas (sic) importante obligar a todo servidor público a responder 
a las recomendaciones que les presenten estos organismos.” 

“Asimismo, establecer que todo servidor público que no acepte una recomendación de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos tendrá la obligación de fundar, motivar y hacer 
pública su negativa.” 

“Con esto se ensancha la fuerza de dichas recomendaciones y se fortalece el vínculo 
establecido en la constitución, entre el Senado de la República y la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos.” 
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Segunda. Con el objeto de elaborar un dictamen puntual, debe tomarse en cuenta lo que al 
respecto se establece en nuestro sistema jurídico mexicano, tanto a nivel constitucional 
como en el marco de la legislación secundaria. 

El artículo 102 Apartado B de la Carta Magna establece: 

“(... )B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los derechos 
humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas en contra de 
actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier autoridad o 
servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos 
derechos. 

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán recomendaciones públicas, 
no vinculatorias, denuncias y quejas ante las autoridades respectivas. Todo servidor público 
está obligado a responder las recomendaciones que les presenten estos organismos. Cuando 
las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o 
servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa; además, la 
Cámara de Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las 
entidades federativas, según corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a 
las autoridades o servidores públicos responsables para que comparezcan ante dichos 
órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa. 

Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales y jurisdiccionales. 

El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos; contará con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad 
jurídica y patrimonio propios. 

Las Constituciones de los Estados y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal 
establecerán y garantizarán la autonomía de los organismos de protección de los derechos 
humanos.  

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá un Consejo Consultivo integrado 
por diez consejeros que serán elegidos por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos, por la Comisión 
Permanente del Congreso de la Unión, con la misma votación calificada. La ley 
determinará los procedimientos a seguir para la presentación de las propuestas por la propia 
Cámara. Anualmente serán substituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el 
cargo, salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo periodo. 

El presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, quien lo será también del 
Consejo Consultivo, será elegido en los mismos términos del párrafo anterior. Durará en su 
encargo cinco años, podrá ser reelecto por una sola vez y sólo podrá ser removido de sus 
funciones en los términos del Título Cuarto de esta Constitución. 
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La elección del titular de la presidencia de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, así como de los integrantes del Consejo Consultivo, y de titulares de los 
organismos de protección de los derechos humanos de las entidades federativas, se 
ajustarán a un procedimiento de consulta pública, que deberá ser transparente, en los 
términos y condiciones que determine la ley. 

El presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos presentará anualmente a 
los Poderes de la Unión un informe de actividades. Al efecto comparecerá ante las Cámaras 
del Congreso en los términos que disponga la ley. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos conocerá de las inconformidades que se 
presenten en relación con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos 
equivalentes en las entidades federativas. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá investigar hechos que constituyan 
violaciones graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere el 
Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, el gobernador de un 
Estado, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de las entidades 
federativas.” 

Por su parte, la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, establece en su 
artículo 46 lo siguiente: 

“Artículo 46. La recomendación será pública y no tendrá carácter imperativo para la 
autoridad o servidor público a los cuales se dirigirá y, en consecuencia, no podrá por sí 
misma anular, modificar o dejar sin efecto las resoluciones o actos contra los cuales se 
hubiese presentado la queja o denuncia. 

En todo caso, una vez recibida, la autoridad o servidor público de que se trate informará, 
dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación, si acepta dicha 
Recomendación. Entregará, en su caso, en otros quince días adicionales, las pruebas 
correspondientes de que ha cumplido con la Recomendación. Dicho plazo podrá ser 
ampliado cuando la naturaleza de la Recomendación así lo amerite.  

Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas, se procederá 
conforme a lo siguiente: 

a) La autoridad o servidor público de que se trate deberá fundar, motivar y hacer pública su 
negativa, y atender los llamados de la Cámara de Senadores o en sus recesos la Comisión 
Permanente, a comparecer ante dichos órganos legislativos, a efecto de que expliquen el 
motivo de su negativa. 

b) La Comisión Nacional determinará, previa consulta con los órganos legislativos 
referidos en el inciso anterior, en su caso, si la fundamentación y motivación presentadas 
por la autoridad o servidor público que se hubiese negado a aceptar o cumplir las 
recomendaciones emitidas, son suficientes, y hará saber dicha circunstancia por escrito a la 
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propia autoridad o servidor público y, en su caso, a sus superiores jerárquicos, para los 
efectos del siguiente inciso. 

c) Las autoridades o servidores públicos, a quienes se les hubiese notificado la insuficiencia 
de la fundamentación y motivación de la negativa, informarán dentro de los quince días 
hábiles siguientes a la notificación del escrito referido en el inciso que antecede, si persisten 
o no en la posición de no aceptar o no cumplir la recomendación. 

d) Si persiste la negativa, la Comisión Nacional podrá denunciar ante el Ministerio Público 
o la autoridad administrativa que corresponda a los servidores públicos señalados en la 
recomendación como responsables.” 

Tercera. De la lectura de los anteriores artículos y para efectos del presente análisis destaca 
lo siguiente: 

a) Que tanto el Congreso de la Unión, como las legislaturas locales poseen facultad para 
que en el ámbito de sus respectivas competencias, establezcan organismos de protección de 
los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano. Por ende, a nivel federal 
existe la Comisión Nacional de Derechos Humanos y a nivel local sus homólogos, mientras 
que en la Ciudad de México se creó la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal, a través de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. 

b) Los organismos de protección de los derechos humanos, tienen la facultad de formular 
recomendaciones públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante las autoridades 
respectivas; asimismo, los servidores públicos está obligados a responder las 
recomendaciones que les presenten estos organismos y en caso de que las recomendaciones 
emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o servidores públicos, éstos 
deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa. 

c) Las Constituciones de los estados y el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal deben 
establecer y garantizar la autonomía de los organismos de protección de los derechos 
humanos.  

Cuarta. Esta comisión dictaminadora coincide con los argumentos esgrimidos por la 
colegisladora y pondera de suma trascendencia el acato a lo ordenado por nuestra norma 
suprema en su artículo 102 apartado B; adecuando al efecto el marco legal en pro de la 
transparencia en el actuar de los servidores públicos que no se constriñan a una 
recomendación emitida por un órgano tutor de los derechos humanos. Pues con lo anterior 
no sólo se homologaría el marco normativo secundario al de la Carta Magna; sino que 
representaría un avance en materia del régimen jurídico tutelar de los derechos humanos. 

Asimismo, la publicidad de la negativa a acatar recomendaciones de un órgano defensor de 
derechos fundamentales, representa un apego al derecho a la información pública y al de 
legalidad, en beneficio de la seguridad y certeza jurídica de los gobernados. 
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Al respecto, resulta aplicable la jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la 
federación, cuyo rubro se intitula “Fundamentación y motivación. el aspecto formal de la 
garantía y su finalidad se traducen en explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar 
la decisión”2 ; donde esencialmente se refiere que el contenido formal de la garantía de 
legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación 
tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el “para qué” de la 
conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera 
completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de 
voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y 
controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, 
lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para 
comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, 
exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento 
mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de 
pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción. 

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de Transparencia y 
Anticorrupción de la Cámara de Diputados resolvió en su sesión realizada el 11 de 
septiembre de 2013, aprobar en sus términos la minuta de mérito remitida por el Senado de 
la República y para los efectos de la fracción A del artículo 72 constitucional, por lo que se 
somete a consideración de esta soberanía el siguiente: 

Proyecto de decreto por el que se adiciona la fracción XXI Bis al artículo 47 de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos  

Artículo Único. Se adiciona la fracción XXI Bis al artículo 47 de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, para quedar como sigue: 

Artículo 47. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones para salvaguardar la 
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el 
desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento dará lugar al 
procedimiento y a las sanciones que correspondan, sin perjuicio de sus derechos laborales, 
así como de las normas específicas que al respecto rijan en el servicio de las fuerzas 
armadas: 

I. a XXI. ... 

XXI Bis. Las recomendaciones que les presente la institución a la que legalmente le 
competa la vigilancia y defensa de los derechos humanos, y en el supuesto de que se decida 
no aceptar o no cumplir las recomendaciones, deberá hacer pública su negativa, fundándola 
y motivándola en términos de lo dispuesto por el apartado B, del artículo 102 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por el artículo 46 de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 

XXII. a XXIV. ... 
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... 

Transitorio 

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Notas  

1. Lo resaltado es propio, para indicar el texto que se propone en la minuta de mérito.  

2. Tesis Jurisprudencial I.4o.A. J/43 emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito; visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta Tomo XXIII, Mayo 2006, Página 1531; cuyo rubro refiere: Fundamentación y 
motivación. El aspecto formal de la garantía y su finalidad se traducen en explicar, 
justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de septiembre de 2013. 

La Comisión de Transparencia y Anticorrupción  

Diputados: Areli Madrid Tovilla (rúbrica), presidenta; Lizbeth Loy Gamboa Song, María 
del Rocío García Olmedo (rúbrica), Flor Ayala Robles Linares, Juan Isidro del Bosque 
Márquez (rúbrica), Enrique Alejandro Flores Flores (rúbrica), Rocío Esmeralda Reza 
Gallegos (rúbrica), Laura Ximena Martel Cantú (rúbrica), Roberto Carlos Reyes Gámiz 
(rúbrica), Verónica García Reyes, Omar Antonio Borboa Becerra, Alberto Coronado 
Quintanilla (rúbrica), Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez 
Robles (rúbrica), Lisandro Arístides Campos Córdova (rúbrica), Alfonso Inzunza Montoya 
(rúbrica), Rodimiro Barrera Estrada, Rubén Acosta Montoya (rúbrica), Benjamín Castillo 
Valdez (rúbrica), Jorge Terán Juárez (rúbrica), Joaquina Navarrete Contreras (rúbrica), 
Fernando Belaunzarán Méndez, Javier Salinas Narváez, Juan Manuel Carbajal Hernández 
(rúbrica), Alejandro Carbajal González (rúbrica). 
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De la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto de decreto que adiciona la fracción XIX 
al artículo 5 de la Ley Federal de Fomento a las Actividades realizadas por Organizaciones 
de la Sociedad Civil  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Seguridad Pública de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del 
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, 
numerales 6, incisos e) y f), 7, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 80, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción I, y 158, 
numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás relativos de 
dicho ordenamiento, presentan el siguiente 

Dictamen 

I. Antecedentes  

1. Con fecha 15 de mayo de 2013, el diputado Víctor Hugo Velasco Orozco, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentó ante la Comisión 
Permanente del honorable Congreso de la Unión iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se adiciona una fracción XVIII bis al artículo 5 de la Ley Federal de Fomento a las 
Actividades realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil. 

2. Con la misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión Permanente del honorable Congreso 
de la Unión turnó a esta comisión dicha iniciativa para su estudio y dictamen. 

II. Contenido de la iniciativa  

La iniciativa en estudio tiene como finalidad el adicionar una fracción XVIII bis al artículo 
5 de la Ley Federal de Fomento a las Actividades realizadas por Organizaciones de la 
Sociedad Civil, esto con el propósito de incorporar a la atención, búsqueda y localización de 
menores de edad sustraídos o extraviados y de personas mayores de edad desaparecidas como 
objeto de fomento en los términos de dicha legislación. 

En el cuerpo de la misma, a manera de exposición de motivos hace un recuento del objeto de 
la Legislación en comento, así como los derechos a los que acceden las organizaciones de la 
sociedad civil, y enlista a las que, de acuerdo al Legislador, son aquéllas actividades que 
pueden ser objeto de fomento, que así mismo son las enumeradas por su artículo 5. 

A continuación, reconoce el importante rol que ha tenido este cuerpo normativo, siendo un 
ejemplo claro de ello el incremento gradual en los recursos públicos destinados para que las 
organizaciones de la sociedad civil cuyas actividades están soportadas por el mismo cumplan 
con su objeto social. 
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En razón de ello, el autor expone el recrudecimiento en la problemática particular de la 
sustracción o extravío de menores y de las personas desaparecidas; haciendo hincapié en el 
caso de menores de edad que caen en situaciones que atentan a la dignidad, como la 
pornografía, tráfico de órganos o adopción ilegal, y de las cifras preocupantes en materia de 
desaparecidos. 

Culminando, la exposición de motivos redondea su propósito al señalar que las instituciones 
públicas pudieran resultar insuficientes por la saturación de casos, por lo cual la participación 
ciudadana es invaluable, y por ende debe ser auxiliada y reconocida; cuantimás dado el hecho 
de que quienes conforman las agrupaciones que persiguen la búsqueda, atención y 
localización de personas extraviadas, sustraídas o desaparecidas sacrifican su patrimonio y, 
en muchas ocasiones, quedan en alta vulnerabilidad para recuperar a sus seres queridos. 

Por lo anterior, la iniciativa pretende la modificación que se ilustra en el siguiente cuadro 

Artículo 5 de la Ley Federal de Fomento a las Actividades realizadas por Organizaciones de 
la Sociedad Civil 
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III. Consideraciones  

Primera . Que el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
concordancia con la opinión predominante de los especialistas en la materia, reconoce dentro 
de las bases del Sistema Nacional de Seguridad Pública el rol de la participación de la 
comunidad para coadyuvar en los fines de la seguridad pública, revistiéndola de la 
importancia que implica elevarla a rango constitucional; lo cual es replicado en el artículo 6 
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Segunda . Que la Ley Federal de Fomento a las Actividades realizadas por Organizaciones 
de la Sociedad Civil, publicada el nueve de febrero de 2004, tiene por objeto que se fomenten 
específicamente las actividades enumeradas en la misma ley, otorgándoles derechos, 
obligaciones y sentando las bases para una acción coordinada del Estado mexicano en favor 
del fortalecimiento del tercer sector; y que se hace en razón de que la sociedad civil 
organizada apoya la acción del Estado, en ocasiones coordinándose y en otras por iniciativa 
propia. 

Tercera . Que la participación de la comunidad es vital en apoyo a la autoridad para la 
atención, búsqueda y localización de personas extraviadas, sustraídas o desaparecidas, y que 
este hecho es reconocido incluso en el marco de instrumentos internacionales, como la 
Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas, ratificada el 18 de marzo de 2008 por nuestro país, y que en su artículo 24 reconoce 
a todo aquel que haya sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una desaparición 
como víctima de la misma, y por ende reconociéndole los derechos a la verdad, a la 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3890-IV, martes 22 de octubre de 2013 

6 
 

reparación, y a que los Estados Parte garanticen su derecho a formar y participar libremente 
en organizaciones y asociaciones cuyo objeto persiga el esclarecimiento de las desapariciones 
forzadas. 

Cuarta . Que esta comisión ha tenido contacto con organizaciones cuyo objeto social se 
encuentra dentro de las actividades que pretende incorporar el autor de la iniciativa, y que en 
razón de ello se cuenta con una fuente directa de la problemática particular que sufren los 
integrantes de las mismas, dado que principalmente se conforman por familiares y personas 
cercanas a las personas desaparecidas, que en efecto sacrifican sus empleos, propiedades, 
posesiones, derechos y la misma integridad en perseguir un fin que a la par de ser social, es 
muy propio. 

Quinta . Que, en consonancia con el marco internacional de los Derechos Humanos, 
consideramos apropiado el ampliar el objeto que propone la iniciativa, con la finalidad de 
que no solamente se limite el fomento a las actividades consistentes en la atención, búsqueda 
y localización de los menores de edad sustraídos o extraviados y a las personas mayores de 
edad desaparecidas, sino que también pueda resguardar a aquellas agrupaciones que prestan 
su apoyo a las víctimas indirectas de estos actos lesivos distintas al sustraído, extraviado o 
desaparecido, que desde luego reciben un impacto serio y que cuyo fin es igualmente noble 
y digno de tutela al que atinada mente pretende proteger el autor. 

Sexta. Que por razones de técnica legislativa y para una adecuada armonización de cada una 
de las fracciones que componen el artículo 5, los integrantes de esta Comisión estimamos 
necesario reformar la fracción XVIII del artículo materia de la iniciativa, únicamente para 
remover la conjunción al final de la misma y sin alterar su sentido; así como proponemos que 
la propuesta de adición quede en una fracción XIX, y el contenido actual de la fracción XIX 
pase a ser XX, con lo cual se evitará tener una fracción Bis. 

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Seguridad Pública sometemos a 
consideración de esta Asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona una fracción XIX al artículo 5 de la Ley Federal de Fomento 
a las Actividades realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil  

Artículo Único . Se adiciona una fracción XIX, recorriéndose la actual en su orden, al artículo 
5 de la Ley Federal de Fomento a las Actividades realizadas por Organizaciones de la 
Sociedad Civil, para quedar como sigue: 

Artículo 5 . ... 

I . a XVII . ... 

XVIII . Acciones que promuevan el fortalecimiento del tejido social y la seguridad 
ciudadana; 
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XIX. Apoyo a las autoridades competentes en la atención, búsqueda y localización de 
menores de edad sustraídos o extraviados y de personas mayores de edad desaparecidas, y 
asistencia a las víctimas indirectas de dichos actos que hayan sufrido un perjuicio directo 
derivado de tales situaciones; y  

XX . Las que determinen otras leyes. 

Transitorio 

Único . El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Palacio, Legislativo de San Lázaro a 19 de septiembre de 2013. 

La Comisión de Seguridad Pública  

Diputados: José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica), presidente; José Alejandro Montano 
Guzmán (rúbrica), Ana Isabel Allende Cano (rúbrica), Sergio Armando Chávez Dávalos 
(rúbrica), José Alberto Rodríguez Calderón (rúbrica), Consuelo Argüelles Loya (rúbrica), 
Ernesto Alfonso Robledo Leal, José Ángel Ávila Pérez (rúbrica), María Guadalupe 
Moctezuma Oviedo, Felipe Arturo Camarena García (rúbrica en abstención), secretarios; 
María Elena Cano Ayala (rúbrica), Carlos Octavio Castellanos Mijares (rúbrica en 
abstención), José Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica), Enrique Cárdenas del Avellano 
(rúbrica), Pedro Ignacio Domínguez Zepeda (rúbrica), Francisco González Vargas (rúbrica), 
Raúl Macías Sandoval (rúbrica), José Valentín Maldonado Salgado, Rafael Alejandro 
Micalco Méndez (rúbrica), Trinidad Secundino Morales Vargas (rúbrica), Joaquina 
Navarrete Contreras (rúbrica), Rocío Esmeralda Reza Gallegos (rúbrica), Sonia Rincón 
Chanona, Francisco Tomás Rodríguez Montero (rúbrica), Víctor Serralde Martínez (rúbrica), 
María Guadalupe Sánchez Santiago, Regina Vázquez Saut (rúbrica), Elizabeth Oswelia 
Yáñez Robles (rúbrica). 
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De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con proyecto de 
decreto que reforma el numeral 3 del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos  

Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Cámara de 
Diputados del honorable Congreso de la Unión le fue turnada, para su estudio, análisis y 
dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 39 de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 157, 158 y 163 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados.  

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 40, numeral 
2, inciso a), y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 80, fracción II, 82, numeral 1, 84, 
85 y 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados expone a 
consideración de esta asamblea el presente dictamen, de conformidad con los siguientes 

Antecedentes  

1. En la sesión del 2 de abril de 2013, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dio 
cuenta al Pleno de la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 39 de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 157, 158 y 
163 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentada por la diputada Ruth Zavaleta 
Salgado (PVEM), y determinó turnarla para dictamen a la Comisión de Régimen, 
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. 

2. La iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3732-V, el 
miércoles 20 de marzo de 2013.  

3. El 24 de abril del año en curso, en reunión ordinaria de la Comisión de Régimen, 
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, acudió la diputada proponente, quien expuso y 
explicó el sentido de su iniciativa ante los integrantes de la citada comisión, de acuerdo con 
el artículo 177, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Contenido de la iniciativa  

1. La iniciativa presentada por la diputada Ruth Zavaleta Salgado, propone modificar la 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y el Reglamento de 
la Cámara de Diputados con el objeto de fortalecer las capacidades institucionales del 
honorable Congreso de la Unión para dar seguimiento y evaluar el desempeño del Poder 
Ejecutivo en el cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo. 
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2. En la exposición de motivos de la iniciativa, tanto en el cuerpo del texto como en la 
exposición que realizara ante esta comisión dictaminadora destaca la importancia de contar 
con instrumentos que permitan planear políticas, señalando que la democracia no implica 
solamente participación del mayor número de actores posibles, sino también la existencia 
de instituciones que permitan el seguimiento eficaz de las políticas para su evaluación y 
control. 

3. Igualmente, señala que a partir de 2012 la Ley de Planeación establece un esquema de 
corresponsabilidad entre el Ejecutivo y el Congreso de la Unión, donde el segundo debe 
vigilar constantemente el cumplimiento de esta Ley. 

4. Por lo anterior, hace hincapié en la importancia de dotar al Congreso de mejores 
herramientas para supervisar, a nombre de la ciudadanía, el desempeño del gobierno y su 
apego al Plan Nacional de Desarrollo, así como fortalecer las capacidades institucionales de 
las comisiones legislativas para cumplir con las reformas a la Ley de Planeación del año 
2012. 

5. Por lo que en tales condiciones propone reformar el artículo 39, párrafo 3 de la Ley 
Orgánica, para vincular el trabajo de evaluación de las comisiones con la planeación 
democrática; reformar los artículos 157, 158 y 163 del Reglamento para vincular el trabajo 
de evaluación de las comisiones con la planeación democrática, en consonancia con las 
reformas de 2012 a la Ley de Planeación; y que cada comisión establezca sus propias 
variables de desempeño. 

6. Con lo anterior, la proponente refiere se alcanzarán beneficios tales como contar con 
mejores capacidades de vigilancia por parte del Congreso de la Unión frente al Plan 
Nacional de Desarrollo, especialmente en cuanto a escenarios prospectivos; contar con 
comisiones más profesionalizadas en cuanto a sus procesos y metodologías y que se 
realicen decisiones con mayor peso ante la opinión pública, fortaleciendo la imagen 
institucional del órgano legislativo. 

Consideraciones  

1. La Cámara de Diputados está facultada para conocer y resolver la iniciativa enunciada en 
los antecedentes de este dictamen, de acuerdo con lo que señala el artículo 71, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

2. Analizada la propuesta, se pone de manifiesto que la misma atiende un problema en 
específico, que de acuerdo a la proponente es precisamente que se carece de herramientas y 
procedimientos para que el Congreso de la Unión vigile el cumplimiento de la Ley de 
Planeación. 

3. En tal sentido, como bien menciona la proponente, es importante que el Congreso tenga 
herramientas para supervisar, a nombre de la ciudadanía, el desempeño del gobierno y su 
apego al Plan Nacional de Desarrollo y con ello ejerza sus responsabilidades con la mayor 
eficacia posible. 
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4. Es de observar como bien plantea la diputada que Constitucionalmente, en forma 
concreta en el artículo 26, apartado A, párrafo cuarto, se señala que en el Sistema de 
Planeación Democrática, el Congreso de la Unión tendrá la intervención que señale la ley, 
de lo cual se desprende que será a través de una norma secundaria donde se establezcan las 
funciones del Congreso de la Unión en materia de planeación. 

5. Tomando en cuenta lo mencionado en el apartado anterior, el objeto de la Ley de 
Planeación es el siguiente: 

“I. Las normas y principios básicos conforme a los cuales se llevará a cabo la Planeación 
Nacional del Desarrollo y encauzar, en función de ésta, las actividades de la administración 
Pública Federal; 

II. Las bases de integración y funcionamiento del Sistema Nacional de Planeación 
Democrática; 

III. Las bases para que el Ejecutivo Federal coordine sus actividades de planeación con las 
entidades federativas, conforme a la legislación aplicable; 

IV. Las bases para promover y garantizar la participación democrática de los diversos 
grupos sociales así como de los pueblos y comunidades indígenas, a través de sus 
representantes y autoridades, en la elaboración del Plan y los programas a que se refiere 
esta Ley, y 

V. Las bases para que las acciones de los particulares contribuyan a alcanzar los objetivos y 
prioridades del plan y los programas”.  

Es decir, este ordenamiento sienta las bases en que se regirá el Sistema de Planeación 
Democrática y en el cual se estatuye, particularmente en los artículos 5, 6, 7 y 8, la relación 
y el papel que en el marco de tal sistema desempeñará el Congreso de la Unión, tal y como 
es realizar el examen y opinar sobre el Plan Nacional de Desarrollo, recibir el informe de 
las acciones y resultados de su ejecución, en la cual se incluirá el contenido de las Cuentas 
Anuales de la Hacienda Pública Federal y del Gobierno del Distrito Federal, además de 
imponer a los Secretarios de Estado el deber de dar cuenta al Congreso del avance y grado 
de cumplimiento, así como el desarrollo, resultados y relación de sus facultades o funciones 
con la planeación nacional. 

6. En tales circunstancias el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, fundamenta la relación del Congreso de la Unión en el Sistema de Planeación 
Democrática y a la Ley de Planeación, regula específicamente cual será esa función, pero 
no contempla expresamente lo concerniente a ello en la Ley Orgánica del Congreso 
General ni en el Reglamento de la Cámara de Diputados. 

7. Por la razón anterior, la presente propuesta tiene por objeto reformar el artículo 39 
párrafo 3 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para 
vincular el trabajo de evaluación de las comisiones con la planeación democrática. 
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En el mismo sentido, la propuesta de reforma a los artículos 157, 158 y 163 del Reglamento 
de la Cámara de Diputados, vincula el trabajo de evaluación de las comisiones con la 
planeación democrática, armonizándose a las disposiciones reformadas en 2012 de la Ley 
de Planeación. 

8. Así también, la reforma referida permitirá establecer de manera más específica las 
atribuciones de las comisiones legislativas en la función de control evaluatorio, el dar 
seguimiento al desempeño del Ejecutivo en materia de planeación democrática, lo anterior 
con base en indicadores de desempeño, así como realizar el análisis del informe que el 
Ejecutivo remite a la Comisión Permanente sobre las acciones y resultados de la ejecución 
del Plan Nacional de Desarrollo, todo ello bajo un marco de legítima representación de la 
ciudadanía. 

9. Por lo anteriormente analizado respecto al planteamiento de la proponente y con base en 
las consideraciones expresadas, la comisión considera pertinente dictaminar la propuesta en 
sentido positivo. 

10. Finalmente, esta comisión considera oportuno ajustar en su redacción el proyecto de 
articulado propuesto en la iniciativa, a efecto que quede debidamente estructurado en 
términos de claridad de la norma, en la parte correspondiente a la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.  

De igual forma se hará lo propio con las propuestas de reforma al Reglamento de la Cámara 
de Diputados, no obstante, en términos de la técnica legislativa y jurídica, y considerando 
que dicho instrumento legal se sujeta a un proceso legislativo unicameral, es que dichas 
modificaciones se avalarán en un dictamen por separado. 

Por lo antes expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión de Régimen, Reglamentos 
y Prácticas Parlamentarias de la LXII Legislatura proponemos a la consideración del pleno 
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma el numeral 3 del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos  

Artículo Único. Se reforma el numeral 3 del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 39.  

1. y 2. ... 

3. Las comisiones ordinarias establecidas en el párrafo anterior, tienen a su cargo tareas de 
dictamen legislativo, de información y de control evaluatorio conforme a lo dispuesto por 
los artículos 26, apartado A, párrafo cuarto y 93, párrafo primero de la Constitución, y su 
competencia se corresponde en lo general con las otorgadas a las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal. 
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Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Así lo resolvieron los diputados integrantes de la Comisión de Régimen, Reglamentos y 
Prácticas Parlamentarias, en el Recinto Legislativo de San Lázaro, en su Reunión ordinaria 
del día 20 del mes de junio de 2013.  

La Comisión de Régimen Reglamentos y Prácticas Parlamentarias  

Diputados: Marcos Aguilar Vega (rúbrica), Alberto Díaz Trujillo (rúbrica), Brenda María 
Alvarado Sánchez (rúbrica), Amira Gricelda Gómez Tueme, Williams Oswaldo Ochoa 
Gallegos, Ricardo Monreal Ávila, Roberto López Suárez (rúbrica), Rubén Camarillo 
Ortega, Fernando Rodríguez Doval (rúbrica), María del Rocío Corona Nakamura (rúbrica), 
Cristina González Cruz (rúbrica), Norma Ponce Orozco, Miguel Sámano Peralta (rúbrica), 
Eduardo Román Quian Alcocer (rúbrica), Alfa Eliana González Magallanes (rúbrica), 
Marcos Rosendo Medina Filigrana (rúbrica en contra), Jorge Salgado Parra, Felipe Arturo 
Camarena García (rúbrica). 
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De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con proyecto de 
decreto que reforma los artículos 157 y 158 del Reglamento de la Cámara de Diputados  

 Honorable Asamblea:  

A la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de la Cámara de 
Diputados del honorable Congreso de la Unión le fue turnada, para su estudio, análisis y 
dictamen la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 39 de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 157, 158 y 163 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 40, numeral 
2, inciso a) y 45, numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 80, fracción II, 82, numeral 1, 84, 85 
y 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados expone a 
consideración de esta asamblea el presente dictamen, de conformidad con los siguientes 

Antecedentes  

En la sesión del 2 de abril de 2013, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dio 
cuenta al pleno de la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 39 de la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 157, 158 y 
163 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentada por la diputada Ruth Zavaleta 
Salgado (PVEM), y determinó turnarla para dictamen a la Comisión de Régimen, 
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias. 

La iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3732-V, el 
miércoles 20 de marzo de 2013. 

El 24 de abril del año en curso, en reunión ordinaria de la Comisión de Régimen, 
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, acudió la diputada proponente, quien expuso y 
explicó el sentido de su iniciativa ante los integrantes de la citada comisión, de acuerdo con 
el artículo 177, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Contenido de la iniciativa  

La iniciativa presentada por la diputada Ruth Zavaleta Salgado, propone modificar la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y el Reglamento de la 
Cámara de Diputados con el objeto de fortalecer las capacidades institucionales del 
honorable Congreso de la Unión para dar seguimiento y evaluar el desempeño del Poder 
Ejecutivo en el cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo. 

En la exposición de motivos de la iniciativa, tanto en el cuerpo del texto como en la 
exposición que realizara ante esta comisión dictaminadora destaca la importancia de contar 
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con instrumentos que permitan planear políticas, señalando que la democracia no implica 
solamente participación del mayor número de actores posibles, sino también la existencia 
de instituciones que permitan el seguimiento eficaz de las políticas para su evaluación y 
control. 

3. Igualmente, señala que a partir de 2012 la Ley de Planeación establece un esquema de 
corresponsabilidad entre el Ejecutivo y el Congreso de la Unión, donde el segundo debe 
vigilar constantemente el cumplimiento de esta ley. 

4. Por lo anterior, hace hincapié en la importancia de dotar al Congreso de mejores 
herramientas para supervisar, a nombre de la ciudadanía, el desempeño del gobierno y su 
apego al Plan Nacional de Desarrollo, así como fortalecer las capacidades institucionales de 
las comisiones legislativas para cumplir con las reformas a la Ley de Planeación de 2012. 

5. Por lo que en tales condiciones propone reformar el artículo 39, párrafo 3 de la Ley 
Orgánica, para vincular el trabajo de evaluación de las comisiones con la planeación 
democrática; reformar los artículos 157, 158 y 163 del Reglamento para vincular el trabajo 
de evaluación de las comisiones con la planeación democrática, en consonancia con las 
reformas de 2012 a la Ley de Planeación; y que cada comisión establezca sus propias 
variables de desempeño. 

6. Con lo anterior, la proponente refiere se alcanzarán beneficios tales como contar con 
mejores capacidades de vigilancia por parte del Congreso de la Unión frente al Plan 
Nacional de Desarrollo, especialmente en cuanto a escenarios prospectivos; contar con 
comisiones más profesionalizadas en cuanto a sus procesos y metodologías y que se 
realicen decisiones con mayor peso ante la opinión pública, fortaleciendo la imagen 
institucional del órgano legislativo. 

Consideraciones . 

La Cámara de Diputados está facultada para conocer y resolver la iniciativa enunciada en 
los antecedentes de este dictamen, de acuerdo con lo que señala el artículo 71, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

2. Analizada la propuesta se pone de manifiesto que la misma atiende un problema en 
específico, que de acuerdo a la proponente es precisamente que se carece de herramientas y 
procedimientos para que el Congreso de la Unión vigile el cumplimiento de la Ley de 
Planeación. 

3. En tal sentido, como bien menciona la proponente, es importante que el Congreso tenga 
herramientas para supervisar, a nombre de la ciudadanía, el desempeño del gobierno y su 
apego al Plan Nacional de Desarrollo y con ello ejerza sus responsabilidades con la mayor 
eficacia posible. 

4. Es de observar como bien plantea la diputada que Constitucionalmente, en forma 
concreta en el artículo 26, Apartado A, párrafo cuarto, se señala que en el Sistema de 
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Planeación Democrática, el Congreso de la Unión tendrá la intervención que señale la ley, 
de lo cual se desprende que será a través de una norma secundaria donde se establezcan las 
funciones del Congreso de la Unión en materia de planeación. 

5. Tomando en cuenta lo mencionado en el apartado anterior, el objeto de la Ley de 
Planeación es el siguiente: 

I. Las normas y principios básicos conforme a los cuales se llevará a cabo la Planeación 
Nacional del Desarrollo y encauzar, en función de ésta, las actividades de la administración 
Pública Federal; 

II. Las bases de integración y funcionamiento del Sistema Nacional de Planeación 
Democrática; 

III. Las bases para que el Ejecutivo Federal coordine sus actividades de planeación con las 
entidades federativas, conforme a la legislación aplicable; 

IV. Las bases para promover y garantizar la participación democrática de los diversos 
grupos sociales así como de los pueblos y comunidades indígenas, a través de sus 
representantes y autoridades, en la elaboración del plan y los programas a que se refiere 
esta ley, y 

V. Las bases para que las acciones de los particulares contribuyan a alcanzar los objetivos y 
prioridades del plan y los programas. 

Es decir, este ordenamiento sienta las bases en que se regirá el Sistema de Planeación 
Democrática y en el cual se estatuye particularmente en los artículos 5, 6, 7 y 8, la relación 
y el papel que en el marco de tal sistema desempeñará el Congreso de la Unión, tal y como 
es realizar el examen y opinar sobre el Plan Nacional de Desarrollo, recibir el informe de 
las acciones y resultados de su ejecución, en la cual se incluirá el contenido de las Cuentas 
Anuales de la Hacienda Pública Federal y del Gobierno del Distrito Federal, además de 
imponer a los Secretarios de Estado el deber de dar cuenta al Congreso del avance y grado 
de cumplimiento, así como el desarrollo, resultados y relación de sus facultades o funciones 
con la planeación nacional. 

6. En tales circunstancias el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, fundamenta la relación del Congreso de la Unión en el Sistema de Planeación 
Democrática y a la Ley de Planeación, regula específicamente cual será esa función, pero 
no contempla expresamente lo concerniente a ello en la Ley Orgánica del Congreso 
General ni en el Reglamento de la Cámara de Diputados. 

7. Por tal razón, la presente propuesta tiene por objeto reformar los artículos 157, 158 y 163 
del Reglamento de la Cámara de Diputados para vincular el trabajo de evaluación de las 
comisiones con la planeación democrática, todo esto en un plano de armonizar las 
disposiciones reformadas en 2012 a la Ley de Planeación, lo anterior en concordancia con 
la reforma al artículo 39, párrafo 3 de la Ley Orgánica, por medio de la cual se vincula el 
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trabajo de evaluación de las comisiones con la planeación democrática, propuesta al Pleno 
en dictamen por separado. 

8. Así también, la reforma referida permitirá establecer de manera más específica las 
atribuciones de las comisiones legislativas en la función de control evaluatorio, el dar 
seguimiento al desempeño del Ejecutivo en materia de planeación democrática, lo anterior 
con base en indicadores de desempeño, así como realizar el análisis del informe que el 
Ejecutivo remite a la Comisión Permanente sobre las acciones y resultados de la ejecución 
del Plan Nacional de Desarrollo, todo ello bajo un marco de legítima representación de la 
ciudadanía. 

9. Resulta igualmente importante que en la presente propuesta se aborde lo relativo a que 
las comisiones para su desempeño podrán establecer sus directrices y consensarlas. 

10. Por lo anteriormente analizado respecto al planteamiento de la proponente y con base 
en las consideraciones expresadas, la Comisión considera pertinente dictaminar la 
propuesta en sentido positivo. 

11. No obstante lo anterior, esta Comisión considera oportuno modificar en su redacción el 
proyecto de decreto a efecto que quede debidamente estructurado conforme a la técnica 
legislativa y darle mayor claridad a la norma. 

12. Por ello respecto a las reformas al Reglamento de la Cámara de Diputados y toda vez 
que versan sobre la misma acción (control evaluatorio), la reforma al artículo 157 quedará 
en la fracción III vigente, sin que se recorran las subsecuentes fracciones. 

13. Del mismo modo, respecto a la modificación del artículo 163, no se considera 
procedente realizarlo, toda vez que el propósito de la reforma es que en este se señale en su 
numeral 1, al artículo 26, apartado A, párrafo cuarto Constitucional. Sin embargo, de la 
redacción de este artículo podemos observar que se refiere a los requisitos que debe 
observar la revisión y análisis del informe del estado que guarda la Administración Pública 
Federal por parte del Titular del Poder Ejecutivo Federal, motivo por el cual en las 
fracciones I y II que conforman este precepto se establece claramente la alusión a las 
cuestiones relativas al Plan Nacional de Desarrollo, lo que incluso se encuentra engarzado a 
las disposiciones relativas en la Ley de Planeación (artículo 6), por lo tanto se considera 
que la norma ya abarca esta circunstancia y que precisamente las fracciones I y II del citado 
artículo 163 del Reglamento, establecen las herramientas o condiciones a que se refiere en 
su planteamiento la diputada proponente. 

Por lo expuesto y fundado, los integrantes de la Comisión de Régimen, Reglamentos y 
Prácticas Parlamentarias de la LXII Legislatura proponemos a la consideración del Pleno de 
esta Honorable Asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona los artículos 157 y 158 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados  
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Artículo Único. Se reforma el artículo 157, numeral 1, fracción III y se adiciona una 
fracción VII, recorriéndose en su orden las subsecuentes, al artículo 158 del Reglamento de 
la Cámara de Diputados, para quedar como sigue: 

Artículo 157.  

1. ... 

I. y II. ... 

III. De control evaluatorio, conforme a los artículos 26, Apartado A, párrafo cuarto, con 
base en indicadores de desempeño, y 93 de la Constitución;  

IV. y V. ... 

Artículo 158.  

1. ... 

I. a VI. ... 

VII. Realizar el análisis del informe que el Ejecutivo remite a la Comisión Permanente 
sobre las acciones y resultados de la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo, previsto en 
el numeral A del artículo 26 de la Constitución, con base en indicadores de desempeño;  

VIII. a XII. ... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Las comisiones ordinarias tendrán un plazo de seis meses a partir de la fecha de 
la entrada en vigor del presente decreto, para definir y consensar sus variables de 
desempeño. 

Así lo resolvieron los diputados integrantes de la Comisión de Régimen, Reglamentos y 
Prácticas Parlamentarias, en el Recinto Legislativo de San Lázaro, en su reunión ordinaria 
del jueves 20 de junio de 2013. 

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias  

Diputados: Marcos Aguilar Vega (rúbrica), presidente; Alberto Díaz Trujillo (rúbrica), 
Brenda María Izontli Alvarado Sánchez (rúbrica), Amira Griselda Gómez Tueme, Williams 
Oswaldo Ochoa Gallegos, Ricardo Monreal Ávila, Roberto López Suárez, Rubén Camarillo 
Ortega, Fernando Rodríguez Doval (rúbrica), María del Rocío Corona Nakamura (rúbrica), 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3895-IV, martes 29 de octubre de 2013 

 

6 
 

Cristina González Cruz (rúbrica), Norma Ponce Orozco, Miguel Sámano Peralta (rúbrica), 
Eduardo Román Quian Alcocer (rúbrica), Alfa Eliana González Magallanes (rúbrica), 
Marcos Rosendo Medina Filigrana (rúbrica en contra), Jorge Salgado Parra, Felipe Arturo 
Camarena García (rúbrica). 
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De la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto de decreto que reforma los artículos 22 
y 25 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, y 17 de la Ley de la 
Policía Federal  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Seguridad Pública de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del 
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 
fracción XXXV y 45 numerales 6 incisos e) y f) y 7 y demás relativos de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 80, 82 numeral 1, 85, 157 
numeral 1 fracción I y 158 numeral 1 fracción IV del Reglamento de la Cámara de 
Diputados y demás relativos de dicho ordenamiento, presentan el siguiente dictamen. 

I. Antecedentes  

1. Con fecha 30 de octubre de 2012, el diputado José Francisco Coronato Rodríguez, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano, presentó iniciativa 
con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 22 y 25 de la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, y el artículo 17 de la Ley de la Policía Federal. 

2. Con la misma fecha, la Mesa Directiva turnó a esta comisión dicha iniciativa para su 
estudio y dictamen. 

II. Contenido de la iniciativa  

La iniciativa en estudio reforma la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
y la Ley de la Policía Federal para que las pruebas de control de confianza se realicen con 
estricto apego al respeto de los derechos humanos.  

Por lo anterior, propone reformar los artículos 22 y 25 de la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y el artículo 17 de la Ley de la Policía Federal.  

a) Artículos 22 y 25 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública  

Texto vigente  

Capítulo III  

Del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública  
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Artículo 22. Corresponde al Centro Nacional de Certificación y Acreditación, verificar que 
los centros de evaluación y control de confianza de la federación, Estados y Distrito 
Federal, realizan sus funciones de conformidad con las normas técnicas y estándares 
mínimos en materia de evaluación y control de confianza de los servidores públicos de las 
Instituciones de Seguridad Pública. Para tal efecto, tendrá las facultades siguientes: 

(...) 

IV. Evaluar y certificar la correcta aplicación de los procesos que operan los centros de 
evaluación y control de confianza de las Instituciones de Seguridad Pública; 

Capítulo IV 
De la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia 

Artículo 25. Son funciones de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia:  

(...) 

VIII. Fijar criterios uniformes para la regulación de la selección, ingreso, formación, 
permanencia, capacitación, profesionalización, evaluación, reconocimiento, certificación y 
registro de agentes del Ministerio Público y peritos, de conformidad con lo dispuesto en 
esta Ley y demás disposiciones aplicables;  

Iniciativa  

Capítulo III 
Del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

Artículo 22. Corresponde al Centro Nacional de Certificación y Acreditación, verificar que 
los centros de evaluación y control de confianza de la federación, Estados y Distrito 
Federal, realizan sus funciones de conformidad con las normas técnicas y estándares 
mínimos en materia de evaluación y control de confianza de los servidores públicos de las 
Instituciones de Seguridad Pública. Normas técnicas que deben garantizar la cientificidad y 
objetividad de los procesos de evaluación y control de confianza. Para tal efecto tendrá las 
facultades siguientes: 

(...) 

IV. Evaluar y certificar la correcta aplicación de los proceso que operan los centros de 
evaluación y control de confianza de las Instituciones de Seguridad Pública, en los cuales 
se observará un estricto apego al respeto de los derechos humanos y la dignidad del 
evaluado;  

Capítulo IV 
De la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia. 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3900-III, martes 5 de noviembre de 2013 

 

3 
 

Artículo 25. Son funciones de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia:  

(...) 

VIII. Fijar criterios uniformes con fundamentos científicos y objetivos para la regulación de 
la selección, ingreso, formación, permanencia, capacitación, profesionalización, evaluación, 
reconocimiento, certificación y registro de agentes del Ministerio Público y peritos, de 
conformidad con lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones aplicables;  

b) Artículo 17 de la Ley de la Policía Federal  

Texto vigente  

Capítulo IV 
Del Servicio Profesional de Carrera Policial 

Artículo 17. Para ingresar o permanecer en la Policía Federal se requiere: 

A. Para el ingreso: 

I. Ser ciudadano mexicano (por nacimiento) en pleno ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles, (sin tener otra nacionalidad); 

Fracción declarada inválida por sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad 
DOF 24-06-2011 (en porciones normativas que señalan “por nacimiento” y “sin tener otra 
nacionalidad”) 

II. Ser noticia buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por 
delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal; 

III. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios siguientes: 

En el caso de aspirantes a las áreas de investigación, enseñanza superior o equivalente; 

Tratándose de aspirantes a las áreas de prevención, enseñanza media superior o equivalente, 
y  

En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los estudios correspondientes a la enseñanza 
media básica. 

IV. Aprobar el concurso de ingreso y los cursos de formación; 

V. Contar con los requisitos de edad y el perfil físico, médico y de personalidad que exijan 
las disposiciones aplicables; 

VI. Aprobar los proceso de evaluación de control de confianza; 
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VII. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que 
produzcan efectos similares; 

VIII. No padecer alcoholismo; 

B. Para la Permanencia: 

I. Ser notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito 
doloso; 

II. Mantener actualizado su Certificado Único Policial; 

III. No superar la edad máxima de retiro que establezca el reglamento de la Ley, salvo lo 
previsto en el artículo 21; 

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios siguientes: 

En el caso de integrantes de las áreas de investigación, enseñanza superior, equivalente u 
homologación por desempeño, a partir de bachillerato; 

Tratándose de integrantes de las áreas de prevención, enseñanza media superior o 
equivalente, y 

c) En caso de integrantes de a las áreas de reacción, los estudios correspondientes a la 
enseñanza media básica. 

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y profesionalización; 

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza: 

VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño; 

VIII. Participar en los procesos de promoción o ascenso que se convoquen, conforme a las 
disposiciones aplicables; 

IX. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan 
efectos similares; 

X. No padecer alcoholismo; 

XI. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia de alcoholismo o el no uso de 
sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares; 

XII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido destituido por resolución firme como 
servidor público; 
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XIII. No ausentarse del servicio sin causa justificada, por un periodo de tres días 
consecutivos o de cinco días dentro de un término de treinta días; 

XIV. Abstenerse de incurrir en cualquier acto u omisión que afecte la prestación del 
servicio; 

XV. No incurrir en actos u omisiones que causen la pérdida de confianza, y  

XVI. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables.  

Iniciativa  

Capítulo IV  

Del Servicio Profesional de Carrera Policial  

Artículo 17. Para ingresar o permanecer en la Policía Federal se requiere: 

A. Para el ingreso: 

I. Ser ciudadano mexicano (por nacimiento) en pleno ejercicio de sus derechos políticos y 
civiles, (sin tener otra nacionalidad); 

Fracción declarada inválida por sentencia de la SCJN a Acción de Inconstitucionalidad 
DOF 24-06-2011 (en porciones normativas que señalan “por nacimiento” y “sin tener otra 
nacionalidad”) 

II. Ser noticia buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por 
delito doloso, ni estar sujeto a proceso penal; 

III. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios siguientes: 

a) En el caso de aspirantes a las áreas de investigación, enseñanza superior o equivalente; 

b) Tratándose de aspirantes a las áreas de prevención, enseñanza media superior o 
equivalente, y  

c) En caso de aspirantes a las áreas de reacción, los estudios correspondientes a la 
enseñanza media básica. 

IV. Aprobar el concurso de ingreso y los cursos de formación; 

V. Contar con los requisitos de edad y el perfil físico, médico y de personalidad que exijan 
las disposiciones aplicables; 
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VI. Aprobar los proceso de evaluación de control de confianza; prescindiendo de pruebas 
que carezcan de rigor científico y con total apego al respeto de los derechos humanos y a la 
dignidad humana.  

VII. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que 
produzcan efectos similares; 

VIII. No padecer alcoholismo; 

B. Para la Permanencia: 

I. Ser notoria buena conducta, no haber sido condenado por sentencia irrevocable por delito 
doloso; 

II. Mantener actualizado su Certificado Único Policial; 

III. No superar la edad máxima de retiro que establezca el reglamento de la Ley, salvo lo 
previsto en el artículo 21; 

IV. Acreditar que ha concluido, al menos, los estudios siguientes: 

a) En el caso de integrantes de las áreas de investigación, enseñanza superior, equivalente u 
homologación por desempeño, a partir de bachillerato; 

b) Tratándose de integrantes de las áreas de prevención, enseñanza media superior o 
equivalente, y 

c) En caso de integrantes de a las áreas de reacción, los estudios correspondientes a la 
enseñanza media básica. 

V. Aprobar los cursos de formación, capacitación y profesionalización; 

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza: prescindiendo de pruebas 
que carezcan de rigor científico y con total apego al respeto de los derechos humanos y a la 
dignidad del evaluado.  

VII. Aprobar las evaluaciones del desempeño; 

VIII. Participar en los procesos de promoción o ascenso que se convoquen, conforme a las 
disposiciones aplicables; 

IX. Abstenerse de consumir sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan 
efectos similares; 

X. No padecer alcoholismo; 
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XI. Someterse a exámenes para comprobar la ausencia de alcoholismo o el no uso de 
sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras que produzcan efectos similares; 

XII. No estar suspendido o inhabilitado, ni haber sido destituido por resolución firme como 
servidor público; 

XIII. No ausentarse del servicio sin causa justificada, por un periodo de tres días 
consecutivos o de cinco días dentro de un término de treinta días; 

XIV. Abstenerse de incurrir en cualquier acto u omisión que afecte la prestación del 
servicio; 

XV. No incurrir en actos u omisiones que causen la pérdida de confianza, y  

XVI. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables.  

III. Consideraciones  

Primera. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 21 
establece que la seguridad pública es una función a cargo de la federación, el Distrito 
Federal, los estados y los municipios, también prevé que la actuación de las autoridades de 
seguridad se regirán por los principios de legalidad, objetividad, eficacia, profesionalismo, 
honradez y respeto a los derechos humanos. 

Derivado de lo anterior, la responsabilidad de los cuerpos de seguridad pública es de gran 
relevancia para el cumplimiento de la generación y salvaguarda del orden público. La 
conformación de dichos cuerpos de seguridad requiere de un alto grado de 
profesionalización y confianza en el desempeño de sus funciones. 

Segunda. La Ley de la Policía Federal en su artículo 15 establece que la actuación de los 
miembros de la policía se sujetará invariablemente a los principios de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución. 

Esta ley señala que la Policía federal debe salvaguardar la vida, integridad, seguridad y los 
derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz pública; 
aplicar y operar la política de seguridad pública en materia de prevención y combate de 
delitos; prevenir la comisión de los delitos e investigar la comisión de delitos. 

El ordenamiento citado precisa la relevancia de la actuación de la Policía federal y por lo 
tanto, la importancia de que sus integrantes sean evaluados, capacitados y certificados 
conforme a los criterios establecidos por las normas y estándares nacionales e 
internacionales que garanticen el desempeño de su función. 

Tercera. Los procesos de control de confianza se han convertido en una de las principales 
tareas de los diferentes órdenes de gobierno (federal, estatal y municipal) al representar una 



Gaceta Parlamentaria, año XVI, número 3900-III, martes 5 de noviembre de 2013 

 

8 
 

importante etapa para la profesionalización de las tareas de seguridad pública. Sin embargo, 
los procesos de certificación han sido lentos y requieren de procedimientos que evalúen la 
idoneidad de los perfiles en el marco de la honradez y la honorabilidad. 

La necesidad de encontrar criterios que ayuden a confirmar la confiabilidad del personal de 
los elementos de las corporaciones policiacas, ha generado el uso de pruebas cuestionadas 
por su objetividad y tratamiento científico. 

Al respecto la Suprema Corte de Justicia se ha pronunciado con los siguientes criterios: 

• Las evaluaciones de control de confianza son instrumentos para acreditar que quienes se 
someten a ellas poseen ciertas cualidades para acceder o mantenerse en el ejercicio de 
alguna actividad dentro del servicio público, esto es, son medios y no fines en sí mismos. 

• Las evaluaciones de control de confianza califican las condiciones para el acceso y 
ejercicio de determinados cargos y que puedan medirse con tales exámenes, lo cual estará 
sujeto al respeto de los derechos humanos garantizados en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano 
sea parte. 

El promovente señala la importancia de que las pruebas de control de confianza estén 
apegadas al respeto de los derechos humanos y sean pruebas que cumplan con el rigor 
científico; aunque esta última consideración no es precisa, esta comisión coincide en la 
importancia de garantizar en todo momento el respeto a los derechos humanos.  

Cuarta. Una de las pruebas más cuestionadas en los procesos de evaluación de confianza es 
la evaluación poligráfica, ello debido a la controversia respecto a la exactitud de sus 
resultados. No obstante, la prueba del polígrafo es utilizada por los servicios de inteligencia 
y órganos de seguridad nacional de más de 90 países, entre los que se encuentran Estados 
Unidos, Rusia, Bélgica, Canadá, Reino Unido, Japón, Israel y está perfectamente 
implantado a nivel gubernamental y privado, aplicándose cada vez más también en el 
ámbito laboral. 

Estas evaluaciones son diseñadas conforme a un protocolo definido por la Asociación 
Poligráfica de EU (APA) y se realizan en condiciones físicas adecuadas (iluminación, 
temperatura, etcétera.) para que el evaluado no se sienta presionado, con preguntas que 
pueden ser más o menos específicas, según el aspecto de conducta a evaluar. 

Las autoridades federales mexicanas, han implementado la aplicación de dicha prueba, sin 
embargo aunque las academias de Estados Unidos de América subrayan: “la mayoría de los 
procedimientos de evaluación con polígrafo permiten variaciones incontroladas en la 
aplicación de las pruebas (por ejemplo, la selección de ciertas preguntas o la creación de 
estados emocionales) que limitan el nivel de exactitud que puede alcanzarse, los expertos 
mexicanos responden que se han incorporado mejoras a la prueba que redundan en una 
mayor exactitud, tales como sensores digitalizados y de movimiento. Además, insisten, los 
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resultados obtenidos a través del polígrafo no deben considerarse por sí solos como única 
evidencia. 

Por lo tanto, reiterando que el procedimiento de evaluación y control de confianza es parte 
de un sistema integral de profesionalización, la operación y desarrollo de las acciones de 
selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, reconocimiento y certificación de 
los integrantes de las instituciones de seguridad pública será competencia de la federación, 
el Distrito Federal, los estados y los municipios en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones, estos procedimientos deben estar apegadas al respeto de los derechos 
humanos de los evaluados. 

Quinta. El artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
su párrafo tercero establece que “todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad....” 

Del párrafo anterior se desprende la obligación de todas las autoridades de actuar en el 
marco del respeto de los derechos humanos, por lo tanto la realización de cualquier tipo de 
pruebas o exámenes realizados por autoridad competente deberán apegarse al respeto de los 
derechos humanos. 

Sexto. La iniciativa que nos ocupa prevé que deben prescindirse de pruebas que carezcan 
de rigor científico, lo anterior no es preciso y puede generar una vaguedad innecesaria para 
el propósito que nos ocupa, por lo que esta comisión considera se omita su incorporación al 
proyecto de dictamen. 

Séptimo. La Comisión así mismo incorpora al decreto la reserva introducida por el 
Diputado José Alberto Rodríguez Calderón, en torno a la necesidad de un análisis no 
aislado, sino integral y correlacionado, de las fases del proceso de evaluación en control de 
confianza, ya que se coincide con su razonamiento de un principio de certeza a los 
integrantes de las instituciones de Seguridad Pública, en cuanto a que su resultado es 
integral, único y final, y se deriva de una valoración exhaustiva, a la par que origina 
fortalecimiento, con elementos confiables; así como permite identificar a los servidores 
públicos que destaquen en su labor en estas corporaciones por su honestidad, disciplina, 
discreción, vocación de servicio, competencia y preparación profesional. 

Por anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisión Seguridad Pública sometemos a 
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 22 y 25 de la Ley General del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública y el artículo 17 de la Ley de la Policía Federal  

Artículo Primero. Se reforman los artículos 22, primer párrafo y fracción IV, y 25, fracción 
VIII de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como 
sigue:  
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Artículo 22. Corresponde al Centro Nacional de Certificación y Acreditación, verificar que 
los centros de evaluación y control de confianza de la federación, estados y Distrito 
Federal, realizan sus funciones de conformidad con las normas técnicas y estándares 
mínimos en materia de evaluación y control de confianza de los servidores públicos de las 
instituciones de seguridad pública, entendiendo que dichas normas técnicas y estándares 
mínimos deben garantizar la objetividad de los procesos de evaluación y control de 
confianza . Para tal efecto tendrá las facultades siguientes: 

I. a III. ...  

IV. Evaluar y certificar la correcta aplicación de los procesos que operan los centros de 
evaluación y control de confianza de las instituciones de seguridad pública, en los cuales se 
observará un estricto apego al respeto de los derechos humanos y la dignidad del evaluado; 
y corroborar que los informes parciales del proceso de evaluación para ingreso, 
permanencia o promoción, integren un reporte único de evaluación en donde se analicen y 
relacionen de manera ordenada los reportes de todas las fases de evaluación a efecto de 
emitir un resultado integral, único y final; en caso de no dar cumplimiento en los términos 
antes señalados, se procederá conforme a la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos;  

V. a X. ...  

Artículo 25. ...  

I. a VII. ...  

VIII. Fijar criterios uniformes y objetivos para la regulación de la selección, ingreso, 
formación, permanencia, capacitación, profesionalización, evaluación, reconocimiento, 
certificación y registro de agentes del Ministerio Público y peritos, de conformidad con lo 
dispuesto en esta ley y demás disposiciones aplicables; 

IX. a XXIV. ...  

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 17, fracción VI de la Ley de la Policía Federal, 
para quedar como sigue: 

Artículo 17. ....  

A. ...  

I. a V. ...  

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza; los que deben realizarse 
por parte de la instancia evaluadora con total apego al respeto de los derechos humanos;  

VII. a XII. ...  
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B. ...  

I. a V. ...  

VI. Aprobar los procesos de evaluación de control de confianza: los que deben realizarse 
por parte de la instancia evaluadora con total apego al respeto de los derechos humanos.  

VII. a XVI. ...  

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2013. 

La Comisión de Seguridad Pública  

Diputados: José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica), presidente; José Alejandro Montano 
Guzmán (rúbrica), Ana Isabel Allende Cano (rúbrica), Sergio Armando Chávez Dávalos 
(rúbrica), José Alberto Rodríguez Calderón (rúbrica), Consuelo Argüelles Loya (rúbrica), 
Ernesto Alfonso Robledo Leal, José Ángel Ávila Pérez (rúbrica), María Guadalupe 
Moctezuma Oviedo, Felipe Arturo Camarena García, secretarios; María Elena Cano Ayala 
(rúbrica), Carlos Octavio Castellanos Mijares, Rafael Alejandro Micalco Méndez (rúbrica), 
Trinidad Secundino Morales Vargas (rúbrica), Joaquina Navarrete Contreras (rúbrica), 
Rocío Esmeralda Reza Gallegos (rúbrica), Sonia Rincón Chanona, Francisco Tomás 
Rodríguez Montero (rúbrica), José Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica), Enrique 
Cárdenas del Avellano (rúbrica), Pedro Ignacio Domínguez Zepeda (rúbrica), Francisco 
González Vargas (rúbrica), Raúl Macías Sandoval (rúbrica), José Valentín Maldonado 
Salgado, Víctor Serralde Martínez (rúbrica), María Guadalupe Sánchez Santiago, Regina 
Vázquez Saut (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez Robles (rúbrica). 
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De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, y de Educación Pública y Servicios 
Educativos, con proyecto de decreto que reforma el artículo 22 de la Ley para la Protección 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; y adiciona la fracción XIII Bis al artículo 
33 de la Ley General de Educación, en materia de adecuación de formatos y documentos 
para evitar la discriminación  

Honorable Asamblea:  

Las Comisiones Unidas de Atención a Grupos Vulnerables, y de Educación Pública y 
Servicios Educativos, de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45, numeral 6, 
incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como de los artículos 80, 85, 176 y 95, numeral 1, del Reglamento de la 
Cámara de Diputados, someten a consideración de esta honorable asamblea el presente 

Dictamen 

I. Antecedentes  

1. En sesión celebrada por el pleno de la Cámara de Senadores el 6 de noviembre de 2007, 
fue presentada la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 22 de 
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y el artículo 33 
de la Ley General de Educación, a cargo del senador Alfonso Elías Serrano del Grupo 
Parlamentario de Partido Revolucionario Institucional. 

2. El 26 de noviembre de 2009 el dictamen con modificaciones fue aprobado por el pleno 
de la Cámara de Senadores por 77 votos, en esa misma fecha se turnó la minuta de 
referencia a la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión para los efectos 
del artículo 72 constitucional. 

3. Con fecha de 1 de diciembre de 2009, la Presidencia de la Mesa Directiva acordó dar 
turno a las Comisiones Unidas de Atención a Grupos Vulnerables, y de Educación Pública 
y Servicios Educativos, para su estudio y elaboración del dictamen correspondiente. 

4. Con fecha 23 de octubre de 2012, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, LXII 
Legislatura, aprobó el acuerdo relativo a los asuntos que no llegaron a resolver las 
comisiones de la LXI Legislatura, por el cual se turna a la Comisión de Educación Pública 
y Servicios Educativos la minuta con proyecto de decreto que reforma la Ley para la 
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y la Ley General de Educación, 
en materia de adecuación de formatos y documentos para evitar discriminación. 

5. El 5 de marzo de 2013 la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, en los 
términos de lo dispuesto en el artículo 95, numeral 2 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados solicitó y se autorizó el 12 de marzo por la Mesa Directiva extensión de prórroga 
para atender el asunto turnado, por lo cual se encuentra en plazo vigente para su dictamen. 
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II. Descripción de la minuta  

El dictamen aprobado por el Senado de la República retoma el espíritu de la iniciativa que 
le dio lugar, al sostener que la propuesta de reforma tiene como objetivo fundamental “no 
establecer diferencias entre todas aquellas personas que cuenten con dos apellidos o con un 
solo apellido”, lo anterior en razón de que consideran de suma importancia que la sociedad 
mexicana deje atrás viejos estereotipos o situaciones que en la actualidad resultan 
obsoletas. 

Para lo cual sugieren que deberá establecerse en la normatividad que es materia del 
presente análisis, la obligación de las autoridades a adecuar los formatos o documentos 
necesarios para realizar cualquier trámite con el fin de evitar la existencia de distinciones 
entre las personas que tienen ambos apellidos de las que tienen un solo apellido. 

Finalmente concluyen que es preciso superar el tradicional reconocimiento de las 
filiaciones paterna y materna, considerando que ambas son realmente iguales y que, en 
formatos o formularios de cualquier tipo, debe disponerse el nombre con apego a lo que 
establece el Código Civil Federal en relación a las actas de nacimiento. 

Finalmente, con base a estos argumentos, la minuta remitida por la Cámara de Senadores 
contiene el siguiente 

Artículo Primero. Se reforma el artículo 22 de la Ley para la Protección de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue: 

Artículo 22. El derecho a la identidad está compuesto por: 

A. a la D... 

A fin de que niñas, niños y adolescentes puedan ejercer plenamente el derecho a su 
identidad, las normas de cada Entidad Federativa podrán disponer lo necesario para que la 
madre y el padre los registren, sin distinción en virtud de las circunstancias de su 
nacimiento, además de procurar que los formatos, formularios o cualquier otro documento 
análogo que sea requerido para la realización de cualquier trámite, utilicen el término 
apellido o apellidos.  

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XV al artículo 33 de la Ley General de 
Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 33. .Para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, las autoridades 
educativas, en el ámbito de sus respectivas competencias llevarán a cabo las actividades 
siguientes: 

I. a XIII. ... 
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XIV. Apoyarán y desarrollarán programas destinados a que los padres y/o tutores apoyen 
en circunstancias de igualdad los estudios de sus hijas e hijos, prestando especial atención a 
la necesidad de que aquellos tomen conciencia de la importancia de que las niñas deben 
recibir un trato igualitario y que deben recibir las mismas oportunidades educativas que los 
varones, y 

XV. Promoverán que los formatos, formularios o cualquier otro documento análogo que sea 
requerido para la realización de cualquier trámite, establezcan el término apellido o 
apellidos.  

III. Consideraciones  

Esta comisiones codictaminadoras consideran acertada y oportuna la propuesta de reforma 
contenida en la minuta remitida por el Senado de la República, asimismo, los Integrantes 
coincidimos en las consideraciones expuestas por la colegisladora que si bien son breves, 
son también consistentes. 

Consideramos, los integrantes de ambas comisiones, que el tema que se trata está 
estrechamente relacionado con el Título IV, Capítulo II, del Código Civil Federal que 
establece las características y especificidades de las actas de nacimiento. Particularmente, el 
artículo 58 de dicho ordenamiento, establece que: 

Artículo 58. El acta de nacimiento se levantará con asistencia de dos testigos. Contendrá el 
día, la hora y el lugar del nacimiento, el sexo del presentado, el nombre y apellidos que le 
correspondan; asimismo, la razón de si se ha presentado vivo o muerto; la impresión digital 
del presentado. Si éste se presenta como hijo de padres desconocidos, el juez del Registro 
Civil le pondrá el nombre y apellidos, haciéndose constar esta circunstancia en el acta. 

De esta manera el ordenamiento citado, que rige en todo el país, no señala la necesidad de 
que en las declaraciones de nacimiento se haga constar el nombre del niño que se presenta 
con el apellido de su padre y de su madre. 

Por el contrario, al señalar el legislador “(los) apellidos que le correspondan” se refiere a 
que a lo largo del Título IV se detallan los casos de registro de niños que llevarán ambos 
apellidos del progenitor que los reconozca, así como de niños expósitos1 o abandonados. 

Asimismo, no existe en el marco normativo del país disposición que mandate que el 
nombre del hijo será integrado con el apellido paterno y materno, ni el orden en el cual 
deben inscribirse, sino que se trata de una costumbre propia de la mayoría de los países de 
Latinoamérica. 

Respecto del argumento de superar, a favor de las niñas, niños y adolescentes el tradicional 
reconocimiento de las filiaciones paterna y materna en los formatos o formularios, cabe 
señalar que el mismo Código Civil Federal establece las omisiones de determinados datos 
en las actas de nacimiento con la finalidad de no hacer notorias circunstancias que puedan 
derivarse en señalamientos o discriminación. 
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Como ya mencionamos, los casos en que los niños no son registrados con el apellido del 
padre seguido del de la madre ocurren, de acuerdo con los supuestos legales, cuando se 
trata de niños expósitos o de padres desconocidos, en cuyo caso el juez del registro civil le 
dará un nombre y apellidos; o bien cuando se trate de un niño nacido fuera del matrimonio 
que sea presentado por sólo uno de los progenitores. 

El último supuesto es desde luego el más frecuente y comúnmente, es la madre quien hace 
sola el reconocimiento, ya que de acuerdo con el artículo 60 del citado Código “la madre no 
tiene derecho a dejar de reconocer a su hijo. Tiene la obligación de que su nombre figure en 
el acta...” 

Respecto de este reconocimiento, cabe señalar que con base en datos oficiales emitidos por 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), al cierre del censo realizado en el 
año 2000, existían en México 4 millones 166 mil 294 hijos de madres solteras.1 Si bien los 
datos serán actualizados en el censo a realizar este año, estos demuestran que la 
modificación propuesta beneficiará a un importante número de niños que se encuentran en 
el supuesto que analizamos. 

Es importante aclarar que en el proyecto de decreto que se presenta se realiza un ajuste en 
el orden de las fracciones del artículo 33 de la Ley General de Educación, toda vez que la 
numeración fue modificada en reformas recientes. Lo anterior no altera el espíritu de la 
reforma propuesta. 

De esta manera, y en base a las consideraciones expuestas, los diputados integrantes de 
estas comisiones unidas consideramos que las leyes federales que se pretenden reformar 
requieren de particularidades como las que se proponen a fin de que sean compatibles con 
la situación actual de la sociedad en México. 

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 72, fracción E, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las Comisiones Unidas de 
Atención a Grupos Vulnerables, y de Educación Pública y Servicios Educativos proponen a 
esta honorable asamblea que el presente proyecto de decreto que reforma la Ley General de 
Educación sea devuelto a la Cámara de Senadores. 

Por lo anterior, y una vez analizada la minuta materia de este dictamen, las Comisiones 
Unidas de Atención a Grupos Vulnerables, y de Educación Pública y Servicios Educativos, 
someten a consideración del pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 22 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, y adiciona la fracción XIII Bis al artículo 33 de la Ley General de 
Educación, en materia de adecuación de formatos y documentos para evitar discriminación  

Artículo Primero. Se reforma el último párrafo del artículo 22 de la Ley para la Protección 
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue: 

Artículo 22. ... A. a D. ... 
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A fin de que niñas, niños y adolescentes puedan ejercer plenamente el derecho a su 
identidad, las normas de cada Entidad Federativa podrán disponer lo necesario para que la 
madre y el padre los registren, sin distinción en virtud de las circunstancias de su 
nacimiento, además de procurar que los formatos, formularios o cualquier otro documento 
análogo que sea requerido para la realización de cualquier trámite, utilicen el término 
apellido o apellidos.  

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XIII Bis al artículo 33 de la Ley General de 
Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 33. ...  

I. a XIII. ... 

XIII Bis. Promoverán que los formatos, formularios o cualquier otro documento análogo 
que sea requerido para la realización de cualquier trámite, establezcan el término apellido o 
apellidos.  

XIV. a XVII. .., 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Notas  

1 El artículo 492 del Código Civil Federal los define como menores de los que no se puede 
determinar su origen, puestos en situación de desamparo por quienes estén obligados a su 
custodia, protección y cuidado. 

2 Inegi, 2000. Censo General de Población y Vivienda. 
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LXll LtC;SLATUR\

Comisión de Educación Pública

y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743

De le Comisión de Educación Pública y Servicios
CAMARA DE Dil'UTADOS Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con

Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

DICTAMEN DE LA COMISION DE EDUCACIÓN PUBLICA Y SERVICIOS

EDUCATIVOS, POR EL QUE SE APRUEBA INICIATIVA CON PROYECTO DE

DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS T. 11 Y 19 DE LA LEY

GENERAL DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA, EN MATERIA

DE BEBEDEROS ESCOLARES

Honorable Asamblea:

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, de

conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45 numeral 5,

incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados

Unidos Mexicanos, así como de los artículos 80, 82 numeral 1, 85, 157,

176 y 182 numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados,

somete a consideración de esta honorable asamblea el presente

dictamen de acuerdo a la siguiente:

Metodología

I. En el capítulo de "Antecedentes" se da constancia del trámite de

inicio del proceso legislativo, del recibo de turno para el dictamen de

la referida iniciativa y del trabajo previo para su resolución de la

Comisión Dictaminadora.

II. En el capítulo referido al "Contenido de la iniciativa", se sintetiza el

alcance de la propuesta de reforma en estudio.
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXIl/l/2743

LXII LtGISL ATURA

CÁMARA D£ Diputados De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos T, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

III. En el capítulo de "Consideraciones", se expresan los argumentos

de valoración de la propuesta y de los motivos que sustentan la

resolución de esta Comisión Dictaminadora.

I. Antecedentes.

1. En sesión ordinaria celebrada el 7 de noviembre de 2013, los

diputados Manlio Fabio Beltrones Rivera, Héctor Humberto

Gutiérrez de la Garza, Manuel Añorve Baños y Marco Antonio

Bernal Gutiérrez del Grupo Parlamentario del Partido

Revolucionario Institucional, sometieron a consideración del pleno

de la Cámara de Diputados de la LXII Legislatura, la iniciativa con

proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley

General de la Infraestructura Física Educativa.

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto por el artículo

23, inciso f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los

Estados Unidos Mexicanos, la Mesa Directiva acordó turnar la

iniciativa mencionada a la Comisión de Educación Pública y

Servicios Educativos, para su estudio y elaboración de dictamen.

II. Contenido de la iniciativa.

Los diputados que promueven la presente iniciativa ponen de

manifiesto que el problema de sobrepeso y obesidad se ha acentuado

en México, registrando un incremento significativo en los últimos años,

además consideran que el sobrepeso, la obesidad, y de manera

particular la diabetes, representan ya un grave problema sanitario con
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXIl/1/2743

LXll Legislatura

CÁMARA DE Diputados Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

ios efectos negativos significativos sobre la salud de los mexicanos, y

afecta de manera importante la productividad de las empresas, el

desempeño escolar y el desarrollo económico como país en su

conjunto.

En su exposición de motivos argumentan que de acuerdo con

estadísticas internacionales, la obesidad constituye la principal causa de

mortalidad en los países de la Organización para la Cooperación y

Desarrollo Económico (OCDE) y, acorde con la última información

disponible, México es el segundo país miembro de la OCDE con mayor

índice obesidad, al ubicarse en 30% de su población adulta, superado

sólo por Estados Unidos de América, en el que el 35.9% de su población

adulta padece obesidad, mientras que el promedio de obesidad en los

países miembros de dicha organización es de 22.2%.

En el caso de la población en edad escolar (5 a 11 años de edad), la

prevalencia nacional combinada de sobrepeso y obesidad en 2012 fue

de 34.4% {19.8 y 14.6%, respectivamente). Esta prevalencia en niños en

edad escolar representa alrededor de 5.6 millones de niños.

Dimensionando el problema de obesidad infantil para México en el

ámbito internacional, se puede señalar que México ocupa el octavo

lugar en obesidad infantil en niños y el cuarto en obesidad infantil de

niñas, colocándose muy por encima del promedio de los países

miembros de la OCDE, al ser en promedio para este conjunto de países

de 20.4% y 21.9%, respectivamente.
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743
LXII LEGISLATURA

CÁMARA DE Diputados De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

Los promoventes de la iniciativa enfatizan que se debe reconocer por

las recomendaciones y estudios a nivel internacional que la formación

de hábitos alimenticios se adquiere durante la edad escolar, por ello se

debe incidir en tal población expuesta y que es necesario modificar su

patrón de hábitos por medio de presentar la disponibilidad de

alimentos saludables y agua potable en forma accesible y constante. En

este sentido, son los centros educativos el lugar Idóneo para la

formación de hábitos alimenticios y cívicos. Actualmente por cada $100

pesos del gasto público federal en educación básica, sólo $7.40 se

destinan a que las escuelas tengan agua potable, luz, teléfono y

capacitación; es decir, que el gasto en la disponibilidad de agua potable

es menor al 7%. La prevalencia en las escuelas de los tradicionales

bebederos ha desaparecido por dos factores: falta de mantenimiento y

riesgo percibido de que el agua no necesariamente es apta para

consumo humano y, por lo tanto, se percibe como factor de riesgo a la

salud. Por lo tanto, es necesario invertir recursos financieros para

modificar tal percepción y dar accesibilidad nuevamente a agua potable

gratuita en las escuelas, garantizar que el gasto en educación tenga

recursos específicos para la disponibilidad constante de agua potable

para los alumnos, no sólo porque genera una opción de consumo

sucedáneo a las bebidas azucaradas, sino que tiene implicaciones en sus

hábitos de gasto de largo plazo.

Por último, la iniciativa señala que es fundamental contar con una

política de Estado para lograr cambios en los patrones de alimentación

y actividad física de la sociedad mexicana con el objeto de instrumentar

acciones para la prevención y control del sobrepeso, obesidad y
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743

IXII I, EGlSlATUílA

CÁMARA DE Diputados De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

diabetes. Si se promueve fijar impuestos a los factores alimenticios de

obesidad, se debe rescatar, en congruencia, la infraestructura de oferta

de agua de calidad en tas aulas y formar hábitos alimenticios saludables

en los planes educativos. Por ello las medidas de ingreso y gasto deben

de ser consistentes a un solo objetivo: mejorar la salud de la niñez, que

será la garantía de un mayor bienestar en el futuro de las familias y del

país en su conjunto.

Por lo anterior, los promoventes buscan reformar la Ley General de la

Infraestructura Física Educativa para que a través del Instituto Nacional

de la Infraestructura Física Educativa se garantice la existencia de

bebederos suficientes y con suministro continuo de agua potable en

cada escuela pública y privada en México.

El proyecto de decreto que acompaña la iniciativa es el siguiente:

Artículo 7. La infraestructura física educativa del país deberá

cumplir requisitos de calidad, seguridad, funcionalidad,

oportunidad, equidad, sustentabilidad, pertinencia y oferta

suficiente de agua potable para consumo humano, de acuerdo

con la política educativa determinada por el Estado -federación,

estados. Distrito Federal y municipios-, con base en lo establecido

en el artículo 3o. constitucional; la Ley General de Educación; las

leyes estatales de educación y del Distrito Federal; el Plan Nacional

de Desarrollo; el Programa Sectorial; los programas educativos

estatales y del Distrito Federal, así como los programas de

desarrollo regional.
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743
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CÁMARA DE Diputados Comisión de Educación Pública v Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos T, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física

Educativa, en materia de bebederos escolares.

Artículo 11. En la pianeación de los programas y proyectos para la

construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabilitación,

reforzamiento, reconstrucción y habilitación de la INFE deberán

cumplirse las disposiciones de la Ley Federal de las Personas con

Discapacidad y las leyes en la materia de las entidades federativas.

Asimismo, se garantizará la existencia de bebederos suficientes y

con suministro continuo de agua potable en cada inmueble de

uso escolar conforme a los lincamientos que emita la Secretaría

de Salud en coordinación con la Secretaría de Educación Pública.

Se asegurará la atención a las necesidades de las comunidades

indígenas y las comunidades con escasa población o dispersa, se

asegurará la aplicación de sistemas y tecnologías sustentables, y se

tomarán en cuenta las condiciones climáticas y la probabilidad de

contingencias ocasionadas por desastres naturales, tecnológicos o

humanos, procurando la satisfacción de las necesidades

individuales y sociales de la población.

Artículo 19. Son atribuciones del instituto las siguientes:

i.aXI. ...

XII. Construir, equipar, dar mantenimiento, rehabilitar, reforzar,

reconstruir y habilitar en el Distrito Federal, en las entidades

federativas en el caso de instituciones de carácter federal o cuando

Página 6 de 23

Av. Congreso de la Unión, 66; Col. El Parque; Deleg. Venustiano Carranza; C.P. 1S960 México, D.F.
Edificio F, Nivel 4; Tels.: 5036-0169, 5036-0000 ext. 57090



Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

LXII 1. EGISLATUkA

Dictamen LX1I/I/2V43

CÁMARA D£ Diputados De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con

Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

así se convenga con las autoridades estatales, de acuerdo a lo

dispuesto en el artículo 11 de esta ley.

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su

publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Con fundamento en el artículo 19, fracción l, de la Ley

General de Infraestructura Física Educativa, el Instituto Nacional de

la Infraestructura Física Educativa en un plazo no mayor a 180 días,

contados a partir del día siguiente a la publicación del presente

decreto, emitirá lineamientos generales en materia de bebederos

escolares y calidad de agua para consumo humano en las

instalaciones del Sistema Educativo Nacional.

Tercero. El Presupuesto de Egresos de la Federación contemplará

una partida anual para efectos del cumplimiento de los artículos 7

y 11 de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa.

Cuarto. La Secretaría de Salud en coordinación con la Secretaría de

Educación Pública, emitirán en un plazo de 90 días, los

lineamientos previstos en el artículo 11.

Quinto. El Instituto Nacional de Infraestructura Física Educativa

dará prioridad a las instalaciones educativas con más de 100

alumnos para efecto de la instalación de los bebederos de agua
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743

1.XII LEGISLATURA

CÁMARA DE Diputados Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

potable previstos en los artículos 7 y 11 de la Ley General de la

Infraestructura Física Educativa.

Sexto. Instituto Nacional de Infraestructura Física Educativa

procurará que las instalaciones del Sistema Educativo nacional

cuenten con las instalaciones de bebederos de agua potable

previstos en los artículos 7 y 11 de la Ley General de la

Infraestructura Física Educativa, en un plazo máximo de 3 años a

partir de la publicación del presente decreto.

III. Consideraciones de la Comisión.

Primera. La Comisión Dictaminadora expresa su interés en reformar la

Ley General de la Infraestructura Física Educativa para lograr nuevas

realidades en nuestro país, tomando en cuenta la creciente

problemática de obesidad, pues de acuerdo con los resultados de la

Encuesta Nacional de Salud (ENSANUT) 2012, la prevalencia de

sobrepeso y obesidad de adultos en México fue de 71.3%, lo que

representa 48.6 millones de personas. La prevalencia de obesidad en

este grupo fue de 32.4% y la de sobrepeso de 38.8%.

La proporción en las escuelas, de los tradicionales bebederos ha

desaparecido por lo que se requiere un compromiso del gobierno

federal destinando recursos para habilitar los bebederos y generar su

infraestructura.

Además, la Comisión dictaminadora coincide en que la evidencia

internacional demuestra que en los años de la niñez y adolescencia
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743

LXll Legislatura

CÁMARA DE Diputados De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

temprana la disponibilidad de líquidos genera hábitos sobre la ingesta

de agua de la mayor importancia en la edad adulta, por sus

repercusiones en salud.

Segunda. La Comisión Dictaminadora coincide en la Reforma al artículo

7 de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa, para

establecer que la infraestructura física educativa del país deberá

cumplir requisitos de calidad, seguridad, funcionalidad, oportunidad,

equidad, sustentabilidad, pertinencia y oferta suficiente de agua

potable para consumo humano, de acuerdo con la política educativa

determinada por la Federación, los gobiernos de los estados y los

gobiernos municipales, con base en lo establecido en el artículo 3o.

constitucional y los ordenamientos que de ella emanan.

La Comisión Dictaminadora concuerda con el cambio propuesto al

artículo 11 de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa pues

en la planeación de los programas y proyectos para la construcción,

equipamiento, mantenimiento, rehabilitación, reforzamiento,

reconstrucción y habilitación de la Infraestructura Física Educativa se

debe garantizar la existencia de bebederos suficientes y con suministro

continuo de agua potable en cada inmueble de uso escolar conforme a

los lineamientos que emitiría, en su caso, la Secretaría de Salud en

coordinación con la Secretaría de Educación Pública.

La Comisión apoya estas reformas a la Ley en materia de infraestructura

física de las escuelas, pues se obliga a que haya oferta suficiente de

agua potable y se garantizaría la existencia de bebederos en cada una
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Dictamen LXII/l/2743

LXll 1. [GiSLATURA

CAMARA DE Diputados la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los atliculos 7°, 11y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

de las escuelas de nuestro país, con el objeto de formar hábitos
alimenticios saludables en los planteles educativos yse fomentaría que
las medidas de ingreso y gasto del gobierno federal sean consistentes
en mejorar la salud de la niñez, que son garantía de un mayor bienestar
en el futuro de las familias ydel país en su conjunto.

Tercera. Esta Comisión está de acuerdo con la propuesta de reformar el
artículo 19 de la Ley para establecer como atribución del Instituto
Nacional de la Infraestructura Física Educativa, el construir, equipar, dar
mantenimiento, rehabilitar, reforzar, reconstruir y habilitar en el
Distrito Federal, en las entidades federativas en el caso de instituciones
de carácter federal o cuando así se convenga con las autoridades
estatales, a que haya oferta suficiente de agua potable y se garantice la
existencia de bebederos en cada una de las escuelas de nuestro país.

Cuarta. La Comisión dictaminadora concuerda con las seis disposiciones
transitorias propuestas en la iniciativa a efecto de establecer tiempos
para la implementación de la infraestructura física en las escuelas y
nombrar responsables aefecto de dar cumplimiento a la propuesta.

En cuanto a la materia de supervisión, esta Comisión considera que la
autoridad competente debe indicarse de manera explícita en la Norma
Oficial Mexicana que se expida de manera conjunta entre la Secretaría
de Educación Pública y la Secretaría de Salud, supervisión que podría
derivarse a unidades de verificación certificadas oa la propia autoridad.

Esta Comisión considera necesario adicionar un Artículo Transitorio
para que en el caso de los planteles educativos particulares, también

Página 10 de 22



Dictamen LXII/l/2743

LXII Legislatura

CÁMARA DE DIPUTADOS Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Provecto de Decreto que reforma los artículos T, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

estén obligados a instalar bebederos en cantidad suficiente a su

matrícula inscrita en el término de un año, así como para que el

cumplimiento estricto de lo anterior sea supervisado por la autoridad.

Finalmente, se sugiere una modificación en el Artículo Cuarto

Transitorio, a fin de que se mencione de manera explícita que se

contemplarán en el Presupuesto de Egresos de la Federación los

recursos necesarios y suficientes para la infraestructura en bebederos.

En virtud de lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo

dispuesto por el artículo 72 fracción A de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de Educación Pública y Servicios

Educativos propone a esta Honorable Asamblea que se remita a la

Cámara de Senadores el presente Proyecto de Decreto que reforma los

artículos T, 11 y 19, de la Ley General de la Infraestructura Física

Educativa, en materia de bebederos escolares, para efecto de que las

reformas aprobadas por la Cámara de Diputados sean discutidas por el

Senado de la República en su calidad de Cámara revisora.

En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, esta

Comisión Dictaminadora, tiene a bien emitir el siguiente:

Proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos 7,11 y 19 de

la Ley General de la Infraestructura Fístca Educativa, en materia de

bebederos escolares.
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Dictamen LXll/l/2°/43

LXll LEGISLATUI1.A

CAMARADE DIPUTADOS Comisión de Educación Pública VS^ici"
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

Artículo Único. Se reforma el artículo 1, el artículo 11 y la fracción XII
del artículo 19 de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa,
para quedar como sigue:

Artículo 7. La infraestructura física educativa del país deberá cumplir
requisitos de calidad, seguridad, funcionalidad, oportunidad, equidad,
sustentabilidad, pertinencia y oferta suficiente de agua potable para
consumo humano, de acuerdo con la política educativa determinada
por el Estado -Federación, estados. Distrito Federal y municipios-, con
base en lo establecido en el artículo 3o. constitucional; la Ley General
de Educación; las leyes estatales de educación y del Distrito Federal; el
Plan Nacional de Desarrollo; el Programa Sectorial; los programas
educativos estatales y del Distrito Federal, así como los programas de
desarrollo regional.

Artículo 11. En la planeación de los programas y proyectos para la
construcción, equipamiento, mantenimiento, rehabilitación,
reforzamiento, reconstrucción y habilitación de la INFE deberán cumplirse
las disposiciones de la Ley General para la Inclusión de las Personas con
DIscapacidad y las leyes en la materia de las entidades federativas.
Asimismo, se garantizará la existencia de bebederos suficientes y con
suministro continuo de agua potable en cada inmueble de uso escolar
conforme a los lineamientos que emita la Secretaría de Salud en
coordinación con la Secretaría de Educación Pública. Se asegurará la
atención a las necesidades de las comunidades indígenas y las
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Dictamen LXII/I/2V43

LXII LEGISLATURA

CAMARA DE DIPUTADOS la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por e! que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma tos artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física

Educativa, en materia de bebederos escolares.

comunidades con escasa población o dispersa, se asegurará aplicación
de sistemas y tecnologías sustentables, y se tomarán en cuenta las
condiciones climáticas y la probabilidad de contingencias ocasionadas por
desastres naturales, tecnológicos o humanos, procurando la satisfacción
de las necesidades individuales ysociales de la población.

Artículo 19. Son atribuciones del Instituto las siguientes:

l.aXI....

XII. Construir, equipar, dar mantenimiento, rehabilitar, reforzar,
reconstruir y habilitar en el Distrito Federal, en las entidades federativas
en el caso de instituciones de carácter federal o cuando así se convenga
con las autoridades estatales, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 11
de esta Ley.

Queda prohibido destinar recursos públicos federales para construir,
equipar, dar mantenimiento, rehabilitar, reforzar, reconstruir o habilitar
instituciones educativas privadas, exceptuando lo establecido en el
artículo 11 de esta Ley.

XIII. a XX....

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Con fundamento en el artículo 19, fracción I, de la Ley General
de Infraestructura Física Educativa, el Instituto Nacional de la
Infraestructura Física Educativa en un plazo no mayor a 180 días, contados
a partir del día siguiente a la publicación del presente decreto, emitirá
lineamientos generales en materia de bebederos escolares y calidad de
agua para consumo humano en las instalaciones del Sistema Educativo
Nacional.
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743

LXll Legislatura

CÁMARA DE Diputados Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos T, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

Tercero. En e! caso de los planteles educativos particulares, estos

estarán obligados a instalar bebederos en cantidad suficiente a su

matrícula inscrita en el término de un año a partir del día siguiente a la

publicación del presente decreto. El cumplimiento estricto de lo

anterior estará supervisado por la autoridad competente.

Cuarto. El Presupuesto de Egresos de la Federación contemplará, con

sujeción a la disponibilidad presupuestaria, una asignación para proveer

bebederos con suministro de agua potable en los inmuebles escolares,

en términos de los artículos 7 y 11 de la Ley General de la

Infraestructura Física Educativa.

Quinto. La Secretaría de Salud en coordinación con la Secretaría de

Educación Pública, emitirán en un plazo de 90 días, los lineamientos

previstos en el artículo 11.

Sexto. El Instituto Nacional de Infraestructura Física Educativa dará

prioridad a las instalaciones educativas con más de 100 alumnos para

efecto de la instalación de los bebederos de agua potable previstos en

los artículos 7 y 11 de la Ley General de la Infraestructura Física

Educativa.

Séptimo. El Instituto Nacional de Infraestructura Física Educativa

procurará que las instalaciones del Sistema Educativo Nacional cuenten

con la infraestructura de bebederos de agua potable prevista en los

artículos 7 y 11 de la Ley General de la Infraestructura Física Educativa,

en un plazo máximo de 3 años a partir de la publicación del presente

decreto.
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Comisión de Educación Pública

y Servicios Educativos

LXil LEGISLATURA

CÁMARA DE DIPUTADOS

Dictamen LXIi/i/27'13

De la Comisión de Educación Pública y Servicios

Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física

Educativa, en materia de bebederos escolares.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 12 de Noviembre de 2013.

POR LA COMISION DE EDUCACION PUBLICA Y SERVICIOS EDUCATIVOS

Nombre

Dip. Fed. Jorge Federico de la

Vega Membrillo

PRESIDENTE

Dip. Fed. IVlaría Guadalupe

Mondragón González

SECRETARIA

Dip. Fed. Ernesto Alfonso Rob

Leal

SECRETARIO

A Favor En contra Abstención

Página 15 de 23

Av.Congreso de la Unión, 66; CoL £1 Parque; Deieg. Venustiano Carranza; C.P. 15960 México, p.F.;
Edificio E, Nivel 4; Tets.; 5036-0169, 503fr0000 ext. 57090



Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

LXIl LEGi .SI. ATURA

CÁMARA DE Diputados

Nombre

y Dip. Fed. José Enrique Doger
Guerrero

SECRETARIO

Dip. Fed. Roy Argel Gómez Olguín

SECRETARIO

Dip. Fed. Miguel Ángel Aguayo
López

SECRETARIO

Dip. Fed. Dulce María Muñiz

Martínez

SECRETARIA

Dictamen LXII/I/2V43

De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

A Favor En contra Abstención

Ml
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LXI Legislatura

Comisión de Educación Pública

y Servicios Educativos

CÁMARA DE Diputados

Dictamen LXll/l/2743

De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba 'a iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

Nombre

Dip. Fed. Adriaría Fuentes Téllez

SECRETARIA

Dip. Fed. Dora María Guadalupe

Talamante Lemas

SECRETARIA

Dip. Fed. Héctor Hugo Roblero

Gordillo

SECRETARIO

A Favor En contra Abstención
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Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

LXii LtGISl ATURA

CÁMAiJy^ Dñ Diputados

Nombre

Dip. Fed. Nelly del Carmen Vargp

Pérez

SECRETARIA

Dip. Fed. Víctor Reymundo Nájera

Medina

SECRETARIO

Dip. Fed. Judit Magdalena

Guerrero López

SECRETARIA

Dictamen LXII/l/2743

De ía Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

A Favor En contra Abstención
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Comisión de Educación Pública

y Servicios Educativos

LXll LF. üiSLATURA

CAMARA DE Dil'UTADOS

Dictamen 1X11/1/2743

De la Comisión de Educación Pública y Servicios

Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

Nombre

Dip. Fed. Juan Manuel Gastélum

Buenrostro

INTEGRANTE

Dip. Fed. Alejandra López Noriega

INTEGRANTE

Dip. Fed. Glafiro Salinas Mendiola

INTEGRANTE

A Favor En contra Abstención
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L X I I L EG I S I. A T U R A

CAMARA DE DIPUTADOS

Nombre

Dip. Fed. Leticia López Landero

INTEGRANTE

Dip. Fed. Blanca Estela Gómez

Carmena

INTEGRANTE

Dip. Fed. Julio César Flemate

Ramírez

INTEGRANTE

Dip. Fed. Gaudencio Hernández

Burgos

INTEGRANTE

Comisión de Educación Pública
y Servicios Educativos

Dictamen LXII/i/2743

De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos T, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

A Favor En contra Abstención
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Comisión de Educación Pública

y Servicios Educativos

LXIl Legislatura

CAMARA DE Diputados

Nombre

Dip. Fed. María de Jesús Huerta

Rea

INTEGRANTE

Díp. Fed. ArnoldoiDchoa

INTEGRANTE

Dip. Fed. Jorge Herrera Delgado

INTEGRANTE

Dip. Fed. )4arvey Qj^rfíérrez
Álvarez

INTEGRANTE

Dictamen U<ll/l/2743

De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos 7°, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

A Favor En contra Abstención
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IXII LEGISLATURA

CAMARA DF DIPUTADOS

Nombre

Dip. Fed. Mónica García de la

Fuente

íntegraIMTE

^ Dip. Fed. Alberto Díaz Trujillo

INTEGRANTE

Comisión de Educación Pública

y Servicios Educativos

Dictamen LXII/l/2743

De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos T, 11 y
19, de la Ley General de la infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

A Favor En contra Abstención

Dip. Fed. Roxana Luna Porquillo

INTEGRANTE

Dip. Fed. Guadalupe Socorro

Flores Salazar

INTEGRANTE

Dip. Fed. Roberto López Gonzále

INTEGRANTE
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LXll Legislatura

CAMARA DE DIPUTADOS

Nombre

Comisión de Educación Pública

y Servicios Educativos

Dictamen LXIl/l/27«

De la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, por el que se aprueba la iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma los artículos T, 11 y
19, de la Ley General de la Infraestructura Física
Educativa, en materia de bebederos escolares.

A Favor En contra Abstención

Dip. Fed. Fernando Cuellar Reyes
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Dictámenes 

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyec-
to de decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2014 

(Primera parte: Decreto) 

Anexo A



DICTAÍWEN DE LA COÍWJSIÓN DE PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA CON

PROYECTO DE DECRETO DE PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN

PARA EL EJERCICIO FISCAL 2014

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública le fue turnado el 10 de septiembre del

año en curso para su estudio y dictamen, el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la

Federación para el Ejercicio Fiscal 2014 presentado por el Ejecutivo Federal ante esta

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, de conformidad con lo

dispuesto en la fracción IV del artículo 74 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos.

Esta Comisión, con base en las facultades que le confiere a la Cámara de Diputados la

fracción IV del artículo 74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

para aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación previo examen,

discusión, y en su caso modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Federal, así

como en lo dispuesto en los artículos 1,17, 39,42 y demás relativos de la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría; 39, numerales 1 y 2 fracción XXXVIII, y 45,

numeral 6, inciso f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos

Mexicanos: y 80, numeral 1, fracción II, 84, 85, 102, numeral 1, 182, numeral 1, 191,

numeral 1, 220, 221 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados; se

abocó al análisis del Proyecto de Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación

para el Ejercicio Fiscal 2014 y, como resultado de las deliberaciones y acuerdos de los

diputados de los diversos grupos parlamentarios que la integran, somete a consideración

del Pleno de la Cámara de Diputados el Dictamen con Proyecto de Decreto de

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014.



Dictamen de la Comisión de Presupuestoy Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal2014

yltgRQCESO;DEiD^

1. El 8 de septiembre de 2013 se recibió en la Mesa Directiva de la Cámara de

Diputados, de la LXII Legislatura delCongreso de la Unión, el Proyecto de Decreto de

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014formulado por

el Ejecutivo Federal.

2. El 10 de septiembre de 2013, el Proyecto de Decreto de Presupuesto de Egresos de

la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014 fue turnado por la Mesa Directiva a la

Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para la elaboración del dictamen

conrespondiente.

3. El 31 de octubre de 2013 el Congreso de lá Unión aprobó, y turnó para su publicación

al Ejecutivo, la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014 por

un total de 4 billones 467 mil 225.8 millones de pesos.

CONTENIDO GENERAIiíPELPRO^CmKV:;

En cumplimiento a lo ordenado en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendarla, el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio

Fiscal 2014 enviado por el Titular del Ejecutivo Federal consta de la Exposición de

Motivos y el Proyecto de Decreto integrado por 44 artículos, cinco artículos transitorios, 30

anexos y ocho tomos, que incluyen la distribución presupuestaria de los ramos y

entidades de control presupuestario directo asi como la de los ramos autónomos.

La propuesta del Ejecutivo Federal señala que el gasto neto total que se pone a

consideración de esta Cámara de Diputados para el ejercicio fiscal 2014 asciende a 4

billones 479 mil 954.2 millones de pesos, cifra que representa en términos reales un

incremento del 9.1 por ciento, respecto del presupuesto aprobado para el 2013.

De dicho total, el 77.8 por ciento corresponde a gasto programable y, el restante 22.2 por

ciento, a erogaciones de naturaleza no programable, que incluye participaciones a
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Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

entidades federativas y municipios, adeudos de ejercicios fiscales anteriores, erogaciones

para los programas de apoyo a ahorradores ydeudores de la banca, yel costo financiero

de la deuda.

En la revisión de la política general de gasto del Proyecto se desprende que incluye como

prioridades para la asignación de recursos los rubros de seguridad pública, el combate a

la pobreza, el educativo, asi comoel de impulso a la productividad.

En el rubro de Justicia, Seguridad Nacional, Asuntos del Orden Público y de Seguridad

Interior, propone que la asignación alcance los 175,874.0 millones pesos, monto superior

en 9.8 por ciento real respecto del aprobado en 2013. En este apartado, en las acciones
destinadas para la seguridad pública, propone impulsar estrategias que reduzcan los
niveles de violencia principalmente mediante el Programa Nacional de Prevención del
Delito pero que, en coordinación con otras acciones a cargo de las dependencias
federales, se enfocan a los delitosde mayorirnpacto y afectación social.

Para el segmento de gasto destinado al desarrollo social se prevé la cantidad de 2,016.2
mil millones de pesos, que representa un incremento en términos reales del 9.0 por
ciento, respecto del aprobado en 2013.

En materia -de educación presenta la solicitud de recursos para ampliar la creación de

centros educativos de tiempo completo y contempla continuar la provisión de equipos de

cómputo portátiles, con conectividad a internet, para alumnos de educación primaria, con
una asignación de 2,510.1 millones de pesos principalmente mediante el Programa de
Inclusión y Alfabetización Digital. En síntesis, la propuesta de gasto para el sector
educativo en 2014 asciende a 645,450.0 millones de pesos, representando así un

crecimiento real del 4.2 por ciento, y tiene como objetivo fundamental fortalecer el
federalismo en esta área a fin de asegurar la operatividad del sistema y la calidad del

servicio con los estándares que demandan los usuarios.

III



Dictamen de ia Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

Para el impulso a la productividad y las funciones relacionadas ai desarrollo económico el
Proyecto de Presupuesto programa para 2014 una asignación de 1,119.4 mil millones de
pesos, que equivale a un incremento del 9.9 por ciento en términos reales, y que
representa el 32.1 por ciento del programable total; del cual destaca la inclusión de las
previsiones para diversos sectores como el agropecuario, silvícola, pesquero, minero,
turístico, de comunicaciones, y científico tecnológico. En este apartado específicamente,
con la finalidad de aumentar la inversión en Infraestructura en comunicaciones y

transportes, se plantea asignar $114,749,317,047.00 pesos para ei ejercicio fiscal 2014 eri
el ramo administrativo correspondiente.

Para el caso del sector energético y mediante Petróleos IWexicanos se propone un gasto

de inversión de 357.5 mil millones de pesos para ei ejercicio fiscal 2014. lo cual
representa un incremento en términos reales de 5.6 por ciento, en comparación con el
presupuesto de inversión asignado en 2013. En este rubro, pero en materia eléctrica y a
fin desuministrar eiservicio con precios convenientes y competitivos, se plantea asignar a
la Comisión Federal de Electricidad 313.5 mil millones de pesos de gasto programable,

representando así un incremento en términos reales del 12.2 por ciento respecto de lo
aprobado en 2013.

Con ei enfoque de gasto federaiizado, el Proyecto de Presupuesto 2014 prevé que los
recursos que se trasladen a gobiernos locales por participaciones, aportaciones,
convenios de coordinación en materia de descentralización y reasignación, y subsidios,

alcancen la cifra de 1,442.4 mil millones de pesos, equivalente a un incremento del 4.7
por ciento en términos reales, considerando el presupuesto aprobado en2013.

En ia revisión ai Proyecto de Presupuesto 2014 se obsen/a que presenta ia propuesta de
distribución por clasificación económica del gasto programable, en 76.8.por ciento para
gasto corriente, yei remanente de23.2 por ciento para gasto de inversión.

El gasto corriente contiene las erogaciones para ei funcionamiento de las dependencias y
entidades, que incluyen conceptos como sueldos y salarios, en los que destacan por su
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Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

participación las correspondientes al magisterio, la seguridad pública, y de salud. Para

este conjunto de gasto corriente, la previsión contenida en el Proyecto de Presupuesto

2014 alcanza los 2,679.5 mil millones de pesos, lo que representa un incremento real del

10.1 por ciento, respecto del referente aprobado para 2013.

La otra vertiente, integrada por el gasto de inversión, propuesto para el ejercicio fiscal de

2014 alcanza los 807.4 mil millones de pesos, que se traduce en un incremento del 8.6

por ciento en referencia al aprobado en 2013; y que con-esponde en 88.8 por ciento a la

inversión física presupuestaria, el 8.2 por ciento a subsidios, y el 3.0 por ciento restante a

inversión financiera.

Continuando con la perspectiva de las clasificaciones, la funcional con finalidad de

acciones de gobierno se incluye en el Proyecto de Presupuesto para 2014 con 243.2 mil

millones de pesos, lo que representa 7.0 por ciento del total programable y un incremento

de 15.3 por ciento en términos reales con relación a lo aprobado de 2013; a lo cual debe

agregarse las ya referidas con enfoque para el desarrollo social, y de desarrollo

económico, con asignaciones por 2,016.2 y 1,119.4 mil millones de pesos,

respectivamente.

En el Proyecto de Presupuesto 2014 se solicitan cubrir el costo financiero de la deuda

pública, del Gobierno Federal, así como de los organismos y entidades de control directo,

y las erogaciones para los programas de apoyo a ahorradores y deudores de la banca,

con 383.4 mil millones de pesos que, en proporción del Producto Interno Bruto estimado

para 2014, se ubican en el 2.2 por ciento.

;iPR©eESp ÜE ANALISI^^^^

En el marco del cumplimiento a sus funciones constitucionales, esta Comisión recibió

diversas solicitudes de las comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados, de la

Cámara de Senadores, de legisladores, entidades federativas, municipios, entes públicos,

y otras instituciones públicas y sectores de la sociedad.



Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

Para efecto de hacer más eficiente el procedimiento de análisis, discusión, y examen del

Proyecto de Presupuesto, esta Comisión aprobó tres acuerdos, a saber:

a) Acuerdo por el que se establece el procedimiento de participación de las

comisiones ordinarias en el examen y discusión del Proyecto de Presupuesto de

Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014, así como de las solicitudes

de gestión o ampliación de recursos propuestas por los legisladores.

b) Acuerdo por el que se regula la entrega de información por parte de los

organismos autónomos, el poder judicial, las entidades federativas y los

municipios, concerniente al procedimiento de examen y discusión del Proyecto de

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 20^4-

c) Acuerdo por el que se establece el procedimiento de solicitud de información al

Ejecutivo Federal en el proceso de examen y discusión del Proyecto de

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014.

De conformidad con lo dispuesto por el Acuerdo de la Comisión de Presupuesto y Cuenta

Pública de la Cámara de Diputados de la LXil Legislatura del Congreso de la Unión, por el

que se establece el procedimiento de participación de las comisiones ordinarias en el

examen y discusión del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el

Ejercicio Fiscal 2014, así como de las solicitudes de gestión o ampliación de recursos

propuestas por los legisladores, se establecieron los siguientes Grupos de Trabajo:

1. Grupo de Trabajo para la Redacción del Decreto, encargado de revisar y en su

caso, proponer modificaciones a los artículos que constituyen el cuerpo normativo

del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal

2014; y

2. Grupo de Trabajo para la Integración de los Anexos del Decreto de Presupuesto

de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014, cuya labor fue proponer

al Pleno de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública las propuestas de
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Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

proyectos de inversión, incluidos los decarácter piurianuai, asicomo los puntos de
acuerdo turnados por la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados y las
solicitudes de gestión o ampliación de recursos susceptibles de Incluirse en el
Dictamen.

Esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública celebró su Décima Reunión Ordinaria, el
5 de noviembre del año en curso, en la que acordó constituirse en Reunión Permanente,

en términos de lo dispuesto por el artículo 171, numeral 1, del Reglamento de la Cámara

de Diputados.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública recibió 33,143 peticiones de recursos

federales para el ejercicio fiscal 2014, por un monto de747,294.8 millones de pesos.

De las diversas peticiones presentadas en materia de inversión en infraestructura, sólo
720 proyectos, con un importe de 143,494.4 millones de pesos, cuentan con el registro
vigente en la cartera de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los cuales se
mencionan a continuación:

CONCENTRADO DE REaUERlMIENTOS CON CLAVE DE SHCP

SECTOR
NUMERO DE
PETICIONES

% EN NUM.
DE

PETICIONES

COSTO TOTAL

INFRAESTRUCTURA 559 77.64H $106,029,252,485.79

RECURSOS HIDRAULICOS 40 $25,265,099,880.79

SALUD 39 S.42K $1,342,140,005.13

FOPEDEP 17 236% $796,786,154.00

CULTURA Y CINEMATOGRAFIA 14 1.94% $2,440,709,970.00

COMUNICACIONES ' 9 1.25?í $110,902,000.00

DEPORTE 9 $796,100,000.00

AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO 8 1.1154 $32,590,85359

DESARROLLO METROPOLITANO 5 0.69% $184,200,000.00

ENERGIA 5 0.69% $33,100,000.00
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Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

EDUCACION PUBLICA Y SERVICIOS
EDUCATIVOS

4 O.S6% $444,200,000.00

•ESARROLLO MUNICIPAL 3 0.42% $19,375,000.00

TURISMO 3 0.42» $62,000,000.00

AGRlCULTUfíA Y SISTEMAS DE RIEGO 2 0.28% $2,445,800,492.00

SEGURIDAD PUBUCA 2 0.28% $3,396,563,842.00

MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS

NATURALES
1 0.14% $95,500,000.00

TOTAL 720 100.00% $143,494,330,683.70

Se recibieron 13 peticiones suscritas por entidades federativas, que presentaron 5,728

proyectos por un total de 94,674.2 millones de pesos.

Los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal hicieron entregade 4,518

solicitudes por un monto de 76,097.8 millones de pesos. Por lo que respecta a los

legisladores, entregaron 21,631 peticiones de proyectos de inversión por 559,459.2

millones de pesos, en tanto que las instituciones y asociaciones civiles hicieron llegar a la

Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, 1266 proyectos por un monto de 17,063.4

millones de pesos.

Por lo que respecta a las solicitudes, lademanda principal de recursosfederales fue para

infraestructura, deporte, pavimentación, agua potable y saneamiento, educación, cultura y

cinematografía y desanrollo municipal.

Los requerimientos de recursosfueron en su mayoría para los siguientessectores;

Sectores con más participación
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Dictamen de ia Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

DESARROLLO
MUNICIPAL 5.23%

CULTURA Y
CINEMATOGRAFIA,

7.81%

EDUCACION

PUBUCAY
SERVICIOS

EDUCATIVOS, 9.04%

OTROS, 24.69%

SECTOR

INFRAESTRUCTURA,"
17.38%

AGUA POTABLE Y
SANEAMIENTO,

9.60%

NÚMERO DE
PETICIONES

INVERSIÓN FEDERAL
SOLICITADA PARA

2014

INFRAESTRUCTURA 5615 180,369,011,846.92

DEPORTE 4556 54,410,630,975.21

FOPEDEP 4349 31,972,026,721.02

AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO 34S2 42,526,755,312.32

EDUCACION PUBLICA Y SERVICIOS EDUCATIVOS 2852 27,446,322,885.95

CULTURA Y CINEMATOGRAFIA 2626 56,319,336,077.78

DESARROLLO MUNICIPAL 1662 26,390,633,888.08

RECURSOS HIDRAULICOS 1184 51,083,561,739.45
DESARROLLO URBANO Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 730 6,740,119,383.56

SEGURIDAD PUBLICA 696 21,822,843,018.05

MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 699 16325,669,991.00

SALUD 644 26,740,575,404.72

DESARROLLO SOCIAL 606 7,884,708,849.88

TURISMO 537 9,950,197,948.23
VIVIENDA 410 4,947,005,302.39
ENERGIA 397 3,168,350,299.83

DESARROLLO METROPOLITANO 324 106,032,044,95937

COMUNICACIONES 301 9,623,106,45454

AGRICULTURA Y SISTEMAS DE RIEGO 288 11,994,540,78734

DESARROLLO RURAL 218 1373,008,304.07
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Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

ECONOMIA 187 3,687,220,779.80

CIENCIA Y TECNOLOGIA 183 5,837,600,602.36

ATENCION A GRUPOS VULNERABLES 148 1,775,025,243.06

PROTECCION CIVIL 83 1,765,428,177.18

GANADERIA 60 655,840,500.46

PESCA 61 980,522,134.70

FOMENTO COOPERATIVO Y ECONOMIA SOCIAL 39 247,857,088.00

IGUALDAD DE GENERO 30 75,742,784.19

TRANSPORTES 26 31,833,759,551.00

CAMBIO CLIMATICO 28 561,803,057.47

JUVENTUD 22 974,029,441.05

COMPETITIVIDAD 21 513,987,236.24

ASUNTOS INDIGENAS 23 203,123,094.14

DERECHOS DE LA NIÑEZ 22 56,351,580.59

TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 19 140,755,103.05

JUSTICIA 7 79,750,000.00

ASUNTOS MIGRATORIOS 6 51,820,363.44

TRANSPARENCIA Y ANTICORRUPCION S 70,500,000.00

ASUNTOS FRONTERA NORTE S 70,000,000.00

Distrito Federal 7 201,579,013.89

ASUNTOS FRONTERA SUR-SURESTE 4 80,432,704.70

RADIO Y TELEVISION 83,367,154.45

DERECHOS HUMANOS 2 5,130,000.00

GOBERNACION 2 13,089,600.00

SEGURIDAD SOCIAL 1 9,613,685.00

TOTAL 33143 $747,294,779,044.66

Esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública" recibió las siguientes proposiciones con

punto de acuerdo en materia de recursos públicos: 149 deSenadores, 17 de Diputados, 5
de la Comisión Permanente y 33 procedentes de congresos locales y la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal y 60 propuestas de cambios y adiciones al Proyecto de
Decreto de Presupuesto de Egresos para el ejercicio Fiscal 2014 presentado por el
Ejecutivo Federal.

A través de este instrumento la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública dictamina la

procedencia de todos los puntos de acuerdo señalados y atiende las solicitudes de las
instituciones y asociaciones civiles, de gestión o ampliación de recursos, propuestos por
los legisladores: mismas que. para las propuestas procedentes, han sido incorporadas en
el cuerpo final del proyecto de presupuesto que se somete a la consideración de esta
Soberanía.
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Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

Por su parte, las comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados remitieron 47

opiniones en ias que propusieron ampliaciones por 106,022.244 millones de pesos y

requirieron 722,234.4 millones de pesos por concepto de proyectos de inversión; en 18

de las opiniones se presentaron propuestas de modificaciones al Proyecto de Decreto de

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014.

Las opiniones de las comisiones ordinarias fueron valoradas por esta Comisión de

Presupuesto y Cuenta Pública para posteriormente incluir en el presente Decreto los

aspectos más relevantes de las mismas.

ílftÑííLiaSiESRÉCÍlRllClÓTíí^M'ÓR^GiONilíEidOS:^^

•La Exposición de Motivos del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para

el Ejercicio. Fiscal 2014 afirma que el Gobierno de la República reconoce que México

enfrenta grandes retosy desafíos, porlo que asume su responsabilidad de dirigir el mmbo

de México hacia la senda del crecimiento y del desarrollo económico.

Asimismo, señala que, el Gobierno de la República, en el Plan Nacional de Desarrollo

2013-2018, ha trazado los grandes objetivos y las metas de las políticas públicas, así

como las acciones específicas para alcanzarlos, tendientes a garantizar el acceso efectivo

a la sociedad de derechos que la Constitución reconoce. Para lo anterior, en dicho

documento se delinean las rutas que normarán la actuación de la Administración y que se

encuentran incorporadas en el Plan Nacional tendientes a lograr un México en Paz, un

México Incluyente, un México con Educación de Calidad, un México Próspero y un Mé)dco

con Responsabilidad Global.

De igual modo señala que, la Administración promueve transversalmente tres grandes

estrategias: Democratizar la Productividad, consolidar un Gobierno Cercano y Moderno, y

ía incorporación de la Perspectiva de Género. Lo anterior, con el objeto de que

contribuyan a incrementar la productividad, permitan orientar el gasto público hacia

resultados, implementen acciones de gobierno de manera incluyente y cercana al
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ciudadano, y establezcan condiciones para un enfoque de igualdad de oportunidades para

las mujeres.

La creación de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, a partir de las

recientes refonnas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ofrece por

primera vez la oportunidad de diseñar y aplicar la política pública de manera eficaz y

oportuna para atender los problemas territoriales nacionales, que se podrá lograr en la

medida en que se cuente con los recursos necesarios para consolidar la integración y

gestión del ordenamiento territorial, en coordinación con otrossectores federales y con los

estados y municipios.

La política de ordenamiento temtorial, con un enfoque transversal e integral, debe

orientarse a la regulación de la ocupación, la transformación y utilización del territorio

nacional, como base de las estrategias de desarrollo socioeconómico y preservación

ambiental, a partir de la vocación, el potencial productivo y las restricciones que impone el

propioterritorial nacional, ante la presencia de diversos riesgos.

Las acciones que emprenderá la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano,

deberán conceder esa importancia del ordenamiento territorial, a través de los diferentes

programas presüpuestarios que tiene a su cargo:

Principales Programa Objetivo

Definición y conducción de la política de
desarrollo urbano y ordenamiento del territorio

Política de desarrollo urbano y ordenación del
tenritorio

Programa de prevención de riesgos en los
asentamientos humanos

Prevención de riesgos en asentamientos
humanos

Consolidación de reservas urbanas Establecer de manera ordenada estrategias y
soluciones con los tres niveles de gobierno de
previsión de reservas de uso urbano e inhibir
el crecimiento de zonas inadecuadas

Reubicación de la población en zonas de
riesgos

Contribuir a resolver de manera definitiva el
problema de suelo y vivienda de zonas de
riesgos recurrente o desastres ocurridos

En la Exposición señala el Gobierno de la República que ha definido entre sus prioridades

de gasto para 2014 programas que ayudarán a incrementar de manera sostenida e
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incluyente el desarrollo nacional en beneficio de toda ia población y lograr las Metas

Nacionales que se ha trazado. Entre las prioridades se incluyen acciones que permitirán

ampliar y consolidar ia seguridad social para todos los mexicanos; acelerar el crecimiento

económico para hacer de IWéxico un país más competitivo y productivo a través de mayor

inversión en infraestructura; fomentar el desarrollo regional; incrementar ia productividad

del campo; fortalecer el desarrollo social a favor de la población más vulnerable; brindar

una educación de calidad; hacer de México una sociedad del conocimiento a través de la

inversión en ciencia y tecnología; impulsar la igualdad de oportunidades entre mujeres y

hombres; fortalecer las políticas, estrategias y acciones en materia de seguridad pública; y

promover el cuidado y la protección del medio ambiente.

De la vertiente México en Paz destaca de la Exposición de IVIotivos que propone una

asignación presupuestaría para Justicia, Seguridad Nacional, Asuntos de Orden Público y

de Seguridad Interior de 175,874.0 millones de pesos para 2014. En este sentido, para la

implementación de la Reforma Integral del Sistema Penitenciario se incluye la propuesta

de 18,505.6 millones de pesos que se destinarían al órgano administrativo

desconcentrado de la Secretaría de Gobernación identificado como Prevención y

Readaptación Social.

En el caso de ios fondos y subsidios de seguridad pública para las entidades federativas y

los municipios, en el marco del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a fin de continuar

el apoyo para la profesionaiización de los cuerpos policiacos, el desarrollo y el

fortalecimiento de sus instituciones de seguridad pública, así como el equipamiento e

infraestructura y la aplicación de exámenes de control de confianza, propone en el

Proyecto de Presupuesto 2014 una asignación de 17,918.0 millones de pesos.

Incluida en esta órbita, de igual modo destaca que en cumplimiento a la reforma

constitucional para implementar el Nuevo Sistema de Justicia Penal en el Proyecto de

Presupuesto de Egresos 2014 se contemplan 976.4 millones de pesos que serían

transferidos a las entidades federativas para aplicarse en proyectos de infraestructura,
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capacitación, reorganización Institucional, diseño de reformas legales, y capacitación para

jueces, agentes del IVIinisterío Público, policías, peritos y abogados.

Respecto de México Incluyente sobresale, en la Exposición de Motivos del Ejecutivo

Federal, que se continúa con el fortalecimiento del Seguro Popular, mediante una

propuesta de asignación de 72,330.0 millones de pesos para el ejercicio fiscal 2014, con

lo cual proyecta atender a 57.3 millones de mexicanos que carecen de seguridad social.

En este campo, pero en el rubro de red hospitalaria, considera una asignación por 6,039.4

millones de pesos para su equipamiento, mantenimiento, y la construcción de nuevas

unidades, que incrementen la cobertura y calidad de los servicios.

En esta perspectiva para un México Incluyente, y continuando con los esfuerzos

emprendidos por el Gobierno de la República a fin de fortalecer la protección de los

derechos de las personas mayores de 65 años que garanticen su calidad de vida en

salud, alimentación, empleo, vivienda, bienestar emocional y seguridad social; somete a

consideración fortalecer la cobertura universal de los servicios mediante el Programa de

Pensión para Adultos Mayores con 45.2 mil millones de pesos.

En el caso del Programa Oportunidades se propone para 2014 una asignación por un

monto de 73.7 mil millones de pesos, a fin de seguir otorgando, cuatro tipos de apoyos

fundamentales para el desarrollo de las familias beneficiarías; a) Alimentario, por un

monto de 315 pesos mensuales, para mejorar la cantidad, calidad, y diversidad de su

nutrición: b) Alimentario Complementario, por un monto mensual de 130 pesos, a fin de

compensar el alza internacional de los precios de los alimentos: c) Infantil, hasta por tres

apoyos mensuales de 115 pesos, cubriendo a hijos de O a 9 años de edad; y d)

Monetario, por 345 pesos al mes para cada adulto mayor de 70 años o más integrantes

de las familias beneficiarías en localidades de más de 20 mil habitantes.

Otro elemento fundamental de esta perspectiva en la propuesta del Ejecutivo Federal son

las asignaciones para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas mismas que se enfocan a la
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promoción, desarrollo, y el progreso de los pueblos indígenas, mediante, ei incremento de

la oferta educativa bilingüe e interculturai para alumnos indígenas, la implementadón de

un sistema de defensoría- de oficio profesional bilingüe, el apoyo a las organizaciones

productivas de mujeres indígenas en actividades agropecuarias o forestales y

artesanales, y la promoción del turismo alternativo en zonas indígenas para crear fuentes

de empleo e ingreso, para lo cual estimó y propone una asignación que asciende a 69.9

mil millones de pesos.

Con la misma dirección, y a efecto de que el Instituto Nacional de las Mujeres desarrolle

adecuadamente las funciones que tiene conferidas por el marco nonnativo, incluye una

asignación por 847.0 millones de pesos a fin de fortalecer sus dos programas

presupuestarios sustantivos: Fortalecimiento de la igualdad Sustantiva entre l\/lujeres y

Hombres, y Fortalecimiento a ia Transversalidad de la Perspectiva de Género, para los

cuales consideró 433.4 y 375.8 millones de pesos.

En el caso de México con Educación de Calidad, la Exposición de Motivos incluyó una

asignación presupuestaria para 2014 en el Sector Educativo que asciende a 645,450.0

millones de pesos, mereciéndose subrayar que significa un crecimiento de 4.2 por ciento

en términos reales.

De manera desglosada, propone 289,972.2 millones de pesos para el Ramo 11

Educación Pública; 46,793.2 millones de pesos para el Ramo 25 Previsiones y

Aportaciones para los Sistemas de Educación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos;

y 308,684.6 millones de pesos para el componente educativo dentro del Ramo 33

Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios.

Para impulsar el desarrollo y mantenimiento de las escuelas de educación básica en todo

el país, para el ejercicio fiscal 2014, propone que se asignen para el nuevo programa

denominado Escuelas de Excelencia para Abatir el Rezago Educativo, un monto de

8,567.2 millones de pesos. Estos esfuerzos se entienden en el marco del programa de
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Escuelas de Calidad, y de Escuelas Dignas, para los cuales estimó un monto de 1,515.9 y
3,330.0 millones de pesos.

Otro elemento relevante del sector se ubica en el Programa de Escuelas Seguras, con el

cual se pretende abarcar 60 mil planteles educativos mediante una propuesta de

asignación que alcanza los 340 millones de pesos. En el caso de los Centros de

Integración Juvenil, en su carácter de instancias para prevenir y ofrecer tratamientos al

consumo de drogas, se propone destinar 577.7 millones de pesos.

En el área de carreras técnicas y vocacionales, cuya finalidad de incorporación al trabajo

incide en otras vertientes de acciones promovidas porel Gobierno de la República, en los

programas de Formación y Certificación para el Trabajo, y de Normalización y

Certificación en Competencias Laborales, propone un monto de asignación por 2,765.4

millones de pesos para el ejercicio 2014.

Para alcanzar las 24,349 escuelas de tiempo completo para el ciclo escolar 2014 - 2015,

en el Proyecto de Presupuesto se propone, para el siguiente ejercicio fiscal, un

crecimiento de 89.5 por ciento real respecto de 2013, y así alcanzar una inversión de

12,000.4 millones de pesos, a fin de mejorar las condiciones de acceso al conocimiento y

desarrollo de competencias mediante la ampliación del horario escolar y el uso efectivo

del tiempo.

En el Programa Nacional de Becas, por la integración de distintos programas en atención

a las modificaciones de la estructura, programática previa, se propone su financiamiento

con recursos que alcanzan los 14,587.7 millones de pesos, equivalente a un crecimiento

real de 33.5 por ciento respecto de lo aprobado en 2013.

En el marco del cumplimiento a la Reforma Constitucional aprobada de 2012, por la cual

se estableció la obligatoriedad de la educación media superior, en el Proyecto de

Presupuesto de Egresos 2014 se incluyen recursos por 55,038.8 millones de pesos lo que
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equivale a un aumento de 10.7 por ciento con respecto del monto aprobado por esta

Cámara de Diputados para 2013.

En el caso de la educación superior se consideran recursos por 135,927.3 millones de

pesos teniendo como propósito central avanzar significativamente en la ampliación y

calidad de la oferta de este nivel. En este apartado, resalta la creación del Programa de

Fortalecimiento de la Calidad en Instituciones Educativas, que asciende a 1,519.1

millones de pesos, y al de Prestación de Servicios de Educación Superior y Posgrado

para el cual se prevén recursos por 43,339.9 millones de pesos, mismo que muestra un

crecimiento real de 9.4 por ciento respecto del aprobado en 2013.

Para las Instituciones Federales de Educación Superior se propone que, para el siguiente

año, cuenten con una previsión de 54,957.7 millones de pesos. Por institución y

participación en dicho segmento destacan las propuestas para la Universidad Nacional

Autónoma de México por 31,187.1 millones de pesos, para el Instituto Politécnico

Nacional por 13,522.3 millones de pesos, y para la Universidad Autónoma Metropolitana

por 5,773.9 millones de pesos; mismas que presentan un crecimiento real de 2.2 por

ciento con respecto del presupuesto aprobado de 2013.

Evidencia de la importancia que se otorga al sector, para el Consejo Nacional de Ciencia

y Tecnología, incluye la previsión por 31,586.3 millones de pesos, monto mayor en 20.5

por ciento real respecto del aprobado en 2013. En esta destacan la consolidación del

Programa de Becas y Posgradocon una propuesta de asignación por7,840.0 millones de

pesos, los apoyos al Sistema Nacional de Investigadores por 3,722.0 millones de pesos, y

el Programa de Innovación Tecnológica para negocios de alto valor agregado incluyendo

erogaciones por 4,000.0 millones de pesos.

De igual modo, para reiterar la importancia e impulso al sector, propone la asignación

extraordinaria de 550.0 millones de pesos para la creación de plazas, a fin de aumentar el

número de investigadores y académicos. En síntesis, la asignación del Gasto Federal

consolidado en Ciencia, Tecnología e Innovación, asciende a 81,810.1 millones de pesos,
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lo que representa un 11.9 por ciento superior en términos reales al aprobado en el

Presupuesto de Egresos de 2013.

La cuarta vertiente de la Exposición de Motivos, identificada como México Próspero,

incluye y expone que para la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,

Pesca y Alimentación (SAGARPA) deben destinarse una asignación por 81.5 mil millones

de pesos, significando un crecimiento real del 4.1 por ciento respecto del aprobado en

2013, que le permitirá orientar sus actividades para la construcción de un sector

agropecuario y pesquero, productivo y sustentable.

En este sentido incorpora, en la propuesta de la SAGARPA. al Programa de Fomento a la

Agricultura una asignación de 20.8 mil millones de pesos para incrementar la producción y

productividad agrícola y el uso sustentable de los recursos naturales, coadyuvar a elevar

el ingreso de los productores, así como la promoción del empleo y sobre todo avanzar en

la seguridad alimentaria y el abatimiento de la pobreza. De igual modo, en la misma

estrategia incorpora al Programa Integral de Desarrollo Rural, que lo propone .con un

monto de 11.9 mil millones de pesos para que el Proyecto Estratégico de Seguridad

Alimentaria incremente la producción en localidades rurales de alta y muy alta

marginacíón.

En lavertiente pecuaria, el Programa de Fomento Ganadero propone una asignación de

5.4 mil millones de pesos para conceder incentivos que incrementen la productividad; y

por su parte, para la vertiente de pesca, mediante el Programa de Fomento a la

Productividad Pesquera y Acuícola se pretende destinar 2.2 mil millones de pesos para el

impulso de la capitalización pesquera y acuicola.

En el marco de las acciones para un IVléxico Próspero se señala en el Proyecto de

Presupuesto, que mediante el Fondo Nacional del Emprendedor, pretende impulsar

medidas de apoyos para los emprendedores y empresas de menor tamaño a través de

apoyos de carácter temporal y financiamiento a bajas tasas de interés que disminuyan sus
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cargas financieras; y para lo cual requiere en 2014 de 9.4 mil millones de pesos, lo que

representa 24.0 por ciento de crecimiento real respecto de los destinados durante el 2013.

Para el sistema carretero, propone que el monto de inversión mediante el Programa

Carretero alcance los 52.4 mil millones de pesos en 2014, a fin de suministrar atención a

los usuarios y desarrollar proyectos que contribuyan al reordenamiento territorial a través

de libramientos, entronques, distribuidores y accesos carreteros. En concreto, propone

asignar al Programa Can'etero 27.6 mil millones de pesos para la construcción y

modernización de 930 iíilómetros de la Red Carretera Federal; 14.6 mil millones de pesos

para su conservación y mantenimiento; 8.4 mil millones de pesos a fin de mejorar la

conectividad en caminos rurales y allmentadores; y finalmente, 1.8 mil millones de pesos

para el Programa de Empleo Temporal.

Para los puertos marítimos plantea se asignen 3 mil millones de pesos durante 2014,

misma asignación que Incluye la expansión del Puerto de Guaymas con mil millones de

pesos, la rehabilitación del Puerto Matamoros, la ampliación del Puerto de Seybaplaya

(Champotón) y la ampliación del Puerto de Isla del Carmen en el Estado de Campeche.

Contenidas en esta vertiente se encuentran las asignaciones para Petróleos Mexicanos,

mismas que para 2014, a fin de asegurar el abastecimiento de petróleo crudo, gas natural,

y petrolíferos, contempla una asignación por 357.5 mil millones de pesos para gasto de

Inversión, lo que representa un Incremento en términos reales del 5.6 por ciento respecto

de lo aprobado para el 2013. En actividades de exploración, destinadas a reponer e

incrementar el nivel de las reservas de hidrocarburos, propone que PEMEX invierta 33.6

mil millones de pesos en 2014. Para el caso de las actividades de desarrollo y producción

de reservas que permitían la estabilización de la producción de petróleo crudo y gas

natural, se propone la Inversión por 267.4 mil millones de pesos, a efecto de producir

2,520 miles de barriles diarios de petróleo crudo y exportar 1,169.9 miles de barriles

diarios de petróleo crudo, además de producir 6,690.6 millones de pies cúbicos diarios de

gas natural sin nitrógeno.
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En el caso de la Comisión Nacional del Agua, la propuesta asciende a los 52.5 mil

millones de pesos, representando el 22.5 porciento de crecimiento real respecto de 2013,

y que estima permitiránfomentar la actividad económica del país mediante la inversión en

proyectos de infraestructura económica de agua potable, alcantarillado, y saneamiento;

infraestructura para la protección de Centrosde Población y Áreas Productivas; el Túnel

Emisor Oriente y Planta de Tratamiento Atotonilco; y la infraestructura de riego y temporal

tecnificado.

Finalmente, para el Sector Turismo, el Proyecto de Presupuesto 2014 incorpora recursos

por 6 mil millones de pesos al Ramo 21, monto superior en 11.8 por ciento, en ténninos

reales al aprobado para el ejercicio fiscal en curso.

La última vertiente en la Exposición de lWotivos identificada como México con

Responsabilidad Global, con una asignación de recursos que propone que alcance los

12,402.9 millones de pesos para 2014, se atenderían el financiamiento para las acciones

de cooperación multilateral que consoliden ios acuerdos con regiones que han alcanzado

niveles de desarrollo importantes, así como para la participación activa en foros

regionales y comerciales.

De igual modo, en este segmento, se incluyen las acciones en materia migratoria, a fin de

implementar políticas y mecanismos de cooperación y coordinación con el objeto de

facilitar la movilidad internacional, la simplificación de procesos migratorios, y la

repatriación de connacionales.
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' QAMBroSM-f

El Congreso de la Unión, considerando el marco macroeconómico y las estimaciones de

ingresos y gastos previstos en el paquete económico 2014, estimó necesario establecer

medidas que favorezcan el entorno económico del país y, de este modo, aprobó los

cambios convenientes en la Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación para el

Ejercicio Fiscal de 2014.

En* este sentido, el precio ponderado acumulado del barril de petróleo crudo de

exportación se ajustó de 81.0 a 85.0 dólares de los Estados Unidos de América por barril,

toda vez que se estimó conveniente realizar un ajuste a la alza del precio estimado, como

resultado de la actualización de las variables que intervienen en la detemiinación del

precio de referencia, de acuerdo con la fórmula establecida en la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría para incorporar el efecto del comportamiento

más reciente del precio internacional de los hidrocarburos respecto del existente al

momento en que se efectuó la estimación contenida en la iniciativa presentada por el

Ejecutivo Federal.

Por lo anterior, el Congreso de la Unión aprobó, en la Ley de Ingresos de la Federación

para el Ejercicio Fiscal de 2014, un monto de 4 billones 467 mil 225.8 millones de pesos.

Derivado de lo anterior y en este sentido, se adecúa el artículo 2, a fin de determinar que

el gasto neto total previsto en el Presupuesto de Egresos, importa la cantidad de 4

billones 467 mil 225.8 millones de pesos, que corresponde al total de los ingresos

aprobados en la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014.

En relación con lo anterior, respecto del ejercicio, control y la evaluación del gasto público

federal, esta Comisión plantea incluir en el artículo 1, la obligación de la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público de reportar en los Informes Trimestrales a que se refiere el

artículo 2, fracción XXIX, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendaría, las principales causas de variación del gasto neto total al trimestre que

corresponda, respecto del presupuesto autorizado modificado, por ramo y entidad.
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En el articulo 3, esta Comisión propone que los recursos a que se refieren los Anexos 13,

15, 16, 17, 18 y 27 al 30, deberán ser ejercidos de forma tal que permitan su debido

seguimiento, evaluación y difusión para conocer su impacto conforme ai Plan Nacional de

Desarrollo y las políticas públicas derivadas del mismo.

Esta Comisión propone precisar en el articulo 4, fracción III, que las disposiciones que

emita la Secretaria de l-lacienda y Crédito Público, para la aplicación de ios recursos para

el Fondo de pavimentación, espacios deportivos, alumbrado público y rehabilitación de

infraestructura educativa sea a más tardar el 31 de enero, tomando en cuenta la opinión y

los proyectos que le comunique esta Comisión. Asimismo, se establece que los

municipios y demarcaciones temtoriales del Distrito Federal, a través de las entidades

federativas, deberán solicitar los recursos de dicho Fondo a más tardar el 15 de marzo,

ios cuales serán ministrados 50 por ciento a más tardar en el mes de marzo y 50 por

ciento a más tardar en el mes de agosto. En caso de incumplimiento de los plazos,

términos y condiciones establecidos en las disposiciones, aplicables, la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público podrá suspender las ministraciones o reasignar diciios

recursos a programas sociales y de inversión en infraestructura.

No se omite mencionar que del monto asignado para este Fondo, la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público transferirá a la Auditoria Superior de la Federación, una

cantidad equivalente al 1 ai millar para su fiscalización y para este efecto dicha instancia

deberá seleccionar una muestra representativa de los recursos aprobados del Fondo.

Derivado de que el parámetro macroeconómico ajustado respecto de las estimaciones del

Ejecutivo Federal fue el precio del petróleo, el cual se incrementó de 81.0 a 85.0 dólares

de los Estados Unidos de América por barril, resulta necesario que esta Comisión ajuste

en consecuencia la fracción I del artículo 5 del proyecto de Presupuesto de Egresos de la

Federación para el Ejercicio Fiscal 2014, en el monto correspondiente a la importación de

mercancía para reventa por $289,553*867,016.00 quedando como sigue;

Artículo 5. [...]
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i. La cantidad que exceda del monto correspondiente a la importación de mercancía

para reventa por $289,553'867,016, y [...]

Por otra parte, esta Comisión propone adicionar una fracción III al artículo 6, a fin de que

en los primeros dos meses del año, la Comisión Federal de Electricidad informe a la

Cámara de Diputados sobre los subsidios otorgados a los consumidores en el año 2013.

En relación con los recursos federales transferidos a las entidades federativas, a los

municipios y a las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, esta Comisión propone

la inclusión de una fracción VIII al artículo 8, mediante el cual se obliga a dichos entes

públicos a enviar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la información sobre la

evaluación de los recursos que les iiayan sido transferidos, debiendo esta dependencia

reportaren Intemet, a partir del segundo Informe Trimestral, tal información.

En el artículo 9, esta Comisión propone la adición de una fracción VII para imponer la

obligación de las entidades federativas y los municipios de reportar trimestralmente al

Consejo Nacional de Seguridad Pública la información sobre el ejercicio, destino y

resultados obtenidos con los recursos del fondo referido en el citado precepto; las

disponibilidades financieras del fondo con las que, en su caso, cuenten; y el presupuesto

comprometido, devengado y pagado correspondiente.

Asimismo, se inserta un antepenúltimo párrafo al artículo 9 referido en el párrafo anterior,

mediante el cual se establece que el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de

Seguridad Pública operará el sistema de información en el cual, con desglose mensual,

publicará las feclias en las que se hayan transferido a las entidades federativas, para su

entrega a los municipios, los recursos correspondientes a los subsidios para la seguridad

pública estableciendo a su vez, la obligación para que los municipios incorporen en dicho

sistema, las fechas en que recibieron y ejercieron tales recursos, así como los destinos y

conceptos específicos en los cuales fueron aplicados. Asimismo, en un penúltimo párrafo,

se plantea establecer que la entrega de estos recursos se realice conforme a los

principios de equidad, proporcionalidad y racionalidad en el combate al fenómeno

delictivo.
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Por lo que respecta al artículo 11, fracción I, que se refiere al Fondo Regional que sirve de

apoyo a los 10 estados con menor índice de desarrollo humano respecto del índice

nacional, se adiciona que los recursos asignados al mismo también podrán servir para

complementar las aportaciones que correspondan a dichas entidades federativas en

materia de- programas y proyectos de inversión destinados a mantener e incrementar el

capital físico o la capacidad productiva.

Asimismo, se propone adicionar una fracción III al artículo 11, con un nuevo Fondo

denominado Fondo de Capitalidad para el Distrito Federal, el cual tendrá por objeto

apoyar al Distrito Federal, en consideración a su condición de sede de los Poderes de la

Unión y capital de los Estados Unidos Mexicanos, en términos del artículo 44 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De igual manera, se propone

modificar el tercer pán-afo del artículo 11, para señalar que los recursos correspondientes

al Fondo Regional y al Fondo para la Accesibilidad para las Personas con DIscapacidad,

deberán solicitarse y convenirse dentro del primer trimestre del ejercicio, en términos de

las disposiciones que emita la Secretaría de. Hacienda y Crédito Público, así como

reasignarse los que no hayan sido devengados en ese período, a programas sociales y de

inversión en infraestructura.

De igual forma, se propone adicionar un artículo 12, recorriéndose la numeración de los

demás artículos, con el objeto de añadir que los recursos a que se refiere el Anexo 19.3

Fondo de Cultura y Anexo 19.4 Fondo de Infraestructura Deportiva, se destinarán a las

entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, a

través del Ramo General 23. Lo anterior, quedando en los siguientes términos:

Artículo 12. Los recursos a que se refiere el Anexo 19.3 Fondo de Cultura y Anexo

19.4 Fondo de Infraestructura Deportiva del presente Decreto, se destinarán a las

entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal,

a través del Ramo General 23, de conformidad con lo siguiente:
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I. El Fondo de Cultura tendrá como finalidad la construcción, rehabilitación,

remodelación, mantenimiento y equipamiento de espacios artísticos y culturales

para la consolidación de la infraestructura pública de los espacios dedicados a la

difusión cultural, y

II. El Fondo de Infraestructura Deportiva tendrá como finalidad fortalecer el

desarrollo del deporte y la actividad física, mediante proyectos de inversión en

infraestructura deportiva que comprendan acciones de obra pública y equipamiento

. deportivo, a fin de crear, ampliar y mejorar los espacios para la práctica del deporte

en general y el de alto nivel competitivo.

La Secretaría emitirá, a más tardar el 31 de enero, las disposiciones específicas

para la aplicación de dichos fondos. Las entidades federativas deberán solicitar los

recursos correspondientes a más tardar el 15 de marzo, los cuales serán

ministrados 50 por ciento en el mes de maizo y 50 por ciento en el mes de agosto.

Aquellos recursos que no hayan sido convenidos y ministrados en ese periodo se

reasignarán a programas sociales y de inversión en infraestructura. Del total del

costo de cada proyecto, se podrá destinar hasta el 30 por ciento de los recursos

para equipamiento.

Del monto total asignado a cada uno de los fondos, la Secretaría transferirá a la

Auditoría una cantidad equivalente al 1 al millar de los mismos para su fiscalización,

y para este efecto dicha instancia deberá seleccionar una muestra representativa de

los recursos aprobados.

En el artículo 16, tercer párrafo, antes 15 en la propuesta del Ejecutivo Federal, en

materia de subejercicios se establece que si al término de los 90 días establecidos en el

artículo 23, último párrafo, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendaría los subejercicios no' hubieran sido subsanados, la Secretaría de Hacienda y

Crédito Público infomiará a la Secretaría de la Función Pública sobre los mismos, a fin de
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que ésta proceda en los términos de la fracción IX del artículo 114 de la ley antes

señalada.

Asimismo, la Secretaría de la Función Pública, informará trimestralmente a la Cámara de

Diputados y a la Auditoria sobre las denuncias y las acciones realizadas en contra de los

servidores públicos a que hace referencia el pán^afo anterior. Al témnino de dicho plazo, la

Comisión del ramo de la Cámara de Diputados, emitirá una opinión sobre los

subejercicios informados.

En el artículo 17, segundo párrafo, antes 16, esta Comisión propone precisar que la

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, podrá determinar las modalidades especificas

de aplicación de las medidas de austeridad, disciplina presupuestaria y modernización en

casos excepcionales, previa justificación de la dependencia o entidad correspondiente, así

como para las dependencias y entidades que sean objeto de reformas jurídicas o de

nueva creación.

En el artículo 18, décimo pán-afo, antes 17, esta Comisión plantea precisar que la relación

de programas y campañas de comunicación social con-espondientes a la partida de

difusión de mensajes sobre programas y actividades gubernamentales, deberá ser

remitida por la Secretaría de Gobernación a la Cámara de Diputados en forma impresa y

en formato electrónico de texto modificable de base de datos.

Esta Comisión propone precisar, en el artículo 20, fracción IV, inciso b), antes 19, que con

respecto, a las medidas económicas que se requieran para la cobertura y el mejoramiento

de la calidad del sistema educativo, las previsiones para incrementos a las percepciones

incluyen las correspondientes a la Carrera Magisterial, así como los sistemas de

desarrollo profesional que, en su caso, correspondan en términos de la Ley.

Asimismo, en el artículo 21, antes 20, en la fracción III, se adicionan los Anexos 22.11.

Ramo 41: Comisión Federal de Competencia Económica; 22.12. Ramo 42; Instituto
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Nacional para la Evaluación de la Educación, y 22.13. Ramo 43: Instituto Federal de

T elecomunicaciones.

En el artículo 25, párrafo primero, antes 24 del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la

Federación para el Ejercicio Fiscal 2014, esta Comisión propone precisar que en

cumplimiento a la Ley General para la Igualdad entre iVIujeres y Hombres, la Ley General

de Acceso de las iWujeres a una Vida Libre de Violencia, así como las estrategias

transversales del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, y el Programa Nacional para la

Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres 2013-2018, el

Ejecutivo Federal impulsará, de manera transversal, la igualdad sustantiva entre mujeres

y hombres a través de la incorporación de la perspectiva de igualdad entre mujeres y

hombres en el diseño, elaboración, aplicación, seguimiento y evaluación de resultados de

los programas de la Administración Pública Federal.

Asimismo, en el artículo 25, antes mencionado, en la fracción V se precisa que se

incorporará la perspectiva de género en las evaluaciones de los programas, con los

criterios que emitan el Instituto Nacional de las Mujeres, la Secretaría de Hacienda y

Crédito Público y el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social.

En el tercer párrafo del citado artículo 25, se establece que todas las dependencias y

entidades que tengan a su cargo programas para mujeres y la igualdad de género, así
como las entidadesfederativas y municipios, deberán informar sobre ios resultados de los

mismos, los publicarán y difundirán para darlos a conocer a la población, en las lenguas

nacionales reconocidas por la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos

Indígenas, existentes en la entidad federativa, sobre los beneficios y los requisitos para

acceder a ellos, en los términos de la normativa aplicable.

De igual forma, se propone adicionar un nuevo párrafo al artículo 25, para precisar que

una vez publicado el Presupuesto de Egresos en el Diario Oficial de la Federación, la

Secretaríade Hacienda y Crédito Público, comunicará a cada dependencia y entidad con

presupuesto asignado, los montos detallados por programa presupuestario y unidad

XXVII



Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el EjercicioFiscal 2014

responsable correspondientes al Anexo 12 del Decreto, informando de ello a la Cámara

de Diputados.

En este mismo artículo25, esta Comisión propone adicionar una nueva fracción, respecto

al seguimiento a los recursos destinados a la atención de los jóvenes entre los 12 y 29

años de edad, para qüedar en los siguientes términos:

VI. El Ejecutivo Federal, por conducto del Instituto Mexicano de la Juventud ycon el

apoyo de la Secretaría, dará seguimiento a los recursos destinados a la atención de
los jóvenes entre los 12 y 29 años de edad, así como de las acciones que

garanticen las condiciones necesarias para su desarrollo integral, con base en los
mecanismos específicos correspondientes.

Las dependencias y entidades responsables de los programas incluidos en el Anexo

16 de este Decreto, procurarán que en el diseño y ejecución de sus programas y en

sus reglas de operación se considere específicamente la atención a los jóvenes,

tomando en consideración sus características y necesidades, así como generar la

información estadística desagregada para el grupo de edad referido en el párrafo

• anterior.

Asimismo, dichas dependencias y entidades deberán informar trimestralmente al

Instituto Mexicano de la Juventud, a la Secretaría y a la Comisión de Juventud de la

Cámara de Diputados, sobre los recursos ejercidos y las acciones, servicios y/o

apoyos realizados, en beneficio de personas jóvenes, deconformidad con la Ley del
Instituto Mexicano de la Juventud y demás disposiciones aplicables.

Por lo que respecta al artículo 26, antes 25, esta Comisión propone, en la fracción l,.que
las disposiciones para la operación de los programas que la Administración Pública
Federal desarrolle en la materia se considere la participación que, en su caso, tenga la

Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas. Asimismo, en la fracción
II del citado artículo, se propone que en la ejecución de los programas se considere la
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participación de los pueblos y comunidades indígenas, con base en su cultura y formas de

organización tradicionales.

De igual manera, esta Comisión propone precisar en la fracción III del citado artículo 26,

la denominación del Programa de Infraestructura Indígena. Asimismo, se incorpora la

previsión relativa a que se procurará atender el pleno acceso y la satisfacción de las

necesidades de los municipios indígenas tales como electricidad, agua, drenaje,

educación, salud, vivienda y de infraestructura para la producción de alimentos.

En la fracción VI del referido artículo 26, se precisa que en los programas de

infl-aestructura se dará preferencia a la conclusión de obras iniciadas en ejercicios

anteriores, así comoa las obras de mantenimiento y reconstrucción; en la misma fracción,

se adiciona un segundo párrafo estableciendo que la Comisión de Asuntos Indígenas de

la Cámara de Diputados, integrará a más tardar el 14 de febrero, un Gaipo de Trabajo

encargado de dar seguimiento y evaluar el ejercicio del presupuesto comprendido en el

Anexo 9 Erogaciones parael Desarrollo Integral de los Pueblos y Comunidades Indígenas

del Decreto. Asimismo, se adiciona una fracción Vil, para buscar la inclusión financiera de

las comunidades indígenas mediante programas de la banca de desarrollo.

Porotra parte, esta Comisión propone la adición de un nuevo artículo 28, recorriéndose la

numeración de los artículos posteriores, para establecer que los proyectos que se

aprueben en el Presupuesto de Egresos que no cuenten con registro en la cartera de

inversión, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 28. Los proyectos aprobados en este Presupuesto de Egresos que no

cuenten con registro én la cartera de inversión, se sujetarán a lo siguiente:

I. Las entidades federativas, previaacreditaciónde que cuentan con la liberación del

dereclio de vía, así como las autorizaciones que garanticen la ejecución inmediata

del proyecto, podrán presentar dichos proyectos ante el órgano o la dependencia

competente según el sector, quien los remitirá a la Secretaría en un plazo máximo
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de 15 días hábiles, a fin de tramitar su registro en la cartera de programas y

proyectos de inversión.

En caso de que se requiera subsanar uno o varios de los requisitos señalados en el

artículo 34 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, dicho

órgano o dependencia deberá notificar a la entidad federativa solicitante, a más

tardar dentro de los 10 días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud;

En todo caso se considerará como fecha de entrega, la recepción por el órgano o

dependencia primeramente mencionados, siempre y cuando la solicitud reúna los

requisitos señalados o, en su caso, haya sido completada;

II. La Secretaría estará obligada a dar respuesta a las solicitudes que se le remitan

dentro de un plazo no mayor a 20 días hábiles, comunicando la asignación del

número del registro o las razones técnicas por las cuales no es procedente el mismo

o, en su caso, solicite se precise la información;

III. Una vez que dicho proyecto cuente con registro en la cartera de programas y

proyectos de inversión, se podrán realizar los trámites conducentes para efectos de

la suscripción del convenio de reasignación correspondiente en términos de las

-disposiciones aplicables, y

IV. Los recursos reasignados a la entidad federativa estarán sujetos al cumplimiento

de la normatividad federal aplicable en materia de obras públicas y servicios

relacionados con las mismas, y en las demás disposiciones aplicables.

En lo referente al artículo 29, antes 27, esta Comisión precisa en la fracción I, que los

programas del sistema de planeación democrática del desarrollo nacional que detennine

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tendrán una matriz de indicadores para

resultados, en la cual deberá estar contenida su vinculación a las metas derivadas del

Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. De igual manera, en el mismo artículo también se

precisa que en la evaluación de los programas a cargo de las dependencias y entidades,
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derivados del citado sistema, la Secretaría de la Función Pública podrá realizar la

confronta de los padrones o listas de beneficiarios para identificar concurrencias y/o

duplicidades entre programas de distintas dependencias y entidades, y que sus resultados

sean publicados por las dependencias, entidades y la Secretaría de la Función Pública en

sus respectivas páginas de Internet.

En relación con lo anterior, esta Comisión también propone la inserción de un párrafo a la

fracción VI del artículo 29 citado en el párrafo anterior, previendo que la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público publique trimestralmente en Internet, ios avances en el

cumplimiento de los aspectos susceptibles de mejora que deriven de evaluaciones

extemas contempladas en los programas anuales de evaluación: para estos efectos, la

Secretaría de la Función Pública y el Consejo Nacional para la Evaluación de la Política

de Desarrollo Social, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán remitir a la

Secretaría de Hacienda y Crédito Público la información derivada de las evaluaciones que

iiayan coordinado, dentro de los 15 días naturales siguientes al término del trimestre que

se informa, en la forma que para tal efecto determine la Secretaría de Hacienda y Crédito

Público.

En el articulo 30, antes 28, en la fracción I, inciso a) se especifica que las reglas de

operación deben ser simples, precisas y de fácil acceso para los beneficiarios. Asimismo,

esta Comisión propone la adición de dos nuevos incisos h) e i), para establecer como

otros criterios generales de las reglas de operación, el promover los principios de

igualdad, no discriminación, interés superior de la niñez y adolescencia, integridad

familiar, igualdad de género, libre determinación de las comunidades indígenas,

protección al medio ambiente, así como protección a la vida, salud e integridad de las

personas, transparencia y acceso a ia información, y eficiencia y eficacia de los recursos

públicos. Asimismo, se establece que deberán articularse las políticas públicas en materia

de promocióny fomento ai turismo, con la participación que corresponda a la dependencia

coordinadora de sector.
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De igual forma, esta Comisión propone agregar una fracción II al citado artículo 30, con el

objeto de que la Cámara de Diputados, a través de las comisiones ordinarias que

correspondan, emita opinión sobre las reglas de operación publicadas por el Ejecutivo

Federal. En caso de que las comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados no emitan

su opinión a más tardar el 31 de marzo, se entenderá como opinión favorable. El Ejecutivo

Federal, por conducto de la dependencia a cargo del programa sujeto a reglas de

operación correspondiente, dará respuesta a la Cámara de Diputados en un plazo que no

excederá de 30 días naturales posteriores a la recepción de la opinión respectiva,

realizando las adecuaciones que procedan. Finalmente, en el segundo párrafo del inciso

a), de la fracción III del citado artículo 30, se ajusta la referencia al artículo 18 (antes 17)

en materia de gasto de comunicación social relacionado con publicidad adquirida, en

virtud del cambio en la numeración con motivo de las adiciones al articulado propuestas

por esta Comisión.

En el artículo 31, antes 29, en materia de programas sujetos a reglas dé operación, esta

Comisión propone la adición de una fracción IV para señalar la obligación de las

dependencias y entidades de incluir, en los términos y plazos que señale la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público, la información sobre la cobertura de la población potencial,

población objetivo y población atendida por dichos programas.

Esta Comisión propone insertar un párrafo al artículo 32, antes 30, para establecer que en

el Programa de Abasto Social de Leche a cargo de Liconsa, S.A. de C.V., la Secretaría de

Desarrollo Social hará del conocimiento público los nombres de los proveedores de leche

de Liconsa, S.A. de C.V., en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la

Información Pública Gubernamental.

En el artículo 33, fracción I, antes 31, se precisa que las reglas de operación del

Programa de Desarrollo Humano Oportunidades para el ejercicio fiscal 2014, deberán

considerar los criterios para la inclusión de localidades en el medio rural y urbano

agregando que las entidades federativas, en atención a los recursos de las mismas

destinados a los componentes de salud y educación, podrán opinar, a través de los
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comités técnicos estatales, sobre dichos criterios, debiendo la Secretaría de Desarrollo

Social, dar respuesta a dicinas opiniones, en su caso, en un plazo no mayor de 30 días.

Asimismo, se propone la adición de un último párrafo al citado artículo para establecer la

obligación de las secretarías de Desarrollo Social, de Educación Pública y de Salud, de

informar a más tardar en abril de 2014, un informe sobre la contratación del proveedor

encargado de entregar los apoyos a los beneficiarios en donde no exista infraestructura

para realizar el pago directo a través de transferencia electrónica.

En el párrafo segundo del artículo 34, antes 32 del Proyecto de Presupuesto de Egresos

de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014 presentado por el Ejecutivo Federal, se

modifica el porcentaje mínimo de los recursos que se destinarán al programa del Fondo

Nacional Emprendedor, incrementándolo en un 4% para pasar de 32% a 36%.'

En el articulo 36, antes 34, se adiciona un segundo párrafo a la fracción I que establece

que el presupuesto para el campo procurará el abasto de alimentos y productos básicos y

estratégicos a la población, promoviendo su acceso a los grupos sociales menos

favorecidos y dando prioridad a la producción nacional, a que se refiere el artículo 178 de

la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Asimismo, en el citado precepto, se adiciona otro

párrafo para detemninar las características que debe tener el presupuesto dirigido al

campo, a saber: a) que permita la complementariedad de acciones con las demás

dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; b) que pennita el

desan-ollo de proyectos productivos por etapas, y c) que se oriente prioritariamente liada

las pequeñas unidades de producción.

Se modifica la fracción II del citado artículo 36, para agregar la fecha de otorgamiento, a

los elementos al sistema de rendición de cuentas sobre el destino de los recursos fiscales

de los programas concurrentes, en relación con los ramos administrativos que participan

en el Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable.

En el mismo artículo, también se inserta un inciso b) a la fracción III, recorriéndose los

incisos subsecuentes, para señalar que se procurará que los recursos destinados a
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competitividad, se orienten principalmente a las pequeñas unidades de producción, que

se dedican a las ramas productivas básicas referidas en el artículo 179 de la Ley de

Desarrollo Rural Sustentable y otros productos básicos y estratégicos. Asimismo, se

indica que diclios recursos se direccionarán una vez que se cuente con la estratificación

de zonas y regiones productivas del país dando prioridad a las pequeñas unidades de

producción.

Esta Comisión propone modificar los incisos c) y e) de la fracción III del anteriormente

citado artículo 36, para quedar en los siguientes témiinos:

[...]

c) Apoyar a los productores para que apliquen las innovaciones y desarrollos

tecnológicos disponibles y fortalezcan su vinculación con los centros de

investigación, asi como la transferencia de tecnología del país, mediante servicios

de extensionismo que aseguren la incorporación del pequeño productor a las

innovaciones tecnológicas que redunden en la mejora de la productividad.

d)...

e) Contribuir a adaptar las actividades agropecuarias, acuícolas y pesqueras

mediante acciones para prevenir, mitigar y atender los impactos del fenómeno del

cambio climático, así como la oportuna prevención, administración y atención a

riesgos climáticos, sanitarios y de mercado, considerando los potenciales

productivos de cada región;

[...]

En el citado artículo 36, esta Comisión propone adicionar una fracción IV para incluir,

como líneamiento del Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural

Sustentable, coadyuvar al impulso de los mercados y perfeccionar la ínfonnación
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disponible para el sector. También se propone modificar la fracción VI del mismo articulo,

especificando que la obligación de coadyuvar al impulso de la producción primaria se

referirá a los productos básicos y estratégicos señalados en la Ley de Desarrollo Rural

Sustentable, entre otros, para el aprovisionamiento de insumos básicos y apoyo a

paquetes tecnológicos.

En la fracción VII, inciso a) del articulo 36, esta Comisión propone modificar el periodo

para el depósito en los Fideicomisos de Fomento Agropecuario del Estado (FOFAE), para

que las ministraciones no rebasen del período de marzo a agosto, siendo que en el

Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal 2013, el periodo era de marzo a julio. De

igual manera, se inserta un segundo párrafo al inciso referido, para indicar que las

entidades federativas podrán solicitar a ia Secretaria de Agricultura, Ganadería,

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, adecuaciones entre programas de ejecución a

cargo de éstas, siempre y cuando se hayan cumplido las metas establecidas en ios

convenios respectivos, y permitan un mejor cumplimiento de los objetivos y metas de ios

programas en su conjunto, en el marco de las disposiciones aplicables. En la misma

fracción, se propone insertar un inciso d) para que en el caso de los subsidios a

.energéticos como energia eléctrica, diesel agropecuario, marino y gasolina ribereña, se

beneficie preferentemente a ios productores de bajos recursos ubicados en zonas de alta

y muy alta marginación de acuerdo a lo señalado en la Ley de Desarrollo Rural

Sustentable. Asimismo, ia Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y

Alimentación deberá integrar un listado de beneficiarios.

Esta Comisión propone modificar la fracción IX del citado artículo 36 para señalar que el

Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable, deberá promover,

entre otros, un desarrollo equilibradoen las regiones norte, centro y sur-sureste del país.

Finalmente, por ioque respecta ai artículo 36 correspondiente a los lineamientos que para

ia distribución del gasto en relación con el Programa Especial Concurrente para el

Desarrollo Rural Sustentable, se adicionan las fracciones X, XI, XII, XIIi y XIV, en los

siguientes términos:
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X. Los recursos destinados a fortalecer el medio ambiente buscarán que se

beneficie prioritariamente a los territorios ejidaies, comunales y privados de los

pequeños productores;

XI. Se fortalecerán las obras de tecnlficación de riego para aumentar la producción y

productividad, dando prioridad a las pequeñas unidades de producción;

XII. Las autoridades fiscales pondrán a disposición de las dependencias y entidades

encargadas del otorgamiento de subsidios y estimules, herramientas tecnológicas

que pennitan la consulta sobre el cumplimiento de la obligación contenida dentro del

artículo 32-D del Código Fiscal de la Federación. En las Reglas de Operación de los

Programas Federales del Ramo 08 de Secretaría de Agricultura, Ganadería,

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, se deberá establecer que la consulta

referida, la hará directamente ésta última dependencia y no el beneficiario.

XIII. Para el caso del Programa Integral de Desarrollo Rural, el componente de

agricultura familiar, periurbana y de traspatio será destinado prioritariamente para

apoyar a productores de iiuertos familiares de hasta 1 hectárea.

XIV. Los incentivos al proceso de comercialización de los productos agropecuarios y

pesqueros, buscarán impulsar el desanrollo de las regiones del país en donde la

infraestructura para el acopio y agregación de valor es deficiente e insuficiente;

asimismo, privilegiará a la población objetivo de más bajos recursos, con base en el

fortalecimiento de su organización y capacitación, a través del otorgamiento de un

mayor porcentaje de apoyo en los programas y componentes que instrumente la

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.

Esta Comisión, propone la eliminación del artículo 40 del Proyecto de Presupuesto de

Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014 presentado por el Ejecutivo

Federal, toda vez que se considera que no es materia del Presupuesto, lo cual puede ser
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regulado a través de las disposiciones generales emitidas por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público. En este sentido, nuevamente se recorre la numeración de losartículos.

De igual forma, esta Comisión propone la adición de un segundo párrafo al artículo 44.
antes 43, para guardar correspondencia en el aspecto del gasto, con lo establecido en el
párrafo séptimo del artículo 1° de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2014, quedando como sigue:

Artículo 44. [...]

Asimismo, los recursos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 1° de la Ley
de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014, serán aplicados en
los proyectos y programas de ciencia y tecnología, establecidos en el presente
Decreto, incluyendo los relativos a la materia de liidrocarburos.

En el artículo 45, antes 44, esta Comisión propone la inserción de un último párrafo con

tres fracciones, en el cual se establece que el Consejo rvlacional de Armonización
Contable, a más tardar el último día hábil de octubre, deberá publicar en su página de
Internet un reporte especial sobre la aplicación de los recursos del fondo a que hace
referencia el citado precepto, así como publicar durante el último trimestre del año el

monto de los subsidios otorgados a cada una de las entidades federativas y municipios; el
tipo y alcances de los subsidios federales otorgados, y los avances y resultados
reportados por las entidades federativas y municipios.

La iniciativa del Ejecutivo contempla un artículo Cuarto transitorio que establece que el
Programa Pensión para Adultos Mayores continuará operando en tanto se implemente la
Pensión Universal en témiinos de lasdisposiciones legales aplicables.

Esta Comisión propone la modificación del Quinto transitorio y la adición de 9 transitorios,
para establecer lo siguiente:
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QUINTO. Referente a las erogaciones previstas para ia creación de la Gendarmería

Nacional en el Ramo Administrativo 04 Gobernación, la Secretaría de Gobemación

informará a la Cámara de Diputados sobre los avances en la creación de dicha

Gendarmería, a más tardar el último día hábil de junio.

SEXTO. Para atender y mitigar los daños causados por los fenómenos

hidrometeorológicos en el estado de Guerrero, se aprueban $7,000,000,000.00, para la

creación de una reserva especial en el Fideicomiso Fondo de Desastres Naturales

(FONDEN).

Asimismo, durante el ejercicio fiscal 2014, y con el objeto de fortalecer la infraestructura

pública en el estado de Guenrero y sur del país, el Ejecutivo Federal, a través de la banca

de desarrollo, elaborará estudios de preinversión y, en su caso, realizará proyectos

ejecutivos, entre los cuales se encuentran: el desarrollo logístico e industrial del Puerto

Balsas- Puerto Lázaro Cárdenas, la autopista intercostera que conecte Michoacán en la

Autopista Siglo XXI hasta Puerto Chiapas, la autopista Puebla-Tlapa-Marquelia, mejorar

los servicios y libramientos de la Autopista del Sol desde la Ciudad de México y

Cuernavaca, Morelos, Chilpancingo y Acapulco, construcción de un proyecto

hidroeléctrico en el Río Papagayo, modernizar la infraestmctura del puerto de Acapulco,

modemización de los distritos de riego de la región de Tierra caliente y la zona norte

(Guerrero), con^edor logísticoSalina Cruz-Coatzacoalcos, y camino Filo Mayoren la Sierra

de Guerrero.

SÉPTIMO. Los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los entes autónomos,

deberán presentar a la Cámara de Diputados, a más tardar el último día hábil de julio, un

diagnóstico sobre la estmctura orgánica con la que cuentan, considerando las funciones

sustantivas y administrativas de su personal, a partir del nivel de dirección de área u

homólogos según corresponda, con la finalidad de identificar aquellas plazas que

pudieran resultar redundantes o ineficientes. El diagnóstico deberá incluir las propuestas y

acciones a emprender por cada Poder y ente autónomo, para hacer más eficiente su

organización y procesos internos.
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Los recursos previstos en el Ramo General 23 de este presupuesto por
$5,000,000,000.00, para la implementación del Sistema de Justicia Penal en las entidades
federativas, se sujetarán a los lineamientos que para tal efecto emita la Secretaría en el
mes de enero, a través de los cuales se establecerán los requisitos y procedimientos para
que las entidades federativas puedan acceder a los recursos asignados en este
Presupuesto de Egresos, asícomo los mecanismos financieros que, en su caso, permitan
potenciar dichos recursos.

NOVENO. El Ejecutivo Federal, a través de las secretarías de Gobernación y Hacienda y
Crédito Público, deberá realizar una revisión integral de las nonnas administrativas que
regulan a los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos, incluyendo al Fondo de

Desastres Naturales, a que se refiere la Ley General de Protección Civil, con la finalidad
de mejorar laeficiencia yeficacia en laaplicación de los recursos de dichos instrumentos.

El resultado de la revisión deberá ser enviado a la comisión de la Cámara de Diputados
que conresponda, a más tardar el último día hábil del primer trimestre de 2014, para que

ésta emita su opinión y, en su caso, las observaciones que considere procedentes,

DÉCIMO. El programa de Inclusión yAlfabetización Digital previsto en el Anexo 17 del
presente Decreto, preverá la entrega de equipos de cómputo para alumnos de educación

primaria ylos esquemas que pemiitan elaseguramiento de dichos equipos.

DÉCIMO PRIH/IERO. La información sobre los padrones de beneficiarios a la que hace
referencia el artículo 7, fracción XI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental, deberá estar disponible en formato electrónico de

texto modificable de base de datos.

DÉCIMO SEGUNDO. La constitución del Fondo para Fronteras, para la cual se prevé la
cantidad de $3,000.000,000.00, que tendrá por objeto el otorgamiento de subsidios para

contribuir al desarrollo económico de las entidades federativas en cuyo territorio se

encuentren las líneas divisorias internacionales del norte ysur del país. El ejercicio de los
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recursos de dicho Fondo estará sujeto a los lineamíentos que para tal efecto emita la

Secretaría de Hacienda y Crédito Público dentro del primertrimestre de 2014.

DÉCIMO TERCERO. La constitución de un Fondo del Sur-Sureste, que incluye la
cantidad de $500,000,000.00, el cual tendrá por objeto el otorgamiento de subsidios para

sufragar total o parcialmente el costo de la elaboración de estudios, programas y/o

proyectos de inversión en Infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las

entidades federativas que confomnan dicha región. El ejercicio de los recursos de dicho

Fondo estará sujeto a los. lineamientos que para tal efecto emita la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público dentro del primertrimestre de 2014.

DÉCIMO CUARTO. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desanrollo Rural, Pesca y
Alimentación, deberá fonnular el Programa Especial de la Agroindustria de la Caña de

Azúcar conforme al artículo 8 de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar,

mismoque incluirá el fomento de la diversificación y el desan-ollo tecnológico, entre otros.

En la revisión exhaustiva de la propuesta de gasto recibida, de igual modo, se hicieron

diversas precisiones a los Anexos del Presupuesto.

Por todo loanteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 74,

fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 39 y 45 numeral

6, inciso f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos l\/lexicanos;

80, numeral 1, fracción II, 84, 85, 102, numeral 1, 182, numeral 1, 191, numeral 1, 220,

221 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, esta Comisión

somete a la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente:
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DECRETO DE PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL

EJERCICIO FISCAL 2014

TÍTULO PRIMERO

DE LAS ASIGNACIONES DEL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. El ejercicio, el control y la evaluación del gasto público federal para el ejercicio

fiscal de 2014, así como la contabilidad y la presentación de la información financiera

correspondiente, se realizarán conforme a lo establecido en ia Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría, la Ley General de Contabilidad

Gubernamental y en las disposiciones que, en el marco de díchias leyes, estén

establecidas en otros ordenamientos legales y en este Presupuesto de Egresos.

La interpretación del presente Presupuesto de Egresos, para efectos administrativos y

exclusivamente en el ámbito de competencia del Ejecutivo Federal, corresponde a la

Secretarla y a la Función Pública, en el ámbito de sus atribuciones, conforme a las

disposiciones y definiciones que establece la Ley Federal de Presupuesto y

Responsabilidad IHacendaria.

La información que, en términos del presente Decreto deba remitirse a la Cámara de

Diputados, será enviada a la Mesa Directiva de la misma, la cual turnará dicha

información a las comisiones competentes, en forma impresa y en fonnato electrónico de

texto modificable de base de datos, con el nivel de desagregación que establece la Ley

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla y las disposiciones nonnativas

vigentes, y será publicada en las páginas de Internet que correspondan.

En caso de que la fecha límite para presentar la información sea un día inhábil, la misma

se recorrerá al día hábil siguiente. ^
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En el ámbito de sus atribuciones, la Secretaría presentará información presupuestaria

comparable respecto del ejercicio fiscal anterior y a los diversos documentos

presupuestarios.

La Secretaría reportará en los Informes Trimestrales la evolución de las erogaciones

correspondientes a los anexos transversales a que se refiere el artículo 41, fracción II,

incisos j), o), p), q), r), s), t) y u), de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendaría; así como las principales causas de variación del gasto neto total al trimestre

que conresponda, respecto del presupuesto autorizado modificado, por ramo y entidad.

CAPÍTULO ti

De las erogaciones

Artículo 2. El gasto neto total previsto en el presente Presupuesto de Egresos, importa la

cantidad de $4'467,225'800,000 y corresponde al total de los ingresos aprobados en la

Ley de Ingresos.

Artículo 3. El gasto neto total se distribuye conforme a lo establecido en los Anexos de

este Decreto y Tomos del Presupuesto de Egresos y se observará lo siguiente:

I. Las erogaciones de los ramos autónomos, administrativos y generales, así como los

capítulos específicos que incorporan los flujos de efectivo de las entidades, se distribuyen

conforme a lo previsto en el Anexo 1 del presente Decreto y los Tomos II a VIII, de este

Presupuesto de Egresos. En el Tomo I se incluye la información establecida en el artículo

41, fracción II, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría;

II. El capítulo especifico que incorpora las erogaciones correspondientes a los gastos

obligatorios, se incluye en el Anexo 2 de este Decreto;

III. El capítulo específico que incorpora los proyectos de inversión en infraestructura que

cuentan con aprobación para realizar erogaciones pluríanuales en términos del artículo

74, fracción IV, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicários, se incluye en el Anexo 3 de este Decreto;
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IV. El capítulo específico que incorpora las erogaciones correspondientes a los

compromisos piurianuales sujetos a la disponibilidad presupuestaria de los años

subsecuentes, se incluye en el Anexo 4 de este Decreto;

V. El capítulo específico que incorpora las obligaciones presupuestarias de los proyectos

de asociación público-privada, en términos del artículo 24 de la Ley de Asociaciones

Público Privadas, se incluye en el Anexo 4.A., de este Decreto y en el Tomo Vil del

Presupuesto de Egresos;

VI. El capítulo específico que incorpora las erogaciones correspondientes a los

compromisos derivados de proyectos de infraestructura productiva de largo plazo se

incluye en el Anexo 5 de este Decreto y en el Tomo V del Presupuesto de Egresos;

VIL El capítulo específico que incorpora las previsiones salariales y económicas, se

incluye en los Anexos 6 y.23 de este Decreto y en los Tomos III a VI del Presupuesto de

Egresos.

Los montos y términos aprobados en este capítulo específico en dichos Anexos y Tomos

del Presupuesto de Egresos, incluyendo las previsiones para contingencias y sus

ampliaciones derivadas de adecuaciones presupuestarias y ahorros necesarios durante el

ejercicio fiscal para cumplir, en su caso, con las disposiciones laborales aplicables, forman

parte' de la asignación global a que se refiere el artículo 33 de la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría;

VIII. La suma de recursos destinados a cubrir el costo financiero de la deuda pública del

Gobierno Federal; aquél correspondiente a la deuda de las entidades incluidas en el

Anexo 1, inciso D, de este Decreto; las erogaciones derivadas de operaciones y

programas de saneamiento financiero; así como aquéllas para programas de apoyo a

ahorradores y deudores de la banca, se distribuyen conforme a lo establecido en el Anexo

7 de este Decreto;

IX. Para los efectos de los artículos 42 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y

Servicios del Sector Público, y 43 de la Ley de„Obras Públicas y Servicios Relacionados
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con las IVIismas, los montos máximos de adjudicación directa y los de adjudicación

mediante invitación a cuando menos tres personas, de las adquisiciones, arrendamientos,

prestación de servicios, obras públicas y servicios relacionados con éstas, serán los

señalados en el Anexo 8 de este Decreto. Los montos establecidos deberán considerarse

sin incluirel importe del Impuesto al Valor Agregado;

X. Los recursos para el desarrollo integral de los pueblos y comunidades indígenas se

señalan en el Anexo 9 de este Decreto, en los términos del artículo 2, Apartado B, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y conforme al artículo 41, fracción

II, inciso j), de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla, se

presentan desglosados por ramo y programa presupuestario;

XI. Los recursos que conforman el Programa Especial Concurrente para el Desarrollo

Rural Sustentable se señalan en el Anexo 10 de este Decreto, conforme a lo previsto en

los artículos 16 y 69 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable;

XII. El monto total de los recursos previstos para el programa en materia de ciencia,

tecnología e innovación, conforme a lo previsto en el artículo 22 de la Ley de Ciencia y

Tecnología, se señala en el Anexo 11 de este Decreto;

XIII. Las erogaciones de los programas para la Igualdad entre l\/lujeres y Hombres, se

señalan en el Anexo 12 de este Decreto;

XIV. El presupuesto consolidado de la Estrategia Nacional para la Transición Energética y

el Aprovechamiento Sustentable de la Energía, a que se refiere el artículo 25 de la Ley

para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financiamiento de la Transición

Energética, se señala en el Anexo 14 de este Decreto;

XV. Las erogaciones para el Ramo General 23 Provisiones Salariales y Económicas se

distribuyen conforme a lo previsto en el Anexo 19 de este Decreto;

XVI. Las erogaciones para el Ramo General 25 Previsiones y Aportaciones para los

Sistemas de Educación Bá^ca, Normal, Tecnológica y de Adultos se distribuyen conforme

a laprevisto ¥n elÁnexo^Ó-de este Decréto.^^^
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Las previsiones para servicios personales referidas en el párrafo anterior, que se destinen

para sufragar las medidas salariales y económicas, deberán ser ejercidas conforme a lo

que establece el segundo párrafo de la fracción VII anterior y el artículo 20 de este

Decreto y serán entregadas a las entidades federativas a través del Ramo General 33

Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios y, sólo en el caso del

Distrito Federal, se ejercerán por medio del Ramo General 25 Previsiones y Aportaciones

para los Sistemas de Educación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos;

XVII. Las erogaciones para el Ramo General 33 Aportaciones Federales para Entidades

Federativas y Municipios se distribuyen conforme a lo previsto en el Anexo 21 de este

Decreto;

XVIII. Los límites de las remuneraciones de los servidores públicos de la Federación se

señalan en el Anexo 22 de este Decreto y en el Tomo VIII de este Presupuesto de

Egresos;

XIX. Las previsiones para sufragar las erogaciones correspondientes a las medidas

salariales y económicas para los Ramos Generales 25 Previsiones y Aportaciones para

los Sistemas de Educación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos, y 33 Aportaciones

Federales para Entidades Federativas y Municipios, se distribuyen conforme a lo

establecido en el Anexo 23 de este Decreto;

XX. Los programas sujetos a reglas de operación se señalan en el Anexo 24 de este

Decreto;

XXI. Los principales programas previstos en este Presupuesto de Egresos se detallan en

el Anexo 25 de este Decreto, y

XXII. El presupuesto del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades se distribuye

conforme a lo establecido en el Anexo 26 de este Decreto.

Los Anexos 13, 15, 16, 17, 18 y 27 al 30 de este Decreto, comprenden los recursos para

la atención a grupos vulnerables; la mitigación de los efectos del cambio climático; el

desalfollo de los^tó^enes; la atención de niñas, niños y adolescentes; la prevención del
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delito, combate a las adicciones, rescate de espacios públicos y promoción de proyectos

productivos; conservación, mantenimiento carretero y empleo temporal; subsidio ordinario

para organismos descentralizados estatales; distribución de ios programas de salud y

medio ambiente y recursos naturales.

Dichos recursos deberán ser ejercidos de forma tal que permitan su debido seguimiento,

evaluación y difusión para conocer su impacto conforme ai Pian Nacionai de Desarrollo y

las políticas públicas derivadas del mismo.

Artículo 4. El gasto programable previsto para el Ramo General 23 Provisiones Salariales

y Económicas, se sujeta a las siguientes regias:

I. Para el presente ejercicio fiscal no se incluyen recursos para el Programa Erogaciones

Contingentes, correspondiente a la partida secreta a que se refiere el artículo 74, fracción

iV, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos IWexicanos;

II. Las dependencias y entidades podrán solicitar autorización a la Secretaría para que,

con cargo a ios recursos del Ramo General 23 Provisiones Salariales y Económicas o al

mecanismo presupuestario y de pago correspondiente, se apliquen medidas para cubrir

una compensación económica a los servidores públicos que decidan concluir la prestación

de sus servicios en la Administración Pública Federal, sin perjuicio de las prestaciones

que les correspondan en materia de seguridad social; asimismo, para que se apliquen

medidas para cubrir la indemnización que, en términos de la legislación aplicable,

corresponda a los servidores públicos por la terminación de su relación laboral. Dichas

medidas se sujetarán a las disposiciones específicas emitidas por la Secretaría, las cuales

regularán, entre otros aspectos, lo siguiente:

a) Tratándose de las medidas para cubrir una compensación económica a ios sen/idores

públicos que reúnan los requisitos establecidos en las disposiciones señaladas y que

decidan concluir la prestación de sus servicios en la Administración Pública Federal:

i. Las plazas correspondientes a los servidores públicos que concluyan la prestación de

_sus^sen/icio& en la Administración Pública Federal se cancelarán en los términos de las
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disposiciones apiicables, salvo en el caso de reestructuras a ésta como resultado de

reformas jurídicas;

11. En términos de la legislación en materia de seguridad social las medidas podrán

contemplar que sean cubiertas, por cuenta del trabajador, las cuotas y aportaciones a la

seguridad social, hasta por los periodos de cotización que establezcan las disposiciones a

que se refiere el párrafo primero de esta fracción, a efecto de que los servidores públicos

elegibles puedan obtener una pensión conforme a dicha legislación;

iii. Las dependencias, con cargo a las economías que se generen en sus respectivos

presupuestos autorizados por la aplicación de las medidas, deberán restituir anualmente y

a más tardar en el ejercicio fiscal 2015, en los plazos y condiciones que señalen las

disposiciones aplicables, los recursos correspondientes a las compensaciones

económicas pagadas a los servidores públicos a su cargo. En caso contrario, el Ejecutivo

Federal, por conducto de la Secretaría, descontará los recursos correspondientes de las

ministraciones posteriores de la respectiva dependencia.

En los mismos ténninos, las entidades solicitarán a la Secretaría las adecuaciones a sus

respectivos presupuestos por el monto que hayan utilizado para cubrir las

compensaciones a los sen/idores públicos a su cargo. En caso contrario, dicha Secretaría

realizará las adecuaciones presupuestarias por los montos que correspondan;

iv. Los recursos restituidos serán destinados al mecanismo presupuestario y de pago

establecido para cubrir las medidas a que se refiere este inciso.

Por ningún motivo estos recursos podrán ser destinados para fines distintos a cubrir la

compensación económica y la indemnización que corresponda a los servidores públicos

que decidan concluir la prestación de sus servicios en la Administración Pública Federal;

v. Las modalidades del mecanismo y los tipos de personal que podrán acogerse a las

medidas a que se refiere este inciso, a efecto de no afectar la prestación de servicios

públicos, y
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vi. El Ejecutivo Federal reportará en los Informes Trimestrales sobre el ejercicio de los

recursos a que se refiere este inciso.

b) Podrán autorizarse medidas para cubrir indemnizaciones, como resultado de la

terminación de la relación laboral en ténninos de la legislación de la materia, a los

servidores públicos que corresponda, incluyendo los pagos que se originen como

consecuencia de reestructuraciones a la Administración Pública Federal, la

desincorporación de entidades o la eliminación de unidades administrativas de las

dependencias y entidades, en los términos de las disposiciones a que se refiere el párrafo

primero de la presente fracción.

Los Poderes Legislativo y Judicial, así como los entes autónomos, podrán aplicar las

medidas a que se refiere esta fracción, previo convenio que celebren con la Secretaría,

siempre y cuando cancelen las plazas correspondientes y restituyan los recursos en los

términos del inciso a), subinciso iii, de esta fracción.

Las economías que resulten se podrán destinar a sus programas prioritarios, siempre y

cuando no impliquen la creación de plazas ni la contratación de personal eventual o de

personas físicas por honorarios ni aumente el presupuesto regularizable de los

subsecuentes ejercicios fiscales. Las medidas previstas en esta fracción podrán aplicarse,

en los mismos términos, al personal federalizado de los sectores educación y de salud,

previo convenio que celebre el Ejecutivo Federal, por conducto de las dependencias

competentes, con las entidades federativas, previa autorización de la Secretaría.

Las dependencias y entidades que en los años 2011, 2012 y 2013, hayan aplicado las

medidas establecidas en el artículo 4, fracción II, de los Decretos de Presupuesto de

Egresos de la Federación para los ejercicios fiscales de 2011, 2012 y 2013,

respectivamente, así como los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos,

deberán restituir con cargo a sus respectivos presupuestos, en los plazos y términos del

artículo citado y de las demás disposiciones aplicables, los montos equivalentes a los

recursos que hayan utilizado para cubrir las compensaciones económicas pagadas a los

sen/idores,públicos á su cargoTEn caso contrariorel Ejecutivo Federal, por conducto de.la
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Secretaría, descontará los recursos correspondientes de las ministraciones posteriores de

recursos, y

III. Los recursos para el Fondo de pavimentación, espacios deportivos, alumbrado público

y rehabilitación de infraestructura educativa, previstos en el Anexo 19.2 de este Decreto,

se destinarán a los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal. La

Secretaría, a más tardar el 31 de enero, emitirá las disposiciones para la aplicación de los

recursos de dicho Fondo, tomando en cuenta la opinión y los proyectos que le comunique

a más tardar el 20 de enero, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública.

Los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, a través de las entidades

federativas, deberán solicitar los recursos del Fondo de pavimentación, espacios

deportivos, alumbrado público y rehabilitación de infraestructura educativa a más tardar el

15 de marzo, los cuales serán ministrados 50 por ciento a más tardar en el mes de marzo

y 50 por ciento a más tardar en el mes de agosto. En caso de incumplimiento de los

plazos, términos y condiciones establecidos en las disposiciones aplicables, la Secretaría

podrá suspender las ministracíones o reasignar dichos recursos a programas sociales y

de inversión en infraestructura.

Del monto total asignado al Fondo, la Secretaría transferirá a la Auditoría, una cantidad

equivalente al 1 al millar para su fiscalización y para este efecto dicha instancia deberá

seleccionar una muestra representativa de los recursos aprobados del Fondo.

CAPÍTULO III

De las entidades de control directo

Artículo 5. Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios se sujetarán a las

erogaciones y a las metas de balance primario y financiero aprobadas en este

Presupuesto y, para su ejercicio, control y evaluación, así como para la elaboración del

anteproyecto de presupuesto del próximo ejercicio fiscal, observarán lo dispuesto en la

Ley de Petróleos Mexicanos y la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendaría. —
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A-efecto de que Petróleos i\/lexicanos mantenga sus metas y pueda tomar medidas en

caso de que durante el ejercicio se presente una disminución de los ingresos netos

previstos en su presupuesto por condiciones de mercado, deberá apegarse a lo dispuesto

en el artículo 21 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla.

Asimismo, para efectos de la evaluación del cumplimiento de estas metas de balance

primario y financiero, no se considerará lo siguiente:

I. La cantidad que exceda del monto con-espondiente a la importación de mercancía para

reventa por $289,553'867,016, y

II. Los retrasos que en su caso se presenten durante el ejercicio fiscal en la cobranza por

ventas de combustibles realizadas a la Comisión Federal de Electricidad.

En caso de que dichas condiciones sean ajenas a la operación de esta entidad, la

Secretaría determinará el mecanismo para evaluar las metas de balance primario y

financiero.

Petróleos Mexicanos administrará el fondo para dar cumplimiento a las obligaciones

laborales contractuales y las que deriven de las disposiciones jurídicas, con el objeto de

que prevea recursos suficientes para cubrir pasivos contingentes asociados a las

contrataciones.

La remuneración de los consejeros profesionales del Consejo de Administración de

Petróleos Mexicanos, en términos de la Ley de Petróleos Mexicanos, será la comprendida

en el Grupo Jerárquico J del Anexo 22.1., de este Decreto, de acuerdo con las

disposiciones administrativas aplicables. Enel caso de los consejeros profesionales de los

organismos subsidiarios de Petróleos Mexicanos, su remuneración no podrá ser superior

al Grupo Jerárquico K.

Los consejeros profesionales del Consejo de Administración de Petróleos Mexicanos no

podrán recibir una remuneración superior al Grupo Jerárquico J, con Independencia de

que también se desempeñen como consejeros profesionales de los consejos de

administración de los organismos subsidiarios desuella entidad.

10
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Tratándose de ios consejeros profesionales de los consejos de administración de los

organismos subsidiarios de Petróleos Mexicanos, que igualmente se desempeñen como

consejeros profesionales en otros organismos subsidiarios de aquella entidad, su

remuneración conjunta no podrá ser superior al Grupo Jerárquico K.

La cifra que señala el Anexo' 1, inciso D, de este Decreto, la cual comprende las

erogaciones de los organismos subsidiarios de Petróleos Mexicanos, no incluye

operaciones realizadas entre ellos.

A efecto de dotar de mayor transparencia al gasto de inversión de Petróleos Mexicanos, la

entidad deberá infonnar trimestralmente a la Cámara de Diputados, en forma impresa y

en formato electrónico de texto modificable de base de datos, con el nivel de

desagregación que establece la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

IHacendaria y las disposiciones normativas vigentes, sobre el gasto de inversión ejercido,

asi como del avance de sus principales proyectos.

Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios deberán adoptar las medidas

necesarias para que las transferencias y afectaciones de los bienes muebles e inmuebles

que realicen entre sí, se lleven a cabo observando criterios de austeridad y racionalidad

para generar ahorros y eficiencia en los procedimientos y actos que se requieran al

efecto.

Artículo 6. Las entidades de control directo deberán sujetarse a lo siguiente:

I. Los montos señalados en el Anexo 1, Inciso D, de este Decreto para la Comisión

Federal de Electricidad incluyen previsiones para cubrir obligaciones correspondientes a

la inversión física y al costo financiero de los proyectos de infraestructura productiva de

largo plazo a que se refiere el artículo 27 de este Decreto. También incluyen las

previsiones necesarias de gasto corriente para cubrir las obligaciones de cargos fijos y

variables correspondientes a los contratos de suministro de bienes o servicios a que se

refiere el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendaría.. Las previsiones de dichos cargos fijos y variables y para cada uno de los

.proyectos se presentan en el Tomo V de^te Presupuesto de Egresos;

11
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II. La cantidad que en el Anexo 1, inciso D, de este Decreto se destina para la Comisión

Federal de Electricidad refleja el monto neto sin incluir erogación alguna por concepto de

aprovechamientos, así como ninguna transferencia del Gobierno Federal para el

otorgamiento de subsidios;

III. Dentro de los primeros dos meses del año, la Comisión Federal de Electricidad deberá

informar a la Cámara de Diputados, desglosando por entidad federativa y municipios, en

forma impresa y en fonnato electrónico de texto modificable de base de datos, sobre los

subsidios otorgados a los consumidores en el año 2013;

IV. Los movimientos de servicios personales que realicen Petróleos Mexicanos y sus

organismos subsidiarios y la Comisión Federal de Electricidad, estarán sujetos a que no

se rebase el costo ni el número de plazas registradas ante la Secretaría, y a contar con

los recursos que financien plenamente en todo momento los impuestos, las aportaciones

de seguridad social y demás pagos y prestaciones que por ley deban cubrirse. Los

recursos para cubrir obligaciones inherentes a las contrataciones que tengan un impacto

futuro en el gasto deberán constituirse en reservas que garanticen que dichas

obligaciones estén en todo momento plenamente financiadas, y

V. Petróleos Mexicanos y la Comisión Federal de Electricidad deberán realizar, de

conformidad con las disposiciones que se emitan, las acciones necesarias para reducir el

pago de horas de trabajo extraordinarias y el pago de contrataciones eventuales o por

conceptos similares, en un 10 por ciento respecto del gasto ejercido por dichos conceptos

en 2013.

Artículo 7. Conforme al artículo 272 de la Ley del Seguro Social, el gasto programable del

Instituto Mexicano del Seguro Social será de $476,960'996,089. El Gobierno Federal

aportará al Instituto la cantidad de $68,497*000,000 como aportaciones para los seguros;

asimismo, dispondrá de la cantidad de $160,724*000,000, para cubrir las pensiones en

curso de pago derivadas del artículo Duodécimo Transitorio de la Ley del Seguro Social

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 1995, y aportará la

12
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cantidad de $4,499'000,000, para atender lo dispuesto en los artículos 141, 172 y 172 A

de dicha Ley.

Durante el ejercicio fiscal de 2014, el Instituto Mexicano del Seguro Social deberá destinar

a las Reservas Financieras y Actuariales de los seguros y a la Reserva General

Financiera y Actuarial, así como al Fondo para el Cumplimiento de Obligaciones

Laborales de Carácter Legal o Contractual, a que se refieren los artículos 280, fracciones

III y IV, y 286 K, respectivamente, de la Ley del Seguro Social, la cantidad de

$6,893,000,000 a fin de garantizar el debido y oportuno cumplimiento de las obligaciones

que contraiga, derivadas del pago de beneficios y la prestación de servicios relativos a los

seguros que se establecen en dicha Ley; asi como para hacer frente a las obligaciones

laborales que contraiga, ya sea por disposición legal o contractual con sus trabajadores.

Para los efectos del artículo 277 G de la Ley del Seguro Social, el instituto Mexicano del

Seguro Social deberá sujetarse a las normas de austeridad y disciplina presupuestaria

contenidas en este Decreto, en los términos propuestos por el Consejo Técnico de dicho

Instituto las cuales se aplicarán sin afectar con ellas el sen/icio público que está obligado

a prestar a sus derechohabientes; asimismo, conforme al mismo artículo 277 G, dichas

normas no deberán afectar las metas de constitución o incremento de reservas

establecidas en este Decreto.

El uso de resen/as de cualquier naturaleza y tipo deberá ser registrado invariablemente

como gasto programable. Asimismo, las reservas del Seguro de invalidez y Vida y de

Riesgos de Trabajo, únicamente podrán destinarse para las prestaciones monetarias de

esos seguros; y no para financiar gasto corriente del instituto, salvo en los casos que así

lo prevea la Ley del Seguro Social.

El titular y los servidores públicos competentes del Instituto Mexicano del Seguro Social

serán responsables de que el ejercicio del gasto de dicho Instituto se sujete a los montos

autorizados para cubrir su gasto programable, para las reservas y el fondo a que se

refiere este artículo.

TÍTÜLTO SEGUNDO
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DEL FEDERALISMO

CAPÍTULO ÚNICO

De los recursos federales transferidos a las entidades federativas, a los municipios

y a las demarcaciones territoriales del Distrito Federal

Artículo 8. El ejercicio de ios recursos federales aprobados en este Presupuesto de

Egresos para ser transferidos a ias entidades federativas y, por conducto de éstas, a los

municipios y a las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, así como el de los

recursos federales que se ejerzan de manera concurrente con recursos de dichos órdenes

de gobierno, se sujetará a las disposiciones legales aplicables, al principio de anualidad y

a lo siguiente:

I. El resultado de la distribución entre las entidades federativas de los recursos que

integran los fondos del Ramo General 33 Aportaciones, Federales para Entidades

Federativas y Municipios, se presenta en el Tomo IV de este Presupuesto de Egresos,

con excepción del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del

Distrito Federal (FASP), cuya distribución se realizará conforme a lo dispuesto en el

artículo 44 de la Ley de Coordinación Fiscal;

II. Para el otorgamiento de apoyos a municipios en el marco de los programas sociales y

de inversión en infraestructura, el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría, podrá

establecer instrumentos y esquemas previstos en la Ley Federal de Presupuesto y

Responsabilidad Hacendarla, en ténninos de las disposiciones que emita dicha

Secretaría;

III. Los recursos federales a que se refiere este artículo, distintos a los previstos en la Ley

de Coordinación Fiscal, serán ministrados siempre y cuando las entidades federativas y,

en su caso, los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, cumplan con

lo previsto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla, la Ley

General de Contabilidad Gubernamental, el Presupuesto de Egresos y los convenios

correspondientes;^
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iV. Los programas que prevean ia aportación de recursos por parte de las entidades

federativas y, en su caso, municipios o demarcaciones territoriales del Distrito Federal,

para ser ejercidos de manera concurrente con recursos federales, se sujetarán a lo

siguiente;

a) El porcentaje o monto que corresponda aportar a las entidades federativas y, en su

caso, a los municipios o demarcaciones territoriales del Distrito Federal, será establecido

por las dependencias de la Administración Pública Federal a cargo de los respectivos

programas, previa opinión de la Secretaría, tomando en consideración la capacidad

financiera de dichos órdenes de gobierno y el ejercicio eficiente de los recursos de dichos

programas:

b) Dichos órdenes de gobierno deberán realizar las aportaciones de recursos que le

correspondan en las cuentas específicas respectivas, en un período que no deberá

exceder de 20 días hábiles contados a partir de la recepción dé los recursos federales.

Los recursos federales deberán ser ministrados de acuerdo al calendario establecido en

ios convenios y de ninguna manera podrá iniciar ministraciones después del mes de

marzo.

Cumplido el plazo a que se refiere el párrafo anteríor sin que se haya realizado la

aportación de recursos locales, las entidades federativas y, en su caso, municipios o

demarcaciones territoriales del Distrito Federal, en casos debidamente justificados,

podrán solicitar a la dependencia o entidad correspondiente una prórroga hasta por el

mismo plazo a que se refiere el párrafo anterior;

c) La entidad federativa, municipio o demarcación territorial que se vea afectado por

situaciones que obliguen al Ejecutivo Federal a emitir declaratorias de emergencia o de

desastre natural, en los términos de la Ley General de Protección Civil, contará con una

prórroga de 20 días hábiles adicionales para efectuar el depósito de las aportaciones que

le correspondan una vez publicada la declaratoria;
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d) Las entidades federativas podrán cubrir hasta en dos exliibiciones durante el ejercicio

fiscal su aportación a los programas concurrentes en materia educativa para todos los

niveles, y

e) Las ministraciones de recursos federales podrán ser suspendidas cuando las entidades

federativas y, en su caso, los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal

no aporten en los plazos previstos ios recursos que les corresponden en las cuentas

específicas;

V. La Secretaría de Educación Pública comunicará a las entidades federativas a más

tardar el último día hábil del mes de marzo, el presupuesto para el subsidio ordinario para

organismos descentralizados estatales que la Federación otorga, así como para los

programas financiados con fondos concurrentes;

VI. En caso de que, en los términos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendaría, deban realizarse ajustes o adecuaciones al Presupuesto de Egresos durante

el ejercicio fiscal, una vez que se realicen las compensaciones previstas en la misma y, en

su caso, una vez utilizados los recursos de las reservas que con-espondan en términos de

dicha ley, los ajustes que fuera necesario realizar a los recursos federales distintos a los

contenidos en la Ley de Coordinación Fiscal destinados a las entidades federativas,

municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, deberán efectuarse de

manera proporcional a los demás ajustes al Presupuesto de Egresos, informando de tales

ajustes o adecuaciones a la Cámara de Diputados; .

Vil. Los recursos federales vinculados con ingresos excedentes que, en los términos de

los artículos 19, fracciones IV, inciso d), y V, inciso b), de la Ley Federal de Presupuesto.y

Responsabilidad Hacendaría y 12, sexto párrafo de su Reglamento, tengan como destino

la realización de programas y proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento de

las entidades federativas, se sujetarán a las disposiciones aplicables del Fideicomiso para

la Infraestructura en los Estados (FIES). En el caso de los subsidios que tengan el mismo

destino, la Secretaría deberá entregar los recursos a las entidades federativas de acuerdo

a un calendario establecido y podrá emitir las disposiciones correspondientes para
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comprobación de los mismos en términos de los artículos 34 y 79 de la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría;

VIII. Las entidades federativas, municipios y demarcaciones tenritoríales del Distrito

Federal deberán enviar a la Secretaría, a través del sistema establecido por ésta la

información de las evaluaciones sobre recursos federales transferidos, en los términos de

las disposiciones aplicables. La Secretaría deberá reportar en Internet dicha información a

partir del segundo Informe Trimestral, y

IX. El Consejo Nacional de Seguridad Pública aprobará a más tardar en el mes de enero,

los criterios de distribución de los recursos de los fondos de ayuda federal para la

seguridad pública a que se refiere el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, en términos de lo establecido en el artículo 142 de la Ley General del

Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Para efectos del párrafo anterior, se promoverá que por lo menos el 20 por ciento de los

recursos previstos en el Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios

y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal (FORTAMUN), se destinen a la

atención de necesidades directamente vinculadas con la seguridad pública.

El Consejo Nacional de Seguridad Pública, al aprobar los criterios para la distribución de

los recursos de los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, promoverá y

vigilará que su erogación y aplicación se realice dentro del presente ejercicio fiscal y se

alcancen los objetivos para los que están destinados.

Para tales efectos, los convenios relativos a estos fondos establecerán mecanismos que

contribuyan a agilizar la recepción y el ejercicio de los recursos que reciban las entidades

federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal.

Dicho Consejo promoverá que, por lo menos, el 20 por ciento de los recursos del Fondo

de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (FASP) se

distribuya entre los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal

-conforme a criterios que integren el númerP^e_habitar)tes.y.e!_avance en la aplicación del
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Programa Estatal de Seguridad Pública en materia de profesionalización, equipamiento,

modernización tecnológica e infraestructura.

Las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito

Federal, en el ejercicio de ios recursos que Ies sean transferidos a través del Ramo

General 33 Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios deberán

alinear, en su caso, la aplicación de los recursos para implementar y operar el modelo

policial previsto en la ley de la materia, conforme a los acuerdos que apruebe el Consejo

Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 9. El presente Presupuesto incluye la cantidad de $4,733*026,525, para el

otorgamiento de subsidios a los municipios y, en su caso, a los estados cuando tengan a

su cargo la función o la ejerzan coordinadamente con los municipios, asi como al

Gobierno del Distrito Federal para la seguridad pública en sus demarcaciones territoriales,

con objeto de fortalecer el desempeño de sus funciones en materia de seguridad pública,

salvaguardar los derechos e integridad de sus habitantes y preservar las libertades, el

orden y la paz públicos.

Los subsidios a que se refiere este artículo serán destinados para los conceptos y

conforme a las reglas que establezca el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de

Seguridad Pública, con el propósito de profesionalizar y equipar a los cuerpos de

seguridad pública en los municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal,

mejorar la Infraestructura de las corporaciones, en el marco de las disposiciones legales

aplicables, así como para el desarrollo y aplicación de políticas públicas para la

prevención social del delito.

Para el desarrollo y aplicación de políticas públicas en materia de prevención social del

delito con participación ciudadana se destinará cuando menos el 20 por ciento de los

recursos a que se refiere el presente artículo.

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública dará a conocer a

-más tardar el 15 de enero, a través del Diario Oficial de la Federación, la lista de los

municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal elegibles para el otorgamiento
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del subsidio a que se refiere este artículo, así como la fórmula utilizada para su selección,

misma que deberá considerar, entre otros criterios, el número de habitantes y la

incidencia delictiva; asimismo, se dará cobertura a municipios con destinos turísticos,

zonas fronterizas, municipios conurbados, así como a grupos de municipios que por su

proximidad geográfica se vean afectados por la alta incidencia delictiva. En dicha

publicación se establecerá igualmente el porcentaje de participación que representarán

las aportaciones de recursos que realicen al fondo los municipios y el Distrito Federal.

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a más tardar el

último día hábil del mes de febrero, deberá suscribir convenios específicos con las

respectivas entidades federativas y sus municipios así como con el Gobierno del Distrito

Federal para sus demarcaciones territoriales elegibles, que deseen adherirse a este

programa, con base en lo dispuesto en el último párrafo del artículo 142 de la Ley General

del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en los cuales deberá preverse lo siguiente:

I. Las acciones programáticas a las que se destinará el subsidio en el marco de las

políticas generales acordadas en el seno del Consejo Nacional de Seguridad Pública;

II. Los mecanismos a través de los cuales podrá realizarse la adquisición de

equipamiento, así como las condiciones y procedimientos a los que deberá sujetarse la

profesionalización;

III. El compromiso de las entidades federativas de hacer entrega a los municipios del

monto total de los subsidios del programa, incluyendo sus rendimientos financieros, a más

tardar dentro de los 5 días hábiles posteriores a que éstas reciban los recursos de la

Federación;

IV. El establecimiento por parte de las entidades federativas y los municipios de cuentas

bancarias específicas para la administración de los recursos federales que les sean

transferidos, para efectos de su fiscalización;
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V. La obligación de las entidades federativas y los municipios de registrar los recursos que

por este programa reciban en sus respectivos presupuestos e informar para efectos de ia

cuenta pública local y demás informes previstos en la legislación local;

VI. La obligación de los municipios, a través del estado respectivo, y del Gobierno del

Distrito Federal de informar al Consejo Nacional de Seguridad Pública, a través del

Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, y al Consejo Estatal,

sobre las acciones realizadas con base en los convenios específicos a que se refiere este

artículo, y

VII. La obligación de las entidades federativas y los municipios de reportar trimestralmente

al Consejo Nacional de Seguridad Pública, lo siguiente:

a) La información sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos con los recursos del

fondo;

b) Las disponibilidades financieras del fondo con las que, en su caso, cuenten, y

c) El presupuesto comprometido, devengado y pagado correspondiente.

Para acceder a los recursos, los municipios y el Gobierno del Distrito Federal deberán

comprometerse, a través de los convenios suscritos con el Secretariado Ejecutivo del

Sistema Nacional de Seguridad Pública, al cumplimiento de las políticas, lineamientos y

acciones contenidos en los mismos.

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública operará el sistema

de información en el cual, con desglose mensual, publicará las fechas en que se hayan

transferido los recursos a que se refiere este artículo a las entidades federativas para su

entrega a los municipios. Los municipios, a su vez, incorporarán en dicho sistema la fecha

en que recibieron los recursos, la fecha en la que éstos fueron finalmente ejercidos, así

como los destinos y conceptos específicos en los cuales fueron aplicados los recursos.

La distribución de los recursos se realizará conforme a los principios de equidad,

rproporcionalidad yj-acionalidad en el combate al fenómeno delictivo.
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Los recursos a-que se refiere este artículo se sujetarán a las disposiciones aplicables a

los subsidios federales, incluyendo aquéllas establecidas en el artículo 8 de este Decreto.

Articulo 10. En el presente Presupuesto de Egresos se incluyen las siguientes

cantidades:

A. $2,668'400,000 para el otorgamiento de subsidios a las entidades federativas que

cuenten con programas en materia de equipamiento y reorganización de estructuras de

mando policial, para el fortalecimiento de sus instituciones de seguridad pública en

materia de mando policial, y

B. $2,595*000,000 para el otorgamiento de apoyos en el marco del Programa Nacional de

Prevención del Delito.

Dichos recursos se otorgarán a aquéllas entidades federativas que cumplan los

lineamientos que para tal efecto emita el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría

de Gobernación.

Los Lineamientos que para el efecto emita el Ejecutivo Federal, por conducto de la

Secretaría de Gobernación, a más tardar el 15 de febrero, contendrán, por lo menos, la

distribución de los recursos a las entidades federativas bajo criterios de población

beneficiada, incidencia delictiva y cobertura territorial de las instituciones estatales de

seguridad pública, así como las bases para la evaluación de la aplicación de dichos

recursos y sus resultados.

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Gobernación, a más tardar el 31 de

marzo, deberá suscribir convenios específicos con las entidades federativas que deseen

adherirse a estos subsidios, en los cuales deberá preverse lo siguiente;

I. El establecimiento por parte de las entidades federativas de cuentas bancarias

específicas para la administración de los recursos federales que les sean transferidos,

para efectos de su fiscalización;
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li. La obligación de las entidades federativas de registrar los recursos que por estos

subsidios reciban en sus respectivos presupuestos e informar para efectos de la cuenta

pública local y demás informes previstos en la legislación local y federal, y

ill. La obligación de las entidades federativas de reportar a la Secretaría de Gobernación,

la cual deberá enviar a su vez a la Secretaría de manera trimestral, lo siguiente:

a) La infonnación sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos con los recursos del

fondo;

b) Las disponibilidades financieras del fondo con las que, en su caso, cuenten, y

c) El presupuesto comprometido, devengado y pagado correspondiente.

Para acceder a los recursos, las entidades federativas deberán cumplir los lineamientos,

políticas y acciones contenidos en los convenios a que se refiere este artículo.

Los recursos a que se refiere este artículo se sujetarán a las disposiciones aplicables a

los subsidios federales, incluyendo aquéllas establecidas en el artículo 8 de este Decreto.

Artículo 11. La Secretaría, a más tardar el 15 de febrero, emitirá las disposiciones o

lineamientos para la aplicación de los recursos de los siguientes fondos:

i. Fondo Regional. Este fondo tiene por objeto apoyar a los 10 estados con menor índice

de desarrollo humano respecto del índice nacional, a través de programas y proyectos de

inversión destinados a mantener e incrementar el capital físico o la capacidad productiva,

o ambos, complementar las aportaciones de las entidades federativas relacionadas a

dichos fines, así como a impulsar el desarrollo regional equilibrado mediante

infraestructura pública y su equipamiento;

II. Fondo para la Accesibilidad para las Personas con Discapacidad, y

III. Fondo de Capitalidad para el Distrito Federal. Este fondo tiene por objeto apoyar al

Distrito Federal, en consideración a su condición de sede de los Poderes de la Unión y

capital de los Estados Unidos ÍWexicanos, en términos del artículo 44 de la Constitución.
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La asignación prevista para diclios fondos se distribuirá conforme a lo señalado en los

Anexos 19 y 19.1. de este Decreto, en los términos y condiciones que mediante convenio

se determinen para tal efecto.

Los recursos de los fondos a que se refieren las fracciones I y II del presente artículo

deberán solicitarse y convenirse dentro del primer trimestre del ejercicio, en términos de

las disposiciones que emita la Secretaría, así como reasignarse los que no hayan sido

devengados en ese periodo, a programas sociales y de inversión en infraestructura.

Artículo 12. Los recursos a que se refieren el Anexo 19.3 Fondo de Cultura y el Anexo

19.4 Fondo de Infraestructura Deportiva del presente Decreto, se destinarán a las

entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales del Distrito Federal, a

través del Ramo General 23 Provisiones Salariales y Económicas, de conformidad con lo

siguiente;

I. El Fondo de Cultura tendrá como finalidad la construcción, rehabilitación, remodelación

y equipamiento de espacios artísticos y culturales para la consolidación de la

infraestructura pública de los espacios dedicados a la difusión cultural, y

II. El Fondo de Infraestructura Deportiva tendrá como finalidad fortalecer el desarrollo del

deporte y la actividad física mediante proyectos de inversión en infraestructura deportiva,

que comprendan acciones de obra pública y equipamiento deportivo, a fin de crear,

ampliar y mejorar los espacios para la práctica del deporte en general y el de alto nivel

competitivo.

La Secretaría emitirá, a más tardar el 31 de enero, las disposiciones específicas para la

aplicación de dichos fondos. Las entidades federativas deberán solicitar los recursos

correspondientes a más tardar el 15 de marzo, los cuales serán ministrados 50 por ciento

en el mes de marzo y 50 por ciento a más tardar en el mes de agosto. Aquellos recursos

que no hayan sido convenidos y ministrados en esé periodo se reaisignarán a programas

sociales y de inversión en infraestructura. Del total del costo de cada proyecto, se podrá

destinar hasta el 30 por ciento de los recursos para equipamiento.
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Del montototal asignado a cada uno de los fondos, la Secretaría transferirá a la Auditoría

una cantidad equivalente al 1 al millar de los mismos para su fiscalización, y para este

efecto dicha instancia deberá seleccionar una muestra representativa de los recursos

aprobados.

TÍTULO TERCERO

DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES PARA EL EJERCICIO FISCAL

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Articulo 13. Las dependencias y entidades, conforme al sistema de compensación de

créditos y adeudos a que se refiere el artículo 73 de la Ley del Servicio de Tesorería de la

Federación y sin exceder sus presupuestos autorizados, responderán de las cargas

financieras que se causen por no cubrir oportunamente los adeudos no fiscales contraídos

entre sí, las cuales se calcularán a la tasa anual que resulte de sumar 5 puntos

porcentuales al promedio de la Tasa Interbancaria de Fondeo dada a conocer diariamente

por el Banco de México, durante el mes inmediato anterior a la fecha del ciclo

compensatorio.

La Secretaría, analizando los objetivos macroeconómicos y la situación de las finanzas

públicas, podrá autorizar compensaciones presupuestarias entre dependencias y

entidades, y entre estas últimas, correspondientes a sus ingresos y egresos, cuando las

mismas cubran obligaciones entre sí derivadas de variaciones respecto de la Ley de

Ingresos y este Presupuesto de Egresos en los precios y volúmenes de los bienes y

servicios adquiridos por las mismas, siempre y cuando el importe del pago con cargo al

presupuesto del deudor sea igual al ingreso que se registre en las distintas fracciones del

artículo 1 de la Ley de Ingresos o, en su caso, que dicho importe no pueda cubrirse con

ingresos adicionales de la entidad a consecuencia del otorgamiento de subsidios en los

precios de los bienes o sen/icios por parte de la entidad deudora.
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La Secretaría podrá autorizar compensaciones para el pago de obligaciones fiscales de

ejercicios anteriores y sus accesorios, siempre que las mismas se realicen durante el

presente ejercicio fiscal.

Los ingresos que se perciban por las operaciones a que se refiere este artículo no se

considerarán para efectos del cálculo de los ingresos excedentes a que se refiere el

artículo 19 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Artículo 14. Los ingresos que resulten del Derecho para la Fiscalización Petrolera, a que

se refiere el artículo 254 Ter de la Ley Federal de Derechos, se destinarán, sin requerir

autorización de la Secretaría, a la Auditoría, a través del ramo correspondiente, y se

aplicarán para fiscalizar el ejercicio de ios recursos a que se refiere ei artículo 19,

fracciones IV, inciso d) y V, inciso b), de la Ley Federalde Presupuesto y Responsabilidad

IHacendaria, así como el ejercicio de sus programas prioritarios. La Auditoría informará

sobre el resultado de la fiscalización a la Cámara de Diputados, y difundirá la información

correspondiente a través de su página de Internet para su conocimiento público.

La Secretaría hará entrega de anticipos a cargo de este derecho, dentro de los 10 días

hábiles posteriores al entero que realice Petróleos Mexicanos y sus organismos

subsidiarios, en los términos del artículo 254 Ter de la Ley Federal de Derechos. La

Auditoría informará a la Secretaría sobre su ejercicio.

Artículo 15. Los ingresos que, en su caso, se obtengan en exceso a los previstos para el

presente ejercicio fiscal en la Ley de Ingresosy los excedentes de ingresos propios de las

entidades, deberán destinarse conforme a lo establecido en el artículo 19 de la Ley

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en la misma Ley de ingresos.

En todos los casos, los programas y proyectos de inversión en infraestmctura, que se

financien con los ingresos excedentes a que se refiere el artículo 19, fracción V, inciso a),

de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, deberán contar con

registro en la cartera de inversión a que se refiere el artículo34, fracción III, de dicha Ley.
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Artículo 16. Los recursos correspondientes.a ios subejercicios que no sean subsanados

en ei piazo que establece ei articulo 23, último párrafo, de ia Ley Federal de Presupuesto

y Responsabilidad Hacendarla, así como el importe de los ahorros que se obtengan como

resultado de la instrumentación de las medidas de austeridad y disciplina presupuestaria,

serán reasignados a los programas sociales y de inversión en infraestructura previstos en

este Presupuesto. Al efecto, la Secretaría informará trimestralmente a la Cámara de

Diputados, a partir del 1 de abril, sobre dichos subejercicios. En el caso de las economías

generadas durante el ejercicio, éstas deberán canalizarse a los proyectos y tomos

aprobados en este Presupuesto.

La determinación de los subejercicios se realizará conforme a los calendarios autorizados

en los términos del artículo 23 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad

Hacendarla.

Si al término de los 90 días establecidos en el artículo 23, último párrafo, de la Ley

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla los subejercicios no hubieran sido

subsanados, la Secretaría infprmará a la Función Pública sobre dichos subejercicios, a fin

de que ésta proceda en los términos de la fracción IX del artículo 114 de la ley antes

señalada.

La Función Pública infonnará trimestralmente a la Cámara de Diputados y a la Auditoria

sobre las denuncias y las acciones realizadas en contra de los servidores públicos a que

hace referencia el párrafo anterior.

Al término de dicho plazo, la Comisión del ramo de la Cámara de Diputados emitirá una

opinión sobre los subejercicios informados.

26



Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

CAPÍTULO II

De las disposiciones de austeridad, ajuste del gasto corriente, mejora y

modernización de la gestión púbiica

Artículo 17. Las dependencias y entidades se sujetarán a las disposiciones de

austeridad, ajuste del gasto corriente, mejora y modernización de la gestión pública que

se establezcan en los términos del Título Tercero, Capítulo IV de la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad IHacendaría, las cuales deberán prever como mínimo:

I. No crear plazas, salvo que los ramos y entidades cuenten expresamente con recursos

aprobados para tal fin en este Presupuesto de Egresos, así como aquéllas que sean

resultado de reformas jurídicas.

Para el caso de las plazas de investigadores y personal técnico de investigación que se

creen a partir de los recursos que tenga aprobados el Ramo 38 para este fin, éstas se

concursarán bajo los íineamientos que para tal efecto apruebe la Junta de Gobierno del

Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. El personal contratado en términos del párrafo

anterior podrá prestar servicios de investigación y docencia en las instituciones educativas

y de investigación, según se determine en los Iineamientos referidos y en las

disposiciones jurídicas aplicables, manteniendo la relación laboral con el Consejo

Nacional de Ciencia y Tecnología;

II. Los incrementos que, en su caso, se otorguen a los servidores públicos, se sujetarán a

los recursos aprobados en los Anexos 6 y 23 de este Decreto y tendrán exclusivamente

como objetivo mantener el poder adquisitivo respecto del año 2013;

III. La adquisición y los arrendamientos de inmuebles procederán exclusivamente cuando

no se cuente con bienes nacionales aptos para cubrir las necesidades correspondientes y

previo análisis costo beneficio;

IV. La remodelación de oficinas se limitará, de acuerdo al presupuesto aprobado para tal

efecto, a aquéllas que sean estructurales y no puedan postergarse, las que impliquen una

ocupacrófrmas eficiente dé los espacios en los inmuebles y generen ahion-os en el
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mediano piazo, las que se destinen a reparar daños provenientes de casos fortuitos, asi

como las que tengan por objeto mejorar y hacer más eficiente la atención al público;

V. No procederá la adquisición de veiiicuios, salvo aquéllos que resulten indispensables

para prestar directamente servicios públicos a la población, los necesarios para

actividades de seguridad pública y nacional, o para las actividades productivas de la

Comisión Federal de Electricidad y de Petróleos Mexicanos y sus organismos

subsidiarios;

VI. Se realizará la contratación consolidada de materiales y suministros; servicios,

incluyendo telefonía, mantenimiento de bienes muebles e inmuebles, fotocopiado,

vigilancia, boletos de avión, vales de despensa, medicamentos, seguros sobre personas y

bienes, entre otros, siempre y cuando se asegure la obtención de ahorros y de las

mejores condiciones para el Estado en cuanto a calidad, precio y oportunidad disponibles.

Adicionalmente, se utilizará la modalidad de ofertas subsecuentes de descuentos en las

licitaciones públicas que se realicen cuando los bienes a adquirir o sen/icios por contratar

satisfagan los requisitos y condiciones que establece la normatividad en la materia y se

asegure con ello la obtención de las mejores condiciones para el Estado;

VII. Las dependencias y entidades que tengan contratadas pólizas de seguros sobre

personas y bienes deberán llevar a cabo las acciones necesarias para incorporarse a las

pólizas institucionales coordinadas por la Secretaría, siempre y cuando dicha

incorporación represente una reducción en el gasto que tenga que realizar por concepto

de pago de primas, y

VIII. Deberán preverse acciones para fomentar la eficiencia energética y el ahorro en el

consumo de agua en las oficinas públicas.

La Secretaría podrá determinar las modalidades específicas de aplicación de las medidas

de austeridad, disciplina presupuestaria y modernización en casos excepcionales, previa

justificación de la dependencia o entidad correspondiente, así como para las

^dependencias v entidades que sean objeto de reformas jurídicas o de nueva creación.
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Los Poderes Legislativo y Judicial, así como los entes autónomos, deberán implantar

medidas equivalentes a las aplicables en las dependencias y entidades, respecto a la

reducción del gasto destinado a las actividades administrativas y de apoyo y del

presupuesto regularizable de servicios personales, para lo cual publicarán en el Diario

Oficial de la Federación y en sus respectivas páginas de Internet, a más tardar el último

día fiábil del mes de febrero, sus respectivos lineamientos y el monto correspondiente a la

meta de ahorro. Asimismo, reportarán en los Informes Trimestrales las medidas que

íiayan adoptado y los montos de ahorros obtenidos. Dichos reportes serán considerados

por la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados en el

proceso de análisis y aprobación de las erogaciones correspondientes al Presupuesto de

Egresos para el siguiente ejercicio fiscal.

Artículo 18. Los Poderes Legislativo y. Judicial, los entes autónomos, así como las

dependencias y entidades, podrán desfinar recursos presupuestarios para actividades de

comunicación social a través de la radio y la televisión, siempre y cuando hayan solicitado

en primera instancia los fiempos que por ley deben poner a disposición del Estado las

empresas de comunicación que operan al amparo de concesiones federales para el uso,

aprovechamiento o explotación de bienes del dominio directo de la Nación y dichos

fiempos no estuvieran disponibles en los espacios y tiempos solicitados.

No podrán realizarse erogaciones en comunicación social en las entidades federativas en

donde se lleven a cabo elecciones, durante el tiempo que comprendan las campañas

electorales y hasta la conclusión de la jornada comicial. Sólo podrán realizarse

erogaciones en los tiempos a que se refiere el párrafo anterior, en los casos de excepción

previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la legislación

en la materia.

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Gobernación, observando lo dispuesto

en el párrafo primero de este artículo, supervisará la administración y distribución de los

tiempos fiscales cubiertos por las empresas de comunicación que operan mediante

concesión federal. Dicha distribución se realizará en la proporción siguiente: 40 por ciento
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al Poder Ejecutivo Federal; 30 por ciento al Poder Legislativo, tiempos que se distribuirán

en partes iguales a la Cámara de Diputados y a la Cámara de Senadores; 10 por ciento al

Poder Judicial, y 20 por ciento a los entes autónomos.

La Secretaría de Gobernación dará seguimiento a la utilización de los tiempos fiscales.

Asimismo, estará facultada para reasignar estos tiempos cuando no liubieren sido

utilizados con oportunidad o se encuentren subutilizados, de conformidad con las

disposiciones generales que al efecto emita. Las reasignaciones se ajustarán a la

proporción prevista en este artículo.

Con base en lo anterior, la Secretaría de Gobernación informará bimestralmente a la

Cámara de Diputados sobre la utilización de los tiempos fiscales, así como sobre las

reasignaciones que, en su caso, realice.

La Secretaría de Gobernación autorizará las estrategias y programas de comunicación

social, y registrará los gastos derivados de las partidas relativas a difusión de mensajes

sobre programas y actividades gubernamentales; difusión de mensajes comerciales para

promover la venta de productos o servicios; e información en medios masivos derivada de

la operación y administración de las dependencias y entidades, de conformidad con las

disposiciones generales que para tal efecto publique en el Diario Oficial de la Federación.

Todas las erogaciones que conforme a este artículo realicen las entidades deberán ser

autorizadas por el órgano de gobierno respectivo o su equivalente.

Durante el ejercicio fiscal no podrán realizarse ampliaciones, traspasos de recursos de

otros capítulos o conceptos de gasto al concepto de gasto correspondiente a servicios de

comunicación social y publicidad de los respectivos presupuestos ni podrán incrementarse

diciios conceptos de gasto, salvo cuando se trate de mensajes para atender situaciones

de carácter contingente, se requiera para promoción comercial de las entidades para que

generen mayores ingresos, tengan como propósito promover a México como destino

turístico en el extranjero y los que deriven de los ingresos excedentes que obtenga el

[nstituto Nacional de Migración para mejorar jos servicios migratorios. En diclios

supuestos se requerirá que la Secretaría de Gobernación autorice la modificación al
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programa de comunicación social correspondiente y posteriormente la Secretaría emitirá

la autorización presupuestaria en el concepto de gasto respectivo.

La Secretaría de Gobernación informará a la Cámara de Diputados, dentro de los 10 días

naturales siguientes a la fecha en la que las dependencias y entidades cuenten con los

recursos autorizados, sobre las razones que justifican la ampliación, traspaso o

incremento de recursos, así como sobre su cuantía y modalidades de ejercicio.

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de Gobernación, remitirá a la Cámara

de Diputados, en forma impresa y en formato electrónico de texto modificable de base de

datos, la relación de todos los programas y campañas de comunicación social, relativos a

la partida de difusión de mensajes sobre programas y actividades gubernamentales,

desglosadas por dependencias y entidades, así como la programación de las erogaciones

destinadas a sufragarios. Asimismo, deberá contener la descripción de las fórmulas,

modalidades y reglas para la asignación de tiempos oficiales. Dicho informe deberá

presentarse una vez autorizados los programas de comunicación correspondientes.

Los programas y campañas de comunicación social se ejecutarán con arreglo a las

siguientes bases:

I. Los tiempos oficiales sólo podrán destinarse a actividades de difusión, infomiación o

promoción de los programas y acciones de las. dependencias o entidades, así como a las

actividades análogas que prevean las disposiciones aplicables;

II. Las dependencias y entidades no podrán convenir el pago de créditos fiscales, ni de

cualquier otra obligación de pago a favor de la dependencia o entidad, a través de la

prestación de servicios de publicidad, impresiones, inserciones y demás actividades en

materia de comunicación social. Los medios de difusión del sector público podrán

convenir con los del sector privado la prestación recíproca de sen/icios de publicidad;

III. Las erogaciones realizadas en materia de comunicación social, se acreditarán

únicamente con órdenes de transmisión para medios electrónicos, con órdenes de

inserción para medios impresos^y-con órdenes de servició para medios complementarios.
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En todos los casos se deberá especificar la tarifa convenida, concepto, descripción del

mensaje, destinatarios, cobertura, pautas de difusión en medios electrónicos y circulación

certificada en medios impresos;

IV. Las dependencias y entidades, previo a la contratación de servicios de producción,

espacios en radio y televisión comerciales, deberán atender la información de los medios

sobre cobertura geográfica, audiencias, programación y métodos para medición de

audiencias, así como su capacidad técnica para la producción, postproducción y copiado.

La Secretaría de Gobernación dará seguimiento a la inclusión de los medios públicos en

los programas y campañas de comunicación social y publicidad de las dependencias y

entidades;

V. La publicidad que adquieran las dependencias y entidades para la difusión de sus

programas que otorguen subsidios o beneficios directos a la población deberá incluir,

claramente visible y audible, la siguiente leyenda: "Este programa es público, ajeno a

cualquier partido político. Queda proiiibido el uso para fines distintos a los establecidos en

el programa". En los casos de los programas de desarrollo social únicamente deberá

incluirse la leyenda establecida en el artículo 28 de la Ley General de Desarrollo Social.

Para lo anterior, deberán considerarse las características de cada medio. En ningún caso

los partidos políticos podrán emplear o referir estos programas en su propaganda, y

VI. Los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los entes autónomos, así como las

dependencias y entidades harán uso de la Lengua de Señas Mexicanas por medio de un

intérprete, o en su caso tecnologías que pemnita el acceso a los contenidos de campañas

en televisión a las personas con discapacidad auditiva.

La Secretaría de Gobernación informará bimestralmente a la Cámara de Diputados sobre

la ejecución de los programas y campañas relativos a la partida de difusión de mensajes

sobre programas y actividades gubernamentales. Dichos informes deberán contener, al

menos, lo siguiente: monto total erogado por dependencia y entidad, empresas

prestadoras de los,.servicios y tiempos contratados, fiscales y de estado utilizados por

cad^ependencia y entidad.
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El gasto en comunicación social aprobado en este Presupuesto deberá destinarse, al

menos, en un 5 por ciento a la contratación en medios impresos, confonne a las

disposiciones aplicables.

Artículo 19. Las dependencias y entidades deberán sujetarse al Programa de Cadenas

Productivas de Nacional Financiera, S.N.C., y dar de alta en el mismo la totalidad de las

cuentas por pagar a sus proveedores o contratistas, apegándose a las disposiciones

generales aplicables a dicho Programa. El registro de las cuentas por pagar deberá

realizarse de acuerdo con los plazos definidos en diclias disposiciones, con el propósito

de dar mayor certidumbre, transparencia y eficiencia en los pagos.

Las dependencias y entidades requerirán a los proveedores y contratistas su afiliación al

Programa de Cadenas Productivas y deberán tomar •en cuenta mecanismos que

promuevan la realización de los pagos correspondientes a través de diclio Programa:

Nacional Financiera, S.N.C., con el apoyo de las dependencias y entidades, promoverá la

utilización del Programa de Cadenas Productivas con los proveedores y contratistas del

sector público y reportará en los Informes Trimestrales los avances que se presenten.

CAPÍTULO lil

De los servicios personales

Artículo 20. Los recursos previstos en los presupuestos de las dependencias y entidades

en materia de servicios personales y, en su caso, en los ramos generales incorporan la

totalidad de las previsiones para sufragar las erogaciones correspondientes a las medidas

salariales y económicas y se sujetarán a lo siguiente;

I. Los incrementos a las percepciones se determinarán, conforme a:

a) La estructura ocupacional autorizada;

b) El Registro Común de Plantillas de Personal, en el caso del Fondo previsto en los

artículos 26 y 27 de la Ley de Coordinación Fiscal y del Ramo General 25 Previsiones y

"Aportaciones para los Sistemas de Educiación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos;
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c) La plantilla de personal, tratándose del Fondo de Aportaciones para los Servicios de

Salud (FASSA), y

d) Las plantillas de personal, tratándose del Fondo de Aportaciones para ta Educación

Tecnológica y de Adultos. (FAETA); adicionalmente, en el caso de los servicios de

educación para adultos, en los términos de la.Ley de Coordinación Fiscal.

Las previsiones para el incremento a las percepciones, a que se refieren los Anexos 6 y

23 de este Decreto, incluyen la totalidad de los recursos para categorías y personal de

confianza y sindicalizado, por lo que no deberá utilizarse la asignación prevista a un grupo

para favorecer a otro;

il. En el presente ejercicio fiscal en las dependencias y entidades no se crearán plazas en

nivel alguno con excepción de los casos previstos en el artículo 17, fracción I, de este

Decreto;

III. Las previsiones a que se refiere el Anexo 23 de este Decreto incluyen los recursos

para la educación tecnológica y dé adultos correspondientes a aquellas, entidades

federativas que no han celebrado los convenios establecidos en el artículo 42 de la Ley de

Coordinación Fiscal. Una vez que dichas entidades celebren los convenios respectivos,

dichos recursos serán entregados a éstas a través del Ramo General 33 Aportaciones

Federales para Entidades Federativas y Municipios;

IV. Los recursos del Ramo General 25 Previsiones y Aportaciones para los Sistemas de

Educación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos, incluyen las previsiones para cubrir:

a) Las medidas salariales y económicas correspondientes al fondo previsto en los

artículos 26 y 27 de la Ley de Coordinación Fiscal y al Fondo para la Educación

Tecnológica y de Adultos (FAETA), que serán cubiertas a través del Ramo General 33

Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios, y

b) Las medidas económicas que se requieran para la cobertura y el mejoramiento de la

calidad del sistema educativo^ Asjmismo, las previsiones para incrementos a las

percepciones íncluyen-las^correspondientes a la Carrera''Magisterial, así como los
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sistemas de desarrollo profesional que, en su caso, correspondan en los términos de la

ley de la materia.

Las plazas que sean creadas con cargo a los recursos establecidos en el rubro de

previsiones salariales y económicas del Ramo 25 Previsiones y Aportaciones para los

Sistemas de Educación Básica, Normal, Tecnológica y de Adultos, para su aplicación a

través del Ramo 33 Aportaciones Federales para Entidades Federativas y l\/lunicipios, de

acuerdo con la normatividad aplicable, y

V. Las previsiones incluidas en el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud

(FASSA), incluyen los recursos para cubrir aquellas medidas económicas que se

requieran para la cobertura y el mejoramiento de la calidad del sistema de salud.

Las dependencias y entidades reportarán en los Informes Trimestrales el impacto de los

incrementos salariales en el presupuesto regularizable y, cuando se trate de las

entidades, adicionalmente, el impacto en el déficit actuarial de pensiones.

Artículo 21. Las remuneraciones autorizadas a los servidores públicos de la Federación

se detallan en el Anexo 22 de este Decreto y en el Tomo VIII de este Presupuesto,

conforme a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos:

I. Las remuneraciones se integran, conforme a lo dispuesto en la referida disposición

constitucional y en el artículo 2, fracciones XXXIII, XXXIV y XLVI, de la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría, con la suma de la totalidad de percepciones

ordinarias y extraordinarias que perciben los servidores públicos de la Federación.

Las percepciones ordinarías incluyen la totalidad de los elementos fijos de la

remuneración. Las percepciones extraordinarias consideran los elementos variables de

dichia remuneración, la cual sólo podrá cubrirse conforme a los requisitos y la periodicidad

establecidos en las disposiciones aplicables.

Las contribuciones a cargo de los servidores públicos que se causen por las percepciones

-señaladas en el párrafo ánterióT,"fo"frnlín'^rté'déngff ^múneraci^
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II. La remuneración total anual autorizada al Presidente de la República y los tabuladores

de remuneraciones para la Administración Pública Federal se presentan en el Anexo

22.1., de este Decreto, conforme a lo siguiente:

a) Los límites mínimos y máximos de percepciones ordinarias netas mensuales para los.

servidores públicos de la Administración Pública Federal, las cuales incluyen la suma de

la totalidad de pagos fijos, en efectivo y en especie, se presentan en el Anexo 22.1.1., de

este Decreto y comprenden los conceptos que a continuación se señalan con sus

respectivos montos, una vez realizada la retención de impuestps correspondiente:

i. Los montos correspondientes a sueldos y salarios, y

ii. Los montos con-espondientes a las prestaciones.

Los montos presentados en dicho Anexo no consideran los incrementos salariales que, en

su caso, se autoricen para el jsresente ejercicio fiscal ni las repercusiones que se deriven

de la aplicación de las disposiciones de carácter fiscal;

b) Los montos máximos de percepciones extraordinarias que perciban los servidores

públicos de la Administración Pública Federal que, conforme a las disposiciones

aplicables, tengan derecho a percibirlas, se detallan en el Anexo 22.1.2., de este Decreto.

En aquellos puestos de personal civil y militar de las dependencias cuyo desempeño

ponga en riesgo ia seguridad o la salud del servidor público de mando, podrá otorgarse la
potenciación del seguro de vida institucional, y un pago extraordinario por riesgo hasta por

el 30 por ciento sobre la percepción ordinaria mensual, por concepto de sueldos y

salarios. Lo anterior, conforme a los límites establecidos en el Anexo 22.1.2., de este

Decreto y a las disposiciones que para tal efecto emita la Función Pública, la cual

evaluará la gravedad del riesgo y determinará el porcentaje del pago extraordinario en

función del riesgo y, en.su caso, autorizará el pago, previo dictamen favorable de la

Secretaría en el ámbito presupuestario, y

c) La remuneración total anual autorizada al Presidente de la República para el ejercicio

ifLscal de"'2014"se^í¡l5lü^~ernet~Anexo 22.1.3., de este Decreto, en cumplimiento a lo
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dispuesto en la Base II del artículo 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos;

III. La remuneración total anual autorizada a la máxima representación de los ejecutores

de gasto que a continuación se indican y los tabuladores correspondientes a las

percepciones ordinarias y extraordinarias de los sen/idores públicos de dichos ejecutores

de gasto, conforme a lo dispuesto en la fracción I de este artículo, se presentan en los

siguientes Anexos de este Decreto:

a) Anexo 22.2. Ramo 01; Cámara de Senadores;

b) Anexo 22.3. Ramo 01: Cámara de Diputados;

c) Anexo 22.4. Ramo 01; Auditoría Superior de la Federación;

d) Anexo 22.5. Ramo 03; Suprema Corte de Justicia de la Nación;

e) Anexo 22.6. Ramo 03: Consejo de la Judicatura Federal;

f) Anexo 22.7. Ramo 03; Tribunal Electoral del Poder Judicial de ia Federación;

g) Anexo 22.8. Ramo 22; Instituto Federal Electoral:

h) Anexo 22.9. Ramo 35; Comisión Nacional de los Derechos IHumanos;

i) Anexo 22.10. Ramo 40; Instituto Nacional de Estadística y Geografía;

j) Anexo 22.11. Ramo 41; Comisión Federal de Competencia Económica;

k) Anexo 22.12. Ramo 42: Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, y

I) Anexo 22.13. Ramo 43: Instituto Federal de Telecomunicaciones.

IV. El desglose de las percepciones por ejecutor de gasto, se presenta en el Tomo VIII de

este Presupuesto.

Las dependencias y entidades podrán modificar las percepciones ordinarias de los

puestos conforme a las disposiciones aplicables, sujetándose a los límites máximos

1éstáBlecrdós"en el Anexo-22.1., der presente Decreto, previa autorización y registro

37



Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

presupuestario en los términos de las disposiciones aplicables. Asimismo, podrán

efectuarse ajustes en la composición de las percepciones ordinarias por concepto de

sueldos y salarios, siempre y cuando no se incremente el monto mensual previsto en

dicho Anexo para el puesto correspondiente, y no se aumente su presupuesto

regularizable de servicios personales.

Las entidades que cuenten con planes de compensación acordes con el cumplimiento de

las expectativas de aumento en el valor agregado, podrán determinar las percepciones

aplicables, sin generar costos adicionales y siempre que dichos planes sean autorizados

por la Secretaría en lo que se refiere a que el presupuesto total de la entidad no se

incremente y no se afecten negativamente los objetivos y metas de sus programas, y por

lo que se refiere a la Función Pública en cuanto a la congruencia del plan de

compensación con la política de planeación y administración de personal de la

Administración Pública Federal.

Ningún servidor público podrá recibir emolumentos extraordinarios, sueldos,

compensaciones o gratificaciones por participar en consejos, órganos de gobierno o

equivalentes en las dependencias y entidades o comités técnicos de fideicomisos públicos

o análogos a éstos.

El Ramo Administrativo 02 Oficina de la Presidencia de la República, a que se refiere el

Anexo 1, inciso B, de este Decreto, incluye los recursos para cubrir las compensaciones

de quienes han desempeñado el cargo de Titular del Ejecutivo Federal o, a falta de éste, a

quien en términos de las disposiciones aplicables sea su beneficiario, las que no podrán

exceder el monto que se cubre al primer nivel salarial del puesto de Secretario de Estado,

asi como aquéllas correspondientes al personal de apoyo que tengan asignado, de

confomnidad con las disposiciones aplicables y con sujeción a los términos de este

artículo. Asimismo, incluye los recursos que se asignan a la compensación que se otorga

al personal militar del Estado iWayor Presidencial. Las remuneraciones del personal civil

de apoyo deberán reportarse en los Informes Trimestrales y serán públicas en los
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términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública

Gubernamental.

Los ejecutores de gasto público federal publicarán en sus respectivas páginas de Internet,

de manera permanente, y reportarán en la Cuenta Pública, los tabuladores y las

remuneraciones que se cubren a los servidores públicos a su cargo y, en los casos

correspondientes, al personal militar; personal de enlace; así como personal operativo de

base y confianza, y categorías, especificando los elementos fijos y variables, tanto en

efectivo como en especie.

Los Poderes Legislativo y Judicial, las dependencias y entidades, así como los entes

autónomos, deberán abstenerse de cubrir cualquier tipo de estímulo, pago o

compensación especial á los servidores públicos a su servicio, con motivo del término de

su encargo, o bien por el término de la administración correspondiente.

Artículo 22. Los servidores públicos de mando y personal de enlace de las dependencias

y entidades sólo podrán percibir las prestaciones establecidas en el manual a que se

refiere el artículo 66 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Asimismo, las dependencias y entidades no podrán destinar recursos para cubrir

prestaciones en adición a aquéllos previstos en el gasto de servicios personales aprobado

en este Presupuesto de Egresos.

Los titulares de las entidades infomiarán a la Cámara de Diputados, así como a la

Secretaría y a la Función Pública, sobre los resultados obtenidos en los procesos de

revisión de las condiciones generales de trabajo, de los contratos colectivos de trabajo y

de las revisionés de salario que, en su caso, realicen en el presente ejercicio fiscal.

Dichos informes, incluyendo el reporte sobre el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo

65, fracción XII, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad iHacendaría, serán

presentados, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a la conclusión de dichas

negociaciones.

Las dependencias y entidades enviarán informes a la Secretaría con el detalle de todas

las prestaciones que perciben los servidores públicos a su cargo, así como el gasto total
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destinado al pago de las mismas en el periodo correspondiente, a fin de que se incluyan

en los Informes Trimestrales.

Artículo 23. Las dependencias y entidades observarán las siguientes disposiciones en

materia de servicios personales:

i. Solicitarán autorización presupuestaría de la Secretaría, respecto a sus tabuladores,

para dar cumplimiento a lo dispuesto en la Base V del artículo 127 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos;

II. Los pagos retroactivos por ocupación de plazas, cuando procedan, deberán cubrirse al

trabajador dentro de los 45 días naturales anteriores a la feclia en que el servidor público

correspondiente reciba su nombramiento. Lo anterior, siempre y cuando se acredite

fehacientemente la asistencia durante dicho período en la plaza respectiva, y

III. Podrán traspasarse las plazas necesarias de las dependencias y entidades, que con

motivo de una reestructura en la Administración Pública Federal, asuman funciones de

aquéllas que se transformen, compacten, eliminen o sean creadas, para lo cual se deberá

contar con la autorización presupuestaria de la Secretaría, conforme al mecanismo

presupuestario que establezca para dichos fines, lo cual podrá acompañarse de las

medidas a que se refiere el artículo 4, fracción II, inciso b), de este Decreto.

Artículo 24. Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos deberán publicar en

el Diario Oficial de la Federación, a más tardar el último día hábil del mes de febrero, el

manual que regule las remuneraciones para los servidores públicos a su servicio,

incluyendo a los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión; Ministros de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación; Magistrados y Jueces del Poder Judicial y

Consejeros de la Judicatura Federal; Consejero Presidente; Consejeros Electorales y

Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral; Presidente y Consejeros de la

Comisión Nacional de los Derechos Humanos; así como a los demás servidores públicos;

en el que se proporcione la información completa y detallada relativa a las

remuneraciones que se cubran para cada uno de los niveles jerárquicos que los

conforman.
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Adicionalmente, deberán publicar en eh Diario Oficial de la Federación, en la feclia antes

señalada, la estructura ocupacional que contenga la integración de los recursos

aprobados en el capítulo de servicios personales, con la desagregación de su plantilla

total, incluidas las plazas a que se refiere el párrafo anterior, junto con las del personal

operativo, eventual y el contratado bajo el régimen de honorarios, en el que se

identifiquen todos los conceptos de pago y aportaciones de seguridad social que se

otorguen con base en disposiciones emitidas por sus órganos competentes, así como la

totalidad de las plazas vacantes con que cuenten a dicha fecha.

En tanto no se publiquen en el Diario Oficial de la Federación las disposiciones y la

estructura ocupacional a que se refieren los párrafos anteriores dé este artículo, no

procederá el pago de estímulos, incentivos, reconocimientos o gastos equivalentes a los

mismos.

CAPÍTULO IV

De la igualdad entre Mujeres y Hombres

Artículo 25. En cumplimiento a la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres,

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, las estrategias

transversales del Plan Nacional de Desarrollo 2013-201.8 y el Programa Nacional para la

Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las Mujeres 2013-2018, el

Ejecutivo Federal impulsará, de manera transversal, la igualdad sustantiva entre mujeres

y hombres a través de la incorporación de la perspectiva de igualdad entre mujeres y

hombres en el diseño, elaboración, aplicación, seguimiento y evaluación de resultados de

los programas de la Administración Pública Federal. Para tal efecto, las dependencias y

entidades deberán considerar lo siguiente:

I. Incorporar la igualdad entre mujeres y hombres y reflejarla en la matriz de indicadores

para resultados de los programas bajo su responsabilidad;
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II. Identificar y registrar la población objetivo y la atendida por dichos programas,

diferenciada por sexo, grupo de edad, región del país, entidad federativa, municipio o

demarcación territorial del Distrito Federal, y población indígena en los sistemas que

disponga la Secretaría y en los padrones de beneficiarías y beneficiarios que

correspondan;

III. Fomentar la igualdad entre mujeres y Inombres en el diseño y la ejecución de

programas en los que, aun cuando no estén dirigidos a mitigar o solventar desigualdades

de género, se puedan identificar de forma diferenciada los beneficios específicos para

mujeres y hombres;

IV. Establecer o consolidar en los programas bajo su responsabilidad, las metodologías

de evaluación y seguimiento que generen información relacionada con indicadores para

resultados con igualdad entre mujeres y hombres, y

V. incorporar la perspectiva de género en las evaluaciones de los programas, con los

criterios que emitan el Instituto Nacional de las Mujeres, la Secretaría y el Consejo

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social.

Las acciones contenidas en las fracciones anteriores serán obligatorias en lo relativo a los

programas y acciones incorporadas en el Anexo 12 del presente Decreto y para los

demás programas federales que correspondan.

Todas las dependencias y entidades que tengan a su cargo programas para mujeres y la

igualdad de género, así como las entidades federativas y municipios que reciban recursos

etiquetados incluidos en el Anexo 12 de este Decreto deberán informar sobre los

resultados de los mismos, los publicarán y difundirán para darlos a conocer a la población

e informarle, en las lenguas nacionales reconocidas por la Ley General de Derechos

Lingüísticos de los Pueblos Indígenas existentes en la entidad federativa, sobre los

beneficios y requisitos para acceder a ellos, en los términos de la normativa aplicable.

Para el seguimiento de los recursos destinados a las mujeres y a la igualdad de género.

todo programa federal que contenga padrones de beneficiarías y beneficiarios, además de
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reflejar diclio enfoque en su matriz de indicadores para resultados, generará información

de manera desagregada, al menos por sexo y entidad federativa.

Las dependencias y entidades con presupuesto asignado dentro del Anexo 12, que

realicen estudios y generen bases de datos o levantamientos de encuestas, deberán

hacer públicos sus resultados en sus portales institucionales con el propósito de poder

realizar evaluaciones y análisis posteriores. Las dependencias y entidades responsables

de la coordinación de los programas contenidos en el Anexo 12 del presente Decreto

informarán trimestralmente a través del sistema de información desarrollado por la

Secretaria, y en el Sistema de Evaluación de Desempeño en los términos y plazos

establecidos en las disposiciones respectivas, sobre los aspectos presupuestarios de los

programas y los resultados alcanzados en materia de mujeres e igualdad de género,

medidos a través de los indicadores y sus metas contenidos en la matriz respectiva.

Asimismo, se detallarán los aspectos por cada programa presupuestario, contenido en el

Anexo mencionado, la población objetivo y atendida, los indicadores utilizados, la

programación y el avance en el ejercicio de los recursos.

La Secretaría presentará en los Informes Trimestrales los avances financieros y

programáticos que le envíe el Instituto Nacional de las Mujeres con base en la infomnación

que a éste le proporcionen las dependencias y entidades responsables de los programas

a través del sistema indicado en el párrafo anterior.

El Instituto Nacional de las Mujeres remitirá el informe mencionado anteriormente a la

Cámara de Diputados, a más tardar a los 30 días naturales de concluido el trimestre que

corresponda. Asimismo, deberá poner diciio informe a disposición del público en general

a través de su página de Internet, en la misma feclia en que se publiquen los informes

Trimestrales.

La información que se publique trimestralmente sen/irá para las evaluaciones que se

realicen en el marco de las disposiciones aplicables.

Los ejecutores del gasto púbjico fe^ral promoverán programas y acciones para cumplir

con el Programáirias acciones derivadas del Sistema Nacional de Prevención, Atención,
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Sanción y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y el Sistema Nacional para la

igualdad entre Mujeres y Hombres, en los términos de la Ley General de Acceso de las

Mujeres a una Vida Ubre de Violencia y en la Ley General para la Igualdad entre Mujeres

y Hombres, respectivamente.

Los resultados de los montos autorizados en los programas y actividades contenidas en el

Anexo 12 de este Decreto se detallarán en un anexo específico dentro de la Cuenta

Pública del ejercicio fiscal 2014.

La Comisión Federal de Mejora Reguíatoria en conjunción con el Instituto Nacional de las

Mujeres revisará las reglas de operación de los programas del Anexo 12 a fin de

garantizar el cumplimiento de los objetivos de la Política Nacional para la Igualdad entre

Mujeres y Hombres, en los términos de las disposiciones aplicables.

Una vez publicado el Presupuesto de Egresos en el Diario Oficial de la Federación, la

Secretaría comunicará a cada dependencia y entidad con presupuesto asignado, los

montos detallados por programa presupuestario y unidad responsable correspondientes al

Anexo 12 del presente Decreto, informando de ello a la Cámara de Diputados.

Las menciones realizadas en el presente Decreto respecto a beneficiarios, así como a

titulares y servidores públicos de los ejecutores de gasto, se entenderán referidas a las

mujeres y los hombres que integren el grupo de personas correspondiente.

VI. El Ejecutivo Federal, por conducto del Instituto Mexicano de la Juventud y con el

apoyo de la Secretaría, dará seguimiento a los recursos destinados a la atención de los

jóvenes entre los 12 y 29 años de edad, así como de las acciones que garanticen las

condiciones necesarias para su desarrollo integral, con base en los mecanismos

específicos correspondientes.

Las dependencias y entidades responsables de los programas incluidos en el Anexo 16

de este Decreto, procurarán que en el diseño y ejecución de sus programas y en sus

reglas de operación se considere específicamente la atención a los jóvenes, tomando en
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consideración sus características y necesidades, así como generar la información

estadística desagregada para el grupo de edad referido en el párrafo anterior.

Asimismo, dichas dependencias y entidades deberán informar trimestralmente al Instituto

IVIexicano de la Juventud, a la Secretaría y a la Comisión de Juventud de la Cámara de

Diputados, sobre los recursos ejercidos y las acciones, servicios y/o apoyos realizados, en

beneficio de personas jóvenes, de conformidad con la Ley del Instituto Mexicano de la

Juventud y demás disposiciones aplicables.

CAPÍTULO V

Del desarrollo Integral de los pueblos y comunidades indígenas

Artículo 26. El ejercicio de las erogaciones para el desarrollo integral de los pueblos y

comunidades indígenas a que se refiere el Anexo 9 del presente Decreto, se dirigirá al

cumplimiento de las obligaciones que señala el artículo 2o, apartado B, fracciones I a IX,

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Para tal efecto, de conformidad con los artículos 42, fracción Vil, y 77 de la Ley Federal

de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, las dependencias y entidades, al ejecutar

dichas erogaciones y emitir reglas de operación, se ajustarán a lo siguiente:

I. Las disposiciones para la operación de los programas que la Administración Pública

Federal desarrolle en la materia considerará la participación que, en su caso, tenga la

Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, contando con la

intervención que corresponda a su Consejo Consultivo, para facilitar el acceso de los

pueblos y comunidades indígenas a sus beneficios;

II. En la ejecución de los programas se considerará la participación de los pueblos y

comunidades indígenas, con base en su cultura y formas de organización tradicionales;

III. Para los municipios indígenas comprendidos entre los 200 más pobres del país, los

proyectos de inversión del Programa de Infraestructura Indígena, se podrán financiar en

su totalidad con recursos federales o de manera concurrente. Asimismo, se procurará

atender su pleno acceso y la satisfacción de sus necesidades tales como electricidad.
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agua, drenaje, educación, salud, vivienda y de infraestructura para la producción de

alimentos:

IV. El Ejecutivo Federal, por sí o a través de sus dependencias y entidades, podrá

celebrar convenios de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas, así

como formalizar convenios de concertación de acciones con las comunidades indígenas,

para proveer la mejor observancia de las previsiones del presente artículo;

V. Las reglas de operación de los programas operados por las dependencias y entidades

que atiendan a la población indígena, deberán contener disposiciones que faciliten su

acceso a los programas y procurarán reducir los trámites y requisitos existentes;

VI. Se dará preferencia en los programas de infraestructura a la conclusión de obras

iniciadas en ejercicios anteriores, así como a las obras de mantenimiento y

reconstrucción.

La Comisión de Asuntos Indígenas de la Cámara de Diputados, integrará a más tardar el

14 de febrero, un Grupo de Trabajo encargado de dar seguimiento y evaluar el ejercicio

del presupuesto comprendido en el Anexo 9 Erogaciones para el Desan*ollo Integral de los

Pueblos y Comunidades Indígenas del presente Decreto, y

VII. Se buscará la inclusión financiera de las comunidades indígenas mediante programas

de la banca de desarrollo.

CAPÍTULO VI

De la inversión pública

Artículo 27. En el presente ejercicio fiscal se faculta al Ejecutivo Federal para

comprometer nuevos proyectos de infraestructura productiva de largo plazo de inversión

directa y de inversión condicionada, por la cantidad señalada en el Anexo 5, inciso A de

este Decreto, correspondientes a la Comisión Federal de Electricidad.

El monto autorizado correspondiente a los proyectos de infraestructura productiva de

^largo-plazo de invérsión^directa-y condicionada, aprobados en ejercicios fiscales
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anteriores, asciende a la cantidad señalada en el Anexo 5, inciso 6 de este Decreto. Las

variaciones en los compromisos de cada uno de dichos proyectos se detallan en el Tomo

V de este Presupuesto de Egresos.

La suma de los montos autorizados de proyectos aprobados en ejercicios fiscales

anteriores y los montos para nuevos proyectos se presentan en el Anexo 5, inciso O de

este Decreto.

Los compromisos correspondientes a proyectos de infraestructura productiva de largo

plazo de inversión directa autorizados en ejercicios fiscales anteriores, se detallan en el

Anexo 5, inciso D de este Decreto y comprenden exclusivamente los costos asociados a

la adquisición de los activos, excluyendo los relativos al financiamiento en el periodo de

operación de dichos proyectos.

Por lo que se refiere a los proyectos de infraestructura productiva de largo plazo de

inversión condicionada, en caso de que conforme a lo dispuesto en el artículo 32 de la

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla, en el presente ejercicio fiscal

surja la obligación de adquirir los bienes en los términos del contrato respectivo, el monto

máximo de compromiso de inversión será aquél establecido en el Anexo 5, inciso E de

este Decreto.

Las previsiones necesarias para cubrir las obligaciones de inversión física por concepto

de amortizaciones y costo financiero de los proyectos de infraestructura productiva de

largo plazo de inversión directa, que tienen efectos en el gasto del presente ejercicio en

los términos de las disposiciones aplicables, se incluyen en el Anexo 5, inciso F de este

Decreto. Dichas previsiones se especifican a nivel de flujo en el Tomo V de este

Presupuesto de Egresos y reflejan los montos presupuestarios autorizados, así como un

desglose por proyecto.

Los montos de cada uno de los proyectos a que se refiere este artículo se detallan en el

Tomo V de este Presupuesto de Egresos.
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En el último Informe Trimestral del ejercicio, adicionalmente se deberá incluir la

información sobre los ingresos generados por cada uno de los proyectos de

infraestructura productiva de largo plazo en operación; los proyectos que están en

constnjcción, su monto ejercido y comprometido; el monto pendiente de pago de los

proyectos concluidos, y la fechia de entrega y de entrada en operación de los proyectos.

Esta información se deberá publicar en la página de Internet de la Comisión Federal de

Electricidad.

Artículo 28. Los proyectos aprobados en este Presupuesto de Egresos que no cuenten

con registro en la cartera de inversión, se sujetarán a lo siguiente:

I. Las entidades federativas, previa acreditación de que cuentan con la liberación del

dereclio de vía, así como las autorizaciones que garanticen la ejecución inmediata del

proyecto, podrán presentar dichos proyectos ante el órgano o la dependencia competente

según el sector, quien los remitirá a la Secretaría en un plazo máximo de 15 días hábiles,

a fin de tramitar su registro en la cartera de programas y proyectos de inversión.

En caso de que se requiera subsanar uno o varios de los requisitos señalados en el

artículo 34 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla, dicho órgano

o dependencia deberá notificar a la entidad federativa solicitante, a más tardar dentro de

los 10 días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud.

En todo caso se considerará como fecha de entrega la recepción por el órgano o

dependencia primeramente mencionados, siempre y cuando la solicitud reúna los

requisitos señalados o, en su caso, haya sido completada;

II. La Secretaría estará obligada a dar respuesta a las solicitudes que se le remitan dentro

de un plazo no mayor a 20 días hábiles, comunicando la asignación del número del

registro o las razones técnicas por las cuales no es procedente el mismo o, en su caso,

solicite se precise la información;

III. Una vez que dicho proyecto cuente con registro en la cartera de programas y

proyectos de inversión, se podrán realizar los trámites conducentes para efectos de la
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suscripción del convenio de reasignación correspondiente en términos de las

disposiciones aplicables, y

IV. Los recursos reasignados a la entidad federativa estarán sujetos al cumplimiento de la

normatividad federal aplicable en materia de obras públicas y servicios relacionados con

las mismas, y en las demás disposiciones aplicables.

CAPÍTULO Vil

De la evaluación del desempeño

Artículo 29. La evaluación de los programas a cargo de las dependencias y entidades,

derivados del sistema de planeación democrática del desarrollo nacional, se sujetará a lo

establecido en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría, a los

lineamientos emitidos por la Secretaria, la Función Pública y el Consejo Nacional de

Evaluación de la Política de Desarrollo Social, y a las demás disposiciones aplicables, y

se llevará a cabo en los términos del Programa Anual de Evaluación, que emitan, de

manera conjunta, dichas instituciones.

Las dependencias y entidades responsables de los programas, deberán observar lo

siguiente;

I. Actualizar las matrices de indicadores para resultados de los programas

presupuestarios.

Los programas que determine la Secretaría tendrán una matriz de indicadores para

resultados, en la cual estarán contenidos los objetivos, indicadores y metas de los

mismos, así como su vinculación con los objetivos derivados de los programas sectoriales

y metas derivadas del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. Para la actualización de

las matrices, se deberán considerar los avances y resultados obtenidos del monitoreo que

se llaga respecto del cumplimiento de las metas de los programas presupuestarios y de

aquellas contenidas en los programas derivados del Plan Nacional de Desarrollo 2013-

2018, de las evaluaciones realizadas conforme al programa anual de evaluación, y de los

criterios y recomendaciones que en su caso emitan la Secretaria, la Función Pública y el
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Consejo Nacional de Evaluación de la Políticade Desarrollo Social, en los términos de las

disposiciones aplicables. Las matrices de indicadores para resultados deberán considerar,

en el caso de los programas que así lo requieran y sea factible, los enfoques

transversales de equidad de género, juventud, discapacidad, y etnicidad.

Las dependencias y entidades deberán incorporar las recomendaciones de mejora a sus

matrices de indicadores y hacerlas públicas en su página de Internet.

Las dependencias y entidades que tengan a su cargo programas con beneficiarios,

deberán relacionarlos a un listado o padrón. A más tardar el último día iiábil del mes de

enero, las dependencias y entidades deberán remitir a la Función Pública una relación de

esos programas y señalar para cada uno de ellos los casos en los que por razón de su

naturaleza, tipo de beneficiarios, zonas geográficas atendidas, normatividad aplicable o

cualquierotro criterio, éstos resulten excluyentes respecto a otros programas federales.

Las dependencias y entidades llevarán a cabo las confrontas de los padrones o listados

de los programas a su cargo con el propósito de identificar, si las iiubiere, las

concurrencias y/o duplicidades de beneficiarios o dereciioiiabientes y señalar si, en su

caso, existe Improcedencia legal de la concurrencia o duplicidad de los registros. La

Función Pública podrá realizar la confronta de los padrones o listas de beneficiarios para

identificar concurrencias y/o duplicidades entre programas de distintas dependencias y

entidades.

Las dependencias y entidades deberán informar los resultados de la identificación de las

concurrencias y/o duplicidades, asi como de las acciones de depuración de los padrones

de beneficiarios de sus programas a la Secretaria, y a ia Función Pública a más tardar el

15 de noviembre, conforme al procedimiento que establezca el Manual de Operación del

Sistema Integral de Información de Padrones de Programas Gubernamentales. Diciia

información será publicada por las dependencias, entidades y la Función Pública en sus

respectivas páginas de Internet.
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Los resultados de los procesos de depuración, mejora o actualización de los padrones o

listados serán tomados en cuenta por las dependencias y entidades para adecuar las

reglas de operación de los programas correspondientes.

Las dependencias y entidades, en los programas a su cargo, deberán adecuar, cuando

corresponda, las reglas o iineamientos de operación de dichos programas, a efecto de

hacerlos consistentes con la información de las matrices de indicadores para resultados,

como resultado de su mejora y actualización; asi como de las recomendaciones de las

evaluaciones;

II. El seguimiento a los avances en las metas de los indicadores se reportará en los

sistemas que disponga la Secretaría, y se utilizará en las evaluaciones que se realicen;

III. La evaluación externa se realizará de acuerdo con lo establecido en el programa anual

de evaluación y presentará los resultados de las evaluaciones de acuerdo con los plazos

previstos en dicho programa, a la Cámara de Diputados, a la Auditoría, a la Secretaría, a

la Función Pública y ai Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo

Social, de conformidad con las disposiciones aplicables.

Las dependencias y entidades deberán continuar y, en su caso, concluir con lo

establecido en los programas anuales de evaluación de años anteriores, así como

ejecutar lo relacionado con las evaluaciones para 2014;

IV. Elaborar un programa de trabajo para dar seguimiento a los principales resultados de

las evaluaciones con que cuenten e integrar ios aspectos que sean susceptibles de

mejora en el diseño de las políticas públicas y de los programas correspondientes.

Los compromisos se formalizarán mediante instrumentos específicos, se reportarán los

avances y resultados que se alcancen mediante el sistema de evaluación del desempeño

y se publicarán en los términos de las disposiciones aplicables.

La información que se haya obtenido del seguimiento a los compromisos de mejora y de

las evaluaciones, correspondiente a los ejercicios fiscales 2007 a 2013, se tomará en
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cuenta, como parte de un proceso gradual y progresivo, durante 2014 y para los procesos

presupuestarios subsecuentes;

V. Cubrir el costo de las evaluaciones de los programas operados o coordinados por ellas

con cargo a su presupuesto y confomie al mecanismo de pago que se determine. Las

evaluaciones deberán realizarse por instituciones académicas y de investigación,

personas físicas o morales especializadas en la materia u organismos especializados, de

carácter nacional o internacional, que cuenten con reconocimiento y experiencia en las

respectivas materias de los programas en los términos de las disposiciones aplicables.

Asimismo, podrán realizar contrataciones para que las evaluaciones a que se refiere este

artículo abarquen varios ejercicios fiscales, en los términos de la Ley Federal de

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría.

La contratación, operación y supen/isión de la evaluación externa, objetiva, imparcial,

transparente e independiente, al interior de cada dependencia y entidad, se deberá

realizar por una unidad administrativa ajena a la operación del programa a evaluar y al

ejercicio de los recursos presupuestarios, en los términos de las disposiciones aplicables.

El total de las erogaciones que se lleven a cabo para realizar las diferentes etapas de las

evaluaciones se deberá registrar de manera específica para su plena transparencia y

rendición de cuentas;

VI. Publicar y dar transparencia a las evaluaciones, en los términos de las disposiciones

aplicables.

Las dependencias y entidades deberán reportar el avance en el cumplimiento de las

metas de los programas establecidas en las matríces de indicadores para resultados de

cada programa, los resultados de las evaluaciones y el grado de cumplimiento de los

compromisos de mejora derivados de las mismas, en los Informes Trimestrales que

corresponda, de conformidad con las disposiciones de la Secretaría y del Consejo

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social.
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Diciia información será publicada en las respectivas páginas de Internet de las

dependencias y entidades.

Por su parte, la Secretaría integrará la información relativa al avance de cumplimiento de

metas, a los resultados de las evaluaciones y al seguimiento a los compromisos de

mejora. Asimismo, las dependencias y entidades publicarán dicha información en su

página de Internet y la integrarán a los informes correspondientes en términos de las

disposiciones aplicables.

La Secretaría deberá publicar trimestralmente en Internet los avances en el cumplimiento

de los aspectos que sean susceptibles de mejora que se deriven de las evaluaciones

externas contempladas en los programas anuales de evaluación. Para tal efecto, la

Función Pública y el Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo

Social, en el ámbito de sus respectivas competencias, remitirán a la Secretaría la

información derivada de las evaluaciones que hayan coordinado dentro de los 15 días

naturales siguientes al término del trimestre que se informa, en ja fonna que para tal

efecto determine la Secretaría.

La Secretaría, la Función Pública y el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de

Desarrollo Social, establecerán los modelos de términos de referencia y demás elementos

particulares que se requieran para las evaluaciones y coordinarán el proceso

correspondiente, de conformidad con las disposiciones aplicables y sus competencias

respectivas;

Vil. La Cámara de Diputados, a través de las comisiones legislativas, la Auditoría y los

centros de estudios correspondientes que lo soliciten, en los términos previstos en las

disposiciones aplicables, tendrán acceso a la información relativa a la matriz de

indicadores para resultados de los programas, al seguimiento del avance de cumplimiento

de las metas de los indicadores de los programas, y a las evaluaciones realizadas, misma

que será pública y estará disponible en las respectivas páginas de Internet de las

entidades o dependencias correspondientes.
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La Secretaría definirá los criterios específicos a seguir al respecto y proporcionará

capacitación y asistencia técnica para que las instancias de la Cámara de Diputados que

lo soliciten puedan llevar a cabo directamente la operación de las consultas y la

generación de los reportes que requieran, con base en la información disponible en el

sistema correspondiente;

VIII. La Secretaría podrá apoyar a las entidades federativas y, por conducto de éstas, a

los municipios, en materia de planeación, programación, presupuesto, contabilidad y

sistemas, así como para instrumentar la evaluación del desempeño, de conformidad con

los artículos 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 85 y 110 de

la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría, 49 de la Ley de

Coordinación Fiscal y 80 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental;

IX. Implantar mecanismos para innovar y modernizar el funcionamiento organizacional y el

proceso de presupuesto y gasto público, con el objeto de que la información obtenida del

seguimiento del cumplimiento de las metas de los indicadores de los programas, de las

evaluaciones realizadas a los programas, y del seguimiento a los resultados de éstas, se

utilice gradualmente en las decisiones presupuestarias y en la gestión de los programas.

Lo anterior será coordinado por la Secretaría;

X. Capacitar y coadyuvar a la especialización de los sen/idores públicos involucrados en

las funciones de planeacióri, evaluación, coordinación de las políticas y programas, así

como de programación y presupuesto, para impulsar una mayor calidad del gasto público

con base en el presupuesto basado en resultados y la evaluación del desempeño, y

XI. Publicar en los portales de Internet de cada dependencia o entidad, para dar

transparencia, a todas las evaluaciones, estudios y encuestas, que con cargo a recursos

fiscales llagan las dependencias y entidades, aun cuando no sean parte del programa

anual de evaluación.

TÍTULO CUARTO

DE LAOPERACIÓN DE LOS PROGRAMAS
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 30. Los programas que deberán sujetarse a reglas de operación son aquéllos

señalados en el Anexo 24 de este Decreto. El Ejecutivo Federal por conducto de la

Secretaría, podrá incluir otros programas que, por razones de su impacto social, deban

sujetarse a reglas de operación:

I. Las reglas de operación de los programas federales deberán sujetarse a los siguientes

criterios generales:

a) Deberán ser simples, precisas y de fácil acceso para los beneficiarios;

b) Se procurará que la ejecución de las acciones correspondientes a los programas

federales que por su naturaleza así lo permitan, sea desarrollada por los órdenes de

gobierno más cercanos a la población, debiendo reducir al mínimo Indispensable los

gastos administratirás y de operación del programa respectivo; los gobiernos municipales

deberán llevar un registro de beneficiarios y realizar el seguimiento para verificar la

efectividad y coadyuvar en la evaluación de las acciones;

c) Se deberán tomar en cuenta las características de las diferentes regiones

socioeconómicas del país;

d) Se deberán considerar las características sociales, económicas y culturales de la

población objetivo;

e) Preverán que las aportaciones acordadas se realicen oportunamente y sean ejercidas

de inmediato;

f) Se promoverá una calendarización eficiente para el ejercicio de los recursos federales

respectivos;

g) Se asegurará la transparencia en la distribución, aplicación y comprobación de

recursos;
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h) Promover los principios de igualdad, no discriminación, interés superior de la niñez y

adolescencia, integridad familiar, igualdad de género, libre determinación de las

comunidades indígenas, protección al medio ambiente, protección a la vida, salud e

integridad de las personas, según corresponda, así como transparencia y acceso a la

información, y eficiencia y eficacia de los recursos públicos, y

i) Articular las políticas públicas en materia de promoción y fomento al turismo, con la

participación que corresponda a la dependencia coordinadora de sector.

II. La Cámara de Diputados, a través de la comisión ordinaria que en razón de su

competencia corresponda, emitirá opinión sobre las reglas de operación publicadas por el

Ejecutivo Federal en los términos del artículo 77 de la Ley Federal de Presupuesto y

Responsabilidad Hacendaría. Dicha opinión deberá fundarse y motivarse conforme a los

criterios a que se refiere el último párrafo de dicho artículo.

En caso de que las comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados no emitan su

opinión a más tardar el 31 de marzo, se entenderá como opinión favorable.

El Ejecutivo Federal, por conducto de la dependencia a cargo del programa sujeto a

reglas de operación correspondiente, dará respuesta a la Cámara de Diputados en un

plazo que no excederá de 30 días naturales posteriores a la recepción de la opinión

respectiva, realizando las adecuaciones que procedan, y

III. Las dependencias y entidades que tengan a su cargo dichos programas deberán

observar las siguientes disposiciones para fomentar la transparencia de los mismos;

a) La papelería y documentación oficial para los programas deberán incluir la siguiente

leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el

uso para fines distintos a los establecidos en el programa".

Todo el gasto en comunicación social relacionado con la publicidad que se adquiera para

estos programas por parte de las dependencias y entidades, así como aquél relacionado

con los recursos presupuestarios federales que se transfiera a las entidades federativas.

.muñicipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que se aplique a través
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de anuncios en medios electrónicos, impresos, complementarios o de cualquier otra

índole, deberá señalar que se realiza con los recursos federales aprobados en este

Presupuesto y restringirse a lo establecido en el artículo 18 de este Decreto;

b) En el caso de programas que no cuenten con padrón de beneficiarios deberán

manejarse invariablemente mediante convocatoria abierta y, en ningún caso, se podrá

etiquetar o predeterminar de manera específica recursos a determinadas personas físicas

o morales u otorgarles preferencias o ventajas sobre el resto de la población objetivo;

c) Poner a disposición del público en general un medio de contacto directo, en el cual se

proporcione asesoría sobre el llenado de los formatos y sobre el cumplimiento de los

requisitos y trámite que deben observarse para obtener los recursos o los beneficios de

los programas, y

d) Las reglas de operación, los formatos, las solicitudes y demás requisitos que se

establezcan para obtener los recursos o los beneficios de los programas; los indicadores

de desempeño de los programas, y ios medios de contacto de las unidades responsables

de los mismos deberán estar disponibles en las páginas de Internet de las dependencias y

entidades.

De igual manera, queda estrictamente prohibida la utilización de los programas de apoyo

para promover o inducir la afiliación de la población objetivo a determinadas asociaciones

o personas morales.

Artículo 31. Las dependencias y entidades que tengan a su cargo programas sujetos a

reglas de operación deberán observar las siguientes disposiciones para asegurar la

aplicación eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de los recursos públicos asignados a los

mismos:

1. Publicar en sus páginas de Internet los plazos de respuesta a las solicitudes que

reciban. Los rechazos deberán estar fundados y motivados;

JL Tratándose de facultades concurrentes, cuando el Ejecutivo Federal por conducto de la

-dependencia competente y las entidades federativas decidan suscribir convenios de

57



Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

coordinación en términos de la Ley de Planeación, éstos deberán celebrarse a más tardar

en el mes de febrero en condiciones de oportunidad y certeza para beneficio de la

población objetivo. Diclios convenios especificarán como mínimo: los programas a que se

refieren, las zonas dentro de la respectiva entidad federativa a que se destinarán los

recursos, las aportaciones monetarias de cada parte y su calendarización.

El Gobierno Federal y los gobiernos estatales previa opinión de los Comités de

Planeación para el Desarrollo o su equivalente y dentro del marco del Convenio de

Coordinación respectivo, decidirán a qué orden de gobierno corresponde la ejecución de

los programas de acuerdo a la naturaleza de cada uno de ellos y a las características de

las zonas donde se van a aplicar los programas, para lograr el mejor desarrollo e impacto

social de los mismos;

III. Brindar asesoría a los municipios para la integración de los expedientes técnicos que,

en su caso, requiera el programa, especialmente a los que se encuentran en condiciones

de muy alta y alta marginación, y

IV. Incluir, en los términos y plazos que disponga la Secretaría, la información sobre la

cobertura de su población potencial, población objetivo y población atendida.

CAPÍTULO II

De los criterios específicos para la operación de los programas

Artículo 32. Los programas de subsidios del Ramo Administrativo 20 Desarrollo Social se

destinarán, en las entidades federativas, en los términos de las disposiciones aplicables,

exclusivamente a la población en condiciones de pobreza, de vulnerabilidad, rezago y de

marginación. de acuerdo con los criterios de resultados quedefina elConsejo Nacional de
Población y a las evaluaciones del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social, en los programas que resulte aplicable y la Declaratoria de Zonas de

Atención Prioritaria formulada por la Cámara de Diputados, mediante acciones que

promuevan la superación de la pobreza a través de la educación, la salud, la

alimentación, la genera de empleo e ingreso, autoempleo y capacitación; protección
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social y programas asistencíaies; y el fomento del sector social de la economía; conforme

lo establece el artículo 14 de la Ley General de Desarrollo Social, y tomando en

consideración los criterios que propongan las entidades federativas.

Para estos fines, el Ramo Administrativo 20 Desarrollo Social considera los programas

establecidos en el Anexo 24 para dicho ramo.

En los términos de los convenios de coordinación suscritos entre el Ejecutivo Federal, a

través de la Secretaría de Desarrollo Social, y los gobiernos de las entidades federativas

se impulsará el trabajo corresponsable en materia de superación de pobreza,

vulnerabilidad, rezago y marginación y se promoverá el desarrollo humano, familiar,

comunitario y productivo.

Este instrumento promoverá que las acciones y recursos dirigidos a la población en

situación de pobreza se efectúen en un marco de coordinación de esfuerzos,

manteniendo en todo momento el respeto a los órdenes de gobierno, así como el

fortalecimiento del respectivo Comité de Planeación para el Desarrollo Estatal.

Derivado de este instrumento se suscribirán acuerdos y convenios específicos y anexos

de ejecución en los que se establecerán: la distribución de los recursos de cada programa

o región de acuerdo con sus condiciones de rezago, marginación y pobreza, indicando en

lo posible la asignación correspondiente a cada municipio; las atribuciones y

responsabilidades de la Federación, las entidades federativas y municipios, y las

asignaciones presupuestarias de los órdenes de gobierno en que concurran en sujeción a

los programas concertados.

Los convenios a que se refiere este artículo, deberán ser publicados en el Diario Oficial de

la Federación y en el correspondiente medio oficial de difusión de la entidad federativa

que corresponda, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha en que queden

íntegramente suscritos.
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A efecto de fortalecer la formulación, ejecución e instrumentación de programas, acciones

e inversiones en materia de desanrollo social, se promoverá la celebración de convenios,

acuerdos o bases de coordinación interinstitucional entre las dependencias y entidades.

Cuando la Secretaría, la Función Pública o la Secretaría de Desarrollo Social, en el

ámbito de sus respectivas competencias, detecten faltas de comprobación, desviaciones,

incumplimiento a los convenios o acuerdos, o incumplimiento en la entrega oportuna de la

información relativa a avances y metas alcanzadas, la Secretaría de Desarrollo Social,

después de escuchar la opinión del gobierno de las entidades federativas, podrá

suspender la radicación de los recursos federales e inclusive solicitar su reintegro, sin

perjuicio de loestablecido en las disposiciones aplicables.

Para el control de los recursos que se asignen a las entidades federativas, el Ejecutivo

Federal convendrá con los gobiernos respectivos, los programas o las actividades que

permitan garantizar el cumplimiento de las disposiciones aplicables.

Los ejecutores de los programas deberán informar trimestralmente a las entidades

federativas y a la Secretaría de Desarrollo Social los avances de ejecución físicos y

financieros.

Por lo que se refiere al Programa de Abasto Social de Leche, a cargo de Liconsa, S.A. de

C.V., la Secretaría de Desarrollo Social hará del conocimiento público los nombres de los

proveedores de leche de Liconsa, S.A. de C.V., en términos de la Ley Federal de

Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Artículo 33. Las reglas de operación del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades

para el ejerciciofiscal 2014, deberán considerar losiguiente:

I. Los criterios para la inclusión de localidades en el medio rural y urbano. Las entidades

federativas, en atención a los recursos de las mismas destinados a los componentes de

salud y educación, podrán opinar, a través de los comités técnicos estatales, sobre dichos

criterios, debiendo la Secretaría de Desarrollo Social, dar respuesta a dichas opiniones,

^rfsü caso, en un plazo namayor de 30 días. - - —
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A más tardar el último día del mes de febrero de 2014, la Secretaría de Desarrollo Social

informará a la Cámara de Diputados, la cobertura de atención de familias beneficiarías.

La Coordinación Nacional del Programa entregará a la Cámara de Diputados, el padrón

de beneficiarios, el cual deberá permitir su identificación y para ello deberá contener,

cuando menos, los nombres de quienes sean atendidos por el Programa, así como su

localidad, municipio y entidad federativa de residencia, en los términos de la Ley Federal

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y demás normativa

aplicable. Los integrantes de la Cámara, de Diputados serán responsables de su uso y

deberán observar en lo conducente, en términos de ley, la protección de los datos

personales. La Coordinación Nacional del Programa deberá actualizarlo semestralmente;

II. La metodología de focalización para la identificación, inclusión y recertificación de las

familias en el programa será única para todo el país, pudiendo. diferenciar entre zonas

rurales y urbanas. Esta metodología deberá considerar el levantamiento de cédulas

individuales de información socioeconómica a las familias;

III. Los criterios para atender la demanda de incorporación de familias tanto en localidades

aún no atendidas como en localidades ya atendidas a través de un proceso de

densificación. Este programa no deberá duplicar apoyos y debe limitarse a atender a la

población en pobreza en los términos de la Ley General de Desarrollo Social;

IV. Las condiciones y mecanismos para otorgar el incentivo para la conclusión de la

educación media superior, denominado Jóvenes con Oportunidades;

V. El esquema de operación que incluya las condiciones de la prestación de los servicios

de salud y educación básica y media superior para la población beneficiaria; la producción

y distribución de los suplementos alimenticios; los criterios para certificar la asistencia a

estos servicios de los miembros de la familia, los montos, mecanismos y medios para la

entrega de los apoyos y su periodicidad;

VI. Los criterios para certificar el cumplimiento de las obligaciones a cargo de los

beneficiarios: -
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Vil. La definición de responsabilidades de cada una de las dependencias involucradas en

el programa para la certificación del cumplimiento de asistencia de las familias

beneficiarías, tanto en el componente de salud como en el de educación y la entrega de

los apoyos a nivel central y en las entidades federativas, así como para la ampliación y la

elevación de la calidad de los servicios.

El cumplimiento de asistencia a unidades de salud y a planteles educativos, debidamente

registrada, será indispensable para el otorgamiento de los respectivos apoyos. La entrega

de los respectivos apoyos no podrá condicionarse al cumplimiento de otros requisitos o

contraprestaciones, por lo que las reglas de operación deberán contemplar mecanismos

para que se detecte y corrija la presencia de requerimientos adicionales:

VIII. Los criterios de recertificación para las familias y los criterios y mecanismos para la

verificación permanente de las condiciones socioeconómicas de las familias beneficiarlas,

así como para atender el incremento demográfico en las localidades, y para la sustitución

de bajas del padrón por incumplimiento de corresponsabilidades;

IX. Los mecanismos para promover alternativas dentro del sistema financiero para la

entrega de los apoyos con oportunidad;

X. Los mecanismos para asegurar la complementariedad de acciones con otros

programas; para aprovechar la información y el padrón del programa para focalizar otros

subsidios complementarios y no duplicarlos, y para definir la transición de beneficiarios de

otros programas federales que otorgan subsidios con el mismo objetivo de evitar

duplicidad;

XI. En su caso, las propuestas que, durante el año inmediato anterior, hubiesen sido

presentadas y aprobadas por el Comité Técnico de la Coordinación Nacional del

Programa de Desarrollo Humano Oportunidades con relación a la complementariedad de

acciones a favor de las familias beneficiarlas, y
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Xii. Se podrán otorgar apoyos a los adultos mayores que formen parte de hogares

beneficiarios, incluyendo las condiciones, los montos, procedimientos y la

corresponsabilidad en salud adecuada a su condición.

El presupuesto del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades se distribuye

conforme a lo señalado en el Anexo 26 de este Decreto. Los recursos del Programa de

Desarrollo Humano Oportunidades no podrán ser traspasados a otros programas. Podrán

realizarse traspasos no regularizables en las asignaciones del Programa entre las

secretarías de Desarrollo Social, de Educación Pública y de Salud en los términos de las

disposiciones aplicables. De lo anterior, se informará trimestralmente a la Cámara de

Diputados.

El presupuesto para el componente de salud se ejercerá con base en una cuota igual por

familia atendida, multiplicada por el padrón activo correspondiente, pudiendo ser ajustada,

sin rebasar el presupuesto regularizable del Programa, en función de los servicios

efectivamente prestados y la calidad provista en los mismos y será entregado a los

proveedores de los servicios de salud, tanto de ios servicios estatales de salud como del

IMSS-Oportunidades y del IMSS-Régimen Ordinario u otros que puedan resultar

necesarios para cumplir con los objetivos del programa.

Las secretarías de Desarrollo Social, de Educación Pública y de Salud, presentarán a la

Cámara de Diputados a más tardar en abril de 2014, un informe sobre la contratación del

proveedor encargado de entregar los apoyos a los beneficiarios en donde no exista

infraestructura para realizar el pago directo a través de transferencia electrónica.

Artículo 34. Los programas de garantías, de reducción de costo de financiamiento, de

capital de riesgo y cualquier otro esquema que promueva el acceso al financiamiento que

las dependencias y entidades apoyen con recursos presupuestarios, deberán ser

implementados exclusivamente por conducto de la banca de desarrollo, de Financiera

Rural y/o de fideicomisos públicos de fomento del Gobierno Federal. Dichas

dependencias y entidades podrán establecer convenios de colaboración con las agencias

63



Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con Proyecto de Decreto
de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2014

de desarrollo de los gobiernos de las entidades federativas para la impiementación de los

programas.

De los recursos aprobados en este presupuesto para el programa del Fondo Nacional

Emprendedor se destinará al menos el 36 por ciento a través del Fideicomiso México

Emprende a programas de garantía operados por la banca de desarrollo, en un plazo no

mayor a 45 días a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, siempre que exista

disponibilidad presupuestaria.

Adicionalmente, hasta el 10 por ciento de los recursos aprobados en este Presupuesto

para el programa del Fondo Nacional Emprendedor, se destinará a programas que

otorguen créditos subordinados operados por las instituciones señaladas en el primer

párrafo de este artículo, a través del Fideicomiso IWéxico Emprende, siempre que exista

disponibilidad presupuestaria. ...

Artículo 35. En el Anexo 10 de este Decreto se prevé la asignación de recursos para

fortalecer el patrimonio de Financiera Rural, deí Fondo de Capitalización e Inversión del

Sector Rural (FOCIR) y del Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para

Créditos Agropecuarios (FEGA).

Artículo 36. El Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable sé

sujetará a los siguientes lineamientos para la distribución del gasto aprobado en este

Presupuesto:

I. Deberá abarcar políticas públicas orientadas a incrementar la producción, la

productividad y la competitividad agroalimentaria y pesquera del país, a la generación del

empleo rural y para las actividades pesqueras y acuícolas, a promover en la población

campesina y de la pesca el bienestar y su incorporación al desarrollo nacional, dando

prioridad a las zonas de alta y muy alta marginación y a poblaciones indígenas.

El presupuesto para el campo procurará el abasto de alimentos y productos básicos y

estratégicos a la población, promoviendo su acceso a los grupos sociales menos
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favorecidos y dando prioridad a la producción nacional, a que se refiere el articulo 178 de

la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

El presupuesto dirigido al campo deberá tener las siguientes características;

a) Que permita la complementariedad de acciones con las demás dependencias y

entidades de ia Administración Pública Federal;

b) Que permita el desarrollo de proyectos productivos por etapas, y

c) Que se oriente prioritariamente hacia las pequeñas unidades de producción.

II. Los ramos administrativos que participan en el Programa Especial Concurrente para el

Desarrollo Rural Sustentable continuarán con el sistema de rendición de cuentas sobre el

destino de los recursos fiscales de los programas concurrentes, el cual incorpora los

siguientes elementos; región geográfica, entidad federativa, municipio y localidad,

actividad productiva, eslabón de la cadena de valor, concepto de apoyo, monto fiscal y

fecha de otorgamiento, y la estratificación conrespondiente;

III. Establecer como prioridades, entre otras, las siguientes;

a) Incrementar la productividad, la inocuidad y el ingreso de los productores, apoyar en el

combate a la pobreza, contribuyendo con la agricultura de autoconsumo a las familias

pobres que habitan principalmente en las zonas rurales;

b) Se procurará que los recursos destinados a competitividad, se orienten principalmente

a las pequeñas unidades de producción, que se dedican a las ramas productivas básicas,

a que se refiere el articulo 179 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y otros

productos básicos y estratégicos.

Dichos recursos se direccionarán una vez que se cuente con la estratificación de zonas y

regiones productivas del país dando prioridad a las pequeñas unidades de producción;

c) Apoyar a los productores para que apliquen las innovaciones y desarrollos tecnológicos

disponibles y fortalezcan su vinculación con los centros de investigación, asi como la

transferencia de tecnología del país, mediante servicios de eixtensionismo que aseguren
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la incorporación del pequeño productor a las innovaciones tecnológicas que redunden en

la mejora de la productividad;

d) Ampliar la oferta de bienes y servicios públicos, particularmente en materia de

infraestructura, investigación y desarrollo, capacitación, extensionismo rural e información;

e) Contribuir a adaptar las actividades agropecuarias, acuícoias y pesqueras mediante

acciones para prevenir, mitigar y atender los impactos del fenómeno del cambio climático,

así como la oportuna prevención, administración y atención a riesgos climáticos,

sanitarios y de mercado, considerando los potenciales productivos de cada región;

f) Contribuir a la sustentabilidad de las actividades agropecuarias, pesqueras y acuícoias

en lo referente al aprovechamiento responsable del agua y la tierra, y

g) Contribuir a la sustentabilidad de las actividades agropecuarias, pesqueras y acuícoias

en lo referente a los recursos genéticos.

IV. Coadyuvar al impulso de los mercados y a perfeccionar la información disponible para

el sector;

V. Propiciar la competitividad de las ramas productivas básicas, a que se refiere el artículo

179 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, así como estrategias especiales para otros

sistemas producto de alto impacto social;

VI. Coadyuvar al impulso de la producción primaria, de los productos básicos y

estratégicos señalados en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, entre otros, para el

aprovisionamiento de insumos básicos y apoyo a paquetes tecnológicos;

VII. Apoyar a las entidades federativas con recursos presupuestarios para la ejecución de

proyectos productivos y/o estratégicos de impacto estatal o regional, de acuerdo a las

prioridades y planteamientos que defina el Consejo Estatal para el Desarrollo Rural

Sustentable, conforme a lo siguiente:

a) Depositarios en los Fideicomisos de Fomento Agropecuario del Estado (FOFAE), en los

Jérmínos dé lo^onveníos de.coordinación y las reglas de operación. Las ministraciones
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que se acuerden no rebasen al período marzo a agosto, en el entendido de que una vez

depositada la primera aportación, para que el Gobierno Federal pueda depositar la

segunda y subsecuentes, los Fideicomisos de Fomento Agropecuario del Estado (FOFAE)

deben haber ejercidoy pagado al menos el 70 por ciento de las aportaciones.

Las entidades federativas podrán solicitar a la Secretaría de Agricultura, Ganadería,

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, adecuaciones entre programas de ejecución a

cargo de éstas, siempre y cuando se hayan cumplido las metas establecidas en los

convenios respectivos, y permitan un mejor cumplimiento de los objetivos y metas de los

programas en su conjunto, en el marco de las disposiciones aplicables;

b) Que las entidades federativas sean las responsables de la oportuna ejecución de los

recursos, administrados por los Fideicomisos de Fomento Agropecuario del Estado

(FOFAE), constituidos de manera paritaria para este fin. Los apoyos se entregarán a los

beneficiarios de acuerdo a la disponibilidad de los recursos del fondo independientemente

de su origen y utilizar el pago electrónico a los beneficiarios;

c) El porcentaje máximo de apoyo sea de hasta el 50 por ciento del costo total del

proyecto, con excepción de los apoyos dirigidos a productores de bajos ingresos en zonas

y localidades de alta y muy alta marginaclón que serán conforme se establezca en las

reglas de operación. En ambos casos el trámite se hará gratuito y sin costo alguno para

los beneficiarios, y

d) En el caso de los subsidios a energéticos como energía eléctrica, diésel agropecuario,

marino y gasolina ribereña, se beneficiará preferentemente a los productores de bajos

recursos ubicados en zonas de alta y muy alta marginaclón de acuerdo a lo señalado en

la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Asimismo, la Secretaría de Agricultura,

Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación deberá integrar un listado de

beneficiarios.

VIII. Impulsar la producción y productividad en el sector mediante el fomento de proyectos

integrales que consideren la tecnificación del riego y el uso de insumos (semillas,

fertilizantesTbiofértilizantes y prácticas agrícolas sustentables, entre otros);
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IX. Promover el desarrollo regional mediante el desarrollo de clústeres agroalimentarios y

agroparques que vinculen a los productores con las cadenas de valor y propicien la

generación de economías de escala, incrementen la productividad y competitividad, asi

como un desarrollo equilibrado en las regiones norte, centro y sur-sureste del país;

X. Los recursos destinados a fortalecer el medio ambiente buscarán que se beneficie

prioritariamente a los territorios ejidales, comunales y privados de los pequeños

productores;

XI. Se fortalecerán las obras de tecnificación de riego para aumentar la producción y

productividad, dando prioridad a las pequeñas unidades de producción;

XII. Las autoridades fiscales pondrán a disposición de las dependencias y entidades

encargadas del otorgamiento de subsidios y estímulos, herramientas tecnológicas que

permitan la consulta sobre el cumplimiento de la obligación contenida dentro del artículo

32-D del Código Fiscal de la Federación. En las Reglas de Operación de los Programas

Federales del Ramo 08 de Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca

y Alimentación, se deberá establecer que la consulta referida, la hará directamente ésta

última dependencia y no el beneficiario;

XIII. Para el caso del Programa Integral de Desarrollo Rural, el componente de agricultura

familiar, periurbana y de traspatio será destinado prioritariamente para apoyar a

productores de huertos familiares de hasta 1 hectárea, y

XIV. Los incentivos al proceso de comercialización de los productos agropecuarios y

pesqueros, buscarán impulsar el desarrollo de las regiones del país en donde la

infraestructura para el acopio y agregación de valor es deficiente e insuficiente; asimismo,

privilegiará a la población objetivo de más bajos recursos, con base en el fortalecimiento

de su organización y capacitación, a través del otorgamiento de un mayor porcentaje de

apoyo en los programas y componentes que instrumente la Secretaría de Agricultura,

Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación.
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Artículo 37. La ejecución y operación dei Sistema de Protección Social en Salud deberá

sujetarse a lo dispuesto por la Ley General de Salud, a las disposiciones reglamentarias

de dicha Ley, así como a las disposiciones de caráctergeneral o lineamientos que emitan

la Secretaría de Salud o la Comisión Nacional de Protección Social en Salud.

A. La Secretaría de Salud, a través de la Comisión Nacional de Protección Social en

Salud, llevará a cabo lo siguiente;

I. Difundir criterios púbiicos y objetivos para la definición de la población sujeta a la

afiliación en el medio rurai y urbano, prioritariamente a madres embarazadas y niños

recién nacidos;

II. Dar a conocer semestraimente, en los términos de la Ley Federal de Transparencia y

Acceso a la información Pública Gubernamental, la relación de municipios en ios que

opera ei Sistema de Protección Social en Salud y el número de personas beneficiarías, en

cada una de ellas por entidad federativa, así como el monto de las cuotas familiares, la

cuota social y las aportaciones solidarias federal y estatal, por entidad federativa;

III. Publicar semestraimente en su página de internet las obras e inversiones realizadas

con los recursos del Fondo de Previsión Presupuestai, a que se refiere ei artículo 77 bis

18 de la Ley General de Salud, y

IV. Emitir disposiciones generales o lineamientos sobre:

a) El destino de los recursos federales que se transfieran a las entidades federativas por

concepto de cuota social y aportación solidariafederal, conforme a las siguientes bases:

i. Hasta el 40 por ciento, por concepto de remuneraciones dei personal ya contratado

directamente invoiucrado en la prestación de servicios de atención a ios afiliados ai

Sistema;

ii. Hasta el 30 por ciento, por concepto de adquisición de medicamentos, material de

curación y otros insumos necesarios para la prestación de servicios a ios afiliados al

Sistema;
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üi. Al menos el 20 por ciento, para acciones de promoción, prevención y detección

oportuna de enfermedades que estén contenidas en el Catálogo Universal de Servicios de

Salud (CAUSES), y

iv. Hasta el 6 por ciento, para el gasto operativo y para el pago de personal administrativo

del Régimen Estatal de Protección Social en Salud correspondiente a cada entidad

federativa.

Sólo en casos plenamente justificados o excepcionales, la composición de dichos

porcentajes podrá modificarse siempre que las características estatales o perfil de salud

de la población afiliada lo ameriten, en el entendido de que diciias modificaciones deberán

acreditarse y ser aprobadas por la Secretaria de Salud, y

b) El destino de los recursos federales que se transfieran a las entidades federativas para

el fortalecimiento de la infraestructura médica.

B. Las entidades federativas deberán remitir la información que determine la Comisión

Nacional de Protección Social en Salud, de conformidad con las disposiciones generales

que para tal efecto emita.

Los anexos I, II, III y IV del Acuerdo de Coordinación a que se refiere el articulo 77 bis 6

de la Ley General de Salud, deberán firmarse, en su caso, en el primer trimestre del año

fiscal. Al momento de su firma a la Comisión Nacional de Protección en Salud y las

entidades federativas, les corresponderá su publicación en sus respectivas páginas de

Internet. Tratándose de los anexos II, III y IV, deberán ser publicados en el Diario Oficial

de la Federación, a través de la Secretaria de Salud.

Las disposiciones consideradas en la fracción IVde este artículo deberán formar parte del

anexo IV de dicho Acuerdo de Coordinación.

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social normará la

evaluación del Sistema de Protección Social en Salud, de conformidad con lo establecido

en la Ley General de Desarrollo Social.
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Artículo 38. La Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, podrá otorgar subsidios a

las asociaciones deportivas nacionales y demás instituciones y organismos públicos,

siempre y cuando cumplan con la Ley General de Cultura Fisica y Deporte y su

Reglamento, con el Programa Nacional de Cultura Física y Deporte y con las reglas de

operación de dicha Comisión.

Artículo 39. Los recursos federales que se asignan en este Presupuesto de Egresos para

el Fondo Metropolitano se distribuyen entre las zonas metropolitanas conforme a la

asignación que se presenta en el Anexo 19 de este Decreto y se deberán aplicar, evaluar,

rendir cuentas y transparentar en los términos de las disposiciones aplicables.

Los recursos del Fondo Metropolitano se destinarán prioritariamente a estudios, planes,

evaluaciones, programas, proyectos, acciones, obras de infraestructura y su

equipamiento, en cualquiera de sus componentes, ya sean nuevos, en proceso, o para

completar el financiamíento de aquéllos que no hubiesen contado con los recursos

necesarios para su ejecución; los cuales demuestren ser viables y sustentables,

orientados a promover la adecuada planeación del desarrollo regional, urbano y del

ordenamiento del territorio para impulsar la competitividad económica, la sustentabilidad y

las capacidades productivas de las zonas metropolitanas, coadyuvar a su viabilidad y a

mitigar su vulnerabilidad o riesgos por fenómenos naturales, ambientales y los propiciados

por la dinámica demográfica y económica, así como a la consolidación urbana y al

aprovechamiento óptimo de las ventajas competitivas de funcionamiento regional, urbano

y económico del espacio territorial de las zonas metropolitanas.

Los estudios, planes, evaluaciones, programas, proyectos, acciones, obras de

infraestructura y su equipamiento a los que se destinen los recursos federales del Fondo

Metropolitano deberán estar relacionados directamente o ser resultado de la planeación

del desarrollo regional y urbano, así como de los programas de ordenamiento de los

asentamientos humanos en el territorio y los programas ya establecidos para la movilidad

no motorizada, por lo que deberán guardar congruencia con el Plan Nacional de

:Desarrojlo 20^2018.v con los programas en materia de desarrollo regional y urbano que
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se deriven del mismo, además de estar alineados con los planes estatales y municipales

de desarrollo urbano y de los municipios comprendidos en la respectiva zona

metropolitana.

Las decisiones sobre la asignación y aplicación de los recursos del Fondo Metropolitano

las tomarán los gobiernos de los estados a través de su Consejo de Desarrollo

Metropolitano y deberán sujetarse para su financiamiento a criterios objetivos de

evaluación de costo y beneficio, así como de impacto metropolitano, económico, social y

ambiental, de acuerdo con las disposiciones del Fondo Metropolitano y las demás

aplicables, tomando en cuenta la movilidad no motorizada considerada en estudios,

planes, evaluaciones, programas, proyectos, acciones, obras de infraestructura y su

equipamiento, en cualquiera de sus componentes, ya sean nuevos o en proceso.

Para coadyuvar en la asignación, aplicación, seguimiento, evaluación, rendición de

cuentas y transparencia de los recursos del Fondo Metropolitano, cada zona

metropolitana deberá contar con un Consejo para el Desarrollo Metropolitano o un órgano

equivalente que tendrá carácter estatal, donde las entidades federativas determinarán los

mecanismos de participación de los municipios y un fideicomiso de administración e

inversión, en los términos que se establezcan en este artículo, en las disposiciones del

Fondo Metropolitano y en las demás aplicables.

El Consejo para el Desarrollo Metropolitano, o su equivalente, estará presidido por el

gobernador o gobernadores e integrado por el presidente municipal o presidentes

municipales y, en su caso, jefes delegacionales, del territorio que integra la zona

metropolitana, así como por los representantes que señalen las disposiciones del Fondo

Metropolitano. En el caso de zonas metropolitanas en territorio de dos o más entidades

federativas la presidencia será rotativa y con duración de por lo menos un año, pudiendo

acordar el establecimiento de una presidencia conjunta, en cuyo caso no tendrá término

de duración.

Dicho Consejo deberá quedar instalado a más tardar el tercer mes del año de ejercicio,

-salvo-cuando-se-trate del inicio de urT nuevo mandato de gobierno estatal, en cuyo caso
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dispondrá de fiasta 30 días naturales contados a partir de la fecha de toma de posesión
del cargo.

El Consejo referido en los dos párrafos anteriores o su equivalente, deberá asignar los

recursos del Fondo Metropolitano exclusivamente a programas, obras y proyectos

basados en un plan de orden metropolitano, acordado por el Consejo para el Desarrollo

Metropolitano de la respectiva zona metropolitana, conforme a lo dispuesto en este

artículo, y remitir trimestralmente el informe del destino y aplicación de los recursos, del

avance físico y financiero y de la evaluación de los resultados alcanzados y el impacto

urbano, económico y social a la Secretaría, así como a la Cámara de Diputados, en los

términos del artículo 85 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría

y las demás disposiciones legales aplicablesal FondoMetropolitano.

Respecto de los recursos del Fondo Metropolitano, se procederá en los términos de las

disposiciones aplicables para imponer o promover las sanciones que correspondan

cuando las entidades federativas no hayan entregado la información a que se refiere el

párrafo anterior.

Los Consejos Metropolitanos remitirán, trimestralmente y desglosada, a la Cámara de

Diputados, la infonnación en la que se autoriza la asignación de recursos del Fondo

Metropolitano, misma que estará disponible en el portal de Internet de las entidades

federativas que conforman cada zona metropolitana, debiendo ésta actualizarla con la

misma periodicidad.

Las Zonas Metropolitanas donde se asignen recursos del Fondo Metropolitano podrán

aplicar parte de los recursos a la realización de un Plan de Desarrollo Metropolitano de

mediano y largo plazo, así como a planes de movilidad no motorizada, el cual será

valorado por los Consejos Metropolitanos de acuerdo a los términos que establezcan

dichos Consejos, a las Reglas de Operación del Fondo Metropolitano y en las demás

disposiciones aplicables.

Artículo 40. La Secretaríade Educación Púbíi^a será responsable de emitir las reglas de

operación de los programas sujetos a ías mismas, de acuerdo a lo dispuestoen el artículo
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77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendarla, las cuales
contendrán, entre otras reglas, las siguientes:

I. Los recursos destinados a programas educativos deberán serejercidos exclusivamente
por las autoridades educativas, tanto federales como estatales:

II. Las instituciones educativas contarán con un listado exhaustivo que contenga el
personal comisionado a actividades sindicales. La Secretaria de Educación Pública

enviarádichos listados a la Cámara de Diputados, y

III. En ningún caso podrán existir nóminas o partidas confidenciales. Los recursos públicos
otorgados a las instituciones educativas que sean usados para el pago de nóminas
deberán ejercerse en el marco de la transparencia y rendición de cuentas, por lo que los
beneficiarios de dichos programas deberán reportar a la Secretarla de Educación Pública

los montos pagados a cada trabajador.

La Secretaría de Educación Pública, antes del último dia hábil del mes de enero, emitirá
las convocatorias para el concurso de los diversos fondos aprobados, respecto a los

programas a que se refiere este articulo, con la excepción de los que estén sujetos a los

calendarios escolares específicos.

Artículo 41. Los programas destinados a educación media superior y superior, sujetos a
reglas de operación, deberán contener las siguientes disposiciones:

I. La Secretaría de Educación Pública al diseñar los programasdeberá enviara la Cámara

de Diputados un informe sobre cómo dichos programas disminuirán los rezagos de

cobertura y absorción en educación media superior ysuperior en las diversas regiones del
país;

II. Las entidades federativas deberán enviar, de manera trimestral, informes tanto a la

Cámara de Diputados, como a laSecretaría de Educación Pública, sobre la aplicación de
fondos para la operación de los subsistemas de educación media superior y superior;

lillas instituciones públicas de educación superior estarán obligadas a la práctica de
auditoi-íá externa de su matrícula, debiendo enviar los resultados de ésta, asi como un
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informe semestral específico sobre la ampliación de la misma, tanto a la Cámara de

Diputados como a la Secretaría de Educación Pública, y

IV. Las instituciones públicas federales y estatales de educación media superior y superior

pondrán a disposición de la sociedad la infonnacíón sobre la aplicación y uso de los

recursos recibidos a través de este Presupuesto de Egresos. En el marco de la Ley

Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y, en su

caso, la ley local respectiva, las instituciones incorporarán en su página de Internet la

información relacionada con los proyectos y los montos autorizados. En particular, el

registro, la asignación, los avances técnicos, académicos o ambos, y el seguimiento del

ejercicio de recursos, manteniendo la información actualizada con periodicidad trimestral.

La información a que se refiere este artículo deberá estar disponible de manera

permanente y actualizada en la página de Internet de la Secretaría de Educación Pública,

la cual deberá enviar dicha información a la Secretaría de manera trimestral.

TÍTULO QUINTO

OTRAS DISPOSICIONES PARA EL EJERCICIO FISCAL

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 42. Con el objeto de impulsar la cultura del pago por suministro de agua en

bloque en los Distritos de Riego y mejorar la infraestructura de riego, el Ejecutivo Federal,

a través de la Comisión Nacional del Agua, devolverá a los Distritos de Riego que estén al

corriente en sus pagos, un importe de recursos equivalente a las cuotas que se generen

en el presente ejercicio fiscal, los cuales se destinarán en un 65 por ciento a la

conservación y mantenimiento de los canales y drenes menores; 25 por ciento a la

conservación de la red mayor, canales y drenes principales; 8 por ciento al mantenimiento

de las obras de cabeza, y 2 por ciento a la supen/lsión y gasto de operación.

Artículo 43; Los programas de la Secretaría de Educación Pública, destinados a fomentar

la expansión de la oferta educativa de los niveles Media Superior y Superior, establecerán
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mecanismos que permitan disminuir el rezago en el índice de cobertura en aquellas

entidades federativas que estén por debajo del promedio nacional.

La Secretaría de Educación Pública deberá informar a la Cámara de Diputados, sobre la

estructura de los programas destinados a fomentar la expansión de la oferta educativa a

los que hace referencia el párrafo anterior, su distribución y metas de mediano y largo

plazo, a más tardar el 31 de marzo.

Los recursos federales que reciban las universidades e instituciones públicas de

educación media superior y superior, incluyendo subsidios, estarán sujetos a la

fiscalización que realice la Auditoría en términos de lo establecido en la Ley de

Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y se rendirá cuenta sobre el

ejercicio de los mismos en los términos de las disposiciones aplicables, detallando la

información siguiente:

I. Los programas a los que se destinen los recursos y el cumplimiento de las metas

correspondientes;

II. El costo de nómina del personal docente, no docente, administrativo y manual,

identificando las distintas categorías y los tabuladores de remuneraciones por puesto,

responsabilidad laboral y su lugar de ubicación;

III. Desglose del gasto corriente destinado a su operación;

IV. Los estados de situación financiera, analítico, así como el de origen y aplicación de

recursos públicos federales, y

V. La información sobre matrícula de inicio y fin de cada ciclo escolar.

De conformidad con la Ley General de Contabilidad Gubernamental, así como con los

lineamientos que emita en la materia el Consejo Nacional de Armonización Contable, las

universidades e instituciones públicas de educación media superior y superior llevarán el

registro y la fiscalización de los activos, pasivos corrientes y contingentes, ingresos,

gastos y patrimonio.
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Las universidades e instituciones públicas de educación media superior y superior a que

se refiere este artículo entregarán a la Secretaría de Educación Pública la información

señalada en el mismo, a más tardar el día 15 de los meses de abril, julio y octubre de

2014 y 15 de enero de 2015. Diclia Secretaria entregará esta información a la Cámara de

Diputados y la publicará en su página de Internet, a más tardar a los 30 días naturales

posteriores al periodo correspondiente.

Las autoridades correspondientes para aplicar dichos recursos verificarán que el personal

de cada una de las universidades e instituciones de educación media superior y superior

públicas, cumplan con sus obligaciones en términos de los contratos laborales

correspondientes realizándose, en su caso, la compulsa entre las nóminas y los registros

de asistencia.

La Secretaría de Educación Pública enviará la información a que se refiere este artículo a

la Secretaría dentro de los 10 días liábiles posteriores a que aquélla la reciba.

Artículo 44. Las sanciones económicas que, en su caso, aplique el Instituto Federal

Electoral derivado del régimen disciplinario de los partidos políticos durante 2014, serán

concentradas a la Tesorería de la Federación dentro de los 30 días naturales siguientes a

la fecha en que se realice el pago o se haga efectivo el descuento. Los recursos

obtenidos por este concepto serán destinados en los términos de las disposiciones

aplicables al Ramo 38 para el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología y los Centros

Públicos de Investigación y deberán destinarse a actividades sustantivas y proyectos

científicos: dichos recursos no podrán ejercerse en servicios personales y su ejercicio y

destino deberá reportarse en los Informes Trimestrales.

Asimismo, los recursos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 1® de la Ley de

Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2014, serán aplicados en los

proyectos y programas de ciencia y tecnología establecidos en el presente Decreto,

incluyendo los relativos a la materia de hidrocarburos.

Artículo 45. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, con la participación que

-corresponda al Consejo Nacional de Armonización Contable, establecerá los términos y
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condiciones para la distribución del fondo previsto en este Presupuesto de Egresos, para

el otorgamiento de subsidios a las entidades federativas y a los municipios para la

capacitación y profesionalización de las unidades administrativas competentes en materia

de contabilidad gubernamental, así como para la modernización de tecnologías de la

información y comunicaciones que permitan el cumplimiento.de la armonización contable

de los 3 órdenes de gobierno conforme a lo dispuesto en la Ley General de Contabilidad

Gubernamental.

Las disposiciones a que se refiere el párrafo anterior deberán ser publicadas en el Diario

Oficial de la Federación, a más tardar dentro del primer trimestre del año.

El Consejo Nacional de Armonización Contable, a más tardar el último día hábil de

octubre, deberá publicaren su página de Internet un reporte especial sobre la aplicación

de los recursos del fondo a que hace referencia el presente artículo; así como publicar

durante el último trimestre del año:

I. El monto de los subsidios otorgados a cada una de las entidades federativas y

municipios;

II. El tipo y alcances de los subsidios federales otorgados, y

III. Los avances y resultados reportados por las entidades federativas y municipios.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el primero de enero del año 2014.

SEGUNDO. Las disposiciones administrativas emitidas con base en lo dispuesto en los

decretos de Presupuesto de Egresos de la Federación de ejercicios fiscales anteriores,

que se encuentren vigentes hasta antes de la entrada en vigor del presente Decreto,

continuarán aplicándose en lo que no se opongan a éste, hasta en tanto no se emitan

nuevas disposiciones administrativas que las reformen o abroguen.

TERCERO. Se faculta al Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría, para que emita las

autorizacionesjque correspondanr^a~efecto de realizar—los-traspasos de recursos
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humanos, financieros y materiales, incluyendo bienes muebles e inmuebles, que sean

necesarios como consecuencia de reformas jurídicas que tengan por objeto la creación o

modificación, de cualquier dependencia, entidad o ente autónomo, reportando las mismas

en los Informes Trimestrales.

CUARTO. El Programa Pensión para Adultos Mayores continuará operando en tanto se

implemente la Pensión Universal en términos de las disposiciones legales aplicables.

Dicho programa dispondrá de recursos por $42,225'520,621, con los cuales deberá

atender a adultos mayores de 65 años en los términos que señalen sus reglas de

operación. Los recursos del Programa no podrán ser traspasados a otros programas, se

ejercerán hasta agotar su disponibilidad y deberán ser traspasados en su totalidad a la

Pensión Universal una vez que ésta se encuentre en operación.

QUINTO. De las erogaciones previstas para la creación de la Gendarmería Nacional en el

Ramo Administrativo 04 Gobernación se podrá destinar hasta el 25 por ciento para la

creación de plazas. La Secretaría de Gobernación informará a la Cámara de Diputados

sobre los avances en la creación de dicha Gendarmería, a más tardar el último día hábil

de junio.

SEXTO. Para atender y mitigar los daños causados por los fenómenos

hidrometeorológicos en el estado de Guerrero, se aprueban $7,000,000,000.00, para la

creación de una reserva especial en el Fideicomiso Fondo de Desastres Naturales

(FONDEN), con el objetivo de procurar la oportuna asignación y apiicación de recursos

prioritarios para financiar la reconstrucción de la infraestructura federal y estatal en el

territorio de dicha entidad federativa, de acuerdo con las obras y acciones autorizadas por

el Comité Técnico del Fideicomiso FONDEN y la normativa específica que para tal efecto

emita la Secretaría.

Asimismo, durante el ejercicio fiscal 2014, el Ejecutivo Federal, a través de la banca de

desarrollo y con el objeto de fortalecer la infraestructura pública en el estado de Guerrero

y sur del país, elaborará estudios de preinversión y, en su caso, realizará proyectos

•^ejecutivos, entre 15^cuales deben considerarse los-siquientes:
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1. El desarrollo logístico e industrial del Puerto Balsas (Costa Grande, Guerrero) - Puerto

Lázaro Cárdenas (Michoacán).

2. La autopista Intercostera que conecte Michoacán en la Autopista Siglo XXI (Zihuatanejo

- Acapulco - Salina Cruz), hasta Puerto Chiapas.

3. La autopista Puebla - Tlapa- Marquelia (Montaña, Costa Chica, Guerrero).

4. Mejorar accesos y libramientos de la Autopista del Sol desde la Ciudad de México y

Cuernavaca, Morelos, Chilpancingo y Acapulco.

5. Construcción de un proyecto hidroeléctrico en el Río Papagayo.

6. Modernizar la infraestructura del puerto de Acapulco.

7. "Modernización de los distritos de riego de la región de Tien^a caliente y la zona norte

(Guerrero).

8. Corredor logístico Salina Cruz - Coatzacoalcos.

9. Camino Filo Mayor en la Sierra de Guerrero.

SÉPTIMO. Los poderes Legislativo. Ejecutivo y Judicial, así como los entes autónomos,

deberán presentar a la Cámara de Diputados, a más tardar el último día hábil de julio, un

diagnóstico sobre la estructura orgánica con la que cuentan, considerando las funciones

sustantivas y administrativas de su personal a partir del nivel de dirección de área u

homólogos según corresponda, con la finalidad de identificar aquellas plazas que

pudieran resultar redundantes o ineficientes. El diagnóstico deberá incluir las propuestas y

acciones a emprender por cada Poder y ente autónomo, para hacer más eficiente su

organización y procesos internos.

OCTAVO. Los recursos previstos en el Ramo General 23 Provisiones Salariales y

Económicas de este Decreto por $5,000,000,000.00, para la implementación del Sistema

de Justicia Penal en las entidades federativas, se sujetarán a los lineamientos que para tal

efecto emita ía Secretaría en el mes de enero, a través de los cuales se establecerán los

requisitos y iSrócéffímiénFós'payáj federativas puedan acceder a los
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recursos asignados en este Presupuesto de Egresos, así como los mecanismos

financieros que, en su caso, permitan potenciar dichos recursos.

NOVENO. El Ejecutivo Federal, a través de las secretarías de Gobernación y de Hacienda

y Crédito Público, deberá realizar una revisión integral de las normas administrativas que

regulan a los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos, incluyendo al Fondo de

Desastres Naturales, a que se refiere la Ley General de Protección Civil, con la finalidad

de mejorar la eficiencia y eficacia en la aplicación de los recursos de dichos instrumentos.

El resultado de la revisión deberá ser enviado a la comisión de la Cámara de Diputados

que corresponda, a más tardar el último día hábil del primer trimestre de 2014, para que

ésta emita su opinión y, en su caso, las observaciones que considere procedentes.

DÉCIMO. El programa de Inclusión y Alfabetización Digital previsto en el Anexo 17 del

presente Decreto, preverá la entrega de equipos de cómputo para alumnos de educación

primaria y los esquemas que permitan el aseguramiento de dichos equipos.

DÉCIIVIO PRIMERO. La información sobre los padrones de beneficiarios a la que hace

referencia el artículo 7, fracción XI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la

Información Pública Gubernamental, deberá estar disponible en formato electrónico de

texto modificable de base de datos.

DÉCIMO SEGUNDO. En el Anexo 19 de este Presupuesto de Egresos se prevé la

cantidad de $3,000,000,000.00, para la constitución del Fondo para Fronteras, el cual

tendrá por objeto el otorgamiento de subsidios para contribuir al desarrollo económico de

las entidades federativas en cuyo territorio se encuentren las líneas divisorias

internacionales del norte y sur del país. El ejercicio de los recursos de dicho Fondo estará

sujeto a los lineamientos que para tal efecto emita la Secretaría, dentro del primer

trimestre de 2014.

DÉCIMO TERCERO. El Anexo 19 de este Presupuesto de Egresos incluye la cantidad de

$500,000,000.00,^para la constitución del Fondo del Sur-Sureste, el cual tendrá por objeto

^eLotorgamiento.de subsidios para sufragar total o paidalmente el costo de la elaboración
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de estudios, programas y/o proyectos de Inversión en infraestructura y equipamiento para

el desarrollo de las entidades federativas que conforman dicha región. El ejercicio de los

recursos de dicho Fondo estará sujeto a los lineamientos que para tal efecto emita la

Secretaría, dentro del primer trimestre de 2014.

DÉCIMO CUARTO. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación, deberá formular el Programa Nacional de la Agroindustrla de la Caña de

Azúcar, conforme al artículo 8 de la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar,

mismo que incluirá, entre otros, el fomento de la diversificación y el desarrollo tecnológico.
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De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con proyecto de decreto que 
reforma diversas disposiciones de la Ley General de Educación, en materia de fomento de 
valores  

Honorable Asamblea:  

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, de conformidad con lo 
enunciado en los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como de los artículos 80, 82 
numeral 1, 85, 157, 176 y 182 numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
somete a consideración de esta honorable asamblea el presente dictamen: 

I. Antecedentes  

1. En sesión ordinaria celebrada el 9 de octubre de 2012 por el Pleno de la Cámara de 
Diputados del honorable Congreso de la Unión, la diputada Leticia Calderón Ramírez del 
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, LXII Legislatura, presentó 
Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el artículo 7o. de la Ley General de 
Educación. 

2. En la misma sesión ordinaria del 9 de octubre de 2012, el diputado José Francisco 
Coronato Rodríguez del Grupo Parlamentario del Movimiento Ciudadano, LXII 
Legislatura, presentó Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el artículo 7o. de la 
Ley General de Educación. 

3. Una vez instalada la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, el 31 de 
octubre de 2012, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó las 
Iniciativas señaladas en los puntos anteriores a la comisión señalada, para su estudio y la 
elaboración de los dictámenes correspondientes. 

4. El 15 de noviembre de 2012 la diputada Rocío Adriana Abreu Artiñano, del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en la LXII Legislatura, presentó 
Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 7 y 49 de la Ley General de 
Educación. 

5. El 20 de diciembre de 2012 la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, 
en los términos de lo dispuesto en el artículo 183 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, solicitó y obtuvo de la Mesa Directiva extensión de prórroga para atender los 
asuntos turnados, por lo cual se encuentran en plazo vigente para su dictamen. 

II. Descripción de las iniciativas  

A. Iniciativa de la diputada Leticia Calderón Ramírez  
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La diputada Calderón expresa su preocupación porque, pese a los esfuerzos en materia 
curricular que las autoridades educativas han realizado en los últimos 20 años, la formación 
en valores cívicos y éticos entre niños y jóvenes mexicanos tiene serias deficiencias. Señala 
que, de acuerdo con un estudio realizado entre 37 países de Latinoamérica en 2009 “sólo 10 
por ciento de los estudiantes mexicanos de segundo de secundaria demostró que comprende 
los conceptos cívicos y de ciudadanía, mientras que 27 por ciento desconoce y no identifica 
la diferencia entre justicia e injusticia.” En su opinión, la confusión y distorsión en valores 
ocasionan actitudes y actuaciones destructivas que generan el deterioro social. 

Ante esta situación, la diputada Calderón propone retomar el programa “Valores para 
Vivir”, de la UNESCO, desarrollado desde 1996 en 62 países, incluido México. En este 
programa se enfocan 12 valores universales considerados clave. El proyecto de decreto 
incluye estos valores en el artículo 7o. de la Ley General de Educación: 

Artículo 7o. ... 

I. a XVI. ... 

XVII. Fomentar en la educación básica la práctica del amor, honestidad, responsabilidad, 
amistad, solidaridad, tolerancia, igualdad, pluralidad, democracia, equidad, valores sociales 
fundamentales como principio de la convivencia armónica entre las personas.  

B. Iniciativa del diputado José Francisco Coronato Rodríguez  

El diputado Coronato expone la necesidad de que la educación cumpla con los preceptos 
constitucionales y realmente contribuya a la formación integral y armónica de los 
educandos, ofreciendo una base crítica y ética que respete, proteja y garantice los derechos 
humanos. En su opinión, se ha priorizado la enseñanza de materias técnicas y se ha 
abandonado el conocimiento humanista, “donde la reflexión sobre el mundo y sobre la 
humanidad así como sus interrelaciones, constituyen las bases para generar hombres y 
mujeres sensibles y conscientes de la realidad donde se desenvuelven.” 

El promovente enfatiza que la obligación del Estado de garantizar una educación pública de 
carácter integral que procure el amor a la patria y el desarrollo pleno y armónico del 
individuo no está consignada sólo en nuestra Carta Magna, sino en instrumentos jurídicos 
internacionales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la cual es 
considerada por la comunidad internacional como norma de estricto e irremisible 
cumplimiento. Dicha declaración dispone en el párrafo 2 de su artículo 26 lo siguiente: 

La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales... 

El iniciante señala que la poca enseñanza de los derechos humanos, y en general de las 
humanidades, en las escuelas mexicanas, es un lastre para generar un desarrollo político, 
económico, social y cultural en nuestro país de nuestros educandos que promueva una sana 
relación con la naturaleza, basado en la igualdad y la justicia. 
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El proyecto de decreto que acompaña la iniciativa es el siguiente: 

Artículo 1o. Esta ley regula la educación que imparten el e stado -federación, entidades 
federativas y municipios-, sus organismos descentralizados y los particulares con 
autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios. Es de observancia general 
en toda la r epública y las disposiciones que contiene son de orden público e interés social. 

... 

Artículo 2o. ... 

La educación es medio fundamental para adquirir, transmitir y acrecentar la cultura; es 
proceso permanente que contribuye al desarrollo del individuo y a la transformación de la 
sociedad, y es factor determinante para la adquisición de conocimientos y para formar a 
mujeres y a hombres, de manera que tengan sentido de solidaridad social fundamentada en 
las bases de los derechos humanos.  

Artículo 7o. 

III. Fortalecer la conciencia de la nacionalidad y de la soberanía, el aprecio por la historia, 
los símbolos patrios y las instituciones nacionales, así como la valoración de las tradiciones 
y particularidades culturales de las diversas regiones del país mediante estrategias 
educativas que generen vínculos significativos entre los educandos y su cultura nacional;  

VIII. Impulsar la creación y sensibilidad artística y propiciar la adquisición, el 
enriquecimiento y la difusión de los bienes y valores de la cultura universal, en especial de 
aquéllos que constituyen el patrimonio cultural de la nación; 

Artículo 8o. El criterio que orientará a la educación que el estado y sus organismos 
descentralizados impartan -así como toda la educación preescolar, la primaria, la 
secundaria, la normal y demás para la formación de maestros de educación básica que los 
particulares impartan- se basará en los resultados del progreso científico y el respeto a los 
derechos humanos; luchará contra la ignorancia y sus causas y efectos, las servidumbres, 
los fanatismos, los prejuicios, la formación de estereotipos, la discriminación y la violencia 
especialmente la que se ejerce contra las mujeres, niñas y niños, debiendo implementar 
políticas públicas de estado orientadas a la transversalidad de criterios en los tres órdenes 
de gobierno. 

I. y II. ...  

III. Con una visión basada en los derechos humanos contribuirá a la mejor convivencia 
humana, tanto por los elementos que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el 
aprecio para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés 
general de la sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los ideales de 
fraternidad e igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, 
de religión, de grupos, de sexos o de individuos. 
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Artículo 9o. Además de impartir la educación preescolar, la primaria y la secundaria, el 
estado promoverá y atenderá –directamente, mediante sus organismos descentralizados, a 
través de apoyos financieros, o bien, por cualquier otro medio- todos los tipos y 
modalidades educativos, incluida la educación inicial, especial, media superior y superior, 
necesarios para el desarrollo de la nación, apoyará la investigación científica y tecnológica, 
el pensamiento crítico humanista, al tiempo que alentará el fortalecimiento, la apreciación y 
la difusión de la cultura nacional y universal. 

Artículo 10.  

(...) 

Las instituciones del sistema educativo nacional impartirán educación integral de manera 
que permita al educando incorporarse a la sociedad como una persona plena tanto en lo 
intelectual como en lo humano y, en su oportunidad, desarrollar una actividad productiva y 
que permita, asimismo, al trabajador estudiar. 

Artículo 11. La aplicación y la vigilancia del cumplimiento de esta ley corresponden a las 
autoridades educativas de la federación, de las entidades federativas y de los municipios, en 
los términos que la propia ley establece. 

Capítulo II 

Del federalismo educativo 

(...) 

Sección 4. De la evaluación del sistema educativo nacional  

Artículo 29. Corresponde a la Secretaría la evaluación del sistema educativo nacional, sin 
perjuicio de la que las autoridades educativas locales realicen en sus respectivas 
competencias. 

Dicha evaluación, y la de las autoridades educativas locales, serán sistemáticas y 
permanentes, consultando las sugerencias que organizaciones civiles autónomas pudieran 
realizar. Sus resultados serán tomados como base para que las autoridades educativas, en el 
ámbito de su competencia, adopten las medidas procedentes. 

Capítulo III 

De la equidad en la educación 

Artículo 34. ...  

La Secretaría evaluará los resultados en la calidad educativa de los programas 
compensatorios antes mencionados. La evaluación se hará conjuntamente con observadores 
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y consejeros de la CNDH quienes harán propuestas para mejorar la equidad y cuidar el 
cumplimiento de lo marcado en la Declaración Universal de Derechos humanos de la ONU.  

Capítulo IV 

Del proceso educativo 

Sección 1. De los tipos y modalidades de educación  

Artículo 40. La educación inicial tiene como propósito potenciar el desarrollo físico, 
cognoscitivo, afectivo y social de los menores de cuatro años de edad. Incluye orientación a 
padres de familia o tutores para la educación de sus hijas, hijos o pupilos. 

Artículo 42. En la impartición de educación para menores de edad se tomarán medidas que 
aseguren al educando la protección y el cuidado necesarios para preservar su integridad 
física, psicológica y social sobre la base del respeto a los derechos humanos, con ello 
procurando el cuidado de su dignidad, y que la aplicación de la disciplina escolar sea 
compatible con su edad. 

Artículo 46. La educación en materia de cultura y arte procurará fomentar el aprecio, 
valoración e identificación con la cultura universal, nacional y regional, con el objetivo de 
desarrollar integralmente al estudiante, y brindar bases para que pueda potenciar su 
capacidad artística como una profesión.  

La Secretaría, en coordinación con secretarías federales y regionales competentes, 
establecerán formas de reconocimiento y certificación de habilidades artísticas en los 
estudiantes.  

La Secretaría en conjunto con autoridades competentes, generarán las formas en que se 
llevará educación cultural y artística de calidad a los estudiantes, como parte del desarrollo 
integral de los educandos.  

Artículo 47. La educación a que se refiere la presente sección tendrá las modalidades de 
escolar, no escolarizada y mixta. 

Capítulo VII 

De la participación social en la educación 

(...) 

Sección 2. De los consejos de participación social  

(...) 

Artículo 69. ...  
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La autoridad escolar hará lo conducente para que en cada escuela pública de educación 
básica opere un consejo escolar de participación social, integrado con padres de familia y 
representantes de sus asociaciones, maestros y representantes de su organización sindical, 
directivos de la escuela, ex alumnos, representantes de la CNDH, así como con los demás 
miembros de la comunidad interesados en el desarrollo de la propia escuela. 

Artículo 70. En cada municipio operará un consejo municipal de participación social en la 
educación integrado por las autoridades municipales, padres de familia y representantes de 
sus asociaciones, maestros distinguidos y directivos de escuelas, representantes de la 
organización sindical de los maestros, así como representantes de organizaciones de la 
sociedad civil cuyo objeto social sea o vincule la educación y demás interesados en el 
mejoramiento de la educación. 

C. Iniciativa de la diputada Rocío Adriana Abreu Artiñano  

La diputada Abreu inicia su exposición señalando la necesidad de crear un ambiente 
propicio para desarrollar la formación y las habilidades de la niñez y la juventud, de manera 
que se conviertan en mejores ciudadanos. En este sentido considera fundamental la 
enseñanza del civismo, el cual define como “las pautas de comportamiento social que nos 
permiten vivir en la colectividad” (del latín civis ciudadano y civitatis ciudad) y que puede 
entenderse como “la capacidad de saber vivir en sociedad respetando y teniendo 
consideración al resto de individuos que componen la misma, siguiendo normas de 
conducta y de educación, que varían según la cultura del colectivo en cuestión.” 

En opinión de la promovente, pese a la inclusión del civismo en los planes y programas de 
estudio de la educación básica, actualmente poco se sabe sobre el aprendizaje real de los 
alumnos respecto a esta materia. Y aunque en el origen de las conductas antisociales se 
encuentran factores como la marginación, la pobreza y el desempleo, también debe 
reconocerse –afirma– la existencia de muchas deficiencias en la formación cívica, en la 
educación para la convivencia pacífica y en la cultura de una vida libre de violencia. 

De esta manera, la diputada Abreu propone reorientar la educación para formar ciudadanos 
de calidad con planes y programas académicos de alto contenido cívico y ético, para 
fomentar la convivencia social pacífica y armónica, solidaria y socialmente útil. El proyecto 
de decreto es el siguiente: 

Artículo 7o. ... 

I. a V. 

VI. Promover la educación cívica, el valor de la justicia, de la observancia de la Ley y de la 
igualdad de los individuos ante ésta, propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no 
violencia en cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los 
Derechos Humanos y el respeto a los mismos; 

VII a XVI.  
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Artículo 49. El proceso educativo se basará en los principios y valores del civismo que 
garanticen la convivencia pacífica, armónica, solidaria y socialmente útil, en los principios 
de libertad y responsabilidad que aseguren la armonía de relaciones entre educandos y 
educadores y promoverá el trabajo en grupo para asegurar la comunicación y el diálogo 
entre educandos, educadores, padres de familia e instituciones públicas y privadas. De igual 
manera se fomentará el uso de todos los recursos tecnológicos y didácticos disponibles. 

... 

III. Consideraciones generales  

Los integrantes de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos 
comprendemos las preocupaciones expuestas por los promoventes de las iniciativas 
descritas en el punto anterior y damos cuenta de las inquietudes y propuestas planteadas.  

Desafortunadamente, como se manifiesta en la exposición de motivos, en los últimos años 
diversas naciones se han visto inmersas en una ola de violencia verdaderamente alarmante, 
México incluido. Y no sólo eso, sino que la violencia, además de incrementarse 
cuantitativamente y en su grado de peligrosidad, es cada vez más precoz. Especialistas 
afirman que las edades de iniciación en el crimen tienen una tendencia a reducirse, de 
manera que cada vez tenemos delincuentes más jóvenes.1  

Reconocemos que en México la violencia se multiplica y que sus dinámicas y 
consecuencias se expanden, sin embargo, cabe señalar que las causas que provocan la 
“cultura de la violencia” son más diversas y complejas de lo que hasta hace algunos años se 
pensaba. 

Las condiciones de hacinamiento, de desnutrición, de desempleo y de deterioro de la 
familia que imponen la desigualdad y la pobreza, propician en gran medida el desarrollo de 
conductas agresivas, y el mantenimiento de las condiciones de asimetría, que son también 
una respuesta al ejercicio de la violencia.2  

El Índice Global de la Paz 2009, que mide la percepción de la violencia en las naciones, 
arrojó resultados que demuestran que la violencia es, en parte, efecto del acelerado aumento 
de precios en los alimentos y combustibles a inicios de 2008 y del dramático declive 
económico global en el último cuarto periodo del año 2009. El estudio señala también que 
el rápido aumento del desempleo, la congelación de pagos, la caída en el valor de los bienes 
inmuebles, ahorros y pensiones han causado un resentimiento popular en varios países, con 
repercusiones políticas que han sido registradas por el GPI 2009 como indicadores que 
miden la seguridad en la sociedad. 

Si bien estos datos son recientes, la preocupación del sector educativo sobre la violencia no 
es un tema nuevo; a partir del pensamiento de Torres Bodet, en México han existido 
experiencias que responden a educación de principios democráticos, así como de justicia y 
paz. 
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A principios de los años sesenta el plan de estudios de primaria consignaba entre las 
finalidades de la historia “afirmar en los alumnos los ideales democráticos de México” en el 
civismo “crear en el educando convicciones y actitudes definidas acerca de los ideales 
democráticos de nuestro país y de la humanidad”; y en la secundaria “continuar el 
desenvolvimiento armónico del individuo, basándose en la comprensión de las diversas 
actitudes del hombre compatibles con la dignidad humana y encaminadas a prepararlo para 
la vida dentro de la libertad, la democracia, la justicia y la paz”.3  

A partir de entonces se han desarrollado otras experiencias en educación formal en 
diferentes partes del país y en todos los niveles educativos. Por su parte la Secretaría de 
Educación Pública y las Comisiones de Derechos Humanos (la nacional y las locales) 
desarrollan también procesos de educación en derechos humanos en diferentes ámbitos del 
sistema educativo de la mayor parte del país.  

Respecto del concepto de valores humanos universales, el profesor Shalom Schwartz de la 
Universidad Hebrea de Jerusalén, creador de la Teoría de los Valores Humanos Básicos, 
sostiene que existen diversos valores básicos que las personas de todas la culturas 
reconocen, ya sea de forma explícita o bien que son inferidos indirectamente a través de sus 
juicios y sostiene que ésta teoría es aplicable tanto a las poblaciones con educación 
occidentalizada como en aquellas con poca o ninguna educación. Entre los valores 
humanos básicos que Schwartz identifica a través de diversos estudios, se encuentran la 
búsqueda de seguridad y orden social, la cortesía, el respeto, la lealtad, la responsabilidad, 
la justicia social, la paz, la libertad, la tolerancia, la independencia, entre otros.4  

Los valores universales que dieron origen a la Carta de las Naciones Unidas y a la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos son ahora reconocidos y aceptados en los 
sistemas legales alrededor del mundo, mucho más de lo que lo fueron hace algunas 
décadas. Por su parte, Kofi Annan sostiene que es tiempo para reafirmar valores universales 
como la paz, la libertad, el progreso social, la igualdad de derechos y la dignidad humana.5 
Annan añade que para entender los valores universales de la persona humana es necesario 
comprender lo que estos no son y aclara que su validez no depende de que sean 
universalmente obedecidos o aplicados, ya que los códigos de ética son siempre la 
expresión de una aspiración o un ideal, un estándar por medio del cual los errores morales 
pueden ser juzgados, y no una receta que asegure que nunca ocurrirán. Asimismo, los 
valores universales requieren del reconocimiento de las características humanas que 
tenemos en común y del respeto por la dignidad humana y consideración para con las 
personas de otras comunidades.6  

Por último, los integrantes de la dictaminadora deseamos enfatizar que el artículo séptimo 
de la Ley General de Educación establece los fines que la educación habrá de observar, 
entre los que se encuentran, de acuerdo al texto vigente: 

• Contribuir al desarrollo integral del individuo, 

• Fortalecer la conciencia de la nacionalidad y de la soberanía,  
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• Infundir el conocimiento y la práctica de la democracia,  

• Promover el valor de la justicia, de la observancia de la Ley y de la igualdad de los 
individuos ante ésta, así como promover el desarrollo de una cultura por la paz y la no 
violencia en cualquier tipo de sus manifestaciones y propiciar el conocimiento de los 
derechos humanos y el respeto a los mismos; 

• Difundir los derechos y deberes de niños, niñas y adolescentes y las formas de protección 
con que cuentan para ejercitarlos. 

Actualmente, estos y otros fines contenidos en la propia ley y en la Constitución dan la 
pauta para incluir en los planes y programas de estudio ciertos valores y principios como la 
equidad, la tolerancia, la justicia, la democracia, el reconocimiento a las diferencias y el 
respeto a los demás. 

IV. Consideraciones particulares  

Propuesta de reforma al artículo 2o. 

Se propone incluir en el segundo párrafo la precisión de que la educación se fundamenta en 
las bases de los derechos humanos. La propuesta se considera pertinente, salvo una 
modificación en la redacción para hacer más armónico el texto, de la siguiente manera: 

Artículo 2o. Todo individuo tiene derecho a recibir educación y, por lo tanto, todos los 
habitantes del país tienen las mismas oportunidades de acceso al sistema educativo 
nacional, con sólo satisfacer los requisitos que establezcan las disposiciones generales 
aplicables. 

Asentada en las bases de los derechos humanos, l a educación es medio fundamental para 
adquirir, transmitir y acrecentar la cultura; es proceso permanente que contribuye al 
desarrollo del individuo y a la transformación de la sociedad, y es factor determinante para 
la adquisición de conocimientos y para formar a mujeres y a hombres, de manera que 
tengan sentido de solidaridad social. 

Propuestas de reforma al artículo 7o. 

Las tres Iniciativas proponen reformas al artículo 7o.. La primera propuesta consiste en 
incluir una nueva fracción en la que se enlisten los valores considerados en el programa 
Valores para Vivir, de la UNESCO, y algunos otros más. La propuesta se considera 
improcedente debido a que todos los conceptos propuestos ya están considerados directa o 
indirectamente en el texto vigente, tal como se especifica a continuación: 

1. Amor. No está considerado dentro de los “valores universales” que detalla el Programa 
Valores para Vivir, citado en la Iniciativa como una de las fuentes de la misma, y en la 
argumentación no se explica por qué se incluye. 
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2. Honestidad  

– Sinónimos: honrado, decente, recatado, pudoroso... 

– 7o., fracción XIV: fomentar la cultura de la transparencia y la rendición de cuentas... 
fracción VI: promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la igualdad de 
los individuos ante ésta... 

3. Responsabilidad  

– 7o., fracción X: ... ejercicio responsable de la sexualidad... paternidad responsable... XIV: 
fomentar la cultura de la transparencia y la rendición de cuentas... 

– Artículo 2o.: en el proceso educativo deberá asegurarse la participación activa del 
educando, estimulando su iniciativa y su sentido de responsabilidad social... 

4. Amistad  

– No está considerado dentro de los “valores universales” que detalla el Programa Valores 
para Vivir, citado en la Iniciativa como una de las fuentes de la misma, y en la 
argumentación no se explica por qué se incluye. 

5. Solidaridad  

– Artículo 2o.: la educación... es factor determinante para la adquisición de conocimientos 
y para formar a mujeres y a hombres, de manera que tengan sentido de solidaridad social  

– Artículo 7o., fracción X: desarrollar actitudes solidarias en los individuos... fracción XII: 
fomentar actitudes solidarias y positivas hacia... el bienestar general 

6. Tolerancia  

– Artículo 7o. fracción X: desarrollar actitudes solidarias en los individuos... sin menoscabo 
de la libertad y del respeto absoluto a la dignidad humana... 

– Artículo 8o.: el criterio que orientará a la educación... luchará contra... la formación de 
estereotipos, la discriminación... 

7. Igualdad  

– Artículo 7o. fracción VI: promover el valor de la igualdad de los individuos... 

8. Pluralidad  

– Multitud, número grande de algunas cosas, o el mayor número de ellas. Cualidad de ser 
más de uno... Está contenido en el concepto de democracia. 
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9. Democracia  

– Artículo 7o., fracción V: infundir el conocimiento y la práctica de la democracia como 
forma de gobierno y convivencia... 

– Artículo 8o.: el criterio que orientará a la educación... fracción I. será democrático, 
considerando a la democracia no solamente como una estructura jurídica y un régimen 
político, sino como un sistema de vida fundado en el constate mejoramiento económico, 
social y cultural del pueblo 

10. Equidad  

– sin. Templanza, justicia natural... 

– Artículo 7o., fracción VI: promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de 
la igualdad de los individuos ante ésta... 

– Artículo 8o., fracción II: Será nacional, en cuanto –sin hostilidades ni exclusivismos– 
atenderá a la comprensión de nuestros problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos, 
a la defensa de nuestra independencia política, al aseguramiento de nuestra independencia 
económica y a la continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura 

11. Convivencia armónica entre las personas  

– Artículo 8o., fracción III: Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los 
elementos que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio para la 
dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés general de la 
sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad 
de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, de religión, de grupos, 
de sexos o de individuos 

Es importante recordar que existen dos maneras de definir un conjunto dado: 

a) Por extensión o enumeración: se define nombrando a cada elemento del conjunto. 

b) Por comprensión: se define mediante un enunciado o atributo que representa al conjunto 
(se busca una frase que represente a la totalidad de elementos sin nombrar a ninguno en 
particular). Otras legislaciones (Colombia, Argentina, Perú), definen por extensión las 
condiciones que establecen una diferencia entre los individuos, y que en algún momento 
han sido motivo de exclusión. Este es un criterio que no se utiliza en la Ley General de 
Educación, sino que más bien se define por comprensión. Además de que tendríamos una 
Ley muy extensa, enumerar elementos implica el riesgo de dejar fuera algunos que pueden 
no existir en este momento, pero podrían aparecer en función de los cambios sociales y 
culturales. 
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En este orden se ideas, los integrantes de la Comisión consideramos no procedente la 
inclusión del listado de conceptos que propone la diputada Calderón. Por el contrario, se 
considera pertinente incluir en el artículo 7o. el concepto de valores humanos universales 
propuesto, debido a que reconocemos que actualmente la mayoría de los países luchan por 
reforzar los valores humanos, entendiéndose entre estos a los denominados valores 
fundamentales o valores básicos (libertad, tolerancia, no violencia, discusión razonable, 
justicia, etcétera).7 La reforma se introduciría en la fracción VI del artículo 7o., por 
corresponder con la materia, de acuerdo con la siguiente propuesta: 

Artículo 7o. ... 

I. a V. ... 

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la igualdad de los 
individuos ante ésta, propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no violencia en 
cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los derechos humanos, 
el respeto a los mismos y la práctica de los valores humanos universales . 

VII. a XVI. ... 

Las otras dos propuestas de reforma al artículo 7o. se consideran no procedentes puesto que 
están contenidas en otras fracciones o artículos de la Ley General de Educación. 

Propuestas de reforma al artículo 8o. 

Tanto la reforma al primer párrafo como la de la fracción III de este artículo se consideran 
procedentes, toda vez que especifican el concepto de derechos humanos como uno de los 
criterios que orientará la educación en México. Los integrantes de esta comisión 
consideramos que estas reformas se encuentran en armonía con lo establecido en el artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a partir de junio de 2011, 
cuando se introdujo la noción de derechos humanos además del de las garantías 
individuales que existía hasta entonces. 

Propuesta de reforma al artículo 9o. 

La propuesta de reforma a este artículo se considera procedente, toda vez que amplía las 
obligaciones del Estado respecto al apoyo no sólo a la investigación científica, sino también 
al pensamiento crítico humanista. A juicio de los integrantes de la Comisión, de esta 
manera quedan comprendidas las ciencias sociales y las humanidades, áreas del 
conocimiento fundamentales para el desarrollo de la sociedad y generalmente consideradas 
de menor jerarquía que las llamadas ciencias duras. 

Propuesta de reforma al artículo 10 

Se propone agregar la obligación de las instituciones del sistema educativo nacional para 
impartir educación integral. La propuesta se considera improcedente debido a que tal 
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precisión ya se establece en los artículos 2o., 7o. y 8o. para toda la educación impartida por 
el Estado y los particulares con autorización o Reconocimiento de Validez Oficial de 
Estudios.  

Propuesta de reforma al artículo 29 

Se propone que la evaluación realizada por la Secretaría se realice consultando las 
sugerencias que organizaciones civiles autónomas pudieran realizar. Se considera no 
procedente debido a la vaguedad de la propuesta –no se especifica sobre qué aspectos 
pudieran formularse tales sugerencias, y no se precisa qué tipo de organizaciones podrían 
ser consideradas. 

Propuesta de reforma al artículo 34 

Se propone que la evaluación de los programas compensatorios que realice la Secretaría se 
haga de manera conjunta con “observadores y consejeros” de la CNDH, con el propósito de 
mejorar la equidad. Se considera improcedente debido a que la CNDH no tiene facultad ni 
estructura para evaluar programas; esta función es realizada por el Consejo Nacional de la 
Política de Desarrollo Social (Coneval), que se encarga principalmente de: 

1. Normar y coordinar la evaluación de la Política Nacional de Desarrollo Social y las 
políticas, programas y acciones que ejecuten las dependencias públicas; y 

2. Establecer los lineamientos y criterios para la definición, identificación y medición de la 
pobreza, garantizando la transparencia, objetividad y rigor técnico en dicha actividad.8  

Propuesta de reforma al artículo 40 

Se propone sustituir el término “favorecer” por el de “potenciar” en el propósito de la 
educación inicial, lo cual se considera procedente porque el nuevo término lleva implícito 
el reconocimiento de las capacidades que los niños ya tienen, mismas que deberán 
incrementarse mediante la educación. 

Propuesta de reforma al artículo 42 

Se propone precisar que la impartición de educación para menores de edad se realizará con 
base en el respeto a los derechos humanos, lo cual se considera improcedente debido a que 
en el mismo párrafo se señala que en tal educación “se tomarán medidas que aseguren al 
educando la protección y el cuidado necesarios para preservar su integridad física, 
psicológica y social sobre la base del respeto a su dignidad”. 

Propuesta de reforma al artículo 46 

Se propone crear un nuevo artículo en el que se especifiquen los propósitos de la educación 
en materia de cultura y arte. Al respecto, es importante señalar que de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3o. constitucional y en la misma Ley General de Educación, en el 
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caso de la educación básica y normal el diseño curricular es competencia de las autoridades 
educativas de nivel federal, y no del Poder Legislativo. En consecuencia, la propuesta se 
considera no procedente. 

Propuesta de reforma al artículo 49 

En este artículo se definen los principios en que se basará el proceso educativo: “en los 
principios de libertad y responsabilidad que aseguren la armonía de relaciones entre 
educandos y educadores y promoverá el trabajo en grupo para asegurar la comunicación y 
el diálogo entre educandos, educadores, padres de familia e instituciones”. La propuesta 
consiste en agregar a tales principios los del civismo, lo cual se considera redundante. 

Propuesta de reforma al artículo 69 

La propuesta consiste en incluir como parte de los consejos escolares de participación 
social a representantes de la CNDH. La propuesta se considera innecesaria, puesto que ya 
en el mismo artículo se señala que podrán participar “los demás miembros de la comunidad 
interesados en el desarrollo de la propia escuela”, e inviable, debido a que no existirían 
suficientes representantes de la CNDH para participar en cada consejo escolar. 

Propuesta de reforma al artículo 70 

El artículo establece que los consejos municipales de participación social consideren la 
participación de organizaciones de la sociedad civil cuyo objeto social sea la educación; la 
propuesta consiste en agregar a las OSC cuyo objeto vincule a la educación. Al respecto, es 
importante precisar que la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por 
Organizaciones de la Sociedad Civil establece con claridad los objetos de fomento y no 
prevé la figura que se propone, además de que el mismo artículo señala que podrán 
participar “los demás interesados en el mejoramiento de la educación”. La propuesta se 
considera no procedente. 

Es de considerarse que el presente dictamen fue aprobado por el pleno de esta Comisión 
dictaminadora en la cuarta reunión ordinaria, celebrada el 17 de abril de 2013, sin embargo 
debido a las recientes reformas realizadas a la ley General de Educación, publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación del 11 de septiembre de 2103, esta Comisión considero 
pertinente retirar el mismo con el propósito de adecuarlo a dichas reformas en lo que se 
refiere a los artículos 8o y 9o de la misma Ley, lo cual no modifica de manera alguna su 
sentido en los términos del presente proyecto de decreto.  

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 72 fracción A de la 
Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, la Comisión de Educación Pública y 
Servicios Educativos propone a esta honorable asamblea que se remita a la Cámara de 
Senadores el presente proyecto de decreto que reforma la Ley General de Educación, para 
efecto de que las reformas aprobadas por la Cámara de Diputados sean discutidas por el 
Senado de la República en su calidad de Cámara revisora. 
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Por lo anterior, y una vez analizadas las iniciativas materia de este dictamen, la Comisión 
de Educación Pública y Servicios Educativos somete a consideración del pleno de la 
Cámara de Diputados el siguiente proyecto de  

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley General de Educación, en 
materia de fomento de valores  

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o, segundo párrafo; 7o, fracción VI; 8o, primer 
párrafo; 9o y 40 de la Ley General de Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. ...  

Asentada en las bases de los derechos humanos, la educación es medio fundamental para 
adquirir, transmitir y acrecentar la cultura; es proceso permanente que contribuye al 
desarrollo del individuo y a la transformación de la sociedad, y es factor determinante para 
la adquisición de conocimientos y para formar a mujeres y a hombres, de manera que 
tengan sentido de solidaridad social.  

...  

Artículo 7o. ... 

I. a V. ... 

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la igualdad de los 
individuos ante ésta, propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no violencia en 
cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los derechos humanos, 
el respeto a los mismos y la práctica de los valores humanos universales ; 

VII. a XVI. ... 

Artículo 8o. El criterio que orientará a la educación que el Estado y sus organismos 
descentralizados impartan -así como toda la educación preescolar, la primaria, la 
secundaria, media superior, la normal y demás para la formación de maestros de educación 
básica que los particulares impartan- se basará en los resultados del progreso científico y el 
respeto a los derechos humanos ; luchará contra la ignorancia y sus causas y efectos, las 
servidumbres, los fanatismos, los prejuicios, la formación de estereotipos, la discriminación 
y la violencia especialmente la que se ejerce contra las mujeres, niñas y niños, debiendo 
implementar políticas públicas de Estado orientadas a la transversalidad de criterios en los 
tres órdenes de gobierno. 

I. a IV. ... 

Artículo 9o. Además de impartir la educación preescolar, la primaria, la secundaria y la 
media superior, el Estado promoverá y atenderá –directamente, mediante sus organismos 
descentralizados, a través de apoyos financieros, o bien, por cualquier otro medio- todos los 
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tipos y modalidades educativos, incluida la educación inicial, especial y superior, 
necesarios para el desarrollo de la Nación, apoyará la investigación científica y tecnológica 
y el pensamiento crítico humanista, al tiempo que alentará el fortalecimiento y la difusión 
de la cultura nacional y universal. 

Artículo 40. La educación inicial tiene como propósito potenciar el desarrollo físico, 
cognoscitivo, afectivo y social de los menores de cuatro años de edad. Incluye orientación a 
padres de familia o tutores para la educación de sus hijas, hijos o pupilos. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Notas  

1 Rodríguez Manzanera, Luis (2009). Criminología. México. Porrúa. Pág. 507 

2 Torres, Carmen (2005). Revista Iberoamericana de Educación. Madrid, España. 
Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Pág. 
55-92 

3 Meneses Morales, Ernesto (1988). Tendencias educativas oficiales en México, 1934-
1964. México. Centro de Estudios Educativos-Universidad Iberoamericana. pp. 409-411. 

4 Cfr. Schwartz, Shalom (2006). Les valeurs de base de la personne: Théorie, mesures et 
applications. Revista Francesa de Sociología, número 42, Francia, Centro Nacional de 
Investigación Científica, páginas 249-288. 

5 Cfr. Annan, Kofi (2003). Do we still have universal values?. Canadá, Canadian 
International Youth Letter, Public Awareness Education Programs. 

6 Ídem. 

7 Cfr. De la Isla Veraza, Carlos (1993). La legitimidad de algunos valores universales hoy, 
estudios de filosofía, historia y letras, número 32. México, Instituto Tecnológico Autónomo 
de México. 

8 Extraído el 9 de abril de 2013 desde 
http://www.coneval.gob.mx/quienessomos/Paginas/Quienes-Somos.aspx 

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos  

Diputados: Jorge Federico de la Vega Membrillo (rúbrica), presidente; María Guadalupe 
Mondragón González (rúbrica), Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbrica), José Enrique 
Doger Guerrero (rúbrica), Roy Argel Gómez Olguín (rúbrica), Miguel Ángel Aguayo 
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Dora María Guadalupe Talamante Lemas (rúbrica), Héctor Hugo Roblero Gordillo 
(rúbrica), Nelly del Carmen Vargas Pérez (rúbrica), Víctor Reymundo Nájera Medina 
(rúbrica), Judit Magdalena Guerrero López, secretarios; Juan Manuel Gastélum Buenrostro 
(rúbrica), Alejandra López Noriega, Glafiro Salinas Mendiola (rúbrica), Leticia López 
Landero (rúbrica), Blanca Estela Gómez Carmona (rúbrica), Julio César Flemate Ramírez 
(rúbrica), Gaudencio Hernández Burgos (rúbrica), María de Jesús Huerta Rea, Arnoldo 
Ochoa González (rúbrica), Jorge Herrera Delgado, Harvey Gutiérrez Álvarez (rúbrica), 
Mónica García de la Fuente, Alberto Días Trujillo (rúbrica), Roxana Luna Porquillo 
(rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Salazar (rúbrica), Roberto López González (rúbrica), 
Fernando Cuéllar Reyes (rúbrica).  
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